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Competencia  (3  de  Setiembre  de  1883). — Sala  en'  vacaciones  — 
Pago  de  pesetas. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  municipal  de  Fuente 
Alamo  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Alicante,  sobre  conocimien¬ 
to  del  juicio  verbal  promovido  por  D.  Francisco  Imbernón  contra  Don 
Matías  Aranda,  y  se  resuelve: 

1°  Que  según  lo  dispuesto  en  la  regla  Ia  del  arl.  62  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  'persona¬ 
les  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli¬ 
gación-, 

Y  2o  Que  los  servicios  de  hospedaje  se  satisfacen  por  punto  general 
allí  donde  se  prestan,  por  sobrentenderse  esta  condición. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Setiembre  de  1883,  en  la  com¬ 
petencia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  municipal  de  la 
ciudad  de  Alicante  al  de  igual  clase  de  la  villa  de  Fuente  Alamo  de 
Cartagena  sobre  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  por  Don 
Francisco  Imbernón  contra  D.  Matías  Aranda  y  Gil  para  pago  de  pe¬ 
setas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Imbernón  demandó  en  el  Juzgado  mu¬ 
nicipal  de  Fuente  Alamo  á  D.  Matías  Aranda  y  Gil,  vecino  de  Alican¬ 
te,  el  pago  de  205  pesetas  que  le  adeudaba  por  razón  de  su  hospedaje  y 
dehle  sus  dependientes  en  la  casa  del  demandante,  y  citado  Aranda 
en  su  domicilio  de  Alicante  para  la  celebración  del  juicio  verbal,  acu¬ 
dió  al  Juzgado  municipal  de  este  ültimo  punto,  proponiendo  su  inhi¬ 
bitoria  de  jurisdicción  fundada  en  que  en  la  demanda  se  ejercitaba  una 
acción  personal  por  razón  de  una  obligación 'cuyo  cumplimiento  no 
constaba  dónde  debía  verificarse: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal  que  estuvo  conforme  con 
la  solicitud  de  Aranda,  dictó  auto  inhibitorio  el  Juez  municipal  do 
Alicante  por  el  fundamento  alegado  por  D.  Matías  Aranda: 

Resultando  que  el  demandante  impugnó  la  inhibición  alegando 
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que  sí  bien  no  se  había  hecho  constar  documentalmente  el  lugar  en 
que  debiera  cumplirse  la  obligación  de  que  se  trataba,  era  lo  cierto  que 
la  costumbre  tenía  establecido  que  aquel  que  recibe,  de  otro  alguna  su¬ 
ma  ó  cosa  se  halla  obligado  á  devolvérsela  en  su  pueblo  y  casa,  á  me¬ 
nos  que  se  estipule  otra  cosa;  y  que  en  el  caso  actual  existía  además  la 
circunstancia  de  que  el  demandado  Aranda  se  había  sometido  tácita  y 
expresamente  á  la  jurisdicción  de  aquel  Juzgado  entregando  al  de¬ 
mandante  en  su  domicilio  150  pesetas  de  las  355  de  que  procedían  las 
que  demandaba,  y  prometiéndote  delante  de  los  diferentes  testigos  que 
enumeró  abonarte  las  205  restantes  en  su  misma  casa  sin  necesidad  de 
procedimiento  judicial  alguno'. 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Fuente  Alamo  acordó  para  mejor 
proveer  recibir  declaración  á  los  testigos  citados,  los  cuales  en  número 
de  cinco  afirmaron  lo  dicho  por  el  demandannte;  y  que  oído  el  Fiscal 
municipal,  proveyó  auto  el  Juez  oponiéndose  á  la  inhibitoria,  por  con¬ 
siderar  que  es  Juez  competente  para  conocer  de  las  acciones  perso¬ 
nales  el  del  lugar  del  punto  donde  ha  de  cumplirse  la  obligación,  y  que 
ese  lugar  en  la  cuestión  de  que  se  trata  lo  era  aquella  villa,  en  aten¬ 
ción  á  las  pruebas  hechas  y  á  las  reglas  más  racionales  del  derecho, 
por  má^  que  no  constase  tal  circunstancia  ó  condición  documental¬ 
mente: 

Resultando  que  el  Juez  de  Alicante  insistió  en  la  inhibición,  y  que 
en  su  virtud  uno  y  otro  han  remitido  las  actuaciones  áeste  Supremo 
Tribunal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández  Cuesta: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  la  regla  Ia  del  art.  62  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones 
personales  será  Juez  competente  el  deMugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación: 

Considerando  que  la  de  que  se  trata  procede  del  hospedaje  presta¬ 
do  en  Fuente  Alamo  por  D.  Francisco  Imbernón,  de  profesión  mesone¬ 
ro,  á  D.  Matías  Aranda  y  sus  dependientes,  y  que  los  servicios  de  esta 
clase  se  satisfacen  por  punto  general  allí  donde  se  prestan  por  sobren¬ 
tenderse  esta  condición; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  esta  demanda  corresponde  al  Juzgado  municipal  de  Fuente  Alamo, 
al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  con  la  certificación  correspon¬ 
diente,  comunicándose  esta  resolución  al  Juez  municipal  de  Alicante; 
y  publíquese  en  la  Gaceta  de  ^Madrid  dentro  de  los  10  días  siguientes 
al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias. — (Sentencia  publicada  el  3  de  Setiembre 
de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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Competencia  (10  de  Setiembre  de  1883).— -Sala  en  vacaciones.— 
Pago  de  cantidad. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instan 
cia  del  distrito  de  la  Universidad  de  xMadrid  la  suscitada  con  el  de 
igual  clase  de  Sarriá,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por 
D.  Miguel  Pereira  contra  D.  Benito  Arias,  y  se  resuelve: 
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Que  según  lo  dispuesto  en  la  regla  4*  del  art.  62  de  la  ley  de  Énjui- 
ciamiento  civil ,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales 
será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Setiembre  de  18s3,  en  la 
competencia  pendiente  ante  Nos  promovida  por  el  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  de  Sarriá  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta 
corte  sobre  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  D.  Miguel  Pe- 
reira  Arias  contra  D.  Benito  Arias  y  Fernández  sobre  pago  de  cantidad: 

Resultando  que  obtenido  por  D.  Miguel  Pereira  Arias  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte,  á 
quien  correspondió  en  turno,  el  beneficio  de  litigar  como  pobre  con 
D.  Benito  Arias  y  Fernández,  que  no  compareció  en  dicho  incidente, 
entabló  demanda  para  que  se  le  condenase  al  pago  de  la  cantidad 
de  7.613  reales,  intereses  y  costas,  á  que  ascendían  los  comestibles  que 
entregó  á  D.  Benito  Arias,  y  éste  recibió,  y  quq  el  demandante  tenia 
depositados  en  una  tienda  de  la  calle  del  Alamo  para  surtir  la  de  la 
calle  del  Pez,  núm.  38,  de  esta  corte,  que  tomó  en  traspaso  con  la  obli¬ 
gación  de  satisfacerle  su  importe,  que  era  el  de  30.000  reales;  habién¬ 
dose  marchado  Arias  á  su  país,  después  de  ceder  la  tienda  á  su  depen¬ 
diente  mayor  sin  haberle  satisfecho  e]  importe  de  dichos  géneros,  á 
cuenta  de  los  cuales  habla  cobrado  solamente  22.883  reales,  dejándole 
además  á  deber  496  del  alquiler  de  la  tienda: 

Resultando  que  emplazado  el  demandado  en  el  Juzgado  de  Sarriá, 
al  que  corresponde  el  pueblo  de  San  Juan  de  Muro,  de  que  es  vecino, 
propuso  inhibitoria  que  fundó  en  que  en  la  demandase  ejercitaba  una 
acción  personal  y  él  tenía  su  domicilio  dentro  de  aquel  partido: 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal,  acordó  el  Juez  de  Sarriá  re¬ 
querir  de  inhibición  al  de  esta  corte  por  considerar  que  en  los  juicios 
en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente  el  del  lu¬ 
gar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección 
del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  con¬ 
trato,  si  hallándose  en  él  aunque  accidentalmente  pudiera  hacerse  el 
emplazamiento,  y  en  este  c'aso  se  desconocía  el  lugar  en  que  debiera 
cumplirse  la  obligación,  y  además  el  demandado  no  se  hallaba  en  el 
lugar  del  contrato: 

Resultando  que  el  Juez  de  esta  corte,  oídos  el  demandante  y  el  Pro¬ 
motor  fiscal,  accedió  á  la  inhibición;  pero  interpuesta  apelación  por 
aquél,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid  revocó 
en  4  de  Enero  del  corriente  año  el  auto  apelado,  declarando  que  el  co¬ 
nocimiento  de  la  demanda  correspondía  al  Juez  del  distrito  de  la  Uni¬ 
versidad,  á  quien  ordenó  sostuviese  su  competencia,  fundándola  en  que 
el  contrato  originario  de  la  acción  ejercitada  se  celebró  en  esta  corte, 
donde  se  celebró  la  entrega  de  los  géneros  cfityo  importe  se  reclamaba, 
y  que  en  el  lugar  del  contrato  han  de  cumplirse  las  obligaciones  que 
de  él  se  deriven: 

Resultando  que  en  su  virtud  el  Juez  de  Madrid  se  negó  á  la  inhibi¬ 
ción,  y  que  habiendo  insistido  en  ella  el  de  Sarriá,  fian  remitido  uno  y 
otro  las  actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal:  . 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Francisco  B  ustamante: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  la  regla  Ia  del  art.  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accio¬ 
nes  personales  será  Juez  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplir¬ 
se  la  obligación: 
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Considerando  que  la  acción  que  en  estos  autos  se  ejercita  es  perso¬ 
nal,  y  que  el  contrato  de  donde  se  deriva  produjo  una  obligación  que 
debía  cumplirse  en  Madrid,  puesto  que  aquí  recibió  los  géneros D.  Be¬ 
nito  Arias  y  aquí  los  ha  devuelto  en  parte,  siendo  evidente  que  en  Ma¬ 
drid  debe  pagar  el  resto,  segün  reconocimiento  implícito  de  la  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Universidad  de  esta  corte, 
al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  que  las  continúe  y  pro¬ 
ceda  con  arreglo  á  derecho;  siendo  las  costas  ocasionadas  de  cuenta 
respectiva  de  las  partes,  participándose  esta  resolución  al  Juzgado  de 
Sarriá. — (Sentencia  publicada  el  10  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  M  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (19  de  Setiembre  de  1883 ).—Sala  terce¬ 
ra.—  Nulidad  de  un  testamento. — No  se  admite  el  interpuesto  por 
D.  Jerónimo  Fernández  Buenache  con  D.  Pedro  Pagán  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  los  artículos  1689  y  1690,  núm.  Io,  el  recurso  de  ca¬ 
sación  por  infracción  de  ley  se  da  contra  las  sentencias  definitivas  y 
las  que  resolviendo  un  incidente  hagan  imposible  la  continuación  del 
pleito ; 

Y  2*  Que  el  auto  por  el  que  se  accede  al  requerimiento  de  inhibición 
no  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  deducida  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte  por  D.  Jerónimo  Fernández  Buena¬ 
che  demanda  de  nulidad  de  un  testamento  contra  D.  Pedro  Pagán,  en 
concepto  de  curador  de  D.  Francisco  Rosique  y  Pagán,  fué  requerido 
de  inhibición  aquel  Juzgado  en  el  conocimiento  de  dicha  demanda  por 
el  de  igual  clase  del  distrito  de  San  Juan  de  Murcia: 

Resultando  que  por  auto  de  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  este  territorio  en  9  de  Marzo  último,  confirmatorio  del  dic¬ 
tado  por  el  Juez  de  la  Inclusa,  se  accedió  á  la  inhibición  propuesta,  y 
con  certificación  de  ambos  interpuso  D.  Jerónimo  Fernández  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  á  cuya  admisión  se  opuso  el  Ministe¬ 
rio  fiscal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Angulo: 

Considerando  que  segúp  los  artículos  1689  y  1690,  núm.  Io,  el  re-* 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  se  da  contra  las  sentencias  de¬ 
finitivas  y  las  que  resolviendo  un  incidente  hagan  imposible  la  conti¬ 
nuación  del  pleito: 

Considerando  que  él  auto  contra  el  que  se  recurre  no  pone  término 
al  juicio  ni  hace  imposible  su  continuación; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Jerónimo  Fernández  Buenache,  á  quien  se  con¬ 
dena  al  pago  de  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  cer¬ 
tificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  ré- 
mitido;  y  publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  y  en  la  Colección  legislati¬ 
va ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias.— (Sentencia  publicada  el 
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1 9  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  1  I  de  Octubre  del 
mismo  año.) 
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Itecurso  «le  cafcaciórt  (25  de  Setiembre  de  1883). — Sala  perne¬ 
ra.— Indemnización  de  perjuicios. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la 
Compañía  de  Seguros  La  Unión  y  el  Fénix  Español  con  D.  Francisco 
Boronat  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  es  firme  para  lodos  los  efectos  legales  el  auto  que  decide  un  in¬ 
cidente  de  competencia  si  contra  lo  que  ordena  no  se  ha  utilizado  recur¬ 
so  alguno  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
«le  Palacio  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  te¬ 
rritorio  por  D.  Francisco  Boronat  y  Latorre,  propietario  y  litógrafo, 
vecino  de  esta  capital,  representado  por  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz 
y  Miguel,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  Pedregal  v  Cañe¬ 
do,  con  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La  Unión  y  el  Fenx  Español , 
domiciliada  en  esta  corte,  representada  y  defendida  por  el  Procurador 
D.  Francisco  Sánchez  Morayta  y  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mos¬ 
quera.  sobre  indemnización  de  perjuicios  causados  con  motivo  de  un 
incendio: 

Resultando  que  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La  Unión  y  el 
Fénix  Español  aseguró  A  D.  Francisco  Boronat  y  Latorre,  por  pólizas 
de  10  de  Agosto  de  1874,  29  de  Junio  de  1875  y  23  de  Junio  de  1876, 
refundidas  luego  en  una  sola  contra  incendios,  un  establecimiento  li- 
tográfico  con  sus  enseres  correspondientes  y  colecciones  de  libros  que 
ocupaban  el  sótano,  planta  baja,  patio  y  cuarto  principal  de  la  casa 
núm.  3  de  la  costanilla  de  Santa  Teresa  de  esta  capital,  siendo  una  de 
las  condiciones  que  los  daños  causados  por  el  fuego  se  arreglarían 
amistosamente  ó  se  valuarían  después  de  una  tasación  contradictoria 
por  dos  peritos  elegidos,  uno  por  cada  parte,  ya  en’el  lugar  del  incen¬ 
dio,  ya  en  otro  sitio,  y  ’en  caso  de  no  avenirse  nombrarían  éstos  un 
tercero  y  los  tres  obrando  en  común  y  á  mayoría  de  votos,  y  cuando 
una  de  las  partes  no  nombrase  un  perito  ó  los  dos  designados  no  estu¬ 
vieran  de  acuerdo  sobre  la  elección  de  tercero,  éste  sería  nombrado 
♦por  el  Juez  de  primera  instancia  del  sitio  donde  se  firmara  la  póliza  á 
ruego  de  la  parte  más  diligente-,  siendo  en  todo  caso  los  gastos  do  re¬ 
conocimiento  pericial  y  tasación  por  mitad  entre  la  Compañía  y  el  ase¬ 
gurado: 

Resultando  que  en  28  de  Agosto  de  1879  ocurrió  un  siniestro  en  el 
establecimiento  asegurado,  y  nombrados  los  peritos  que  tasasen  los- 
daños,  D.  Carlos  Andrés  de  Castro,  por  parte  de  la  Compañía,  y  Don 
Próspero  Chanderlot,  no  pudiendo  tener  un  acuerdo  y  tampoco  lo  con¬ 
siguieron  para  el  nombramiento  de  tercer  perito,  por  lo  que  levanta¬ 
ron  por  duplicado  la  oportuna  acta  en  que  así  constaba: 

Resultado  que  con  copia  de  dicha  acta  acudió  al  Juzgado  de  prime¬ 
ra  instancia  de  Buenavista  el  asegurado  D.' Francisco  Boronat  en  es- 
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crito  presentado  en  í  8  de  Noviembre  con  fecha  18  de  Agosto  de  1879, 
pretendiendo  el  nombramiento  de  tercer  perito  que  dirimiese  la  cues¬ 
tión  pendiente  entre  los  designados  por  las  partes  conforme  á  lo  esta¬ 
blecido  en  los  estatutos  de  la  Compañía;  y  por  ésta  se  presentó  con  fe¬ 
cha  17  del  mismo  mes  al  Juzgado  de  la  Inclusa  otro  escrito  con  igual 
solicitud:  que  por  providencia  del  día  20  se  designó  por  el  Juez  de  Bue- 
navista  á  D.  Luciano  Monet  como  perito  tercero,  y  por  el  Juzgado  de 
la  Inclusa,  en  providencia  del  17  del  mismo  mes, se  nombró  al  Ingeniero 
industrial  D.  Antonio  Montenegro;con  cuyo  motivo, y  habiendo  acudi¬ 
do  Boronat  al  Juzgado  de  Buenavista  pidiendo  que  se  requiriera  al  de  la 
Inclusa  para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  de  las  diligencias  pro¬ 
movidas  por  la  Compañía,  anulando  el  nombramiento  de  tercero  en 
discordia  hecho  por  el  mismo,  y  obligando  á  la  Compañía  á  que  acep¬ 
tase  el  designado  por  el  Juzgado  de  Buenavista,  se  suscitó  competen¬ 
cia,  que  fué  decidida  por  la  Audiencia  en  auto  del  19  de  Marzo  de 
1880  declarando  competente  al  Juzgado  de  Buenavista  para  hacer  el 
nombramiento  del  tercer  perito  por  ser  el  del  domicilio  legal  de  la  So¬ 
ciedad  y  del  lugar  dondo  ocurrió  el  siniestro: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  Buenavista  se  hi¬ 
zo  saber  á  petición  de  Boronat  al  perito  D.  Luciano  Monet  el  nombra¬ 
miento  que  se  había  hecho  á  su  favor  para  dirimir  la  discordia  y  que 
cumpliera  con  su  cometido;  y  asi  lo  verificó  evaluando  los  perjuicios 
causados  por  el  incendio  en  el  establecimiento  de  Boronat  en  97.340 
pesetas  27  céntimos: 

Resultando  que  después  de  la  práctica  de  ciertas  actuaciones,  pre¬ 
vio  acto  de  conciliación  sin  resultado,  en  13  de  Noviembre  de  1881  Don 
Francisco  Boronat  dedujo  demanda,  y  después  de  hacer  mérito  de  los 
antecedentes  relacionados  y  por  los  fundamentos  de  derecho  que  esti¬ 
mó  conducentes,  pidió  que  se  condenase  á  la  Compañía  de  seguros  La 
Unión  y  el  Fénix  á  pagar  al  demandante  la  cantidad  de  97.340  pesetas 
27  céntimos  como  indemnización  de  los  daños  sufridos  por  el  incendio, 
y  además  los  intereses  legales  desde  el  28  de  Setiembre  de  1880,  y  las 
costas:- 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  Compañía  de 
Seguros  reunidos  La  Unión  y  el  Fénix  Español  le  evacuó  exponiendo 
que  el  perito  D.  Antonio  Montenegro,  nombrado  por  el  Juez  de  la  In¬ 
clusa,  prestó  su  declaración  en  6  de  Diciembre  de  1 879, á.  la  cual  se  ad¬ 
hirió  el  perito  de  la  Compañía  y  se  le  remitió  con  carta  de  16  del  mis¬ 
mo  mes,  poniendo  á  su  disposición  la  suma  de  54.780  pesetas  74  cénti¬ 
mos,  á  cuya  carta  no  contestó  Boronat,  y  persistió  en  hacer  prevalecer 
el  nombramiento  del  perito  Monet  siguiendo  la  cuestión  de  competen 
cia;  requerido  á  Monet  prestó  su  declaración  evaluando  por  sí  solo,  con. 
infracción  del  art.-  18  de  la  póliza,  los  daños  causados  en  97.340  pese¬ 
tas  con  27  céntimos,  y  en  su  consecuencia  Boronat  formuló  varias  pre¬ 
tensiones  para  que  se  obligara  de  plano  á  la  Compañía  al  pago  de  U 
suma  referida,  y  después  de  alegar,  entre  otros  fundamentos  de  dere¬ 
cho,  el  art.  18  de  la  póliza,  pidió  que  se  dejara  sin  efecto  la  tasación 
practicada  por  D.  Luciano  Monet,  y  se  declarase  que  la  Sociedad  sólo 
estaba  obligada  á  satisfacer  como  importe  de  las  pérdilas  causadas  en 
el  incendio  de  que  se  trata  lá  cantidad  de  54.780  pesetas  74  céntimos 
en  que  fneron  tasadas  y  evaluadas  por  D.  Antonio  Montongro  nombra 
do  perito  tercero  por  el  Juzgado  de  la  Inclusa,  á  cuya  tasación  se  ad¬ 
hirió  el  perito  de  la  Compañi*,  y  que  se  absolviera  á  la  misma  de  la 
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demanda  en  cuanto  excedía  de  la  suma  fijada  en  aquel  documento,  y 
de  todas  las  demás  reclamaciones  deducidas  por  el  actor,  á  quien  se 
impusiera  perpetuo  silencio  y  las  costas: 

Resultando  que  renunciado  por  las  partes  el  trámite  de  réplica  y 
duplica,  y  seguido  el  juicio  por  dos  iustancias,  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  del  distrito,  por  sentencia  de  6  de  Diciembre  de  1882,  con¬ 
firmatoria  en  parte  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  la 
Compañía  de  seguros  reunidos  La  Unión  y  el  Fénix  Español  á  que 
dentro  del  término  de  10  días  satisfaga  á  D.  Francisco  Boronat.y  Lalo- 
rre  la  cantidad  de  97.340  pesetas  27  céntimos  en  que  han  sido  justipre¬ 
ciados  por  el  perito  tercero  D.  Luciano  Monet  los  daños  causaods  por 
e!  incendio  en  su  establecimiento  litográfico  de  la  casa  núm.  3  de  la 
costanilla  de  Sania  Teresa,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Compañía  de  seguros  La  Unión  y 
le  Fénix  Español  se  interpuso  recurso  de  aasación,  por  haberse  en  su 
concepto  infringido: 

Io  El  art.  111  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  285  de  la 
orgánica  del  Poder  judicial  y  la  doctrina  á  su  tenor  establecida  en  sen- 
cías  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Junio  de  1863,  27  de  Noviem¬ 
bre  de  1869,  12  de  Enero  de  1871,  14  de  Marzo  de  1873,  10  de  Febrero 
de  1875  y  otras,  por  cuanto  en  el  fallo  recurrido  se  asienta  como  pre¬ 
misa  esencial  de  la  resolución  contenida  en  el  misriio  que  la  cuestión 
suscitada  en  este  asunto  sobre  competencia  para  hacer  el  nombramien¬ 
to  de  perito  tercero  está  prejuzgada  por  el  auto  que  la  Audiencia  dictó 
en  19  de  Marzo  de  1880,  el  cual  se  califica  de  firme  contra  la  letra  y  es¬ 
píritu  de  las  citadas  prescripciones,  consignando  además  que  sobre  di¬ 
cha  cuestión  no  cabe  discutir,  y  añadiendo,  en  su  consecuencia,  que  la 
tasación  practicada  por  D.  Luciano  Monet  fué  válida  y  debe  producir 
todos  los  efectos  legales:  , 

2°  El  axioma  jurídico  pacta  sunt  servando ,  consagrado  por  los  prin¬ 
cipios  fundamentales  de  derecho  por  la  ley  Ia,  tí t.  Io,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  por  la  jurisprudencia  constante,  por  cuanto 
en  el  antedicho  auto  de  19  de  Marzo,  confirmatorio  del  de  primera  ins 
tancia  y  base  fundamental  de  la  sentencia  recurrida,  se  interpretó 
erróneamente  tergiversando  su  verdadero  y  genuino  sentido,  la  condi¬ 
ción  18  de  la  póliza  de  seguros  sobre  que  versa  el  pleito,  la  cual  textual¬ 
mente  dice:  «que  cuando  una  de  las  partes  no  nombre  su  perito,  ó  los 
dos  peritos  designados  no  estén  de  acuerdo  sobre  la  elección  del  terce¬ 
ro,  entonces  éste  será  nombrado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del 
sitio  en  que  ha  sido  firmada  la  póliza  á  ruego  de  la  parte  más  diligen¬ 
te»,  de  modo  que  la  competencia  quedó  terminada  por  estas  dos  condi¬ 
ciones,  mayor  diligencia  de  cualquiera  de  los  interesados  en  pedir  el 
nombramiento  y  que  el  Juez  á  quien  se  acudiese  lo  fuese  del  sitio  en 
que  se  firmó  la  póliza;  y  como  es  evidente  que  la  Compañía  asegurado¬ 
ra  acudió  al  Juzgado  de  la  Inclusa  y  obtuvo  de  él  el  nombramiento  del 
perito  antes  de  que  el  asegurado  alcanzase  otro  igual  del  de  Buenavis- 
va,  y  tampoco  puede  ponerse  en  duda  que  el  Juez  de  aquel  distrito  lo 
era  y  es,  como  los  demás  de  Madrid,  del  sitio  en  que  la  referida  póliza 
se  firmó  y  de  todos  los  demás  puntos  de  la  población,  estando  faculta¬ 
do  en  la  época  en  que  tales  nombramientos  se  efectuaron  para  conocer 
á  prevención  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que  ocurriesen  en 
todo  el  partido  judicial,  como  actualmente  lo  estaban  también,  previo 
repartimiento,  de  aquí  el  manifiesto  error  de  ía  interpretación,  la  vio- 
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loción  del  contrato  que  es  ley  en  la  materia,  y.  la  infracción  de  las  pre¬ 
citadas  disposiciones  y  doctrina: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  las  partes  están  conformes  en  los  hec:  os  que  sir¬ 
vieron  dé  fundamentos  á  la  sentencia  recurrida,  no  habiendo  entre 
ellos  otra  diferencia  que  acerca  de  la  fuerza  legal  que  tenga  la  resolu¬ 
ción  recaída  en  el  incidente  de  competencia  habido  entre  los  Juzgados 
de  la  Inclusa  y  de  Buenavista  para  el  nombramiento  de  perito  tercero: 

Considerando  que  el  auto  de  19  de  Marzo  de  1880'que  declaró  ser 
el  Juzgado  de  Buenavista  el  competente  para  hacer  el  nombramiento 
de  perito  tercero  fué  firme  para  todos  los  efectos  legales,  una  vez  que 
contra  lo  que  ordena  no  se  ha  utilizado  recurso  alguno  legal,  y  por  ello 
la  sentencia  que  da  valor  á  lo  declarado  por  D.  Luciano  Monet  nombra¬ 
do  para  el  caso  por  el  Juez  de  Buenavista  no  infringe  las  leyes  y  doc¬ 
trina  que  se  invocan  en  los  dos  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lucrar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  de  seguros  La  Unión  y 
el  Fénix  Español,  á  la  que  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  corres¬ 
pondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución 
del  apuntamiento.— (Sentencia  publicada  el  25  de  Setiembre  de  1883, 
é  inserta  en  la  Gócela  ae  7  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  <le  casación  (25  de  Setiembre  de  1 883). — Sala  primera. 
Reclamación  de  herencia. —No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Ma¬ 
rta  Ventura  con  D.  Elosio  Pacaren  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  la  constitución  Ia,  til.  2°,  libro  5°,  volumen  1°,  de  las  vigen¬ 
tes  en  Cataluña  dispone  que  sean  nulos ,  de  ningún  valor  é  irritos  ipso 
jure  los  instrumentos  otorgados  por  los  hijos  á  favor  délos  padres  en 
disminución ,  derogación  ó  perjuicio  del  heredamiento  ó  donación  he¬ 
cho  ó  para  hacer  á  sus  hijos  en  tiempo  de  bodas,  prohibiendo  á  los  Es 
críbanos  que  reciban  tales  instrucciones’. 

2o  Que  de  un  acto  que  por  el  ministerio  de  la  ley  es  nulo  no  pueden 
nacer  obligaciones  ni  derechos  que  den  por  supuesta  su  validez; 

Y  3°  Que  el  respeto  debido  á  la  voluntad  del  hombre  manifestada  en 
un  testamento  otorgado  con  las  solemnidades  legales,  no  puede  convali¬ 
dar  las  disposiciones  en  el  mismo  testamento  contenidas  que  sean  con¬ 
trarias  á  la  ley,  y  por  ésta  declaradas  írritas  ipso  jure. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  ¡estancia  de  Figueras  y  en  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Elosio 
Pacaren  y  Pont,  conocido  por  Luis,  curtidor,  vecino  de  la  ciudad  de 
Figueras,  con  Doña  María  Ventura  y  Sabater,  viuda  de  D.  Jaime  Paca¬ 
ren,  vecina  de  Llausá,  por  sí  y  como  representante  de  su  hija  menor 
Doña  María  de  las  Nieves  Pacaren  y  Ventura,  sobre  reclamación  de  he¬ 
rencia;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  la  Doña  María  Ventura 
por  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
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D.  Antonio  Rodó,  habiendo  representado  y  defendido  al  D.  Elosio  Pa 
caren  el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  el  Doctor  D.  José  Car¬ 
vajal: 

Resultando  que  en  7  de  Agosto  de  1866.  y  con  motivo  del_ matri¬ 
monio  que  debía  celebrarse  entre  D.  Luis  Pacaren  y  Pont  y  Doña  Ma¬ 
ría  Oriol  Pacaren  y  Heras,  se  otorgaron  capitulaciones  matrimoniales 
en  las  cuales  D.  Jaime  Pacaren  y  Doña  Ernerenciana  Pont  hicieron  do¬ 
nación  y  heredamiento  de  todos  los  bienes  y  derechos  que  tendrían  en 
el  día  de  su. respectiva  muerte  y  de  los  que  pudieran  después  corres¬ 
ponderles  por  sucesión  ú  otro  motivo  á  favor  de  su  hijo  el  repetido 
Luis  Pacaren  y  Pont,  estableciendo,  entre  otras  condiciones,  que  el  he¬ 
redero  y  donatario  habría  de  cumplir  los  legados  que  los  donadores  tal 
ver  hicieren  en  testamento  mientras  no  excediesen  los  del  D.  Jaime  de 
320  rs.  y  los  de  Doña  Encarnación  de  200  rs. ;  que  si  el  donatario  Don 
Luis  y  su  padre  D.  Jaime  quisieren  vivir-separados  y  formando  dos  fa¬ 
milias,  el  último  se  obligaba  á  entregar  á  aquél  20  rs.  diarios  con  tal 
que  trabajase  bajo  sus  órdenes  en  su  casa  y  fábrica,  pero  mientras  vi¬ 
viesen  juntos  le  mantendría  con  su  futura  esposa  é  hijos  en  todp  lo  ne¬ 
cesario  al  igual  suyo  trabajando  todo  lo  posible  á  favor  de  D.  Jaime;  y 
que  si  el  donatario  D.  Luis  muriese  con  hijos  que  llegasen  á  la  edad  de 
testar,  dispondría  libremente  de  la  herencia  de  sus  padres;  pero  en  fal¬ 
ta  de  tales  hijos  sólo  podría  hacerlo  de  la  mitad  de  dicha  herencia  y 
además  de  la  cantidad  de  1  fj.000  rs.,  jurando  y  prometiendo  cumplir  y 
no  revocar  dicha  donación  y  heredamiento  que  aceptó  el  D.  Luis;  que 
en  este  contrato  intervinieron  los  consortes  D.  Abdón  Oiol  y  Doña  Ma¬ 
ría  Oriol  y  Heras  y  ésta  constituyó  en  dote  al  D.  Jaime  Pacaren  la  can 
tidad  de  32.000  rs.  prometida  por  sus  padres: 

Resultaudo  que  por  escritura  de  26  de  Setiembre  de  1876  los  padres 
é  hijo  D.  Jaime  y  D.  Elosio  Pacaren,  después  de  hacer  mérito  de  las 
cláusulas  y  condiciones  consignadas  en  las  expresadas  capitulaciones 
matrimoniales,  en  atención  á  que  el  D.  Jaime  había  contraído  matri¬ 
monio  con  Duña  María  Ventura,  del  que  tenía  una  hija,  y  juzgando 
conveniente  modificar  el  heredamiento  contenido  en  aquéllas,  atendien¬ 
do  al  bienestar  de  la  familia,  convinieron  en  revocar  y  revocaron,  la  do¬ 
nación  que  el  primero  otorgó  al  segundo  con  motivo  del  matrimonio 
del  último  con  Doña  María  Oriol;  y  en  pago  de  la  legitima  paterna  co¬ 
rrespondiente  al  D.  Elosio,  y  en  equivalencia  del  interés  en  cuantía  in¬ 
cierta  que  le  atribuía  la  expresada  donación,  le  donó  su  padre  D.  Jai¬ 
me,  entre  otros,  dos  inmuebles  de  valor  8.850  pesetas,  varios  derechos 
reales  que  representaban  un  capital  de  7.2«>0  pesetas  y  la  suma  de 
10.666  pesetas  66  céntimos,  parte  de  la  cual,  ó  sean  2.500  pesetas  no 
debía  percibir  hasta  después  de  la  muerte  del  padre;  en  este  contrato 
intervino  también  Doña  María  Oriol  y  Heras,  consorte  del  Eiosio,  al  ex 
elusivo  objeto  de  convenir  con  éste  y  con  su  padre  D.  Jaime  en  que 
la  constitución  dotal  de  8.000  pesetas  que  hizo  al  último  en  las  capitu 
laciones  se  entendiese  constituida  á  favor  del  D  Elosio: 

Resultando  que  D.  Jaime  Pacaren  y  Guanter  falleció  en  Llausá  en 
23  de  Febrero  de  1879,  bajo  testamento  otorgado  en  6  de  Agesto  de 
1878,  y  en  el  que  declarando  que  su  hijo  D.  Elosio  tenia  señálala  sr» 
legítima  paterna  en  la  citada  escritura  de  revocación  de  donación,  legó 
á  su  esposa  Doña  María  Ventura  el  entero  usufructo  de  todos  sus  bie 
nes  y  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  legó  á  su  nieto  Jaime  Pacaren  y 
Oriol  un  crédito  de  8.000  pesetas,  y  nombró  heredera  universal  á  su 
hija  María  de  las  Nives  Pacaren  y  Ventura: 
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Resultando  que  en  6  de  Setiembre  de  1879  D.  Elosio  Pacaren  y  Pont 
dedujo  demanda,  en  la  que  expuso  que  en  las  escrituras  que  otorgan 
los  hijos  á  favor  de  sus  padres  en  disminución,  derogación  ó  perjuicio 
del  heredamiento  ó  donación  hecho  á  favor  de  los  hijos  por  los  padres 
por  causa  de  matrimonio,  es  nula,  írrita  ipsojure,  quedando  prohibida 
su  otoráación  á  los  Notarios;  que  es  condicional  la  obligación  cuando 
se  la  hace  depender  de  un  suceso  futuro,  siendo  condición  resolutoria 
cuando  se  llenan  las  condiciones;  y  concluyó  cuando  la  suspende  el 
suceso  de  que  depende  hasta  que  éste  tenga  lugar;  que  los  contra¬ 
tos  sólo  son  eficaces  pretendiendo  que  declarándose  en  definitiva  nula 
ó  írrita  la  revocación  de  donación  otorgada  en  26  de  Setiembre  de 
1876  entre  D.  Elosio  Pacaren  y  su  padre  D.  Jaime  y  el  testamento 
otorgado  por  éste  en  6  de  Agosto  de  1878  en  cuanto  se  oponía  á  la 
donación  y  heredamiento  y  demás  pactos  contenidos  en  las  capitula¬ 
ciones  matrimoniales  de  7  de- Agosto  de  1866,  otorgadas  con  motivo 
del  enlace  de  D.  Elosio  con  Doña  María  Oriol,  laque  3e  declarase  sub¬ 
sistente,  se  condenase  á  Doña  María  Ventura  y  Sabartés,  por  sí  y  como 
representante  de  su  menor  hija,  á  que  le  entregase  todos  los  bienes 
dejados  por  el  difunto  D.  Jaime  Pacaren,  con  los  documentos  y  pape¬ 
les  y  los  frutos  producidos  ó  debidos  producir  desde  la  demanda,  y  al 
pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  Doña  María  Ventura  contestó  á  la  demanda,  y  fun¬ 
dándose  en  los  mismos  documentos  que  el  demandante  alegó  que  es  un 
principio  de  derecho  que  debe  observarse  y  cumplirse  lo  pactado  y  con¬ 
venido:  que  los  contratos  y  convenios  pueden  disolverse  por  los  mismos 
trámites  ó  procedimientos  que  se  constituyeron:  que  esto  supuesto,  la 
donación  hecha  por  voluntad  de  D.  Jaime  Pacaren  á  favor  de  su  hijo 
D.'Elosio  pudo  disolverse  y  revocarse  por  la  misma  voluntad  de  ambos: 
que  si  bien  la  constitución  Ia,  tít.  2o,  libro  5o,  volumen  Io  de  las  dé 
Cataluña  prohíbe  disminuir,  derogar,  perjudicar  las  donaciones  hechas 
en  capitulaQiones  matrimoniales,  no  prohíbe  mejorar  á  los  donatarios 
en  ellas  ó  hacerles  de  mejor  condición:  que  este  Tribunal  Supremo  ha 
fijado  en  varias  sentencias  este  sentido  como  el  verdadero  de  la  consti¬ 
tución  dicha  y  el  único  en  que  debe  tomarse:  que  nunca  ha  sido  prohi¬ 
bida  en  absoluto  la  modificación,  derogación  ó  revocación  de  una  dona¬ 
ción  hecha  en  capítulos  matrimoniales  sino  cuando  con  ellos  se  perju¬ 
dica  al  donatario,  siendo  al  contrario  válidas  y  teniendo  toda  su  fuerza 
y  vigor  tales  derogaciones  ó  revocaciones  si  por  ellas  sale  aquél  benefi¬ 
ciado:  que  la  de  que  se  trata  es  válida  y  tiene  toda  su  fuerza  y  vigor 
por  haber  sido  favorable  y  beneficiosa  al  donatario  D.  Elosio;  y  que 
siendo  válida  dicha  revocación  de  donación,  es  igualmente  válido  el 
testamento  de  D.  Jaime  Pacaren;  por  todo  lo  que,  y  ejercitando  la  ac¬ 
ción  que  nace  del  testamento,  pidi’ó  que  se  absolviera  á  Doña  María 
Ventura  de  la  demanda  deducida  por  D.  Elosio  Pacaren,  á  quien  se  im¬ 
pusiera  silencio  y  callamiento  perpetuo,  declarando  válida  y  eficaz  la 
revocación  de  donación  y  el  testamento  de  D.  Jaime  Pacaren,  con  las 
demás  declaraciones  consiguientes,  con  imposición  de  las  costas  al 
actor: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  insistiendo 
en  sus  respectivas  pretensiones  y  alegaciones,  se  practicaron  las  prue¬ 
bas  propuestas,  por  las  mismas;  y  unidas,  el  Juez  de  primera  instancia, 
por  sentencia  de  18  de  Junio  de  1881,  declaró  nula  é  irrita  la  escritura 
de  revocación  otorgada  entre  D.  Jaime  Pacaren  y  Guanter  y  D.  Elosio 
Pacaren  y  Pont  en  26  de  Setiembre  de  1876  y  el  testamento  otorgado 
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por  dicho  D.  Jaime  en  6  de  Agosto  de  <878,  en  cuanto  se  oponga  á  la 
donación  y  heredamiento  y  demás  pactos  convenidos  en  las  capitulacio¬ 
nes  matrimoniales  de  7  de  Agosto  de  1866  otorgadas  con  motivo  del 
enlace  de  D.  Elosio  con  Doña  María  Oriol  y  Heras,  cuya  donación  y  he¬ 
redamiento  se  declararan  subsistentes,  y  condenó  á  Doña  María  Ventu¬ 
ra  y  Sabartés  en  las  calidades  expresadas  á  que  entregase  al  propio  Don 
Elosio  Pacaren  y  Pont  todos  los  bienes  dejados  por  el  D.  Jaime  Paea- 
ren  y  Guanter,  en  el  día  de  su  muerte,  ocurrida  en  23  de  Febrero  de 
1879,  junto  con  los  documentos  y  papeles  y  los  frutos  percibidos  y  po¬ 
didos  percibir  desde  el  día  de  la  contestación  de  la  demanda,  salvo  á 
Doña  María  de  las  Nieves  Pacaren,  la  legítima  paterna  que  les  corres¬ 
ponda  con  los  créditos  correspondientes  y  el  cumplimiento  por  parte 
de  D.  Elosio  de  las  demás  obligaciones  impuestas  en  las  referidas  capi¬ 
tulaciones  matrimoniales;  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  la  Sala  se- 

funda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  en  22  de  Noviem- 
re  de  1882,  por  parte  de  Doña  María  Ventura  Sabartés  se  interpuso 
recurso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido:,  , 

Io  La  constitución  Ia,  tíu  2o,  libro  5o,  volumen  Io,  y  la  jurispruden¬ 
cia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  13  de  Febrero 
de  1863  y  10  de  Julio  de  1876,  en  cuanto  la  sentencia  considera  absolu¬ 
tamente  irrevocables  las  capitulaciones  matrimoniales  ó  heredamientos, 
siendo  así  que  dicha  constitución  catalana  sólo  tiene  aplicación  en  el 
caso  de  originarse  un  perjuicio  ó  fraude  por  actos  del  donante  ó  confa¬ 
bulación  entre  el  donante  y  donatario,  cuando  en  el  presente  caso  ha 
ocurrido  todo  lo  contrario: 

2o  La  ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  el  princi¬ 
pio  de  derecho  pacta  sunl  servanda;  la  ley  23  Digesto  De  repulís  jurís; 
’la  ley  Ia,  tít.  11,  Partida  5*,  y  la  jurisprudencia  sentada  en  multitud 
de  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre. ellas,  las  de  14  y  28  de 
Junio,  3-0  de  Noviembre  y  5  de  Diciembre  de  1860, 18  de  Marzo  de  1863, 
28  de  Mayo  de  1864,  que  sostienen  la  eficacia  y  validez  de  los  pactos  y 
la  imposibilidad  en  que  se  halla  todo  aquel  que  los  realiza  para  ir  en 
contra  de  ellos,  en  cuanto  reconoce  al  demandante  que  contrató  con  su 
padre  la  sustitución  del  heredamiento  de  lo  que  dejara  al  morir  con  la 
donación  entre  vivos  que  aceptó  y  que  se  consumó  el  derecho  de  venir 
contra  ella,  á  pesar  de  haberla  disfrutado  basta  la  muerte  de  su  padre: 

3°  La  32  del  Digesto  De  heredibus  inslituendis ;  ley  4a,  Digesto  qui 
testamenta  f  acere  possunt,  institutionis  de  íestamenlis  ordinandis ;  ley 
1*,  tít.  1°,  Partida...,  y  la  jurisprudencia  sentada,  entre  otras  senten¬ 
cias,  en  la  de  24  de  Marzo  de  1863,  que  establecen  que  la  última  volun¬ 
tad  del  hombre  hecha  en  testamento  con  las  solemnidades  legales  debe 
respetarse  y  cumplirse  como  ley  inviolable  entre  los  interesados ,  al  con¬ 
siderar  sin  valor  alguno  el  último  y  válido  testamento  del  D.  Jaime  Pa¬ 
caren: 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta:'  . 

Considerando  que  la  constitución  Ia,  tít.  2o,  libro  5°,  volumen  Io  de 
las  vigentes  en  Cataluña  dispone  que  sean  nulos,  de  ningún  valor  é  irri¬ 
tes  ipso  jure  los  instrumentos  otorgados  por  los  hijos  á  Livor  de  los  pa¬ 
dres  en  disminución,  derogación  ó  perjuicio  del  heredamiento  ó  dona¬ 
ción  hecho,  ó  para  hacer  á  sus  hijos  en  tiempo  de  bodas,  prohibiendo 
á  los  Escribanos  que  reciban  tales  instrumentos;  y  que  atemperándose 
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á  estas  disposiciones,  la  Sala  sentenciadora  declara  en  la  sentencia  re¬ 
currida  nula  é  irrita  la  escritura  de  26  de  Setiembre  de  1876  y  el  testa¬ 
mento  otorgado  por  D.  Jaime  Tacaren  y  Guanter  en  6  de  Agosto  de 
1878,  en  cuanto  se  oponga  á  la  donación  y  heredamiento  y  demás  pac¬ 
tos  contenidos  en  las  capitulaciones  matrimoniales  de  7  de  Agosto  de 
1866,  otorgadas  con  motivo  del  matrimonio  de  D.  Elosio  con  Doña  Ma¬ 
ría  Oriol  y  Heras,  por  cuya  razón  no  puede  decirse  infringida  la  citada 
constitución  ni  las  sentencias  que  juntamente  con  ella  se  invocan  como 
primer  motivo  de  casación: 

Considerando  que  de  un  acto  que  por  el  ministerio  de  la  ley  es  nulo 
no  pueden  nacer  obligaciones  ni  derechos  que  den  por  supuesta  su  va¬ 
lidez,  por  lo  cual  no  han  sido  infringidas  ni  la  ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  ni  el  principio  de  derecho  pacta  sunt  ser- 
vanda,  ni  las  demás  leyes,  ni  las  sentencias  de  este  Tribunal  aducidas 
como  segundo  motivo  de  casación,  pues  para  ello  sería  preciso  partir 
del  supuesto  de  la  validez  y  eficacia  de  la  mencionada  escritura  de  re¬ 
vocación  de  las  capitulaciones  matrimoniales  que,  como  se  ha  dicho, 
es  nula  ip so  jure: 

Considerando,  por  último,  en  cuanto  al  tercer  motivo  de  casación 
invocado,  que  son  inap  ic  tbies  al  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  en  él  se 
alegan,  porque  el  respeto  debido  á  la  voluntad  del  hombre,  hecha  en  un 
testamento  otorgado  con  las  solemnidades  legales,  no  puede  convalidar 
las  disposiciones  en  el  mismo  testamento  contenidas,  que  sean  contra¬ 
rias  á  la  ley,  y  por  ésta  declaradas  írritas  ipso  jure ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Ventura,  viuda  de  Don 
Jaime  Paoaren,  en  nombre  propio  y  corno  madre  de  Doña  María  de  las 
Nieves  Pacaren  y  Ventura:  condenamos  á  la  recurrente  en  todas  las  cos¬ 
tas  del  presente  recurso  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido,  al  cual 
se  dará  la  aplicación  señalada  por  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  cer¬ 
tificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  apuntamien¬ 
to.— (Sentencia  publicada  el  25  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  la 
Oaceta  de  7  de  Noviembre  del  mismo  año.)  ■ 
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Kc  curso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultra 

mar  (25  de  Setiembre  de  1883). — Sala  tercera. — Ejecución.— No  ha 
lugar  al  interpuesto  por  Doña  Micaela  Valdés  con  1).  José  Coñtreras 
(Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  haciéndose  consistir  la  falta  de  personalidad  alegada  por  el  de- 
mandado  recurrente  en  el  hecho  de  haberse  cedido  el  crédito  que  se 
le  ha  reclamado,  cuando  por  su  naturaleza  no  endosable  no  podía  veri¬ 
ficarse  la  cesión  ó  surtir  sus  efectos  sin  su  intervención  ó  conocí  miento, 
es  evidente  que  aunque  esto  fuera  cierto ,  constituiría  falta  de  acción  en 
el  demandante ,  pero  no  lo  arriba  expresado ,  y  que  no  se  está  por  tanto 
en  el  caso  del  núm.  2o  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1883,  en  el 
pleito  ejecutivo  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis¬ 
trito  del  Pilar  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
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Audiencia  de  su  territorio  por  D.  José  Contreras  y  García  con  Doña 
Micaela  Valdés  y  Argana,  vecinos  ambos  de  dicha  ciudad;  pendiente  en 
este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebran¬ 
tamiento  de  forma,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Rafael  María  de 
Labra  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana  en  defensa  y  repre¬ 
sentación  de  Doña  Micaela  Valdés;  habiendo  sido  defendido  y  repre¬ 
sentado  en  este  recurso  el  ejecutante  por  el  Licenciado  D.  Agustín  On- 
dovilla  y  el  Procurador  D.  Manuel  Ordóñez: 

Radiando  que  por  escritura  otorgada  en  la  Habana  á  17  de  Octubre 
de  1879  D.  José  Francisco  Ramos  Almeida,  en  nombre  y  como  apode¬ 
rado  de  Doña  Micaela  Valdés  Argana,  declaró  haber  recibido  de  Don 
Enrique  Monterdi  para  su  representada  la  cantidad  de  1.900  pesos  en 
oro  del  cuño  español,  que  le  había  suplido  y  prestado  sin  premio  algu 
no,  constituyéndola  deudora  de  dicha  suma,  que  pagaría  á  razón  de  IOS 
pesos  mensuales;  debiendo  hacer  la  primera  entrega  el  día  28  de  Fe¬ 
brero  de  1880,  y  sucesivamente  los  demás  el  día  último  de  los  meses 
sucesivos,  entregando  al  acreedor  en  el  acto  18'  recibos  de  alquiler  de 
la  casa,  calle  de  Riela,  núm.  97,  y,otro  recibo  de  64  pesos  oro,  parte  del 
alquiler  de  la  propia  casa,  y  con  el  que  se  completaba  el  importe  total 
de  la  suma  adeuda  la;  y  si  el  inquilino  dejase  de  satisfacer  uno  ó  más 
recibos  de  los  alquileres  cedidos  en  pago,  abonaría  la  deudora  las  men¬ 
sualidades  convenidas;  escritura  que  aceptó  D.  Enrique  Monterdi, 
dándose  por  entregado  de  los  recibos,  y  que  fué  anotada  en  la  oficina 
de  hipotecas: 

Resultando  que  D.  Enrique  Monterdi  por  escritura  de  22  de  dicho 
mes  de  Octubre,  teniendo  negociada  la  suma  indicada  con  D.  José  Con¬ 
treras  y  García  por  otra  igual  cantidad  de  1.900  pesos  oro,  que  de  él 
había  recibido,  se  la  cedió  y  traspasó  con  todos  sus  derechos. y  acciorfes 
en  la  forma  que  aparecía  de  la  escritura  mencionada,  confiriéndole  al 
efecto  el  poder  más  amplio  é  irrevocable  que  para  ello  se  requiriera; 
escritura  que  aceptó  Contreras,  dándose  por  entregado  de  los  recibos 
antes  expresados: 

Resultanto  que  fundado  D.  José  Contreras  en  que  desde  Junio  de 
1880  no  había  verificado  pago  alguno  Doña  Micaela  Valdés,  estando 
vencidas  las  mensualidades  de  Julio,  Agosto  y  Setiembre,  y  hallándose 
obligada  á  su  abono,  caso  de  no  hacerlo  los  inquilinos,  dedujo  demanda 
en  25  de  Chtubre.de  dicho  año  1880,  solicitando  que  se  despachase 
ejecución  contra  los  bienes  de  la  citada  Doña  Micaela  por  la  cantidad 
de  306  pésos  en  oro,  sus  intereses  al  tipo  legal  y  las  costas: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  citada  de  remate  Doña 
Micaela  Valdés,  se  opuso  á  la  ejecución,  y  alegó  las  excepciones  de  fal¬ 
sedad  del  título  ejecutivo,  de  pago  y  de  filta  de  personalidad,  expo¬ 
niendo  en  cuanto  á  esta  última,  que  el  ejecutante  carecía  de  ella  por¬ 
que  no  se  trataba  de  ningún  documento  al  portador,  en  el  cual  el  que 
lo  firmaba  aceptaba  anticipadamente  el  endoso  que  de  él  se  hacía,  sino 
de  un  crédito  no  endosable,  cuyo  dueño  no  podía  cederle  sino  en  la 
forma  que  la  ley  determinaba,  ó  fuera  sujeto  á  todas  las  excepciones 
que  pudieran  oponerse  al  mismo:  que  no  había  contratado  coo  Gonlre- 
r:ts,  sino  en  su  caso  con  Monterdi;  y  estando  éste  satisfecho,  no  era 
posible  admitir  la  dualidad  que  parecía  pretenderse: 

Resultando  que  el  ejecutante  D.  José  Contreras  contradijo  las  excep¬ 
ciones  opuestas,  alegando,  en  cuanto  á  la  falta  de  pertonalidad,  que 
■Doña  Micaela  Valdés  había  aceptado  la  cesión  hecha  á  Contreras  desde 
tomo  53  •  2 
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el  momento  en  que  le  ha  pagado  algunos  recibos  y  pedido  esperas  por 
los  pendientes:  que  todos  los  derechos  eran  trasmisibl.es  siempre  qués>- 
observasen  las  leyes  establecidas  para  cada  caso:  que'  nadie  podía  ir 
contra  los  actos  ejecutados  por  él  con  perfecto  derecho;  y  que- el  que 
había  reconocido  la  validez  de  un  acto  no  podía  ir  contra  él,  invocando 
leyes  y  doctrinas  á  que  había  renunciado:  , 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  lega 
les  y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  de  remate  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  en  18  de  Octubre  de  1881: 

Resultando  que' Doña  Micaela  Vaddés  interpuso  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  sin  constituir  depósito,  fundado  en  la 
causa  2a  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la 
falta  de  personalidad  de  D.  José  Contreras  para  demandar  á  la  recurren¬ 
te,  con  la  cual  no  había  celebrado  contrato  alguno,  pues  no  siendo  en- 
dosable  el  crédito  de  Monterdi,  la  venta  de  créditos  no  endosables  no 
producía  efecto  respecto  del  deudor  hasta  que  le  fuese  notificada  en 
forma  ó  la  consintiese  extrajudicialmente,  reservando  su  obligación  en 
favor  del  cesionario: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

,  Considerando  que  no  existo  la  falta  de  personalidad  alegada  por  la. 
pírte  recurrente,  toda  vez  que  haciéndose  consistir  en  el  hecho  de  ha¬ 
berse  cedido  el  crédito  que  se  le  ha  reclamado,  cuando  por  su  natura¬ 
leza  no  endosable  no  podía  verificarse  la  cesión  ó  surtir  sus  efectos  sin 
su  intervención  ó  conocimiento,  es  evidente  que  aunque  esto  fuera 
cierto  constituiría  falta  de  acción  en  el  demandante,  pero  no  lo  arriba 
expresado: 

Considerando  que  no  se  está  por  tanto  en  el  caso  del  núm.  2°  del 
art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  regia  á  la  sazón  en 
Cuba,  y  por  consiguiente  que  no  procede  el  recurso  de  casación  por 
q&ebrautamiento  de  forma  de  que  se  trata  como  fundado  en  dicha  dis¬ 
posición; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Doña 
Micaela  Valdés  y  Argana,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente.— 
(Sentencia  publicada  el  25  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  ia  Gacela 
de  21  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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Kecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (26  de  Se¬ 
tiembre  de  1883). — Sala  ¡ primera . — Pago  de  un  seguro. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Antonio  Soberón  con  el  Gerente  de  la  razón  so¬ 
cial  J.  C.  Schmidl  y  compañía  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  re  • 
suelve: 

1°  Que  sólo  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  apreciación  de 
las  pruebas  cuan  to  haya  habido  error  de  derecho  ó  error  de  hecho ,  si 
este  último  resalta  de  documentos  ó  actos  auténticos  que  demuestren  la 
equivocación  evidente  del  juzgador-, 
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Y  2o  Que  la  verdadera  ley  del  contrato  en  el  de  seguros  es  la  póliza  del 
mismo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrjd,  á  26  de  Setiembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Gua¬ 
dalupe  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  te¬ 
rritorio  por  D.  Antonio  Manuel  Soberón  y  Vara,  vecino  y  del  comercie 
de  dicha  ciudad,  en  el  concepto  de  Depositario  de  la  quiebra  de  la  So 
ciedad  Galcerán,  Junquera  y  compañía ,  con  D.  Francisco  Carlos  Sch- 
midt,  Gerente  de  la  razón  social  J.  C.  Schmidty  compañía,  de  la  plaza 
da  la  Habana,  representante  de  la  Sociedad  de  seguros  contra  incen¬ 
dios  IíamlurgO'Bremesa ,  de  la  plaza  de  Hamburgo,  sobre  pago  de  un 
seguro;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  tíe  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Rosen¬ 
do  Macaya  y  el  Procurador  D.  Federico  Grases  Riera,  en  defensa  y  re-  , 
presentación  de  la  parte  demandante,  habiéndolo  sido  en  este  recurso 
la  demandada  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Pedregal  y  Cañedo  y  el 
procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez: 

Resultando  que  en  Io  de  Mayo  de  1875  la  Sociedad  Galcerán,  Jun¬ 
quera  y  compañía  aseguró  contra  incendios  por  el  término  de  un  año, 
en  cantidad  de  25.000  duros  mediante  una  prima  de  500,  el  almacén 
de  víveres  que  tenía  en  el  ntim.  58  de  la  calle  de  los  Oficios  de  la  ciu¬ 
dad  de  la  Habana,  consignándose  en  la  póliza  las  siguientes  condicio¬ 
nes  entre  otras:  décima,  el  seguro  por  sí  solo  no  da  prueba  ni  presun¬ 
ción  de  la  existencia  de  los  efectos  asegurados,  necesitando  el  asegura¬ 
dor  para  averiguar  el  daño  pruebas  exactas  y  auténticas  de  que  la  si¬ 
tuación  y  construcción  de  las  localidades  eran  como  resultaban  decla¬ 
radas  en  la  póliza,  de  la  causa  del  incendio  en  cuanto  fuese  posible 
aclararla,  y  de  la  cantidad  y  del  valor  de  efectos  asegurados  existentes 
en  el  momento  anterior  al  siniestro,  asi  como  de  los  efectos  destruidos 
y  perdidos  por  el  incendio  y  de  los  averiados  y  salvados,  cuyas  puebfcs 
se  habían-de  hacer  no  estando  el  asegurado  en  estado  de  facilitarlas, 
como  por  ejemplo,  por  sus  libros,  facturas,  etc.,  etc.;  por  certificación 
de  las  Autoridades;  por  declaraciones  firmadas,  en  vez  de  juramento 
de  parte  d-el  asegurado,  y  certificadas  por  dos  testigos  de  buena  fe,  y 
en  cuanto  fuese  posible  por  extractos  legalizados  de  los  libros  de  co¬ 
mercio;  y  que  las  tasaciones  de  los  objetos  salvados,  averiados  y  que¬ 
mados  se  harían,  conforme  al  sentido  del  párrafo  octavo,  por  dos  árbi¬ 
tros  imparciales  que  nombrarían  un  tercero  de  antemano  para  el  caso 
de  que  fuesen  de  diferentes  opiniones;  y  décimatercera,  después  de 
haberse  fiajdo  y  arreglado  el  importe  del  daño  y  que  los  aseguradores 
se  hayan  comprometido  á  su  pago,  ya  sea  por  reconocimiento  de  am¬ 
bas  partes,  por  un  acuerdo  ó  por  el  Tribunal,  se  ha  de  pagar  al  asegu¬ 
rado  dentro  del  término  de  cuatro  semanas;  y  todas  las  reclamaciones 
quedarán  nulas  y  sin  valor  si  no  se  hubiesen  arreglado  dentro  de  un  año 
después  del  siniestro  ó  deducidas  ante  el  Tribunal  correspondiente: 

Resultando  que  en  la  noche  del  10  al  11  de  Agosto  del  mismo  año 
1875  tuvo  lugar  un  incendio  en  el  indicado  almacén  de  víveres,  con 
cuyo  motivo  se  instruyó  causa  criminal,  que  fué  sobreseída  con  la  cua¬ 
lidad  de  sin  perjuicio  por  auto  de  30  de  Octubre  de  1877,  aprobado 
por  la  Audiencia  en  12  de  Diciembre: 

Resultando  que  á  petición  de  D.  Salvador  Junquera,  Gerente  de  la 
indicada  Sociedad,  Galcerán,  Junquera  y  compañía,  fué  declarada  ésta 
en  estado  de  quiebra  por  auto  del  Juez  de  primera  instancia  del  distri- 
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to  de  Monserrate  de  la  Habana  de  30  de  Octubre  de  1875,  y  se  nombró 
Depositario  á  D.  Pedro  Tapia,  quien  desempeñó  su  cargo  hasta  que  ea 
junta  de.  acreedores  celebrada  en  30  de  Octubre  de  1876  fué  nombrado 
D.  Claudio  Iglesias  sindico  de  la  quiebra,  el  cual  desempeñó  su  cargo 
hasta  el  7  de‘ Octubre.de  1880  en  que  rindió  sus  cuentas  al  Comisario: 

Resultando  que  por  J.  C.  Scbmidt  se  dirigió  una  carta  de  fecha  6  de 
Enero  de  1877  á  D.  Claudio  Iglesias,  síndico  de  la  quiebra  de  Galce- 
rán,  Junquera  y  compañía,  participándole,  en  contestación  á  la  suya 
del  día  anterior,  en  que  le  comunicaba  su  nombramiento  de  sindico  y 
que  se  hallaba  autorizado  para  efectuar  el  cobro  del  seguro  que  tenía 
efectuado  la  indicada  Sociedad  en  la  Hamburgo-Bremesa  de  que  era 
agente,  que  estaba  en  la  creencia  de  que  dichos  Galce  án,  Junquera 
habían  abandonado  enteramente  la  idea  de  hacer  reclamación  alguna, 
puesto  que  no  habían  cumplido  con  las  condiciones  de  la  póliza  conte¬ 
nidas  en  sus  artículos  10  y  i 3 ,  por  lo  cual  creía  no  estaba  la  Sociedad 
aseguradora  en  el  caso  de  atender  la  reclamación  á  que  se  refería  en 
su  carta: 

Resultando  que  en  25  de  Febrero  de  1881  se  dedujo  la  actual  de¬ 
manda  por  D.  Antonio  Soberón,  en  el  concepto  de  Administrador  de¬ 
positario  de  la  quiebra  de  Galcerán,  Junquera  y  compañía,  con  la  so¬ 
licitud  de  que  se  condenaseen  definitiva  á  la  Compañía  de  seguroscon- 
tra  incendios  Hamburgo-Bremesa,  que  se  hallaba  representada  en  aque¬ 
lla  plaza  por  J.  C.  Schmidt  y  compañía,  á  pagar  á  dicha  quiebra  en  el 
término  de  quinto  día  los  25.000  pesos,  importe  del  seguro,  con  los  in¬ 
tereses  legales  de  demora,  alegando  al  efecto  que  el  día  1 1  de  Agosto 
de  1875  se  había  incendiado  casualmente  el  almacén  de  víveres  de  Gal 
cerán,  Junquera  y  compañía,  que  se  hallaba  asegurado,  de  cuyo  suce¬ 
so  se  había  dado  parte  al  agente  de  la  Sociedad  aseguradora,  sin  que 
hasta  el  día  se  hubiese  prestado  á  satisfacer  el  importe  ael  spguro;  y 
que  la  Sociedad  Galcerán,  Junquera  había  cumplido  por  su  parte  el 
contrato  celebrado,  abonando  la  suma  de  500  pesos  como  valor  de  la 
póliza  entregada,  según  resultaba  de  esta  misma: 

Resultando  que  en  contestación  á  esta  demanda  opuso  la  Sociedad 
J.  C.  Schmidt  y  compañía,  en  el  indicado  concepto  en  que  litiga,  que 
la  Sociedad  Galcerán,  Junquera  y  compañía  no  dió  parte  á  la  asegura 
dora  inmediatamente  después  de  ocurrir  el  siniestro  para  que  pudiera 
acudir  ál  salvamento,  nucuidó  tampoco  de  salvar  y  conservar  los  ob¬ 
jetos  averiados  ó  indemnizaciones,  con.  lo  cual  empezó  fallando  á  las 
obligaciones  que  la  póliza  le  imponía:  que  además  dejó  de  hacer  su  re¬ 
clamación,  acompañada  de  la  relación  de  los  efectos  asegurados  exis 
tentes  al  tiempo  del  incendio,  con  la  justificación  y  demás  pruebas  que 
la  misma  póliza  exige:  que  la  parte  demandante  tenia  que  demostrar 
y  probar  que  por  parte  de  Galcerán  y  Junquera  no  h^bía  habido  mali¬ 
cia,  culpa  ni  imprudencia  productoras  del  siniestro:  que  desde  la  fecha 
del  incendio  había  trascurrido  con  exceso  más  de  un  año  sin  que  1  • 
Sociedad  asegurada  hubiese  hecho  reclamación  en  forma  con  arreglo  á. 
la  póliza,  hasta  tal  punto,  que  ni  aun  con  la  demanda  se  presentaban 
los  documentos  necesarios,  como  lo  eran  la  reclamación  de  valores  y 
cantidades  necesarias;  y  que  el  administrador  judicial  que  formulaba 
la  demanda  carecía  de  personalidad  para  deducir  acciones  correspon 
dientes  á  la  quiebra,  porque  ni  tenía  la  representación  de  los  síndicos, 
ni  había  obtenido  previamente  autorización  del  Comisario: 

Resultando  que  en  la  réplica  dijo  la  parle  demandante  que  el  in 
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cendio  ocurrido  en  hora,  avanzada  de  la  noche  dejó  reducido  á  cenizas 
el  establecimiento,  y  de  tal  suceso  se  dio  conocimiento  á  los  pocos  días 
y  ante  dos  testigos  al  agente  de  la  Sociedad  aseguradora,  en  virtud  del 
contrato  celebrado,  acompañando  al  efecto  relación  de  los  objetos  exis¬ 
tentes  antes  del  siniestro,  y -que  el  demandante  Soberón  había  sido  au¬ 
torizado  por  el  Juzgado  que  entendía  en  la  quiebra,  á  petición  del  Co¬ 
misario  de  la  misma,  para  interponer  la  demanda;  y  la  parte  deman¬ 
dada  reprodujo  en  la  dúplica  lo  que  tenía  expuesto  en  la  contestación: 

Resultando  que  practicadas  pruebas  por  ambas  parles  y  sustancia¬ 
do  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  15  de  Setiembre  de  1 882  revocando  la  de 
primera  instancia  y  absolviendo  á  la  Sociedad  Hamburgo-Bremesa  de 
la  demanda  deducida  por  la  representación  de  la  quiebra  Galcerán, 
Junquera  y  compañía,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Antonio  Soberón  y  Vara,  en  el  concepto  indica¬ 
do  de  Administrador  depositario  de  la  quiebra  de  Galcerán,  Junquera 
y  compañía,  interpuso  recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

1°  Las  leyes  32  y  40,  tít.  16,  Partida  3a,  al  no  estimar  como  probado 
el  hecho  de  que  los  asegurados  presentaron  oportunamente  los  docu¬ 
mentos  exigidos  por  la  base  II  de  la  póliza,  y  qué  el  presentado,  que 
fuó  una  nota  de  efectos  qire  Galcerán  llevó  á  Schmidt,  fué  redactado 
en  vista  de  los  libros  salvados  del  incendio,  porque  estos  hechos  han 
sido  afirmados  por  los  testigos  Alum,  Sampeiro,  Galcerán,  Junquera  y 
Soberón,  cuyos  dichos  constituyen  prueba  plena  con  arreglo  á  lo  dis¬ 
puesto  en  las  dichas  leyes,  con  lo  cual  se  incurre  en  la  sentencia  re¬ 
currida  en  error  de  derecho,  y  además  en  el  de  hecho  por  no  mencio¬ 
narse  en  ella  con  la  debida  exactitud  las  contestaciones  de  Sampeiro  y 
de  Alnm*á  preguntas  y  repreguntas: 

2o  El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Coba, 
según  el  que  la  fuerza  probatoria  de  los  testigos  debe  ser  apreciada 
según  las  reglas  de  la  sana  critica,  y  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  de  3t  de  MaYzo  de  1873  por  el  mismo  concepto  expresado  en  el 
anterior  motivo,  puesto  que  tratándose  de  justificar  el  hecho  de  haber 
sido  presentados  oportunamente  á  Schmidt  los  documentos  exigidos 
por  la  base  11  de  la  póliza,  era  natural  que  habiendo  declarado  en  sen¬ 
tido  afirmativo  las  personas  que  intervinieron  en  estas  operaciones,  que 
son  testigos  que  reúnen  todas  las  condiciones  legales,  se  tuviera  por 
justificado  aquel  hecho: 

3o  La  ley  3*,  tít.  22,  Partida  3a;  el  art.  279,  núm.  5o,  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  citada,  y  la  sentencia  de  20  de  Setiembre  de  1 856, 
que  regulan  el  juicio  pericial,  en  relación  con  el  núm.  6o  del  citado  ar¬ 
tículo,  que  establece  el  reconocimiento  judicial,  y  el  art.  53  del  Códi¬ 
go  de  Comercio,  porque  la  sentencia  no  da  valor  ninguno  al  juicio  pe¬ 
ne  al,'  al  reconocimiento  judicial  y  á  los  libros  de  los  quebrados  por 
medio  de  los  que  resultan  probadas  las  existencias  que  había  en  el  al¬ 
macén  de  la  Sociedad  la  noche  del  incendio,  cuyo  valor  importa  una 
cantidad  mucho  mayor  ,que  la  indemnización  reclamada: 

4o  La  ley  8*,  tít.  t  i,  Partida  3a,  porque  los  hechos  citados  en  los 
anteriores  motivos  han  debido  ser  admitidos  como  probados  cuando 
menos  en  virtud  de  la  presunción  que  establece  la  ley  citada,  según 
la  cual  presunción  quiere  tanto  decir  gran  sospecha,  que  vale  tanto  en 
algunos  casos  como  averiguación  de  prueba: 

5U  La  ley  Ia,  tít.  1’,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  pó- 
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liza  del  éontrato,  que  es  la  ley  de  las  partes  en  los  artículos  ó  bases  1 0 , 
II  y  i3,  y  en  cualesquiera  oíros  de  los  que  se  mencionan  en  la  sentón 
cía  recurrida,  así  como  en  las  sentencias  de  casación  de  28  de  Abril  de 
1877  y  20  de  igual  mes  de  1870,  en  el  concepto  de  que  declara  la  sen¬ 
tencia  recurrida  que  el  recurrente  no  ha  acreditado  que  se  hubiese 
fijado  y  arreglado  el  daño  ocasionado  por  el  incendio,  y  que  los  asegu¬ 
radores  se  hubiesen  comprometido  á  pagarlo  con  arreglo  á  la  base  13, 
no  obstante  que  en  esta  base  se  consigna  que  es  potestativo  en  el  ase¬ 
gurado  obtener  la  indemnización  de  los  aseguradores  mediante  gestio¬ 
nes  particulares  ó  acudiendo  A  los  Tribunales,  aparte  de  lo  cual  está 
demostrado  en  autos  que  se  empicó  en  un  principio  el  primer  medio 
sin  resultado  alguno  concreto,  porque  con  arreglo  á  las  bases  11  y  12, 
rectamente  entendidas,  el  asegurado  puede  probar  el  daño  sufrido  du¬ 
rante  las  gestiones  extrajudiciales  ó  durante  el  litigio,  si  lo  incoa,  en 
la  forma  establecida  en  la  póliza  ó  por  medio  de  las  pruebas  contenidas 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  sentencia  recurrida  no  admite 
más  momento  de  prueba  que  el  período  de  las  gestiones  privadas,  ni 
más  formada  ella  que  una  de  las  de  la  póliza;  y  porque  tiene  declara¬ 
do  este  Tribunal  Supremo  en  la  citada  sentencia  de  20  de  Abril  de  1877 
que  la  forma  de  determinar  los  daños  establecida  en  una  póliza  se  en 
tiende  que  ha  de  observarse  cuando  se  determinan  extrajudicialmente; 
mas  entablado  pleito,  se  utilizan  los  medios  de  prueba  que  el  derecho 
reconoce;  y  en  la  de  20  de  Abril  de  1870  que  la  cláusula  de  una  póliza 
que  establece  diversos  modos  de  probar  el  daño  está  en  perfecta  con¬ 
sonancia  con  la  facultad  que  concede  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  á 
los  Tribunales  para  apreciar  el  conjunto  de  las  pruebas: 

6o  En  el  hecho  de  fundarse  principalmente  la  sentencia  recurrida  en 
que  la  reclamación  de  indemnización  ante  los  Tribunales  se  ha  dedu¬ 
cido  fuera  del  término  de  un  año  después  del  incendio,  y  que  en  virtud 
de.  lo  convenido  en  la  base  13  de  la  póliza  los  asegurados  han  perdido 
todos  sus  derechos,  olvidándose  al  hacer  tal  apreciación  de  que  la  re¬ 
clamación  no  se  dedujo  dentro  del  año  por  causa  insuperable,  la  ley  Ia, 
tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  la  misma  base  13  de  la 
póliza,  que  se  refiere  exclusivamente  al  caso  de  que  trascurra  el  año 
sin  que  la  reclamación  se  deduzca  por  negligencia  ó  voluntad  de  los 
asegurados,  pero  no  por  la  concurrencia.de  un  obstáculo  insuperable 
que.  les  imposibilite  efectuarlo;  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
de  19  de  Abril  de  1872  y  24  de  Febrero  de  1865,  en  la  primera  de  las 
que  se  declára  que  la  cuestión  de  un  seguro  debe  resolverse  por  la  ley 
que  se  han  dado  los  contratantes  hasta  donde  alcance,  sin  que  contra 
lo  prescrito  en  ella  tengan  fuerza  las  leyes  generales,  de  lo  cual  se  de¬ 
duce  que  eu  lo  que  aquella  no  alcance  recobran  estas  leyes  su  fuerza; 
y  en  la  segunda  se  dice  que  debe  recurrirse  á  la  interpretación  de  los 
contratos,  de  que  nadie,  obrando  cuerdamente,  se  obliga  á  cosas  impo¬ 
sibles:  de  que  por  generales  que  sean  los  términos  de  una  convención, 
jamás  podrá  comprender  otros  casos  que  aquellus  en  que  pensaron  y 
sobre  los  que  se  propusieron  obligarse  'los  contratantes  que  al  sentido 
literal  de  sus  palabras:  de  que  cuando  las  palabras  son  ambiguas,  debe 
estarse  por  el  sentido  que  cuadre  mejor  con  la  intención  de  los  contra¬ 
tantes  y  naturaleza  del  contrato  y  que  más  se  acerque  á  la  verdad  y  á 
la  justicia;  y  de  que  en  caso  de  duda  debe  interpretarse  ésta  en  favor 
del  deudor,  sancionadas  todas  .estas  reglas  por  la  ley  2*,  til.  33,  Par¬ 
tida  7a;  y  por  último,  la  sentencia  de  casación  de  26  de  Mayo  de  1865: 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


23 

1°  El  axioma  jurídico  nemo,  ieneíur  ad  impossibilem  y  las  senten¬ 
cias  de  este  Tribunal  Supremo  de  19  de  Noviembre  de  1866,  23  de  Fe¬ 
brero  de  1871  y  22  de  Mayo  Je  1877,  en  relación  con  los  artículos  1035 
7  1036  del  Código  de  Comercio,  que  disponen  que  el  quebrado  queda 
ie  derecho  separado  é  inhibido  do  la  administración  de  todos  sus  hie¬ 
les  desde  que  se  constituye  en  estado  de  quiebra;  y  que  todo  acto  de 
dominio  y  administración  que  haga  el  quebrado  sobre  cualquier  espe¬ 
cie  y  porción  de  sus  bienes  después  de  la  declaración  de  quiebra  y  los 
que  haya  hecho  posteriormente  á  la  época  á  que  se  retrotraiga,  los 
efectos  de  dicha  declaración  son  nulos,  puesto  que  habiéndose  presen¬ 
tado  en  quiebra  los  asegurados  poco  tiempo  después  de  ocurrido  el  in¬ 
cendio,  ó  sea  en  26  de  Octubre  de  1875,  cuya  quiebra  fué  declarada 
judicialmente  y  se  halla  aún  en  tramitación,  surgió  desde  entonces  la 
causa  insuperable'evidenciada  en  autos  que  impidió  á  los  asegurados 
deducir  su  reclamación  judicial  dentro  del  -año  y  continuar  Ingestio¬ 
nes  que  iniciaron  á  raíz  del  incendio  para  arreglar  y  fijar  el  daño: 

8o  Las  leyes  20  y  24,  tít.  12,  Partida  3a,  y  los  artículos  1044,  ca¬ 
so  4o,  1045,  1050,  1051  y  1073  del  Código  de  Comercio,  en  relación  con 
las  sentencias  de  este  mismo  Tribunal  de  19  de  Noviembre  de  1866, 
2 1  de  Abril  de  1870  y  23  de  Febrero  de  1871,'  porque  la  sentencia  re¬ 
currida,  al  desestimar  la  demanda  por  la  razón  indicada  de  no  haber 
deducido  su  reclamación  la  quiebra  de  Galíerán,  Junquera  y  compañía 
dentro  del  año,  suponen  necesariamente  que  les  perjudica  la  conducta 
del  Depositario  de  la  quiebra,  que  no  la  entabló,  y  asi  lo  declara  termi¬ 
nantemente,  sin  tener  en  cuenta  que  la  única  manera  que  uno  puede 
obligarse' por  medio  de  otro  es  confiriendo  un  mandato,  y  que  la  apli¬ 
cación  de  las  leyes  que  la  regalan  al  caso  de  autos  es  indebida,  aten¬ 
dida  la  índole  y  funciones  anejas  al  cargo  de  depositario  de  una  quiebra; 

Y  9o  Las  mismas  disposiciones  citadas  en  el  anterior  motivo,  en  re¬ 
lación  con  la  doctrina  legal  universalmente  admitida,  que  dice:  man - 
datarius  fines  mandali  excedit,  nihil  agil ,  porque  aun  en  el  supuesto 
de  considerar  aplicables  al  caso  de  autos  las  leyes  del  mandato,  siem¬ 
pre  resultará  que  en  el  hecho  de  no  promover  y  entablar  la  reclama¬ 
ción  judicial  las  personas  que  debían  hacerlo  en  1 1  de  Agosto  de  1876, 
implícitamente  renunciaron  á  la  indemnización  que  correspondía  á  los 
quebrados  por  razón  del  seguro;  y  que  tal  renuncia  y  tales  actos  son 
ineficaces  con  arreglo  á  las  disposiciones  y  principios  citados,  porque 
ni  expresa  ni  tácitamente  se  hallaban  autorizadas  aquellas  personas 
por  los  quebrados  para  hacer  semejante  renuncia: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  sólo  procede  el  recurso  de  casación  contra  la 
apreciación  de  las  pruebas  cuando  haya  habido  error  de  derecho  ó 
error  de  hecho,  si  este  último  resulta  de  documentos  ó  actos  auténticos 
que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador;  y  no  concu¬ 
rriendo  ninguna  de  estas  circunstancias  especiales  en  la  apreciación 
de  las  pruebas  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  son  inaplicables  al  caso 
los  cinco  primeros  motivos  de)  recurso  encaminados  en  diversidad  de 
conceptos  á  reemplazar  con  el  criterio  particular  del  recurrente  el  con¬ 
signado  en  la  sentencia,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica: 

Considerando  que  tampoco  denuncian  infracción  alguna  de  ley  ni 
de  doctrina  legal  aplicables  al  caso  los  cuatro  motivos  restantes  del  re¬ 
curso,  porque  la  verdadera  ley  del  contrato  de  cuyo  cumplimiento  se 
trata  es  la  póliza  del  seguro;  y  estableciéndose  en  su  cláusula  13  la 
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condición  esencial  de  quedar  nula  y  de  ningún  valor  toda  reclamación 
que  no  se  hubiese  arreglado  dentro  de  un  año  después  del  siniestro  por 
convenio  de  las  partes,  sobre  las  bases  preestablecidas,  ó  sometídose  su 
resolución  á  los  Tribunales,  el  fallo  recurrido  se  ajusta  á  la  expresada 
estipulación,  declarando  no  haberse  cumplido  por  la  Sociedad  asegu¬ 
rada  en  ninguno  de  los  dos  extremos  que  comprende,  y  negando  pór 
otra  parte  la  imposibilidad  de  cumplirla,  que  reconociendo  la  dilación 
invoca  en  último  término  dicha  Sociedad  por  haberse  declarado  en 
quiebra,  toda  vez  que  con  anterioridad  á  este  acontecimiento,  y  du¬ 
rante  el  tiempo  restante,  hasta  completar  el  plazo  de  un  año  estipu¬ 
lado,  pudo  producir  la  demanda,  y  la  defirió  no  obstante  ha3ta  Fe¬ 
brero  de  1881,  ó  sea  hasta  cinco  años  después  de  haber  espirado  el  re¬ 
petido  plazo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Stberón  y  Vara,  en  el 
concepto  de  Administrador  depositario  de  la  quiebra  de  Galcerán ,  Jun¬ 
quera  y  compañía,  A  quien  condenamos  al  pago  de  las  costrfs;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente,  con  de¬ 
volución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada 
el  26  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Noviembre 
del  mismo  año.) 
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Oompetencin  (28  de  Seliempre  de  1883). — Sala  tercera.— Defen¬ 
sa  por  pobre. — So  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Santa  Cruz  de  Tenerife  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Mataró, 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  Doña  Rosalía  Guasch 
con  D.  José  Antonio  Pallés,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  no  está  determinado  el  lugar  en  el  que  en  su  caso  de¬ 
biera  cumplirse  la  obligación  que  se  supone  existente,  es  competente  el 
Juez  del  domicilio  del  demandado  para  conocer  de  la  demanda. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Setiembre  de  Í8*3,  en  la  com¬ 
petencia  que  ante  Nos  pende  promovida  entre  el  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  da  Santa  Cruz  de  Tenerife  y  el  de  Mataró  acerca  del  conocimien¬ 
to  de  la  demanda  deducida  por  Doña  Rosa,  conocida  por  Doña  Rosalía 
Guasch,  y  su  hija  Doña  Dolores  Sáiz  y  Guasch,  sobre  que  se  las  defien¬ 
da  en  concepto  de  pobres  para  litigar  con  D.  Josí  Antonio  Pallés: 

Resultando  que  en  23  de  Enero  último  Doña  Rosa,  conocida  por 
Doña  Rosalía  Guasch,  y^su  hija  Doña  Dolores  Sáiz  y  Guasch,  vecinas 
de  la  ciudad  de  Matató,  acudieron  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
la  misma  exponiendo  que  D.  José  Antonio  Pallé3  pidió  á  la  Doña  Rosa 
la  mano  de  su  hija,  y  concertado  el  matrimonio  y  convenido  que  luego 
de  celebrado  en  dicha  ciudad  se  trasladarían  los  dos  esposos  eon  la  Doña 
Rosa  á  Santa  Cruz  de  Tenerife,  donde  el  D.  José  Antonio  tenía  su  do¬ 
micilio,  la  Doña  Rosa  y  su  hija  renunciaron  A  la  colocación  que  tenían 
en  un  establecimiento  industrial  y  á  ciertas  máquinas  que  poseían  para 
atender  á  su  decorosa  subsistencia:  que  cuando  ya  habían  adquirido- 
las  ropas  y  ajuar  de  novia,  días  antes  del  señalado  para  la  boda  el  Don 
José  Antonio  se  negó  á  verificarlo  y  se  marchó  á  Canarias,  causando 
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i  la  Doña  Rosa  perjuicios  de  consideración,  cuya  indemnización  se  pro¬ 
ponía  reclamar  de  Pallés;  mas  como  por  su  estado  no  podían  realizarlo 
en  concepto  de  ricas,  pidieron,  en  virtud  de  los  hechos  y  fundamentos 
de  derecho  qne  alegaron,  que  previa  la  debida  tramitación  se  les  otor¬ 
gase  la  defensa  por  pobre  con  los  beneficios  consiguientes: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  José  Antonio  Pallés,  para 
su  citación  y  emplazamiento,  se  libró  exhorto  al  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  ante  el  que  Pallés  presentó  escrito 
pidiendo  requiriera  de  inhibición  al  *de  Mataró,  alegando  para  ello  que 
tratándose  del  ejercicio  de  una  acción  personal,  y  no  habiendo  contrato 
escrito  ni  señalado  punto  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
se  pretendían  reclamar,  la  acción  debía  ejercitarse  en  el  Juzgado  del 
domicilio  del  demandado,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  regla  1%  ar- 
'íeulo  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  siendo  también  el  mismo 
Juzgado  el  competente  para  conocer  de  sus  incidencias,  entre  las  que 
figura  la  demanda  de  pobreza,  según  el  art.  21  de  la  misma  ley: 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal,  que  se  adhirió  ála  preten¬ 
sión  de  Pallés,  el  Juez  de  primera  instancia  por  auto  de  22  de  Febrero 
dispuso  requerir  al  Juez  de  Mataró  para  que  se  inhibiera  del  conoci¬ 
miento  del  incidente  de  pobreza  promovido  por  Doña  Rosa  Guasch  y 
Doña  Dolores  Sáiz,  remitiendo  los  autos  al  proveyente,  fundándose  para  ^ 
ello  en  qne  aun  suponiendo  la  promesa  formal  de  matrimonio  y  qne  so 
hubiera  señalado  lugar  determinado  para  su  celebración,  tal  señala¬ 
miento  surtiría  fuero  cuando  la  demanda  tuviese  poi  objeto  compeler  & 
la  celebración  de  dicho  contrato  matrimonial,  pero  no  cuando  se  pro¬ 
pusiera  otro  fin:  que  la  accióp  de  daños  y  perjuicios  que  intentaban 
ejercitar  Doña  Rosa  Guasch  y  su  hija  es  personal;  y  que  cuando  no  hay 
previo  señalamiento  del  sitio  en  que  éstos  se  deben  abonar,  conforme 
a  la  regla  Ia  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Juez  com¬ 
petente  en  primer  lugar  para  conocer  de  la  demanda  en  que  se  recla¬ 
man  es  el  del  domicilio  del  demandado,  á  no  ser  que  á  otro  se  someta, 
y  qne  ei  Juez  competente  para  conocer  de  un  juicio  lo  es  también  para 
conocer  de  todos  sus  incidentes: 

Resultando  que  el  Juez  de  Mataró,  después  de  oir  á  las  demandan¬ 
tes  y  al  Promotor  fiscal,  de  conformidad  con  lo  que  alegaron  y  pidieron- 
dictó  auto  en  16  de  Abril  último,  negándose  á  la  inhibición  requerida 
por  el  Juez  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  fundándose  para  ello  en  la  regla 
Ia  del  art. -62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la  acción  que 
trató  de  ejercitarse  por  las  demandantes  es  personal  en  reclamación  de 
daños  y  perjuicios  ocasionados  en  aquella  ciudad  de  Mataró,  según  los 
hechos  que  se  refieren'en  la  demanda;  y  que  con  arreglo  á  las  leyes  15,. 
tit.  Io,  y  3a,  tít.  15,  Partida  7a,  y  á  la  doctrina  sentada  por  este  Tribu¬ 
nal  Supremo  en  sentencias,  entre  otras,  de  27  de  Febrero  de  1866,  8  de 
Febrero  de  1879  y  26  del  mismo  mes  del  corriente  año,  deben  los  daños 
y  perjuicios  ser  demandados  ante  el  Juez  del  lugar  donde  se  hayan  cau¬ 
sado,  aunque  el  dañador  sea  de  otra  vecindad,  y  allí  debe  cumplir  lo 
de  que  resulte  responsable:  que  con  arreglo  al  art.  55  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan  competencia  para 
conocer  de  un  pleito  la  tienen  también  para  conocer  de  todas  sus  inci¬ 
dencias,  que  una  de  ellas  es  la  declaración  de  pobreza  por  considerarlo 
así  el  art.  21: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  Tene¬ 
rife  insistió  en  la  inhibición  requerida,  y  en.su  consecuencia  ambos  ele- 
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varón  á  este  Tribunal  §upremo  sos  respectivas  actuaciones  para  la  de¬ 
cisión  del  conflicto  jurisdiccional: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta,: 

Considerando  que  la  acción  que  se  trata  de  ejercitar  por  Doña  Rosa¬ 
lía  Guasch  es  personal,  y  que  no  consta  ni  por  escrito  ni  en  otra  forma 
la  promesa  de  matrimonio  ni  la  existencia  de  los  perjuicios  que  se  in¬ 
dican,  ni  está,  por  consiguiente,  determinado  el  lugar  donde  en  sa 
caso  hubiera  de  cumplirse  la  obligación: 

Considerando,  como  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  conforme  al 
art.  j62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  combinación  con  el  55  de  la 
misma,  el  conocimiento  del  asunto  corresponde  al-Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  donde  D.  José  Antonio  Pallés  tie¬ 
ne  su  vecindad  y  residencia  y  ha  sido  emplazado; 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  este  pleito  corresponde  al  Juez 
de  primera  instancia  de  Saut^  Cruz  de  Tenerife,  al  que  se  remitan  to¬ 
das  las  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho,  ponién¬ 
dose  en  conocimiento  del  Juez  de  Mataró;  entendiéndose  las  costas  res¬ 
pectivamente  de  cada  una  de  las  partes. — (Sentencia  publicada  el  28 
de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  11  de  Octubre  del 
mismo  año.) 
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decurso  de  casación  en  la  forma  (28  de  Setiembre  de  1883). 
— Sala,  tercera. — Otorgamiento  de  una  escritura. — Ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  con  D.  José  Domínguez  (Audiencia  de 
la  Coruña),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  10  de  Enero 
de  1877,  el  Ministerio  fiscal  bajo  su  responsabilidad  elevará  las  con 
sultas  que  determina  el  art.  2o  del  decáelo  de  9  de  Julio  de  1869  á  la 
Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hicienda ,  de  quien  para  este  efecto 
depende,  dentro  de  los  15  dias  siguientes  á  la  fecha  en  que  tenga  noticia 
ó  se  le  haga  saber  la  existencia  del  pleito  ó  de  la  demanda  en  que  tenga 
interés  el  Estado,  no  reputándose  indebidamente  citado  éste  cuando  no 
resulten  cumplidos  dichos  requisitos,  y  pu  liéndose  pedir  á  nombre  del 
Estado  y  acordarse  por.  los  Jueces  y  Tribunales  la  nulidad  de  las  sen¬ 
tencias  en  pleito  de  interés  del  mismo  cuando  no  se  hayan  observado  las 
formalidades  que  determina  este  articulo : 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Setiembre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bande 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  ñor  D.  José  Do¬ 
mínguez,  une  no  ha  comparecid  i  en  este  Supremo  Tribunal,  con  el 
Mrniste  ia  fiscal  sobre  otorgamiento  de  una  escritura: 

Resultando  que  D.  José  Domínguez  entabló  demanda  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Bande  en  4  de  Siembre  de  1874  para  que, 
en  atención  á  que  su  padre  D.  Pedro  Domínguez  Alvarez  le  había  ce¬ 
dido  diferentes  bienes  bajo  condición  de  contribuirle  con  los  efectos  y 
granos  de  que  hizo  mérito,  se  le  condenase  á  otorgar  el  documento 
competente  de  los  bienes  retenidos: 
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Resultando  que  el  demandado  D.  Pedro  Domínguez  Alvarez  impug¬ 
nó  la  demanda;  y  que  recibido  á  su  tiempo  el  pleito  á  prueba,  ocurrió 
en  tal  estado  el  fallecimiento  del  demandado: 

Resultando  que  formado  juicio.de  abintestato,  el  demandante  Don 
José  D.omínguez  renuneió  á  la  herencia  de  su  padre  con  reserva  de  los 
bienes’  cedidos  que  eran  objeto  de  este  pleito,  renuncia  que  le  fué  ad¬ 
mitida,  asi  como  á  los  dpmás  parientes,  que  también  ia  presentaron, 
declarándose  en  sp  virtud  la  herencia  vacante  y  heredero  al  Estado 
del  residuo  que  quedase  después  de  pagar  las  deu(*as  dejadas  por  el 
finado:  * 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  se  personó  en  su  virtud  en  el 
pleito  que  seguía  D.  José  Domínguez  con  su  padre;  y  entregado  que  le 
fué  según  solicitó,  de  acuerdo  con  lo  que  propuso,  se  recibió  de  nuevo 
el  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  el  demandante  la  suministró  de  testigos,  que  fueron 
repreguntados  por  el  Ministerio  fiscal;  y  que  después  de  haber  alegado 
uno  y  otro,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  condenando  á, 
Pedro  Domínguez,  y  en  su  representación  al  Ministerio  fiscal,  á  otorgar 
al  demandante  escritura  de  las  fincas  de  que  se  trataba,  declarando  de 
aplicación  al  Estado,  después  de  satisfechas  las  deudas,  toda  la  herencia 
de  Pedro  Domínguez,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Coruna  por 
apelación  del  Promotor,  promovió  un  incidente  el  Fiscal  para  que  se 
declarase  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  que  falleció  el  demandado 
Pedro  Domínguez,  con  reposición  de  los  aut03  al  estado  que  entonces 
tenían,  fundándose  en  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  2o  de 
la  ley  de  10  de  Enero  de  1877,  eran  nulas  las  actuaciones  en  asuntos 
de  interés  del  Estado  cuando  el  Ministerio  fiscal  no  haya  solicitado 
instrucciones,  siéndolo  por  lo  tanto  el  juicio  de  que  se  trataba  desde 
que  el  Promotor  se  había  personado  en  los  autos  sin  pedir  instruccio¬ 
nes,  y  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  regla  4a  del  art.  7o  de  la  Com  - 
pilación  aprobada  por  Real  orden  de  16  de  Abril  de  1881  podía  pe¬ 
dirse  á  nombre  del  Estado,  y  se  acordaría  por  los  Tribunales  la  nu¬ 
lidad  de  las  sentencias  en  pleitos  de  interés  del  mismo  cuando  no 
se  hubieran  observado  las  formalidades  que  determinaba  el  citado  ar¬ 
tículo: 

Resultando  que  comunicada  esta  pretensión  á  D.  José  Domínguez, 
que  se  entendió  con  los  estrados  por  no  haber  comparecido,  previa  ci¬ 
tación  y  vista,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Coruna  en  20.de  AbriL  de  1883  desestimando  la  demanda  incidental  de 
nulidad  deducida  por  el  Ministerio  fiscal,  el  cnal  usara  de  su  derecho, 
si  viere  convenirle,  en  conformidad  á  las  disposiciones  citadas,  sin  hacer 
especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  suplicó  de  esta  sentencia,  y 
que  con  nueva  citación  de  las  partes  y  vista  proveyó  auto  la  Sala  de 
lo  civil  en  23  de  Mayo  último  declarando  no  haber  lugar  á  suplirla  y 
enmendarla: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en  los  casos  1"  y  4o  del 
artículo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  puesto  que  según  el  ar¬ 
ticulo  2°  de  la  ley  especial  de  10  de  Enero  de  1877  no  se  reputará  de¬ 
bidamente  citado  el  Estado  cuando  no  resulten  cumplidos  los  requisitos 
que  establece  el  párrafo  anterior;  y  que  la  citación  y  emplazamiento 
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hechas  al  Ministerio  fiscal  en  representación  del  Estado  sólo  podían 
surtir  todos  los  efectos  legales  cuando  se  hubiera  elevado  consulta  á  la 
Asesoría  de  Hacienda  y  ésta  hubiera  dejado  pasar  tres  meses  sin  dar  sus 
instrucciones,  lo  cual  en  este  pleito  nó  había  ocurrido,  porgue  ninguna 
consulta  había  elevado  el  Promotor  fiscal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2U  de  la  ley 
de  40  de  Enero  de  4877,  el  Ministerio  fiscal,  bajo  su  responsabilidad 
elevara  las  consultas  que  determina  el  art.  5o  del  decreto  de  9  de  Julio 
de  1869  á  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  quien  para 
este  efecto  depende,  dentro  de  los  15  días  siguientes  á  la  fecha  en  que 
tenga  noticia  ó  se  la  haga  saber  la  existencia  del  pleito  ó  de  la  deman¬ 
da  en  que  tenga  interés  el  Estado,  no  reputándose  debidamente  citado 
éste  cuando  no  resulten'cumplidos  dichos  requisitos,  pudiéndose  pedir 
á  nombre  del  Estado  y  acordarse  por  los  Jueces  y  Tribunales  la  nulidad 
de  las  sentencias  en  pleito  de  interés  del  mismo  cuando  no  se  hayan 
observado  las  formalidades  que  determina  este  artículo: 

Considerando  que  es  un  hecho  fuera  de  toda  duda  que  el  Ministerio 
fiscal  se  personó  en  los  autos  sin  pedir  antes  las  instrucciones  áque  se 
refiere  la  ya  citada  ley  del  77,  y  por  consiguiente  sin  la  legítima  pre¬ 
sentación  del  Estado  ni  la  citación  y  emplazamiento  qne  como  ünico 
interesado  en  el  juicio  le  corresponde;  y  como  semejante  diligencia  es 
una  de  las  formas  esenciales  del' juicio,  y  su  falta  da  lugar  al  recurso, 
según  el  tít,  4o,  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el  Ministe¬ 
rio  fiscal  en  representación  del  Estado,  y  en  su  virtud  casamos  y  anu¬ 
lamos  la  sentencia  y  auto  que  en  23  de  Abril  y  23  de  Mayo  del  corriente 
año  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña;  y  mandamos 
que,  reponiéndose  el  pleito  al  estado  que  tenía  al  personarse  el  Minis¬ 
terio  fiscal  en  la  primera  instancia,  se  sustancie  y  determine  con 
arreglo  á  derecho;  y  líbrese  á  dicha  Audiencia  de  la  Coruña  la  certifi¬ 
cación  correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  que  ha  remijido. 
— (Sentencia  publicada  el  28  de  Setiembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
cela  de  21  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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Stecarso  de  casación  en  la  forma  (Io  de  Oclubrede  1883).— 
Sala  tercera. — Cumplimiento  de  una  ejecutoria.— No  ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  L).  losé  Zamurauo  con  el  Gerente  de  la  Sociedad  ‘Manuel 
Cabrera  y  compañía  (Audiencia  de  las  Palmas),  y  se  resuelve: 

1°  Que  según  se  dispone  en  el  núm.  3°  del  art.  4693  de  la  ley  de  En  - 
iuiciamiento  civil ,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebranta  ■ 
miento  de  las  formas  esenciales  del  juicio  por  falta  de  recibimiento  á 
prueba  en  alguna  de  las  instancias  cuando  procediere  con  arreglo  á  de  - 
recho : 

2o  Que  conforme  al  art.  937  de  la  propia  ley ,  no  estando  conforme 
el  deudor  con  la  liquidación  presentada  por  el  acreedor  en  incidente  so  - 
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bre  ejecución  de  sentencia,  se  recibirá  éste  á  prueba  si  el  Juez  la  estima 
necesaria  cuando  alguna  de  las  partes  la  hubiere  solicitado ; 

Y  3o  Que  una  vez  solicitado  y  obtenido  por  el  acreedor  hoy  recurren¬ 
te ,  que  para  acomodar  el  procedimiento  á  la  nueva  ley  y  según  lo  dis¬ 
puesto  en  el  art.  929  de  la  misma ,  se  diese  copia  á  su  deudor  de  la  re 
¿ación  de  daños  y  perjuicios  que  con  arregto  á  la  anterior  ley  había 
presentado  sin  esta  circunstancia,  si  quería  que  se  recibiese  á  prueba  el 
incidente  para  el  caso  de  que  su  contrario  tío  se  conformase  con  dicha 
relación  ó  su  importe,  debió  haberlo  solicitado  según  dispone  la  nueva 
ley,  y  por  no  haberlo  hecho  ni  aun  al  tener  conocimiento  de  la  impug 
nación  á  su  escrito  sino  cuando  ya  era  firme  la  providencia  que  orde  - 
naba  llevar  los  autos  á  la  vista,  no  procedía  el  recibimiento  á  prueba. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4o  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado* de  primera  instancia  de  las 
Palmas  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  por  Ma¬ 
riano  Báez  y  Martín,  en  concepto  de  Gerente  de  la  casa  de  comercio 
-que  giró  en  aquella  plaza  bajo  la  razón  social  de  Manuel  Cabrera  y 
compañía,  representada  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doce,  bajo  la  di¬ 
rección  del  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  con  D.  José  Zamorano  y 
Villar,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  J.  Cirilo  Díaz,  dirigido  por  el 
Licenciado  D.  Rafael  Atard,  sobre  cumplimiento  de  una  ejecutoria: 

Resultando  que  en  documento  privado  de  Io  de  Febrero  de  1876 
declaró  D.  José  Zamorano  y  Villar,  vecino  y  del  comercio  de  Las  Pal¬ 
mas,  que  en  aquel  día  había  liquidado  su  cuenta  con  la  casa  de  comer¬ 
cio  éstablecida  en  aquella  misma  ciudad  bajo  la  razón  social  de  Manuel 
Cabrera  y  compañía,  resultando  serla  eD  deber  127.985  rs.  vn.,  proce¬ 
dente  de  tabacos  recibidos  á  su  entera  satisfacción: 

Resultando  que  con  presentación  de  este  documento  solicitó  Don 
Mariano  Báez  y  Martín,  como  socio  Gerente  de  la  razón  social  Manuel 
Cabrera  y  compañía,  que  de  su  cuenta,  cargo  y  riesgo  se  procediera  al 
embargo  preventivo  de  bienes  del  deudor,  cuya  ausencia  se  temía;  y 
que  acordado  en  los  términos  pedidos,  tuvo  efecto  en  tabacos,  papel  y 
otros  artículos  de  propiedad  de  aquél: 

Resultando  que  desestimada  la  ejecución  que  Báez  solicitó,  entabló 
demanda  ordinaria  para  que  se  condenase  á  Zamorano  al  pago-de  la 
cantidad *de  120.865  rs.,  intereses  y  costas,  en  atención  á  que  á  cuenta 
había  entregado  7.120  rs.,  pidiendo  la  ratificación  del  embargo  practi¬ 
cado  y  que  en  caso  contrario  se  decretase  el  secuestro: 

Resultando  que  denegada  una  y  otra  pretensión,  Zamorano  impug¬ 
nó  ladeiüanda  reconviniendo  á  la  Sociedad  demandante  para  la*  rendi¬ 
ción  de  cuentas  y  abono  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  con  mo¬ 
tivo  del  embargo  preventivo  decretado  y  ejecutado  de  cuenta  y  riesgo' 
de  la  Sociedad  demandante;  y  que  por  ejecutoria  de  la  Sala  de  justicia 
de  la  Audiencia  de  Las  Palmas  se  condenó  á  Zamorano  á  satisfacer  á 
Báez  y  Martín, -como  Gerente  de  la  Sociedad  Manuel  Cabrera  y  com¬ 
pañía,  120.765  rs.  que  le  era  en  deber,  con  los  intereses  legales  desde 
que  se  constituyó  en  mora,  absolviendo  á  la  misma  Sociedad  de  la  re¬ 
convención  propuesta  por  Ziinorano  para  la  rendición  de  cuentas,  y 
estimándola  en  cuanto  á  I03  daños  y  perj  uicios  ocasionados  con  e!  etn  - 
bargo,  se  la  condenó  á  su  abono;  debiendo  presentar  Zamorano  para 
determinar  su  importe  la  correspondiente  relación  en  forma  y  tiempo 
oportuno: 
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Resultando  que  con  escrito  de  16  de  Marzo  de  1882  la  presentó  Don 
José  Zamorano;  y  que  dada  vista  por  término  de  cinco  días,  se  acordó 
después  para  acomodar  el  procedimiento  á  la  nueva  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  que  se  entregara  á  Báez  copia  del  escrito  y  de  daños  y  per¬ 
juicios  para  que  dentro  de  seis  dias  contestase  lo  que  estimase  conve¬ 
nirle: 

Resultando  que  Zamorano  pidió  en  18  de  Abril  que  se  declarase  á 
Báez  conforme  en  un  todo  con  la  relación  presentada  por  haber  tras¬ 
currido  el  término  para  impugnarla,  y  que  el  Juez  desestimó  por  en  - 
toncas  su  pretensióu  en  providencia  del  20,  por  cuanto  aquel  había 
empezaJo  á  correr  el  día  1  2  de  aquel  mes: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  20  presentó  Báez  escrito  impug¬ 
nando  la  relación  de  daños  y  perjuicios,  y  que  el  Juez  en  providencia 
del  21  la  tuvo  por  presentada,  mandando  entregar  la  copia  á  la  otra 
párle  y  tener  á  la  vista  todas  las  piezas  de  autos: 

Resultando  que  D.  José  Zamorano  pidió  reposición  de  la  providen¬ 
cia  del  20,  que  fué  desestimada,  siendo  este’ extremo  objeto  de  una 
apelación  á  la  Audiencia,  que  se  admitió  en  un  efecto: 

Resultando  que  durante  los  trámites  á  que  esto  dió  lugar  presentó 
escrito  D.  José  Zamorano  recusando  al  Juez  accidental  de  primera  ins¬ 
tancia  por  amistad  íntima  con  D.  Mariano  Báez:  que  el  referido  Juez 
por  auto  de  30  de  Abril  denegó  la  recusación,  y  en  atención  á  lo  acor¬ 
dado  en  providencia  del  21,  y  en  conformidad  ó  lo  dispuesto  en  el  caso 
2o  del  art.  937  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  recibió  á  prueba  el  inci¬ 
dente  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  término  de  10  días 
para  que  dentro  de  él  propusieran  ambas  partes  lo  que  pudiera  intere¬ 
sarles: 

Resultando  que  todas  estas  providencias  fueron  objeto  de  preten¬ 
siones  y  recursos,  y  que  habiendo  llegado  á  conocer  de  ellas  la  Sala  de 
justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas,  quedaron  resueltas  por  el  auto 
que  dictó  en  27  de  Octubre  de  1881  confirmando  la  providencia  de  20 
de  Abril  de  dicho  año  y  revocando  la  del  30  del  propio  mes,  en  que  se 
desestimó  la  recusación,  declarando  nulas  desde  esta  fecha  todas  las 
demás  diligencias  practicadas  en  el  pleito: 

Resultando  que  devueltos  al  Juzgado,  Zamorano  pretendió  que  se 
recibiese  á  prueba  el  incidente  sobre  daños  y  perjuicios;  y  que  habién¬ 
dole  dado  este  trámite  á  instancia  de  Báez,  se  repuso  la  providencia, 
denegándose  el  recibimiento  á  prueba,  y  mandando  por  lo  dispuesto  en 
la  providencia  de  21  de  Abril  del  año  último  traer  á  la  vista  todos  los 
autos,  como  estaba  mandado  en  ella: 

Resultando  que  Zamorano  interpuso  apelación,  que  se  tuvo  por 
propuesta,  y  que  celebrada  la  comparecencia  prevenida  por  la  ley,  en 
la  que  protestó  por  la  denegación  de  la  prueba,  proveyó  auto  el  Juez 
en  16  de  Mayo  de  1882  declarando  no  haber  lugar  á  verificar  la  gra¬ 
duación  ó  valoración  de  los  daños  y  perjuicios  anotados  en  la  relación 
presentada,  y  reclamados  en  escrito  fecha  9  de  Marzo  del  año  último, 
ni  en  su  consecuencia  á  imponer  á  D.  Mariano  Báez  Martin  la  satisfac¬ 
ción  de  los  mismos: 

Resultando  que  apelado  este  auto  y  admitida,  así  como  la  que  se 
hallaba  pendiente,  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas 
confirmó,  con  las  costas,  en  6  de  Setiembre  de  1882  los  autos  apelados 
en  20  de  Enero  y  16  de  Mayo: 

Resultando  que  D.  José  Zamorano  y  Villar  interpuso  recurso  de 
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casación  por  quebrantamiento  de  forma,  á  reserva  de  intentarlo  á  la 
vez  por  infracción  de  ley.  fundando  el  primero  en  el  núm.  3o  del  ar¬ 
ticulo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ó  sea  en  la  falta  de  recibi¬ 
miento  á  prueba,  falta  que  existía  en  este  caso,  como  lo  acreditaba  el 
auto  de  20  de  Enero,  del  que  había  sido  una  consecuencia  el  de  16  de 
Mayo,  confirmados  ambos  por  la  Audiencia: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  según  se  dispone  en  el  núm.  3o  del  art.  1693  de 
lay  de  Enjuiciamiento  civil,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  jnicio  por  falta  de  reci¬ 
bimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias  cuando  procediere  con 
arreglo  á  derecho: 

Considerando  que  conforme  al  art.  937  de  la  propia  ley,  no  estando 
conforme  el  deudor  con  la  liquidación  presentada  por  el  acreedor  en 
incidente  sobre  ejecución  de  sentencia,  se  recibirá  éste  á  prueba  si  el 
Juez  la  estima  necesaria  cuando  alguna  de  las  partes  la  hubiere  so¬ 
licitado: 

Considerando  que  en  los  presentes  autos  de  ejecución  de  sentencia, 
una  vez  solicitado  y  obtenido  por  el  acreedor  hoy  recurrente,  que  para 
acomodar  el  procedimiento  á  la  naeva  ley  y  según  lo  dispuesto  en  el 
art.  929  de  la  misma,  se  diese  copia  á  su  deudor  de  la  relación  de  da¬ 
ños  y  perjuicios  que  jon  arreglo  á  la  anterior  ley  había  presentado  sin 
esta  circunstancia,  si  quería  que  recibiese  á  prueba  el  incidente  para 
el  caso  de  que  su  contrario  no  se  conformase  con  dicha  relación  ó  su 
importe,  debió  haberlo  solicitado  según  dispone  la  nueva  ley,  y  por  no 
haberlo  hecho  ni  aun  al  tener  conocimiento  de  la  impugnación  á  su  es¬ 
crito  sino  cuando  ya  era  firme  la  providencia  que  ordenaba  llevar  los 
autos  á  la  vista,  no  procedía  el  recibimiento  á  prueba,  en  cuya  su¬ 
puesta  falta  se  funda  este  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
José  Zamorano  y  Villar,  á  quien  condenamos  por  razón  de  depósito  al 
pago  dé  la  cantidad  de  500  pesetas,  qus  satisfará  si  viniese  á  mejor  for¬ 
tuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y 
procédase  á  lo  que  haya  lugar  respecto  del  recurso  de  casación  prepa¬ 
rado  en  el  fondo.— (Sentencia  publicada  el  Io  de  Octubre  de  1883,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  21  del  mismo  mes  y  año."} 
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Recurso  de  casación  (3  de  Octubre  de  1683). — Sala  primera. — 
Pago  de  pesetas. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pedro  Alises  Alca- 
ñiz,  con  D.  Juan  Pertierra  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  es  doctrina  legal  sancionada  por  el  Tribunal  Supremo  que  los 
productos  de  los  bienes  de  los  cónyuges  pertenecen  &  la  sociedad  conyu¬ 
gal,  y  con  ellos  debe  atenderse  á  levantar  las  cargas  del  matrimonio, 
entre  las  que  se  comprenden  el  pago  de  los  gastos  judiciales  ocasionados 
en  los  litigios  que  cualquiera  de  ellos  tuviese  que  sostener ;  sin  que  obste 
á  ello  que  por  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria  se  acordase  dejar  sin 
efecto  la  consignación  en  la  Caja  general  de  Depósitos  de  la  cantidad 
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señalada  para  litis -expensas  en  expediente  de  la  misma  naturaleza ,  por¬ 
que  esto  en  nada  perjudica  la  acción  deducida  por  el  demandante. 

En  la  villa  y  corla  de  Madrid,  á  3  de  Octubre  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  terri¬ 
torio  por  D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz,  vecino  de  esta  capital,  Procurador, 
con  D.  Juan  Pertierra,  de  la  propia  vecindad,  industrial,  como  marido 
de  Doña  Anastasia  Bermejo,  sobre  pago  de  pesetas;  peudiente  en  este 
Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  demandante,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Juan  Rubirá;  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte  recu¬ 
rrida  por  ej  Licenciado  D.  Manuel  Gómez  de  Cádiz  y  el  Procurador 
D.  Félix  Bazáu: 

Resultando  que  Doña  Anastasia  Bermejo  y  Vicente,  casada  con  Don 
Juan  Pertierra,  otorgó  en  12  de  Marzo  de  1881  poder  para  litigar  con 
su  marido  á  favor  del  Procurador  D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz,  consig¬ 
nando  que  le  confería  para  que,  previo  el  acto  conciliatorio,  intentase 
la  demanda  de  divorcio  pidiendo  alimentos,  litis-expensas  y  depósito 
•de  su  persona: 

Resultando  que  seguidos  varios  pleitos  sobre  divorcio,  depósito, 
alimentos  y  litis  expensas,  se  abonaron  por  el  Procurador  Alises  á  di  - 
ferentes  partícipes  las  cantidades  que  respectivamente  habían  deven¬ 
gado,  y  por  su  parte  formuló  las  cuentas  de  sus  derechos  y  desembol¬ 
sos,  importantes  la  primera  la  cantidad  de  461  pesetas  2o  céntimos;  la 
segunda,  454  pesetas  87  céntimos;  la  tercera,  la  de  354  pesetas  75  cén¬ 
timos;  la  cuarta,  615  pesetas  93  céntimos;  la  quinta,  la  de  1.408  pese¬ 
tas  61  céntimos,  y  además  pagó  otra  minuta  de  64  pesetas  81  céntimos 
al  Oficial  de  Sala  D.  José  Camacho: 

Resultando  que  previo  acto  de  conciliación  en  8  de  Abril  de  1881, 
D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz  dedujo.demanda  contra  D.  Juan  Pertierra, 
exponiendo  que  Dona  Anastasia  Bermejo  le  dió  poder  para  represen 
tirla  en  el  pleito  de  divorcio  entablado  contra  su  marido,  haciéndolo 
asi  con  todos  sus  incidentes  en  los  Tribunales  de  esta  corte,  habiendo 
devengado  y  pagado  en  tal  concepto  la  cantidad  de  43.181  rs.  con  22 
céntimos:  que  por  el  Juzgado  de  la  Inclusa  se  habían  señalado  á  Doña 
Anastasia,  como  litis-expensas  á  cargo  de  D.  Juan  Pertierra  8.000  rea¬ 
les  anuales,  empezando  en  aquel  año  de  1882  consignándose  en  la  Caja 
de  Depósitos  2.000  rs.  correspondientes  á  un  trimestre,  sin  que  poste¬ 
riormente  hubiera  entregado  cantidad  a'guna:  que  cuando  se  tramita 
bael  pleito  la  Doña  Anastasia  se  ausentó  sin  que  se  supiese  dónde  es¬ 
taba,  siendo  público  que  su  esposo  no  ignoraba  dónde  se  hallaba,  sin 
abonar  cantidad  alguna  de  las  devengadas  y  suplidas  por  su  cuenta;  y 
que  se  había  reclamado  de  D.  Juan  Pertierra  la  deuda,  que  era  él  que 
estaba  obligado  á  satisfacerla,  sin  conseguirlo-á  pesar  de  haberlo  cita¬ 
do  de  conciliación,  á  cuyo  acto  no  asistió;  y  fundado  en  la  ley  20,  tí¬ 
tulo  42,  Partida  5*;  el  art.  8°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la  ley 
19,  tit.  22,  Partida  3*;  leyes  3a  y  ^¡a,  tit.  4o,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  senten¬ 
cia  de  31  de  Mayo  de  1879,  pidió  que  se  condenase  á  D.  Juan  Pertierra 
al  pago  de  13.481  rs.  con  22- cénts.,  intereses  legales  demora  y  las 
costas: 

•  Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Jnan  Pertierra,  devolvió  los 
autos  después  de  un  apremio  sin  escrito;  y  habiendo  renunciado  el  de- 
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mandante  á  la  réplica,  se  recibieron  á  prueba,  y  á  instancia  del  de¬ 
mandado  se  pusieron  testimonios,  de  los  que  aparecen,  entre  otros  par¬ 
ticulares,  que  por  auto  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  9  de  Ju  - 
lio  de  1881  se  declararon  sin  efecto  las  actuaciones  practicadas'*  virtud 
de  la  petición  de  fondos  para  litis-expensas  que  dedujo  Doña  Anastasia 
Bermejo,  y  se  reservó  á  la  misma  el  derecho  que  pudiera  asistirla  para 
que  lo  ejercitase  donde  y  como  procediese;  que  por  auto  de  la  misma 
Sala  de  12  de  Diciembre  de  1881,  pero  en  ramo  separado  diferente,  se 
confirmaron  la  providencia  y  auto  de  25  y  30  de  Abril  de  dicho  año 
apelados  por  la  Doña  Anastasia,  por  los  que  se  tuvieron  por  consigna 
das  por  Pertierra  500  pesetas,  importe  del  primer  trimestre  de  las  2.000 
anuales  señaladas  á  su  esposa  para  el  pago  de  litis  expensas,  se  declaró 
no  haber  lagar  á  entregarlas  al  Procurador  Alises  y  se  mandaron  con¬ 
signar  en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  disposición  del  Juzgado,  eon 
destino  al  pago  de  los  gastos  judiciales  que  justificase  Doña  Anastasia 
haberla  sido  debidamente  ocasionados,  ó  que  se  le  ocasionasen,  sin  per¬ 
juicio  de  q  ie  rindiera  cuenta  justificada  cada  semestre,  como  se  tenia 
mandado  en  auto  de  31  de  Marzo: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  en  dos  instancias,  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  por  sentencia  de  27  de  Febrero  último,  revocatoria  de 
la  del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  de  la  demanda  que  por  su 
propio  derecho  había  interpuesto  al  Procurador  D.  Pedro  Alises  de  Al- 
cañiz  contra  D.  Juan  Pertierra,  marido  de  Doña  Anastasia  Bermejo,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Alises  de  Alcañiz  interpuso  recurso  de  ca¬ 
sación,  alegando  como  infringidos: 

Io  Las  hyes  20,  tít.  12,  Partida  5*,  la  25,  tí!.  5o,  Partida  3a,  en  re¬ 
lación  con  las  3a  y  5a,  tít.  4o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  te 
niendo  en  cuenta  que  aquéllas  determinan  el  derecho  del  mandatario  ó 
Procurador  á  que  se  le  satisfagan  sus  derechos  y  suplementos  por  su 
poderdante  ó  su  cliente,  y  las  últimas  asignan  la  obligación  de  pagar 
estos  gastos  al  marido  en  los  pleitos  de  su  esposa,  que  debe  hacerlo  con 
los  bienes  de  la  sociedad  legal  como  atenciones  de  la  misma,  según  so 
ha  establecido  como  doctrina  inconcusa  por  este  Tribunal  Supremo  en 
varias  sentencias,  y  especialmente  en  las  de  9  de  Diciembre  de  1864, 
23  de  Abril  y  29  de  Noviembre  de  1866,.  1*  de  Marzo  de  1 867  y  3 1  do 
Mayo  de  1879,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  ha  prescindido  por  com¬ 
pleto  de  las  leyes  citadas  aplicables  en  un  todo  al  caso  del  pleito,,  y  ha 
aplicado  indebidamente  y  de  un  modo  aislado  el  art.  8o  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento 'civil,  sin  relacionarlo,  como  debía,  c.onjas  mencionadas 
leyes  3a  y  5*  del  tít.  4o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

2o  Que  al  deducir  la  demanda  se  alegó  como  fundamento  de  ella  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada,  puesto  que  en  el  auto  de  12  de  Diciembre 
de  1881,  dictado  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  distrito,  con¬ 
sentida  y  en  parte  ejecutoriada,  se  ordenó  que  se  tuvieran  por  consig¬ 
nadas  500  pesetas  que  consignó  D.  Juan  Pertierra,  importe  de  un  tri¬ 
mestre  para  oago  de  litis- expensas  de  su  esposa;  y  con  arreglo  á  la  ley 
19,  tít.  22,  Partida  3a.  debía  dársele  la  fuerza  y  valor  legal  de  juicio 
afinado,  como  dice  la  ley,  y  no  declarar  cosa  alguna  en  contra  de  lo  en 
dicho  auto  dispuesto,  la  Sala  sentenciadora,  al  dictar  la  sentencia  re¬ 
currida,  ha  desconocido  el  valor  legal  de  este  auto,  considerándolo  sin 
efecto  alguno,  porque  en  9  de  Julio  de  1881  se  dictó  otro  poi  la  misma 
Sala,  por  el  cual  se  dejaban  sin  efecto  las  actuaciones  s  >bre  litis-expen- 
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sas,  sin  tener  en  cuenta  que  en  caso  de  contradicción,  si  ia  hubiese  en¬ 
tre  estos  dos  autos,  había  que  estar  por  lo  acordado  en  el  de  Diciembre., 
como  de  fecha  posterior: 

3o  Que  conforme  á  los  artículos  565  y  566  de  la  ley  de  Enjuiciamien 
to  civil,  la  prueba  que  se  proponga  en  los  pleitos  se  ha  de  concretar  á 
los  hechos  fijados  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica,  ó  de  la  demanda 
ó  contestación  en  su  caso,  y  los  Jueces  deben  repeler  de  ofi<-io  las  prue¬ 
bas  que  no  se  acomoden  á  esta  prescripción,  la  Sala  sentenciadora,  des¬ 
conociendo  estos  preceptos  legales,  ha  estimado  la  prueba  practicada 
por  D.  Juan  Pertierra  con  valor  y  eficacia  legal,  y  le  ha  servido  de  fun¬ 
damento  para  el  fallo,  cual  si  se  hubiera  practicado  en  las  debidas  con¬ 
diciones,  y  por  tanto  ha  ce  metido  error  de  derecho  al  apreciar  los  men¬ 
cionados  artículos  565  y  566  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  ha 
infringido: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  es  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tnbunal  Su¬ 
premo  que  los  productos  de  los  bienes  de  los  cónyuges  pertenecen  á  la 
sociedad  conyugal,  y  con  ellos  debe  atenderse  á  levantar  las  cargas  del 
matrimonio,  entre  las  que  se  comprenden  el  pago  de  los  gastos  judicia - 
les  ocasionados  en  los  litigios  que  cualquiera  de  ellos  tuviese  que  sos¬ 
tener: 

Considerando  que  á  esta  clase  corresponden  los  reclamados  por  el 
Procurador  Alises  en  la  demanda  origen  de  los  presentes  autos,  por  lo 
que  es  indudable  que  D.  Juan  Pertierra  debe  satisfacer.el  importe  dé 
dichos  gastos  con  los  productos  de  los  bienes  existentes  en  su  matrimo¬ 
nio  con  Doña  Anastasia  Bermejo,  sin  que  obste  á  ello  que  por  un  acto 
de  jurisdicción  voluntaria  se  acordase  dejar  sin  ef.-ct'o  la  consignación 
en  la  Caja  ge  ieral  de  Depósitos  de  la  cantidad  señalada  para  luis-ex¬ 
pensas  en  expediente  de  la  misma  naturaleza,  porque  esto  en  nada  per¬ 
judica  la  acción  deducida  por  el  demandante  en  vía  contenciosa,  y  es 
de  todos  modos  evidente  la  responsabilidad  del  demandado,  con  arreglo 
á  la  expresada  doctrina  y  leyes  que  se  citan  en  el  primer  motivo,  las 
cuales  por  tanto  han  sido  infringidas  por  la  sentencia  al  absolver  á  di¬ 
cho  demandado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedro  Alises  da 
Alcaftiz  contra  la  sentencia  que  en  27  de  Febrero  último  dictó  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito:  en  su  consecuencia, 
casamos  y  anulamos  dicha  sentencia. — (Sentencia  publicada  el  3  de  Oc¬ 
tubre  de  1883,  é  inserta  en  la. Gacela  de  8  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
asunto  de  Ultramar  (3  ae  Octubre  de  1883 ).—Sula  tercera.  -Pago 
de  pe'O*. — Se  confirma  el  auto  apelado  por  la  razón  social  R.  B  Ló¬ 
pez  y  compañía  con  D.  Isidro  García  Otero  (Audiencia  de  Puerto  Rico), 
y  se  resuelve: 

Io  Que  con  arreglo  á  los  artículos  1010  y  ION  de  la  ley  de  Enjui - 
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ciamiento  civil  vigente  en  Cuta,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  con¬ 
tra  los  sentencias  definitivas  y  contra  Las  que  aun  cuando  hayan  recaí¬ 
do  sobre  un  articulo  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su 
continuación; 

Y  2o  Que  no  merece  tal  concepto  la  que  se  limita  á  resolver  un  -inci¬ 
dente  promovido  en  un. juicio  ejecutivo ,  en  los  cuales  además ,  según  el 
art.  1014,  no  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  3  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Mayagüez  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia 
de  Puerto  Rico  por  la  razón  social  R.  B.  López  y  compañía,  del  comer¬ 
cio  de  Mayagüez,  con  D.  Isidro  García  Otero  sobre  pago  de  pesos: 

Resultando  que  la  indicada  razón  social  U.  B.  López  y  compañía 
acudió  en  forma  al  Juez  de  primera  instancia  de  Mayagüez  en  13  de 
Febrero  de  1878  solicitando  el  embargo  preventivo  de  los  bienes  de 
Isidro  García  Otero  en  cantidad  suficiente  á  cubrir  la  suma  de" 424  pe¬ 
sos  55  centavos  que  les  era  en  deber,  y  para  cuyo  pago  pensaban  pro 
ceder  ejecutivamente: 

P.esoltando  que  acordado  el  embargo  bajo  la  responsabilidad  de  la 
mencionada  casa,  se  llevó  A  efecto  en  16  de  dicho  mes,  y  que  en  13  de 
Marzo  siguiente  se  dedujo  la  demanda  ejecuti'va,  mandándose  despa¬ 
char  la  ejecución  en  el  14: 

Resultando  que  en  22  de  Noviembre  del  mismo  año  presentó  escrito 
el  ejecutado  D.  Isidro  García  Otero  solicitando  que  se  alzara  de  plano 
el  embargo  sin  audiencia  del  actor,  condenándole  en  las  costas  y  en  los 
daños  y  perjuicios,  toda  vez  que,  habiéndose  verifiado  el  día  16  de  Fe¬ 
brero  y  debido  ratificarse  A  los  20  días,  no  habiéndose  ratifiado,  había 
quedado  nulo: 

Resultando  que  por  un  otrosí  pretendió  la  nulidad  de  las  actuacio¬ 
nes  autorizadas  por  D.  Bartolomé  Esteva,  dependiente  del  Escribano 
D.  Santiago  Palmer,  por  no  constar  que  tuviera  autorización  para  ello, 
y  que  por  otro  recusó  al  citado  Escribano  D.  Santiago  Palmer: 

Resultando  que  tramitado  en  dos  instancias  el  incidente  de  recusa¬ 
ción,  que  fué  estimada  para  las  actuaciones  referentes  al  primer  otrosí 
después  d,e  practicadas  otras  diligencias  con  referencia  á  la  interven¬ 
ción  como  Escribano  del  mencionado  Esteva,  proveyó  auto  el  Juez  en 
10  de  Enero  de  1881  declarando  alzado  el  embargo  preventivo  provi¬ 
sional  de  bienes  practicado  á  instancia  de  la  casa  mercantil  R.  B.  Ló¬ 
pez  y  compañía,  con  las  costas  á  la  misma,  y  las  que  se  causaren  hasta 
dejarlo  alzado,  respondiendo  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  hubiesen 
ocasionado  á  D.  Isidro  García  Otero,  y  declarando  además  la  nulidad 
de  las  actuaciones  autorizadas  por  D.  Bartolomé  Esteva: 

Resultando  que  la  indicada  razón  social  pidió  reforma  de  este  auto; 
y  denegada,  é  interpuesta  apelación,  que  le  fué  admitida,  la  Sala  de 
justicia  de  la  Audiencia  de  Puerto  Rico  dictó  sentencia  en  19  de  Julio 
de  1881  confirmando  el  auto  de  10  de  Enero  y  sus  concordantes  en 
cuanto  se  declara  alzado  el  embargo  de  bienes  practicado  A  instancia 
de  la  razón  social  ejecutante,  con  las  costas  á  la  misma,  respondiendo 
de  los  daños  y  perjuicios  que  se  hubieren  originado  á  D.  Isidro  García 
Otero  y  revocándolo  en  los  demás  extremos,  desestimando  la  nulidad 
de  las  actuaciones  autorizadas  por  el  Escribano  D.  Bartolomé  Esteva: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  razón  social 
R.  B.  López  y  compañía  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley;  y 
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que  denegada  su  admisión  en  auto  de  16  de  Agosto  de  1881,  produjo 
esta  negativa  la  presente  apelación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  artículos  1010  y  1011  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  aplicable  á  este  negocio,  el 
recurso  de  casación  sólo  se  da  contra  las  sentencias  definitivas  y  contra 
las  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo  pongan  término  al 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  que  es  objeto  del  recurso  interpuesto  por  la 
razón  social  R.  B.  López  y  compañía  no  merece  aquel  concepto,  puesto 
que  se  limita  á  resolver  un  incidente  promovido  en  un  juicio  ejecuti¬ 
vo,  en  los  cuales  además,  según  el  art.  (014,  no  se  da  recurso  de  casa¬ 
ción  por  infracción  de  ley; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos,  con  las  costas,  el 
auto  apelado  que  en  16  de  Agosto  de  1881  confirmó  la  Sala  de  justi¬ 
cia  de'la  Audieceia  de  Puerto  Rico,  á  la  que  se  libre  la  certificación  co¬ 
rrespondiente. — (Sentencia  publicada  el  3  de  Octubre  de  1883,  é  in¬ 
serta  en  la  Gaceta  de  21  del  mismo  mes  y  año.) 
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Itecurso  de  casación  (4  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. 
— Retracto. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Francisca  Quintana  con 
D.  Mariano  Lobo  (Audiencia  de  Valladolid),  y  se  resuelve: 

Que  es  un  precepto  legal ,  sancionado  por  el  núm.  Io  dd  art.  1618 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  corroborado  por  repetidas  decisio 
nes  del  'Tribunal  Supremo,  que  la  demanda  de  retracto  se  interponga 
dentro  de  nueve  días ,  contados  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta  hecha  ante  Notario  público  en  forma  legal,  y  de  ningún  modo 
desde  que  se  extiende  el  contrato  en  cualquiera  otra  forma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito- 
pendiente  ante  Nos  pende  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Audiencia  de  Valladolid  y  en  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribunal  superior 
de  aquel  territorio  por  D.  Mariano  Lobo  López,  y  en  su  nombre  el  ÍPro- 
cura'dor  D.  Julián  Muñoz  y  Miguel,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Robusliano  Patiño,  con  Francisca  Quintana  Bujidos,  representada 
por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego,  y  defendida  por  el  Doctor  Don 
Rafael  Bermejo,  sobre  retracto: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  Viilambla  á  19  de 
Febrero  de  1880,  Micaela  Lobo  vendió  á  Francisca  Quintana  una  casa 
en  la  calle  Mayor,  núm.  5,  de  dicho  pueblo,  que  le  pertenecía  por  he 
rencia  de  su  padre,  en  precio  de  1.350  pesetas,  á  pagar  en  cinco  plazos 
satisfaciendo  en  el  acto  125;  que  no  pudiendo  otorgarse  la  escritura  ae 
venta  por  carecer  de  título  inscrito  de  adquisición  de  la  finca,  lo  veri 
fic&ría  en  el  término  preciso  de  dos  meses,  siendo  de  su  cuenta  las  cos¬ 
tas,  daños  y  perjuicios  que  se  originasen  por  su  morosidad,  y  que  des¬ 
de  el  mes  de  Julio  de  aquel  año  podría  Doña  Micaela  usar  de  la  finca, 
encerrar  paja  y  demás:¡ 
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Resultando  que  con  posterioridad,  en  el  mismo  año  de  1880,  Micae¬ 
la  Lobo  vendió  á  Saturnino  Seisas  la  mencionada  casa  por  precio  de 
6.000  rs.,  conservando  la  vendedora  el  usufructo  de  ella  por  todos  los 
días  de  sú  vida,  con  obligación  de  pagar  contribuciones  y  reparos: 

Resultando  que  Francisca  Quintana  dedujo  demanda  en  el  mismo 
año  de  1880  contra  Micaela  Lobo,  reclamando  el  cumplimiento  de  la 
citada  escritura,  ó  sea  que  le  otorgase  la  de  venta  de  la  casa  en  cues- 
tión/,  y  condenada  á  verificarlo,  habiendo  dejado  transcurrir  el  término 
que  se  la  concedía  para  ello,  se  otorgó  por  el  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid,  en  30  de  Abril  de  1881,  escritura 
de  venta  á  favor  de  Francisca  Quintana  de  una  casa  en  Villambía,  calle 
Mayor,  núm.  5,  que  se  había  comprometido  á  vender  Micaela  Lobo  á 
la  Francisca  por  escritura  pública  de  19  de  Febrero  de  1880  por  precio 
de  1.350  pesetas,  consignándose  por  la  compradora,  en  el  acto  del  otor¬ 
gamiento,  375  pesetas  á  cuenta  de  los  plazos  de  la  venta  de  dicha 
casa  la  cual  se  había  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  de 
la  Micaela  por  virtud  de  la  adjudicación  que  se  la  hizo  en  las  particio¬ 
nes  por  muerte  de  su  padre: 

Resultando  que  en  9  de  Mayo  de  dicho  año  1881  D.  Mariano  Lobo 
López  entabló  demanda  de  retracto  de  la  referida  casa  que  había  com¬ 
prado  Doña  Francisca  Quintana  á  Doña  Micaela  Lobo,  hermana  del  pa¬ 
dre  del  demandante,  y  que  procedía  de  su  abuelo  D.  Tomás,  con¬ 
signando  al  efecto  la  cantidad  de  250  pesetas  recibida  por  la  vendedora 
como  parte  del  precio  de  la  finca,  y  ofreciendo  la  fianza  que  el  Juzga¬ 
do  creyere  necesaria  para  el  pago  de  los  demás  plazos  convenidos  en 
la  escritura  de  venta  cuyas  condiciones  aceptaba  comprometiéndose 
además  á  conservar  la  casa  á  lo  menos  dos  años,  alegando  en  apoyo  de 
su  pretensión  que  los  bienes  heredados  del  patrimonio  ó  abolengo  po¬ 
dían  ser  retraídos  en  caso  de  venta  por  parientes  del  mismo  abolengo* 
y  por  tanto  podía  retraer  el  demandante  la  casa  litigiosa  que  pertene¬ 
ció  á  su  abuelo,  de  quien  la  heredó  la  Micaela,  y  que  el  plazo  de  nueve 
días  se  contaba  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  y  de  nin¬ 
gún  modo  desde  el  convenio  ó  compromiso  anterior: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Quintana  impugnó  la  demanda,, 
alegando  que  no  se  la  podía  dar  curso  por  no  haberse  acompañado  á  ella 
los  documentos  que  acreditasen  el  carácter  con  que  el  litigante  se  pre¬ 
sentaba;  que  el  plazo  de  nueve  días  para  interponerla  empezaba  á  con¬ 
tarse  desde  que  se  consumó  el  contrato  con  la  entrega  de  la  cosa  vendi¬ 
da  cuando  no  se  hubiera  otorgado  escritura,  y  como  según  la  presenta¬ 
da  la  venta  se  hizo  y  perfeccionó  y  consumó  en  parte  con  la  entrega  de 
una  parte  del  precio,  otorgándose  carta  de  pago  en  19  de  Febrero  de 
1880,  era  intempestiva  la  demanda,  y  que  aun  teniendo  en  considera¬ 
ción  lo  alegado  de  contrario,  como  quiera  que  antes  de  la  reclamación 
de  Doña  Francisca  Quintana,  en  Abril  de  1880,  la  Micaela  otorgó  escri¬ 
tura  de  venta  de  dicha  finca  á  Saturnino  Seisas,  no  obstante  haberlo 
sabido  el  Mariano,  no  interpuso  demanda  de  retracto,  habiendo  dejado 
transcurir  un  plazo  legal  que  en  cierto  modo  le  inhabilitaba  en  la  ac¬ 
tualidad  para  que  pudiera  prosperar  su  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  parles  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias  dictaron  sentencia  en  13  do  Enero  del  corriente 
año  1883  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  confirmatoria 
con  las  costas  de  la  del  Juez  de  primera  instancia;  estimando  el  retrac¬ 
to  y  condenando  á  Francisca  Quintana  Bujidos  á  otorgar  en  término 
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de  nueve  días  á  favor  de  D.  Mariano  Lobo  López  la  escritura  de  venta 
de  la  casa  de  que  se  trata,  abonándola  los  gastos  que  había  satisfecho 
por  razón  de  escritura,  derechos  reales  y  honorarios  del  Registrador, 
mandando  alzar  el  depósito  de  las  250  pesetas  que  serían  entregadas  á 
la  Francisca,  y  el  resto  del  precio,  en  los  plazos  marcados,  á  Micaela 
Lobo  por  D.  Mariano  Lobo: 

Resultando. que  Doña  Francisca  Quintana  Bujidos  interpuso  recur¬ 
so  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

I*  La  ley  Ia,  tít.  5°,  Partida  5a,  la  doctrina  jurídica  sobre  los  con¬ 
tratos  consensúales  en  general  y  la  compra  venta  en  concreto,  y  la  ju¬ 
risprudencia  sobre  esta  materia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal 
en  las  sentencias,  entre  otras  muchas,  de  14  de  Junio  de  1860  y  13  de 
Marzo  de  1 875,  según  cuyas  disposiciones  el  contrato  consensual  nto  ne¬ 
cesita  por  su  naturaleza  y  esencia  para  perfeccionarse  más  que  el  sim¬ 
ple  consentimiento  de  las  partes,  y  se  consumaba  con  la  entrega  de  la 
cosa  y  del  precio,  naciendo  desde  este  momento  su  eficacia,  toda  vez 
que  en  el  fallo  recurrido  se  establecía  que  la  escritura  de  19  de  Febrero 
de  1880  no  era  más  que  una  promesa  de  venta,  siendo  asi  que  en  ella 
se  decía  que  en  aquel  día  había  vendido  la  ñuca,  constando  el  consen¬ 
timiento  da  la  cosa  y  el  precio,  y  habiendo  empezado  á  usufructuarse 
en  la  forma  acordada; 

Y  2o  El  art.  1618  de  la  ley  vigente  de  Enjuiciaimento  civil  en  su 
núm.  Io,  infracción  que  era  una  consecuencia  directa  de  la  indicada  en 
el  número  ánterior,  pues  demostrado  que  la  escritura  de  19  de  Febrero 
fué  un  contrato  de  compra  venta  perfecto  y  consumado,  era  evidente 
que  desde  dicha  escritura  debían  empezar  á  contarse  los  nueve  días  pa¬ 
ra  la  interposición  de  la  demanda  de  retracto;  habiéndose  infringido 
también  todo  el  espíritu  que  domina  en  la  materia  de  retractos,  exten¬ 
diendo  el  uso  de  tal  derecho  que  por  su  carácter  odioso  estaba  limitado 
por  el  legislador,  y  atendiéndole  prevaliéndose  de  la  mala  fe  del  vende¬ 
dor  y  contra  los  sagrados  derechos  del  comprador,  contrariando  ade¬ 
más  las  disposiciones  de  las  leyes  61  y  62  del  tít.  5°  de  la  Partida  5a: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Baibino  Maestre: 

Considerando  que  es  un  precepto  legal,  sancionado  por  el  número 
1®  del  art.  1618  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  corroborado  por 
repetidas  decisiones  de  este  Tribunal,  que  la  demanda  de  retracto  se 
interponga  dentro  de  nueve  días,  contados  desde  el  otorgamiento  de  la 
escritura  de  venta  hecha  ante  Notario  público  en  forma  legal,  y  de  nin¬ 
gún  modo  desde  que  se  extiende  el  contrato  en  cualquiera  otra  forma: 

Oonsiderando,  por  tanto,  que  habiendo  empezado  á  correr  en  el  pre¬ 
sente  caso  los  nueve  días  desde  el  30  de  Abril  de  1881,  fecha  de  la  es¬ 
critura  de  venta,  única  verdadera  y  eficaz,  y  que  dentro  de  ese  plazo 
se  interpuso  la  demanda  de  retracto,  son  inaplicables  al  caso  las  leyes  y 
doctrina  que  se  invocan  en  los  dos  motivos  del  recurso  acerca  de  la  for¬ 
ma  y  circunstancias  con  que  se  perfeccionan  y  consuman  los  contratos 
consensúales,  á  cuyas  leyes  y  doctrinasen  nada  se  opone  la  sentencia 
recurrida  ni  las  infringe  por  lo  mismo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Francisca  Quintana  Bujidos,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  sexta  parte  de  la  can¬ 
tidad  objeto  del  litigio,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distri¬ 
buyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Yalladolid  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
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ción  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  4  de 
Octubre  de  4  883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Noviembre  del  mis¬ 
mo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultramar 

(4  df  Octubre  de  f8*3). — Pago  de  pesetas.— No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Vmente  Núñez  con  D.  Vicente  Antonio  Luaces  (Audiencia  de 
la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  «o  existe  la  falta  de  personalidad  atribuida  á  un  Procurador 
que  se  hace  consistir  en  el  hecho  de  estar  en  descubierto  en  el  pago  de  la 
contribución .  pues  esto ,  si  bien  puede  ser  motivo  de  responsabilidad  pe¬ 
cuniaria  en  lo  gubernativo,  no  tenia  inhabilitado  á  dicho  Procurador  en 
el  ejercicio  de  su  cargo ,  que  por  lo  demás  desem¡  eñaba  en  la  ocasión  con 
poder  bastante,  por  ¿o  que  no  se  está  por  tanto  en  el  caso  del  número  2o 
del  art.  8n  de  la.  ley  de  casación  vigente  en  Cuba. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  d«  forma,  seguido  en  el  Juzgado.de  primera  inst  ncia  de  Gua- 
nabacoa  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  ror  Don 
Vicente  Antonio  Luaces,  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tri¬ 
bunal,  con  D.  Vicente  Núñez  y  Luis,  representado  por  el  Procurador 
D.  Ensebio  Casaes  y  Castro,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Teles- 
foro  Monlejo,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Manuel  Gregori  Reynaldos,  en 
nombre  y  con  poder  que  presentó  de  D.  Vicente  Antonio  Luaces  y  Pé¬ 
rez,  entabló  demanda  ejecutiva  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Guanabacoa  contra  D.  Vicente  Núñez  para  pago  de  5.802  pesos  49  cen¬ 
tavos,  importe  de  dos  pagarés;  y  que  despachada  la  ejecución,  practi¬ 
cado  el  embargo  y  citado  de  remate  Núñez,  se  opuso  á  ella,  represen¬ 
tado  por  D.  Pedro  Nicolás  García,  con  poder  bastante,  manifestando 
que  en  otros  autos  promovidos  por  D.  Carlos  Quinteros  constaba  que 
no  había  Procurador  expedito  que  pudiera  representarle,  lo  cual,  con 
autorización  del  Juzgado,  había  nombrado  el  citado  García;  y  cogio  el 
impedimento-  continuaba,  había  designado  el  mismo  sujeto  para  que 
le  representara  con  el  carácter  de  agente  Procurador: 

Resultando  que  mandado  inquirir  los  motivos  que  tuvieran  losPro- 
curadores  para  no  aceptar  el  poder  de  Núñez,  dos  dijeron  que  tenían 
que  deducir  acciones  contra  él,  y  otros  dos,  Angueira  y  Buígas,  que  no 
tenían  inconveniente  si  se  les  expensaba: 

Resultando  que  Núñez  manifestó  que  no  estaba  conforme  con  An¬ 
gueira,  porque  representaba  á  su  contrario  Quinteros,  teniendo  moti¬ 
vos  para  no  dar  su  representación  á  Buígas,  y  que  el  Juez  denegó  su 
pretensión- mandando  que  otorgara  poder  á  uno  de  aquellos  Procu¬ 
radores: 

Resultando  que  Núñez  suplicó,  y  denegado  el  recurso,  interpuso 
apelación,  que  se  admitió  en  un  efecto;  v  que  acusada  la  rebeldía  al 
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ejecutado,  se  mandó  dar  cuenta  de  los  autos  con  citación  sólo  del  eje¬ 
cutante: 

Resultando  que  Niiñez  argüyó  de  nulidad  de  lo  actuado,  porque  el 
Procurador  D.  Manuel  Gregori  Reynaldos  estaba  impedido  de  funcio¬ 
nar  por  estar  en  descubierto  en  e!  pago  de  la  contribución,  sóbrelo 
cual  el  Escribano  certificó  que  los  Procuradores  habían  presentado  re  - 
cibo  de  tenería-satisfecha,  excepto  Buígas  que  se  hallaba  comprendido 
en  el  art.  1 1,  inciso  4°,  de  lá  instrucción  de  Contribuciones: 

Resultando  que  dictada  por  el  Juez  sentencia  de  remate,  Núñez  in¬ 
sistió  en  la  nulidad,  manifestando  que  el  Escribano  había  certificado  en 
falso,  puesto  que  en  aquel  día  habían  abonado  los  Procuradores  Rey¬ 
naldos  y  Angueira  el  primero  y  segundo  trimestre  del  año  económico 
de  1880  á  81  con  el  recargo  correspondiente:  # 

Resultando  que  instruido  que  fué  Núñez  del  fallo  de  remate,  inter¬ 
puso  apelación  insistiendo  en  la  nulidad;  y  admitido  aquel  recurso,  y 
remitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  en  sentencia  de  24  de  Octubre  de 
1881  revocó  la  apelada,  declaró  que  el  ejecutado  se  había  presentado 
bien  en  la  forma  en  que  lo  hizo  al  oponerse  á  la  ejecución;  y  declaran¬ 
do  asimismo  nulo  el  juicio  ejecutivo  desde  el  folio  38,  lo  repuso  al  es¬ 
tado  que  tenía  cuando  se  presentó  el  mencionado  escrito  de  oposición, 
la  cual  se  sustanciaría  y  resolvería  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instan¬ 
cia,  Núñez  otorgó  poder  á  D.  Juan  Miret;  y  habilitado,  formuló  la  opo¬ 
sición  alegando  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante, 
consistente  en  que  estando  el  Procurador  Reynaldos  en  descubierto  en 
el  pago  de  la  contribución  en  la  fecha  en  que  se  estableció  la  demanda, 
descubierto  que  había  continuado,  toda  vez  que  resultaba  de  una  cer  - 
tificación  que  acompañó  que  las  debía  desde  1 878  hasta  el  día  de  la  pre¬ 
sentación  de  aquel  escrito,  resultando  justificada  la  excepción  de  falta 
de  personalidad,  porque  exigiendo  la  ley  con  terminante  precepto  que 
las  partes  no  vengan  personalmente  al  juicio  sino  representadas  por  el 
Procurador,  se  seguía  de  esta  premisa  que  el  Procurador  era  la  parte, 
y  que  la  falta  de  personalidad  en  éste  afectaba  directamente  á  su  repre¬ 
sentación  : 

Resultando  que  con  su  escrito  acompañó  una  certificación  del  Co¬ 
lector  de  Rentas  de  Guanabacoa,  en  que  se  expresa  que  Reynaldos  adeu¬ 
daba  el  primer  trimestre  del  30  por  1 00  del  78  al  79;  el  tercero  y  cuar¬ 
to  del  25  por  100  correspondiente  al  mismo  año,  y  el  primero  y  segun¬ 
do  trimestre  del  16  por  100  del  81  al  82,  sumando  dichas  partidas  138 
pesos  34  centavos: 

Resultando  que  el  ejecutante  impugnó  esta  excepción,  fundado  en 
que  la  que  admitía  la  ley  se  refería  precisamente  á  la  parte,  sin  mez¬ 
clarse  para  nada  en  la  personalidad  del  Procurador,  la  cual  nacía  del 
poder  que  obtenía  de  la  parte,  y  que  el  Procurador  Reynaldos  tenía  su 
título  de  tal,  había  llenado  los  demás  requisitos  exigidos  y  no  estaba 
suspenso: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  que  versó  sobre  el  he¬ 
cho  del  pago  de  las  contribuciones,  el  Juez  de  primera  instancia  dició 
en  26  de  Mayo  de  1882  sentencia  de  remate,  estableciendo  para  ello 
como  fundamentos  que  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  Pro¬ 
curador  del  ejecutante  no  aparecía  sin  poder,  ó  cuando  éste  no  era 
bastante,  y  en  autos  constaba  que  el  Procurador  del  acreedor  había 
comparecido  con  poder  bastante,  y  que  la  falta  del  pago  de  las  contri- 
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buciones  en  nada  afeetaba  la  personalidad  del  Procurador  que  compa¬ 
recía  con  poder  bastante,  pues  conforme  al  art.  53  de  la  instrucción 
mandada  observar  por  circular  de  la  Audiencia  de  30  de  Junio  de  1880, 
esa  'alta  de  pago  sólo  traía  consigo  una  responsabilidad  pecuniaria: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Habana 
por  virtud  de  la  apelación  que  Nüñ.ez  interpuso,  la  Sala  de  lo  civil  dic¬ 
tó  sentencia  en  13  de  Noviembre  de  1882,  confirmando;  con  las  costas, 
la  apelada  por  sus  mismos  fundamentos: 

Resultando  que  contra  ella  interpuso  el  ejecutado  recurso  de  casa¬ 
ción  por  quebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en  el  caso  2o  del  art.  8o 
de  la  ley  vigente  de  casación,  por  la  falta  de  personalidad  del  Procura¬ 
dor  Reynaldos,  confirmada  por  la  doctrina  consignada  por  aquella  Au¬ 
diencia  en  la  sentencia  que  declaraba  la  nulidad  del  juicio  ejecutivo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  no  existe  la  falta  de  personalidad  atribuida  por  par¬ 
te  del  recurrente  al  Procurador  del  recurrido  y  en  la  que  se  funda  el  re¬ 
curso  por  quebrantamiento  de  forma,  toda  vez  que  se  luce  consistir  en 
el  hecho  de  estar  en  descubierto  en  el  pago  de  la  contribución,  y  esto,  si 
bien  puede  ser  motivo  de  responsabilidad  pecuniaria  en  lo  gubernativo 
no  tenía  inhabilitado  á  dicho  Procurador  en  el  ejercicio  de  su  cargo, 
que  por  lo  demás  desempeñaba  en  la  ocasión  con  peder  bastante: 

Considerando  que  no  se  está  por  tanto  en  el  caso  del  núm.  2o  del 
art.  8o  de  la  ley  de  casación  y  revisión  vigente  en  Cuba,  y  por  ello  no 
procede  el  recurso  de  que  se  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Vicente  Núñez  y  Luis,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
Opositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  lí¬ 
brese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente. — 
tSentencia  publicada  el  4  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
21  del  mismo  mes  y  año.) 
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Itecurso  de  casación  (5  de  Octubre,  de  1883). — Sala  primera. 
— Declaración  de  inmediato  sucesor  de*  un  vínculo  y  derecho  en 
su  virtud  al  señalamiento  de  alimentus. — Ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Antonio  Benavides  y  Navarrete  con  D.  Manuel  Benavides  y  Gar¬ 
cía  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

;  conforme  al  art.  t0  de  la  ley  de  II  de  Octubre  de  1820,  resta¬ 
blecida  en  30  de  Agosto  de  1836,  y  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Suprimo,  los  bienes  que  han  sido  vinculados ,  aunque  pasen  como  li¬ 
bres  á  otros  dueños ,  quedan  sujetos  al  pago  de  los  alimentos  debidos  á 
los  inmediatos  sucesores  acón  arreglo  q  la  fundación ,  á  convenios  par.- 
ticulares  ó  &  determinaciones  en  justicia','!)  y  por  consecuencia  que  cuan~ 
do  estos  alimentos  deban  consistir  en  unta  parle  alícuota  de  los  produc¬ 
tos  de  la  vinculación ,  su  importancia  ha  de  fijarse  por  lo  que  produzcan 
los  mismos  bienes  de  la  dotación  del  vinculo,  quien  quiera  que  sea  sv> 
poseedor. y  la  causa  ó  título  con  que  los  posea. 
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En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universi¬ 
dad  de  esta  corte  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
misma  por  D.  Manuel  Benavides  y  García  Ziímga,  propietario,  vecino 
de  Villacarrillo,  con  D.  Antonio.  Benavides  y  Navarrete,  propietario, 
vecino  de  esta  capital,  y  con  los  estrados  en  ausencia  y  rebeldía  de 
D.  Pedro  Serrano  Bedoya,  Doña  María  de  la  Soledad,  D.  Antonio  y  Doña 
María  Josefa  Benavides  y  García,  Doña  Isabel  Benavides  y  Sala,  por  sí 
y  como  madr6  de  los  menores  D.  Manuel  y  Doña  Carmen  Benavides  y 
Benavides;  D.  Pablo,  D.  CspIos  y  D.  Pedro  Alcántara  García  de  Zúñiga, 
vecinos  de  Villacarrillo,  y  D.  Félix,  D.  Sebastián,  D.  José,  D.  Francis¬ 
co  y  D.  Gabino  Manjón  Rodríguez,  D.  Sebastián  Manjón  Ortega,  Doña 
Ana  Ortega  Fernández,  como  madre  de  los  menores  D.  Juan  y  D. An¬ 
tonio  Manjón  Ortega;  D.  Pedro  Sánchez  Crespo,  como  mando  de  Doña 
María  de  los  Angeles  Manjón  Rodríguez;  D.  José  Sánchez  Crespo,  como 
marido  de  Doña  María  de  la  Cabeza  Manjón  Rodríguez,  y  D.  Diego  Sán¬ 
chez  Carrascosa,  en  representación  de  su  mujer  Doña  María  Antonia 
Manjón  Rodríguez,  vecinos  de  Villanueva  del  Arzobispo,  sobre  declara¬ 
ción  de  inmediato  sucesor  en  un  vínculo  y  reconocimiento  del  derecho  á 
percibir  por  tal  concepto  alimentos  en  determinada  cuantía,  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Antonio  Benavides,  y  en  su  defensa  y  re¬ 
presentación  por  el  Licenciado  D,  Ramón  Vinader  y  el  Procurador  Don 
Felipe  Cano,  habiendo  sido  defendido  y  representado  en  este  recurso  el 
demandado.  D.  Manuel  Benavides  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura 
y  el  Procurador  D,  Antonio  Fernández  Campos: 

Resultando  que  en  memoria  testamentaria  de  6  de  Abril  de  1 82 i  de¬ 
claró  D.  Manuel  Navarrete  Fernández  que  su  esposa  Doña  María  de  los 
Dolores  Montilla  y  Salas  había  poseído,  como  vinculadas  únicamente, 
cuatro  casas  en  la  ciudad  de  Granada,  qué  eran:  la  núm.  11  de  la  calle 
del  Agua,  la  nüm.  32  de  la  de  la  Parra,  la  núm.  5  de  la  de  Poco  Trigo 
y  otra  en  la  de  Capuchinos  con  unos  solares,  unos  pequeños  censos  por 
razón  del  solar  con  la  correspondiente  décima  sobre  las  cuatro  casas 
restantes  de  la  calle  de  Poco  Trigo,  tres  huertos  ó  cármenes  que  princi¬ 
piaban  en  las  Eras  del  Santísimo  Cristo  y  seguían  por  el  callejón  que 
sube  al  de  Cartuja,  y  un  mesón  y  tierras  en  el  lugar  de  Dúrcal: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  dicho  D.  Manuel  Navarrete 
Fernández  se  partieron  sus  bienes  entre  su  hija  Doña  María  de  las  Nie¬ 
ves  Navarrete  y  Montilla  y  Ipsocho  hijos  de  su  otra  hija  Doña  Francis¬ 
ca  de  Paula,  entre  los  que  se  contaban  D.  Antonio  y  D.  Manuel  Bena¬ 
vides  y  Navarrete,  en  cuya  partición  le  fueron  adjudicados  al  D.  Anto¬ 
nio,  demandado  en  este  pleito,  entre  otros  bienes,  cuatro  hazas  de  tie¬ 
rra  calma  de  riego,  en  el  término  de  la  villa  de  Zubia,  en  I  i. 421  rs.,  y 
19.350  en  la  casa  de  la  plazuela  de  los  Lobos  de  la  ciudad  de  Granada, 
señalada  con  el  núm.  4  de  la  manzana  635: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  esta  corte  en  23  de  Julio 
de  1841,  D.'  Antonio  Benavides  y  Navarrete  vendió  á  D.  Nicolás  Bonel  y 
Orbe  en  precio  de  16.000  rs.,  entre  otras  fincas,  43  marjales  de  tierra 
de  regadío,  con  varios  olivos  y  el  sitio  de  otros  olivos  y  morales  que  no 
existían,  y  seis  fanegas  y  medfá  de  secano  en  tres  pedazos  en  el  tér¬ 
mino  y  jurisdicción  del  Valle  de  Dúrcal,  así  como  una  casa  mesón  en  la 
plaza  de  dicho  punto  y  el  sitio  de  un  molino  harinero  por  bajo  de  las 
fuentes,  manifestando  en  la  escritura  que  estas  fincas  designadas  co- 
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¡•respondían  á  la  dotación  del  vínculo  fundado  por  D.  Francisco  Rodrí¬ 
guez  Cabezas  en  16  de  Julio  de  1650,  de  que  era  poseedor,  y  que  podía 
disponer  de  ellas  por  valor  menos  de  la  mitad  de  las  pertenecientes  á 
dicha  viculación: 

Resultando  que  entre  D.  Nicolás  Bonel  y  Orbe,  en  representación 
de  D.  Antonio  y  D.  Manuel  Benavides  y  Navarrele  de  una  parte,  y  los 
consortes  I).  Miguel  Enríqnez  y  Campos  y  Doña  Irene  Fonseca  de  otra, 
se  otorgó  una  escritura  pública  en  Granada  en  13  de  Enero  de  1847,  en 
la  que  consignaron  en  primer  término  que  D.  Antonio  Benavides  era  el 
poseedor  de  las  vinculaciones  que  había  disfrutado  hasta  su  fallecimien¬ 
to  su  abuela  Doña  María  de  los  Dolores  Montilla,  á  la  que  correspon¬ 
dían,  entre  otros  bienes,  una  casa  situada  en  la  placeta  de  los  Lobos  de 
aqudHa  ciudad  señalada  con  el  núm.  8;  la  núm.  5  de  la  calle  del  Agua; 
la  núm.  26  de  la  calle  Ancha  dé  Capuchinos;  lá  núm.  8,  manzana  10, 
de  la  calle  de  Poco  Trigo,  y  la  núm.  o  de  la  calle  de  la  Parra;  tres  cár¬ 
menes  unidos  en  el  sitio  de  las  Eras  del  Cristo,  y  cuatro  hazas  de  tierra 
calma  de  riego,  en  término  de  la  villa  de  Zubia,  manifestaron  en  se¬ 
gundo  lugar  que  la  otorgante  Doña  Irene  Fonseca  era  dueña  y  posee¬ 
dora  de  los  bienes  que  con  su  situación,  cabida  y  lind  ros  describían 
en  los  términos  de  las  villas  de  Viliacarrillo,  Iznatoras,  Villanueva  del 
Arzobispo  y  Castellón  de  San  Esteban,  y  diciendo,  por  último,  que 
conviniendo  tanto  á  ésta  como  á  D.  Antonio  Benavides  la  permuta  de 
los  bienes  expresados,  y  no  habiendo  practicado  el  D.  Antonio  la  divi¬ 
sión  de  dichos  bienes,  vinculados  con  el  inmediato  sucesor,  su  hermano* 
D.  Manuel,  se  había  convenido  con  éste  para  verificar  este  contrato,  á 
cuyo  efecto  había  el  D.  Manuel  conferido  poder  al  otorgante  D.  Nico¬ 
lás  Bonel,  llevaron  á  efecto  la  permuta,  obligándose  Bonel,  á  nombre 
de  los  dos  hermanos  D.  Manuel  y  D.  Antonio  Benavides  á  ño  reclamar 
en  tiempo  alguno  y  por  ningún  concepto  por  razón  de  este  contrato 
contra  Doña  l  ene,  y  á  tener  los  bienes  que  ésta  entregaba  como  si 
fueren  los  primitivos  que  sujetó  el  fundador  á  la  vinculación  para  que 
cuando  se  dividiesen  se  contase  con  los  mismas  á  fin  de  evitar  perjui¬ 
cios  á  aquélla: 

Resultando  además  que  en  escritura  de  26  de  Abril  de  1856  D.  Anto¬ 
nio  Benavides  dió  á  su  hermano  D.  Manuel  en  permuta  por  otras  fincas 
un  haza  de  ocho  fanegas  de  tierra  y  un  olivar  compuesto  de  20  matas 
en  el  término  de  Viliacarrillo;  y  que  en  otra  escritura  otorgada  en  21 
de  Marzo  de  185'  entre  D.  Manuel  María  de  Benavides'y  otros,  se  hizo 
constar  por  aquél  que  todos  los  bienes  que  tenía  en  aquel  término  de 
Viliacarrillo  D.  Juan  José  Fonseca  los  había  permutado  con  los  perte¬ 
necientes  en  la  ciudad  de  Granada  y  pueblos  de  su  distrito  á  D.  Anto¬ 
nio  Benavides  con  quien  el  declarante  tenía  cambiadas  otras  fincas: 

Resultando  que  en  16  de  Agosto  de  1879  dedujo  D.  Manuel  Benavi¬ 
des  y  García  de  Zúñiga,  hijo  de  D.  Manuel  Benavides  y  Navarrete,  la 
demanda  del  presente  pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  en  de¬ 
finitiva  que  era  inmediato  sucesor  en  el  vínculo  fundado  por  D.  Fran¬ 
cisco  Rodríguez  Cabezas  y  sus  agregaciones,  y  tenia  derecho  á  disfru¬ 
tar  alimentos  por  valor  de  la  sexta  parte  líquida  de  la  renta  total  de 
mayorazgo  mientras  viviera  el  actual  poseedor  D.  Antonio  Benavides 
y  Navarrete,  á  quien  se  condenase  al  pago  de  dichos  alimentos  desde  la 
fecha  de  esta  demanda,  mandando  inscribir  este  derecho  en  el  Registro 
de  la  propiedad  con  carga  de  los  bienes  constitutivos  de  la  dotación  del 
vínculo;  alegando  al  efecto,  después  de  hacer  mención  de  la  escritura 
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de  fundación  y  agregaciones  hechas  al  mismo,  así  como  de  las  diferen¬ 
tes  personas  que  lo  habían  poseído;  que  el  demandado  D.  Antonio  venía 
poseyéndolo  desde  fecha  anterior  al  restablecimiento  definitivo  de  la 
ley  desvinculadora  de  II  de  Octubre  de  1 820;  que  entre  los  actos  eje¬ 
cutados  por  dicho  actual  poseedor  figuraba  la  permuta  que  había  lleva¬ 
do  á  cabo  en  escritura  pública  de  13  de  Enero  de  <847  de  los  bienes 
del  mayorazgo  por  otros  de  Doña  Irene  Fonseca;  que  el  art.  10  de  la 
ley  de  II  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  30  de  Agosto  de  1836, 
dejó  á  salvo  los  derechos  que  en  la  época  vinculer  se  reconocían  á  los 
inmediatos  sucesores  de  todo  mayorazgo  para  recibir  alimentos  del  po¬ 
seedor,  y  señaló  la  extensión  de  este  gravamen  que  subsiste  sobre  los 
bienes  aunque  pase  como  libres  á  otaos  dueños,  limitándole  á  la  sexta 
parte  líquida  de  la  renta  del  mayorazgo;  y  que  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Supremp  no  sólo  ha  reconocido  el  derecho  de  los  inme¬ 
diatos  sucesores  á  los  alimentos,  sino  que  en  21  de  Abril  de  1866  afirmó 
que  la  obligación  de  prestarlos  y  el  derecho  á  percibirlos  se  extienden 
á  la  totalidad  de  los  bienes  del  mayorazgo  en  vida  del  poseedor,  aunque 
éste  haya  dispuesto  de  la  mitad  de  los  bienes: 

Resultando  que  por  un  otrosí  pidió  además  el  demandante  que  se 
mandara  anotar  preventivamente  esta  demanda  sobre  las  fincas  que  la 
citada  escritura  de  permuta  y  la  certificación  del  Registrador  déla 
propiedad  de  Villacarrillo  enumeraban  como  adquiridas  por  el  doman 
dado  D.  Antonio  Benavides  de  Doña  Irene  Fonseca;  y  por  otro  que  se 
entendiese  la  demanda  con  D.  Pedro  Serrano  Bedoya,  vecino  de  Villaca- 
rrillo,  como  poseedor  de  dos  de  las  fincas  que  habían  de  responder  al 
pago  de  los  alimentos  en  virtud  de  compra  hecha  al  demandado  en  es¬ 
critura^  de  26  de  Octubre  de  1876: 

Resultando  que  habiendo  resultado  del  Registro,  al  hacerse  la  ano¬ 
tación  pedida,  que  otra  de  las  fincas  adquiridas  por  D.  Antonio  de  Be¬ 
navides  en  la  permuta  con  Doña  Irene  Fonseca  habían  pasado  á  poder 
de  terceras  personas,  hizo  el  demandante  extensiva  á  éstas  su  demanda, 
y  hechas  las  citaciones  y  emplazamientos,  compareció  tan  sólo  D.  Anto¬ 
nio  Benavides,  y  fueron  declarados  los  demás  rebeldes: 

Resultando  que  D.  Antonio  Benavides  contestó  la  demanda  formu 
lando  las  siguientes  pretensiones:  primera,  que  teniendo  por  hecha  la 
manifestación  de  que  no  se  oponía  á  la  declaración  de  inmediato  suce¬ 
sor  en  el  mayorazgo  que  pretendía  el  demandante,  si  se  creía  probado 
su  derecho  ni  á*la  concesión  de  alimentos,  se  fijasen  éstos  en  la  décima 
parte  de  las  rentas  que  producían  ó  podían  producir  los  bienes  que 
constituían  su  dotación;  segunda,  que  se  condenase  al  demandante  i 
perpetuo  silencio  en  caso  de  que  pretendiese  que  estaban  afectas  á  la 
prestación  de  alimentos  las  rentas  de  los  bienes  que  no  habían  sido 
vinculados,  especialmente  de  los  que  había  adquirido  en  permuta  con 
otros  de  su  libre  propiedad,  y  tercera,  que  el  demandante  y  sus  cohe 
rederos  en  la  herencia  paterna  eran  responsables  de  los  perjuicios  y  nu¬ 
lidades  que  hubiesen  podido  traer  consigo  las  enajenaciones  hechas  por 
su  padre  sin  derecho  de  bienes  del  demandado;  en  apoyo  de  cuyas  pre¬ 
tensiones  dijo  que  los  bienes  del  vinculo  en  cuestión  al  fallecer  la  última 
poseedora  su  abuela  Doña  Dolores  Monlilla  eran  sólo  la  cuatro  casas, 
censos  do  poco  valor  y  solares  en  Granada,  y  el  mesón  y  tierras  en  el 
lugar  de  D.úrcal  que  describió  ó  hizo  constar  el  marido  de  aquélla  Don 
Manuel  Navarrete  Fernández  en  su  memoria  testamentaria  de  6  de 
Abril  de  1824:  que  por  fallecimiento  de  éste  correspondieron. al  demañ- 
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dado  como  bienes  libres  varios  bienes,  entre  otros,  una  casa  en  la  pla¬ 
ceta  de  los  Lobos  de  la  ciudad  de  Granada,  y  cuatro  hazas  de  tierra 
calma  de  riego  en  término  de  la  villa  de  Zubia;  que  por  la  escritura  de 
23  de  Julio  de  1841  vendió  diferentes  fincas,  entre  otras,  las  que  el 
mayorazgo  de  Fonseca  tenía  en  el  lugar  de  Dúrcal,  pero  que  no  llega¬ 
ban  á  la  mitad  de  la  dotación  del  víncnlo,  y  era  de  advertir  además 
que  en  aquella  ocasión  tenía  el  demandado  un  hijo- menor  de  edad  que 
era  el  natural  é  inmediato  sucesor  en  dicha  vinculación;  que  en  la  es¬ 
critura  de  permuta  de  13  de  Enero  de  1847,  su  apoderado  Bonel,  que  lo 
era  también  de  su  hermano  é  inmediato  sucesor  D.  Manuel,  cometió  el 
error  importantísimo  de  contar  entre  los  bienes  constitutivos  del  vínculo 
de  Fonseca  algunos  que  le  pertenecían  en  plena  propiedad  y  dominio, 
comieran  la  casa  de  la  placeta  de  los  Lobos  de  la  ciudad  de  Granada  y 
las  cuatro  hazas  de  tierra  calma  de  regadío  en  da  villa  de  Zubia;  que 
muchas  de  las  fincas  adquiridas  por  virtud  de  esta  permuta'  no  estaban 
ya  en  su  poder;  que  según  se  deducía  de  la  demanda,  y  tenia  ya  dado 
á  entender  el  demandante  en  varias  ocasiones,  no  pretendía  alimentos 
proporcionados  al  mayorazgo  de  Rodríguez  Cabezas,  ó  sea  á  los  bienes 
que  constituyeron  su  dotación,  sino  que  aspiraba  á  que  sirviesen  de 
base  para  tales  alimentos  la  renta  y  bienes  de  Doña  Irene  F  nseca,  lo¬ 
mando  por  tipo  su  valor  actual  con  las  mejoras  hechas  en  eílos,  con¬ 
fundiendo  lo  libre  y  lo  vinculado,  y  considerando  sujetos  á  esta  res¬ 
ponsabilidad  los  mismos  bienes  vendidos  por  su  padre;  que  el  importe 
de  los  alimentos  no  debe  consistir  precisamente  en  la  sexta  parte  de  las 
rentas,  sino  que  pueden  ser  en  mayor  ó  menor  cantidad,  según  las  cir¬ 
cunstancias  y  lo  que  regule  el  prudente  juicio  de  los  Tribunales;  que 
fijados  por  el  fundador  y  agregadores  los  bienes  de  la  dotación  del 
vínculo,  ningún  sucesor  tiene  derecho  á  solicitar  que  se  le  dé  más  de 
lo  que  quisieron  aquellos  vincular,  tanto  respecto  á  bienes  como  con 
relación  á  alimentos;  que  el  caudal  á  cuyas  rentas  se  ha  de  atender 
para  fijar  las  que  han  de  servir  de  base  á  los  alimentos  es  el  que  dejó 
el  fundador  Cabezas  y  llegó  hasta  el  demandado,  pero  sin  incluir  las 
mejoras,  y  que  los  alimentos  han  de  tener  por  base  los  bienes  vinculados 
y  no  los  adquiridos  en  permuta  por  la  escritura  de  1847: 

Resultando  que  D.  Manuel  Benavides  replicó  que  en  la  escritura  de 
permuta  se  consignó  que  D.  Antonio  Benavides  quedaba  obligado  á 
tener  los  bienes  que  iba  á  recibir,  sin  excepción  alguna,  como  si  fue¬ 
sen  los  vinculados,  para  que  cuando  se  dividiesen  se  coñtase  con  ellos; 
sin  que  constase  que  ni  Doña  Irene  ni  el  inmediato  sucesor  hubiesen 
consentido  aquel  contrato  en  caso  de  establecerse  en  él  que  só'o  parte 
y  no  todos  los  bienes  adquiridos  se  reputarían  como  los  primitivos  de 
la  vinculación;  que  también  se  expresaba  en  la  escritura  de  permuta 
que  los  bienes  que  entregaba  D.  Antonio  procedían  entre  otros  del  ma¬ 
yorazgo,  pero  que  con  anterioridad  había  enajenado  algunos  de  la  do 
tación  del  vínculo,  como  resultaba  de  la  escritura  de  23  de  Julio  de 
1841;  que  ya  se  consideren  las  obligaciones  que  se  impuso  D.  Antonio 
Benavides  en  la  escritura  de  permuta  que  no  había  si  lo  anulada  ni  res 
cindida,  ni  siquiera  impugnada,  ó  ya  se  mida  la  extensión  é  intensidad 
de  los  derechos  que  en  virtud  de  ella  adquirió  sobre  los  bienes  que 
pasaron  á  su  poder,  resultaba  incontestable  que  para  computar  los  a!i 
mentos  se  habían  de  tener  todos  los  dichos  bienes  como  del  mayoiazgo 
en  reemplazo  de  la  parte  de  la  primitiva  dotación  que  pasó  ámanos 
de  Doña  Irene  Fonseca;  que  era  completamente  insostenible  la  preten- 
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sión  que  sustentaba  el  demandado  de  que  se  tomasen  en  consideración 
unos  bienes  para  el  cómputo  de  los  alimentos  y  otros  diversos  fuesen 
los  que  soportasen  la  carga;  que  sólo  los  gastos  que  se  justifiquen  he¬ 
chos  en  concepto  de  mejoras  con  los  bienes  que  han  de  tenerse  como 
de  dotación  del  vinculo  podrán  rebajarse  del  valor  actual  de  dicha  do¬ 
tación  si  por  el  valor  se  ha  de  liquidar  la  parte  de  renta  en  que  los  ali¬ 
mentos  d>  ben  consistir,  y  que  todo  poseedor  de  mayorazgo  está  obli¬ 
gado  d  conservar  íntegra  la  sustancia  de  la  cosa  que  forma  la  dotación: 

Resultando  que  el  demandado  duplicó  que  cuando  un  sucesor  de 
un  mayorazgo  ha  consentido  la  venta  de  la  mitad  no  reservable  obliga 
i  los  demás  inmediatos  que  sucedan  según  la  ley,  pero  que  esto  no  le 
concede  facultad  para  la  enajenación  total,  y  el  pacto  que  en  este  sen¬ 
tido  se  celebre  obbga  sedo  á  los  que  contratan  entre  si,  pero  no^L  los 
demás  inmediatos  qua  puedan  venir  ni  al  poseedor  respecto  de  ellos, 
porque  carecen  de  acción,  pues  ninguna  nace  á  su  favor  ni  por  ley  ni 
por  pacto;  que  celebrado  por  el  poseedor  del  vínculo  y  el  inmediato 
un  pacto  de  los  no  previstos  por  la  ley,  como  es  el  consentimiento  en 
la  venta  de  la  mitad,  no  obliga  á  más  que  á  aquella  que  se  pactó,  y  si 
se  convino  algo  para  el  caso  de  la  división  no  hay  derecho  para  exten¬ 
derle  al  caso  de  alimentos;  que  fijados  los  bienes  sobre  cuyas  rentas  se 
han  de  señalar  los  alimentos,  no  tiene  derecho  el  inmediato  para  im 
pedir  que  se  le  paguen  de  cualesquiera  bienes  ó  dinero  del  poseedor, 
y  que  el  poseedor  dó  un  mayorazgo  no  es  responsable  de  los  bienes  de 
dotación  del  mismo  que  no  haya  recibido  de  sus  antecesores: 

Resultando  que  después  de  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  presentó 
por  el  demandante  un  escrito  alegando  nuevos  hechos,  de  que  juró  no 
haber  tenido  conocimiento  hasta  entonces,  referentes  á  la  reconven¬ 
ción  propuesta  por  el  demandado;  y  sustanciado  el  pleito  por  todos  los 
demás  trámites  legales,  dictó  sentencia  la  Sala  primera  de  io  civil  de 
la  Audiencia  de  esta  corle  en  4  de  Noviembre  próximo  pasado,  que  no 
fué  conforme  con  la  de  primera  instancia,  declarando  que  D.  Manuel 
Benavides  y  García  de  Zúñiga  es  el  sucesor  inmediato  de  su  tío  Don 
Antonio  en  el  \ínculo  fundado  por  D.  Francisco  Rodríguez  Cabezas  y 
sus  agregaciones;  que  como  tai  sucesor  tiene  derecho  á  percibir  los 
alimentos  del  poseedor  D.  Antonio,  estimables  en  una  cantidad  anual 
fija  correspondiente  á  la  sexta  parte  de  los  productos  líquidos  del  ma¬ 
yorazgo  y  abonables  desde  la  interposición  de  la  demanda,  y  en  lo  su  - 
cesivo  por  semestres  vencidos;  y  que  para  fijar  la  cuantía  de  la  pen¬ 
sión  alimenticia  anual  han  de  lomarse  en  cuenta  los  productos  líquidos 
por  tasación  pericial  de  todos  los  bienes  pertenecientes  al  mayorazgo, 
inclusos  los  subrrogados  por  la  escritura  de  permuta  de  13  de  Enero  de 
1847,  aun  cuando  algunos  hayan  salido  de  poder  del  poseedor  obligado 
á  prestar  dichos  alimentos,  y  declarando  asimismo  do  haber  lugar  á  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  los  bienes  vinculados  por 
razón  de  los  alimentos  al  sucesor  inmediatoá  que  está  obligado  el  po¬ 
seedor,  en  cuyo  extremo  se  absolvía  al  demandado,  así  como  también 
al  demandante  en  cuanto  á  la  reconvención  deducida  por  aquél: 

Resultando  que  D.  Antonio  Benavides  y  Navarrete  interpuso  recur¬ 
so  de  casació  ,  por  considerar  infringidos: 

Io  El  principio  de  derecho  y  práctica  establecida  por  los  Tribuna¬ 
les  sobre  prestación  de  alimentos  á  los  inmediatos  sucesores  á  los  ma 
yorazgos  de  que  la  cuantía  de  tales  alimentos  debe  fijarse  teniendo  en 
cuenta  los  bienes  de  la  fundación  y  do  otros  distintos,  sancionado,  en- 
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tre  otras  sentencias,  por  la  de  31  de  Marzo  de  1 86b,  que  dicen. que  de¬ 
ben  deducirse  de  los  productos  de  los  bienes  que  eran  vinculados  ó 
que  son  inherentes  á  los  mismos,  porque  la  sentencia  recurrida  ha  to¬ 
mado  como  base  para  el  señalamiento  de  alimentos  á  D.  Manuel  Bena- 
vides  el  producto  de  bienes  que  nunca  han  sido  vinculados,  debiendo 
haberlos  fijado  partiendo  de  la  base  de  los  que  constituían  la  dotación, 
pues  al  tomarse  como  tipo  para  la  fijación  de  dichos  alimentos  el  pro¬ 
ducto  de  los  bienes  de  Doña  Irene  Fonseca,  se  quiere  hacer  participar 
al  inmediato  del  lucro  que  haya  obtenido  el  recurrente  de  un  contra¬ 
to,  del  cual,  A  lo  menos  en  su  mitad,  nada  debía  ganar  el  inmediato: 

2o  El  art.  14  de  la  ley  de  27  de  Setiembre  de  1820,  restablecida  en 
30  de  Agosto  de  1X36,  según  el  cual  nadie  podrá  en  lo  sucesivo  por 
ningún  título  ni  pretexto  fundar  mayorazgo  ni  vinculación  alguna 
sobre  ninguna  clase  de  bienes  ni  derechos  en  el  concepto  de  que  la 
sentencia  recurrida  da  el  carácter  de  vinculados  á  los  bienes  proceden¬ 
tes  de  Doña  Irene  Fonseca  que  eran  libres  en  1836,  y  Ips  ha  considera¬ 
do  sujetos  á  obligaciones  propias  de  los  vínculos: 

3o  El  art,  Io  del  decreto  de  Cortes  de  19  de  Junio  de  1821,  restable¬ 
cido  también  por  la  ley  de  30  de  Agosto  de  1836,  en  el  que  se  dispone 
que  los  poseedores  de  los  mayorazgos  pueden  enajenar  la  mitad  de 
ellos  sin  previa  tasación,  si  consintiese  el  que  sea  inmediato  sucesor  en 
la  época  de  la  enajenación,  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  ha  creído 
que  los  bienes  libres  de  Doña  Irene  Fonseca,  permutados  por  los  de  la 
dotación  del  mayorazgo  de  Cabezas  en  la  escritura  de  13  de  Enero  de 
1847,  ineficaz  á  lo  menos  respecto  de  la  mitad  de  éstos,  quedaban  vin¬ 
culados  ó  sujetos  á  las  obligaciones  transitorias  que  pesaban  sobre  los 
vinculados: 

4o  Las  doctrinas  de  que  las  obligaciones  contraídas  entre  el  actual 
poseedor  y  el  inmediato,  obligan  á  uno  y  é  otro,  y  á  los  inmediatos  que 
puedan  sobrevenir,  si  aquéllos  contratan  dentro  de  lo  establecido  en  el 
artículo  Io  de  la  ley  de  19  de  Junio  de  1821 ,  pero  no  en  cuanto  á  aque¬ 
llas  obligaciones  contraídas  fuera  de  la  ley;  así  como  la  otra  doctrina 
de  que  el  que  no  tiene  acción  personal  proveniente  de  contrato,  ni  real 
ni  nacida  de  la  ley,  no  puede  reclamar  cosa  alguna;  y  el  principio  de 
que  la  ley  del  contrato  no  es  sólo  para  los  contratantes,  sino  para  los 
que  traen  cansa  de  ellos,  sancionada  en  la  sentencia  de  casación  de  13 
de  Marzo  de  1862,  por  cuanto  el  demandante  D.  Manuel  Benavides  na¬ 
da  había  contratado  con  el  demandado,  hoy  recurrente,  para  poner  en 
lugar  de  los  bienes  vinculados  los  de  Doña  Irene  Fonseca,  y  el  contrato 
hecho  por  el  que  era  inmediato  sucesor  en  1847  no  le  da  acción,  perso¬ 
nal,  sobre  todo  teniendo  en  cuenta  que  aquel  contrato  abarcaba  extre¬ 
mos  prohibidos  por  la  ley,  como  es  la  enajenación  del  total  de  los  bie¬ 
nes' vinculados,  por  cuya  razón  ni  por  contrato  puede  reclamar  que 
para  fijar  la  cuantía  de  alimentos  se  pongan  en  cuenta  los  bien°s  de 
Doña  Irene  Fonseca,  ni  puede  reclamar  en  virtud  de  la  ley,  ‘pues  ésta 
no  permite  la  enajenación  más  que  de  la  mitad,  y  no  pone  en  ningún 
caso  unos  bienes  en  lugar  de  otros,  prescribiendo  siempre  la  conserva¬ 
ción  de  la  mitad  de  los  vinculados: 

5o  La  ley  del  mismo  contrato  contenido  en  la  escritura  de  13  de 
Enero  de  1847  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de 
Noviembre  y  13  de  Diciembre  de  1839,  que  declaran  que  es  la  ley 
de  la  materia,  así  como  la  doctrina  legal  y  jurisprudencia  establecida  en 
la  de  29  de  Octubre  de  1864,  y  en  otras  varias  que  declara  que  no  pue- 
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de  invocarse  útilmente  por  ninguna  de  las  partes  regla  ó  doctrina  al¬ 
guna  para  la  interpretación  extensiva  del  contrato,  debiendo  entender¬ 
se  éste  en  un  sentido  literal  y  estricto;  en  el  concepto  de  que  la  sen¬ 
tencia  considera  obligado  al  recurrente  á  tener  los  bienes  de  Doña  Ire¬ 
ne  Fonseca  como  los  primitivos  que  sujetó  el  fundador  á  la  vinculación 
para  el  fin  de  los  alimentos,  siendo  así  que  en  la  citada  escritura  de 
1 847  sólo  se  estipuló  para  el  fin  de  la  división,  lo  cual  es  interpretarlo 
extensivamente  aplicándolo  á  casos  no  previstos  y  olvidarse  al  hacerlo 
de  que  se  trata  de  un  contrato  celebrado  contra  las  leyes,  en  el  que  no 
tuvo  parte  ni  trae  causa  de  los  que  U  otorgaron  el  que  hoy,  pretende 
que  se  aplique  en  su  favor  interpretado  en  la  forma  dicha: 

6o  El  principio  de  derecho  de  que  ubi  est  eadem  legis  vatio ,  ubi  eadem 
esse  debel  jurit  dispositio ,  en  cuanto  considera  la  sentencia  que  por  la 
escritura  de  1847  se  pusieron  por  la  permuta  los  bienes  libres  de  Doña 
Irene  Fonseca  en  lugar  de  los  vinculados,  juzgando  que  no  son  ya  és¬ 
tos  los  que  han  de  servir  de  base  para  la  cuantía  de  los  alimentos;  y  sin 
embargo,  no  aplica  la  misma  doctrina  con  los  bienes  de  Doña  Irene 
Fonseca,  que  después  de  1847  han  sido  permutados  por  la  recurrente 
con  consentimiento  del  inmediato  sucesor,  pues  si  la  enajenación  por 
permuta  con  consentimiento  de  éste  de  los  bienes  verdaderamente 
vinculados  impide  que  sirvan  de  base  sus  frutos  para  fijar  la  cuautía 
de  los  alimentos,  con  más  razón  la  permuta  de  lo?  que  nunca  fueron 
vinculados  con  consentimiento  del  inmediato  ha  Je  impedir  qae  los  fru¬ 
tos  de  ellos  sirvan  de  base  para  la  fijación  de  la  cuantía  de  losalimentos; 

Y  T  La  ley  2 1 ,  tít.  5*,  Partida  7a,  que  establece  el  principio  de  que 
el  error  de  hecho  vicia  el  contrato;  en  el  concepto  de  que  considera  la 
sentencia  recurrida  que  por  la  permuta  de  1847  se  colocaron  los  bienes 
de  Doña  Irene  Fonseca  íntegros  en  lugar  de  los  vinculados  por  Cabe 
zas,  siendo  así  que  se  colocaron  parte  en  lugar  de  los  vinculados,  que 
eran  los  menos,  y  parte  en  lugar  de  otros  bienes  libres  del  recurrente, 
como  eran  los  del  pueblo  de  Zubia  y  una  casa  en  la  plaza  de  los  Lobos 
de  la  ciudad  de  Granada,  que  adquirió  por  muerte  de  padre  y  que 
nunca  habían  tenido  relación  alguna  con  el  mayorazgo  de  Cabezas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  conforme  al  art.  10  de  la  ley  de  1 1  de  O  ;tobre  de 
1820,  restablecida  en  30  de  Agostp  de  1836,  y  á  la  jurisprudencia  de 
éste  Tribunal  Supremo,  los  bienes  que  han  sido  vinculados,  aunque  pa¬ 
sen  como  libres  á  otros  dueños,  quedan  sujetos  al  pago  de  los  alimen¬ 
tos  debidos  á  los  inmediatos  sucesores  «con  arreglo  á  la  fundación,  á 
convenios  particulares  ó  á- determinaciones  en  justicia,»  y  por  conse¬ 
cuencia  que  cuando  estos  alimentos  deban  consistir,  como  en  el  oso  de 
autos  acontece,  en  una  parte  alícuota  de  los  productos  de  la  vincula¬ 
ción,  su  importancia  ha  de  fijarse  por  lo  que  produzcan  los  mismos  bie¬ 
nes  de  la  dotación  del  vínculo,  quien  quiera  que  sea  su  poseedor  y  la 
causa  ó  título  con  que  los  posea: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  en  cuanto  prescinde  de 
este  principio  legal  y  de  la  jurisprudencia  invocada  en  el  primer  moti¬ 
vo,  y  manda  que  para  la  regulación  de  los  alimentos  que  concede  á  Don 
Manuel  Benavtdes  se  tome  en  cuenta  el  producto  de  los  bienes  que  han 
sido  de  Doña  Irene  Fonseca  y  pasaron  á  D.  Antonio  Benavides  por  vir 
tud  de  la  permuta  de  13  de  Enero  de  1 8 47 ,  y  no  el  délos  que  formaron 
la  dotación  del  vínculo  fundado  por  D.  Francisco  Benavides  Cabeza», 
infringe  dichas  disposiciones  legales; 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Benavidesy  Navarrete,  y  en 
su  consecuencia  cacamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  4  de  Noviem¬ 
bre  de  1882  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte. — (Sentencia  publicada  el  5  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  9  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  «le  casación  (5  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. — 
Redención  de  un  censo.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Ange¬ 
la  Romero  con  U.  Pedro  Camarasa  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  lo  convenido  es  la  ley  del  contrato  para  los  interesados  y  ¿oí 
que  de  ellos  traen  causa ,  debiendo  estarse  para  su  inteligencia  á  los  tir 
minos  en  que  la  obligación  se  halle  redactada ,  sin  extenderlos  á  cosas 
y  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente : 

2o  Que  si  el  terreno  concedido  á  censo  enfitéulico  lo  fué  con  la  condi¬ 
ción  de  que  se  redimiría  dicho  censo  antes  de  1 5  años ;  y  en  documento 
privado  posterior  se  convino  por  uno  de  los  dos  estabilienles  que  pu¬ 
diera  redimirse  aun  después  de  aquel  tiempo ,  añadiéndose  la  cláusula 
de  « siempre  y  cuando  mejor  parezca  y  convenga  al  dicho  señor  estabi- 
liente\y>  la  sentencia  que  condena  á  la  redención  del  censo,  no  infringe 
el  principio  de  derecho  pacta  sunt  servanda;  la  ley  Ia,  tit.  Io,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación ;  la  constante  jurisprudencia  sentada  por 
el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias,  de  que  lo  pactado  entre 
las  partes  es  ley  en  la  materia ;  las  leyes  34  y  168,  parte  Ia,  Digesto 
De  reguHs  juris;  ley  219,  Digeslo  De  verborürn  signiücatione;  ley  2*, 
tit.  31,  Partida  7a,  y  doctrina  que  establece  que  los  contratos  deben  in¬ 
terpretarse  según  la  intención  de  los  contrayentes  y  su  sentido  general , 
y  no  en  el  estrictamente  literal  de  las  palabras,  y  en  caso  de  duda  por 
la  que  conduzca  á  la  validez,  del  pacto: 

3o  Que  tampoco  infringe  la  le  y  119,  til.  16  de  U  Partida  3*,  ni  la 
doctrina  según  la  que,  tratándose  del  cumplimiento  de  una  obligación 
personal  contraida  en  documento  cuya  validez  no  se  ha  puesto  en  duda 
por  las  partes,  la  falta  de  inscripción  del  titulo  en  el  Registro  de  la 
propiedad  no  puede  ser  óbice  al  cumplimiento  de  lo  estipulado ;  porque 
el  documento  privado  lo  autorizó  uno  solo  de  los  dos  estabilienles,  y 
además  porque  de  su  literal  contexto  aparece  que  no  quedaba  á  volun¬ 
tad  del  enfiteuta  redimir  el  censo  cuando  lo  tuviera  por  conveniente', 

Y  4°  Que  si  al  absolver  de  la  reconvención  la  sentencia  recurrida,  lo 
hace  bajo  el  concepto  de  no  haberse  probado  por  la  demandada,  como  le 
incumbía  hacerlo',  se  citan  con  inoportunidad  las  leyes  22,  37  y  40  Di¬ 
geslo.  libro  1 2,  tit.  6o,  las  28  y  30,  tit.  I  4,  Partida  5a  combinadas  con 
la  1*.  párrafo  primero ,  libro  12,  tit.  6o  Digesto  y  el  principio  Legal  de 
que  el  derecho  no  se  prueba,  una  vez  que  contra  la  apreciación  hecha 
de  las  pruebas  no  se  alega  error  de  derecho  ó  de  hecho  fundado  en  do¬ 
cumento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del 
Juzgador. 

Eu  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1883,  en  los  autos 
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seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beltráo- 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  del  mismo  distrito  por  D.  Pedro  Camarasa,  propietario,  vecino  de 
la  villa  de  Gracia,  con  Doña  Angela  Romero,  viuda,  monja  en  el  con¬ 
vento  de  las  Salesas  de  dicha  ciudad,  sobre  reducción  de  un  censo;  au¬ 
tos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  á  nombre  de  la  Doña  Angela  por  el  Procurador  Don 
Federico  Grases  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Antonio  Rodó  y 
Gasanova;  habiendo  representado  y  defendido  á  Camarasa  el  Procura¬ 
dor  D.  Patricio  García  de  Alcañiz  y  el  Licenciado  D.  Modesto  Llorens: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  27  de  Abril  de  1851,  ins¬ 
crita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  Doña  Isabel  Camarasa,  viuda  de 
D.  Marcos  Camarasa  y  Crucelles  y  D.  Jaime  Camarasa  y  Montañola,  en 
las  respectivas  calidades,  aquélla  de  usufructuaria,  y  éste  de  heredero 
y  usufructuario  de  los  bienes  de  su  mencionado  esposo  y  tío,  concedie  • 
ron  en  enfitéusis  á  D.  Ramón  Martí  y  Balins  una  porción  de  terreno  de 
unas  ocho  mojadas  de  tierra  campa,  sitas  en  término  déla  villa  de 
Gracia,  con  los  pactos,  entre  otros,  de  que  el  adquisidor,  además  de 
mejorar  la  finca  establecida,  se  obligaba  á  pagar  á  los  estabilientes  el 
censo  de  nuda  percepción  de  560  libras  al  año  por  semestres  vencidos; 
y  además  á  redimir  dicho  censo  antes  de  15  años,  en  partidas  que  no 
fueran  mejores  de  5,000  libras  cada  una  en  monedas  de  oro  ó  plata: 

Resultando  que  en  documento  privado  firmado  en  Barcelona  en  30 
de  Mayo  de  dicho  año  de  1851  por  Jaime  Camarasa  se  dice  que  sin  em¬ 
bargo  de  que  en  la  escritura  de  establecimiento  que  firmó  con  su  tía 
Doña  Isabel  Camarasa  en  27  de  Abril  anterior  á  favor  de  D.  Ramón  Mar¬ 
tí  y  Balins,  se  impuso  el  censo  de  560  libras,  debiéndolo  redimir  según 
el  pacto  seguido  antes  de  15  años  de  la  fecha  de  dicha  escritura,  des¬ 
pués  por  los  motivos  fundados  que  le  había  manifestado  dicho  D.  Ra¬ 
món  Martí  habían  convenido  que  el  censo  pudiera  redimirlo  aun  des¬ 
pués  de  los  15  años,  y  siempre  y  cuando  mejor  pareciera  al  dicho  señor 
estabiliente: 

Resultando  que  fallecido  el  adquisidor  de  dicha  finca  D.  Ramón 
Martí  y  Balins  le  sucedió  su  esposa  Doña  Angela  Romero,  actualmente 
religiosa  del  convento  Je  las  Salesas  de  la  Visitación  de  Barcelona,  la 
cual  ha  continuado  pagando  el  censo,  y  D.  Pedro  Camarasa  sucedió 
como  heredero  á  los  estabilientes  Doña  Isabel  Camarasa  y  D.  Jaime  Ca¬ 
marasa: 

Resultando  que  en  25  de  Agosto  de  1880  D.  Pedro  Camarasa  dedujo 
demanda  ordinaria,  exponiendo,  en  méritos  de  la  escritura  de  estableci¬ 
miento  de  27  de  Abril  de  1851 ,  que  los  15  años  contados  desde  la  fecha 
del  otorgamiento  de  la  escritura  finieron  en  21  de  Abril  de  1864;  que 
D.  Ramón  Martí,  adquisidor,  había  fallecido,  sucediéndole  su  esposa 
Doña  Angela  Romero  de  Martí,  actualmente  monja  de  las  Salesas,  la 
cual  había  continuado  pagando  al  alegante  el  censo  referido,  como  he¬ 
redero  de  les  estabilientes  de  Doña  Isabel  Camarasa  y  D.  Jaime  Cama- 
rasa;  que  el  alegante  había  instado  varias  veces  A  Doña  Angela  Rome¬ 
ro  de  Martí,  para  que  le  redimiese  el  expresado  censo  al  tipo  del  3  por 
100  según  costumbre;  pero  no  había  podido  conseguirlo,  alegando  pre¬ 
textos  que  no  pueden  ni  deben  apreciarse,  y  suponiendo  por  último  que 
tenía  algún  documento,  que  en  el  caso  de  existir,  no  expresaba;  mas 
á  juzgar  por  alguna  noticia  sabida  por  el  demandante  que  en  vez  de 
tener  que  redimir  el  censo  antes  de  los  15  años,  puede  redimirse  aun 
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después  de  estos  <5  años,  y  diciendo  ejercitar  la  acción  ex  conver tione, 
y  la  real  y  personal  que  se  deriva  de  la  citada  escritura  de  establcimien- 
lo,  pidió  que  se  condenara  á  Doña  Angela  Romero  en  haber  de  redimir 
a!  tipo  del  3  por  100  el  censo  de  560  libras  moneda  barcelonesa,  equi¬ 
valentes  á  1.493  pesetas  33  céntimos  en  monedas  de  oro  ó  plata,  á  te 
ñor  de  lo  estipulado  en  dicha  escritura  de  establecimiento,  y  al  pago 
de  las  costas  con  salvedad  de  pago  de  las  pensiones  del  propio  censo  que 
hubieren  vencido  ó  vencieren  hasta  el  día  de  la  redención,  y  de  cual¬ 
quiera  otro  derecho  que  compitiera  al  alegante: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  Doña  Angela 
Romero  de  Martí,  la  contestó  exponiendo  que  D.  Jaime  Camarasa,  de 
quien  D.  Pedro  se  titulaba  heredero  y  sucesor,  otorgó  en  30  de  Mayo 
de  1851 ,  á  favor  de  D.  Ramón  Martí,  causante  de  la  demandada,  el  con¬ 
trato  que  resulta  del  documento  que  acompañaba,  en  cuya  virtud  mo 
dificó  el  .pacto  segundo  de  la  escritura  de  establecimiento,  producida 
por  el.  actor  en  el  sentido  de  dejar  en  libertad  al  propio  D.  Ramón 
Martí  para  verificar  la  redención  del  censo  siempre  que  así  le  pareciese 
y  conviniese,  siendo  por  consiguiente  contraria  á  derecho  la  declara¬ 
ción  del  demandante;  que  éste  conocía  perfectamente  Ja  existencia  del 
documento  de  que  se  trata,  como  se  probaría  si  lo  negaba,  por  lo  que 
no  podía  decir  que  sólo  alguna  noticia  había  tenido,  motivando  dicho 
conocimiento  la  tenacidad  con  que  había  incoado  el  pleito;  que  bajo 
ningún  concepto  podría  obligar  á  la  demandada  á  redimir  el  censo  al 
tipo  del  3  por  100  porque  no  hay  razón  legal  que  apoye  dicha  preten¬ 
sión:  y  oponiendo  las  excepciones  pacto  conventi  y  sine  actione  agis , 
pidió  que  se  le  absolviese  de  la  demanda,  imponiendo  las  costas  al  ac¬ 
tor;  formulando  reconvención,  consignó  como  hechos  que  la  alegante 
y  sus  causantes  habían  satisfecho  á  Camarasa  todas  las  pensiones  de 
censo  al  tiempo  debido,  según  resulta  de  la  libreta  de  recibos  que  pre¬ 
sentaba;  que  Camarasa  al. hacer  los  cobros  había  abonado  constante¬ 
mente  á  la  alegante  y  sus  causantes  un  tanto  por  100  en  el  concepto 
de  contribución  debida  por  el  censo,  pero  por  error  de  cájculo  segura 
mente  ó  por  equivocación  en  el  tipo  á  que  correspondía  computa'r  la 
contribución  aludida,  el  abono  había  sido  menor  del  debido. desde  mu¬ 
chos  años  á  esta  parte,  que  por  tanto  Camarasa  había  venido  cobrando 
de  la  alegante  y  sus  causantes,  una  cantidad  indebida,  que  por  serlo 
debía  de  reintegrar,  cuya  reclamación  era  el  objeto  de  la  reconvención; 
y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho  y  ejercitando  la 
acción  personal  condictio  in  debiti ,  y  demás  personales  derivadas  de  lo 
expuesto,  pidió  que  se  condenara  á  D.  Pedro  Camarasa  á  pagar  á  la 
alegante  el  importe  de  las  diferencias  entre  lo  que  A  la  misma  se  le  ha¬ 
bía  abonado,  y  á  sus  causantes  por  razón  de  contribución  del  censo,  y 
lo  que  realmente  debía  abonársele  atendido  el  tipo  de  la  contribución 
misma  en  cada  uno  de  los  años,  cuyo  importe  se  fijaría  conveniente¬ 
mente,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  parte  actora  para  réplica, 
reprodujo  los  hechos  de  la  demanda,  y  en  cuanto  á  la  reconvención 
expuso  que  en  el  pacto  primero  de  la  escritura  de  establecimiento 
constaba  que  el  causante  de  la  demandada  se  obligó  á  pagar  al  del  ale¬ 
gante  el  censo  de  560  libras,  el  cual  acreditaba  con  la  libreta  que  pre  - 
sentó;  que  era  inexacto  que  el  alegante  y  sus  causantes  hubiesen  co¬ 
brado  jamás  una  cantidad  indebida;  por  el  contraiio,  habían  dejado  de 
cobrar  todo  lo  que  por  censo  estipulado  les  era  bien  debido;  por  lo  que 


JURISPRUDENCIA  ClYlL. 


52 

se  le -absolviese  de  la  reconvención,  imponiendo  las  costas  á  la  deman¬ 
dada: 

Resultando  que  después  de  duplicar  la  demandante  insistiendo  en 
sus  anteriores  alegaciones  y  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prueba, 
y  practicadas  las  propuestaS^por  las  partes  alegaron  en  su  vista,  pre¬ 
tendiendo  la  demandada  respecto  á  la  reconvención  que  se  condenara 
al  actor  á  pagarle  la  cantidad  de  1.678  pesetas,  ó  la  que  resultare  más 
cierta: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  por  sentencia  de  19 
de  Diciembre  de  1881,  condenó  á  Doña  Angela  Romero  de  Marti  á  que 
dentro  deUérmino  de  20  días  redima  el  censo  de  560  libras  catalanas, 
iguales  á  1*.493  pesetas  33  céntimos  que  pesa  sobre  la  finca  deslindada 
en  la  demanda  al  tipo  del  3  por  100,  absolviendo  al  demandante  de  la 
reconvención  propuesta  en  su  contra,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas;  y  admitida  la  apelación  interpuesta  por  la  demandada  y 
sustanciada  la  alzada,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  por  sentencia  de  16  de  Octubre  de  1882,  confirmó  con  las  cos¬ 
tas  la  apelada: 

Resultando  que  Doña  Angela  Romero  de  Martí  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  El  principio  de  derecho  pacta  sunt  servanda ;  la  ley  Ia,  título  Io, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  constante  jurisprudencia 
sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias,  entre 
otras,  las  de  II  de  Abril  de  1865,  de  que  lo  pactado  entre  las  partes  es 
ley  en  la  materia;  principio  y  jurisprudencia  que  infringe  la  sentencia 
recurrida  al  condenar  á  la  recurrente  á  redimir  el  censo  á  los  15  años, 
no  obstante  lo  convenido  en  contrario  en  el  contrato  privado  de  30  de 
Mayo  de  1851: 

2°. Las  leyes  34  y  168,  parte  Ia,  Digesto  De  regulis  juris ;  ley  219, 
Digeslo  De  verborum  signijlcalione ;  ley  2a,  tit.  33,  Partida  7a,  y  senten¬ 
cia  que  establecen  que  los  contratos  deben  interpretarse  según  la  inten¬ 
ción. de  los  contrayentes  y  su  sentido  general,  y  no  el  sentido  estricta¬ 
mente  literal  de  las  palabras,  y  en  caso  de  duda  por  la  que  conduzca  á 
la  validez  del  pacto;  é  infringe  estas  leyes  en  cuanto  la  Sala  desestima 
lo  pactado  en  el  contrato  privado  como  modificación  del  anterior  con¬ 
trato,  fundándose  en  el  sentido  literal  de  la  palabra  estabiliente  comple¬ 
tamente  en  pugna  con  la  intención  de  los  contratantes  y  íl  sentido 
general  de  contrato,  y  que  dándole  esta  palabra  un  sentido  absurdo 
conduce  &  la  nulidad  del  pacto: 

3°  La  ley  119,  tít.  16,  Partida  3‘,  y  la  doctrina  sentada  en  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo  de  15  de  Diciembre  de  1860,  14  de  Febrero  y 
20  de  Junio  de  1865,  18  de  Marzo  de  1867,  que  dan  el  valor  de  escritura 
pública  á  los  documentos  privados  reconocidos  por  la  parte  á  quien 
perjudican,  en  cuanto  niega  eficacia  al  documento  privado  de  autos  re¬ 
conocido  por  la  parte  actora,  y  cuyo  reconocimiento  se  da  por  hecho 
en  la  propia  sentencia  recurrida: 

4o  La  doctrina  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sen¬ 
tencias,  en  las  de  21  de  Diciembre  de  1861 ,  10  de  Setiembre  de  1683, 

5  de  Mayo  de  1869,  especialmente  la  de  4  de  Marzo  de  1872,  de  que 
tratándose  del  cumplimiento  de  una  obligación  personal  contraída  en 
documento,  cuya  validez  no  se  ha  puesto  en  duda  por  las  partes,  la  falta, 
de  inscripción  del  título  en  el  Registro  de  la  propiedad  no  puede  ser 
óbice  al  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  cuanto  la  sentencia  niega  la 
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validez  del  contrato  privado  por  no  haberse  inscrito  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  ni  constar  en  escritura  pública: 

6o  Las  leyes  22,  37  y  40  Digesto,  libro  12,  tít.  6o;  las  28  y  30,  tit.  14, 
Partida  5*  combinadas  con  la  Ia,  párrafo  primero,  libro  12,  tit.  6®  Di¬ 
gesto,  que  determinan  las  condiciones  de  la  obligación  de  restituir  lo 
cobrado  indebidamente  en  cuanto  absuelve  al  amor  de  la  reconvención 
opuesta  por  la  recurrente: 

6o  El  principio  legal  de  que  el  derecho  no  se  prueba,  al  no  dar  lugar 
á  la  reconvención  por  no  haber  la  recurrente  prensentado  pruebas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Aiix  y  Bonache: 

Considerando  que  lo  convenido  es  ley  del  contrato  para  Iqs  interesa¬ 
dos  y  los  que  de  ellos  traen  causa,  debiendo  estarse  para  Su  inteligen  - 
cias  ó  los  términos  en  que  la  obligación  se  halle  redactada,  sin  exten¬ 
derlos  á  cosas  y  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente: 

Considerando  que  el  terreno  concedido  en  27  de  Abril  de  1851  á 
censo  enfitéutico  lo  fué  con  la  condición  de  que  se  redimiría  dicho  cen¬ 
so  antes  de  15  años;  y  que  si  bien  es  cierto  que  en  documento  privado 
de  30  de  Mayo  de  1851  se  convino  por  uno  de  los  dos  estabilientes  que 
pudiera  redimirse  aun  después  (le  aquel  tiempo,  también  lo  es  que  se 
añadió  la  clausula  de  «siempre  y  cuando  mejor  parezca  y  convenga  al 
dicho  señor  estabiliente,»  razón  por  la  que  la  sentencia  recurrida,  al 
condenar  á  la  redención  del  censo,  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  que 
se  invocan  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  expresada  sentencia  la  ley 
119,  tit.  16  de  la  Partida  3a,  ni  la  doctrina  que  se  alega  en  los  motivos 
3o  y  4o,  porque  el  documento  privado  de  30  de  Mayo  de  1851  lo  auto¬ 
rizó  uno  solo  de  los  dos  estabilientes,  además  porque  de  su  literal  con¬ 
texto  aparece  como  ya  se  ha  dicho,  que  no  quedaba  á  voluntad  del  en- 
liteuta  redimir  el  censo  cuando  lo  tuviera  por  conveniente: 

Considerando  que  al  absolver  dé  la  reconvención  la  sentencia  recu¬ 
rrida,  lo  hace  bajo  el  concepto  de  no  haberse  probado  por  la  demandada 
como  le  incumbía  hacerlo  y  por  ello  se  citan  con  inoportunidad  bs  le¬ 
yes  y  doctrina  de  los  dos  últimos  motivos  del  recurso,  una  vez  que  con¬ 
tra  la  apreciación  hecha  de  las  pruebas  no  se  alega  error  de  derecho  ó 
de  hecho  fundado  en  documento  ó  auto  auténticojque  demuestre  la 
equivocación  evidente  del  Juzgador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Angela 
Romero  de  Martí,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  en  la  for¬ 
ma  prevenida  por  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documen¬ 
tos  remitidos. — (Sentencia  publicada  el  5  de  Octubre  de  1883,  é  inser¬ 
ta  en  la  Gaceta  de  9  de  Noviembre  del  mismó  año.) 
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Kecurso  «le  casación  (■>  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. 
— Propiedad  de  un  terreno  — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Rai¬ 
mundo  Villar  Gutiérrez,  con  D.  Vicente  Caro  (Audiencia  de  Oviedo),  y 
se  resuelve: 

<°  Que  según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Supremo, 
cuando  la  Sala  sentenciadora  no  desconoce  la  autenticidad  y  validez  de 
un  documento  público  sino  que  lo  combina  con  los  demás  datos  procesa¬ 
les  para  deducir  el  verdadero  derecho  de  los  litigantes ,  no  infringe  la 
ley  1 1  i,  tít.  18  de  la  Partida  3a; 

T  2o  Que  no  es  procedente  el  motivo  de  casación  que  se  refiere  á  la 
apreciación  de  la  prueba  testifical  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  sin 
que  el  hecho  consignado  en  la  misma  se  impugne  en  la  forma  que  pres¬ 
cribe  el  art.  1692,  caso  7o,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  <883,  en  los  autos 
que  ante  Nos  pendón  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Llanes  y  en  la  Sala 
do  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Raimundo  Villar  Gutiérrez 
como  marido  de  Doña  Dionisia  García  Díaz,  y  curador  ad  litem  de  los 
menores  D.  Andrés  y  Doña  María  García  Díaz  y  D.  Pedro  García  Díaz, 
vecinos  de  Arenas  en  el  Concejo  de  Cabrales,  representados  en  este 
Tribunal  Supremo  por  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  José  R.  Villegas,  con  I).  Vicente  de  Caro 
y  Díaz,  como  marido  de  Doña  Amalia  Mier  vecino  de  dicha  villa  de  Lla¬ 
nes,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Félix  Bizán  y  el 
Licenciado  D.  Francisco  Pí  y  Margall  sobre  propiedad  de  un  terreno 
y  nulidad  de  sentencia  dictada  en  un  interdicto: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  1 9  de  Mayo  de  <  849  otorga¬ 
da  en  el  lugar  de  Allés,  Concejo  de  Penamellera,  D.  Juan  Paulino  García 
adquirió  por  titulo  de  compra  de  Doña  Francisca  Cosío,  mujer  de  Don 
José  Ramón  Trespalacios,  vecinos  del  citado  pueblo  de  Allés,  entre 
otras  Ancas,  un  cierro  por  la  parte  de  arriba  de  dicha  casa,  cabida  de 
dos  días  de  bueyes  poco  más  ó  menos  según  linda  al  Saliente  con  un 
bravio  perteneciente  á  la  misma  finca;  que  linda  por  Este  con  una  llosa 
de  D.  Ramón  de  Mier,  y  por  la  parte  de  Sur  linda  bravio  y  Cierzo  con 
otr'a  carretera  que  va  a!  lugar  de  Póo;  cuya  finca,  así  como  las  demás 
enajenadas  por  dicha  escritura,  radican  en  el  sitio  llamado  de  Panderrie- 
ses,  términos  de  Arenas,  en  el  ya  mencionado  Concejo  de  Cabrales: 

Resultando  que  D.  Juan  Paulino  García  falleció  en  17  de  Octubre 
de  1867  sin  otorgar  disposición  testamentaria,  y  promovido  el  corres¬ 
pondiente  juicio  de  abintestato,  por  sentencia  de  1  2  de  Noviembre  de 
<  879  fueron  declarados  herederos  suyos  sus  hijos  legítimos  Doña  Dioni¬ 
sia,  D.  Pedro,  D.  Andrés  y  Doña  María  García  y  Díaz,  como  también 
lo  fueron  por  auto  de  <1  de  Noviembre  de  I  81  de  su  malre  Doña  Ma¬ 
ría  del  Carmen  Díaz  y  García,  muerta  en  2  de  Setiembre  del  expresa¬ 
do  año: 

Resultando  que  en  24  de  Octubre  do  <878  D.  Vicente  de  Caro  pre¬ 
sentó  demanda  de  interdicto  de  recobrar  contra  Doña  María  del  Carmen 
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Díaz  y  D.  Raimundo  Villar,  viuda  é  hijo  político  respectivo  de  D.  Juan 
Paulino  García  fundado  en  que  éstos  habían  cercado  un  terreno  inculto 
en  término  de  Aranas,  y  sitio  llamado  Campo  de  Degero,  incluyen¬ 
do  en  el  cercado  una  parte  que  pertenecía  en  propiedad  y  posesión  al 
demandante,  privándole  además  de  servidumbres  establecidas  para  el 
uso  y  aprovechamiento  de  la  casa  y  bosque  y  amatando  el  nuevo  cie¬ 
rro  con  la  pared  del  Oeste  de  esta  finca;  cuyo  juicio,  sustanciado  sin 
audiencia  de  la  parte  contraria,  terminó  por  sentencia  de  26  de  Abril 
de  1 879,  mandando  reintegrar  á  D.  Vicente  de  Caro  y  Díaz  en  la  posesión 
y  tenencia  del  terreno  del  sitio  titulado  Campo  del  Degero,  en  la  de  los 
servicios  sobre  el  mismo  establecidos  á  favor  de  la  finca  y  bosque  del 
Degero,  y  en  la  de  la  pared  Oeste  de  dicha  finca,  condenando  á  Doña 
María  del  Carmen  Díaz  y  D.  Raimundo  Villar  jal  pago  de  todas  las  cos¬ 
tas  y  á  la  indemnización  de  perjuicios  y  devolución  de  frutos: 

Resultando  que  en  4  de  Febrero  de  1880,  Doña  María  del  Carmen 
Díaz,  hoy  sus  herederos,  y  D.  Raimundo  Villar,  como  marido  de  Doña 
Dionisia  García  Díaz,  deujeron  demanda  ordinaria;  y  ejercitando  la  ac¬ 
ción  mixta,  ó  sea  real  y  personal  correspondiente  contra  D.  Vicente  de 
Caro  y  Díaz,  alegaron  que  D.  Juan  Paulino  García  poseyó  durante  sus 
días  el  predio  adquirido  por  la  escritura  de  19  de  Mayo  de  1849,  ya 
aumentando  el  plantío  de  arbolado  que  en  él  existía,  ya  aprovechando 
los  productos  del  mismo;  que  en  el  año  1865  D.  Vicente  de  Caro  Díaz 
principió  la  construcción  de  un  cierro  en  él  sitio  llamado  Campo  del 
Degero,  situado  al  Sur  del  cierro  y  bravio  de  Panderrieses  incluyendo 
en  dicho  cerramiento  como  tres  días  de  bueyes  del'cierro  antes  citado, 
y  obstruyendo  una  antigua  servidumbre  peonil  y  de  carro  que  desde 
inmemorial  pesaba  sobre  el  Campo  del  Degero  en  favor  de  los  predios 
de.  Panderrieses,  lo  cual  dió  lugar  á  que  D.  Juan  Paulino  García  inter¬ 
pusiere  demanda  de  interdicto  de  recobrar  contra  Caro  Díaz,  que  ter¬ 
minó  por  sentencia  de  26  de  Abril  de  1866  mandando  reintegrar  á  aquél 
en  la  posesión  y  tenencia  en  que  se  hallaba  del  terreno  de  tres  días  de 
bueyes  bravio  y  plantado  de  árboles,  y  en  la  servidumbre  peonil  y  de 
carro  constituida  á  favor  de  su  finca  de  Panderrieses;  que  en  la  citada 
demanda  no  se  pidió  más  que  la  restitución  de  tres  días  de  bueyes 
porque  era  el  terreno  ocupado  por  Caro;  pero  esto  no  significa  ni  podía 
significar  que  D.  Juan  Paulino  García  dejase  de  ser  dueño  de  toda  la 
heredad,  cierro  y  bravio  deslindado  en  el  título  de  propiedad  de  que 
se  ha  hecho  mérito;  que  los  demandantes,  deseando  mejorar  el  fundo 
señalado  con  el  núm.  3o  de  la  escritura  de  19  de  Mayo  de  1849;  dispu¬ 
sieron  su  cerramiento,  y  Caro  Díaz  promovió  el  interdicto  de  que  se 
ha  hecho  mención,  cuyos  fundamentos  eran  falsos,  pues  lo  que  el  in¬ 
terdictante  llama  Campo  del  Degero  no  es  otra  cosa  que  el  cierro  de 
Panderrieses,  el  cual  no  fué  nunca  por  Caro  Díaz  perteneciendo  á  los 
actores  y  sus  causantes  D.  Juan  Paulino  García  desde  que  éste  lo  ad¬ 
quiriera;  que  el  Campo  de  Degero  radica  al  Sur  del  bosque  del  Degero 
y  cierro  de  Panderrieses,  sin  que  sea  posible  el  enlace  ó  amate  de  la 
empalizada  de  este  cierro  con  la  finca  del  bosque,  por  mediar  entre 
aquél  y  ésta  un  arroyo  y  un  matorral  con  una  profundidad  de  con¬ 
sideración;  que  eran  asimismo  imaginarios  los  servicios  ó  tránsitos  peo- 
niles  de  ganado  y  de  carro  á  favor  de  la  finca  á  que  se  refiere  el  inter¬ 
dicto,  pues  la  heredad,  bosque  y  casa  del  Degero  tienen  su  servicio 
desde  el  pueblo  de  Arenas  por  un  camino  público  y  otras  sendas;  y 
después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho,  pidieron  se  declara- 
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se  que  el  cierro  y  bravio  de  Panderrieses  comprendido  en  la  escritura, 
de  19  de  Mayo  de  1849,  sobre  el  cual  ha  versado  el  interdicto  propues¬ 
to  por  D.  Vicente  de  Caro  Díaz,  correspondió  á  la  herencia  indivisa  de. 
D.  Juan  Paulino  García  en  propiedad  y  posesión  ó  en  cualquiera  de 
dichos  conceptos,  que  es  libre  de  toda  servidumbre  á  favor  de  la  casa 
bosque  del  Degero;  que  no  se  ha  hecho  enlace  del  cierro  referido  con  la 
pared  ó  sebe  de  la  finca  del  bosque;  que  por  ello  ha  sido  injusta  y  te¬ 
meraria  la  demanda  de  interdicto  propuesta  por  D.  Vicente  de  Caro 
Díaz  contra  los  hoy  demandantes,  condenándole  á  que  á  su  costa  repon¬ 
ga  el  cerramiento  al  ser  y  estado  en  que  se  encontraba  antes  de  la  res¬ 
titución  llevada  á  efecto  á  virtud  de  la  demanda  interdicta,  á  la  devo¬ 
lución  de  frutos  é  indemnización  de  perjuicios,  pago  de  las  costas  del 
litigio  é  importe  de  las  que  solventaron  los  actores  á  consecuencia  del 
fallo  de  26  de  Abril  de  1879  y  perjuicios  indemnizados;  y  en  el  caso  de 
no  haber  lugar  á  la  declaración  de  propiedad  y  posesión  verdadera,  de¬ 
terminar  que  no  habiendo  poseído  civil  y  materialmente  D,  Vicente  de 
Caro  Díaz  el  terreno  que  dicho  cerramiento  comprende,  sino  por  el 
contrario  los  demandantes,  no  habiendo  existido  ni  existiendo  servi¬ 
dumbre  alguna  en  dicho  fundo  á  favor  de  la  casa  y  bosque  Degero,  ni 
mediado  el  amate  que  la  demanda  interdicta  menciona,  dejar  sin  efec¬ 
to  la  citada  sentencia  de  26  de  Abril  de  1879  con  las  mismas  declara¬ 
ciones  sobre  reposición  del  cierro  al  ser  y  estado  que  tenia,  indemni¬ 
zación  de  perjuicios  sufridos  y  que  sufran  les  demandantes,  pago  de 
costas  que  ocasiono  este  pleito,  devolución  de  las  solventadas  en  virtud 
de  la  sentencia  interdiclal  y  de  los  perjuicios  á  la  misma  consiguientes 
también  satisfechos: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  D.  Vicente  Caro 
Díaz,  le  evacuó  alegando  que,  corro  marido  de  la  Doña  Amalia  de  Mier,. 
era  dueño  y  estaba  poseyendo  desde  inmemorial  los  terrenos  que  radi¬ 
can  en  el  pueblo  de  Arenas,  conocidos  con  el  nombre  del  Degero,  cu¬ 
yos  linderos  son  al  Este  bosque  del  Degero  y  otros  del  demandado;  Sur 
riego  de  Acebo  y  propiedades  de  los  herederos  de  D.  Santos  de  la  Sie¬ 
rra  y  D.  Juan  Antonio  de  Matas;  Oeste  bosque  de  Vidres,  y  Norte  ca¬ 
mino  real  ó  público  del  Concejo  de  Cabrales;  que  á  consecuencia  del 
cerramiento  realizado  por  los  demandantes,  se  le  privó  de  una  porción 
de  terreno  de  su  pertenencia,  asi  como  de  varias  servidumbres,  ya  de 
carro,  ya  para  ganados,  ya  peeniles,  constituidas  de  antiguo  para  el 
servicio  de  la  casa  y  bosque  del  Degero,  confrontando  además  el  nueva 
cierro  con  la  divisoria  del  Oeste  del  mencionado  bosque.;  que  la  heren¬ 
cia  de  D.  Juan  Paulino  García  permanecía  yacente,  y  por  consiguiente 
proindiviso,  y  no  apareciendo  que  hubiese  sido  aceptada  por  sus  here¬ 
deros,  se  consideraba  subsistente  la  persona  del  finado,  y  ninguno  de 
dichos  herederos  tenía  personalidad  legal  para  reclamar  los  derechos 
que  á  la  misma  correspondían;  que  las  escrituras  públicas,  para  ser 
eficaces  enjuicio,  se  previene  por  el  art.  280  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  que  están  otorgadas  con  arreglo  á  derecho,  y  la  de  19  de 
Mayo  de  1849  no  se  halla  firmada  por  las  personas  que  la  otorgaron», 
advirtiéndose  además  varias  enmiendas;  que  de  todos  modos  el  terreno 
sobre  que  se  cuestiona  radica  en  el  Campo  del  Degero,  y  de  él  es  due¬ 
ño  el  demandado  en  virtud  de  escritura  pública  otorgada  por  los  ve¬ 
cinos  de  Arenas  á  favor  de  D.  Juan  de  Mesías,  antecesor  de  Doña  Ama¬ 
lia  de  Mier,  y  de  sentencia  dictada  en  pleito  contencioso-administrati- 
vo  que  sostuvo  con  los  vecinos  del  referido  pueblo  sobre  posesión  y 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  57 

propiedad  del  Campo  de  Degero.  Por  todo  lo  que  pidió  se  le  absolvie¬ 
ra  de  la  demanda  con  las  costas: 

Resaltando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  insistiendo 
en  sus  anteriores  pretensiones  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  practica¬ 
das  las  propuestas  por  aquéllas  por  medio  de  posiciones,  documentos  y 
testigos,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  de  la  que  inter¬ 
puso  apelación  D.  Vicente  Caro  y  Díaz,  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  por  sentencia  de  7  de  Noviem¬ 
bre  de  1882  revocando  la  apelada,  absolvió  á  D.  Vicente  de  Caro  Díaz 
de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  D.  Raimundo  Villar  y  consor¬ 
tes  sobre  propiedad  ó  posesión  del  cierro  ó  bravio  de  Panderrieses,  de¬ 
claración  de  estar  libre  de  servidumbre  y  dejar  sin  efecto  la  sentencia 
de  un  interdicto,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas  ni  de  prime¬ 
ra  ni  de  segunda  instancia: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Raimundo  Villar  Gutiérrez,  como 
marido  de  Doña  Dionisia  Díaz  y  en  concepto  de  curador  adlitem  de  los 
menores  D.  Andrés,  Doña  María  García  Díaz  y  D.  Pedro  García  Díaz, 
se  interpuso  recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

Io  Que  la  Sala  sentenciadora,  al  dictar. el  fallo  recurrido  prescindió 
en  absoluto  de  lo  que  resulta  de  la  escritura  de  19  de  Mayo  de  1849, 
otorgada  con  lodos  los  requisitos  legales,  perfectamente  eficaz  para  ha¬ 
cer  plena  prueba  en  juicio  presentada  por  los  recurrentes,  y  de  la  que 
aparece  que  su  causante  adquirió  además  de  otras  fincas  el  cierro  de 
que  se  trata  en  el  pleito  en  término  de  Arenas,  y  al  no  dar  á  este  docu¬ 
mento  público,  auténtico  y  sin  tacha  legal  todo  el  valor  probatorio  que 
necesariamente  debe  tener,,  se  ha  infrigido  la  ley  1 1 4,  tit.  1 8  de  la  Par¬ 
tida' 3a,  y  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,. que 
tiene  declarado,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  20  de  Febrero  de  1866, 
que  la  ley  anteriormente  citada  da  fuerza  plena  probatoria  á  los  docu¬ 
mentos  públicos  sin  vicio  ni  tacha  legal  cotejados  con  sus  originales,  y 
que  cuando  el  demandante  prueba  su  acción  con  documentos  de  esa 
clase,  la  sentencia  que  no  les  da  fuerza  probatoria  á  pesar  de  su  cotejo 
con  los  originales  y  absuelve  al  demandado,  infringe  la  dicha  ley  1 14, 
tít  18,  Partida  3a:  * 

2e  Que  se  halla  justificado  en  los  autos  por  declaraciones  de  testigos 
intachados  é  intachables  que  el  cierrro  á  que  se  refiere  el  litigio,  que 
no  es  otro  que  el  comprendido  en  la  escritura  de  1849  y  que  fué  objeto 
del  interdicto  de  recobrar  entablado  por  D.  Vicente  Caro  Díaz  contra 
D.  Raimundo  Villar  y  su  esposi,  no  ha  sido  jamás  poseído  por  aquél  ni 
su  familia  ni  otra  persona  en  nombre  de  los  mismos;  que  esta  prueba 
echa,  á  no  dudarlo,  por  tierra  la  que  sin  audiencia  del  recurrente  pre¬ 
sentó  Caro  en  el  juicio  sumarísimo,  y  quedó  por  consiguiente  plenamen¬ 
te  demostrada  la  falsedad  de  lo  que  entonces  se  afirmó,  quedó  eviden¬ 
ciado  en  el  pleito  ordinario  que  los  dos  extremos  alegados  necesarios 
para  que  el  interdicto  procediese  son  falsos;  que  si,  pues,  el  demandado 
en  estos  autos  no  ha  tenido  nunca  la  posesión  que  supuso,  al  no  estimar 
la  Sala  sentenciadora  este  hecho  importantísimo  que  abraza  uno  de  los 
puntos  de  la  demanda,  y  sólo  por  el  cual  debía  fallarse  con  arreglo  á 
lo  en  ella  solicitado,  se  infringía  la  regla  de  sana  critica  de  que  dos  ó 
más  testigos  contestes  en  el  hecho,  sin  tacha,  imparciales  y  que  reú¬ 
nan  las  demás  circunstancias  que  demuestren  su  veracidad,  harán  prue¬ 
ba  plena  cuando  sus  dichos  no  hayan  sido  desvirtuados  por  otros  en 
contrario: 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  reiteradamente  este  Tribu¬ 
nal  Supremo,  cuando  la  Sala  sentenciadora  no  desconoce  la  autenticidad 
y  validez  de  un  documento  público  sino  que  lo  combina  con  los  demás 
datos  procesales  para  deducir  el  verdadero  derecho  de  los  litigantes, 
no  infringe  la  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3a,  y  siendo  esto  aplicable 
al  caso  de  autos,  puesto  que  el  fallo  recurrido  absuelve  al  demandado 
en  el  concepto  de  no. haber  acreditado  la  parte  actora  que  el  terreno 
litigioso  sea  el  mismo  que  se  vendió  por  el  contrato  escriturado  de  19 
de  Mayo  de  1849,  no  puede  estimarse  el  primer  fundamento  de  casa¬ 
ción  alegado:. 

Considerando  que  tamooco  es  procedente  el  2°  por  cuanto  se  refiere 
á  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  hecha  por  la  Sala  sentenciadora 
sin  que  el  hecho  consignado  en  la  misma  se  impugne  en  la  forma  que 
prescribe  el  art.  1692,  caso  7o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Raimundo 
Villar  Gutiérrez,  como  marido  de  Doña  Dionisia  García  Díaz,  y  además 
como  curador  ad  litera  de  los  menores  D.  Andrés,  Doña  María  y  Don 
Pedro  García  Díaz,  al  que  en  los  conceptos  con  que  litiga  condenamos 
en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
Oviedo,  con  devolución  del  apuntamiento  y  documentos  remitidos. 
— (Sentencia  publicada  el  5  de  Octubre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta 
de  27  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (6  de  Octubre  de  1883).— Sala  prime¬ 
ra. — Reivindicación  de  terrenos. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Augusto  Cuevas  Camacho  con  el  Ayuntamiento ¿le  la  villa  del  Paso 
(Audiencia  de  las  Palmas),  y  se  resuelve: 

1°  Que  no  son  admisibles  los  motivos  de  casación  basados  en  un  su¬ 
puesto  inexacto  y  contrario  á  lo  expresamente  consignado  en  la  sen¬ 
tencia: 

-  2°  Que  cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos  y  testigos  y  la  Sa¬ 
la  sentenciadora ,  usando  de  las  facultades  que  la  competen ,  la  aprecia 
por  el  resultado  que  ambas  ofrecen ,  no  es  permitido  descomponerla  al 
propósito  de  alegar  infracciones  en  relación  al  valor  que  pueda  darse 
aisladamente  á  cada  uno  de  esos  elementos,  rompiendo  la  cohesión  y 
fuerza  que  naturalmente  se  prestan ,  sino  que  es  preciso  alegar  y  de¬ 
mostrar  que  la  apreciación  de  ese  conjunto  ha  sido  hecha  con  error  de 
derecho ,  citando  al  efecto  la  ley  ó  doctrina  legal  infringida ,  ó  con  error 
de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  de  los  cuales  apa¬ 
rezca  la  equivocación  evidente  del  Juzgador :  • 

--  3°  Que  la  jurisprudencia  que  el  Tribunal  Supremo  tiene  establecida , 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  2 1 ,  til.  29,  Partida  3a,  es  que  el  tene¬ 
dor  de  una  cosa  por  30  años  continuos  ó  más,  sin  habérsele  demanda¬ 
do  sobre  ella,  la  hace  suya  por  cualquiera  manera  que  oviese  la  te¬ 
nencia: 

4°  Que  si  la  Sala  sentenciadora  no  ha  desconocido  la  autenticidad  de 
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una  escritura  devenía,  sino  que  apreciándola  en  su  verdadero  valor  y 
sentido,  y  en  relación  con  los  demis  documentos  y  medios  probatorios 
utilizados  en  el  juicio,  ha  reputado  que  aqaélla  no  tiene  eficacia  para 
el  objeto  que  el  demandado  se  propuso  de  probar  su  mejor  derecho  sobre 
el  terreno  en  cuestión ,  aunque  la  tenga  pára  otros  efectos;  no  infringe  la 
ley  114,  tít.  18,  Partida  3a;  los  artículos  279  al  81  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil,  y  las  doctrinas  que  establecen  que  la  escritura  de  cim- 
pr a-venta  con  la  posesión  de  bienes  tomada  por  el  comprador  constituye 
un  titulo  perfecto  de  dominio  en  ellos ;  que  la  información  posesoria  que 
sirvió  para  la  inscripción  de  unos  bienes  en  el  Registro  de  la  propiedad 
es  suficiente  titulo  de  dominio  mientras  no  se  presente  otro  más  robusto 
en  contrarip-  que  habiéndose  reconocido  la  autoridad  y  eficacia  de  un 
documento,  son  tardías  y  extemporáneas  las  protestas  de  nulidad  que 
contra  el  mismo  se  alegaren  con  posterioridad ;  y  que  ninguno  puede  ir 
■ni  alegar  eficazmente  contra  sus  propios  actos ; 

Y  5o  Que  no  se  puede  fundar  el  recurso  de  casación  en  un  motivo  que 
favorece  al  recurrente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  G  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  la 
Palma  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  las  Palmas  por  el 
Ayuntamiento  de  la  villa  del  Paso,  representado  por  el  Procurador  Don 
Francisco  Egea,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Alvarado,'con 
D.  Augusto  Cuevas  Camacho,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  José 
García  Noblejas,  dirigido  por  el  Doctor  D.  Antonio  Domínguez  Alfonso 
•sobre  reivindicación  de  terrenos: 

Resultando  que  en  el  año  de  1837,  y  previo  el  expediente  necesario, 
se  separó  ó  segregó  de  la  villa  de  los  Llanos  parte  de  su  territorio,  que 
vino  á  formar  una  Municipalidad  ó  nuevo  pueblo  con  el  nombre  del 
Paso,  y  en  14  de  Agosto  de  dicho  año  el  Alcalde  primero  de  la  capital, 
«omisionado  por  la  Diputación  provincial  para  la  erección  del  nuevo 
Ayuntamiento  y  señalamiento  de  límites  de  su  territorio,  habiendo  exa¬ 
minado  los  puntos  por  donde  debía  hacerse,  conforme  lo  designaba  el 
plano  remitido  por  la  Superioridad,  á  cuya  operación  asistieron  el  Al¬ 
calde,  Procurador  Síndico  y  Secretario,  y  un  perito  inteligente  señaló 
los  límites  del  nuevo  pueblo,  comprendiéndose  dentro  de  ellos,  según 
•se  consigna  en  la  demanda,  unos  trozos  de  terreno  en  parte  montuosos 
conocidos  por  Los  Rincones,  lindantes  por  el  Norte  con  terrenos  de  los 
•  herederos  de  D.  José  Domingo  Sotomayor;  Sur  camino  que  iba  á  la 
Cumbre  Vieja  y  falda  de  la  montaña  de  los  Tomillos,  Naciente  Serra¬ 
nía  ó  Hilo  de  la  Cumbre  denominada  Palmita,  y  Poniente  dicho  camino 
q  ¡e  iba  á  la  Cumbre  Vieja,  terreno  de  D.  Leocadio  Pérez  y  Arenas  do 
los  Jabíes: 

Resultando  que  en  13  de  Marzo  de  1876  acudió  Doña  María  Cama¬ 
yo  y  Pino,  viuda  de  D.  Vicente  Cuevas,  al  Juez  municipal  de  la  villa 
del  Paso,  exponiendo  que  la  pertenecían  en  propiedad  unas  suertes  de 
tierra  de  250  fanegas  en  jurisdicción  de  aquel  pueblo  y  punto  denomi 
nado  Montaña  de  Enrique  y  Rincones:  linde  al  Norte  con  tierra  de  los 
herederos  de  D.  José  Domingo  de  Sotomayor;  al  Sur  Llanos  que  decían 
•de  los  Jabíes  y  Faldas  de  los  Rincones;  Naciente  con  Hilera  de  la  Cumbre 
Vieja,  y  Poniente  con  tierras  que  detentaban  D.  Antonio  Calero  y  Don 
José  Duque;  otra  suerte  de  terreno  erial  de  15  fanegadas,  donde  decían 
Hjyo  de  la  Montaña  de  Enrique,  limítrofes  por  los  cuatro  vientos  con 


JURISPRUDENCIA  CIVIL 


60 

tierras  proindivisas  del  término  que  llamaban  del  Ayudante  D.  Juan 
Acosta,  y  otra  suerte  en  dicha  Montaña  de  Enrique,  inmediata  al  Hoyo 
con  medida  de  dos  fanegadas,  lindante  por  Naciente  y  Poniente  con 
tierras  de  dicho  término  de  Acosta;  Norte  herederos  de  D.  José  Soto- 
mayor,  y  Sur  el  Hoyo  de  la  mencionada  Montaña  de  Enrique;  que  di¬ 
chas  tierras  las  había  adquirido  por  herencia  de  su  madre  Doña  Juana 
Pino  y  Taño  y  las  poseía  desde  el  año  1 8ol  en  que  falleció,  y  carecien¬ 
do  de  título  de  dominio  inscrito  por  ignorar  dónde  se  encontraba  el 
que  lo  justificase,  suplicó  que  con  audiencia  del  Fiscal  municipal  se  le 
admitiera  la  información  prevenida  en  el  art.  397  de  la  ley  Hipoteca¬ 
ria,  y  por  su  resultado  aprobar  el  expediente,  extendiéndose  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  propiedad  la  inscripción  de  la  posesión  solicita^: 

Resultando  que  con  su  escrito  presentó  una  certificación  librada  por 
el  Secretario  del  Ayuntamiento  del  Paso,  por  mandato  del  Alcalde  en 
23  de  Enero  de  dicho  año  1876,  haciendo  constar  que  las  fincas  descri¬ 
tas  por  Doña  María  Camaeho,  en  la  forma  antes  indicada,  no  aparecían 
amillaradas  ni  figuraban  á  nombre  de  la  solicitante  ni  de  ninguna  otra 
persona  en  los  catastros  de  riqueza  ni  en  ningún  otro  documento  del 
Archivo  del  Ayuntamiento,  ni  se  habían  tenido  en  cuenta  á  nadie  para 
hacer  los  repartimientos  de  la  contribución  territorial: 

Resultando  que  recibida  la  información  ofrecida  con  citación  y  au¬ 
diencia  del  Fiscal  municipal,  se  aprobó  por  el  Juez  en  auto  de  16  de  di¬ 
cho  mes  de  Marzo,  mandando  que  se  extendiera  en  el  Registro  de  la 
propiedad  del  partido  la  inscripción  solicitada,  sin  perjuicio  de  tercero; 
y  que  presentado  en  efecto  el  expediente  al  Registro,  se  suspendió  la 
inscripción  por  no  estar  terminados  los  índices,  anotándose  entre  tan¬ 
to  preventivamente: 

Resultando  que  por  escritura  de  30  de  Abril  de  1876,  Doña  María 
Camaeho  y  Pino  vendió  á  su  hijo  D.  Augusto  Cuevas  y  Camaeho  los 
tres  referidos  trozos  de  tierra,  que  repitió  la  pertenecían  por  herencia 
de  su  madre  en  precio  de  7.500  reales,  que  confesó  tener  recibidos  de 
su  referido  hijo,  el  cual  aceptó  la  escritura: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  del  pueblo  del  Paso  celebró  sesión 
extraordinaria  en  24  de  Abril  de  1876  con  motivo  de  la  moción  hecha 
por  el  Síndico  para  poner  á  cubierto  los  terrenos  del  común  del  pueblo 
de  las  usurpaciones  que  de  ellos  hacían  constantemente  diferentes  in¬ 
dividuos,  acordando  nombrar  por  apoderado  á  D.  Augusto  Cuevas  y 
Camaeho,  para  que  revisase  los  expedientes  y  títulos  de  propiedad 
existentes,  y  practicase  las  inspecciones  y  mediciones  que  creyera 1 
convenientes,  prestándosele  al  efecto  cuantos  auxilios  fueran  nece¬ 
sarios: 

Resultando  que  en  la  sesión  ordinaria  que  celebró  dicho  Ayunta¬ 
miento  del  Paso  en  1 1  de  Mayo  de  dicho  año  1876,  se  dió  cuenta  de 
una  instancia  suscrita  por  D.  Augusto  Cuevas,  acompañada  de  docu¬ 
mentos  justificativos  de  corresponderle  en  propiedad  Jos  Rincones  y 
otros  trozos  en  la  Montaña  de  Enrique,  en  virtud  de  compra  hecha  á  su 
madre,  á  fin  de  que  reconociéndole  como  dueño  de  aquellos  predios  se 
dejara  sin  efecto  el  remate  que  para  sembrar  patatas  se  había  verifica¬ 
do;  y  que  la  Corporación,  considerando  que  los  documentos  presenta¬ 
dos  eran  justos  y  legítimos  y  demostraban  evidentemente  la  posesidrf 
y  propiedad  de  Cuevas,  y  que  no  tenía  obstáculo  que  poner  en  contra¬ 
rio,  acordó  definitivamente  que  se  suspendiera  dicho  remate,  toda  vez 
que  reconocía  los  verdaderos  hechos,  y  que  se  extendiera  á  continuación 
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de  la  instancia’ certificación  de  este  acuerdo,  sin  perjuicio  de  la  aproba¬ 
ción  de  él  en  la  sesión  inmediata: 

Resultando  que  con  presentación  de  la  mencionada  escritura  de  30 
de  Abril  de  1 876  acudió  D.  Augusto  Cuevas  Camacho  al  Juez  de  pri¬ 
mera  instancia  de  Santa  Cruz  de  la  Palma  en  31  de  Mayo  de  187(¡,  so¬ 
licitando  que  se  le  diese  posesión  de  las  fincas  que  por  ella  había  ad- 

2uirido;  y  estimado  así  y  dada  para  ello  comisión  al  Juez  municipal 
el  pueblo  de  Paso,  se  le  dió  posesión  en  efecto  en  26  de  Junio  siguien¬ 
te,  para  lo  cual  se  constituyó  el  Juzgado  en  el  punto  llamado  Enrique 
y  Rincones,  jurisdicción  del  mencionado  pueblo: 

Resultando  que  en  lá  sesión  que  el  Ayuntamiento  del  pueblo  del 
Paso  celebró  en  24  de  Agosto  de  1876  se  dió  cuenta  de  una  instan¬ 
cia  que  D.  Juan  Díaz  y  Díaz  había  dirigido  á  la  Superioridad,  y  sobre 
la  cual  se  mandó  informara  el  Ayuntamiento  acerca  de  unos  terre 
nos  de  aquellos  Propios  que  tenia  arrendados,  y  de  los  cuales  había 
tomado  posesión  el  Teniente  Alcalde  de  los  Llanos  D.  Augusto  Cuevas 
Camacho,  donde  decían  los  Rincones;  que  el  Ayuntamiento  no  había 
consentido  que  Cuevas  tomara  posesión  del  predio  denominado  de  Los 
Rincones,  que  se  sacó  á  pública  subasta,  siendo  el  mejor  postor  D.  Juan 
Díaz,  no  habiéndosele  dado  posesión  por  carecer  de  la  autorización  que 
debía  dar  antes  la  Diputación  -provincial,  de  donde  sin  duda  nacía  la 
queja  del  reclamante;  que  el  Ayuntamiento  no  había  sido  despojado  en 
manera  alguna  de  lo  perteneciente  á  los  Propios  en  el  puesto  llamado 
Los  Rincones,  por  lo  cual  continuaba  en  la  administración  de  aquéllos, 
teniendo  únicamente  noticia  de  que  Cuevas  había  tomado  posesión  de 
unos  predios  en  la  Montaña  de  Enrique  y  Rincones  de  la  misma  Mon 
taña,  que  adquirió  é  título  de  compra  venta,  y  los  cuales  se  decían 
correspondían  á  particulares,  habiéndose  seguido  un  litigio  en  que  fué 
condenado  en  costas  el  Ayuntamiento;  siendo  tan  cierto  que  se  hallaba 
en  posesión  de  dichos  terrenos  el  Municipio,  que  ni  Cuevas  ni  ninguna 
otra  persona  había  penetrado  en  dicho  predio  á  destruir  ni  alterar  la 
mata  más  insignificante;  hallándose  dispuesto  á  impedirlo,  si  por  cual¬ 
quiera  se  intentara  cercenar  las  propiedades  del  Común;  con  lo  cual 
quedaba  evacuado  el  informe  que  se  pedia: 

Resultando  que  debidamente  autorizado  el  Ayuntamiento  del  Paso 
dedujo  en  20  de  Junio  de  1879  la  demanda  objeto  de  estos  autos  contra 
D.  Augusto  Cuevas  Camacho,  solicitando  en  uso  de  la  acción  real  que 
se  declarase  que  los  terrenos  y  predios  conocidos  por  Los  Rincones, 
sitos  en  término  municipal  de  la  villa  del  Paso,  como  bienes  propios 
del  Común  de  aquel  pueblo,  en  cuyo  concepto  se  le  señalaron  eti  la 
división  verificada  entre  éste  y  la  villa  de  los  Llanos,  correspondía  en 
posesión  y  propiedad  al  Ayuntamiento  demandante  como  bienes  del 
procomún,  ratificándose  además  en  la  continuada  posesión  que  hasta 
hacía  muy  poco  había  tenido,  y  en  su  consecuencia  se  condenase  á  Don 
Augusto  Cuevas  Camacho  á  dejar  libres  y  á  disposición  del  mismo  los 
mencionados  predios  con  los  demás  pronunciamientos  en  derecho  pro 
cedentes,  restituyéndolos  á  su  legítimo  y  verdadero  dueño,  como  de¬ 
tentador  que  era  de  aquéllos,  declarando  previamente  si  era  necesaria 
la  nulidad  del  expediente  posesorio  y  de  la  inscripción;  alegando  al 
efecto  que  los  terrenos  de  Los  Rincones  comprendidos  dentro  de  los 
límites  que  se  señalaron  al  término  municipal  del  Paso  pertenecieron 
antes  como  Propios  ó  del  Común  á  la  villa  de  los  Llanos,  y  pasaron 
bajo  este  mismo  concepto  por  estar  dentro  de  la  nueva  demarcación  ó 
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perímetro  del  nuevo  pueblo  á  formar  parte  con  otro  de  lós  terrenos  del 
común  de  aquella  Municipalidad;  que  desde  14  de  Agosto  de  1837,  en 
que  se  hizo  la  división  de  estos  pueblos,  había  estado  el  Ayuntamiento 
de  la  villa  del  Paso  en  quieta  y  continuada  posesión  de  esos  predios, 
arrendando  sus  pastos  y  terrenos  roturados  en  pública  subasta  casi 
lodos  los  años  á  diferentes  personas,  poseyéndolos  con  buena  fe  y  justo 
titulo,  por  más  de  40  años  sin  reclamación  de  ningún  género;  que  hacía 
dos  años  que  esta  posesión  había  sido  interrumpida  por  D.  Augusto 
Cuevas,  á  quien  el  Ayuntamiento  había  nombrado  por  su  apoderado, 
para  evitar  las  intrusiones  que  algunos  limítrofes  venían  haciendo,  y 
lejos  de  cumplir  su  comisión,  instruyó  un  expediente  posesorio  a  favor 
de  su  madre,  en  el  cual,  contra  la  verdad  de  los  hechos,  depusieron 
testigos  que  aseguraron  haber  estado  aquéllos  poseyendo  los  terrenos, 
por  lo  cual  terminado  que  fué,  inscribió  la  posesión  de  una  escritura  de 
compra  venta  que  su  referida  madre  hizo  de  los  mismos  predios,  con 
cuyos  actos  había  despojado  al  Ayuntamiento,  usurpando  ilegalmente 
dichos  terrenos,  que  pertenecían  al  Municipio  en  pleno  dominio;  que 
aunque  le  fué  reconocida  á  D.  Augusto  la  escritura  que  presentó,  esto 
podía  perjudicar  al  Ayuntamiento,  porque  sufrió  un  error  de  hecho, 
creyendo  equivocadamente  que  se  trataba  y  posesionaba  de  unos  predios 
y  rincones  de  la  Montaña  de  Enrique,  y-node.los  propiamente  llamados 
Los- Rincones,  que  eran  del  Municipio,  siendo  esto  tan  cierto  que  al 
tener  noticia  de  su  error,  con  consulta  de  Letrados  acordó  deducir  aque¬ 
lla  demanda: 

Resultando  que  D.  Augusto  Cuevas  Ca macho  la  impugnó,  negando 
que  los  terrenos  llamados  Los  Rincones  hubieran  pertenecido  nunca  á 
la  villa  de  los  Llanos,  estando  comprendidos  dentro  de  los  que  se  cono¬ 
cían  con  los  nombres  de  Blas  Alfonso  y  término  de  Enrique;  que  Sebas¬ 
tián  Martín,  vecino  de  Tijarafe,  otorgó  escritura  en  2  de  Setiembre  de 
1840  del  primero  de  dichos  dos  términos  á  favor  de  Blas  Alfonso,  que 
lo  era  del  lugar  del  Paso,  declarando  que  hacía  12  años,  poco  más  ó 
menos,  que  lo  había  vendido  al  propio  Blas  Alfonso;  que  por  ejecutoria 
de  la  Audiencia  de  aquellas  islas  de  16  de  Enero  de  1635,  fué  declarado 
el  segundo  de  dichos  términos  á  favor  de  Cristóbal  González,  que  traía 
causa  del  Ayudante  D.  Juan  de  Acosta  y  su  mujer  María  Roca  de  León 
y  presentada  esta  provisión  al  Juzgado  por  el  Alférez  Andrés  Martín  de 
Alcalá,  fué  protocolizada  en  el  Registro  de  instrumentos  públicos  del 
Escribano  D.  Juan  de  Alarcón  en  14  de  Febrero  del  mismo  año  de  1635; 
que  en  7  de  Agosto  de  1713  fué  aprobada  por  el  Juzgado  una  parli-, 
cióft  de  los  bienes  que  habían  sido  de  los  citados  D.  Juan  Acosta  y  su’ 
mujer,  y  entre  éstos  el  mencionado  término  de  Enrique,  de  suerte  qu9 
al  verificarse  la  división  del  antiguo  pueblo.de  Los  Llanos  y  formarse 
el  nuevo  del  Paso  en  el  año  de  1837,  hacía  ya  por  lo  menos  209  años 
que  el  término  de  Blas  Alfonso  dentro  del  cual  estaba  comprendida  la 
mayor  parle  de  los  terrenos  nombrados  Los  Rincones,  era  de  propiedad 
particular,  y  202  años  que  lo  era  también  el  término  de  Enrique,  den 
tro  del  cual  estaba  comprendida  la  otra  parte  de  dicho  terreno  de  Los 
Rineones:  que  era  inexacto  que  el  Ayuntamiento  de  El  Paso  hubiera 
poseído  nunca  los  predios  de  que  se  trataba  por  no  haber  sido  jamás 
dueño  de  ellos;  y  si  en  algún  tiempo  lo  fué  el  de  Los  Llanos,  de  que  El 
Paso  formaba  parte,  que  no  constaba  lo  hubiera  sido,  dejó  de  serlo  por 
lo  menos  desde  el  año  1618  respecto  i  la  porción  de  dichos  predios, 
que  correspondía  a!  término  de  Blas  Alfonso;  y  desde  el  de  1635  res- 
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pecto  á  la  qué  correspondía  al  de  Enrique;  de  modo  qne  si  el  Ayunta¬ 
miento  de  El  Paso  había  arrendado  pastos  y  terrenos  roturados  de  ios 
predios  en  cuestión,  había  cometido  seguramente  por  un  error  y  sin 
quererlo  una  verdadera  usurpación:  que  eran  asimismo  inexactos  los- 
demás  hechos  de  la  demanda,  puesto  que’  constaba  en  un  expediente 
posesorio  la  posesión  de  Doña  María  Camacho  de  los  terrenos  en  cues 
tión  desde  el  año  de  1851;  y  que  el  Ayuntamiento,  previo  examen  y 
antecedentes,  reconoció  á  Cuevas  como  dueño  que  había  tomado  ante¬ 
riormente  posesión  judicial  de  los  terrenos: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Pal¬ 
mas  dictó  en  17  de  Enero  de  1 882  sehtencia  revocatoria  declarando  que 
al  Ayuntamiento  de  El  Paso  corresponde  en  propiedad  y  posesión  en 
concepto  de  bienes  de  Propios  el  terreno  llamado  Los  Rincones,  que 
linda  al  Norte  con  otros  de  D.  José  Sotomayor;  Este  serranía  de  la 
Cumbre  de  Palmita;  Sur  camino  de  la  Cumbre  Vieja  y  falda  de  la  mon¬ 
taña  de  los  Tomillos,  y  Oeste  el  mismo  camino,  terreno  de  D.  Leocadio 
Pérez  y  Arenas  de  los  Jabíes;  condenando  á  D.  Augusto  Cuevas  Cama¬ 
cho  á  dejar  á  disposición  del  expresado  Ayuntamiento  los  referidos  te¬ 
rrenos  si  alguno  de  ellos  se  encontraba  comprendido  en  la  escritura  de 
venta  otorgada  á  su  favor  por  Doña  María  ¿amacho,  pudiendo  las  par¬ 
tes,  con  testimonio  de  esta  sentencia  luego  que  fuera  ejecutoria,  pedir 
en  el  Registro  de  la  propiedad  las  inscripciones  y  rectificaciones  que 
procedieran: 

Resultando  que  D.  Augusto  Cuevas  Camacho  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

1°  El  principio  de  derecho  adore  non  probante  reus  est  absolvendus ; 
la  ley  1*,  tit.  14,  Partida  3*,  que  dice  que  la  prueba  pertenece  al  de¬ 
mandador  cuando  la  otra  parte  negare  la  demanda  ó  la  cosa  del  hecho, 
y  si  no  lo  probare,  deben  dar  por  quito  al  demandado  de  aquella  cosa 
que  no  fué  probada  contra  él;  la  doctrina  establecida  en  la  jurispruden¬ 
cia  de  este  Supremo  Tribunal  de  que  el  principio  y  la  disposición  legal 
citadas  se  refieren  y  son  aplicables  al  caso  en  que  el  actor  no  ha  pi  e- 
sentado  prueba  suficiente  para  justificar  su  pretensión  según  lo  había 
estimado  la  Sala,  sentencia  de  25  de  Setiembre  de  1874;  doctrina  repe¬ 
tida  por  este  Tribunal  Supremo  en  múltiples  sentencias  en  que  esta¬ 
blece  que  los  hechos  consignados  como  ciertos  en  la  sentencia  recurri¬ 
da  deben  ser  los  supuestos  de  las  cuestiones  de  derepho  que  se  promue¬ 
van  al  recurrir  en  solicitud  de  la  casación  de  la  misma  sentencia  14  de 
de  Octubre  de  1867,  6  de  Noviembre  de  1873  y  24  de  Junio  de  1875, 
por  cuanto  apareciendo  de  los  hechos  y  consideraciones  del  fallo  mis¬ 
mo  que  la  Sala  no  estimaba  probado  el  hecho  que  fundaba  y  motivaba 
la  demanda,  no  se  absolvía  de  ella  al  demandado,  y  por  el  contrario  se 
le  condenaba: 

2o  El  principio  inconcuso  de.  derecho  que  establece  que  en  las  de¬ 
mandas  por  acción  reivindicatoría  el  actor  debe  probar  el  dominio  de 
la  cosa  demandada;  la  doctrina  consignada  en  este  sentido  en*  la  sen¬ 
tencia  de  este  Tribunal  de  18  de  Mayo  de  1866,  en  que  se  dice  que  para 
que  puede  establecerse  y  en  su  día  prosperar  la  acción  reivindicatoría 
es  preciso  determinar  la  cosa  que  se  pide  y  acreditar  su  dominio,  y  la 
que  contiene  la  sentencia  de  6  de  Enero  (no  dice  más)  y  muchísimas 
otras  diciendo  que  para  ejercitar  la  acción  reivindicatoría  se  necesita 
acreditar  el  dominio  de  la  cosa  que  se  trata  de  reivindicar;  la  ley  22, 
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tit.  11,  Partida  3a,  en  que  está  contenido  el  anterior  principio,  decla¬ 
rando  el  pro  que  nace  de  los  tenedores  de  las  cosas,  téngalas  ó  no  con 
derecho,  y  la  jurisprudencia,  conforme  con  esta  ley,  sentada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencjas  de  14  de  Mayo  de  1867  y  21  de  Octu¬ 
bre  de  1880  de  que  cuando  s*e  ejercita  una  acción  reivindicatoría  in¬ 
cumbe  al  actor  la  prueba  del  dominio  sobre  la  cosa  demandada,  y  no 
verificándolo  debe  ser,  conforme  á  ía  ley  de  la  Partida  citada,  absuelto 
de  la  demanda  el  poseedor  de  la  cosa  toda  vez  que  el  fallo  era  conde¬ 
natorio,  en  vez  de  absolutorio,  refiriéndose  la  doctrina  citada  á  loque 
en  especial  necesitaban  acreditar  los  aue  interponían  la  acción  reivin¬ 
dicatoría,  que  era  el  caso  de  autos,  conteniendo  el  fallo  una  condena, 
cuyos  términos  implícitamente  declaraban  que  la  Sala  no  estimaba 
acreditado  el  dominio  del  Ayuntamiento  sobre  los  bienes  comprendidos 
en  la  escritura  de  venta  otorgada  por  Doña  María  Camacho  al  deman¬ 
dado,  cuyos  bienes  eran  la  cosa  pedida  por  el  actor  en  concepto  de  co¬ 
rresponderle  y  tenerla  detentada  el  demandante: 

3*  La  ley  25,  tit.  2o  de  la  Partida  3a;  el  art.  224  de  la  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  y  reiteradas  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal,  según 
las  cuales  para  que  procedan  la  reivindicación  de  una  ó  diversas  fincas, 
es  indispensable  determinar  éstas  en  la  demanda  señaladamente  y  con 
precisión,  fijando  su  situación,  cabida  y  linderos,  y  demostrar  durante 
el  juicio  que  las  fincas  demandadas  son  las  mismas  á  que  se  refieren  los 
documentos,  títulos  y  demás  medios  de  prueba  en  que  el  demandante 
funda  su  reclamación;  doctrina  redactada  en  estos  términos  en  la  sen¬ 
tencia  de  Io  de  Mayo  de  1 867,  refiriéndose  á  la  ley  25,  lít.  11  de  la  Par¬ 
tida  3a,  que  también  citaba  como  infringida,  yá  repetidos  fallos  de 
este  mismo  Supremo  Tribunal;'  estableciendo  la  propia  doctrina  otra 
sentencia  posterior  de  4  de  Abril  de  1868,  que  citaba  como  infringida, 
declarando  que,  para  reivindicar  una  cosa  que  se  suponía  detentada  era 
indispensable  que  el  demandante  justificase  el  derecho  con  que  la  pe¬ 
día  y  la  identidad  de  la  cosa  misma;  doctrina  que  repetían  muchas  sen¬ 
tencias,  como  la  de  22  de  Marzo  de  1880,  declarando  que  la  acción  rei¬ 
vindicatoría  no  podía  prosperar  si  la  parte  que  la  ejercitaba  no  probaba  el 
dominio  sobre  la  cosa  litigiosa  y  la  identidad  de  la  misma,  toda  vez  que 
la  Sala,  no  considerando  probada  la  identidad  entre  las  fincas  cuyo  do¬ 
minio  declaraba  á  favor  del  Ayuntamiento,  y  las  que  poseía,  y  según  el 
actor  detentaba  el  demandado  desde  su  compra  á  Doña  María  Camacho 
dejaba  sin  embargado  absolver  á  éste: 

4*  La  misma  ley  Ia,  tít.  14  de  la  Partida  3*,  citada  en  el  primer  fun¬ 
damento  del  recurso,  que  manda  dar  por  quito  al  demandado  de  aque¬ 
lla  cosa  que  no  fué' probada  contra  él:  la  doctrina  sentada  en  la  senten¬ 
cia  de  25  de  Noviembre  de  1874,  citada  en  el  mismo  fundamento,  on 
cnanto  que  la  absolución  procede  cuando  el  actor  ba  presentado  prue¬ 
bas  suficientes  para  acreditar  su  pretensión,  según  había  estimado  la 
Sala,  y  la  doctrina  y  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  conteni- 
da-en  las  sentencias  citadas  en  el  tercer  fundamento,  fechas  1°  de  Mar¬ 
zo  de  1867  y  22  de  Marzo  de  1880,  en  la  primera  de  las  cuales  se  esta¬ 
blece  que  para  que  proceda  la  acción  reivindicatoría,  según  la  ley  25, 
tit.  2o,  Partida  3*, 'es  indispensable  determinar  la  cosa  pedida  y  demos¬ 
trar  durante  el  juicio  que  las  fincas  demandadas  son  las  mismas  á  que 
se  refieren  los  documentos,  títulos  y  demás  medios  de  prueba  en  que  el 
demandante  funda  su  reclamación,  doctrina  que  reproducía  la  otra  sen  - 
tencia  resolviendo  que  la  aceión  reivindicaloria  no  puede  prosperar  si 
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ia  parte  que  la  ejercita  no  prueba  el  dominio  de  la  cosa  litigiosa  y  la  iden¬ 
tidad  de  la  misma;  ley  y  doctrina  que  se  infringían  por  la  sentencia  re¬ 
currida,  no  sólo  en  el  sentido  y  concepto  expuesto  anteriormente,  sino 
también  en  cuanto  remitiendo  para  otro  momento  y  otro  procedimien¬ 
to  posterior  la  declaración  sobre  la  identidad,  en  vez  de  absolver,  se  fal¬ 
taba  á  lo  dispuesto  en  dichas  leyes  y  doctrina,  porque  no  habiendo  sido 
probada  esa  identidad  durante  el  juicio  antes  de  la  sentencia,  ésta  tenia 
que  ser  absolutoria: 

5o  La  ley  29,  tít.  2o  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina  establecida  con¬ 
forme  á  la  misma  de  que  uno  de  los  tres  requisitos,  título  de  dominio 
sobre  la  cosa  reclamada,  tenencia  de  ella  por  aquél  á  quien  se  reclama 
é  identidad  entre  la  cosa  designada  en  el  título  que  la  poseía  por  el  de¬ 
mandado,  que  necesitaba  probar  en  juicio  el  que  interponía  la  deman¬ 
da  reivindicatoría  para  que  esta  prevaleciera,  era  que  el  demandado 
poseyera  la  cosa  que  se  demandaba;  la  doctrina  consignada  en  muchas 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  declarando  que  la  acción  reivin¬ 
dicatoría  ejercitada  por  el  que  se  cree  dueño  de  alguna  cosa  sólo 
puede  dirigir  contra  el  tenor  de  ella,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  29,  tít.  2o,  Partida  3a  (10  de  Abril  de  1872);  y  que  cuando  se  man¬ 
da  á  uno  restituir  lo  que  no  tiene  y  posee  otro,  se  infringe  la  ley  29,  tí¬ 
tulo  2o,  Partida  3*,  que  establece  que  la  acción  reivindicatoría  sólo  pue¬ 
de  dirigirse  y  estimarse  contra  el  deudor  de  la  cosa,  pues  la  sentencia 
no  absolvía  al  demandado,  á  pesar  de  que  no  apreciaba  como  probado, 
y  antes  bien  estimaba  lo  contrario,  que  las  fincas  que  el  demandado  po¬ 
seía,  y  que  el  actor  suponía  en  su  demanda  que  le  detentaba,  fueran  las 
mismas  que  declaraba  la  Sala  propiedad  del  demandante: 

6”  La  ley  5a,  tít.  22  de  la  Partida  3a,  que  ordena  que  el  Juez  falle 
según  lo  que  él  entendiere  que  fué  averiguado  ó  razonado  ante  él;  la 
ley  3a  de  los  mismos  titulo  y  Partida,  que  dispone  que  cavada,  escu  • 
driñada  é  sabida  la  verdad  del  hecho,  debe  ser  dado  todo  juicio,  y  la  16, 
que  dispone  que  el  Juez  debe  catar  qué  cosa  es  sobre  la  que  contienden 
las  partes,  en  qué  manera  hacen  la  demanda  y  qué  averiguamiento  ó 
prueba  es  hecha  sobre  ella,  y  entonces  deben  dar  juicio  sobre  aquella 
cosa  y  el  principio  de  derecho  conforme  con  los  anteriores  preceptos  ad¬ 
mitido  en  la  jurisprudencia  y  en  repetidas  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal,  entre  otras,  en  las  de  23  de  Marzo  de  187o  y  Abril  de  1877, 
según  el  cual  para  que  la  sentencia  sea  congruente  debe  fallarse  el  jui- 
cio  juxta  alégala  et  probala,  por  cuanto  el  fallo  no  se  ajustaba  á  nin  gu- 
na  de  las  peticiones  y  alegaciones  hechas  por  las  partes; 

7°  La  ley  2a,  tít.  22,  Partida  3a,  que  dispone  que  la  sentencia  debe 
poner  fin  i  la  demanda,  quitando  ó  condenando  al  demandado,  toda 
vez  que  se  pronunciaba  una  condena  que  hacía  necesario  otro  juicio 
que  decidiera  si  los  bienes  que  poseía  el  demandado  pertenecían  al  ac¬ 
tor;  la  ley  13  del  mismo  título  y  Partida,  que  dispone  que  no  debe  va¬ 
ler  el  juicio  que  diese  el  Juzgador  no  sabiendo  la  verdad  del  pleito,  si 
después  la  quisiese  saber,  y  que  no  es  valedero  el  juicio  en  que  no  es 
dado  el  demandado  por  quito  ó  por  vencido;  pues  se  revocaba  la  sen 
tencia  del  Juez  que  resolvía  en  definitiva  la  demanda,  pronunciando 
unaque  dejaba  para  después  saber  y  aclarar  un  punto  de  que  dependía 
la  misma  condena  que  se  hacía;  la  ley  16,  título  22,  Partida  3*,  y  la 
doctrina  establecida  conforme  á  la  misma  por  este  Tribunal  Supremo  en 
su  fallo  de  13  de  Noviembre  de  1880  de  que  las  sentencias  deben  ajus¬ 
tarse,  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes,  sino  á  la  mane- 
tomo  53  5 
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raen  que  hacen  la  demanda,'  ó  sea  la  accióaque  ejercitan  y  razón  legal 
en  que  se  apoyan,  siendo  en  otro  caso  nulas  con  las  declaraciones  que 
contienen;  el  art.  61  de  la  anterior  ley  de  Enjuiciamiento  civil  corres 
pondiente  á  los  artículos  359,  360  y  361  de  la  actual,  en  cuanto  se 
aplazaba  la  resolución  de  las  peticiones  formuladas  por  las  partes,  la 
del  actor  pidiendo  los  bienes  y  la  del  demandado  que  se  le  absolviera  de 
esta  petición;  la  sentencia  de  5  de  Diciembre  de  1874,  en  que  se  decla¬ 
ran  de  observancia  el  art.  81  y  las  leyes  de  Partida  citadas,  procedien¬ 
do  en  otro  caso  al  recurso  de  casación;  la  propia  doctrina  de  este  Su¬ 
premo  Tribunal  con  relación  de  las  indicadas  leyes  en  un  caso  como  el 
actual,  consignada  en  sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1880,  en  que  se 
establece  que*fijadas  claramente  las  pretensiones  de  las  partes,  el  Tri¬ 
bunal  sentenciador  ha  de  resolver  sobre  ellas,  admitiéndolas  6  dene¬ 
gándolas  de  una  manera  clara  y  precisa,  toda  vez  que  no  se  admitía  ni 
negaba  de  un  modo  preciso  las’pretensiones  contradictorias  de  ninguno 
de  los  contendientes  ni  en  todo  ni  en  parte;  y  la  ley  Ia,  tít.  14  de  la 
Partida  3a  y  dcctrina  contenida  en  las  sentencias  de  25  de  Noviembre 
de  1874,  Io  de  Marzo,  6,  7  y  22  de  Mayo  de  1880,  citadas  ya  en  el  4o 
fundamento,  y  que  volvían  á  citarse  por  resultar  infringidas  por  razón 
de  congruencia,  toda  vez  que  se  aplazaba  para  hacerlo  objeto  de  prue¬ 
ba  y  decisión  ulteriores  la  identidad  de  las  fincas’  objeto  de  la  reivindi¬ 
cación: 

8o  La  ley  5a,  tít.  22,  Partida  3a,  que  dice  que  señaladamente  debe 
ser  escrito  en  el  juicio  como  quita  ó  condena  al  demándado  en  toda  la 
demanda  ó  de  cierta  parte  de  alia,  según  él  entendiese  que  fué  averi¬ 
guado  é  razonado  ante  él ;  la  ley  16  del  mismo  título  y  Partida,  que 
manda  que  los  Juzgadores  digan  ciertamente  la  cosa  ó  cuantía  de  que 
condenan  ó  quitan  al  demandado,  expresándolo  en  el  fallo  con  certeza 
en  sí  misma  ó  por  referencia  á  la  demanda  y  pleito  seguido;  y  la  doc¬ 
trina  conforme  á  estas  leyes  establecida  en  la  jurisprudencia  de  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  29  de  Diciembre  de  1854,  que  decla¬ 
ra  que  la  condenación  debe  ser  de  cosa  cierta  y  determinada,  repetida 
en  otras  muchas,  entre  ellas,  en  la  de  17  de  Junio  de  1862,  en  cuanto 
la  sondena  que  hacia  la  sentencia  al  demandado  era  tan  poco  señalada 
y  cierta,  como  que  dados  sus  términos  podría  resultar  tanto  de  lo  pedi¬ 
do  en  la  demanda  como  de  una  fracción  de  las  infinitas  que  podrían 
mediar  entre  el  cero  y  la  unidad: 

9°  En  la  apreciación  de  la  prueba  sobre  existencia  del  título  trasla¬ 
tivo  de  dominio,  la  fuerza  probatoria  y  el  contenido  del  acta  de  I  4  de 
Agosto  de  1837,  reducida  á  que  en  ella  un  comisionado  de  la  Diputa¬ 
ción  señaló  los  limites  del  pueblo  de  El  Paso  y  la  de  la  certificación  del 
acuerdo  de  la  Diputación  provincial  concediendo  autorización  al  actor 
para  interponer  su  demanda,  pues  ni  aquella  acta  había  tenido  otro 
objeto  ni  efecto  que  el  de  demorar  el  término  jurisdiccional,  ni  esta 
autorización  que  el  de  hacer  admisible  la  demanda,  pero  en  modo  algu¬ 
no  probarla;  la  doctrina  contenida  en  la  ley  10,  tít.  14,  Partida  3a,  y 
en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Agosto  de  1862  y 
de  1863,  4  de  Febrero  de  1865.  3  de  Julio  de  1872,  16  de  Julio  de  1875 
y  16  de  Mayo  de  1877,  exigiendo  al  que  intenta  reivindicar  una  cosa 
con  justo  título  traslativo  de  dominio  especial  y  cierto  sobre  la  misma 
cosa  objeto  de  la  reivindicación,  por  cuanto  el  acta  no  contenía  acto 
alguno  que  el  derecho  reconociera  como  título  para  trasmitir  el  domi¬ 
nio  de  las  cosas  ni  nada  relativo  á  bienes  de  Propios;  infringiéndose 
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además  los  artículos  86  y  89  de  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1823  y  el  ar¬ 
tículo  4o  del  Real  decreto  para  el  arreglo  de  los  Ayuntamientos  de  23 
de  Julio  de  1835: 

10.  La  doctrina  re  derecho  confirmada  por  este  Tribunal  Supremo  y 
establecida  con  referencia  á  la  misma  ley  10,  tít.  14,  Partida  3*  antes 
citada,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  22  de  Marzo  de  1867,  según  la 
cual  un  título  universal  es  insuficiente  por  sí  solo  para  reivindicar  una 
finca,  si  no  se  prueba  que  esta  pertenecía  á  la  persona  de  quien  se  trae 
causa,  porque  aun  cuando  por  el  mero  hecho  de  la  creación  del  Ayun¬ 
tamiento  hubiera  trasmisión  ó  sucesión  legítima  en  la  universalidad  de 
los  derechos  de  dominio  particular  ó  propiedad  privada  del  antiguo 
Ayuntamiento  al  nuevo  sobre  cosas  que  quedaban  comprendidas  dentro 
de  los  límites  jurisdiccionales  de  éste,  según  esta  doctrinasería  necesa¬ 
rio  que  resultara  probado  por  el  nuevo  Ayuntamiento  demandante  y 
que  la  Sala  hubiera  apreciado  que  la  finca  de  Los  Rincones  perteneció 
ai  Ayuntamiento  de  Los  Llanos,  lo  cual  ni  la  Sala  había  apreciado  ni 
podido  apreciar,  pues  ni  siquiera  se  había  intentado  prueba  alguna  so¬ 
bre  el  particular: 

11 .  El  art.  76  de  la  Constitución  del  Estado  de  30  de  Junio  de  1876, 
que  comete  exclusivamente  á  los  Tribunales  la  potestad  de  aplicar  las 
leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales;  la  recta  inteligencia  del  ar¬ 
ticulo  86  de  la  ley  Municipal  vigente  de  2  de  Octubre  de  1877,  que  es¬ 
tablece  como  necesaria  la  autorización  de  la  Diputación  provincial  pa¬ 
ra  establecer  pleitos  á  nombre  de  los  pueblos  menores  de  4.000  habí  - 
tantes,  precepto  que  contenía  el  art.  81  de  la  ley  Municipal  de  1870.  y 
Real  decreto  aclaratorio  del  mismo  articulo  de  23  de  Marzo  de  1873, 
que,  revocando  un  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  de  Almería,  dene¬ 
gatorio  de  la  autorización  para  entablar  una  demanda  reivindicatoría 
solicitada  por  el  Ayuntamiento,  declara  que  no  ha  do  entrarse  en  el 
examen  del  derecho  que  pueda  asistir  al  Ayuntamiento  respecto  á  la 
posesión  y  propiedad  de  las  fincas  que  menciona,  y  no  apreció  las  con¬ 
sideraciones  que  sobre  ese  mismo  derecho  adujo  la  Comisión  provin¬ 
cial,  porque  semejantes  cuestiones  son  siempre  de  la  exclusiva  compe¬ 
tencia  de  las  Autoridades  judiciales;  el  principio  de  derecho  que  hace 
relación  al  precepto  constitucional  citado,  establecido  con  repetición 
en  la  jurisprudencia,  entre  otras  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal 
de  27  de  Febrero  de  1871,  según  el  cual  los  derechos  civiles  que  los 
particulares  tienen  garantidos  por  las  leyes  comunes  no  pueden  ser 
modificados,  alterados  ni  de  modo  alguno  vulnerados  por  disposicio¬ 
nes  del  orden  puramente  gubernativo,  y  menos  había  de  ser  por  las 
consideraciones  y  apreciaciones  que  sirvieron  á  éstos  de  fundamento; 
la  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de  1873,  que  establece  que  la  cues¬ 
tión  de  si  ciertos  bienes  pertenecen  al  Ayuntamiento  en  concepto  de 
comunales^  ó  bien  á  un  particular  como  asunto  referente  á  la  propie¬ 
dad,  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Tribunales;  el  párrafo  pri¬ 
mero  del  art.  597  y  los  artículos  279,  280  y  281  déla  anterior  ley  de 
Enjuiciamiento,  el  primero  de  los  cuales  limita  los  medios  de  prueba  á 
los  que  expresa  el  segundo,  en  cuanto  no  consideraba  como  documen¬ 
tos  públicos  otras  actuaciones  que  las  judiciales,  y  el  tercero,  porque 
exige  para  todo  documento  público  que  se  coteje  con  sus  originales  ó 
se  haya  traído  al  pleito  sft  citaéión;  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  3a,  se¬ 
gún  cuyo  precepto,  sancionado  por  la  jurisprudencia,  las  costas  sólo 
valen  para  probar  lo  que  ellos  dicen  ó  los  pleitos  para  que  fueron  he- 
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chas,  17  de  Abril  de  1872;  y  que  sólo  son  eficaces  al  objelo  del  pleito 
cuando  se  refieran  concretamente  á*las  cuestiones  que  en  él  se  discu¬ 
tan,  22  de  Junio  de  1867;  y  por  último,  las  leyes  1*  y  7a,  tít.  14  de  la 
Partida  3a,  que  imponen  al  demandante  la  obligación  de  probar  su  de  - 
manda  con  prueba  que  deba  ser  dada  ante  el  juzgador  ante  quien  peu 
de  el  juicio,  toda  voz  que  en  el  fallo  declaraba  el  dominio  á  favor  del 
Ayuntamiento:  no  por  la  apreciación  de  la  Sala,  sino  remitiéndose  á  la 
apreciación  de  la  Diputación  provincial  como  Autoridad  en  la  materia 
para  resolver  si  el  Ayuntamiento  había  justificado  ó  no  título  de  domi 
nio  apropiado  para  presentar  la  demanda  reivindicatoría  de  la  finca 
particular  de  que  se  trataba: 

12.  En  cuanto  se  fallaba  con  arreglo  á  la  prueba  testifical  del  acl  >r 
sobre  los  límites,  cabida  y  situación  de  la  finca,  sin  que  hubiera  otra 
clase  de  prueba  conducente  al  propio  fin,  haciendo  tal  apreciación  de 
la  prueba  testifical,  sin  examinar  y  rechazando  la  tacha  propuesta  de 
ser  los  testigos  vecinos  de  El  Paso:  el  uúm.  3’  del  art.  380  de  la  I  y 
de  Enjuiciamiento  civil;  la  doctrina  legal  y  la  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo  establecida,  entre  otras,  en  sentencia  de  22  de  Mar¬ 
zo  de  1869  en  que  se  declara  que  las  leyes  de  Partida  que  tratan  de  la 
fuerza  de  los  dichos  de  los  testigos  se  hallan  esencialmente  modifica¬ 
das  por  la  de  Enjuiciamiento  civil;  y  en  la  de  10  de  Enero  de  1872,  en 
que  se  declara  especialmente  que  las  leyes  <8,  27  y  32  del  tít.  46  de  la 
Partida  3a  han  sido  asimismo  derogadas;  la  ley  18,  tít.  16  de  la  Partida 
3a,  citada  en  la  sentencia,  que  permitía  á  los  del  Concejo  dar  testimo¬ 
nio  en  el  pleito  del  Concejo,  porque  este  privilegio,  según  la  recta  in¬ 
terpretación  de  Gregorio  López,  no  podía  admitirse  cuando  el  pleito 
versaba  sobre  pastos,  montes,  etc.,  en  que  había  uu  interés  material  de 
todos  y  cada  uno,  bastando  saber  para  que  se  viera  hasta  qué  punto 
no  estaba  en  oso  dicha  ley,  que  ni  en  los  negocios  contenciosos  para 
exceptuar  los  bienes  de  los  Ayuntamientos  de  la  desamortización  se 
estimaba  que  los  vecinos  del  Concejo  tuvieran  fuerza  legal,  como  lo 
demostraba  la  sentencia  de  30  de  Enero  de  1874  y  otras  dictadas  por 
este  Supremo  Tribunal;  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
toda  vez  que  la  sentencia  despreciaba,  en  lugar  de  sujetar  á  su  apre¬ 
ciación  y  á  las  reglas  de  sana  crítica,  la  prueba  de  tachas  propuesta 
por  considérarlá  ilegal,  negándose  á  calificarla  y  estimarla  según  su 
resultado;  la  doctrina  sentada  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo  conforme  al  mismo  art.  320  citado,  sentencia  de  12  de  Mayo 
de  1875,  de  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  la  fuerza  probatoria 
de  los  testigos  y  las  tachas  puede  y  debe  calificarlas,  y  siendo  ciertas 
anular  ios  dichos  de  los  testigos;  y  la  doctrina  consignada  en  sentencia 
de  8  de  Junio  de  1866,  de  que.según  la  regla  de  sana  crítica  no  debe 
estimarse  probado  un  hecho  contestado  sólo  por  testigos  con  tacha 
legal,  doctrina  que  tenía  aplicación  al  caso  presente  si  se  supusiera  uo 
haberse  cometido  las  situaciones  precedentes,  y  se  entendiera  contra  su 
propia  manifestación  que  la  Sala  había  hecho  la  calificación  y  aprecia 
ción  de  esas  mismas  tachas  que  dejó  de  apreciar,  porque  según  decía 
la  estimaba  ilegal  ó  no  admisible  en  juicio: 

13.  Al  estimar  la  Sala  como  base  del  fallo  la  posesión  alegada  más 
ó  menos  justa  ó  de  buena  fe,  como  parecía  que  hacía  al  buscar  la  exis  ■ 
leticia  de  un  título  que  le  diera  ese  carácter,  la  doctrina  legal  consig 
nada  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tril  unal  de  28  de  Diciembre 
de  1866  y  16  de  Mayo  de  1867,  de  que  si  bien  la  acción  reivindicatoría 


i 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


69 


exige  que  el  dominio  de  que  nace  so  acredite  por  alguno  de  los  títulos 
legales,  es  equivalente  según  derecho  la  prueba  de  la  posesión  inme¬ 
morial,  no  bastando  al  demandado  por  acción  reivindicatoría  la  pose¬ 
sión  de  30  años  con  buena  fe  si  no  ha  probado  la  posesión  inmemorial, 
porque  sin  ésta  es  improcedente  la  reivindicación; 

Y  14.  Y  que  habiendo  probado  el  demandado  la  excepción  de  domi¬ 
nio  que  propuso,  no  haciéndose  esta  apreciación  en  vista  de  la  escritu¬ 
ra  de  compra,  de  la  posesión  de  la  cosa  comprada  tomada  por  el  de¬ 
mandado,  del  reconocimiento  solemne  por  parte  del  actor  de  la  legiti 
midad  de  esta  titulación  y  de  la  verdad  del  derecho  que  la  misma  de¬ 
mostraba  á  favor  del  demandado,  la  doctrina  sentada  en  sentencia  de 
22  de  Febrero  de  1876  con  referencia  á  las  leyes  46,  tit.  28,  y  114,  tí¬ 
tulo  18,  Partida  3a,  de  que  la  escritura  de  compra  venta  con  la  pose 
sión  de  bienes  lomada  por  el  comprador  constituye  un  titulo  perfecto 
de  dominio  en  ellos;  pues  los  Tribunales  no  tenían  la  libre  apreciación 
racional  de  la  prueba  documental,  sino  que  había  de  hacerse  conforme 
á  preceptos  de  ley  ó  de' jurisprudencia;  la  doctrina  consignada  en  sen¬ 
tencia  de  4  de  Marzo  de  1865,  que  dice  que  la  información  posesoria 
que  sirvió  para  la  inscripción  de  unos  bienes  en  el  Registro  de  la  pro¬ 
piedad  es  suficiente  título  de  dominio  mientras  no  se  presente  otro  más 
robusto  en  contrario;  y  que  la  sentencia  que  asi  no  lo  estima  infringe 
los  artículos  279  á  281  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la  doctrina 
consignada  en  sentencia  de  4  de  Febrero  de  1876,  en  que  se  establece 
que  habiéndose  reconocido  la  autoridad  y  eficacia  de  un  documento, 
son  tardías  y  extemporáneas  las  protestas  da  nulidad  que  contra  el  mis¬ 
ino  se  alegaren  con  posterioridad;  y  la  más  general,  establecida  en  sen¬ 
tencia  de  2  de  Julio  de  1880,  de  que  ninguno  puede  ir  ni  alegar  eficaz¬ 
mente  contra  sus  propios  actos;  la  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3a,  en 
cuanto  contiene  la  doctrina  anterior  y  la  disposición  de  que  debe  valer 
la  carta  que  fuere  sellada  de  sello  del  Concejo,  y  da  fuerza  á  los  actos 
y  acuerdos  consignados  en  documento  reconocido  é  indubitado  contra 
aquellos  que  lo  otorgaron  ó  mandaron  otorgar  y  á  favor  de  aquellos 
para  quien  fueron  hechos,  y  el  contenido  y  fuerza  probatoria  del  acta 
del  Ayuntamiento  demandante,  fecha  24  de  Agosto  de  1876,  con  refe¬ 
rencia  á  la  de  1 1  de  Marzo,  en  que  se  declara  que  son  distintas  las  fin¬ 
cas  Rincones  del  Ayuntamiento  y  las  compradas  á  Doña  María  Cama- 
cho  por  D.  Augusto  Cuevas  y  que  éste  poseía,  y  la  verdad  indiscutible 
de  este  hecho  apreciado  y  declarado  por  la  Sala  sentenciadora,  por 
cuanto  resultaba  un  error  de  hecho  manifiesto  y  con  los  caracteres 
a  este  efecto  consignados  en  el  nüm.  7o  del  art.  1062  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  de  comparar  la  titulación  del  demandado  con  la  que 
á  juicio  de  la  Sala  había  acreditado  tener  el  actor,  siendo  así  que  por 
versar  sobre  cosas  distintas  no  estaban  en  pugna,  por  lo  que  no  se  po¬ 
día,  sino  partiendo  de  un  gravísimo  error  de  hecho,  entrar  á  impugnar 
la  titulación  del  demandado  en  virtud  de  la  prueba  del  actor,  puesto 
que  no  se  declaraba  ni  apreciaba  que  ambas  comprobaciones  del  domi¬ 
nio  se  refiriesen  á  una  misma  cosa,  y  por  el  contrario  se  aceptaba  el 
hecho  de  que  eran  cosas  distintas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  de  la  demanda  origen  del  pleito  á  que  se  refiere 
este  recurso  se  determina  con  claridad  y  precisión  el  terreno  objeto  de 
la  acción  reivindicatoría  en  ella  entablada,  expresando  su  nombre,  ca¬ 
bida  y  linderos,  y  el  fundamento  esencial  de  la  sentencia  recurrida  para 
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determinar  que  el  referido  terreno  denominado  Rincones  pertenece  al 
Ayuntamiento  demandante,  en  concepto  de  bienes  de  Propios,  consis¬ 
te"  en  que,  á  su  juicio,  estimando  las  pruebas  practicadas,  aquél  ha  jus¬ 
tificado  su  dominio  y  posesión  por  más  de  40  años  en  dichos  terrenos, 
y  que  el  demandado  D.  Augusto  Cuevas  no  ha  probado  tener  derecho 
alguno  sobre  ellos,  y  por  lo  tanto  se  hace  consistir  en  un  supuesto  in¬ 
exacto  y  contrario  á  lo  expresamente  consignado  en  dicha  sentencia 
las  infracciones  de  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  los  motivos  del 
Io  al  5“  del  recurso,  puesto  que  todos  ellos  se  basan  en  que  no  se  ha 
precisado  lo  que  se  pide,  ni  justificado  su  dominio, bases  esenciales  pa¬ 
ra  ejercitar  con  acierto  la  acción  reivindicatoría;  siendo  por  consiguien¬ 
te  improcedentes  dichos  motivos: 

Considerando,  en  cuanto  á  los  9o,  10,  1  i  y  12,  referentes  á  la  apre¬ 
ciación  de  la  prueba,  que  cuando  ésta  se  compone  de  documentos  y 
testigos,  como  en  el  presente  caso,  y  la  Sala  sentenciadora,  usando  de 
las  facultades  que  la  competen,  la  aprecia  por  el  resultado  que  ambas 
ofrecen,  no  es  permitido  descomponerla  al  propósito  de  alegar  infrac¬ 
ciones  en  relación  al  valor  que  pueda  darse  aisladamente  á  cada  uno  de 
esos  elementos,  rompiendo  la  cohexión  y  fuerza  que  naturalmente  se 
prestan,  sino  que  es  preciso  alegar  y  demostrar  que  la  apreciación  de 
ese  conjunto  ha  sido  hecha  con  error  de  derecho;  citando  al  efecto 
la  ley  ó  doctrina  legal  infringida,  ó  con  error  de  hecho  que  resulte  de 
documentos  ó  actos  auténticos  de  los  cuales  aparezca  la  equivocación 
evidente  del  Juzgador,  y  ninguno  de  ambos  extremos  resulta  justifica¬ 
do  puesto  que  se  combate  la  apreciación  de  las.  pruebas,  no  por  el 
resultado  de  todas  ellas,  sino  atacándolas  aisladamente: 

Considerando,  en  cuanto  al  motivo  43,  que  ninguna  de  las  dos  sen¬ 
tencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  en  aquél  se  cita  se  consigna  la 
doctrina  que  con  evidente  error  invoca  el  recurrente  de  que  no  basta  la 
posesión  de  30  años  como  título  para'ejercitar  la  «acción  reivindicatoría 
porque  sin  la  posesión  inmemorial  es  improcedente  la  reivindicación,» 
y  antes  por  el  contrario  tiene  establecido,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
la  ley  21,  tít.  29,  Partida  3a,  que  el  tenedor  de  una  cosa  por  30  años 
continuos  ómás,  sin  habérsele  demandado  sobre  ella ,  la  hacesuya  por 
cualquiera  manera  que  oviese  la  tenencia ,  y  es  por  lo  tanto  improce¬ 
dente  también  dicho  motivo: 

Considerando  que  en  el  mismo  caso  se  encuentra  el  señalado  con  el 
núm.  14,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  ha  desconocido  la  autentici¬ 
dad  de  la  escritura  de  venta  á  que  en  aquél  se  alude,  sino  que,  precián¬ 
dola  en  su  verdadero  valor  y  sentido,  y  en  relación  con  los  demás  do¬ 
cumentos  y  medios  probatorios  utilizados  en  el  juicio,  ha  reputado  que 
aquélla  no  tiene  eficacia  para  el  objeto  que  el  demandado  se  propuso 
de  probar  su  mejor  derecho  sobre  el  terreno  en  cuestión  aunque  tenga 
para  otros  efectos,  y  por  consiguiente  no  ha  infringido  la  ley  114,  títu¬ 
lo  18,  Partida  3*,  los  artículos  del  79  al  81  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  las  doctrinas  que  en  dicho  motivo  se  citan: 

Considerando,  respecto  á  la  incongruencia  á  que  se  refieren  los  mo¬ 
tivos  6°,  7o  y.  8o,  que  en  la  demanda  se  determina  con  precisión  el  te  - 
rreno  objeto  de  la  reivindicación,  que  el  demandado  no  la  combatíi 
excepcionando  que  fuera  distinto  del  que  él  poseía,  antes  bien  sentó 
como  un  hecho  en  su  contestación  que  en  la  jurisdicción  de  El  Paso 
no  ha  habido  nunca,  ni  hay  otros  terrenos  que  se  conozcan  con  el  nom  - 
bre  de  Rincones  que  los  que  en  virtud  de  compra  poseía  desde  el  año 
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1876:  que  limitada  por  consiguiente  la  cuestión  á  cuál  de  los  dos  con¬ 
tendientes  pertenecía  el  terreno  denominado  Rincones,  y  habiendo  es¬ 
timado  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  practicadas  en  el 
juicio,  que  al  Ayuntamiento  demandante  corresponde  en  propiedad  y 
posesión,  en  el  concepto  de  bienes  de  Propios,  el  mencionado  terreno, 
la  condición  bajo  la  que  se  condena  á  D  Augusto  Cuevas  á  que  deje  á 
disposición  del  expresado  Ayuntamiento  los  referidos  terrenos,  si  al¬ 
guno  de  ellos  se  encuentra  comprendido  en  la  escritura  de  venta  otor¬ 
gada  por  Doña  María  Camaeho,  y  en  la  cual  se  hace  consistir  la  incon¬ 
gruencia,  perjudicaría  en  su  caso  al  Ayuntamiento,  el  cual  la  ha  con¬ 
sentido,  y  no  al  recurrente;  y  que  en  su  virtud,  éste  no  puede  fundar 
en  un  extremo  que  le  favorece  un  motivo  de  casación;  siendo  por  este 
concepto  improcedentes  los  tres  referidos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Augusto  Cuevas  Camaeho,  á 
quien  condenamos  en  las  costas,  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  las  Palmas 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y 
de  los  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Oc¬ 
tubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  23  de  Diciembre  del  mis¬ 
mo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultra¬ 
mar  (6  de  Octubre  de  1883).— Sala  tercera.— Pago  de  cantidad.— No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  Guardiola  y  Tejedor  con  Don 
Eligió  y  Doña  Beatriz  Machado  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  el  art.  8o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y  Puer¬ 
to  Rico  dispone  en  su  núm.  2o  que  habrá  lugar  al  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  por  falta  de  personalidad  en  alguna  de 
las  partes  ó  en  el  Procurador  que  la  haya  representado : 

2o  Que  no  existe  esta  falta  si  el  demandante  promovió  el  juicio  como 
heredero  de  su  padre  y  hermano  sin  que  esta  cualidad  se  haya  puesto  en 
duda  por  el  demandado,  el  cual  se  ha  limitado  á  sostener  que  no  tenia 
derecho  definido  para  exigir  las  cantidades  que  reclamaba,  cuestión  que 
ataña  al  fondo  y  no  á  la  forma; 

Y  3o  Que  según  dispone  el  art.  1 1  de  dicha  ley ,  para  que  puedan 
ser  admitidos  los  recursos  de  casación  fundados  en  quebrantamiento  de 
forma  será  indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la  falta 
en  la  instancia  en  que  se  cometió. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1833,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  San¬ 
ta  Clara  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  Don 
Eligió  y  Doña  Beatriz  Machado  con  la  Sociedad  Guardiola  y  Tejedor 
sobre  pago  de  32.800  pesos: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  II  de  Junio  de  1872  Don 
Joaquín  Machado  y  Pérez  Corcho  vendió  á  D.  Rafael  López  Silvero  un 
ingenio  qne  le  pertenecía,  nombrado  Santa  Rita,  con  sus  fábricas,  la- 


JURISPRUDENCIA  CIVIL 


72 

branzas,  animales  y  demás  anexidades,  incluso  la  dotación  de  esclavos, 
por  precio  de  237. Ó00  pesos,  pagados  50.000  de  contado,  y  el  resto  eu 
seis  plazos  iguales  de  31.166  pesos  66  cuatro  sextos  centavos,  que  ven¬ 
cerían  en  11  de  Junio  de  los  años  1873,  74,  75,  76,  7n  y  78,  quedando 
hipotecada  en  garantía  la  misma  finca  con  todas  sus  existencias: 

Resultando  que  fallecido  D.  Joaquín  Machado  Pérez  de  Corcho,  bajo 
el  testamento  que  tenía  otorgado  en  5  de  Setiembre  de  1874,  se  prac¬ 
ticó  por  el  albacea  contador  nombrado  por  el  mismo  en  27  de  Noviem¬ 
bre  de  1876  la  liquidación  y  partición  de  sus  bienes  entre  sus  hijos 
D.  Eligió,  D.  Eleuterio,  D.  José  Joaquín,  D.  Eduardo,  Doña  Beatriz, 
Doña  Irene  y  Doña  Rita  Machado  v  Gómez;  apareciendo  de  dicha  ope¬ 
ración  que  el  haber  de  D.  Eligió  Machado  ascendió  á  33.748  pesos  62 
centavos,  comprendiéndose  en  ellos  8.376  pesos  66  centavos  por  la  ce¬ 
sión  que  le  había  hjcho  su  hermano  D.  Eleuterio  y  que  en  parte  de 
pagóse  le  adjudicaron  19.068  pesos  70  centavos  que’  tomaría  en  el  cré¬ 
dito  contra  D.  Rafael  López  por  resto  del  ingenio  Santa  Rita:  que  el 
haber  de  D.  José  Joaquín  Machado  ascendió  á  25.371  pesos  36  y  medio 
centavos,  adjudicándosele  en  parte  de  pago  9.719  pesos  36  y  medio 
centavos  en  el  crédito  contra  D.  Rafael  López:  que  el  haber  de  Doña 
Beatriz  Machado  ascendió  á  39.379  pesos  46  y  medio  centavos,  y  se  le 
adjudicó  en  parte  de  pago  26.649  pesos  y  46  y  medio  centavos  en  el 
mencionado  crédito  contra  D.  Rafael  López:  que  el  haber  de  D.  Eduar¬ 
do  Machado  ascendió  á  15.630  pesos  86  centavos,  en  pago  del  que  se 
le  adjudicó  igual  cantidad  en  el  crédito  contra  D.  Rafael  López,  cuya 
cuenta  de  división  fué  aprobada  por  auto  de  4  de  Diciembre  de  1876  y 
protocolizada  en  13  Agosto  de  1877: 

Resultando  que  en  16  de  Otubre  de  1877  falleció  sin  otorgar  dis¬ 
posición  testamentaria  D.  Eduardo  Machado  y  Gómez,  y  promovido  el 
juicio  de  su  intestado  por  sus  hermanos  D.  Eligió,  Doña  Beatriz,  Doña 
Irene  y  Doña  Rita  Machado  y  Gómez,  por  auto  que  dictó  el  Juez  de 
Santa  Clara  en  23  do  Marzo  de  1878  fupron  declarados  sus  herederos 
sin  perjuicio  de  tercero  sus  hermanos  D.  Eligió,  D.  Eleuterio,  Doña 
Beatriz,  Doña  Irene,  D.  José  Joaquín  y  Doña  Rita  .Machado  y  Gómez, 
no  resultando  que  se  otorgara  escritura  de  división  de  los  bienes  ni  que 
intervinieran  en  el  juicio  de  intestado  D.  Eleuterio  ni  D.  José  Joaquín 
Machado: 

Resultando  que  en  11  de  Junio  de  1879  D.  Rafael  López  Silvero 
vendió  á  la  Sociedad  Guardiola  y  Tejedor  el  ingenio  de  su  propiedad 
nombrado  Laberinto,  antes  Santa  Rita,  que  hubo  por  compra  á  Don 
Joaquín  Machado  Pérez  de  Coreho,  con  sus  fábricas,  máquinas,  trenes, 
labranzas,  animales  y  dotación  de  esclavos,  en  la  cantidad  de  160.000 
pesos  en  oro,  expresándose  en  la  escritura  que  la  finca  eSaba  hipote¬ 
cada  á  favor  de  la  sucesión  de  D.  Joaquín  Machado  y  Pérez  Corcho  á 
consecuencia  de  la  enajenación  del  mismo  ingenio,  ascendiendo  en  el 
día  lo  que  por  tal  concepto  se  adeudaba  á  dicha  sucesión  la  cantidad 
de  60.667  pesos;  y  D  Jaime  L.  Guardiola,  como  Gerente  de  la  Socie¬ 
dad  Guardiola  y  Tejedor,  aceptó  á  su  favor  esta  escritora  de  venta, 
reconociendo  que  adquiría  el  predio  con  las  hipotecas  que  reportaba: 

Resultando  que  en  Io  de  Febrero  de  1881  D.  Eligió  y  Doña- Beatriz 
Machado,  esposa  de  D.  Baltasar  Espoy,  dedujeron  demanda  ejecutiva 
contra  la  Sociedad  Guardiola  Tejedor  y  compañía,  en  la  que,  después 
de  hacer  mérito  de  los  antecedentes  relacionados,  expusieron  que  como 
de  los  mismos  se  deducía  correspondía  á  los  demandantes  en  la  canti- 
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dad  que  adeudaba  dicha  Sociedad,  como  reato  del  precio  de  la  venta 
del  ingenio  Santa  Rita,  hoy  Laberinto,  la  cantidad  de  32.800  pesos  en 
esta  forma:  al  D.  Eligió  8.731  pesos  por  resto  de  las  tres  porciones  que 
representaba  en  el  crédito  por  si,  como  cesionario  de  sus  hermanos 
D.  José  Joaquín  y  D.  Eleuterio,  y  como  heredero  de  D.  Eduardo,  y 
18  859  pesos  que  representaba  Doña  Beatriz  por  derecho  propio  y 
comoTieredera  así  bien  de  su  hermano  D.  Eduardo:  advirtiendo  que  el 
exceso  de  5.210  pesos  se  había  de  aplicar  por  mitad  á  cada  uno  de  los 
demandantes  como  herederos  de  la  sexta  parte  de  los  15.630  pesos  86 
centavos  que  se  adjudicaron  á  su  difunto  hermano  D.  Eduardo  en  la 
división  de  bienes  de  su  padre  D.  Joaquín,  correspondiendo  hoy  por 
consiguiente  al  D.  Eligió  1  1.336  pesos,  y  á  la  Doña  Beatriz  21.464  pe¬ 
sos;  y  pidieron  se  despachase  mandamiento  de  ejecución  contra  la  So¬ 
ciedad  Guardiola  Tejedor  y  compañía,  por  lo  que  respectaba  al  ingenio 
Laberinto,  por  la  suma  de  32.800  pesos,  sus  intereses  de  mora  al  tipo 
legal  desde  15  de  Majo  de  1880  y  las  costas  causadas  y  que  se  causa¬ 
sen  hasta  su  definitivo  pago: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  practicadas  las  oportu¬ 
nas  diligencias  por  «o  haber  verificado  la  Sociedad  Guardiola  y  Teje¬ 
dor  el  pago  de  la  cantidad  reclamada,  se  opuso  á  la  ejecución,  pidien¬ 
do  se  declarase  no  haber  lugar  á  sentenciar  los  autos  de  remate,  que  se 
alzara  el  embargo  practicado,  condenando  en  todas  las  costas  á  les  ac¬ 
tores,  con  la  reserva  de  que  hicieran  uso  del  derecho  de  que  se  creye¬ 
ran  asistidos  en  el  correspondiente  juicio  ordinario;  y  al  efecto  propu¬ 
so  varias  excepciones;  alegando,  en  cuanto  se  relaciona  con  el  recurso 
de  casación,  que  ocurrido  el  fallecimienio  de  D.  Eduardo  Machado  y 
Gómez,  hermano  de  Doña  Beatriz  y  D.  Eligió,  sin  haber  testado,  se 
incoó  en  juicio  mortuorio,  el  cual  llegó  hasta  la  declaración  de  herede¬ 
ros  que  verificó  el  Juzgado  por  auto  de  23  de  Marzo  de  1 878,  pero  que 
por  no  haberse  verificado  la  aceptación  de  la  herencia  y  por  no  haber 
puntualizado  el  acto  importantísimo,  indispensable  y  trascendental  de 
la  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento 
del  D.  Eduardo,  resultaba  que  los  actores  carecían  hoy  de  personalidad 
para  pedir  lo  que  del  hermano  premuerto  procede,  y  que  estáembe- 
bido  en  la  adjudicación  que  aquél  se  hizo  consecuente  á  la  testamen¬ 
taría  de  su  padre  D.  Joaquín  Machado  y  Pérez  de  Corcho:  que  D.  José 
Joaquín  y  D.  Eleuterio  Machado  cedieron  sus  créditos  á  su  hermano 
D.  Eligió,  y  ni  D.  Rafael  López,  deudor  primitivo,  ni  Guardiola  y  Te¬ 
jedor,  como  terceros  poseedores,  habían  sido  notificados  de  esas  ce¬ 
siones: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  ejecutantes,  lo  evacuaron, 
pretendiendo  que  con  desestimación  de  las  alegaciones  del  ejecutado  se 
pronunciara  sentencia  mandando  seguir  la  ejecución  adelante;  y  reci¬ 
bido  el  pleito  á  prueba  dentro  de  su  término,  se  practicaron  l«s  pro¬ 
puestas  por  las  partes: 

Resultando  que  los  ejecutantes  en  parte  de  su  prueba  pidieron  se 
librara  mandamiento  al  Notario  D.  Antonio  Peláez  para  que  pusiera 
testimonio  de  las  escrituras  otorgadas  en  sus  registros  en  27  de  Marzo 
de  1847  por  Doña  María  de  la  Asunción  Jiménez  de  venta  de  dos  caba¬ 
llerías  de  tierra  en  el  fundo  del  corral  de  San  Diego  á  D.  Joaquín  Ma¬ 
chado  Pérez  Corcho:  librado  el  mandamiento  con  citación  contraria  en 
Io  de  Abril  de  1881,  el  Notario  D.  Antonio  Peláez  informó  que  el  pro¬ 
toco  o  de  18  47  en  que  se  encontraba  aquella  escritura  se  hallaba  en  el 
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Archivo  general;  en  su  consecuencia,  por  auto  de  4  de  dicho  mes  de 
Abril,  notificado  á  los  Procuradores  de  las  partes,  se  mandó  que  el  re¬ 
ferido  mandamiento  pasase  al  Archivero  general  D.  Juau  Bautista  Ca¬ 
ñal  para  que  compulsase  la  expresada  escritura  de  27  de  Marzo  de  1847 
como  así  lo  verificó:  unidas  las  pruebas  é  instruidas  las  partes,  el  Juez 
de* primera  instancia  por  sentencia  de  19  de  Mayo  de  1881  mandó  se- 

fuir  la  ejecución  adelante  por  los  32.800  pesos  de  oro  que  se  reclama  - 
an,  condenando  en  todas  las  costas  causadas  y  que  se  causasen  hasta 
•su  definitivo  cobro  á  la  'Sociedad  Guardiola  y  Tejedor;  y  admitida  la 
apelación  que  la  Sociedad  Guardiola  y  Tejedor  interpuso,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  28  de  Octubre  de  1881  confirmó, 
con  las  costas,  la  apelada: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Sociedad  Guardiola  y  Tejedor  se  in¬ 
terpuso  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en 
las  causas  2*  y  5a  del  art.  1013  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 
■1855,  alegando  como  motivos: 

1°  Que  se  había  incurrido  en  la  causa  2*  de  dicho  art.  1013,  puesto 
que  existía  demostrada  la  falta  de  personalidad  en  los  demandantes,  los 
cuales  habían  comparecido  por  sí  y  como  cesionarios  de  sus  hermanos 
D.  José  Joaquín  y  D.  Eleuterio,  en  concepto  de  dueño  cada  uno  de  una 
sexta  parte  de  la  cantidad  que  correspondía  en  el  crédito  al  difunto  su 
hermano  D.  Eduardo  Machado,  sin  que  probasen  haber  aceptado  esta 
herencia  y  sin  que  conste  la  cuenta  dé  división  y  partición  de  los  bie¬ 
nes  que  éste  dejara,  ni  mucho  menos  que  se  hubiera  llevado  á  efecto 
su  adjudicación:  que  les  faltaba,  pues,  en  cuanto  á  esta  parte  de  su  re¬ 
clamación,  la  personalidad  que  ostentaban,  habiéndose  infringido  el 
art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  núm.  2°  y  la  jurispru¬ 
dencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  5  de  Junio  de  1861 
que  declara  que  mientras  la  herencia  permanece  yacente  por  haberse 
abstenido  de  su  aceptación  los  llamados  por  la  ley,  se  supone  existente 
la  personalidad  del  finado;  así  como  la  doctrina  que  establecen  las  sen¬ 
tencias  de  9  de  Enero  de  1866  y  17  de  Diciembre  de  1873,  según,  la 
cual  ninguno  de  los  herederos  ó  partícipes  de  una  herencia  adquiere  el 
dominio  de  determinados  bienes  de  la  misma  hasta  que  en  su  parti¬ 
ción  se  le  hayan  adjudicado  específicamente:  que  había  también  falta 
de  personalidad  en  los  demandantes  en  cuanto  no  justificaban  haberles 
sido  trasmitido  el  derecho  á  la  parte  que  pudiera  corresponderles  en  el 
legado  de  300  pesos  á  favor  de  Doña  Ana  Josefa  Machado,  cuya  suma, 
en  la  testamentaría  de  su  padre  D.  Joaquín  Machado  y  Pérez,  se  adju¬ 
dicó  en  el  crédito  á  la  legataria;  y  que  asimismo  había  falta  de  perso  - 
nalídad  en  los  demandantes  en  cuanto  reclamaban  como  cesionarios  de 
su  hermano  D.  Eleuterio  y  D.  José  Joaquín  Machado  y  Gómez,  puesto 
que  esta  cesión  no  era  eficaz  en  juicio,  no  habiendo  sido  notificado  de 
ella  el  deudor: 

2®  Que  había  habido  falta  de  citación  para  una  diligencia  de  prueba 
que  produjo  indefensión,  la  cual  se  cometió  respecto  á  la  saca  del  tes¬ 
timonio  de  la  escritura  de  venta  de  do*  caballerías  de  tierra  otorgada 
por  Doña  María  Asunción  Jiménez  á  favor  de  D.  Joaquín  Machado,  en 
cuya  diligencia  de  prueba  se  citó  á  la  Sociedad  recurrente  para  verifi¬ 
car  el  acto  en  la  Escribanía  del  Notario  D.  Antonio  Peláez,  en  donde  no 
se  encontró  el  documento,  habiendo  con  posterioridad  solicitado  nueva 
diligencia  de  prueba,  que  se  llevó  á  cabo  sin  citación  de  la  Sociedad  en 
la  Notaría  de  D.  Juan  Bautista  del  Cañal: 
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RECURSOS  V  COMPETENCIAS. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  el  art.  8o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de 
Cuba  y  Puerto  Rico  dispone  en  su  núrn.  2o  que  habrá  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  por  falta  de  personalidad 
en  alguna  de  las  partes  ó  en  el  Procurador  que  la  haya  representado: 

Considerando  que  el  demandante  promovió  el  juicio  como  heredero 
de  su  padre  y  hermano  D.  Eduardo  Machado  y  Gómez  sin  que  esta 
cualidad  se  haya  puesto  en  duda  por  el  demandado,  el  cual  se  ha  limi¬ 
tado  á  sostener  que  no  tenía  derecho  definido  para  exigir  las  cantida¬ 
des  que  reclamaba,  cuestión  que  ataña  al  fondo  y  no  á  la  forma: 

Considerando  que  según  dispone  el  art.  1  I  de  dicha  ley  para  que 
puedan  ser  admitidos  los  recursos  de  casación  fundados- en  quebranta¬ 
miento  de  forma  será  indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsanación 
de  la  falta  en  fa  instancia  en  que  se  cometió: 

Considerando  que  la  parte  recurrente  no  cumplió  el  requisito  re¬ 
ferido  é  imprescindible  para  interponer  el  recurso  por  la  falta  de  ci¬ 
tación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  \)or  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la 
Sociedad  Guardiolay  Tejedor ,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  de  la  cantidad  de  500  pesos  que  depositaron,  que  se  distri¬ 
buirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  la  Habana. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Octubre  de 
i 883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (8  de  Octubre 
de  1883). — Sala  primera.— Tercería  de  dominio. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  Doña  Agueda  de  Lima  con  D.  Francisco  Recio  de  Morales  y 
otro  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  es  doctrina  legal  sancionada  por  la  jurisprudencia  que  las 
tercerías  de  dominio  no  son  admisibles  después  de  otorgada  la  escritura 
ó  consumada  la  venta  de  los  bienes  á  que  se  refiera  ó  de  su  adjudicación 
en  pago  y  entrega  al  ejecutante,  quedando  á  salvo  el  derecho  del  tercero 
para  deducirlo  contra  quien  y  como  corresponda : 

2o  Que  en  tal  concepto ,  y  fundándose  esencialmente  la  sentencia  re 
currida  en  el  hecho  confesado  por  la  misma  parte  recurrente  de  haber 
deducido  su  demanda  de  tercería  con  posterioridad  á  la  enajenación  en 
pública  subasta  de  los  esclavos  reclamados ,  con  entrega  de  ellos  al  re  - 
matante ,  no  tienen  aplicación,  y  por  tanto ,  no  pueden  decirse  infringidas , 
la  ley  10,  til.  14,  Partida  3a,  y  las  doctrinas  del  Tribunal  Supremo  que 
establecen  que  debe  ser  entregada  al  demandante  la  cosa  que  demuestre 
que  poseyó  su  padre  ó  abuelo  á  quien  hereda ,  que  no  es  necesario •  pre¬ 
sentar  escritura  de  albali  de  compra  ó  donadío  para  acreditar  el  dominio 
de  los.sicrvos,  pudiendo  utilizarse  cualquiera  otro  medio  de  prueba; 
por  referirse  al  valor  y  eficacia  de  los  títulos  de  dominio  presentados 
por  los  litigantes ,  cuestión  secundaria  en  el  pleito  como  subordinada 
á  la  de  procedencia  ó  improcedencia  de  la  demanda  por  razón  del  tiempo 
en  que  se  interpuso : 
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3o  Que  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  que  declara  que  no  perju¬ 
dica  al  demandante  la  circunstancia  de  equivocar  el  ejercicio  de  su  ac¬ 
ción  siempre  que  determine  con  claridad  y  precisión  lo‘  que  pida,  no 
tiene  aplicación  cuando  no  se  trata  de  haberse  designado  con  impropie¬ 
dad  la  acción  ejercitada  sino  de  ser  ésta  inadmisible  cuando  se  dedujo ; 

7  4o  Que  la  cita  del  principio  de  derecho  res  ubicumqne  sit  pro  do¬ 
mino  suo  clamat,  y  el  consignado  en  la  regla  13,  tít.  34,  Partida  7a,  se¬ 
gún  la  cual  nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad  sin  su  consenti¬ 
miento ,  es  inoportuna  é  improcedente  cuando  la  demanda  de  tercería  se 
propuso  fuera  de  tiempo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Jesús  y 
María  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  D>ña  Agueda  de  Lima,  representada  por  el  Procurador  Don 
Antonio  Bendicho,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Francisco  Lastres, 
con  D.  Francisco  Recio  de  Morales  y  Sotolongo  y  D.  José  Domínguez  de 
Soto,  que  no  han  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería 
de  dominio: 

Resultando  que  por  la  sucesión  de  D.  Francisco  Recio  de  Morales  se 
siguió  un  juicio  ejecutivo  contra  los  herederos  de  D.  José  Domínguez 
de  Soto;  y  dictada  á  su  tiempo  sentencia  de  remate,  se  procedió  á  la  ta¬ 
sación  del  ingenio  Campo  Alegre,  con  su  dotación  de  46  negros  entre 
varones  y  hembras;  y  verificado  el  remate  ent63  de  Marzo  de  1874,  fué 
aprobado  en  1 3  de  Mayo  siguiente  á  favor  de  D.  Miguel  Sánchez  Ferrei- 
ra,  á  quien  se  dió  posesión  de  la  finca  en  21  de  Julio  del  propio  año: 

Resultando  que  en  10  de  Marzo  de  1876  dedujo  Doña  Agueda  de  Li¬ 
ma  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  personándose  como  tercerista  en 
los  ejecutivos  que  seguía  D.  Francisco  Recio  de  Morales  contra  la  suce¬ 
sión  del  marido  de  la  demandante,  reclamando  la  propiedad  de  los  sier¬ 
vos  Cecilio,  Narciso,  Manuel,  Margarita  y  Evaristo,  congos,  Amalia  y  su 
hija  Tecla,  que  la  pertenecían  exclusivamente  por  haber  comprado  los 
cinco  primeros  á  D.  Manuel  Calvo  con  sus  bienes  parafernales,  y  los 
otros  dos,  porque  los  hubo  por  herencia  de  su  padre  D.  Francisco  Lima, 
según  aparecía  de  los  autos  de  su  testamentaría  radicada  en  el  Juzgado 
de  Matanzas:  que  por  virtud  de  la  sentencia  de  remate  dictada  en  dichos 
autos,  se  había  vendido  el  ingenio  Campo  Alegre  perteneciente  al  ma¬ 
rido  de  la  demandante;  pero  equivocadamente  ó  poi  malicia  se  entrega¬ 
ron  al  comprador  los  negros  de  que  se  trataba:  que  con  arreglo  á  las 
leyes  Ia  y  4*,  tít.  28,  Partida  3*,  competía  á  Doña  Agueda  la  acción  rei¬ 
vindicatoría,  con  lo  cual  podía  pedir  la  devolución  de  las  especies  que 
la  pertenecían  y  de  que  había  estado  en  posesión  con  todas  sus  acceso¬ 
rias  y  frutos,  favoreciendo  su  pretensión  el  principio  que  dispone  que 
cosa  que  es  nuestra  no  puede  pasar  á  otro  sin  nuestra  palabra  ó  nuestro 
hecho,  y  el  art.  995  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  permite  re¬ 
clamar  en  tercería  el  dominio  de  las  especies  embargadas  á  consecuen¬ 
cia  de  una  ejecución: 

Resultando  que  la  sucesión  de  D.  Francisco  Recio  de  Morales  im¬ 
pugnó  la  demanda  sosteniendo  que  no  era  admisible,  porque  según  la 
jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  no  procedía  admitir  la  tercería 
de  dominio  ni  de  mejor  derecho  cuando  no  sólo  estaba  ejecutoriada  la 
sentencia  de  remate,  sino  terminado  el  procedimiento  de  apremio,  y 
cuando  no  era  posible  suspender  el  pago  por  haberse  realizado  los  ble- 
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nes  embargados  y  héchose  entrega  de  ellos  al  comprador,  que  se  hallaba 
en  posesión  de  los  mismos  desde  hacía  dos  años:  que  la  acción  reivindi¬ 
catoría  ejercitada  por  el  que  se  creía  dueño  de  la  cosa  sólo  podía  diri¬ 
girse  contra  el  tenedor  de  ella;  y  toda  vez  que  de  esa  acción  debía  ha¬ 
cer  uso  la  demandante,  no  procedía  nunca  contra  los  sucesores  de  la 
ejecutante,  sino  contra  Miguel  Sánchez  Ferreira,  que  era  el  dueño  y 
poseedor  actual  de  los  esclavos  declamados: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el 
juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
dictó  en  14  de  Noviembre  de  1882  sentencia  revocatoria  absolviendo  A 
los  demandados  de  la  demanda: 

Resultando  que  Doña  Agueda  de  Lima  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  10,  tít.  14,  Partida  3a,  y  la  doctrina  establecida  á  su  tenor 
en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Diciembre  de  1859 
y  2  de  Marzo  de  1867,  que  se  consigna  que  debe  ser  entregada  al  de¬ 
mandante  la  cosa  que  demuestre  que  poseyó  su  padre  ó  abuelo  ó  aquél 
á  quien  hereda,  toda  vez  que  la  seotencia  absolvía  de  la  demanda  á  las 
sucesiones  de  Domínguez  y  Recio  de  Morales,  sin  embargo  de  reconocer 
que  los  esclavos  fueron  adquiridos  por  la  recurrente  en  título  de  pairi  - 
monio: 

2°  La  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  eh  sentencia 
de  1 6  de  Abril  de  1 860,  según  la  cual  no  es  necesario  presentar  escritura 
de  albalá  de  compra  ó  donadío  para  acreditar  el  dominio  de  los  siervos, 
pudiendo  utilizarse  cualquiera  otro  medio  de  prueba,  puesto  que  se  de¬ 
negaban  las  pretensiones  de  la  demandante  por  no  haber  presentado  el 
título  de  adquisición  de  los  morenos  objeto  del  pleito: 

3°  La  jurisprudencia  sentada  en  diferentes  fallos  de  este  Supremo 
Tribunal,  y  muy  señaladamente  en  el  de  9  de  Noviembre  de  1881 ,  de¬ 
clarando  que  no  perjudica  al  demandante  la  circunstancia  de  equivocar 
el  ejercicio  de  su  acción  siempre  que  determine  con  claridad  y  precisión 
lo  que  pida;  pues  habiendo  pretendido  la  recurrente  que  se  declarasen 
de  su  propiedad  los  esclavos  litigiosos  y  se  la  entregase  por  ios  deman¬ 
dados,  á  cuyo  efecto  utilizó  la  acción  reivindicatoría,  el  incidente  de 
proponerla  el  juicio  de  tercería  ó  en  otro  independiente  no  había  debido 
tenerse  en  cuenta  para  denegarla  demanda; 

Y  4*  El  principio  de  derecno  res  ubicumque  sit  pro  domino  suo  cla- 
mat,  y  el  consignado  en  la  regla  1 3,  tít.  34,  Partida  7a,  según  la  cual 
nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad  sin  su  consentimiento,  y  de 
e  la  se  privaba  la  recurrente  á  pesar  de  haber  probado  ser  suyos  los  es¬ 
clavos  de  que  se  trata: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  es  doctrina  legal  sancionada  por  la  jurisprudencia 
que  jas  tercerías  de  dominio  no  son  admisibles  después  de  otorgada  la 
escritura  ó  consumada  la  venta  de  los  bienes  á  que  se  refiera  ó  de  su 
adjudicación  en  pago  y  entrega  al  ejecutante,  quedando  á  salvo  el  de 
recho  del  tercero  para  deducirlo  contra  quien  y  como  corresponda:- 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  fundándose  esencialmente  la 
sentencia  recurrida  en  el  hecho  confesado  por  la  misma  parte  recurrente 
de  haber  deducido  su  demanda  de  tercería  con  posterioridad  á  la  enaje¬ 
nación  en  pública  subasta  de  los  esclavos  reclamados,  con  entrega  de 
ellos  al  rematante  D.  Miguel  Sánchez  Ferreira,  no  tienen  aplicación  al 
presente  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  se  suponen  infringidas  en  los 
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dos  primeros  motivos  por  referirse  á  la  apreciación  del  valor  y  eficacia 
de  los  títulos  de  dominio  presentados  por  los  litigantes,  cuestión  secun¬ 
daria  en  este  pleito,  como  subordinada  á  la  de  procedencia  6  improce¬ 
dencia  de  la  demanda  por  razón  del  tiempo  en  que  se  interpuso: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  y  por  tanto  no  ha  podido 
infringir  el  fallo  impugnado  la  doctrina  de  que  se  hace  mérito  en  el 
tercer  motivo,  puesto  que  no  se  trata  de  haberse  designado  con  impro¬ 
piedad  la  acción  ejercitada,  sino  de  ser  ésta  inadmisible  cuando  se  de¬ 
dujo: 

Considerando,  por  último,  que  es  inoportuna  y  contraproducente  la 
cita  del  principio  de  derecho  alegado  en  el  cuarto  motivo,  por  cuanto 
la  demanda  se  propuso  fuera  de  tiempo,  según  queda  expresado,  y  no 
se  ha  sustanciado  con  el  poseedor  de  los  esclavos  Sánchez  Ferreira; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  aire- 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Agüeda  de  Lima,  á  quien  con¬ 
denamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certifi- 
ficación  correspondiente,  con  devolución  de!  apuntamiento  que  ha  re¬ 
mitido. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  38  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (9  de  Octu¬ 
bre  de  1883). — Sala  tercera. — Desahucio.— No  se  admite  el  interpues¬ 
to  por  D.  Pedro  Alvarez  Campos  con  el  curador  ad  bona  de  Doña  Do¬ 
lores  García  (Juzgado  de  Monserrate),  y  se  resuelve: 

Io  Que  con  arreglo  á  lo  p revenido  en  el  caso  4  o  del  art.  33  de  la  ley 
de  casación  civil  vigente  en  Cuba ,  al  escrito  en  que  se  interponga  el  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  deberá  acompañarse ,  cuando  sea 
recurrente  el  arrendatario  ó  inquilino ,  el  documento  que  acredite  el 
pago  ó  consignación  de  las  rentas ; 

Y  2o  Que  si  el  recurrente  no  ha  presentado  al  interponer  el  recurso 
el  documento  á  que  se  refiere  el  articulo  citado,  no  procede  admitirlo 
según  los  términos  del  art.  37  y  caso  2o  del  44  de  dicha  ley. 

Resultando  que  D.  Carlos  Villate,  como  curador  ad  bona  de  Doña 
Dolores  García,  dedujo  demanda  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito 
de  Monserrate  de  la  ciudad  de  la  Habana  contra  D.  Pedro  Alvarez  Cam  • 
pos  sobre  desahucio  de  la  casa  que  ocupaba  en  la  calle  de  Neptuno,  nú¬ 
mero  63,  por  haber  vencido  el  término  del  aviso  de  desalojo  dado  al  in¬ 
quilino  con  arreglo  á  la  ley;  y  seguido  e!  juicio  por  ^us  trámites,  el 
Juez  municipal  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada  por  el  Juez  de  pri¬ 
mera  instancia  en  23  de  Enero  último,  condenando  á  D.  Pedro  Alvarez 
Campos  á  que  dentro  de  ocho  días  desalojase  la  casa  que  habita  en  la 
calle  de  Neptuno,  núm.  63;  apercibido  de  lanzamiento,  con  las  costas 
de  su  cargo: 

Resultando  que  D.  Pedro  Alvarez  Campos  interpuso  recurso  de  ca¬ 
sación  fundado  en  la  infracción  de  las  leyes  y  jurisprudencia  que  citó; 
y  oído  el  Ministerio  fiscal,  se  opuso  á  la  admisión  del  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Francisco  Bustamante: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  caso  4o  de!  ar- 
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líenlo  33  de  la  ley  de  casación  civil  vigente  en  Cuba,  al  escrito  en  que 
se  interponga  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  deberá  acom¬ 
pañarse,  cuando  sea  recurrente  el  arrendatario  ó  inquilino,  el  documen¬ 
to  que  acredite  el  pago  ó  consignación  de  las  rentas: 

Considerando  que  D.  Pedro  Alvarez  Campos  no  ha  presentado  al  in¬ 
terponer  el  recurso  el  documento  á  que  se  refiere  el  artículo  citado,  y 
que  por  ello  no  procede  admitirse  según  los  términos  del  art.  37  y 
caso  2*  del  44  de  dicha  ley; 

No  ha  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedro  Alvarez  Campos:  comu¬ 
niqúese  este  auto  al  Juez  de  primera  instancia  de  Monserrale  de  la  ciu¬ 
dad  de  la  Habana  en  la  forma  acostumbrada;  y  publíquese  en  la  Gaceta 
de  Madrid  y  en  ja  oficial  de  dicha  ciudad,  insertándose  á  su  tiempo  en 
la  Colección  legislativa ,  para  lo  que  se  pasen  las  oportunas  copias. — 
— (Sentencia  publicada  el  9  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceles 
de  1 8  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (10  de  Octubre  de  1883).— Sala  primera. 
— Petición  de  herencia. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Agustín 
Caserío  con  D.  Manuel  y  D.  José  do  Coulo  (Audiencia  de  la  Coruña), 
y  se  resuelve: 

Io  Que  la  sentencia  que  fundándose  en  los  términos  en  que  se  halla 
redactada  una  cláusula  testamentaria ,  declara  que  estaba  cumplida  por 
parle  del  heredero  la  condición  que  los  testadores  le  impusieron  para 
que  pudiesen  heredar  la  mitad  de  sus  bienes ;  no  infringe  la  ley  T,  ti¬ 
tulo  4o,  Partida  6a,  que  define  las  condiciones  posibles  y  exige  el  cum¬ 
plimiento  de  las  mismas  para  que  la  institución  de  heredero  tenga 
efecto: 

Y  2o  Que  el  principio  de  que  la  voluntad  del  testador  legítimamente 
manifestada  es  la  norma  que  regula  las  sucesiones  libres  no  se  infringe 
de  ningún  modo  por  la  sentencia  que  reconoce  el  derecho  de  determi¬ 
nada  persona  á  ser  heredero  con  arreglo  á  una  cláusula  testamentaria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mondoñedo  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  Agustín  CaseríoJHartí- 
nez,  labrador,  vecino  do  la  parroquia  de  San  Juan  de  Villaront,  co i 
D.  Manuel  y  D.  José  do  Couto  Longarela,  de  la  misma  vecindad,  sobre 
Petición  de  herencia;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  deman¬ 
dante,  yen  su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Julián 
Huerta  y  el  Procurador  D.  Francisco  Quiutín  Fernández,  no  habiendo 
comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  los  consortes  D.  Manuel  Martínez  y  Doña  Francisca 
Fernández  en  testamento  que  otorgaron  en  17  de  Abril  de  1846  se  le¬ 
garon  mutuamente  todos  sus  bienes  para  que  el  superviviente  los  dis¬ 
frutase  durante  su  vida  á  su  arbitrio,  disponiendo  que  para  después* 
del  fallecimiento  del  último  legaban  la  mitad  de  su  patrimonio  á  su  so- 
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brino  José,  do  Couto,  hijo  de  Manuel  y  de  Ramona,  en  concepto  de  que 
haría  méritos  para  obtener  tal  legado  viviendo  en  compañía  de  los  tes¬ 
tadores,  pues  de  lo  contrario  sería^potestativo  en  el  cónyuge  supérstite 
disponer  del  legado  en  favor  del  pariente  que  lo  mereciera,  cumpliendo 
con  pagar  á  dicho  José  las  soldadas  vencidas:  con  iguales  condiciones 
legaron  la  otra  mitad  á  su  sobrina  Rosa  Miranda  siempre  que  contra 
jese  matrimonio  canónico  con  el  José  do  Couto;  y  no  verificándose  tal 
enlace,  dispondría  de  este  legado  el  cónyuge  sobreviviente  á  favor  del 
pariente  que  mejor  le  pareciese  y  más  lo  mereciese;  y  por  último,  se 
nombraron  mutuamente  albaceas  en  unión  de  Juan  García  da  Rúa  y 
de  Manuel  do  Couto,  y  concluyeron  declarando  que  se  instituían  mu 
•tuamente  por  únicos  y  universales  herederos,  y  á  la  muerte  del  último 
á  los  expresados  sus  sobrinos  José  y  Rosa,  siempre  que  se  verifiquen 
las  condiciones  marcadas  en  los  anteriores  legados,  y  que  por  falta  de 
ellas  no  disponga  el  superviviente  de  los  bienes  de  ambos  en  la  forma 
que  quedaba  referida,  instituyen  ambos  por  sus  únicos  herederos  cada 
uno  á  sus  más  inmediatos  sobrinos;  poro  en  el  caso  de  que  el  referido 
José  casare  en  casa  al  gusto  y  beneplácito  del  superviviente,  será  éste 
único  heredero  de  los  bienes  de  ambos: 

Resultando  que  en  26  de  Octubre  de  1881  dedujo  D.  Agustín  Case¬ 
río  Martínez  demanda  civil  ordinaria,  en  la  que,  haciendo  mérito  de  la 
anterior  disposición  testamentaria  y  diciendo  además  que  O.  Manuel 
falleció  en  23  de  Junio  de  1846,  y  su  mujer  Doña  Francisca  en  7  de  No¬ 
viembre  de  1848,  sin  haber  hecho  uso  de  las  facultades  reservadas  en 
el  testamento  para  variar  la  institución  de  heredera  por  no  haber  cum¬ 
plido  los  nombrados  las  condiciones  que  les  impusieron,  que  ni  Don 
José  do  Couto  ni  Doña  Rosa  Miranda  cumplieron  las  condiciones  impues¬ 
tas  en  el  testamento,  puesto  que  el  primero  se  vino  á  Madrid  en  vida  de 
Doña  Francisca,  y  en  dicho  punto  permaneció  hasta  después  del  falle¬ 
cimiento  de  ésta,  y  por  cuanto  Duña  Rosa  contrajo  matrimonio  con  un 
tercero,  y  que  al  fallecimiento  de  Doña  Francisca  se  apoderó  de  todos 
los  bienes  D.  Manuel  do  Couto,  padre  del  D.  José,  y  al  regreso  de  éste 
continuaron  ambos  en  la  posesión  de  la  herencia  sin  dar  cuenta  ni  par¬ 
ticipación  á  los  sobrinos  de  D.  Manuel  Martínez,  en  cuyo  número  se 
encontraba  el  demandante  por  ser  hijo  de  una  hermana  de  éste,  solicitó 
se  declarase  en  definitiva  que  era  heredero  de  su  tío  D.  Antonio  Martí¬ 
nez  por  haber  quedado  sin  efecto  la  institución  condicional  hecha  á  fa¬ 
vor  de  D.  José  do  Couto,  condenando  á  éste  y  á  su  padre  á  entregarle 
la  herencia  indicada  con  los  frutos  percibidos  desde  el  7  de  Diciembre 
de  1858: 

Resultando  que  los  demandados  opusieron  que  D.  José  do  Couto 
habitó  en  casa  de  sus  tíos  hasta  Abril  de  18Í8,  en  cuya  fecha,  con  li 
cencia  y  beneplácito  de  Doña  Francisca,  ya  viuda,  se  vino  á  esta  corte 
equipado  y  provisto  de  los  efectos  necesarios  para  el  viaje  por  su  mis¬ 
ma  tía,  y  que  á  los  pocos  meses  de  su  ausencia  falleció  dicha  señora, 
cuidada  y  asistida  con  esmero  por  el  otro  demandado  D.  Manuel,  quien 
ejecutó  como  albacea  que  era  la  disposición  testamentaria  de  aquélla: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  lega¬ 
les,  incluso  el  de  prueba  que  utilizaron  ambas  partes,  yen  dos  instan¬ 
cias,  dictó  sentencia  confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Coruña  en  22  de  Febrero  próximo  pasado  declarando  no  haber 
lugar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  Agustín  Caserío,  de  la  que  se 
absolvió  á  D.  José  y  D.  Manuel  do  Couto: 
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Resultando  que  ájiombre  de  D.  Agustín  Caserío  se  interpuso  re¬ 
curso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Io  La  ley  7a,  tít.  4o,  Partida  6a,  que  define  las  condiciones  posibles, 
en  el  concepto  de  que  prescinde  de  ella  por  completo  la  sentencia  re¬ 
currida,  é  invoca  en  su  lugar  la  14,  tít.  5o,  y  la  6a,  tít.  9o  de  la  Par¬ 
tida  6a,  no  obstante  que  el  pleito  no  versaba  sobre  si  existía  ó  no  un 
fideicomiso  y  si  había  ó  no  lugar  al  derecho  de  acrecer,  sino  sólo  y  ex¬ 
clusivamente  acerca  de  si  D.  José  do  Couto  cumplió  ó  no  la  condición 
con  que  fué  instituido  heredero  por  sus  tíos  de  vivir  en  su  compañía  y 
en  la  del  sobreviviente,  prestándoles  su- asistencia  personal; 

Y  2o  El  axioma  jurídico  de  que  la  voluntad  del  testador  legítima¬ 
mente  manifestada  es  la  norma  que  regula  las  sucesiones  libres,  en  el 
concepto  de. que  en  el  testamento  de  que  se  trata  llamaron  ambos  cón¬ 
yuges  á  la  herencia  á  sus  sobrinos  más  próximos  siempre  que  los  ins¬ 
tituidos  no  cumpliesen  la  condición  que  les  impusieron  de  vivir  en  su 
compañía,  principalmente  en  la  del  quo  sobreviviese;  y  que  éste  no 
hiciese  uso  de  la  facultad  de  modificar  la  institución  que  para  tal  caso 
se  reservaron  ambos  otorgantes  en  dicha  disposición  testamentaria: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  fundándose  en  los  térmi¬ 
nos  en  que  se  halla  redactada  la  cláusula  del  testamento  otorgado  por 
los  esposos  Manuel  Martínez  y  Francisca  Fernández,  asi  como  aunque 
ésta  no  hizo  uso  de  la  facultad  que  le  concedió  su  marido  y  en  las  de¬ 
más  pruebas  en  el  pleito  practicadas,  estaba  cumplida  por  parte  de 
José  do  Couto  la  condición  que  dichos  testadores  le  impusieron  para 
que  pudiesen  heredar  la  mitad  de  sus  bienes;  por  lo  cual  la  mencio 
nada  sentencia  no  infringe  la  ley  7',  tít.  4o,  Partida  6*,  que  define  las 
condiciones  posibles  y  exige  el  cumplimiento  de  las  mismas  para  que 
la  institución  de  heredero  tenga  efecto: 

Considerando,  respecto  del  segundo  motivo  del  recurso,  que  el 
principio  de  que  la  voluntad  del  testador  legítimamente  manifestada 
es  la  norma  que  regula  las  sucesiones  libres  no  se  infringe  de  ningún 
modo  en  las  sentencias  que  como  la  impugnada  reconoce  el  derecho  de 
determinada  persona  á  ser  heredero  con  arreglo  á  una  cláusula  testa¬ 
mentaria; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re 
curso  de  casación  irtterpuesto  por  D.  Agustín  Caserío,  á  quien  conde¬ 
namos  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso  en  que  mejore  de  fortuna 
la  de  1.000  pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirán  con  arre¬ 
glo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Goruña  la  certificación  co 
^respondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  10  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela 
de  28  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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decurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (10  de  Octu¬ 
bre  de  1883).— a Sala  primera.— Indemnización  de  daños  y. perjuicios. — 
No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  María  Zaraziia  con  i).  Juan  Co- 
lao  Arias  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  si  la  causa  inmediatamente  originaria  de  daños  y  perjuicios 
discutidos  y  declarados  en  el  pleito  fue  el  embargo  de  bienes  ejecutado 
en  el  reslauranl  propio  de  los  demandantes  en  tercería  á  instancia  del 
ejecutante,  y  bajo  su  responsabilidad  insistentemente  aceptoda  á  pesar 
de  las  protestas  de  los  dueños  del  establecimiento ,  hecho  distinto  é  in¬ 
dependiente  del  delito  de  falsedad  que  estaba  penado  en  la  persona  del 
ejecutado ,  y  por  tanto  imputable  exclusivamente  á  aquél ;  al  declararlo 
asi  la  Sala  sentenciadora ,  no  infringe  las  leyes  2a,  13  y  19,  tit.  22  de  la 
Partida  3a;  el  principio  que  no  puede  reputarse  obligado  á  lo  más  quien 
no  está  obligado  á  lo  menos ;  la  doctrina  legal  que  establece  que  no 
probando  el  actor  debe  ser  absuelto  el  demandado ;  el  principio  de  que 
los  pleitos  deben  ser  resueltos  conforme  á  lo  alegado  y  probado  á  no 
quebrantarse  juntamente  con  él  las  leyes  que  la  consagran ,  entre  ellas 
la  3a,  tit.  22,  Partida  3a;  el  de  que  las  pruebas  en  tanto  pueden  ser 
apreciadas  por  los  Tribunales,  en  cuanto  consistiendo  en  documentos  no 
vaya  esta  apreciación  contra  su  contexto ,  y  no  ofenda  en  .ningún  caso 
las  reglas  déla  sana  critica ;  los  arts.  33,  41,  42,  46,  43  y  53  del  Código, 
de  Comercio,  y  la  ley  114,  tit.  18  de  la  Partida. 3a;  la  doctrina  legal, 
que  es  asimismo  ley  del  Reino,  formando  la  14;  tit.  34  de  la  Partida 
7a,  de  que  el  que  usa  de  un  derecho  á  nadie  perjudica;  y  la  ley  3a,  ti 
fulo  15  de  la  misma  Partida  que ,  en  armonía  con  dicho  principio,  de¬ 
termina  que  no  es  responsable  del  daño  que  causare  el  que  lo  hace,  com¬ 
parándose  á  si  ó  á  sus  casos  y  derecho',  la  doctrina  legal  de  que  sólo  por 
sentencia  puede  resolverse  y  calificarse  la  buena  ó  mala  fe  de  los  liti¬ 
gantes  y  la  justicia  ó  injusticia  de  sus  reclamaciones;  y  la  regla  de 
derecho  universal  y  de  sana  y  buena  crítica  de  que  desapareciendo  la 
causa  cesan  y  se  quitan  los  efectos  que  la  misma  ccrtisa  se  encuentre  pro¬ 
duciendo:  porque  son  inaplicables  al  presente  caso,  (oda  vez  que  se 
fundan  en  el  supuesto  erróneo  de  que  la  sentencia  condenando  al  ejecu 
lado  á  la  pena  personal  y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  causados 
al  ejecutante,  comprende  los  ocasionados  por  éste  á  los  tercer  islas-, 
siendo  asi  que  ni  éstos  intervinieron  en  la  causa  criminal  contra  el 
ejecutado,  ni  éste  en  la  diligencia  del  embargo  originario  de  los  daños 
y  perjuicios  en  cuestión,  de  que  espontáneamente  se  constituyó  respon¬ 
sable  dicho  ejecutante. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Ca¬ 
tedral  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aqaella 
ciudad  por  Ü.  Juan  Colao  Arias,  representado  por  el  Procurador  Don 
Joaquín  Díaz  Pérez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  Pedre¬ 
gal,  y  D.  Gervasio  Pérez  Cornuda,  qne  no  ha  comparecido  en  este  Tri¬ 
bunal,  con  D.  José  Mafia  Sarazúa  y  Cabareda,  y  en  su  nombre  el  Pro- 
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curador  D.  José  María  Aguirre,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Faustino 
Rodríguez  San  Pedro,  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  D.  José  María  Sarazúa  dedujo  demanda  ejecutiva 
contra  la  Sociedad  titulada  Gervasio  Pérez  y  Fernández  para  el  pago 
de  1.050  pesos,  importe  de  un  pagaré  firmado  por  D.  Francisco  Igle¬ 
sias,  Gerente  de  dicha  Sociedad,  que  como  tal  lo  reconoció  á  la  orden 
de  Sarazúa: 

Resultando'que  despachada  la  ejecución  y  requerido  de  pago  Igle¬ 
sias,  en  9  de  Enero  de  1877  manifestó  que  no  tenia  efectivo  con  qué 
verificarlo;  y  acordado  proceder  al  embargo  de  sus  bienes  por  indica¬ 
ción  del  actor,  se  constituyeron  el  alguacil  y  el  actuario  en  el  restan-' 
rant  Noble  Habana  y  después  el  Fénix  á  fin  de  proceder  al  inventario  y 
depósito  de  [os  efectos  del  mismo:  y  preguntando  por  D.  Francisco 
Iglesias,  se  presentaron  D.  Juan  Arias  y  D.  Gervasio  Carnuda  manifes¬ 
tando  que  Iglesias  no  habitaba  en  la  casa  ni  le  conocían,  y  que  eran  los 
únicos  dueños  del  establecimiento:  que  el  actor  pidió  que  se  procediera 
bajo  su  responsabilidad' á  cumplir  la  diligencia,  puesto  que  la  casa  era 
responsable  al  valor  del  pagaré;  y  habiendo  protestado  Arias  y  Pérez 
contra  Sarazúa  todos  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  ocasionasen, 
puesto  que  eran  ajenos  completamente  á  la  deuda  que  se  cobraba,  por¬ 
que  la  casa  la  tomaron  estando  cerrada,  y  aunque  existían  algunos 
efectos  pertenecientes  al  antiguo  establecimiento,  los  compraron  parti¬ 
cularmente  á  D.  Gervasio  Pérez;  insistiendo  Sarazúa  en  la  forma  del 
embargo  y  depósito  dispuesto,  tuvo  lugar  la  diligencia  bajo  su  respon¬ 
sabilidad,  repitiendo  D.  Juan  Arias,  terminada  que  fué,  que  la  casa  era 
de  la  propiedad  de  él  y  de  su  socio;  y  que  las  existencias  que  en  ella 
había  pertenecientes  al  anterior  establecimiento  las  habían  comprado 
por  2.000  pesos  á  D.  Gervasio  Pérez: 

Resultando  que  en  31  de  dicho  mes  de  Enero  de  1877  la  Sociedad 
Juan  Colao  y  compañía  dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio  de  los 
efectos  embargados,  los  cuales  pidieron  se  declarase  que  pertenecían 
en  propiedad  y  en  posesión  á  la  Sociedad  demandante,  alzando  el  em¬ 
bargo,  con  condenación  de  costas  y  pago  de  daños  y  perjuicios  á 
Sarazúa: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  ejecutante  y  á 
la  Sociedad  ejecutada  de  Gervasio  Pérez  y  Fernández,  pidió  la  Socie¬ 
dad  demandante  que  el  traslado  conferido  á  la  Sociedad  llamada  por 
Sarazúa  de  Gervasio  'Pérez  y  Fernández  se  entendiera  con  el  individeo 
que  llevaba  este  nombre,  que  había  sido  el  que  había  vendido  los  efec¬ 
tos  como  dueño  de  ellos,  y  no  con  D.  Francisco  Iglesias;  y  que  en  el 
caso  de  no  estimarlo  asi,  se  previniera  á  Iglesias  que  exhibiera  la  es 
critura  social,  protestando  la  nulidad  de  lo  actuado  y  los  daños  y  per¬ 
juicios  y  costas: 

Resultando  que  negada  esta  pretensión,  se  personó  en  los  autos  Don 
Francisco  Iglesias,  por  sí  y  como  representante  que  había  sido  de  la 
fonda  Noble  Habana,  impugnando  la  demanda  y  sosteniendo  la  exis¬ 
tencia  de  la  indicada  Sociedad: 

Resultando  que  dictada  en  el  juicio  ejecutivo  sentencia  de  remate, 
el  curador  del  menor  D.  Gervasio  Pérez  y  Fernández  dedujo  en  27  de 
Febrero  de  1877  querella  de  falsedad  del  carácter  con  que  D.  Francis¬ 
co  Iglesias  había  autorizado  el  pagaré  con  el  cual  se  había  promovido 
dicho  juicio,  alegando  para  ello  que  cuanto  se  había  actuado  era  nulo 
Por  descansar  en  un  hecho  completamente  falso  como  medio  para  es- 
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tafar  á  D.  José  Sarazúa  de  acuerdo  con  Iglesias  en  cuyo  caso  la  vícti¬ 
ma  designada  por  ambos  había  de  ser  el  menor:  que  dueño  éste  de!  res- 
taurant  Noble  Habana,  se  trató  de  constituir  una  Sociedad  para  explo¬ 
tarle  entre  aquel,  D.  Francisco  Iglesias  y  D.  José  Quintana;  y  habiendo 
extendido  una  minuta  del  contrato  que  debía  reducirse  á  escritura  pú¬ 
blica,  faltando  á  aquéllos  el  numerario  que  debían  aprontar,  se  rom¬ 
pió  la  minuta,  á  presencia  de  varios  testigos:  que  £érez  entonces 
puso  el  restaurant  á  su  nombre,  y  á  su  frente  como  dependientes  á  Igle¬ 
sias  y  Quintana;  pero  más  tarde,  por  no  ser  victima  de^us  abusos  y 
manejos,  cerró  la  casa  y  entregó  la  llave  á  su  dueño,  vendiendo  el  mo¬ 
biliario  á  Arias  y  compañía,  que  tomaron  en  arrendamiento  la  propia 
finca  y  abrieron  el  restaurant  El  Fénix:  que  estos  hechos  que  se  justifi¬ 
carían  demostraban  que  la  Sociedad  Gervasio  Pérez  y  Fernández  no 
llegó  á  existir,  y  que  el  cargo  de  Gerente  de  ella,  que  se  atribuyó  Don 
Francisco  Iglesias  al  suscribir  el  pagaré  base  de  la  ejecución  de  Sarazúa 
era  fabo,  del  propio  modo  que  la  personalidad,  con  que  se  invistió  en 
los  demás  actos  del  juicio: 

Resultando  que  admitida  la  querella  que  se  mandó  sustanciar  en 
pieza  separada,  con  suspensión  del  juicio  ejecutivo  en  el  estado  en  que 
se  encontrase,  dictó  á  su  tiempo  sentencia  la  Sala  primera  de  justicia 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  15  de  Diciembre  de  1877  declarando 
que  el  hecho  de  autos  constituía  un  delito  de  estafa  cometida  al  de¬ 
fraudar  á  un  tercero  bajo  el  engaño  de  suponerse  Gerente  de  una  So¬ 
ciedad  de  la  cual  sólo  era  dependiente;  siendo  por  consiguiente  respon¬ 
sable  asimismo  de  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  á  consecuen¬ 
cia  de  un  delito,  y  condenando  á  D.  Francisco  Iglesias  Menéndez  como 
autor  de  dicho  delito  en  ocho  meses  de  prisión,  devolución  de  la  can¬ 
tidad  estafada,  daños  y  perjuicios  irrogados  y  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  en  los  mencionados  autos  de  tercería  presentó  la 
Sociedad  demandante  Juan  Colao  Arias  y  compañía  un  escrito  en  29  de 
Mayo  de  1.877,  manifestando  que  con  las  medidas  del  embargo  y  vee¬ 
duría  obtenido  en  el  restaurant  del  Fénix  habían  retirado  su  confianza 
las  personas  que  suministraban  víveres  al  establecimiento,  y  se  habían 
alejado  los  concurrentes  de  él:  que  esta  situación  era  insostenible  para 
la  Sociedad  demandante,  y  para  evitar  mayores  males  se  veía  en'la  ne¬ 
cesidad  de  cerrar  el  establecimiento,  que  por  su  situación  y  crédito  de 
que  gozaba  explotaban  con  notables  ventajas;  pero  como  los  muebles  y 
enseres  estaban  embargados  por  el  Juzgado  á  instancia  de  D.  José  Ma¬ 
ría  Sarazúa  y  había  constituido  un  depositario,  se  creía  en  el  deber,  an¬ 
tes  de  entregar  la  llave  de  la  casa  á  su  duéño,  de  ponerlo  en  su  cono- 
cinyento  pata  que  dispusiera  lo  que  estimara  procedente  respecto  á  las 
especies  secuestradas,  sin  que  se  entendiera  que  por  ello  cedían  en  nada 
de  sus  derechos  en  orden  a!  dominio  de  las  mismas: 

Resultando  que  suspendido  para  este  tiempo  el  curso  del  juicio  eje¬ 
cutivo  á  consecuencia  de  la  instrucción  de  la  causa,  se  declaró  también 
en  suspenso  la  tramitación  dé  la  tercería,  acordándose  respecto  á  los 
muebles  embargados  que  se  trasladaran  al  lugar  que  se  designase  por 
el  depositario  y  por  la  Sociedad  Juan  Colao  Arias  y  compañía: 

Resultando  que  dictada  sentencia  en  la  causa  y  puesto  testimonio 
de  ella  en  el  juicio  ejecutivo,  la  Sociedad  demandante  solicitó  en  vista 
de  su  resultado  que  diese  por  terminada  la  tercería  declarando  que  el 
embargo  de  los  efectos  y  enseres  del  restaurant  había  sido  improceden- 
•te  é  injustificado,  disponiendo  en  su  virtud  que  se  alzase  desde  luego  y 
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que  se  entregasen  aquéllos  bajo  inventario  á  la  Sociedad  demandante, 
liquidándose  las  costas  y  exigiéndose  de  D.  José  María  Sarazúa,  de  cuen¬ 
ta  y  cargo  de  quien  eran  com'o  único  y  voluntario  causante  de  ellas, 
protestando  reclamar  judicialmente  del  mismo  los  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  Sarazúa,  á  quien  se  comunicó  esta  pretensión,  es¬ 
tuvo  conforme  en  que  cesaran  todos  los  efectos  del  juicio  ejecutivo  y 
de  aquella  tercería,  pero  no  en  que  se  hiciera  declaración  alguna  sobre 
la  procedencia  del  embargo  y  sobre  costas,  puesto  que  estaba  ya  hecha 
por  la  ejecutoria  de  la  causa  al  castigar  á  Iglesias  como  reo'del  delito 
de  estafa  y  responsable  de  las  costas,  daños  y  perjuicios  irrogados  á  las 
partes  todas  que  habían  litigado: 

Resultando  que  el  Juez  en  auto  de  17  de  Mayo  de  1878  declaró  ter¬ 
minado  el  juicio  mandando  alzar  el  embargo  de  los  enseres  y  efectos  y 
entregarlos  á  la  Sociedad  demandante,  declarando  de  cargo  de  Sarazúa 
las  costas  de  la  tercería  sin  perjuicio  del  derecho  que  pudiera  compe¬ 
tirle  para  repetir  contra  D.  Francisco  Iglesias;  y  que  apelado  este  auto 
por  Sarazúa  en  el  extremo  relativo  á  las  costas,  la  Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana  por  sentencia  de  19  de  Octubre  de  1878  la  revocó  en  dicho  punto 
declarando  que  todas  las  costas  eran  de  cargo  de  D.  Francisco  Iglesias, 
habiéndose  denegado  por  este  Supremo  Tribunal  el  recurso  de  casación 
que  interpuso: 

Resultando  que  los  referidos  D.  Juan  Colao  Arias  y  D.  Gervasio  Pé¬ 
rez  y  Cemuda,  que  habían  formado  la  indicada  Sociedad,  dedujeron 
en  7  de  Febrero  de  1879  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  qne 
consignó  como  hechos  los  antecedentes  que  quedan  referidos,  á  los  que 
agregaron  que  antes  de  establecer  el  pleito  habían  citado  á  Sarazúa  de 
conciliación,  reclamándolo  por  daños  y  perjuicids  500  pesos  en  oro 
y  41.884  peses  80  centavos  en  billetes  en  esta  forma:  por  el  capital 
aportado,  según  la  escritura  que  se  computaba,  integro  3.G00  pesos 
billetes;  por  las  utilidades  que  dejaron  de  percibirse,  que  se  redueían 
á  1.000  pesos  en  23  meses,  23.0^0  pesos  billetes;  por  las  pérdidas  su¬ 
fridas  en  los  meses  de  Febrero  á  Junio  de  1877,  3.869  pesos  80  centa¬ 
vos;  por  el  daño  y  menoscabo  sentido  en  el  crédito  de  los  asocia 
dos,  5.000  pesos;  por  valor  de  la  casa,  apreciado  en  10.000  pesos  de  los 
que  se  hicieron  oferta,  rebajado  la  mitad,  5.000  pesos  billetes;  por  el 
alquiler  de  los  cuatro  y  medio  meses,  pagado  después  del  14  de  Junio 
de  1877,  en  que  se  cerró  el  establecimiento,  y  que  no  figuraba  en  las 
pérdidas  por  haberse  hecho  ese  abono  al  dueño  de  la  finca  cuando  ya 
no  estaba  abierto  aquél,  990  pesos  billetes;  por  habitación,  comida  y 
demás  del  veedor  interventor  durante  el  tiempo  que  desempeñó  su  co¬ 
metido,  225  pesos  billetes,  y  por  gastos  judiciales,  200  pesos  en  bille¬ 
tes  y  500  pesos  en  oro,  reservándose  su  derecho  para  exigir  los  perjui¬ 
cios  sufridos  por  el  menoscabo  de  los  efectos  secuestrados,  á  lo  cual  se 
había  negado  Sarazúa  por  estar  ya  resuelto  lo  que  se  pedía;  como  fun¬ 
damentos  de  derecho  citaron  diferentes  leyes  de  Partida  y  de  la  Novísi¬ 
ma  y  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  que  tratan  de  la  obligación 
de  reparar  los  daños  y  perjuicios  por  el  causante  de  ellos;  de  la  garan¬ 
tía  que  debe  dar  el  que  consigne  un  embargo,  siquiera  sea  preventivo, 
y  de  la  obligación  en  que  está  de  alzarlo  si  se  declara  improcedente,  y 
de  abonar  daños  y  perjuicios,  de  lo  cual  no  podía  excusarse  Sarazúa, 
habiéndose  hecho  el  secuestro  bajo  su  más  estrecha  responsabilidad;  y 
haciendo  uso  de  la  acción  personal  que  les  asistía,  suplicaron  se  con¬ 
denase  á  D.  José  María  Sarazúa  al  pago  de  41 .884  pesos  80  centavos  en 
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billetes. del  Banco  Españql  y  500  pesos  en  oro  que  se  le  reclamaban  por 
indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados,  con  las  costas: 

Resultando  que  D.  José  María  Saraziia  contestó  á  la  demanda  con  la 
pretensión  de  que  se  le  absolviera  de  ella,  oponiendo  la  excepción  de 
falta  de  acción,  y  alegando  que  la  terminación  de  la  tercería  de  domi¬ 
nio  interpuesta  por  Colao  Arias  y  compañía  no  fué  por  sentencia,  único 
caso  en  que  podía  apreciarse  el  derecho  con  que  se  litigaba  y  la  res¬ 
ponsabilidad  civil  de  las  partes  contendientes:  que  terminado  el  juicio 
ejecutivo  por  la  declaración  de  falsedad  criminal  del  titulo,  las  cosas  se 
repusieron  á  su  primitivo  estado,  declarándose  las  costas,  los  perjuicios 
y  la  devolución  de  la  cantidad  estafada  de  cargo  de  Iglesias,  reo  del  de¬ 
lito  de  estafa,  por  lo  que  no  era  posible,  dados  esos  hechos,  atribuir  á 
otro  una  responsabilidad  que  ya  estaba  declarada:  que  esa  declaración 
se  había  reiterado  por  la  Audiencia  en  juicio  en  que  figuraba  como  par¬ 
te  Colao  Arias  y  compañía,  en  cuyo  concepto  la  ejecutoria  les  com¬ 
prendía;  y  que,  dados  esos  antecedentes,  había  que  considerar  forzosa¬ 
mente  como  notoriamente  injusto  aquel  pleito;  y  dada  la  irresponsabi¬ 
lidad  de  los  actores,  las  costas  debían  declararse  de  cargo  del  Abogado 
defensor;  toda  vez  que  la  libertad  de  la  defensa  debía  estar  limitada  por 
la  responsabilidad  consiguiente: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  que  Sarazúa  no  contra¬ 
decía  el  origen  ni  entidad  de  los  perjuicios  que  se  reclamaban,  con  lo 
cual  había  convenido  en  que  era  justa  la  demanda  y  reconocido  el  de¬ 
ber  en  que  estaba  de  abonar  aquéllos:  que  no  presentaba  ni  citaba  do¬ 
cumento  público  ni  privado,  ejecutoria  ni  otro  dato  alguno  que  le  exi¬ 
miera  expresa  ni  virtualmente  del  resarcimiento  de  perjuicios  objeto 
de  este  pleito;  y  que  sólo  oponía  la  excepción  de  falta  de  acción,  fun¬ 
dada  en  una  interpretación  absurda  de  la  sentencia  recaída  en  la  causa, 
en  la  cual  sólo  se  establecía  que  si  Iglesias  con  el  hecho  de  la  estafa 
perjudicó  á  Sarazúa,  estaba  en  el  caso  de  indemnizarle;  pero  no  decía 
que  Sarazúa  quedase  exento  de  resarcir  el  daño  que  de  la  temeridad 
con  que  solicitó  y  alcanzó  el  embargo  se  siguió  á  Colao  Arias  y  Pérez 
Cernuda: 

Resultando  que  los  demandados  suministraron  extensas  pruebas  so¬ 
bre  la  existencia  é  importancia  de  los  perjuicios  demandados;  y  que 
sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  d<;  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  la  Habana  dictó  sentencia  en  2i  de  Noviembre  de  1881,  que  no 
fué  conforme  con  la  del  Juez  inferior,  declarando  haber  lugar  á  la  de¬ 
manda  interpuesta  por  D.  Juan  Colao  Arias  y  D.  Gervasio  Pérez  Cor¬ 
nuda  contra  D.  J  ¡sé  María  Sarazúa  en  reclamación  de  daños  y  perjui¬ 
cios.  fijándose  unos  y  otros  en  la  cantidad  de  9.859  pesos  80  centavos 
del  Banco  Español  de  la  Habana,  y  condenando  en  su  consecuencia  al 
demandado  á  que  diera  y  pagara  esta  cantidad  á  los  demandantes,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas  en  ambas  instancias: 

Resultando  que  Q.  José  María  Sarazúa  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción,  citando  al  interponerle,  y  . después  en  tiempo  oportuno  en  este 
Supremo  Tribunal,  como  infringidas: 

Io  Las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida  3a,  que  tratan  de  cuándo  no 
vale  el  segundo  juicio  que  fué  dado  contra  el  primero  y  qué  fuerza 
tiene  el  juicio,  al  no  reconocer  eficacia  á  la  sentencia  dictada  en  la 
causa  criminal  contra  D.  Francisco  Iglesias,  que  declaró  de  su  cargo 
las  costas  y  los  daños  y  perjuicios  irrogados  con  motivo  del  embargo 
del  restauran!  El  Fénix  á  Sarazúa  y  á  los  dueños  de  este  restaurant 
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Arias  y  Pérez,  y  las  costas  de  los  juicios  todos  que  se  habían  estable¬ 
cido,  sentencia  que  tenía  para  Arias  y  Pérez  fuerza  y  valor,  no  obstan¬ 
te  haber  sido  dictada  en  un  juicio  en  que  no  fueron  parle:  primero, 
porque  era  criminal;  y  segundo,  porque  pidieron  que  por  virtud  de 
aquella  sentencia  se  terminara,  tanto  el  juicio  ejecutivo  establecido 
por  Sarazúa  donde  se  ejecutó  el  embargo  del  restaurant,  como  la  ter¬ 
cería  de  dominio  del  mismo,  interpuesta  como  incidente,  y  en  la  que 
había  de  declararse  la  procedencia  ó  improcedencia  del  embargo: 

2o  Las  propias  leyes  antes  citadas,  y  además  la  2a  del  propio  tít.  22, 
Partida  3a„  y*el  principio  de  que  no  puede  reputarse  obligado  á  lo  más 
quien  no  está  obligado  á  lo  menos,  al  no  dar  fuerza  ni  reconocer  efica¬ 
cia  á  la  sentencia  de  19  de  Octubre  de  1878,  que  puso  término  á  la 
tercería  de  dominio,  la  cual  no  la  resolvió  por  el  derecho  alegado  por 
las  partes,  sino  por  el  hecho  criminal  que  motivó  su  terminación,  en 
cuyo  concepto  las  costas  y  los  perjuicios  se  declararon  de  D.  Francisco 
Iglesias  causante  de  unas  y  otros: 

3°  La  doctrina  legal  de  que  no  probando  el  actor  debe  ser  absuelto 
el  demandado,  que  constituyela  ley  Ia,  tít.  14,  Partida 3a;  el  principio 
de  que  los  pleitos  deben  ser  resueltos  conforme  á  lo  alegado  y  probado 
á  no  quebrantarse  juntamente  con  él  las  leyes  que  la  consagran,  entre 
-ellas,  la  3a,  tít.  22,  Partida  3a,  y  el  no  menos  conocido  de  que  las 
pruebas  en  tanto  pueden  ser  apreciadas  por  los  Tribunales,  en  cuanto 
consistiendo  en  documentos  no  vaya  esta  apreciación  contra  su  con¬ 
texto,  y  no  ofenda  en  ningún  caso  las  reglas  de  la  sana  crítica,  pues 
Arias  y  Pérez  no  habían  justificado  que  por  el  hecho  del  embargo  se 
les  irrogasen  perjuicios,  los  cualeá  decían  les  fueron  irrogados  por  la 
'Clausura  del  establecimiento,  acto  que  realizaron  libre  y  espontánea¬ 
mente  á  los  cinco  meses  y  días  de  ejecutado  el  embargo,  habiéndose 
infringido  también  en  la  apreciación  de  las  pruebas  los  artículos  33, 
■41,  42,  46,  48  y  52  del  Código  de  Comercio,  y  la  ley  114,  tít.  28  de  la 
Partida  3a: 

4°  La  doctrina  legal,  que  es  asimismo  ley  del  Reino,  formando  ja 
14,  tít.  34  de  la  Partida  7a,  de  que  el  que  usa  de  un  derecho  á  nadie 
perjudica;  y  la  ley  3a,  tít.  15  de  la  misma  Partida,  que,  en  armonía 
con  dicho  principio,  determina  que  no  es  responsable  del  daño  que 
cáusare  el  que  lo  hace,  comparándose  á  sí  ó  á  sus  casos  y  derecho;  y  si 
Sarazúa  usó  de  él  al  solicitar  el  embargo  del  restaurant,  por  ese  hecho 
no  podía  suponerse  que  causó  perjuicios,  ni  apreciarse  si  obró  justa  ó 
injustamente,  con  ó  sin  temeridad,  toda  vez  que  el  juicio  que  provo¬ 
caron  Arias  y  Pérez  puraque  tal  declaración  se  hiciese  se  terminó  por 
la  declaración  de  estafa  hecha  en  la  sentencia  de  15  de  Diciembre  de 
1877,  no  obstante  la  oposición  de  Sarazúa  y  su  exigencia  á  que  el  juicio 
siguiese  por  todos  sus  trámites: 

Y  5o  La  doctrina  legal  de  que  sólo  por  sentencia  puede  resolverse  y 
calificarse  la  buena  ó  mala  fe  de  los  litigantes  y  la  justicia  ó  injusticia 
oe  sus  reclamaciones,  de  manera  que,  al  solicitar  Arias  y  Pérez  que  la 
demanda  de  tercería  de  dominio  que  tenía  establecida  con  motivo  del 
embargo  se  terminase,  no  por  sentencia,  sino  por  la  declaración  de  es¬ 
tafa,  las  cosas  habían  de  reponerse  ásu  primitivo  estado,  y  las  costas  y 
los  perjuicios  causados  no  podían  declararse  de  cargo  de  otra  persona 
qne  Iglesias,  autor  de  la  estafa  y  causante  de  los  perjuicios;  y  la  regla 
ce  derecho  universal  y  de  sana  y  buena  crítica  de  que  desapareciendo 
la  causa  cesan  y  se  quitan  los  efectos  que  la  misma  causa  se  encuentre 
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produciendo,  por  cuanto  diciéndose  producidos  los  daños  y  perjuicios 
que  estimaba  la  sentencia  recurrida  por  la  presencia  del  veedor  en  el 
establecimiento  intervenido,  sería  absurdo  y  contradictorio  admitir 
que  esos  perjuicios  continuaban  después  de  levantada  semejante  inter¬ 
vención: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  causa  inmediatamente  originaria  de  los  daños  y 
perjuicios  discutidos  y  declarados  en  este  pleito  fué  el  embargo  de  bie¬ 
nes  ejecutado  en  el  restaurant  titulado  El  Fénix,  propio  de  los  deman  • 
dantes  D.  luán  Colao  y  D.  Gervasio  Pérez, á  instancia  de  D.  José  María 
Sarazúa,  y  bajo  su  responsabilidad  insistentemente  aceptado  á  pesar 
de  las  protestas  de  los  dueños  del  establecimiento,  hecho  distinto  é  in¬ 
dependiente  del  delito  de  falsedad,  y  estaba  penado  en  la  persona  de 
D.  Francisco  Iglesias,  y  por  lo  tanto  imputable  exclusivamente  al  Sa¬ 
razúa: 

Considerando  que  al  declararlo  así  la  Sala  sentenciadora  no  infrin¬ 
ge  las  leyes  y  doctrinas  invocadas  en  los  cinco  motivos  del  recurso, 
porque  son  inaplicables  al  presente  caso,  toda  vez  que  se  fundan  en  el 
supuesto  erróneo  de  que  la  sentencia  condenando  á  Iglesias  á  pena 
personal  y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  causados  á  Sarazúa 
comprende  los  ocasionados  por  éste  á  Colao  Arias  y  Pérez  Cernuda; 
siendo  así  que  ni  éstos  intervinieron  en  la  causa  criminal  contra  Igle¬ 
sias,  ni  éste  en  la  diligencia  del  embargo  originario  de  los  daños  y  per¬ 
juicios  en  cuestión,  de  que  espontáneamente  se  constituyó  responsable 
Sarazúa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  £  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Sarazúa  y  Cabareda,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana 
la  certificación  correspondiente. — (Sentencia  publicada  el  10  de  Octu¬ 
bre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (i  0  de  Octubre  de  1883). — Sala  tercera. 
Ejecución  de  sentencia. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Juan 
Ponce  de  León  con  Doña  Dolores  Liñán  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  el  recurso  de  casación  procede ,  conforme  i  los  artículos  1689 
y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  contra  las  sentencias  que  ter¬ 
minan  el  juicio  y  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articulo  pon¬ 
gan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación'. 

t°  Que  dicho  recurso  no  procede,  según  el  arl.  1695  de  la  referida 
ley ,  en  los  au(os  que  dicten  las  Audiencias  en  los  procedimientos  para 
la  ejecución  de  sentencias  sino  cuando  resuelvan  puntos  sustanciales  no 
controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia ,  ó  se  provea  en 
contradicción  con  lo  ejecutoriado ; 

Y  3o  Que  el  auto  que  deniega  la  suspensión  requerida  por  el  Juez  de 
la  causa  contra  la  demandada  en  pleito  civil  para  entrega  de  bienes , 
por  los  gravámenes  que  sobre  éstos  impuso ,  de  los  procedimientos  de 
apremio  en  el  pleito  en  que  éstos  recaen ,  no  pone  término  á  dicho  pleito; 
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puesto  que  ni  aun  produce  alteración  en  el  estado  en  que  éste  se  en¬ 
cuentra. 

Resultando  que  pendientes  de  vista  en  la  Sa'a.segunda  de  la  Audien- 
de  esta  corte  los  autos  seguidos  por  Doña  Dolores  Liñán  con  Doña  Car¬ 
lota  Dávila,  consorte  de  D.  Juan  Ponce  de  León,  sobre  ejecución  de  una 
sentencia  en  pleito  sobre  declaración  de  herederos  de  la  Marquesa  de 
Bondad  Real,  se  recibió  un  suplicatorio  del  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Universidad,  de  donde  proceden,  para  que  se  sus¬ 
pendiese  el  recurso  de  dichos  autos'  por  haberlo  así  acordado  en  una 
querella  criminal  formulada  por  Doña  Carlota  Dávila  contra  Doña  Do¬ 
lores  Liñán;  teniendo  para  ello  en  cuenta  la  relación  que  entre  ambos 
procedimientos  existía: 

Resultando  que  denegada  la  paralización  del  curso  del  pleito  por  la 
referida  Sala  en  26  de  Febrero  último,  Doña  Carlota  Dávila  suplicó,  y 
que  por  auto  de  19  de  Marzo  siguiente  fué  desestimada  la  súplica,  co  i 
las  costas,  acordando  que  se  estuviera  á  lo  mandado: 

Y  resultando  que  D.  Juan  Ponce  de  León  interpuso  contra  este  auto 
recorso  de  casación  por  infracción  de  ley; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  procede,  conforme  á  los 
artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  contra  las 
sentencias  que  terminan  el  juicio  y  las  que  recayendo  sobre  un  inci¬ 
dente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  con¬ 
tinuación: 

Considerando  que  dicho  recurso  no  procede,  según  el  art.  1695  de 
la  referida  ley,  en  los  autos  que  dicten  las  Audiencias  en  los  procedi¬ 
mientos  para  la  ejecución  de  sentencias  sino  cuando  resuelvan  puntos 
sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  sentencia, 
ó  se  provea  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado: 

Considerando  que  el  auto  de  la  Audiencia  contra  el  que  se  recurre, 
al  denegar  la  suspensión  requerida  por  el  Juez  de  la  causa  de  Doña  Do¬ 
lores  Liñán  de  los  procedimientos  de  apremio  en  los  pleitos  en  que  és¬ 
tos  recaen,  no  pone  término  á  dicho  pleito,  puesto  que  ni  aun  produce 
alteración  en  el  estado  en  que  éste  se  encuentra: 

Considerando  que  el  referido  auto  no  resuelve  punto  sustancial  no 
tratado  en  el  pleito  ó  que  no  haya  sido  decidido  en  la  sentencia,  por¬ 
que  éstos  versaron  sobre  la  declaración  de  heredero  de  la  que  fué  Mar¬ 
quesa  de  Bondad  Real  á  favor  de  Doña  Dolores  Liñán,  al  paso  que  el 
auto  contra  que  se  intenta  recurrir  en  casación  se  refiere  á  redamacio¬ 
nes  en  vía  criminal  de  Doña  Carlota  Dávila  contra  dicha  Doña  Dolores 
por  consecuencia  de  los  gravámenes  que  ésta  impuso  á  favor  de  aqué¬ 
lla  sobre  los  bienes  que  adquirió  por  la  mencionada  sentencia; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  D.  Juan  Ponce  de  León,  como  marido  de  Doña 
Carlota  Dávila,  á  quien  se  condena  en  las  costas,  devolviéndosele  el  de¬ 
posito  que  ha  constituido:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta. corte  la  certi¬ 
ficación  correspondiente;  y  publíquese  este  auto  en  la*forma  prevenida 
oor  la  ley. — (Sentencia  publicada  el  10  de  Octubre  de  1883,  é  inserta 
®n  la  Gaceta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Btecurso  de  casación  (H  de  Ocluiré  de  1883). — Sala  primera. 
— Reclamación  de  salarios.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Fernan- 
•  do  de  Miranda  con  D.  Antonio  de  Llano  y  Alvarez  (Audiencia  de  Ovie  - 
do),  v  se  resuelve: 

Que  infringe  la  cosa  juzgada  el  fallo  que  se  aparta  de  la  aprecia¬ 
ción  del  tercer  perito ,  si  éste  tío  se  apartó  al  hacerla  de  las  bases  esta¬ 
blecidas  por  la  sentencia  que  se  trataba  de  ejecutar. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1 1  de  Octubre  de  1 883,  en  el  pleito 

fundiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cangas  de  Tineo  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Antonio  de  Llano 
y  Alvarez,  que  no  se  ha  personado  en  este  Supremo  Tribunal,  con  Don 
Fernando  de  Miranda  y  Maire,  por  sí  y  como  marido  de  Doña  Josefa  de 
Llano  y  Rodríguez,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Juan  Pascual 
García,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Enrique  Pérez  Hernández, 
sobre  reclamación  de  salarios: 

Resultando  que  D.  Antonio  de  Llano  y  Alvarez  entabló  demanda  en 
3  de  Diciembre  de  1874  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cangas 
de  Tineo  reclamando  á  D.  Antonio  de  Llano  y  Martínez  el  pago  de  las 
soldadas  de  34  años  y  meses  que  le  había  servido  como  criado  de  la¬ 
branza,  previa  regulación  anual  de  los  mismos  por  peritos  nombrados 
en  la  forma  ordinaria,  en  atención  á  que  no  habían  ajustado  lo  que 
por  tal  servicio  le  había  de  satisfacer: 

Resultando  que  D.  Antonio  Llano  y  Martínez  impugnó  la  demanda 
fundado  en  que  había  tenido  en  su  casa  al  demandante  á  instancia  suya 
y  como  un  simple  pariente  y  amigo,  alimentándole  y  asistiéndole  con 
abundancia  y  permitiéndole  dedicarse  á  la  cría  de  ganados,  que  man¬ 
tenía  á  costa  del  demandado,  vendiéndolos  cuando  lo  tenía  pof  conve¬ 
niente: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  por  ejecu¬ 
toria  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de  4  de  Diciembre  de  1876,  en  la  que, 
entre  otros  fundamentos,  se  estableció  que  para  el  pago  de  los  salarios 
debía  tenerse  en  cuenta  el  valor  de  la  manutención  de  la  res  vacuna  ó 
mular  que  Alvarez  había  tenido  en  casa  de  Martínez  desde  que  éste 
contrajo  segundo  matrimonio  hasta  que  se  casó  su  hija,  y  el  importe  de 
alimento  y  vestido  que  le  dió  desde  que  entró  en  su  casa  hasta  que  sa¬ 
lió  de  ella;  y  debiendo  ser  la  tasación  de  todo  ello  objeto  del  juicio  pe¬ 
ricial,  se  condenó  al  demandado  D.  Antonio  de  Llano  y  Martínez  á  sa¬ 
tisfacer  al  demandante  el  importe  de  los  salarios  que  como  criado  había 
devengado  en  su  casa  durante  los  34  años  que  estuvo  en  ella,  regulán¬ 
dose  por  peritos  nombrados  por  las  partes  y  tercero  en  discordia  en  la 
forma  ordinaria,  abonándose  al  demandado  para  pago  de  dichos  sala¬ 
rios  el  valor  de  la  manutención  y  vestido  que  dió  al  demandante  du¬ 
rante  dicho  tiempo,  igualmente  que  el  de  la  res  que  le  había  permitido 
tener  en  casa  desde  sus  segundas,  nupcias  hasta  el  matrimonio  de  su 
hija,  regulado  también  todo  al  mismo  tiempo  por  los  propios  peritos,  á 
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quienes  se  pusieron  al  efecto  los  antos  de  manifiesto,  sujetándose  á  lo 
determinado  en  la  parte  dispositiva  expresada: 

Resultando  que  para  cumplimiento  de  esta  sentencia  nombraro 
partes  peritos  que  practicaron  la  tasación;  pero  como  no  estuvi 
conforme  en  ella,  y  las  partes  tampoco  en  la  designación  de  der  e  , 
dejándolo  á  disposición  del  Juzgado,  el  Juez  por  providencia  de  15  de 
Junio  de  1881  nombró  como  tal  á  D.  Jenaro  González  Re(Ia®t1'V  .  . 

Resultando  que  practicada  por  éste  la  tasación,  calculó  el 
en  80  pesetas  anuales,  que  ascendía  á  2.720  pesetas,  y  ^etaIand°r  * 
por  el  vestido  y  956  pesetas  y  40  céntimos  como  u 1 1 I  idades  dé  las  reses, 
dió  como  resultado  á  favor  del  demandante  de  63  pesetas  y  6 

101  Resultando  que  D.  Antonio  de  Llano  y  Alvarez  se  °P°®°  * J*la 
sación  pidiendo  se  declarase  nulo  el  nombramiento  de  perito  t  y 
•  nulas  las  diligencias  posteriores  á  él,  procediéndose  á  ver*“®  hnbie- 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley,  y  en  el  caso  que  á  esto 
se  lugar,  se  dejase  sin  efecto  su  declaración:  p,  ..  j. 

Resultando  que  estimada  esta  pretensión  por  el  Jaez, •  ge 

de  Miranda  y  Maire,  marido  de  Doña  Josefa  Llano  Y  R°dríS“?  ’  3  T  i 
personó  en  los  antos  como  hija  y  heredera  única  de  D. 
no  y  Martínez,  pidió  reforma  de  este  proveído  en  el  sentido  de  q 
la  comunicara  traslado  de  la  pretensión  contraria;  y  denegada  1 
ma,  interpuesta  apelación,  la  Audiencia  de  Oviedo  la  estimó  mandando 
que  del  incidente  de  nulidad  promovido  por  D.  Antonio  de 
confiriese  traslado  á  D.  Fernando  Miranda:  . 

Resaltando  que  hecho  así.  fué  impugnado  por  éste  Pldiendo  “ 
clarase  válido  y  eficaz  el  nombramiento  de  perito  tercero,  )od  •  ; 
no  perteneciendo  la  tasación  á  ninguna  ciencia  ni  arte  fiud  .  j 

reglamentados  por  las  leyes,  ni  estando  comprendida  en  ninguna  ae 
las  tarifas  que  regían  para  el  pago  de  la  contribución  desu  ' 
imposible  llenar  el  requisito  que  exigía  la  ley,  ademá¿  d®,q  s0  ¿e^ae 
tes  se  sometieron  al  que  nombrara  el  Juzgado;  y  que  en  el 
no  existieran  méritos  suficientes  para  aprobar  el  dictamen  de  dicho  pe 
rito,  se  mandase  que  la  ampliara  á  varios  particulares:  Miran- 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  D.  Fer Ja®do 
da  la  suministró  de  testigos  sobre  la  costumbre  relativa  á  los  salarios 
de  criados  y  cálculo  délos  gastos  y  utilidades  de  nna  rea*  5 '  *  .  y  . 

de  Llano  documental  para  acreditar  que  en  el  Ayuntamiento  Je  Val 
dés  había  dos  Peritos  Agrimensores  matriculados,  y  que  en  el  de  lineo 

sólo  figuraba  uno  en  el  ejercicio  de  1880  á  1881:  ,  cai„ 

Resultando  que  sustanciado  el  incidente  en  dos  instancia *8»  . 

délo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictó  sentencia  en  6  de  Y- 
del  corriente  año  1883,  que  no  fué  conforme  con  la  del  *ae.zn d  ’ 
declarando  no  haber  lugar  al  incidente  promovido  por  D.  Antonio  ub 
Llano  y  Alvarez,  y  en  su  consecuencia  válido  y  legal  el  nomora  , 
del  perito  tercero  D.  Jenaro  González  Requerín,  y  as,mismo  v 
das  las  actuaciones  posteriores  al  mismo,  comprendiéndose  en 
declaración  pericial  de  los  folios  135  al  137  inclusive;  f^ro  e 
dose  en  cuanto  á  ésta  que  no  son  de  cargo  de  Llano  y  Alva 
Partidas  relativas  á  una  res  bovina  y  otra  mular,  que  sua™n  •  ,P . 
tas  40  céntimos,  por  lo  que  debe  percibir  las  1 .020  pesetas i  que  d 
cidas  aquéllas  arroja  á  su  favor  dicha  declaración  pericial,  sin  hacer  e 
pecial  condenación  de  costas: 
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Resultando  que  D.  Fernando  Miranda,  en  la  representación  indica¬ 
da,  interpuso  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  1 9,  tít.  22,  Partida  3a,  que  trata  de  la  fuerza  que  há  el 
j  uicio,  y  declara  y  manda  que  el  juicio  afinado  la  tenga  maravillosa,  y 
el  principio  de  derecho  natural  y  civil  de  la  santidad  de  lacosa  juzgada; 
pues  la  sentencia  declaraba  que  no  eran  de  cargo  de  Llano  y  Alvarez 
las  partidas  relativas  á  una  res  bovina  y  otra  mular,  y  en  la  ejecutoria 
se  mandaba  terminantemente  qpe  los  salarios  debidos  á  Llano  habían 
de  ser  compensados  con  el  valor  de  la  manutención  de  la  res: 

2o  La  misma  ley  19,  tít.  22,  Partida  3a,  y  el  mismo  principio  del  res¬ 
peto  debido  á  la  cosa  juzgada;  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  había 
modificado  y  apreciado  como  lo  parecía,  por  razones  que  ya  no  podían 
surtir  efecto  alguno  desde  que  quedó  afinado  el  juicio,  la  regulación  del 
valor  de  la  manutención  de  la  res  hecha  en  cumplimiento  de  la  ejecuto¬ 
ria  por  el  tercer  perito  nombrado  por  el  Juzgado,  siendo  as(  que. 
dicha  regulación  estaba  encomendada  por  mandato  del  Tribunal  á  los 
peritos,  no  pudiendo  modificarse  su  regulación  por  el  Tribunal  por  no 
tratarse  de  un  elemento  probatorio,  sino  de  una  función^encomendada 
á  quien  tenía  la  especial  competencia  que  para  el  caso  se'requería: 

3o  La  doctrina  legal  emanada  de  la  aplicación  de  la  ley  19,  tít.  22, 
Partida  3a,  y  del  principio  de  la  irrevocabilidad  y  santidad  de  la  cosa 
juzgada  de  que  no  es  licito  separarse  ni  prescindir  del  juicio  pericial 
cuando  la  ejecutoria  le  enmienda  la  liquidación  ó  regulación  de  deter¬ 
minadas  cantidades,  siempre  que  el  perito  se  haya  atenido  á  las  bases 
fijadas  en  aquélla,  que  era  precisamente  el  caso  de  este  recurso,  doctri¬ 
na  legal  declarada  y  consignada  constantemente  por  este  Tribunal  Su¬ 
premo,  y  más  particularmente  en  las  sentencias  de  17  y  27  de  Febrero 
de  1877  y  30  de  Octubre  de  1878; 

4o  Y  por  último,  la  ejecutoria  de  4  de  Diciembre  de  1878  fen  el  im¬ 
portante  extremo  de  su  parte  dispositiva  en  que  manda  compensar  con 
los  salarios  debidos  á  Llano  Alvarez  el  valor  de  la  manutención  de  la 
ressin  permitir  ni  autorizar  que  este  valor  se  compense  á  su  vez,  ni 
con  las  utilidades  de  la  res,  ni  con  ninguna  otra  cantidad,  ni  mande 
hacer  regulación  del  valor  de  la  res  á  nadie  más  que  á  los  peritos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  el  fallo  infringe  la  cosa  juzgada  que  se  invoca  en 
los  motivos  expuestos,  porque  el  tercer  perito  no  se  apartó  en  su  apre¬ 
ciación  de  las  bases  establecidas  por  la  sentencia  que  se  trataba  de 
ejercitar; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  ¿Miranda  y  Maire,  por  sí  y 
como  marido  de  Doña  Josefa  de  Llano  y  Rodríguez;  y  en  su  virtud  ca¬ 
samos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  6  de  Febrero  del  corriente  año 
dictó  1 1  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo. — (Sentencia  publi¬ 
cada  el  H  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Diciem¬ 
bre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (11  de  Ocluiré  de  1 883). — Sala  •primera. 
— Retracto  gentilicio.— No  ha  logar  al  interpuesto  por  D.  Víctor  Ve- 
landia  con  D.  Gregorio  Vergara  (Audiencia  de  Burgos),  y  se  re¬ 
suelve: 

1*  Que  si  las  parles  no  convinieron  en  que  la  venta  quedara  en  pro¬ 
yecto,  sino  que, 'por  el  contrario,  la  realizaron  desde  luego  con  la  en¬ 
trega  de  la  cosa  y  precio,  sin  perjuicio  de  formalizar  más  adelante  aquel 
documento-,  y  la  Sala  sentenciadora  apreció,  en  uso  de  sus  facultades, 
que  el  papel  privado,  presentado,  contiene  una  declaración  simulada, 
sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  expuesto  infracción  de  ninguna 
clase:  ta  sentencia  que  declara  haber  lugar  al  retracto,  no  infringe  las 
leyes  6a,  til.  o0,  Partida  6a,  y  Mi,  tit.  18,  Partida  3a: 

2o  Que  tampoco  infringe  las  disposiciones  contenidas  en  el  art.  1618, 
número  8°,  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  las  leyes  Ia, 
titulo  13,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  13,  tit.  10,  libro  3o 
del  Fuero  Real,  ni  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo ,  según  la  que  el 
derecho  de  retracto  nace  desde  el  momento  de  otorgarse  la  escritura-, 
porque  la  escritura  pública  no  es  necesaria  para  la  existencia  del  con¬ 
trato  de  compra  venta,  y  porque  si  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  esta¬ 
blece  que  se  compute  el  término  desde  el  otorgamiento  de  aquélla,  salvo 
el  caso  de  ocultarse  maliciosamente  la  convención,  se  sigue  necesaria¬ 
mente  que  cuando  se  trata  de  un  papel  privado  y  clandestino  pueden 
los  Tribunales  apreciar  con  mayor  facilidad  que  el  rtlrayente  no  ha 
tenido  conocimiento  de  ello  hasta  después  de  los  nueve  días,  aprecia¬ 
ción  á  que  hay  que  estar  si  contra  ella  no  se  ha  alegado  infracción  de 
ninguna  clase : 

■""a0  Que  tampoco  infringe  la  ley  8a,  til.  5°,  Partida  5a;  la  doctrina 
legal  de  que  las  obligaciones  nunca  se  extienden  á  más  que  la  voluntad 
demostrada  délos  contratantes,  ó  sea  que  nadie  puede  ser  demandado 
sino  en  virtud  de  obligación  que  aparezca  plenamente  haber  contraído, 
V  ley  5a,  tit.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  71  de 
Toro-,  invocadas  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  al  negar  la  realidad 
de  la  cuarta  parte  correspondiente  á  un  pariente  dtl  quinto  grado,  por¬ 
gue  el  retracto  no  podía  extenderse  á  esa  parte; 

T  4"  Que  tampoco  infringe  las  disposiciones  de  la  ley  4a,  tit.  5o, 
Partida  5a,  y  art  2011  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  por¬ 
gue  no  se  ha  pretendido  el  retracto  de  la  cuarta  parte  perteneciente  á  un 
menor  de  edad ,  á  cuya  venta  se  atribuyen  faltas  de  solemnidad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Atnurrio  y  en  la  Sala, 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Gregorio  Vergara  é  Izarra, 
Obrador,  vecino  de  Abecia.con  D.  Víctor  Velandia  yArberas,  labrador, 
vecino  de  Izarra,  sobre  retracto  gentilicio;  pendiente  en  este  Tribunal 
Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter¬ 
puesto  por  el  Licenciado  D.  Agustín  de  Soto  y  el  Procurador  D.  José 
María  Cordón  en  defensa  y  representación  del, demandado;  habiendo  sido 
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defendido  y  representado  el  demandante  en  este  recurso  por  el  Licencia¬ 
do  D.  Robustiano  Patiño  y  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz: 

Resultando  que  en  documento  privado  extendido  en  Pamplona  con 
fecha  3  de  Enero  de  1882,  autorizado  con  las  firmas  de  Evaristo  Prieto 
y  Braulio  Elorza  en  concepto  de  testigos,  declaró  D.  Juan  Gauna  Izarra 
que  con  fecha  29  de  Diciembre  último  había  recibido  de  D.  Víctor  Ve- 
landia  la  suma  de  2.250  pesetas  en  calidad  de  préstamo,  con  hipoteca 
de  una  casa  con  sus  pertenencias,  y  de  ocho  heredades  que  poseía  en 
el  pueblo  de  Izarra,  comprometiéndose  á  practicar  la  oportuna  infor  ¬ 
mación  posesoria  para  poder  otorgar  escritura  pública  en  forma  legal; 
y  á  fin  de  que  el  interesado  poseyera  mientras  tanto  algún  documento 
con  que  poder  acreditar  su  entrega,  confesaba  en  este  privado  provi¬ 
sional  haber  recibido  la  expresada  cantidad  para  que  Velandia  pudiera 
acreditarlo  en  todo  tiempo  y  hecha  que  fuese  á  favor  del  otorgante  la 
información  posesoria,  formalizaría  la  escritura  de  hipoteca  ó  de  venta 
de  las  porciones  bajo  el  tipo  en  que  el  comprador  prestamista  Velandia 
conviniera  dar  ya  que  no  aceptaba  de  modo  alguno  la  venta  intentada 
en  documento  privado,  y  por  último,  que  hasta  tanto  que  no  se  esti¬ 
pulase  el  interés  anual  que  había  de  redituar  el  capital  entregado  ó  que 
en  su  día  se  le  entregase,  cedió  desde  la  presento  fecha  en  garantía  la 
administración  de  los  bienes  hipotecados,  de  los  que  dispondría  Velan¬ 
dia  como  si  fuesen  suyos  propios: 

Resultando  que  en  12  del  mismo  mes  de  Enero  dedujo  D.  Gregorio 
Vergara  demanda  civil  ordinaria,  diciendo  que  á  D.  Juan  y  D.  Pedro 
Gauna  correspondían  las  fincas  que  á  continuación  enumeraba  por  he¬ 
rencia  de  Doña  Agueda  Izarra  y  Loizaga,  madre  del  D.  Juan  y  abuela 
del  D.  Pedro,  las  cuales  habían  sido  vendidas  por  el  primero  por  sí  y 
como  curador  del  segundo  á  D.  Víctor  Velandia;  que  dichas  fincas,  per¬ 
tenecientes  en  sus  tres  cuartas  partes  á  D.  Juan  y  en  la  otra  cuarta  á 
D.  Pedro,  eran  de  abolengo  por  cnanto  procedían  de  la  madre  y  abue¬ 
la  respectiva  de  aquéllos,  la  cual  las  había  adquirido  por  sucesión  de 
sus  padres;  que  es  pariente  en  cuarto  grado  civil  de  D.  Juan  y  en  quin¬ 
to  de  D.  Pedro;  que  D.  Juan  había  vendido  á  Velandia  sus  tres  cuartas 
partes,  y  además  la  otra  cuarta,  perteneciente  á  D.  Pedro,  menor  de 
edad,  de  quien  era  curador;  que  la  venta  se  había  hecho  en  precio  de 
9.000  rs. ,  de  cuya  suma  había  recibido  D.  Juan  Gauna  6.750,  y  se  ha¬ 
bía  depositado  el  resto  correspondiente  á  la  cuarta  parte  del  menor  en 
poder  de  otra  persona;  que  el  contrato  había  sido  hecho  en  Vitoria  el 
día  29  de  Diciembre  último  y  no  había  sido  elevado  á  escritura  públi¬ 
ca  sino  consignado  en  documento  privado,  en  el  que  según  tenia  en¬ 
tendido  se  consignaba  que  la  escritura  pública  sería  otorgada  cuando 
quedase  hecha  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  favor 
del  vendedor,  y  que  no  había  tenido  noticia  de  la  realización  del  con¬ 
trato  de  2  de  Diciembre  hasta  cuatro  días  después,  y  alegando  como 
fundamento  de  derecho  el  precepto  de  la  ley  73  de  Toro,  ó  sea  la  1*  y 
7a,  tít.  13,  libro  lúdela  Novísima  Recopilación,  y  además  que  con 
arreglo  á  los  artículos  1618  y  16(9  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
el  término  para  entablar  esta  demanda  de  retracto  gentilicio  hubiera 
espirado  el  día  anterior  en  el  caso  de  que  la  venta  se  hubiese  hecho  en 
escritura  pública;  pero  que  habiéndose  prescindido  de  este  requisito 
con  el  evidente  objeto  de  que  no  llegase  la  venta  á  conocimiento  del 
retrayente,  por  lo  cual  puede  decirse  que  había  habido  ocultación  ma 
licio8a  en  su  realización,  no  corría  el  término  á  lo  más  sino  desde  el 
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día  en  qne  el  demandante  había  tenido  conocimiento  de  él;  que  el  que 
no  se  hubiese  otorgado  escritura  pública  no  obstaba  para  hacer  uso  del 
retracto,  porque  para  la  perfección  del  contrato  de  compra  venta  sólo 
es  necesario  el  consentimiento  en  cuanto  á  la  cosa  y  el  precio;  y  que 
esto  no  obstante,  no  podía  sostenerse  el  que  no  habiéndose  otorgado  la 
escritura  no  hubiese  empezado  á  correr  el  plazo  de  nueve  días,  porque 
según  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  23  de  Octubre  de 
1876,  el  que  la  ley  diga  que  las  demandas  de  retracto  han  de  ser  inter¬ 
puestas  dentfo  de  los  nueve  días  siguient  s  al  otorgamiento  de  la  es¬ 
critura  no  signiñca  que  prohíba  su  interposición  antes,  siempre  que 
perfecta  la  venta  haya  llegado  á  conocimiento  del  retrayente;  y  funda¬ 
do  en  todo  lo  expuesto,  concluyó  solicitando  que  teniendo  por  hecha 
la  manifestación  de  que  si  el  comprador  lo  pretendía  estaba  dispuesto 
á  percibir,  no  sólo  las  tres  cuartas  partes  de  la  finca  sino  también  la 
otra  cuarta  perteneciente'á  D.  Pedro  Gauna,  siempre  que  del  examen 
del  documento  en  que  se  consignó  el  contrato  resultase  que  la  enajena¬ 
ción  era  legal  y  válida,  se  declarase  en  todo  caso  haber  lugar  al  retrac¬ 
to  en  cuanto  á  las  tres  cuartas  partes  pertenecientes  á  D.  Juan  de  Gau¬ 
na,  mediante  el  pago  que  se  le  haría  al  comprador  Velandia  con  la  can¬ 
tidad  de  2.250  pesetas  que  consignaba  de  las  1 .687  pesetas  50  cénti¬ 
mos  correspondientes  á  dichas  tres  cuartas  partes  de  fincas,  acep¬ 
tando  por  su  parte  las  demás  condiciones  estipuladas  en  el  contrato 
privado  relativas  al  pago  de  los  gastos  de  la  información  posesoria  y 
escritura,  y  á  la  subsistencia  del  gravamen  ó  pensión  de  15  rs.  anaales 
Que  pesaba  sobre  la  totalidad  de  las  fincas: 

Resultando  que  D.  Víctor  Velandia  opuso  á  la  demanda  que  D.  Juan 
Gauna  declaró  en  efecto  en  Vitoria  en  29  de  Diciembre  que  le  había 
vendido  las  fincas  en  cuestión,  pero  no  aceptó  por  su  parte  el  contra¬ 
to,  como  lo  probaba  el  documento  privado  que  acompañaba  de  3  de 
Enero  de  aquel  año,  en  el  que  se  exigía  el  otorgamiento  de  la  corres¬ 
pondiente  escritura  pública,  ¡a  cual  no  había  sido  aún  otorgada;  que 
D.  Juan  Gauna  no  había  podido  vender  la  cuarta  parte  correspondien¬ 
te  á  su  sobrino  D.  Pedro  por  ser  menor  de  edad  aun  cuando  fuese  su 
curador  y  hubiese  tenido  discernido  el  cargo,  lo  que  no  había  justifi¬ 
cado;  que  no  era  exacto  que  hubiese  percibido  los  6  750  rs.  del  precio 
de  la  venta,  ni  que  hubiese  quedado  depositada  la  parte  correspondien¬ 
te  á  D.  Pedro;  que  el  retracto  se  había  interpuesto  á  los  U  días  de 
otorgado  por  D.  Juan  Gauna  el  documento  privado  de  venta,  y  negaba 
qne  se  hubiese  ocultado  ésta  maliciosamente;  que  el  contrato  de  com¬ 
pra  venía  se  perfecciona  por  el  consentimiento  de  ambas  partes  en  la 
cosa  y  en  el  precio,  á  no  ser  que  para  su  perfección  quieran  que  se 
otorgue  escritura  pública,  en  cuyo  caso  no  se  reputa  perfecto  hasta 
dicho  otorgamiento  según  la  ley  6a,  tít.  5o,  Partida  5a;  que  según  el 
artículo  1618,  para  dar  curso  á  las  demandas  de  retracto  se  requiere  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  venta;  que  la  ley  71  de  Toro,  que  es  la 
o  >  tít.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  establece  que  cuando 
duchas  cosas  de  patrimonio  ó  abolengo  fuesen  vendidas  por  un  precio 
al  pariente  más  propincuo  no  puede  sacar  la  una  y  dejar  las  otras,  sino 
fioe  todas  las  haya  de  sacar  ó  ninguna  de  ellas;  y  que  la  demanda  ha¬ 
bía  sido  presentada  fuera  de  los  nueve  días  señalados  en  la  ley  70  de 
Toro,  aun  ampliado  el  término  por  la  aplicación  del  art.  1619  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  ambas  partes  se  valieron  de  la  prueba  testifical,  y 
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de  posiciones  en  justificación  de  los  hechos  alegados,  y  sustanciado  el 
pleito  por  los  demás  trámites  legales  y  en  dos  instancias,  dictó  senten 
cia  confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  eu  20  de 
Diciembre  próximo  pasado,  declarando  haber  lugar  al  retracto  Ínter 
puesto  por  D.  Gregorio  Vergara  ó  ¡zarra  en  cuanto  á  las  tres  cuartas 
partes  de  las  fincas  que  pertenecían  á  D.  Juan  Gauna  y  que  éste  ven¬ 
dió  á  D.  Víctor  Velandia,  á  quien  se  hará  pago  con  la  cantidad  consig- 
dada  de  6.750  rs.,  precio  correspondiente  á  dichas  tres  cuartas  partes 
de  fincas,  quedando  obligado  D.  Juan  Gauna  á  otorgar  la  correspon¬ 
diente  escritura  en  favor  de  f).  Gregorio  Vergara,  una  vez  hecha  á  su 
costa  la  información  posesoria  y  registradas  á  su  favor  dichas  tres 
cuartas  partes  de  fincas;  entendiéndose  con  la  subsistencia  del  grava¬ 
men  ó  pensión  de  15  rs.  al  año  que  pesa  sobre  la  totalidad  de  las  fincas, 
y  mandando,  por  último,  que  una  vez  firme  esta  sentencia,  se  tome 
razón  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Amurrio,  del  compromiso  con¬ 
traído  por  Vergara  de  no  enajenar  las  tres  cuartas  partes  de  las  fincas 
durante  dos  años,  librándose  al  efecto  el  oportuno  mandamiento  por 
duplicado  al  Registrador  de  la  propiedad  de  dicho  partido,  el  cual  de¬ 
berá  devolver  uno  con  la  nota  de  quedar  cumplido: 

Resultando  que,  previo  depósito  de  375  pesetas  en  el  establecimien¬ 
to  destinado  al  efecto,  interpuso  D.  Víctor  Velandia  recurso  de  casa¬ 
ción,  citando  como  infringidos: 

1°  La  ley  6a,  tít.  5o,  Partida  6a,  y  la  114,  tít.  18,  Partida  3a,  en  el 
concepto  de  que  se  supone  en  la  sentencia  recurrida  perfecta  y  consu¬ 
mada  la  eompra  venta  en  29  de  Diciembre  de  1881,  no  obstante  que 
consignaron  los  contratantes  expresamente  que  de  aquella  venta  que¬ 
rían  que  se  otorgase  la  correspondiente  escritura  cuando  hecha  la  in¬ 
formación  posesoria  se  inscribiesen  las  fincas  á  favor  del  vendedor,  y 
á  pesar  de  que  en  el  documento  privado  de  3  de  Enero  de  1882  dijeron 
terminantemente  que  hecha  la  información  posesoria,  se  formalizaría 
la  escritura  de  hipoteca  ó  de  venta  de  las  posesiones  porque  el  recu 
rrente  no  aceptaba  de  modo  alguno  la  venta  intentada  en  documento 
privado: 

V  El  art.  1618,  núm.  Io  de  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  civil 
que  supone  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  para  que  pueda 
darse  curso  á  las  demandas  de  retracto,  y  la  jurisprudencia  establecida 
por  este  Supremo  Tribunal,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  11  de  Fe¬ 
brero  y  3  de  Junio  de  1867,  9  de  Abril  de  1874,  29  de  Abril  de  1875  y 
5  de  Marzo  de  1877,  según  la  cual  el  derecho  de  retracto  nace  desde  el 
momento  de  otorgarse  la  escritura,  puesto  que  en  el  caso  presente  no 
se  ha  otorgado  todavía  la  escritura  de  compraventa  que  necesaria¬ 
mente  debía  otorgarse  para  ultimar  el  contrato,  según  lo  convenido: 

3o  La  ley  8a,  tít.  5o,  Partida  5a,  y  la  doctrina  legal  de  que  las  obli¬ 
gaciones  nunca  se  extienden  á  más  que  la  voluntad  demostrada  de  los 
contratantes,  ósea  que  nadie  puede  ser  demaniado  sino  en  virtud  de 
obligación  que  aparezca  plenamente  haber  contraído,  sancionada  en  la 
sentencia  de  30  de  Enero  de  1864  y  en  otras  puesto  que  supone  que  el 
recurrente  consintió  realmente  en  la  compra  de  las  fincas  que  se  des¬ 
lindan  en  la  demanda  y  bajo  las  condiciones  con  que  se  intentó  la  ven- 
.ta  de  29  de  Diciembre  de  1880: 

4o  La  ley  5*,  tít.  13,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilacióu,  ó  sea  la 
71  de  Toro,  según  la  cual  cuando  muchas  cosas  fuesen  vendidas  por  un 
precio,  que  sean  de  patrimonio  ó  abolengo,  que  el  pariente  más  pro- 
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pincuo  no  pueda  sacar  la  una  y  dejar  las  otras,  sino  que  todas  las  haya 
de  sacar  ó  ninguna  de  ellas;  porque  se  declara  en  la  sentencia  recurri¬ 
da  el  retracto  de  las  tres  cuartas  partes  de  las  fincas  patrimoniales  de 
qué  se  trata  y  no  el  de  la  otra  cuarta  parte,  á  pesar  de  haberse  vendi¬ 
do  todas  ellas  en  un  solo  acto  y  en  un  solo  precio: 

5o  La  ley  Ia.  til.  1 3,  libro  <0  dé  la  Novísima  Recopilación,  y  la  13, 
tí t.  10,  libro  3o  del  Fuero  Real,  que  establece  para  interponer  en  de¬ 
bida  forma  la  demanda  de  retracto  el  término  fatal  é  improrrogable  de 
nueve  dias;  las  leyes  2*  y  siguientes  del  mismo  libro  y  título  de  la  No¬ 
vísima  Recopilación,  y  el  art.  1618  de  la  vigente  de  Enjuiciamiento  ci¬ 
vil,  que  establece  el  mismo  plazo  perentorio;  el  principio  de  moral  y 
de  derecho  de  que  la  malicia  nunca  se  supone  sino  que  ha  de  probarse, 
y  el  art.  1620  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento,  que  de  una  manera 
taxativa  dispone  que  para  el  efecto  del  retracto  sólo  se  tendrá  por  ma¬ 
liciosa  la  ocultación  de  la  venta  cuando  eso  se  hubiese  inscrito  oportu¬ 
namente  en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  cuyo  caso  y  sólo  en  él  se 
contara  el  término  desde  la  presentación  de  la  escritura  dé  venta  en  el 
Registro;  y  por  último  la  doctrina  constantemente  establecida  por  este 
Tribunal  Supremo  de  que  las  leyes  relativas  al  retracto  gentilicio  como 
restrictivas  del  derecho  de  propiedad  y  de  su  libre  ejercicio  no  deben 
ampliarse  sino  restringirse;  en  el  concepto  de  que  se  dé  lugar  al-re- 
tracto  en  la  sentencia  recurrida,  no  obstante  que  suponiéndose  perfec¬ 
cionada  y  consumada  la  compra  venta  en  29  de  Diciembre  de  1881,  no 
se  interpuso  la  demanda  hasia  el  12  de  Enero  siguiente,  ó  sea  14  dias 
después,  no  se  ocultó  el  contrato  ni  menos  pudo  ocultarse  con  malicia, 
resultando  sobre  este  punto  precisamente  lo  contrario  de  lo  que  se  su¬ 
pone,  y  á  pesar  también  de  ser  restrictiva  la  interpretación  del  retracto 
gentilicio; 

Y  6°  La  ley  4a,  tit.  5°,  Partida  5a,  y  el  art.  201 1  de  la  ley  vigente  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  exigen  la  licencia  judicial  para  vender  hie¬ 
des  de  menores,  y  el  principio  de  que  lo  hecho  contra  derecho  es  como 
si  no  se  hiciera,  puesto  que  las  fincas  cuya  venta  se  intentó  en  29  de 
Diciembre  estaban  y  están  pro  indiviso,  pertenece  una  parle  de  ellas  á 
D.  Pedro  Gauna,  menor ‘de  edad,  y  no  tiene  discernido  el  cargo  de  cu¬ 
rador  D.  Juan  Gauna,  no  obstante  lo  cual  la  enaj-nó  éste  en  su  totali¬ 
dad  y  en  un  solo  acto,  y  por  un  solo  precio,  sin  licencia  ni  conocimien¬ 
to  judicial,  y  sin  las  demás  solemnidades  exigidas  por  la  ley : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  incoadas  en  el 
Primer  motivo,  porque  las  parles  no  convinieron  en  que  la  venta  que¬ 
dare  en  proyecto,  sino  que,  por  el  contrario,  la  realizaron  desde  luego 
con  la.entrega  de  la  cosa  y  precio,  sin  perjuicio  formalizar  más  adelan¬ 
te  aquel  documento,  y  porque  la  Sala  sentenciadora  apreció,  en  uso 
de  sus  facultades,  que  el  papel  privado  de  3  de  Enero  contiene  una  de¬ 
claración  simulada,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  expuesto  in¬ 
fracción  de  ninguna  clase: 

Considerando  que  no  infringe  las  disposiciones  citadas  en  los  moti¬ 
vos  2°  y  5°,  porque  la  escritura  pública  no  es  necesaria  para  la  exis¬ 
tencia  del  contrato,  y  porque  si  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil  estable¬ 
ce  que  se  compute  el  término  desde  el  otorgamiento  de  Aquélla  salvo 
c*  caso  de  ocultarse  maliciosamente  la  convención,  se  sigue  necesaria¬ 
mente  que  cuando  se  trata  de  un  papel  privado  y  clandestino  pueden 
«os  Tribunales  apreciar  con  mayor  facilidad  que  el  retrayente  no  ha  te- 
tomo  53  7 


JURISPRUDENCIA  CIVIL 


98 

nido  conocimiento  de  ello  hasta  después  de  los  nueve  días,  como  suce>- 
de  en  el  caso  actual,  sin  que  contra  esa  ‘apreciación  se  haya  alegada 
tampoco  infracción  de  ninguna  clase: 

Considerando  que  no  infringe  las  leyes  mencionadas  en  los  motivos 
3o  y  4o  porque  se  hace  supuesto  de  la  cuestión  al  negar  la  realidad  de 
la  cuenta,  y  porque  el  retracto  no  podía  extenderse  á  la  parte  que  co¬ 
rrespondía  á  un  pariente  de  quinto  grado: 

Considerando,  por  último,  que  no  infringe  las  disposicione  sexpre- 
sadas  en  el  sexto  motivo,  porque  no  se  ha  pretendido  el  retracto  de  la 
cuarta  parte  perteneciente  á  un  menor  de  edad,  á  cuya  venta  se  atribu¬ 
yen  faltas  de  solemnidad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Víctor  Velandia  y  Arberas,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  perdida  del  depósito  de  375  pese¬ 
tas,  que  se*distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Burgos  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamien¬ 
to  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  1 1  de  Octubre  de  1883,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (16  de  Octubre  de  1883).— ¿SWa  tercera. 
— Defensa  por  pobre. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Emilio  Co¬ 
rral  con  Doña  Vicenta  Serrano  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  se  da  el  recurso  de  casación  contra  las  sentencias 
definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias ;  y  que  tienen  este  concepto 
además  de  las  que  terminan  el  juicio,  las  que  recayendo  sobre  un  inci- 
dente  ó  articulo  pongan  termino  al  pleito ,  haciendo  imposible  su  con¬ 
tinuación ; 

72°  Que  no  tiene  carácter  de  definitiva,  ni  pone  término  al  plei¬ 
to,  la  sentencia  que  declara  pobre  á  la  parte  adora,  antes  bien  facilita 
la  continuación  del  mismo. 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  en  14  de  Junio  último,  confirmatoria,  con  las  cos¬ 
tas,  de  la  del  Juez  de  primera  instancia  de  Getafe,  otorgando  á  Doña 
Vicenta  Serrano  y  Puñonosa  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar  con 
D.  Emilio  Corral  y  Martín; 

Y  resultando  que  por  éste  se  ha  interpuesto  contra  dicha  sentencia 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Francisco  BustamaDte: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1689  y  1690 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  dá  el  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  y  que  tienen  • 
este  concepto,  además  de  las  que  terminan  el  juicio,  las  que  recayen¬ 
do  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  tiene  el  carácter  de  de- 
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finitiva,  ni  pone  término  al  pleito,  puesto  que  al  declarar  pobre  á  la 
parte  actora,  más  bien  facilita  la  continuación  del  mismo; 

.No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Emilio  Corral,  á  quien  se  condena  en  las  costas: 
nublíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  en  la  ley;  y  comuniqúese 
á  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido. — (Sentencia  publicada  eM 6  de  Octubre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (17  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera . 
—Pago1  de  cantidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Isabel 
Hernández  Sánchez  con  D.  Antonio  Luengo  (Audiencia  deCáceres),  y 
se  resuelve: 

Io  Que  es  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia ,  que  cuando 
el  heredero  no  hace  inventario  está  obligado  á  satisfacer  hasta  con  sus 
propios  bienes  las  deudas  y  legados  que  dejó  el  testador ,  sin  que  le  exi  - 
ma  de  esta  obligación  el  mero  hecho  de  aceptar  la  herencia ,  acogiéndose 
á  aquel  beneficio  sino  practica  dicha  diligencia  en  el  término  y  forma 
solemne  que  determina  la  ley  5a,  til.  6°  de  la  Partida  6a: 

2o  Que  la  sentencia  que  aplica  esta  doctrina  no  infringe  la  citada  ley , 
ni  la  7a  y  9a  del  mismo  título  y  Partida ,  si  resulta  que  la  heredera  con¬ 
denada  al  pago  no  formalizó  el  inventario  de  los  bienes  en  que  sucedía 
ó  debía  suceder  según  prescribe  la  primera  de  dichas  leyes  y  presuponen 
las  otras  dos: 

3°  Que  tampoco  infringe  el  principio  de  derecho  según  el  cual  nadie 
es  responsable  de  no  ejecutar  lo  imposible,  porque  no  fue  imposible  á  la 
recurrente  hacer  constar  esa-misma  falta  de  bienes  que  hoy  alega  en  el 
tiempo  y  forma  especial  que  previene  la  ley  antes  mencionada ; 

Y  4o  Que  son  inaplicables .  y  por  lo  tanto  no  han  podido  infringirse , 
las  leyes  1*  y  2a,  til.  14,  Partida  3a,  la  14,  tit.  18,  y  la  1 1 ,  tít.  4°  de  la 
misma  Partida,  si  la  sentencia  impugnada  no  afirma  ni  establece  que 
el  causante  de  dicha  heredera  dejase  bienes  á  'su  muerte. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Trujillo  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Antonio  Luengo  y  Manzano, 
propietario,  con  Doña  Isabel  Hernández  Sánchez,  propietaria,  vecinos 
ambos  de  Trujillo,  sobre  pago  de  cantidad,  pendiente  en  este  Tribunal 
Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  in¬ 
terpuesto  por  el  Licenciado  D.  J.  López  Puigcerver  y  el  Procurador 
U.  Joaquín  Díaz  Pérez  en  defensa  y  representación  de  la  demandada; 
habiendo  sido  defendido  y  representado  en  este  recurso  el  demandante 
Por  el  Doctor  D.  Vicente  Hernández  de  la  Rúa  y  el  Procurador  D.  Luis 
García  Ortega: 

Resultando  que  en  9  de  Agosto  de  1881  dedujo  D.  Antonio  Luengo 
Manzano  la  demanda  que  ha  dado  origen  al  presente  pleito,  con  la  so¬ 
licitud  de  que,  en  uso  de  la  acción  personal  que  ejercitaba,  se  conde¬ 
nase  en  definitiva  á  Doña  Isabel  Hernández  Sánchez  á  pagarle  la  can¬ 
tidad  de  11.400  rs.,  con  los  réditos  legales  del  6  por  100  que  hubiesen 
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devengado  las  distintas  sumas  que  componían  aquélla  desde  las  dife¬ 
rentes  épocas  en  que  habían  sido  satisfechas,  alegando  al  efecto  que 
D.  Ricardo  Orellana,  que  había  estado  casado  con  la  demandada  Doña 
Isabel,  otorgó  un  pagaré  en  Io  de  Julio  de  1873  por  la  cantidad  oe 
6.000  rs.  á  favor  de  D.  Francisco  Elias  Nogales,  obligándose  á  su  pago 
á  voluntad  del  acreedor  con  el  interés  de  i  y  cuartillo  por  100  men 
sual,  pagaré  que  garantizó  el  demandante  como  fiador  y  principal  pa¬ 
gador  del  capital  ¿intereses;  que  no  habiendo  satisfecho  Orellana  los 
intereses  correspondientes  á  dicho  capital  prestado,  pagó  el  demandan¬ 
te  por  su  carácter  de  fiador  900  rs.  en  20  de  Junio  de  1874,  otros  900 
en  3  de  Agosto  de  1875,  otros  tantos  en  10  de  Junio  de  1876  y  2.700 
en  15  de  Julio  de  1879,  en  cuya  última  fecha  pagó  además,  en  el  mis  • 
mo  concepto  de  fiador,  600' rs.  que  Orellana  adeudaba  á  D.  Francisco 
Elias,  asi  como  el  capital  del  susodicho  pagaré;  que  por  fallecimiento 
de  Orellana  había  sucedido  en  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones, 
como  única  y  universal  heredera,  su  mujer  Doña  Isabel  Hernández,  la 
cual,  si  bien  había  aceptado  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  no 
constaba  que  hubiese  empezado  á  formarlo  ante  Escribano  en  los  30 
primeros  días  desde  la  muerte  d  ■  su  marido,  y  que  lo  hubiese  concluido 
dentro  de  los  tres  meses,  por  cuya  razón  y  porque  los  bienes  de  Ore¬ 
llana  no  eran  suficientes  á  pagar  el  crédito  del  demandante,  debía  obli¬ 
garse  á  su  viuda  y  heredera  Doña  Isabel  á  satisfacerlo,  y  que  no  se  le 
había  entregado  cantidad  alguna  á  cuenta  de  dicho  crédito  ni  por  Ore¬ 
llana  ni  por  su  viuda: 

Resultando  que  en  contestación  á  esta  demanda,  de  la  que  pidió 
Doña  Isabel  Hernández  que  se  le  absolviera  con  imposición  de  costas 
al  actor,  se  alegó,  en  cuanto  hace  relación  á  los  motivos  en  que  se  fun¬ 
da  el  recurso  de  casación,  que  en  efecto  fué  instituida  heredera  por  su 
difunto  marido,  que  falleció  en  estado  de  demencia  en  el  manicomio 
de  Valladolid  el  día  21  de  Julio  de  1879;  que  no  rechazó  dicha  institu 
ción,  pero  que  presentó  oportunamente  un  escrito  á  aquel  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Trujillo,  manifestando  que  aceptaba  la  indicada 
herencia  á  beneficio  de  inventario;  que  por  esta  razón  no  se  encontra¬ 
ba  obligada  al  pago  de  los  créditos  que  resultasen  contra  los  bienes  de 
su  difunto  marido  sino  hasta  donde  alcanzase  el  importe  de  éstos,  en 
el  orden  y  con  la  prelación  establecida  en  la  ley  5*,  tít.  6o,  Partida  6a; 
y  que  hallándose  prescrito  en  el  art.  38  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci¬ 
vil  la  clase  de  juicio  que  el  acreedor  del  que  fallece  puede  intentar, 
era  notoriarnente  improcedente  la  demanda  deducida  por  Luengo,  por¬ 
que  á  su  alcance  y  arbitrio  estaba  provocar  el  universal  de  testamen¬ 
taría,  ó  atenerse  á  lo  que  resultase  de  la  descripción  de  bienes  y  divi¬ 
sión  extrajudiciaJ  que  practicase  la  heredera: 

Resultando  que  en  la  réplica  adicionó  el  actor  que  si  bien  recono¬ 
cía  que  Doña  Isabel  Hernández  aceptó  la  herencia  á  beneficio  de  inven¬ 
tario,  afirmaba  en  cambio  que  no  había  cumplido  con  los  requisitos 
que  la  ley  exige  para  qu9  dicho  beneficio  surta  sus  efectos  legales;  y 
la  demandada  duplicó  diciendo  que  en  el  expediente  instruido  sobre 
nombramiento  de  curador  ejemplar  á  Orellana  se  acreditó  que  éste  ca¬ 
recía  de  toda  clase  de  bienes  y  rentas;  y  que  no  solamente  no  se  habían 
obtenido  ganancias  durante  su  matrimonio  con  Orellana,  sino  que  sus 
bienes  privativos,  únicos  aportados  á  la  sociedad  conyugal,  habían  su¬ 
frido  notable  disminución: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  hizo  uso  el  demandante 
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de  la  testifical  con  objeto  de  demostrar,  entre  otros  extremos,  que  Don 
Ricardo  Orellana,  por  herencia  de  su  madre  y  abuela  y  otros  concep¬ 
tos,  aportó  á  su  matrimonio  con  D¿>ña  Isabel  160.000  reales  en  metá¬ 
lico  y  diferentes  muebles,  ropas,  alhajas,  un  coche,  caballos  y  efectos 
de  no  escaso  valor,  de  los  que  se  conservaban  aun  algunos  en  casa  de 
su  viuda,  y  se  unió  á  los  autos  á  su  instancia  copia  de  un  testamento 
que  otorgaron  D.  Ricardo  Oreilana  y  su  mujer  Doña  Isabel  en  21  de 
Noviembre  de  1871,  en  el  que  la  segunda  confesó  que  su  marido  había 
aportado  al  matrimonio  160.000  reales  que  se  invirtieron  en  pagar  sus 
ropas  y  algunos  créditos;  la  mitad, de  la  casa  núm.  38  de  la  Plaza  de 
Trujillo  y  otras  varias  fincas  rústicas  y  urbanas  que  se  detallan: 

Resultando  que  por  parte  de  la  demandada  se  trajeron  á  los  antos 
como  medio  de  prueba,  entre  otros  documentos,  una  copia  de  un  escri¬ 
to  presentado  al  Juzgado  de  Trujillo  con  fecha  20  de  Julio  de  1880,  au¬ 
torizando  con  su  firma  y  con  la  de  su  Abogado  y  Procurador,  haciendo 
presente  que  aceptaba  la  herencia  de  su  difunto  marido  Orellana  á  be 
neficio  de  inventario,  después  de  haber  dejado  indicado  en  el  cuerpo 
del  escrito  que  en  rigor  la  herencia  de  que  se  trataba  era  meramente 
nominal,  conforme  resultaba  del  inventario  formado  al  hacerse  cargo 
D.  José  Pascual  Grediaga  de  los  bienes  de  la  exponente  curador  de  la 
misma  durante  su  menor  edad,  y  del  de  devolución  de  los  mismos  al 
terminar  su  cargo,  pues  de  ambos  aparecía  que  no  había  habido  ni 
había  existencias  suficientes  para  cubrir  el  capital  aportado  por  ella  á 
su  matrimonio;  y  un  testimonio  de  varios  particulares  del  expediente 
instruido  en  el  mismo  Juzgado  de  Trujillo  sobre  nombramiento  de  cu¬ 
rador  ad  lona  á  la  menor  Doña  Isabel  Hernández,  del  que  resulta  que 
en  26  de  Noviembre  de  1876  dictó  auto  el  Juez  en  dicho  expediente, 
por  el  que  considerando  que  sólo  se  trataba  de  la  menor  Doña  Isabel, 
la  que  por  su  carácter  de  tal  no  podía  representar  legalmente  ni  hacer 
ostentación  con  personalidad  propia  de  los  derechos  de  la  sociedad  con 
yugal  ni  aun  de  los  privativos  suyos,  que  este  estado  de  minoridad  y 
la  incapacidad  de  su  marido  declarada  en  un  expediente  la  constituían 
en  la  necesidad  de  que  se  le  proveyera  de  un  curador  ad  lona ,  siendo 
preciso  antes  de  discernir  el  cargo  al  nombrado,  el  determinar  si  ha  de 
entender  su  desempeño  fruto  por  pensión,  ó  si  ha  de  señalar  en  otro 
caso  loque  la  menor  debe  consumir  en  alimentos  y  el  tanto  por  100 
que  ha  de  abonarse  por  la  administración  al  curador;  que  los  bienes 
aportados  al  matrimonio  por  ambos  cónyuges  han  de  soportar  las  car  - 
gas  del  mismo,  y  que  no  teniendo  bienes  algunos  el  marido  incapaci¬ 
tado  de  la  menor  Doña  Isabál  Hernández,  han  de  sufragarse  con  los  de 
ésta  los  alimentos  y  necesidades  de  ambos;  y  atendida  además  la  cuan¬ 
ta  de  los  mismos  y  la  costumbre  del  país  respecto  al  premio  de  admi 
nistración,  señaló  9.000  pesetas  anuales  para  alimentos  y  demás  nece¬ 
sidades  ordinarias  de  la  susodicha  menor,  habida  consideración  á  que 
c°n  dicha  suma  había  de  atenderse  también  á  los  de  su  incapacitado 
®arido  D.  Ricardo  Orellana,  y  el  8  por  100  de  administración  al  cura- 
o?r.  nombrado,  á  quien  se  discernía  en  forma  el  cargo;  y  mandó  que  se 
hiciese  constar  por  el  actuario,  con  referencia  al  expediente  de  cúratela 
templar  de  D.  Ricardo  Orellana,  su  carencia  absoluta  de  bienes: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  dictó 
sentencia,  revocatoria  en  18  de  Diciembre  próximo  pasado,  condenan 
oo  á  Doña  Isabel  Hernández  Sánchez  á  que,  como  heredera  de  su  fina¬ 
do  marido  D.  Ricardo  Orellana,  pague  y  satisfaga  en  el  término  de  10 
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días  á  D.  Antonio  Luengo  y  Manzano  la  cantidad  de  11.400  rs.  con  los 
intereses  correspondientes  al  6  por  100  anual  desde  la  interposición  de 
la  demanda: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  se  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción  por  Doña  Isabel  Hernández,  fundado  en  los  siguientes  motivos: 

Io  En  haber  sido  infringidas  las  leyes  5*,  7a  y  9a,  tít.  6o,  Partida  6\ 
que  en  el  caso  de  aceptarse  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  limi¬ 
tan  la  obligación  de!  heredero  respecto  al  pago  de  las  deudas  del  di¬ 
funto  al  importe  de  los  bienes  inventariados,  y  determinan  la  respon¬ 
sabilidad  del  heredero  en  el  caso  de  aparecer  bienes  que  no  se  hubiesen 
inventariado, en  el  concepto  de  quedeclara  la  sentencia  que  la  recurren¬ 
te  está  obligada  á  pagar  las  deudas  de  su  maridó,  no  obstante  que 
aceptó  la  herencia  á  beneficio  de  inventario  por  si  en  lo  sucesivo  apa¬ 
recía  algún  derecho  ó  bien  correspondiente  á  su  citado  esposo,  pues 
entonces  no  aparecían  bienes  algunos,  por  cuya  razón  no  se  formó  el 
inventario: 

2°  En  haber  sido  también  infringido  el  principio  de  derecho  confir¬ 
mado’ por  la  ley  27,  tít.  11,  Partida  3a,  según  el  cual  nadie  es  respon¬ 
sable  de  no  ejecutar  lo  imposible,  porque  la  imposibilidad  excusa  de 
culpa  en  el  hecho  de  declarar  la  sentencia  que  la  recurrente  es  respon¬ 
sable  de  las  deudas  de  su  difunto  marido  por  no  haber  practicado  in¬ 
ventario  de  los  bienes  relictos,  no  obstante  que,  no  existiendo  bienes, 
como  se  deja  dicho,  era  imposible  practicarlo; 

Y  3o  Para  el  caso  de  que  se  entienda  que  la  sentencia  declara  pro¬ 
bada  la  existencia  de  bienes  en  que  con  tal  declaración  resultan  infrin¬ 
gidas  las  leyes  <a  y  2a,  tít.  14,  Partida  3*,  que  establecen  que  el  que 
niega  no  tiene  obligación  de  probar;  la  14,  tít.  18,  Partida  3a,  que  de¬ 
termina  la  fuerza  probatoria  de  los  documentos  públicos,  y  la  11,  tí¬ 
tulo  4o,  Partida  3a,  que  impone  al  Juez  la  obligación  de  fallar  según  lo 
probado: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  es  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia, 
que  cuando  el  heredero  no  hace  inventario  está  obligado  á  satisfacer 
hasta  con  sus  propios  bienes  las  deudas  y  legados  que  dejó  el  testador, 
sin  que  le  exima  de  esta  obligación  el  mero  hecho  de  aceptar  la  heren¬ 
cia,  acogiéndose  á  aquel  beneficio  si  no  practica  dicha  diligencia  en  el 
término  y  forma  solemne  que  determina  la  ley  5a,  tít.  6°  de  la  Parti¬ 
da  6a: 

Considerando  que  aplicada  esta  doctrina  al  caso  presente,  aparece 
fuera  de  toda  duda  que  al  condenar  la  sentencia  recurrida  á  Doña  Isa¬ 
bel  Hernández  Sánchez  á  que,  como  heredera  de  su  difunto  esposo  Don 
Ricardo  Orellana,  pague  á  D.  Antonio  Luengo  la  cantidad  que  éste  le 
reclama,  con  los  intereses  correspondientes  desde  la  interposición  de 
la  demanda,  no  infringe  la  citada  ley,  ni  la  7a  y  9a  del  mismo  título  y 
Partida,  de  que  también  se  hace  mérito  en  el  primer  fundamento  del 
recurso,  puesto  que  la  referida  heredera  no  formalizó  el  inventario  de 
los  bienes  en  que  sucedía  ó  debía  suceder  según  prescribe  la  primera 
de  dichas  leyes  y  presuponen  las  otras  dos  que  se  citan: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  fallo  recurrido  el  principio 
de  derecho  invocado  en  el  segundo  motivo,  porque  no  fué  posible  á  la 
recurrente  hacer  constar  esa  misma  falta  de  bienes  que  hoy  alega  en  el 
.tiempo  y  forma  especial  que  previene  la  ley  antes  mencionada: 

Considerando,  por  último,  que  son  inaplicables,  y  por  lo  tanto  no 
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han  podido  infringirse,  las  leyes  que  se  invocan  en  el  tercer  motivo, 
por  cnanto  la  sentencia  impugnada  no  afirma  ni  establece  que  D.  Ri¬ 
cardo  Orellana  dejase  bienes  á  su  muerte; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al.  re¬ 
cursó  de  casación  interpuesto  por  Doña  Isabel  Hernández  Sánchez,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Cáceres  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta¬ 
miento  y  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  17  de 
Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  31  de  Diciembre  del  mis¬ 
mo  año.) 
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Kecurso  de  casación  (17  de  Octubre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra.— Mejor  DERECHO  Á  LOS  BIENES  DE  UNA  CAPELLANÍA. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  con  D.  Vicente  de  Castroviejo  (Au* 
diencia  de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  sentencia  no  infringe  el  art.  2o  de  la  ley  de  10  de  Enero  de 
1877  ni  el  art.  1692  en  su  caso  3o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  si 
no  resulta  que  se  haya  redamado  la  nulidad ,  y  porque  cuando  existe  la 
falta  de  citación  para  el  juicio  á  que  equivale  la  omisión  de  la  consulta 
prevenida  por  dicha  ley ,  no  procede  interponer  un  recurso  por  infrac¬ 
ción  de  ley ,  sino  el  correspondiente  de  forma-. 

T’*'  2o  Que  no  puede  atribuirse  al  fallo  la  infracción  de  las  Reales  ór¬ 
denes  de  9  de  Febrero  de  1842,  17  de  Enero  de  1847,  25  de  Enero  de  1849, 
20  de  Setiembre  de  1852,  en  su  art.  Io,  art.  15  de  la  ley  de  Contabilidad 
de  2o  de  Junio  de  1870  y  ¡leal  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  si  la 
cuestión  relativa  á  la  necesidad  de  expediente  gubernativo  previo  no  es¬ 
tuvo  sometida  al  juicio  de  la  misma ,  sino  que  por  primera  vez  se  ha  sus¬ 
citado  én  el  Tribunal  Supremo ; 

'T*'  Y  3o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  disposición  6*,  art.  1692 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  no  se  cita  á  la  vez  ni  puede  citarse 
ley  quebrantada  por  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  juris¬ 
dicción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
8eguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santo  Domingo  déla 
Calzada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Vi¬ 
cente  Castroviejo  Santamaría,  y  por  su  defunción,  por  sus  hijos  y  here¬ 
deros,  D.  Calixto  Castroviejo  Grijalva,  vecino  de  Balorado,  y  Doña  Ma¬ 
ri  i  Castroviejo  Grijalva.  consorte  de  D.  Lorenzo  Villanueva  Sáez,  veci¬ 
nos  de  Tormantos,  con  D.  Máximo  González  Cura,  como  marido  de  Doña 
Severiana  Gómez  Entrena,  D.  Fernando  Entrena  y  Urrutia,  D.  Hilario, 
D.  Bonifacio  y  D,  Lucas  Gómóz  Entrena,  D.  Francisco  Entrena  Urrutia 
y  D.  Evaristo  González  Palacios  como  marido  de  Doña  Magdalena  Gó- 
[cez  Entrena,  labradores,  vecinos  todos  de  Bañares,  y  D.  Tomás  Oyarza 
kalos,  tejedor,  como  marido  de  Doña  Magdalena  Gómez  Entrena,  veci¬ 
nos  de  Santo  Domingo  de  la  Calzada,  y  con  el  Ministerio  fiscal,  en  re¬ 
presentación  del  Estado,  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capé¬ 
enla  colativa  y  adjudicación  de  los  mismos;  pendiente  en  este  Tribunal 
Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  Ínter- 
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puesto  por  el  Ministerio  fiscal,  no  habiendo  comparecido  ninguno  de  los 
recurridos: 

Resultando  que  en  7  de  Julio  de  1879  acudió  D.  Vicente  Castroviejo 
Santamaría  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santo  Domingo  de  la 
Calzada  denunciando  los  bienes  constitutivos  de  la  dotación  de  una  ca¬ 
pellanía  colativa  familiar  fundada  en  la  villa  de  Hervías  por  el  Licen¬ 
ciado  D.  Bartolomé  Jiménez  García  en  29  de  Julio  de  1676,  y  pidiendo 
que  se  convocase  por  edictos  á  los  que  se  creyeran  con  derecho  á  dichos 
bienes: 

Resultando  qug  hechos  los  llamamientos  correspondientes,  se  perso¬ 
naron  diferentes  opositores  alegando  su  preferente  derecho,  y  en  15  de 
Noviembre  del  mismo  año  1879  dedujo  demanda  D.  Vicente  Castroviejo, 
con  la  solicitud  de  que  se  reconociese  y  declarase  en  definitiva  su  pre¬ 
ferente  derecho  á  los  bienes  de  la  capellanía  susodicha  con  relación  á 
los  demás  opositores  presentados,  invocando  para  ello  los  artículos  Ia 
y  2o  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  y  que  los  bienes  de  la  fundación 
no  hablan  sido  pedidos  ni  entregados  á  otro  derecho  habiente,  ni  sobre 
su  propiedad  se  había  reclamado  nada  con  anterioridad  al  28  de  No¬ 
viembre  de  1856: 

Resultando  que  contestada  la  demanda  por  los  demás  opositores,  se 
entregaron  los  autos  al  Promotor  fiscal,  el  cual  se  abstuvo  de  formular 
dictamen  hasta  que  se  practicasen  las  pruebas,  haciendo  después  igual 
declaración  al  evacuar  el  trámite  de  dúplica;  y  practicadas  en  efecto 
pruebas  por  los  diferentes  opositores,  y  evacuados  por  sus  respectivos 
alegatos,  se  volvieron  á  entregar  los  autos  al  Promotor  fiscal,'  que  los 
devolvió  manifestando  que  de  la  prueba  practicada  pendía  el  fallo  que 
había  de  dictarse,  y  que  nada  tenía  que  oponer: 

Resultando  que  en  su  vista  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  en  13  de  Diciembre  de  1881,  de  la  que  apeló  el  Promotor  fiscal; 
y  admitida  la  apelación  en  ambos  efectos,  se  remitieron  los  autos  á  la 
Audiencia  del  territorio,  y  sustanciada  la  alzada  dictó  sentencia  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  3  de  Julio  de  1882  declarando 
que  D.  Vicente  Castroviejo,  y  por  su  defunción  sus  hijos  Doña  María 
Petra  y  D.  Calixto,  así  como  D.  Francisco  y  D.  Fernando  Entrena  y 
Urrutia,  Doña  Severiana,  Doña  Magdalena,  D.  Hilario,  D.  Bonifacio  y 
D.  Lucas  Gómez  y  -Entrena  y  D.  Silverio  Lafuenle  y  Entrena  tienen  de¬ 
recho  por  iguales  partes  para  hacer  la  conmutación  prevenida  respecto 
á  la  capellanía  colativa  familiar  ó  de  sangre  fundada  en  la  iglesia  parro 
quial  de  Hervías  por  el  Licenciado  Bartolomé  Jiménez  García,  y  man¬ 
dando  que  á  fin  de  que  puedan  hacerlo  constar  ante  el  Provisor  ordina¬ 
rio  correspondiente  á  los  efectos  de  la  conmutación  indicada  que  tendrá 
lugar  en  la  forma  procedente  y  demás  que  sea  consiguiente,  se  les  pro¬ 
veyera  de  un  testimonio  literal  de  esta  sentencia  y  de  la  de  primera  ins¬ 
tancia: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Io  E)  art.  2o  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1877,  que  declara  nulas  las 
sentencias  que  recaigan  cuando  el  Ministerio  fiscal  no  haya  solicitado  ni 
recibido  las  oportunas  instrucciones  á  consecuencia  de  la  consulta  que 
debe  elevar  á  la  Dirección  de  lo  contencioso  con  arreglo  al  art.  2o  del 
decreto-ley  de  9  de  Julio  de  1869,  en  el  concepto  de  que  el  Promotor 
fiscal  no  cumplió  con  aquel  requisito  no  obstante  haber  sido  parte  en  el 
pleito  desde  un  principio;  y  porque  habiéndolo  verificado  el  Fiscal  de 
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la  Audiencia  no  han  sido  atendidas  ni  aun  resueltas  por  la  sentencia  re¬ 
currida  las  pretensiones  de  nulidad  que  fundado  en  el  artículo  citado 
dedujo  ante  la  Sala  sentenciadora: 

2o  Las  Reales  órdenes  de  9  de  Febrero  de  1 842,  17  de  Enero  de  1 847, 
25  de  Enero  de  1849,  20  de  Setiembre  de  1852,  en  su  art.  Io,  art.  15  de 
la  ley  de  Contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870  y  Real  decreto  de  12  de 
Agosto  de  1871 ,  porque  siendo  el  derecho  de  los  parientes  del  fundador 
de  la  capellanía  de  que  se  trata  para  hacer  la  conmutación  una  excep¬ 
ción  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  desamortizadoras  de  Io  de  Mayo  de 
1855  y  11  de  Julio  de  1856,  ha  debido  declararse  previamente  que  los 
bienes  de  la  fundación  están  exceptuados  de  la  incautación  y  venta  por 
el  Estado  que  determinan  las  indicadas  leyes  desamortizadoras: 

3o  El  art.  1692  en  su  ceso  3o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por¬ 
que  la  sentencia  no  hace  declaración  alguna  sobre  las  pretensiones  de 
nulidad  deducidas  en  la  segunda  instancia  por  la  representación  del 
Estado; 

Y  4o  El  mismo  artículo  citado  en  el  anterior  motivo,  en  su  núm.  6o,  , 
porque  en  vez  de  limitarse  la  sentencia  á  declarar  el  preferente  derecho 
de  los  parientes  para  el  caso  de  que  la  Administración  del  Estado  de¬ 
clare  los  bienes  exceptuados  de  la  desamortización,  lo  ha  hecho  para 
verificar  la  conmutación: 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  invocadas  en  loa 
motivos  Io  y  3o,  porque  no  resulta  que  se,  haya  reclamado  la  nulidad, 
y  porque  cuando  existe  la  falta  de  citación  para  el  juicio  á  que  equivale 
la  omisión  de  la  consulté  prevenida  por  la  ley  de  10  de  Enero  de  1877, 
no  procede  interponer  un  recurso  de  esta  clase  sino  el  correspondiente 
de  forma: 

Considerando  que  no  pueden  atribuirse  al  fallo  de  la  Sala  sentencia¬ 
dora  las  infracciones  mencionadas  en  el  segundo  motivo,  porque  la 
cuestión  relativa  á  la  necesidad  de  expediente  gubernativo  previo  no 
estuvo  sometida  al  juicio  de  la  misma,  sino  que  por  primera  vy  se  ha 
suscitado  en  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando,  por  último,  que  la  sentencia  no  infringe  la  disposi¬ 
ción  6*,  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  cita  á 
la  vez  ni  puede  citarse  ley  quebrantada  por  abuso,  exceso  ó  defecto  en 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio 
fiscal;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  certificación  correspondien¬ 
te. — (Sentencia  publicada  el  17  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  31  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (17  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. 
—Pago  de  cantidad  y  rendición  de  cuentas.— No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Manuel  Martínez  Martín  con  D.  José  Crucet  y  Vidal  (Au¬ 
diencia  de  Granada),  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  el  demandado  no  desconoce  las  obligaciones  contraídas  por 
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la  escritura  social ,  sino  que  se  opone  sólo  á  satisfacer  la  cuenta  que  le 
reclama  el  Gerente  de  la  Sociedad ,  mientras  no  presente  los  comproban¬ 
tes  de  sus  diferentes  partidas  y  le  admita  las  sumas  que  le  tiene  abona¬ 
das t;  al  declararlo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  la  ley  del 
contrato ,  el  que  subsiste  en  toda  su  fuerza  y  vigor,  aunque  sujetas  las 
cuentas  relativas  al  mismo  á  las  condiciones  naturales  y  ordinarias  de 
comprobación ; 

Y  2o  Que  cualesquiera  que  sean  los  términos  en  que  se  formule  la 
parle  dispositiva  de  la  sentencia ,  no  ofrece  verdadera  incongruencia 
con  lo  solicitado  por  las  partes,  ni  infracción  por  lo  tanto  de  las  leyes 
20  y  21 ,  tit.  I  4,  Partida  5a,  y  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Su¬ 
premo  de  conformidad  con  ellas,  porque  ¿i  bien  absuelve  de  la  demanda , 
no  es  en  absoluto ,  sino  imponiendo  al  actor  la  obligación  de  presentar 
los  comprobantes  de  su  cuenta  y  la  de  admitir  las  cantidades  que  le  re¬ 
sulten  abonadas  por  el  demandado,  que  es  precisamente  la  solicitud  de 
éste  en  sus  excepciones  y  extremos ,  ambos  realizables  en  el  período  de 
,  ejecución  de  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Alameda 
de  Málaga  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  Don 
Manfiel  Ramírez  Martín,  vecino  de  Málaga,  dependiente  de  comercio, 
con  D.  José  Crucet  y  Vidal,,  vecino  y  del  comercio  del  mismo  punto, 
sobre  pago  de  cantidad  y  rendición  de  cuentas,  pendiente  en  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
interpuesto  por  el  Doctor  D.  José  Carvajal  y  el  Procurador  D.  Juan  An¬ 
tonio  Asensio,  en  defensa  y  representación  dfcl  demandante;  habiendo 
sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la  parte  demandada  por 
el  Licenciado  D.  José  Vlaría  Ordóñez  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martin 
Vena: 

Resultando  que  entre  D.  Manuel  Ramírez  Martín,  D.  Miguel  Crucet 
y  Vidal  y  D.  Tomás  Vidal  y  Cordero,  en  el  concepto  de  apoderado  de 
D.  José  Joaquín  Arrieta  y  de  D.  Angel  Calderón,  se  otorgó  escritura 
pública  en  la  ciudad  de  Málaga  en  11  de  Febrero  de  1874,  en  la  que 
convinieron  en  formar  una  Sociedad  minera  para  la  explotación  de  una 
mina  de  hierro  magnético  llamada  La  Submarina ,  compuesta  de  24 
pertenencias,  situada  en  el  término  municipal  de  la  ciudad  de  Marbella, 
de  la  que  se  había  expedido  el  correspondiente  tituló  á  nombre  de  Ra 
mírez  Martín  en  12  de  Junio  de  1872,  estableciendo  al  efecto  que  la 
Sociedad  que  se  constituía  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales  se 
compondría  de  200  acciones,  pertenecientes  80  á  Arrieta,  30  á  Calde¬ 
rón,  50  á  Crucet  y  40  á  Ramírez;  que  su  objeto  sería  el  de  explotar, 
fundir  y  vender  los  minerales  ó  arrendar  su  explotación  contribuyen¬ 
do  los  cuatro  socios  á  los  gastos  en  proporción  á  la  participación  que 
cada  uno  tenía;  que  Ramírez  Martín  quedaba  autorizado  para  llevar  la 
firma  como  Gerente  de  la  Sociedad  con  facultad  de  arrendar  la  mina 
para  su  explotación,  y  además  para  que  como  tal  Gerente  representase 
á  la  Sociedad  en  juicio  y  fuera  de  él,  llevando  la  oportuna  cuenta  y  ra¬ 
zón  de  todo,  que  presentaría  por  trimestres  ó  semestres,  y  para  girar 
dividendos  pasivos  contra  los  socios  si  fuere  preciso;  aparte  de  otras 
bases  sin  importancia  en  este  pleito: 

Resultando  que  en  acta  notarial  levantada  á  los  efectos  legales  co¬ 
rrespondientes  en  9  de  Abril  del  mismo  año,  se  hizo  constar  que  desde 
-aquel  día  quedaba  constituida  la  Saciedad  La  Submarina,  de  la  que 
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era  Gerente  D.  Manuel  Ramírez  Marlín;  y  en  la  Gaceta  de  5  de  Julio 
fueron  insertadas  la  escritura  y  acta  referidas: 

Resultando  que  D.  Manuel  Ramírez  formuló  una  cuenta  de  las  can¬ 
tidades  que  había  suplido  para  atender  á  los  gastos  de  la  Sociedad  desde 
la  fecha  del  registro  de  la  mina  hasta  el  30  de  Junio  de  1879,  ascenden¬ 
tes  á  13.087  rs.  72  cénts.;  con  la  cual  manifestaron  estar  conformes, 
expresándolo  así  con  su  firma  D.  Joaquín  de  Arriota  y  D.  Angel  Cal¬ 
derón: 

Resultando  que  con  tales  antecedentes  dedujo  D.  Manuel  Ramírez 
Martín  en  3  de  Mayo  de  1880  la  demanda  que  ha  dado  origen  á  este 
pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  en  definitiva  á  D.  José  Cru- 
cot  y  Durán  á  pagarle  831  pesetas  y  23  céntimos  que  adeudaba  á  la 
Sociedad  minera  La  Submarina,  con  los  intereses  legales  desde  que  ha¬ 
bía  incurrido  en  mora  y  con  las  costas,  alegando  al  efecto  que,  consti¬ 
tuida  definitivamente  la  Sociedad,  quedó  encargado  el  demandante  de 
su  administración  como  Gerente,  y  atendió  á  todas  sus  obligaciones, 
entre  ellas  á  la  de  rendir  cuentas,  que  dirigió  á  Arrieta  y  Calderón  por 
ser  los  mayores  accionistas,  con  sus  correspondientes  comprobantes, 
los  cuales  le  devolvieron  el  duplicado  que  acompañaba  cod  su  confor¬ 
midad:  que  con  posterioridad  á  dicha  cuenta,  de  la  que  resultaba  un 
alcance  á  su  favor  de  3.271  pesetas  y  93  céntimos,  había  pagado  al  co¬ 
misionado  de  apremio  por  recargo  de  los  derechos  de  superficie  atra-  , 
sados  53  pesetas,  conforme  resultaba  justificado  del  oficio  y  recibo  que 
también  presentaba:  que  ascendiendo  por  tanto  á  3.324  pesetas  93  cén¬ 
timos  las  que  tenía  abonadas  por  cuenta  de  la  Sociedad,  se  hallaba  Don 
José  Crucet  en  la  obligación  de  abonar  por  sus  50  acciones  831  pesetas 
23  céntimos:  que  en  el  acto  de  conciliación,  al  que  no  había  acudido  el 
demandado,  reclamó  también  la  contribución  correspondiente  á  los  dos 
primeros  trimestres  da  aquel  año;  pero  que  no  habiéndola  aun  pagado 
aunque  estaba  vencida,  se  reservaba  reclamar  su  importe  cuando  la 
satisficiese;  y  que  el  demandado  Crucct  contrajo  en  la  escritura  social 
la  obligación  ineludible  de  pagar  con  arreglo  al  número  de  sus  accio¬ 
nes  los  gastos  de  la  mina,  cuya  obligación  le  imponía  también  el  ar¬ 
tículo  21  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  6  de  Julio  de  1859: 

Resultando  que  D.  José  Crucet  se  opuso  á  la  demanda  pidiendo  que 
*e  le  absolviese  de  ella  y  se  condenase  al  demandante  á  presentar  los 
comprobantes  de  las  diferentes  partidas  de  su  cuenta  y  á  admitir  en  la 
misma  las  sumas  que  resultasen  abonadas,  alegando  al  efecto  que  nun¬ 
ca  había  desconocido  las  obligaciones  que  sobre  él  pesaban,  pero  que 
al  mismo  tiempo  había  siempre  exigido  la  justificación  de  las  sumas 
Que  se  le  reclamaban,  por  lo  que  no  había  aprobado  ni  impugnado  la 
cuenta  de  gastos  formulada  por  el  demandante,  limitándose  siempre  á 
ex¡gir  los  justificantes  y  á  obtener  la  baja  de  una  cantidad  que  por  su 
cuenta  le  tenía  abonada  D.  Tomás  Vidal  y  Cordero:  que  no  podía  alla¬ 
narse  á  pagar  la  suma  que  se  le  demandaba  sin  que  precedieran  las 
formalidades  de  presentar  los  comprobantes  y  de  practicar  una  liqui¬ 
dación ,  tanto  más,  cuanto  que  acerca  de  muchas  de  las  partidas  que 
figuraban  en  la  cuenta  tenia  que  hacer  objeciones  y  pedir  explicacio- 
n«s,  que  así,  por  ejemplo,  y  sin  que  se  entendiera  que  prestaba  su  con¬ 
formidad  á  las  demás  partidas,  citaba  la  de  1.877  reales  suplidos  para 
Vlaje8  á  Marbella  y  demás,  según  cuenta  remitida  á  Arrieta,  con  rela¬ 
jón  á  la  cual  ni  se  presentaron  comprobantes  ni  se  detallaba  su  inver- 
8*ón,  no  comprendiendo  por  otra  parte  la  razón  de  no  haberle  sido  re- 
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mitida  dicha  cuenta,  como  lo  había  sido  á  Arrieta:  que  según  el  art.  Io 
de  la  misma  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  invocada  por  el  demandante,  las 
Sociedades  mineras  se  rigen  por  las  prescripciones  del  Código  de  Co¬ 
mercio,  conforme  al  cual  en  su  art.  310  se  hallaba  el  demandante  en  la 
obligación  de  presentar  los  justificantes  de  sus  cuentas:  que  asimismo 
en  consonancia  con  lo  dispuesto  en  la  ley  3a,  tít.  14,  Partida  5a,  y  en 
la  21  del  mismo  título  y  Partida,  se  hallaba  Ramírez  Martín  en  la  obli¬ 
gación  de  admitir  en  cuenta  las  cantidades  entregadas  por  D.  Tomás 
Yidal  por  en  sargo  del  demandado;  y  que,  por  último,  Ramírez  Martín 
se  había  obligado  en  la  escritura  social  á  rendir  cuenta  por  trimestres 
ó  semestres,  lo  cual  no  había  efectuado;  por  cuya  razón  no  podía  exi¬ 
gir  cantidad  alguna  hasta  tanto  que  hubiese  llenado  aquellas  formali¬ 
dades: 

Resultando  que  el  actor  replicó  que  ni  por  ley  ni  por  el  contrato  de 
Sociedad  se  hallaba  obligado  á  rendir  cuenta  justificada  de  la  inversión 
de  cantidades  que  no  había  recibido  de  los  socios;  y  que  cuando  cada 
uno  hubiese  satisfecho  lo  que  le  correspondía  en  los  gastos,  se  cele¬ 
braría  junta  general  y  tendiían  derecho  los  socios  á  examinar  el  inven¬ 
tario  y  balance  de  la  Sociedad  con  sus  comprobantes;  y  el  demandado 
añadió  en  la  dúplica  que  la  demanda  no  se  había  dirigido  á  obtener  el 
pago  de  ningún  dividendo  pasivo,  sino  el  reintegro  de  desembolsos 
hechos  por  el  demandante  para  sufragar  gastos  de  la  Saciedad: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  lega¬ 
les  y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada  en  8  de  Enero  próximo  pasado  absolviendo 
á  D.  José  Crucet  y  Vidal  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  Ra¬ 
mírez  Martin,  y  condenando  á  éste  á  que  presente  con  sus  cuentas  de 
Gerente  de  la  Sociedad  minera  La  Submarina  los  justificantes  que  la 
comprueben  y  á  que  admita  en  cuenta  las  cantidades  que  como  conso¬ 
cio  resulten  abonadas  por  D.  José  Crucet: 

Resultando  que  D.  Manuel  Ramírez  Martín  interpuso  recurso  de 
casación,  fudado  en  los  siguientes  motivos: 

Io  En  haber  sido  infringida  la  ley  del  contrato,  y  la  Ia,  tít.  Io,  li¬ 
bro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  asi  como  la  sentencia  de  25  de  Oc¬ 
tubre  de  1878,  que  declara  que  cuando  resulta  acreditada  la  existencia 
de  un  contrato,  y  son  claras  y  precisas  las  condiciones  estipuladas  en  el 
mismo,  deben  cumplirla  los  otorgantes,  á  tenor  de  su  literal  contexto, 
en  los  términos  en  que  se  halle  redactado,  sin  hacerlo  extensivo  á  co¬ 
sas  y  casos  que  expresamente  no  se  hayan  determinado,  y  sin  recurrir 
á  interpretaciones  que  sólo  autoriza  la  ley  cuando  la  oscuridad  y  la 
duda  las  hace  necesarias  para  estimar  una  justa  resolución,  porque  el 
contrato  de  autos  determina  y  manda  que  el  recurrente  gire  dividen¬ 
dos  pasivos  para  obtener  los  fondos  necesarios  ¿on  los  cuales  ha  de  su¬ 
fragar  los  gastos  de  la  Sociedad,  y  no  obstante  esto  exime  la  sentencia 
recurrida  de  esta  obligación  á  D.  José  Crucet  y  Vidal,  uno  de  los  con¬ 
tratantes: 

2o  En  haber  sido  interpretadas  erróneamente  en  la  sentencia  recu  - 
rrida  las  cláusulas  del  contrato  al  no  considerar  al  recurrente  sino  como 
un  mero  cuentadante  y  al  confundir  las  dos  condiciones  distintas  del 
contrato,  ó  sea  la  de  girar  dividendos  pasivos  y  la  de  presentar  en  de¬ 
terminados  casos  las  cuentas  y  justificantes  relativos  á  la  inversión  de 
dichos  dividendos: 

3°  En  haber  sido  indebidamente  aplicados  en  la  sentencia  recurrida 
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los  artículos  310  del- Código  de  Comercio  y  21  de  la  ley  sobre  Socieda¬ 
des  mineras  de  6  de  Julio  de  1859,  porque  la  parte  esencial  del  primer 
artículo  nada  tiene  que  ver  con  la  cuestión  ventilada  en  este  pleito, 
puesto  que  nadie  ha  negado  el  examen  de  comprobantes,  ni  existen 
balances,  ni  de  esto  se  trata,  y  su  segunda  parte,  relativa  á  las  Socie¬ 
dades  subdivididas  en  acciones,  dice  que  los  socios  se  atendrán,  en 
punto  i  la  comprobación,  á  lo  que  en  sus  pactos  hayan  resuelto,  y  pre¬ 
cisamente  esto  es  lo  que  el  recurrente  pide  y  viene  pidiendo  durante 
todo  el  pleito,  además  de  que  basta  la  simple  lectura  para  resolver  y 
declarar  que  dicho  artículo  se  refiere  á  las  Sociedades  mercantiles  y  no 
á  las  mineras,  y  porque  el  segundo  articulo  es  solo  aplicable,  como  los 
demás  de  la  ley  á  que  pertenece,  á  las  asociaciones  que  se  hayan  esta¬ 
blecido  conforme  á  dicha  legislación,  lo  cual  no  resulta  del  contrato  de 
1 1  de  Febrero  de  1874; 

Y  4o  En  que  la  sentencia  recurrida  no  es  congruente  en  cuanto  con¬ 
dena  al  recurrente  á  admitir  en  cuenta  ciertas  cantidades  que  Crucet 
acredite,  porque  éste  no  ha  formulado  tal  petición,  y  porque  cuando  se 
cursan  dentro  de  un  pleito  reconvenciones  ó  se  emiten  peticiones,  de¬ 
ben  versar  sobre  cantidad  cierta  ó  líquida,  en  consonancia  con  lo  que 
determinan  las  leyes  20  y  24,  tít.  14,  Partida  5a,  y  la  jurisprudencia 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  sin  desconocer  el  demandado  Crucet  las  obliga¬ 
ciones  contraídas  por  la  escritura  social  de  41  de  Febrero  de  1874,  se 
opone  sólo  á  satisfacer  la  cuenta  que  le  reclama  el  Gerente  de  la  So- 
ciedad  Ramírez  ü/ar¿m*mienlras  no  preséntelos  comprobantes  de  sus 
diferentes  partidas  y  h  admita  las  sumas  que  le  tiene  abonadas,  y  que 
al  declararlo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  infringe,  cual  se  supone  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  la  ley  del  contrato,  el  que  subsiste  en  toda 
su  fuerza  y  vigor,  aunque  sujetas  las  cuentas  relativas  al  mismo  á  las 
condiciones  naturales  y  ordinarias  de  comprobación: 

Considerando  en  igual  sentido  que  dichas  cuentas  no  determinan  la 
reclamación  de  un  dividendo  social  pasivo  debidamente  autorizado  é 
indiscutible,  como  se  las  considera  en  el  segundo  y  tercer  motivo  del 
recurso,  sino  que  contienen  partidas  de  gastos  suplidos  por  el  Gerente 
en  favor  de  la  Sociedad,  que  requieren  justificación  adecuada  para  le 
gitimar  su  abono: 

Considerando,  en  orden  al  cuarto  y  último  motivo,  que  cualesquie¬ 
ra  que  sean  los  términos  en  que  se  formula  la  parle  dispositiva  de  la 
sentencia,  no  ofrece  verdadera  incongruencia  con  lo  solicitado  por  las 
partes,  ni  infracción  por  lo  tanto  de  las  leyes  y  doctrina  que  se  citan, 
porque  si  bien  absuelve  de  la  demanda,  no  es  en  absoluto,  sino  impo¬ 
niendo  al  actor  la  obligación  de  presentar  los  comprobantes  de  su 
cuenta  y  la  de  admitir  las  cantidades  que  le  resulten  abonadas  por  el 
demandado,  que  es  precisamente  la  solicitud  de  éste  en  sus  excepcio¬ 
nes  y  extremos,  ambos  realizables  en  el  periodo  de  ejecución  de  la  sen¬ 
tencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Ramírez  Martín,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
na  remitido.— (Sentencia  publicada  el  17  de  Octubre  de  1883,  é  inserta 
eQ  la  Oaceta  de  31  de  Diciembre  del  mismo  aho.) 
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Competencia  (19  de  Octubre  de  1883). — Sala  tercera.— Rendi¬ 
ción  de  cuentas.— -Se  decirle  á  favor  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Fuente  Ovejuna  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Mérida  sobre  co¬ 
nocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Eugenio  Romero  contra 
D.  Gaspar  Núñez,  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  dispone  el  art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en 
su  núm.  2o,  es  Juez  competente  para  conocer  de  las  ’  demandas  sobre 
rendición  y  aprobación  de  las  cuentas  que  deban  dar  los  administra¬ 
dores  de  bienes  ajenos  el  del  lugar  donde  deban  presentanea  y  no  es¬ 
tando  determinado ,  el  del  domicilio  del  poderdante  ó  dueño  de  los  bie¬ 
nes  ó  el  lugar  donde  se  desempeñe  la  administración ,  á  elección  de  di¬ 
cho  dueño ; 

Y  2o  Que  si  se  trata  de  rendir  cuentas  de  la  administración  de 
unas  minas  que  son  de  la  propiedad  de  varios ,  entre  ellos  el  demanda¬ 
do ,  y  no  está  determinado  el  lugar  en  que  deban  darse  por  la  adminis¬ 
tración-,  por  su  propia  naturaleza  tiene  que  ejercitarse  en  el  lugar  en  que 
aquéllas  radican,  sin  que  pueda  tomarse  en  cuenta  la  razón  que  alega 
el  demandado  de  que  hizo  cesión  de  las  partes  <}elas  minas ,  reserván¬ 
dose  la  administración,  porque  aceptando  esta  condición,  se  le  dió  el 
cargo  de  administrar  lo  que  no  era  suyo,  ni  la  de  haber  liquidado  cuen¬ 
tas  en  otro  punto,  porque  una  cosa  es  hacerlo  espontáneamente ,  y  otra 
el  derecho  que  obliga. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  de  1883,  en  la  com¬ 
petencia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera  instan¬ 
cia  de  Mérida  al  de  igual  clase  de  la  villa  de  Fuente  Ovejuna  sobre  co¬ 
nocimiento  de  la  demanda  entablada  ante  éste  por  D.  Eugenio  Ro¬ 
mero  y  Cabezas  contra  D.  Gaspar  Núñez  y  Castilla  sobre  rendición  de 
cuentas  de  la  administración  de  dos  minas: 

Resultando  que  D.  Gaspar  Núñez  y  Castilla,  vecino  de  Mérida,  otor¬ 
gó  escritura  en  dicha  ciudad  á  28  de  Mayo  de  1875  en  la  que  declaró  la 
participación  que  en  las  minas  de  plomo  tituladas  La  Abundancia  y  La 
Rosa,  sitas  en  Navalespino,  término  de  la  villa  de  Fuente  Ovejuna, 
correspondía  á  cada  una  de  las  personas  que  nombró,  entre  ellas  á  Don 
Antonio  Torres  y  Torres,  vecino  de  Blázquez,  reservándose  hacer  por 
sí  el  beneficio,  aprovechamiento  y  administración  en  la  forma  que  cre¬ 
yera  más  aceptable  para  todos  y  á  calidad  de  dar  á  sus  copartícipes  to¬ 
da  clase  de  satisfacción  respecto  á  la  pureza  con  que  procediera  y  en¬ 
tregar  á  cada  uno  la  participación  que  en  los  beneficios  les  correspon¬ 
diera,  así  como  exigirles  los  gastos  ó  impensas  que  se  hicieran  necesa¬ 
rias  en  la  misma  proporción: 

Resultando  que  por  escritura  de  13  de  Diciembre  de  1882  D.  Anto¬ 
nio  Torres  y  Torres  vendió  á  D.  Eugenio  Romero  y  Cabezas  la  décima- 
tercera  parte  que  le  correspondía  de  las  minas  La  Abundancia  y  La 
Rosa  en  precio  de  2.500  pesetas,  y  que  en  30  de  Mayo  de  1883  dedujo 
demanda  el  comprador  D.  Eugenio  Romero  y  Cabezas  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Fuente  Ovejuna  para  que  se  condenase  á  Don 
Gaspar  Núñez  y  Castilla,  vecino  de  Mérida,  á  rendir  cuenta  justificada 
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de  la  administración  de  las  mencionadas  minas,  entregando  el  saldo- 
que  de  ella  resultase  si  lo  hubiere,  con  indemnización  de  daños  y  per¬ 
juicios  é  imposición  de  todas  las  costas,  alegando  que  el  conocimiento 
de  aquella  demanda  era  de  la  competencia  de  aquel  Juzgado,  no  sólo 
por  encontrarse  enclavadas  en  su  término  jurisdiccional  las  minas  de 
cuya  rendición  de  cuentas  se  trataba,  sino  con  arreglo  á  lo  prescrito 
en  el  art.  10  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869  y  regla  2a  del  art.  63 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vez  que  aquélla  versaba  sobre  ren¬ 
dición  de  cuentas  que  debía  dar  el  demandado  como  administrador  de 
bienes  ajenos;  y  aun  cuando  en  el  contratono  estaba  determinado  el 
lugar  donde  debían  presentarse  dichas  cuentas,  ya  se  atendiera  al  do¬ 
micilio  del  demandante  ó  dueño  de  los  bienes,  ó  ya  al  lugar  donde  se 
desempeñase  la  administración,  siempre  seria  aquel  Juzgado  compe¬ 
tente,  porque  era  vecino  de  aquella  villa  el  demandante  dueño  de  los 
bienes,  y  la  administración  no  podía  desempeñarse  más  que  donde  se 
encontrasen  las  minas  en  explotación: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Gaspar  Nú- 
ñez  Castillo,  y  emplazado  en  la  ciudad  de  Mérida,  de  donde  es  vecino, 
á  su  instancia,  y  después  de  oído  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  prime¬ 
ra  instancia  de  la  misma  requirió  de  inhibición  a!  de  Fuente  Ovejuna, 
fundando  su  competencia  en  que  la  regla  2a  del  art.  63  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  uo  era  aplicable  al  demandado  por  referirse  única¬ 
mente  á  los  administradores  de  bienes  ajenos  en  virtud  de  apoderamien- 
to,  y  D.  Gaspar  Nüñez  no  fué  nunca  apoderado  por  sus  condóminos 
en  las  minas  para  'administrarlas  ni  obró  al  hacerlo  por  delega¬ 
ción  de  ellos,  sino  hacieudo  uso  de  un  derecho  de  que  no  se  des¬ 
prendió  al  ceder  parte  de  dichas  minas,  y  por  lo  tanto  no  había  tenido 
el  demandante,  dueño  de  una  participación  en  aquéllas,  el  derecho  de 
elegir  el  Juzgado  de  Fuente  Ovejuna  para  entender  en  aquella  contro¬ 
versia:  que  ejercitando  el  demandante  una  acción  personal,  aquél  era  el 
Juzgado  competente,  por  ser  el  en  que  había  de  cumplirse  la  obligación 
á  que  se  contraía  la  demanda,  toda  vez  que  los  cesionarios  en  dichas 
participaciones  habían  suplido  para  la  designación  del  lugar  el  silencio 
de  la  escritura  sobre  este  punto  con  actos  posteriores,  como  era  el  de 
haber  concurrido  á  Mérida  para  examen  de  cuentas  y  convenio  de  asun  - 
tos  referentes  á  dichas  minas,  con  cuyo  acto  fijaron  dicho  lugar  como 
el  del  cumplimiento  del  contrato:  que  aquél  era  el  domicilip  del  de¬ 
mandado;  y  por  último,  el  lugar  del  contrato,  como  lo  demostraba  la 
escritura: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Mérida,  después  de 
oídos  al  demandante  y, al  Ministerio  fiscal,  se  negó  á  la  inhibición,  sos¬ 
teniendo  su  competencia,  fundado  en  que  la  acción  que  se  ejercitaba 
era  personal:  que  el  obligado  á  dar  cuentas  en  su  virtud  de  un  contrato 
por  el  que  se  encargó  de  una  administración  puede  ser  demandado  so¬ 
bre  ellas  ante  el  Juez  del  lugar  de  la  misma,  aunque  se  halle  el  recon¬ 
venido  en  el  lugar  del  mismo  contrato,  porque  el  de  la  administración 
era  el  más  propio  para  la  comprobación  de  los  actos  administrativos, 
así  bajo  el  aspecto  de  la  buena  como  de  la  mala  fe;  y  que  versando  ade¬ 
más  la  reclamación  sobre  daños  y  perjuicios  originados  en  el  ejercicio 
de  dicho  cargo  de  administrador,  debían  ser  demandados  ante  el  Juez 
del  lugar  donde  se  hubieran  causado,  aunque  el  dañador  fuera  de  otra 
Vecindad,  y  allí  debía  cumplir  lo  de  que  resultase  responsable; 

Y  resultando  que  habiendo  insistido  el  Juez  de  Mérida  en  la  inhibi- 
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ción,  uno  y  otro  han  remitido  las  actuaciones  para  la  decisión  de  este 
Supremo  Tribunal: 

Visto  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Angulo: 

Considerando  que  según  dispone  el  art.  63  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  en  su  núm.  29,  es  Juez  competente  para  conocer  en  ¡as  de¬ 
mandas  sobre  rendición  y  aprobación  de  las  cuentas  que  deban  dar  los 
administradores  de  bienes  ajenos  el  del  lugar  donde  deban  presentarse, 
y  no  estando  determinado  el  del  domicilio  del  poderdante  ó  dueño  de 
los  bienes,  el  lugar  donde  se  desempeñe  la  administración  á  elección 
de  dicho  dueño: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  se  trata  de  rendirncuentas  de 
la  administración  da  unas  minas  que  son  de  la  propiedad  de  varios,  en  - 
tre  ellos  el  demandado,  no  está  determinado  el  lugar  en'que  deban  dar¬ 
se  por  la  administración,  por  su  propia  naturaleza  tiene  que  ejercitarse 
en  el  lugar  en  que  aquéllos  radican,  que  es  el  término  del  Juzgado  de 
Fuente  Ovejuna;  por  consiguiente,  la  competencia  para  conocer  de  la 
demanda  referida  es  del  Juez  de  este  partido,  sin  que  pueda  tomarse 
en  cuenta  la  razón  que  alega  el  demandado  de  que  hizo  cesión  de  las 
partes  de  las  minas,  reservándose  la  administración,  porque  aceptando 
esta  condición,  se  le  dió  el  encargo  de  administrar  lo  que  no  era  suyo: 
tampoco  es  razón  para  declarar  competente  al  Juez  de  Mérida  el  haber 
liquidado  cuentas  en  esta  ciudad,  porque  una  cosa  es  hacerlo  espontá¬ 
neamente,  y  otra  el  derecho  que  obliga; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  demanda  entablada  en  estos  autos  por  D.  Edgenio  Romero  y  Ca¬ 
bezas  contra  D.  Gaspar  Núñez  Castilla  corresponde  al  Juez  de  primera 
instancia  de  Fuente  Ovejuna,  al. que  se  remitan  todas  las  actuaciones  á 
los  efectos  de  derecho;  y  póngase  esta  resoluciói  en  conocimiento  del 
Juez  de  Mérida,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  oca¬ 
sionadas  en  este  Supremo  Tribunal. — (Sentencia  publicada  el  19  de  Oc¬ 
tubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  Je  2  de  Noviembre  del  mismo 
año.) 
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Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
asunto  de  Ultramar  (19  de  Octubre  de  1883). — Sala  tercera. — Des¬ 
ahucio.— Se  continua  el  auto  apelado  por  D.  Pedro  Morales  y  Fernández 
con  Doña  Carmen  Pantiga  y  hermanas  (Juzgado  de  la  Catedral  de  la 
Habana),  y  se  resuelve: 

Que  según  dispone  el  art.  667  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
de  1855,  dictada  que  sea  la  sentencia  de  vista  en  los  juicios  de  desahu 
ció ,  si  se  interpusiere  por  el  arrendatario  recurso  de  casación  contra 
dicha  sentencia ,  no  podrá  ser  admitido ,  caso  que  proceda ,  si  al  interpo¬ 
nerlo  no  acreditó  aquél  tener  satisfechas  las  rentas  vencidas  y  las  que 
con  arreglo  al  contrato  deba  adelantar. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  da  1883,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  ciudad  de  la  Habana 
y  en  ia  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Doña  Carmen, 
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Doña  Irene  y  Doña  Josefa  Pantiga  y  González  con  D.  Pedro  Morales  y 
Fernández  sobre  desahucio: 

Resultando  que  en  13  de  Julio  de  1880  Doña  Carmen,  Doña  Irene  y 
Doña  Josefa  Pantiga  y  González  dedujeron  demanda  contra  D.  Pedro 
Morales  y  Fernández  sobre  desahucio  del  ingenio  Industria  y  él  potre¬ 
ro  Ojo  de  agua  que,  como  de  la  propiedad  de  las  demandantes,  llevaba 
en  arrendamiento,  por  falla  de  cumplimiento  á  varias  de  las  condicio¬ 
nes  del  contrato: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  al  juicio  verbal  prevenido  por 
la  ley,  la  parte  aclora  reprodujo  su  demanda,  y  el  demandado  D.  Pedro 
Morales  y  Fernández,  excepcionando  lo  que  estimó  oportuno,  recono 
ció  no  haber  satisfecho  en  su  totalidad  los  censos  y  contribuciones  á 
que  por  la  escritura  da  arriendo  está  obligado: 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  de  1880  el  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  dictó  sentencia  declarando  con  lugar  el  desahucio:  que  interpues¬ 
ta  apelación  por  D.  Pedro  Morales  y  Fernández  se  remitieron  los  autos 
á  la  Audiencia,  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  misma  por  auto  de  23  de  Oc- 
bre  del  mismo  año  declaró  desierta  la  apelación  por  no  haberse  perso¬ 
nado  Morales  oportunamente  á  sostenerla: 

Resultando  que  D.  Pedro  Morales  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  que  la  sentencia  era  contraria  á  la  doctrina  legal  general¬ 
mente  admitida  de  que  los  20  días  para  la  comparecencia  en  el  Tribu¬ 
nal  de  alzada  se  cuentan  desde  el  siguiente  al  en  que  se  remiten  por  el 
Juzgado  inferior  los  autos  que  motivaron  la  alzada;  y  la  mencionada 
Sala,  por  auto  de  10  de  Enero  de  1881 ,  declaró  no  haber  lugar  á  la  ad¬ 
misión  del  recurso  en  atención  á  que  por  parte  de  Morales  no  se  había 
llenado  el  requisito  indispensable  de  acreditar  estar  al  corriente  en  el 
pago  de  las  rentas;  ó  interpuesta  apelación  por  Morales,  le  fué  admiti¬ 
da,  remitiéndose  en  su  virtud  á  este  Tribunal  Supremo  la  correspon¬ 
diente  compulsa  de  los  autos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  según  dispone  el  art.  667  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  de  1855,  dictada  que  sea  la  sentencia  de  vista  en  los  juicios 
de  desahucio,  si  se  interpusiere  por  el  arrendatario  recurso  de  casación 
contra  dicha  sentencia,  no  podr  í  ser  admitido,  caso  que  proceda,  si  al 
interponerlo  no  acreditó  aquél  tener  satisfechas  las  rentas  vencidas  y 
las  que  con  arreglo  al  contrato  deba  adelantar: 

Considerando  que  el.  arrendatario,  hoy  apelante,  no  había  acredita¬ 
do  (jue  estaba  corriente  en  el  pago  de  las  rentas  cuando  interpuso  el 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  le  condenaba  al  desahucio, 
por  lo  que  el  auto  apelado  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  derogatorio 
de  la  admisión  de  dicho  recurso,  está  arreglado  al  referido  precepto 

legal; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  auto  que  en  10 
de  Enero  de  1881  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba¬ 
na,  eontra  el  cual  interpuso  apelación  D.  Pedro  Morales  y  Fernández, 
al  que  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certificación 
á  la  mencionada  Audiencia  de  la  Habana. — (Sentencia  publicada  el  19 
de  Octubre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Noviembre  del 
mismo  año.) 
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SSccurso  de  casación  (20  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. 
•—Inscripción  de  un  crédito  hipotecario.— Ha  lugar  en  parte  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Pedro  Jimeno  Sacristán  con  Doña  Victoriana  Gaona  (Au¬ 
diencia  de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Que  el  contrato  celebrado  por  el  apoderado  obliga  al  poderdante 
cuando  aquél  obra  dentro  de  las  facultades  que  le  están  conferidas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aranda  de  Duero  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Pedro  Jimeno  Sa¬ 
cristán,  vecino  de  Peñaranda,  Profesor  de  Medicina  y  Cirugía,  hoy  sus 
herederos  Doña  Lorenza  Zapatero,  por  sí  y  como  representante  legal 
de  su  hijo  D.  Juan  José  Jimeno  Zapatero,  y  D.  Pedro,  D.  Juiián,  Añá¬ 
delo,  D.  Andrés  y  Doña  Carmen  Jimeno  Zapatero  con  Doña  Victoriana 
Gaona  Burgoa,  propietaria,  vecina  de  Tórtoles,  sobre  inscripción  en  el 
Registro  de  la  propiedad  de  un  crédito  hipotecario:  autos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  inter¬ 
puesto  á  nombre  del  Jimeno  Sacristán,  v  sosl-nido  por  sus  herederos, 
por  el  Procurador  D,  Antonio  Bendicho  y  el  Licenciado  D.  Joaquín  Ló¬ 
pez  Puigcerver,  habiendo  representado  y  defendido  á  la  Doña  Victo- 
liana  el  Procurador  D.  Mauricio  Castañares  y  el  Licenciado  D.  Seve- 
riano  Alonso  Martínez: 

Resultando  que  en  lo  de  Julio  de  1865  Doña  María  Gaona  Burgoa 
dió  á  D.  Quintín  Aguilar  á  calidad  de  préstamo  con  interés  la  suma 
d  i  18.000  rs.,  por  los  que  debía  percibir  1.440  rs.  de  interés  anual,  á 
r:>,zón  de  un  8  por  100,  debiendo  serle  devuelto  el  capital  el  día  15  de 
Julio  de  1868;  y  constituyó  hipoteca  sobre  varias  fincas  de  su  propie¬ 
dad  y  presentó  como  su  fiador  y  principal  pagador,  á  D.  Pedro  Jimeno 
Sacristán,  consignándose  todo  en  escritura  que  fué  inscrita  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  prepiedad  en  27  de  Setiembre  de  1867: 

Resultando  que  la  Dona  María  Gaona  Burgoa  falleció  en  27  de  No 
viembre  de  1872,  bajo  testamento  otorgado  el  2o  del  mismo  mes  y  año, 
dejando  como  su  única  y  universal  heredera,  mediante  no  tenerlos  for¬ 
zosos,  á  su  hermana  Doña  Victoriana  Gaona  Burgoa;  y  entre  los  cré¬ 
ditos  qne  ésta  heredó  se  hallaba  el  hipoteca)  io  antes  aludido: 

Resultando  que  en  13  de  Diciembre  de  1872  y  por  ants  Notario, 
Doña  Victoriana  Gaona  otorgó  poder  general  á  favor  de  D.  Julián  Pé¬ 
rez  de  Rozas,  facultándole  para  arrendar,  administrar  y  gobernar  to¬ 
dos  sus  bienes;  tomando  y  dando  cantidades  á  préstamo,  percibiendo 
sus  rentas,  legados,  censos  y  cuanto  la  correspondiera,  y  facultándole 
además  para  que  otorgue  escrituras  de  venta  de  bienes,  permutas,  ce¬ 
siones,  imposiciones  de  censos,  redenciones  y  transacciones,  con  los 
requisitos  legales: 

Resultando  que  en  uso  de  este  poder,  D.  Julián  Pérez  de  Rozas, 
en  20  de  Febrero  de  1879  otorgó  escritura,  declarando  que  D.  Pedro 
Jimeno  Sacristán,  como  fiador  y  principal  pagador  de  1).  Quintín  Agui¬ 
lar,  tenia  satisfechos  por  razón- de  principal  y  réditos  dél  crédito  hipo¬ 
tecario  de  que  se  trata  3 * .  1 60  rs,,  pane  á  la  finada  Doña  María  y  parte 
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(i  Doña  Victoriana,  con  cuya  suma  quedaba  completamente  satisfecho 
el  principal  y  sus  intereses  devengados;  y  en  su  consecuencia  forma¬ 
lizó  á  favor  de  D.  -Pedro  Jimeno  la  más  solemne  carta  de  pago,  ce¬ 
diéndole  y  traspasándole  todos  los  derechos  y  acciones  que  la  Doña 
Victoriana  tenia  como  heredera  de  su  hermana  para  reclamar  de  Don 
Quintín  Aguilar  las  sumas  satisfechas,  quedando  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  la  escritura  hipotecaria;  aceptado  este  contrato  por  D.  Pedro  Ji¬ 
meno  presentó  su  primera  dopia  en  el  Registro  de  la  propiedad,  donde 
ton  fecha  29  de  Abril  de  1879  se  suspendió  su  inscripción  por  no  ha¬ 
llarse  inscrito  á  favor  de  la  trasmitente  el  crédito  hipotecario  que  se 
cedía,  ni  haber  acompañado  el  testamento  en  virtud  del  cual  heredaba 
y  mediante  haber  trascurrido  30  días  hábiles  sin  subsanar  los  expresa  - 
dos  defectos: 

Resultando  que  D.  Pedro  Jimeno  Sacristán  en  20  de  Octubre 
de  1881  interpuso  demanda,  exponiendo  que  en  15  de  Julio  de  1865  se 
constitu;  ó  fiador  y  principal  pagador  de  D.  Quintín  Aguilar  por  la 
•suma  de  18.000  rs.  que  con  interés  de  8  por  100  recibió  éste  de  Doña 
María  Gaona  Burgoa;  que  por  fallecimiento  de  ésta  heredó  aquel  cré¬ 
dito  su  hermana  Doña  Victoriana  Gaona  Burgoa;  que  D.  Pedro  Jimeno 
satisfizo  á  éste  su  causante  7.790-pesetas  por  principal  é  intereses  de  di¬ 
cho  crédito,  y  en  su  virtud  por  D.  Julián  Pérez  de  Rozas,  apoderado  dé 
Doña  Victoriana,  le  fueron  adictos  todos  los  derechos  de  ésta  para  que 
pudiera  celebrar  del  deudor  D.  Quintín  Aguilar,  hoy  de  sus  herederos; 
que  presentada  la  cesión  al  Registro  de  la  propiedad  se  suspendió  la 
inscripción  por  no  hallarse  previamente  inscrito  el  crédito  á  favor  de 
los  cedentes;  y  como  fundamentos  de  derecho  alegó  que  la  acción  del 
ciédito  hipotecario  debe  inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad; 
que  esta  inscripción  no  puede  tener  lugar  si  la  persona  que  trasfiere 
el  crédito  no  lo  tiene  inscrito  previamente  á  su  favor;  que  para  la  ins¬ 
cripción  en  favor  de  Doña  Victoriana  es  indispensable  la  presentación 
del  testamento  de  Doña  María  y  la  partida  de  defunción  de  ésta;  que 
la  cesión  hecha  á  D.  Pedro  Jimeno  seria  de  resultado  negativo  si  la  ce- 
dente  no  inscribiese  su  derecho,  porque  no  podría  aquél  ejercitar  él 
suyo  contra  el  deudor,  ni  hacer  uso  del  documento  en  cuya  virtud  ad¬ 
quirió  tal  derecho,  y  que  e!  que  ocasiona  á  otro  un  perjuicio  está  obli 
gado  á  indemnizarle;  y  en  su  virtud  pidió  que  se  condenase  á  Doña'Vic- 
toriana  Gaona  á  que  inscribiese  á  su  nombre  el  crédito  hipotecario  he¬ 
redado  de  su  hermana  Doña  María,  y  que  tenía  trasmitido  á  D.  Pedro 
Jimeno,  indemnizando  á  éste  los  daños  y  perjuicios  que  se  habían  se¬ 
guido,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  Victoriana  Gaona,  le 
evacuó  exponiendo  que  era  incierto  el  tercer  hecho  de  la  demanda,  por 
Cuanto  á  Doña  Victoriana  no  la  constaba  las  entregas  de  las  cantidades 
que  se  deríin  satisfechas  por  D.  Pedro  Jimeno,  y  que  acaso  retuviese 

su  poder  D.  Julián  Pérez  de  Rozas,  y  en  este  concepto  no  pudo  au¬ 
torizar  la  escritura  de  cesión  de  crédito  de  que  Doña  Victoriana  no  tenía 
conocimiento,  ni  el  D.  Julián  poder  especial  para  otorgarla;  que  care 
ciendo  el  D.  Julián  de  capacidad  para  la  cesión,  no  podía  ésta  obligar  á 
*h  Doña  Victoriana  que  desdé  la  muerte  de  su  hermana  no  tenia  repre¬ 
sentación  legítima  en  actos  ó  contratos  que  la  afectaran;  que  no  cons 
tanjo  el  pago  á  Doña  Victoriana,  mal  pudo  ésta  avenirse  en  *-1  acto  de 
conciliación,  estando  dispuesta  á  otorgar  la  cesión  á  favor  de  Jimeno 
tan  pronto  como  se  verificase  el  pago  y  ella  pudiera  legitimar  su  per¬ 
sonalidad  como  heredera  de  su  hermana;  que  careciendo  de  personalidad 
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para  el  otorgamiento  del  contrato  D.  Julián  Pérez  de  Rozas,  debe  de 
clararse  nulo  por  los  vicios  intrínsecos  y  extrínsecos  de  que  adolece: 
que  careciendo  de  personalidad  legítima  Doña  Victoriana  Gaona  no 
pudo  verificar  la  cesión,  y  así  debió  comprenderlo  el  demandante  al 
dejar  de  designar  la  acción  que  le  correspondía  deducir;  que  las  ges 
tiones  del  demandante  debieron  dirigirse  contra  el  apoderado  D.  Julián, 
que  es  quien  dió  margen  á  las  dificultades  surgidas,  y  que  no  habiendo 
en  Doña  Victoriana  Gaona  intentóle  causar  perjuicio  alguno,  ni  ha 
hiendo  intervenido  en  el  contrato,  ni  puede  tener  responsabilidad  ni 
debe  tenerla  por  actos  ajenos,  y  de  ahí  la  necesidad  de  declarar  nulo  lo 
que  en  su  origen  fué  vicioso;  y  pidió  que  se  absolviese  libremente  a 
Doña  Victoriana  Gaona  de  la  demanda  contra  ella  interpuesta,  conde- 
nando  en  las  costas  al  demandante,  y  declarando  al  mismo  tiempo  la 
nulidad  de  la  escritura  de  cesióh  de  crédito  hecha  por  D.  Julián  Pérez, 
quien  carecía  de  competencia  para  realizarla: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  las  partes  re¬ 
produjeron  sus  respectivas  pretensiones  y  alegaciones;  y  recibido  el 
pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  propuestas  por  aquéllas: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  Io  de  Febrero  último,  declaró 
nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  escritura  otorgada  por  D.  Julián 
Pérez  de  Rozas  en  20  de  Febrero  de  1878  á  favor  de  D.  Pedro  Jimeuo, 
absolviendo  á  Doña  Victoriana  Gaona  de  la  demanda  contra  ella  inter¬ 
puesta  por  el  primero,  y  reservando  á  dicho  D.  Pedro  Jimeno  su  dere¬ 
cho  para  repetir  contra  D.  Julián  Pérez  de  Rozas  si  lo  estima  conve¬ 
niente,  sin  expresa  condenación  de  costas,  tanto  de  esta  instancia  como 
las  del  inferior: 

Resultando  que  D.  Pedro  Jimeno  Sacristán  interpuso  recurso  de  ca¬ 
sación,  citando  como  infringidos: 

Io  Las  leyes  13,  14  y  19,  tít.  5o,  Partida  3';  las  21,  22,  23,  tít.  12, 
y  7a,  tít.  14  de  la  Partida  5a,  y  el  principio  de  derecho  según  el  cual 
el  mandante  está  obligado  á  cumplir  lo  hecho  por  el  mandatario,  con 
arreglo  al  poder  que  le  dió,  se  ha  sometido  esta  infracción  al  declarar 
nula  la  escritura  y  absolver  de  la  demanda  á  Doña  Victoriana  Gaona 
por  suponer  que  no  le  obliga  el  contrato  celebrado  por  su  apoderado,  á 
pesar  de  obrar  éste  en  virtud  de  un  poder  no  revocado  y  bastante: 

2*  La  ley  11,  tít.  12,  Partida  5a,  que  establece  el  beneficio  de  cesión 
de  acciones  ó  carta  de  lasto,  y  el  principio  reconocido  también  por 
dicha  ley,  según  el  cual  el  cedente  tiene  obligación  de  cumplir  los  re¬ 
quisitos  legales  para  que  la  cesión  sea  eficaz  y  pueda  el  cesionario  re¬ 
clamar  el  crédito,  se  infringe  la  ley  y  el  principio  citado  al  absolver  de 
la  demanda,  siendo  así  que  el  recurrente  como  fiador  pagó  el  completo 
de  la  deuda  á  la  demandada  por  medio  de  su  apoderado,  y  no  puede 
hacer  efectivo  el  crédito  si  antes  no  se  inscribe  á  su  nombre,  para  lo  cual 
es  forzosa  la  inscripción  previa  á  nombre  de  la  cedente: 

3o  El  principio  de  derecho  que  declara  que  toda  persona  que  ocasio¬ 
ne  á  otra  perjuicios  por  faltar  á  las  obligaciones  que  con  él  tenía  está 
obligada  á  resarcirle  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados,  toda  vez 
que. éstos  lo  han  sido  por  no  cumplir  Doña  Victoriana  las  obligaciones 
deducidas  de  un  contrato  válido  y  legítimo: 

4o  La  ley  8a,  tít.  22,  Partida  3%  al  no  imponer  las  costas  al  deman¬ 
dado  á  pesar  de  su  notoria  temeridad: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimando  Fernández 
Cuesta: 
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Considerando  qne  siendo  general  el  poder  otorgado  por  Doña  Vie- 
íoriana  Gaona  Burgoa  á  D.  Julián  Pérez  de  Rozas,  autorizándole  para 
administrar,  arrendar  y  gobernar  todos  sus  bienes,  tomando  y  dando 
cantidades  á  préstamo,  así  como  también  para  otorgar  escrituras,  ce¬ 
siones,  imposiciones  de  censos,  redenciones  y  transacciones  con  los 
requisitos  legales,  es  visto  que  dicho  apoderado  tenía  facultades  para 
otorgar  la  carta  de  oago  y  de  cesión  de  acciones  que  hizo  á  favor  de 
D.  Pedro  Jimeno  Sacristán,  como  fiador  y  principal  'pagador  de  Don 
Quintín  Aguilar  en  20  de  Febrero  de  1879,  sin  que  obste  á  tales  facul¬ 
tades  el  hecho  de  no  constar  á  su  poderdante  la  entrega  de  las  cantida¬ 
des  que  se  decían  satisfechas  por  el  D.  Pedro  Jimeno: 

Considerando’ que  el  contrato  celebrado  por  el  apoderado  obliga  al 
poderdante  cuando  aquél  obra  dentro  de  las  facultades  que  le  están 
conferidas;  doctrina  que  ha  sido  infringida  por  la  sentencia  recurrida 
al  declarar  nula  la  mencionada  escritura  de  20  de  Febrero  de  1869,  y 
absolver  de  la  demanda  á  Doña  Victoriana  Gaona  Burgoa: 

Considerando  que  la  sentencia  pronunciada  por  el  Juzgado  no  con¬ 
tenía  condena  de  daños  y  perjuicios  á  Doña  Victoriana  Gaona,  y  que  al 
interponer  esta  apelación  para  ante  la  Audiencia  no  se  adhirió  á  ella  el 
hoy  recurrente,  por  cuya  razón  no  puede  alegar  como  motivo  de  casa¬ 
ción  el  no  haberse  impuesto  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  absuelve  de  la  demanda 
por  declararse  nula  la  escritura  de  20  de  Febrero  de  1879,  en  cuyo  ex¬ 
tremo  casamos  y  anulamos  la  referida  sentencia,  y  declaramos  no  haber 
lugar  respecto  al  extremo  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  4 
que  se  refiere  el  tercer  motivo.— (Sentencia  publicada  el  20  de  Octubre 
de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  <Ie  casación  en  la  forma  (20  de  Octubre  de  1883). — 
Sala  tercera. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Francis¬ 
co  Quevedo  con  Doña  Juana  González  Collante  (Juzgado  de  Medina  de 
Rioseco),  y  se  resuelve: 

1®  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1579  de  la  ley  de  Enjuiciamien¬ 
to  civil ,  en  los  juicios  de  desahucio,  concurriendo  las  partes  al  juicio 
verbal,  formularán  en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  convenga ; 

Y  2°  Que  si  el  recurrente  no  propuso  en  dicho  acto  la  prueba  que 
después  solicitó ,  y  que  por  extemporánea  le  fui  denegada :  no  se  ha  co¬ 
metido  con  ello  la  infracción  de  las  formas  del  juicio  á  que  se  refiere  el 
vaso  5o  del  art.  1693. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebran¬ 
tamiento  de  forma,  seguidos  en  los  Juzgados  municipal  y  de  primera 
instancia  de  Medina  do  Rioseco  por  Doña  Juana  González  Collante, 
viuda,  propietaria,  vecina  de  aquella  ciudad,  con  D;  Francisco  Queve¬ 
do  Valdivielso,  mesonero  de  la  propia  vecindad,  sob're  desahucio;  ha¬ 
biendo  sido  representados  y  defendidos  el  recurrente  Quevedo  per  el 
Procurador  D.  Mauricio  Castañares  y  el  Doctor  D.  Rafael  Remigio  Ce 
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vallos,  y  la  González  por  el  Procurador  D.  Juan  Gregorio  Brea  y  el 
Licenciado  D.  Vicente  de  la  Torre  Seguera: 

Resultando  que  en  5  de  Enero  último  dedujo  demanda  en  el  Juzga¬ 
do  municipal  de  Medina  de  Rioseco  Doña  Juana  González  contra  Don 
Francisco  Quevedo  sobre  desahucio  de  la  casa  mesón  que  ocupaba  por 
falta  de  pago  del  precio  del  arrendamiento:  convocadas  las  partes  al 
juicio  verbal  prevenido  por  la  ley,  tuvo  efecto  el  20  de  Febrero,  y  en 
él  reprodujo  la  demandante  su  pretensión,  contestando  el  demandado 
que  no  procedía  el  desahucio  en  razón  de  existir  un  contrato  de  arren¬ 
damiento  por  seis  años,  que  no  habían  trascurrido  aún,  habiéndose 
cumplido  todas  las  condiciones  estipuladas;  y  propuesta  prueba  por 
ambas  partes  consistente  en  la  unión  á  los  autos  de  la  certificación  del 
acto  conciliatorio^  del  testimonio  de  la  sentencia  recaída  en  el  desahu¬ 
cio  seguido  contra  D.  Miguel  Salinas  y  en  las  posiciones  que  debía 
absolver  la  demandante,  las  admitió  el  Juez,  previa  declaración  de 
pertinencia,  señalando  día  para  practicarlas: 

Resultando  que  en  24  del  mismo  mes  continuó  la  celebración  del 
juicio,  en  cuyo  acto  se  practicaron  las  pruebas  propuestas;  y  solicitado 
por  el  demandado  se  hiciera  comparecer  á  los  testigos  que  al  efecto 
designó  para  que  contestaran  preguntas,  el  Juez,  con  arreglo  á  la  dis¬ 
posición  del  art.  1579  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  denegó  dicha 
prueba,  dándose  por  terminado  el  acto;  unidas  las  pruebas,  se  convocó 
á  las  partes  á  juicio  verbal,  que  tuvo  lugar  en  21  de  Marzo;  insistiendo 
aquéllas  en  las  pretensiones  deducidas  y  solicitando  el  demandado  como 
parte  de  prueba  que  absolviera  posiciones  Doña  Juana  González,  y  con¬ 
testara  algunas  preguntas  su  hija  Dolores  Cáncer;  opuesta  la  deman¬ 
dante,  denegó  el  Juez  su  admisión  por  estar  fuera  de  tiempo;  y  termi¬ 
nado  el  acto,  dictó  sentencia  el  Juez  municipal  en  26  de  aquel  mismo 
mes  de  Marzo  declarando  haber  lugar  al  desahucio,  y  condenando  á 
D.  Francisco  Quevedo  á  que  desalojara  la  casa  en  el  término  de  ludías; 
apercibido  de  lanzamiento  caso  necesario: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instan¬ 
cia  de  Rioseco  por  virtud  de  apelación  que  interpuso  D.  Francisco 
Quevedo,  tuvo  lugar, el  oportuno  juicio  verbal  en  21  de  Abril  último 
en  cuyo  acto  solicitó  el  apelante  se  admitiera  la  prueba  propuesta  y  no 
practicada  en  la  primera  instancia,  á  cuyo  efecto  fueran  citadas  para 
que  comparecieran  á  la  presencia  judicial  Doña  Juana  González,  de¬ 
mandante,  su  hija  Doña  Dolores  y  el  marido  de  ésta  D.  Juan  Silva;  de¬ 
negada  por  el  Juez  esta  pretensión;  confirmó  la  sentencia  apelada,  im¬ 
poniendo  las  costas  á  D.  Francisco  Quevedo: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Francisco  Que¬ 
vedo  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en 
el  caso  5o  del  art.  It¡93  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  por  denega¬ 
ción  de  prueba  admisible  según  las  leyes,  cuya  falta  había  producido 
indefensión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan.  Francisco  Busta- 
mante: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1579  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  de  desahucio,  concurriendo  las  par¬ 
tes  al  juicio  verbaj,,  formularán  en  el  acto  toda  la  prueba  que  les  con¬ 
venga: 

Considerando  que  el  recurrente  no  propuso  en  dicho  acto  la  prueba 
que  después  solicitó,  y  que  por  extemporánea  le  fué  denegada: 
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Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  se  ha  cometido  la  infracción  de 
las  formas  del  juicio  á  que  se  refiere  el  caso  5o  del  art.  1693  en  que  se 
funda  este  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Francisco  Quevcdo,  á  quien  condenamos  en  las  costas,  y  á  la  pérdida 
de  la  cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida 
por  la  ley:  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Medina  de  Hioseco,  con  la  correspondiente  certificación.  — (Sentencia 
publicada  el  20  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  No¬ 
viembre  dei  mismo  año.) 
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Kecurso  de  casación  en  la  forma  (22  de  Octubre  de  1883). — 
Sala  tercera. — Pago  de  pesetas.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Mi  - 
nislerio  fiscal  con  D.  Francisco  Grana  y  Bravo  y  otros  (Audiencia  de  la 
Goruña),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la.  ley  de  10  de  Enero 
de  1877,  el  Ministerio  fiscal  bajo  su  responsabilidad  elevará  las  cónsul 
tas  que  determina  el  art.  2o  del  decreto  de  9  de  Julio  de  1 869  á  la  Ase¬ 
soría  general  del  Ministerio  de  Hacienda ,  de  quien  para- este  efecto  de¬ 
pende r,  dentro  de  los  lo  dias  siguientes  á  la  ¡echa  en  que  tenga  noti¬ 
cia  ó  se  le  haga  saber  la  existencia  del  pleito  ó  de  la  demanda  en*que. 
tenga  interés  el  Estado ,  no  reputándose  debidamente  citado  éste  cuando 
no  resulten  cumplidos  dichos  requisitos,  pudiéndose  pedir  á  nombre  del 
Estado  y  acordarse  por  los  Jueces  y  Tribunales  la  nulidad  de  las  sen¬ 
tencias  en  pleitos  de  interés  del  mismo  cuando  no  se  hayan  observado 
las  formalidades  que  determina  este  artículo. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  22  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta  - 
ti  ento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  piimera  instancia  de  Fon- 
sagrada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Dori 
Francisco  Grana  y  Br».vo  y  otros  herederos  de  D.  José  María  Bravo, 
representados  por  el  Procurador  D.  Carlos  Godino,  bajo  la  dirección 
del  Licenciado  D.  Rafael  Villar  y  Linares,  con  el  Ministerio  fiscal,  como 
•■«presentante  de  la  herencia  yacente  de  D.  Manuel  María  Neyra,  sobre 
pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Grana  y  Bravo,  curador  ejemplar  de 
O.  José  Benito  Bravo,  y  en  representación  de  sus  hijos  y  de  su  difunta 
•tujer  I).  Balbino  Bravo  y  D.  Vicente  Lastra,  como  marido  de  Doña 
María  Bravo,  herederos  y  sucesores  de  D.  José  María  Bravo,  dedujeron 
demanda  en  19  de  Octubre  de  1881  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Fonsagrada  contra  la  herencia  yacente  del  difunto  D  Manuel  Neyra 
Bernárdez,  representada  por  e!  Promotor  fiscal,  para  que  se  la  conde¬ 
nse  al  pago  de  la  cantidad  de  23.157  reales,  intereses  y  cortas,  proce- 
«ento  del  saldo  de  la  cuenta  que  acompañaba;  y  que  contenida  la  con¬ 
formidad  del  deudor,  debiendo  verificarse  con  el  sobrante  de  ios  bienes 
vendidos  á  dicha  herencia  por  virtud  de  las  ejecuciones  pendieqtes 
contra  ella  y  con  las  demás  que  se  hallasen  pertenecientes  á  lá  misma: 
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Resaltando  que  admitida  la  demanda,  de  la  qne  se  confirió  traslado 
con  emplazamiento  al  Promotor  fiscal,  la  contestó  oponiéndose  á  ella 
en  tanto  no  se  justificase  cumplidamente;  y  que  evacuados  los  trasla¬ 
dos  de  réplica  y  dúplica  y  recibido  el  pleito  á  prueba.se  suministró 
sobre  la  legitimidad  de  la  firma  de  D.  Manuel  Neyra  Bernárdez: 

Resultando  que  los  demandantes  alegaron  en  vista  de  las  pruebas 
reproduciendo  la  pretensión  de  su  demanda,  y  el  Promotor  fiscal  soli¬ 
citando  que  se  desestimase,  con  las  costas,  por  no  hallarse  probada 
plenamente  la  existencia  del  crédito  que  se  reclamaba: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  conde¬ 
nando  á  la  herencia  yacente  de  D.  Manuel  María  Neyra  Bernárdez,  re¬ 
presentada  por  el  Promotor  fiscal,  al  pago  de  la  cantidad  demandada, 
con  los  intereses  desde  la  fecha  de  la  demanda,  y  las  costas: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  interpuso  apelación;  y  que  re¬ 
mitidos  por  virtud  de  ella  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Coruña,  co¬ 
municados  al  Ministerio  fiscal  para  mejorar  el  recurso,  propaso  inci¬ 
dente  de  nulidad,  que  fundó  en  que  no  obstante  el  interés  del  Estado, 
toda  vez  que  áéste  correspondían  los  bienes  que  pertenecieron  á  Don 
Manuel  Neyra  por  no  haberse  presentado  persona  que  los  reclamase, 
no  se  había  elevado  por  el  Promotor  fiscal,  á  quien  se  había  citado 
como  parte  demandada,  á  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  del 
Estado  la  consulta  á  que  se  refería  el  art.  2o  de  la  ley  de  10  de  Enero 
de  1877,  con  relación  al  mismo  artículo  del  decreto  de  9  de  Julio  de 
1869,  y  art.  7o  de  la  Compilación  aprobada  por  Real  orden  de  16  de 
Abril  de  1881:  que  no  habiéndose  cumplido  con  este  requisito,  no  se 
reputaba  debidamente  el  Estado,  y  podía  pedirse  á  nombre  de  éste  y 
debía  acordarse  por  el  Juez  y  Tribunales  la  nulidad  de  las  sentencias; 
y  que  en  su  virtud  pretendió  que  teniéndole  por  promovido  se  sus¬ 
tanciara  en  forma,  con  suspensión  del  curso  de  los  autos,  declarando 
definitiva  la  nulidad  de  la  sentencia  recaída  en  ellos: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  este  incidente  con  suspen¬ 
sión  del  curso  de  los  autos,  D.  Francisco  Grana  y  consortes  lo  impug¬ 
naron  bajo  el  concepto  de  que  la  jurisdicción  de  la  Audiencia  estaba 
limitada  á  conocer  de  la  apelación  interpuesta  contra  la  sentencia  dic¬ 
tada  por  el  Juez  de  primera  instancia,  debiendo  rechazarse  todas  aque¬ 
llas  pretensiones  que  no  deducidas  durante  el  curso  de  aquélla  tendían 
á  quebrantar  las  fórmulas  sustanciales  del  procedimiento: 

Resultando  que  la  Audiencia  dictó  sentencia  en  26  de  Febrero  del 
corriente  año  desestimando  la  demanda  incidental  de  nulidad  deducida 
por  el  Ministerio  fiscal,  el  cual  usara  de  su  derecho  si  le  conviniere  en 
conformidad  á  las  disposiciones  citadas: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  suplicó  sosteniendo  que  el  Es¬ 
tado  no  había  sido  citado  debidamente  en  primera  instancia  para  el 
requerimiento  de  la  demanda  interpuesta  contra  él,  y  que  esto  no  ad¬ 
mitía  otra  reparación  que  volver  las  cosas  al  estado  del  pleito  en  que 
se  inició  la  nulidad;  y  que  oídos  D.  Francisco  Grana  y  consortes,  la 
Audiencia  por  auto  de  12  de  Abril  último  declaró  no  haber  lugar,  con 
las  costas,  á  suplir  ni  enmendar  la  sentencia  suplicada: 

Resultando  que  contra  este  auto  interpuso  el  Ministerio  fiscal  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en  las 
causas  Ia  y  4a  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto 
qup  según  el  2°  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1877  no  se  reputará  debi¬ 
damente  citado  el  Estado  cuando  no  resulten  cumplidos  los  requisitos 
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qne  establece  el  párrafo  anterior,  y  que  la  citación  y  emplazamiento 
hechos  al  Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Estado,  sólo  pueden 
surlir  todos  los  efectos  legales  cuando  se  haya  elevado  consulta  á  la  Di¬ 
rección  general  de  lo  Contencioso  de  Hacienda  y  ésta  hubiese  dejado 

Easar  tres  meses  sin  dar  sus  instrucciones,  lo. cual  en  este  pleito  no  ha- 
ía  ocurrido: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 
Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2°  de  la  ley 
de  10  de  Enero  de  1877,  el  Ministerio  fiscal  bajo  su  responsabilidad 
elevará  las  consultas  qne  determina  el  art.  2o  del  decreto  de  9  de  Julio 
de  1869  á  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  quien 
para  este  efecto  depende,  dentro  de  los  15  días  siguientes  á  la  fecha  en 
que  tenga  noticia  ó  se  le  haga  saber  la  existencia  del  pleito  ó  de  la  de¬ 
manda  en  que  tenga  interés  el  Estado,  no  reputándose  debidamente 
citado  éste  cuando  no  resulten  cumplidos  dichos  requisitos;  pudiéndose 
pedir  á  nombre  del  Estado  y  acordarse  por  los  Jueces  y  Tribunales  la 
nulidad  de  las  sentencias  en  pleitos  de  interés  del  mismo  cuando  no  se 
hayan  observado  las  formalidades  que  determina  este  artículo: 

Considerando  que  el  Ministerio  fiscal  se  personó  en  estos  autos  sin 
pedir  antes  las  instrucciones  á  que  se  refiere  la  citada  ley  de  1877,  y 
Por  consiguiente  sin  la  legitima  representación  del  Estado,  ni  la  cita¬ 
ción  ni  emplazamiento  que  como  interesado  en  el  juicio  le  correspon¬ 
de;  y  como  tal  diligencia  es  una  de  las  formas  esenciales  del  juicio,  y 
su  falta  da  lugar  al  recurso,  según  el  art.  1693  de  la  ley  de. Enjuicia¬ 
miento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el  Ministe¬ 
rio  fiscal,  en  representación  del  Estado;  y  en  su  virtud  casamos  y  anu¬ 
lamos  la  sentencia  y  auto  que  en  26  de  Febrero  y  12  de  Abril  del  co¬ 
rriente  año  dició  la  Sala  délo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña;  y 
mandamos  que  reponiéndose  el  pleito  al  estadó  que  tenía  a!  personarse 
el  Ministerio  fiscal  en  la  primera  instancia,  se  sustancie  y  determine 
ron  arreglo  á  derecho;  y  líbrese  á  dicha  Audiencia  de  la  Coruña  la  cer  - 
tificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  que  ha  remiti¬ 
do — (Sentencia  publicada  el  22  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Kecurso  de  casación  (ii  de  Octubre  de  1883 ).—Sala  primera. 
— Reivindicación.— No  ha  lugar  a!  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
Con#D.  Antonio  Díaz  Villar  (Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resuelve: 

I*  Que  la  sentencia  que  declara  ser  de  la  propiedad  del  primer  com¬ 
prador  la  finca  vendida  dos  veces ,  no  infringe  la  ley  50,  íit.  5o  de  la 
Partida  5a,  ti  se  ha  j unificado  cumplidamente  que  no  sólo  pagó  su  pre¬ 
cio  al  contado  sino  que  entró  en  la  tenencia  de  la  misma  por  virtud  de 
la  inscripción  hecha  á  su  favor  en  el  Registro  de  ta  propiedad ,  con  lo 
*ual  llenó  los  dos  requisitos  que  establece  aicha  ley  para  consolidar  el 
dominio  en  el  primer  acquirenle  con  preferencia  al  segundo ; 

^  2o  Que  tampoco  in  fringe  el  art.  27  de  la  ley  del  Notariado ,  por 
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manto  esta  disposición  se  reitere  á  los  casos  en  que  no  consta  la  auto¬ 
rización  del  Notario  que  intervino  en  el  instrumento  público]  y  en  el  de 
que  se  trata  no  puede  dudarse  que  la  primera  copia ,  que  es  la  que  hace 
plena  fe  en  juicio,  fué  expedida ,  firmada  y  signada  por  el  Notario  auto  ■ 
rizante ,  en  cuya  virtud  es  asimismo  improcedente  el  fundamento  del 
recurso  por  la  infracción  del  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria ,  basado  en  el 
supuesto  inexacto  de  la  nulidad  del  contrato. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  24  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
Hendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Llanes  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  D.  Antonio  Díaz  Villar  con 
„  O.  Lorenzo  Díaz  González,  que  no  han  comparecido  en  este  Supremo 
Tribunal,  y  con  el  Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Estado,  como 
citado  de  evicción,  sobre  reivindicación  de  una  finca: 

Resultando  que  D.  Antonio  Díaz  Villar  adquirió  de  la  Nación  por 
escritura  otorgada  en  Oviedo  á  14  de  Julio  de  \ 870  ante  el  Notario  Dou 
Vicente  González  Alverti  una  finca,  sita  en  la  vega  de  Paraina,  parro¬ 
quia  de  San  Vicente  de  Panés,  procedente  de  los  mansos  de  la  misma, 
en  precio  de  1.250  pesetas  en  que  le  fué  adjudicada  por  la  Junta  de 
Ventas  de  bienes  del  Estado,  habiendo  sido  inscrita  en  el  Registro  de  la 
propiedad  en  29  de  Diciembre  del  mismo  afio: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Díaz  González,  por  escritura  de  14  de 
Abril  de  1871, .que  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  23  de 
Mayo  siguiente,  adquirió  también  del  Estado  varias  fincas,  entre  ellas 
una  que  radicaba  en  la  parroquia  de  Panés,  sitio  de  los  Abrancos,  pro¬ 
cedente  de'San  Vicente  de  Panés;  habiéndosele  dado  posesión  judicial 
de  ella  sin  perjuicio  de  tercero  en  II  de  Febrero  de  1878  en  virtud  de 
un  expediente  que  al  efecto  promovió: 

Resultando  que  en  5  de  Julio  de  1875  D.  Antonio  Díaz  Villar  dedujo 
la  demanda  objeto  de  estos  autos  para  que  se  dejase  sin  efecto  el  auto 
de  10  de  Enero  de  1873,  en  que  se  había  dado  posesión  de  la  indicada 
finca  á  D.  Lorenzo  Díaz  y  González,  y  se  le  condenase  á  su  entrega,  con 
devolución  de  los  frutos  y  resarcimiento  de  losdafios,  perjuicios  y  cos¬ 
tas;  alegando  en  apoyo  ile  su  pretensión  que  reuniendo  la  escritura  de 
su  adquisición  todos  Ios-requisitos  legales  necesarios  para  la  venta  de 
bienes  nacionales,  teniendo  capacidad  las  partes,  é  inscrito  dicho  docu¬ 
mento  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  había  traspasado  el  dominio 
al  demandante:  que  siendo  el  único  dueño  no  podía  el  Estado  trasmitir 
á  D.  Lorenzo  Díaz  el  dominio  de  que  se  había  desprendí  lo;  que  habien  - 
do  enajenado  una  misma  finca  dos  veces,  la  debía  haber  el.  primero, 
conforme  á  la  ley  de  Partida:  que  la  hipotecaria,  en  taulo  consideraba 
trasmitido  ó  traspasado  el  dominio,  en  cuanto  constaba  la  inscripción 
en  el  Registro;  y  que  dada  la  posesión  á  D.  Lorenza  Díaz  sin  perjuicio 
de  tercero  de  mejor  deredi  >,  siéndolo  el  del  demandante,  que  tenía  un 
tituló  anterior  inscrito,  debía  estimarse  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Díaz  y  González  la  impugnó  alegan  1> 
que  habiendo'comprado  al  Estado  las  referidas  fincas  por  escritura  de¬ 
bidamente  registrada  y  entregádose  después  judicialmente,  era  sin  gé¬ 
nero  de  duda  el  verdadero  dueño  dé  la  misma,  sin  que  obstase  A  el  lo  la 
venta  anterior  hecha  per  el  Estado,  y  la  inscripción;  pues  n  >  ésta,  sino 
la  tradición,  era  el  modo  de  adquirir  el  dominio  de  la  cosa  compr  ada: 
que  el  titulo  que  invocaba  el  demandante  como  nudo  pacto,  pu  esto 
que  no  se  llegó  á  consumar,  no  Je  daba  acción  real  para*  reclamar  la 
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cosa  y  menos  para  reclamar  contra  el  demandado  que  la  adquirió  por 
tradición  precedida  de  un  título  justo  inserito  en  el  Registro  de  la 
propiedad:  que  cuando  el  demandante  compró  al  Estado  era  menor  de 
edad,  y  en  la  finca  hubo  error  en  más  de  la  quinta  parte  de  la  cabida, 
y  estas  nulidades  fueron  sin  duda  las  que  indujeron  al  Estado  á  enaje¬ 
nada  á  otro,  ó  por  lo  menos  las  que  detuvieron  al  demandante  para  no 
pedir  la  posesión,  tolerando  todos  los  actos  preliminares  de  una  nueva 
subasta,  después  la  subasta  misma  y  por  último  la  posesión  á  otro: 

Resultando  que  citada  de  evicción  la  Hacienda  pública,  ol  Ministe¬ 
rio  fiscal,  en  representación  de  la  misma,  sostuvo  que  había  motivos 
para  creer  que  las  fincas  vendidas  eran  distintas,  en  cuyo  caso  ningún 
daño  ni  perjuicio  había  podido  causar  el  Estado,  para  el  cual  por  lo 
tanto  la  cuestión  era  de  hecho: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  cotejada  la  escritura 
de  1870  con  su  original,  se  advirtió-que  en  éste  no  existían  el  signo, 
firma  ni  rúbrica  -del  Notario  autorizante;  habiéndose  suministrado 
Prueba  de  testigos  sobre  el  hecho  de  que  sólo  existía  una  finca  en  la 
vega  de  Paraina,  que  perteneció  á  la  iglesia  parroquial  ó  mansos  de 
San  Vicente  de  Panés,  siendo  una  misma  la  que  se  describía  y  deslin¬ 
daba  en  las  dos  escrituras  mencionadas;  habiéndose  certificado  por  la 
Intervención  de  Hacienda  de  la  provincia  que  D.  Antonio  Díaz  satisfizo 
el  precio  de  la  finca  mencionada: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  dictó  en  2  de  Abril  del  corriente 
año  1883  sentencia,  que  no  fué  conforme  de  toda  conformidad  con  la 
fie  primera  instancia,  declarando  que  la  heredad  de  la  vega  de  Paraina 
enajenada  por  el  Estado  corresponde  en  propiedad  y  posesión  á  D.  An¬ 
tonio  Díaz  Villar,  y  dejando  en  su  consecuencia  sin  efecto  el  auto  po  ¬ 
sesorio  de  10  de  Enero  de  1873,  condenó  á  D.  Lorenzo  Díaz  González  á 
fiejarla  libre  y  desembarazada  á  disposición  del  demandante,  con  los 
yutos  y  rentas  producidos  ó  que  pudo  producir  desde  14  de  Agosto 
fie  1873,  f^cha  de  la  contestación  á  la -demanda: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso  de  casación 
Por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  50,  lít.  5o,  Partija  5a,  puesto  que  siendo  indudable  que  la 
finca  cuestionada  fué  vendida  dos  veces,  por  el  Estado  primero  a  Don 
Antonio  Díaz  Villar  en  14  de  Julio  de  1870,  y  después  á  D.  Lorenzo 
Díaz  González  en  14  de  Abril  de  1871,  habiendo  este  úiticno  tomado  po¬ 
sesión  de  ella,  circunstancia  que  no  concurría  en' el  primero,  lasenten- 
c>a,  prescindiendo  de  lo  dispuesto  en  dicha  ley  y  de  la  doctrina  qu8 
conforme  á  la  misma  contenía  el  fallo  de  este  Supremo  Tribunal  de  i 
fie  Mayo  de  1860,  había  dado  lugar  á  la  acc:ó,i  reivindicatoría  deduci¬ 
da  por  D.‘  Antonio  Díaz  Villar,  declarando  que  correspondía  á  éste  la 
posesión  y  propiedad  de  la  finca: 

2o  La  ley  del  Notariado  de  28  de  Mayo  de  1862,  que  en  su  art.  27, 
Párrafo  tercero,  declara  nulos  los  instrumentos  públicos  que  carezcan 
de  la  firma,  signo  y  rúbrica  de  Notario,  toda  vez  que  la  sentencia, 
Rescindiendo  de  esta  disposición,  había  dado  valoré  la. escritura  de  14 
fie  Julio  de  1870,  siendo  así  que  por  ei  defecto  de  que  adolecía  carecía 
•fle  eficacia  y  efecto  legal  para  demostrar  el  dominio  que  sobre  la  finca 
cuestionada  declaró  en  favor  de  D.  Antonio  Dítz  V  i  i  lar,  documento 
fifie  constituía  un  requisito  esencial  para  la  validez  del  contrato  á  que 

refería,  conforme  á  la  ley  de  Io  de  Mayo  de  1853,  é  instrucción  de  31 
fiel  mismo  mes  y  año: 
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Y  3o  El  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  que  dispone  que  la  inscripción 
r  o  convalida  los  actos  ó  contratos  riulos  con  arreglo  á  las  leyes,  puesto 
qae  la  sentencia  había  dado  valor  á  la  inscripción  hecha  en  el  Registro 
de  la  escritura  de  14  de  Julio  de  1870,  siendo  así  que  ésta,  por  el  de¬ 
fecto  de  que  adolecía  y  por  lo  establecido  en  el  art.  37  de  la  ley  citada 
en  el  anterior  fundamento,  hacía  nulo  el  contrato  á  que  se  refería,  ca¬ 
reciendo  de  efecto  legal  alguno,  sin  que  á  esto  se  opusiera  por  carecer 
de  aplicación  lo  dispuesto  en  el  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  porque 
D.  Antonio  Díaz  Villar  no  podía  ostentar  respecto  del  vendedor  el  ca¬ 
rácter  de  tercero,  con  arreglo  á  la  definición  que  de  éste  hacía  el  27  de 
la  misma  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  ley  50,  títu¬ 
lo  5o  de  la  Partida  5*,  citada  en  el  primer  motivo,  puesto  que  habién¬ 
dose  justificado  cumplidamente  que  D.  Antonio  Díaz  del  Villar,  primer 
comprador  de.  la  finca  litigiosa,  no  sólo  pagó  su  precio  al  contado,  sino 
que  entró  en  la  tenencia  de  la  misma  por  virtud  de  la  inscripción  hecha 
á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propiedad,  con  lo  cuaf  llenó  los  dos  re¬ 
quisitos  que  establece  dicha  ley  para  consolidar  el  dominio  en  el  primer 
adquirente  con  preferencia  al  segundo: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  impugnada  el  ar¬ 
tículo  27  de  la  ley  del  Notariado  que  se  invoca  en  el  segundo  motivo, 
por  cuanto  esta  disposición  se  refiere  á  los  casos  en  que  no  consta  la 
autorización  del  Notario  que  intervino  en  el  instrumento  público,  y  en 
el  de  que  se  trata  no  puede  dudarse  que  la  primera  copia,  que  es  la  que 
hace- plena  fe  en  juicio,  fué  expedida,  firmada  y  signada  por  el  Nota¬ 
rio  autorizante,  en  cuya  virtud  es  asimismo  improcedente  el  tercer  fun¬ 
damento  del  recurso,  basado  en  el  supuesto  inexacto  de  la  nulidad  del 
contrato; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  representación 
del  Estado,  no  haciendo  declaración  sobre  costas  por  no  haberse  perso¬ 
nado  los  recurridos;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Oviedo  la  certificación 
correspondiente  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — 
(Sentencia  publicada  el  24  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta, 
de  19  de  Enero  de  1884.) 
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Keeurso  de  casación  (25  de  Octubre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Reivindicación. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D  Agustín  San¬ 
tiago  Zaragozano  con  D.  Juan  de  Dios  López  Moreno  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  ejercitada  por  el  demandante  la  acción  reivindicatoría ,  y  li¬ 
tigándose  por  las  partes  sobre  la  propiedad  de  la  linea  ó  faja  de  ierre 
no  que  existe  entre  las  dos  fincas  de  su  pertenencia ,  son  aplicables  á  la 
cuestión  suscitada  las  leyes  I &y  10,  tit.  14,  Partida  3a,  relativas  á  la 
obligación  de  probar  que  incumbe  al  demandante  y  á  quien  debe  tenerse 
por  dueño  ó  poseedor  dé  la  cosa  reclamada ;  no  habiendo ,  por  conse¬ 
cuencia ,  incurrido  en  error  la  Sala  sentenciadora  al  fundar  su  fallo  en 
¿as  disposiciones  de  las  mencionadas  leyes-. 
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2o  Que  las  leyes  Ia,  til.  28;  8a,  tü.  30;  22,  til .  2o  de  la  Partida  3a,  y 
ti  art.  578  de  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  civil,  carecen  de  aplica- 
ción  al  caso  del  pleito ,  porque  la  primera  define  el  señorío  y  sus  dife¬ 
rentes  clases ,  la  segunda  habla  de  como  gana  orne  la  tenencia  de  la  co¬ 
ta  por  la  carta  que  le  dan  de  ella ,  la  tercera  se  refiere  á  la  exhibición 
de  la  cosa  litigiosa  por  el  demandado,  y  el  cuarto  enumera  los  medios  de 
prueba  de  que  se  puede  hacer  uso  en  juicio. 

3*  Que  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  apreciar  la  malicia  ó  te¬ 
meridad  del  demandante ,  y  cuando  entiende  que  éste  ha  promovido  el 
pleito  sin  razón  derecha ,  debe ,  conforme  á  la  ley  8*,  tit.  22,  Partida  3a, 
imponerle  las  costas ,  sin  que  tal  imposición  pueda  servir  de  fundamen¬ 
to  al  recurso  de  casación ; 

Y  í°  Que  es  improcedente  el  motivo  del  recurso,  fundado  en  haberse 
cometido  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
si  ni  se  cita  ley  que  demuestre  el  error  de  derecho  ni  aparece  que  la  sen¬ 
tencia  incurra  en  ningún  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  ac¬ 
tos  auténticos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Navalcarnero  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Don 
Agustín  Santiago  Zaragozano  y  Alegre,  defendido  por  el  Licenciado 
D.  Jacobo  Sales  y  representado  por  el  Procurador  D.  Angel  Calvo,  con 
D.  Juan  de  Dios  López  Moreno,  representado  por  el  Procurador  Don 
Francisco  Sánchez  Morayta,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Ricar¬ 
do  López  Sallaberry,  sobre  reivindicación  de  un  terreno: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  esta  corte  á  5  de  Noviem¬ 
bre  de  1868,  que  fuó inscrita  en  el  Registro  déla  propiedad.  Doña  Eus- 
taquia  Llórente  y  Martínez,  con  licencia  de  su  marido  D.  Blas  Jiménez 
y  Esteban,  vendió  á  D.  Juan  Francisco  Díaz  de  la  Torre  y  D.  Juan  de 
Dios  López  y  Moreno  una  tierra  sita  en  término  de  la  villa  de  Pozuelo 
de  Alarcón  en  el  camino  de  Boadilla  del  Monte,  frente  á  la  huerta  que 
ftié  de  Juan  Tomó,  y  últimamente  había  pertenecido  al  Duque  de  San 
Ricardo,  de  cabida  fanega  y  media,  lindante  al  Norte  con  otra  llamada 
del  Organo  correspondiente  A  la  hacienda  de  dicho  Duque,  al  Este  con 
dicho  camino  de  Boadilla,  al  Sur  con  tierras  de  D.  José  Prudencio  Gon- 
zAlez,  y  al  Oeste  con  otra  de  Aquilino  Herranz: 

Resultando  que  D.  José  Ricardo  Ortega  y  D.  José  Prudencio  Gon 
*Mez  vendieron  por  escritura  de  27  de  Agosto  de  1869  á  D.  Juan  Fran¬ 
cisco  Díaz  de  la  Torre  y  D.  Juan  de  Dios  López  17.162  pies  superficia¬ 
les  de  terreno,  sitos  en  la  villa  de  Pozuelo  de  Alarcón,  linde  al  Norte 
con  el  resto  de  la  tierra  del  Organo  de  que  formaba  parte,  propia  de 
*os  vendedores,  Este  con  el  camino  nuevo  de  Boadilla,  Sur  con  la  ti© - 
rra  de  los  compradores  en  el  camino  de  dicho  pueblo,  y  Oeste  con  tie¬ 
sas  de  Agustín  Herranz,  teniendo  por 'objeto  aquella  venta  el  que  los 
compradores  pudieran  corregir  las  irregularidades  de  una  finca  rústjca 
adquirida  de  Doña  Eustaquia  Llórente  y  Martín'por  escritura  de  5  de 
Noviembre  del  año  anterior: 

Resultando  que  el  Arquitecto  de  la  Academia  de  San  Fernando  Don 
Andrés  Hernández  certificó  en  5  de  Enero  de  1870  que  por  encargo  de 
"•Juan  Francisco  Díaz  y  D.  Juan  de  Dios  López  había  reconocido,  me 
úidó  y  tasado  lo  principal  y  accesorio  de  la  finca  urbana  que  habían 
construido  con  destino  i  casa  de  labranza  en  la  Colonia  de  la  Paz,  tér- 
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mino  de  Pozuelo  de  Alareón,  en  el  camine  que  desde  Pozuelo  dirigía  á 
Boadilla,  con  lo  cual  lindaba  la  fachada  principal  al  Este,  la  posterior 
al  Oesle/on  la  tierra  en  que  se  hallaba  enclavada,  y  con  la  misma  tie¬ 
rra  la  cerca  de  la  derecha  al  Norte,  y  la  de  la  izquierda  al  Sur  lindaba, 
41  metros  y  50  centímetros  con  una  faja  de  dos  pies  de  latitud  de  la 
citada  tierra  que  á  su  vez  lindaba  con  otra  y  tejar  de  D.  José  Pruden¬ 
cio  González,  y  el  resto  de  la  misma  línea  al  Sur  en  21  metros  <7  cén- 
tímetros  lineales  con  una  casa  del  mismo  González: 

Resultando  que  por  escritura  de  29  de  Noviembre  de  1871  D.  Juan 
Francisco  Díaz  cedió  á  D.  Juan  de  Dios  López  en  pago  de  lo  que  le  era 
en  deber,  la  mitad  de  dicha  casa  labor,  tierra  y  terrenos  sobre  que  es- 
taba  construída  que  le  pertenecía: 

Resultando  que  dueño  D.  Julián  Sevilla  y  García  por  título  de  com¬ 
pra  á  D.  José  Ricardo  Ortega  y  D.  José  Prudencio  González  de  4  de 
Marzo  de  1869  de  un  terreno  sito  en  el  término  de  la  villa  de  Pozuelo 
de  Alareón  al  camino  de  Boadilla  del  xMonte,  conocido  por  Colonia  de 
la  Paz,  de  caber  una  fanega  y  seis  celemines,  lindante  al  Norte  con  le 
rrenos  de  Eusebio  Llórente,  al  Sur  con  el  de  D.  Agustín  Zaragozano, 
al  Poniente  con  otro  de  herederos  de  Aquilino  Herranz  y  de  Irene  de 
Lara,  y  al  Este  con  eamino  de  Boadilla,  en  cuyo  terreno  existían 
construidos  una  fábrica  de  yeso  con  dos  hornos,  otros  dos  para  cocer 
ladrillo,  y  otros  edificios  los  vendió  por  escritura  de  5  de  Junio  de  1870 
á  D.  Agustín  Zaragozano  por  la  cantidad  de  3.000  pesetas,  habiéndose 
inscrito  la  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  refiriéndose  á  ella  D.  Agustín  Zaragozano  otorgó 
otra  en  13  de  Setiembre  del  mismo  año  1876,  en  la  que  consignó  que 
habiendo  variado  en  parte  los  linderos  antiguos  fijados  en  la  misma  y 
con  el  lin  de  que  constasen  los  que  en  la  actualiihrd  tenían  hacía  ma¬ 
nifestación  de  ellos  de  la  manera  siguiente:  que  el  referido  terre'no  lin¬ 
daba  al  Norte  y  Poniente  con  D.  Juan  de  Dios  López;  al  Sur  con  Don 
Agustín  Zaragozano,  y  al  Este  con  camino  de  Boadilla: 

Resultando  que  el  Notario  de  Pozuelo  de  Alareón  levantó  acta  en 
23  de  Julio  de  1878  á  virtud  de  requerimiento  de  D.  Jnan  de  Dios  Ló 
pez,  en  laque  consignó  que  constituido  en  una  posesión  de  D.  Agus¬ 
tín  Zaragozano  colindante  á  la  de  aquél,  observó  que  la  pared  que  edi¬ 
ficaba  D.  Agustín  estaba  unida  y  formando  medianería  con  la  de  Don 
Juan  hasta  la  pared  del  tejado  de  éste,  que  desde  allí  ¡i  arriba  so  habíi 
violentado  el  expresado  tejado  separando  las  tejas  y  apoyando  dos 
pies  derechos  hasta  una  altura  de  cosa  de  dos  varas  sobre  el  referido 
tejado,  para  lo  cual  había  sido  necesario  construir  sobre  los  dos  pies 
lineales  de  la  propiedad  de  López: 

Resultando  que  en  su  virtud  D.Juan  de  Dios- López  demandó  á  jai  - 
ció  verbal  .ante  el  Juez  municipal  de  Pozuelo  á  D.  Agustín  Santiago 
Zaragozano  para  que  le  restituyese  varios  pies  de  terreno  correspon¬ 
dientes  á  la  linca  conocida  por  el  nombre  de  Casa  de  labor,  destinados 
á  verter  las  aguas  llovedizas,  y  sobre  los  cuales  empezaba  á  edificar;  y 
sustanciado  el  juicio,  en  el  que  las  partes  alegaron  respectivamente 
tener  derecho  á  dicha  porción  de  terreno,  dictó  sentencia  el  Juez  mu¬ 
nicipal  que  fué  apelada  y  revocada  por  el  de  primera  instancia  de  Na- 
valcarnero  en  10  de  Agosto  de  dicho  año  de  1878,  absolviendo  á  Zara¬ 
gozano  de  la  demanda  y  reservando  al  demandante  el  derecho  de  que 
se  creyera  asistí  lo  para  que  lo  ejercitase  en  la  f  rroa  correspondiente 
si  viere  convenirle: 
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Resultando  que  en  29  de  Noviembre  del  propio  año  D.  Juan  de  Dios 
López  dedujo  interdicto  de  recobrarla  posesión  de  la  citada  faja  de 
terreno  de  que  se  hallaba  en  posesión  desde  que  se  le  había  adjudicado 
la  Casa  labor,  y  de  que  había  sido  despojado  por  Zaragozano,  ocupán¬ 
dose  parte  de  ella  con  la  edificación  que  había  ejecutado,  y  dada  la 
.oportuna  fianza  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  5  de 
Diciembre  de  dicho  año  estimando  el  interdicto,  con  las  declaraciones 
y  condenaciones  siguientes: 

Resultando  que  llevada  á  efecto  la  sentencia  restitutoria,  D.  Agus¬ 
tín  Santiago  Zaragozano  entabló  en  24  de  Msrzo  de  1881  la  demanda 
objeto  de  estos  autos,  en  la  que  ejercitando  la  acción  real  reivindicato¬ 
ría  de- propiedad  con  la  personal  accesoria  sobre  daños  y  perjuicios, 
pidió  que  se  condenara  A  D.  Juan  de  Dios  López  á  que  respetando  el 
dereihoy  propiedad  del  demandante  se  dejase  expedita,  libre  de  toda 
afección  ó  gravamen  y  á  su  disposición  la  lista  ó  faja  de  terreno  de 
unos  50. centímetros  de  ancho  por  40  metros  82  centímetros  próxima¬ 
mente  de  largo  en  línea  recta  correspondiente  al  extremo  Norte  de  la 
finca  denominada  Colonia  de  la  Paz,  fábrica  de  yeso  y  ladrillo,  de  la 
pertenencia  de  Zaragozano,  y  lindante  por  el  referido  lado  en  toda  su 
longitud  con  casa-labor  del  demandado  López,  sitas  ambas  fincas  en 
término  de  Pozuelo  de  Alarcón;  á  que  le  reintegrase  la  cantidad  de  875 
pesetas  á  que  pióximamente  ascendía  el  importe  total  de  costas  y  gas¬ 
tos,  daños  y  perjuicios  que  López  en  juicio  y  fuera  de  éí  había  ocasio¬ 
nado  á  Zaragozano  con  la  ocupación  ó  posesión  indebida  de  dicho  tro¬ 
zo  de  terreno  y  sustanciación  primero  de  un  juicio  verbal  y  después 
ae  un  interdicto  de  recobrar  la  posesión  del  mismo  terreno;  á  qne  Ló  ¬ 
pez  repusiera  al  estado  que  tenía  al  promover  interdicto  la  construc¬ 
ción  y  térreno  de  Zaragozano,  completamente  variada  con  motivo  del 
mismo;  á  qne  desistiera  de  molestarle  en  el  pleno  dominio,  quieta  y 
pacífica  posesión  y  disfrute  de  los  expresados  inmuebles,  prestando 
acción  á  su  nombre,  el  de  sus  herederos,  sucesores  ó  derecho  habientes 
fie  no  volver  á  verificarlo,  imponiéndole,  por  último,  todas  las  costas  y 
gastos  que  se  originasen,  alegando  en  apoyo  de  su  derecho,  después 
°e  consignar  el  resultado  de  los  documentos  de  adquisición  referidos, 
fiue  por  título  de  compra  había  adquirido  de  D.  Julián  Sevilla  «I  do¬ 
minio  y  posesión  del  terreno  y  construcciones  á  que  se  referíala  es¬ 
critura  de  5  de  Julio  de  1876,  determinados  por  lindes  fijas  y  conoci¬ 
das;  que  como  tal  dueño  pudo  edificar  en  su  predio  sin  que  con  aquel 
hecho  pudiera  merecerla  calificación  de  despojante,  y  por  el  contrario 
privado  de  su  propiedad,  ó  aunque  sólo  fuere  de  la  posesión'  de  la  co 

podía  pedir  en  una  misma  demanda  la  tenencia-ai  señorío  de  ella 
fie  aquel  que  la  tuviese;  que  la  eficacia  del  titulo  en  que  el  demandan¬ 
te  fundaba  su  derecho  se  evidenciaba  con  la  inscripción  en.  el  Registro 
de  la  propiedad,  la  cual  sólo  se  extinguía  por  la  inscripción  de  trasfe 
rencia  del  domino  á  favor  de  tercero,  ó  por  la  acumulación  y  no  por 
,a  Posesión  posterior  de  otra  persona  sin  título  ó  con  é!  no  inscrito, 
careciendo  la  tenencia  y  aun  en  su  caso  la  posesión  sin  título  de  valor 
y  eficacia;  doctrina  de  perfecta  aplicación  en  el  caso  actual  respecto  á 

Agustín  Zaragozano,  que  reunía  los  requisitos  exigidos  al  verdade¬ 
ro  dueño  y  a  D.  Juan  de  Dios  López  que  no  contaba  ninguno;  y  que  si 
C8le  había  ocupado  la  lista  de  terreno  referida  y  se  había  permitido 
Jerter  en  la  heredad  de  Zaragozano  las  aguas  llovedizas  lo  había  he 
cho  sin  título  alguno  y  sin  fundamento  justificable,  no  pudiendo  con 
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este  solo  hecho  ni  crear  el  derecho  de  propiedad,  ni  constituir  el  de 
servidumbre  ni  otro  cualquiera  á  su  favor,  con  tanta  más  razón  cuan  - 
to  que  en  la  misma  línea  de  la  pared  donde  cargaba  su  edificio  se  ha-, 
liaba  la  tapia  construida  por  el  mismo  con  albardilla  á  do3  aguas,  que 
patentizaba  ser  medianera  y  divisoria  de  ambas  fincas: 

Resultando  que  D.  Juan  de  Dios  López  impugnó  la  demanda  ale¬ 
gando  que  Zaragozano  no  era  ni  había  sido  nunca  dueño  del  terreno 
que  reclamaba,  ni  poseídole  sino  en  los  breves  momentos  en  que  gozó 
del  despojo  que  con  fractura  y  escalamiento  del  tejado  de  un  pajar  de 
López  llevó  á  cabo  cuando  se  promovió  el  juicio  verbal;  que  dicho  des¬ 
pojo  obtuvo  inmediata  reparación  por  la  sentencia  recaída  en  la  prime¬ 
ra  instancia  del  interdicto  que  fué  consentida  por  Zaragozano;  que  el 
demandado,  primero  en  unión  de  D  Juan  Francisco  Díaz,  y  después 
por  sí  solo  había  estado  en  posesión  constante  del  tereno  de  queése  le 
trató  de  despojar;  que  la  escritura  que  presentaba  el  demandante  no  se 
refería  al  terreno  á  que  trataba  de  aplicarla,  pues  nunca  había  formado 
parte  de  la  fanega  y  media  que  compró  á  Sevilla,  ni  sido  objeto  de 
contrato  en  ambos;  y  que  ninguno  de  los  dueños  que  habían  tenido  lo 
que  llamaba  el  demandante  fábrica  de  yeso  y  ladrillo  había  creído  que 
formaba  parte  de  ella  la  faja  de  terreno  en  cuestión  pues  todos  habían 
respetado  al  demandado  en  el  derecho  que  ejercitaba.  Como  funda¬ 
mentos  de  derecho  consignó  la  presunción  juris  tantum  de  que  el  po¬ 
seedor  es  dueño  de  la  cosa  poseída;  los  títulos  que  había  presentado 
por  cuyo  resultado,  habiendo  sido  inscritos  en  el  Registro  de  la  propie¬ 
dad,  debía  estarse  y  pasarse,  prescindiendo  por  completo  de  la  afirma¬ 
ción  caprichosa  del  demandante  que  carecía  de  punto  de  apoyo  sin  que 
hubiera  nada  que  la  excusase  por  cuanto  sus  títulos  no  se  referían  al 
terreno  litigioso;  la  ley  Ia,  tít.  29,  Partida  3a,  por  cuanto  aun  en  el 
caso  de  que  en  algún  tiempo  perteneciese  el  terreno  litigioso  al  predio 
colindante,  la  posesión  por  más  de  10  años  entre  presentes  con  justo 
título  y  buena  fe  era  un  modo  de  adquirir  que  hubiera  convertido  en 
dueño  á  López,  la  doctrina  consignada  por  este  Supremo  Tribunal  de 
que  los  contratos  de  compraventa  se  perfeccionan  por  el  consenti¬ 
miento  de  las  partes  y  se  consuman  con  la  entrega  de  la  cosa  y  precio, 
lo  cuál  demostraba  que  aun  en  el  cago  de  que  Sevilla  hubiera  podido 
vender  la  faja  litigiosa  sin  pertenecerle  no  la  poseía,  era  imposible  la  en¬ 
tregara  á  Zaragozano,  y  que  aun  admitiendo  que  el  demandante  fuera 
verdaderamente  dueño  de  la  faja  dedos  pies  de  terreno  que  reivindi¬ 
caba,  esta  acción  no  podía  enlabiarse  con  éxito  contra  un  poseedor  que 
como  D.  Juan  de  Dios  López  tenía  título  inscrito  en  el  Registro  déla 
propiedad  y  no  podía  prosperar  mientras  previamente  y  en  otro  juicio 
no  ejercitara  otra  acción  que  conforme  á  derecho  fuera  adecuada  para 
destruirlo:  • 

Resultando  que  suministradas  pruebas  por  una  y  otra  parte  y  prac¬ 
ticado  como  una  de  ellas  un  reconocimiento  judicial  del  terreno,  sus¬ 
tanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  i  5  da  Febrero  del  corriente  año  1883 
sentencia  revocatoria,  absolviendo  á  D.  Juan  de  Dios  López  de  la  de¬ 
manda  entablada  por  D.  Agustín  Santiago  Zaragozano,  á  quien  conde¬ 
nó  en  todas  las  costas  de  la  primera  instancia: 

Resultando  que  D.  AgustínSantiago  Zaragozano  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  comprendido: 

Io  En  el  caso  Io  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha- 
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liándose  violadas,  interpretadas  erróneamente  y  con  aplicación  indebi¬ 
da  las  leyes  Ia  y  10,  lít.  14,  Partida  3a,  puesto  que  el  recurrente  había 
llenado  cumplidamente  en  ellas;  la  Ia,  tit.  28;  8a,  til.  30,  y  [22,  til.  2o 
de  la  misma  Partida;  y  la  8a,  tít.  22  de  la  misma,  en  cuanto  á  la  impo 
sición  de  costas  de  primera  instancia,  por  no  ser  posible  considerar  al 
recurrente  como  litigante  temerario,  habiéndose  infringido  también  el 
&rt.  578  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  2o  Por  haber  cometido  error  de  hecho  y  de  derecho  que  resultaba 
de  documentos  y  actos  auténticos  que  demostraban  la  equivocación 
evidente  del  juzgador,  no  apreciando  las  pruebas  aportadas  á  los  autos 
por  el  demandante  en  justificación  de  los  extremos  de  la  demanda: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gul'ón: 

Considerando  que  ejercitada  por  el  deman  íante  la  acción  reivindi¬ 
catoría,  y  litigándose  por  las  partes  sobre  la  propiedad  de  la  linea  ó 
faja  de  terreno  que  existe  entre  las  dos  fincas  de  su  pertenencia,  son 
aplicables  á  la  cuestión  suscitada  las  leyes  Ia  y  10,  tít.  14,  Partida  3a, 
relativas  á  la  obligación  de  probar  que  incumbe  al  demandanté  y  á 
quien  debe  tenerse  por  dueño  ó  poseedor  de  la  cosa  reclamada;  no  ha¬ 
biendo,  por  consecuencia,  incurrido  en  error  la  Sala  sentenciadora  al 
fundar  su  fallo  en  las  disposiciones  de  las  mencionadas  leyes: 

Considerando  que  las  leyes  Ia,  tít.  28;  8a,  tít.  30;  22,  tít.  2o  de  la 
Partida  3a,  y  en  etart.  578  de  la  ley  vigente  do  Enjuiciamiento  civil 
que  como  infringida  se  citan  también  en  el  primer  motivo  del  recurso 
carecen  de  aplicación  al  caso  del  pleito,  porque  la  primera  define  el  se¬ 
ñorío  y  sus  diferentes  clases,  la  segunda  habla  de  como  gana  orne  la 
tenencia  de  la  cosa  por  la  carta  que  le  dan  de  ella,  la  tercera  se  refiere 
A  la  exhibición  de  la  cosa  litigiosa  por  el  demandado,  y  el  cuarto  enu¬ 
mera  los  medios  de  prueba  de  que  se  puede  hacer  uso  en  juicio: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  supuesta  infracción  de  la  ley  8a,  títu- 
•  1°  22,  Partida  3a,  que  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  apreciar  la 
malicia  ó  temeridad  del  demandante,  y  cuando  entiende  que  éste  ha 
promovido  el  pleito  sin  razón  derecha,  debe,  conforme  á  dicha  ley,  im¬ 
ponerle  las  costas,  sin  que  tal  imposición  pueda  servir  de  fundamento 
*1  recurso  de  casación; 

Y  considerando  que  es  improcedente  el  segundo  motivo  del  recurso, 
Porque. ni  se  cita  ley  que  demuestre  el  error  de  derecho  que  se  supone 
cometido  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  ni  aparece  que  la  sentencia 
incurra  en  ningún  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos 
auténtico8; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Agustín  Santiago  Zaragozano,  á 
filien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte 
*a  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ña  remitido. — (Sentencia  publicada  el  25  de  Octubre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Qaceta  de  14  de  Enero  de  1884.) 
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Itecurso  de  casación  (2o  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. — 
Elevación  k  escritura  pública  de  un  documento  privado. — No  ha  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  Doña  Teresa  Larrosa  Martínez  con  D.  Eugenio 
del  Rincón  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Qu»  conforme  á  la  ley  38,  til.  5o,  Partida  5*,  son  obligatorias  to¬ 
das  las  condiciones  establecidas  en  el  contrato  de  compra  venta  si  no  se 
oponen  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres;  y  es  asimismo  doctrina 
de  jurisprudencia  que  las  obligaciones  y  contratos  han  de  entenderse 
según  los  términos  en  que  se  hallan  redactados,  sin  extenderlos  á  cosas 
y  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente : 

26  Que  cualesquiera  que  sean  los  razonamientos  de  la  sentencia  re 
currida ,  no  $e  da  contra  ellos  recurso  de  casación- 

3o  Que  si  la  sentencia  no  niega  que  la  trasmisión  de  un  derecho  por 
precio  cierto  es  un  contrato  de  venta,  sujeto  á  las  prescripciones  que  re  - 
guian  los  contratos  de  esta  clase,  sino  que  teniendo  en  cuenta  los  térmi¬ 
nos  y  condiciones  con  que  fué  estipulado,  que  son  ¡a  primera  ley  para 
los  contratantes,  en  cuanto  no  se  oponen  á  los  preceptos  del  derecho  ni 
de  la  moral,  resuelve  que  el  demandado  no  viene  obligado  á  la  serie  de 
actos  y  de  diligencias  á  que  se  pretende  sujetarle;  no  se  infringen  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  sobre  la  materia  ni  la  ley  14, 
tit.  12,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación ; 

7  4o  Que  para  sostener  el  recurso  de  casación  no  es  licito  alterar 
la  naturaleza  de  las  cuestiones  litigiosas  decididas  en  los  fallos  re¬ 
curridos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Octubre  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Univer¬ 
sidad  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por 
Doña  Teresa  Larrosa  y  Martínez,  vecina  de  la  misma,  con  D.  Eugenio 
del  Rincón  y  Sánchez,  de  la  propia  vecindad,  empleado,  sobre  que  se 
eleve  á  escritura  pública  un  documento  privado;  autos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  la 
Doña  Teresa  por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Eduardo  Romero,  habiendo  representado  y 
defendido  al  D.  Eugenio  el  Procurador  D.  Lucio  Alvarez  y  el  Licencia¬ 
do  D.  Ignacio  Suárez  García: 

Resultando  que  en  26  de  Enero  de  1877  D.  Antonio  Sureda  suscri¬ 
bió  un  documento  privado  confesando  ser  en  deber  á  D.  Eugenio  del 
Rincón  la  cantidad  de  49.658  rs.  72  céntimos  como  resultado  de  la  li¬ 
quidación  de  cuentas  que  había  practicado  de  conformidad,  cuyo  pago 
se  comprometió  á  verificar  por  mensualidades  de  á  6.207  rs.  74  cénti¬ 
mos  desde  fines  de  Febrero  á  fines  de  Octubre  de  aquel  año,  y  si  para 
tal  fecha  no  lo  hubiese  satisfecho,  comprometió  al  pago  los  bienes  que 
se  refieren  en  la  hijuela  que  le  fué  hecha: 

Resultando  que  por  no  haber  cumplido  Sureda  lo  que  ofreció,  Rin¬ 
cón  lo  demandó  en  acto  de  conciliación  en  11  de  Octubre  de  dicho  año 
de  1877,  y  confesando  Sureda  la  deuda,  por  carecer  de  recursos  para 
pagarla,  ofreció  entregar  al  acreedor  en  pago  la  participación  que  3e- 
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gín  su  hijuela  se  le  dió  en  la  casa  calle  de  los  Reyes,  núm.  21,  dándo¬ 
sela  eviccionada  la  afección  que  sobre  toda- ella  pasaba  de  4.000  duros 
a  que  estaba  afecta  á  una  dación  de  cuentas  que  se  hallaba  reparada 
Por  150.000  rs.:  • 

Resultando  que  en  22  del  repetido  mes  de  Octubre  de  1877  Don 
Eugenio  del  Rincón  firmó  un  documento  privado  que  dice:  «Siéndome 
en  deber  D.  Antonio  Sureda  la  cantidad  de  49.658  rs.  72  céntimos  por 
documento  por  él  suscrito,  que  hecho  constar  y  valer  enjuicio  dé  11 
de  Octubre  de  1877,  en  virtud  del  que  me  hizo  la  cesión  de  sus  dere¬ 
chos  á  la  hijuela  ó  bienes  heredados  de  su  madre  que  la  constituyen,  y 
atendiendo  á  las  afecciones  que  tiene  y  gravitan  sobre  la  finca  en  que 
•e  fué  adjudicada,  según  aparece  con  esta  fecha  del  Registro  de  la  pro¬ 
piedad  y  declaraciones  por  él  hechas  en  el  juicio  convenido  antes  ci¬ 
tado,  he  cedido  á  Doña  Teresa  Larrosa  mis  derechos  en  el  crédito  y 
juicio  convenido  de  11  de  Octubre  de  1877  por  la  cantidad  de  30.000 
reales  que  recibo  en  este  acto,  dándome  por  pagado,  y  traspasando 
mis  derechos  por  esto  documento  á  Doñí  Teresa  Larrosa^  sin  alterar  en 
Bada  las  condiciones  restantes  del  susodicho  juicio  convenido  que  al 
efecto  podrá  hacer  valer  en  su  día,  á  cuyo  fin  y  seguridad  extiendo  de 
conformidad  y  doy  el  presente:» 

Resultando  que  en  H  de  Marzo  de  1880  Doña  Teresa  Larrosa  de¬ 
dujo  demanda  contra  D.  Eugenio  del  Rincón,  en  la  que  después  de  ha¬ 
cer  mérito  de  los  relacionados  documentos  privados  y  acto  conciliato¬ 
rio,  expuso  que  las  aspiraciones  de  la  demandante  se  habían  reducido 
4  que  Rincón  en  su  calidad  de  vendedor  accediera  á  que  se  elevase  á 
escritura  pública  el  documento  privado  de  22  de  Octubre  de  1877,  para 
fiue  surta  los  efectos  naturales  el  contrato  en  él  contenido,  A  lo  que 
Hincón  habla  puesto  una  resistencia  pasiva.  Como  fundamento  de  de¬ 
recho  alegó  las  leyes  Ia,  10  y  11,  tit.  5®,  Partida  6a;  la  jurisprudencia 
jje  este  Tribunal  Supremo  consignada  entre  otras,  en  sentencias  de  25 
de  Abril  de  1867;  la  ley  1i,  tít.  12,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila¬ 
ción;  la  28,  tít.  5o,  Partida  5a,  el  principio  consignado  en  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre  de  1860,  de  que  incumbe  al 
tendedor  allanar  los  obstáculos  que  se  opongan  á  la  entrega  de  la  cosa 
pendida,  y  no  verificándolo  tiene  derecho  el  comprador  á  la  devolución 
del  precio  con  los  daños  y  perjuicios  causados;  y  la  ley  8*,  tít.  22,  Par¬ 
ada  3*:  y  concluyó  solicitando  se  condenase  á  D.  Eugenio  Rincón  á 
fiue  en  un  plazo  breve  y  perentorio,  y  allanando  por  su  parte  cual¬ 
quiera  clase  de  obstáculos  que  se  opongan  á  elevarse  á  escritura  pú - 
ulica  el  documento  privado  de  22  de  Octubre  de  1877,  poniendo  á  la 
*ctora  en  condiciones  de  que  se  inscriba  á  su  nombre  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  la  participación  que  se  había  cedido  y  traspasado  en  la  casa 
Btim.  21  de  la  calle  de  los  Reyes  de  esta. corte,  para  en  el  caso  de  que 
P°r  cualquiera  circunstancia  no  pudiera  ó  no  llegara  á  verificarse  asi 
8e  le  condenará  á  que  le  devolviese  la  cantidad  de  30.000  rs.  por  el 
^oucepto  de  precio  recibido,  y  á  que  la  indemnizase  cumplida  y  legal- 
®?ente  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  le  había  ocasionado,  con  más 
61  Pago  de  todas  las  costas  y  gastos: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Eugenio  Rincón,  le  evacuó 
Pretendiendo  se  le  absolviera  de  la  demanda  con  imposición  á  la  actora 
?e  Perpetuo  silencio  y  costas,  y  expuso  que  no  era  cierto  que  se  cele- 
j)rara  el  contrato  de  cesión  á  que  se  refiere  el  documento  de  22  de  Oc- 
°br#  de  1877  entre  Doña  Teresa  Larrosa  y  D.  Eugenio  Rincón,  porque 
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no  hubo  pacto,  acto  ni  contrato  entre  ellos;  que  lo  ocurrido  fué  que 
D.  Antonio  Sureda,  queriendo  libertar  la  participación  que  tenia  en  la 
casa  calle  de  los  Reyes  de  la  obligación  que  había  contraído  con  Rin¬ 
cón,  le  propuso  á  los  pocos  días  el  pago  al  contado  de  lo  qne  le  debía, 
haciéndole  un  beneficio,  y  consintiendo  en  ello  Rincón  suscribió  el  do¬ 
cumento  de  cesión  á  favor  de  la  Doña  Teresa,  escrito  de  mismo  puño 
y  letra  de  Sureda,  quedando  el  contrato  pendiente,  porque  no  entregó 
á  Rincón  cantidad  alguna  por  estar  enfermo  y  después  por  haber  far 
Mecido;  que  la  Doña  Teresa, á  pesar  de  constarle  la  existencia  del  abin- 
testato  de  Sureda,  no  se  presentó  á  ejercitar  derecho  alguno  en  aque¬ 
llos  autos,  y  por  el  contrario,  había  manifestado  en  distintas  ocasiones 
judicialmente  que  á  Sureda  le  pertenecía  la  tercera  parte,  poco  más  ó 
menos,  de  la  casa  núm.  21  de  la  calle  de  los  Reyes,  en  la  que  con  aquél 
vivía  la  demandante;  que  Rincón  se  presentó  á  suscribir  el  documento 
de  22  de  Octubre  de  1877,  sugerido  por  las  excitaciones  de  Sureda,  que 
le  prometió  el  pago  al  contado  de  los  49.658  rs.  72  céntimos  que  le  de¬ 
bía,  y  por  la  confianza  que  le  inspiraba  por  sí  ó  como  pariepte,  pero 
nunca  porque  contratara  con  Doña  Teresa  ni  recibiera  de  ella  cantidad 
alguna;  que  por  tales  razones  Rincón  se  negaba  al  otorgamiento  del 
documento  público  solicitado  por  la  Doña  Teresa,  que  era  objeto  de  la 
demanda,  asícomo  á  entregarle  cantidad  alguna  como  devolución  ni  abo¬ 
no  daños  y  perjuicios,  toda  vez  que  no  había  recibido  ninguna,  ni  tam¬ 
poco  le  ha  inferido  daño  ni  perjuicio,  y  como  fundamentos  de  derecho 
alegó  las  leyes  Ia,  tít.  16,  Partida  7a,  y  57,  tít.  5o,  Partida  5a,  y  la  ju¬ 
risprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia,  entre 
otras,  de  20  de  Mayo  de  1864,  sobre  dolo  en  los  contratos,  porque  si 
Sureda  no  hubiera  manifestado  á  Rincón  que  le  pagaría  al  contado 
30.000  rs.  por  su  crédito  mediante  ej  contrato  privado,  no  hubiera  fir¬ 
mado  el  documento  que  lo  representa;  la  ley  14,  tít.  12,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  el  art.  3o  de  la  ley  Hipotecaria,  y  el  190  del 
Reglamento  para  la  administración  del  impuesto  de  Derechos  reales 
de  14  de  Enero  de  1873,  la  ley  8a,  tít.  5o,  Partida  5a,  porque  la  Doña 
Teresa  no  contrató  con  Rincón  ni  de  palabra,  ni  por  carta,  ni  por  me¬ 
dio  de  demandadero,  y  el  último  no  consintió  en  la  venta  ó  cesión  de 
que  se  trata,  sino  mediante  un  precio  que  no  ha  recibido,  y  por  lo  tan¬ 
to  no  existía  tal  contrato  entre  la  demandante  y  el  demandado;  que  el 
contrato  sinalagmático  de  compra  venta  coloca  al  comprador  en  la  con¬ 
dición  de  deudor,  según  la  ley  28,  título  y  Partida  antes  citadas: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  insistían-' 
do  en  sus  anteriores  pretensiones  se  recibió  el  pleito  a  prueba,  y  prac¬ 
ticadas  las  propuestas  por  aquéllas  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia,  que  fué  confirmada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en 
5  de  Diciembre  de  1882,  absolviendo  á  D.  Eugenio  del  Rincón  de  la  de¬ 
manda  interpuesta  por  Doña  Teresa  Larrosa,  sin  hacer  expresa  conde¬ 
nación  de  costas: 

Resultando  que  Doña  Teresa  Larrosa  Martínez  interpuso  recurso 
de  casación  por  conceptuar  infringidos: 

1°  La  jurisprudencia  proclamada  por  este  Tribunal  Supremo,  entre 
otras  decisiones,  en  la  de  25  de  Abril  de  1867  acerca  de  un  derecho  por 
precio  cierto  de  un  contrato  de  venta  con  arreglo  á  hs  leyes  Ia,  10  y 
1 1 ,  tít.  5o  de  la  Partida  5*,  y  de  que  la  sentencia  que  califica  de  cesión 
dicho  acto,  infringe  las  expresadas  leyes,  porque  la  trasmisión  de  los 
derechos  que  Rincón  hizo  á  Doña  Teresa,  mediando  como  medió  pre- 
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ció  cierto  y  determinado,  no  constituye  una  cesión,  sino  un  contrato 
de  venta  con  arreglo  á  las  leyes  y  jurisprudencia  citadas,  aseveración 
que  aparece  más  incuestionable,  cuanto  que  la  enajenación  versó  no 
sobre  créditos,  sino  sobre  una  parte  perfectamente  determinada  de  un 
inmueble  cual  lo  era  la  que  en  su  hijuela  materna  se  había  adjudicado 
i  Sureda  en  la  casa  nüm.  21  de  la  calle  de  los  Reyes,  y  la  Sala  senten 
ciadora,  sin  embargo,  en  uno  de  sus  considerandos,  suponiendo  que  el 
contrato  de  22  de  Octubre  de  1877  no  contiene  sino  una  cesión,  ha 
confundido  la  naturaleza  y  la  índole  del  contrato*de  compra  venta 
qne  siempre  existe  donde  hay  precio  cierto  y  cosa  determinada,  con 
la  teoría  de  la  subrrogación  aplicable  sólo  á  la  cesión  de  las  acciones 
que  de  los  créditos  se  desprenden: 

2*  Por  el  propio  motivo  y  en  igual  concepto  las  mismas  leyes  Ia,  10 
y  11,  tít.  5*,  Partida  5a,  en  que  descansa  dicha  jurisprudencia  y  que 
establecen  lo  que  puede  ser  objeto  del  contrato  de  compra  venta  toda 
vez  que  el  convenio  celebrado  entre  D.  Eugenio  del  Rincón  y  Doña 
Teresa  Larrosa  en  el  documento  privado  de  22  de  Octubre  de  1877  cae 
7  debe  caer  bajo  el  dominio  de  estas  disposiciones: 

3o  La  ley  14,  tít.  12,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  pres¬ 
cribe  que  las  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  han  de  constar  impres  - 
cindiblemente  en  instrumento  público,  y  la  jurisprudencia  sancionada 
en  sentencias  de  30  de  Junio  de  1 854  y  H  de  Marzo  de  1884,  acerca  de 
que  «todo  contrato  de  compraventa  queda  perfecto  y  obligatorio  por 
el  simple  consentimiento  de  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  teniendo 
desde  entonces  aquéllas  el  derecho  recíproco  de  pedir  que  se  reduzcan 
a  escritura  pública:»  que  la  existencia  de  esta  infracción  se  demuestra 
Por  sí  misma,  puesto  que  en  buenos  principios  de  derecho  no  puede 
ocurrir  duda  de  ninguna  especie  respecto  de  la  necesidad  de  que,  pre¬ 
vio  el  otorgamiento  del  correspondiente  instrumento  público  por  los 
herederos  de  Sureda  á  favor  de  Rincón,  eleve  éste  también  á  escritura 
Publica  el  documento  de  22  de  Octubre  de  1877  á  favor  de  la  recurren- 
tei  y  sin  esfuerzo  se  descubre  el  nuevo  error  que  ha  cometido  la  Sala 
sentenciadora  en  otro  de  los  considerandos  al  afirmar  que  Doña  Teresa 
Larrosa  no  debe  dirigirse  contra  Rincón,  con.quien  se  celebró  el  con¬ 
tato,  sino  contra  los  herederos  de  Sureda  con  los  que  nada  ha  conve¬ 
nido: 

.  *°  La  ley  23,  tít.  5°,  Partida  5a,  que  impone  al  vendedor  la  obliga¬ 
ción  do  entregar  al  comprador  lo  que  haya  sido  objeto  de  la  venta,  así 
como  también  el  axiomático  principio  proclamado  en  sentencia  de  12 
ue  Octubre  de  1 860,  de  que  incumbe  al  vendedor  allanar  los  obstáculos 
que  só  opongan  á  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  á  que  no  verificán¬ 
dolo  oportunamente  tiene  derecho  el  comprador  á  la  devolución  de! 
Precio,  con  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hayan  ocasionado  por  su 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  conforme  á  la  ley  38,  tít.  5o,  Partida  5a,  son  obli¬ 
gatorias  todas  las  condiciones  establecidas  en  el  contrato  de  compra  ven- 

si  no  se  oponen  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costumbres,  y  es  asimismo 
doctrina  de  jurisprudencia  que  las  obligaciones  y  contratos  han  de  en  - 
tenderse  según  los  términos  en  que  se  hallan  redactados,  sin  extender- 
°®  d  cosas  y  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente: 

Considerando  que,  como  queda  expuesto  en  los  precedentes  pá- 
rr*fos,  el  recurrido  en  el  documento  privado  de  22  de  Octubre  de  1877 
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fundamento  de  la  demanda,  después  de  hacer  mérito  del  origen,  impor¬ 
tancia  y  garantías  de  su  crédito  contra  Sureda,  y  de  los  motivos  que 
le  determinaban  á  enajenarlo,  expresó  con  toda  claridad  que  cedía  á 
Doña  Teresa  Larrosa  sus  derechos  en  dicho  crédito  y  juicio  convenido 
en  el  día  1  1  del  mismo  mes  y  año  por  la  cantidad  de  30.000  rs.  que  re¬ 
cibía  en  el  acto,  sin  alterar  en  nada  las  condiciones  restantes  del  suso¬ 
dicho  juicio  convenido,  que  al  efecto  podría  la  adquisidora  hacer  valer 
en  su  día,  ó  cuyo  fin  y  segundad  extendía  de  conformidad  y  daba  aquel 
resguardo:  , 

Considerando  que  si  bien  la  parte  recurrente  en  el  acto  de  concilia¬ 
ción,  apreciando  exactamente  los  derechos  que  había  adquirido,  se  li¬ 
mitó  á  pedir  que  D.  Eugenio  del  Rincón  y  Sánchez  se  prestase  á  elevar 
á  escritura  pública  el  documento  privado  de  22  de  Octubre  de  1877, 
extendió  luego  la  demanda  á  cosas  no  estipuladas  en  el  mismo  y  por 
este  concepto  fué  desestimada  por  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  que,  cualesquiera  que  sean  los  razonamientos  de  la 
sentencia  recurrida,  no  se  da  contra  ellos  recurso  de  casación,  y  que  su 
parte  dispositiva  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  legales  que  se  invo¬ 
can  en  los  motivos  Io  y  3o,  puesto  que  no  niega  que  la  trasmisión  de 
un  derecho  por  precio  cierto  es  un  contrato  de  venta,  sujeto  á  las  pres¬ 
cripciones  que  regulan  los  contratos  de  esta  clase,  sino  que  teniendo  en 
cuenta  los  términos  y  condiciones  con  que  fué  estipulado,  que  son  la 
primera  ley  para  los  contratantes,  en  cuanto  no  se  oponen  á  los  precep¬ 
tos  del  derecho  ni  de  la  moral,  resuelve  que  D.  Eduardo  Rincón  no 
viene  obligado  á  la  serie  de  actos  y  de  diligencias  á  que  se  pretende 
sujetarle: 

Considerando  que  para  sostener  el  recurso  de  casación  no  es  lícito 
alterar  la  naturaleza  de  las  cuestiones  litigiosas  decididas  en  los  fallos 
recurridos,  y  que  no  habiendo  sido  cuestión  del  pleito  el  otorgamiento 
de  una  escritura  pública  en  que  Rincón,  vendedor  de  sus  derechos  con¬ 
tra  Sureda,  ratificase  el  contenido  del  documento  de  22  de  Octubre 
de  1877,  sino  si,  dados  los  términos  y  consecuencias  del  contrato,  esta¬ 
ba  también  obligado  á  gestionar  en  la  testamentaria  y  con  los  herede¬ 
ros  de  Sureda  á  la  manera  que  la  recurrente  solicitaba,  la  sentencia  no 
contiene  las  infracciones  ¿jue  se  exponen  en  los  motivos  3o  y  4o  del  re¬ 
curso,  porque,  como  queda  dicho,  estas  cuestiones  tienen  que  subordi- 
narse-á  lo  pactado  en  aquel  contrato  que  la  recurrente  aceptó  sin  opo¬ 
sición  alguna; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Teresa  Larrosa  Martínez,  á  la 
que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  debió  de¬ 
positar,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  dis¬ 
tribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta 
corte  la  correspondiente  certificación,  con  devolución  del  apuntamien¬ 
to  y ‘documentos  remitidos  por  la  misma.— -(Sentencia  publicada  el  25 
de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (25  de  Octubre  de  1883). — Sala  'primera. 
— Nulidad  de  la  adjudicación  de  un  mayorazgo.— No  ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  Doña  María  de  los  Santos  y  Doña  Jacinta  Massa  Sangni- 
neti  con  el  Conde  de  Guendulaín  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  si  desde  el  restablecimiento  de  la  legislación  desvinculadora 
hasta  la  demanda  en  que  se  piden  unos  vínculos  han  trascurrido  más 
de  30  años,  en  su  virtud  la  prescripción  ha  puesto  término  á  las  accio¬ 
nes  sobre  bienes  que  fueron  vinculados,  porque  la  ley  45  de  Toro  quedó 
*in  aplicación  desde  30  de  Agosto  de  1836,  haciéndose  desde  entonces 
prescriptible  en  el  tenedor  de  las  cosas  vinculares  lo  que  antes  no 
lo  era: 

2o  Que  por  tanto,  son  inaplicables  y  no  han  podido  infringirse  por 
la  sentencia  que  asi  lo  estima,  las  doctrinas  del  Tribunal  Supremo  en 
Que  se  declara  que  como  consecuencia  necesaria  del  carácter  ordinario 
de  perpetuidad  inherente  á  los  mayorazgos,  faltando  íbs  llamados  á  su¬ 
ceder  en  la  fundación  entran  á  suceder,  siempre  que  el  fundador  no 
haya  manifestado  ser  otra  su  voluntad,  los  demás  parientes  suyos  aun- 
Que  carezcan  de  las  cualidades  por  él  exigidas ;  y  llegado  este  caso  el 
Mayorazgo  se  reputa  como  regular  aunque  los  primeros  llamamientos 
lo  hubiesen  hecho  separar  de  las  cualidades  de  los  de  esta  clase  dándole 
eJ  carácter  de  irregular,  y  que  la  voluntad  del  fundador  es  la  ley  á  que 
deben  sujetarse  las  sucesiones  en  los  vínculos ,  que  afectafl  al  fondo  de 
**  asunto  de  que  ya  no  puede  tratarse ;  asi  como  también  las  que  esta¬ 
blecen  que  la  excepción  de  cosa  juzgada  sólo  tiene  lugar  cuando  es  una 
nisma  la  cosa  litigiosa,  la  acción  intentada  y  los  litigantes  ó  personas 
Justiciables,  y  que,  cuando  terminado  un  pleito  por  sentencia  ejecuto 
se  litiga  sobre  la  misma  cosa,  pero  no  por  diversa  razón  ó  causa  de 
Pedir,  no  se  falla  al  respeto  de  ¡a  cosa  juzgada,  fallando  el  segundo  jui- 
<j¡10  contra  el  litigante  que  triunfó  en  el  primero,  referentes  i  uno  de 
t°s  razonamientos  de  la  sentencia,  que  es  innecesario  examinar ,  una  vez 
Errada  la  puerta  por  medio  de  la  prescripción  extintiva  de  las  acciones ; 

T  3o  Que  no  es  de  estimar  el  motivo  en  que  no  se  cita  ley  alguna,  y 
ett  Que  sin  razón  se  niega  congruencia  al  absolverse  á  la  parte  con  quien 
*e  ha  litigado,  como  si  esa  absolución  no  envolviera  la  denegación  de 
las  pretensiones  del  actor. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
“®£®ido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Toledo  y  en  la  Sala  pri¬ 
ora  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  Doña  María  de  los 
j  ' Htos  y  Doña  Jacinta  Massa  y  Sanguineti,  vecinas  de  Toledo,  con  Don 
oaquín  Ignacio  Meneos  Manso  de  Zúñiga,  Conde  de  Guendulaín,  pro- 
P'etario,  vecino  de  Pamplona,  como  patrono  de  la  capilla  de  San  José 
1»  V?*eclo«  en  la  actualidad  con  sos  hijos  y  herederos,  sobre  nulidad  de 
a  adjudicación  hecha  de  cierto  mayorazgo  á  la  mencionada  capilla; 
Pendiente  en  este  Tribunal  Supremo,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
P°r  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Andrés  de  Ta- 
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vira  y  el  Procurador  D.  Miguel  Urdíales,  en  defensa  y  representación 
de  las  demandantes;  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  i  arte 
recurrida  por  el  Licenciado  D.  R.  Vinader  y  el  Procurador  D.  Pablo 
Soler  y  Soler: 

Resultando  que  en  13  de  Octubre  de  1 650  otorgó  testamento  en 
esta  corte  D.  Pedro  Santiago  Sanguineto,  en  el  cual,  con  facultad  Real, 
fundó  un  mayorazgo  para  cuya  sucesión  llamó  á  su  hijo  D.  Rafael  y  á 
sus  descendientes  por  el  orden  regular;  después  de  extinguida  esta  li¬ 
nea,  á  su  hermano  D.  Juan  Francisco  y  á  los  suyos,  y  á  falta  de  éstos 
A  ios  hijos,  hijas,  nietos  y  descendientes  legítimos  de  sus  tíos  D.  Aga- 
pito  y  D.  Juan  Francisco,  vecinos  de  la  ciudad  de  Génova,  con  otros 
llamamientos  posteriores:  , 

Resultando  que  en  19  de  Setiembre  de  1673  D.  Juan  Francisco  Sar.- 
guineto,  hermano  del  anterior,  estableció  también  mayorazgo  previa 
la  Real  licencia,  y  en  él  hizo  los  siguientes  llamamientos:  en  primer  lu¬ 
gar  llamó  d  su  hijo  D.  Antonio  y  á  sus  hijos  y  descendientes  legítimos 
ó  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  y  no  de  otra  manera  per¬ 
petuamente,  prefiriendo  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra,  y 
la  linea  del  último  poseedor  á  todas  las  otras  líneas  en  la  forma  regu¬ 
lar;  después  del  dicho  D.  Antonio  Sanguineto  y  sus  descendientes  va¬ 
rones  y  hembras,  llamó  sucesivamente  á  su  hija  Doña  Teresa,  i  su 
otra  hija  Doña  Juliana,  á  su  sobrino  D.  Rafael,  a  su  cuñado  D.  Martín 
Zayas  Rivadeneirü  y  á  los  hijos  de  su  primo  D.  Gabriel  Bocángel,  todo 
con  las  condiciones  de  regularidad  y  legitimidad  establecidas  respecto 
del  primer  llamado,  después  de  lo  cual  dijo:  «Y  en  falta  de  todas  las  lí¬ 
neas  que  dejo  llamadas  y  de  los  sucesores  de  los  que  quedan  llamados, 
no  habiendo  persona  que  conforme  á  estos  llamamientos  que  he  hecho, 
pueda  ó  deba  suceder,  es  mi  voluntad  que  la  hacienda  toda  de  este  ma¬ 
yorazgo  se  agregue  y  junte  á  la  que  tiene  y  tuviere  la  capilla  de  San 
José  de  Toledb;  diciéndose,  por  último,  en  la  fundación  que  en  el  ma¬ 
yorazgo  no  sucediera  ningún  hijo  bastardo  ni  espúreo,  ni  natural  de 
los  poseedores  de  él,  sino  que  habían  de  ser  legítimos  ó  legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio,  y  que  la  proximidad  se  considerase  res¬ 
pecto  del  último  poseedor  ó  después  de  su  muerte,  ora  fuese  trasversal 
ó  descendente  en  cualquier  grado,  aunque  no  fuese  descendiente  del 
fundador  ni  del  último  poseedor  y  estuviese  fuera  de  los  grados  en  que 
el  derecho  permite  la  representación  de  los  trasversales: 

Resultando  que  en  Real  cédula  del  Rey  Felipe  V  de  15  de  Diciem¬ 
bre  de  17H  se  concedió  licencia  i  D.  Antonio  Sanguineto  y  Zayas  para 
que  después  de  agregar  é  incorporar  el  título  de  Marqués  de  San  An¬ 
tonio  de  que  se  le  había  hecho  merced  á  los  mayorazgos  que  fundaron 
D.  Pedro  Jácome  y  D.  Juan  Francisco  Sanguineto,  de  que  era  posee- 
dór,  para  que  anduviese  con  ellos  perpetuamente  bajo  las  cláusulas  y 
condiciones  con  que  estaban  y  andaban  y  los  demás  bienes  de  los  mis¬ 
mos'  pudiese  imponer  cierto  censo  sobre  el  oficio  del  Regidor  de  Ma¬ 
drid  correspondientes  á  aquellos  mayorazgos:  cuya  licencia  se  hizo  ex¬ 
tensiva  en  otra  Real  cédula  de  23  del  mismo  mes  y  año  para  que  él  in¬ 
dicado  censo  pudiese  ser  impuesto  sobre  todos  los  bienes  de  dichas 
vinculaciones,  y  en  virtud  de  tales  facultades  otorgó  escritura  D.  An¬ 
tonio  Sanguineto  en  29  del  mismo  raes  de  Diciembre,  por  la  que  agre¬ 
gó  é  incorporó  á  los  mayorazgos  susodichos  de  que  era  poseedor  el  tí¬ 
tulo  de  Marqués  de  San  Antonio  para  que  quedase  agregado,  unido  é 
incorporado  á  ellos  para  siempre,  con  los  mismos  cargos,  obligaciónes, 
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restituciones,  cláusulas,  condiciones,  llamamientos  y  gravámenes  con¬ 
tenidos  y  declarados  en  aquellas  fundaciones: 

Resultando  que  por  fallecimiento  sin  sucesión  de  D.  Antonio  Carpe¬ 
ra,  Marqués  de  San  Antonio  de  Mira  el  Río,  se  declaró  por  el  Alcalde 
Corregidor  de  Toledo,  en  auto  de  14  de  Febrero  dj  1783,  que  conforme 
á  las  cláusulas  de  la  fundación  de  O.  Juan  Francisco  Sanguineto  había 
recaído  el  mayorazgo  en  la  capilla  de  San  José  de  aquella  ciudad;  y  en 
su  consecuencia  se  mandó  4%r  y  se  dió  posesión  á  dicha  capilla  de  las 
fincas  conocidas  del  mayorazgo: 

Resultando  que  por  sentencia  del  Corregidor  y  Justicia  Mayor  de 
Toledo  de  t°  de  Julio  de  1784  se  declaró  que  el  patronato  de  la  capilla 
de  San  Jósé  y  sus  agregados  pertenecía  á  Doña  María  Magdalena  Abar¬ 
ca  y  Zayas.  consorte  de  D.  Joaquín  José  Ayán  y  Meneos,  Conde  de 
Guendulaío,  á  quienes  en  su  consecuencia  se  dió  posesión  en  30  de 
Agosto  del  mismo  año  del  patronato  de  la  mencionada  capilla,  asi  de  lo 
referente  á  su  primitiva  fundación,  como  de  los  demás  vínculos,  funda¬ 
ciones,  mayorazgos  y  patronatos  y  agregados  á  la  capilla: 

Resultando  que  en  2  de  Octubre  de  1872  dedujeron  demanda  en  el 
Juzgado  de  Toledo  Doña  María  de  los  Santos  y  Doña  Jacinta  Massa 
Sanguineti  para  que  se  condenase  en  su  día  á  D.  Ignacio  Meneos,  Conde 
de  Guendulain,  á  entregarles,  como  sucesoras  que  eran  en  todos  los 
derechos  de  los  mayorazgos  de  los  Sanguineti  y  sus  agregados,  en  vir¬ 
tud  de  cesión  que  los  habían  hecho  sus  hermanos  D.  Carlos  y  D.  Jorge, 
la  capilla  de  San  José,  ó  sea  su  patronal .,  y  todos  los  demás  bienes  que 
constituían  su  dotación  con  los  frutos  y  rentas;  y  sustanciada  esta  de¬ 
manda  por  todos  sus  trámites  con  presencia  del  Conde  de  Guendulain 
rRie  se  opuso  á  ella,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  de  Tó- 
!,ido  en  7  de  Setiembre  de  1876,  que  se  hizo  firme,  absolviendo  de  ella 
;ll  Conde  de  Guendulain  y  condenando  á  los  demandantes  á  perpetuo 
silencio: 

Resultando  que  en  26  de  Agosto  de  1878  las  mismas  hermanas  Massa 
Sanguineti  dedujeron  nueva  demanda  contra  el  mismo  Conde  de  Guen- 
uulaín  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  en  definitiva  que  la  adjudica¬ 
ción  del  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  Francisco  Sanguineto,  hecha 
en  el  siglo  pasado  á  favor  de  la  Capilla  de  San  José  fué  nula;  que  á  la 
muerte  de  D.  Alfonso  Carnero  recayó  la  sucesión  del  mayorazgo  en  la 
línea  de  D.  Esteban  Sanguineto,  y  que  á  las  demandantes  correspondían 
hoy  los  derechos  á  la  expresada  vinculación  como  cesionarias  de  sus 
hermanos  D.  Carlos  y  D.  Jorge;  á  cuyo  efecto  alegaron  que  adjudicado 
el  mayorazgo  en  cuestión  á  la  capilla  de  San  José  por  el  fallecimiento 
s>n  hijos  de  D.  Alfonso  Carnero  Sanguineto,  lo  pretendió  D.  Manuel  Ni- 
c°lás  Sanguineti,  y  la  Real  Chancillería  de  Granada  mandó  en  1783  po- 
oer  én  secuestro  la  vinculación;  que  el  vínculo  fundado  por  D.  Pedro 
Jácome  Sanguineto,  pasó  á  la  muerte  de  Carnero  á  la  línea  de  D.  Juan 
francisco,  y  por  escritura  de  17  de  Mayo  de  1824  1).  Damián  Martín 
Marcelo  Saulé,  descendiente  de  este  último,  renunció  todos  sus  dere- 
ch¿8  á  este  mayorazgo  y  al  de  D.  Juan  Francisco  á  favor  de  D.  Septi- 
mio  Sanguineti,  entendiéndose  la  cesión  únicamente  de  las  rentas  du- 
rantela  vida  del  donaute;  que  habiendo  reclamado  D.  Septimio  de  la 
Capilla  de  San  José  el  mayorazgo  de  D.  Juan  Francisco,  se  otorgó  entre 
ambas  partes  una  escritura  de  transacción  en  8  de  Octubre  de  1828, 
?Ue  por  fin  no  se  llevó  á  efecto;  que  absueltos  en  20  de  Marzo  de  1851 
*03  hermanos  Sauli  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
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Maravillas  de  esta  corte  de  una  demanda  que  dirigió  contra  ellos  Don 
Septimio  sobre  mejor  derecho  á  los  susodichos  mayorazgos,  otorgaron 
una  escritura  en  8  de  Agosto  de  1859,  por  la  que  ratificaron  á  favor  de 
D.  Carlos  Massa  Sanguineli,  nieto  por  línea  femenina  de  D.  Septimio, 
la  cesión  que  D.  Damián  Marcelo  había  hecho  á  favor  de  éste  de  todos 
sus  derechos  á  las  referidas  vinculaciones,  ampliando  h  ratificación 
hasta  el  punto  de  que  la  cesión  se  entendiese  ya  desde  entonces  como 
definitiva,  que  por  escritura  de  5  de  Febrero  de  1870  D.  Carlos  y  Don 
Jorge  Massa,  hermanos  de  los  demandantes,  las  cedieron  en  pago  de  le¬ 
gítimas  todos  sus  derechos  á  los  bienes  que  quedasen  de  las  vinculacio¬ 
nes  de  D.  Pedro  Jácome  y  D.  Juan  Francisco  Sanguineto;  que  en  1836 
la  Administración  general  del  Estado  obligó  á  D.  José  Massa,  marido  de 
Doña  Nicolasa  Sanguineli,  hija  ésta  de  D.  Septimio,  cesionario  como  se 
deja  dicho  de  los  hermanos  Sauli,  y  como  tai  poseedor  del  mayorazgo 
de  D.  Pedro  Jácome,  á  que  págase  los  derechos  de  lanzas  y  medias  anna¬ 
tas  correspondientes  al  Marquesado  de  San  Antonio;  que  á  la  muerte  de 
D.  Alfonso  Carnero  debió  recaer  la  sucesión  en  la  descendencia  de  Don 
Esteban  Sanguineli;  pues  si  bien  era  verdad  que  no  fueron  llamados 
nominalmente  en  la  fundación,  ni  éste  ni  sus  hijos  Juan,  Esteban,  Aga- 
pito  y  Juan  Francisco,  también  era  evidente  que  el  fundador  llamó  con 
la  palabra  sucesión  á  los  parientes  laterales  de  las  personas  llamadas  no¬ 
minalmente  con  preferencia  á  la  capilla  de  San  José;  y  como  dicho  Don 
Esteban,  á  quien  representaban  las  demandantes  como  cesionarias  de 
sus  hermanos,  era  pariente  colateral,  y  por  lo  tanto  sucesor  con  derecho 
preferente  al  de  la  capilla  de  San  José,  era  claro  que  la  adjudicación 
hecha  á  ésta  del  mayorazgo  de  D.  Juan  Francisco  fué  nula  como  contra¬ 
ria  á  la  voluntad  del  fundador,  y  que  habiéndose  reunido  en  D.  Antonio 
Sanguineto  los  dos  mayorazgos  susodichos,  á  los  que  tuvo  que  agregar 
en  virtud  de  las  Reales  cédulas  de  15  y  23  de  Diciembre  de  1711  el  título 
de  Marqués  de  San  Antonio,  y  teniendo  cada  una  de  dichas  vinculaciones 
inseparables  diversos  llamamientos,  no  había  más  remedio  que  declarar 
que  la  nueva  vinculación  debía  reputarse  desde  entonces  como  regular, 
y  que  la  línea  de  D.  Esteban  Sanguineto,  y  no  la  capilla  de  San  José,  era 
la  llamada  á  suceder  á  la  muerte  de  Carnero  con  arreglo  á  la  léy  de  suce¬ 
sión  á  la  Corona: 

Resultando  que  el  Conde  de  Guendulaín,  como  patrono  de  la  suso¬ 
dicha  capilla,  dijo  en  oposición  á  la  demanda  que  desde  30  de  Agosto 
de  1784  habían  venido  sus  antecesores  en  la  quieta  y  pacifica  posesión 
del  patronato  de  dicha  capilla,  y  como  tales,  en  la  de  los  bienes  de  las 
fundaciones  de  los  Sanguinetos  y  demás  agregados  á  la  misma;  que 
dictadas  las  leyes  desamortizadoras,  promovió  su  padre  el  expediente 
oportuno  para  que  se  le  adjudicasen  los  bienes  de  la  dotación  del  indi¬ 
cado  patronato  y  sus  agregados,  y  así  se  decretó  en  Real  orden  de  8 
de  Mayo  de  1843;  que  las  mismas  demandantes  habían  seguido  otro 
pleito  con  el  actual  demandado,  que  había  terminado  por  la  sentencia 
firme  de  7  de  Setiembre  de  1876,  que  producía  en  éste  la  excepción  de 
cosa  juzgada;  que  no  obstante  pedirse  en  la  demanda  la  nulidad  deja 
adjudicación  hecha  á  la  capilla  del  mayorazgo  de  D.  Juan  Francisco, 
no  se  invocaba  ninguna  circunstancia  de  las  que  producen  en  derecho 
nulidad;  que  en  la  fundación  de  qne  se  trata  se  llama  á  la  capilla  de 
San  José  después  de  las  seis  líneas  llamadas;  que  la  Real  cédula  del  Rey 
Felipe  V  de  15  de  Diciembre  de  1711  no  modificó  ni  pudo  modificar  las 
cláusulas  de  la  fundación,  sobre  todo  no  habiendo  habido  conflicto  ni 
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discusión  sobre  la  sucesión  en  el  Marquesado  de  San  Antonio;  y  que 
Por  el  trascurso  de  cerca  de  100  años,  ó  cuando  menos  por  el  de  42 
trascurridos  en  el  caso  presente,  se  prescriben  todas  las  acciones,  asi 
feales  como  personales;  y  por  un  otrosí  pidió  que  por  vía  de  reconven¬ 
ción  y  en  virtud  de  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  dejaba 
Apuestos,  se  completase  el  fallo  definitivo  que  se  dictase  con  la  decla¬ 
ración  de  ser  el  Conde  de  Guendulaín  dueño  de  los  bienes  constitutivos 
de  la  dotación  del  mayorazgo  de  D.  Juan  Francisco  Sanguineto: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  deuás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  en  31  de  Enero  próximo  pasado  confirmatoria 
con  las  costas  de  la  que  había. dictado  el  Juzgado,  absolviendo  á  Don 
Joaquín  Ignacio'  Meneos,  Conde  de  Guendulaín,  y  por  su  defunción  á 
sus  herederos  ó  causa  habientes,  de  la  demanda  deducida  por  Doña 
Jacinta  y  Doña  María  de  los  Santos  Massa  Sanguineti;  y  declarando  ser 
dicho  Conde  dueño  de  los  bienes  que  constituyen  la  dotación  del  ma¬ 
yorazgo  objeto  de  dicha  demanda: 

Resultando  que  Doña  María  de  los  Santos  y  Doña  Jacinta  Massa 
oanguineti  interpusieron  recurso  de  casación,  fundado  en  los  siguien¬ 
tes  motivos: 

En  la  infracción  de  la  doctrina  legal  establecida  en  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  1°  de  Abril  de  1862,  en  la  que  se  declara 
9Ue  como  consecuencia  necesaria  del  carácter  ordinario  de  perpetuidad 
inherente  á  los  mayorazgos,  fallando  los  llamados  á  suceder  en  la  fun¬ 
dación  entran  á  suceder  siempre  que  el  fundador  no  haya  manifestado 
fi0r  otra  su  voluntad  los  demás  parientes  suyos  aunque  carezcan  de  las 
dualidades  por  él  exigidas;  y  llegado  este  caso  el  mayorazgo  se  reputa 
como  regular  aunque  los  primeros  llamamientos  lo  hubiesen  hecho  se¬ 
parar  de  las  cualidades  de  los  de  esta  clase  dándole  el  carácter  de  irre  - 
jjdlar;  porque  si  bien  es  cierto  que  el  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan 
francisco  Sanguineto  podría  calificarse  de  irregular  en  vista  de  las  di- 
»ersas  líneas  á  quienes  llamó  para  suceder  en  él,  no  es  menos  cierto 
Hue  extinguidas  estas  líneas  el  mayorazgo  se  reputa  como  regular  y 
deben  entrar  á  suceder  en  él  los  parientes  trasversales,  así-corno  en  la 
de  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  21  de  Enero  de  Í851  de 
fide  cuando  está  constituido  un  mayorazgo  en  cabeza  de  una  persona  y 
de  los  descendientes  de  la  misma  por  el  orden  de  sucesión  regular, 
d?derto  el  llamado  sin  descendencia  tienen  derecho  á  suceder  sus  pa- 

Í'ent-s  más  próximos  cuando  lo  son  por  la  línea  del  fundador;  puesto 
de  parientes  son  los  recurrentes  de  D.  Antonio,  Doña  Teresa  y  Doña 
90  rin  Sanguineto  por  la  linea  de  su  padre  D.  Juan  Francisco: 
lan  ■  haber  sido  infringida  por  las  razones  últimamente  expuestas 
a  doctrina  legal  de  que  la  voluntad  del  fundador  es  la  ley  á  que  deben 
djetarse  las  sucesiones  en  los  vínculos,  establecida  por  este  Tribunal 
dpremo  en  sentencia  de  26  de  Junio  de  1852: 
br&d  ”  haberlo  sido  asimismo  la  establecida  en  la  de  25  de  Noviem- 
to^?V86*  fiae  aPr°hada  la  fundación  de  un  mayorazgo  por  la  au- 
rmad  Real,  en  uso  de  las  facultades  legislativas  que  según  el  régi- 
dad  C0nstit0cl0nal  de  la  Monarquía  la  correspom  ían,  la  misma  autori¬ 
ce  tUt^0  m°d¡ficarla  cuando  y  como  tuvo  por  conveniente,  en  el  coo¬ 
pto  de  que  agregado  por  D,  Antonio  Sanguineto  y  Zayas  á  los  Mayo- 
p  Zgos  de  que  era  poseedor,  fundados  por  D.  Pedro  Jácome  y  D.  Juan 
aucisco  Sanguineto,  el  título  de  Marqués  de  San  Antonio  de  Mira  el 
10  para  que  anduviese  con  ellos  perpetuamente  cor  las  cláusulas, 
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vínculos  y  condiciones  con  que  andaban  los  demás  bienes  de  ellos,  en 
nso  de  la  autorización  que  al  efecto  le  concedió  el  Rey  Felipe  V  en  la 
Real  cédu'a  de  15  de  Diciembre  de  1711,  se  vino  á  constituir  una  vin¬ 
culación  única  en  la  que  debían  suceder  los  sucesores  y  descendentes 
de  D.  Antonio  Sanguineto  por  el  orden  regular,  aunque  con  ellos  se 
variasen  en  algo  las  reglas  que  para  la  sucesión  en  alguno  de  los  ma¬ 
yorazgos  habían  fijado  sus  respectivos  fundadores: 

4o  Eu  haber  sido  infringida  la  ley  45  de  Toro,  y  el  principio  de  que 
lo  que  es  nulo  por  la  ley,  no  puede  hacerse  válido  por  el  trascurso  del 
tiempo,  establecido  en  la  sentencia  de  21  de  Enero  de  1865;  porque 
declara  la  recurrida  en  su  último  considerando  que  la  acción  deducida 
por  ías  recurrentes  había  prescrito  cuando  se  interpuso  la  demanda,  y 
según  la  ley  de  Toro  citada,  que  es  la  Ia,  tít.  24,  libro  11  de  la  Novísi¬ 
ma  Recopilación,  jamás  prescribe  la  acción  que  para  reclamar  un  ma¬ 
yorazgo  compete  al  que  tiene  derecho  á  suceder  en  él,  pues  si  bien  lo9 
bienes  vinculados  quedaban  reducidos  á  la  clase  de  libres  desde  la  fe¬ 
cha  del  restablecimiento  de  las  leyes  desvinculadoras,  y  por  lo  tanto 
sujetos  á  las  prescripciones  del  derecho  común,  hay  que  tener  en  cuen¬ 
ta  que  la  demanda  interpuesta  no  se  ha  dirigido  á  los  bienes,  sino  úni¬ 
ca  y  exclusivamente  á  conseguir  la  declaración  de  nulidad  de  la  adju¬ 
dicación  del  mayorazgo  á  la  capilla  de  San  José: 

5o  En  la  infracción  de  las  doctrinas  sentadas  en  las  sentencias  de  ca¬ 
sación  de  29  de  Octubre  de  1857  y  8  de  Enero  de  1861,  de  que  la  ex¬ 
cepción  de  cosa  juzgado  sólo  tiene  lugar  cuando  es  una  misma  la  cosa 
litigiosa,  la  acción  intentada  y  los  litigantes  ó  personas  justiciables,  y 
de  que,  cuando  terminado  un  pleito  por  sentencia  ejecutoria,  se  litiga 
sobre  la  misma  cosa;  pero  por  diversa  razón  ó  causa  de  pedir,  no  se 
falta  al  respeto  de  la  cosa  juzgada,  faltando  el  segundo  juicio  contra  el- 
litigante  que  triunfó  en  el  primero;  en  el  concepto  de  que  se  dice  tam  - 
bién  en  la  sentencia  recurrida  que  la  pretensión  de  las  recurrentes  para 
suceder  en  la  vinculación  de  que  se  trata  fué  ya  objeto  del  pleito  se¬ 
guido  por  las  mismas,  con  el  fin  de  que  se  las  declarase  sucesoras  en 
el  patronato  de  la  capilla  de  San  José,  fundado  por  D.  Martín  Ramírez: 

6°  En  la  falta  de  congruencia  que  resulta  entre  la  sentencia  y  la  de¬ 
manda,  porque  ésta  se  ha  dirigido  contra  la  capilla  de  San  José,  á 
quien  se  hizq  la  adjudicación  del  mayorazgo  de  Sanguineto,  y  en  aqué¬ 
lla  se  absuelve  al  Conde  de  Guendulaín,  y  en  la  actualidad  á  sus  he¬ 
rederos  ó  causa  habientes; 

Y  7°  En  el  error  de  hecho  y  de  derecho  en  que  incurre  la  sentencia 
recurrida  al  apreciar  las  pruebas,  declarando  como  consecuencia  de  di¬ 
cha  apreciación  que  existe  la  excepción  de  cosa  juzgada  antes  referida, 
que  se  evidencia  con  el  simple  examen  de  las  dos  demandas  y  de  las 
dos  sentencias,  y  aun  con  la  simple  indicación  que  acerca  de  aquel 
pleito  se  hace  en  la  sentencia  recurrida: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  desde  el  restablecimiento  de  la  legislación  des- 
vinculadora  hasta  la  demanda  actual,  y  aun  hasta  la  anterior  de  1872 
han  trascurrido  más  de  30  años,  y  que  en  su  virtud  la  prescripción  ha 
puesto  término  á  las  acciones  sobre  bienes  que  fueron  vinculados,  por¬ 
que  la  ley  45  de  Toro,  que  se  supone  infringida  en  el  cuarto  motivo, 
quedó  sin  aplicación  desde  30  de  Agosto  de  1836,  haciéndose  desde  en¬ 
tonces  prescriptible  en  el  tenedor  de  las  cosas  vinculares  lo  que  antes 
no  lo  era: 

Considerando,  por  tanto,  que  son  inaplicables  y  no  han  podido  in- 
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fingirse  las  doctrinas  expuestas  en  los  motivos  Io,  2o  y  3o,  que  afec¬ 
tan  al  fondo  de  un  asunto  de  que  ya  no  puede  tratarse,  así  como  tam¬ 
bién  las  de  los  motivos  5o  y  7o,  referentes  á  uno  de  los  razonamientos 
de  la  sentencia  que  es  innecesario  examinar,  una  vez  cerrada  la  puer¬ 
ta  por  medio  de  la  prescripción  extintiva  de  las  acciones: 

Considerando,  en  fin,  que  no  es  de  estimar  el  sexto  motivo  en  que 
«o  se  cita  ley  alguna,  y  en  que  sin  razón  se  niega  congruencia  al  ab¬ 
solverse  á  la  parte  con  quien  se  ha  litigado,  como  si  esa  absolución  no 
envolviera  la  denegación  de  las  pretensiones  del  actor; 

Fallamos  que  debemos  deilarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Santos  y  Doña 
Jacinta  Massa  Sanguineti,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas, 
y  para  el  caso  en  que  mejoren  de  fortuna  al  de  1.000  pesetas  por  razón 
de  depósito,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Au¬ 
diencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  25  de  Oc¬ 
tubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Enero  de  1884.) 
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decurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  'Octubre 
de  1883). — Sala 'primera. — Tercería  de  dominio.— No  ha  logar  al  in¬ 
terpuesto  por  D.  Aniceto  Trespalacios  con  Doña  Rafaela  Fernández 
Pellón  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  no  habiéndose  impugnado  con  arreglo  á  la  ley  la  apreciación 
la  prueba ,  hecha  por  la  Sala  sentenciadora ,  estimando  que  La  obliga 
c}ón  de  un  marido  es  personal ,  hay  que  estar  y  atenerse  necesariamente 
a  ella  al  decidir  el  recurso ; 

F  2o  Que  las  leyes  3a  y  5a,  tit.  í°,  libro  10  de  la  Novísimo.  Recopi 
lación ,  la  doctrina  legal  que  consigna  el  ‘principio  de  que  los  frutos  y 
las  rentas  de  los  bienes  privativos  de  cada  uno  de  los  cónyuges  son  de 
ambos  en  común  y  pertenecen  á  la  sociedad  conyugal ,  y  la  que  establece 
que  cuando  no  se  prueba  por  la  tercerista  que  el  préstamo  hecho  á  su 
marido  se  invirtió  en  provecho  exclusivo  de  éste ,  es  indudable  que  los 
frutos  y  rentas  que  produzcan  los  bienes  aportados  por  uno  y  otro  cón 
Vuge,  cualquiera  que  sea  su  procedencia  y  denominación ,  pueden  em¬ 
bargarse  y  venderse  para-  pagar  aquellos  créditos ,  porque  se  presume 
Que  se  han  contraido  é  invertido  en  beneficio  común ;  no  se  refieren  al 
caso  en  que  la  obligación  aparece  contraída  exclusivamente  por  el  ma- 
rido,  sin  que  haya  redundado  en  provecho  de  la  sociedad  conyugal,  ni 
hervido  para  atender  á  las  cargas  del  matrimonio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
8?guidoen  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cerro  de  la 
ciudad  de  la  Hibana  y  eu  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  te¬ 
lurio  por  Doña  Rafaela  Fernández  Pellón,  propietaria,  con  D.  Aniceto 
trespalacios  y  Díaz,  comerciante,  y  con  D.  Diego  Truebas,  vecinos 
“dos  de  dicha  ciudad,  sobre  tercería  de  dominio;  pendiente  en  este 
tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casa'ción  por  infracción  de 
ey  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Cándido  Nocedal  y  el  Procurador 
u- Manuel  de  Diego  en  defensa  y  representación  de  Trespalacios;  ha- 
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hiendo  sido  defendida  y  representada  en  este  recurso  la  demandante 
Doña  Rafaela  por  el  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra  y  el  Procura¬ 
dor  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Llana: 

Resultando  que  en  virtud  de  un  pagaré  de  i. 907  pesos  en  oro, 
librado  por  la  Sociedad  de  Ilurralde  y  Madrazo  á  la  orden  de  Rosenda 
Rodríguez  y  Compañía,  garantizado  como  fiador  principal  pagador  por 
D.  Diego  Truebas,  procedió  contra  éste  en  la  vía  ejecutiva  D.  Aniceto 
Trespalacios,  á  quien  había  sido  endosado,  y  fuó  embargada  la  mitad 
de  los  alquileres  de  las  casas  número  12  déla  calle  de  Mercaderes  y 
número  1  do  la  de  Teniente  Rey  de  la  propiedad,  en  su  mitad  de  Doña 
Rafaela  Fernández  Pellón,  mujer  del  ejecutado  Truebas,  en  concepto  de 
parafernal  procediendo’de  su  herencia  materna: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  dedujo  Doña  Rafaela  en  8  de 
Abril  de  1880  la  demanda  que  hadado  origen  al  presente  pleito,  con  la 
solicitud  de  que  se  declarase  en  definitiva  que  los  alquileres  de  las  su¬ 
sodichas  casas  embargadas  en  su  mitad  por  Trespalacios  eran  de  su 
exclusiva  propiedad,  y  se  dispusiese  el  alzamiento  de  tal  embargo  y  la 
devolución  de  los  alquileres  que  se  hubiesen,  percibido  por  el  recauda¬ 
dor  ó  depositario,  condenando  al  ejecutante  Trespalacios  á  la  indemfli- 
zación  de  daños  y  perjuicios  y  al  pago  de  las  costas;  alegando  al  efecto 
que  la  mitad  de  dichas  casas  pertenecían  á  sus  parafernales  como 
habida  después  de  su  matrimonio  con  Truebas  por  herencia  de  su  legí¬ 
tima  madre  Doña  Teresa  Esmalt;  que  de  ello  tenía  noticia  el  demandado 
Trespalacios,  según  constaba  en  la  misma  diligencia  de  embargo,  y  que 
á  pesar  de  esto  y  de  no  deberle  nada  la  demandante,  se  había  negado  á 
alzar  el  embargo: 

Resultando  que  D.  Aniceto  Trespalacios  se  opuso  á  la  demanda 
fundado  en  que  la  ley  17,  tít.  1 1,  Partida  4*,  declara  que  los  frutos  ó 
rentas  de  los  bienes  parafernales  son  comunes  á  la  sociedad  conyugal 
mieutras  subsista  el  matrimonio;  en  que  las  3a  y  5a,  tít.  4°  de  la  Noví¬ 
sima  Recopilación  establecen  que  constituyen  bienes  gananciales  per¬ 
tenecientes  á  la  sociedad  conyugal  los  frutos,  rentas  ó  intereses  perci- 
cibidos  ó  devengados  durante  el  matrimonio  ó  adquiridos  después,  bien 
sea  por  título  oneroso  ó  lucrativo,  y  en  que  la  ley  14,  til.  20,  libro  3o 
del  Fuero  Real  y  la  sentencia  de  casación  de  22  de  Setiembre  de  1839, 
previene  que  son  cargas  y  obligaciones  de  la  sociedad  legal  las  deudas 
Contraídas  durante  el  matrimonio  por  el  marido  ó  por  la  mujer  debida¬ 
mente  autorizada: 

Resultando  que  D.  Diego  Truebas  apoyó  la  pretensión  de  la  deman¬ 
da  alegando  que  la  cantidad  importe  del  pagaré  que  dió  lugar  á  la  eje¬ 
cución  en  que  había  tenido  lugar  el  embargo  ingresó  en  su  totalidad 
en  poder  de  la  Sociedad  Iturralde  y  Madrazo,  sin  que  hubiese  tenido 
participación  alguna  en  tal  negociación  y  mucho  menos  su  mujer  Doña 
Rafaela;  que  por  lo  tanto,  no  habiendo  redundado  en  beneficio  de  ésta 
ni  tampoco  para  llenar  y  cumplir  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal, 
no  podía  producir  obligación  alguna  contra  la  demandante  ni  obligar 
sus  bienes  propios;  que  si  bien  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes  para¬ 
fernales  pasan  á  ser  gananciales,  es  con  el  fin  de  atender  á  las  necesi¬ 
dades  del  matrimonio,  que  son  en  primer  lugar  el  mantenimiento  de  la 
familia  y  educación  de  los  hijos,  según  la  ley  2a,  tít.  19,  Partida  4a; 
que  si  bien  los  gananciales  pueden  responder  en  algún  caso  de  las  deu¬ 
das  contraídas  por  algunos  de  los  cónyuges  siempre  que  se  pruebe  que 
se  contrajeron  en  provecho  de  lá. sociedad  legal,  no  puede  procederse 
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contra  ellos  sino  después  de  practicada  la  liquidación  del  caudal,  la 
cual  no  puede  tener  lugar  sino  por  la  disolución  del  matrimonio;  y  que 
*i  bien  la  ley  14,  tit.  20,  libro  3o  del  Fuero  Real  previene  que  toda 
deuda  que  el  marido  ó  mujer  contraigan  durante  el  matrimonio  la 
abonen,  no  se  refiere  á  los  gananciales;  y  en  el  supuesto  contrario 
siempre  se  entendería  que  hasta  después  de  la  disolución  del  matrimo¬ 
nio  no  podría  saberse  si  aquella  deuda  se  sacaba  de  los  gananciales  6 
del  capital  peculiar  del  cónyuge  que  la  contrajo,  porque  hasta  dichi 
época  no  es  dable  pra'cticar  la  liquidación,  conforme  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo,  y  sobre  todo  porque  el  sostenimiento  de  la 
familia  y  educación  de  los  hijos  es  carga  más  preferente  de  la  sociedad 
conyugal: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
?  en  dos  dos  instancias,  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  sentencia  revocatoria,  declarando  haber  lugar  á  la  demanda  de 
tercería  de  dominio  entablada  por  Doña  Rafaela  Fernández  Pellón  á 
Consecuencia  de  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Aniceto  Trespala  • 
cios  y  Díaz  contra  D.  Diego  Truebas,  y  mandando  en  su  consecuencia 
elzar  los  embargos  practicados,  dejando  los  bienes  que  fueron  y  son 
del  exclusivo  dominio  de  Doña  Rafaela  á  la  libre  disposición  de  ésta: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Aniceto  Trespa- 
lacios  recurso  de  caáación,  citando  como  infringidas: 

t°  Las  leyes  3a  y  oa,  tít.  4o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en 
el  hecho  de  afirmar  la  sentencia  recurrida  que  los  frutos  de  los  bienes 
Parafernales  de  la  esposa  son  de  su  exclusivo  dominio: 

2o  La  doctrina  legal  que  consigna  el  principio  de  qoe  los  frutos  y  las 
rentas  de  los  bienes  privativos  de  cada  uno  de  los  cónyuges  son  de 
atnbüs  en  común  y  pertenecen  á  la  sociedad  conyugal;  sancionado  tal 
Principio  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  2o  de  Noviembre 
y  9  de  Diciembre  de  1864,  23  de  Abril  y  8  de  Octubre  de  1866,  Io  de 
Marzo  de  1867,  11  de  Julio  de  1881,  y  en  otras  varias; 

.  Y  3o  La  doctrina  legal  establecida  como  jurisprudencia  en  la  senten¬ 
cia  de  este  mismo  Tribunal  de  11  de  Julio  de  1881  y  en  otras  varias,. 
“e  que  cuando  no  se  prueba  por  la  tercerista  que  e!  préstamo  hecho 
P°r  su  marido  se  invirtió  en  provecho  exclusivo  de  éste,  es  indudable 
^e  los  frutos  y  rentas  que  produzcan  los  bienes  aportados  por  uno  y 
otro  cónyuge,  cualquiera  que  sea  su  procedencia  y  denominación,  pue- 
den  embargarse  y  venderse  para  pagar  aquellos  créditos,  porque  se 
Presume  que  se  han  contraído  ó  invertido  en  beneficio  común: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  aceptado  los  funda¬ 
mentos  de  derecho  consignados  en  el  fallo  del  Juzgado  de  primera  ins¬ 
tancia,  en  los  cuales  apreciaba  éste  el  resultado  de  las  pruebas  practi 
cadas  por  las  partes,  sino  que,  por  el  contrario,  establece  claramente 
en  un°  de  los  considerandos  de  la  sentencia  objeto  del  recurso  que  la 
Obligación  de  que  se  trata  es  personal  del  marido  D.  Diego  Truebas, 
^aprendiéndose  del  conjunto  de  dicha  sentencia  que  en  concepto  de  la 
7  a  Truebas  no  recibió  el  dinero  importe  del  pagaré,  y  solamente  se 
obligó  como  fiador  principal  pagador: 

\  Considerando  que  no  habiéndose  impugnado  con  arreglo  á  la  ley  la 
todicada  apreciación  de  la  prueba,  hay  que  estar  y  atenerse  necesaria¬ 
mente  á  ella  al  decidir  el  recurso: 

Considerando  que  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  las  leyes  y 
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jurisprudencia  que  el  recurrente  cita  como  infringidas,  no  lo  han  sido 
en  realidad  porque  no  se  refieren  al  caso  del  presente  recurso,  en  que 
la  obligación  aparece  contraída  exclusivamente  por  el  marido,  sin  que 
haya  redundado  en  provecho  de  la  sociedad  conyugal,  ni  servido  para 
atender  á  las  cargas  del  matrimonio; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Aniceto  Trespalacios  Díaz,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Haba¬ 
na  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Octubre  de  1883,  ó 
inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Enero  de  1884.) 

• 
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Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883 ).— Sala  primera. 
— Pago  del  saldo  de  una  cuenta. — Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto 
por  Anacleto  Bolívar,  con  D.  Manuel  Lezama  y  otro  (Audiencia  de  Biir- 
gos),  y  se  resuelve: 

•  1*  Que  si  para  apreciar  y  ñjar  el  saldo  de  la  liquidación  de  cuentas 
presentadas  por  el  demandante,  ha  tenido  presente  la  Sala  sentenciado¬ 
ra ,  no  sólo  las  cartas  aducidas  flor  aquél,  sino  las  demás  pruebas  prac¬ 
ticadas;  y  atemperándose  á  su  resultado,  estima  que  no  puede  cargar  en 
la  cuenta  como  recibido  y  suplido  por  el  demandado  más  que  una  can¬ 
tidad  y  desecha  las  demás  impugnaciones  hechas  por  éste;  son  inaplica¬ 
bles  al  caso,  y  por  ello  no  han  podido  ser  infringidas  la  doctrina  legal 
de  que  hay  que  atenerse  al  sentido  literal  de  los  documentes  que  se  adu¬ 
cen  por  las  partes  y  la  ley  7a,  tit.  10  de  la  Partida  5a: 

2o  Que  si  la  cuenta  presentada,  cuyo  saldo  es  el  objeto  de  la  demanda 
contiene  dos  partidas:  una  por  capital  y  otra  por  intereses  de  ese  capital 
á  razón  de  o  por  100;  habiéndose  estimado  en  la  sentencia  la  rebaja  de 
parte  del  capital,  ha  debido  rebajarse  en  esta  proporción  ios  intereses , 
como  también  subsanarse  el  error  de  número  en  el  tiempo  por  que  han  sido 
devengados;  y  al  no  verificarlo  asi  la  sntencia  recurrida ,  infringe  la  ley 
y  doctrina  anteriormente  citadas: 

3o  Que  por  la  misma  razón  de  haberse  sacado  á  una' suma  capi¬ 
tal  é  intereses  y  condenado  al  pago  de  éstos  por  el  total  que  aquélla  arro¬ 
ja ■,  se  ha  infringido  el  art.  7o  de  la  ley  de  1 4  de  Marzo  de  1836,  que  or¬ 
dena  no  se  paguen  intereses  de  intereses,  á  no  ser  que  se  capitalicen  y  se 
estipulen  nuevos  réditos  sobre  el  aumento  del  capital; 

Y 4o  Que  el  art.  8o  de  la  citada  ley  de  14 'de  Marzo  de  1856  no  es  apli¬ 
cable  si  la  condenación  al  pago  de  intereses  no  reconoce  por  causa  el  ha¬ 
berse  constituido  el  deudor  en  mora,  sino  porque  estaban  probados. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao  y  en  la  S*U  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Manuel  de  Lezama  Leguiza- 
món  y  Aldama,  propietario,  vecino  de  Bilbao,  y  D.  Feliciano  de  Grisi  y 
Larrabe,  labrador,  vecino  de  Echevarri,  con  D.  Anacleto  Martínez  Bolí¬ 
var,  del  comercio  de  Bilbao,  sobre  pago  de  saldo  de  cuenta;  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Narciso  de  Olaneta  y  ol 
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Procurador  D.  José  María  Aguirre,  en  defensa  y  representación  de  Mar¬ 
tin  Bolívar,  habiendo  sido  defendidos  y  representados  en  este  recurso 
los  demandantes  por  el  Licenciado  D.  Aureliano  Linares  Rivas  y  el  Pro¬ 
curador  D.  Manuel  de  Diego: 

Resultando  que  D.  Auaeleto  Martínez,  D.  Manuel  deLezama  Legui- 
zamón  y  D.  Feliciano  de  Gori  constituyeron  sociedad  en  escritura  pú¬ 
blica  otorgada  en  Bilbao  en  2  de  Junio  de  1869  para  la  explotación  de 
la  mina  de  hierro  Nuestra  Señora  de  Begoña ,  estableciendo  las  bases 
y  condiciones  por  que  había  de  regirse  y  la  participación  que  cada  uno 
tendría  en  los  gastos  y  utilidades,  y  en  contrato  privado  de  6  de  Agos¬ 
to  de  1872  convino  dicha  Sociedad  en  suministrar  á  D.  José  Olaguive!, 
hermano  político  de  D.  Anacleto  Martínez,  6.000  toneladas  de  mineral 
por  un  precio  determinado: 

Resultando  que  en  ouenta  de  los  gastos  ocasionados  en  la  explota¬ 
ción  de  dicha  mina,  cuya  primera  partida  comprende  hasta  31  de  Di¬ 
ciembre  de  1872  y  la  última  se  refiere  á  31  de  Agosto  áe  1873,  se  con¬ 
signa  como  total  importe  de  dichos  gastos  la  cantidad  de  41.719  rs.  15 
céntimos,  y  se  hace  ascender  á  2.074  las  toneladas  de  mineral  entre¬ 
gadas: 

RQsultando  que  con  fecha  13  de  Junio  de  1874  se  firmó  una  cuenta 
en  Bilbao  por  Luis  Alday  por  autorización  de  D.  José  P.  de  Olaguivel, 

la  que  se  consigna  como  mineral  recibido  la  cantidad  de  1.802  tone¬ 
ladas,  equivalentes  á  52.347  rs.,  de  los  que  se  habían  pagado  á  Don 
Anacleto  Martínez  en  efectivo  y  suplidos  42.278  rs.  22  céntimos,  y  á 
ksguizamón  en  efectivo  por  saldo  10.068  rs.  con  78  céntimos: 

Resultando  que  en  4  de  Noviembre  de  1 876  se  presentó  á  D.  Anacle- 
to  Martínez  cópia  de  la  cuenta  general  formada  por  2.074  toneladas  de 
jfli'teral  entregadas  á  Olaguivel,  en  cuya  cuenta  se  empieza  consignan - 
uo  la  suma  de  60.240  rs.  como  importe  de  dicho  mineral,  de  la  cual  se 
Reduce  la  de  7.893  por  faltas  á  reserva  de  reclamarlas,  y  de  la  diferen- 
.C,H  importante  52.347  rs.  se  deduce  la  de  41.719  con  lo  céntimos  por 
1°8  gastos,  según  notas  presentadas;  y  bajo  tales  uases  se  viene  á  de¬ 
ducir,  después  de  recordar  en  la  penúltima  partida  que  á  D.  Anacleto 
Martínez  habían  sido  entregados  42.278  rs.  22  céntimos,  que  tenía  re¬ 
huidos  de  más  26.787  rs.  44  céntimos: 

.  Resultando. que  D.  Anacleto  manifestó  á  Lezama  en  carta  de  20  del 
hismo  mes  de  Noviembre,  en  vista  de  esta  última  cuenta,  que  creía  te- 
n.erle  manifestado  eon  anterioridad  qpe  no  debía  sufrir  las  consecuen¬ 
tes  de  la  falla  de  su  encargado  al  dejar  de  cobrar  7.893  rs.  cuando  can¬ 
chó  la  cuenta  con  el  comprador  ó  con  su  apoderado;  y  que  en  sus  apun- 
I  8  n°  resultaba  que  Olaguivel  le  hubiese  entregado  másque 34.000  rea- 
*es  en  vez  de  los  42. 27*  que  se  le  encargaban  por  tal  concepto  en  la 
uenta:  que  en  otra  de  30  del  mismo  mes  repitió  Martínez  á  Lezama 
HUe  en  la  suya  del  23. á  que  contestaba  le  había  confirmado  la  falta  de 
u  encargado  il  practicar  la  liquidación  del  mineral  vendido  á  Olagui- 
h»  porque  después  del  largo  tiempo  trascurrido  no  se  había  dado  nin¬ 
gún  paso  en  aquella  ciudad  de  Bilbao  ni  od  Bayona,  para  hacer  efectiva 
a  cantidad  que  dejó  de  cobrarse;  y  que  en  otra  de  16  de  Diciembre  del 
Teaíes  3”°  insistió  en  que  sólo  tenía  recibido  de  Olaguivel  34.000 

j..  Resultando  que  en  extracto  de  cuenta  fechado  en  Bilbao  en  31  de 
tí  c,erf,bre  de  1881  se  consigna  como  primera  partida  del  debe  de  Mar- 
Dez  en  su  cu  -nta  con  Lezama  la  cantidad  de  26.787  rs.  44*  céntimos 
,  tomo  53  10 
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por  saldo  á  favor  de  Lezama  según  liquidación  de  4  de  Noviembre  do 
1876,  y  como  segunda  y  última  la  de  9.584  reales  60  céntimos  por  los 
intereses  de  siete  años  y  57  días  sobre  la  cantidad  anterior  desde  No¬ 
viembre  de  1874  hasta  la  presente  fecha,  A  razón  de  un  5  por  100,  y 
se  concluye  deduciendo  un  saldo  á  favor  de  Lezama  de  35.831  reales 
con  52  céntimos: 

Resultando  que  en  2  de  Agosto  de  1881  dedujeron  D.  Manuel  de  Le- 
zflma  Leguizamón  y  D.  Feliciano  de  Goiri  la  demanda  que  ha  dado  ori¬ 
gen  al  presente  pleito  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  en  definiti¬ 
va  A  D.  Anacleto  Martínez  Bolívar  á  pagarles  el  indicado  saldo  de 
35.831  rs.  y  52  céntimos  que  arrojaba  la  liquidación  de  cuentas  prac¬ 
ticada  en  31  de  Diciembre  anterior,  con  los  intereses  devengauos  y  que 
se  devengasen  desde  diclva  fecha  A  razón  del  5  por  100: 

Resultando  que  D.  Anacleto  Martínez  contestó  la  demanda  pidien¬ 
do  que  se  le  absolviese  de  ella  en  definitiva,  se  condenase  á  los  deman¬ 
dantes  á  perpetuo  silencio  y  pago  de  las  costas,  y  formuló  además  una 
reconvención  que  no  es  objeto  del  recurso  interpuesto;  y  en  apoyo  de 
aquella  solicitud  alegó  en  cuánto  es  pertinente  que  el  encargado  de 
Lezama,  D.  Pedro  Sagarminaga  practicó  una  liquidación  con  D.  Luis 
Alday,  encargado  de  Olaguivel,  cuyo  resultado  consignó  Alday  en  su 
cuenta  de  13  de  Junio  de  1874,  y  como  Lezama  sabía  que  Olaguivel  só¬ 
lo  tenía  entregados  al  demandado  en  aquella  fecha  29  000  rs.  y  por  lo 
tanto  debía  saberlo  también  su  encargado  Sagarminaga  al  observar  és¬ 
te  que  se  hacía  subir  á  42.000  y  pico  lo  entregado  al  demandado,  debió  ‘ 
exigir  A  Alday,  si  no  todos  los  resguardos  correspondientes  A  la  expre¬ 
sada  cantidad,  á  lo  menos  los  que  acreditaran  la  diferencia:  que  lejos 
de  hacerlo  así  dejó  que  se  consignara  que  los  10.068  rs.  78  céntimos 
entregados  á  Lezama  lo  habían  sido  por  saldo  de  aquella  cuenta:  que 
entre  el  número  de  toneladas  abonadas  por  Olaguivel  en  esta  cuenta  y 
la  de  4  de  Noviembre  de  1876,  relativa  á  la  liquidación  de  2.074  tone¬ 
ladas  de  mineral  entregadas  á  Olaguivel,  existía  una  diferencia  de 
272,  cuyo  importe  no  ascendía  á  menos  de  7.893  rs.  que  Lezama  con¬ 
signaba  en  dicha  cuenta  de  1876  por  faltas  A  reserva  de  reclamarla»; 
pero  que  no  lo  había  hecho,  y  no  era  justo  que  el  demandado  sufriese 
las  consecuencias  de  tal  descuido:  que  de  estos  reparos  se  había  ocu¬ 
pado  y  los  había  hecho  presentes  á  Lezama  en  cartas  de  20  y  30  de  No¬ 
viembre  y  16  de  Diciembre  de  1876,  y  se  comprometió  en  efecto  aJ  abo¬ 
no  de  intereses  por  la  cantidad  que  resultase  liquida  al  tipo  del  5  por 
100  anual:  que  el  socio  que  asume  la  gestión  de  los  intereses  sociales  >u 
hace  responsable  de  los  perjuicios  que  la  Sociedad  experimente  por  se 
morosidad  y  descuido,  por.  lo  cual  Lezama,  que  por  medio  de  su  encar¬ 
gado  Sagarminaga  practicó  la  liquidación  de  los  minerales  vendidos  A 
Olaguivel,  admitiendo  rebajas  no  comprendidas  en  el  convenio  ó  no 
exigiendo  A  su  tiempo  el  importe  de  aquel  déficit,  debe  á  la  Sociedad 
los  7.893  reales  que  el  mismo  consignaba  en  sus  cuentas;  y  que  aun 
cuando  so  haya  estipulado  el  abono  de  intereses  de  la  cantidad  que*  re¬ 
sulte  deberse,  estos  intereses  no  se  pueden  apreciar  ni  menos  hacer 
efectivos  hasta  tanto  se  haya  practicado  la  correspondiente  liquida¬ 
ción: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  diciendo,  entre  otras 
cosas,  que  los  10  068  rs.  con  68  céntimos  que  el  encargado  de  Lezama 
recibió  de  Alday  fueron  en  cuenta  y  no  por  saldo  de  liquidación,  y  que 
negando  el  demandante  los  hechos  y  afirmándolos  el  demandado,  debe 
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éste  probarlos;  y  evacuado  por  Martínez  Bolívar  el  trámite  de  dúplica 
e°  la  que  insistió  en  sus  anteriores  alegaciones,  se  recibió  el  pleito  á 
prueba  y  utilizaron  el  trámite  ambas  partes,  sirviéndose  especialmente 
de  la  de  testigos  y  posiciones: 

Resultando  que  en  15  de  Dipiembre  de  1882  dictó  sentencia  confir¬ 
matoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  condenando  á  Don 
Anacleto  Martínez  Bolívar  á  pagar  á  los  demandantes  D.  Manuel  de  Le¬ 
tona  Leguizamón  y  D.  Feliciano  Goiri  pos  el  concepto  que  se  reclama 
la  cantidad  de  27.5-53  rs.  30  céntimos,  en  vez  de  los  35. *31  rs.  con  -52 
céntimos  que  se  le  piden,  más  los  intereses  de  un  5  por  100  correspon¬ 
dientes  á  la  primera  cantidad  citada, 'entendiéndose  el  abono  de  dichos 
intereses  desde  el  día  31  de  Diciembre  de  1880  hasta  que  se  haga  efec¬ 
tiva  la  condena,  y  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  reconvención 
Propuesta  por  D.  Anacleto  Martínez: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  estableci¬ 
miento  destinado  al  efecto,  interpuso  D.  Anacleto  Martínez  Bolívar  re¬ 
curso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Io  La  doctrina  legal  de  que  hay  que  atenerse  al  resultado  ó  sentido 
literal  de  los  documentos  que  se  aducen  por  las  partes  para  resolver 
gus  diferencias  sobre  cuya  autenticidad  no  se  discuta,  confirmada  por 
Ia  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de  Abril  de  1865  y  por 
°tras,  así  como  la  disposición  7a  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  en  cuanto  preceptúa  que  ha  lugar  al  recurso  cuando  al 
aPreciar  los  documentos  auténticos  se  incurre  en  error  de  hecho  y  re¬ 
solta  de  ellos  mismos  la  equivocación  evidente  del  juzgador;  en  el' 
Concepto  de-que.desestima  la  sentencia  recurrida,  al  determinar  la  can¬ 
dad  líquida  que  debe  satisfacer  el  recurrente,  el  abono  á  éste  de  la 
Partida  de  7.693  rs.  que  en  la  cuenta  de  4  de  Noviembre  de  1876  rela¬ 
tiva  á  las  2.074  toneladas  de  mineral  entregadas  á  Olaguivel,  se  deduce 
oel  importe  de  esta  cantidad  de  mineral  por  falta  á  reserva  de  recla¬ 
marla,  no  obstante  que  resulta  claramente  de  las  mismas  cuentas  que 
dicha  partida  es  el  valor  de  272  toneladas  que  hay  de  diferencia  entre 
las  2.974  que  figuran  también  como  vendidas  á  Olaguivel,  en  la  aten¬ 
ía  de  los  gastos  de  explotación  y  acarreo  de  los  productos  de  la  mina  y 
Ia»  1.082  toneladas  de  que  únicamente  se  hizo  cargo  D.  Luis  Alday,  en 
rePresentación  de  Olaguivel  en  la  cuenta  de  13  de  Junio  de  1874,  y  á 
Pesar  de  que  en  la  citada  cuenta  de  4  de  Noviembre  de  1876  se  deduce 
Para  practicar  la  liquidación  el  total  importe  de  la  cuenta  de  gastos  de 
explotación  y  acarreo  de  las  2.074  toneladas  de  mineral  entregadas  á 
Olaguivel: 

2°  La  misma  doctrina  y  disposición  citadas  en  el  anterior  motivo 
‘‘especio  de  la  apreciación  del  contenido  de  las  cartas  dirigidas  por  el 
recurrente  a  D.  Manuel  de  Lezama  con  fechas  20  y  30  de  Noviembre  y 
16  de  Diciembre  de  1876  presentadas  en  autos  por  los  mismos  deman 
Cantes,  puesto  que  consta  en  ellas  que  el  recurrente  siempre  sostuvo 
Jiue  no  ¿ebía  afectarle  la  falta  relativa  á  no  haberse  cobrado  el  impor- 
le  de  las  272  toneladas  de  mineral,  y  no  es  por  tanto  dable  suponer  otra 
cosa  sin  contradecir  el  resultado  de  dichas  cartas  acerca  del  paHicular: 
.  30  La  ley  7a,  tít.  10  de  la  Partida  5a,  en  cuanto  dispone  que  los  da 
*j08  y  menoscabos  que  acaezcan  por  culpa  de  algún  socio  no  deben  str 
de  cargo  de  sus  compañeros,  además  de  la  disposición  y  doctrinas  le 
8alcs  a  que  se  contraen  los  anteriores  motivos;  en  el  concepto  de  que 
al  admitir  Lezama  por  medio  de  su  representante  los  10.068  rs.  78  cén- 
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timos,  indicados  en  la  cuenta  de  13  de  Junio  de  1874  como  entrega  he¬ 
cha' por  Alday  á  nombre  del  comprador  del  mineral  Olaguivel  por  sal 
do,  según  allí  se  consigna,  en  vez  de  expresarse  que  era  á  cuenta  por 
no  resultar  satisfechas  las  272  toneladas  susodichas,  no  podía  afectar 
este  perjuicio  al  recurrente,  que  tiene  derecho  á  que  en  la  liquidación 
se  comprendan  los  7.893  rs.,  valor  de  las  272  toneladas  de  mineral: 

4o  Las  leyes  19,  .tít.  22,  y  4a,  tít.  26  de  la  Partida  3a,  que  declaran 
que  no  deben  valer  las  sentencias  respecto  del  error  material  de  cuenta 
que  contengan,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supre¬ 
mo  que  establece  este  mismo  principio,  porque  acepta  la  sentencia  re¬ 
currida  la  segunda  partida  del  debe  de  la  cuenta  de  31  de  Diciembre  de 
1880,  en  cuya  partida  se  dice  que  son  siete  años  y  57  días  los  trascu¬ 
rridos  desde  Noviembre  de  1874  hasta  el  día  en  que  aparece  formada 
dicha  cuenta,  y  se  calculan  los  intereses  cod  arreglo  á  tal  computación 
no  obstante  que  el  tiempo  trascurrido  entre  dichas  fechas  asciende  só¬ 
lo  á  seis  años  y  57  días: 

5o  La  doctrina  legal  de  que  no  cabe  la  condena  de  intereses  repecto 
de  un  capital  ó  cantidad  de  que  no  debe  el  demandado  ó  de  cuyo  pago 
se  le  absuelve,  sancionada  entre  otras  sentencias  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  en  la  de  23  de  Noviembre  de  1880,  y  la  disposición  4a  del  citado 
art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  puesto  que  es  incuestiona¬ 
ble  que  habiéndose  considerando  rebajada  la  cantidad  adeudada  por  el 
recurrente  en  8.278  rs.  22  céents.,  al  estmiarse  en  la  sentencia  recurri¬ 
da  que  no  recibió  42.278  rs.  22  cénts.,  como  sostenían  los  demandantes 
y  consignaron  en  la  liquidación  de  4  de  Noviembre  de  1876,  sino  úni¬ 
camente  los  34.000  que  confesó  tener  recibidos,  ha  debido  ordenarse 
como  consecuencia  lógica  y  forzosa  que  se  rebajara  igualmente  el  inte¬ 
rés  correspondiente  á  dicha  cantidad  de  8.278  rs.  22  cénts,  no  recibida 
ni  adeudada  por  él,  á  cuyo  pago  no  se  le  condena,  por  lo  que  no  es  líci¬ 
to  y  justo  que  satisfaga  intereses  por  ella: 

6o  El  art.  7°  de  la  ley  de  1 4  de  Marzo  de  1 856,  en  cuanto  dispone  que 
no  se  paguen  intereses  de  intereses,  á  no  ser  que  se  capitalicen  y  esti¬ 
pulen  nuevos  réditos  sobre  el  aumento  del  capital,  con  sujeción  á  lo 
prescrito  en  el  art.  2o  de  dicha  ley,  ó  sea  por  medio  del  pacto  escrito, 
sin  que  de  otro  modo  puedan  tener  validez,  y  la  doctrina  admitida  por 
la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo#en  sentencia  de  27  de  Mar¬ 
zo  de  1880,  y  en  otras,  según  la  cual,  fuera  del  caso  en  que  se  haya 
convenido,  no  devengan  intereses  sino  con  relación  á  capitales  que  re¬ 
sulten  liquidados;  puesto  que  la  condenación  al  pago  de  intereses  que 
hace  la  sentencia  recurrida,  recae  no  sólo  sobre  el  capital  adeudado 
por  el  recurrente  sino  también  sobre  los  intereses  de  este  capital, 
comprendidos  en  el  saldo  formado  hasta  31  de  Diciembre  de  1880,  no 
obstante  que  no  concurren  tas  indicadas  condiciones  excepcionales  que 
se  exigen  para  que  puedan  cobrarse  intereses  de  intereses; 

Y  7o  El  art.  8°  de  la  misma  ley  de  14  de  Marzo  de  '1856,  que  recono¬ 
ce  que  se  exija  el  interés  pactado  por  razón  de  mora,  y  la  doctrina  le¬ 
gal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  15  de  Di 
ciembíe  de  1880  y  en  otras  de  que  en  los  pleitos  sobre  liquidación  de 
lo  adeudado  basta  que  no  se  fija  y  determina  en  la  sentencia  la  can 
ti  Jad  liquida  que  debe  abonarse  no  existe  ia  mora  á  que  hace  referen¬ 
cia  el  expresado  artículo,  en  cuya  recta  interpretación  no  cabe  tampoco 
que  los  intereses  comprendidos  en  el  saldo,  sino  sólo  del  capital  líquido, 
mientras  no  luya  pacto  expreso  por  escrito  en  contrario,  conforme  á 
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lo  establecido  en  los  artículos  de  la  misma  ley,  citados  en  el  anterior 
motivo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  para  apreciar  y  fijar  el  saldo  de  la  liquidación  de 
cuentas  presentadas  por  el  demandante,  única  cuestión  á  que  se  con¬ 
creta  este  pleito,  ha  tenido  presente  la  Sala  sentenciadora  no  sólo  las 
cartas,  folios  6,  7  y  8,  aducidas  por  aquél  sino  las  demás  pruebas  prac¬ 
ticadas;  y  atemperándose  á  su  resultado  estima  que  no  puede  cargar 
en  la  cuenta  como  recibido  y  suplido  por  Olaguivel  más  cantidad  que  la 
de  34.000  reales,  y  desecha  las  demás  impugnaciones  hechas  por  Don 
Anacleto  y  por  consiguiente  son  inaplicables  al  caso  y  por  ello  no  han 
podido  ser  infringidas  la  doctrina  legal  de  que  hay  que  atenerse  al  sen¬ 
tido  literal  de  los  documentos  que  se  aducen  por  las  p«rtes  que  se  invo¬ 
ca  en  el  primero  y  segundo  motivos,  y  la  ley  7a,  tít.  10  de  la  Partida 
o  que  se  alega  en  el  3o: 

Considerando,  respecto  al  4o  y  5o,  que  la  cuenta  presentada,  cuyo 
saldo  de  35.331  rs.  52  céntimos  es  el  objeto  de  la  demanda,  contiene 
dos  partidas:  una  por  capital  de  26  787  rs.  44  céntimos,  y  otra  por  in¬ 
tereses  de  ese  capital  á  razón  de  5  por  100  desde  4  de  Noviembre  1874 

*  31  de  Diciembre  de  1880,  de  9.584  rs.  60  céntimos;  y  habiéndose  esti¬ 
mado  en  la  sentencia  la  rebaja  de  8.278  rs.  del  capital,  ha  debido  reba¬ 
jarse  en  esta  proporción  los  intereses,  como  también  subsanarse  el  error 
de  número  en  el  tiempo  por  que  han  sido  devengados,  puesto  que  de  4 
de  Noviembre  de  1874  á  31  de  Diciembre  de  1880  van  seis  años  57  dias, 
y  no  siete  con  igual  número  de  días  que  en  dicha  cuenta  se  suman,  y  por 
consiguiente  al  no  verificarlo  así  la  sentencia  recurrida  infringe  las.le- 
yes  y  doctrina  que  se  citan  en 'dichos  dos  motivos: 

Considerando  en  cuanto  al  6o,  por  la  misma  razón  de  haberse  saca¬ 
do  á  ana  suma  capital  é  intereses  y  condenado  al  pago  de  éstos  por  el 
total  que  aquella  arroja,  se  ha  infringido  el  art.  T  de  la  ley  de  14  de 
Marzo  de  1856,  que  ordena  no  se  paguen  intereses  de  intereses,  á  no 
®9r  qoe  se  capitalicen  y  se  estipulen  nuevos  réditos  sobre  el  aumento 
dot  capital: 

Considerando,  respecto  al  7°  y  último  qoe  no  es  aplicable  al  caso 
Presente  el  art.  8°  de  la  citada  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  en  el  con- 
CeP.to  en  que  se  alega  como  infringido,  porque  la  condenación  al  pago 
de  intereses  no  reconoce  por  causa  el  haberse  constituido  el  deudor  en 
sino  porque  estaban  probados; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 

casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Anacleto  Martínez 
"Olivar  en  cuanto  á  los  motivos  señalados  con  los  números  4°,  5o  y  6o, 
y  Ro  haber  logar  á  los  demás  alegados;  y  eo  su  consecuencia  casamos 
y  anulamos  la  sentencia  que  en  15  de  Diciembre  de  1882  dictó  la  Sala 
6  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  únicamente  en  la  parte  que  la 
I  ordenación, exceda  de  la  cantidad  á  que  deba  limitarse,  subsanándose 

•  °s  errores  de  que  se  ha  hecho  mérito  en  los  anteriores  considerandos;  y 
4®vuélvase  á  D.  Anacleto  Martínez  Bolívar  el  depósito  de  1.000  pese¬ 


tas 


¡Joe  tiene  constituido.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Octubre  de 


883>  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Enero 


de  1884.) 
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llecurso  «le  casación  (27  de  Octubre  de  1883). — Sala  primera. 
— Tercería  de  dominio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Mariano  de 
Cors  con  D.  José  Picó  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  ley  Ia,  til.  Io,  libro  10  de  la  Novlñma  Recopilación  no 
tiene  aplicación  en  cuestiones  de  tercería  de  dominio  y  tercería  de  pre¬ 
ferencia ,  porque  en  casos  tales  no  se  trata  del  cumplimiento  de  obliga¬ 
ciones  más  ó  menos  solemnemente  contraidas,  sino  de  la  prelación  entre 
los  derechos  deducidos  por  el  ejecutante  y  el  tercerista  contra  los  bienes 
ejecutados  como  propios  del  deudor ,  que  ha  de  determinarse  por  reglas 
y  preceptos  que  no  contiene  dicha  ley ; 

Y  2°  Que  guarda  perfecta  congruencia  con  lo  pedido  y  alegado  por 
las  partes,  la  sentencia  que  absuelve  ó  los  demandados ,  pues  resuelve 
con  esta  f  órmula  todas  las  cuestiones  del  pleito,  según  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afueras 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  aquel  territorio  por  D.  Moriano  de  Cors,  vecino  de  Gerona,  pro¬ 
pietario,  con  D.  José  Picó,  dorador,  vecino  de  Barcelona,  y  D.  Juan 
Richetta,  que  no  ha  comparecido,  sobre  tercería  de  dominio;  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  intérpuesto  á  nom¬ 
bre  del  D.  Mariano  Cors  por  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez,  bajo 
la  dirección  del  Licenciado  D.  Luis  Martorell  y  Rovira,  habiendo  re¬ 
presentado  y  defendido  al  D.  José  Picó  el  Procurador  D.  Francisco 
Egea  y  el  Licenciado  D.  Bernardo  R.  Gil  Sanz: 

Resultando,  que  seguidos  autos  ejecutivos  por  D.  José  Picó  contra 
D.  Juan  Richetta,  dedujo  D.  Mariano  Cors  en  9  de  Noviembre  de  1880 
demanda  de  tercería  de  dominio  y  subsidiariamente  de  mejor  derecho 
exponiendo  que  el  ejecutado  D.  Juan  Richetta  adeudaba  al  demandan¬ 
te  desde  mucho  tiempo  10.500  pesetas,  quien  se  las  había  prestado  pa¬ 
ra  que  montara  el  establecimiento  «cervecería  restaurant  de  Louvre» 
en  la  casa  núm.  2  de  la  rambla  de  Santa  Mónica:  que  como  quiera  que 
no  devolvió  la  expresada  cantidad  á  pesar  de  que  había  vencido  el  pla¬ 
zo,  y  circulaban  rumores  de  que  tendría  que  cerrarse  el  establecimien¬ 
to  á  causa  de  las  muchas  deudas  que  había  contraído,  requirióle  de  pago 
y  presentó  escrito  en  el  Juzgado  del  Pino  con  el  objeto  de  preparar  la 
acción  ejecutiva  contra  el  expresado  deudor,  el  que  con  una  mala  fe 
inconcebible  negó  la  legitimidad  de  las  firmas  que  tenía  puestas  en  los 
documentos:  que  después  de  varias  conferencias  con  el  ejecutado  y  de 
averiguado  que  D.  Ricardo  Grill  había  trabado  ejecución  contra  el 
mencionado  establecimiento  por  17.500  pesetas,  segün  procedimiento 
ejecutivo  vertiente  en  el  Juzgado  precitado  por  ültimo,  según  lo  acre¬ 
ditaba  la  escritura  de  compra  é  insolntum-dación  que  acompañaba  de 
f  de  Setiembre  de  1880,  convino  el  alegante  en  comprar  al  ejecutado 
la  cervecería  restaurant  del  Louvre  por  28.000  pesetas,  dé  las  cuales 
10.500  se  las  aplicó  al  pago  de  su  expresado  crédito,  habiendo  entre¬ 
gado  las  otras  17.500  restantes  al  ejecutado  referido,  en  el  lugar  del 
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cual  se  hallaba  enteramente  repuesto  para  continuar  aquel  procedi¬ 
miento:  que  D.  José  Picó  había  promovido  las  actuaciones  en.  que  se 
personaba  el  alegante,  apoyado  en  un  pagaré  de  la  cantidad  de  820  pe¬ 
setas  que  á  su  favor  le  entregó  el  Richetta  en  Io  de  Mayo  de  1880,  á 
tres  meses  plazo,  contaderos  desde  la  expresada  fecha;  y  preparada 
contra  el  deudor,  real  ó  simulada,  la' ejecución,  había  conseguido  ejet- 
cutar  el  refeiido  establecimiento,  ni  más  ni  menos  que  si  hubiese  teni¬ 
do  que  ver  con  él  algo  D.  Juan  Richetta,  siendo  lo  más  sensible  que  se 
había  verificado  la  extracción  de  los  muebles  y  efectos  de  que  estaba 
compuesto,  de  tal  manera  que  había  sido  preciso  su  cerramiento,  al 
paso  que  corrían  los  salarios  de  los  dependientes  en  número  de  nueve, 
y  el  alquiler  de  la  casa,  no  menos  crecido,  á  razón  de  765  rs.  mensua¬ 
les,  según  así  lo  atestigua  el  recibo  suscrito-  por  el  dueño  de  la  casa: 
que  como  en  el  acto  de  la  extracción  referida  se  empeñó  el  ejecutante 
en  llevarla  adelante  á  pesar  de  que  Cors  exhibió  la  contrata  de  arriendo 
á  su  favor  otorgada  y  la  escritura  de  adquisición  del  establecimiento 
en  cuestión,  era  obvio  y  claro  que  obró  con  temeridad  manifiesta  y  con 
dolo  de  la  clase  que  hace  responsable  á  quien  lo  usa  de  los  perjuicios 
consiguientes:  que  los  indicados  perjuicios  eran  gravísimos,  no  sola¬ 
mente  en  relación  al  alquiler  y  á  los  salarios  indicados,  sino  que  de  una 
manera  muy  especial,  por  consideración  al  descrédito  que  había  sufri¬ 
do  el  establecimiento  con  el  hecho  de  haberse  tenido  que  cerrar  y  ex¬ 
traer  los  efectos  en  él  contenidos,  de  la  manera  más  deshonrosa  que  se 
h'zo,  cual  si  el  alegante  hubiese  tenido  deudas*que  solventar,  cuando, 
jio  solamente  no  tenia  ninguna,  sino  que  p^r  el  contrario  era  uno  de 
*os  primeros  propietarios  de  la  provincia  de  Gerona;  y  después  de  ex  ¬ 
poner  1  os  fundamentos  de  derecho  pidió  que  con  suspensión  de  la-  vía 
de  apremio  se  formase  ramo  separado,  con  citación  del  ejecutado  para 
•á  sustanciación  de  la  tercería,  y  en  su  lugar  y  caso  se  dictase  senten- 
®la  en  la  cual  se  declarase  de  plena  y  exclusiva  propiedad  del  deman¬ 
dante  los  bienes  embargados  mandando  levantar  los  embargos  puestos 
en  los  propios  bienes,  y  condenando  al  ejecutante  á  que  junto  con  las 
oostas  del  juicio  abonase  á  Cors  los  perjuicios  causados  con  los  embar¬ 
res  y  extracción  aludidos;  y  resolviendo  en  todo  caso  subsidiaiiamente 
que  el  alegante  tenía  preferente  derecho  para  el'cobro  de  sus  créditos 
Personalmente  y  como  cesionario  de  D.  Ricardo  Grill,  al  que  sostenía 
El  ejecutante  respecto  al  producto  en  venta  de  los  efectos  pertenecien- 
l?s  á  la  cervecería  restaurant  del  Louvre;  por  otrosí,  ignorando  si  el 
Ejecutante  carecía  ó  no  de  responsabilidad,  al  efecto  de  evitar  los  per¬ 
juicios,  consignó  en  el  Juzgado  820  pesetas  i  que  ascendía  el  pagaré, 
y  pidió  que  se  depositasen  en  el  Banco  de  España  hasta  que  estuviese 
germinada  por  ejecutoria  la  tercería,  continuando  los  bienes  embarga¬ 
dos,  entregándose  y  restituyéndose  al  alegante  los  objetos  y  efectos 
que  habían  sido  extraídos  del  establecimiento: 

Resultando  que  D.  José  Picó  al  contestar  la  demanda  expuso  que  ha¬ 
cendó  D.  Juan  Richetta  comprádole  una  partida  de  sillas  de  Viena  para 
El  establecimiento  cervería  del  Louvre  que  aquél  tenía  en  la  ciudad 
de  Barcelona,  como  no  pudiera  pagar  al  contado  el  importe  de  la»com- 
prai  suscribió  y  le  entregó  Richetta  un  pagaré  de  Io  de  Mayo  de  <880, 
pur  el  cual  se  obligó  á  pagar  dentro  de  tres  meses  la  suma  de  820  pe- 
*Etas,  como  valor  del  género  recibido  á  su  entera  satisfacción:  que 
■*Rgó  el  vencimiento  del  plazo  estipulado,  y  Richetta  no  satisfizo  el 
Pagaré,  y  al  día  siguiente  fué  protestado  en  debida  forma;  y  agotados 
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inútilmente  todos  los  recursos  amistosos  y  deferentes  para  que  Ri- 
chetta  cumpliera  sn  obligación,  presentó  Picó  demanda  en  10  de  Se¬ 
tiembre  de  1880,  en  virtud  de  la  cual  se  despachó  ejecución  contra 
Richetta  por  aquella  suma,  intereses  legales  desde  la  fecha  de  protesto, 
2  de  Agosto,  y  costas  del  juicio:  que  se  trabó  el  embargo  sin  que  en  la 
diligencia  llevada  A  cabo  en  la  cervería  del  Louvre  se  hubiere  exhibido- 
por  el  ejecutante  ni  por  otra  persona  justificación  alguna  que  pudiera 
infundir  duda  acerca  de  la  propiedad  de  terceras  personas  sobre  lo 
embarcado,  y  como  los  muebles  embargados  se  dejaron  en  poder  del 
ejecutado,  el  alegante,  no  podiendo  fiar  la  prenda  garantía  de  su  cré¬ 
dito  A  Richetta  por  no  inspirarle  sn  conducta  confianza,  pidió  en  18  de 
Octubre  la  extracción  y  depósito  de  los  efectos  embargados  ea  poder 
del  guarda  de  los  Tribunales,  como  así  lo  acordó  el  Juzgado:  que  por 
sentencia  de  27  de  Octubre  se  mandó  seguir  la  ejecución  adelante:  que 
en  este  estado  y  cuando  se  procedía  al  cumplimiento  de  sentencia  íué 
cuando  D.  Mariano  de  Cors  presentó  demanda  de  tercería  de  dQjninio  y 
subsidiariamente  de  mejor  derecho,  fundándose  en  que  los  bienes  eje¬ 
cutados  á  Richetta  eran  de  propiedad  de  dicho  tercer  opositor  por  ha¬ 
berlos  comprado  con  el  establecimiento  cervecería  del  Louvre,  según  la 
oscritura  qne  acompañó  que  era  de  advertir  que  el  tercerista  había  ex- 
nuesto  qne  circulaban  rumores  de  que  tendría  que  cerrarse  la  cervece¬ 
ría  del  Louvre  A  causa  de  las  muchas  deudas  que  Richetta  había  contraí¬ 
do:  que  la  escritura  privada  estaba  extpndida  sobre  papel  del  sello  IIo, 
vale  de  75  céntimos  de  peseta,  y  por  ella  se  traspasó  un  establecimiento 
en  28.000  pesetas:  que  el  pagaré  que  justificaba  el  derecho  del  alegante 
lenía  todos  los  requisitos  legales  y  llevaba  la  fecha  dé  Io  de  Mayo  de 
1880,  era  la  expresión  del  justo  precio  de  los  sillas  vendidas  A  Richetta, 
dueño  de  la  cervecería  del  Louvre,  habiendo  sido  reconocido  judicial¬ 
mente  en  Io  de  Setiembre  de  1880;  y  después  de  alegar  varios  funda¬ 
mentos  de  derecho,  expuso  la  excepción  de  sine  actione  agis  y  la  de 
dolo,  y  pidió  qne  no  se  diese  lugar  á  la  demanda  de  tercería,  absol¬ 
viendo  al  alegante  de  la  misma,  imponiendo  al  Cors  el  pago  de  lasMos- 
tas  y  perjuicios  sufridos  hasta  el  definitivo  pago: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  Cors  y  Picó  acusada 
la  rebeldía  A  D.  Juan  Richetta  y  practicadas  las  pruebas  que  las  partes 
propusieron,  el  Juez  de  primera  instancia  por  sentencia  de  li  de  Fe¬ 
brero  de  1882  declaró  no  haber  lugar  á  la  demanda  de  tercería  de  do¬ 
minio  y  subsidiariamente  de  mejor  derecho,  deducida  por  O.  Mariano 
Cors  en  méritos  de  los.antos  ejecutivos  seguidos  por  D.  J<-.sé  Picó  con¬ 
tra  D.  Juan  Richetta,  y  en  su  virtud  absolvió  A  éstos  de  la  misma,  con 
imposición  de  todas  las  costas  de  esta  pieza  separada  al  tercer  opositor 
D.  Mariano  Cors:  que  se  pusiera  testimonio  de  esta  resolución  en  los 
autos  principales  para  que  siguieran  su  curso  las  diligencias  de  aore- 
rnio  hasta  realizar  el  pago  de  capital,  intereses  y  costas;  y  de  confor¬ 
midad  con  lo  dispuesto  en  el  art.  8o  del  Real  decreto  de  12  de  Octubre 
de  1 861 ,  declaró  A  D.  Mariano  Cors  incurso  en  el  reintegro  de  papel  que 
debió  usar  para  el  contrato  privado  que  contiene  la  venta  ór traspaso  de 
la  cervecería  del  Louvre,  y  en  la  multa  del  duplo,  que  haría  efectiva 
en  el  papel  correspondiente: 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  dicha  sentencia  por  la  qne 
la  Sala  segundado  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó- en  Io  de 
Diciembre  de  1882,  por  parte  de  D.  Mariano  Cors  se  interpuso  recurso 
de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 
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Io  La  ley  Ia,  tít.  4°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  cual¬ 
quiera  mai.era  que  el  hombre  parezca  que  quiso  obligarse  queda  obli¬ 
gado,  sus  concordantes,  y  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo  en  conformidad  a  la  misma;  en  cuanto  no  da  valor  ni  efecto 
alguno  d  la  escritura  de  adquisición,  de  la  cervecería  restaurant  del 
Louvre  entre  Richetta  y  el  recurrente,  ni  al  contrato  de  inquilin atoe  ó 
arriendo  del  local  en  que  se  halla  establecido,  á  favor  también  del  re¬ 
currente  y  no  del  deudor  Richetta,  producidos  ambos  documentos  en 
autos  y  de  los  que  resulta  evidente: 

2°  El  principio  de  derecho  y  la  constante  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo,  relativos  á  la  congruencia  de  las  sentencias  con  lo 
Pedido  y  alegado  por  las  partes;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  en  su 
Parte  dispositiva,  lo  mismo  que  en  sus  fundamentos,  prescinde  por 
completo  del  derecho  preferente  que  tenía  el  acreedor  D.  Ricardo  Grill 
sobre  el  D.  José  Picó  y  resuelve  sólo  el  mejor  derecho  de  éste,  respecto 
A  D.  Mariano  Cors  en  lo  referente  á  su  crédito  pfopio  y  exclusivo,  sin 
decidir  acerca  el  que  tiene  como  sucesor  del  Grill ;  siendo  así  que  en  la 
stipliea  de  su  demanda  se  dice  textualmente:  «y.  reso'viendo  en  todo 
caso  subsidiariamente  que  Cors  tenía  preferente  derecho  para  el  cobro 
de  sus  créditos  personales,  y  como  cesionariode  D.  Ricardo  Grill ,  al  que 
sostiene  el  ejecutante  respecto  al  producto  en  venta  de  los  efectos  per¬ 
tenecientes  á  la  cervecería  restaurant  del  Louvre,»  y  no  se  diga  que  al 
no  dar  lugar  á  tercería  de  mejor  derecho,  por  lo  que  toca  al  D.  Mariano 
Cors,  se  desestima  también  la  de  su  causante  D.  Ricardo  Grill.  pues  son 
nos  cosas  completamentedistintas.una  elderechoque  tiene  el  recurrente 
P°r  el  dinero  que  prestó  al  Richetta  y  la  compra  de  su  establecimiento, 
y  otra  el  que  tenga  por  el  pago  del  crédito  del  Grill,  pudiendo  perfec¬ 
tamente  ser  de  peor  derecho  con  relación  al  tiempo  y  á  la  clase  del 
orédito  en  el  primer  caso  (una  vez  desconocido  su  dominio),  y  ser  de 
mejor  derecho  por  uno  ó  ambos  conceptos  en  el  segundo;  en  la  sen¬ 
tencia  recurrida  no  cabe  la  menor  duda  que  no  se  aprecia  para  nada 
este  "Segundo  respecto  de  la  cuestión,  y  que  queda  por  tanto  sin  resol- 
v.er>  no  obstante  ser  una  de  las  peticiones  de  la  demanda ,  si  D.  Ma¬ 
jano  de  Cors,  cowio  cesionario  de  D.  Ricardo  Grill ,  tenía  ó  no  mejor 
derecho  que  D.  José  Picó  sobre  los  efectos,  en  venta  de  la  cervecería 
festaurant  del  Louvre: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  ley  t&,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi¬ 
lación  no  tiene  aplicación  en  cuestiones  de  tercería  de  dominio  y  ter- 
cería  de  preferencia,  porque  en  casos  tales  no  se  trata  del  cumplimiento 
de  obligaciones  más  ó  menos  solemnemente  contraídas,  sino  de  la  pre¬ 
gón  entre  los  derechos  deducidos  por  el  ejecutante  y  el  tercerista 
Co.ntra  los  bienes  ejecutados  como  propios  del  deudor,  que  ha  de  deter¬ 
minarse  por  reglas  y  preceptos  que  no  contiene  dicha  ley  invocada 
como  primer  fundamento  del  recurso: 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo,  que  la  sentencia  recu- 
Nda  guarda  perfecta  congruencia  con  lo  pedido  y  alegado  por  las  par- 
puesto  que  al  absolver  á  los  demandados  resuelve  con  esta  fór¬ 
mula  todas  las  cuestiones  del  pleito,  según  tiene  declarado  este  Tribu¬ 
al  Supremo; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
ecurs0  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Mariano 
ue  Lors,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
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que  depositó,  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley:  lí¬ 
brese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con 
devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  27  de  Octubre 
de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  15  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  4883 ).—Sala  primera. 
— Restitución  de  aguas  fecales. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Cosme  Algarra  con  la  Marquesa  viuda  de  Legarda  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  estimarse  la  infracción  de  leyes  que  se  citan  haciendo 
supuesto  de  la  cuestión  y  oponiendo  el  recurrente  su  criterio  al  de  la 
Sala  sentenciadora ,  sin  alegar  infracción  alguna  contra  la  apreciación 
de  las  pruebas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Audiencia^  en  la  Sala  primera  de  la  del  territorio  por  D.  Cosme  Al¬ 
garra,  vecino  de  esta  capital,  sin  profesión,  representado  por  el  Pro¬ 
curador  D.  Angel  Calvo  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  José  Sidró  y 
Surga,  con  Doña  Petra  Frisca  Ruiz  de  Pasuengos,  Marquesa  viuda  de 
Legarda,  hoy  D.  Bernardo  Esquivel  y  Ruiz  de  Pasuengos,  por  sí  y 
como  curador  ejemplar  de  su  hermano  D.  José  Javier,  propietario,  de 
la  provia  vecindad,  al  .que  ha  representado  el  Procurador  D.  Manuel 
María  Villar,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Jerónimo  Antón  Ramí¬ 
rez,  sobre  restitución  de  aguas  fecales: 

Resultando  que  D.  Cosme  Algarra  y  Hurtado  dedujo  demanda  con¬ 
tra  la  Marquesa  viuda  de  Legarda  sobre  reintegro  de  la  posesión'de  las 
aguas  fecales  que  el  Ayuntamiento  de  esta  capital  le  dió  en  arrenda¬ 
miento  por  término  de  tres  años,  según  la  escritura  otorgada  en  esta 
■corte  en  13  de  Abril  de  1872,  y  en  otro  caso  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  que  le  correspondan  á  juicio  de  peritos  por  haberle  despoja¬ 
do  de  ellas  á  virtud  de  un  interdicto  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Universidad;  y  al  efecto  expuso,  con  vista 
'  de  la  referida  escritura,  que  habiendo  adquirido  D. .Cosme  Algarra  de 
D.  Cosme  Aguirre  80  fanegas  de  tierra  en  arrendamiento  por  tres  y  dos 
años  respectivamente  en  las  afueras  de  la  Puerta  de  Atocha,  acudió  á 
la  corporación  municipal  de  esta  villa,  pidiendo  gratuitamente  el  apro¬ 
vechamiento  de  las  aguas  que  se  pierden  por  la  alcantarilla  general 
para  dotar  de  aguas  las  referidas  tierras,  solicitando  también  el  permi¬ 
so  para  practicar  las  obras  necesarias  de  alcantarillado  subterráneo  que 
tenía  que  atravesar  la  vía  pública  del  caserío  de  las  afueras  de  la  Puer¬ 
ta  de  Atocha;  y  aceptadas  que  fueron  ciertas  condiciones  por  el  D.  Cos¬ 
me  Algarra,  se  le  concedió  la  autorización  que  solicitó  por  medio  de 
escritura  pública  otorgada  por  el 'Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento 
de  esta  villa,  en  representación  del  mismo,  en  13  de  Abril  de  1872,  es¬ 
tableciendo,  entre  otras  condicionas:  primera,  que  el  aprovechamiento 
de  las  aguas  era  por  solo  el  tiempo  que  faltaba  para  terminar  el  arren  - 
damiento  de  las  80  fanegas  de  tierra:  segunda,  que  el  riego  sólo  podría 
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verificarlo  el  Algarra  en  la  extensión  de  las  80  fanegas:  tercera,  que 
parn  la  cantidad  de  aguas,  número  de  riegos  y  horas  en  que  debía  ve¬ 
rificarse,  se  pusiera  de  acuerdo  con  los  que  entonces  usufructuasen  di¬ 
chas  aguas,  con  permiso  de  la  corporación  de  esta  villa:  cuarta,  que 
desde  luego  se  autorizaba  al  Algarra  para  que  de  su  cuenta  constru¬ 
yese  una  arquilla  ó  modulo  repartidor  que  suministrase  las  aguas  en 
Proporción  á  las  extensiones  superficiales  de  las  tierras,  por  la  que  cada 
“no  satisfaría  el  canon  que  después  se  expresaría  al  Ayuntamiento  de 
esta  capital:  quinta,  que  no  podía  embarazarse  el  libre  curso  de  las 
sguas  de  manera  que  pudiera  producir  daños  en  las  propiedades  más 
hajas,  ni  se  harían  estanques  ni  balsas  qué  produjesen  perjuicios  á  la 
salubridad  pública:  novena,  que  el  canon  había  de  ser  de  1.400  pesetas 
anuales  á  razón  de  3  porcada  fanega  de  tierra,  que  seria  satisfecho  por 
el  Algarra  en  la  Depositaría  del  Ayuntamiento  por  trimestres  adelan¬ 
tados  hasta  la  extinción  del  contrato,  que  sería  en  la  misma  época  que 
terminase  el  arrendamiento  de  dicha  tierra,  según  lo  pactado  por  el 
Algarra  con  D.  Cosme  Aguirre:  décima,  que  se  autorizó  al  Algarra 
Para  practicar  las  obras  subterráneas  de  alcantarillado  para  conducir 
jas  aguas  fecales  desde  el  arroyo  de  Carcabón  hasta  las  tierras  deslin¬ 
dadas,  siempre  que  en  el  trayecto  que  ocupase  la  alcantarilla  debajo 
d®l  pavimento  de  las  vías  públicas  se  vistiese  de  fábrica  de  ladrillo  y  se 
observase  en  la  ejecución  de  estas  obras  lo  prevenido  en  los  artículos 

99,  too  y  105  de  las  Ordenanzas  municipales;  entendiéndose  que  la 
autorización  para  atravesar  subterráneamente  las  vías  públicas  propias 

Municipio  no  era  extensiva  á  las  demás  propiedades  públicas  ó  par¬ 
ticulares,  para  las  que  debería  obtener  el  competente  permiso,  según 
,0  prevenido  en  las  disposiciones  vigentes:  que  practicadas  las  obras 
n®cesarias  por  medio  de  un  contrato  celebrado  con  la  Condesa  de  Bor- 
n°s  por  la  concesión  de  terreno  de  su  propiedad  para  verificarlas,  á  los 
Pocos  meses  de  estar  aprovechando  las  aguas  el  D.  Cosme  Algarra  fué 
oespojado  de  ellas  por  la  Marquesa  de  Legarda  en  virtud  de  un  inter¬ 
dicto  seguido  á  su  instancia  en  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Universi¬ 
dad,  por  lo  que  e!  Algarra  practicó  varios  actos  conciliatorios  para  que 
djcha  Marquesa  le  reparase  el  daño  que  ie  había  causado;  y  después  de 
a,egar  como  fundamentos  de  derecho  la  ley  2a.  tít.  8o,  Partida  5a,  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  27- de  Noviembre  de  1867  y  27 
de  Abril  de  1871,  el  art.  38  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866 
y  el  art.  73  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  concordante  con 
el  1658  de  la  novísima,  concluyó  solicitando  se  condenase  á  la. Marque¬ 
sa  de  Legarda  á  reponer  y  reintegrar  á  D.  Cosme  Algarra  en  la  pose¬ 
sión  de  las  aguas  que  le  había  dado  eti  arrendamiento  el  Ayuntamien¬ 
to  de  esta  villa  por  la  escritura  de  13  de  Abril  de  1872,  en  las  mismas 
Audiciones  que  las  tenía  el  día  en  que  fué  privado  de  ellas  por  el  Juz¬ 
gado  del  distrito  de  la  Universidad,  y  de  no  ser  esto  posible,  indemni¬ 
zarle  los  daños  y  perjuicios  causados,  con  más  las  costas  qne  se  causa- 
a0n;  y  por  un  otrosí  pidió  qne  se  citase  de  evicción  y  saneamiento  al 
Ayuntamiento  de  esta  capital  á  los  efectos  que  determina  la  ley  21 ,  tí- 
tulo  8o,  Partida  5a: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  Petra  Prisca  Ruiz  de  Pa¬ 
tangos.  Marquesa  viuda  de  LJgarda,  lo  evacuó  exponiendo  que  aun 
CUando  Du  Cosme  Algarra  hubiese  adquirido  algún  derecho  al  uso  de  las 
a£uas  que  dice  por  el  título  de  arrendamiento  con  el  Ayuntamiento,  el 
tal  derecho  había  concluido  ya,  porque  dicho  arrendamiento  tuvo  lugar 


456  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

en  13  de  Abril  de  1872  por  tiempo  de  dos  ó  tres  años  relativamente  al 
de  las  tierras  de  D.  Cosme  Aguirre,  y  por  consiguiente  á  contar  des¬ 
de  25  de  Febrero  del  mismo  año,  de  donde  se  deducía  que  tomando  el 
tiempo  máximo^en  25  de  Febrero  de  1875  había  concluido  aquel  dere¬ 
cho  que  pudiera  haber  significado  para  con  el  Ayuntamiento,  nunca 
para  con  la  demandada,  pues  ésta  se  halla  en  la  posesión  inmemorial  de 
las  aguas  procedentes  det  arroyo  Carcabón  de  la  alcantarilla  general 
de  la  Puerta  de  Atocha,  que  pasa  por  su  huerta,  sita  en  término  de 
esta  villa  y  sitio  llamado  de  Sotulozón,  junto  al  primer  molino  del  ca¬ 
nal  de  Manzanares:  que  habiendo  Algarra  inquietado  en  aquella  pose¬ 
sión  de  las  aguas  á  la  demandada,  se  vió  obligada  á  sostener  su  pose¬ 
sión  por  medio  de  interdicto  de  retener,  que  dedujo  en  Io  de  Agosto 
de  1872,  y  en  el  cual  recayó  sentencia  ejecutoria  en  22  de  Setiembre 
de  1873,  declarando  hab^r  lugar  al  interdicto  y  á  mantener  á  la  Mar¬ 
quesa  en  la  posesión  de  las  aguas  referidas,  haciéndose  á  D,  Cosme  Al¬ 
garra  las  correspondientes  intimaciones,  á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  se 
abstuviese  de  perturbará  dicha  señora  en  su  posesión:  que  habían 
trascurrido  más  de  oeho  años  desde  aquella  sentencia  hasta  que  en  9 
de  Julio  de  1881  entabló  su  demanda  el  D.  Cosme  Algarra,  que  le  fué 
admitida  en  12  de  Setiembre  del  mismo  año,  la  cual  lío  versaba  sobre 
la  propiedad  de  las  aguas,  que  fué  para  lo  que  ‘la  sentencia  le  reservó 
el  derecho,  sino  la  posesión  que  fué  juzgada  en  el  oportuno  juicio  ó  in¬ 
terdicto  de  retener  en  las  dos  instancias  que  permite  la  ley:  que  nin¬ 
gún  titulo  de  propiedad  ni  de  posesión  siquiera  invoca  ni  acompaña  en 
su  demanda  el  Algarra  con  relación  á  las  aguas  que  legítimamente  y 
de  tiempo  inmemorial  venía  disfrutando  la  demandada  para  los  usos  de 
su  huerta,  invocando  como  único  recurso  el  hecho  de  que  con  el  Ayun¬ 
tamiento  celebró  un  contrato  de  arriendo  de  las  aguas  por  término  de 
tres  años,  que  empezaron  á  correr  en  25  de  Febrero  de  1872,  hecho 
que  al  ser  cierto  sólo  significaría  que  Algarra  hubiera  podido  adquirir 
una  posesión  precaria  duradera  por  tres  años:  que  si  algo  contrató 
con  el  Ayuntamiento  sobre  aguas,  y  algo  tenía  que  reclamar  por 
virtud  de  tal  contrato,  debía  dirigir  sus  acciones  contra  el  Ayunta¬ 
miento,  pues  con  la  demandada  nada  tenía  contratado:  que  el  disfrute 
de  las  referidas  aguas  es  inmemorial,  como  lo  justificó  en  el  interdicto 
de  retener,  por  lo  que  le  asistía  el  incuestionable  derecho  de  continuar 
en  tal  aprovechamiento,  con  arreglo.al  art.  194  de  la  ley  de  aguas  de  3 
de  Agosto  de  1866,  sin  que  nadie  pudiera  interrumpirla  ni  privarla  de 
él,  ni  por  consecuencia  el  Ayuntamiento  podía  hace^  convenio  alguno 
de  las  citadas  aguas  con  perjuicio  de  la  demandada,  porque  se  lo  pro¬ 
híbe  la  citada  ley  en  su  art.  195;  por  todo  lo  que  pidió  que  se  le  absol¬ 
viese  de  la  demanda,  condenando  á  perpetuo  silencio  al  D.  Cosme  Al¬ 
garra,  con. expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  parles  reprodu¬ 
ciendo  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  se  recibió  el  pleito 
á  prueha  practicándose  las  propuestas  por  aquéllas;  y  dictada  senten¬ 
cia  por  el  Juez  de  primera  instancia,  de  la  que  interpuso  apelación  la 
Marquesa  viuda  de  Legarda,  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  por  sentencia  de  19  de  Di¬ 
ciembre  de  1882  revocando  la  apelada,  absolvió  á  la  Marquesa  de  Le¬ 
garda,  hoy  á  sus  herederos,  de  la  demanda  interpuesta  contra  la  pri¬ 
mera  y  sostenida  contra  los  ségqndos  por  D.  Cosme  Algarra  y  Hurta¬ 
do,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 
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Resaltando  que  D.  Cosme  Algarra  interpuso  recurso  de  casación, 
alegando  como  motivos: 

Io  Que  el  juicio  que  se  ha  seguido  es  el  plenario  de  propiedad,  en  el 
que  el  recurrente  ha  probado  lo  que  se  propuso  probas:  que  el  dominio 
de  las  aguas  litigiosas  pertenecía  exclusivamente  al  Ayuntamiento  de 
Madrid,  de  quien  las  había  recibido  en  arriendo;  y  que  la  difunta  Mar 
quesa  viuda  de  Legarda  no  tenía  ningún  derecho  sobre  ellas;  y  pro¬ 
bado  este  hecho,  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  en  su  pri¬ 
mer  punto  infringe  el  art.  38  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto 
de  1866,  que  declara  pertenecen  las  aguas  sobrantes  de  sus  fuentes, 
cloacas  y  establecimientos  públicos;  y  la  ley  2a,  tít.  8o  de  la  Partida  6a, 
que  establece  el  precepto  legal  de  qbe  el  que  tiene  el  dominio  de  una 
cosa  tiene  derecho  para  darla  en  arrendamiento: 

Que  al  negar  lá  sentencia  recurrida  á  D.  Cosme  Algarra  y  Hur¬ 
tado  todo  derecho  á  ser  indemnizado  por  la  Marquesa  de  Legarda,  hoy 
sus  herederos,  por  haberle  privado  del  disfrute  de  las  aguas  que  poseía 
en  arriendo  por  tan  justo  título,  segundo  punto  de  la  demanda,  mien¬ 
tras  no  sea  vencido  en  juicio  por  el  dueño  de  dichas  aguas,  infringe  U 
J?y  21,  tít.  8o  de  la  Partida  5a,  que  define  y  determina  las  responsabi 
lidades  en  que  incurre  el  que  sin  derecho  priva  á  otro  de  lo  que  legíti¬ 
mamente  posee: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  invocadas  en 
jes  motivos  mencionados,  porque  el  recurrente,  haciendo  supuesto  de 
la  cuestión  y  oponiendo  su  criterio  al  de  la  Sala  sentenciadora,  sin  ale¬ 
gar  infracción  alguna  contra  la  apreciación  de  las  pruebas,  afirma  sin 
r.azón  haberse  justificado  que  el  dominio  de  las  aguas  pertenece  exclu- 
s'vamente  al  Ayuntamiento  y  que  ningún  derecho  tiene  sobre  ellas  la 
Parte  demandada; 

•  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D  jCosme  Al- 
8arra,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  del  apun- 
Jamiento. — (Sentencia  publicada  el  27  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en 
*a  Gaceta  de  15  de  Enero  de  1884). 
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Hecurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883). — Sala  segunda. 
'-Rescisión  de  un  contrato  y  devolución  de  documentos  ycantida- 
No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Antonio  Ganivet  Reyes  con 
•  Francisco  Saucedo  Vázquez  (Audiencia  de  Granada),  y  se  resuelve: 
obl  ®Ue  l a  fa^a  de  cumplimiento  de  un  contrato  por  una  de  las  partes 
j’Hgadas  puele  dar  lugar  á  que.  se  la  compela  ante  los  Tribunales  á 
^mptir  lo  pactado ;  pero  no  es  por  regla  general  motivo  de  rescisión , 
é5ta  Presume  Ia  existencia  de  un  vicio  de  nulidad  en  la  contra - 
C§o  ’  como  e l  error •  violencia ,  el  dolo ,  etc.: 

±  ?  Q-ue  aun  cuando  el  contrato  en  cuestión  yiereciese  con  preferencia 
calificación  de  venta  ó  cesión  de  derechos  la  del  innominado  do  ut 
dClas>  ó  sea  una  de  las  cuatro  fórmulas  consignadas  en  la  ley  5*,  ti- 
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tulo  6o,  Partida  ó*;  y  aun  cuando  dentro  de  esta  hipótesis  pudiera  equi¬ 
pararse  á  una  verdadera  rescisión,  como  supone  el  recurrente,  la  fa¬ 
cultad  que  dicha  ley  concede  al  que  cumple  lo  pactado  contra  el  que  no 
lo  cumple ,  de. que  se  le  devuelva  lo  que  dió  ó  que  se  le  indemnicen  da¬ 
ños  y  perjuicios ,  ha  cesado  desde  que  según' la  ley  i',  tit.  Io,  libro  10  de 
la  Ñovisima  Recopilación ,  es  obligatoria  y  exigible  toda  promesa ,  y 
pon  lo  tanto  no  es  aplicable  en  ningún  sentido  al  caso  la  precitada  ley 
de  Partida ,  ni  ha  sido  infringida  por  la  sentencia  que  absuelve  de  la 
demanda; 

/3o  Que  tampoco  infringe  la  ley  16,  tit.  12  déla  Partida  3a,  ni  los 
artículos  359  y  361  de  la  de  Enjuiciamiento,  ni  las  doctrinas ,  con  arre¬ 
glo  á  las  que  la  sentencia  debe  ser  congruente  con  lo  pedido  y  excepcio  - 
nado ,  no  pudiéndose  bajo  ningún  pretexto  aplazar  ni  dilatar  en  ellas  la 
resolución  de  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito ,  y 
deberán  además  ajustarse ,  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las 
partes ,  sino  que  también  á  la  manera  en  que  se  hace  la  de  anda,  ó  sea 
á  la  acción  que  ejercitan  y  fundamento  ó  razón  legal  en  que  lo  apoyan, 
siendo  en  otro  caso  nulas  las  declaraciones  que  contengan;  invocadas 
calificando  la  sentencia  de  incongruente  con  lo  pedido,  porque  la  abso¬ 
lución  de  la  demanda  abraza ,  resuelve  y  desestima  todos  los  extremos 
.comprendidos  y  numerados  en  la  súplica ,  y  entre  ellos  el  de  la  resci .- 
sión  del  contrato,  siendo  obvio  por  demás  que  la  reserva  de  derechos 
hecha  en  favor  del  recurrente  contra  el  demandado  no  dilata  la  resolu¬ 
ción  de  dicho  extremo  litigioso,  como  se  supone  en  el  recurso,  porque 
esos  derechos  se  refieren ,  no  á  la  rescisión  denegada,  sino  á  que  se 
cumpla  lo  pactado,  puesto  que  no  ha  sido  objeto  de  dicusión. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagra  - 
rio  de  la  ciudad  de  Granada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
mismo  territorio  por  D.  Antonio  Ganivet  Reyes,  vecino  de  dicha  ciu¬ 
dad,  con  D»  Francisco  Sancedo  Vázquez,  sobre  rescisión  de  un  contrato, 
nulidad  de  una  escritura,  devoluciónde  documentosy  entrega  de  canti¬ 
dades;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  D.  Antonio  Ganivet  por  el 
Procurador  D.  Jacobo  Morcillo,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Augusto  Mosquera,  no  habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Su¬ 
premo  el  Sancedo  Vázquez: 

Resultando  que  por  escritura  Otorgada  en  13  de  Octubre  de  1874 
D.  Antonio  Ganivet  cedió  á  D.  Francisco  Sancedo  Vázquez  el  derecho 
que  le  asistía  para  obtener  libremente  los  bienes  y  rentas  que  pertene¬ 
cían  á  la  dotación  de  la  capellanía  fundada  en  la  parroquia  de  Cogo¬ 
llos  de  la  Vega  por  D.  Manuel  Fernández  de  Soto  Muñoz,  previa  la 
conmutación  establecida  por  la  ley;  con  lacondición  de  que  tan  luegoco- 
mo  al  Sancedo  se  le  adjudicasen  é  inscribiesen  á  su  favor  dichos  bienes 
y  entrase  en  posesión  de  ellos,  Rabia  de  entregar  al  Ganivet,  deduci¬ 
dos  los  gastos  y  costas  para  conseguirlo,  la  mitad  de  los  expresados 
bienes,  ó  su  valor  en  efectivo  metálico,  previa  tasación  de  peritos  que 
nombrarían;  siendo  de  cuenta  de  Sancedo  todos  los  gastos  que  se  oca¬ 
sionaren  hasta  obtener  la  adjudicación  y  posesión  de  los  referidos 
bienes: 

Resultando  que  por  otra  escritura  otorgada  en  Io  de  Julio  de  1877 
D.  Francisco  Sancedo  Vázquez  cedió  á  Doña  Rosario  Moles  Ferreira  los 
derechos  que  tenia  adquiridos  por  la  referida  escritura  de  13  de  Octu- 
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bre  de  1871  respecto  á  los  bienes  de  la  capellanía  fundada  por  D.  Ma¬ 
tías  Fernández  de  Soto  y  Muñoz  con  la  misma  obligación  establecida  i 
favor  de  D  Antonio  Ganivet,  y  con  la  condición  de  que  luego  que  es¬ 
tuviese  ultimado  el  asunto  en  todos  conceptos,  y  en  posesión  la  Doña 
Rosario  de  los  bienes  de  la  capellanía  y  pagado  D.  Antonio  Ganivet, 
había  de  entregar  aquélla  al  Sancedo  por  vía  de  gratificación  la  can¬ 
tidad  de  500  pesetas: 

Resultando  que  en  5  del  referido  mes  de  Julio  de  1877  Doña  Rosa¬ 
rio  Moles  Ferreira  otorgó  poder  á  D.  Francisco  Sancedo  Vázquez  para 
que  en  su  nombre  y  representación  gestionase  cobrando  créditos,  dan¬ 
do  recibos  y  finiquitos  practicando  en  las  dependencias  del  Estado, 
Delegación  de  capellanías  y  memorias  de  cualquier  Arzobispado , 
Ayuntamientos  tí  otras  corporaciones  públicas  ó  de  carácter  particu 
lar,  cuantas  gestiones  fueran  necesarias  para  adquirir  bien  s  con  pres* 
taciones,  trasmisiones  de  créditos  ti  otros  objetos  de  cualquier  clase 
que  fueren,  entregando  los  precios  en  papel  del  Estado,  en  metálico  ti 
otros  valores  según  correspondiera,  aceptando  cesiones,  ó  posesiones 
de'bienes,  transacciones,  y  liberaciones  y  haciendo  todo  cuanto  por  sí 
Pudiera  y  debiera  realizar  la  otorgante;  firmando  las  escrituras,  nómi¬ 
nas  ó  documentos,  según  la  índole  de  los  negocios,  para  la  adminis¬ 
tración  de  bienes,  compra  y  venta  de  los  mismos  pertenecientes  á  di¬ 
cha  otorgante,  y  para  comparecer  en  juicio  á  nombre  de  la  misma  en 
los  negocios  conferidos  ó  en  cualquiera  otro  que  fuere  necesario,  con 
facultad  de  transigir: 

Resultando  que  Doña  Rosario  Moles  Ferreira  acudió  al  Arzobispo 
de  la  diócesis  para  que  se  le  admitieran  los  títulos  de  la  Deuda  del  Es¬ 
tado,  á  fin  de  poder  verificar  la  conmutación  de  los  bienes  de  la  cape¬ 
llanía  mencionada,  á  lo  que  se  accedió;  y  en  su  virtud,  y  en  uso  del  re¬ 
ferido  poder  y  por  escritura  de  21  del  repetido  mes  de  Julio  de  1877, 
se  verificó  la  conmutación,  entregando  al  efecto  D.  Francisco  Sancedo, 
sn  nombre  de  Doña  Rosario  Moles  Ferreira,  al  Delegado  de  Capellanías 
•a  cantidad  de  6.028  escudos  124  milésimas,  en  títulosde  la  Deuda  del 
3  Por  100  los  6.000  escudos,  y  en  metálico  el  resto: 

Resultando  que  en  Í4  de  Junio  de  1871  D.  Francisco  Sancedo  firmó 
un  recibo  á  favor  de  D.  Antonio  Ganivet,  confesando  que  éste  le  había 
entregado  dos  carpetas,  números  8.008  y  8.009,  relativas  á  los  crédi¬ 
tos  que  contra  el  Estado  tenía  la  capellanía  fundada  por  D.  Matías  Fer¬ 
nández  de  Solo  en  Cogollos,  y  de  la  cual  había  sido  último  Capellán 
D.  Esteban  Ganivet,  cuyas  carpetas  entregaba  D.  Antonio  Ganivet  al 
Sancedo  para  tenerlas  presentes  al  efecto  de  la  conmutación  de  los  bie¬ 
nes  de  dicha  capellanía,  solicitada  ante  el  Tribunal  eclesiástico: 

Resultando  que  D.  Antonio  Gavinet  dedujo  demanda,  exponiendo 
jidemás  de  los  antecedentes  relacionados  que  D.  Francisco  Sancedo  no 
había  devuelto  las  dos  carpetas  referidas;  que  por  la  Administración 
Pública  se  declararon  exceptuados  de  la  venta  los  bienes  de  dicha  ca¬ 
pellanía:  que  Sancedo  retenía  en  su  poder  indebidamente  las  dos  c.  r- 
Petas  mencionadas,  y  estaba  obligado  á  devolverlas  á  su  dueño  el  de¬ 
mandante,:  que  el  contrato  de  cesión  celebrado  en  13  de  Octubre  de 
j874  era  lo  mismo  que  reprochaba  la  ley  4a,  tít.  10  de  la  Partida  5a, 
'oda  vez  que  las  ganancias  se  estipularon  á  favor  de  Sancedo  y  las  pér- 
d,uas  á  cargo  de  Ganivet,  y  que  siendo  aquel  Abogado  había  incurrido 
en  el  pacto  de  cuota  litis,  prohibido  por  la  ley  14,  tit.  6o,  Partida  3a: 
<JQe  siendo  Sancedo  deudor  de  Ganivet  desde  la  fecha  del  contrato  de 
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i3  de  Octubre  de  i 874,  no  podía  sin  conocimiento  de  éste  sustituirse 
por  un  tercero  en  la  obligación  que  había  contraído,  según  prescribe 
la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5a,  la  cual  ordena  que  la  novación  del  con¬ 
trato  con  relación  al  deudor  ha  de  ser  á  placer  del  acreedor:  que  no  ha¬ 
biendo  cumplido  el  demandado  sus  obligaciones  y  estando  imposibili¬ 
tado  de  cumplirlas  porque  renunció  sus  derechos  á  favor  de  un  terce¬ 
ro,  había  quedado  libre  de  las  suyas  el  demandante,  según  el  precepto 
de  la  ley  5a,  tít.  6o,  Partida  5a,  y  en  su  virtud  rescindido  el  contrato 
de  13  de  Octubre  de  1874,  con  la  obligación  por  parte  de  Sancedo  de 
satisfacer  los  daños  y  perjuicios  á  Ganivet,  y  concluyó  solicitando:  pri¬ 
mero,  que  se  condenase  á  D.  Francisco  Sancedo  á  que  devolviera  in¬ 
mediatamente  á  Ganivet  las  dos  carpetas  ó  láminas,  números  8.008  y 
8.009,  de  créditos  contra  el  Estado  que  indebidamente  retenía  en  su 
poder,  y  que  sólo  para  los  efectos  de  la  conmutación  le  fueron  entre¬ 
gadas:  segundo,  que  se  declare  rescindido  el  contrato  de  13  de  Octubre 
de  1874,  por  el  cual  D.  Antonio  Ganivet  cedió,  renunció  y  traspasó  en 
favor  de  Sancedo  los  derechos  que  le  correspondían  para  obtener  como 
libres  los  bienes  de  la  capellanía  que  fundó  en  Cogollos  Vega  D.  An¬ 
tonio  Fernández  Soto  y  Muñoz:  tercero,  que  se  declarase  nulo  el  con¬ 
trato  de  cesión  de  derechos  á  los  bienes  de  dicha  capellanía,  celebrado 
entre  Sancedo  y  Doña  Rosario  Moles  en  Io  de  Julio  de  1877:  cuarto, 
que  se  declarase  que  en  la  conmutación  de  los  bienes  llevada  á  'cabo 
por  Doña  Rosario  Moles  debía  subrrogarse  D.  Antonio  Ganivet,  que 
abonaría  á  aquélla  el  importe  del  valor  de  los  títulos  de  la  Deuda  del 
Estado  que  entregó,  valorándose  al  tipo  de  cotización,  y  los  demás 
gastos:  quinto,  que  se  condenase  á  Sancedo  á  la  indemnización  de  da¬ 
ños  y  perjuicios  por  valor  de  1.000  pesetas,  y  además  al  imperte  de 
las  rentas  que  Ganivet  había  dejado  de  percibir,  á  razón  del  tipo  anual 
en  que  las  fincas  se  encontrasen  arrendadas;  entendiéndose  ambas'  ¡  ar- 
tidas  con  el  aumento  de  un  6  por  100  de  rédito  anual,  y  deduciéndose 
de  las  mismas  la  cantidad  de  425  pesetas  que  el  demandante  tenía  per¬ 
cibidas  e‘n  varias  ocasiones  del  demandado:  ^ 

Resultando. que  conferido  traslado  á  D.  Francisco  Sancedo,  no  com¬ 
pareció,  por  lo  que  le  fué  acusada  la  rebeldía, ‘entendiéndose  las  suce¬ 
sivas  diligencias  respecto  del  mismo  con  los  estrados  del  Juzgado;  re¬ 
nunciado  por  el  demandante  el  trámite  de  dúplica,  se  recibieron  los 
autos  á  prueba  practicándose  las  prppuesbis  por  aquél,  y  en  16  de  Ene¬ 
ro  de  1882  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  absolviendo. á 
D.  Francisco  Sancedo  Vázquez  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  An¬ 
tonio  Ganivet,  reservando  á  éste  su  derecho  para  que  pueda  hacerlo 
valer  en  la'Vía  y  forma  correspondiente  contra  el  D.  Francisco  á  virtud 
del  contrato  que  celebraron  por  la  escritura  de  13  de  ’Qctubre  de  1874, 
sin  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  2  de  Di¬ 
ciembre  de  1882  pronunció  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gra¬ 
nada,  D.  Antonio  Ganivet  Reyes  interpuso  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidas: 

1°  La  ley  5a,  tít.  6°,  Partida  5*  y  la  doctrina  sentada  por  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  en  sentencia  de  10  de  Mayo  de  1881 ,  con  arreglo  á  cuya 
ley  aquel  que  dió  la  cosa  para  que  otro  hiciera  algo  puede  pedir  á  su 
acreedor  cuando  ese  otro  no  cumpla  lo  pactado,  bien  que  se  le  devuel¬ 
va  la  cosa  que  dió,  que  es  lo  mismo  que  la  rescisión  del  contrato  inte¬ 
resada  por  Ganivet,  ó  bien  que  se  abonen  los  daños  y  perjuicios  que  se 
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le  hubieren  ocasionado,  porque  la  demanda  origen  de  este  pleito,  en 
cuanto  pedía  la  rescisión  de.l  contrato  de  13  de  Octubre  de  1874,  se 
fonda  no  sólo  en  ser  leonino  y  contener  el  pacto  de  cuota  litis,  sino 
también  y  principalmente  en  que  el  obligado  Sancedtfno  había  cum 
Plido  ni  podía  cumplir  por  su  parte  lo  que  prometió,  puesto  que  dele¬ 
gó  sus  obligaciones  en  un  tercero  á  espaldas  del  acreedor;  y  habiéndose 
utilizado  en  justificación  do  este  extremo  los  oportunos  medios  de 
Prueba  al  absolver  la  sentencia  recurrida  bajo  el  concepto  tan  sólo  de 
no  ser  el  contrato  leonino  ni  contener  el  pacto  de  cuota  litis,  prescin¬ 
diendo  de  declaraciones  sobre  la  rescisión  fundada  en  el  segundo  extre¬ 
mo  á  que  se  refería  la  demanda,  priva  al  recurrente  del  beneficio  que 
usaba  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  5a,  tít.  6®,  Partida  5a  en  su  se¬ 
gundo  caso: 

2o  La  ley  16,  tít.  12,  Partida  3*;  los  artículos  359  y  361  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  las  sentencia  de  12  de  Marzo  y  18  de  Mayo  de 
1878  y  15  de  Noviembre  de  1880,  con  arreglo  á  las  que  la  sentencia  debe 
ser  congruente  con  lo  pedido  y  excepcionado,  no  pudiéndose  bajo 
uingün  pretexto  aplazar  ni  dilatar  en  ellas  la  resolución  de  las  cuestio- 
ues  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito,  y  deberán  además  ajustarse 
uo  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes  sino  que  también  á  la 
juanera  en  que  se  hace  la  demanda,  ó  sea  á  la  acción  que  ejercitan  y 
fundamento  ó  razón  legal  en  que  lo  apoyan,  siendo  en  otro  caso  nulas 
jas  declaraciones  que  contengan;  puesto  que  en  la  demanda  se  ejercitó 
*a  acción  que  nace  del  contrato  de  1874,  de  pedir  su  rescisión  cuando 
6  obligado  falte  á  lo  que  prometió,  se  discutió  esta  cuestión  durante 
®‘  Pleito,  y  quedó  como  hecho  inconcuso  y  reconocido  en  la  sentencia 
ja  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  Sancedo:  y  sin  embargo  la  sen¬ 
tencia  no  se  ocupa  del  fundamento  legal  en  que  se  apoya  la  rescisión, 
^  en  su  parte  dispositiva  no  resuelve  esta  cuestión,  dilatándola  en  el 
uechó  de  reservar  al  recurrente  su  derecho  contra  Sancedo  á  virtud  del 
^presado  contrato,  cuando  precisamente  ese  derecho  era  el  que  ejerci¬ 
taba  al  pedir  la  rescisión  del  mismo;  por  manera  que  es  evidente  que 
4  sentencia  es  incongruente  con  la  demanda  y  deja  sin  resolver  una  de 
•as  cuestiones  plantead  is  y  discutidas  en  el  pleito: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato  por  una 
!j,e.las  partes  obligadas  puede  dar  lugar  á  que  se  la  compela  ante  los 
tribunales  á  cumplir  lo  pactado;  pero  no  es  por  regla  general  motivo 
Qe  rescisión,  porque  ésta  presume  la  existencia  de  un  vicio  de  nulidad 
en  la  contratación,  como  el  error,  la  violencia,  el  dolp,  etc.,  que  en  el 
Presente  caso  no  constituye  la  razón  de  la  demanda: 

Considerando  que  aun  cuando  el  contrato  en  cuestión  mereciese  con 
Preferencia  á  la  calificación  de  venta  ó  cesión  de  derechos  la  del  inno- 
jr^nado  do  ut /acias,  ó  sea  una  de  las  cuatro  fórmulas  consignadas  en 
a  ley  5',  tít.  6o,  Partida  5®,  y  aun  cuando  dentro  de  esta  hipótesis  pu- 
*era  equipararse  á  una  verdadera  rescisión,  como  supone  el  recurren- 
?>  la  facultad  que  dicha  ley  concede  al  que  cumple  lo  pactado  contra 
que  no  lo  cumple,  de  que  se  le  devuelva  lo  que  dió  ó  que  se  le  in- 
I  ,  nicen  daños  y  perjuicios,  esa  facultad  ha  eesado  desde  que  según 
e  .y  Ia,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  es  obligatoria  y 
*'gible  toda  promesa,  y  por  lo  tanto  no  es  aplicable  en  ningún  sentí— 
.  al  caso  la  citada  ley  de  Partida,  ni  ha  sido  infringida  por  lasenten- 
a>  como  se  pretende  en  el  primer  motivo  del  recurso: 

tomo  53  1 1 
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Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  16,  tít.  12 
de  la  Partida  3a,  ni  los  artículos  359  y  361  de  la  de  Enjuiciamiento,  ni 
las  doctrinas,  por  último,  que  se  invocan  'en  el  segundo  motivo  del  re 
curso  calificando  la  sentencia  de  incongruente  con  lo  pedido,  porque 
la  absolución  de  la  demanda  abraza,  resuelve  y  desestima  todos  los  ex¬ 
tremos  comprendidos  y  numerados  en  la  súplica,  y  entre  ellos  el  de  la 
rescisión  del  contrato,  siendo  obvio  por. demás  que  la  res-rva  de  dere¬ 
chos  hecha  en  favor  del  recurrente  contra  Sancedo  no  dilata  la  resolu¬ 
ción  de  dicho  extremo  litigioso,  como  se  supone  en  el  recurso  porque 
esos  derechos  se  refieren,  no  á  la  rescisión  denegada,  sino  á  que  se 
cumpla  lo  pactado,  puesto  que  no  ha  sido  objeto  de  discusión; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Antonio 
Ganivet  Reyes  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  áHa  pérdida  de  la  can¬ 
tidad  que  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejora¬ 
se  de  fortuna,  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley:  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Granada,  con  devo¬ 
lución  del  apuntamiento  y  documentos  remitidos  por  la  misma. — (Sen¬ 
tencia  publicada  el  27  de  Octubre  de  1883, 'é  inserta  en  la  Gaceta  de  15- 
de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  (le  casación  en  la  forma  (27  de  Octubre  de  1883). — 
Sala  tercera. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Jaime 
Vidal  con  D.  José  Font  (Juzgado  de  Villafranca  del  Panadés),  y  se  re¬ 
suelve: 

1°  Que  según  lo  dispuesto  en  el  núm.  6°  del  art.  1 693  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ha  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma  por  incompetencia  de  jurisdicción ,  cuando  este  punto 
no  haya  sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo  y  no  se  halle  compren¬ 
dido  en  el  núm.  6°  del  articulo  anterior-. 

2°  Que  con  arreglo  al  núm.  7o  de  aquel  articulo ,  procede  dicho  re¬ 
curso  asi  bien  por  haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó  más  Jueces , 
cuya  recusación ,  fundada  en  causa  legal  é  intentada  en  tiempo  y  forma , 
hubiese  sido  estimada,  ó  se  hubiese  denegado  siendo  procedente-. 

3°  Que  no  está  comprendida  en  el  núm.  6°  del  dicho  art.  1693  la  in¬ 
competencia  por  razón  de  la  materia ,  alegando  como  motivo  del  recurso 
que  el  demandado  viene  sosteniendo  que  no  se  trata  de  un  contrato  de 
arrendamiento  ni  de  aparcería,  en  el  que  pasado  el  término  del  ariso 
pueda  tener  cabida  el  desahucio ,  y  sí  del  de  rabassa  moría ,  en  el  que  se 
dice  causahabiente  del  que  lomó  tas  fincas  en  tal  concepto-,’ 

Y  4o  Que  no  es  aplicable  el  núm.  7°  del  citado  artículo,  si  la  incom¬ 
petencia  se  hace  consistir  en  la  denegación  de  la  recusación  del  Juez  mu¬ 
nicipal  en  funciones  del  de  primera  instancia  con  arreglo  á  la  ley ;  y  tal 
recusación,  aun  cuando  se  hubiese  alegado  en  tiempo  y  forma,  no  era 
procedente  por  no  ser  legal  la  causa  (n  que  descansaba,  toda  vez  que  el 
interés  que  se  atribuía  al  mencionado  Juez  no  es  ciertamente  el  á  que  se 
refiere  el  núm.  8o  del  art.  189  de  la  repelida  ley,  sino  que  si  funda  tan 
sólo  en  suponer  que  como  Abogado  y  de  aquel  domicilio  no  habría  de 
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proceder  con  imparcialidad  por  no  malquistarse ,  y  si  antes  bien  hacerse 
buen  ¿upar  con  los  propietarios  en  general. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  a  27  de  Octubre  de  1 883,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  municipal  de  Lavid  y  en  el  de  primera  instan¬ 
cia  de  Villafranca  del  Panadé3  por  D.  José  Font  con  D.  Jaime  Vidal  so¬ 
bre  desahucio  de  cierta  finca;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Vi¬ 
dal,  á  quien  han  representado  y  defendido  en  este  Trihunal  Supremo  el 
Procurador  D.  Angel  .  Calvo  y  el  Licenciado  D.  Ricardo  Díaz  Merry,  no 
habiendo  comparecido  D.  José  Font: 

Resultando  que  en  14  de  Agosto  de  1882  D.  José  Font  dedujo  en  el 
•Juzgado  municipal  de  Lavid  demanda  contra  D.  Jaime  Vidal  Parellada 
sobre  desahucio  de  una  finca  situada  en  aquel  término  municipal,  y  ex¬ 
puso  queel  demandado  cultivaba  de  propiedad  del  demandanteapartede 
frutos  por  tiempo  indeterminado  una  pieza  de  tierra,  parte  viña  y  par¬ 
te  olivar:  que  en  acto  de  conciliación  celebrado  en  12  de  Agosto  de  1881 
el  demandante  requirió  á  Vidal  para  que  dentro  del  término  de  un  año 
dejara  libre  y  expedita  y  á  su  disposición  la  indicada  pieza  de  tierra,  á 
lo  que  el  demandado  contestó  que  estaba  conforme,  mediante  que  ^  le 
abonasen  los  derechos  que  tuviere  en  la  expresada  finca,  y  fundado  en 
fine  el  contrato  de  aparcería  tiene  la  consideración  de  arrendamiento  y 
fiue  los  arrendamientos  sin  tiempo  determinado  fenecen,  avisándose 
cualquiera  de  las  partes  con  un  año  de  anticipación,  pidió  se  convoca¬ 
se  á  las  partes  á  juicio  verbal  y  en  definiera  se  dictase  sentencia  decla¬ 
mando  haber  lugar  al  desahucio,  imponiendo  todas  las  costas  al  deman¬ 
dado,  y  apercibiéndole  de  lanzamiento  si  no  lo  verificaba  en  el  acto: 

.Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  el  actor  re¬ 
produjo  su  demanda,  y  Vidal  contestó  que  negaba  la  demanda  y  pro¬ 
testaba  de  ella  por  improcedente,  porque  no  era  arrendatario  del  de¬ 
mandante,  sino  dueño  útil  de  la  viña  que  se  le  reclamaba  en  virtud  de 
su  título  de  establecimiento  á  rabassa  morta  otorgada  en  Io  de  Mayo 
de  1882  á  favor  de  su  causante  Julián  Vía;  que  basándose  el  derecho 
del  demandado  en  un  contrato  enfitéutico  traslativo  de  dominio  y  no 
en  un  arrendamiento,  el  Juzgado  no  podía  admitir  ni  entender  en  la 
demanda  interpuesta  á  tenor  del  art.  1565  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
c»vil,  toda  vez  que  el  demandado  no  era  inquilino,  colono,  arrendata- 
rto,  administrador,  portero  ni  guarda  del  demandante,  ni  poseía  la  finca 
*  titulo  de  precario,  únicos  títulos  en  que  el  actor  podría  fundar  su  de¬ 
manda,  a  tenor  del  citado  art.  1505;  y  pidió  que  se  declarase  impro - 
cedente  la  demanda  de  desahucio  interpuesta  por  D.  José  Font,  conde¬ 
nándole  en  las  costas  y  al  pago  de  gastos  y  perjuicios  ocasionados  al 
uemandado;  y  seguido  el  juicio,  el  Juez  municipal  dictó  sentencia  en  24 
.e  Noviembre  de  1882  declarando  no  haber  lugar  á  decretar  el  desahu¬ 
mó  solicitado  por  D.  José  Font  por  no  ser  de  la  incumbencia  del  Juzga- 

y  condenó  á  dicho  Font  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio,  re¬ 
servándole  la  facultad  de  usar  de  su  derecho  en  el  modo  y  forma  que 
16  conviniera: 

Resultando  que  D.  José  Font  interpuso  apelación,  que  le  fué  admi¬ 
ma,  y  pn  su  consecuencia  se  remitieron  los  autos  al  Juzgado  de  prime- 

instancia  de  Villafranca  del  Panadés:  que  convocadas  las  partes  á 
Juicio  verbal,  tuvo  efecto  ante  dicho  Juez  en  12  de  Diciembre  de  1882, 

J  14  de  dicho  mes  el  Juez  municipal  Letrado  dictó  providencia  por 
a  fiue,  en  virtud  de  haberse  encargado  del  Juzgado  de  primera  ins- 
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tancia,  dispuso  se  convocase  á  las  partes  á  una  nueva  comparecencia: 

Resultando  que  citadas  las  partes  para  su  celebración,  D.  Jaime 
Vidal  presentó  escrito  en  7  de  Enero,  en  el  que  expuso  que  el  Juez 
municipal  encargado  de  la  jurisdicción  tenía  evidente  interés  en  el 
pleito,  como  en  todos  sus  semejantes,  toda  vez  que  como  Abogado  y 
por  su  domicilio  le  convenía  obtener  la  confianza  y  amistad  de  la  clase 
de  propietarios,  á  los  cuales  perjudicaría  el  fallo  de  este  litigio  favora¬ 
ble  á  la  parte  de  Vidal;  y  como  este  motivo  se  hallaba  expresamente 
indicado  en  la  causa  8a  del  art.  189  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
formulaba  la  oportuna  recusación  de  dicho  Juez,  de  conformidad  con 
lo  prescrito  en  el  citado  artículo  y  en  los  <570,  715  y  10,  excep¬ 
ción  2a: 

Resultando  que  celebrado  el  juicio  verbal  en  el  día  señalado  8  de 
Enero,  y  dada  cuenta  del  relacionado  escrito  de  Vidal,  el  Juez  muni¬ 
cipal,  interino  de  primera  instancia,  desestimó  de  plano  la  recusación 
pretendida  por  Vidal;  y  después  de  haber  alegado  la  parte  apelante, 
única  personada,  el  mencionado  Juez  por  sentencia  de  11  del  repetido 
mes  de  Enero,  revocando  la  apelada,  declaró  haber  lugar  al  desahucio 
instado  por  D.  José  Font;  apercibiendo  á  D.  Jaime  Vidal  de  lanzamien¬ 
to  si  no  desalojaba  la  finca  en  el  acto  y  condenándole  en  las  costas: 

Resultando  que  D.  Jaime  Vidal  y  Parellada  interpuso  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  las  causas  6a  y  7a 
del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  al  efecto  alegó: 

Io  Que  era  notoria  la  incompetencia  con  que  han  obrado  en  el  pre¬ 
sente  juicio,  así  el  Juzgado  municipal  que  lo  reconoció,  como  el  de 
primera  instancia  que  no  quisó  reconocerlo  por  no  llegar  su  jurisdic - 
ción  á  conocer  de  uu  desahucio  que  no  se  fundaba  en  ninguna  de  las 
causas  taxativas  del  art.  1562  de  la  ley:  que  en  efecto  no  podía  con¬ 
currir  causa  alguna  de  aquellas  tres  cuando  se  refieren  á  un  con¬ 
trato  de  arriendo  que  no  existe,  pues  no  lo  ha  presentado  el  actor,  y 
ha  negado  el  convenido,  demostrando  su  inexactitud  con  la  presenta¬ 
ción  de  la  escritura  del  establecimiento  á  rabassa  morta,  cuya  sola 
existencia  justifica  la  legítima  posesión  de  la  misma: 

2°  Que  concurría  además  la  causa  Ia  del  art.  1693  de  la  ley,  pues  el 
Juzgado  había  dictado  la  sentencia  á  pesar  de  habérsele  recusado  en 
tiempo  y  forma,  en  tiempo  porque  ni  la  comparecencia  verbal  del  jui¬ 
cio  equivale  á  la  citación  para  sentencia,  ni  era  posible  formularla  an 
tes  del  señalamiento,  porque  se  había  celebrado  ya  con  otro  Juez  y  no 
se  tuvo  noticia  de  que  el  recusado  estuviese  encargado  del  despacho  y 
del  conocimiento  de  estos  autos  hasta  que  se  le  notificó  la  providencia 
convocando  á  nueva  comparecencia  por  haber  sido  trasladado  el  Juez 
ante  quien  se  había  celebrado  la  primera,  y  en  forma  porque  se  alegó 
una  de  las  causas  legales;  y  el  juramento,  en  cuya  falta  se  hace  con¬ 
sistir  la  informalidad,  no  debió  prestarlo  al  suscrito  por  exigirlo  el  ar¬ 
tículo  195  de  la  ley;  sólo  debe  prestarlo  el  que  se  hallare  en  el  lugar 
del  juicio,  y  el  recurrente  no  residía  en  él,  aparte  de  que  no  se  ordenó 
su  ratificación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  núm.  6°  del  art.  J 693  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  por  incompetencia  de  jurisdicción  cuando 
este  punto  no  haya  sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo  y  no  se  halle 
comprendido  en  el  núm.  6o  del  artículo  anterior: 
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Considerando  que  con  arreglo  al  núm.  7o  de  aquel  articulo,  procede 
dicho  recurso  así  bien  por  haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó 
más  Jueces,  cuya  recusación  fundada  encausa  legal  ¿intentada  en 
tiempo  y  forma  hubiese  sido  estimada,  ó  se  hubiese  denegado  siendo 
procedente: 

Considerando  que  la  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  como 
excepción  perentoria  ante  el  Juez  municipal  de  Lavid,  después  ante  el 
de  Villafranca  del  Panadés  que  conocía  en  apelación  por  estar  encar¬ 
gado  del  Juzgado  de  primera  instancia,  y  últimamente  como  funda¬ 
mento  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  no  está 
comprendida  en  el  núm.  6o  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  porque  es  por  razón  de  la  materia,  y  al  proceder  no  se  ha  infrio  - 
gido  trámite  alguno,  por  lo  que  el  motivo  del  recurso  en  este  punto  es¬ 
tá  reducido  á  que  el  demandado  viene  sosteniendo  que  no  se  trata  de 
un  contrato  de  arrendamiento  ni  de  aparcería,  en  el  que  pasado  el  tér¬ 
mino  del  aviso  pueda  tener  cabida  el  desahucio,  y  sí  del  de  rabasa 
morta,  en  el  que  se  dice  causa  habiénte  del  que  tomó  las  fincas  en  tal 
concepto,  si  bien  por  otra  parte  resulta  que,  lejos  de  tenerse  esto  por 
probado,  se  ha  establecido  lo  contrario  en  definitiva: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  al  caso  presente  el  núm.  "° 
del  citado  articulo,  porque  la  incompetencia  se  hace  consistir  también 
®n  la  denegación  de  la  recusación  del  Juez  municipal  en  funciones  del 
de  primera  instancia  con  arreglo  á  la  ley,;  y  tal  recusación,  aun  cuando 
se  hubiese  alegado  en  tiempo  y  forma,  no  era  procedente  por  no  ser 
jegal  la  causa  en  que  descansaba,  toda  vez  que  el  interés  que  se  atri¬ 
buía  al  mencionado  Juez  no  es  ciertamente  el  á  que  se  refiere  el  núme- 
r°  8°  del  art.  4  89  de  la  repetida  ley,  pues  se  fundaba  tan  sólo  en  su¬ 
poner  que  como  Abogado  y  de  aquel  domicilio  no  habría  de  proceder 
con  imparcialidad  por  no  malquistarse,  y  si  antes  bien  hacerse  buen 
lngar  con  los  propietarios  en  general: 

Considerando,  por  tanto,  que  carece  de  fundamento  legal  el  pre¬ 
sente  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Jaime  Vidal  y  Parellada,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago 
de  la  cantidad  que  debió  depositar,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva  si 
mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley; 
devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villafranca 
del  Panadés,  con  la  correspondiente  certificación. — (Sentencia  publi¬ 
cada  el  27  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de  No- 
*embre  del  mismo  año.) 
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a  **  ©corso  de  casación  en  la  forma  (27  de  Octubre  de  1883)  — 
ata  tercera. — Devolución  de  acciones  de  una  sociedad. — No  ha  lu 
a!  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Aloy  con  D.  Jerónimo  Marsal  (Au- 
lencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

1  Que  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias , 
a>ido  procediere  con  arreglo  á  derecho ,  autoriza  el  recurso  de  casa- 
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ción  por  quebrantamiento  de  forma ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
caso  3°,.  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Y  2o  Que  si  el  recibimiento  á  prueba  pedido  en  segunda  instancia 
por  el  demandante  no  es  procedente  con  arreglo  á  derecho ,  porque  ori¬ 
ginado  de  documentos  anteriores  á  los  escritos  de  demanda  y  contesta¬ 
ción ,  aunque  recibidos  después ,  carece  su  presentación  en  autos  del  ju¬ 
ramento  prescrito  en  el  caso  2o,  art.  506  de  la  citada  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil ,  requisito  indispensable  para  que  tenga  lugar ;  su  denega¬ 
ción  no  produce  el  expresado  quebrantamiento  de  forma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1883,  en  los  au- 
tos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  que¬ 
brantamiento  de  forma  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Pino  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  del  mismo  territorio  por  D,  Lorenzo  Aloy,  del  comercio  de 
dicha  capital,  con  D.  Jerónimo  Marsal,  carpintero,  de  la  propia  vecin¬ 
dad,  sobre  devolución  de  acciones.de  la  Sociedad  Aguas  subterráneas 
del  rio  Llobregat,  habiendo  representado  y  defendido  en  este  Tribunal 
Supremo  al  Aloy  el  Procurador  D.  Manuel  Aguilar  y  el  Licenciado  Don 
Enrique  Valle  y  Larrea: 

Resultando  q'ue  en  10  de  Julio  de  1880  D.  Lorenzo  Aloy  dedujo  de¬ 
manda,  exponiendo  que  en  1877  dejó  en  poder  de  D.  Javier  Cuadros  10 
obligaciones  al  portador  de  las  aguas  subterráneas  del  río  Llobregat. 
desde  el  núm.  2.836  al  2.845,  las  cuales  retenía  en  su  poder  sin  ningún 
títulodegal  D.  Jerónimo  Marsal,  diciendo  habérselas  vendido  Cuadros 
en  6  de  Junio  de  1877;  y  pidió  que  se  condenase  á  Marsal  á  entregarle 
las  10  referidas  obligaciones,  juntamente  con  el  importe  de  los  intere¬ 
ses,  cupones  ó  créditos  que  hubiese  percibido  hasta  la  entrega,  y  no 
verificándolo  se  le  condenase  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjui¬ 
cios  sufridos  por  su  resistencia,  y  a)  pago  de  la?  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Jerónimo 
Marsal,  pretendió  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposición  al 
D.  Loronzo  Aloy  de  silencio  y  callamiento  perpetuo,  y  condenándole  al 
resarcimiento  do  daños  y  perjuicios  y  pago  de  costas;  alegando  al  • 
efecto  que  las  obligaciones  en  cuestión  se  las  había  vendido  D.  Javier 
Cuadros  por  el  precio  de  110  duros: 

Resultando  que  al  replicar  el  actor,  reprodujo  la  pretensión  de  su 
demanda,  y  el  demandado  en  la  dúplica  pidió  que  en  el  caso  de  no 
quedar  absuelto  de  la  demanda  se  condenase  á  D.  Javier  Cuadros  por 
evicción  y  saneamiento  á  devolver  el  precio  que  le  entregó  Marsal  por 
la  compra  de  las  acciones,  con  los  intereses  legales  que  hubieran  de¬ 
vengado  desde  la  fecha  del  contrato  de  venta  y  los  que  devengasen  en 
lo  sucesivo,  y  además  al  reintegro  de  los  aumentos  de  la  cosa,  daños  y 
perjuicios  y  costas: 

Resultando  que  citado  de  evicción  D.  Javier  Cuadros  á  instancia  de 
Marsal,  le  fué  acusada  la  rebeldía  por  su  no  comparencia,  y  se  le  se¬ 
ñalaron  los  estrados  para  las  sucesivas  diligeucias:  que  recibido  el  plei¬ 
to  á  prueba  y  practicadas  las  que  las  partes  propusieron  por  medio  de 
posiciones,  documentos  y  testigos,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia  en  11  de  Octubre  de  1831  absolviendo  á  D.  Jerónimo  Marsal 
de  la  demanda,  con  imposición  de  costas  al  actor: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  D.  Lorenzo  Aloy  inter¬ 
puso,  se  remitieron  los  autos  á  la  Superioridad;  y  entregados  al  ape¬ 
lante  para  instrucción,  la  evacuó  en  escrito  de  15  de  Febrero  de  1882, 
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«aponiendo  por  un  otrosí  que  con  posterioridad  á  la  sentencia  profe¬ 
rida  por  el  Juez  D.  Francisco  Javier  Cuadros  había  entregado  una  li¬ 
quidación  hecha  de  su  puño  y  letra  y  timbrada  con  su  sello,  que 
acompañaba:  que  el  mismo  Cuadros  entregó  un  recibo  firmado  por 
P*  Jerónimo  Marsal  en  <7  de  Diciembre  de  1817:  que  los  mencionados 
hechos,  como  ocurridos  con  posterioridad  á  la  primera  instancia,  es¬ 
taban  comprendidos  en  el  párrafo  tercero  del  art.  8ti2  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  pues  tenía  influencia  notoria  en  el  procedimiento, 
toda  vtz  que  el  saldo  que  resultaba  de  la  liquidación  núm.  1  explicaba 
que  Marsal  tuviera  empeño  en  quedarse  con  las  obligaciones,  y  por 
ello  pidió.que  se  abriera  los  autos  á  prueba  para  justificar  los  extremos 
continuados  en  este  escrito:  que  en  22  de  Marzo  Aloy  presentó  otro  es¬ 
crito,  con  el  que,  utilizando  el  derecho  concedido  por  el  art.  863  de  la 
*ey  de  Enjuiciamiento  civil,  acompañó  un  acta  notarial  de  la  que  cons¬ 
ta  que  requirió  á  D.  Javier  Cuadros  para  que  hiciese  ciertas  declara¬ 
ciones,  que  hizo  en  efecto,  y  presentó  un  pliego  de  posiciones  para  que 
las  absolviera  D.  Jerónimo  Marsal: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  por  auto  de  11  de 
Abril  de  1882  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  Jos  documentos 
presentados  con  los  escritos  de  15  de  Febrero  y  22  de  Marzo,  los  que 
se  devolvieron,  igualmente  que  el  pliego  de  posiciones,  á  la  parte  que 
•os  había  presentado,  ni  al  recibimiento  á  prueba,  ni  al  de  las  posicio¬ 
nes  solicitadas: 

Resultando  que  confirmada,  con  las  costas,  la  sentencia  del  Jupz 
Por  .la  que  la  referida  Sala  primera  de  la  Audiencia  dictó  en  5  de  Mar¬ 
zo  ültimo,  por  parte  de  D.  Lorenzo  Aloy  se  interpuso  recurso  dé  casa¬ 
ción  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  las  causas  3a  y  5a  del 
srt.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  esto  es,  por  falta  de  reci¬ 
bimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  y  por  no  haberse  admitido 
lfts  posiciones  que  presentó  con  el  escrito  de  22  de  Marzo  de  1882;  y 
Por  un  otrosí  protestó  interponer  en  su  caso  y  lugar  recurso  de  casa¬ 
ción  por  infracción  de  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  la  falta  de  recibimiento^  prueba  en  alguna  de 
•as  instancias  cuando.procediere  con  arreglo  á  derecho  autoriza  el  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  conforme  á  lo  dis¬ 
puesto  en. el  caso  3o,  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  el  recibimiento  á  prueba  pedido  en  segunda  ins¬ 
tancia  por  D.  Lorenzo  Aloy  no  es  procedente  con  arreglo  á  derecho, 
Porque  originado  de  documentos  anteriores  á  los  escritos  de  demanda 
y  contestación,  aunque  recibidos  después,  carece  su  presentación  en 
autos  del  juramento  prescrito  en  el  caso  2°,  art.  506  de  la  citada  by  de 
Enjuiciamiento  civil,  requisito  indispensable  para  que  tenga  lugar  el 
recibimiento  á  prueba  en  el  presente  caso: 

Considerando,  por  tanto,  que  no  existen  los  quebrantamientos  de 
forma  que  el  recurrente  alega; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Lorenzo  Aloy,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  canti¬ 
dad  que  debió  depositarse,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase 
ue  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  á  su  tiempo  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona. — (Sentencia 
Publicada  el  27  de  Octubre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de 
-Noviembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  (2  de  Noviembre  de  1883). — Sala  'prime¬ 
ra . — Tercería  de  dominio. — lia  lugar  al  interpuesto  por  D.  Manuel 
Segarra  con  D.  ¡Vicente  Gual  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Que  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  de  1855,  aplicable  al  presente  litigio ,  el  cotejo  de  los  docu¬ 
mentos  públicos  es  innecesario  cuando  la  persona  á  quien  perjudican 
les  presta  su  asentimiento  expreso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Noviembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Castellón  de  la  Pla¬ 
na  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Manuel 
Segarra  Guiraerá,  propietario,  vecino  de  Cabanes;  con  D.  Vicente  Gual 
Llorens,  labrador,  de  la  propia  vecindad,  y  D.  Francisco  Castellet  Se¬ 
garra,  en  rebeldía,  sobre  tercería  de  dominio;  autos  que  penden  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
á  nombre  de  D.  Manuel  Sagarra  per  el  Procurador  D.  Joaquín  Díaz 
Pérez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  León  Galindo  de  Vera,. ha¬ 
biendo  representado  y  defendido  á  Gual  el  Procurador  D.  Juan  Anto¬ 
nio  Asensio  y  el  Licenciado  D.  Juan  Alvarado: 

Resultando  que  en  16  de  Noviembre  de  1871  se  otorgó  por  Francis¬ 
co  Castellet  Segarra  á  favor  de  Manuel  Segarra  Guimerá  una  escritura 
de  venta  de  una  casa  horno  de  pan  cocer,  en  cuyo  solar  edificó  otra 
casa  habitación,  situado  todo  en  el  poblado  de  Cabanes,  calle  de  la  Mo¬ 
rera,  señalado  el  horno  con  el  núm.  6  y  la  casa  sin  número,  que  ad¬ 
quirió  de  la  Nación  en  22  de  Octubre  de  1864;  cuya  venta  hizo  al  Se¬ 
garra,  la  del  horno  por  22.000  rs.  y  la  casa  por  2.915  rs.,  ó  sea  en  con¬ 
junto  6.228  pesetas  75  céntimos,  precio  por  el  que  las  adquirió  de  la 
Nación,  pagadero  en  12  plazos  que  no  había  satisfecho  aún,  si  bien 
uno  de  ellos,  que  era  ya  vencido,  lo  satisfaiía  el  otorgante  en  la  misma 
fecha  de  la  escritura;  ésta  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  en  18  de  Febrero  de  1882  D.  Manuel  Segarra  Gui¬ 
merá,  acompañando  la  relacionada  escritura,  dedujo  demanda  de  ter¬ 
cería  de  dominio,  en  la  que  expuso  que  despachada  ejecución  á  instan¬ 
cia  de  Joaquín  Paladie  contra  Francisco  Castellet  fueron  embargadas, 
entre  otras  fincas,  el  horno  de  pan  cocer  y  la  casa  referida;  que  hallán¬ 
dose  en  la  vía  de  apremio,  se  justipreció  el  horno  y  casa  en  i. 864  pe¬ 
setas;  y  no  habiendo  postor  en  la  subasta,  el  ejecutante  pidió  en  vez 
de  retasa  se  le  adjudicasen  las  fincas  con  exclusión  del  horno  de  pan 
cocer,  porque  se  encontraba  afecto  por  todo  su  precio  á  la  responsabi¬ 
lidad  que  correspondía  al  Estado,  que  le  vendió  como  procedente  de 
bienes  nacionales:  que  pedidó  y  acordado  el  pago  al  ejecutante  en  otras 
fincas  del  deudor,  y  excluido  el  horno  de  pan  cocer,  el  demandante  com¬ 
pró  éste  y  la  casa  edificada  en  parte  del  área  de  aquél,  todo  por  6.228 
pesetas,  superior  al  justiprecio  que  tienen  en  los  autos;  cantidad  que 
había  de  pagar  al  Estado  por  los  plazos  que  se  debían:  que  el  ejecu¬ 
tante,  en  vez  de  designar  las  fincas  con  que  debía  ser  pagado,  cedió  el 
crédito  á  Vicente  Gual  Llorens  por  escritura  de  25  de  Junio  de  1877,  y 
aunque  subrrogado  en  lugar  del  cedente,  prescindiendo  de¡la  adjudica¬ 
ción  pedida  solicitó  nueva  subasta,  previa  retasa,  pero  sin  acordarse  de 
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•a  exclusión  del  horno  y  de  la  casa:  que  el  justiprecio  del  horno  era 
de  3.940  pesetas  y  el  de  la  casa  de  523  y  por  lo  mismo  un  total  de 
M63  pesetas,  por  el  que  se  anunció  la  subasta,  y  el  precio  que  debía 
a'  ejecutado  por  la  compra  que  había  hecho  á  la  Nación  era  muy  su¬ 
perior  al  dado  á  dichas  fincas  en  la  retasa;  y  después  de  alegar  varios 
fundamentos  de  derecho,  concluyó  solicitando  se  suspendieran  los  pro¬ 
cedimientos  de  apremio  contra  dichos  bienes,  declarando  que  la  casa  y 
horno  pertenecían  al  demandante  sin  ninguna  responsabilidad,  por  lo 
menos  en  cuanto  al  ejecutante,  sin  perjuicio  de  cualquiera  otra  acción 
íue  pudiera  utilizar: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  ejecutante  Vicente  Gual  Lio¬ 
rna,  le  evacuó  exponiendo  que  no  tenía  interés  que  Manuel  Segarra 
80  quedase  con  el  dominio  de  la  finca  del  horno  y  de  la  casa  contigua, 
Pero  sí  se  oponía  á  que  se  le  entregase  el  dominio  libre  de  toda  res¬ 
ponsabilidad,  porque  se  hallaba  gravada  con  una  hipoteca  inscrita  en 
el  Registro  que  no  se  había  cancelado,  habiendo  hecho  la  inscripción 
«on  fecha  anterior  á  la  eompra:  que  además  de  la  hipoteca  se  hallaba 
embargada  por  mandamiento  del  Juzgado  á  las  resultas  del  ejecutivo 
entablado  para  hacer  pago  del  crédito  que  dicha  finca  aseguraba  con 
|a  mencionada  hipoteca,  y  cuyo  embargo  estaba  anotado  en  el  Regis. - 
lro  también  con  fecha  anterior  á  la  compra  de  la  finca,  la  cual  tampo¬ 
co  se  había  cancelado;  y  que  Manuel  Segarra  adquirió  por  compra  el 
horno  y  casa  contigua  cuando  el  ejecutivo  contra  Castellet  estaba  en 
®‘  Período  de  apremio;  y  que  existiendo  hipoteca  á  favor  del  deman¬ 
dado  sobre  las  dos  fincas  y  anotación  preventiva  de  embargo  anterior 
a  la  venta,  eran  responsables  las  fincas  hasta  tanto  que  pagado  el 
acreedor  se  alzase  el  embargo  y  se  cancelase  la  hipoteca  y  la  anotación; 
"°r  lo  que  pidió  que  se  declarara  que  la  finca  del  horno  y  casa  conti¬ 
ena  estaba  sujeta  á  la  responsabilidad  de  la  hipoteca  inscrita  en  el 
Registro  de  la  propiedad  que  garantiza  el  crédito  del  demandado  y 
í.ne  motivó  el  expresado  juicio  ejecutivo,  y  sujeto  también  á  la  anota- 
c,<5n  preventiva  de  embargo  hecha  en  aquel  juicio  para  responder  del 
Principal  y  costas;  todo  lo  cual  debía  pagar  el  Segarra  para  salvar  ja 
V0nta  de  aquéllos  en  pública  subasta,  y  que  continuase  el  procedi¬ 
miento  ejecutivo  contra  la  referida  finca: 

Resultando  que  seguido  el  traslado  para  con  el  ejecutado  Francisco 
Castellet,  y  no  habiendo  comparecido,  se  le  acusó  la  rebeldía:  que  co- 
JPnnicados  los  autos  al  demandante  para  réplica,  al  formalizarla  ampliú 
!?*  fundamentos  de  su  demanda,  negando  que  sobre  las  fincas  en  cues- 
M°n  hubiera  existido  ni  existiera  hipoteca  especial,  y  que  las  anda¬ 
lones  preventivas  pueden  cancelarse  cuando  sea  procedente,  aunque 
o°  consienta  la  persona  en  cuyo  favor  se  hubiesen  hecho;  y  duplicada 
,  •  Vicente  Gual,  insistió  en  sus  anteriores  alegaciones,  añadiendo  que 
a  escritura  de  16  de  .Noviembre  de  1871,  por  la  que  Francisco  Caste- 
et>  erigiéndose  en  dueño  del  solar  y  horno,  le  vendió  á  D.  Manuel  Se- 
Rarra,  era  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto,  porque  el  vendedor  carecía 
titulo  legal  para  vender,  y  por  consiguiente  de  personalidad  bastan- 
Para  otorgar  dicho  contrato,  puesto  que  el  horno  estaba  embargado 
jouicialmente,  inscrito  el  embargo  en  el  Registro  de  la  propiedad  en 
■rtud  de  mandamiento  judicial,  mandamiento  que  no  estaba  cancela- 

Ror(Iue  1°3  procedimientos  de  apremio  continuaban  contra  los  bie- 
08  del  deudor,  incluyéndose  el  horno;  y  pidió  se  le  absolviera  de  la 
emanda  y  se  declarase  nula  la  escritura  de  16  de  Noviembre  de  1871 
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con  las  costas  al  demandante,  reservando  á  Gual  el  derecho  para  in¬ 
tentar  las  acciones  correspondientes  contra  la  persona  ó  personas  res¬ 
ponsables  por  haber  otorgado  un  contrato  simulado  y  penado  en  el  Có¬ 
digo: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  pro¬ 
puestas  por  las  partes,  y  unidas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sen¬ 
tencia,  quefué  confirmada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia  en  5  de  Diciembre  de  1882,  absolviendo  á  D.  Vicente  Gual  y 
D.  Francisco  Castellet  de  la  demanda  de  tercería  interpuesta  por  Don 
Manuel  Segarra;  atendiendo,  entre  otras  consideraciones,  á  que  para 
ser  eficaz  en  juicio  los  documenios  públicos  y  solemnes  que  hayan  ve¬ 
nido  al  pleito-  sin  citación,  contraria,  es  precise  que  se  cotejen  con  sus 
originales  previa  dicba  citación,  á  no  ser  que  la  persona  á  quien  perjudi¬ 
quen  hubiese  prestado  á  ellos  asentimiento  expreso,  y  que  el  actor  no 
ha  pedido  el  cotejo  de  la  escritura  de  compraventa  que  acompañó  á  la 
demanda,  venida  á  los  autos  sin  citación  contraria,  el  demandado  no  ha 
prestado  su  asentimiento  á  dicho  documento,  atacándolo  por  el  contra¬ 
rio  como  nulo: 

Resultando  que  D.  Manuel  Segarra  interpuso  recurso  de  casación , 
alegando  como  motivos: 

Io  Que  la  sentencia  recurrida. al  absolver  de  la  demanda  por  no  ha¬ 
berse  cotejado  la  escritura  con  su  original,  siendo  así  que  no  se  redar¬ 
güyó  de  falsa,  ha  infringido  la  ley  1H,  titulo  18,  Partida  3a,  que  dis¬ 
pone  que  valgan  las  escrituras  que  no  tengan  las  falsedades  ó  defectos 
que  se  marcan  en  las  leyes;  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
antigua,  conforme  con  la  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo 
en  varias  sentencias  y  confirmada  por  el  art.  397  de  la  ley  moderna,  de 
que  el  cotejo  sólo  es  necesario  cuando  se  redarguyen  de  falsas  civil¬ 
mente  las  escrituras: 

2°  Que  al  fundar  la  sentencia  la  absolución  de  la  demanda  en  que  no 
ha  justificado  su  dominio  el  tercerista,  ha  infringido  la  doctrina  de  que 
cuando  asiente  el  demandado  á  la  verdad  de. los  hechos  de  la  demanda, 
no  necesita  el  demandante  probar  lo  concedido  y  admitido  como  indis¬ 
cutible  en  el  pleito;  y  habiendo  manifestado  Gual  en  la  sentencia  que 
no  se  oponía  al  dominio  de  Segarra  en  la  finca,  no  tenía  éste  necesidad 
de  justificarlo: 

3o  Que  al  fundar  la  sentencia  la  necesidad  del  cotejo  de  la  escritura  de 
compra  en  que  el  demandado  no  le  había  prestado  asentimiento  expre¬ 
so,  atacándola  por  el  contrario  como  nula,  siendo  así  que  esta  excepción 
sólo  se  había  alegado  en  la  dúplioa,  cuando  en  la  contestación  se  había 
reconocido  la  validez  del  documento,  se  han  infringido  las  leyes  7a  y  8* 
del  título  3°  de  la  Partida  3a  y  los  artículos  25  i  y  256  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  antigua,  de  todos  los  que  se  deduce  que  las  excepcio  - 
nes  se  han  de  oponer  precisamente  en  la  contestación,  y  que  en  la  dú- 
plica  sólo  se  permite  modificar  ó  adicionar  los  puntos  de  hecho  y  de  de¬ 
recho  que  se  hayan  consignado  en  la  contestación,  no  prescindir  de 
ellos  y  sustituirlos  por  los  que  se  exponen  en  la  dúplica: 

4°  Que  al  absolver  la  sentencia  da  la  demanda  al  demandado  por  fal¬ 
ta  de  cotejo  de  la  escritura,  siendo  así  que  no  se  alegó  esta  razón ,  se 
ha  infringido  la  doctrina  corriente  de  que  el  Juez  nada  puede  hacer 
de  oficio  en  los  pleitos  civiles  sino  fallar  según  lo  alegado  y  probado: 

5°  Que  al  absolver  á  Vicente  Gual,  cesionario  del  acreedor,  y  á  Fran¬ 
cisco  Castellet,  dueño  anterior  de  la  finca. y  vendedor  de  ella,  d¿  la  de- 
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ttanda  de  tercería,  se  ha  infringido  la  doctrina  de  que  la  sentencia  ha 
de  ser  congruente  con  la  demanda  y  con  la  contestación  y  no  ha  de  con¬ 
ceder  más  de  lo  que  se  pide  en  la  una  y  excepciona  en  la  otra;  porque 
habiendo  pedido  Segarra  que  se  declarase  el  dominio  que  tenía  en  las 
hncas  libre  de  todo  gravamen,  y  habiendo  reconocido  Gual  el  dominio 
aunque  sujeto  á  la  responsabilidad  del  embargo,  al  declarar  la  senten- 
c,a  que  no  ha  justificado  Segarra  su  dominio  en  absoluto,  y  absolver 
P.or  ello  de  la  demanda  á  Gual  y  Castellet,  no  es  congruente  la  senten- 
®la  con  la  demanda  ni  con  la  contestación  y  concede  al  demandado  más 
de  lo  que  había  pedido: 

.  6  Que  al  expresarse  en  la  sentencia  que  no  cabe  decidir  respecto  á 
las  demás  cuestiones  discutidas  por  las  partes,  se  ha  infringido  el  prin- 
c,Pio  legal  de  que  en  la  sentencia  se  han  de  resolver  todas  las  que  ha¬ 
yan  sido  objeto  del  litigio: 

7°  El  art.  71  de  la  ley  Hipotecaria,  que  permite  enajenar  los  bienes 
potados  preventivamente  con  tal  de  que  no  se  perjudique  el  derecho 
de'  anotado,  y  en  este  caso  no  se  perjudicaba,  puesto  que  todo  el  valor 
y  aun  más  del  en  que  se  habían  justipreciado  las  fincas  era  insuficiente 
Para  cubrir  la  primera  hipoteca  al  Estado  por  el  precio  de  los  plazos  que 
^davía se  deben: 

-  8°  Los  artículos  79  y  83,  párrafo  segundo,  de  la  ley  Hipotecaria,  y 
párrafo  segundo,  del  reglamento,  al  no  mandarse  en  la  sentencia  la 
Cancelación  de  la  anotación  del  embargo  y  la  declaración  consiguiente 
Q0a  Cortad  de  la  finca  vendida: 

“  El  principio  jurídico  de  que  el  cesionario  de  un  crédito  deducido 
dentUÍe*°  86  su*3rro^a  en  *os  derechos,  acciones  y  obligaciones  del  ce¬ 
jo.  El  principio  de  derecho  de  que  todo  hombre  está  obligado  á  per- 
^Utr  1°  que  sjn  perjudicarle  favorece  á  otro: 

CuestSl°S’  S*eni*0  ^onente"  e*  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  absuelve  al  demandado  Don 
J'cente  Gual  única  y  exclusivamente  por  falta  de  cotejo  de  la  escritu- 
:a  de  venta  de  16  de  Noviembre  de  1871 ,  que  á  jujcio  delTribunal  sen¬ 
tenciador  la  hace  tan  eficaz  que  nada  debe  decir  acerca  de  las  demás 
bestiones  debatidas  en  el  pleito: 

.Considerando  que  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  281  de  la  ley  de 
"nJRiciamiento  civil  de  1855,  aplicable  al  presente  litigio,  el  cotejo  de 
os  documentos  públicos  es  innecesario  cuando  la  persona  á  quien  per¬ 
judican  1qs  presta  su  asentimiento  expreso;  circunstancia  que  aquí  con- 
ufre,  porque  el  demandado  D.  Vicente  Gual  le  prestó  al  consignar  en 
I)  LSCrit0  de  contestación  á  la  demanda  que  no  tenía  interés  en  que 
*  Manuel  Segarra  se  quedase  con  el  dominio  de  la  casa  y  horno  reela- 
dioh8’  ^  de8Pués  al  impugnar  en  la  dúplica  la  validez  de  la  venta  de 
d»HS  k‘enesi  no  Por  la  forma  de  la  escritura,  sino  por  falta  de  capaci- 
sent60  *U  otor£anl0  D.  Francisco  Castellet,  de  donde  se  deduce  que  la 
ntencia  recurrida  infringe  las  leyes  y  doctrinas  invocadas  en  los  seis 
^  Pm0S  mol*vos  de  casación; 

s  rallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
cnn»0Casac'^n  Por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Segarra 
Val  Ia  *a  80ntencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
larn  nCia  en  5  de  Diciembre  de  1882;  en  su  consecuencia  casamos  y  anu- 
mos  dicha  sentencia:  devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  consti- 
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tnyó. — (Sentencia  publicada  el  2  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  15  de  Enero  de  1854.  )  , 
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Recurso  ile  casación  (2  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime- 
ra. — Tercería  de  dominio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Felisa 
Pérez  Rodríguez  con  D.  Fabián  Maestre  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

Io  Que  es  doctrina  legal  sancionada  por  el  Tribunal  Supremo ,  que 
si  bien  corresponde  á  la  mujer  la  administración  de  los  bienes  parafer¬ 
nales  en  el  caso  de  que  conserve  el  señorío  de  ellos ,  esto  se  entiende  sin 
perjuicio  de  Id  intervención  que  según  la  ley  55  de  Toro  debe  tener  el 
marido  en  los  actos  y  contratos  á  que  sin  su  licencia  y  autoridad  no 
puede  aquélla  concurrir  ni  celebrar  por  si,  y  de  que  como  Jefe  de  fa¬ 
milia  y  para  atender  á  sus  necesidades  perciba  y  disponga  de  los  refe¬ 
ridos  bienes: 

2o  Que  en  tal  concepto,  y  no  habiendo  declarado  la  sentencia  recu¬ 
rrida  el  dominio  del  marido  sobre  los  productos  de  los  bienes  de  su  mu¬ 
jer  sino  con  la  obligación  de  levantar  las  cargas  del  matrimonio ,  es  in¬ 
dudable  que  dicho  fallo  no  contiene  el  error  de  derecho  de  afirmar  que 
la  mujer  no  tiene  una  personalidad  distinta  cuando  litiga  con  su  mari¬ 
do,  ni  infringe  la  ley  17,  tit.  14.  Partida  4a.  la  cual  sólo  es  aplicable 
con  la  limitación  que  establece  la  expresada  doctrina  legal : 

3°  Que  es  inoportuna  la  cita  en  este  caso  de  la  ley  3a,  til.  3°,  libro 
3°  del  Fuero  Real,  puesto  que  en  nada  afecta  á  la  cuestión  litigiosa  el 
principio  consignado  en  la  misma,  qu*  reconoce  la  sentencia  impugna- 
da ,  de  que  los  productos  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  son  co¬ 
munes  de  por  mitad  á  ambos  cónyuges,  cualquiera  que  sea  la  impor¬ 
tancia  de  los  que  cada  uno  aportó  al  matrimonio : 

4°  Que  no  es  de  estimar  el  motivo  de  casación  que  se  dirige  contra  un 
considerando,  lo  cual  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  mis¬ 
ma,  según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Supremo: 

5°  Que  es  innegable  que  cuando  el  demandado  afirma  un  hecho  en 
apoyo  de  sus  excepciones,  tiene  la  obligación  de  probarlo ; 

Y  6°  Que  la  obligación  del  marido  de  satisfacer  por  litis  expensas 
las  cantidades  necesarias  sólo  es  exigible  en  la  forma  directa  y  adecua¬ 
da  que  establecen  las  leyes,  y  no  de  la  manera  irregular  de  un  procedi¬ 
miento  ejecutivo  seguido  contra  la  esposa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Noviembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Arévalo  y  en  la  Sa¬ 
la  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito  por  D.  Fabián 
Maestre,  Médico,  vecino  de  Medina  del  Campo,  con  su  esposa  Doña  Fe¬ 
lisa  Pérez  Rodríguez,  propietaria,  y  D.  Anolinar  Pérez  García,  que  re¬ 
nunció  á  ser  parte,  sobre  tercería  de  dominio;  autos  que  penden  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
á  nombre  de  la  Doña  Felisa  por  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Apolinar  Pérez  García: 

Resultando  que  D.  Fabián  Maestre  en  10  de  Agosto  de  1881  dedujo 
demanda  de  tercería  de  dominio  ádas  rentas  embargadas  á  su  esposa  Do- 
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ña  Felisa  Pérez  Rodríguez  en  autos  ejecutivos  promovidos  contraía 
misma  por  D.  Apolinar  Pérez  García,  Abogado,  por  débito  de  cantidad, 
cuyas  rentas  correspondientes  al  año  1880  obraban  en  poder  de  los 
renteros;  al  efecto  expuso  que  habiendo  contraído  el  demandante  se¬ 
cundo  matrimonio  con  la  Doña  Felisa,  vivieron  ambos  esposos  en  per¬ 
neta  armonía  hasta  que  la  segunda  entabló  contra  su  marido  demanda 
ue  divorcio  en  el  Tribunal  eclesiástico  de  Valladolid,  de  la  que  desistió 
«espués:  que  restituida  al  domicilio  conyugal,  huyó  de  él  en  19  de 
Enero  de  1878,  reproduciendo  ante  el  Tribunal  eclesiástico  de  Avila  la 
demanda  de  divorcio,  negándose  á  volver  á  la  casa  marital,  adoptando 
una  vida  errante:  que  confiriendo  sus  poderes  á  su  sobrino  D.  Apolinar 
Pérez,  éste,  por  la  intervención  que  tuviera  en  algunos  negocios,  su¬ 
puso  que  había  devengado  honorarios  en  cantidad  de  7.740  rs.,  por  los 
Que  la  promovió  la  demanda  ejecutiva  de  que  queda  hecho  mérito,  du 
íante  cuyo  tiempo^!  aestre  ejerció  actos  de  posesión  y  dominio  en  los 
"•enes  que  su  mujer  aportó  al  matrimonio,  rigiéndolos  y  gobernándolos 
®'n  oposición  alguna  hasta  que  por  D.  Apolinar  Pérez  se  había  lesiona 
do  su  derecho  por  el  embargo  que  solicitó  y  obtuvo  en  dicho  juicio  eje¬ 
cutivo:  que  Doña  Felisa  Pérez,  que  por  su  propia  voluntad  se  ausentó 
del  domicilio  conyugal,  quebrantando  preceptos  obligatorios  de  Tri¬ 
bunales  respetables,  no  tenía  derecho  para  contratar  con  su  sobrino  ni 
con  nadie  sin  permiso  de  su  marido,  puesto  que  no  estando  declarado 
e|  divorcio,  ni  por  tanto  rota  la  sociedad  conyugal  entre  Maestre  y  su 
®sP°sa,  sólo  él,  que  había  levantado  y  levantaba  las  cargas  de  la  socie¬ 
dad  conyugal,  tenía  derecho  á  percibir  los  productos  de  los  bienes  de 
■d  Doña  Felisa;  y  diciendo  ejercitar  la  acción  reivindicatoría,  concluyó 
*°hcitando  que  con  suspensión  del  remate  acordado  de  los  frutos  em¬ 
bargados  por  D.  Apolinar  Pérez,  como  de  la  pertenencia  de  Doña  Fali- 
Pérez,  se  declarase  que  dichos  correspondían  en. absoluto  dominio  al 
demandante,  como  así  bien  el  metálico  á  que  aquél  se  hizo  extensivo, 
eeordando  en  su  virtud  el  alzamiento  del  embargo  da^  unos  y  otros  á 
Reposición  del  demandante,  con  imposición  de  las  costas  á  los  deman¬ 
dados: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  de  tercería,  se  mandó  suspen¬ 
der  el  procedimiento  de  apremio  en  los  autos  ejecutivos;  y  conferido 
traslado  al  ejecutante  D.  Apolinar  Pérez  García  y  ejecutada  Doña  Feli- 
*a  Pérez,  aquél  presentó  escrito  exponiendo  que  ^enunciaba  á  ser  par- 
en  los  autos,  y  se  hubo  por  hecha  la  renuncia: 

Resultando  que  Doña  Felisa  Pérez  evacuó  el  traslado  pidiendo  se  le 
absolviese  déla  demanda  y  se  alzara  la  suspensión  del  juicio  ejecutivo, 
,?n  imposición  de  las  costas  al  demandante;  y  para  ello  alegó  que  si 
b'en  es  cierto  que  en  fines  de  1 876  contrajo  matrimonio  con  D.  Fabián 
cp  \?tre’  por  ciertas  amenazas  y  hechos  de  éste  la  demandada  tuvo  ne- 
cesidad  de  intentar  el  divorcio,  siendo  depositada  judicialmente:  que 
invenidos  ambos  cónyuges  en  volver  á  reunirse  bajo  ciertas  condicio- 
B8._el  Maestre  no  cumplió  ninguna  y  se  llevó  á  la  demandada  á  un  pe- 
Mbeno  pueblo;  en  el  que  estuvo  secuestrada,  teniendo  que  huir  y  pro- 
tmner  nueva  demanda  de  divorcio;  solicitando  y(consiguiendo  el  depó- 
c j  °»  Cuya  demanda  aunque  admitida  estaba  sin  sustanciar  á  causa  de 
er*a  competencia  suscitada  que  se  hallaba  pendiente:  que  si  bien  los 
L  oductos  de  los  bienes  de  la  mujer  deben  ingresar  en  poder  del  mari 
,°  Para  soportar  las  cargas  del  matrimonio,  atenderlas  y  cumplirlas,  el 
aestre  no  debía  disfrutar  de  tales  beneficios,  puesto  que  ni  en  poco 
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ni  en  mucho  cumple  con  tales  deberes,  no  paga  las  contribuciones:  que 
la  mujer  casada,  según  el  art.  1356  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
antigua  y  tf)98  de  la  moderna,  no  necesita  licencia  del  marido  ni  del 
Juez,  y  por  tanto  es  evidente  que  la  demandada  litigó  con  personali¬ 
dad  propia,  y  causó  costas  que  tiene  que  pagar  con  sus  bienes,  y  si  no 
los  tuviera  tendrá  que  abonarlas  el  marido  por  la  obligación  de  dar  li¬ 
tis  expensas  á  su  mujer: 

'Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones;  y  recibido  el 
pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  propuestas  por  las  mismas,  el  Juez  # 
de  primera  instancia  por  sentencia  de  8  de  Julio  de  1882  declaró  que 
D.  Fabián  Maestre,  como  marido  de  Doña  Felisa  Pérez  y  dueño  de  los 
productos  de  los  bienes  de  ésta,  y  en  el  concepto  de  jefe  de  la  sociedad 
conyugal,  para  con  ellos  levantar  las  cargas  matrimoniales,  es  el  que 
hoy  debe  percibir  las  174  fanegas  y  media  de  trigo-cuatro  de  garban¬ 
zos  y  820  rs.  en  metálico,  renta  que  correspondiente  al  año  1880  fué 
embargada  por  D.  Apolinar  Pérez  á  su  tía  Doña  Felisa  Pérez  en  juicio 
ejecutivo  contra  la  misma  seguido  por  cobro  de  honorarios,  y  en  el 
qu9  se  interpuso  la  presente  demanda  de  tercería,  alzándose  oí  embargo 
causado  en  los  mismos  y  entregándose  al  Maestre,  previo  testimonio 
de  esta  sentencia  en  el  juicio  ejecutivo  en  el  que  aquél  se  acordó,  sin 
hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  la  Sala  se¬ 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  distrito  dictó  en  28  de  Abril  últi¬ 
mo,  por  parte  de  Doña  Felisa  Pérez  se  interpuso  recurso  de  casación, 
alegando  como  motivos: 

Io  Que  la  Sala  sentenciadora  ha  cometido  error  de  derecho  al  afir¬ 
mar  que  la  mujer  no  tiene  una  personalidad  distinta  de  la  del  marido 
cuando  litiga  con  él,  sino  que  por  el  contrario  ínterin  no  exista  una 
sentencia  firme  de  divorcio  no  existe  esta  separación;  y  el  error  es  ma¬ 
nifiesto,  pues  desde  el  momento  en  que  el  juicio  de  divorcio  existe, 
como  se  refiere  precisamente  á  las  relaciones  del  vinculo  que  une  á  ma¬ 
rido  y  mujer,  se  interrumpen  las  leyes  que  regulan  las  relaciones  de 
los  cónyuges,  y  hay  que  convenir  en  que  su  personalidad  es  distinta, 
que  no  pueden  confundirse  siquiera  en  todo  aquello  que  se  refiere  al 
juicio  en  que  son  partes  opuestas:  que  como  consecuencia  del  principio 
sentado  es  la  personalidad  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  reconoce 
á  la  mujer  para  comparecer  en  juicio  sin  necesidad  de  la  licencia  mari¬ 
tal  ni  de  la  del  Juez;  disposición  que  la  Sala  sentenciadora  infringe, 
puesto  que  impide  á  la  recurrente  el  libre  ejercicio  dé  ese  derecho  al 
del  dominio  de  D.  Fabián  Maestre  los  productos  de  los  bienes  parafer¬ 
nales  de  su  mujer,  tomando  por  base  de  esta  resolución  el  principio  de 
que,  aun  cuando  el  marido  está  obligado  á  sostener  y  levantar  las  car¬ 
gas  del  matrimonio,  no  lo  es  menos  que  aquél  ha  debido  pedirse, 
puesto  que  la  mujer  no  puede  comparecer  eu  juicio: 

2o  Que  igualmente  se  ha  infringido  la  ley  3a,  tít.  3*,  libro  3o  del 
Fuero  Real,  porque  en  los  bienes  embargados  en  los  autos  ejecutivos 
seguidos  contra  la  recurrente  y  que  eran  frutos  de  sus  parafernales, 
tenía  ésta  dominio  con  arreglo  á  dicha  ley,  y  la  sentencia  le  priva  de 
él  declarando  el  dominio  absoluto  á  D.  Fabián  Maestre: 

3o  Que  asimismo  se  ha  infringido  la  ley  17,  tít.  1 1 ,  Partida  4a,  que 
da  á mujer  no  solamente  el  dominio,  sino  también  la  administración 
de  los  productos  de  los  bienes  parafernales;  y  la  jurisprudencia  de  este 
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Tribunal  Supremo,  que  tiene  en  más  de  una  sentencia  declarado  que 
ese  derecho  de  la  mujer  en  nada  afecta  al  del  esposo,  que  tiene  la  ad¬ 
ministración  de  los  productos;  pero  que  es  indiscutible  que  la  mujer 
tiene  derecho  á  percibir  los  frutos  y  entregarlos  al  marido  para  su  ad¬ 
ministración;  que  partiendo  de  esta  interpretación  dada  á  la  ley  no  es 
posible  dudar  de  que  ínterin  los  productos  de  los  bienes  parafernales 
no  son  entregados  por  la  mujer  en  virtud^de  la  administración  que 
ejerce  no  se  entrega  al  marido,  no  empieza  el  ejercicio  de  éste  á  admi¬ 
nistrar;  y  la  infracción  es  más  evidente  teniendo  en  cuenta  que  en  el 
caso  de  autos  el  embargo  se  efectuó  antes  que  las  rentas  venciesen  y 
que  las  recibiese  Doña  Felisa,  y  por  lo  tanto  antes  de  que  tuviese  dere¬ 
cho  á  disponer  de  esos  productos  D.  Fabián  Maestre: 

4o  Que  el  recurso  se  halla  comprendido  además  en  el  caso  7o  del  ar¬ 
tículo  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  en  uno  de  los  considerandos  sostenía  la  teoría  contraria  á  la 
ley  de  que  la  prueba  de  los  hechos  afirmados  por  el  demandante,  que 
|o  era  D.  Fabián  Maestre,  correspondía  al  demandado,  que  lo  era  Doña 
Felisa  Pérez,  pues  no  otra  cosa  significa  el  consignar  en  un  conside¬ 
rando  que  se  decía  por  ésta  que  su  esposo  no  levantaba  ni  solventaba 
cargas  matrimoniales,  y  que  este  extremo  no  se  ha  probado  por  no  ser 
demostración  suficiente  el  que  se  haya  dejado  de  pagar  la  contribución 
territorial  por  valor  de  340  pesetas: 

5*  Que  en  la  apreciación  de  la  prueba  ha  habido  evidentes  errores 
ue  derecho;  habiendo  olvidado  la  Sala  sentenciadora  la  jurisprudencia 
consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  6  de  Abril  de 
’878,  que  consigna  la  obligación  del  marido  de  dar  para  litis  espensas, 
n°  ya  de  los  bienes  de  la  mujer,  sino  de  los  suyos  propios,  y  por  lo 
tanto  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  los  bienes  embargados  hubieran 
Pertenecido  á  D.  Fabián,  nunca  hubiera  debido  alzarse  el  embargo  ni 
declararse  de  su  dominio,  ni  aun  admitir  la  tercería: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  es  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal 
Supremo,  que  si  bien  corresponde  á  la  mujer  la  administración  dé  los 
cienes  parafernales  en  el  caso  de  que  conserve  el  señorío  de  ellos,  esto 
*e  entiende  sin  perjuicio  de  la  intervención  que  según  la  ley  35  de 
Toro  debe  tener  el  marido  en  los  actos  y  contratosá  que  sin  su  licencia 
y  autoridad  no  puede  aquélla  concurrir  ni  celebrar  por  si,  y  de  que 
como  jefe  de  familia  y  para  atender  á  sus  necesidades  perciba  y  dis¬ 
ponga  de  los  referidos  bienes: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  no  habiendo  declarado  la  sen¬ 
tencia  recurrida  el  dominio  de  D.  Fabián  Maestre  sobre  los  productos 
d0  los  bienes  de  su  mujer  sino  con  la  obligación  de  levantar  las  cargrs 
oel  matrimonio,  es  indudable  que  dicho  fallo  no  contiene  el  error  de 
Jtererho  que  se  alega  en  el  primer  fundamento  del  recurso,  ni  infringe 
,a  ley  citada  en  el  tercero,  la  cual  sólo  es  aplicable  con  la  limitación 
que  establece  lá  doctrina  legal: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  cita  que  se  hace  en  el  segundo 
Motivo  de  la  ley  3a,  lít.  3o,  libro  3o,  del  Fuero  Real,  puesto  que  en 
nada  afecta  á  la  cuestión  litigiosa  el  principio  consignado  en  la  misma, 
que  reconoce  la  sentencia  impugnada,  de  que  l,os  productos  de  los  bie- 
Bes  de  la  sociedad  conyugal  son  comunes  de  por  mitad  á  ambos  cónyu- 
&es>  cualquiera  que  sea  la  importancia  de  los  que  cada  uno  aportó  al 
tcatrimonio: 
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Considerando  qne  tampoco  es  de  estimar  el  cuarto  motivo,  pues 
prescindiendo  de  que  se  dirige  contra  un  considerando,  lo  cual  no  pue¬ 
de  servir  de  fundamento  legal  para  la  casación,  según  tiene  declarado 
reiteradamente  este  Tribunal,  es  innegable  que  cuando  el  demandado 
afirma  un  hecho  en  apoyo  de  sus  excepciones,  tiene  la  obligación  de 
probarlo,  como  sucede  en  el  caso  de  autos  con  relación  al  señalado  en 
el  cuarto  lugar  del  escrito  de  contestación: 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  al  presente  litigio,  ni  por  lo 
tanto  ha  podido  infringir  el  fallo  impugnado,  la  doctrina  de  que  se 
nace  mérito  en  el  quinto  motivo,  puesto  que  la  obligación  del  marido 
de  satisfacer  por  litis  expensas  las  cantidades  necesarias  sólo  es  exigi- 
ble  en  la  forma  directa,  y  adecuada  que  establecen  las  leyes,  y  no  de  la 
manera  irregular  del  procedimiento  ejecutivo  seguido  contra  la  esposa 
de  D.  Fabián  Maestre; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Felisa 
Pérez  Rodríguez,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la 
cantidad  que  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejo¬ 
rase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  corres 
pondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  territorio,  con  devolu¬ 
ción  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  2  de  Noviembre  de 
1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  lo  de  Enero  de  1884.) 
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flfieciirso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultramar 

{2  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera.— Cobro  de  pesos.— No  ha  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  D.  José  Somarriba  con  D.  Agustín  Fuentevilla 
(Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  si  en  el  testimonio  remitido  no  aparecen  los  motivos  ó  funda¬ 
mentos  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  en  la  forma ,  ni 
consta  tampoco  la  reclamación  de  la  parte  para  adicionarlo  en  el  im¬ 
prorrogable  término  de  cinco  días,  señalado  al  efecto  en  el  art.  68  de  la 
ley  de  casación  y  revisión  de  lo  civil  de  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto 
Rico,  antes  bien  resulta  su  conformidad  con  el  mismo  por  las  partes, 
no  puede  haber  lugar  á  dicho  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  Noviembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  que  ante  Nos  penden,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  que¬ 
brantamiento  de  forma,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Monserrate  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Agustín  Fuentevilla,  como  li¬ 
quidador  de  Fuentevilla  y  compañía ,  contra  D.  José  Somarriba  sobre 
cobro  de  pesos: 

Resultando  que  en  28  de  Enero  de  1882  acudió  D.  Agustín  Fuente- 
villa,  como  liquidador  de  la  Sociedad  Fuentevilla  y  compañía,  al  Juz¬ 
gado  de  primera  instancia  de  Monserrate,  promoviendo  diligencias 
para  el  reconocimiento  de  firmas  de  los  pagarés  á  fin  de  entablar  de¬ 
manda-ejecutiva  contra  D.  José  Somarriba,  que  fué  declarado  confeso 
después  de  haber  sido  citado  por  tres  veces  por  medio  de  exhortos  h- 
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irados  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Antonio  de  los  Baños, 
en  cuyo  pueblo  residía  el  deudor  Somarriba: 

Resultando  que  en  2  de  Marzo  siguiente  formalizó  D.  Agustín 
Fuentevilla  demanda  ejecutiva  contra  D.  José  Somarriba  por  las  sumas 
de  G74  pesos  99  centavos  en  oro,  .y  50o  pesos  84  centavos  en  billetes 
ool  Banco  Español,  que  figuraban  en  los  dos  referidos  pagarés,  preten¬ 
diendo  se  cometiera  el  mandamiento  d,e  ejecución  al  Juzgado  de  San 
Antonio  para  el  embargo  de  bienes:  que  así  verificado,  fué  requerido 
de  pago  Somarriba  por  medio  de  cédula  que  se  entregó  á  su  hermano 
R-  Valentín;  se  procedió  al  embargo  de  bienes,  y  fué  citado  el  deudor 
de  remate  por  medio  de  cédula  entregada  á  D.  Antonio  del  Hoyo: 

Resultando  que  D.  José  Somarriba  se  opuso  á  la  ejecución  pidiendo 
se  declarase  su  nulidad,  con  las  costas  á  cargo  del  ejecutante  y  del 
Juez  en  la  forma  correspondiente,  fundándose  entre  otras  considera¬ 
ciones  en  que  desde  hacía  más  de  cinco  años  tenia  su  domicilio  en  la 
Habana,  á  pesar  de  lo  cual  había  sido  citado  para  el  reconocimiento  de 
firma  ante  el  Juzgado  de  San  Antonio,  declarándole  confeso  por  su  no 
comparecencia,  y  despachándose  en  su  virtud  el  mandamiento  de  eje¬ 
cución:  que  tampoco  se  le  había  hecho  el  requerimiento  de  pago  ni  la 
citación  de  remate  en  su  domicilio,  ni  se  habían  observado  en  dichas 
diligencias  los  requisitos  prescritos  por  los  artículos  955  y  959  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  oposición  al  ejecutante 
Fuentevilla,  lo  evacuó  con  la  pretensión  de  que  se  desestimara  la  de 
nulidad  deducida  de  contrario  y  que  se  mandara  seguir  adelante  la 
ejecución,  y  al  efecto  alegó  que  el  deudor  Somarriba  era  vecino  de-San 
Antonio  de  los  Baños  y  habitaba  con  su  familia  en  la  calle  Real  de 
fuella  población:  que  había  sido  citado  por  tres  veces  legalmente  en 

domicilio  de  San  Antonio  para  que  reconociera  la  legitimidad  de  las 
fifmas,  habiéndose  entregado  las  cédulas  de  citación  á  su  hermano  Don 
Valentín  la  primera  y  la  tercera  y  á  su  pariente  D.  Antonio  del  Hoyo 
la  segunda,  los  cuales  al  recibirlas  prometieron  poner  su  recibo  en  co¬ 
nocimiento  del  D.  José,  sin  expresar  nunca  que  aquél  no  fuese  su  do¬ 
micilio  y  conviniendo  en  que  allí  residía:  que  el  requerimiento  de  pago 
y  la  citación  de  remate  se  hizo  en  la  morada  del  deudor  por  medio 
^ambién  de  cédulas  que  se  entregaron  á  las  personas  antes  menciona¬ 
os.  no  habiendo  por  tanto  faltado  á  los  requisitos  exigidos  por  la  ley 
oe  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  practicadas  las  prueba?  propuestas  por  las ‘partes, 
®n  22  de  Junio  de  1882  dictó  sentencia  el  Juez  dé  primera  instancia 
fiel  distrito  de  Monserrate,  declarando  la  nulidad  de  la  ejecución,  dis¬ 
poniendo  en  su  consecuencia  alzar  el  embargo  de  los  bienes,  con  las 
oostas  al  ejecutante;  y  admitida  la  apelación  que  éste  interpuso,  la  Sala 
fie  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  sentencia  de  29 'de  No- 
Vlembre  de  1882,  revocando  la  apelada,  mandó  seguir  adelante  la  eje- 
®°ción  hasta  hacer  trance  y  remate  en  los  bienes  del  deudor,  y  con  su 
Producto  completo  pago  al  ejecutante  de  las  sumas  reclamadas  y  cos- 
las  del  juicio: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  José  Somarriba 
Recurso  de  casación,  previo  el  correspondiente  depósito,  y  manifes- 
mndo  que  lo  interponía  por  quebrantamiento  de  forma,  sin  que  conste 
“®1  testimonio  remitido  el  artículo  en  que  lo  fundó,  ni  los  motivos  de 
casación,  ni  otro  particular  que  el  de  haber  sido  admitido  por  la  Au- 
tomo  53  12  0 
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diencia,  que  o  rdenó  la  remisión  á  este  Tribunal  Supremo  de  la  docu¬ 
mentación  necesaria  para  la  decisióri  del  recurso,  acordando  se  sacara 
testimonio  de  los  lugares  que  al  efecto  se  designaron  y  se  formara  la 
relación  del  pleito,  á  laque  prestaron  las  partes  su  conformidad: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  en  el  testimonio  no  aparecen  los  motivos  ó  fun¬ 
damentos  del  presente  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  en  la 
forma,  ni  consta  tampoco  la  reclamación  de  la  parte  para  adicionarlo 
en  el  improrrogable  término  de  cinco  días,  señalado  al  efecto  en  el  ar¬ 
tículo  68  de  la  ley  de  casación  y  revisión  de  lo  civil  de  las  provincias 
de  Cuba  y  Puerto  Rico,  antes  bien  resulta  su  conformidad  con  el  mis¬ 
mo  ,por  las  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
José  Somarriba,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho:  líbrese 
la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la  Habana. — (Sentenj 
cia  publicada  el  2  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta. de  2o 
de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (5  de  Noviembre  de  1883 ).— Sala  primera. 
— Ejecución  de  sentencia. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Fidel 
Oleaga  y  Mac-Mahóu  con  D.  Benigno  Salazar  y  Mac-Mahóa  (Audiencia 
de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Que  la  sentencia  dictada  para  el  cumplimiento  de  una  ejecutoria  que 
se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  ella ,  no  la  infringe-,  como  tampoco  al  no  ha¬ 
cer  condenación  de  las  costas  de  primera  y  segunda  instancia,  el  ar¬ 
tículo  9o0  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  una  vez  que  recayó  en  un 
incidente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1883,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  .por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primara  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala 
de  lo  c^vil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Fidel  de  Oleaga  y  Mac- 
Mahón,  Gerente  de  la  razón  social  F.  de  Oleaga  y  compañía,  estableci¬ 
da  en  Liverpool,  representado  por  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y 
Sánchez  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  con  Don 
Benigno  Salazar  y  Mac-Mahón,  como  curador  de  los  hijos  de  D.  Tibur- 
cio  Chavarri,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Miguel  Urdíales  Illana, 
b<jo  la  dirección  del  Liceucido  D.  Angel  Allende  Salazar,  sobre  ejecu¬ 
ción  detsentencia: 

Resultando  que  en  documento  privado  fechado  en  Bilbao  á  27  de 
Octubre  de  1881,  D.  Tiburcio  Chavarri  se  comprometió  á  tener  á  dis¬ 
posición  de  D.  Nicolás  de  Olaguivel  y  embarcar  á  turno  en  los  de¬ 
pósitos  de  San  Nicolás  1 .000  toneladas  inglesas  de  mineral  de  campanill 
de  Somorrostro,  siempre  que  los  buques  tavieran  turno  y  estuvieran 
debajo  del  arops',  siendo  de  su  cuenta  las  estadías  si  no  los  cargasen, 
salvo  cualquier  accidente  de  carga  mayor;  .comprometiéndose  igual¬ 
mente  á  cargar  más  de  1.000  toheladas  por  semana,  y  Olaguivel  á  re- 
• 
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cibir  de  800  á  1 .000  según  le  conviniera,  y  si  no  recibiese  en  el  término 
de  un  año  25.000  toneladas  pagaría  á  Chavarri  2  reales  por  cada  tone¬ 
lada  que  dejara  de  tomar,  haiiendo  sido  cedido  este  contrato  en  3i  de 
Agosto  de  1882  á  favor  de  F.  üleaga  y  compañía,  de  Liverpool,  con  la 
aceptación  de  Chavarri,  que  lo  prorrogó  por  otro  año: 

Resultando  que  en  documento  privado,  firmado  en  Bilbao  con  inter¬ 
vención  de  Corredor  á  15  de  Noviembre  de  1871,  convinieron  Don 
♦Tiburcio  Chavarri  y  la  razón  social  Fidel  de  Oleaga  y  compañía  de 
Liverpool:  primero,  que  Chavarri  suministraría  á  dicha  razón  social 
durante  el  término  de  tres  años  100.000  toneladas  de  mineral  de  hierro 
campanill  de  Somorrostro  por  terceras  partes  al  año,  puesto  á  bordo, 
libre  de  gastos,  por  el  drops  San  Nicolás  al  precio  que  convinieron:  se¬ 
gundo,  que  el  pago  se  haría  por  su  banquero  de  Londres  á  tres  días 
vista  sobre  el  importe  de  cada  cargamento:  tercero,  que  Chavarri  se 
comprometía  á  entregar  la  cantidad  que  necesitasen  por  mes  á  opción 
de  Oleaga,  siendo  responsable  de  cualquier  demora  en  la  entrega  cuan¬ 
do  los  barcos  estuviesen  prontos  para  recibirla,  salvo  los  casos  de  fuerxa 
mayor:  cuarto,  que  las  entregas  no  empezarían  hasta  el  Io  de  Marzo 
de  1872  y  terminarían  en  cualquier  tiempo  dentro  de  los  tres  años;  y 
8|  al  espirar  este  período  Oleaga  no  hubiese  recibido  la  cantidad  men¬ 
cionada  pagaría  á  Chavarri  3  reales  por  cada  tonelada  que  recibiese  de 
menos,  obligándose  también  á  su  vez  á  pagar  aquéllos  por  los  que  de¬ 
jasen  de  entregarles  en  el  período  mencionado:  sexto,  que  si  el  Gobierno 
español  impusiera  derechos  de  exportación  sobre  mineral  de  hierro, 
•Oleaga  y  compañía  podrían  optar  por  la  anulación  del  contrato  en  caso 
de  que  recayesen  sobre  ellos,  y  D.  Tiburcio  Chavarri  en  caso  de  que 
Recayesen  sobre  él;  y  séptimo  á  noveno,  que  todos  los  buques  que 
*nesen  á  cargar  serían  dirigidos  por  los  fletadores  á  los  Sres.  Tabuenca, 
Orbegozo  y  Schmidt,  pagándoles  el  corretaje  cada  de  las  partes  por 

mitad:  * 

Resultando  que  en  el  siguiente  día  1 6  de  Noviembre  los  mismos  in¬ 
teresados,  con  intervención  del  Corredor,  establecieron  una  adición  al 
articulo  4o  interpretándolo  en  el  sentido  de  que  Oleaga  y  compañía  se 
obligaban  á  pagar  los  3  reales  por  tonelada  que  recibiesen  de  menos, 
siempre  que  no  mandasen  buques  suficientes  para  cargar  las  33.333 
toneladas  por  año;  y  en  caso  de  que  la  diferencia  no  excediese  de 
3-000  al  año  Chavarri  no  les  exigiría  los  3  reales  mencionados  anterior¬ 
mente:  # 

Resultando  que  por  falta  de  cumplimiento  de  los  contratos  referidos 
atabló  demanda  la  casa  de  Oleaga  y  compañía  en  19  de  Mayo  de  1874 
Para  que  se  condenase  á  D.  Tiburcio  Chavarri  á  pagar,  previa  liquid'a- 
mbn,  la  cantidad  que  resultase  á  razón  de  3  reales  por  cada  tonelada 
goe  entregó  de  menos  de  las  33.333  anuales  estipuladas  por  motivo  de 
^  suspensión  de  entrega  de  mineral  en  los  dos  períodos  desde  21  de 
Abril  á  Io  de  Julio  de  1872  y  un  mes  más,  y  desde  31  de  Mayo  á  12  de 
Agosto  de  1873,  con  más  los  daños  y  perjuicios  sufridos  y  que  se  su¬ 
bieran  en  adelante  por  falta  de  cumplimiento  de  los  contratos  á  justa 
valoración,  y  también  á  que  en  lo  sucesivo  cuando  desapareciera  la 
tuerza  mayor  que  entonces  existía  cumpliese  con  toda  exactitud  las  dos 
referidas  contratas: 

Resultando  que  D.  Tiburcio  Chavarri  impugnó  la  demanda,  alegan-- 
00  fiue  la  primera  de  dichas  suspensiones  fué  debida  á  la  fuerza  mayor 
9oe  sobrevino  por  la  insurrección  cwlista,  y  por  consiguiente  en  nada 


JURISPRUDENCIA  CIVIL. 


180 

afectaba  á  sus  obligaciones:  que  en  Mayo  de  1873  cumplió  el  primero 
de  los  tres  anos  de  la  contrata  y  debía  satisfacerse  por  el  demandante  á 
razón  de  tres  reales  por  louelada  el  importe  de  los  que  en  número  me¬ 
nor  á  las  33.333  estipuladas  que  hubiera  dejado  de  cargar,  y  no  ha¬ 
biéndolo  hecho  faltó  á  la  obligación  contraída,  y  quedó  relevado  de  la 
suya  el  demandado,  dándose  por  terminado  el  contrato;  suplicando  en 
su  virtud  que  se  le  absolviese  de  la  demanda,  y  que  se  condenase  á  la 
casa  demandante  por  vía  de  reconvención  al  pago  de  104.806  reales  á 
que  ascendían  las  condiciones  penales  de  las  contratas  en  que  había  in¬ 
currido: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  que  por  fa¬ 
llecimiento  de  D.  Tiburcio  Chavarri  se  entendió  con  el  curador  de  sas 
hijos  menores,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  dictó  sen¬ 
tencia  en  26  de  Febrero  de  1877  declarando  que  los  contratos  de  27  de 
Octubre  y  15  de  Noviembre  de  1871  estaban  subsistentes  y  debían  cum¬ 
plirse  hasta  la  total  entrega  del  número  de  toneladas  de  mineral  que 
restaban  por  satisfacer  en  los  plazos  que  dichos  rontratos  determina¬ 
ban:  que  la  obligación  de  realizar  la  entrega  referida  incumbía  á  los 
herederos  hijos  de  D.  Tiburcio  Chavarri,  los  cuales  darían  principio  á 
cumplirla  al  mes  de  ejecutoriada  que  fuera  aquella  sentencia:  que  los 
mismos,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  cap.  3o,  del  contrato  de  15  de 
Noviembre  de  1871,  debían  satisfacer  al  demandante  la  responsabilidad 
que  aquél  prefijaba,  siendo  ésta  el  importe  del  precio  del  flete  de  los 
buques  que  destinados  á  la  carga  de  mineral  no  pudieron  realizarla  en 
los  períodos  de  suspensión  dejos  contratos,  y  cuyos  buques  se  acredi¬ 
tase  que  además  de  dichas  circunstancias  reunían  la  de  venir  entonces 
dirigidos  por 'los  fletadores  á  los  Sres,  Tabuenca  Orbegozo  y  Schmidt 
según  así  lp  disponía  el  capitulo  7o,  declarando  como  períodos  en  que 
estuvieron  en  suspenso  los  contratos  para  los  efectos  de  aquella  senten¬ 
cia,  pena  que  la  misma»  establecía  y  plazo  que  restaba  por  cumplir,  des¬ 
de  21  de  Abril  de  1872  hasta  Io  de  Julio  del  propio  año,  el  de  15  de  No¬ 
viembre  de  1871,  y  éste  y  el  de  27  de  Octubre  del  mismo  año  desde  el 
27  de  Mayo  al  11  de  Agosto  de ‘1873,  declarando  igualmente  que  la  li¬ 
quidación  de  las  toneladas  para  exigir  la-pena  establecida  en  el  capítu¬ 
lo  4o  y  su  artículo  adicional  de  15  de  Noviembre  de  1871  se  había  de 
practicar  al  finalizar  los  tres  años  á  que  el  mismo  se  contraía,  absolvien¬ 
do  á  Oieaga  y  compañía  de  la  reconvención  propuesta  por  D.  Tiburcio 
Chavarri  y  reservando  sobre  ella  á  los  hijos  de  éste  su  derecho  para 
que  lo  ejecutasen  en  tiempo: 

.  Resultando  que  pedida  aclaración  de  esta  sentencia  por  los  hijos  de 
Chavarri  se  aclaró  en  efecto  por  auto  de  12  de  Marzo  declarando  que 
en  la  parte  en  que  se  decía  de  los  buques  que  destinados  á  la  carga  de 
mineral  se  entendiera  y  puestos  bajo  el  drops  en  San  Nicolás;  y  que  in¬ 
terpuesto  por  Oieaga  recurso  de  casación  en  cuanto  á  este  extremo  de 
la  sentencia,  se  declaró  no  haber  lugar  por  este  Supremo  Tribunal  en 
15  de  Abril  de  1878: 

Resultando  que  requerido  D.  Benigno  Salazar,  como  curador  de  los 
hijos  de  Chavarri,  para  que  continuara  cumpliendo  el  referido  contra¬ 
to,  entregando  el  mineral  hasta  el  número  de  toneladas  que  restaban 
por  satisfacer,  manifestó  que  estaba  dispuesto  ¿  seguir  cumpliendo  el 
contrato  de  27  de  Octubre,  pero  no  el  de  15  de  Noviembre,  mediante  á 
haber  llegado  el  caso  previsto  en  el  cap.  6o  de  haberse  establecido  la 
contribución  del  1  por  100  sobre  el  producto  bruto  de  la  riqueza  mine- 
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ra;  y  que  denegada  esta  pretensión,  y  acordado  en  auto  de  8  de  Enero 
de  1879  que  se  requiriese  á  D.  Benigno  Salazar  en  los  términos  manda¬ 
dos,  apercibido  que  en  caso  de  negativa  se  entendería  que  optaba  por 
el  resarcimiento  de  perjuicios,  Salazar  pidió  reforma;  y  negada,  inter¬ 
puso  apelación,  siendo  confirmados  cjichos  autos  por  sentencia  de  la  Au¬ 
diencia  de  Burgos  de  21  de  Octubre  de  1879: 

Resultando  que  hecho  á  D.  Benigno  Salazar  en  22  de  Noviembre  si¬ 
guiente  e!  requerimiento  acordado,  D.  Fidel  de  Oleaga  y  compañía 
Presentaron  escrito  en  30  de  Marzo  de  1880,  al  que  acompañaron  una 
relación  de  los  perjuicios  ocasionados,  toda  vez  que  negándose  Salazar 
al  cumplimiento  de  la  ejecutoria  debía  entenderse  que  optaba  por  el  re¬ 
sarcimiento  de  los  mismos,  solicitando  en  su  virtud  que  se  diese  á  aque¬ 
lla  reclamación  la  tramitación  señalada  por  la  1er,  y  que  en  vista  de  las 
pruebas  que  se  practicase  á  los  herederos  de  D.  Tiburcio  Chavarn  á  pa¬ 
sar  á  1^  casa  demandante  los  4.09T783  reales  7  céntimos  de  perjui¬ 
cios  que  resultaban  de  la  relación  que  acompañaba: 

Resultando  que  el  curador  de  los  referidos  herederos  solicitó  á  sti 
vezque  con  suspensión  del  curso  de  los  autos,  en  lo  que  se  refería  al 
contrato  de  15  de  Noviembre  de  1871,  se  decretase  que  quedara  en 
suspenso  la  ejecución  y  cumplimiento  de  la  ejecutoria  de  26  de  Febrero 
de  1877,  en  cuanto  hacía  relación  al  referido  contrato,  hasta  que  se 
trajera  á  los  autos  la  ejecutoria  que  recayera  en  el  pleito  pendiente  so¬ 
bre  anulación  del  mismo  contrato;  y  en  cuanto  á  resarcimiento  de  los 
daños  y  perjuicios  á  que  pudiera  dar  lugar  el  incumplimiento  de  dicho 
rontrato,  vque  no  estuvieran  explícitamente  mencionados  en  la  ejecu¬ 
toria  de  27  de  Febrero  citada,  declarar  que  esta  reclamación  sólo  podía 
ejercitarse,  y  en  su  caso  llevarse  á  ejecución  en  aquel  referido  pleito 
que  pendía  en  grado  de  apelación  ante  la  Audiencia  del  distrito,  for¬ 
jando  sobre  todo  ello  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento: 

Resultando  que  la  razón  social  Oleaga  y  compañía  impugnó,  y  que 
sustanciado  en  dos  instancias  y  estimado  por  sentencia  de  la  Audiencia 
dé  Burgos,  interpuesto  por  Oleaga  y  compañía  recurso  de  casación, 
pste  Supremo  Tribunal  casó  y  anuló  en  19  de  Diciembre  de  1881  la  sen¬ 
tencia  mencionada,  declarando  en  la  propia  fecha  no  haber  lugar  á  sus¬ 
pender  la  ejecución  y  cumplimiento  de  la  de  26  de  Febrero  de  1877  dic¬ 
tada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia 
’a  razón  social  F.  Oleaga  y  compañía,  en  escrito  de  15  de  ^íarzo  de 
t^82,  dijo  que  se  estaba  en  el  caso  de  proceder  en  los  términos  preten¬ 
didos  en  el  escrito  de  30  de  Marzo  de  1880;  pero  acomodando  la  trami¬ 
tación  ála  nueva  leyde Enjuieiamientocivil determinando  y  proveyendo 
fióme  había  solicitado  en  aquél;  y  que  impugnada  por  el  curador'de 
los  hijos  menores  de  D.  Tiburcio  Chavarri  la  relación  presentada,  y  su¬ 
ministrada  pruebas  por  una  y  otra  parte,  proveyó  auto  el  Juez  en  10  de 
"layo  de  1882,  fijando  en  199.998  rs.  la  cantidad  que  los  herederos  de 
Fhavarri,  y  en  su  nombre  su  curador  D.  Benigno  Salazar,  debía  abonar 
Fidel  Oleaga  y  compañía  por  razón  de  perjuicios  con  arreglo  á  la 
eJecutoria: 

Resultando  que  admitida  en  un  solo  efecto  la  apelación  que  inter¬ 
pusieron  ambas  partes,  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos, 
devolverlos  la  de  D.  Benigno  Salazar,  á  quien  se  habían  comunicado 
Para  instrucción,  acompañó  una  certificación  de  este  Supremo  Tribu- 
nal>  de  la  que  aparece  que  seguido  otro  pleito  en  el  Juzgado  de  Bilbao 
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por  D.  Benigno  Salazar  como  curador  de  D.  Víctor  Chavarri  y  herma¬ 
nos  con  la  razón  social  F.  de  Oleaga  y  compañía  sobre  anulación  y  res¬ 
cisión  del  citado  contrato  de  15  de  Noviembre  de  1871,  dictó  sentencia 
el  Juez,  que  fúé  confirmada  por  la  Audiencia  de  Burgos  en  13  de  Di¬ 
ciembre  de  1881,  declarando  nulo  desde  15  de  Diciembre  de  1878  el  re¬ 
petido  contrato,  conforme  á  lo  estipulado  en  la  cláusula  6a  del  mismo, 
condenando  á  F.  de  Oleaga  y  compañía  á  abstenerse  en  lo  sucesivo  de 
reclamar  el  cumplimiento  de  dicho  contrato  y  á  indemnizar  á  los  here¬ 
deros  de  D.  Tiburcio  Chavarri  los  daños  y  perjuicios  que  hubieran  su¬ 
frido  por  todo  el  mineral  que  desde'el  15  de  Diciembre  entonces  último 
hubiesen  cargado  por  requerimiento  de  F.  de  Oleaga  y  compañía,  ab¬ 
solviendo  á  dichos  herederos  de  la  reconvención  que  aquélla  les  hacía; 
y  que  interpuesto  por  la  razón  social  Oleaga  y  compañía  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  se  declaró  no  haber  lugar  á  él  por  sen¬ 
tencia  de  6  de  Julio  de  1882: 

Resultando  que  fundado  D.  Benigno  Salazar  en  el  resultado  3e  esta 
certificación,  pidió  se  declarase  que  no  podía  reclamarse  el  cumplimien¬ 
to  de  la  sentencia  de  26  de  Febrero  de  1877  y  como  consecuencia  nece¬ 
saria  la  indemnización  por  el  incumplimiento  de  la  misma: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  por 
auto  de  16  de  Enero  del  corriente  año  1883,  revocó  el  dictado  por  el 
Juez  de  primera  instancia  y  declaró  que  .los  herederos  de  D.  Tiburcio 
Chavarri  no  están  obligados  á  continuar  desde  el  15  de  Diciembre  de 
1878  en  el  cumplimiento  del  contrato  de  15  de  Noviembre  de  1871 ,  de 
que  iba  hecho  mérito,  ni  por  tanto  á  abonar  á  F.  de  Oleaga  y  compa¬ 
ñía  la  cantidad  por  perjuicios  que  éstos  les  reclamaban  en  sps  escritos 
de  30  de  Marzo  de  1880  y  15  de  igual  mes  de  1882,  ni  otra  alguna  por 
no  haber  continuado  en  la  entrega  del  mineral  á  los  mismos  con  poste¬ 
rioridad  á  dicho  día  15  de  Diciembre  de  1878,  reservando  á  los  referidos 
F.  de  Oleaga  y  compañía  su  derecho  á  reclamar,  conforme  á  lo  preve¬ 
nido  en  el  repetido  art.  928  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci¬ 
vil,  y  á  lo  acordado  en  la  sentencia  de  26  de  Febrero  de  1877,  el  im¬ 
porte  del  precio  del  flete  de  los  buques  que  destinados  á  la  carga  de 
mineral  no  pudieron  realizarla  en  los  períodos  de  suspensión  de  los  con¬ 
tratos  ya  mencionados  de  28  de  Octubre  y  15  de  Noviembre  de  1871 ,  y 
cuyos  buques  su  acreditase  que  además  de  dicha  circunstancia  reunían 
entonces  dirigidos  por  los  fletadores  á  los  Sres.  Tabuenca  Orbegozo  v 
Scmidt,  entendiéndose  al  efecto  que  los  períodos  en  que  estuvieron  en 
suspenso*dichos  contratos  lo  fueron  desde  el  21  de  Abril  de  1872  hasta 
el  Io  de  Julio  del  propio  año  en  cuanto  al  de  15  de  Noviembre  de  1871, 
y  en  cuanto  á  éste  y  al  de  27  de  Octubre  del  mismo  año  desde  el  20  de 
Mayo  al  12  de  Agosto  de  1873,  no  haciéndose  condenación  de  costas  de 
la  primera  ni  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  la  razón  social  Oleaga  y  compañía  solicitó  aclaración 
de  este  auto  para  que  se  declarara:  primero,  que  sólo  tenia  por  objeto 
hacer  aplicación  de  la  sentencia  firme  de  13  de  Diciembre  de  1881  en 
cuanto  por  ella  se  declaraba  rescindido  el  contrato  de  15  de  Noviembre 
de  1871 ,  y  que  por  consiguiente  no  podía  exigirse  su  cumplimiento 
después  de  la  fecha  fijada  para  la  rescisión,  ni  los  perjuicios  que  por  no 
haberlo  cumplido  en  30  de  Marzo  de  1880  y  15  de  igual  mes  de  1882,  se 
pidieron  escritos  de  las  mismas  fechas:  segundo,  que  nada  se  prejuzga¬ 
ba  por  el  repetido  auto  relativamente  á  los  perjuicios  causados  por  la 
suspensión  ó  incumplimiento  de  los  contratos  de  27  de  Octubre  y  15  de 
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Noviembre  dé  1871 ,  cuando  estando  vigentes  y  habiéndose  mandado 
cumplir  no  se  cumplieron;  y  tercero,  que  la  reserva  que  él  mismo  auto 
contenia  á  favor  de  Oleaga  y  compañía  se  entendía  dejando  á  salvo  los 
demás  derechos  de  que  éstos  se  considerasen  asistidos  por  virtud  de  di- 
cnos  contratos,  de  la  sentencia  de  26  de  Febrero  de  1871  y  de  las  de- 
®ás  sentencias,  autos  y  providencias  firmes  dictadas  con  posterioridad; 
y  fiue  la  Audiencia  por  auto  de  20  de  Enero  denegó  lo  que  se  solicitaba 
P°r  aparecer  con  toda  claridad  que  se  trataba  de  armonizar  el  cumpli¬ 
miento  de  la  sentencia  de  26  de  Febrero  de  1877  con  el  de  la  de  este 
Supremo  Tribunal  de  6  de  Julio  de  1832  que  se  refería  solamente  al 
contrato  de  lo  de  Noviembre  de  1871,  con  relación  al  cual  hizo  Oleaga 
en  el  período  de  ejecución  de  dichas  sentencias  la  reclamación  para  la 
entrega  de  mineral  é  indemnización  subsidiaria  de  perjuicios  que  había 
stdo  resuelta  en  el  expresado  auto,  si  bien  consignando  textualmente 
Para  obviar  dudas  y  reclamaciones  ulteriores  que  no  procediesen  la 
Parte  de  la  indicada  sentencia  de  26  de  Febrero  aun  subsistente  en 
cuanto  al  cap.  33  del  menciouado  contrato  por  lo  que  á  la  reclamación 
autos  y  á  las  partes  pudiera  importar: 

Resultando  que  D.  Fidel  de  Oleaga  interpuso  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ejecutoria  de  26  de  Febrero  de  1877,  de  cuyo  cumplimiento  se 
trata,  en  cuanto  se  decide  que  Oleaga  y  compañíi  no  sólo  no  pueden 
Pedir  los  perjuicios  reclamados  en  sus  escritos  de  30  y  15  de  Marzo  de 
1881  y  1882,  sino  que  los  herederos  de  Chavarri  no  vienen  obligados  á 
abonar  ninguna  otra  cantidad,  por  no  haber  continuado  en  la  entrega 
®on  posterioridad  al  Id  de  Diciembre  de  1878,  lo  cual  ni  estaba  decidi¬ 
do  en  la  sentencia  ni  se  había  controvertido  en  el  pleito: 

2o  La  misma  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se  trataba,  por  h  leerse 
extensivo  al  contrato  de  27  de  Octubre  lo  que  sólo  se  refería  en  aquélla 
a'  de  13  de  Noviembre,  no  sólo  en  el  razonamiento,  sino  en  la  parte  dis¬ 
positiva  del  auto,  habiendo  quedado  aún  más  evidenciada  esta  confu - 
sión  por  la  circunstancial  de  haberse  negado  la  aclaración  solicitada: 

3o  La  misma  ejecutoria,  puesto  que  era  también  punto  sustancial  no 
controvertida  en  el  pleito  ni  decidido  en  la  sentencia  y  que  el  auto  de¬ 
cidía  y  resolvía,  el  de  la  reserva  de  los  derechos  que  para  evitar  cues¬ 
tiones  y  obviar  dudas  definía  y  limitaba  con  el  evidente  propósito  de 
cercenar  los  derechos  de  Oleaga  y  compañía  sin  la  menor  competencia 
iegal  para  ello,  puesto  que  tal  reserva  no  respondía  á  petición  alguna 
oe  las  partes  ni  á  extremo  de  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se 
trataba: 

La  misma  ejecutoria  de  26  de  Febrero  de  1877,  en  relación  con  el 
contrato  de  28  de  Octubre  de  1871  también  infringido,  en  cuanto  á  los 
danos  que  debían  abonarse  por  su  incumplimiento  en  1873  y  forma  de 
florarlos,  y  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3a,  sobre  la  fuerza  que  ha  el 
Juicio  aludido; 

Y  5°  El  art.  950  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  previene  sean 
de  cuenta  del  que  lis  cause  las  costas  en  las  diligencias  de  ejecución  de 
Seutencia,  estableciéndose  por  la  Sala  que  en  este  caso  sean  los  de  pri¬ 
mera  instancia  de  cargo  de  cada  parte: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 
Considerando  que  declarado  nulo  el  contrato  de  15  de  Noviembre 
1871  á  contar  desde  el  15  de  Diciembre  de  1878,  y  limitada  á  esta 
última  fecha  la  declaración  de  que  los  hijos  de  D.  Tiburcio  Chavarri  no 
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están  obligados  á  su  cumplimiento  ni  tampoco  al  abono  de  perjuicios,  el 
auto  recurrido  no  infringe  la  ejecutoria  de  26  de  Febrero  de  1877,  ni  la 
ley  19,  tit.  22  de  la  Partida  3*,  que  se'invocan  en  los  motivos  I*,  2o  y  4° 
del  recurso,  porque  no  hace  pronunciamiento  alguno  que  fie  refiera  al 
contrato  de  27  de  Octubre  de  1871,  acerca  del  cual  quedan  íntegros  los 
derechos  de  las  partes: 

Considerando  que  lo  propio  sucede  con  la  reserva  á  que  se  contrae 
el  tercer  motivo,  porque  como  reconoce  la  Sala  sentenciadora  al  dene¬ 
gar  la  aclaración  del  auto  recurrido,  dicha  reserva  se  entiende  dejando 
á  salvo  los  derechos  del  recurrente,  tanto  en  lo  que  se  refieran  á  uno  y 
otro  contrato,  como  en  lo  relativo  á  la  sentencia  de  26  de  Febrero  de 
1877,  y  por  ello  el  expresado  auto  tampoco  infringe  la  ejecutoria  de  que 
queda  hecho  mérito: 

Considerando  que  la  declaración  de  que  no  se  hace  condenación  de 
las  costas  de  primera  y  segunda  instancia  que  comprende  el  auto  recu¬ 
rrido  se  ajusta  al  texto  literal  del  art.  950  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
cvil,  una  vez  que  recayó  en  un  incidente,  y  en  tal  concepto  no  se  ha 
infringido  el  citado  artículo  que  se  alega  en  el  quinto  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fidel  Oleaga  y  Mac-Mahón,  Ge¬ 
rente  de  la  razón  social  F.  Oleaga  y  compañía,  á  quien  se  condena  en 
las  costas;  y  líbrese  i  la  Audiencia  de  Burgos  la  certificación  corres¬ 
pondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sen¬ 
tencia  publicada  el  5  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
19  de  Enero  de  1884). 
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Competencia  (5  de  Noviembre  de \WV).— Sala  tercera.— Oion- 
gamiento  de  una  escritura. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  prime¬ 
ra  instancia  del  distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid  la  suscitada  con  el  de 
igual  clase  de  Gijón,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por 
la  Sociedad  Fernández  Laza  é  hijo  contra  D.  Félix  de  Goicoechea,  y  se 
resuelve: 

Io  Que  según  previene  la  primera  parte  de  la  regla  Ia  del  art.  62  de 
la  ley  de-Enjuiciamiento  civil,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa 
6  tácita  que  se  indican ,  será  Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se 
ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli¬ 
gación]  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante ,  el  del  domicilio  del 
demandado ,  ó  el  del  lugar  del  contrato ,  si  hallándose  en  él,  aunque  acci¬ 
dentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento ; 

Y  2o  Que  ejercitando  los  demandantes  la  acción  personal  derivada 
del  contrato  de  compra  venta  y  decisión  á  su  favor  del  usufructo  de  un 
paleo  del  teatro  de  Lope  de  Vega  en  la  ciudad  de  Valladolid ,  en  la  que 
recibió  el  vendedor  su  precio,  dando  un  recibo  privado  en  la  misma  has  - 
la  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura  pública ,  según  se  es  - 
típula  en  el  documento  mismo ,  es  evidente,  conforme  á  la  ley ,  que  el  lu  - 
gar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación  expresada  es  la  dicha  plaza, 
donde  además  se  halla  ó  radica  el  inmueble  cuyo  usufructo  vendió  el 
demandado . 
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En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1883,  en  la 
competencia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Gijón  al  de  igual  clase  del  distrito  en  la  Plaza  de  Vallado - 
lid  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  José  Antonio  de 
Armendia  y  Garitamendia  v  D.  Mariano  Fernandez  Laza,  eri  represen¬ 
tación  de  la  Soeiedad  M.  Fernández  Laza  é  hijo ,  contra  D.  Félix  de 
Goicoechea  y  Alvarez  sobre  otorgamiento  d$  una  escritura: 

Resultando  que  con  fecha  en  Valladolid  á  4  de  Julio  de  1863  firmó 
D-  Félix  de  Goicoechea  un  documento  privado,  en  el  que  dijo  haber  re- 
cibido  de  su  convecino  D.  Domingo  Calderón  25.000  reales  vellón  por 
valor  del  usufructo  de  medio  palco  que  poseía  en  el  teatro  de  Lope  de 
Vega  de  aquella  capital,  y  que  le  había  vendido  en  dicha  cantidad,  con 
las  mismas  condiciones  que  tenía  convenido  con  D.  José  León  y  com¬ 
pañía,  dando  aquel  documento  hasta  que  se  firmase  la  escritura  co¬ 
rrespondiente;  y  que  al  dorso  del  mismo  manifestó  D.  Domingo  Calde¬ 
rón  que  la  compra  que  se  expresaba  había  sido  para  él  y  para  D.  José 
Antonio  de  Armendia  de  por  mitad,  del  cual  recibiólos  12.500  reales 
que  por  tal  concepto  le  correspondía  pagar: 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  Julio  de  1872  el  pagador  de 
deudas  de  D.  Domingo  Gutiérrez  Calderón  y  la  comisión  de  acreedores 
del  mismo  vendieron  á  D.  José  Antonio  de  Armendia  la  cuarta  parte 
del  usufructo  que  correspondía  á  aquél  en  el  mencionado  palco: 

Resultando  que  dueño  D.  Marcelino  Goicoechea  por  trasferencia  de 
su  primo  D.  Félix  Goicoechea  del  usufructo  de  una  cuarta  parte  del 
roismo  palco,  núm.  18,  del  citado  teatro,  coni las  mismas  condiciones 
que  el  segundo  lo  había  adquirido  de  la  razón  social  José  León  y  com¬ 
pañía,  su  viuda  Doña  Gertrudis  Aparicio,  por  si  y  en  representación  de 
su  hija  Doña  María  Concepción,  trasfirió  el  dominio  y  propiedad  de  di¬ 
cha  participación  por  escritura  de  27  de  Setiembre  de  1879,  con  las 
oiismas  condiciones  con  que  lo  tenía  adquirido  á  la  Sociedad  M.  Fer¬ 
nández  Laza  é  hijo: 

Resultando  que  en  20  do  Junio  del  corriente  año  1883  D.- José  Anto¬ 
nio  de  Armendia  y  D.  Mariano  Fernández  Laza,  en  representación  de 
la  Sociedad  M.  Fernández  Laza  é  hijo,  dedujeron- demanda,  que  co¬ 
rrespondió  en  turno  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Plaza  de  Valladolid,  contra  D.  Félix  de  Goicoechea,  vecino  de  Gijón, 
en  la  que,  haciendo  uso  de  la  acción  personal,  nacida  ó  derivada  del 
contrato  de  compraventa  y  del  de  cesión  que  á  los  demandantes  se  les 
había  hecho  de  las  partes  del  usufructo  del  palco  vendido  por  D.  Félix, 
Pidieron  se  declarase  que  éste  se  hallaba  obligado  á  otorgar  á  favor  de 
lus  demandantes  la  correspondiente  escritura  püblica  de  venta  del 
usufructo  de  la  mitad  del  palco,  núm.  18,  del  teatro  de  Lope  de  Vega 
en  favor  del  primero,  y  de  una  cuarta  parte  del  usufructo  del  palco  en 
favor  del  segundo,  condenándole  á  verificarlo  dentro  del.  término  que 
se  señalase: 

.  Resultando  que  emplazado  en  Gijón  D.  Félix  de  Goicoechea,  á  su 
instancia,  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  dicha  villa  requirió  de 
inhibición  al  de  Valladolid,  porque  tratándose  del  ejercicio  de  una  ac- 
c,ón  personal,  y  no  constando  el  lugar  donde  debía  cumplirse  la  obli  — 
ación,  era  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del 
Jugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pu¬ 
diera  hacerse  el  emplazamiento,  excepción  que  no  concurriría  en  el 
caso  de  autos;  quedando  en  pie  el  principio  general  establecido  en  la  re- 
£'a  Ia  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento: 
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Resaltando  que  el  Juez  del  distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid,  des- 
*  pués  de  haber  oído  á  los  demandantes  y  al  Ministerio  fiscal,  se  negó  á 
la  inhibición,  sosteniendo  su  competencia,  fundado  en  que  el  contrato 
de  venta  tuyo  lugar  en  Valladolid,  donde  el  vendedor  percibió  el  im¬ 
porte  de  su  precio,  contrayendo  implícitamente  la  obligación  de  otor¬ 
gar  en  dicha  ciudad  la  oportuna  escritura,  según  se  desprendía  de  sus 
palabras  hasta  que  se  firme  la  escritura  correspondiente;  y  que  aun  en 
la  hipótesis  de  que  no  estuviera  señalado  el  lugar  del  otorgamiento  de 
la  escritura,  no  podía  ser  otro  que  aquel  en  que  debiera  cumplirse  lo 
estipulado,  máxime  no  existiendo  pacto  en  contrario;  y  que  habiendo 
insistido  el  Juez  de  Gijón  en  la  inhibición,  uno  y  otro  han  elevado  las 
actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  según  previene  la  primera  parte  de  la  regla  Ia 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fuera  de  los  casos  de 
sumisión  expresa  ó  tácita  que  se  indican,  será  Juez  competente  en  loa 
juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  quedeb, 
cumplirse  la  obligación;  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandantes 
el  del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándo¬ 
se  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento: 

Considerando  que  ejercitando  los  demandantes  la  accióm  personal 
derivada  del  contrato  de  compra  venta  y  decisión  á  su  favor  del  usu¬ 
fructo  de  un  palco  del  Teatro  de  Lope  de  Vega  en  la  ciudad  de  Valla- 
dolid,  en  la  que  recibió  el  vendedor  su  precio,  dando  un  recibo  privado 
en  la  misma  hasta  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura  pú 
blica,  según  se  estipula  en  el  documento  mismo,  es  evidente  conforme 
á  la  ley  que  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación  expresada  es 
la  dicha  plaza,  donde  además  se  halla  ó  radica  el  inmueble  cuyo  usu¬ 
fructo  vendió  el  demandado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  demanda  entablada  en  estos  autos  por  D.  José  Antonio  de  Armen- 
dia  y  Garitamendia  y  D.  Mariano  Fernández  Laza,  en  representación 
de  la  Sociedad  M.  Fernández  Laza  é  hijo ,  contra  D.  Félix  de  Goicoe- 
chea  y  Alvarez  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Plaza  de  Valladolid,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  los 
efectos  de  derecho;  y  póngase  esta  resolución  en  conocimiento  de! 
Juez  de  Gijón,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  oca¬ 
sionadas  en  este  Supremo  Tribunal. — (Sentencia  publicada  el  o  de  No¬ 
viembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  del  mismo  mes  y  año.) 
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Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
asunto  de  Ultramar  (5  de  Noviembre  de  1883). — Pago  de  cantidad. 
— Se  confirma  el  auto  apelado  por  D.  Santiago  Farrés  con  D.  Martin 
Goicoechea  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

(¿ue  no  existe  el  quebrantamiento  de  forma  á  que  se  refiere  lo  dis¬ 
puesto  en  los  números  Io  y  3°  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamien¬ 
to  civil  de  5  de  Octubre  de  1855,  si  el  que  ha  venido  á  los  autos  i  soste¬ 
ner  la  apelación,  no  se  presentó  en  ellos  hasta  después  de  dictada  la 
sentencia  de  remate  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  hermano  con 
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arreglo  á  la  obligación  contraída  por  éste  y  sólo  por  éste  en  el  pagaré 
por  que  se  procedió ;  pues  oue  ni  era  parte  de  aquél  ni  debía  serlo ,  ni 
había  por  consiguiente  para  qué  hacerle  emplazamiento  ni  citación  al¬ 
guna,  sin  que  pudiera  obstar  para  esto  el  carácter  de  albacea  de  su  ma¬ 
dre  que  concurre  en  ambos  hermanos  por  serlo  in  solidum. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  o  de  Noviembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  ejecutivos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en 
d  Juzgado  en  primera  instancia  del  distrito  de  Jesús  y  María  de  la  ciu¬ 
dad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  su  Audiencia  por  D.  Martín 
Goicoechea  contra  D.  Enrique  Farrés,  como  albacea  de  su  madre  Doña 
Josefa  Alonso: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Alonso  nombró  en  su  última  disposi¬ 
ción  testamentaria  por  sus  albaceas  juntos  ó  separados  y  con  toda  clase 
de  facultades  á  sus  hijos  D.  Enrique  y  D.  Santiago  Farrés,  los  cuales 
Por  si  y  en  el  indicado  concepto  de  albaceas  de  su  difunta  madre,  con¬ 
firieron  poder  á  D.  Federico  Fernández  Sanz  en  13  de  Marzo  de  1869 
con  facultad  de  otorgar  pagarés  y  girar  letras  y  libranzas: 

Resultando  que  con  fecha  30  de  Abril  de  1875  expidió  Fernández 
Sanz  por  poder  de  Enrique  Farrés,  albacea  de  Doña  Josefa  Alonso,  un 
Pagaré  á  la  orden  de  Tejero  hermanos  y  Compañía,  por  3.745  pesos  en 
billetes  del  Banco  Español  para  el  día  30  de  Marzo  de  1879,  el  cual,  en¬ 
dosado  á  D.  Martín  Goicoechea  con  fecha  5  de  Diciembre  de  1878,  fué 
Protestado  por  falta  de  pago  en  31  de  Marzo  de  1879: 

Resultando  que  previas  varias  diligencias  encaminadas  al  reconoci¬ 
miento  de  la  firma  de  dicho  pagaré  por  Fernández  Sanz,  y  después  de 
haber  sido  declarado  éste  confeso  en  la  legitimidad  y  certeza  de  dicha 
firma,  dedujo  D.  Martín  Goicoechea  demanda  ejecutiva  por  su  importe, 
intereses  y  costas,  contra  D.  Enrique  Farrés,  como  albacea  de  Doña 
Josefa  Alonso,  que  fué  despachada  por  auto  de  24  de  Setiembre: 

Resultando  que  requerido  D.  Enrique  Farrés  al  pago  que  no  verifi¬ 
có  porque  no  tenía  fondos  correspondientes  á  su  difunta  madre,  y  ci¬ 
tado  de  remate,  se  personó  en  los  autos  y  se  opuso  á  su  tiempo  á  la  eje¬ 
cución  despachada,  alegando  la  excepción  de  falsedad  civil  del  título 
presentado  como  ejecutivo,  fundada  en  que  no  era  el  solo  albacea  de  su 
difunta  madre,  sino  también  su  hermano  D.  Santiago,  contra  quien 
debía  haberse  dirigido  igualmente  la  ejecución,  y  en  que  el  reconoci¬ 
miento  de  firma  y  la  declaración  de  confeso  se  había  dirigido  contra 
Fernández  Sanz  y  no  contra  el  mismo  deudor: 

Resultando  que  el  ejecutante  Goicoechea  evacuó  traslado  que  se  le 
confirió  dicha  oposición,  pidiendo  que  se  desestimase  la  excepción  ale¬ 
gada  y  que  se  abriese  ef término  de  prueba  para  practicar  las  que  pro¬ 
ponía,  y  practicadas  en  efecto,  y  trascurrido  dicho  término  sin  que  por 
Parte  de  D.  Enrique  Farrés  se  hiciese  justificación  alguna,  dictó  sen¬ 
tencia  en  22  de  Noviembre  de  1880  declarando  no  haber  lugar  á  pro¬ 
nunciar  sentencia  de  remate: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  en  virtud  de 
apelación,  oído  libremente  al  ejecutante,  se  personó  éste  ante  dicha 
Superioridad  y  lo  verificó  asimismo  el  ejecutado  D.  Enrique  Farrés, 
como  albacea  de  Doña  Josefa  Alonso;  y  sustanciada  la  alzada,  dictó  sen  - 
tencia  la  Sala  de  lo  civil  en  14  de  Febrero  de  1882  revocando  la  ape¬ 
lada  y  mandando  seguir  la  ejecución  adelante: 

Resultando  que  en  escrito  de  8  de  Marzo  compareció  en  los  autos 

Santiago  Farrés  y  Alonso  debidamente  representado,  y  haciendo 
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presente  que  se  había  instruido  de  la  existencia  de  este  juicio,  dirigido 
sólo  contra  el  albacea,  y  no  contra  los  herederos  de  Josefa  Alonso,  y 
que  en  él  se  había  dictado  sentencia  de  remate  que  afectaba  á  la  suce¬ 
sión  de  dicha  señora  y  no  al  albacea,  y  alegando  que  éste  no  tenía  la 
representación  de  los  herederos,  por  lo  que  no  había  podido  seguirse 
eficazmente  el  juicio  contra  él,  y  que  por  consiguiente  se  había  faltado 
A  la  exigencia  legal  para  la  validez  de  todo  juicio,  ó  sea  á  la  citación 
y  emplazamiento  para  oir  sentencia  á  aquellos  á  quienes  había  de  per¬ 
judicar,  interponía  recurso  d«  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
fundado  en  las  causas  I*  y  3a  del  art:  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Resultando  que  fundado  en  la  misma  causa  dedujo  D.  Enrique  Fa- 
rrés,  como  albacea  de  su  madre,  igual  recurso  de  casación;  y  sin  pro¬ 
veer  acerca  de  la  personalidad  en  estos  auto3  de  D.  Santiago  Farrés, 
dictó  sentencia  la  Sala  en  16  del  mismo  mes  de  Marzo,  declarando  no 
haber  lugar  á  admitir  los  recursos  de  casación  establecidos  por  D.  Enri¬ 
que  y  D.  Santiago  Farrés,  con  las  costas  á  cargo  de  los  mismos: 

Resultando  que  D.  Enrique  y  D.  Santiago  Farrés  apelaron  de  esta 
resolución  para  ante  este  Tribunal  Supremo  y  la  Audiencia  les  admitió 
la  alzada,  en  virtud  de  la  cual  han  comparecido  tan  sólo  el  apelante 
D.  Santiago  y  la  parte  apelada: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  no  existe  el  quebrantamiento  de  forma  á  que  se 
refiere  lo  dispuesto  en  los  números  Io  y  3o  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1855  y  que  ha  sido  alegado 
como  fundamento  del  recurso  de  casación,  cuya  admisión  se  denegó, 
toda  vez  que  D.  Santiago  Farrés,  que  es  el  que  ha  venido  á  sostener  su 
apelación,  no  se  presentó  en  los  autos  hasta  después  de  dictada  la  sen¬ 
tencia  de  remate  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  hermano  Don 
Enrique,  con  arreglo  á  la  obligación  contraída  por  éste,  y  sólo  por  éste 
en  el  pagaré  por  que  se  procedió,  y  por  tanto  ni  era  parte  aquél  ni  de¬ 
bía  serlo,  ni  había  por  consiguiente  para  qué  hacerle  emplazamiento 
ni  citación  alguna,  sin  que  pudiera  obstar  para  esto  el  carácter-  de  al¬ 
bacea  que  concurre  en  ambos  hermanos  por  serlo  in  solidum ,  y  en  su 
consecuencia  sólo  afectaba  al  D.  Enrique  la  ejecución; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  desierta  la  apelación 
interpuesta  por  D.  Enrique  Farrés,  y  que  con  relación  á  D.  Santiago 
Farrés  debemos  cunfirmar  y  confirmárnosla  sentencia  que  en  16  de 
Marzo  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
condenando  á  ambos  al  pago  de  las  costas  por  mitad  hasta  la  providen¬ 
cia  de  esta  Sala  de  12  de  Marzo  último,  en  que  se  tuvo  por  parte  A  Don 
Santiago  y  se  mandó  formar  el  apuntamiento,  y  á  este  último  al  de  las 
sucesivas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  corres¬ 
pondiente. — (Sentencia  publicada  el  5  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  17  de  Enero  de  1884.) 
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Ilccurso  de  casación  (6  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Tercería  de  dominio. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad 
metalúrgica  Austro  Belga  con  la  razón  social  Torres  hermanos  y  com¬ 
pañía  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  alegada  la  excepción  de  nulidad  de  la  enajenación  al  contestar 
la  demanda  en  que  se  apoya  la  tercería ,  y  siendo  ella  objeto  del  debate 
planteado  y  de  las  pruebas  practicadas ,  constituía  la  cuestión  del  pleito 
que  debía  resolverse  en  definitiva ,  sin  reservarla  para  otro  juicio,  en  el 
concepto  de  que  el  demandado  al  solicitar  la  absolución  no  pidió  expre¬ 
samente  la  declaración  de  nulidad  del  titulo  en  que  se  fundaba  la  ter¬ 
cena ,  puesto  que  eso  era  precisamente  lo  que  se  pretendía  con  la  fórmu¬ 
la  de  la  absolución ,  que  es  decisiva  del  punto  Litigioso  en  que  se  había 
fundado  la  defensa  para  combatir  la  acción  propuesta  por  el  deman  - 
dante;  y  al  no  hacerlo  así,  ¿e  infringen  las  leyes  2*  y  45,  til.  22,  Par¬ 
tida  3a  y  la  doctrina  declarada  por  el  Tribunal  Supremo,  que  manda 
dar  juicio  acabado  y  valedero  absolviendo  ó  condenando  al  demandado; 
la  ley  16,  til.  22,  Partida  3a;  los  artículos  64  y  62  de  la  de  Enjuicia¬ 
miento  civil,  y  la  doctrina  declarada  en  diferentes  fallos  del  Supremo 
Tribunal ,  que  establecen  que  las  sentencias  deben  resolver  y  decidir  las 
cuestiones  debatidas  en  el  pleito ,  y  ser  conformes  y  ajustadas ,  no  sólo 
d  la  cosa  sobre  que  contienden  las  partes ,  sino  también  á  los  motivos  en 
que  se  funde  la  demanda  y  las  excepciones ;  la  doctrina  que  consigna 
que  la  absolución  de  la  demanda  es  resolutoria  de  todas  las  cuestiones 
suscitadas  y  debatidas  en  el  pleito;  y  las  que  establecen  que  la  doctrina 
relativa  á  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la  nulidad  de  un  acto  ú  obli 
gación,  debe  pedirse  separada  ó  juntamente  con  el  reconocimiento  del 
derecho  que  de  aquélla  se  derive,  pero  siempre  de  un  modo  expreso  y  di¬ 
recto  la  declaración  de  dicha  nulidad ,  no  tiene  aplicación  cuando  el  ob¬ 
jeto  del  debate  ha  sido  la  nulidad  de  la  venta  de  unos  bienes  y  recaído 
sobre  este  punió  las  pruebas  suministradas  por  las  partes;  y  que  aquella 
doctrina-debe  entenderse  respecto  de  la  acción  que  emana  directa  é  in¬ 
directamente  del  acto  ó  contrato  que  se  trata  de  anular. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  4883,  en  el  plei¬ 
to  pendente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Congreso  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  la  misma  por  la  razón  social  Torres  hermanos  y  compañia,  do¬ 
miciliada  en  Cádiz  con  sucursal  en  Almería,  de  la  que  es  Gerente  Don 
Prudencio  Blanco  y  Ortiz,  representada  por  el  Procurador  D.  Jacobo 
Morcillo,  bajo  la  dirección  del  Dr.  D.  José  de  Carvajal,  con  la  Sociedad 
anónima  metalúrgica  denominada  Austro  Belga,  y  en  su  nombre  el 
Procurador  D.  José  García  Noblejas,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Ra¬ 
món  García  Noblejas,  y  con  D.  Felipe  Barrón  y  Morphy  y  D.  Francis¬ 
co  Barroeta  y  Márquez,  que  no  han  comparecido,  sobre  tercería  de 
dominio: 

Resultando  que  anunciada  la  venta  de  nna  fábrica  de  fundición  de 
Plomo,  conocida  por  la  de  Alcora,  sita  en  el  paraje  de  su  nombre,  tér- 
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mino  de  Cánjáyar,  procedente  del  Estado,  tuvo  lugar  el  remate  en  5  de 
Agosto  de  1860  á  favor  de  D.  Ramón  González  como  mejor  postor  en 
la  cantidad  de  28.000  rs. ,  y  aprobado  por  la  Junta  superior  de  Ventas 
de  bienes  nacionales,  traspasó  la  adjudicación  del  mismo  en  3  de  Di¬ 
ciembre  de  1861  á  favor  de  la  Sociedad  Carriás  Blanco  y  compañía,  re¬ 
sidente  en  Almería,  siéndole  otorgada  en  su  virtud  en  el  siguiente  día 
4  la  correspondiente  escritura  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  aque¬ 
lla  ciudad: 

Resultando  que  en  26  de  Marzo  de  1861  se  otorgó  escritura  en  esta 
corte,  por  la  que  D.  Joaquín  Carfiás.  por  sí  y  como  apoderado  de  Don 
Prudencio  Blanco;  1).  Pablo  Emilio  Wissocg,  por  si  y  como  apoderado 
de  D.  Santiago  Emilio  Monthuc,  y  D.  Angel  Barroeta,  en  representa¬ 
ción  de  D.  Francisco  Barroeta,  y  D.  Felipe  Barrón,  se  comprometieron 
á  vender  y  entregar  a  la  Sociedad  anónima  Corphalie,  establecida  en 
Bélgica,  que  fué  representada  en  aquel  acto  por  su  Director  gerente 
D.  Emilio  Brike,  100.000  toneladas  de  1.000  kilogramos  de  calamina 
calcinada,  procedente  de  las  explotaciones  que  poseían  y  poseyeran  en 
la  provincia  de  Almería,  debiendo  verificarse  el  suministro  en  seis  años 
por  lotes  trimestrales,  estableciendo  las  condiciones  del  mineral,  forma 
de  entrega,  pago  y  dem^s,  haciendo  la  Sociedad  Corphalie  un  anticipo 
á  los  otorgantes  de  400.000  francos,  que  se  obligaban  á  dedicar  exclu¬ 
siva  y  enteramente  á  la  mejora  y  fomento  de  las  referidas  minas,  obli¬ 
gándose  los  comparecientes  solidaria  y  m&ncomunadamente  para  coa 
la  Sociedad  Corphalie  al  pago  de  todas  las  cantidades  de  que  ésta  podía 
ser  acreedora  á  consecuencia  de  las  estipulaciones  consignadas  en  aquel 
contrato:  para  garantía  del  mismo,  D.  Pablo  Emilio  Wissocg,  en  nom¬ 
bre  de  su  mandante  D.  Santiago  Emilio  Monthuc,  hipotecó  expresa¬ 
mente  todas  las  minas  y  acciones  de  minas  de  la  propiedad  de  éste  en 
Almería,  así  como  las  que  el  mismo  tenia  en  arrendamiento  por  el 
tiempo  que  éste  durase;  y  como  en  aquellas  que  se  hallaban  á  nombre 
de  Monthuc  eran  copartícipes  y  cointeresados  Carriás,  Wissocg,  Blan¬ 
co,  Barrón  y  Barroeta,  y  esa  coparticipación  no  aparecía  suficiente¬ 
mente  expresada  en  los  poderes  otorgados  por  aquél,  se  obligaron  y 
comprometieron  Carriás  y  Wissocg  á  que  Monthuc  aprobaría  y  ratifi¬ 
caría  en  el  termino  de  15  días  aquella  cláusula  y  todas  las  demás  de 
aquel  contrato,  lo  cual  verificó  en  efecto  por  escritura  de  Io  de  Abril 
de  dicho  año  1861,  habiéndose  tomado  razón  del  mencionado- contrato 
en  la  Contaduría  de  hipotecas  de  Canjáyar,  con  expresión  de  las  minas 
y  acciones  de  obras  que  quedaban  hipotecadas,  cuyo  valor  se  dice  no 
constaba  ni  la  parte  de  responsabilidad  que  á  cada  una  qued*»a  afecta: 

Resultando  que  la  Sociedad  anónima  Corphalie  constituida  en  4  de 
Junio  de  1846  tomó  en  el  año  de  1866  la  denominación  de  Sociedad 
metalúrgica  Austro-Belga,  siendo  su  objeto  la  explotación  de  minas 
que  á  la  sazón  poseyese  ó  adquiriese  en  lo  sucesivo  en  Bélgica  ó  en  el 
extranjero,  consistiendo  su  haber  en  las  pertenencias  mineras  y  de¬ 
más  de  que  hicieron  mérito;  y  en  virtud  de  otro  contrato  celebrado  en 
Lieja  á  18  de  Noviembre  de  1863  por  la  Sociedad  Carriás  Blanco  y 
compañía  y  D.  Emilio  Wissocg  y  la  Sociedad  minera  Corphalie,  enton¬ 
ces  bajo  la  denominación  de  Austro- Belga,  convinieron  en  que  para 
pagar  á  dicha  Sociedad  Corphalie  la  cantidad  de  507.102  francos  31 
céntimos  qué  eran  en  deberla  por  razón  del  contrato  de  26  de  Marzo 
de  1863,  la  de  Carriás  Blanco  y  compañía  entregaría  las  letras  de  que 
hicieron  mérito,  á  cargo  de  D.  Prudencio  Blanco,  de  Santander,  que 
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las  aceptaría,  reputándose  firmados  estos  valores  por  todos  los  intere¬ 
sados  en  el  contrato  mencionado,  que  quedaría  rescindido  por  medio 
del  cumplimiento  de  aquél  y  del  pago  de  las  letras  á  su  vencimiento: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Carriás,  por  sí  y  en  representación  de 
D.  Prudencio  Blanco,  D.  Pablo  Emilio  Wissocg,  D.  Felipe  Barrón  y 
D.  Francisco  Barroeta,  por  si  y  en  representación  de  su  hermano  Don 
Angel  y  D.  Pascual  Matarray  otorgaron  escritura  en  Almería  el  día  Io 
de  En^ro  de  1864,  dejando  sin  efecto  la  cláusula  Ia  de  la  otorgada  en 
26  de  Marzo  de  1861,  constituyendo  una  Sociedad  comanditaria  para 
la  explotación  y  beneficio  de  minerales  en  las  provincias  de  Granada  y 
Almería,  constituyéndola  de  nuevo  con  dicho  objeto,  bajo  la  denomi¬ 
nación  de  La  Industrial  por  término  de  10  años,  componiéndose  su  ca¬ 
pital  de  las  minas,  fábricas  y  mobiliarios  de  que  hicieron  mérito,  se- 
gün  inventario  general  formado  por  todos  los  socios,  comprendiéndose 
entre  aquéllas  unos  hornos,  casa  principal,  almacenes  y  demás  en  Al- 
cora,  y  una  fábrica  do  fundición  en  el  sitio  del  Barranco  de  los. Caba¬ 
llos,  con  los  edificios,  máquinas  y  demás  de  que  hicieron  mérito: 

Resultando  que  declarada  en  quiebra  la  Sociedad  La  Industrial  en 
20  de  Diciembre  de  1866,  retrotrayéndose  sus  efectos  al  13  de  Diciem¬ 
bre  de  1865,  celebró  un  convenio  con  la  mayoría  de  sus  acreedores, 
estableciendo  que  emprendería  de  nuevo  la  explotación  de  las  minas, 
bajo  la  dirección  ó  gerencia  de  D.  Prudencio  Blanco,  distribuyéndose 
anualmente  los  proddctos  líquidos  entre  los  acreedores  á  prorrata  de 
sits  respectivos  créditos,  nombrándose  una  comisión  de  dos  ó  tres  de 
dichos  acreedores,  sin  el  conocimiento  y  consentimiento  de  la  cual  no 
podía  enajenarse  ninguna  de  las  minas  ni  toda  otra  propiedad  real  de 
las  que  pertenecían  á  la  Sociedad;  convenio  que  fué  impugnado  por  al¬ 
gunos  de  los  acreedores,  pero  que  fué  aprobado  por  sentencia  del  Juez 
de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Audiencia  de  Granada  en  11  de 
Mayo  de  1868,  habiéndose  declarado  por  este  Supremo  Tribunal  en  4 
de  Marzo  de  1869  no  haber  lugar  al  recurso  de  injusticia  notoria  que 
se  interpuso: 

Resultando  que  después  de  una  ejecución  qub  la  Sociedad  Austro- 
Belga  obtuvo  contra  D.  Felipe  Barrón  y  D.  Francisc.0  Barroeta  y  que 
fué  declarada  nula,  formuló  dicha  Sociedad,  representada  por  su  Di¬ 
rector  gerente  D.  Emilio  Brike,  demanda  ordinaria  en  16  de  Febrero 
de  1872  contra  aquéllos,  sin  perjuicio  de  dirigirla  contra  los  demás  so¬ 
cios  de  La  Industrial,  obligados  también  mancomunada  y  solidaria¬ 
mente  en  la  escritura  de  26.de  Marzo  de  1861 ,  para  que  se  les  condena¬ 
se  al  pago  de  842.616  pesetas  47  céntimos  que  eran  en  deber  por  re¬ 
siduo  del  anticipo  de  los  400.000  francos  no  pagados  y  de  los  intereses 
devengados  hasta  34  de  Diciembre  de  1871  por  el  saldo  de  la  cuenta 
corriente  y  por  las  multas  en  que  como  indemnización  .y  por  vía  de 
pena  habían  incurrido  los  demandados  por  no  haber  entregado  las  to¬ 
neladas  de  calamina  pactadas,  é  impugnada  la  demanda  por  les  deman¬ 
dados,  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Audiencia  de  esta 
corte,  por  sentencia  confirmatoria  con  las  costas  de  29  de  Noviembre 
de  1877,  estimó  en  todas  sus  partes  la  pretensión  de  la  Sociedad  de¬ 
mandante: 

Resultando  que  D.  Manuel  Blanco  Ortiz,  natural  de  Santander  y  ve¬ 
cino  de  la  Habana,  falleció  en  esta  ciudad  en  13  de  Mayo'de  1873: 

Resultando  que  en  o  de  Noviembre  de  1874  otorgaron  escritura 
en  la  ciudad  de  Almería,  de  una  parte  D.  Prudencio  Blanco  Ortiz, 
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Gerente  de.  la  Sociedad  titulada  La  Industrial,  y  de  la  otra  D.  Ra¬ 
fael  Delgado  y  Llamas,  en  representación  de  D.  Manuel  Blanco  Ortiz 
en  virtud  del  poder  que  tenía  del  mismo,  sustituido  por  D.  Prudencio 
Blanco  en  24  de  Febrero  de  aquel  año,  que  entre  otras  cláusulas  tenía 
la  de  realizar  convenios,  transacciones  y  compromisos  en  árbitros  ó 
amigables  componedores,  con  sanción  penal  ó  sin  ella,  en  la  que  refi¬ 
riéndose  D.  Prudencio  Blanco  que  venia  ejerciendo  el  cargo  de  Geren¬ 
te  y  Administrador  de  la  Sociedad  La  Industrial,  nombrados  por  vir¬ 
tud  del  convenio  que  celebró  con  sus  acreedores,  y  que  en  tal  concep¬ 
to  se  había  visto  en  la  necesidad  de  buscar  fondos  para  trabajar  en  las 
minas,  habiéndole  facilitado  D.  Manuel  Blanco  Ortiz  36.462  pesetas  y 
10  céntimos  con  el  interés  de  6  por  100:  que  como  á  dicha  Sociedad 
no  le  había  sido  posible  satisfacer  á  Blanco  dicha  cantidad,  procedió 
ejecutoriamente  contra  ella,  y  á  fin  de  evitarlo  convinieron  en  escritu¬ 
ra  de  30  de  Octubre  de  1872  en  que  la  Sociedad  constituiría  hipoteca 
de  to.dos  sus  bienes  por  término  de  dos  años,  en  cuyo  término  y  un 
plazo  de  tres  meses,  había  de  satisfacer  su  deuda,  entendiéndose  todos 
caducados  si  dejase  de  pagar  alguno:  que  por  no  haberlos  satisfecho,  y 
.con  arreglo  á  lo  convenido,  procedieron  por  peritos  de  nombramiento 
de  las  partes  á  la  tasación  de  las  fincas  y  minas,  siéndolo  una  en  Alco- 
ra,  término  de  Canjáyar,  compuesta  de  dos  manzanas  de  edificios,  en 
12.012  pesetas  50  cents.,  y  una  fábrica  de  fundición,  conocida  por  la 
de  Los  Pajaril los,  en  término  de  Aleolea,  en  920  pesetas  50  cénts.:  que 
puesto  todo  en  conocimiento  de  la  comisión  nombrada  por  los  acreedo¬ 
res  de  La  Industrial  y  sus  socios,  se  anunció  privadamente  la  venta  de 
dichos  edificios  y  minas,  y  además  una  fábrica  de  fundición  ó  calcina¬ 
ción  ya  destruida  en  término  de  Roquetas,  y  no  habiéndose  presenta¬ 
do  licitador,  pretendió  D.  Rafael  Delgado  la  adjudicación  con  arreglo 
á  lo  convenido  en  la  escritura  de  transacción  de  30  de  Octubre  de 
1872,  y  en  su  virtud  D.  Prudencio  Blanco  Ortiz  dió  en  venta  á  D.  Ma¬ 
nuel  Blanco  Ortiz  los  deslindados  edificios  y  minas  en  precio  de  14.058 
pesetas,  que  se  entenderían  recibidas  por  cuenta  de  la  cantidad  que 
adeudaba  á  D.  Manuel  Blanco  la  expresada  Sociedad: 

Resultando  que  D.  Rafael  Delgado  y  Llamas,  en  representación  de 
D.  Manuel  Blanco  Ortiz,  según  aparecía  de  la  copia  de  la  sustitución  de 
poder  que  le  tenía  hecha  D.  Prudencio  Blanco  en  26  de  Junio  de  aquel 
año  1875,  vendió  á  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  y  Ocejo  por  escritura 
de  16  de  Julio  de  dicho  año  las  mencionadas  fincas  y  minas  en  precio 
de  3.125  pesetas,  venta  que  aceptó  Doña  Guadalupe  de  la  Riva,  decla¬ 
rando  que  la  hacía  con  dinero  suyo,  con  cuya  declaración  estuvo  con¬ 
forme  D.  Prudencio  Blanco,  que  concurrió  al  acto: 

Resultando  que  á  su  vez  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  y  Ocejo,  con 
su  marido  D.  Prudencio  Blanco  y  Ortiz,  vendió  por  escritura  de  11  de 
Mayo  de  1878  á  la  casa  de  comercio  establecida  en  Cádiz  bajo  la  razón 
social  de  Torres,  hermano  y  compañía,  de  quienes  tenía  encargo  Don 
Prudencio  Blanco  y  Ortiz  para  la  aceptación  de  la  escritura,  la  finca 
sita  en  Alco^,  término  de  Canjáyar,  y  la  fábrica  de  fundición  conocida 
por  la  de  Los  Pajarillos,  situada  en  Aleolea,  que  la  pertenecían  por 
compra  hecha  á  D*  Manuel  Blanco  Ortiz  y  otras  vafias  fincas  por  la 
suma  total  de  2.000  pesetas  que  confesó  la  vendedora  tener  recibida  de 
todos  los  hermanos,  venta  que  aceptó  D.  Prudencio  Blanco  en  virtud 
del  encargo  que  tenía  de  dicha  Sociedad: 

Resultando  que  D,  Pedro  Torres  y  Soto,  vecino  de  Cádiz,  y  D.  Gre- 
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gorio  Torres  y  Soto,  vecino  de  Madrid,  representado  por  D.  Jorge  Ro¬ 
drigo  y  Puello,  otorgaron  escritura  en  Cádiz  en  18  de  Octubre  de  1877, 
por  la -que  establecieron  una  Sociedad  colectiva  regular,  bajo  la  razón 
de  Torres,  hermano  y  compañía,  con  el  capital  de  410.000  reales,  sien¬ 
do  su  objeto  la  venta  y  construcción  de  instrumentos  de  precisión, 
creándose  una  sucursal  en  Almería  y  otra  en  Madrid,  usando  los  socios 
respectivamente  de  la  firma  de  la  Sociedad,  y  autorizando  también 
para  asarla  á  D.  Prudencio  Blanco,  que  había  de  estar  al  frente  de  la 
sucursal  de  Almería: 

Resultando  que  á  instancia  de  la  Sociedad  Austro  Belga  y  para  lle¬ 
var  á  efecto  la  sentencia  de  29  dé  Noviembre  de  1877,  se  procedió  al 
embargo  de  diferentes  muebles  y  efectos  de  la  pertenencia  de  los  de¬ 
mandados,  de  dos  fábricas  de  fundición,  sitas  una  en  el  llano  de  Alcora, 
término  de  Canjáyar,  conocida  por  la  del  Rey,  con  las  tierras  y  edifi¬ 
cios  anejos  á  ella,  y  otra  en  Alcolea  titulada  de  los  Pajarillos,  ó  sea 
Santa  Elisa,  con  todas  sus  dependencias,  y  diferentes  minas;  y  librado 
exhorto  al  Registrador  de  la  propiedad  del  partido  para  la  anotación 
preventiva  de  dicho  embargo,  fué  denegada  porque  las  fábricas  y  de¬ 
más  fincas  embargadas  aparecían  inscritas  á  favor  de  la  Sociedad  To¬ 
rres,  hermano  y  compañía  en  virtud  de  escritura  otorgada  á  su  favor 
por  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  y  Ocejo  en  11  de  Mayo  de  1878: 

Resultando  que  la  indicada  razón  social  Torres,  hermano  y  compa 
ñía  dedujo  en  30  de  Octubre  de  1879  la  demanda  objeto  de  estos  autos 
Para  que  con  suspensión  del  procedimiento  de  apremio  se  declarase  que 
las  fincas  de  Alcora  y  Alcolea,  ó  sean  las  dos  fábricas  de  fundición  de 
fine  se  ha  hecho  mérito,  con  sus  muebles  y  dependencias,  la  pertene¬ 
cían  en  propiedad  y  posesión,  mandando  en  su  consecuencia  que  se 
alzase  el  embargo  de  ellas  y  se  dejasen  á  la  libre  disposición  de  la  So¬ 
ciedad  demandante,  condenando  á  1$  Austro-Belga  á  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  y  en  las  costas,  fundando  su  pretensión  en  la  es¬ 
critura  mencionada  de  1 1  de  Mayo  de  1878,  que  constituía  el  título  de 
adquisición  del  dominio  á  su  favor  en  las  fincas  sobre  que  recaía;  do¬ 
minio  del  cual  no  podía  ser  despojado  de  modo  alguno,  encontrándose 
garantido  por  las  leyes,  que  no  permitían  pudieran  afectar  á  compro¬ 
misos  extraños  fincas  que  eran  de  fa  propiedad  de  un  tercéro;  hallán¬ 
dose  asimismo  garantido  su  derecho  en  cuanto  se  relacionaba  con  el  tí¬ 
tulo  qae  |e  acreditaba  con  las  prescripciones  de  la  ley  Hipotecaria,  que 
"jaban  la  eficacia  de  inscripciones  como  la  que  aparecía  al  pie  de  la  es¬ 
critura  referida: 

Resultando  que  la  Sociedad  Austro-Belga  impugnó  la  demanda, 
pegando  como  fundamento  de  derecho,  después  de  hacer  extenso  mé¬ 
rito  de  todos  los  antecedentes  que  quedan  referidos,  que  no  bastaba  en 
acción  reivindicatoría  acreditar  la  existencia  del  título  si  no  se  pro¬ 
baba  su  justicia,  ó  sea  que  provenía  del  verdadero  dueño:  que  la  pro¬ 
hibición  de  enajenar  implicaba  la  nulidad  del  que  contra  ella  vendía 
°s  bienes  de  una  Socielad  siendo  su  Administrador  gerente,  y  en  los 
hechos  quedaba  demostrado  que  D.  Prudencio  Blanco  no  podía  enaje¬ 
nar  la  fábrica  de  Alcora  ni  ninguna  otra  finca  de  la  Sociedad  La  Indus- 
*.riAl  sin  intervención  de  las  dos  ó  tres  personas  que  quedaban  designa¬ 
bas  en  su  lugar;  y  por'sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  20  de 
Enero  de  18fi8,  de  acuerdo  con  otras  muchas,  se  establecía  que  era 
ineficaz  legalmente  para  fundar  una  acción  de  tercería  de  dominio  la 
trasmisión  de  este  derecho  al  comprador,  que  no  podía  verificarse  Cuan- 
tomo  53  13 
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do  el  vendedor  tenía  prohibición  de  realizarla:  que  la  ¡dea  fundamen  ¬ 
tal  de  la  demanda  reivindicatoría  de  que  no  bastaba  presentar  título 
hábil,  sino  que  debía  ser  justo,  legítimo  y  cieilo,  sometía  al  juicio  ac  - 
tual,  no  sólo  la  trasmisión  de  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  á  la  Sociedad 
fantástica  Torres,  hermanos  y  compañía,  sino  también  las  anteriores 
enajenaciones  de  D.  Prudencio  Blanco  á  D.  Manuel,  entonces  difunto, 
y  de  éste  á  Doña  Guadalupe  de  la  Riva,  que  adolecían  del  vicio  radical 
de  nulidad,  simulación  y  falsedad  por  falta  de  potestad  en  D.  Pruden¬ 
cio  Blanco:  que  el  dolo  causante  en  los  contratos  producía  su  nulidad 
y  no  se  podía  dudar  que  inducía  esta  consecuencia  la  muerte  anterior 
de  la  persona  beneficiada  por  un  contrato,  y  mucho  más  la  venta  hecha 
á  nombre  de  éste  y  por  tanto  simulada  á  Doña  Guadalupe  de  la  Riva, 
de  quien  derivaba  el  derecho  el  demandante,  y  aun  ciñéndose  á  este  úl¬ 
timo  contrato  de  venta,  la  persona  de  q  ¡ ien  derivó  el  derecho  Doña 
Guadalupe  ó  de  quien  pretendía  derivarlo  no  existía  cuando  se  vendió 
á  su  nombre  la  finca  ó  fincas  de  que  se  trataba,  por  lo  cual  la  escritura 
en  que  se  fundaba  la  demanda  de  tercería  era  nula  é  ineficaz  bajo  to¬ 
dos  sus  aspectos:  que  la  muerte  del  otorgante  de  un  poder  cancelaba 
éste  y  producía  la  nulidad  de  lo  que  se  hiciera  en  su  nombre;  y  como 
las  dos  escrituras  en  que  figuraba  D.  Manuel  Blanco,  primero  como 
comprador  y  después  como  vendedor,  fueron  otorgadas  después  de  su 
muerte,  aparte  de  la  criminalidad  del  acto  producía  la  nulidad  esen¬ 
cial  del  contrato  de  venta  en  uno  y  otro  caso,  y  por  lo  tanto  no  podía 
prosperar  la  tercería  de  dominio:  que  la  nulidad  causal  de  un  instru¬ 
mento  público  cuando  trastería  la  propiedad  de  una  cosa  producía  la 
nulidad  esencial  de  la  enajenación  que  en  tal  supuesto  no  se  derivaba 
del  verdadero  dueño,  y  quien  no  lo  era  no  podía  trasmitir  un  dominio 
que  no  tenía:  que  I  a  falta  de  verdad  en  la  exposición  de  los  hechos- 
constituía  la  fal  sedad  criminal  y  civilmente  y  los  dos  documentos  otor¬ 
gados  por  D.  Manuel  Blanco,  que  entonces  había  fallecido,  adolecían 
del  vicio  intrínseco  de  falsedad  y  suplantación,  que  reunido  á  la  cir¬ 
cunstancia  de  no  ser  Torres  hermano  y  compañía  los  que  sonaban  en 
la  escritura,  producían  error  y  nulidad  en  dichos  documentos:  que  todo 
lo  que  conducía  á  establecer  el  dolo  como  causa  de  un  contrato  lo  ha¬ 
cía  simulado  y  nulo,  la  falta  de  proporción  entre  el  valor  de  lo  vendi¬ 
do  y  el  precio  pagado  lo  hacía  injusto  é  ineficaz,  resultando  asi  de  la 
comparación  de  valores  en  los  tres  contratos  que  giraban  en  torno  de 
D.  Prudencio  Blanco,  sin  que  el  precio  fuera  de  presente  en  ninguno- 
de  los  tres;  y  que  resultando  nulidad,  falta  de  potestad,  falta  del  pre¬ 
cio,  simulación,  dolo  y  falsedad  de  los  contratos  que  abonaban  la  ter¬ 
cería  de  dominio,  la  demanda  no  podía  prosperar  y  debía  ser  desesti¬ 
mada,  con  las  costas: 

Resultando  que  declarada  contestada  por  D.  Felipe  Barrón  y  Do» 
Francisco  Barroeta,  que  no  comparecieron,  las  pariesen  los  escritos 
de  réplica  y  dúplica  reprodujeron  los  fundamentos  de  sus  respectivas 
pretensiones,  reservándose  expresamente  la  sociedad  demandada  para 
su  caso  y  lugar  el  ejercicio  de  la  acción  criminal  que  pudiera  re¬ 
sultar: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  la  Administración  eco¬ 
nómica  de  Cádiz  certificó  que  la  razón  social  Torres  hermanos  no  apa¬ 
recía  inscrita  en  la  matrícula  de  subsidio  industrial  por  ninguno  de  su* 
conceptos  en  los  años  económicos  de  1878  á  1879  y  1880,  la  Adminis¬ 
tración  económica  de  Almería  que  dicha  razón  social  aparecía  inscrita 
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en  la  contribnción  industrial  de  1877  á  1878  á  1879,  y  á  1880  por  el 
concepto  de  vendedor  de  harinas: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  se¬ 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  25  de  Octubre 
de  1882  sentencia  revocatoria,  estimando  la  tercería  de  dominio  inter¬ 
puesta  por  la  Sociedad  Torres,  hermanos  y  compañía,  y  declarado  en 
su  virtud  alzado  el  embargo  de  las  dos  fábricas  de  fundición  conocidas 
por  las  del  Rey  y  de  Los  Pajarillos,  con  sus  muebles  y  dependencias 
que  habían  sido  objeto'  de  dicha  demanda,  reservando  á  la  Sociedad 
Austro  Belga  las  acciones  de  que  se  creyera  asistida  para  que  pudiera 
ejercitarlas  donde,  como  y  contra  quien  correspondiera,  sin  hacer  con¬ 
denación  de  costas: 

Resultando  que  la  Sociedad  Austro  Belga  interpuso  recurso  de  ca- 
cación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  doctrina  legal  declarada  por  este  Tribunal  Supremo  en  varias 
de  sus  sentencias,  y  especialmente  en  las  de  14  de  Marzo,  9  y  23  de 
Mayo  de  1862,  17  de  Setiembre  de  1863,  22  de  Enero  de  1864,  20  de 
Junio  de  1872  y  22  de  Mayo  de  1880,  que  establece  que  la  acción 
reivindicatoría  no  puede  prosperar  si  la  parte  que  la  ejercita  no  prue¬ 
ba  el  dominio  sobre  la  cosa  litigiosa  con  título  legítimo;  en  el  concep¬ 
to  de  que  implicando  toda  demanda  de  tercería  de  dominio  una  acción 
real  que  no  podía  ser  otra  cosa  que  la  reivindicatoría,  según  también 
había  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  13  de  Abril  de 
^ 882,  el  fallo  recurrido  estimaba  la  deducida  por  Torres,  hermanos  y 
compañía,  cuando  resultaba  que  el  título  que  éstos  hacían  valer  no  era 
•egítimo  y  adolecía  de  vicios  esenciales  de  nulidad  que  determina  su 
ineficacia: 

2o  La  ley  1 0,  tít.  33,  Partida  7a,  en  cuanto  expresa  que  aquel  á  quien 
es  defendido  de  no  enajenar  la  cosa,  que  no  la  puede  vender  ni  cam¬ 
biar  ni  empeñar,  nipuede  poner  servidumbre  en  ello;  la  doctrina  de¬ 
clarada  en  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  1866,  que  dice  que 
Ja  escritura  otoTgada  con  infracción  de  la  ley  10,  tít.  33,  Partida  7a,  es 
ineficaz  legalmente  para  fundar  una  acción  de  tercería  de  dominio;  la 
ley  9a,  tít.  10,  libro  3°  del  Fuero  Real,  que  establece  que.no  es  válida 
la  venta  de  cosa  ajena,  y  la  doctrina  declarada  también  en  la  sentencia 
de  22  de  Enero  de  1864,  puesto  que  se  estimaba  la  tercería  de  dominio 
dando  implícitamente  valor  y  eficacia  á  las  escrituras  por  las  que  pri¬ 
mero,  D.  Prudencio  Blanco  vendió  á  D.  Rafael  Delgado,  apoderado  del 
difunto  D.  Manuel  Blanco,  las  fábricas  que  se  cuestionaban,  en  precio 
de  14.058  pesetas  con  fecha  5  de  Noviembre  de  1874;  segundo,  la  que 
el  propio  D.  Rafael  Delgado  en  la  misma  representación  otorgó  de  ven¬ 
ta  á  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  de  las  dichas  fábricas  y  minas,  y  ter¬ 
cero,  la  que  ésta  otorgó  de  venta  de  iguales  lincas  á  su  marido  D.  Pru¬ 
dencio  Blanco,  encargado  de  la  Torres,  hermanos  y  compañía,  cuando 
resultaba  que  D.  Prudencio  Blanco,  Gerente  de  la  Sociedad  La  Indus¬ 
trial,  de  donde  salieron  las  fábricas  en  cuestión  para  venir  á  poder  de 
los  demandantes,  tenía  prohibición  absoluta  de  enajenarlas  sin  el  con¬ 
sentimiento  y  la  intervención  de  la  comisión  nombrada  al  efecto,  cir¬ 
cunstancia  que  no  resultaba  *de  ningún  documento,  deduciéndose  de 
ello  que  había  ejecutado  un  acto  que  le  estaba  prohibido  y  qae  vendía 
cosa  ajena: 

3o  La  doctrina  legal  de  que  lo  que  es  nulo  desde  un  principio  no 
Pueda  convalecer  con  el  trascurso  del  tiempo;  en  el  concepto  de  que  la 
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sentencia  daba  valor  á  la  escritura  en  que  se  apoyaba  la  tercería  de  do¬ 
minio,  escritura  que  traía  su  origen  de  la  que  se  otorgó  por  el  Gerente 
de  la  Sociedad  La  Industrial  de  venta  de  las  fábricas  por  evidente  falta 
de  potestad  para  ello,  por  estarle  expresamente  prohibida  tal  enajena¬ 
ción  sin  la  formalidad  de  ciertos  requisitos  que  no  se  llenaron  y  por 
no  ser  las  fábricas  suyas;  y  en  el  concepto  también  de  dar  validez  á  la 
escritura  por  la  que  Doña  Guadalupe  de  la  Riva  vendió  las  fábricas  á 
Torres  hermanos,  cuando  aparecía  que  aquélla  las  había  adquirido  de 
un  difunto  y  éste  á  su  vez  también  cuando  había  fallecido,  todo  lo  cual 
se  hacía  por  mediación  de  D.  Rafael  Delgado,  que  se  decía  apoderado  del 
muerto  D.  Manuel  Blanco,  que  utilizaba  un  poder  que  le  instituyó  Don 
Florencio  Blanco,  no  sabiéndose  ante  quien  y  cuando  estaba  otorgado, 
y  que  de  todas  maneras  había  caducado: 

4o  La  doctrina  legal  consignada  en  diferentes  fallos  de  este  Tribunal 
Supremo  y  especialmente  en  el  de  9  de  Noviembre  de  1875,  de  que  el 
contrato  de  mandato  es  personalísimo  y  de  confianza,  y  por  lo  mismo 
se  extingue  desde  el  momento  en  que  deja  de  existir  alguno  de  los 
contratantes,  en  el  concepto  de  dar  valor  y  eficacia  la  sentencia  recu¬ 
rrida  al  titulo  en  que  se  apoyaba  la  demanda  de  tercería,  cuando  traía 
su  origen  de  otros  otorgados  por  D.  Rafael  Delgado,  como  mandatario 
de  D.  Manuel  Blanco,  que  resultaba  había  fallecido  18  y  36  meses  an  - 
tes  respectivamente  á  la  fecha  de  esas  dos  escrituras,  y  por  cuya  razón 
el  poder  había  caducado  y  no  era  posible  utilizarlo  sin  incurrir  en  evi¬ 
dente  nulidad: 

5o  Las  leyes  61  y  111,  tít.  18,  Partida  3a,  en  la  primera  de  las  que 
se.  contiene  un  párrafo  que  dice:  crasí  como  aparece  en  la  carta  de  la 
personería  fecha  por  tal  Escribano,  ó  sellada  del  sello  de  aquel  que  lo 
fizo  su  personero,»  y  la  segunda  dispone  que  «no  vale  la  carta  pública, 
en  que  no  esté  escrito  el  mes,  el  día  y  la  era  en  que  fué  fecha,»  toda 
vez  que  la  sentencia  estimaba  la  tercería  de  dominio,  dando  valor  á  upa 
escritura  que  traía  su  origen  de  otras  dos  otorgadas  por  D.  Rafael  Del¬ 
gado,  á  nombre  de  D.  Manuel  Blanco,  haciendo  uso  de  un  poder  que  no 
se  sabía  ante  qué  Escribano  se  otorgó,  en  qué  lugar  ni  en  qué  fecha: 

6°  La  ley  Ia,  tít.  23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  la  doctri¬ 
na  consagrada  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  17  de  Se¬ 
tiembre  de  1863  de  que  siendo  el  consentimiento  circunstancia  esencial 
del  contrato  de  compraventa,  el  que  no  pueda  prestarle  no  tiene  apti- 
.tud  para  celebrarlo  válidamente,  y  la  declarada  también  en  la  sentencia 
de  22  de  Noviembre  de  1862,  en  el  concepto  de  dar  validez  á  la  escri¬ 
tura  en  que  se  apoyaba  la  tercería/cuando  resultaba  que  la  Sociedad 
Torres,  hermauos  y  compañía  no  tenía  una  existencia  legal,  y  mal  po¬ 
dría  prestar  su  consentimiento  al  contrato  de  compraventa  de  las  fá¬ 
bricas  cuando  no  había  en  él  términos  hábiles  para  manifestarla  ni  por 
si  ni  por  persona  legalmente  autorizada  y  en  el  concepto  de  dar  valor 
ó  la  escritura  en  que  se  apoyaba  la  demanda,  siendo  así  que  traía  su 
origen  de  otras  dos  otorgadas  á  nombre  de  una  persona  que  no  existía 
á  las  fechas  del  otorgamiento  de  aquéllas  ni  mucho  antes,  y  como  el 
mandatario  no  era  más  que  el  medio  y  por  donde  el  mandante  aceptaba 
prestaba  su  voluntad  ó  daba  el  consentimiento  para  la  validez  del  acto 
ó  contrató,  mal  podía  hacer  otras  manifestaciones  el  que  ya  había  fa¬ 
llecido: 

7°  El  principio  de  derecho  y  doctrina  legal  de  que  el  dolo  causante, 
ó  sea  aquel  sin  cuyo  concurso  no  se  hubiera  celebrado  el  contrato, 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  197 

lleva  en  sí  la  nulidad  de  éste;  doctrina  declarada  por  este  Supremo  Tri¬ 
bunal  en  diferentes  sentencias,  y  especialmente  en  las  de  20  de  Mayo 
de  1864  y  26  de  Junio  de  1876,  y  la  doctrina  declarada  también  en  la 
sentencia  de  31  de  Octubre  de  1865  de  que  son  contrarios  á  la  ley  los 
contratos  simulados  ó  celebrados  con  causa  falta;  toda  vez  que  la  sen¬ 
tencia  daba  valor  á  un  título  en  que  aparecía  intervino  dolo  y  simula¬ 
ción  y  que  procedía  de  otros  igualmente  dolosos  y  simulados,  supo¬ 
niendo  que  era  un  título  traslativo  de  dominio  inscrito  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  sin  reparar  que  no  se  trataba  del  valor  que  tuviera  res¬ 
pecto  de  las  personas  que  le  otorgaron,  sino  que  siendo  impugnado 
Por  uu  tercero,  juzgándose  que  lo  había  sido  en  fraude  de  sus  derechos 
la  demostración  del  dolo  y  la  simulación  alegadas  no  estaban  tan  sólo 
en  las  solemnidades  que  revestían  esos  documentos,  sino  en  la  tenden¬ 
cia  y  objeto  que  los  otorgantes  se  habían  propuesto,  cuya  demostra¬ 
ción  habría  que  deducirla  de  las  pruebas,  además  de  las  escrituras: 

8o  El  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  doctrina  declarada  en  varias 
sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  y  especialmente  en  las  de  30  de 
Diciembre  de  1875  y  11  de  Julio  de  1879,  en  el  concepto  de  suponer  vá¬ 
lida  la  escritura  en  que  se  fundaba  la  tercería  y  estimar  ésta  por  ha¬ 
llarse  aquélla  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  cuando  el  citado 
artículo  establecía  que  la  inscripción  no  convalidaba  los  actos  nulos,  y 
nula  era  la  escritura  de  11  de  Mayo  de  1873,  como  también  lo  eran  las 
dos  que  le  precedieron,  y  porque  la  inscripción  de  una  escritura  de 
venta  en  el  Registro  no  acreditaba  el  dominio  de  una  finca,  porque  tai 
inscripción  no  era  titulo  de  dominio,  sino  requisito  para  los  efectos  le 
Rales  del  título,  y  era  claro  que  declarado  nulo  un  titulo  quedaba  anu¬ 
lada  también  Ja  inscripción  que  del  mismo  se  hiciera: 

9o  Las  leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  3a,  y  la  doctrina  declarada  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1861,  que 
mandan  dar  juicio  acabado  y  valedero  absolviendo  ó  condenando  al 
demandado;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  reservaba  á  la  Sociedad 
Austro-Belga  las  acciones  de  que  se  creyera  asistida  para  que  pudiera 
ejercitarlas  donde,  como  y  contra  quien  correspondiera;  dejando  por 
virtud  de  esta  reserva  para  que  en  otro  juicio  se  decidiera  sobre  el  valor 
y  eficacia  de  los  títulos  en  que  se  apoyaba  la  tercería,  valor  y  eficacia 
que  habían  sido  discutidos  en  éste  y  sobre  cuyos  puntos  habían  versa¬ 
do  las  pruebas: 

.  10.  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a;  los  artículos  61  y  62  de  la  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  y  la  doctrina  declarada  en  diferentes  fallos  de  este- 
Supremo  Tribunal,  y  especialmente  en  los  de  13  de  Enero  y  1 2  de  Ma¬ 
yo  de  1860, 13  de  Julio  de  1869,  15  de  Octubre  de  1880,  7  de  Noviem¬ 
bre  de  1879,  22  de  Noviembre  de  1881,  15  de  Octubre  de  1877,  18  de 
Noviembre  de  1876,  15  de  Junio  y  3  de  Julio  de  1879,  que  establecen 
que  las  sentencias  deben  resolver  y  decidir  las  cuestiones  debatidas  en 
el  pleito,  y  ser  conformes  y  ajustadas,  no  sólo  á  la  cosaque  contienden 
jas  partes,  sino  también  á  los  motivos  en  que  se  funde  la  demanda  y 
as  excepciones;  pues  la  sentencia  de  que  se  trataba  dejaba  de  dar  so¬ 
lución  á  la  cuestión  que  exclusivamente  había  sido  debatida  en  el  plei- 

toda  vez  que  desde  el  instante  en  que  la  Sociedad  Austro-Belga 
examinó  la  demanda  de  tercería  y  especialmente  el  título  en  que  se 
aPoyaba,  comprendió  la  nulidad  de  éste,  y  al  proponer  sus  excepcio- 
nes  y  dejar  definitivamente  planteada  la  cuestión  debatida,  fué  siem-' 
Pre  sobre  la  base  de  que  la  escritura  que  ostentaba  el  demandante,  así 
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como  las  demás  de  que  procedían,  eran  completamente  nulas  é  inefi¬ 
caces  en  términos  de  que  se  consignaban  como  hechos,  entre  otros,  los 
relativos  á  fijar  la  situación  de  los  bienes  disputados,  ya  afectos  á  la 
obligación  contraída  i  favor  de  la  Sociedad  recurrente,  ya  en  dominio 
de  la  Sociedad  La  Industrial,  con  prohibición  absoluta  su  Gerente  de 
poderlas  enajenar: 

H .  La  doctrina  consignada  en  diferentes  fallos  de  este  Supremo  Tri¬ 
bunal  y  especialmente  en  los  de  10  de  Febrero  de  1864,  21  de  Febrero 
y  2!  de  Marzo  de  1881  y  14  de  Marzo  de  1866,  de  que  la  absolución  de 
la  demanda  es  resolutoria  de  todas  las  cuestiones  suscitadas  y  debati¬ 
das  en  el  pleito;  doctrina  que  infringió  la  sentencia  en  el  concepto  de 
estimar  la  demanda  de  tercería  sin  prejuzgar  la  cuestión  de  nulidad  de' 
los  títulos  en  que  se  apoyaba,  porque  suponía  que  esta  nulidad  había 
debido  pedirse  de  un  modo  expreso  y  directo,  no  siendo  por  lo  mismo 
bastante  la  fórmula  empleada  de  que  se  absolviera  de  la  demanda  cuan¬ 
do  esta  fórmula  abrazaba  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito; 

Y  12.  Haciendo  una  aplicación  indebida  al  caso  actual  de  la  doctrina 
legal  de  que  cuando  la  acción  se  funda  en  la  nulidad  de  un  acto  ú 
obligación,  debe  pedirse  separada  ó  juntamente  con  el  reconocimiento 
del  derecho  que  de  aquella  se  derive,  pero  siempre  de  un  modo  expre¬ 
so  y  directo  la  declaración  de  dicha  nulidad,  la  doctrina  legal  declara¬ 
da  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Enero  de  1881  y 
7  de  Noviembre  de  1879.  que  expresan:  la  primera,  que  la  doctrina 
enunciada  anteriormente  no  tiene  aplicación  cuando  el  objeto  del  de¬ 
bate  ha  sido  la  nulidad  de  la  venta  de  unos  bienes  y  recaído  sobre  este 
punto  las  pruebas  suministradas  por  las  partes;  y  la  segunda,  que 
aquella  doctrina  debe  entenderse  respecto  de  la  acción  que  emana  di¬ 
recta  é  indirectamente  del  acto  ó  contrato  que  se  trata  de  anular;  cir¬ 
cunstancias  que  concurrían  en  el  caso  presente  en  que  la  única  cuestión 
fijada  y  debatida  como  quería  la  ley  en  los  escritos  de  contestación  y 
de  dúplica  había  sido  la  nulidad  de  las  consabidas  escrituras,  y  á  este 
objeto  únicamente  se  habían  dirigido  las  pruebas,  tanto  de  una  como 
de  otra  parte;  y  que  el  derecho  que  hacía  valer  la  Austro-Belga  no  na¬ 
cía  directa  é  indirectamente  de  la  nulidad  de  dichas  escrituras,  sino 
que  estaba  reconocido  en  otros  títulos  y  en  una  solemne  ejecutoria; 
habiendo  dicho  también  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  3  de 
Julio  de  1877  que  son  necesarios  dos  juicios,  el  uno  para  pedir  la  nuli¬ 
dad  del  acto  y  el  otro  para  solicitar  la  declaración  de  derechos  que  de 
la  misma  se  deriven: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  B.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  las  leyes  y  doctrina  expues¬ 
tas  en  los  motivos  9o  al  12,  porque  alegada  la  excepción  de  nulidad  al 
contestar  la  demanda,  y  siendo  ella  objeto  del  debate  planteado  y  de 
las  pruebas  practicadas,  constituía  la  cuestión  del  pleito  que  debía  re- 
solverse'en  definitiva,  sin  reservarla  para  otro  juicio,  en  el  concepto 
de  que  el  demandado  al  solicitar  la  absolución  no  pidió  expresamente 
la  declaración  de  nulidad  del  título  en  que  se  fundaba  la  tercería,  pues¬ 
to  que  no  era  precisamente  lo  que  se  pretendía  con  la  fórmula  déla 
absolución,  que  es  decisiva  del  punto  litigioso  en  que  se  haya  fondado 
la  defensa  para  combatir  la  acción  propuesta  por  el  demandante; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  anónima  metalúrgica  deno¬ 
minada  Austro-Belga, ,  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
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que  en  25  de  Octubre  de  1882  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  corte.— (Sentencia  •  publicada  el  6  de  Noviembre  de 
4 883,  ¿.inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Julio  de  1884.) 
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Itccurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (6  de  Noviem¬ 
bre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  dominio.— No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  José  Careche  y  Ugalde  con  D.  Francisco  Lorenzo  del 
Valle  (Audiencia  de  la  Hahaua),  y  se  resuelve: 

1°  Que  con  la  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  tercería  no  han  po¬ 
dido  infringirse  por  la  Sala  sentenciadora  la  doctrina  legal  consignada 
en  varios  fallos  del  Supremo  Tribunal,  según  la  cual  las  demandas  de 
tercería  de  dominio ,  como  lodas  las  de  su  clase ,  tienen  una  tramitación 
.marcada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  y  conforme  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  996  y  998  de  la  misma ,  deben  suspenderse  los  procedi¬ 
mientos  de  apremio  hasta  tanto  que  aquella  se  decida ,  previa  la  sus  tan - 
dación  correspondiente ;  el  art.  *226  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil , 
■vigente  en  Cuba,  en  consonancia  con  los  artículos  224  y  225r  que  única¬ 
mente  autoriza  á  los  Jueces  para  repeler  de  oficio  las  demandas  no  for¬ 
muladas  con  claridad  y  que  no  se  acomoden  d  las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  224  y  225,  estando  obligado  el  Juez  en  todos  los  demás  ca¬ 
sos,  por  injusta  y  temeraria  que  parezca  la  demanda  á  conferir  trasla¬ 
do  de  ella,  según  preceptivamente  dispone  el  articulo  227  de  la  misma 
ley ;  la  doctrina  legal  de  que  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  antes 
oído  y  vencido  enjuicio ;  los  artículos  1  19,  124,  147,  é  inciso  2o  del  410 
de  la  ley  Hipotecaria-,  el  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en 
Cuba ,  la  ley  Ia,  tít.  13,  Partida  5*,  la  19,  lit.  22  de  la  Partida  3a,  y  la 
del  contrato :  si  tanto  en  los  razonamientos  del  fallo  como  en  su  parle 
resolutiva,  se  establece  expresamente  el  hecho  de  no  haberse  admitido 
la  apelación  respecto  de  aquel  punto,  y  la  consiguiente  necesidad  de  li¬ 
mitarse  á  proveer  en  cuanto  al  otro  extremo  de  la  suspensión  del  pago ; 

Y  2o  Que  tampoco  sobre  este  punto  han  podido  infringirse  las  indi¬ 
cadas  leyes  y  doctrinas ,  porque  con  la  declaración  de  no  haber  lugar  á 
la  tercería  de  dominio  era  forzoso  que  coexistiera  la  de  no  haberle  á  la 
suspensión  del  procedimiento  ejecutivo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Catedral  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  dicha 
ciudad  por  D.  José  Careche  y  Ugalde,  defendido  oor  el  Licenciado  Don 
Manuel  Alonso  Martínez  y  representado  por  el  Procurador  D.  Manuel 
Martín  Vena, con  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle,  y  en  su  nombre  el  Pro¬ 
curador  D.  Angel  Calvo,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  María 
Fernández  de  la  Hoz,  y  con  Doña  Natividad  Iznaga  de  Acosta,  que  no 
ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  entabló  demanda 
ejecutiva  contra  su  madre  Doña  Natividad  Iznaga  de  Acosta  para  el 
pago  del  cuarto  plazo  de  su  legítima  paterna,  siendo  embargado  con 
tal  motivo  en  16  de  Enero  de  1874  el  ingenio  Mapós  con  todos  sus 
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frutos  y  anexidades,  y  ratificado  el  embargo  en  8  de  Julio  del  propio 
año: 

Resultando  que  á  fines  del  año  de  1875  dispuso  el  Comisario  regio, 
con  el  fin  de  conciliar  los  intereses  del  Tesoro  con  los  de  la  interesada  y 
el  refaccionista,  que  continuara  subsistente  el  embargo  decretado  por 
adeudo  de  contribuciones  en  18  de  Noviembre  anterior  de  todos  los  fru¬ 
tos  que  rindieran  en  aquella  zafra  de  1875  á  IS”^  los  ingenios  Nativi¬ 
dad,  Mapós  y  San  Fernando,  si  bien  facultando  á  Doña  Natividad  Izna- 
ga  para  su  extracción  á  medida  que  se  fueran  elaborando,  enajenándo¬ 
los  en  los  mercados  de  los  de  la  Habana  ó  del  extranjero,  debiendo  apli¬ 
car  el  producto  simultánea  y  mancomunadamente  al  pago  de  la  refac¬ 
ción  y  de  lo  que  se  adeudaba  al  Estado,  sin  que  en  manera  alguna  se 
opusiera  obstáculo  al  cumplimiento  de  aquella  disposición  que  tenía 
por  principal  objeto  dar  la  preferencia  á  los  intereses  del  Tesoro  y  evi¬ 
tar  todo  género  de  consecuencias  políticas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  reclamó  contra  esta 
medida,  solicitando  del  Juzgado  la  extracción  de  los  azúcares  embarga¬ 
dos  para  su  remate;  y  negada  por  el  Juez  esta  solicitud,  interpuesta  . 
apelación  por  Valle,  la  Audiencia  revocó  el  auto  apelado  fundada  en  que 
la  orden  del  Comisario  regio  permitiendo  la  extracción  de  los  frutos  sólo 
podía  referirse  al  embargo  constituido  por  la  Hacienda,  sin  que  pudie¬ 
ra  de  ningún  modo  afectar  los  derechos  de  un  tercero,  á  cuyo  favor  se 
hallaba  también  embargado  con  anterioridad: 

Resultando  que  acordado  por  el  Juez  en  el  año  de  1879  el  remate  de 
unos  azúcares  elaborados  en  aquella  zafra  por  el  ingenio  MapÓ3,  Doña 
Natividad  Iznaga  reclamó  contra  esta  providencia,  pretendiendo  que 
no  se  tocasen  los  frutos,  en  observancia  de  la  resolución  dictada  por  el 
Comisario  regio,  puesto  que  con  el  producto  de  los  azúcares  se  habían 
de  cubrir  las  atenciones  preferentes  de  refacción  y  pago  de  contribu¬ 
ciones: 

Resultando  que  el  Juez  denegó  la  reforma  en  auto  de  26  de  Setiem  - 
bre  de  1879  por  haber  tenido  en  cuenta  lo  resuelto  por  la  Audiencia 
respecto  de  lo  que  acordó  la  Hacienda,  y  que  para  la  seguridad  de  lo 
que  á  ésta  se  adeuda  por  el  ingenio  Mapós  se  acordó  que  fuera  pagado 
con  preferencia  de  los  productos  de  los  azúcares;  pero  habiendo  insis¬ 
tido  Doña  Natividad  protestando  de  los  daños  que  pudieran  resultar  al 
orden  público,  porque  de  llevarse  á  efecto  la  extracción  de  los  azúca 
res  por  el  ejecutante,  el  refaccionista  no  haría  suministros  y  había  pe¬ 
ligro  de  una  sublevación  en  la  negrada,  el  Juez  dejó  sin  efecto  el  auto 
mientras  que  á  la  Hacienda  no  se  hiciera  pago  de  lo  que  por  contribu¬ 
ciones  se  le  adeudaba: 

Resultando  que  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  apeló,  y  que  la  Au¬ 
diencia  en  14  de  Junio  de  1880,  con  revocación  de  dicho  auto,  dejó 
subsistente  el  en  que  se  había  dispuesto  el  remate  de  los  azúcares,  cui¬ 
dando  el  Juez  de  poner  á  disposición  de  la  Hacienda  en  primer  lugar  lo 
que  se  le  adeudaba  por  contribuciones  de  la  finca  embargada,  no  sólo 
del  producto  de  aquella  venta,  sino  de  las  demás  que  se  verificasen  por 
razón  de  aquel  juicio,  sin  que  por  esto  se  entendiese  entorpecida  la 
acción  de  la  Administración  que  se  propusiera  realizar  el  pago  de  las 
contribuciones  por  medio  de  sus  agentes  y  á  virtud  del  apremio  adrai- 
nislralivo: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia 
el  Gobernador  general  en  oficio  de  16  de  Agosto  de  1880  declaró  ter- 
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minados  los  efectos  de  la  resolución  dictada  por  el  Comisario  regio,  y 
?ue  por  tanto  podían  llevarse  á  efecto  según  derecho  los  embargos 
judiciales  que  se  acordasen  contra  los  bienes  de  Doña  Natividad 
Iznaga: 

Resultando  que  dictada  sentencia  de  remate  en  el  juicio  ejecutivo 
promovido  por  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  contra  su  madre,  se  soli¬ 
citó  por  el  ejecutante  la  venta  de  los  azúcares  embargados: 

Resultando  que  fundado  D.  José  Careche  y  Ugalde  en  que  dichos 
azúcares  le  habían  sido  vendidos  por  el  apoderado  de  Doña  Natividad 
Iznaga  que  había  entregado  ya  el  aproximado,  y  que  por  tanto  le  co¬ 
rrespondían  en  propiedad,  entabló  demanda  de  tercería  de  dominio  en 
*8  de  Marzo  de  1881  sobre  los  azúcares  del  ingenio  Mapós  producidos 
como  resto  de  la  zafra  correspondiente  al  año  1880: 

Resultando  que  acordado  en  auto  de  20  de  Marzo  que  no  se  proveía 
*  este  escrito  hasta  que  se  presentaran  los  documentos  que  servían  de 
fundamento  á  la  demanda,  presentó  el  demandante  una  certificación 
que  acreditaba  la  venta  de  los  azúcares  expresados  hecha  por  el  apo¬ 
derado  de  la  Doña  N&tividad  Iznaga  en  5  de  Mayo  de  1880  y  el  recibo 
del  aproximado,  que  importó  57.732  pesos  20  centavos  oro  por  el 
resto  de  zafra  de  los  ingenios  Mapós,  Natividad,  San  Fernando  y  San 
Fránciaco: 

Resultando  que  celebrado  durante  este  tiempo  el  remate  de  los  azú¬ 
cares,  al  presentar  el  demandante  la  indicada  certificación  solicitó  que 
se  suspendiera  la  entrega  á  Valle  del  dinero,  que  conservaría  el  rema¬ 
tante  hasta  la  decisión  del  pleito  de  tercería: 

Resultando  que  estimada  esta  pretensión,  en  auto  de  7  de  Abril  se 
admitió  la  demanda  mandando  citar  y  emplazar  al  ejecutante  y  á  la 
ejecutada,  y  comparecido  D.  Francisco  del  Valle  pidiendo  los  autos 
para  contestar  la  demanda,  estableció  por  un  otrosí  recurso  de  súplica 
contra  el  auto  de  7  de  Abril  que  ordenaba  la  suspensión  del  pago  á  la 
ejecutante  con  el  producto  de  los  azúcares  rematados,  porque  la  venta 
de  los  frutos  cuya  certificación  se  presentaba  como  título  era  nula  de 
derecho  porque  se  encontraban  embargados  con  anterioridad,  y  según 
diversas  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  los  bienes  embargados 
judicialmente  no  ppdían  ser  enajenados  por  sus  dueños  durante  el  em¬ 
bargo,  en  términos  de  impedir  la  enajenación  los  efectos  legales  del 
mismo  en  el  juicio  en  que  se  habí  >  decretado,  ó  no  hacerse  la  venta 
con  intervención  del  Juzgado  que  conocía  de  los  autos:  que  era  nula  la 
enajenación  de  la  cosa  litigiosa  hecha  por  el  emplazado  después  del 
emplazamiento:  que  por  ello  era  evidente  que  para  la  suspensión  del 
pago  en  virtud  de  la  interposición  de  una  tercería  era  indispensable  la 
Presentación  de  un  título  legal,  y  no  lo  era  la  venta  hecha  por  el  deudor 
de  los  bienes  embargados  después  del  embargo  que  por  el  contrario 
venía  á  constituir  verdadero  cuerpo  de  delito:  . 

Resultando  que  el  Juez  por  auto  de  26  de  Julio  repuso  el  de  7  de 
Abril  en  la  parte  que  disponía  la  suspensión  de  pago  á  D.  Francisco 
Lorenzo  del  Valle  en  los  autos  ejecutivos,  y  declaró  nulo  y  de  derecho 
dicho  proveído,  no  habiendo  lugar  á  la  demanda  de  tercería  propuesta 
por  D.  José  Careche,  reservándole  su  derecho  contra  quien  creyere 
asistirle ,  imponiéndole  las  costas  causadas,  y  que  por  el  actuario  se 
Pusiera,  con  vista  de  dichos  autos  ejecutivos,  certificación  de  los  parti¬ 
culares  que  acreditasen  el  embargó  de  los  azúcares  y  de  no  haberse  au¬ 
torizado  para  su  venta- al  depositario: 
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Resultando  que  interpuesta  apelación  por  D.  José  Caroche,  que  le 
fué  admitida  en  un  solo  efecto,  la’Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  dictó  sentencia  en  5  de  Diciembre  de  1882  confirmando  el  auto 
apelado  de  26  de  Julio  en  la  parte  que  declaraba  no  haber  lugar  á  sus¬ 
pender  el  procedimiento  ejecutivo  en  los  que  seguía  D.  Francisco  Loren¬ 
zo  del  Valle  contra  Doña  Natividad  Iznaga,  con  las  costas  á  cargo  de  la 
parte  apelante: 

Resultando  que  D.  José  Careche  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  doctrina  legal  consignada  en  varios  fallos  de  este  Supremo 
Tribunal,  y  entre  ellos  en  el  de  29  de  Mayo  de  1878,  según  la  cual  las 
demandas  de  tercería  de  dominio;  como  todas  las  de  su  clase,  tienen 
una  tramitación  marcada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  confor¬ 
me  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  996  y  998  de  la  misma,  deben  suspen¬ 
derse  los  procedimientos  de  apremio  hasta  tanto  que  aquélla  se  decida, 
previa  la  sustanciación  correspondiente;  el  arl.  226  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  en  consonancia  con  los  artículos 
224  y  225,  que  únicamente  autorizaba  á  los  Jueces  para  repeler  de 
oficio  las  demandas  no  formuladas  con  claridad  y  que  no  se  acomoda¬ 
sen  Á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  224  y  225,  estando  obligado 
el  Juez  en  todos  los  demás  casos,  por  injusta  y  temeraria  que  pareciera 
la  demanda,  á  conferir  traslado  de  ella,  según  preceptivamente  disponía 
el  art.  227  de  la  misma  ley  también  infringido;  reuniéndose  todas  es¬ 
tas  infracciones  en  la  de  la  doctrina  legal  de  que  nadie  puede  ser  con¬ 
denado  sin  ser  antes  oído  y  vencido  en  juicio: 

2o  Los  artículos  119,  124,  147,  ó  inciso  2°‘del  410  de  la  ley  Hipote¬ 
caria,  citados  en  la  sentencia,  por  su  falsa  aplicación,  puesto  que  para 
que  fuera  aplicable  dicha  ley  era  condición  precisa  y  esencial  que  se 
tratase  de  bienes  inmuebles,  y  en  este  caso  no  podía  dudarse  de  la  ca¬ 
lidad  mueble  de  los  que  se  trataba,  puesto  que  consistía  en  un  pro¬ 
ducto  industrial  de  la  caña  ya  trasformada  en  azúcar  elaborado: 

3o  Prescindiendo  de  que  no  había  exactitud  en  las  afirmaciones  de 
la  sentencia  de  no  haberse  admitido  la  apelación  contra  la  parte  del 
auto  que  de  plano  declaró  no  haber  lugar  á  la  tercería  porque  en  el 
apuntamiento  constaba  que  Careche  interpuso  aquel  recurso  contra  el 
auto  de  26  de  Julio  sin  limitación  alguna;  ó  á  demanda  de  tercería  de 
dominio  se  admitía  ó  no;  en  el  primer  caso  era  evidente  que  conforme 
al  art.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba  era  nece¬ 
sario  suspender  el  procedimiento  de  apremio  hasta  su  decisión,  infrin¬ 
giéndose  si  nq  el  mencionado  artículo,  el  cual  citaba  en  tal  concepto; 
y  en  el  segundo  caso,  ó  sea  si  no  se  admitía  la  demanda  de  tercería, 
quedaban  iafringidos  los  artículos  citados  en  el  núm.  i°: 

4o  Y  por  último,  y  aun  cuando  la  invocación  de  la  ley  Hipotecaria  se 
refería  á  cuestiones  de  fondo  que  no  habían  sido  debatidas  ni  excep- 
cionadas  legalmente,  bastándole  reclamar  en  el  extracto  actual  de  los 
autos  que  se  les  permitiera  la  entrada  en  el  juicio,  sin  embargo  por 
pura  precaución  se  citaba  como  infringida  la  ley  Ia,  tít,  13,  Partida  54, 
porque  si  el  vendedor  de  los  azúcares  faltó  á  sus  deberes  al  venderlos, 
el  recurrente  los  adquirió  legítimamente,  porque  no  tenia  obligación 
alguna  de  conocer  ni  registro  público  donde  aprender  que  lo  que  com¬ 
praba  estaba  afecto  anteriormente  á  otras  responsabilidades;  y  apare¬ 
ciendo  además  del  apuntamiento  qué  Doña  Natividad  Iznaga  estaba 
facultada  por  el  Comisario  regio  y  por  auto  firme  de  la  Audiencia,  fa- 
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cuitad  que  estuvo  viva  hasta  46  de  Agosto  de  1880  para  enajenar  los 
azúcares  de  los  ingenios  Natividad,  Mapós  y  San  Fernando  de  la  ma¬ 
nera  que  creyera'  más  ventajosa,  aunque  con  la  obligación  natural  de 
aplicar  su  producto  en  primer  término  al  pago  de  los  gastos  de  refac¬ 
ción  y  después  á  la  satisfacción  de  lo  que  adeudaba  al  Estado  con  pre¬ 
ferencia  á  todo  otro  crédito,  era  indudable  que  pudo  vender  á  Careche 
y  que  de  todos  modos  éste  adquirió  legítimamente  los  azúcares  en  liti¬ 
gio,  toda  vez  que  la  compraventa  tuvo  lugar  en  5  de  Mayo  de  4880, 
infringiéndose  al  no  estimarlo  así  la  Audiencia  de  la  Habana  la  fuerza 
y  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  ó  lo  que  era  lo  mismo,  la  ley  19,  titulo 
22,  Partida  3a,  y  sobre  todo  la  del  contrato  en  cuanto  le  declaraba  nulo 
el  celebrado  por  el  recurrente  por  falta  de  capacidad  en  la  vendedora 
para  enajenar  los  azúcares: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  sobre  la  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  ter¬ 
cería  no  han  podido  infringirse  por  la  Sala  sentenciadora  las  leyes  y 
doctrinas  citadas  en  los  motivos  expuestos,  porque  tanto  en  los  razo¬ 
namientos  del  fallo  como  en  su  parte  resolutiva,  se  establece  expresa¬ 
mente  el  hecho  de  no  haberse  admitido  la  apelación  respecto  de  aquel 
punto,  y  la  consiguiente  necesidad  de  limitarse  á  proveer  en  cuanto  al 
otro  extremo  de  la  suspensión  del  pago: 

Considerando  que  tampoco  sobre  este  punto  han  podido  infringirse 
las  indicadas  leyes  y  doctrinas,  porque  con  la  declaración  de  no  haber 
lugar  á  la  tercería  de  dominio  era  forzoso  que  coexistiera  la  de  no  ha¬ 
berle  á  la  suspensión  del  procedimiento  ejecutivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Careche  y  Ugalde,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Noviembre  de  4  883,  é  inserta 
en  la  Oaceta  de  4  9  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  4883). — Sala 'prime¬ 
ra. — Servidumbre  de  paso.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
Rafaela  de  Liaño  con  D.  Prudencio  Matute  Vidal  (Audiencia  de  Cáce- 
res),  y  se  resuelve: 

4o  Que  según  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo ,  lo 
dispuesto  en  la  ley  4  4,  tit.  34,  Partida  3a,  que  trata  de  cómo  se  consti¬ 
tuyen  las  servidumbres ,  no  se  opone  al  principio  de  que  dividido  un 
predio  entre  dos  diferentes  personas ,  sin  que  se  establezca  en  el  contra¬ 
to  un  modo  de  disfrute  diferente  del  que  usaba  el  primitivo  dueño  de  la 
totalidad,  se  entienden  subsistentes  las  servidumbres  necesarias  para 
verificarlo,  y  que  el  signo  aparente  de  ellas  es  un  titulo  para  que  con¬ 
tinúen  si  al  tiempo  de  la  división  de  la  propiedad  no  se  exprésa  lo  con¬ 
trario-, 

Y 2°  Que  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  cuestiones  de 
derecho  que  no  se  hayan  propuesto  y  discutido  oportunamente  en  el 
Pleito ,  según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo. 
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En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fregenal  de  la  Sie¬ 
rra  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Prudencio 
Matute  Vidal,  por  sí  y  como  marido  de  Doña  Antonia  Martínez  de  Sant 
María,  propietario  y  vecino  de  Burguillos,  con  Doña  Rafaela  de  Liaño 
y  Grajera,  propietaria,  de  la  misma  vecindad,  sobre  servidumbre  de 
paso  por  una  finca  de  la  demandada;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  ó  nom¬ 
bre  de  la  Liaño  por  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz  y  Miguel,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Francisco  Sil  vela,  habiendo  representado  y 
defendido  á  Matute  el  Procurador  D.  Ruperto  de  Diego  y  el  Licenciado 
D.  Manuel  Alonso  Martínez: 

Resultando  que  hechos  anticipos  de  metálico  y  raciones  para  las 
tropas  que  peleaban  por  la  independencia  de  la  Nación  en  los  años  de 
1810  y  1811  por  los  vecinos  del  pueblo  de  Burguillos,  y  no  siendo  po¬ 
sible  reintegrar  las  cantidades  suministradas,  acudieron  algunos  al 
Ayuntamiento  en  solicitud  de  que  les  abonasen  sus  créditos  en  terre¬ 
nos  de  las  dehesas  que  disfrutaban  mancomunadamente  el  vecindario, 
entre  ellas,  la  de  las  Mohedas;  <¡ue  instruido  el  oportuno  expediente, 
divididos  en  padrones  y  tasados  éstos  por  peritos,  se  concedieron  á  Juan 
Pérez  González  Charueco,  en  el  padrón  de  las  Bocas  Naves  ó  la  Piedra 
del  Huevo  las  suertes  señaladas  con  los  números  6,  7  y  8  por  la  suma 
de  24  000  rs.,  y  á  Francisco  Santos  el  partido  primero  del  citado  pa¬ 
drón  del  Huevo: 

Resnltando  que  por  fallecimiento  de  Juan  Pérez  Charueco  suedie- 
ron  en  la  finca,  formada*con  los  tres  partidos  que  se  le  habían  adjudi¬ 
cado,  sus  dos  hijos  Juan  y  María  Francisca,  mujer  de  Pedro  Peláez,  y 
la  dividieron  en  dirección  trasversal  á  su  entrada,  correspondiendo  á 
Juan  la  primera  y  á  María  Francisca  la  segunda;  que  por  escritura 
otorgada  en  Burguillos  en  20  de  Agosto  de  1842,  de  la  cual  se  tomó 
razón  en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas,  Pedro  Peláez  vendió  á 
D.  Martín  Martínez  de  Santa  María  16  fanegas  de  terreno  con  arbolado 
de;encinas  y  alcornoques  al  sitio  de  la  Piedra  del  Huevo  en  la  dehesa  de 
las  Mohedas,  lindando  por  Oriente  con  otras  tierras  de  su  hermano  po¬ 
lítico  Juan  Pérez  Charueco;  Poniente  con  la  de  Manuel  Santos;  Norte 
pared  de  Salvatierra,  y  Mediodía  con  tierras  de  los  herederos  de  Don 
Juan  Francisco  Liaño,  las  cuales  había  adquirido  su  padre  político  Juan 
Pérez  Charueco  por  suministros  y  heredado  María  Francisca  Pérez, 
mujer  del  vendedor,  declarando  que  no  la  tenía  vendida  ni  hipotecada, 
y  que  estaba  libre  de  todo  tributo,  fianza  y  gravamen;  y  la  enajenó 
con  todos  los  usos,  servidumbres  y  demás  cosas  anejas  que  había  teni¬ 
do  y  tenía;  y  por  otra  escritura  de  8  de  Diciembre  de  1842,  otorgada 
en  la  misma  villa  y  registrada  también  en  la  Contaduría  de  Hipotecas, 
el  mismo  D.  Martín  Martínez  de  Santa  María  compró  á  Manuel  Santos 
20  fanegas  de  terreno  de  arbolado  de  encinas  y  alcornoques  al  sitio  del 
Huevo  en  la  dehesa  de  las  Mohadas,  que  adquirió  Francisco  Santos,  pa¬ 
dre  del  vendedor,  en  pago  de  suministros  en  1811;  lindando  por  Orien¬ 
te  y  Mediodía  con  tierra  del  comprador;  Poniente  otras  de  D.  Nicolás 
Garlandi,  y  Norte  con  la  pared  divisoria  del  término  de  Salvatierra,  li¬ 
bres  do  todo  tributo,  fianza  y  gravamen  real: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  10  de  Agosto  de  1843,  y 
registrada  en  la  Contaduría  de  Hipotecas,  Juan  Pérez  Charueco  vendió 
á  D.  Antonio  Manuel  de  Liaño  y  Vargas  19  fanegas  de  terreno  de  ar- 
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bolado  de  encinas  y  alcornoques  al  sitio  del  padrón  del  Huevo  en  la 
dehesa  délas  Mohedas,  que  lindan  por  Oriente  con  partido  del  Común 
llamado  Bocas  Naves;  Poniente  tierras  de  D.  Martín  Martínez  de  Santa 
María;  Mediodía  con  otras  de  herederos  de  D.  Francisco  Liaño,  y  Norte 
con  el  término  de  Salvatierra,  cuya  finca  declaró  el  vendedor  que  la 
heredó  de  su  padre,  quien  la  hubo  del  Ayuntamiento  en  pago  de  su¬ 
ministros,  que  estaba  libre  de  todo  tributo  y  gravamen  real,  tácito  ni 
expreso,  y  en  tal  concepto  la  vendió  con  todos  sus  usos,  servidumbres 
y  demás  cosas  anejas  que  habían  tenido  y  tenían: 

Resultando  que  Ü.  Juan  Martínez  de  Santa  María  cercó  el  terreno 
que  compró  per  las  escrituras  de  20  de  Agosto  y  8  de  Diciembre  de 
842,  á  la  vez  que  otros  qu8  había  adquirido,  y  aun  cuando  al  todo  de 
la  acerca  tenía  cómoda  entrada  por  otro  camino,  no  prescindió  del  de 
las  Bocas  Naves,  único  carretero  practicable  para  ir  á  dicho  partido: 

I  Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Martin  Martínez  de  Santa 
María  sucedió  en  dichas  fincas  Doña  Antonia  Martínez  de  Santa  María, 
esposa  de  D.  Prudencio  Matute,  y  por  el  de  D.  Antonio  Manuel  de  Lia 
ño  se  adjudicó  á  Doña  Rafaela  de  Liaño  y  Grajera  la  que  su  causante 
había  comprado  en  1843  á  Juan  Pérez  Charueco,  que  se  cercó  dejan 
do  una  portada  en  la  pared  del  Naciente  frente  al  camino  de  Bocas  Na¬ 
ves,  portada  á  la  cual  se  puso  una  cancilla  de  madera  y,  un  candado 
con  llave,  y  quedaron  por  tanto  las  fincas  de  la  esposa  de  D.  Pruden¬ 
cio  Matute  al  Poniente  de  la  de  Doña  Rafaela  Liaño  divididas  por  la 
pared  hecha  por  Santa  María  y  medianera  de  ambos  predios: 

Resultando  que  en  5  de  Julio  de  1880  Doña  Rafaela  de  Liaño  y  Gra¬ 
jera  presentó  anta  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fregenal  de  la 
Sierra  demanda  de  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Prudencio  Matute, 
fundándola  en  que  la  Liaño.  venía  en  posesióp  material  y  jurídica, 
tranquila,  continuada  y  no  interrumpida  de  una  cerca  llamada  del 
Huevo  que  heredara  al  fallecimiento  de  sus  padres;  que  él  27  de  Junio 
del  mismo  año  los  porqueros  y  guardas  de  Matute  aportillaron  la  pa¬ 
red  de  la  cercan  desquiciaron  su  cancilla  para  dar  paso  á  53  cerdos  de 
la  pertenencia  de  aquél,  confesando  de  plano  que  lo  habíin  hecho  por 
orden  expresa  y  terminante  de  su  amo,  y  admitida  la  demanda,  reci¬ 
bida  información,  en  la  cual  cinco  testigos  afirmaron  los  hechos  y 
prestada  fianza  recayó  auto  en  12  de  Julio  del  expresado  año  mandan¬ 
do  reintegrar  á  Doña  Rafaela  de  Liaño  y  Grajera  en  la  tenencia  de  la 
cerca  del  Huevo,  y  condenando  á  D.  Prudencio  Matute  como  despo 
jante  á  que  la  repusiera  al  estado  que  tery'a  antes  y  al  pago  de  todas 
las  costas  con  los  apercibimientos  que  la  ley  determina,  y  ejecutado 
el  auto  en  12  del  expresado  mes  se  notificó  en  el  mismo  á  D.  Pruden¬ 
cio  Matute:  * 

Resultando  que  previo  acto  de  conciliación  sin  avenencia  D.  Pru¬ 
dencio  Matute  y  Sáenz  de  Tejada  dedujo  demanda,  haciendo*  uso  de  la 
acción  real  confesoria  de  servidumbre  de  la  nulidad  rescacio  al  inter¬ 
dicto  y  de  la  personal  por  la  reclamación  de  costas,  daños  y  perjuicios, 
Pretendiendo  que  Doña  Rafaela  de  Liaño  y  Grajera  reconociera  y  con  • 
íesaseque  la  cerca  de  D.  Prudencio  Matute  tenía  la  servidumbre  do  pa¬ 
so  para  caballerías,  ganados  y  carretas  con  sus  correspondientes  criados 
por  su  cerca  denominada  del  Huevo  para  la  del  mismo  nombre  del  de¬ 
mandante,  dejándola  expedita  para  el  servicio  referido;  que  se  decla¬ 
rase  nulo,  sin  valor  ni  efecto  alguno  el  auto  restitutorio  recaído  en  el 
interdicto,  y  se  condenase  á  la  Doña  Rafaela  al  abono  de  costas,  daños 
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y  perjuicios  ocasionados  en  el  mismo  y  que  se  ocasionasen  en  el  jui¬ 
cio;  al  efecto  alegó,  además  de  los  antecedentes  referidos,  que  el  ca¬ 
mino  para  los  padrones  de  Bocas  Naves  era  el  que  se  aparta  del  veci¬ 
nal  de  Salvatierra  en  la  linca  de  Pedro  Marqués,  de  la  propiedad  de 
D.  Juan  Martínez  de  Santa  María  y  atravesaba  otras  hasta  llegar  á  las 
Bocas  Naves;  que  aceptada  la  división  de  las  fincas  que  por  falleci¬ 
miento  de  Juan  Pérez  Charueco  correspondió  á  sus  hijos  Juan  y  María 
Francisca, .vino  á  quedar  confirmada  por  consentimiento  y  convenio 
entre  los  hermanos  la  servidumbre  de  paso  eu  favor  de  la  porción  de 
María  Francisca,  tanto  más  necesaria  é  indispensable,  cuanto  que  era 
la  que  debía  utilizar  otro  predio  superior  á  ambos,  perteneciente  á 
Manuel  Santos,  hijo  de  Francisco;  que  al  adquirir  D.  Juan  Martínez  de 
Santa  María  los  dos  predios  adquirió  un  doble  derecho  de  paso  por  la 
finca  de  Juan  Pérez  Charueco;  que  conservando  éste  su  posesión  has¬ 
ta  Agosto  de  1844  (cuya  fecha  estaba  rectificada  por  ser  de  1843),  que 
la  adquirió  D.  Antonio  Manuel  de  Liaño  con  todos  sus  usos  y  servi¬ 
dumbres,  quedó  por  esa  causa  y  por  el  ministerio  de  la  ley  obligado  á 
tolerar  la  de  paso  del  predio  superior;  que  al  cerrar  el  terreno  Santa 
María,  quedó  en  la  pared  lindera  con  Juan  Pérez  Charueco  un  caño  y 
un  portillo  para  el  paso  de  ganados,  caballerías  y  carretas  que  después 
de  usarse  se  cerraban  para  evitar  la  salida  del  ganado  propio  y  la  en¬ 
trada  debextraño;  que  la  generalidad  de  los  Notarios,  .y  particular¬ 
mente  los  que  han  actuado  en  Burguillos,  omitieron  siempre  relacio¬ 
nar  las  servidumbres  favorables  ó  adversas  que  pertenecían  á  las  fin¬ 
cas,  refiriéndose  con  las  palabras  usos  y  costumbres  á  las  que  la  cos¬ 
tumbre  y  les  convenios  hubiesen  establecido;  que  al  cercarse  la  por¬ 
ción  perteneciente  á  Doña  Rafaela  de  Liaño  quedó  entrada  para  todos 
los  servicios  de  la  servidumbre,  que  se  ha  utilizado  siempre  que  ha  si¬ 
do  necesario,  sin  que  para  ello  hubiore  sido  obstáculo  la  cancilla,  pues 
se  abría  un  pórtillo  en  las  paredes  ó  se  desquiciaba,  según  que  estu¬ 
viese  atrancada  con  piedras  sueltas  ó  cerrada  con  candado,  cuyo  he¬ 
cho  se  consentía  por  no  causar  perjuicio  al  uso  de  la  servidumbre;  pe¬ 
ro  que  á  pesar  de  esa  tolerancia  jamás  el  caño  dejó  de  estar  tapado 
con  piedra  suelta  y  el  portillo  de  igual  manera,  hasta  que  Doña  Rafae¬ 
la  lo  había  mandado  cerrar  con  piedra  y  barro  sin  consentimiento  del 
actor,  á  pesar  de  ser  pared  de  medianía;  y  que  desde  que  Santa  María 
adquirió  el  terreno  hasta  el  27  de  Junio  se  había  hecho  uso  de  la  servi¬ 
dumbre  sin  que  los  poseedores  anteriores  á  Doña  Rafaela  Liaño  ni  ésta 
misma  hubiera  puesto  el  más  leve  obstáculo  al  paso  de  ganados;  caba¬ 
llerías  y  carretas,  como  sucedió  en  1879  y  en  otros: 

Resultando  que  la  demandada  en  su  contestación  pidió  que  se  la 
absolviese  ^de  la  demanda,  excepcionando  la  falta  de  acción  en  el  ac¬ 
tor,  la  prescripción  de  la  servidumbre,  la  improcedencia  déla  acción 
de  nulidad  del  interdicto  y  el  dolo  ó  malicia  y  temeridad  del  deman¬ 
dante,  y  alegó  que  los  hechos  expuestos  en  la  demanda  eran  inexactos 
en  su  mayor  parte;  que  se  justificaría  en  término  de  prueba  que  los 
Notarios  de  Burguillos  no  omitían  relacionar  las  servidumbres  favora¬ 
bles  ó  adversas  que  pertenecían  á  las  fincas  cuyas  escrituras  otorgaron; 
que  el  portillo  ó  piedra  seca  en  la  pared  medianera  procedía  de  las  di¬ 
versas  veces  que  el  actor  y  demandado  habían  pasado  por  sus  respecti¬ 
vas  fincas  para  otras  distintas,  pero  previo  ruego  y  expreso  permiso  re¬ 
cíproco  y  sin  el  menor  ánimo  de  imponer  el  uno  á  favor  del  otro  y  vice¬ 
versa  verdadera  servidumbre;  que  siempre  que  á  Matute  había  conve- 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


207 

nido  el  paso  por  la  cerca  de  la  demandada  había  pedido  permiso  facili¬ 
tándole  la  llave  del  candado  de  la  cancilla;  que  .no  aparecía  en  titulo 
alguno  la  imposición  de  la  servidumbre,  ni  en  las  paredes  ni  en  el  sue¬ 
lo  vestigio  alguno  de  su  existencia;  que  había  tenido  la  finca  como  li¬ 
bre.  de  servidumbre  sin  obstar  la  costumbre  subsistente  aún  después  de 
la  ley  de  acotamientos,  de  poder  transitar  y  pastar  los  ganados  en  te¬ 
rrenos  abiertos;  que  no  podía  sostenerse  el  hecho  de  constituirse  la 
servidumbre  por  el  uso  constante  y  no  interrumpido  desde  tiempo  in¬ 
memorial,  .porque  hasta  1  8H  correspondió  el  terreno  á  los  Propios  y 
después  á  Juan  Pérez;  y  porque,  si  bien  habían  pasado  algunas  veces 
los  ganados,  ya  murada  la  finca  desde  hacía  30  años,  lo  habían  verifi¬ 
cado  no  á  título  de  servidumbre  sino  por  ruego,  faltando  por  tanto  los 
requisitos  necesarios  para  la  prescripción,  y  finalmente,  que  el  actor 
al  interponer  la  demanda  había  obrado  con  malicia  y  temeridad: 

Resultando  que  el  actor  en  su  escrito  de  réplica  fijó  los  mismos  he-- 
chos,  aduciendo  como  nuevo  el  de  que  en  las  adjudicaciones  en  pago 
de  suministros  hechos  á  D.  Francisco  de  Liaño  en  1811  no  se  estableció 
servidumbre  alguna  para  los  padrones  de  Bocas  Naves  y  Huevo;  y  ne¬ 
cesariamente  las  comunicaciones  para  los  terrenos  adjudicados  debían 
de  ser  los  caminos  de  siempre  reconocidos;  y  la  demandada  en  la  dú- 
plica  fijó  también  los  mismos  hechos  de  la  contestación;  que  recibido 
el  pleito  á  prueba  se  practicaron  las  propuestas  por  las  partes,- y  el 
Juez  de  primera  instancia,  en  24  de  Mayo  de  1882,  dictó  sentencia  con¬ 
denando  á  Doña  Rafaela  de  Liaño  y  Grajera  á  que  reconozca  que  la  cer¬ 
ca  de  D.  Prudencio  Matute  tiene  la  servidumbre  de  paso  para  ganados 
y  carretas,  con  sus  correspondientes  criados  por  su  cerca  denominada 
del  Huevo  para  la  del  mismo  nombre  de  la  propiedad  de  él,  y  á  que  la 
deje  expedita  para  este  servicio;  declaró  válido  y  subsistente  el  auto 
restitutoiio  de  10  de  Julio  de  1880,  dictado  en  el  interdicto  á  que  se 
refiere  la  demanda,  y  absolvió  de  ella  á  la  Doña  Rafaela  Liaño  en  cuan¬ 
to  á  la  reclamación  de  costas,  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  el 
mismo  interdicto,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  en  11  de 
Enero  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres:  por 
parte  de  Doña  Rafaela  Liaño  y  Grajera  se  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  La  ley  1-4,  tít.  31  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina  consignada,  en¬ 
tre  otras  numerosas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  en  las  de  30 
de  Junio  de  1864,  9  de  Junio  de  1866,  13  de  Octubre  de  1866,  de  que 
las  servidumbres  sólo  pueden  constituirse  por  testamento,  por  contra¬ 
to  ó  por  prescripción;  pueá  la  sentencia  la  estima  constituida  por  un 
pacto  ó  convenio  tácito  de  los  hermanos  Pérez  que  á  lo  sumo  pudo  ser 
medio  para  adquirirla  por  prescripción,  que  hubieran  concurrido  las 
demás  circunstancias  que  la  ley  exige,  y  que  en  el  presente  caso,  por 
la  naturaleza  especial  de  la  servidumbre,  tendría  que  haber  sido  por 
uso  inmemorial  de  la  misma: 

2o  El  art.  17  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el  cual  inscrito  en  el  Re¬ 
gistro  cualquiera  título  traslativo  del  dominio  de  los  inmuebles  no  po¬ 
dría  inscribirse  ningún  otro  de  fecha  anterior  por  él  cual  se  grave  la 
propiedad  del  mismo  inmueble: 

3o  El  art.  23  de  la  misma  ley,  que  dispone  que  los  títulos  en  que  se 
constituyan,  reconozcan,  modifiquen  ó  extingan  derechos  de  usufruc¬ 
to»  oso,  habitación,  servidumbres  y  otros  cualesquiera  reales  que  no 
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estén  inscritos  en  el  Registro  no  podrán  perjudicar  á  tercero,  y  la  doc¬ 
trina  que  en  conformidad  con  lo  dispuesto  en  este  artículo  ha  sentado 
este  Tribunal  Supremo  en  varias  de  sos  sentencias,  entre  ellas  las  de 
U  y  14  de  Febrero  de  1874: 

4®  El  art.  34  de  la  misma  ley,  reformado  por  la  de  17  de  Julio  de 
1877,  que  dispone  que  los  actos  ó  contratos  que  se  otorguen  por  per¬ 
sona  que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello  una  vez  inscri¬ 
tos  no  se  invalidarán  en  cuanto  á  los  que  Cornelia  hubieren  contratado 
por  título  oneroso,  aunque  después  se  anule  6  resuelva  el  derecho  del 
otorgante  en  virtud  de  título  anterior  no  inscrito; 

Y  5o  Lo  dispuesto  en  los  artículos  389,  390  y  391  de  la  misma  ley, 
toda  vez  que  D.  Prudencio  Matute  y  sus  causantes  han  dejado  trascu 
rrir  el  plazo  que  les  señalaba,  no  obstante  las  numerosas  y  repetidas 
prórrogas  que  le  han  ido  ampliando  sucesivamente  hasta  fines  de  Di¬ 
ciembre  de  1874  para  inscribir  la  servidumbre  que  reclamaban: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Qonsiderando  que,  según  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo,  lo  dispuesto  en  la  ley  14,  tít.  31,  Partida  3a,  que  trata  de 
cómo  se  constituyen  las  servidumbres,  no  se  opone  al  principio  de  que 
dividido  un  predio  entre  dos  diferentes  personas,  sin  que  se  establezca 
en  el  contrato  un  modo  de  disfrute  diferente  del  que  usaba  el  primiti 
vo  dueño  de  la  totalidad,  se  entienden  subsistentes  las  servidumbres 
necesarias  para  verificarlo,  y  que  el  signo  aparente  de  ellas  es  un  títu¬ 
lo  para  que  continúen  si  al  tiempo  de  la  división  de  la  propiedad  no  se 
expresa  lo  contrario,  que  es  lo  que  acontece  en  el  presente  caso,  pues¬ 
to  que  la  finca  adjudicada  en  pago  á  Juan  Pérez  Charueco,  objeto  de 
este  pleito,  al  fallecimiento  de  aquél  se  dividió  entre  sus  hijos  Juan  y 
María  Francisca,  sin  establecerse  novedad  alguna  respecto  á  la  manera 
de  su  disfrute,  y  por  consiguiente  la  sentencia  recurrida,  al  condenar 
á  Doña  Rafaela  Liaño  á  que  reconozca  la  servidumbre  de  pase  para 
ganados  y  carretas  objeto  de  la  demanda,  no  ha  infringido  la  ley  14, 
título  31  de  la  Partida  3a,  que  se  cita  en  el  primer  motivo  del  recurso: 

Considerando,  respecto  al  2°,  3°,  4°  y  5°,  que  además  de  ser  inapli¬ 
cables  al  presente  caso  los  artículos  de  la  ley  Hipotecaria  que  en  aque¬ 
llos  se  citan  como  infringidos,  porque  se  trata  de  actos  muy  anteriores 
á  la  publicación  de  dicha  ley,  no  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  ca¬ 
sación  cuestiones  de  derecho  que  no  se  hayan  propuesto  y  discutido 
oportunamente  en  el  pleito,  según  tiene  declarado  repetidamente  este 
Tribunal  Supremo,  y  no  habiéndose  invocado  dichos  artículos  entre 
los  fundamentos  de  derecho  de  la  contestación,  no  es  estimable  por. 
ellos  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Rafaela 
Lieño  y  Grajera,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  de  t.000  pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arre¬ 
glo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de 
Uáceres,  con  devolución  del  apuntara  iento. — (Sentencia  publicada  |el  7 
de  Noviembre  de  1833,  é  inserta  en  la  Queda,  de  27  del  misraofmes 
y  año.) 
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ltecurso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Nulidad  de  contratos. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  En¬ 
rique  Sierra  con  D.  José  Blanco  González  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

Io  Que  es  necesario  expresar  el  concepto  en  que  se  supone  infringida 
la  ley  que  se  cita ,  y  no  haciéndolo  no  puede  estimarse  la  procedencia  de 
este  motivo  de  casación ; 

Y  2o  Que  tampoco  es  de  estimar  la  infracción  de  leyes  que  se  alega 
haciendo  supuesto  de  la  cuestión  litigiosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Cpngreso  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  terri¬ 
torio  por  D.  Enrique  Sierra  y  Martin,  en  concepto  de  marido  de  Doña 
María  del  Rosario  Montano  y  Otero,  empleado,  de  esta  vecindad,  re¬ 
presentado  por  el  Procurador  D.  Hilario  Dago,  bajo  la  dirección  del  Li¬ 
cenciado  D.  Cándido  Peláez  y  Vera,  con  D.  José  Blanco  González,  de  la 
propia  vecindad,  industrial,  representado  y  defendido  por  el  Procura¬ 
dor  D.  Manuel  Marino  y  el  Licenciado  D.  Nicolás  de  Santaolalla,  sobre 
nulidad  de  contratos: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Otero  y  Redondo,  madre  de  Doña 
María  del  Rosario,  Doña  María  de  la  Paz,  Doña  María  de  la  Concepción 
y  Doña  María  de  los  Dolores  Montano  y  Otero,  y  tutora  y  curadora  de 
las  mismas  por  defunción  del  padre  D.  Pedro  Alcántara  Montaño,  pro  - 
movió  expediente  de  jur  isdicción  voluntaria  para  acreditar  la  necesidad 
y  utilidad  dp  tomar  á  préstamo  la  cantidad  de  4.000  escudos  sobre  bie¬ 
nes  propios  de  las  citadas  menores;  y  por  auto  que  dictó  el  Juez  de  pri¬ 
mera  instancia  de!  distrito  del  Congreso  en  7  de  Enero  de  1870,  tenien¬ 
do  por  acreditada  la  utilidad  y  necesidad,  se  concedió  autorización 
para  contratar  el  préstamo,  reducido  á  3.000  escudos,  por  una  sola  vez 
con  las  condiciones  más  equitativas,  sobre  la  casa  núm.  5  de  la  Costa¬ 
nilla  de  San  Pedro,  perteneciente  en  sus  tres  cuartas  partes  á  las  nom¬ 
bradas  cuatro  hermanas,  y  la  otra  á  Doña  Dolores  Montaño,  que  sería 
hipotecada,  debiéndose  invertir  la  cantidad  en  pagar  deudas,  contribu¬ 
ciones  y  censos  y  hacer  obras,  quedando  la  madre,  tutora  y  curadora 
obligada  á  reintegrar  á  las  hijas  menores  con  bienes  de  la  misma  del 
total  importe  del  préstamo  y  el  de  los  gastos  que  con  él  se  ocasiona¬ 
sen:  que  la  misma  Doña  Antonia  Otero  Redondo,  en  los  referidos  con¬ 
ceptos  de  madre,  tutora  y  curadora  de  sus  cuatro  hijas,  acudió  nueva¬ 
mente  al  Juzgado  del  Congreso  pidiendo  autorización  para  tomar  á 
Préstamo  12.500  pesetas,  hipotecando  diez  duodécimas  partes  de  la  re¬ 
ferida  casa  para  satisfacer  con  dicha  suma  dos  préstamo®,  uno  de  9.000 
y  otro  de  21 .000  rs.,  hecho  el  primero  por  D.  Nemesio  López  Busta- 
mante  y  el  segundo  por  Doña  Josefa  Fernández  Orozco,  con  el  interés 
ambos  del  12  por  100  anual,  á  cuya  seguridad  se  hallaban  hipotecadas 
•as  ya  fijadas  diez  duodécimas  partes  de  casa,  según  escrituras  otorga 
das  en  21  y  24  de  Febrero  de  1870;  y  por  auto  de  13  de  Junio  de  1872 
tomo  53  *  14 
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se  autorizó  la  contratación  del  préstamo  en  la  cantidad  de  12.500  pese¬ 
tas  á  ioterésque  no  excediese  del  12  por  100,  constituyendo  la  ofreci¬ 
da  hipoteca  y  anulando  previamente  en  el  mismo  día  las.dos  anteriores, 
quedando  obligada  además  á  invertir  el  dinero  sobrante  en  obras  de  re¬ 
paración  y  pagar  deudas  contraídas,  comprando  ropas  y  comestibles 
para  las  menores: 

Resultando  que  la  referida  Doña  Antonia  Otero,  como  tutora  y  cu¬ 
radora  de  las  mencionadas  cuatro  bijas,  acompañada  de  D.  Enrique 
Navarro  Molina,  marido  de  Doña  Muiía  de  la  Paz,  acudió  al  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Laiina  pidiendo  autorización 
para  contratar  un  nuevo  préstamo  con  destino  á  pagar  el  anterior  y 
continuar  reparando  la  finca,  y  en  23  de  Mayo  de  1X73,  el  Juez  dictó 
auto  aprobando  cuanto  procedía  en  derecho  la  informació  i  practicada, 
y  por  sus  méritos  autorizó  A  Doña  María  de  la  Paz,  Doña  Maiía  del  Ro¬ 
sario,  Doña  María  de  la  Concepción  y  Doña  María  de  los  Dolores  Mon- 
taño  Otero,  menores  de  edad,  para  que  tomasen  á  préstamo  15.000  pe¬ 
setas  á  un  interés  que  no  excediese  de  8  por  100  anual  y  por  un  plazo 
más  largo  del  30  de  Julio  de  1874,  hipotecando  la  casa  núm.  5  de  la 
Costanilla  de  San  Pedro,  con  la  expresada  condicióu  de  que  Doña  An¬ 
tonia  Otero  y  D.  Enrique  Navarro,  en  la  representación  que  había  os¬ 
tentado,  destinaran  12.500  pesetas  á  cancelar  cuando  venciera  ó  antes 
el  préstamo  anterior,  y  las  2.500  restantes  se  invirtieran  en  reparar  la 
finca  hipotecada;  todo  lo  cual  se  había  de  justificar  ante  el  Juzgado: 

Resultando  que  á  instancia  de  Doña  Julia  de  Ponte  se  siguió  juicio 
ejecutivo  contra  Doña  Antonia  Otero  y  D.  Enrique  Navarro,  en  los 
conceptos  referidos,  aquélla  de  madre,  tutora  v  curadora  de  sus  cuatro 
menores  hijas,  y  el  segundo  como  marido  de  D  ña  Maiía  de  la  Paz,  so¬ 
bre  pago  de  15  000  pesetas,  intereses  á  razón  del  8  por  100  anual  y 
costas;  por  virtud  de  cuyo  juicio  se  procedió  al  embargo  de  la  casa 
núm.  5  de  la  Costanilla  de  San  Pedro,  la  que  valorada  en  45.275  pese¬ 
tas  75  céntimos,  fué  sacada  á  la  venta  ^n  pública  subasta,  y  se  adjudi¬ 
có  como  mejor  pastor  á  D.  José  Maiía  Agudo  por  la  cantidad  de  30.182 
pesetas  á  calidad  de  ceder,  Como  lo  hizo,  en  D  José  Blanco  y  González 
demandado  en  este  pleito,  quien  lo  aceptó;  y  practicada  la  liquidación 
de  las  cargas  que  pesaban  sóbrela  finca,  ascendió  á  25.468  rs.,  acor¬ 
dándose  otorgar  a  favor  del  comprador  la  escritura  de  venta,  previa 
consignación  del  precio  de  la  subasta,  deducidas  las  carg-s;  y  consig¬ 
nados  por  Blanco  y  González  95.260  rs.  en  24  de  Julio  de  1877,  se  otor¬ 
gó  de  oficio  á  favor  del  repetido  comprador  la  escritura  de  venta: 

Resultando  que  en  22  de  Setiembre  de  18x1  D.  Enrique  Sierra, 
como  marido  de  Doña  María  del  Rosario  Montano,  formalizó  demanda 
ordinaria,  exponiendo,  después  de  hacer  mérito  de  los  antecedentes 
relacionados,  que  en  distintas  fechas  y  ocasiones,  ya  por  sí  propio,  ya 
legalmente  representados,  habían  gestionado  D.  Enrique  Navarro,  en 
nombre  de  su  esposa  Doña  Maiía  de  la  Paz  Moniaño  y  Otero;  D.  An¬ 
tonio  Cortés,  como  curador  de  Doña  María  del  Rosario;  María  de  la 
Concepción  y. María  de  los  Dolores  Montano  y  Otero,  estas  ñusnas  pcrr 
sí  solas,  y  D.  Antonio  Cortés  en  otra  ocasión,  como  marido  de  Doña 
María  de  la  Concepción  Montano,  y  nunca  lograron  ser  oí  los,  dando 
con  esto  lugar  á  que  llegara  á  rematarse  la  casa  nú  u  5  de  la  Costani¬ 
lla  de  San  Pedro,  que  pasó  á  ser  propiedad  de  D.  José  B  anco,  dejarulo 
de  pertenecer  á  las  menores  Doña  Mari  i  de  la  Paz,  Duñ  >  M  uí «  del  Ro¬ 
sario,  Doña  María  de  la  Concepción  y  Doña  María’  de  los  Dolores  Moa- 
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taño  y  Otero,  que  legítimamente  disfrutaban  y  poseían  por  herencia  de 
su  abuela,  siendo  lesionadas  en  sus  derechos  enormemente:  que  el  ar¬ 
tículo  1409  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  previene  se  emplee  en  el 
objeto  para  que  se  ha  pedido  la  cantidad  obtenida  por  venta  de  bienes 
de  un  menor  al  justificar  la  necesidad  y  utilidad  de  la  venta,  y  como 
quiera  que  la  tutora  y  curadora  de  Doña  María  del  Rosario  Montano  y 
Otero  pretendió  constituir  y  constituyó  hipoteca  con  el  exclusivo  ob¬ 
jeto  de  que  las  menores  encomendadas  á  su  cuidado  hicieran  suyos  los 
bienes  dejados  por  su  padre,  y  esto  no  se  verificó  en  la  forma  ofrecida, 
puesto  que  el  apoderado  D.  Luis  Bitini  al  rendir  cuentas  se  dató  de  la 
sama  de  19.000  rs.  con  igual  objeto  que  el  atribuido  al  préstamo  hipo¬ 
tecario  de  4.000  escudos  con  que  fué  gravada  la  casa  núm.  5  de  la 
Costanilla  de  San  Pedro,  siendo  nula  toda  la  contratación  falseada  por 
su  base,  debiendo  ponerse  en  posesión  de  dicha  casa  á  Doña  María  del 
Rosario  Montano  y  Otero  y  sus  hermanas,  sin  que  pudiera  perjudicar¬ 
les  lo  que  otras  personas,  ó  mal  aconsejadas  ó  faltas  de  juicio  suficien  * 
te,  hayan  disminuido  su  propiedad  en  circunstancias  en  que,  ó  no  fue¬ 
ron  oídas  en  sus  reclamaciones  unas  veces,  ó  se  veían  imposibilitadas 
de  reclamar  en  otras:  que  no  habiéndose  cumplido  los  fines  para  que 
se  constituyó  el  primer  préstamo,  es  claro  que  al  contratarse  el  segun¬ 
do  y  tercero  objeto  de  la  ejecución  terminada  con  la  venta  de  dicha 
casa  no  se  hizo  otra  cosa  que  retrasarse  el  término  fatal  que'  por  último 
•legó,  ó  sea  la  venta  de  la  finca:  que  había  además  tales  vicios  de  nu¬ 
lidad  en  los  expedientes  de  necesidad  y  utilidad,  que  no  era  posible 
que  pasasen  desapercibidos:  que  en  el  instruido  en  Marzo  de  1872  apa¬ 
recía  autorizando  á  D.  Enrique  Navarro,  menor  de  edad  y  esposo  de 
una  de  las  hijas  de  Doña  Antonia  Otero,  para  que  contratase  cual  si  se 
tratara  de  bienes  propios  el  padre  de  dicho  Navarro,  y  en  Mayo  de  1873 
y  siendo  aún  menor  de  edad  D.  Enrique  Navarro,  en  el  expediente  que 
se  instruyó  autorizó  á  su  mujer  para  que  pudiera  ser  parte  constante 
en  esta  operación,  y  ejercitando  la  acción  real  pidió  se  declarara  anu¬ 
lada  toda  la  contratación  de  que  había  sido  objeto  la  repetida  casa  que 
disfrutaba  D.  José  Blanco,  y  de  la  cual  deberían  ser  puestos  en  posesión 
Doña  María  del  Rosario  Montano  y  Otero  y  sus  hermanas: 

Resultando  que  D.  José  Blanco,  al  contestar  á  la  demanda  pidió  se 
le  absolviera  de  ella  imponiendo  al  actor  perpetuo  silencio  y  el  pago 
de  las  costas;  alegando  al  efeeto,  en  vista  también  de  algunos  de  los 
antecedentes  relacionados,  que  la  demanda  estaba  en  todo  y  por  lodo 
Indocumentada,  lo  cual  si  bien  podía  redundar  en  perjuicio  del  deman¬ 
dante,  no  lo  era  menos  del  demandado,  que  pudiera  impugnar  los  títu¬ 
los  invocados  por  el  actor:  que  si  bien  hubiera  alguna  informalidad  ó 
Perjuicio  considerable  que  pudiera  anular  la  venta  de  la  casa  en  cues¬ 
tión,  sabido  es  que  los  menores  lesionados  pueden  pedir  la  restitución 
que  les  concede  el  derecho;  pero  al  efecto  habían  de  justificar  en  juicio 
Previo  y  durante  su  menor  edad,  ó  cuatro  años  después,  que  sufrieron 
daño  bastante  para  que  haya  lugar  á  su  demanda:  que  según  el  núme¬ 
ro  2o  del  art.  503  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  demandante  debe 
acompañar  el  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carácter  con 
que  se  presenta  en  el  juicio  en  el  caso  de  tener  representación  legal  de 
alguna  persona  ó  corporación,  ó  cuando  el  derecho  que  reclame  pro 
venga  de  habérselo  otro  trasmitido  por  herencia  ó  por  cualquier  otro 
título,  y  la  parte  contraria  no  había  presentado  los  documentos  en  que 
fundaba  su  derecho  ni  señalaba  el  archivo  en  que  pudieran  encontrar- 
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se:  que  la  rescisión  es  improcedente  cuando  no  se  deduce  en  tiempo 
hábil  ni  se  prueba  la  lesión  enormísima  en  que  se  apoya,  según  tiene 
declarado  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  28  de  Mayo  de  1864: 
que  la  acción  restitutoria  que  compete  al  menor  de  edad  para  promo¬ 
ver  el  juicio  especial  de  restitución  es  incompatible  con  el  de  nulidad, 
debiendo  ejercitarse  por  consiguiente  la  una  ó  la  otra  en  conformidad 
con  la  doctrina  establecida  en  sentencias  de  2  de  Junio  de  1858  y  29  de 
Abril  de  1865:  que  no  ha  lugar  á  reclamar  defectos  cometidos  en  la 
enajenación  de  fincas  de  menores  cuando  reclaman  éstos  la  subsanación 
fundándose  en  la  menor  edad;  pero  después  de  haber  trascurrido  con 
exceso  el  cuadrienio  legal  sin  haber  hecho  uso  del  derecho  de  restitu¬ 
ción,  y  á  mayor  abundamiento  resulta  que  los  menores  no  sufrieron 
perjuicios  en  la  venta,  y  que  la  venta  de  bienes  de  menores  sólo  es  nula 
cuando  en  su  enajenación  no  se  ha  cumplido  las  condiciones  que  mar¬ 
can  las  leyes  de  Partida: 

Resultando  que  sin  que  por  las  partes  se  hiciera  uso  del  trámite  de 
réplica  y  dúplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba;  y  practicadas  las  pro¬ 
puestas,  el  Juez  de  primera  instancia  por  seutencia,  que  fué  confirma¬ 
da  por  la  S.ila  primera  de  lo  civil  de  este  distrito  en  1 2  de  Febrero  pró¬ 
ximo  pasado,  absolvió  á  D.  José  Blanco  González  de  la  demanda  contra 
el  mismp  interpuesta  por  D.  Enrique  Sierra  y  Martí»,  como  marido  de 
Doña  María  del  Rosario  Montano  y  Otero,  condenando  á  éste  en  las 
costas: 

Resoltando  que  por  parte  de  D.  Enrique  Sierra  y  Martín  se  inter¬ 
puso  recurso  de  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  La  ley  Ia,  tít.  13,  y  tít.  25  de  la  Partida  3a: 

2*  Las  leyes  2a,  3a  y  5a,  tít,  19  de  la  Partida  6a: 

3°  La  jurisprudencia  establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  12  de  Junio  de  1863,  disposiciones  legales  todas  según  las 
que  procede  la  restitución  tn  integrum  de  la  casa  'de  la  Costanilla  de 
San  Pedro  á  la  menor  Doña  María  del  Rosario  y  sus  hermanas,  como 
consecuencia  de  la  nulidad  que  debiera  haberse  declarado  de  la  contra¬ 
tación  de  dicha  casa: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  en  cuanto  á  ia  ley  Ia,  tít.  13  de  la  Partida  3a  que  se 
cita  en  el  primer  motivo  del  recurso  y  que  trata  de  qué  cosa  es  conos¬ 
cencia  y  quién  la  puede  facer,  no  se  expresa  en  el  concepto  en  que  se 
supone  infringida;  requisito  esencial  que  la  ley  exige,  y  sin  el  cual  no 
puede  apreciarse  su  procedencia: 

Considerando  respecto  á  la  3a,  tít.  25  de  la  misma  Partida;  2a,  3a  y 
5a,  tít.  19  de  la  Partida  6a  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  que  se  alegan  en  los  tres  motivos,  que  siendo  uno  de  los  fun¬ 
damentos  de  la  sentencia  recurrida  que  no  se  han  alegado  ni  probado 
perjuicios  sufridos  por  la  Doña  María  del  Rosario  bastantes  á  fundar  la 
restitución  con  motivo  de  los  contratos  á  que  este  pleito  se  refiere,  se 
hace  supuesto  de  la  cuestión  para  alegar  como  infringidas  dichas  leyes 
y  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo,  y  en  tal  concepto  es  improce¬ 
dente  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de 
casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Enrique  Sierra  Mar¬ 
tín,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  de 
bió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortunase 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  librcSd  la  correspondiente  certificación 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  215 

¿  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sen¬ 
tencia  publicada  el  7  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta,  de 
19  de  Enero  de  1884.) 
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•Securso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  1883). — Sala  terce- 
Entrega  de  una  finca. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  José 
Giralt  con  D.  Joaquín  de  Carcer  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re¬ 
suelve: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1713  déla  ley  de  Enjuicia  - 
miento  civil ,  nombrados  al  recurrente  pobre  Abogado  y  Procurador  de 
oficio,  debe  interponer  el  recurso  dentro  del  término  de  20  dias,  y  es 
inadmisible  si  se  presenta  después  de  trascurrido  dicho  plazo. 

Resultando  que  nombrados  á  D.  José  Giralt’y  Gibert,  que  se  defiende 
como  pobre.  Procurador  y  Abogado  de  oficio  á  fin  de  interponer  re¬ 
curso  de  casación  contra  la  sentencia  que  en  8  de  Marzo  ültimo  dictó 
ja  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  autos  con 
D.  Joaquín  da  Carcer  y  de  Amat,  sobre  entrega  de  una  finca,  le  fueron 
entregados  los  autos  al  Procurador  con  dicho  objeto  en  26  de  Julio,  y 
Que  en  15  de  Octubre  los  devolvió  con  escrito  interponiendo  el  recurso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Angulo: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1713  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  nombrados  al  recurrente  pobre  Abogado 
y  Procurador  de  oficio,  debe  interponer  el  recurso  dentro  del  término 
jje  20  días,  y  que  en  este  caso  ha  sido  presentado  después  de  trascurrí  - 
uo  con  exceso  dicho  plazo: 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1728,  párrafo  segundo,  y  1729, 

ntím.  Io; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  á 
nombre  de  D.  José  Giralt  y  Gibet,  á  quien  se  condena  en  las  costas: 
comuniqúese  este  auto  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del 
juntamiento  que  ha  remitido;  y  publíquese  en  la  forma  prevenida  en 
a  ley.— .(Sentencia  publicada  el  7  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en 
la  Oaceta  de  17  de  Enero  de  1884). 
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Kecurso  «le  casación  (8  de  Noviembre  de  1883). — Salaprime 
ra.~—  Responsabilidad  civil  contra  un  Juez. — No  ha  Jugar  al  ínter- 
Pnesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  D.  Víctor  Cobián  y  otro  (Audien¬ 
cia  de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Que  así  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  estableció  el  recur - 
so  de  responsabilidad  civil  contra  Jueces  y  Magistrados ,  como  la  ley 
v\gente  de  Enjuiciamiento  civil,  que  regula  el  procedimiento  para  exi  - 
ffirla,  prohíben  que  pueda  entablar  el  juicio  de  responsabilidad  el  que 
no  haya  utilizado  á  su  tiempo  los  recursos  legales  contra  la  sentencia, 
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auto  6  ‘providencia  en  que  se  suponga  causado  el  agravio ,  ó  no  hubiese 
reclamado  oportunamente  durante  el  juicio  pudiendo  hacerlo ; 

Y  2o  Que  no  se  infringe  la  ley  8a,  til.  22,  Partida  3*,  al  condenar  en 
costas  al  demandante ,  porque  al  imponerlas  el  Tribunal  sentenciador  no 
ha  aplicado  esa  ley ,  sino  que  ha  cumplido  con  lo  preceptuado  en  el  ar 
liculo  916  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  manda  condenar  en  lo¬ 
das  ellas  al  actor  en  todo  caso  en  que  la  sentencia  absuelva  de  la  de¬ 
manda  de  responsabilidad  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1883,  en  el  re¬ 
curso  de  responsabilidad  civil  que  ante  Nos  pende,  seguido  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  á  instancia  del  Miuisterio  fiscal, 
en  representación  de  la  Hacienda,  contra  D.  Víctor  Cobián  y  Junco, 
Juez  de  primera  instancia  que  fué  de  Torrelavega,  y  D.  Pedro  Casta¬ 
ñeda  Navarrete,  Promotor  fiscal  sustituto  que  fué  del  mismo  Juzgado, 
sobre  pago  de  74  pesetas  90  céntimos;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el 
Ministerio  fiscal: 

Resultando  que  seguida  causa  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Torrelavega  en  el  año  de  1876  contra  Fermín  Somán  Oyela  por  le¬ 
sionas  á  Manuel  Torre,  por  sentencia  que  dictó  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Burgos  en  14  de  Agosto  de  1877  fué  condenado  el  Fer¬ 
mín  á  la  pena  de  dos  meses  y  un  día  de  arresto  mayor,  accesorias,  in¬ 
demnización  al  ofendido  y  pago  de  costas: 

Resultando  que  para  hacer  efectivas  las  responsabilidades  de  costas 
é  indemnización,'  así  como  las  demás  que  comprendía  la  condena,  se 
enajenaron  bienes  embargados  al  procesado  por  valor  de  306  pesetas  75 
céntimos,  adjudicándose  á  D.  José  Torres  como  mejor  postor;  y  previa 
liquidación  que  el  Juez  de  primera  instancia  D.  Víctor  Cobián  mandó 
practicar  en  providencia  de  16  de  Junio  y  que  aprobó  por  otra  de  1°  de 
Agosto  de  1879,  se  distribuyó  el  producto  de  lo  vendido  entre  los  par¬ 
tícipes,  en  las  costas,  indemnización,  reintegro  de  papel  y  pago  de  17 
pesetas  67  céntimos  por  la  última  anualidad  de  la  contribución  terri¬ 
torial,  ó  sea  por  los  trimestres  1°,  2°  y  3°  del  año  1878  á  1879  que  ya 
había  sido  reclamada  anteriormente  por  la  Agencia  del  Banco  de  Espa¬ 
ña,  así  como  los  cupos  correspondientes  á  los  años  económicos  de  1875 
á  76,  1876  á  77  y  1877  á  78,  hasta  la  suma  total  de  92  pesetas  57  cén¬ 
timos: 

Resultando  que  el  Recaudador  de  contribuciones,  en  vista  de  que  en 
la  distribución  del  producto  de  los  bienes  embargados  á  Somán  sólo  se 
adjudicaban  para  el  pago  de  aquéllas  17  pesetas  67  céntimos,  y  ho 
las  92‘57  que  tenía  reclamadas,  dirigió  oficio  al  Juzgado  reclamando  el 
pago  completo  de  dicha  suma,  y  el  Juez,  oyendo  al  Promotor  fiscal 
sustituto  L).  Pedro  Castañeda  y  de  conformidad  con  su  dictamen,  en 
providencia  de  16  de  Setiembre  de  1 879  declaró  no  haber  lugar  á  la  re¬ 
forma  del  proveído  en  que  se  mandó  abonar  á  la  Agencia  sólo  las  17 
•pesetas  67  céntimos  por  estar  ya  hecha  y  aprobada  la-liquidación  y  re¬ 
partido  el  producto,  y  por  ser  lo  mandado  pagar  lo  que  correspondía 
á  la  última  anualidad  devengada  y  no  satisfecha,  reservando  al  Recau¬ 
dador  del  Banco  su  derecho  para  ejercitarlo  en  la  forma  procedente: 

Resultando  que  el  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  cumpli¬ 
miento  de  una  Real  orden  que  se  le  dirigió,  expedida  por  el  Ministerio 
4e  Hacienda  en  7  de  Agosto  de  1880,  y  de  conformidad  con  lo  dispues- 
toen  el  cap.  2°,  tít.  5*  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  exigiendo 
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la  responsabilidad  civil  contra  el  Promotor  Castañeda  y  Juez  de  prime¬ 
ra  instancia  de  Torrelavega  en  el  año  do  1879  D.  Víctor  Cobián,  pidió 
<|ue  en  el  juicio  correspondiente  y  previos  los  trámites  de  la  ley,  se  con¬ 
denase  á  dichos  funcionarios  al  pago  de  74  pesetas  90  céntimos  en  que 
ÍDé  perjudicada  por  los  mismos,  fundándose  para  ello  y  como  conse¬ 
cuencia  de  los  antecedentes  relacionados  en  que  el  que  causa  un  mal 
«stá  en  la  obligación  de  resarcirlo,  y  que  hay  negligencia  ó  ignorancia 
inexcusables,  cuando  aunque  sin  intención  se  hubiese  dictado  provi¬ 
dencia  manifiestamente  contraria  á  la  ley  ó  se  hubiese  faltado  á  algún 
trámite  mandado  observar  por  la  misma,  bajo  pena  de  nulidad: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  Juez  D.  Víctor 
Cobián  y  al  Promotor  fiscal  sustituto  D.  Pedro  Castañeda,  le  evacuó  el 
primero  pidiendo  se  le  absolviera  de  ella  con  imposición  de  perpetuo 
silencio  y  costas  á  la  Hacienda;  y  expuso,  entre  otras  consideracitnes, 
que  el  demandado  dispuso  que  por  el  actuario  se  procediese  al  prorrateo 
del  preciq  de  las  fincas  embargadas,  adjudicando  á  la  Hacienda  lo  que 
je  correspondía  por  el  año  último  con  arreglo  al  caso  5o  del  art.  168  de 
•a  ley  Hipotecaria,  y  no  lo  reclamado  por  el  Recaudador  de  contribu¬ 
ciones  pertenecientes  á  años  anteriores,  y  á  bienes  no  embargados:  que 
contra  la  providencia  y  el  auto  aprobando  la  distribución  entre  la  Ha¬ 
cienda  y  demás  partícipes  en  las  costas  dictado  de  conformidad  con  el 
representante  de  aquélla  el  Ministerio  fiscal,  no  se  interpuso  recurso 
alguno:  que  el  derecho  del  Recaudador  no  había  sido  declarado  prefe¬ 
rente  por  ejecutoria,  lo  cual  era  preciso  con  arreglo  al  art.  993  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  entonces  vigente:  que  el  Recaudador  no 
había  acreditado  haber  eumplido  con  los  artículos  9o  y  10  de  la  ins¬ 
trucción  de  3  de  Diciembre  de  1869  ni  se  demostraba  que  se  hubiese 
seguido  el  procedimiento  administrativo:  que  la  acción  está  prescrita; 
Pups  ya  se  cuente  el  tiempo  desde  la  providencia  de  Io  de  Agosto  de 
1879,  que  se  supone  injusta,  ya  desde  el  3  de  Febrero  de  1881  en  que 
empezó  á  regir  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  han  trascurrido  más  de 
seis  meses  y  es  aplicable  la  doctrina  del  art.  905  de  aquélla: 

Resultando  que  el  demandado  Promotor  fiscal  sustituto  D.  Pedro 
Castañeda  no  compareció  á  contestar  la  demanda,  por  loque  acusada 
la  rebeldía  se  hubo  por  contestada  aquélla,  entendiéndose  las  diligen¬ 
cias  respecto  del  mismo  con  los  estrados:  que  el  Ministerio  fiscal  renun¬ 
ció  al  trámite  de  réplica;  y  no  habiéndose  solicitado  el  de  prueba,  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  sentencia  de  19  de  Julio 
de  1882  absolvió  á  D.  Víctor  Cobián  y  D.  Pedro  Castañeda,  Juez  que 
fué  el  primero  y  Promotor  fiscal  sustituto  el  segundo  de  Torrelavega, 
de  lá  demanda  interpuesta  por  el  Fiscal  de  Audiencia  á  nombre  de  la 
Hacienda,  reservando  á  és'la  su  derecho  para  ejercitar  sus  acciones  para 
la  cobranza  de  las  74  pesetas  90  céntimos  que  reclamó  el  Recaudador 
del  Banco  por  contribuciones  adeudas  por  Fermín  Somán  imponiendo 
las  costas  al  demandante: 

Resultando  que  por  parte  del  Ministerio  fiscal,  en  representación 
del  Estado,  se  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  infrin¬ 
gidas: 

I*  Ls  leyes  de  presupuestos  correspondientes  á  los  años  económicos 
de  1875  á  76,  1876  i  77  y  1877  á  78,  que  determinan  la  cantidad  res¬ 
pectivamente  exigible  por  contribución  territorial,  y  que  debía  hacerse 
«fectiva  con  arreglo  á  los  respectivos  repartimientos,  y  las  Reales  ór¬ 
denes  de  U  y  22  de  Marzo  de  1852,  que  para  facilitar  dichas  operacio- 
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nes  disponen  qne  los  Jueces  y  Tribunales  ordenen  el  inmediato  pagó  de 
las  cuotas  que  para  el  contribuciones  se  haya  repartido  á  los  bienes 
embargados  y  que  están  á  disposición  de  los  mismos  tan  pronto  como 
les  sean  reclamados  por  los  encargados  de  la  cobranza,  toda  vez  que  el 
Juez  que  era  de  Torrelavega  no  acordó  y  el  Promotor  no  solicitó  el  pago 
de  los  descubiertos  en  que,  correspondientes  á  los  ejercicios  expresa¬ 
dos,  estaban  los  bienes  embargados  á  Fermín  Somán  en  la  causa  que  se 
le  seguía,  siendo  así  que  fueron  reclamados  oportunamente  y  con  re¬ 
petición  por  el  comisionado  del  Banco  encargado  de  la  recaudación,  no 
obstante  lo  cual,  y  existiendo  bienes  bastantes  para  verificarlo,  se  dió 
al  producto  en  venta  de  los  mismos  otra  inversión  en  beneficio  del 
ofendido  y  de  los_interesados  en  las  costas,  con  lo  que  se  causó  el  per¬ 
juicio  consiguiente  á  la  Hacienda  del  importe  de  las  mismas,  consistente 
en  74  pesetas  90  céntimos  reclamados  en  la  demanda: 

2o  Los  artículos  260,  262  y  835  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
que  conceden  el  resarcimiento  de  los  daños  causados  cuando  en  el  des¬ 
empeño  de  las  funciones  respectivas  de  los  Jueces  é  individuos  del  Mi- 
cisterio  fiscal  se  infringen  las  leyes  por  ignorancia  ó  negligencia  inex- 
tusables,  toda  vez  que  en  lugar  de  atenderse  á  las  reclamaciones  que 
tenía  deducidas  el  Recaudador  de  contribuciones  se  dictaron  las  provi¬ 
dencias  de  16  de  Junio  y  Io  de  Agosto  de  1879,  por  las  que  se  mandó 
que  se  distribuyeran  el  importe  de  los  bienes  vendidos  al  procesado 
entre  todos  los  partícipes  por  el  orden  establecido  en  el  art.  49  del  Có¬ 
digo  penal,  cuya  liquidación  y  distribución  fueron  aprobadas  prescin 
diendo  del  descubierto  en  que  se  encontraban  los  bienes  expresados  por 
razón  á  los  ejercicios  de  1875  á  1878: 

3o  El  art.  266  de  la  citada  ley,  toda  vez  que  oficialmente  reclamó  la 
Hacienda  por  medio  de  su  representante  el  pago  del  descubierto,  y  si 
esa  reclamación  no  fué  atendida  por  el  Juez,  ni  aun  amparada  en  for¬ 
mas  judiciales  por  el  representante  de  aquélla  en  juicio,  no  puede  em¬ 
pecer  á  la  acción  deducida,  ya  porque  la  razón  en  que  dicho  artículo 
descansa  estuvo  salvada,  ya  porque  las  reclamaciones  administrativas 
no  sólo  son  atendibles  ante  los  Tribunales,  sino  obligatorias  cuando  se 
refieren  al  cobro  de  contribuciones,  como  lo  disponen  las  Re*ales  órde¬ 
nes  de  14  y  22  de  Marzo  de  1853: 

4o  El  art.  906  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vez  que  en  la 
sentencia  se  hace  aplicación  del  mismo,  cuando  los  hechos  qne  dieron 
origen  á  la  responsabilidad  se  ejecutaron  mucho  antes  de  la  publicación 
de  la  expresada  ley,  cuando  la  orgánica  no  estableció  la  limitación  que 
aquél  contiene,  y  cuando  la  acción  de  responsabilidad  se  mandó  enta¬ 
blar  en  Real  orden  de  7  de  Agosto  de  1880,  y  si  no  se  verificó  hasta  12 
de  Setiembre  de  1881  fué  debido  á  causas  ajenas  á  la  voluntad  del  Es¬ 
tado,  no  podiendo  por  tanto  dar  ocasión  á  que  se  sufra  ef  perjuicio  que 
se  le  ha  inferido: 

5o  La  ley  8a,  tít.  22,  Partida,  3a,  toda  vez  que  se  impone  al  deman¬ 
dante  el  pago  de  las  costas,  siendo  asi  que  éstas  constituyen  la  pena 
legal  del  litigante  temerario,  cuya  calificación  no  puede  merecer  el 
Estado,  ya  porque  es  innegable  el  perjuicio  que  ha  sufrido,  como  es 
innegable  el  derecho  y  hasta  la  obligación  que  tenía  de  reclamarla 
subsanaciÓD  del  mismo  por  los  medios  que  la  ley  le  concede: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

Considerando  que  así  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  qne  esta- 
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bleció  el  recurso  de  responsabilidad  civil  contra  Jaeces  y  Magistrados, 
como  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  civil,  que  regula  el  procedimien¬ 
to  para  exigirla,  prohíben  que  pueda  entablar  el  juicio  de  responsabi¬ 
lidad  el  que  no  haya  utilizado  á  su  tiempo  los  recursos  legales  contra 
la  sentencia,  auto  ó  providencia  en  que  se  suponga  causado  el  agravio 
ó  no  hubiese  reclamado  oportunamente  durante  el  juicio  pudiendo 
hacerlo: 

Considerando  que  si  bien  la  Agencia  del  Banco  de  España,  noticio¬ 
sa  de  la  distribución  del  producto  de  los  bienes  embargados  al  proce¬ 
sado,  en  que  sólo  se  le  adjudicaban  17  pesetas  67  céntimos,  y  no  las  92 
con  57  que  tenía  reclamadas,  ofició  al  Juzgado  interesando  el  completo 
pago  de  esta  última  suma,  el  Juez  negó  esta  pretensión  y  providenció 
no  haber  lugar  á  la  reforma  de  dicha  liquidación  después  de  oir  al  Pro¬ 
motor  fiscal,  y  de  acuerdo,  con  su  dictamen,  sin  que  contra  esta  reso¬ 
lución  se  entablara  recurso  alguno  ante  el  Juzgado  ni  después  ante  la 
Audiencia  respectiva  que  aprobó  la  mencionada  distribución,  como 
debió  en  su  caso  hacerse,  bien  por  la  Agencia  del  Banco  ó  bien  por  el 
Ministerio  fiscal: 

Considerando  que  no  habiéndose  cumplido  con  .el  requisito  previo 
fine  la  ley  exige  no  ha  podido  prosperar  la  demanda  de  responsabili¬ 
dad,  y  por  tanto  la  sentencia  recurrida  que  absuelve  á  los  demandados 
no  ha  infringido  las  leyes  que  se  citan  en  los  cuatro  primeros  motivos 
en  que  el  recurso  presente  su  funda: 

Considerando,  en  cuanto  al  quinto,  que  tampoco  ha  infringido  la 
ley  8a,  tit.  22,  Partida  3a  al  condenar  en  costas  al  demandante,  porque 
al  imponerlas  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  aplicado  esa  leí 
ha  cumplido  con  lo  preceptuado  en  el  art.  916  de  la  ley  de 
miento  civil,  que  manda  condenar  en  todas  ellas  al  actor  en 
en  que  la  sentencia  absuelva  de  la  demanda  de  responsabilidad  civil; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Ministerio 
fiscal,  en  representación  del  Estado:  líbrese  la  correspondiente  certifi¬ 
cación  á  la  Audiencia  de  Burgos,  conr  devolución  del  apuntamiento. — 
(Sentencia  publicada  el  8  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta 
de  19  de  Enero  de  1884.) 
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•sino  que 
Enjuicia- 
todo  casa 


Ifcecurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultramar 

(8  de  Noviembre  de  1883). — Pago  de  cantidad —Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  José  Pío  Mazorra  con  D.  Damián  Bauzá  (Audiencia  de  la 
Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  á  tenor  del  art.  1014 .  en  relación  con  el  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1855,  aplicable  á  la  isla  de 
Cuba  por  Real  decreto  de  9  de  Diciembre  de  1865,  procede  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  en  la  forma  en  los  juicios  ejecutivos ; 
hallándose  comprendida  la  falta  de  citación  de  remate  en  la  causa  Ia 
del  art.  1013; 

Y  2°  Que  con  arreglo  al  258  de  la  misma  ley ,  el  emplazamiento ,  que 
*egún  la  jurisprudencia  equivale  á  dicha  citación  en  el  juicio  ejecutivo , 
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debe  practicarse  con  todos  los  demandados  en  el  mismo :  lo  cual  con¬ 
cuerda  con  lo  prevenido  en  el  art.  959. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  <883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de-  recurso  de  casación  por  que¬ 
brantamiento  de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Catedral  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  aquella  ciudad  por  D.  Damián  Bauzá  y  Oliver,  defendido 
por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos  y  representado  por  el  Procura¬ 
dor  D.  Daniel  Doze,  con  D.  José  Pío  Mazorra  y  Cairo,  por  sí  y  como 
apoderado  de  sus  hermanos  D.  Antonio,  D.  Andrés,  D.  Justo  y  Doña 
Clara  Mazorra,  y. en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez 
íllana,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra,  so¬ 
bre  pago  de  pesos: 

Resultando  que  D.  Antonio,  D.  Andrés,  D.  Justo,  Doña  Ramona  y 
Doña  Clara  Mazorra  y  Cairo,  estas  dos  últimas  autorizadas  por  sus  res¬ 
pectivos  maridos,  otorgaron  poder  en  6  de  Marzo  de  <860  á  favor  de 
su  hermano  D.  José  Pío  Mazorra,  para  que  demandara  y  percibiera 
cuantas  cantidades  se  le  adeudasen',  para  que  dirigiera  y  administrara 
todos  sus  bienes,  arrendándolos,  hipotecándolos,  vendiéndolos  y  dán¬ 
dolos  en  fianza;  para  que  pudiera  otorgar  toda  clase  de  poderes  genera¬ 
les  y  especiales,  y  por  último  general  para  toda  clase  de  juicios;  y  que 
eBte  poder  fué  revocado  por  Doña  Ramona  en  5  de  Junio  de  <862: 

Resultando  que  D.  José  Pío  Mazorra,  por  sí  y  como  apoderado  ge¬ 
neral  de  sus  hermanos,  firmó  un  pagaré  en  la  Habana  á  <3  de  Setiem¬ 
bre  de  <878  para  el  día  <3  de  Diciembre  siguiente,  á  la  orden  de  Don 
Damián  Bauzá  por  la  cantidad  de  6.0ff¡  pesos  oro  español,  procedentes 
de  un  pagaré  que  se  otorgó  en  <6  de  Julio  de  aquel  año  en  cambio  de 
la  libranza  núm.  504  del  ingenio  Santa  Clara,  á  cuya  cantidad  ascendía 
con  ios  intereses: 

Resultando  que  con  presentación  de  este  pagaré  solicitó  D.  Damián 
Bauzá  en  <4  de  Julio  de  <879  que  fuera  reconocido  por  D.  José  Pío  Ma¬ 
zorra,  declarando  al  propio  tiempo  que  tenía  el  poder  de  sus  hermanos 
D.  Antonio,  Doña  Clara,  D.  Justo  y  D.  Andrés,  y  que  éstos  eran  los 
únicos  que  componían  la  representación  deudora;  y  que  por  no  haber 
comparecido  á  pesar  de  las  citaciones  que  se  le  hicieron  fué  declarado 
confeso  en  la  certeza  y  legitimidad  del  pagaré: 

Resultando  que  traído  á  los  autos  á  instancia  de  Bauzá  testimonio 
del  poder  antes  referido,  solicitó  en  su  vista  que  se  despachara  manda¬ 
miento  de  ejecución  contra  los  bienes  de  D.  José  Pío,  D.  Antonio,  Don 
Andrés,  D.  Justo  y  Doña  Clara  Mazorra  por  la  cantidad  mencionada  y 
costas,  y  que  hecho  el  embargo  se  citara  de  remate  á  los  deudores  en 
la  persona  de  D.  José  Pío,  por  sí  y  como  apoderado  general  de  sus  her¬ 
manos: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución,  fué  requerido  de  pago 
D.  José  Pío  Mazorra,  embargándosele  varios  muebles,  siendo  después 
citado  de  remate,  y  que  personado  en  los  autos  se  opuso  á  la  ejecu¬ 
ción,  sosteniendo  que  era  nula,  porque  el  pagaré  estaba  otorgado  por 
D.  José  Pío  Mazorra  por  sí  y  como  apoderado  general  de  sus  hermanos, 
y  cuando  existía  una  obligación  mancomunada,  aunque  fuera  por  me¬ 
dio  de  un  poder,  debía  citarse  clara  y  precisamente  á  cada  uno  de  los 
obligados  por  cualquiera  de  los  medios  que  prescribían  los  artículos 
29,  30  y  31  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  no  habiéndose 
cumplido  cor.  estos  preceptos  era  nula  la  tramitación  de  aquel  juicio, 
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pidiendo  en  su  virtud  que  se  declarase  no  haber  lugar  á  pronunciar 
sentencia  de  remate,  protestando  para  su  caso  interponer  recurso  de 
casación: 

Resultando  que  el  ejecutante  D.  Damián  Bauzá  sostuvo  que  no  ha¬ 
llándose  firmado  el  pagaré  más  que  por  D.  José  Pío  Mazorra,  era  el 
único  deudor  personal  en  cuanto  á  los  efectos  de  la  citación,  sin  per¬ 
juicio  de  que  por  virtud  del  poder  que  sus  hermanos  le  confirieron 
quedasen  los  bienes  de  éstos  sujetos  á  la  responsabilidad  contraída  por 
aquél ;  doctrina  corroborada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  Junio  de  1866: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  man¬ 
dando  seguir  la  ejecución  adelante  por  la  suma  de  6.046  pesos  oro, 
costas  causadas  y  que  se  causen  hasta  hacer  trance  y  remate  de  los 
bienes  embargados  á  D.  José  Pío  y  Mazorra  por  si  y  como  apoderado 
de  sus  hermanos,  y  con  su  producto  entero  y  cumplido  pago  á  Don 
Damián  Bauzá  y  Oliver: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  y  confirmada  con  las  costas 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  6  de  Julio  de 
1880,  interpuso  D.  José  Pío  Mazorra  recurso  de  casación  por  quebran¬ 
tamiento  de  forma,  que  fundó  en  la  causa  1*  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  no  haberse  citado  y  emplazado  á  todos  los 
deudores,  puesto  que  siendo  la  obligación  mancomunada  y  no  solida  - 
fia,  debieron  entenderse  todas  las  diligencias  del  juicio  con  las  perso-, 
ñas  obligadas  en  general  y  no  en  una  de  ellas  en  particular: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  á  tenor  del  art.  1014,  en  relación  con  el  1013  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1855,  Aplicable  á  la 
isla  de  Cuba  por  Real  decreto  de  9  de  Diciembre  de  1865,  y  por  lo 
tanto  al  presente  casó,  procede  el  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  en  la  forma  en  los  juicios  ejecutivos,  hallándose  comprendida 
la  falta  de  citación  de  remate  en  la  causa  Ia  del  art.  1013;  y  que  coa 
arreglo  al  228  de  la  misma  ley,  el  emplazamiento,  que  según  la  juris¬ 
prudencia  equivale  á  dicha  citación  en  el  juicio  ejecutivo,  debe  practi¬ 
carse  con  todos  los  demandados  en  el  mismo:  lo  cual  concuerda  con  lo 
prevenido  en  el  art.  959: 

Considerando  que  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  se  trata  fueron  de¬ 
mandados  el  hoy  recurrente  D.  José  Pío  Mazorra  y  Cairo  y  sus  cuatro 
hermanos  D.  Antonio,  D.  Justo  y  Doña  Clara,  puesto  que  contra  ellos 
ejercitó  el  acreedor  Bauzá  sus  acciones  personales,  pidiendo  se  librara 
mandamiento  de  ejecución  en  forma  contra  los  bienes  de  los  mismos 
por  la  cantidad  que  le  debían;  por  consecuencia  á  los  cinco  debió  ci¬ 
társeles  de  remate; 

Y  considerando  que,  habiéndose  limitado  dicha  citación  á  la  per¬ 
sona  de  D.  José  Pío  Mazorra,  se  ha  quebrantado  el  art.  228  men¬ 
cionado; 

Fallamos  que  debemos  decl  rar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Pío  Mazorra  y  Cairo;  v  en  su  con¬ 
secuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  6  de  Julio  de  1880 
dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  mandamos  que 
se  devuelvan  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia  que  ha  cono¬ 
cido  de  ellos  para  que,  reponiéndolos  al  estado  de  citación  de  remate, 
los  sustancie  y  determine  con  arreglo  á  derecho;  y  líbrese  la  certifica¬ 
ción  correspondiente  á  la  Audiencia  referida,  por  la  cual  se  devuelva  al 
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recurrente  el  depósito  constituido. — (Sentencia  publicada  el  8  de  No¬ 
viembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta,  de  17  de  Enero  de  1884.) 
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15 ocurso  «le  casación  (9  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Antonio 
Socías  con  0.  Magín  Mayner  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resulve: 

r  Que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  senten¬ 
ciadora ,  y  que  á  su  resolución  debe  estarse  mientras  contra  ella  no  se 
cite  error  de  derecho  ó  de  hecho  fundado  en  documento  ó  acto  auténtico 
que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzgador. 

Y  2°  Que  si  haciendo  uso  de  sus  facultades  la  Sala  sentenciadora 
aprecia  en  conjunto  la  prueba  documental  y  testifical  practicada ,  y  de¬ 
clara  que  el  recurrente  no  es  pobfe  en  el  sentido  legal ,  tanto  por  los 
bienes  é  industria  que  tiene ,  como  por  los  signos  exteriores  á  que  se  re¬ 
fiere  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  su  apre¬ 
ciación  se  haya  alegado  error  alguno ,  la  sentencia  no  infringe  los  ar¬ 
tículos  13  y  <5  de  aquella  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vendrell  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Antonio  Soeias  y 
Alomá,  albañil,  vecino  de  dicha  ciudad,  con  D.  Magín  Mayner,  propie¬ 
tario,  vecinoMe  Vendrell,  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  po¬ 
bre;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  del  D.  Antonio  Socías  por  el 
Procurador  D.  Juau  Ay  ras  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel 
García  y  Gordó,  no  habiéndose  personado  en  este  Tribunal  Supremo 
D.  Magín  Mayner: 

Resultando  que  en  29  de  Diciembre  de  1881  I).  Antonio  Socías,  des¬ 
pués  de  habprle  sido  nombrado  Procurador  de  oficio,  presentó  deman  ¬ 
da  pretendiendo  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar  con  D.  Magín 
Mayner,  fundándose  en  que  él  ni  su  esposa  é  hijos  pagaban  contribu¬ 
ción  ni  disfrutanan  de  renta  ni  pensión  alguna,  viviendo  sólo  del  jor¬ 
nal  eventual  de  4  pesetas  que  ganaba  como  albañil;  y  que  como  apa¬ 
recía  del  certificado  librado  por  el  Escribano  del  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona,  que  acompañaba,  si  bien 
poseía  tres  casas  en  la  villa  de  Gracia,  las  tenía -embargadas  por  dicho 
Juzgado  en  méritos  de  unos  autos  ejecutivos  seguidos  contra  el  mismo 
por  D.  Anselmo  Abril,  de  cuyo  certificado  resultaba  que  una  de  las 
embargadas  tenía  secuestrados  los  alquileres  ó  rentas  de  las  mismas 
por  auto  de  7  de  Noviembre  de  aquel  año,  y  pidió  que  el  Juzgado  re¬ 
clamase  de  oficio  las  respectivas  certificaciones  de  la  contribución  en 
las  correspondientes  Administraciones  y  de  si  gozaba  de  voto  electoral: 

Resultando  que  reclamadas  por  el  Juzgado,  fueron  unidas  una  cer¬ 
tificación  de  la  Alcaldía  de  aquella  capital,  de  la  cual  resultó  que  el 
Socías  no  se  hallaba  inscrito  en  el  censo  electoral  de  la  misma,  y  otra 
comunicación  de  la  Administración  de  Contribuciones  y  Rentas  de  la 
provincia  de  Barcelona,  en  la  cual  se  hacía  constar  que  el  repetido  An¬ 
tonio  Socías  no  constaba  pagase  contribución  de  subsidio  ni  territorial: 
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Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Magín  May- 
ner  y  al  Promotor  fiscal,  el  primero  se  opuso  á  la  misma  por  consi¬ 
derar  haber  dejado  de  cumplir  el  Socías  algunos  requisitos  esenciales, 
y  con  arreglo  al  art.  29,  párrafo  primero,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  estimó  no  debí  >  darse  curso  á  tal  demanda,  puesto  que  en  la 
misma  no  se  cumplía  lo  prevenido  en  el  art.  28,  párrafo  primero,  de 
la  dicha  ley  por  no  expresarse  el  pueblo  de  naturaleza  de  Socías  ni  el 
punto  donde  estuviera  éste  empadronado  ó  residido  por  espacio  de  los 
cinco  años  entonces  anteriores,  y  pidióse  declarase  improcedente  la 
demanda  y  que  impusieran  al  demandante  las  costas  de  las  mismas;  y 
el  Ministerio  fiscal  manifestó  que  no  teniendo  la  demanda  los  requisi¬ 
tos  prevenidos  por  la  ley,  procedía  que  al  abrirse  á  prueba  el  juicio 
manifestara  el  Socías  el  pueblo  de  su  naturaleza  y  el  domicilio  que  te¬ 
nía  en  los  cinco  años  antes  de  la  presentación  de  la  demanda: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  se  practicaron  las 
propuestas  por  las  partes;  y  unidas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia  en  24  de  Mayo  de  1882  por  la  que  denegó  el  beneficio  de  po¬ 
breza  solicitado  por  D.  Antonio  Socías  y  Alomá,  imponiéndole  las  cos¬ 
tas  del  incidente  y  condenándole  al  reintegro  del  papel  sellado  corres¬ 
pondiente: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  Socías  interpuso,  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  sentencia  de  10 
de  Enero  último,  confirmó  con  las  costas  la  apelada,  teniendo  en  consi¬ 
deración  que  de  las  pruebas  suministradas  aparece  que  D.  Antonio  So¬ 
cías  tiene  tres  casas  en  la  villa  de  Gracia  teniendo  un  establecimiento 
de  recreo  en  una  porción  de  terreno,  estimándola  el  mismo  Socías  en 
30.000  pesetas,  siendo  dueño  de  otra  pieza  de  tierra  de  unos  tres  jor¬ 
nales: 

Resultando  que  por  parte  do  D.  Antonio  Socías  se  interpuso  recurso 
do  casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  El  art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  dice:  «La  justicia 
se  administrará  gratuitamente  á  los  pobres  que  por  los  Tribunales  sean 
declarados  con  este  beneficio:» 

2o  El  art.  15  de  la  misma  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la 
Sala  sentenciadora,  y  que  á  su  resolución  debe  estarse  mientras  contra 
ella  no  se  cite  error  do  derecho  ó  de  hecho  fundado  en  documento  ó 
acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzgador: 

Considerando  que  haciendo  uso  de  sus  facultades,  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ha  apreciado  en  conjunto  ía 
prueba  documental  y  testifical  practicada,  y  ha  declarado  que  el  recu 
rrente  no  es  pobre  en  el  sentido  legal,  tanto  por  los  bienes  é  industria 
que  tiene,  c  mo  por  los  signos  exteriores  á  que  se  refiere  el  art.  17  de. 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya 
alegado  error  alguno,  razón  por  la  que  la  sentencia  recurrida  no  infrin¬ 
ge  los  artículos  de  aquella  ley  que  se  citan  en  los  dos  motivos  del  re¬ 
curso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugatal  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Socias,  al  que  condena¬ 
mos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  debió  depositar,  que  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación 
^  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sen- 
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Competencia  (9  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera.— Pago 
de  cantidad. — Se  decide  á  favor  del.  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Antequera  la  suscitada  con  el  deigual  clase  del  distrito  del  Salvador  de 
Sevilla,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Miguel 
Gómez  Quintero  con  Doña  Josefina  Perret  y  otro,  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  el  art.  62  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  su  re¬ 
gla  Ia,  juera  de  los  casos  de  sumisión  de  que  tratan  los  artículos  ante¬ 
riores ,  es  Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones 
personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación ;  y  que  con¬ 
forme  á  la  jurisprudencia  establecida ,  la  designación  de  este  lugar  no 
sólo  se  hace  expresamente,  sino  de  una  manera  tácita  cuando  la  obliga¬ 
ción  lleva  en  si  la  condición  implícita  del  lugar  en  que  ha  de  ser  cum  - 
plida : 

2C>  Que  la  doctrina  de  que  en  el  lugar  donde  principia  á  cumplirse 
una  obligación  debe  realizarse  su  perfecto  cumplimiento,  no  es  más  que 
una  fundada  inteligencia  del  lugar  donde  debe  cumplirse ,  pero  que  no 
excluye  otra  más  clara  inteligencia ,  sino  que  cede  á  la  que  se  funda  en 
datos  que  designen  dicho  lugar  con  mayor  precisión ; 

Y  3o  Que  estando  fuera  de  los  casos  expresos  en  la  ley  el  acto  de  que  se 
deriva  la  sumisión  tácita  que  se  alega ,  no  puede  presumirse  por  nacer 
de  un  acto  que  deja  lugar  á  grave  duda  acerca  de  cuál  sea  la  voluntad 
del  demandante  á  someterse  al  domicilio  de  la  demandada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1883,  en  la  com¬ 
petencia  pendiente  ante  Nos,  promovida  por  el  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla  al  de  la  ciudad  de  Antequera 
sobre  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  D.  Miguel  Gómez 
Quintero  contra  Doña  Josefina  Perret  y  Colomo,  Condesa  de  Torrecuó- 
llar  y  viuda  de  los  Corvos,  y  D.  Juan  Yáñez  de  Barrtuevo  y  Pomar, 
Marqués  de  Ariño,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  ocurrido  en  31  do  Julio  de  1880  el  fallecimiento  de 
D.  Isidro  Mesia  de  Vargas,  Conde  de  los  Corvos,  y  declarado  sucesor 
inmediato  de  los  vínculos  que  poseía  D.  Juan  Nepomuceno  Yáñez  de 
Barnuevo,  Marqués  de  Ariño,  con  fecha  en  Antequera  4  1°  de  Octubre 
de  1880  firmaron  un  convenio  Miguel  Gómez  Quintero,  vecino  y  Nota¬ 
rio  de  dicha  ciudad,  en  representación  de  Doña  Josefina  Perret  y  Colo- 
•mo,  Condesa  de  Torrecuéllar,  Vecina  de  Sevilla,  viuda  y  heredera  del 
Conde  de  los  Corvos,  y  D.  Juan  Ylñez  de  Barnuevo,  vecino  de  Osuna, 
en  representación  de  su  padre  el  Marqués  de  Ariño,  en  el  que  estable¬ 
cieron  y  convinieron  las  bases  y  forma  de  división  de  los  vínculos  en¬ 
tre  el  inmediato  sucesor  y  la  heredera,  estipulando  en  la  cláusula  12 
que  los  gastos  que  originasen  las  diligencias  preliminares  de  la  división, 
la  escritura  de  ella,  separación  é  inventario  de  papeles  del  archivo  y 
demás  operaciones  consiguientes,  hasta  dejarlo  todo  ultimado,  se  cos¬ 
tearían  de  por  mitad,  ejecutándolo  todo  D.  Miguel  Gómez  Quintero, 
nombrado  por  ambas  partes:  en  la  13  que  este  convenio  produciría 
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Para  los  interesados  los  mismos  efectos  legales  que  si  fuese  escritura 
pública  desde  el  momento  en  que  fuera  ratificado  por  los  mismos;  y  en 
la  U  que  quedaban  completamente  autorizados  para  resolver  las  eludas 
que  pudieran  ocurrir  en  la  ejecución  del  convenio,  y  que  al  pie  de  este 
documento,  y  con  fecha  en  Sevilla  á  8  de  dicho  mes  de  Octubre,  fué 
aprobado  por  el  Marqués  de  Ariño  y  por  la  Condesa  de  Torrecuóllar: 

Resultando  que  ante  el  Notario  D.  Miguel  Gómez  Quintero  se  otor¬ 
gó  en  la  ciudad  de  Antequera  en  22  de  Julio  de  1881  por  D.  Juan  An¬ 
tonio  de  Torres,  como  apoderado  de  la  Condesa  viuda  de  los  Corvos,  y 
por  D.  Juan  Yañez  de  Barnuevo,  en  representación  de  su  padre  el  Mar¬ 
qués  de  Ariño,  la  escritura  de  división  de  los  bienes  vinculados  que  po¬ 
seyó  el  Conde  de  los  Corvos,  la  cual  ambos  otorgantes  aprobaron  ó  ra¬ 
tificaron,  obligando  á  sus  principales  á  estar  y  pasar  por  su  contenido 
en  todos  sus  extremos;»quedando  sometidos  al  fuero  de  aquella  ciudad 
de  Antequera  para  el  cumplimiento  de  cuanto  se  ocurriese  en  lo  suce¬ 
sivo,  á  cuyo  fin  obligaron  los  bienes  de  sus  poderdantes: 

Resultando  que  ante  el  mismo  Notario  D.  Miguel  Gómez  Quintero, 
y  en  28  de  dicho  mes  de  Julio  de  1881,  se  otorgó  por  D.  Juau  Antonio 
Torres,  como  apoderado  de  la  Condesa  viuda  de  los  Corvos,  la  escritura 
de  liquidación  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  formada  entre  los 
Condes  de  los  Corvos,  consignándose  en  ella  lo  que  pertenecía  á  la 
Condesa  por  sus  aportaciones  al  matrimonio,  gananciales  y  herencia: 

Resultando  que  la  partición  de  los  bienes  vinculados  que  el  Conde 
de  los  Corvos  poseía  en  Extremadura  entre  su  viuda  y  el  Marqués  de 
Camarena,  como  inmediato  sucesor,  fué  protocolizada  en  30  de  Julio 
de  1881  ante  el  Notario  de  Sevilla  D.  Ildefonso  Calderón,  concurriendo 
á  su  otorgamiento  el  Marqués  de  Camarena,  D.  Miguel  Gómez  Quinte¬ 
ro,  como  apoderado  de  la  Condesa  viuda  de  los  Corvos,  y  los  contado¬ 
res  y  partidores  nombrados  por  las  partes: 

Resultando  que  D.  Migubl  Gómez  Quintero  entabló  demanda  ante  el 
Juzgado  de  Antequera  en  14  de  Marzo  de  1883,  en  la  que,  ejercitando 
la  aeción  personal  que  le  asistía,  pidió  se  declarase  que  la  Condesa 
viuda  de  los  Corvos  y  el  Marqués  de  Ariño  venían  obligados  á  pagar 
por  mitad  al  demandante,  contador  y  partidor  nombrado  por  los  mis¬ 
mos  de  los  bienes  relictos  por  fallecimiento  del  Conde  de  los  Corvos, 
la  suma  de  33.159  pesetas  15  céntimos,  que  le  eran  en  deber  por  los 
conceptos  que  expresaba  la  cuenta  detallada  que  acompañaba  de  los 
gastos  de  división  de  los  vínculos,  y  en  particular  además  la  Condesa 
viuda  de  los  Corvos  la  cantidad  de  73.413  pesetas  que  adeudaba  por  los 
trabajas  mencionados  en  dicha  cuenta,  referentes  á  la  descripción  de 
los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  y  por  el  servicio  especial  y  de  ín¬ 
dole  reservadísimo  de  vital  interés  para  la  Condesa,  como  preliminar 
necesario  para  hacer  la  participación,  con  imposición  de  las  costas,  en 
la  proporción  debida,  alegando  que  la  competencia  de  aquel  Juzgado 
para  conocer  de  la  demanda  arrancaba  de  la  naturaleza  de  la  acción 
que  se  ejercitaba,  que  como  personal  le  era  aplicable  la  regla  Ia  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  novísima,  que  preceptuaba 
que  en  los  juicios  en  que  se  ejercitaran  acciones  personales  seria  Juez 
competente  el  del  lugar  donde  debiera  cumplirse  la  obligación,  y  á  fal¬ 
ta  de  éste  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  A 
elección  del  demandante:  que  D.  Miguel  Gómez  entendía  que  el  pago 
de  la  cuenta  que  reclamaba  debía  verificarse  en  el  mismo  punto  donde 
habitase,  hecho  la  partición  y  donde  estaba  protocolizada,  como  el  en 
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que  debía  cumplirse  la  obligación;  pero  aun  cuando  así  no  fuera,  am¬ 
parándose  en  el  texto  legal  citado,  optaba  por  aquella  localidad,  que 
fué  donde  se  otorgó  el  contrato  base  de  las  particiones  y  trabajos  pres¬ 
tados,  resultando  en  uno  y  otro  caso  que  aquel  Juzgado  era  el  único 
competente  para  entender  en  el  juicio  que  se  promovía: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  Condesa  de 
Torrecuéllar  y  al  Marqués  de  Ariño,  emplazados  reactivamente  en  la 
ciudad  de  Sevilla  y  en  la  villa  de  Osuna,  acudieron  al  Juzgado  del  dis 
trito  del  Salvador  de  aquella  ciudad,  al  que  correspondió  en  turno,  para 
que  requiriese  de  inhibición  al  Juzgado  de  Antequera,  toda  vez  que,  no 
habiéndose  presentado  documento  alguno  expresivo  del  lugar  en  que 
debiera  cumplirse  la  obligación  ó  deuda  que  se  suponía,  el  Juez  com¬ 
petente  era  el  del  domicilio  de  la  Condesa  de  Torrecuéllar  ó  del  Marqués 
de  Ariño;  y  que  con  su  escrito  acompañó  testimonio  de  la  partición  de 
los  bienes  vinculados  en  Extremadura,  certificado  de  ser  la  Condesa 
vecina  de  Sevilla  y  un  recibo  de  35.000  reales  firmado  en  Sevilla  por 
.  D.  Miguel  Gómez  Quintero  por  cuenta  de  los  trabajos  que  tenía  hechos 
por  su  parteen  las  divisiones  de  bienes  vinculados  y  libres,  cuya  can¬ 
tidad  aplicó  en  la  demanda  á  la  división  del  caudal  de  Extremadura: 

Resultando  que  oído  el  representante  del  Ministerio  fiscal,  que 
apoyó  el  requerimiento  de  inhibición  pretendido,  el  Juez  lo  acordó  así 
declarándose  competente  para  conocer  de  la  demanda,  porque  no  ex¬ 
presándose  en  el  convenio  que  servía  de  fundamento  á  la  demanda  el 
lugar  en  que  debían  cumplirse  las  obligaciones  que  por  él  hubieran 
contraído  los  demandados,  correspondía  conocer  de  ella  al  Juez  del  do¬ 
micilio  de  cualquiera  de  aquéllos  si  la  cantidad  que  se  reclamaba  era 
debida  mancomunada  ó  solidariamente,  y  en  todo  caso  al  del  domicilio 
de  la  demandada  en  cuanto  á  la  petición  de  la  suma  que  se  decía  deber 
aquélla  por  sí  sola:  que  dicho  convenio,  aunque  redactado  en  Anteque¬ 
ra,  sólo  adquirió  su  carácter  y  validez  según  la  cláusula  13  en  Sevilla, 
donde  se  perfeccionó  por  la  aprobación  de  los  demandados;  y  en  tal 
concepto,  aunque  el  demandante  eligiera  como  Juez  competente  el  del 
lugar  del  contrato,  resultaría  ser  el  mismo  del  domicilio  de  la  deman¬ 
dada  en  que  aquéllos  se  obligaron :  que  aun  suponiendo  el  lugar  del 
contrato  Antequera,  tampoco  era  competente  el  Juez  de  este  punto 
para  conocer  de  la  demanda,  pues  sería  necesario  que  la  citación  y  em¬ 
plazamiento  de  los  demandados  se  hubiese  verificado  en  aquella  locali¬ 
dad;  y  no  como  se  había  hecho  en  sus  respectivos  domicilios:  que  los 
servicios  cuyo  pago  reclamaba  el  demandante  no  eran  de  los  que  la  ley 
disponía  que  hubieran  de  cumplirse  necesariamente  en  lugar  determi¬ 
nado,  aunque  no  se  pactara  expresamente,  y  en  tal  concepto  no  podía 
admitirse  la  obligación  de  que  debieran  ser  pagados  en  el  mismo  pun¬ 
to  de  ejecución  de  los  trabajos:  que  recibida  por  el  demandante  en  el 
domicilio  del  demandado  una  suma  como  parte  de  pago  de  la  obligación 
reclamada,  había  venido  á  reconocer  tácitamente  dicho  domicilio  como 
lugar  en  que  debiera  cumplirse  en  todo  caso  el  convenio,  pudiendo  y 
debiendo  considerársele  por  este  hecho  sometido  á  la  jurisdicción  de 
aquella  ciudad,  según  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal;  y  que  no  habiéndose  pactado  donde  debía  cumplirse  la  obli¬ 
gación  de  que  se  trata,  siendo  aquella  ciudad  lugar  del  contrato  y  do¬ 
micilio  de  la  demandada,  y  habiéndole  reconocido  tácitamente  el  de¬ 
mandante  como  lugar  en  que  debiera  cumplirse  el  convenio,  era  evi¬ 
dente  que  el  Juez  de  Antequera  carecía  de  competencia  para  conocer 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  225 

de  la  demanda  sin  la  sumisión  expresa  ó  tácita  de  los  demandados: 

Resultando  que  el  Juez  de  Antequera,  oídos  el  demandante  y  el  Mi¬ 
nisterio  fiscal,  no  dió  lugar  á  la  inhibición,  declarándose  competente, 
porque  el  texto,  del  párrafo  segundo  de  la  regla  Ia  del  art.  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  referente  al  caso  en  que  se  dirija  la  demanda 
contra  dos  ó  más  personas  que  residan  en  pueblos  diferentes,  no  ex¬ 
cluye  ladocirina  del  párrafo  primero,  según  el  cual  es  competente  en 
primer  término,  para  conocimiento  de  los  juicios  en  que  se  ejerciten 
acciones  personales,  el  Juez  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obliga¬ 
ción,  que  según  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  debe  esti¬ 
marse  para  ello  aquél  que  los  contratantes  designen  expresa  ó  implícit 
tamente  en  el  caso  de  que  se  trata,  atendida  la  naturaleza  y  condicio¬ 
nes  de  la  obligación,  debía  entenderse  que  la  voluntad  de  aquéllos  fué 
Que  se  cumplieran  en  Antequera  las  que  contrajeron  en  el  convenio  de 
Io  de  Octubre  de  1880,  puesto  que  allí  se  habían  de  ejecutar  y  se  ha¬ 
bían  ejecutado  los  trabajos  cuyo  pago  reclamaba  el  demandante:  que  si 
bien  se  ejercitaban  simultáneamente  acciones  distintas,  fundadas  en 
distintos  título  y  causa  de  pedir  contra  dos  individuos,  el  hecho  era  que 
los  servicios  objeto  de  la  reclamación  se  prestaron  por  el  demandante 
en  Ante  quera,  y  por  la  tácita  en  ella  debía  recibir  el  precio  de  los  mis¬ 
mos  que  aun  prescindiendo  de  esto,  la  declaración  que  los  demandados 
hicieron  en  la  escritura  de  división  otorgada  ante  D.  Miguel  Gómez  de 
que  quedaban  sometidos  al  fuero  de  aquella  ciudad  para  el  cumpli¬ 
miento  de  cuanto  ocurriera  en  lo  sucesivo,  si  bien  pudiera  decirse  que 
rué  sólo  para  las  partes  contratantes,  no  podía  racionalmente  dejar  de 
atenderse  comprendida  en  ella  la  petición  del  demandante,  porque  los 
trabajos  particionales  habían  sido  hechos  por  él,  y  porque  no  se  esta¬ 
bleció  excepción  alguna;  y  que  apareciendo  que  D.  Miguel  Gómez  pres¬ 
tó  servicios  en  la  partición  de  los  bienes  de  Extremadura,  por  más  que 
fuera  ejecutada  por  otras  personas  distintas,  y  que  el  recibo  que  libró 
en  Sevilla  á  favor  de  la  Condesa  por  35.000  rs.  por  cuenta  de  los  tra¬ 
bajos  había  podido  aplicarse  sólo  á  la  partición  de  Extremadura,  era 
Por  tanto  inaplicable  la  doctrina  de  que  el  lugar  donde  debía  pedirse  el 
oumplimieuto  de  una  obligación  era  aquél  en  que  hab^a  empezado  á 
oumplirse: 

Resultando  q*ue  el  Juez  de  Sevilla  insistió  en  la  inhibición,  y  que 
on  su  virtud  uno  y  otro  han  elevado  las  actuaciones  á  este  Supremo 
Tribunal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  según  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
y  *u  regla  Ia,  fuera  de  los  casos  de  sumisióu  de  que  tratan  los  ai  líen¬ 
los  anteriores,  es  Juez  competente  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan 
acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación; 
y  que  conforme  á  la  jurisprudencia  establecida,  la  designación  de  este 
ugar  no  sólo  se  hace  expresamente,  sino  de  una  manera  tácita  cuando 
la  obligación  lleva  en  sí  la  condición  implícita  del  lugar  en  que  ha  de 
ser  cumplida: 

Considerando  que  con  arreglo  á  esta  ley  y  doctrina  y  en  mérito  á 
as  presentes  actuaciones,  la  ciudad  de  Antequera  es  el  lugar  del  cum¬ 
plimiento  de  la  obligación  personal  que  se  demanda  por  ser  una  con¬ 
dición  implícita  de  la  obligación  contraída,  debiendo  estimarse  así  por¬ 
que  allí  venía  prestando  sus  servicios  el  Notario  D.  Miguel  Gómez 
Vinatero  al  nombrarle  los  hoy  demandados  contador  y  partidor  de  los 
tomo  53  *  15 
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bienes  divisibles,  y  que  en  tal  concepto  de  Notario,  y  no  en  el  de  apo¬ 
derado  general  de  la  casa  de  la  demandada,  es  como  debía  atribuírsele 
los  conocimientos  especiales  necesarios  para  desempeñar  los  trabajos 
particionales  que  se  le  encomendaron: 

Considerando. que  si  bien  por  no  haberse  hecho  la  citación  y  empla¬ 
zamiento  en  Anteqnera  no  es  aplicable  ai  caso  la  regla  del  lugar  del 
contrato  en  aquella  ciudad,  como  quiera  que  ella  sea  el  lugar  de  la  es¬ 
tipulación  de  Io  de  Octubre  del  80,  no  obstante  haberse  ratificado  en- 
Sevilla,  esto  no  puede  menos  de  -confirmar  que  Antequera  es  el  lugar 
implícitamente  designado  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  im¬ 
puesta  allí  por  personas  de  otros  domicilios  al  Gómez  Quintero,  que  allí 
también  la  aceptó: 

Considerando  que  habiendo  éste  prestado  dichos  trabajos,  ó  por  lo 
menos  los  más  principales  en  Antequera,  y  ortogádose  ante  el  mismo 
]a  escritura  de  división  de  bienes  que  protocoló  en  su  Notaría,  debe  te¬ 
nerse  por  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación  el  de  aquella  ciudad 
con  doble  razón  si  se  atiende  á  que  en  ella  debía  verificarse  como  es  de 
costumbre  la  entrega  de  las  hijuelas  particionales,  que  es  el  término  de 
la  obligación  contraída  por  el  Notario;  y  que  por  lo  tanto  debe  enten¬ 
derse  que  en  aquel  lugar  que  devengódebe  serle  satisfecho  lo  devengado: 

Considerando  que  la  doctrina  de  que  en  el  lugar  donde  principia  á 
cumplirse  una  obligación  debe  realizarse  su  perfecto  cumplimiento  no 
es  más  que  una  fundada  inteligencia  del  lugar  donde  debe  cumplirse, 
pero  que  no  excluye  otra  más  clara  inteligencia,  sino  que  cede  á  la  que 
se  funda  en  datos  que  designen  dicho  lugar  con  mayor  precisión,  como 
lo  designan  los  antes  considerados: 

'Considerando  que  bajo  tal  supuesto,  y  aunque  la  cantidad  que  Gó¬ 
mez  Quintero  recibió  á  cuenta  en  Sevilla  debiera  aplicarse  á  saiisfacer 
la  obligación  cuyo  cumplimiento  demanda,  y  no  á  la  que  él  intenta 
aplicarla,  no  puede  aducirse  con  éxito  que  el  hecho  de  haberse  realiza¬ 
do  en  Sevilla  parte  del  pago  es  un  principio  de  cumplimiento  de  la 
obligación  de  satisfacerlo  que  deba  tener  allí  su  término  perfecto;  y  que 
además  esto  implicaría  una  sumisión  tácita  de  Gómez  Qui  ntero  al  Juz  ¬ 
gado  de  Sevilla,  la  cual,  estando  fuera  de  los  casos  expresos  en  la  ley, 
no  puede  tampoco  presumirse  por  nacer  de  un  acto  gue  deja  lugar  á 
grave  duda  acerca  de  cuál  sea  la  voluntad  del  demandante  á  someterse 
al  domicilio  de  la  demandada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  demanda  deducida  en  estos  autos  por  D.  Miguel  Gómez  Quintero 
corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Antequera,  á  quien  se  re¬ 
mitan  todas  las  actuaciones  á  los  efectos  de  derecho;  y  póngase  la  pre¬ 
sente  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  del  distrito  del  Sal¬ 
vador  de  Sevilla,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  parles  las  costas 
ocasionadas  en  este  Supremo  Tribunal.— (Sentencia  publicada  el  9  de 
Noviembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  20  del  mismo  mes  y  año.) 
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Recurso  «le  casación  en  la  forma  ( 10  de  Noviembre  de 
1883). — Sala  tercera.— Pago  de  cantidad. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Francisco  del  Río  con  Doña  Rita  Moreno  y  otra  (Audiencia 
de  las  Palmas),  y  se  resuelve: 

Io  Que  con  arreglo  al  art.  862  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  ca¬ 
to  3o,  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia 
cuando  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo  de  influencia  en  la  decisión 
del  pleito  con  posterioridad  al  término  concedido  para  proponer  la  prue¬ 
ba  en  primera  instancia ; 

Y  2o  Que  si  en  el  pleito  se  ha  ejercitado  la  acción  real  hipotecaria 
para  hacer  efectivo  el  crédito  en  la  finca  hipotecada  que  posee  el  de 
“Mandado-,  acreditada  que  ha  sido  la  insolvencia  del  deudor  principal, 
*o  es  de  influencia  en  íu  decisión  la  expresada  prueba  solicitada  que  no 
te  dirige  á  justificar  la  ineficacia  ó  caducidad  de  la  hipoteca ;  y  por  su 
denegación  no  se  incurre  en  el  quebrantamiento  de  forma  antes  expre¬ 
sado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas  de 
Gran  Canaria  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  do  su  territorio 
Por  Doña  Rita  Moreno  y  Campos  y  Doña  María  Agreda  Moreno  con 
D.  Francisco  del  Río  y  León,  propietario,  vecinas  ambas  partes  de  di¬ 
cha  ciudad  de  Las  Palmas,  sobre  pago  de  cantidad;pendiente  en  este 
Tiibunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma  interpuesto  por  el  demandado  D.  Francisco  del  Río, 
á  quien  ha  defendido  y  representado  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela 
y  el  Procurador  D.  José  Arana  y  Morayta,  habiendo  llevado  la  defensa 
y  representación  de  la  parte  recurrida  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero 
Ríos  y  el  Procurador  D.  Daniel  Doze: 

Resultando  que  por  escritura  de  18  de  Febrero  de  1845  el  Doctor 
D.  Antonio  López  Botas  se  obligó  á  pagar  á  D.  Vicente  Agreda  1.000 
pesos  corrientes  que  le  había  prestado  sin  premio  ni  interés  en  el  tér* 
mino  de  seis  años,  que  empezaban  i  correr  desde  aquella  fecha,  hipo¬ 
tecando  á  la  seguridad  de  la  deuda  un  cercado  situado  junto  á  la  por¬ 
tada  de  Triana  de  aquella  ciudad  de  Las  Palmas,  esquina  al  paseo  de 
San  Lázaro,  que  le  correspondía  por  herencia  de  su  difunto  padre,  ha¬ 
biéndose  tomado  razón  de  esta  escritura  en  la  Contaduría  de  hipo¬ 
tecas: 

Resultando  que  Doña  Rita  Moreno  de  Agreda  y  Doña  Milagros 
Agreda  y  Moreno,  viuda  é  hija  del  acreedor  D.  Vicente  de  Agreda,  en¬ 
taparon  demanda  en  5  de  Agosto  de  1878,  que  dirigían  contra  D.  An¬ 
tonio  López  Botas  y  contra  D.  Francisco  del  Río  y  León,  dueño  por  tí¬ 
tulo  smgularde  compraventa  de  la  finca  hipotecada  para  el  pago  de 
9-000  rs.,  resto  del  indicado  crédito,  con  las  costas,  para  lo  cual  ejerci¬ 
taban  la  acción  mixta  de  real  y  personal,  reservándose  utilizar  la  que 
competiera  al  objeto  de  obtener  el  pago  de  los  intereses  convenidos 
■Vencidos  y  no  satisfechos,  pidiendo  que  se  condenase  á  D.  Antonio  Ló¬ 
pez  Botas  al  pago  de  la  indicada  suma  y  costas,  y  que  si  no  lo  hiciese, 
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se  verificara  con  el  producto  de  la  finca  hipotecada  que  poseía  D.  Fran¬ 
cisco  del  Río  y  León,  para  lo  cual  se  embargase  y  vendiese: 

Resultando  que  D.  Antonio  López  Botas  impugnó  la  demanda  fon¬ 
dado  en  nuevos  convenios  celebrados  con  el  acreedor;  y  D.  Francisco 
del  Río  y  León  la  impugnó  también  por  no  haber  llegado  aún  la  oca¬ 
sión  de  dirigirse  contra  él  como  tercer  poseedor  de  la  finca  hipotecada: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  19  de  Julio  de  1880.  que  fué 
consentida  por  las  partes,  condenando  á  D.  Antonio  López  Botas  al  pa¬ 
go,  dentro  del  término  de  tercero  día,  de  la  cantidad  demandada,  ab¬ 
solviendo  de  la  demanda  á  D.  Francisco  del  Rio  y  León,  porque  hasta 
que  no  quedase  acreditada  en  forma  legal  la  insolvencia  del  deudor 
López  Botas,  no  podía,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  14,  tít.  13 
de  la  Partida  5a,  que  no  había  sido  modificada,  procederse  contra  el 
que  resultase  ser  tenedor  de  la  cosa  empeñada: 

Resultando  que  requerido  de  pago  López  Botas,  contestó  que  no 
poseía  bienes  ni  metálico  de  ninguna  clase,  siendo  muy  poco  lo  que 
por  honorarios  como  Letrado  devengaba,  habiéndose  puesto  testimo¬ 
nio  de  hallarse  embargados  á  instancia  de  D.  Ricardo  Aivar^z  y  Torres: 

Resultando  que  requerido  D.  Francisco  del  Río,  A  instancia  de  los 
demandantes,  para  que  manifestara  si  estaba  dispuesto  á  pagar  antes 
de  entrar  en  un  nuevo  litigio,  contestó  que  estaba  absuelto  de  la  de¬ 
manda  y  que  tenia  perfecto  derecho  á  que  no  se  le  obligara  á  figurar 
en  ningún  sentido  sobre  cumplimiento  del  fallo  condenatorio:- 

Resultando  que  en  su  virtud  Doña  Rita  Moreno  y  Doña  MilagrosAgre- 
da'dedujeron  en  2 i  de  Junio  de  1881  la  demanda  objeto  de  esVe  juicio, 
para  que  mediante  á  la  insolvencia  de  D.  Antonio  López  Botas  se  le  con¬ 
denase  al  pago  de  los  9.000  reales,  resto  de  la  deuda  principal  de  371 
pesetas  y  75  céntimos,  importe  de  las  costas  causadas  en  la  ejecución 
de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  anterior  y  los  intereses  legales  de 
ambas  sumas  con  las  costas,  cuyas  responsabilidades  se  harían  efecti¬ 
vas  en  la  finca  hipotecada: 

Resultando  que  D.  Francisco  del  Río  y  León  impugnó  la  demanda 
oponiendo  la  excepción  de  cosa  juzgada,  y  alegando  además  que  no  es¬ 
taba  obligado  á  pagar  mientras  no  constase  justificada  la  insolvencia  de 
López  Botas,  justificación  que  no  se  había  verificado: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  suministrada  por  una 
y  otra  parte,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  1 1  de  Fe¬ 
brero  de  1882,  condenando  á  D.  Francisco  del  Río  á  pagar  A  los  deman¬ 
dantes  Doña  Rita  Moreno  y  Doña  Milagros  Agreda  9.000  rs.  vn.  en  el 
término  de  10  días,  resto  de  la  deuda  contiaída  por  D.  Antonio  López 
Botas,  y  al  de  371  pesetas  75  céntimos  como  cosías  cansadas  en  la  eje¬ 
cución  de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  que  dich  s  demandantes  pio- 
movieron  contra  López  Botas,  y  D.  Francisco  del  Río.  al  de  los  intere¬ 
ses  de  ambas  sumas  al  6  por  100  desde  el  día  en  que  se  inteipuso  la  de¬ 
manda  y  al  pago  de  las  costas  de  este  pleito.-cuyas  responsabilidades 
deberían  hacerse  efectivas  en  la  finca  hipotecada  al  efecto  por  D.  An¬ 
tonio  López  B  itas  en  escritura  de  17  de  Febrero  de  1815,  estableciendo 
como  principal  fundamento  del  fallo  que  D.  Antonio  López  Bolas  era 
insolvente: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Las  Palmas 
por  virtud  de  la  apelación  que  D.  Francisco  del  Río  interpuso  al  ins¬ 
truirse  de  ellos,  solicitó  que  se  recibiera  el  incidente  á  prueba  parajus 
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tificar  el  hecho  nuevo  ocurrido  con  posterioridad  al  término  de  aguélia 
fin  primera  instancia  de  haber  sido  nombrado  D.  Antonio  López  Botas 
FiscaHel  Tribunal  de  Cuentas  de  la  isla  de  Cuba,  donde  se  hallaba  des¬ 
empeñándolo.  y  cuyo  hecho  era  de  influencia  en  el  pleito,  puesto  que 
el  extremo  de  si  aquél  era  insolvente  había  sido  objeto  de  la  demanda, 
de  jas  excepciones  y  de  la  prueba,  proponiendo  como  única  que  se  di 
rigiera  oficio  al  Tribunal  de  Cuentas  de  aquella  isla  para  que  se  remi¬ 
tiera  certificación  del  Real  decreto  de  nombramiento,  toma  de  posesión 
y  de  continuar  desempeñándolo,  otorgándose  para  ello  el  término  ex¬ 
traordinario: 

Resultando  que  las  demandantes  al  instruirse  de  los  autos  im¬ 
pugnaron  esta  pretensión,  va  porque  la  justificación  del  hecho  podía 
encontrarse  en  las  Gacetas  oficiales  del  Gobierno,  ya  porque  no  era  de 
influencia  en  el  juicio  puesto  que  cuando  se  entabló  la  demanda  no  te¬ 
nia  López  Botas  tal  destino,  y  no  existía  ley  alguna  que  obligase  á  las 
demandantes,  que  contaban  con  una  hipoteca  á  su  favor,  á  perseguir 
bienes  futuros  y  esperanzas  y  sueldos  que  sólo  podían  intervenirse  en 
una  porción  determinada: 

Resultando  que  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas 
declaró  por  auto  de  20  de  Setiembre  de  1882  no  haber  lugar  al  recibí  - 
Aliento  á  prueba  que  se  solicitaba,  y  suplicada  por  D.  Francisco  del 
Río  fué  desestimada  la  súplica  y  confirmado  aquél  por  otro  de  4  de  Oc¬ 
tubre:  < 

Resultando  que  continuada  la  suStanciación  de  los  autos,  dictó  sen  * 
tencia  la  Sala  susodicha  en  21  de  Noviembre  de  1882  confirmando  con 
‘as  costas  la  sentencia  apelada: 

Resultando  que  acreditado  el  depósito  de  500  pesetas,  interpuso  Don 
Francisco  del  Río  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
flue  fundó  en  ei  caso  3o  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
Por  haber  sido  negada  la  prueba  propuesta  en  la  segunda  instancia  sin 
embargo  de  ser  procedente;  y  por  un  otrosí  protestó  interponer  en  su 
Caso  y  lugar  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Visto,  siendo  Poneqte  el  Magistrado  D.  Juan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  862  de  la  ley  de  Enjuiciamien¬ 
to  civil,  caso  3o,  podrá  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segun¬ 
da  instancia  cuando  hubiere  ocurrido  algún  hecho  nuevo  de  influencia 
en  la  decisión  del  pleito  con  posterioridad  al  término  concedido  para 
Proponer  la  prueba  en  primera  instancia: 

Considerando  que  en  el  pleito  se  ejercita  la  acción  real  hipotecaria 
Para  hacer  efectivo  el  indicado  crédito  en  la  finca  hipotecada  que  po¬ 
see  D.  Francisco  del  Rio  y  León,  acreditada  que  ha  si  lo  la  insolvencia 
del  deudor  principal  D.  Antonio  López  Botas;  y  que  en  su  virtud  no  es 
de  influencia  en  su  decisión  la  expresada  prueba  solicitada  por  el  re¬ 
currente,  que  no  se  dirige  á  justificar  la  ineficacia  ó  caducidad  de  la  hi¬ 
poteca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
francisco  del  Río  y  León,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y 
Pérdida  del  depósito  de  500  pesetas  que  ha  constituido,  que  se  distri¬ 
buirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  eutréguense  los  autos  á  la  parte  reca¬ 
lente  para  que  en  el  término  preciso  de  20  días  formalice  el  recurso  de 
casación  que  tiene  preparado  respecto  al  fondo. — (Sentencia  publicada 
c' 10  de  Noviemdre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  17  de  Enero’ de 
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IKecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (12  de  No- 
vimbre  de  1 883). — Sala  primera.— Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Félix  González  Salas  con  D.  Bernardo  García  (Au¬ 
diencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

t°  Que  no  es  atendible  el  motivo  de  casación  fundado  en  la  infrac¬ 
ción  del  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  no  tiene  mis  fun¬ 
damento  que  el  criterio  del  recurrente  sobre  ti  resultado  de  las  prue¬ 
bas,  desconociendo  que  á  la  Sala  sentenciadora  compete  determinarlo  y 
que  contra  su  apreciación  no  puede  irse  sin  demostrar  que  al  hacerlo 
ha  infringido  ley  ó  doctrina  legal ; 

Y  2°  Que  la  locución  que  emplea  la  Sala  sentenciadora  relativa  i 
no  haber  probado  el  demandante  haber  llegado  al  estado  de  pobreta ,  y 
por  consiguiente  sin  lugar  á  la  defensa  que  como  pobre  solieitabax 
responde  al  principio  de  que  lodo  litigante  se  considera  rico  mientras 
'  no  pruebe  lo  contrario,  y  no  existe  por  tanto  incongruencia  en  lo  pedi¬ 
do  y  juzgado,  ni  infracción  de  la  ley  16,  til.  22,  Partida  31,  y  art.  191 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Be¬ 
lén  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  mismo  territorio  por  D.  Félix  González  Salas  con  D.  Bernardo  Gar¬ 
cía  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre;  autos  que  penden  an¬ 
te  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  ínter  - 
nuesto  á  nombre  de  González  Salas  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doze, 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  Pedregal  y  Cañedo: 

Resultando  que  deducida  demanda  por  D.  Bernardo  García  Pasal 
contra  D.  Félix  González  Sa'as  sobre  rendición  de  cuentas,  éste  pro¬ 
movió  incidente  para  que  se  le  defendiera  en  concepto  de  pobre,  fun  - 
dado  en  que  carecía  de  toda  clase  de  bienes  y*rentas,  viviendo  del  pro¬ 
ducto  de  su  trabajo  personal  .como  dependiente  de  comercio  con  un 
sueldo  que  no  alcanza  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  ciudad  de  la 
Habana: 

Resultando  que  formada  pieza  separada  y  conferido  traslado  á  Don 
Bernardo  García,  le  evacuó  oponiéndose  á  la  pretensión  deducida  por 
González  Salas,  y  expuso  al  efecto  que  cuando  fué  citado  á  conciliación 
por  el  García  era  dueño  absoluto  del  establecimiento  de  ropas  titula¬ 
do  la  Perla  de  Cuba,  el  cual  vendió  posteriormente  al  día  del  juicio  á 
un  hermano;  que  sin  embargo,  después  de  ello  había  procedido  como 
dueño  comprando  en  los  almacenes  ropas  para  dicho  establecimiento; 

3 ue  usaba  siempre  reloj  y  leontina  de  oro,  sortijas  de  brillantes:  sien- 
o  reputado  por  todo  el  vecindario  como  un  hombre  rico  y  dueño  del 
mencionado  establecimiento  que  valia  más  de  20.000  pesos,  por  lo  que 
González  Salas  no  estaba  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  de  ios 
artículos  182  y  184  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  después  de  oído  el  Promotor  fiscal  se  recibió  el  in¬ 
cidente  á  prueba,  y  practicadas  las  que  las  partes  propusieron  por  me¬ 
dio  de  posiciones,  documentos  y  testigos,  el  Juez  de  primera  instancia 
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dictó  sentencia,  de  la  que  interpuso  apelación  D.  Bernardo  García;  y 
euslanciada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia,  por  laque 
pronunció  en  6  de  Diciembre  de  1882,  revocando  la  apelada,  declaró 
que  d.  Félix  González  Salas  no  ha  probado  haber  llegado  á  estada  de 
Pobreza,  y  por  consiguiente  sin  lugar  á  la  defensa  que  como  pobre  so  - 
licitaba,  condenándole  al  reintegro  del  papel  que  ha  usado  y  en  las 
costas  del  incidente: 

Resultando  que  D.  Félix  González  Salas  interpuso  recurso  de  casa  • 
ción  por  conceptuar  infringidos: 

Io  El  art.  182,  oso  2o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que 
resulta  que  el  recurrente  vive  de  su  salario,  que  no  excede  del  doble 
jornal  de  un  bracero  en  la  Habana,  y  sin  embargo  le  deniega  el  benefi¬ 
cio  de  pobreza  para  litigar: 

2o  La  ley  16,  tit.  2°,  Partida  3a,  según  el  cual  «non  debe  valer  el 
juicio  (] ue  da  el  juzgador  s  >bre  una  cosa  que  non  fué  demandada  ante 
él,»  porque  se  declara  que  el  recurrente  no  justificó  haber  llegado  á 
estado  de  pobreza  y  no  fueron  estos  los  términos  en  que  la  contienda 
»e  planteó,  sino  que  des  :e  el  principio  solicitó  audiencia  por  pobre  y 
basta  que  haya  justificado,  como  probó,  que  está  comprendido  en  el 
caso  2°  del  art.  182  y  resultaba  igualmente  infringido  el  art.  191  de  la 
referida  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  no  es  atendible  el  primer  motivo,  puesto  que  no 
tiene  más  fundamento  que  el  criterio  del  recurrente  sobre  el  resultado 
de  las  pru  bas,  desconociendo  que  á  la  Sala  sentenciadora  compete  de¬ 
terminarlo  y  que  contra  su  apreciación  no  puede  irse  sin  demostrar 
que  al  hacerlo  ha  infringido  ley  ó  doctrina  legal: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  16,  tít.  22,  Partí  - 
da  3a,  y  el  art.  19!  de  la  ley  de-  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  citados 
en  el  segundo  motivo,  porque  la  locución  que  emplea  la  Sala  senten¬ 
ciadora  para  declarar  que  el  recurrente  no  ha  justificado  hallarse  en  la 
dase  de  pobre  responde  al  principio  de  que  todo  litigante  se  considera 
r¡co  mientras  no  pruebe  lo  contrario,  y  no  existe  por  tanto  incon - 
gruencia  en  lo  pedido  y  lo  juzgado; 

Fallamos  que  debemossleclarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Félix  Gon¬ 
zález  Salas,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspon¬ 
diente  certificación  á  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  devolución  del 
apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  12  de  Noviembre  de  1883,  é 
inserta  en  la  Gacela  de  21  de  Enero  de  1884.) 
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Itecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (12  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  tercera. — Pago  de  cantidad. — No  se  admite 
el  interpuesto  por  D.  Félix  Feliú  con  D.  Darío  González  de  la  Peña 
(Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

1°  Que  según  se  dispone  en  el  caso  3°  del  art.  44,  en  relación  con  lo 
prevenido  en  el  núm.  Io,  art  5”  de  la  ley  de  casación  y  revisión  para 
las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico ,  no  habrá  lugar  i  la  admisión 
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del  recurso  de  casación,  cuando  la  sentencio,  recurrida  no  tenga  el  con¬ 
cepto  de  definitiva ,  cuyo  concepto  revisten  las  que  recayendo  sobre  un 
incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito ,  haciendo  imposible  su 
continuación ; 

Y  2o  Que  no  tiene  carácter  de  sentencia  definitiva  el  auto  que  resuel¬ 
ve  en  conformidad  á  lo  declarado  anteriormente  quién  es  el  verdadero 
demandado,  pues  lejos  de  poner  término  al  pleito ,  permite  que  siga  sus¬ 
tanciándose  en  ambas  instancia  hasta  que  recaiga  sentencia  definitiva. 

Resultando  que  deducida  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  ins¬ 
tancia  del  distrito  de  Belén  de  la  ciudad  de  la  Habana  por  D.  Darío 
González  de  la  Pf  ña  contra  D.  Fructuoso  Romaguera,  como  apoderado 
general  de  D.  Félix  Feüti  sobre  cobro  de  pesos,  después  de  haber  du¬ 
plicado  el  Romaguera  se  presentó  el  Procurador  D.  Pascual  Rodríguez 
con  poder  de  D.  Félix  Feliú,  que  le  fué  otorgado  por  D.  José  Feliú, 
con  el  carácter  de  apoderado  general  de  dicho  D.  Félix,  su  hermano, 
pretendiendo  que  se  le  tuviera  por  parte  á  nombre  del  D.  Félix  y  que 
se  le  comunicara  traslado  de  la  demanda  para  contestarla,  á  fin  de' que 
se  sustanciara  con  la  debida  audiencia  é  instrucción  de  su  parte,  contra 
la  cual  realmente  se  había  interpuesto: 

Resultando  que  por  auto  de  16  de  Mayo  de  1882  se  hubo  por  parte 
al  Procurador  Rodríguez  en  nombre  de  D.  Félix  Feliü,  mandando  se 
entendieran  con  él  las  sucesivas  diligencias  ó  trámites  ulteriores  del 
juicio  y  que  cesara  la  representación  de  D.  Fructuoso  Romaguera;  y 
por  otro  proveído  de  22  del  mismo  mes  se  dejó  sin  efecto  el  del  16,  de¬ 
clarando  que  el  demandado  no  podía  ser  otro  que  el  Romaguera,  y  que 
se  devolvieran  al  Procurador  Rodríguez  los  escritos  presentados:  que 
admitida  la  apelación  que  el  procurador  Rodríguez  interpuso  á  nombre 
de  D.  Félix  Feliú,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  por 
sentencia  de  6  de  Marzo  último,  declaró  repuesto  y  sin  efecto  el  auto 
de  16  de  Mayo  del  año  anterior,  declarando  igualmente  no  haber  lugar 
á  tener  por  parte  al  Procurador  D.  Pascual  Rodríguez  á  nombre  de 
D.  Félix  Feliú,  confirmando  en  lo  conforme,  y  en  lo  que  no  revocando 
el  auto  apelado  de  22  de  Mayo  referido: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Félix  Feliú  se  interpuso  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  por  conceptuar  haberlo  sido  vari*s  dis¬ 
posiciones  legales  que  citó;  y  oído  el  Sr.  Fiscal,  se  opuso  á  la  admisión 
del  recurso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Antonio  María  de  Prida: 

Considerando  que  según  se  dispone  en  el  caso  3o  del  art.  44,  en  re¬ 
lación  con  lo  prevenido  en  el  núm.  Io,  art.  5o  de  la  ley  de  casación  y 
revisión  para  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  no  habrá  lugar  á 
la  admisión  del  recurso  de  casación  cuando  la  sentencia  recurrida  no 
tenga  el  concepto  de  definitiva,  cuyo  concepto  revisten  las  que  reca¬ 
yendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación: 

Considerando  que  no  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva  el 
auto  recurrido,  puesto  que  al  resolver  ésta  en  conformidad  á  lo  decla¬ 
rado  anteriormente  en  el  pleito  que  el  demandado  sea  Romaguera  como 
apoderado  de  Feliú,  y  no  el  hermano  de  éste  que  con  el  propio  carácter 
pretende  serlo,  lejos  de  poner  término  á  dicho  pleito,  permite  que  siga 
sustanciándose  en  ambas  instancias  hasta  que  recaiga  sentencia  de¬ 
finitiva; 

No  há  lugar  con  las  costas  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
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infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  D.  Félix  Felirt:  comuniqúese 
68te  auto  á  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  forma 
acostumbrada;  y  publíquese  en  la  Gacela  de  Madrid  y  en  la  oficial  de 
aquella  ciudad,  insertándose  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa , 
Para  lo  que  se  pasen  las  opoitunas  copias. — (Sentencia  publicada  el  12 
de  Noviembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (13  de  Noviembre,  ¿H883). — Salaprime- 
ra. — Nulidad  de  contratos  y  dimisión  de  fincas. — Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  Doña  Josefa  Bassa  y  Pedrals  con  D.  Tomás  Nualart  y  otros 
(Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

1*‘  Que  si  las  palabras  de  la  cláusula  del  testamento  revelan  claramen¬ 
te  el  propósito  del  testador  de  constituir  un  fideicomiso  familiar  tem¬ 
poral  que  se  reconoció  en  dos  sentencias  firmes ;  no  es  obstáculo  para 
estimar  establecida  dicha  institución  fideicomisaria  la  circunstancia  de 
que  no  se  prohibiese  expresamente  enajenar  los  bienes  i  porque  en  la  le¬ 
gislación  especial  de  Cataluña  no  hay  precepto  terminante  que  exija'se 
consigne  tal  prohibición ,  y  porque  sin  la  obligación  necesaria  é  inelu¬ 
dible  de  conservar  los  bienes  no  podría  cumplirse  la  voluntad  del  testa¬ 
dor  de  que  á  la  muerte  de  su  hijo  pasasen  aquéllos  á  sus  nietos  por  el 
orden  con  que  los  llamaba  hasta  la  cuarta  generación: 

2o  Que  si  bien  con  arreglo  al  Usatge  Orones  causas,  til.  2o,  libro  7o, 
volumen  Io  de  las  Constituciones  de  Cataluña ,  y  i  la  jurisprudencia 
tentada,  de  acuerdo  con  él  por  el  Tribunal  Supremo,  las  acciones  pres¬ 
criben  á  los  30  años,  sin  distinción  de  que  sea  buena  ó  sea  mala  la  ra¬ 
tón,  causa  ó  motivo  de  la  posesión;  esta  doctrina  no  es  aplicable  al  caso , 
flo  sólo  por  el  carácter  de  no  enajenables  que  temporalmente  tenían  los 
bienes ,  y  que  mientras  lo  conservasen  los  hacia  imprescriptibles .  sino 
porque  la  prescripción  no  puede  alegarse  contra  la  persona  cuyo  dere¬ 
cho  no  ha  nacido  ó  qve  está  impedida  de  ejecutarlo ; 

Y  3o  Que  por  lo  tanto  la  sentencia  al  absolver  de  la  demanda  fun¬ 
dándose  en  la  no  existencia  del  fideicomiso  y  en  Va  prescripción ,  infrin¬ 
ge  la  Novela  159  de  Justiniano  vigente  en  Cataluña,  la  doctrina  legal 
admitida  por  los  Tribunales  de  que  la  voluntad  del  testador  es  la  pri¬ 
mera  ley  en  materia  de  testamentos ,  de  acuerdo  con  lo  que  ordena  la 
ley  5a,  tit.  33,  Partida  7a  y  el  principio  de  derecho  contra  non  valentem 
agere,  non  currit  praescriptio. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  13  de  Noviembre  de  4883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Jose¬ 
fa  Bassa  y  Pedrals  consorte  de  D.  Enrique  Riera  y  Bouxó,  propietarios 
vecinos  de  la  Garriga,'con  D.  Tomás  Nualart  y  Bosch  de  Nualart,  Don 
Joaquín  Posant  y  Argemir,  semolero,  D.  José  S*lvany  y  Cot,  labrador, 
O.  Salvador  Miguel  y  Vivur,  labrador,  Doña  María  Rovira  de  Fradera, 

Andrés  Mateu  y  Seguí,  propietario,  D.  Segnismundo  Biancbart  y 
Gotanegra,  labrador,  D.  Buenaventura  Gotanegra  y  Plá,  labrador,  ve¬ 
cinos  todos  do  la  Garriga,  y  D.  José  Ginés  y  Viver,  labrador  y  vecino 
d®  la  Ametlla,  sobre  nulidad  y  rescisión  de  varios  contratos  y  dimisión 
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de  finca;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  4  nombre  de  Doña  Josefa  B  issa  por  el 
Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
Enrique  Roger;  sostenido  después  por  el  Licenciado  D.  Gristino  Marios 
habiendo  representado  y  defendido  á  D.  Tomás  Nualart  y  litis  socios  el 
Procurador  D.  Patricio  García  Alcañiz  y  el  Doctor  D.  Enrique  García 
Alonso: 

Resultando  que  en  18  de  Enero  de  1759  D.  Esteban  Illa  y  Angelet 
otorgó  testamento  bajo  del  que  falleció  en  25  del  mismo  mes,  y  que 
fué  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Granollers  el  15  de  Di¬ 
ciembre  de  1865,  estableciendo,  entre  otras  cláusulas,  la  siguiente:  «To¬ 
dos  los  demás  bienes  míos  muebles  é  inmuebles,  habidos  y  por  haber, 
voces,  derechos,  acciones  mías  en  cualquier  parte  del  mundo  que  estén 
y  á  mí  pertenezcan  y  portenecer  puedan  ahora  y  en  lo  sucesivo  por 
cualquier  causa  ó  razones,  dejo  y  otorgo,  y  á  mi  heredero  universal 
hago  é  instituyo  á  Esteban  Illa,  otro  hijo  mío,  hijo  primogénito  y  de 
dicha  Margarita  Comuns,  y  por  muerte  de  él  á  sus  hijos  é  hijas  no 
todos  juntos,  sino  el  uno  después  del  otro  hasta  la  cuarta  generación, 
queriendo  que  precedan  los  varones  á  las  hembras,  y  los  mayores  i 
los  menores,  guardando  entre  ellos  orden  de  primogenitura.  Y  si  di¬ 
cho  Esteban  Illa’  mi  hijo,  no  quisiese  ó  no  pudiese,  pero  fuese  mi  he¬ 
redero,  pero  muriese  en  cualquiera  ocasión  sin  hijos  ni  hijas  de  carnal 
matrimonio  procreados,  ó  no  llegare  él  ó  sus  hijos  á  la  edad  perfecta 
de  hacer  testamento,  en  este  sustituyo,  y  heredero  mío  universal 
hago  á  Jaime,  otro  hijo  mío,  del  mismo  modo  que  tengo  dicho  de  Este¬ 
ban;  y  si  dicho  Jaime,  mi  hijo,  muere  sin  hijos,  sustituyo  á  María,  hija 
mía,  del  mismo  modo  que  tengo  dispuesto  del  Jaime,  y  si  dicha  María, 
mi  hija,  muere  sin  hijos,  á  ella  sustituyo  á  Rosa,  mi  otra  hija,  del  mis¬ 
mo  modo  que  tengo  dicho  de  María:» 

Resultando  que  fallecido  el  testador,  como  se  ha  dicho,  á  los  pocos 
días  de  haber  otorgado  el  anterior  testamento,  se  hizo  inventario  en 
13  de  Enero  de  1769,  en  el  que  estaba  comprendido  el  Mar, so  Illa,  cuyo 
inventario,  de  conformidad  con  la  Real  pragmática  de  1768.  sé  tomó 
razón  en  la  ciudad  de  Mataró  en  el  Oficio  de  Hipoteqas  el  27  de  dicho 
mes  de  Enero: 

Resultando  que  D.  Esteban  Illa  Ponsich,  hijo  primogénito  de  aquel 
testador,  por  su  testamento  de  16  de  Setiembre  de  1831  instituyó  por 
heredera  universal  á  su  hija  R  sa  Illa  y  Busquet;  que  casada  ésta  con 
Juan  Bassa  de  la  Val  y  Viver,  otorgaron  capitulaciones  matrimoniales 
en  8  de  Febrero  de  1832,  por  las  que  con  motivo  del  matrimonio  de  su 
hijo  Esteban  Bassa  é  Illa  con  Margarita  Podráis  y  Olivera,  hicieron  do¬ 
nación  y  heredamiento  universal  de  todos  sus  bienes  en  favor  de  dicho 
Esteban,  capitulaciones  registradas  en  el  Oficio  de  Granollers  el  25  de 
Febrero  de  1832;  que  de  este  matrimonio  nació  en  183-1  Josefa  Bassa  y 
Pedíais,  la  que  casó  con  Enrique  Riera  y  Buzó,  esti pulánd  -se  en  las 
capitulaciones  otorgadas  por  contemplación  de  este  casamiento  en  27 
de  Julio  de  1853,  donación  y  heredamiento  entre  vivos  de  los  bienes 
presentes  y  futuros  de  los  padres  de  la  Josefa  en  favor  de  ésta;  y  á  tí¬ 
tulo  de  esta  donación  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  I*  de 
Junio  de  1 864  la  casa  de  campo  denominada  Manso  Illa,  con  todas  sus 
dependencias  y  tierras  á  ella  unidas: 

Resultando  que  Rosa  Illa  y  su  hijo  Esteban  Bassa  hicieron  enajenacio- 
nés  á  caita  de  gracia  de  terrenos  y  censos  de  pertenencia  del  Manso  Illa  ¿ 
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Joaquín  Pagán  en  5  de  Agosto  de  1849,  á  Esteban  Galvany  y  Garrí  en  7 
de  Diciembre  de  <849,  i  P,iblo  Galvany  en  <8  de  Noviembre  de  1851  y 
en  24  de  Octubre  de  <852  á  Jaime  Rovira,  en  20  de  Setiembre  de  <852 
A  D.  Juan  Viver,  en  <8  de  Noviembre  de  <851  á  Ginés  Viver,  en  <4  de 
Noviembre  de  <851  á  Esteban  Nualart,  en  26  de  Febrero  de  <830  adi¬ 
cionada  en  3<  de  Enero  de  <843,  y  en  24  de  Marzo  de  <844  y  en  3»  de 
Marzo  de  <846,  á  Andrés  Maiéu  en  29  de  Noviembre  de  <843,  á  Josó 
Acisclo  Soler  en  5  de  Marzo  de  <818,  á  Segismundo  y  Simón  Blanchart 
*R  26  de  Enero  y  26  de  Febrero  de  1839;  además  firmaron  concesiones 
enfitéuticas  en  favor  de  Ramón  Gotanegra,  Jaime  Rovira,  Simón  Blan¬ 
chart  y  Esteban  Nualart  en  8  de  Octubre  de  <839,  <5  de  Setiembre  de 
<852,  27  de  Enero  de  <843  y  9  de  Junio  de  <838,  siendo  todos  dichos 
contratos  respectivamente  registrados  en  el  Oficio  de  Hipotecas  en  el 
m>3mo  año  de  su  otorgamiento: 

Resultando  qne  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollersse 
promovieron  autos  por  Doña  Rita  y  D.  Pedro  Pe  lrals  en  calidad  de 
abuela  materna  y  tío  de  la  impúber  Josefa  Bassa  y  Pedrals  contra  Rosa 
Jbssa  é  Illa  para  que  se  declarase  á  dicha  impúber  llamada  á  la  sucesión 
del  patrimonio  de  Illa  después  de  su  padre  y  abuela  paterna  Esteban 
Bassa  y  Rosa  é  Illa<en  virtud  de  la  sustitución  fideicomisaria  ordenada 
Por  su  tercer  abuelo  en  su  testamento  de  <8  de  Enero  de  <759,  y  por 
sentencia  de  28  de  Julio  de  <840  se  declaró  que  la  Josefa  Bassa  estaba 
comprendida  en  la  indicada  sustitución  fideicomisaria,  no  se  accedió  al 
’  secuestro  general  de  los  bienes  del  patrimonio  Illa,  pero  sí  á  ratificar  el 
Rombramieuto  de  interventor  en  sn  administración  hecho  á  D.  Pedro 
Pedrals;  que  en  otros  antos  promovidos  por  Jósé  Molins  y  Francisco 
Carberá  en  28  de  Octubre  de  <871  contra  Enrique  Riera  y  Josefa  Bissa 
sobre  pago  de  ciertos  derechos  legitimarios  fueron  absueltos  los  de¬ 
mandados,  consignándose  en  uno  de  sus  considerandos  que  el  Manso 
Illa  no  podía  dividirse  á  la  muerte  de  Rosa  Illa,  sino  que  lo  llevó  íntegro 
su  hijo  Esteban  Bissa  con  el  mismo  gravamen  de  restitución  que  lo 
había  recibido  para  el  caso  de  su  muerte  en  favor  de  su  hija  primogé- 
Rita  Josefa  Bassa  y  Pedrals: 

Resultando  que  en  2  de  Agosto  de  <879  dedujo  demanda  Doña 
Josefa  Bassa,  consorte  de  D.  Enrique  Riera,  fundada  en  ser  la  heredera 
hltima  sucesora  libre  en  el  fideicomiso  creado  por  Esteban  Illa  y  Ange¬ 
la  en  su  testamento  de  <8  de  Enero  de  <759,  y  solicitó  contra  Joaquín 
Pasant,  José  Galvany,  Salvadora  Miguel,  Ma  ú  Rovira,  Rosa  Bosch  y 
8u  hijo  Tomás  Nualart,  como  usufructuario  y  heredero  respectivo  de 
*u  antecesor  Esteban  Nualart,  Andrés  Matéu,  Segismundo  Blanchart, 
Buenaventura  Gotanegra  y  Ginés  Gisbán,  que  se  declarasen  nulos  y 
sin  efecto  ó  rescindidos  los  contratos  que  á  favor  de  los  mismos  ó  sus 
Causantes  les  firmaron  Rosa  Illa  y  Esteban  Bassa  de  fincas  y  derechos 
reales  de  pertenencias  del  Manso  Illa,  y  se  les  condenase  á  admitirlos  y 
entregarlos  á  Josefa  Bassa,  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir 
rlesde  el  fallecimiento  de  Esteban  Bhsss,  cancelándose  las  inscripciones 
actuales  en  el  Registro  de  !a  propiedad  para  que  pudieran  tener  efecto 
£  favor  de  la  demandante,  con  las  costas;  al  efecto  expuso,  después  de 
nacer  mérito  del  testamento  otorgado  por  Esteban  Illa  y  Arigelet,  que 
,a  cláusula  de  institución  era  la  manifestación  terminante  del  testador 
de  que  su  herencia  hiciera  tránsito  por  orden  de  primogenitura  y  con 
Preferencia  de  los  varones  á  las  hembras  hasta  la  cuarta  generac  ón; 
fiue  terminó  en  Doña  Josefa  Bassa,  como  hija  única,  procreada  del  ma- 
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trimoniode  Esteban  Bassa  con  Margarita  Pedrals;  que  á  dicho  Esteban 
Illa  y  Angelet  sucedió  su  primogénito  Esteban  Illa  y  Ponsich,  que  casó 
con  Margarita  Busquel.,  y  falleció  en  17  de  Octubre  de  1832;  que  á  ésta 
sucedió  su  hija  Rosa  Illa  y  Bosquet,  que  casó  con  Juan  Bassa,  la  que 
falleció  en  28  de  Noviembre  de  1811;  que  Á  ésta  sucedió  su  primogénito 
Esteban  Bassa  é  Illa,  que  enlazó  con  Margarita  Pedrals,  y  falleció  en  ‘¿6 
de  Octubre  de  1873,  y  á  Esteban  Bassa  sucedió  su  hija  única  Josefa 
Bassa  y  Pedrels,  última  llamada  al  fideicomiso,  por  su  tatarabuelo  Es¬ 
teban  Illa  y  Angelet,  declarado  en  Jos  pleitos  seguidos,  uno  á  instancia 
de  D.  Pedro  y  Doña  Rita  Pedrals  contra  Rosa  Illa  y  Esteban  Bassa,  y 
otro  por  los  consortes  José  Molins  y  Francisca  Carberá  contra  el  mismo 
Esteban  Bassa  y  su  hija  Josefa;  que  Esteban  Bassa,  padre  de  la  deman¬ 
dante,  como  á  heredero  fiduciario,  debía  restituir  integra  la  herencia 
que  constituía  el  fideicomiso  fundado  por  Esteban  Illa  Angelet,  á  favor 
de  la  última  fideicomisaria,- la  demandante,  debiendo  ser  declarados 
nuloá  los  contratos  celebrados  en  menoscabo  de  la  misma  por  Rosa  Illa 
y  Esteban  Bassa  é  Illa,  y  que  los  demandados  poseían  los  bienes,  objeto 
de  dichos  contratos,  que  procedían  de  terrenos  y  censos  de  pertenencia 
del  Manso  Illa,  constituyendo  éste  con  sus  anejos  la  heredad  relicta  por 
Esteban  Illa  y  Angelet: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Esteban  Nua- 
art  y  Bosch  y  demás  demandados  le  evacuaron  bajo  sola  dirección, 
pretendiendo  se  les  absolviera  de  ella  en  todas  sus  partes;  y  para  el 
caso  de  no  estimarse  así,  se  condenase  á  la  actora  por  vía  de  reconven¬ 
ción,  en  cuanto  menester  fuera,  á  que  en  concepto  de  donataria  uni¬ 
versal  de  su  padre  Esteban  Bassa,  y  por  consiguiente,  como  eviccio- 
nante,  devolviese  ¿  los  demandados  que  resultasen  vencidos  cuanto  los 
causantes  ó  antecesores  de  dicha  Josefa  Bassa  hubiesen  recibido  por 
las  respectivas  enajenaciones  objeto  de  la  demanda,  á  que  indemnizara 
á  los  respectivos  demandados  los  perjuicios,  y  al  reintegro  de  las  mejo¬ 
ras  hechas  previo  el  correspondiente  juicio  de  liquidación;  para  ello 
expusieron  que  la  cláusula  hereditaria  del  testamento  de  Esteban  Illa 
Angelet  contenía  dos  partes:  que  la  primera  no  envolvía  una  sustitu¬ 
ción  fideicomisaria,  sino  una  sustitución  vulgar,  pues  la  expresión  y 
por  muerte  de,  equivalía  al  si  hceres  nonerit,  condición  propia  de  toda 
sustitución  vulgar,  toda  vez  que  desde  el  momento  que  no  existe  una 
fórmula  propia  para  la  expresión  de  la  sustitución  vulgar,  ésta  puede 
ordenarse  en  distintas  palabras;  que  Esteban  Illa,  heredero  instituido 
por  su  padre  aceptóla  herencia,  fué  heredero,  caducando  por  consi¬ 
guiente  la  sustitución  vulgar  que  la  expresión  y  por  muerte  de  él  en¬ 
volvía;  que  la  segunda  parte  de  dicha  cláusula  corroboraba  la  sustitu¬ 
ción  vulgar  que  envolvía  la  primera,  y  era  inaplicable  al  presente  caso 
por  tuanto  Esteban  Illa,  que  fué  heredero,  llegó  á  la  edad  de  testar  y 
murió  con  hijos  de  legítimo  matrimonio,  que  llegaron  á  la  edad  per¬ 
fecta  de  hacer  testamento; -que  en  la  expresión  usada  por  el  testador 
cuando  quiera’ que,  envolvía  una  sustitución  compendiosa,  y  por  consi¬ 
guiente  la  fideicomisaria  para  el  caso  de  que  el  heredero;  aceptando  la 
herencia,  falleciese  antes  de  la  pubertad,  ó  en  cualquier  tiempo  sin  hi¬ 
jos,  ó  con  tales  que  no  llegasen  á  la  edad  de  testar;  que  el  testamento 
de  Esteban  Illa  y  Angelet,  fundamento  de  la  demanda,  se  inscribió  en 
el  Registro  de  la  propiedad  en  15  de.  Diciembre  de  1865,  no  estando  por 
consiguiente  inscrito  al  tiempo  de  otorgarse  las  ventas  á  carta  de  gra¬ 
cia  y  los  establecimientos  de  que  se  trata,  que  lo  fueron  oportunamente; 
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que  en  el  supuesto  de  que  la  sustitución  fuera  fideicomisaria  y  de  que 
el  testamento  de  Esteban  Illa  y  Angelet  estuviese  inscrito  en  el  Regis¬ 
tro  de  la  propiedad  al  tiempo  de  las  ventas  y  establecimientos  de  que 
Se  trata,  y  los  demandados  no  fueraü  terceros  poseedores,  no  procede¬ 
ría  la  nulidad  de  las  ventas  y  establecimientos  referentes  á  algunos  de 
los  demandados  por  haber  trascurrido  más  de  30  años  desde  el  otorga¬ 
miento  de  tales  contratos,  habiendo  por  consiguiente  prescrito  la  co¬ 
rrespondiente  acción;  que  en  la  hipótesis  de  que  Esteban  Bassa  é  Illa  es 
donatario  universal  de  sus  padres  Juan  Bassa  y  Rosa  Illa,  y  la  actora 
Josefa  Bassa  y  Margarita  Pedrals  de  los  suyos  Esteban  Bassa  y  Mar¬ 
garita  Pedrals,  resultaba  que  la  actora,  como  eviccionante,  estaría  obli¬ 
gada  á  favor  de  los  demandados  á  la  devolución  del  precio  de  ¡as  ven¬ 
tas  á  carta  de  gracia  y  á  la  de  la  entrada  de  los  establecimientos  que 
fuesen  declarados  nulos,  al  abono  de  las  mejoras  abonables  que  se  hu¬ 
biesen  hecho,  y  é  la  indemnización  de  todos  los  frutos  percibidos  y 
podidos  percibir  desde  el  día  de  la  demanda  por  haber  sido  poseedores 
de  buena  fe: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  reprodujeron  las 
Partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones;  que  practicadas  las 
pruebas  propuestas  per  aquéllas,  el  Juez  dictó  sentencia,  de  la  que  in¬ 
terpusieron  apelación  los  demandados,  y  sustanciada  la  segunda  ins¬ 
tancia  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  sen¬ 
tencia  de  II  de  Noviembre  de  1882,  revocando  la  apelada,  absolvió  de 
Ja  demanda  interpuesta  por  Doña  Josefa  Bassa  y  Pedrals,  consorte  de 
"•  Enrique  Riera,  á  los  demandados  D.  Tomás  Nualart  y  Bosch,  Don 
¡oté  Galba  y  Cot,  D.  Salvador  Miguel  y  Viver,  Doña  María  Rovira  de 
Pradera,  D.  Andrés  Matéu,  D.  Segismundo  Blanchart,  D.  Buenaventu¬ 
ra  Gotanegra  y  Plá  y  D.  José  Ginés  Viver,  sin  hacer  especial  condena 
de  costas: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Bassa  y  Pedrals  interpuso  recurso  de 
cesación  por  conceptuar  infringidos: 

Io  La  ley  5a,  tít.  33,  Partida  7‘,  que  establece  «que  las  palabras  del 
facedor  del  testamento  deben  ser  entendidas  llanamente  asi  como  ellas 
8uenan,  é  non  debe  el  juzgador  partir  del  entendimento  dellas,  fueras 
e,1de  cuando  pareciera  ciertamente  que  la  voluntad  del  testador  fuera 
°tra,  que  non  como  suenan  las  palabras  que  están  escritas:» 

2°  La  jurisprudencia  repetidamente  sentada  por  este  Tribunal  Su- 
Premoen  diversos  fallos  en  completa  conformidad  con  la  ley  antes  ci¬ 
tada,  entre  ellos  el  de  30  de  Setiembre  de  1830,  que  fué  el  primero  que 
Sentó  la  regla  de  jurisprudencia  y  los  demás  dictados  en  el  mismo  sen¬ 
tido: 

3o  Que  la  razón  en  que  se  funda  el  fallo  recurrrido  consiste  en  el 
desconocimiento  del  fideicomiso  establecido  por  Esteban  Illa  y  Angelet 
7  de  la  naturaleza  y  consecuencias  legales  de  la  sustitución  fideicomi¬ 
saria,  dando  á  las  palabras  de  la  sustitución  y  por  muerte  de  él  una  sig¬ 
nificación  contraria  á.  la  que  la  gramática  y  la  lógica  exigen,  infrin¬ 
giendo  bajo  este  punto  de  vista  la  ley  y  la  doctrina  legal  invocada  en 
los  dos  fundamentos  anteriores,  é  infringiendo  á  la  vez  al  no  aceptar 
como  sustitución  fideicomisaria  la  de  dicha  cláusula  de  institución,  las 
leyes  que  regulan  los  fideicomisos  y  las  sustituciones  fideicomisarias: 

t°  La  ley  32  Digesto  De  haredibus  instituendis;  la  ley  4a  Digesto  Qut 
testamenta  f acere  possunl,  y  las  instituciones  de  Justinuno  De  testa 
Nontis  ordinandis ,  y  la  ley  Ia,  tít.  Io,  Partida  6a,  bajo  este  mismo  pun- 
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to  de  vista  infringe  también  el  no  reconocimiento  del  fi  deicomiso  ó 
sustitución  fideicomisaria,  ó  sea  el  gravamen  impuesto  por  el  testador 
de  restituir  la  herencia  á  otra  persona  después  de  haber  gozado  por 
determinado  tiempo:  las  Instituías  de  Justiniano,  párrafo  segundo  De 
fidecoicomisario  hareditatibus;  hajo  el  mismo  aspecto  jurídico  infringe 
también  la  sentencia  el  párrafo  undécimo  del  mismo  titulo  de  las  Insti¬ 
tuciones  de  Justiniano  que  establece  que  la  obligación  de  restituir  la 
herencia  puede  comprender,  no  sólo  el  primer  nombrado,  si  que  tam¬ 
bién  el  fideicomisario  y  á  los  demás  que  después  de  él  vayan  entrando 
en  el  goce  de  la  herencia  en  virtud  de  llamamiento  del  testador,  y  la 
ley  5a,  párrafo  primero  Digisto  De  legatis,  la  32,  párrafo  cuarto,  y  la 
i7,  párrafo  primero  De  ad  legem r  falcidiam ;  como  también  la  novela 
159  de  Justiniano  vigente  en  Cataluña  que  permite  los  fideicomisos 
temporales  hasta  la  cuarta  generación: 

5o  Que  al  establecer  como -establece  la  sentencia  recurrida,  en  el  he¬ 
cho  de  absolver  á  los  demandados,  el  error  que  consigna  en  sus  consi¬ 
derandos  de  que  la  prohibición  de  enajenar  para  que  surtiera  sus  efec¬ 
tos  había  de  consignarse  con  palabras  expresas  en  el  testamento,  in¬ 
fringe  las  leyes  1 1 4,  párrafo  décimocuarto,  Digesto,  y  120,  párrafo 
primero,  Digesto  De  legatis  et  fideicomissis ,  y  la  ley  3a,  párrafos  segun¬ 
do  y  tercero  del  Código...  De  legatis ,  y  el  capitulo  de  la  novela  159, 
que  sancionan  la  doctrina  de  que  los  bienes  de  un  fideicomiso  son  ena¬ 
jenables,  y  que  las  enajenaciones  hechas  contra  esta  prohibición  son 
nulas: 

68  Que  al  negar  la  sentencia  recurrida  la  eficacia  y  fuerza  que  tienen 
los  dos  fallos  citados,  infringe  las  leyes  20  y  21,  tít.  22,  y  7a,  tít.  23, 
Partida  3a,  y  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo,  sentada,  entre 
otros  fallos,  en  el  de  15  de  Abril  de  1861,  de  que  aunque  por  regla  ge¬ 
neral  la  cosa  juzgada  no  daña  á  los  que  no  han  tenido  parte  en  un  liti¬ 
gio,  es  sin  embargo  trascendental  á  terceros  que  no  han  litigado  la  sen¬ 
tencia  que  declara  la  validez  ó  nulidad  de  un  testamento,  cuando  ale¬ 
gan  en  el  segundo  juicio  el  mismo  fundamento  que  se  alegó  en  el  pri¬ 
mero: 

7°  Que  al  apoyar  la  absolución  de  la  demanda  en  la  ley  Hipotecaria 
vigente  infringe  la  sentencia  el  principio  de  que  por  regla  general  las 
leyes  civiles  no  tienen  fuerza  retroactiva  aplicando  una  ley  posterior  á 
actos  realizados  muchísimo  antes: 

8°  La  Real  pragmática  de  31  de  Enero  de  1768,  que  es  ¡a  ley  3a,  tí¬ 
tulo  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  la  que  se  establece 
que  la  obligación  de  registrar  dentro  del  término  debe  ser  de  los  ins¬ 
trumentos  que  se  otorguen  en  lo  sucesivo,  pues  por  lo  tocante  á  ins¬ 
trumentos  anteriores  á  la  publicación  de  ella,  cumplirán  las  partes  con 
registrarlos  antes  de  que  los  hubiesen  de  presentar  para  el  efecto  de 
perseguir  las  hipotecas  ó  fincas  gravadas: 

9*  El  art.  25  de  la  ley  Hipotecaria  vigente  y  los  33  y  34: 

10.  Que  al  fundar  la  absolución  la  sentencia  en  la  prescripción  in¬ 
fringe  en  primer  lugar  el  principio  de  derecho  « contra  non  valentem 
agcre  non  currit  prascriptio ,»  y  en  segundo  lugar  la  3a  y  última  del 
Código  de  « amali  exception ,»  como  también  las  leyes  3*,  libro  5*,  ti¬ 
tulo  12;  Ia,  párrafo  segundo,  libro  7°,  til.  40  del  Digesto,  que  estable¬ 
cen  el  principio  deque  la  prescripción  no  corre  mientras  el  dueño  está 
imposibilitado  legalmente  de  hacer  valer  sus  derechos: 

11.  Que  al  invocar  la  sentencia  recurrida  como  fundamento  de  la 
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absolución  los  actos  practicados  por  el  recurrente  al  otorgarse  los  ca¬ 
pítulos  matrimoniales  infringe  en  primer  lugar  la  ley  19,  tít.  6o,  Par 
tida  3a,  y  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  de  que 
la  renuncia  de  un  derecho  especial  ó  determinado  no  se  amplía  á  la  de 
otro,  ni  tampoco  se  presume  renunciado  el  que  ignora  tener  el  renun¬ 
ciante,  la  sentencia  de  H  de  Marzo  de  1864;  en  segundo  lugar  infringe 
el  principio  de  que  las  renuncias  no  se  presumen  sino  que  se  prueban 
y  han  de  constar  de  actos  positivos  y  concretos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  las  cuestiones  suscitadas  en  el  recurso  se  resumen 
en  la  de  si  existe  ó  no  fideicomiso,  y  en  la  de  prescripción  excepcionada 
por  los  demandados: 

Considerando,  respecto  de  ¡a  primera,  que  las  palabras  de  la  cláu  - 
sula  del  testamento  otorgado  en  18  de  Enero  de  1859  por  Esteban  Illa 
y  Angelet,  revelan  claramente  su  propósito  de  constituir  un  fideicomi¬ 
so  fr  mi  liar  temporal  que  se  reconoció  en  las  sentencias  firmes  que  en 
28  de  Julio  de  1840  y  Io  de  Febrero  de  1878  dictaron  respectivamente 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers  y  la  Audiencia  de  Bar¬ 
celona;  no  siendo  obstáculo  para  estimar  establecida  dicha  institución 
fideicomisaria  la  circunstancia  de  que  no  se  prohibiese  expresamente 
enajenar  los  bienes,  y  porque  en  la  legislación  especial  de  Catalüña  no 
hay  precepto  terminante  que  exija  se  consigne  tal  prohibición,  ya  por¬ 
gue  sin  la  obligación  uecesaria  é  ineludible  de  conservar  los  bienes  no 
podría  cumplirse  la  voluntad  del  testador  de  que  á  la  muerte  de  su  hijo 
Pasasen  aquéllos  á  sus  nietos  por  el  orden  con  que  los  llamaba  hasta  la 
cuarta  generación: 

Considerando,  acerca  de  la  prescripción,  que  si  bien  con  arreglo  al 
Usatge  omnes  causas,  tít.  2o,  libro  7o,  volumen  4o  de  las  Constituciones 
de  Cataluña,  y  á  la  jurisprudencia  sentada,  de  acuerdo  con  él,  por  este 
Tribunal  Supremo,  las  acciones  prescriben  á  los  30  años,  sin  distinción 
de  que  sea  buena  ó  sea  mala  U  razón,  causa  ó  motivo  de  la  posesión, 
esta  doctrina  no  es  aplicable  al  presente  caso,  no  sólo  por  el  carácter 
de  no  enajenables  que  temporalmente  tenían  los  bienes,  y  que,  mien¬ 
tras  lo  conservasen  los  hacía  imprescriptibles,  sino  porque  la  prescrip¬ 
ción  no  puede  alegarse  contra  la  persona  cuyo  derecho  no  ha  nacido 
ó  que  está  impedida  de  ejecutarlo: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  la  sentencia  contra  que  se  recurre, 
al  absolver  de  la  demanda  á  los  demandados  fundándose  en  la  no  exis¬ 
tencia  del  fideicomiso  y  en  la  prescripción,  infringe,  entre  otras  dispo¬ 
siciones  Htadas  por  el  recurrente,  la  novela  159  de  Justiniano  vigente 
en  Cataluña,  la  doctrina  legal  admitida  por  los  Tribunales  de  que  la  vo¬ 
luntad  del  testador  es  la  primera  ley  en  materia  de  testamentos,  de 
acuerdo  con  lo  que  ordena  la  ley  5a,  tít.  33,  Partida  7a.  y  el  principia 
de  derecho  contra  non  valínlem  ogerc ,  non  currit  prcescriptio- 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Josefa  Bassa 
y  Pedíais,  y  en  su  consecuencia-  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que 

1 1  de  Noviembre  de  1882  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  Barcelona. — (S'ntenica  publicada  el  13  de  Noviembre  de 
1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Diciembre  del  mismo  año.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (13  de  No¬ 
viembre  de  1883 ).—Sala  'primera. — Tercería  de  mejor  derecho. — 
No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  razón  social  Meyer  y  compañía  cod 
D.  Adolfo  Aguirre  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve:  • 

Io  Que  el  recurso  de  casación  no  puede  sostenerse  útilmente  hacien¬ 
do  supuestos  y  estableciendo  hechos  contrarios  á  los  que  fija  la  Sala 
sentenciadora  como  resultado  de  las  pruebas ,  si  al  propio  tiempo  no  se 
demuestra  que  al  apreciarlas  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal 
á  que  haya  debido  arreglar  su  criterio : 

2o  Que  la  prioridad  de  tiempo  da  preferencia  de  derecho ,  como  lo 
tiene  también  el  acreedor  escriturario  sobre  el  simple  acreedor  quiro¬ 
grafario: 

3'  Que  es  infundado  citar  como  infringida  la  doctrina  del  Tribunal 
Supremo  que  establece  que  toda  tercería  deducida  en  juicio  ejecutivo, 
ya  se  funde  en  el  dominio  de  los  bienes  embargados ,  ya  en  derecho  pre¬ 
ferente  al  del  ejecutante ,  exige  por  parte  de  quien  la  promueva  la  pre¬ 
sentación  de  un  titulo  legitimo  ó  de  una  prueba,  si  de  las  declaraciones 
que  hace  la  Sala  sentenciadora  resulta  que  el  tercerista  tuvo  Ululo  é 
hizo  pruebas  para  sostener  el  derecho  preferente  que  la  sentencia  le  re¬ 
conoce ;  y  contra  esta  apreciación  no  se  invocan  leyes  ó  doctrinas  que  la 
contradigan: 

4o  Que  no  es  doctrina  recibida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribu¬ 
nales  la  expuesta  por  los  tratadistas  de  que  á  los  efectos  del  mejor  de¬ 
recho  que  establece  la  ley  5a,  tit.  24,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila¬ 
ción  en  favor  de  los  acreedores  escriturarios ,  sólo  pueden  considerarse 
como  tales  los'que  no  siendo  de  la  clase  de  los  privilegiados  ni  de  los 
que  tienen  constituida  hipoteca  que  los  asegure  justifican  su  crédito  con 
escritura  pública : 

5o  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  leyes 
que  no  tienen  relación  con  el  punto  litigioso ; 

Y  6o  Que  no  puede  decirse  infringido  el  principio  que  constituye 
doctrina  legal  de  que  el  que  es  primero  en  tiempo  lo  es  en  derecho,  ti 
este  ha  sido  la  base  principal  de  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  Noviembre  de,  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Belen  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle,  defendido  por  el  Licenciado 
D.  Adolfo  Aguirre  y  representado  por  el  Procurador  D.  Daniel  Doze, 
con  la  razón  social  Meyer  y  compañía,  en  liquidación,  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sánchez,  bajo  la  dirección  del  Li¬ 
cenciado  D.  Manuel  Batanero  y  con  Doña  Natividad  Iznaga  de  Acosta, 
que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal,  sobre  tercería  de 
mejor  derecho: 

Resultando  que  D.  Antonio  Modesto  del  Valle  y  Castillo  otorgó  tes¬ 
tamento  en  la  villa  de  Sancti  Spíritus  á  15  de  Junio  de  1863,  declaran¬ 
do  que  estaba  casado  con  Doña  Natividad  Iznaga  del  Valle,  de  la  cual 
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tenía  ocho  hijos,  que  nombró  entre  ellos  D.  Francisco,  y  á  los  cuales 
instituyó  herederos,  nombrando  tutor  y  curador  de  sus  personas  y 
bienes  con  relevación  de  toda  fianza  á  su  citada  mujer  Doña  Natividad 
“naga: 

Resultando  que  ocurrido  en  19  de  dicho  mes  el  fallecimiento  del 
testador  y  aceptada  por  Doña  Natividad  el  cargo  de  tutora  y  curadora, 
Por  auto  de  22  de  Julio  de  1863  se  la  declaró  así;  y  en  16  de  Junio  de 
'872  por  haber  contraído  segundo  matrimonio,  y  obtenido  la  gracia  de 
continuar  desempeñando  la  tutela,  se  la  discernió  de  nuevo  el  cargo: 

Resultando  que  Doña  Natividad  Iznaga  por  medio  de  su  apoderado 
Renéral  D.  Rafael  de  Arriol  otorgó  escritura  en  13  de  Noviembre  de 
'86o,  asegurandc  á  sus  hijos,  y  entre  ellos  á  D.  Francisco,  la  suma  á 
cada  uno  de  785.634  escudos  770  milésimas  que  le  correspondieron  de 
haber  por  su  legítima  paterna,  obligándose  á  abonarla  en  varios  plazos 
hipotecando  á  la  seguridad  de  aquella  obligación,  sin  que  la  general 
derogase  ni  perjudicase  la  especial,  los  ingenios  titulados  Mapos,  San 
Fernando  y  Natividad,  con  todo  cuanto  lesera  anejo,  y  otras  diferentes 
bocas  urbanas  y  rústicas;  y  en  9  de  Abril  y  siguientes  del  año  1866  se 
Poso  Doña  Natividad  en  posesión  judicial  de  todos  los  bienes  que  que¬ 
daron  a!  fallecimiento  de  su  citado  esposo: 

Resultando  que  para  el  abono  de  un  pagaré  de  14.092  pesos  en  bille- 
'es  del  Banco  Español,  vencido  el  día  15  de  Mayo  de  1876,  se  despa¬ 
chó  mandamiento  de  ejecución  en  31  de  dicho  mesá  instancia  de  la  ra¬ 
zón  social  Meyer  y  compañía  contra  Doña  Natividad  Iznaga,  y  que  dic- 
'*da  sentencia  de  remate,  se  pidió  para  su  cumplimiento  por  la  Socie¬ 
dad  ejecutante  y  se  obtuvo  el  embargo  de  la  cantidad  de  14.000  pesos 
en  oro  que  la  sociedad  Zaldo  y  compañía  debía  pagar  á  Doña  Natividad 
Pot  cuenta  de  la  venta  de  11.000  sacos  de  azúcar  que  le  había  vendido 
Roña  Natividad: 

Resultando  que  con  noticia  que  de  ello  tuvo  D.  Francisco  Lorenzo 
d«l  Valle,  dedujo  en  18  de  Junio  de  1880  la  demanda  objeto  de  este  plei— 
lo>  alegando  que  tenía  también  un  crédito  contra  la  misma  Doña  Nati¬ 
vidad  de  392.817  pesos  38  y  medio  centavos  ¿intereses,  procedentes 

su  legítima  paterna,  que  había  sido  asegurado  por  escritura  públi- 
Ca  hipotecaria  y  que  era  preferente  al  de  Meyer  y  compañía;  y  consig¬ 
nando  como  hechos  los  antecedentes  que  quedan  referidos,  á  los  que 
añadió  que  Doña  Natividad  contrajo  segundas  nupcias  y  obtuvo  gra¬ 
cia  sacar  para  continuar  encargada  de  la  guarda  de  ^sus  hijos,  dedujo 
he  ellos  como  fundamentos  legales  que  los  hijos  teman  hipoteca  tácita 
®n  los  bienes  de  la  madre  que,  nombrada  su  guardadora,  pasaba  como 
'a  suya  á  segundas  nupcias:  que  también  tenían  hipoteca  tácita  los  pu¬ 
jólos  v  menores  sobre  los  bienes  de  sus  guardadores:  que  su  crédito  es- 
jaba  asegurado  por  hipoteca  expresa,  constituida  en  1865,  y  era  pre¬ 
sente  por  consiguiente  al  de  Meyer  y  compañía;  y  que  reunía  además 
®*  carácter  de  escriturario  desde  la  misma  fecha;  terminando  en  su  vir- 
jud  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  que  el  crédito  referido  que 
lenía  contra  Doña  Natividad  Iznaga  era  preferente  y  de  mejor  derecho 
a,  otro  cuya  ascendencia  ignoraba  y  que  demandaban  Meyer  y  compa- 
nia>  y  en  cuya  virtud  se  había  despachado  la  ejecución,  mandaudo  que 
c'on  la  suma  en  efectivo  embargada  á  la  deudora  fuera  pagado  el  de 
Mandante  con  preferencia  á  la  indicada  razón  social;  condenando  en  las 
costas  á  quien  correspondiera: 

Resultando  que  la  razón  social  Meyer  y  compañía  impugnó  la  de- 
tomo  53  16 
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manda,  sosteniendo  en  primer  lugar  que  no  podía  ser  admitida  por  no 
haberse  acompañadlo  con  su  escrito  los  documentos  en  que  se  apoya¬ 
ba,  alegando  además  que  tanto  las  leyes  antiguas  como  la  novísima, 
siguiendo  la  naturaleza  esencial  del  derecho  de  hipoteca,  habían  exr 
cluido  los  frutos  industriales: 

Resultando  que  declarada  contestada  la  demanda  por  parte  de  Doña 
Natividad  Iznaga,  el  demandante  replicó  adicionando  que  el  crédito 
objeto  de  la  tercería  tenía  el  carácter  de  escriturario  y  era  por  tanto 
preferente  al  de  Meyer  y  compañía,  aun  prescindiendo  del  carácter 
que  reunía  de  hipotecario  legal  y  expreso;  y  que  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  graduaba  en  segundo  lugar  á  los  hipotecarios  legales;  en  ter¬ 
cero  á  los  que  lo  fueron  por  contrato;  en  cuarto  á  los  escriturarios,  y 
en  quinto  y  último  á  los  comunes,  como  lo  era  el  de  Meyer  y  com¬ 
pañía: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  pusiera  testimonios- 
á  instancia  del  demandante,  de  los  que  aparece  que  por  D.  Francisco 
Lorenzo  del  Valle  se  entabló  demanda  ejecutiva  contra  Doña  Natividad 
Iznaga  por  pago  de  197.801  pesos  79  centavos,  intereses  y  cosías,  y 
que  dictada  sentencia  de  remate  en  3  de  Octubre  de  1873,  entró  el  jui¬ 
cio  en  la  vía  de  apremio  sin  que  apareciera  ningún  pago  hecho  al  eje¬ 
cutante:  que  en  21  de  Marzo  de  1874  se  dictó  otra  sentencia  de  remate 
contra  la  misma  Doña  Natividad  A  instancia  de  D.  Francisco,  que  fuó- 
confirmada  por  la  Audiencia  de  14  de  Noviembre  siguiente,  por  la  can¬ 
tidad  de  75.963  pesos  17  y  medio  centavos  con  sus  intereses,  y  habién¬ 
dose  procedido  al  remato  del  ingenio  Mapos,  no  tuvo  afecto  por  falta 
de  licitador,  hallándose  embargados  todos  los  frutos  elaborados  y  por 
elaborar  en  dicho  ingenio  desde  la  zafra  de  18*5  á  la  de  1876  inclusive 
en  adelante,  habiendo  sido  depositados,  pero  sustraídos  en  gran  parte, 
se  formó  por  este  hecho-  causa  criminal,  no  apareciendo  que  hubiese 
cobrado  el  ejecutante  cantidad  alguna  del  crédito;  que  en  3  de  Julio  de 
1875  se  dictó  otra  sentencia  de  remate  por  la  cantidad  de  100.000  pe¬ 
sos,  intereses  estipulados  y  de  demora,  y  19.052  pesos  é  intereses  de 
un  plazo  vencido  durante  el  juicio,  habiendo  sido  embargado  el  inge¬ 
nio  Natividad  con  los  frutos  que  produjera  la  zafra,  tomándose  razón 
en  Hipotecas  del  embargo,  sin  que  el  ejecutante  hubiera  realizado  can¬ 
tidad  alguna  procedente  de  los  bienes  embargados  ni  cobrado  nada  por 
su  crédito;  y  que  por  auto  de  18  de  Diciembre  de  1880  se  admitió  la 
cesión  de  bienes  que  hizo  Doña  Natividad  Iznaga  en  favor  de  sus 
acreedores,  acordándose  el  embargo  y  depósito  de  todos  los  que  la  per¬ 
tenecían  y  las  demás  diligencias  consiguientes: 

Resultando  que  sustanciado  el  ju-icio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  en  28  de  Julio  de  1882  senten¬ 
cia  revocatoria  estimando  la  demanda  y  declarando  en  su  virtud  que 
el  crédito  de  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  é Iznaga  es  preferente  al 
de  la  Sociedad  Meyer  y  compañía,  y  que  de  la  cantidad  en  billetes  del 
Banco  Español  embargada  se  ha  pairado  aquel  crédito  con  preferencia 
á  éste,  condenando  en  las  costas  de  primera  instancia  á  la  Sociedad 
Meyer  y  compañía,  y  sin  hacer  especial  condenación  de  las  de  la  se¬ 
gunda: 

Resultando  que  la  razón  social  Meyer  y  compañía,  en  liquidación, 
interpuso  contra  esta  sentencia  recurso  de  casación,  citando  al  inter¬ 
ponerla  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal  corno- 
infringidos: 
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Io  La  doctrina  admitida  por  la  jorisprudencia  de  los  Tribunales  y 
sancionada  por  el  art.  19  de  la  ley  Hipotecaria  vigente  en  aquella  isla, 
de  que  sólo  pueden  ser  hipotecados  los  bienes  inmuebles  y  los  derechos 
>eales  impuestos  sobre  los  mismos,  toda  vez  que  la  sentencia  hacia  ex¬ 
tensiva  la  hipoteca  á  una  cosa  mueble,  como  era  el  dinero: 

2o  La  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribuna¬ 
les  y  sancionada  del  mismo  modo  por  el  art.  125  de  la  ley  Hipotecaria 
vigente,  concordante  del  111  de  la  Península,  de'que  la  hipoteca  sólo 
se  extiende  á  los  frutos*cuandó  se  hallan  pendientes  ó  ya  cogidos,  pero 
no  levantados,  porque  en  este  ültimo  caso  pierden  la' condición  de  in¬ 
mueble  que  antes  tenían  como  accesorios  de  una  cosa  raíz,  toda  vez 
Que  el  dinero  embargado  á  instancia  de  Meyer,  que  era  la  materia  del 
pleito,  formaba  parte  del  precio  de  azúcares  elaborados  en  las  ñncas 
sobre  las  cuales  tenía  constituida  hipotecad  tercerista: 

3o  La  doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  las 
sentencias,  entre  otras,  de  7  de  Enero,  31  de  Mayo  y  27  de  Setiembre 
ue  1871 ,  de  que  toda  tercería  deducida  en  juicio  ejecutivo,  ya  se  funde 
en  el  dominio  de  los  bienes  embargados,  ya  en  derecho  preferente  al 
del  ejecutante,  exige  por  parte  de  quien  la  promueva  la  presentación 
de  un  titulo  legítimo  ó  de  una  prueba,  en  el  supuesto  de  que  la  decla¬ 
mación  de  mejor  derecho  se  fuudase  en  la  ley  de  Partida  que  establece 
hipoteca  lega!  en  favor  del  hijo  sobre  los  bienes  de  la  madre  guarda¬ 
dora  que  pasa  á  segundas  nupcias,  hasta  que  se  le  dé  cuenta  de  lo 
Suyo,  puesto  que  no  estaba  probado  que  la  curadora  en  concepto  de  tal 
tuviera  que  dar  ni  entregar  nada  al  tercerista,  que  era  lo  que  consti¬ 
tuiría  el  titulo  fundamental  al  mejor  derecho: 

4o  Bajo  el  mismo  supuesto  del  número  anterior,  las  doctrinas  cita 
das  en  los  números  Io  y  2*,  porque  l¡t  hipoteca  legal  no  se  extiende  ni 
8e  ha  extendido  nunca  á  otros  bienes  que  á  los  que  por  contrato  pue¬ 
dan  hipotecarse;  y  también  la  deducida  de  la  sentencia  de  este  Supre 
roo  Tribunal  de  19  de  Mayo  de  1863  de  que  cuando  una  obligación  está 
garantida  por  hipoteca  convencional,  no  puede  hacerse  efectiva  con 
Perjuicio  de  tercero  en  los  bienes  no  hipotecados  expresamente,  aun 
por.  la  naturaleza  de  la  obligación  existiera  en  origen  ^hipoteca 
tácita,  porque  ésta  no  reaparecería  sino  cuando  aquélla  se  extinguía, 
uo  obstante  lo  que  el  fallo  recurrido  declaraba  el  mejor  derecho  pre¬ 
tendido  por  el  tercerista,  á  pesar  de  que  éste  no  había  rematado  los 
bienes  que  expresamente  se  le  hipotecaron,  y  cuya  declaración  perju¬ 
dicaba  á  tercero,  como  lo  era  la  Sociedad  Meyer  y  compañía,  por  ha¬ 
ber  embargado  antes  que  nadie  la  cantidad  objeto  del  pleito: 

5°  La  doctrina  expuesta  por  los  tratadistas,  y  admitida  por  la  juris¬ 
prudencia  de  los  Tribunales,  de  que  á  los  efectos  del  mejor  derecho  que 
establece  la  ley  5a,  tít.  24,  lilfro  10  de  la  Novísima  Recopilación  en  fa¬ 
vor  de  los  acreedores  escriturarios,  sólo  pueden  considerarse  como  ta¬ 
ro»  los  que  no  siendo  de  la  clase  de  los  privilegiados  ni  de  los  que  tie- 
nen  constituida  hipoteca  que  los  asegure  justificar  su  crédito  con  es- 
critura  pública: 

6o  La  ley  8a,  tít.  16  de  la  Partida  3a,  y  art.  279  de  la  de  Enjuicia- 
roiento  civil,  que  señalan  los  medios  de  prueba  de  que  puede  hacerse 
roérito  en  juicio;  y  la  doctrina  jurídica  de  que  sólo  pueden  darse  como 
ciertos  los  hechos  acerca  de  los  cuales  se  han  aducido  pruebas  por  las 
Partes,  al  declarar  que  los  14.000  pesos  embargados  eran  parte  del 
Precio  de  los  azúcares  de  los  ingenios  embargados  y  depositados  en 
favor  del  tercerista,  puesto  que  si  bien  se  había  justificado  que  tales 
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frutos  se  habían  elaborado  en  los  expresados  ingenios,  no  había  dato 
alguno  ni  sobre  ello  había  versado  la  prueba  que  indicase  que  tales 
frutos  se  hubieran  embargado  ni  producido  después  de  los  embargos, 
existiendo  por  el  contrario  la  prueba  más  evidente  de  que  no  se  cons  • 
tituyeron  en  depósito,  y  por  lo  tanto  el  embargo  no  se  consumó,  por- 
que  de- haberlos  depositado  no  había  posibilidad  material  de  que  la 
deudora  los  vendiera,  como  lo  hizo: 

7o  El  principio  que  constituye  doctrina  legal  de  que  el  que  es  pri¬ 
mero  en  tiempo  lo  es  en  derecho,  toda  vez  que  se  desconocía  el  que 
correspondía  á  la  Sociedad  recurrente  por  haber  embargado  primero; 

Y  8o  La  doctrina  consignada  por  este  Supremo  Tribunal  en  senten¬ 
cia  de  9  de  Noviembre  de  1863,  en  que  se  establece  que  los  bienes  em¬ 
bargados  judicialmente  no  pueden  ser  enajenados  por  su  dueño  duran¬ 
te  el  embargo,  á  no  hacerse  la  venta  con  intervención  deí  Juzgado  que 
conoce  de  los  autos:  que  el  vendedor  de  dichos  bienes  sin  la  referida 
intervención  judicial  tampoco  puede  hacer  al  comprador  la  entrega  de 
los  mismos  por  la  razón  de  no  obrar  en  poder  del  vendedor  la  cosa 
enajenada; .y  que  la  venta  judicial  de  bienes  embargados  se  supone 
ejecutada  por  su  dueño,  en  cuyo  nombre  obra  el  Juez  para  el  pago  de 
lo  sentenciado: 

•  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  no  puede  sostenerse  útil¬ 
mente  haciendo  supuestos  y  estableciendo  hechos  contrarios  á  los  que 
fija  la  Sala  sentenciadora  como  resultado  de  las  pruebas,  si  al  propio 
tiempo  no  se  demuestra  que  al  apreciarlas  ha  infringido  alguna  ley  ó 
doctrina  legal  á  que  haya  debido  arreglar  su  escrito: 

Considerando  que  el  presente  pleito  es  un  hecho  probado  á  juicio 
de  la  Sala  sentenciadora;  que  la,  cantidad  cuya  aplicación  se  trata  es 
parte  del  preeio  de  los  azúcares  vendidos  de  los  ingenios  Mapos,  Nati¬ 
vidad  y  San  Fernando,  hipotecados  con  sus  frutos  y  embargados  y  de¬ 
positados  á  favor  del  tercerista  con  anterioridad  á  la  fecha  del  pagaré 
que  sirvió  de  título  al  recurrente  para  obtener  la  ejecución  contra  los 
bienes  de  la  común  deudora  y  el  embargo  de  dicha  cantidad;  y  dado 
este  precedente,  la  prelación  declarada  en  la  sentencia  recurrida  al  cré¬ 
dito  de  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  es  conforme  al  principio  según 
el  cual  la  prioridad  de  tiempo  da  prefencia  de  derecho,  como  lo  tiene 
también  el  acreedor  escriturario  sobre  el  simple  acreedor  quirografario: 

Considerando  que  por  la  razón  expuesta  son  impertinentes  los  mo¬ 
tivos  Io,  2o  y  4o,  puesto  que  la  extensión  de  las  obligaciones  nacidas  de 
la  escritura  de  13  de  Noviembre  de  1863  y  de  las  ejecuciones  en  virtud 
de  ella  promovidas  contra  la  deudora,  han  de  regularse  por  la  legisla¬ 
ción  entonces  vigente,  y  no  por  la  ley  Hipotecaria  que  actualmente 
rige  en  Cuba: 

Considerando  que  es  también  infundad  el  tercer  motivo,  porque 
de  l.is  declaraciones  que  hace  la  Sala  sentenciadora  resulta  que  el  ter 
cerista  tuvo  título  é  hizo  pruebas  para  sostener  el  derecho  preferente 
que  la  sentencia  le  reconoce;  y  contra  esta  apreciación  no  se  invocan 
leyes  ó  doctrinas  que  la  contradigan: 

Considerando  que  no  es  doctrina  recibida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales  la  que  sirve  de  fundamento  al  quinto  motivo;  que  las 
■leyes  citadas  en  el  sexto  no  tienen  relación  con  el  punto  litigioso,  y 
que  el  principio  invocado  en  el  séptimo  y  último  motivo  ha  sido  U 
base  principal  de  la  sentencia  recurrida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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fnrso  de  casación  interpuesto  por  la  razón  social  Meyer  y  compañía, 
',(Tuidación ,  á  quien  condonamos  en  las  costas;  y  líbrese  i  la  Au¬ 
sencia  de  la  Habana  la  certificación  correspondiente.— (Sentencia  pu- 
"Hcada  el  13  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  21  de 
Enero  de  1884.) 
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Wecnrso  <Ie  casación  (14  de  Noviembre  de  ¡1883).— Sala  pri¬ 
mera. — Pago  de  cantidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto,  y  se  re¬ 
suelve: 

1°  Que  no  puede  admitirse  como  motivo  de  casación  la  infracción 
déla  ley  del  contrato,  si  para  alegarla  se  hace  supuesto  de  la  cues 
l,ón,  dando  por  cierta  la  existencia  de  un  contrato ,  cuando  la  sentencia 
Minia  que  no  lo  ha  habido  ó  que  carece  de  eficacia  la  obligación  con¬ 
traída-, 

¿  ^a~°  ®ue  no  se  infringen  ^as  leyes  11,  tíL  3o,  y  114.  tit.  18,  Partí - 
aa  3a,  n»  las  doctrinas  que  establecen  que  no  es  licito  invalidar  un  coñ- 
tj'ato  cuya  existencia  consta  por  medio  de  escritura  pública  sin  haber 
Hecho  previa  y  especialmente  la  declaración  de  su  nulidad ;  que  no  puede 
^rse  por  supuesta  implícitamente  la  nulidad  de  tales  documentos  so- 
y aponiendo  el  Juez  su  criterio  á  la  ley;  que  los  hechos  consignados  en 
ys  escrituras  no  pueden  alterarse  por  medio  de  prueba  testifical  ji« 
faltar  al  precepto  de  la  ley  \  14.  que  ordena  que  las  escrituras  públicas 
para  probar  lo  que  en  ellas  se  dijese ;  y  que  la  prueba  documental 
Hecha  por  medio  de  escritura  pública .  solemne  y  no  anulada ,  no  debe 
aPreciarse  en  conjunto  con  la  testifical  para  deducir  deésia  el  resultado 
Contrario  á  lo  ofrecido  por  aquélla :  si  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la 
autenticidad  de  los  documentos  presentados  por  la  demandante  ni  con  - 
cede  preferencia  á  la  prueba  testifical ,  sino  que  apreciando  lo  que  re- 
sulta  de  aquellos  documentos  y  combinándolo  con  lo  que  aparece  de 
otros  que  se  han  traído  á  los  autos ,  así  como  con  lo  declarado  por  la 
misma  demandante,  entiende  que  es  ineficaz  la  obligación  contraída  en 
Uria  escritura-,  sin  que  para  hacer  estp  declaración  fuese  indispensable 
se  hubiera  formulado  solicitud  especial,  puesto  que  según  la  juris¬ 
prudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo ,  no  hay  necesidad  de 
pedir  expresamente  la  nulidad  de  un  acto  ó  documento  cuando  esta 
cuestión  es  una  de  las  fundamentales  del  pleito,  ó  cuando  por  negar  los 
^mandados  terminantemente  que  su  causante  hubiere  recibido  el  dinero 
9  que  existiera  razón  cierta  y  verdadera  del  deber ,  esta  cuestión  se 
Hila  forzosamente  comprendida  entre  las  suscitadas  y  discutidas  por 
las  partes. 

En  i»  v¡||a  y  corte  je  Madrid,  á  14  de  Noviembre  de  1883,  en  el  pleito 

seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de .  y  Sala 

?  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Doña . .  propietaria,  ve- 

'jna  de  dicha  ciudad,  con  D . ,  propietario;  Doña......  en  representa¬ 
ban  desús  hijos  menores,  y  D . ,  como  marido  de  Doña . .  vecinos 

naos  de  esta  corte,  en  el  concepto  de  herederos  de  D . .  sobre  pago 

ne  cantidad;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso 
ae  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  Doña .  y  en  su 
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defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Diego  Suárez  y  el  Pro¬ 
carador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana,  habiendo  sido  defendidos  y  re¬ 
presentados  en  este  recurso  los  demandados  por  el  Liceuciado  D.  Cristino 
Martos  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vena: 

Resultando  que  en  escritura  pública  otorgada  en  Sevilla  en  26  de 

Setiembre  de  1868  declaró  D .  que  tenía  recibidas  con  anterioridad 

de  Doña . .  vecina  de .  que  concurrió  también  al  otorgamiento  de 

esta  escritura,  400.000  reales  en  calidad  de  préstamo  con  interés;  con 
signando  en  la  cláusula  Ia  que  el  pago  de  dicha  suma  se  haría  por  él  á 
sus  sucesores  al  espirar  el  plazo  de  ocho  años,  contados  desde  aquella 

fecha,  ó  sea  el  día  26  de  Setiembre  de  1876,  en  la  misma  casa  de .  y 

en  su  poder  ó  en  el  de  quien  tuviese  su  representación:  en  la  2a,  que  el 
interés  ó  rédito  que  habían  convenido  ambos  otorgantes  por  todo  el 
tiempo  de  este  contrato  había  sido  satisfecho  con  anterioridad:  en  la  3a, 
que  si  ¡¡durante  el  expresado  período  de  los  ocho  años  ocurría  el  fa¬ 
llecimiento  del  otorgante,  se  entendería  por  este  hecho  extinguido  el 
indicado  término  y  en  perfecta  aptitud  y  derecho  el  acreedor  para  re¬ 
clamar  el  pago  de  los  400.000  reales  en  la  vía  ejecutiva  de  su  testa¬ 
mentaria  y  herederos;  y  en  la  4a,  que  el  acreedor  D...'..  quedaba  obli¬ 
gado  á  no  ceder,  renunciar  ni  traspasar  á  favor  de  persona  alguna 
por  ningún  concepto  el  susodicho  crédito  sin  permiso  de  su  deudor 
D . : 

Resultando  que  en  documento  privado  de  la  misma  fecha,  doclaió 

D.....  ante  los  testigos  D . y  Doña .  en  descargo  de  su  conciencia 

que  el  crédito  de  400.000  reales  á  que  se  refiere  la  anterior  escritura 

pertenece  á  Doña . ,  en  cuya  virtud  renunciaba  la  acción  y  derechos 

que  le  correspondían  por  aquel  documento,  y  protestaba  que  no  de 
mandaría  el  pago  de  dicho  crédito  sino  en  virtud  de  poder  especial  de 
Doña —  ó  de  sus  herederos: 

Resultando  que  D . .  en  representación  de  su  mujer  Doña . ,  de¬ 

dujo  en  27  de  Febrero  de  1880  demanda  civil  ordinaria,  en  la  que  ha¬ 
ciendo  presente  qne  en  27  de  Setiembre  de  1868  D . tenía  recibido  de 

Doña .  cierta  cantidad  que  con  sus  intereses  por  el  tiempo  que  se 

proponía  tenerla  en  su  poder  ascendía  á  la  suma  de  400.000  reales:  que 

siendo  Doña .  menor  de  edad  en  aquélla  fecha,  y  hallándose  él  indi  • 

'cado  próximo  á  contraer  matrimonio  con  Doña . .  madre  de  Doña . , 

y  deseando  dicho . extender  un  documento  que  sirviera  de  resguardo 

de  la  expresada  cantidad  á  su  acreedora  Doña . .  juzgaron  lo  más 

conveniente  otorgar  una  escritura  pública  á  favor  d •*  D . .  y  así  lo 

verificaron;  suscribiendo  este  último  en  la  misma  fecha  del  otorga¬ 
miento  de  esta  escritura,  26  de  Setiembre  de  1868,  el  documento  pri¬ 
vado  que  se  acompañaba:  que  el  susodicho . había  fallecido  reciente¬ 

mente,  dejando  por  sus  herederos  universales  á  su  hijo  primogénito 
D . y  á  sus  cuatro  nietos  Doña . ,  D . D . y  Doña . ,  é  invo¬ 

cando  el  precepto  de  las  leyes  2*,  5*  y  8a,  tít.  Io,  Partida  5a  y  la  de  14 
de  Marzo  de  18o6  sobre  pago  de  intereses,  solicitó  en  ejercicio  de  la 

acción  de  mutuo  que  utilizaba,  se  condenase  en  definitiva  á  D . . 

Doña . en  represehtación  de  sus  tres,  menores  hijos  D . .  D . .  v 

.Doña . ,  y  á  D  —  ‘como  marido  de  Doña . ,  á  pagarle  los  400.000 

jeales  de  que  resultaba  deudor  el  difunto  D . por  la  escritura  de  26 

de  Setiembre  de  1868,  con  los  interesas  legales  desde  el  día  26  de  Se 
tiembre  de  1876  en  qne  debió  haber  satisfecho  la  indicada  obligación: 

Resultando  que  en  contestación  á  esta  demanda  dijeron  D...  y  litis 
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'«ocios  que  era  falso  é  inverosímil  que  D...  hubiese  recibido  cantidad 
a|guna  de  su  hija  Doña...,  menor  de  edad,  en  la  fecha  en  que  se  supo¬ 
nía  hecho  el  préstamo,  porqu9  dicha  Doña...  no  podía  tener  tal  canti¬ 
dad,  pues  su  madre  Doña...  era  de  familia  pobre  y  había  entrado  en  la 
casa  del  difimto...  en  calidad  de  sirvienta:  que,  la  escritura  en  que  el... 
contrajo  la  obligación  de  pagar  las  10.000  pesetas  ‘era  ineficaz,  porque 
tal  obligación  carecía  de  causa  cierta  y  verdadera  de  deber,  y  porque 
además  se  hallaba  reconocida  en  favor  de  una  menor,  hija  suya,  y  de 
condición  que  le  hacía  incapaz  de  heredar,  con  perjuicio  de  los  hijos 
legítimos  del...,  á  quienes  se  había  tratado  de  privar  por  este  medio  de 
parte  de  los  bienes  del  padre  en  favor  de  una  hija  á  quien  la  ley  exclu- 
yé  de  lodo  derecho;  y'que  el  documento  privado  presentado  con  la  de- 
panda  envolvía  asimismo  un  contrato  simulado  que  no  tenía  otro  ob¬ 
jeto  que  el  de  conseguir  dolar  en  100.000  pesetas  á  Doña...,  hija  adul¬ 
terina  del  difunto...,  é  hicieron  por  último  relación  de  las  cláusu¬ 
las  2a,  3a  y  4a  de  la  escritura  de  préstamo  susodicha,  invocando  el  pre¬ 
cepto  de  la  ley  10,  tit.  13,  Partida  6a: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dú plica  insistieron  las 
partes  en  sus  anteriores  alegaciones;  y  sustanciado  el  pleito  por  los  de- 
tfiás  trámites,  incluso  el  de  prueba  y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
confirmatoria  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de...  en  25  de  Enero 
próximo  pasado,  absolviendo  de  la  demanda  á  D...  y  á  Doña...,  en  re¬ 
presentación  de  sus  tres  hijos  D...,  D..  y  Doña...,  y  á  D...,  como  ma¬ 
ndo  de  Doña...: 

Resultando  que  Doña...  interpuso  recurso  de  casación,  citando  en 
SQ  apoyo  como  infringidas: 

Io  La  ley  del  contrato  celebrado  entre  el...  y  D...,  y  la  doctrina  legal 
establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  5  de  Noviem¬ 
bre  de  1871,  en  el  concepto  de  que  al  absolver  á  los  herederos  de  di¬ 
cho...  de  la  demanda  de  la  recurrente  se  ha  dejado  de  satisfacer  la  obli¬ 
gación  de  mutuo  impuesta  á  dichos  herederos  por  un  contrato  válido  á 
*JQe  estaban  sometidos  como  á  primera  ley  para  ellos: 

2°  La  ley  II,  tí t.  3°,  Part  dt  3a,  y  la  doctrina  legal  establecida  por 
•as  sentencias  de  2  de  Octubre  de  1866,  25  de  Octubre  y  24  y  25  de 
Noviembre  de  1873,  según  las  cuales  no  es  licito  invalidar  un  contrato 
cuya  existencia  constíf  por  medio  de  escritura  pública  sin  haber  hecho 
Previa  y  especialmente  la  declaración  de  su  nulidad,  por  cuanto  la  sen¬ 
tencia  recurrida  invalida  el  contrato  referido  sin  que  haya  precedido 
declaración  alguna  respecto  á  su  validez  ó  nulidad: 

3’  La  ley  1 14,  tit.  18,  Partida  3a,  que  preceptúa  que  deben  valer,  no 
sóio  las  escrituras  públicas,  sino  los  contratos  privados  hechos  ante  dos 
testigos  para  probar  lo  que  en  ellos  se  dijere;  la  sentencia  de  casación 
de  18  de  Marzo  de  1865,  que  declara  que  no  puede  darse  por  supuesta 
tmplicitarnente  la  nulidad  de  tales  docomentos  sobreponiendo  el  Juez 
8u  criterio  á  la  ley,  y  la  de  3  de  Junio  de  1 873.  que  dice  que  los  hechos 
Consignados  en  las  escrituras  aludidas  no  pueden  alterarse  por  medio 
dft  Prueba  testifical  sin  fallar  al  precepto  de  la  ley  1 14,  que  ordena  que 
las  escrituras  públicas  valen  para  probar  lo  que  en  ellas  se  dijese;  por 
á  pesar  de  tan  terminantes  prescripciones  np  han  sido  estimadas 
en  la  sentencia  recurrida  la  escritura  pública  ni  el  documento  suscrito 
por  dos  testigos  presentado  como  prueba  preconstitúída  por  la  reca- 
rrentMt  y  8e  jja  da(]0  p0r  SUpUe8ta  implícitamente  si  ineficacia  y  se  ha 
estimado  que  la  prueba  testifical  vale  más  que  la  documental  para  pro¬ 
bar  sobre  lo  dicho  en  la  escritura: 
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4o  La  misma  sentencia  de  3  de  Julio  de  1 873  y  las  de  3  de  Febrera 
de  1871,  3  de  Abril  de  1879  y  otras  muchas,  en  las  que  ha  consignado 
este  Supremo  Tribunal  la  jurisprudencia  de  que  Ja  prueba  documental 
hecha  por  medio  de  escritura  pública  solemne  y  no  anulada  no  debe 
apreciarse  en  conjunto  con  la  testifical  para  deducir  de  ésta  el  resulta¬ 
do  contrario  á’lo  ofrecido  por  aquélla,  en  el  concepto  de  que  la  senten  - 
cia  recurrida  destruye  con  la  prueba  de  testigos  practicada  en  el  pleito 
el  resultado  de  la  documental  preconstituída  por  la  recurrente,  negan¬ 
do  los  hechos  establecidos  en  ésta  con  el  resultado  que  á  su  entender 
ofrece  aquélla: 

5o  La  doctrina  legal  consignada  en  sentencia  de  12  de  Febrero 
de  1881  de  que  las  donaciones  entre  ascendiente^  y  descendientes  no  se 
presumen;  porque  la  Sala  sentenciadora,  partiendo  del  supuesto  deque 
el...  era  padre  de  la  recurrente,  ha  presumido  al  absolver  á  los  herede¬ 
ros  de  dicho,.,  que  éste  quiso  hacer  por  medio  de  una  escritura  de 
préstamo  una  donación  á  su  supuesta  hija: 

6o  Las  sentencias  de  este  mismo  Tribunal  de  30  de  Diciembre 
de  1878,  en  que  se  dice  que  para  la  validez  de  los  documentos  no  es  ne¬ 
cesario  hacer  constar  el  origen  de  la  obligación: 

7o  Las  leyes  3\  tít.  13,  Partida  3a,  y  2a,  tít.  *°,  libro  2°  del  Fuero 
Real,  que  declara  que  los  documentos  como  el  otorgado  ante  dos  testi¬ 
gos  por  D...  constituyen  confésión’ó  conoscencia  hechas  fuera  d  i  jui¬ 
cio  que  debe  valer  cuando  reúne  las  circunstancias  del  documento  de 
que  se  trata,  puesto  que  considera  la  sentencia  recurrida  dicho  docu¬ 
mento  como  constitutivo  de  cesión,  y  absuelve  á  los  demandados  por 
no  darle  valor: 

8°  La  ley  del  contrato  celebrado  entre...  y  el...,  al  deducir  la  sen¬ 
tencia  recurrida  que  los  hechos  de  haber  hecho  el...  extender  el  docu¬ 
mento  privado  en  la  misma  fecha  de  la  escritura  y  haberlo  conservado 
en  su  poder  hasta  que  falleció,  no  contienen  el  permiso  para  traspasar 
el  crédito  que  imponía  la  cláusula  4a  de  la  misma  escritura,  aun  en  el 
supuesto  de  que  la  confesión  hubiera  de  ser  tenida  como  cesión; 

Y  9°  La  doctrina  jurídica  autorizada  por  la  sentencia  de  2  de  Octu¬ 
bre  de  1879  de  que  el  mandante  no  tiene  necesidad  de  que  su  manda¬ 
tario  le  ceda  los  derechos  adquiridoSfá  nombre  propio  para  ;  oder  ejer¬ 
citar  las  acciones  qiíe  correspondan  al  primero,  contra  el  que  contrató 
con  su  mandatario,  por  cuanto  aunque...  hubiese  sido  mandatario  ex¬ 
preso,  presunto  ó  gestor  de  negocios  de  la  recurrente  y  hubiese  contra¬ 
tado  en  tal  concepto  á  nombre  propio  con  el...,  no  podía  quedar  priva¬ 
da  aquélla  del  derecho  de  ejercitar  sus  acciones  contra  los  herederos 
del...,  como  declara  la  sentencia  recurrida: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  el  recurso  interpuesto  por  Doña...  contra  la  sen¬ 
tencia  que  en  virtud  de  las  pruebas  suministradas  en  el  pleito  absuelve 
de  la  demanda  ¡i  los  herederos  del...  no  se  funda  en  error  de  hecho  ó 
de  derecho  padecido  en  la  apreciación  de  dichas  pruebas,  sino  en  in¬ 
fracción  de.ley  ó  doctrina  legal  que  se  comete,  según  la  recurrente,  en 
la  parte  dispositiva  del  fallo: 

Considerando  que  para  sostener  como  se  sostiene  en  el  primero  y 
octavo  motivos  del  recurso  que  se  ha  infringido  la  ley  del  contrato,  es 
preciso  hacer  de  la  dificultad  supuesto,  toda  vez  que  la  sentencia  esti - 
pía  qi  e  no  ha  habido  verdadero  contrato  ó  que  carece  de  eficacia  la 
obligación  contraída  por  el  difunto...  y  cuyo  cumplimiento  exigía  la 
parte  adora: 
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Considerando  qne  tampoco  han  podido  infringirse  las  leyes  U,  títu¬ 
lo  3",  y  114,  tit.  18,  Partida  3a,  ni  las  doctrinas  citadas  en  los  motivos 
2°,  3o  y  4o,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la  autenticidad  de 
'os  documentos  presentados  por  la  demandante  ni  concede  preferencia 
á  la  prueba  testifical,  sino  que  apreciando  lo  que  resulta  de  aquellos 
■documentos  y  combinándolo  con  lo  que  aparece  de  otros  que  se  han 
traído  á  los  autos,  así  como  con  lo  declarado  por  la  misma  Doña...  y  por 
D...,  con  quien  el...  contrató,  entiende  que  es  ineficaz  la  obligación 
contraída  en  la  escritura  de  26  de  Setiembre  de  1868,  sin  que  para  ha¬ 
cer  esta  declaración  fuese  indispensable  que  se  hubiera  formulado  soli¬ 
citud  especial,  puesto  que  según  la  jurisprudencia  establecida  por  este 
Tribunal  Supremo,  no  hay  necesidad  de  pedir  expresamente  la  nulidad 
de  un  acto  ó  documento  cuaDdo  esta  cuestión  es  una  de  las  fundamen¬ 
tales  del  pleito,  ó  cuando,  como  sucede  en  el  presente  caso  en  que  los 
demandados  negaron  terminantemente  que  su  causante  hubiere  recibi¬ 
do  el  dinero  y  que  existiera  razón  cierta  y  verdadera  de  deber,  se  halla 
forzosamente  comprendida  entre  las  suscitadas  y  discutidas  por  las 
partes: 

Considerando  que  sen  improcedentes  los  motivos  5o,  6o,  Io  y  9o,  el 
primero  por  la  disparidad  del  caso  á  que  la  sentencia  de  12  de  Febrero 
de  1881  se  refiere;  el  segundo  porque  la  doctrina  qué  en  él  se  invoca 
oo  se  desconoce  en  la  sentencia  impugnada^  y  los  otros  dos  porque  el 
fundamento  cardinal  de  ésta  es  la  ineficacia  de  la  obligación  que  el... 
contrajo  en  la  mencionada  escritura  de  26  de  Setiembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña...,  á  quien  condenamos  al  pago 
de  las  costas,  y  para  en  caso  de  que  mejore  de  fortuna  al  de  1.000  pe¬ 
setas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  Ja  Audiencia  de...  la  certificación  correspondiente,  con  devo¬ 
ción  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  14 
de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta. de  21  de  Enero  1884.) 
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Recurso  de  casación  (14  de  Noviembre  de  1883). — Salaprin  e- 

r«.—  PAG0  DE  CANTIDAD  Y  OTORGAMIENTO  DE  UNA  ESCRITURA  DE  DIVISIÓN. 

. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Claudio  Gómez  de  Sepúlveda  con 
Doña  Concepción  Fernández  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  ley  Ia,  til.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  sólo 
puede  ser  infringida  cuando  reconocida  la  existencia,  de  una  obligación 
se  le  niegue  eficacia  por  falta  de  solemnidades  externas  que  no  sean  esen¬ 
ciales  á  la  misma  obligación  contraída : 

2o  Que  no  puede  estimarse  la  infracción  de  la  doctrina  que  establece 
que  el  contrato  es  ley  para  los  contratantes ,  y  la  de  que  el  heredero  es 
el  representante  y  continuador  de  la  responsabilidad  del  difunto ,  y  de 
J®  ley  13,  til.  9°  de  la  Partida  1*,  si  para  alegarlas  se  hace  supuesto  de 
la  cuestión,  porque  la  sentencia  no  desconoce  el  valor  de  una  y  otra  doc¬ 
trina,  sino  que  se  limita  á  declarar  que  no  se  ha  probado  la  existencia 
de  la  obligación : 
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3o  Que  si  la  Sala  sentenciadora  tío  niega  eficacia  á  la  certificación  y 
plano  de  unos  peritos ,  sino  que  limita  su  alcance  al  objeto  para  que  fue¬ 
ron  nombrados  dichos  peritos,  que  no  fué  otro  que  el  justiprecio  y  me¬ 
dida  de  la  finca ,  pero  no  para  probar  la  existencia  de  la  obligación ,  la 
sentencia  no  infringe  la  ley  1 19,  tit.  <8,  Partida  3a,  ni  la  doctrina  le¬ 
gal  de  que  los  documentos  privados  deberán  producir  valor  en  juicio* 
cuando  han  sido  reconocidos  por  quien  los  extendió  ó  por  la  persona 
nombrada  para  extenderlos  ú  otorgarlos ; 

Y  4°  Que  si  la  sentencia  recurrida  no  es  contradictoria  en  su  parte 
dispositiva ,  no  infringe  la  doctrina  legal  que  establece  que  ha  lugar  á 
la  casación  de  una  sentencia  contradictoria  en  sus  mismos  términos  ó 
en  las  resoluciones  ó  declaraciones  que  contenga ,  porque  la  medida  y 
justiprecio  de  la  ñuca.  es  un  hecho  independiente  que  ha  podido  ser  re¬ 
suello  y  no  tiene  relación  alguna  con  la  obligación  cuya  existencia  se 
niega  en  aquélla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  \  4  de  Noviembre  de  1  883,  en  el  plei¬ 
to  seguido  en  el  Juzgado  de  primfera  instancia  de  Pozoblanco  yen  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Addiencia  de  Sevilla  por  D:  Claudio  Gómez  de  Se  - 
púlveda,  propietario,  con  Doña  Concepción  Fernández  y  Fernández, 
por  si  y  en  representación  de  su  hijo  D.  Bonifacio  Herrero  y  Fernández, 
propietarios  también  y  vecinos  ambas  partes  de  la  villa  de  Pozoblanco, 
sobre  pago  de  cantidad  y  otorgamiento  de  una  escritura  de  división  de 
ana  casa;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Doctor  D.  José  de  Isa- 
sa  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Veña  en  defensa  y  representación 
de  Gómez  de  Sepúlveda;  habiendo  llevado  la  defensa  y  representación 
de  la  parte  recurrida  el  Licenciado  D.  Antonio  Maura  y  el  Procurador 
D.  Luis  Lumbreras: 

Resaltando  que  D.  Antonio  Cabrera  Sánchez  y  D.  José  María  Gue¬ 
rrero,  qn  concepto  de  peritos  nombrados  por  D.  Bartolomé  Atanasio 
Gómez’y  D.  Bartolomé  Gil  Herrera  para  la  medida  y  justiprecio  de  la 
casa  que  ambos  habían  comprado  en  la  plaza  principal  do  la  villa  de 
Pozoblanco,  marcada  con  el  núm.  15,  declararon  y  certificaron  en  do-- 
cumenlo  privado  extendido  en  dicha  villa  con  fecha  16  de  Mayo  de 
1877,  que  habían  pasado  á  dicha  finca  y  habían  observado  en  primer 
lugar  que  tenía  su  fachada  mirando  al  Noroeste,  y  tenía  los  linderos, 
cabida  y  distribución  que  á  continuación  se  expresan:  que  debían  ad¬ 
vertir  que  la  cuarta  parte  de  dicha  casa,  que  pertenecía  á  D.  Bartolomé 
Atanasio  Gómez  y  que  se  hallaba  proindivisa  con  los  demás  del  edifi¬ 
cio.  la  habían  considerado  contigua  á  la  en  que  dicho  señor  vivía,  se¬ 
gún  convenio  que  tenían  hecho  los  dos  interesados,  y  la  dejaban  seña¬ 
lada  en  el  plano  que  habían  formado  con  una  línea  de  puntos;  y  des¬ 
pués  de  fijar  las  dimensiones  de  las  diferentes  partes  de  la  casa,  dijeron 
que  del  análisis  ó  inspección  hecha  de  oficina  en  oficina,  valorada  cada 
cosa  de  por  sí,  resultaba  que  las  tres  cuartas  partes  de  casa  pertenecien¬ 
tes  á  D.  Bartolomé  Gil  que  quedaban  reunidas  hacia  el  Este,  salían  de¬ 
biendo  á  la  cuarta  parte  del  Oeste  correspondiente  á  Gómez  la  suma  de 
194  pesetas,  ó  sean.  776  rs.;  consignándose  además  á  continuación  de 
dicho  documento  en  uua  nota  con  el  nombre  de  apéndice,  autorizada 
por  los  mismos  peritos,  que  al  entregarla  á  los  interesados  les  había  pe¬ 
dido  que  señalaran  y  fijaran  por  separado  el  valor  dé  la  parte  de  palio, 
cuadra  y  huerto  que  correspondía  á  la  cuarta  parte  de  Gómez,  ó  sea  la 
del  Oeste;  y  qué  hecha  la  debida  averiguación  resultaba  que  dichas 
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porciones  valían  la  cantidad  de  3.727  rs.,  conforme  y  en  completa  ar¬ 
monía  con  el  valor  general  de  la  casa: 

Resultando  que  los  mismos  peritos  dirigieron  una  carta  sin  fecha  á 
D.  Claudio  Gómez  de  Sepúlveda,  hijo  de  D.  Bartolomé  Atanasio  Gómez 
*m  la  que  le  participaron  que  para  quitar  estorbos  de  la  memoria  le  de- 
'cían  que  la  regla  que  los  albañiles  tenían  en  los  aprecios  de  las  casas 
para  el  cobro  de  los  derechos  de  los  firmantes  era  el  de  un  5  por  1.000, 
por  lo  cual  le  correspondía  pagar  de  derechos  por  la  de  la  plaza  307 
reales  peco  más  ó  menos;  pero  que  deseosos  de  hacerle  alguna  baja, 
sólo  le  pondrían  260  para  ambos  peritos,  dejando  en  su  favor  el  valor 
del  plano: 

Resultando  que  con  tales  documentos,  así  como  en  unión  del  citado 
plano  y  de  certificación  de  haber  intentado  el  acto  de  conciliación,  de¬ 
dujo  D.  Claudio  Gómez  de  Sepúlveda  en  30  de  Diciembre  de  1878  la 
demanda  origen  del  presente  pleito,  con  la  solicitud  de  que  en  virtud 
de  la  acción  personal  que  ejercitaba,  se  condenase  en  definitiva  á  Doña 
Concepción  Fernández  y  Fernández,  por  sí  y  en  representación  de  su 
hijo  menor  D.  Bonifacio  Herrero  y  Fernández,  como  herederos  de  su. 
difunto  marido  y  padre  respectivo  D.  Bartolomé  Gil  Herrero,  á  que  en 
el  término  de  tercero  día  le  abonase  la  cantidad  de  191  pesetas  que  en 
la  división  practicada  de  la  casa  núm.  15  de  la  plaza  principal  de  la  vi¬ 
lla  de  Pozoblanco  en  virtud  del  convenio  celebrado  entre  los  dos  con¬ 
dueños  resultó  debiendo  D.  Bartolomé  por  sus  tres  cuartas  partes  del 
Este  al  padre  del  demandante,  como  dueño  de  la  cuarta  parte  del  Oeste, 
asi  como  al  abono  de  la  mitad  de  los  derechos  satisfechos  por  el  mismo 
demandante  á  los  prácticos  encárgalos  de  la  división;  cuya  mitad  im¬ 
portaba  32  pesetas  y  media,  y  al  otorgamiento  de  la  oportuna  escritura 
do  división  en  la  forma  correspondiente  para  su  inscripción  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  en  apoyo  de  esta  demanda  dijo  Gómez  de  Sepúlve¬ 
da  que  su  padre  D.  Bartolomé  Atanasio  adquirió  en  27  de  Abril  de  1877 
la  cuarta  parte  de  la  casa  en  cuestión  con  el  objeto  único  de  dar  más 
amplitud  á  la  casa  oontigua'de  su  propiedad,  calle  de  la  Plaza,  con  cuyo 
fin  participó  á  D.  Bartolomé  Gil  Herrero  que  si  quería  las  otras  tres 
cuartas  partes  no  las  solicitaría  y  podría  así  obtenerlas  en  menor  pre¬ 
cio,  siempre  que  estuviese  conforme  en  que  la  cuarta  parte  á  él  corres¬ 
pondiente  le  fuese  adjudicada  en  la  parte  contigua  á  su  casa  de  la  calle 
de  la  Plaza:  que  Gil  Herrero  aceptó  esta  proposición,  conviniendo  ade¬ 
más  en  que  abonaría  lo  que  á  justa  estimación  de  peritos  resultase  de¬ 
ber  abonar  por  el  mayor  valor  de  las  partes  de  casa  que  iba  á  comprar; 
y  habiéndolas  en  efecto  adquirido,  procedieron  ambos  dueños  á  la  di¬ 
visión  que  tenían  concertada,  y  al  efecto  nombraron  á  los  prácticos 
Hon  Antonio  Cabrera  Sánchez  y  D.  José  María  Guerrero:  que  estos  pe¬ 
ritos  llevaron  á  cabo  su  cometido  con  entera  imparcialidad  y  con  asis¬ 
tencia  casi  continua  de  ambos  dueños  que  se  fueron  enterando  minu¬ 
ciosamente  de  todas  las  operaciones  que  se  practicaban  y  consignaron 
su  resultado  en  los  documentos  que  se  acompañaban  á  la  demanda;  y 
que  al  mes  próximamente  de  practicada  la  división  y  á  los  l-H  días  poco 
más  ó  menos  de  haber  lomado  Gil  Herrero  en  arrendamiento  la  cuarta 
parte  de  casa  correspondiente  al  demandante  sin  fijar  precio  determi¬ 
nado,  sino  lo  que  correspondiese  en  relación  con  lo  que  pagaban  otras 
Partes  de  casas  arrendadas  en  la  misma  Plaza,  falleció  dicho  D.  Barto¬ 
lomé  Gil  Herrero,  que  estaba. casado  con  Doña  Concepción  Fernández, 
y  de  la  cual  tenía  un  hijo  único  llamado  Bonifacio,  é  invocó  por  último 
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en  apoyo  de  sn  derecho  las  leyes  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación;  5a,  libro  6o,  Partida  5a;  H4  y  119,  tít.  18,  Partida  3a,  y 
las  relativas  á  la  trasmisión  de  los  derechos  y  obligaciones  de  un  finado 
en  pro  y  en  contra  de  su  heredero: 

Resollando  que  Doña  Concepción,  por  sí  y  en  representación  de  su 
citado  hijo,  contestó  la  demanda  pidiendo  que  se  le  absolviera  de  ella 
con  imposición  al  actor  de  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas,  alegan¬ 
do  al  efecto  que  D.  Bartolomé  Atanasio  Gómez  propuso  á  Gil  Herrero 
que  siendo  su  deseo  dar  ensanche  á  su  casa  de  la  calle  de  la  Plaza,  le 
convendría  tomar  parte  de  los  techos  de  la  que  había  adquirido  y  ce¬ 
derle  lo  restante  de  la  cuarta  parte  por  el  precio  que  estipularan:  que 
Gil  Herrero  no  tuvo  inconveniente  en  aceptar  en  principio  esta  propo¬ 
sición,  pero  haciendo  depender  su  resolución  definitiva  del  aprecio  v 
medición  de  los  prácticos:  que  puestos  de  acuerdo  ambos  participes, 
nombraron  en  efecto  los  peritos  para  la  medida  y  justiprecio  de  la  casa, 
pero  que  de  los  trabajos  que  éstos  practicaron  no  llegó  á  tener  conoci¬ 
miento  D.  Bartolomé  Gil  Herrero,  que  falleció  un  mes  próximamente 
después;  y  que  no  habiendo  llegado  á  ver  el  certificado  de  los  peritos 
no  pudo  prestar  su  aprobación  á  lo  hecho  por  los  mismos,  y  falleció 
sin  haber  llegado  i  adquirir  compromiso  ni  obligación  de  ningún  gé¬ 
nero,  y  por  consiguiente,  tampoco  pudo  trasmitirlos  á  sus  herederos: 

-  Resultando  qué  en  la  réplica  manifestó  el  actor  que  las  operaciones 
de  justiprecio  y  división  las  presenció  constantemente  D.  Bartolomé 
Gil  Herrero  y  se  enteró  de  ellas,  así  como  del  certificado  y  plano  que 
extendieron  los  peritos,  y  que  después  de  practicada  dicha  división,  y 
viviendo  en  la  casa  Gil  Herrero  con  su  mujer,  pasaron  dos  albañiles  á 
registrar  la  cuarta  parte  correspondiente  ai  demandante  con  objeto  de 
ver  sipra  posible  comunicarla  con  la  parte  de  patio,  para  lo  cual  mu¬ 
daron  los  muebles  de  Gil  Herrero,  que  la  habitaba,  sin  oposición  algu¬ 
na  de  rradie;  y  la  demandada  insistió  en  la  duplica  en  lo  dicho  y  alega¬ 
do  en  el  escrito  de  contestación: 

Resultando  que  durante  el  término  de  prueba  reconocieron  los  pe¬ 
ritos  Guerrero  y  Cabrera  Sánchez  como  legítimos  los  documentos 
acompañados  á  la  demanda,  añadiendo  que  el  certificado  autorizado 
por  ambos  no  era  más  que  la  fiel  expresión  de  la  voluntad  de  los  dne  - 
ños  D.  Bartolomé  Atanasio  y  D.  B  -rtolomé  Gil,  los  que  se  hallaron  pre¬ 
sentes  durante  la  mayor  parte  de  la'operaeión  y  estuvieron  conformes 
en  que  la  parte  del  Oeste  correspondía  á  D.  Bartolomé  Atanasio,  y  que 
el  plano  se  levantó  por  mandato  de  los  dueños  y  después  del  certificado 
con  arreglo  al  cual  estaba  formado;  y  por  ambas  partes  se  hizo  uso  de 
la  prueba  testifical: 

Resultando  que  en  Io  de  Febrero  último  dictó  sentencia  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  confirmatoria  en  parte  y  revocatoria 
en’otra  parte  de  la  de  primera  instancia,  absolviendo  á  Doña  Concep¬ 
ción  Fernández  y  Fernández,  por  sí  y  en  nombre  de  su  hijo  D.  Bonifacio 
Herrero  y  Fernández,  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Claudio  Gómez 
de  Sepúlveda  en  cuanto  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  división  de 
la  casa  y  pago  de  194  pesetas  en  la  forma  ó  por  el  concepto  en  que  una 
y  otra  cosa  se  reclaman'en  aquélla,  y  mandando  que  en  término  de 
quinto  día  pague  al  demandante  las  32  pesetas  50  céntimos  á  que  as¬ 
ciende  la  mitad  de  los  derechos  de  los  peritos: 

Resultando  qug  D,  Claudio  Góm^z  de  Sepúlveda  interpuso  recurso 
de  casación  por  considerar  infringidas: 

Io  La  ley  Ia,  título  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
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dispone  agüe  paresciendo  que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  por  pro¬ 
misión  ó  por  algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea  tenudo  de  cumplir 
aquello  que  se  obligó,»*  puesto  que  la  sentenciaba  desestimado  una 
demanda  en  que  se  pedía  el  cumplimiento  de  un  contrato;  la  doctrina 
de  que  el  contrato  es  ley  para  los  contratantes,  y  la  de  que  el  heredero 
es  el  representante  y  continuador  de  la  personalidad  del  difanto;  así 
como  la  ley  13,  tít.  9o,  Partida  7a,  que  trata  de  cómo  pueden  demandar 
enmienda  los  herederos  de  la  deshonra  que  hicieren  á  aquel  á  quien 
heredaron,  y  en  la  que  se  dice  que  según  dsrecho  una  persona  es  con¬ 
tada  la  del  heredero  y  la  de  aquel  á  quien  heredó;  porque  la  sentencia 
recurrida  declara  libres  de  la  obligación  contraída  por  Gil  Herrero  á  su 
viuda  é  hijos: 

2o  La  ley  1  i 9,  tít.  1  8,  Partida  3*,  que  al  tratar  de  los. medios  de  prue¬ 
ba  que  usan  los  hombres  en  juicio  para  probar  sus  intenciones  dispona 
que  si  alguna  de  las  parles  adujese  alguna  carta  en  juicio  que  fuese 
hecha  por  mano  de  aquel  contra  quien  se  haee  la  demanda,  ó  de  otro 
que  la  hubiere  hecho  por  su  mandado,  si  la  parle  contra  quien  aduce 
tal  carta,  como  ésta  la  otorgare  debe  valer,  bien  así  como  si  fuese 
hecha  por  mano  de  Escribano  público,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  17  de  Noviembre  de  1864,  U  de  Febrero  de  1863  y  12  de 
Mayo  del  mismo  año  y  otras,  en  las  que  se  reconoce  el  principio  ó  doc¬ 
trina  legal  de  que  los  documentos  privados  deberán  producir  Valor  eu 
juicio  cuando  han  sido  reconocidos  por  quien  ios  extendió  ó  por  la  per¬ 
sona  nombrada,  para  extenderlos  ú  otorgarlos,  puesto  que  el  contrato 
de  cuyo  cumplimiento  se  trata  consta  en  el  certificado  y  en  el  plano  ex¬ 
tendido  por  los  peritos  que  de  común  acuerdo  nombraron  las  partes  in  - 
teresadas,  y  dichos  documentos  han  sido  reconocidos  por  sus  autores 
en  término  de  prueba  y  en  forma  legal,  manifestando  que  con  la  ex¬ 
presión  fiel  de  la  voluntad  de  los  interesados  que  les  nombraron  para 
le  división  concertada;  no  obstante  lo  cual  niega  la  sentencia  recorrida 
fuerza  y  valor  legal  en  juicio  á  esta  prueba; 

Y  3o  La  doctrina  legal  de  que  ha  lugar  á  la  casación’  de  una  senten¬ 
cia  contradictoria  en  sus  mismos  términos  ó  en  las  resoluciones  ó  de¬ 
claraciones  que  contenga,  sancionada  por  las  sentencias  de  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  de  9  de  Noviembre,  det  <854,  14  de  Abril  de.  1859  y 
otras;  pues  si  bien  todas  ellas  se  refieren  i  casos  en  que  la  contradic¬ 
ción  resulte  de  un  fallo  que  anule  una  ejecutoria  anterior,  con  mayor 
motivo  debe  ser  aplicable  al  presente,  en  el  que  la  sentencia  dictada  se 
contradice  á  sí  misma  por  ser  opuestos  los  extremos  que  contiene,  toda 
vez  que  declara  en  primer  término  que  no  ha  lugar  á  la  demanda  por 
no  ser  cierto  que  haya  existido  el  contrate  que  en  las  mismas  se  pro¬ 
pone,  y  en  segundo  término  que  ha  lugar  á  la  reclamación  por  la  mi  - 
tad  de  los  derechos  devengados  por  los  peritos  en  virtud  de  las  ope¬ 
raciones  practicadas  á  consecuencia  del  contrato  celebrado  por  las 
Partes  interesadas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Al  i  x  y  Bonache: 

Considerando  que  la  ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Reco¬ 
pilación  sólo  puede  ser  infringida  cuando  reconocida  ia  existencia  de 
una  obligación  se  le  niegue  eficacia  por  falta  de  solemnidades  externas 
que  no  sean  esenciales  á  la  misma  obligación  contraída: 

Considerando  que  por  ello  no  ha  podido  infringir  la  expresada  ley 
citada  en*el  primer  motivo  la  senteucia  recurrida,  porque  en  ésta  se 
declara  no  probada  la  existencia  de  la  obligación  que  se  supone  con- 
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traída  entre  D.  Bartolomé  Atanasio  Gómez  y  D.  Bartolomé  Gil  Herrero, 
sin  que  contra  la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sentencia¬ 
dora  para  declararlo  así  se  haya  invocado  errocde  derecho  ó  de  hecho 
en  forma  legal: 

Considerando  que  lo  propio  sucede  con  la  doctrina  de  que  el  con¬ 
trato  es  ley  para  los  contratantes,  y  la  de  que  el  heredero  es  el  repre¬ 
sentante  y  continuador  de  la  responsabilidad  del  difunto,  que  se  supo¬ 
nen  infringidas  en  el  mismo  motivo,  asi  como  la  ley  13,  tit.  9°  de  la 
Partida  7*,  haciendo  supuesto  de  la  cuestión,  porque  la  sentencia  re¬ 
currida  no  desconoce  el  valor  de  una  y  otra  doctrina,  sino  que  se  limi¬ 
ta  á  deqlarar,  como  ya  queda  dicho,  que  no  se  ha  probado  la  existencia 
de  la  obligación: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  niega  eficaeia  á  la  certi¬ 
ficación  y  planos  de  los  peritos  como  supone  el  recurrente,  sino  que  li¬ 
mita  su'alcanoe  al  objeto  para  que  fueron  nombrados  dichos  peritos, 
que  no  fué  otro  que  el  justiprecio  y  medida  de  la  finca;  pero  no  para 
probar  la  existencia  de  la  obligación,  y  en  tal  concepto  la  sentencia 
recurrida  no  infringe  la  ley  119,  tít.  18,  Partida  3a,  ni  la  doctrina  con¬ 
signada  en  las  sentencias  que  se  alegan  en  el  segundo  motivo: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  es  contradictoria  en  su 
parte  dispositiva,  y  por  lo  tanto  no  ha  infringido  la  doctrina  legal  que 
se  cita  en  el  tercer  motivo,  porque  la  medida  y  justiprecio  de  la  finca 
es  un  hecho  indepediente  que  ha  podido  ser  resuelto  porque  no  tiene 
relación  alguna  con  la  obligación  cuya  existencia  se  niega  en  aquélla; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Claudio  Gómez  de  Sepúlveda,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Se¬ 
villa  la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  14  de  Noviembre  de  1883, 
é  inserta  en  la  Gaceta,  de  21  de  Enero  de  1884.) 
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iftec;n*Ho  de  casación  (15  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Abono  de  daños  y  perjuicios. — Ha  lugar  al  interpuesto  por  el 
Banco  de  España  con  Doña  Catalina  Canal»  (Audiencia  de  Palma),  y  se 
resuelve: 

4°  Que  los  procedimientos  contra  los  primeros  y  segundos  contribu¬ 
yentes  para  la  cobranza  de  los  descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Ha  - 
cienda  son  puramente  administrativos ;  y  que  según  la  instrucción  de 
3  de  Diciembre  de  1869,  que  tiene  carácter  de  ley  en  sus  artículos  5o,  6o 
y  7o,  á  los  Jefes  de  la  Administración  económica  corresponde  la  facul¬ 
tad  de  expedir  los  apremios  contra  los  segundos  contribuyentes ,  nom¬ 
brándose  Comisionados  ejecutores  por  los  funcionarios  de  la  Adminis¬ 
tración,  si  bien  debiendo  recaer  en  los  funcionarios  que  propongan  los 
Recaudadores  ó  sus  delegados ,  y  siendo  los  Jueces  de  paz,  hoy  munici¬ 
pales.  según  el  art.  58,  los  que  decreten  el  embargo  y  venta  de  bienes  en 
su  caso  del  deudor : 

2o  Que  si  ni  del  espíritu  ni  por  la  letra  de  los  mencionados  artículos 
se  desprende  que  el  Comisionado  de  apremio  ni  el  depositario  judicial 
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que  intervinieron  en  los  actos  que  motivan  el  'presente  litigio  obraran 
como  mandatarios  ni  dependientes  en  ningún  concepto  del  Banco  de 
España-,  por  lo  tanto  la  sentencia  que  dándoles  este  carácter  condena 
al  Banco  de  España  á  responder  por  ellos ,  infringe  los  mencionados 
artículos  de  la  instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1 869; 

Y  3o  Que  sieitdo  procedente  la  casación  por  uno  de  los  motivos  que 
se  alegan,  no  hay  necesidad  de  ocuparse  de  los  demás. 

Ea  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Lonja  de  Palma  de  Mallorca  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  del 
territorio  por  Doña  Catalina  Canals  y  Castañer,  vecina  de  dicha  ciudad 
con  e)  Banco  de  España  sobre  abono  de  daños  y  perjuicios;  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  yirtud  de  recuiso  de  casación  por  infrac¬ 
ción,  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Luis  Díaz  Cobeña  y  el 
Procurador  D.  Manuel  de  Diego,  en  defensa  y  representación  del  Ban¬ 
co,  habiendo  sido  defendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el 
Licenciado  D.  Eduardo  Romero  Paz  y  el  Procurador  D.  Manuel  Ordóñez: 

‘  Resultando  que  D.  José  Ramis,  Comisionado  ejecutor  por  la  Dele¬ 
gación  del  Banco  de  España  en  Mallorca  y  aprobado  en  10  de  Noviem¬ 
bre  de  1874  por  la  Administración  económica  de  dicho  punto,  procedió 
á  embargar  la  finca  clenominada  Can  Cu  1  lera,  de  la  propiedad  de  Don 
Jaime  Arbona,  para  hacer  efectivas  8.667  pesetas  que  éste  debía  al 
Banco  por  razón  de  la  recaudación  de  contribuciones  de  los  pueblos  de 
Soller  y  Jornallatx  que  había  tenido  á  su  cargo;  y  embargada  definiti¬ 
vamente  en  8  de  Enero  de  1875  dicha  finca  por  el  mismo  Comisionado* 
se  nombró  depositario  á  D.  Gaspar  Fuster,  portero  del  Juzgado  muni¬ 
cipal  de  Soller: 

Resutando  que  Doña  Catalina  Canals,  consorte  de  Arbona,  dedujo 
en  8  de  Agosto  de  1*76  demanda  de  tercería  de  dominio  y  de  mejor  de¬ 
recho,  fundada  en  que  era  dueña  de  una  porción  de  la  finca  embargada 
A  su  marido,  y  en  que  sobre  la  parte  restante  tenia  el  derecho  de  usu¬ 
fructo  y  acreditaba  eierta  cantidad: 

Resultando  que  pendiente  la  primera  instancia  de  esta  tercería,  de¬ 
dujo  la  misma  Doña  Catalina  én  7  de  Junio  de  1877  interdicto  de  rete¬ 
ner  una  porción  de  tierra,  viña  y  o[jvar  de  la  finca  Can  Cullera,  de  un 
cuartón,  88  destres  y  nueve  décimos  de  cabida;  alegando  que  D.  Josó 
Ramis,  en  nombre  y  representación  del  Banco  de  España,  le  había  lla¬ 
mado  á  la  Casa  Consistorial  del  pueblo  de  Soller  para  manifestarle  que 
en  un  breve  plazo  abandonase  una  porcióu  de  dicha  finca  á  favor  del 
Binen  para  responder  de  la  deuda  que  este  establecimiento  acreditada 
Contra  su  marido,  con  lo  cual  había  venido  á  ser  perturbada  la  deman¬ 
dante  en  la  indicada  posesión,  ofreciendo  información  acerca  de  este 
hecho  y  pidiendo  que  se  tuviese  por  deducido  el  interdicto*  contra  el 
Banco  de  España  y  que  se  dirigiese  oficio  al  Director  de  la  sucursal  de 
dicho  establecimiento,  previniéndole  que  se  abstuviese  de  ejecutar  nue¬ 
vos  actos  perlurbatorios: 

Resultando  que  el  Juzgado  libró  el  oficio  pedido,  al  que  se  contestó 
Por  el  Banco  en  comunicación  firmada  por  D.  Juan  Bautista  Sala  que 
en  virtud  de  haber  sido  alcanzado  el  Recaudador  Arbona  en  cierta  can¬ 
tidad,  se  procedió  al  embargo  de  los  bienes  que  constituían  su  fianza, 
y  habiendo  resultado  después  que  existía  una  escritura  de  venta  de  una 
porción  dh  la  tierra  hipotecada  á  favor  de  la  mujer  de  Arbona»  Doña  Ca¬ 
talina  Canals,  se  procedió  á  hacer  el  deslinde  oportuno  para  que  no  fue- 
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se  perturbada  ésta  en  la  posesión  de  dicha  tierra:  que  á  consecuencia 
de  unas  tercerías  deducidas  por  Doña  Catalina,  hacía  cerca  de  un  año 
que  habían  sido  suspendidos  los  procedimientos  ejecutivos  contra  los 
bienes  que  constituían  la  fianza  de  Arbona,  habiéndose  limitado  desde 
entonces  aquella  dependencia  á  hacer  conservar  en  poder  del  deposita¬ 
rio  y  administrador  la  finca  embargada:  que  en  8  dé  Enero  de  1875 
fué  nombrado  depositario  de  la  finca. D.  Gaspar  Fuster,  portero  del 
Juzgado  municipal  de  Soller,  el  cual  se  hallaba  en  el  deber  de  dar  cuen¬ 
ta  á  aquella  sucursaLde  los  rendimientos  de  la  finca,  y  por  consiguien¬ 
te  en  el  de  impedir  que  ni  Doña  Catalina  ni  ninguna  otra  persona  pu¬ 
diesen  entrar  en  ella  y  destrozar  en  un  día  la  cosecha  de  todo  el  año: 
que  en  este  terreno  seria  defendido  el  depositario  por  la  recaudación  de 
contribuciones,  que  se  hallaba  en  el  deber  de  defender  los  intereses  del 
Banco,  que  debían  ser  considerados  en  el  caso  presente  como  de  la  Ha¬ 
cienda  pública;  y  que  la  finca  á  que  se  refería  el  interdicto  de  retener 
deducido  pos-  Doña  Catalina  Canals  era  una  pieza  de  tierra  embargada 
por  el  Comisionado  ejecutivo  nombrado  por  el  Banco,  cuyo  embargo, 
no  se  había  alzado  todavía,  por  lo  cual  ningún  derecho  asistía  á  la  Ca  ' 
nals  ni  para  coger  el  fruto  ni  para  entrar  en  ella  sin  el  permiso  del  de¬ 
positario: 

Resultando  que  recibida  á  Doña  Catalina  la  información  ofrecida  y 
practicada  acudió  al  Juzgado,  manifestando  que  el  despojo  por  ella  te¬ 
nido  se  había  consumado,  pues  el  Banco  se  había  apoderado  de  la  finca 
y  la  había  arrojado  de  ella,  por  lo  que  solicitaba  que  teniendo  por  de¬ 
ducido  el  interdicto  de  recobrar,  se  decretase  la  restitución  con  todas 
sus  consecuencias,  á  cuyo  fin  presentó  un  interrogatorio,  que  contes¬ 
taron  cuatro  testigos: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  auto  en  tO  de 
Diciembre  de  1877,  declarando  no  haber  lugar  al  interdicto  propuesto 
contra  el  Banco,  á  quien  se  absolvió  de  la  demanda  por  considerar  que 
si  bien  se  había  justificado  cumplidamente  la  posesión  en  que  se  halla 
ba  la  demandante  del  terreno  que  adquirió  del  predio  Can  Cultera  y 
la  perturbación  que  había  sufrido  en  esta  posesión,  no  resultaba  acre¬ 
ditado  en  debida  forma  que  el  despojante  hubiese  sido  el  Banco  de  Es¬ 
paña  ni  que  hubiese  dado  orden  á  sus  verdaderos  ó  supuestos  delega¬ 
dos  para  cometer  semejante  extralimitación: 

Resultando  que  en  vista  de  esto  dirigió  Doña  Catalina  el  interdicto 
de  recobrar  contra  D.  Gaspar  Fuster  como  detentador  material  de  la 
finca,  y  en  auto  de  22  del  mismo  mes  de  Diciembre  fué  estimado  el  in 
terdicto  mandando  A  Fuster  que  verificase  en  el  término  de  tercero  día 
la  restitución,  con  imposición  al  mismo  de  todas  las  costas  ocasiona¬ 
das  en  estos  autos: 

Resultando  que  consentido  este  auto  por  Fuster  y  verificada  la  res¬ 
titución  acordada,  compareció  el  Promotor  fiscal,  deduciendo  en  repre¬ 
sentación  del  Estado  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  el  interdicto, 
fundándose  en  que  para  reintegrarse  la  Hacienda  de  lo  defraudado  por 
el  Recaudador  Arbona  se  embargó  la  finca  hipotecada  y  se  nombró  de¬ 
positario  á  Fuster,  y  en  que  contra  los  depositarios  de  bienes  embarga¬ 
dos  por  Autoridades  que  tienen  facultades  para  realizar  tales  embargos 
no  caben  interdictos: 

Resultando  que  el  Juez  en  auto  de  30  de  Enero  de  1878  dejó  sin 
efecto  el  del  22  del  mes  anterior  y  todo  lo  obrado  en  su  consecuencia, 
y  mandó  restituir  en  la  finca  al  depositario  nombrado;  mas  apelado  es- 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  257 

te  auto  por  Doña  Catalina  Canals,  fué  revocado  por  sentencia  de  la  Sa¬ 
la  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Mallorca  de  25  de  Octubre  de  dicho 
año  1 878,  que  dejó  sin  efecto  todo  lo  actuado  desde  la  comparecencia 
del  Promotor  fiscal,  y  mandó  devolver  las  actuaciones  al  Juzgado  para 
que  repusiera  las  cosas  al  estado  que  tenían  en  la  citada  época,  sin  per¬ 
juicio  del  derecho  de  D.  Gaspar  Fuster,  que  podría  utilizar  en  juicio 
ordinario: 

Resultando  que  repuesta  de  nuívo  Doña  Catalina  Canals  en  la  po¬ 
sesión  de  la  finca,  se  convocó  á  su  instancia  á  ambas  partes  á  juicio 
verbal  para  fijar  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios  que  fueron  apre¬ 
ciados  en  providencia  de  U  de  Diciembre  en  500  pesetas,  figurando  en¬ 
tre  ellos  los  honorarios  y  derechos  del  Letrado  y  Procurador;  y  aproba¬ 
da  también  en  providencia  de  II  de  Febrero  del  siguiente  año  la  tasa¬ 
ción  de  costas  que  se  practicó,  s*e  reclamó  el  pago  de  D.  Gaspar  Fus¬ 
ter,  que  resultó  insolvente,  según  se  hizo  constar  por  diligencia:  * 

Resultando  que  en  su  consecuencia*  dedujo  Doña  Catalina  Canals 
demanda  civil  ordinaria,  que  obra  al  folio  187  de  los  autos,  en  la  que 
Partiendo  del  hecho  de  que  había  interpuesto  interdicto  de  recobrar 
9°ntra  D.  Gaspar  Fuster,  representante  ó  delegado  del  Banco  de  Espa¬ 
ña  en  Soller,  y  condenado  dicho  despojante  al  pago  de  todas  las  cos¬ 
tas  había  resultado  insolvente;  y  alegando  que  el  mandante  es  respon¬ 
sable  de  los  actos  del  mandatario,  así  como  del  pago  de  las  costas, 
gastos  y  perjuicios  ocasionados  por  éste,  sin  perjuicio  de  la  acción  que 
<-ontra  el  mismo  tenga  el  mandante  en  el  caso  de  haberse  extralimita¬ 
do  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  pidió  que  en  uso  de  la  acción  personal 
que  ejercitaba  se  condenase  al  Banco  de  España  al  pago  de  todas  las 
costas,  gastos  y  perjuicios  que  se  le  habían  originado  en  estos  autos 
desde  su  principio,  asi  como  de  las  causadas  ante  la  Audiencia  y  de  las 
que  se  causasen  en  lo  sucesivo;  solicitando  por  un  otrosí  que  se  citase 
y  emplazase  á  D.  Gaspar  Fuster: 

*  Resultando  que  el  Director  de  la  Sucursal  del  Banco  de  Mallorca  se 
upuso  á  la  demanda,  alegando  que  Fuster  no  fué  nombrado  depositario 
P?r  aquel  establecimiento,  sino  por  el  Comisionado  de  apremios  ele¬ 
gido  por  la  Administración  económica  en  el  expediente  de  apremio 
instruido  por  dicho  Comisionado  con  jirreglo  á  la  instrucción  de  3  de 
Diciembre  de  1869,  en  el  que  se  embargó  la  finca  en  concepto  de  per¬ 
tenecer  al  Recaudador  Arbona  con  el  solo  encargo  que  la  ley  confiere 
á  los  depositarios  de  bienes  embargados:  que  tan  pronto  como  se  vió 
que  en  el  embargo  se  había  comprendido  una  porción  de  finca  adqui¬ 
rida  por  la  demandante  que  iba  unida  á  la  de  su  marido,  se  procedió  á 
su  deslinde  á  fin  de  que  no  fuese  perturbada  aquélla  en  la  posesión  de 
su  finca:  que  reconociendo  la  demandante  que  su  finca  estaba  embar¬ 
gada  por  la  Autoridad  administrativa,  dedujo  demanda  de  tercería  de 
dominio  para  que  se  levantara  el  embargo,  y  pendiente  esta  tercería 
promovió  los  interdictos  referidos  al  principio:  que  en  estos  procedi¬ 
mientos  sumarísimos  no  recayó  ni  aun  con  respecto  á  Fuster  otra  con¬ 
dena  que  la  de  restitución  de  la  posesión  y  pago  de  las  costas  de  la 
Primera  instancia,  y  aunque  se  fijaron  cantidades  por  perjuicios  lo  fue¬ 
ron  sin  justificación  alguna  de  que  lo  hubiese,  y  hasta  confundiendo 
las  ideas  y  los  conceptos  se  fijaron  como  perjuicios  cantidades  deven¬ 
gadas  como  costas:  que  en  ninguna  de  las  actuaciones  referidas  había 
jenido  intervención  alguna  el  Banco  demandado,  y  era  inexacto  que 
fuster  fuese  su  representante  ó  delegado,  por  lo  cual  era  claro  que  la 
tomo  53  <7 
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demanda  carecía  de  fundamento:  que  la  Autoridad  que  en  ejercicio  de 
sus  funciones  embarga  una  finca  en  expediente  de.apremio  para  el  pa¬ 
go  de  deudas  no  comete  despojo  ni  procede  el  interdicto  de  recobrar 
contra  el  acto  del  embargq,  y  sí  únicamente  la  tercería  de  dominio  por 
parte  del  que  se  considere  dueño  de  la  finca  embargada:  que  además  el 
Banco  mismo  podría  ser  responsable  de  los  abusos  que  hubiera  podido 
cometer  un  depositario  nombrado  por  el  Juzgado  que  verificó  el  em¬ 
bargo;  y  que  siendo  doctrinas  jurídicas  que  lo  obrado  en  unos  autos 
no  puede  perjudicar  á  las  personas  que  no  han  tenido  intervención  en 
ellos,  y  que  ningún  litigante  puede  ir  contra  lo  juzgado,  era  evidente 
que  lo  actuado  en  los  presentes  no  podía  causar  perjuicio  alguno  al 
Banco,  que  ninguna  intervención  había  tenido  en  ellos,  ni  la  deman¬ 
dante  podría  ir  contra  las  ejecutorias  dictadas  en  los  interdictos: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  reprodujeron 
ambas  partes  lo  dicho  y  alegado  en  los  anteriores,  y  recibido  el  pleito 
á  prueba,  se  utilizó  el  trámite  pbr  ambas  con  diferentes  justificaciones: 

Resultando  que  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Ma- 
•  Horca  dictó  sentencia  confirmatoria  en  27  de  Enero  próximo  pasado, 
declarando  que  el  Banco  de  España  es  responsable  del  pago  de  todas 
las  costas  causadas  en  estos  autos  hasta  el  folio  181,  con  inclusión  de 
las  ocosionadas  ante  aquella  Audiencia  con  motivo  de  las  apelaciones 
interpuestas  en  los  escritos  de  31  de  Enero  y  7  de  Febrero  de  1878, 
como  también  del  importe  de  los  gastos  y  perjuicios  fijados  en  la  pro¬ 
videncia  de  14>de  Diciembre  de  dicho  año,  y  condenándole  en  su  con¬ 
secuencia  al  pago  de  dichas  responsabilidades  pecuniaiias  en  el  término 
de  10  días: 

Resultando  que  acreditando  tener  constituido  el  depósito  de  1.000 
pesetas  para  los  efectos  legales  correspondientes,  interpuso  el  Banco 
de  España  recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  como  infringidas: 

Io  La  ley  13,  tít.  22  de  la  Partidad  3a,  que  dispone  que  no  vale  el 
segundo  juicio  que  fué  dado  contra  el  primero;  la  ley  19  del  mismo  tí¬ 
tulo  y  Partida,  que  declara  qué  fuerza  ha  el  juicio,  y  la  jurisprudencia 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias,  espe¬ 
cialmente  en  las  de  12  de  Noviembre  de  1856, 12  de  Febrero  de  1864  y 
3  de  Junio  de  1865,  en  el  concepto  deque  habiendo  sido  absuelto  el 
recurrente  en  la  sentencia  de  10  de  Diciembre  de  1877,  dictada  en  los 
interdictos  de  Doña  Catalina  Canals,  por  no  estar  acreditado  que  fuese 
el  despojante  y  condenado  en  este  concepto  Gaspar  Fuster  en  la  sen¬ 
tencia  de  22  del  mismo  mes,  no  ha  podido  el  fallo  recurrido  atribuir 
al  recurrente  aquel  carácter  é  imponer  la  responsabilidad  consiguiente 
sin  contradecir  y  anular  lo  establecido  en  las  dos  sentencias  susodichas> 
que'  fueron  consentidas  por  la  parte  contraria  y  causaron  ejecutoria 
respecto  de  los  puntos  concretos  que  resolvieron: 

2o  La  doctrina  jurídica  conforme  con  las  disposiciones  de  la  ley  20, 
tít.  22,  Partida  3a,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  es¬ 
tablecida  en  sentencias  de  4  de  Octubre  de  1860,  14  de  Abril  de  1864 
y  12  de  Noviembre  de  1867,  de  que  las  sentencias  de  los  Tribunales  no 
perjudican  sino  á  los  que  han  sido  parteen  el  juicio  en  que  recaen, 
porque  el  fallo  recurrido  hace  extensiva  é  impone  directamente  al  Ban¬ 
co  recurrente,  que  no  fué  parte  en  el  interdicto  seguido  por  Doña  Ca¬ 
talina  Canals  contra  D.  Gaspar  Fuster,  las  responsabilidades  pecunarias 
que  allí  se  declararon  y  determinaron  contra  el  detentador  material  ó 
causante  del  despojo: 
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3o  La  instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1 8  6 9 ,  rol a  ti  va  al  m  o  do  de 
proceder  para  hacer  efectivos  los  débitos  a  favor  de  a  Hacienda  pübli- 
ca  pn  artículos  5o  6o.  7o  Y  58,  en  el  primero  de  los  cuales  se  con¬ 
fiere  á  los  Jefes  administrativos  la  facultad  de  expedir  bs  apremios  con¬ 
tra  los  segundos  contribuyentes;  en  el  segundo  se  depone  el  nombra¬ 
miento  de  Comisionados  ejecutores  para  instruir  los  - 

den  lugar  dichos  apremios;  en  el  tercero  se  reserva  á  los  Administra 
dores  económicos  el  nombramiento  de  los  referidos  Comisionados  y  ea 
el  último  se  atribuye  á  los  Jueces  municipales  la  facultad  de  decretar  el 

embargo  de  los  bienes  de  los  segundos  contnbuyuntes  aicanzados  con 
todas  sus  materiales  consecuencias;  en  el  ^ncntto  de  que ^ni  por  el 
origen  de  sus  respectivo  cargos,  m  por  la  índole  d.e  nsunsnfpu 
la  responsabilidad  de  las  reglas  legales  á  que  teman  *“¿3 

ejercicio,  pueden  considerarse  como  dependmntes  ó  subalternos  del 

Banco  de  España  que  obraran  con  arreglo  á  sus  órdenes  y  le  obligaran 
personalmente  con  sus  actos  ni  el  Comisionado  de  apremios  que  practicó 
«1  embargo  de  1»  Anca  denominada  Can  C»llora^n.  el  Adm.n,  Irador  6 
Depositario  judicial  que  se  posesionó  de  ella,  dando  pretexto  á  los  ínter 

dictos  de  Doña  Catalina  Canals; 

Y  4o  La  ley  21 ,  tít.  34,  Partida  7  ,  que  dice  que  quien  da  razón  para 
que  venga  daño  á  otro,  él  mismo  se  entiende  que  lo  face;  y  la  14  del 
mismo  título  y  Partida,  que  declara  que  no  tace  tuerto  á  otro  quien 
usa  de  su  derecho,  en  el  concepto  de  la  primera,  de  estar  mal  aP*lca<Ja 
en  el  fallo  recurrido,  bajo  el  supuesto  equivocado  de  que  los  causantes 
del  despojo  que  motivaron  los  interdictos,  de  Dona  Catalina  Cana  s 
obraron  como  dependientes  del  Banco  recurrente  y  siguiendo  sus  ins¬ 
trucciones  y  la  segunda  en  el  sentido  de  que  al  promover  el  recurren¬ 
te  el  expediente  de^apremio  contra  su  subalterno  Artonj,  cuyo ,  expe¬ 
diente  dió  margen  al  embargo  y  depósito  de  la  finc®  ?®Jt°¡*  *  v 

betidntt  interdictos  no  hizo  más  que  ejercitar  un  derecho  legitimo  y 
'  qoele^ompele  como^obrrogado  en  el  logar  de  la  Hacienda  en  cuanto 
8e  refiere  á  la  recaudación  de  contribuciones.  ,  , 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 

Gü  Considerando  que  los  procedimientos  contra  los  primeros  y  segun¬ 
dos  contribuyente^  para  la  cobranza  de  los  descubiertos  líquidos  á  fa¬ 
vor  de  la  Hacienda  son  puramente  administrativos,  y  que  según  la 
instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1869,  que  tiene  carácter  de  ley  en 
su 8  artículos  5o  6o  y  7o,  á  los  Jefes  de  la  Administración  económica 
corresponde  la  fkcultad  de  expedir  los  apremios  contra  los  aeg“"do8 
contribuyentes,  nombrándose  Comisionados  ej  Motores  P°flo!fudnc°; 
narios  que  propongan  los  Recaudadores  ó  sus  delegados,  y ^siendo Jos 
Jueces  de  pe™  boy®  municipales,  según  el  art  58,  los  que  decretan  el 

embargo  y  ventado  bienes  en  su  caso  del  deudor: 

Considerando  que  ni  del  espíritu  ni  por  la  letra  de  loa e®«J®,ol?tad? ® 
artículos  se  desprende  que  el  Comisionado  de  apreínio  ni  el  Depos  tar  o 
judicial  que  intervinieron  en  los  actos  que  motivan  el  Z^oSceD  o  del 
obraron  como  mandatarios  ni  dependientes  en  «te  Carácter 

Banco  de  España,  y  por  lo  tanto  la  sentencia  que,íání\^r?n^  ,os  menl 
condena  al  Banco  de  España  á  responder  por  fa69  alTS- 

cionados  artículos  de  la  instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1809,  alega 

dos  como  motivos  de  casación:  indicada  no 

Considerando  que  siendo  ésta  procedente  por  la  razón  indicada,  no 
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hay  necesidad  de  ocuparse  de  los  demás  motivos  que  se  alegan  por  la 
parte  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  el  Banco  de  España,  y  en  su  consecuen¬ 
cia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  27  de  Enero  próximo  pa¬ 
sado  dictó  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca;  y 
devuélvasele  el  depósito  de  1.000  pesetas  que  tiene  constituido. — 
(Sentencia  publicada  el  15  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  21  de  Enero  de  1884.) 
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Sfiecurso  ilc  casación  (19  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Petra  Gutiérrez 
Gil  con  D.  Juan  Lorenzo  Ayala  (Audiencia  de  las  Palmas),  y  se  re¬ 
suelve: 

Que  si  bien  al  comprador  no  se  trasmiten  más  derechos  que  los 
que  tiene  el  vendedor ,  debe  esto  entenderse  sin  perjuicio  de  los  que  se 
adquieren  por  terceros  cuando  los  asientos  del  Registro  les  demuestra 
que  la  finca  está  libre  de  toda  limitación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley,  seguidos  en  los  Juzgados  municipal  y  de  primera  ins¬ 
tancia  de  la  ciudad  de  las  Palmas,  por  D.  Juan  Lorenzo  Ayala,  vecino 
de  dicha  ciudad,  Procurador,  representado  por  el  Procurador  D.  Da¬ 
niel  Doze  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Eugenio  Montero  Ríos,  con 
Doña  Petra  Gutiérrez  Gil,  de  la  propia  vecindad,  representada  y  de¬ 
fendida  por  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  Baura  y  el  Licenciado 
D.  Juan  Alvárado,  sobre  desahucio: 

Resultando  que  en  27  de  Setiembre  de  1876,  D.  Joan  Bautista  Ri- 
poche  firmó  un  documento  privado  por  el  que  se  obligó  á  vender  á 
Doña  Petra  Gutiérrez  Gil,  ó  á  la  persona  que  ésta  le  designase,  sin 
que  le  exhibiera  precio  alguno,  la  casa  situada  en  la  calle  de  la  Cuna, 
de  la  ciudad  de  Las  Palmas,  que  la  había  comprado  en  aquel  mismo 
día  en  3.000  pesos,  tan  pronto  como  la  Doña  Petra  le  satisficiese  la  can¬ 
tidad  que  le  adeudase  y  le  abonase  lo  que  Ripoche  pagase  á  cuenta  de 
las  responsabilidades  que  afectaban  la  finca,  obligándose  entre  tanto  á 
dejarle  dicha.casa  en  inquilinato,  sin  alquileres,  pero  siendo  de  su 
cuenta  reparos  y  contribuciones: 

Resultando  que  en  22  de  Abril  de  1880  D.  Juan  Bautista  Ripoche 
vendió  á  D.  Juan  Lorenzo  Ayala  una  casa  sita  en  la  calle  de  la  Cuna  ó 
de  Santo  Domingo,  nüm.  23,  de  la  ciudad  de  Las  Palmas  de  Gran  Ca¬ 
naria,-  en  precio  de  13.125  pesetas  que  confesó  tener  recibidas  del  com¬ 
prador,  obligándose  d  la  evicción  y  saneamiento  en  legl  forma;  mani¬ 
festó  que  la  casa  se  hallaba  libre  de  todo  gravamen  y  que  la  había  ad  - 
quirido  por  compra  á  Doña  Petra  Gutiérrez  Gil,  segün  escritura  de  27 
de  Setiembre  de  1875: 

Resultando  que  en  16  de  Octubre  de  1880  D.  Juan  Lorenzo  Ayala, 
acompañando  la  referida  escritura  y  certificación  del  acto  conciliatorio 
sin  resultado,  demandó  en  juicio  verbal  á  Doña  Petra  Gutiérrez;  sobre 
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desahucio  de  la  precitada  casa,  fundado  en  el  núm.  Io  de  la  ley  de  18 
de  Junio  de  1877,  mediante  haber  espirado  el  plazo  de  30  días  que  de¬ 
ben  concederse  á  los  que  tienen  en  precario  una  finca  urbana,  y  aun  el 
de  40  que  ha  de  darse  de  aviso  con  arreglo  á.la  costumbre  general: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio,  Ayala  reprodujo  su 
demanda,  y  Doña  Petra  Gutiérrez,  después  de  haber  propuesto  la  ex 
cepción  de  litispendencia,  porque  existían  autos  sobre  desahucio  de  la 
propia  finca  entre  D.  Juan  Bautista  Ripoche  y  la  Doña  Petra,  pidió  se 
le  absolviera  de  la  demanda,  porque  según  el  documento  privado  que 
producía  de  27  de  Febrero  de  187o,  D.  Juan  Bautista  Ripoche  no  había 
podido  vender  á  D.  Juan  Lorenzo  Ayala  la  casa  objeto  de  desahucio 
sin  consultar  antes  la  voluntad  de  la  Doñ/i  Petra,  que  tenía  la  prefe¬ 
rencia  sobre  todos  y  cualquiera  para  comprar  la  casa:  que  no  podía  de¬ 
cirse  que  las  obligaciones  personales  entre  Ripoche  y  la  demandada  no 
afectan  á  Ayala,  porque  el  de  compraventa  entre  aquél  y  éste  es  simu¬ 
lado,  y  como  tal  nulo  y  sin  valor,  y  que  aun  cuando  fuese  real,  ha¬ 
llándose  Ayala  impuesto  de  dicho  documento  al  adquirir  la  finca  que¬ 
dó  sujeto  á  las  obligaciones  que  con  él  contrajo  Ripoche;  el  actor  repli¬ 
có  insistiendo  en  su  demanda,  alegando  que  al  comprar  la  casa  lo  hizo 
sin  gravámenes  ni  relación  con  documentos  privados  que  desconocía; 
por  lo  que  si  algún  derecho  teníala  demandada  contra  Ripoche  debía 
reclamarle  de  éste,  toda  vez  que  su  derecho  es  personal,  y  que  era  fai- 
só  cuanto  exponía  respecto  á  ser  la  venta  simulada,  puesto  que  según 
la  escritura  fué  real  y  efectiva: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  propusieron, 
el  Juez  municipal  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada  por  el  de  prime¬ 
ra  instancia  en  Io  de  Diciembre  de  1882,  declarando  haber  lugar  al 
desahucio,  y  en  su  consecuencia  condenó  á  Doña  Petra  Gutiérrez  á  que 
dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  en  que  esta  sentencia  causase  eje¬ 
cutoria  deje  libre  y  á  disposición  del  actor  la  finca  objeto  de  desahu¬ 
cio,  apercibida  de  lanzamiento  con  las  costas,  reservando  á  la  deman¬ 
dada  su  derecho  contra  D.  Juan  Bautista  Ripoche  para  que  lo  deduzca 
en  la  forma  y  ante  quien  hubiere  lugar: 

Resultando  que  declarado  por  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  que  interpuso  Doña  Petra  Gutiérrez  Gil,  formuló  el  fundado  en 
infracción  de  ley,  alegando  como  motivos: 

Que  en  los  autos  consignaba  que  el  demandante  Ayala  admitió  el 
contenido  del  documento  privado  que  D.  Juan  Bautista  Ripoche  otorgó 
á  favor  de  Doña  Petra  Gutiérrez,  y  en  el  en  que  entre  otras  cosas  se 
comprometió  á  mantener  á  ésta  en  quieta  y  pacífica  posesión  de  la  ca¬ 
sa  hasta  que  se  verificara  la  venta  de  ésta:  que  el  derecho  de  Ripoche 
tenía  por  tanto  una  limitación,  y  un  derecho  limitado  era  el  que  podía 
trasmitir  á  Ayala:  que  esta  doctrina  se  halla  consignada,  entre  otras, 
en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Febrero  de  1835,  en 
•a  que  se  declara  que  por  la  venta  no  se  trasmiten  al  comprador  más 
derechos  que  los  que  tiene  el  vendedor,  trasfiriéndose  al  propio  tiem¬ 
po  los  gravámenes;  doctrina  que  ha  sido  infringida  en  la  sentencia  al 
decir  que  D.  Juan  Bautista  Ripoche  trasmitió  á  D.  Juan  Lorenzo  Aya¬ 
te  la  plena  propiedad  de  la  casa  sin  limitación  alguna: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  doctrina  invocada  en 
el  motivo  expuesto,  porque  si  bien  al  comprador  no  se  trasmiten  más 


262  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

derechos  que  los  que  tiene  el  vendedor,  debe  esto  entenderse  sin  per-, 
juicio  de  los  que  se  adquieren  por  terceros  cuando  los  asientos  del  Re¬ 
gistro  les  demuestra  que  la  linca  está  libre  de  toda  limitación,  como 
sucedió  en  el  caso  presente,  puesto  que  el  contrato  celebrado  por  la 
recurrente  y  en  que  no  intervino  D.  Juan  Lorenzo  Ayala,  no  estaba. ni 
podía  estar  inscrito  por  su  carácter  privado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  Petra 
Gutiérrez  Gil,  é  la.  que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  canti¬ 
dad  que  debió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de 
fortuna  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  líbrese  la  correspondiente 
certificación  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Las  Palmas. — (Sen¬ 
tencia  publicada  eM6  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
21  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1883).— < Sala  terce¬ 
ra. — Incompetencia  pe  jurisdicción. — No  se  admite  el  interpuesto  por 
Doña  Rita  Criee  con  D.  Hipólito  Lahera  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  se  da  recurso  de  casación  contra  las  sentencias 
definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias ;  y  que  tienen  este  concep¬ 
to  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan  termino  al 
pleito,  haciendo  imposible  su  continuación'. 

2o  Que  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  la  sentencia  que  decide  la 
excepción  de  incompetencia ,  porque  no  pone  término  al  pleito,  antes  bien 
facilita  su  continuación', 

Y  3o  Que  no  puede  haber  lugar  al  recurso  de  casación  á  que  se  refie¬ 
re  el  caso  6o  del  art.  1692,  si  por  razón  de  la  materia  no  ha  habido  abu¬ 
so,  exceso  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  conociendo  en  asun¬ 
to  que  no  sea  de  la  competencia  judicial. 

Resultando  que  deducida  demanda  civil  ordinaria  por  D.  Hipólito 
Lahera  contra  Doña  Rita  Grice  sobre  entrega  de  un  piano,  que  corres¬ 
pondió  al  Juzgado  del  distrito  del  Centro  de  esta  corte,  opuso  la  parte 
demafidada  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción, 
fundada  en  que  no  había  sido  repartida  dicha  demanda  entre  los  Juzga¬ 
dos  de  primera  instancia,  y  en  todo  caso  entre  las  Escribanías: 

Resultando  que  desestimada  en  ambas  instancias  esta  excepción, 
dedujo  Doña  Rita  Grice  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  á 
cuya  admisión  se  opuso  el  Ministerio  fiscal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Francisco  Bnstamante: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1689  y  1690 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento. civil,  se  da  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  y  que.  tienen 
este  concepto  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan 
término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  tiene  el  carácter  de  de- 
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Unitiva,  porque  al  decidir  la  excepción  de  incompetencia  no  pone  tér¬ 
mino  al  pleito,  pues  más  bien  facilita  su  continuación; 

Y  considerando  que  tampoco  puede  haber  lugar  al  recurso  de  casa¬ 
ción  á  que  se  refiere  el  caso  6o  del  art.  1692,  porque  por  razón  de  la 
materia  no  ha  habido  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  ju¬ 
risdicción  conociendo  en  asunto  que  no  sea  de  la  competencia  judicial; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por  Doña  Rita 
Crice,  á  quien  se  condena  al  pago  de  las  costas:  publíquese  este  auto 
en  la  Gacela  y  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  co¬ 
pias  necesarias;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  remilido.-r(Senten- 
cia  publicada  el  16  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3 
de  Diciembre  del  mismo  año.) 


330 


Wecrtrso  de  casnclón  (17  de  Noviembre  de  1883). — Sala  terce- 
ra. — Liquidación  de  cuentas. — Njse  admite  el  interpuesto  por  Don 
Antonio  Márquez  Villarroya  con  D.  José  Muñoz  (Audiencia  de  Madrid), 
y  se  resuelve: 

Que  para  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
d  de  doctrina  es  requisito  indispensable  exigido  en  el  núm.  del  ar¬ 
ticulo  relacionado  con  el  anterior  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ciutV,  que  la  sentencia  tenga  el  concepto  de  definitiva ,  conforme  al  ar¬ 
ticulo  1690,  según  el  cual  tendrán  el  concepto  de  tales ,  para  los  efectos 
del  art  1689,  en  su  caso  Io,  tas  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  ar¬ 
ticulo  pongan  término  al  pleito ,  haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  seguido  pleito  por  D.  José  Muñoz  Pagazaurtundúa 
con  D.  Antonio  Márquez  Villarroya,  por  sentencia  firme  de  5  de  Abril 
de  1872  se  condenó  al  Márquez  al  pago  de  160.000  rs.,  intereses  á  ra¬ 
zón  del  8  por  100  al  año  y  costas:  que  en  ejecución  de  esa  sentencia  se 
practicaron  varias  regulaciones  de  principal,  intereses  y  costas,  dando 
la  última  liquidación  que  se  practicó  uu  saldo  á  favor  del  acreedor  de 
90.591  pesetas: 

Resultando  que  en  20  de  Abril  de  1 882  D.  Antonio  Márquez  formuló 
demanda  contra  L).  José  Muñoz  sobre  aprobación  de  cierta  liquidación 
de  cuentas  que  sostiene  celebraron  ambos  interesados  en  30  de  Marzo 
de  1875,  y  que  sólo  arrojaba  un  saldo  á  favor  de  Muñoz  de  90.000  rea- 
Jes;  y  por  un  otrosí  fundado  en  que  al  Muñoz  no  se  le  conocían  más 
bienes  que  el  sueldo  de  10  rs.  que  ganaba  como  empleado,  por  lo  que 
se  defendía  en  concepto  de  pobre,  pidió  se  decretara  de  cuenta,  cargo 
y  riesgo  de  Márquez  el  embargo  preventivo  del  crédito  de  los  160.000 
reales  que  Muñoz  estaba  reclamando  á  aquél  por  la  vía  de  apremio;  y 
Por  providencia  de  Io  de  Mayo,  en  vista  de  las  razones  que  se  alegan  y 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  1400  al  1403,  1409,  párrafo 
segundo;  1412  y  1428  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  mandó  el 
embargo  preventivo  del  crédito  de  160.000  rs.,  intereses  y  costas  que 
Muñoz  estaba  reclamando  á  Márquez  por  la  vía  de  apremio,  y  que 
para  la  práctica  del  embargo  se  formase  la  correspondiente  pieza  se¬ 
parada: 
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Resultando  que  D.  José  Muñoz,  al  contestar  á  la  demanda  por  up 
otrosí  oponiéndose  al  embargo  practicado  á  instancia  de  Márquez,  soli¬ 
citó  que  desde  luego  se  alzara  y  dejara  sin  efecto  dicho  embargo,  con¬ 
denando  al  actor  en  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  costas  del 
incidente:  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  practicadas  las  propues¬ 
tas,  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  dictó  senten¬ 
cia,  de  la  que  interpusieron  apelación  ambas  partes,  y  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  por  sentencia  de  34  de  Enero  último,  revocando  la  del 
Juez,  dejó  sin  efecto  el  embargo  preventivo  acordado  en  providencia 
de  4o  de  Mayo  de  4882  del  crédito  de  460.000  rs.,  intereses  y  costas  re¬ 
clamados  por  D.  José  Muñoz  en  el  pleito  seguido  á  su  instancia  contra 
D.  Antonio  Márquez,  condenando  á  éste  en  todas  las  costas  de  la  pri¬ 
mera  instancia,  sin  hacer  condena  de  las  de  segunda,  y  á  la  indemni¬ 
zación  á  Muñoz  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hayan  irrogado  eon 
ocasión  de  dicho  embargo: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Antonio  Márquez  Villarroy#  se  in¬ 
terpuso  recurso  de  casación,  fundado  en  la  infracción  de  las  disposi¬ 
ciones  legales  que  citó: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Marcos  Cubillo: 

Considerando  que  para  la  admisión  del-  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley  ó  de  doctrina  es  requisito  indispensable  exigido  en  el 
núm.  3o  del  art.  4729,  relacionado  con  el  anterior  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil,  que  la  sentencia  tenga  el  concepto  de  definitiva,  con¬ 
forme  al  art.  4690,  según  el  cual  tendrán  el  concepto  de  tales,  para  los 
efectos  del  art.  4689,  en  su  caso  4’,  los  que  recayendo  sobre  un  inci¬ 
dente  ó  artículo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  con¬ 
tinuación: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  de  34  de  Enero  de  4883  no 
merece  el  concepto  dé  definitiva  por  lo  que  ordena,  puesto  que  ha¬ 
biendo  recaído  sobre  un  incidente,  no  pone  término  al  pleito  de  que 
éste  nació'de  tal  modo  que  haga  imposible  su  continuación,  por  no 
producir  esta  imposibilidad  legal  el  hecho  de  estar  ó  no  asegurada  la 
efectividad  de  la  sentencia  que  en  el  juicio  recayó; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso;  se  condena  al  pago  de  las 
costas  á  la  parte  recurrente,  y  dése  conocimiento  de  este  auto  á  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  da  Madrid  para  los  efectos  legales  correspon¬ 
dientes,  con  devolución  del  apuntamiento:  publíquese  en  la  Gaceta  ó 
insértese  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne¬ 
cesarias. — (Sentencia  publicada  el  17  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  25  de  Enero  de  4884.) 
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Recurso  <Ie  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultramar 
(17  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera. — Fago  de  cantidad. — No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos  con  Don 
Gregorio  y  Doña  Socorro  de  Armas  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  re¬ 
suelve: 

4°  Que  no  existe  la  falta  de  personalidad  atribuida  al  Procurador 
de  ¿os  ejecutantes,  por  la  renuncia  de  los  poderes  generales  en  él  sus- 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS.  265 

tituidos  que  hizo  en  otro  negocio  en  representación  de  uno  de  los  po¬ 
derdantes,  porque  esta  renuncia  no  podía  invalidar  la  que  viene  osten¬ 
tando  en  el  presente  á  nombre  de  todos,  y  menos  cuando  lo  realizó  en 
unión  del  apoderado  principal ;  por  lo  que  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  carece  de  fundamento  legal  en  este  concepto: 

Io  Que  si  bien  se  alegó  dicha  falta  como  excepción  en  el  juicio  eje¬ 
cutivo,  por  más  que  no  fuera  de  las  admisibles  conforme  á  la  ley,  si  es 
lo  cierto  que  no  se  reclamó  como  quebrantamiento  de  forma,  ni  se  pidió 
su  subsanación  en  la  primera  instancia  de  una  manera  expresa  y -cual 
se  requiere  por  el  art.  1019  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  'ó  de 
Octubre  de  1  855,  ni  aun  se  pretendió  la  nulidad  de  lo  actuado,  y  sí  sólo 
gue  no  recayera  sentencia  de  remate ;  no  puede  estimarse  dicha  falta 
como  motivo  de  casación: 

3o  Que  la  falta  de  personalidad  opuesta  en  la  segunda  instancib  á 
una  de  las  ejecutantes  con  motivo  de  haber  fallecido  su  esposo,  no  existe 
tampoco,  porque  no  hay  disposición  alguna  legal  que  exija  que  se  dé 
nuevo  poder  cuando  el  marido  no  ha  hecho  otra  cosa  que  concurrir  para 
Que  el  otorgado  por  su  esposa  lo  sea  con  licencia  del  mismo ,  y'por  con¬ 
siguiente  ía  muerte  de  éste  no  invalida  el  ya  admitido ; 

Y  4o  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1006  de  dicha  ley,  es 
procedente  la  denegación  de  prueba  en  segunda  instancia  por  dejarse  de 
hacer  en  primera  instancia,  si  esto  no  fué  realmente  por  falta  de  tiem¬ 
po  ó  por  causa  no  imputable  á  la  parte  ejecutada,  y  sí'  por  su  mayor  ó 
menor  negligencia  y  por  haberse  propuesto  sacar  á  los  testigos  de  su 
domicilio  y  llevarlos  á  otro  Juzgado  á  contestar  el  contrainterrog alorio, 
sin  haber  apurado  por  otra  parte  los  recursos  ordinarios  para  conse¬ 
guirlo,  ya  que  por  ocupaciones  unos  y  por  falta  de  medios  otros  excusa¬ 
ron  el  no  poderse  prestar  á  su  traslación  á  derla  distancia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  ejecutivo  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ma¬ 
tanzas  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Gre¬ 
gorio  y  Doña  Socorro  de  Armas  y  Cobas,  propietarios,  vecinos  de  la 
villa  de  Colón  el  primero  y  de  Corral  Falso  de  Mascurijas  la  segunda, 
con  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos,  de  la  plaza  de  Matanzas;  pen¬ 
dientes  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  Sociedad  ejecutada,  que 
na  sido  defendida  y  representada  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso 
Martínez  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martin  Vena,  habiéndolo  sido  los 
ejecutantes  por  el  Licenciado  D.  Adolfo  Aguirre  y  el  Procurador  Don 
Daniel  Doze: 

Resultando  que  en  21  de  Agosto  de  1879  dedujo  el  Procurador  Don 
Antonio  María  de  Guzmán  demanda  ejecutiva  en  nombre  de  Doña  So¬ 
corro  y  D.  Gregorio  de  Armaá  contra  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos, 
acompañando  dos  poderes  generales  otorgados  por  éstos  á  favor  del 
Letrado  D.  Andrés  Trujillo,  con  la  sustitución  de  éste  á  los  Procurado¬ 
res  D.  Antonio  M.  Guzmán  y  D.  Federico  Vinajeras,  asi  como  una  es¬ 
critura  de  venta  del  ingenio  San  José  como  título  ejecutivo;  alegando 
en  su  apoyo  que  sus  representados  habían  vendido  á  D.  Ramón  Menén¬ 
dez,  por  sí  y  como  Gerente  de  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos,  el  in¬ 
genio  de  fabricar  azúcar  titulado  San  José  por  la  suma  de  270.000  pe¬ 
sos  en  oro,  para  cuyo  pago  fijaron  diferentes  plazos:  que  la  Sociedad 

había  satisfecho  el  plazo  vencido  en  31  de  Julio  anterior,  negándose 
ó  ello  bajo  el  pretexto  de  carecer  de  numerario:  que  en  la  escritura  de 
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venta  se  estipuló  como  condición  precisa  del  contrato  que  eñ  el  caso  de 
falta  de  pago  de  cualquiera  de  los  plazos  á  su  vencimiento  se  entende¬ 
rían  todos  vencidos,  devengando  el  total  importe  de  ellos  un  interés 
de  12  por  100  anual  en  oro,  quedando  en  aptitud  los  vendedores  para 
ejecutar  á  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos  ó  á  cualquiera  de  los  com¬ 
pradores  por  el  capital  é  intereses  y  el  abono  de  daños  y  perjuicios,  y 
que  este  derecho  era  consecuencia  del  contrato,  el  cual  es  ley  para  los 
contratantes,  y  se  trataba  de  cantidad  líquida,  ó  sea  de  140.000  pesos, 
siendo  cierto  el  deudor  y  el  plazo  vencido: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución,  quedó  suspendido  el  jui¬ 
cio  á  instancia  de  ambas  partes  por  virtud  de  transacción  hasta  19  de 
Agosto  de  18H0,  en  que  se  reprodujo  la  demanda  ejecutiva  por  medio 
del.  Procurador  D.  Federico  Vinajeras: 

■Resultando  que  mandada  despachar  la  ejecución  esta  segunda  vez 
por  sentencia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  de  9 
de  Mayo  de  1881,  y  despachada  en  efecto  por  el  Juzgado,  fué^mbar- 
gado  el  ingenio  San  José  y  citado  de  remate  el  Gerente  de  la  Socie¬ 
dad  D.  Federico  Maribona: 

Resultando  que  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos  opuso  á  la  ejecu¬ 
ción  las' excepciones  de  pago  y  compensación  y  la  de  falta  de  perso¬ 
nalidad  en  el  Procurador  de  los  ejecutantes,  alegando' respecto  de  esta 
última  que  dichp  Procurador  tenía  renunciado  solemnemente  ante  los 
Tribunales  el  poder  con  que  había  comparecido  en  estos  autos,  cuya 
renuncia  había  sido  notificada  en  forma  á  sus  poderdantes,  y  que  se¬ 
gún  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  representación  del 
Procurador  cesa  por  desistimiento  del  mismo,  hecho  saber  judicial¬ 
mente  á  su  representado: 

Resultando  que  los  ejecutantes  negaron  que  su  Procurador  Vina¬ 
jeras  hubiese  renunciado  el  poder  en  estos  autos,  alegando  además  que 
no  hay  lej  que  prohíba  que  se  use  en  un  juicio  dado  el  poder  que  se 
renuncia  en  otro,  máxime  cuando  se  hace  con  consentimiento  del  apo¬ 
derado  principal;  y  que  el  art.  363  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  fija  Jas  únicas  excepciones  admisibles  en  el  juicio  ejecutivo,  no 
consigna  la  de  falta  do  personalidad  en  el  Procurador,  sino  en  el  eje¬ 
cutante,  la  cual  no  había  sido  alegada: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  declaró  D.  Federico  Vi 
najeras  que  era  cierto  había  renunciado  el  poder  que  llevaba  á  nombre 
de  Doña  Socorro  de  Armas  tan  sólo  en  un  expediente  de  apremio  se¬ 
guido  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Norte  de  aquella  ciudad  contra  la 
Sociedad  Menéndez  y  sobrinos,  no  recordando  si  aquel  poder  era  el 
mismo  que  consta  en  estos  autos;  pero  sí  que  la  renuncia  la  hizo  sólo 
y  exclusivamente  en  aquel  expediente  y^  por  motivos  especiales,  y  que 
lejos  de  haber  renunciado  ei  poder  con  *que  ha  comparecido  en  estos 
autos,  había  usado  de  él  con  el  consentimiento  de  su  poderdante  Don 
Andrés  Trujillo  y  eon  el  de  los  ejecutantes: 

Resultando  que  á  instancia  de  la  Sociedad  ejecutada  fué  librado  un 
exhorto  al  Juzgado  de-Colón  con  el  fin  de  citar  á  varios  testigos  para 
que  comparecieran  á  declarar  ante  el  exhortante;  y  espirado  el  térmi¬ 
no  de  prueba  sin  que  dichos  testigos  comparecieran,  fuó  devuelto  el 
exhorto  por  la  Sociedad  demandada,  con  un  escrito  en  que  protestó 
utilizar  este  medio  de  prueba  en  la  segunda  instancia: 

Re-snltando  que  el  Juzgado  tuvo  por  hecha  la  protesta,  y  en  23  de 
Setiembre  de  1881  dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  pro- 
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^unciar  la  de  remate  y  mandando  alzar  el  embargo  del  ingenio  San 
J°sé,  y  que  se  uniera  á  los  autos  el  pliego  cerrado  de  repreguntas  pre¬ 
sentado  por  la  parte  ejecutada: 

.  Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  por 
Virtud  de  apelación,  oida  libremente  á  Doña  Socorro  y  D.  Gregorio  de 
Armas,  y  personadas  ambas  partes  evacuaron  los  traslados  de  instruc¬ 
ción,  solicitando  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos  se  practicara  la  prue¬ 
ba  de  testigos  que  no  pudo  tener  efecto  en  la  primera  instancia,  á  cuyo 
efecto  se  recibiera  el  pleito  á  prueba  por  término  de  20  dias  y  se  recla¬ 
mara  el  pliego  de  repreguntas  que  no  se  había  unido  á  los  autos  á  pesar 
de  ordenarlo  así  la  sentencia,  y  protestando  para  los  efectos  del  articu¬ 
lo  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  falta  de  personalidad  en  el 
Procurador  D.  Federico  Vinajeras: 

Resultando  que  por  auto  de  22  de  Mayo  de  1882  negó  la  Audiencia 
el  recibimieuto  A  prueba  pedido  y  tuvo  por  hecha  la  protesta,  y  supli¬ 
cado  erauto  por  la  indicada  Sociedad,  que  al  propio  tiempo  alegó  la 
falta  de  personalidad  en  aquella  instancia  de  la  ejecutante  Daña  Soco¬ 
lo  de  Armas  y  de  su  Procurador  D.  Esteban  de  la  Tejera,  fundándose 
en  que  habiendo  fallecido  el  marido  de  aquélla  había  perdido  toda  su 
fuerza  y  valor  el  poder  por  él  otorgado  á  favor  de  D.  Andrés  Trujillo  y 
por  tanto  la  sustitución  de  éste  en  el  Procurador  Tejera,  dictó  auto  la 
Sala  sentenciadora  en  30  del  mismo  mes,  confirmando  el  auto  suplica¬ 
do  y  declarando  sin  lugar  la  falta  de  personalidad  alegada  en  la  ejecu¬ 
tante  y  su  Procurador;  cuyo  auto  fué  también  confirmado  respecto  de 
este  último  extremo,  del  que  suplicó  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos: 

Resultando  que  terminada  así  la  sustanciación  de  la  instancia,  pre¬ 
via  citación  y  vista,  dictó  sentencia  la  Sala  susodicha  en  12  de  Junio 
de  1882,  revocando  la  apelada  y  declarando  no  haber  lugar  á  las  ex¬ 
cepciones  propuestas  de  falta  de  personalidad,  compensación  y  pago, 
mandando  seguir  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  trance  y  Remate  de 
tos  bienes  embargados  y  con  su  producto  entero  pagó  á  Doña  Socorro 
y  D.  Gregorio  de  Armas  de  la  cantidad  reclamada,  con  los  intereses  de 
12  por  100  anual  y  las  costas  causadas. y  que  en  alelante  se  causaren: 

Resultando  que  la  Sociedad  Menéndez  y  sobrinos  interpuso  recurso 
de  casación  pOT  quebrantamiento  de  forma,  fundándolo  en  los  casos  2o 
y  4o  del  art.  101 1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de 
Personalidad  en  el  Procurador  de  los  ejecutantes  en  la  primera  instan¬ 
cia,  en  la  falta  de  personalidad  durante  la  segunda  instancia  de  Doña 
Socorro  de  Armas  y  de  su  Procurador  Tejera,  y  en  la  de  no  haberse  re- 
cibido  el  pleito  á  prueba  en  dicha  segunda  instancia,  como  procedía 
con  arreglo  á  derecho: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  no  exisle  la  falta  de  personalidad  atribuida  al 
Procurador  D.  Federico  Vinajeras,  toda  vez  que  la  renuncia  de  los  po¬ 
deres  generales  en  él  sustituidos  y  que  hizo  en  otro  negocio  eh  repre¬ 
sentación  de  uno  de  los  poderdantes  no  podía  invalidar  la  que  viene 
ostentando  en  el  presente  á  nombre  de  todos,  y  menos  cuando  lo  reali- 
*ó  en  unión  del  apoderado  principal;  por  lo  que  el  recurso  de  casación 
Por  quebrantamiento  de  forma  carece  de  fundamento  legal  en  este 
concepto: 

.  Considerando  que  si  bien  se  alegó  dicha  falta  como  excepción. en  el 
juicio  ejecutivo,  por  más  que  no  fuera  de  las  admisibles  conforme  á  la 
!ey,  es  lo  cierto  que  no  se  reclamó  como  quebrantamiento  de  forma,  ni 
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se  pidió  su  subsanación  en  la  primera  instancia  de  una  manera  expre¬ 
sa  y  cual  se  requiere  por  el  art.  1019  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
de  5  de  Octubre  de  1885,  ni  aun  se  pretendió  la  nulidad  de  lo  actuado» 
y  sisólo  que  no  recayera  sentenciada  remate: 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  opuesta  en  la  segunda 
instancia  á,  uno  de  I03  ejecutantes  Doña  Socorro  de  Armas  con  motivo 
de  haber  fallecido  su  esposo  no  existe  tampoco,  porque  no  hay  dispo¬ 
sición  alguna  legal  que  exija  que  se  dó  nuevo  poder  cuando  el  marido 
no  ha  hecho  otra  cosa  que  concurrir  para  que  el  otorgado  por  su  espo¬ 
sa  lo  sea  con  licencia  del  mismo,  y  por  consiguiente  la  muerte  de  éste 
no  invalida  el  ya  admitido: 

Considerando  que  la  denegación  de  la  prueba  en  segunda  instancia 
ha  sido  procedente,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1006  de  dicha 
ley,  porque  la  que  dejó  de  hacerse  en  primera  instancia  no  fué  real¬ 
mente  por  falta  de  tiempo  ó  por  causa  no  imputable  á  la  parte  ejecuta¬ 
da,  y  si  por  su  mayor  ó  menor  negligencia  y  por  haberse  pfopuesto 
sacar  á  los  testigos  de  su  domicilio  ó  llevarlos  á  otro  Juzgado  á  con¬ 
testar  el  contrainterrogatorio  sin  haber  apurado  por  otra  parte  los  re¬ 
cursos  ordinarios  para  conseguirlo,  ya  que  por  ocupaciones  unos  y  por 
por  falta  de  medios  otros  excusaron  el  no  poderse  prestar  á  su  trasla¬ 
ción  á  cierta  distancia: 

Considerando  que  no  se  ha  incurrido  por  tanto  en  las  faltas  mencio¬ 
nadas  en  los  números  2o  y  4o  del  art.  1013  de  dicha  ley,  y  que  en  su 
virtud  no  procede  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  en  ningu¬ 
no  de  los  conceptps  referidos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  So¬ 
ciedad  Menéndez  y  sobrinos ,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas 
y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certificación  correspon¬ 
diente.— tSentencia  publicada  el  17  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  25  de  Enero  de  1884.) 
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Kecur^o  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (20  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  primera. — Pago  de  pesos. — No  ha  iugar  al  in¬ 
terpuesto  por  la  sucesión  de  D.  Joaquín  Ramírez  de  Velasco  con  Doña 
Josefa  Barroso  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  es  doctrina  legal  repetidamente  proclamada  por  el  Supremo 
Tribunal  que  contra  la  apreciación  de  las  pruebas  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora  no  se  da  el  recurso  de  casación ,  á  no  ser  que  se  haya  co¬ 
metido  infracción  dó  ley  ó  de  doctrina  especial  en  la  materia: 

2o  Que  si  la  absolución  de  la  demanda  con  que  pone  fin  al  juicio  la 
sentencia  recurrida  se  funda  principalmente  en  que  la  Sala ,  analizando 
las  pruebas  suministradas  por  las  parles ,  ha  deducido  y  declarado  que 
no  están  justificadas  la  naturaleza  ni  las  condiciones  esenciales  del  con¬ 
trato  sobre  salarios ,  invocada  por  la  demandante ,  son  inaplicables  al 
caso  la  doctrina  fundada  en  la  ley  16,  tit.  22,  Partida  3a,  que  ordena 
que  la  sentencia  debe  ser  congruente  con  las  acciones  y  excepciones  pro  ■ 
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puestas;  las  reglas  de  la  crítica  racional  que  según  sentencia  del  Tribu¬ 
nal  Supremo  no  son  otra  cosa  que  una  función  del  entendimiento ,  que 
analiza  y  sintetiza  los  hechos  sometidos  al  juicio  del  juzgador ,  confor¬ 
me  alas  reglas  inflexibles  de  la  lógica ;  el  art.  279  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil ;  la  doctrina  del  Supremo  Tribunal  que  afirma  que  los 
Tribunales  deben  emplear  para  la  apreciación  de  las  pruebas  las  reglas 
de  la  crítica  racional ,  y  no  formar  su  criterio  por  conjeturas;  la  ley  4a, 
«f.  \  3  de  la  Partida  3a,  que  enumera  las  condiciones  que  debe  tener  la 
confesión  judicial,  y  la  3a  del  mismo  titulo  y  Partida  que  le  da  el  mis¬ 
mo  valor  á  la  rebeldía  en  que  incurra  el  demandante  por  no  contestar  á 
pregunta  que  se  le  haga  sobre  cosa  que  pertenece  al  pleito;  las  Ia,  2a, 

”  V  6?  del  mismo  título  y  Partida ,  y  la  4a  y  5a,  til.  28,  libro  H  de  la 
Novísima  Recopilación ,  que  tratan  de  los  requisitos  de  la  confesión  ju¬ 
dicial,  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  por  las  cuales  se  exige 
<pte  la  ¿onfesión  judicial  sea  sobre  hecho,  cosa  ó  cuantía  cierta;  la 
íeV  3a,  til.  8°,  Partida  5a,  que  trata  del  arrendamiento  de  industria,  y 
la  doctrina  legal  de  que  la  merced  es  requisito  esencial  en  el  arrenda¬ 
miento;  la  doctrina  consignada  implícitamente  en  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  según  el  cual  tas  reglas  de  la  sana  crítica  im¬ 
ponen  la  seguridad  racional  y  legal  de  que  la  prueba  de-  confesión  de 
Parte  y  lo  que  se  deduce  de  documentos  vale  más  que  la  que  procede  de 
la  deducción  de  un  hecho,  de  la  conjetura  ó  de  la  suposición;  la  doctri¬ 
na  conteste  y  regla  inconcusa  en  cuestión  de  pruebas  de  que  éstas  han 
de  ser  afirmativas;  la  regla  lógica  en  materia  de  pruebas  de  que  la  que 
se  admita  por  los  demandados  ha  de  destruir  la  presentada  por  el  actor 
Vara  que  pueda  dársele  preferencia  sobre  ésta,  y  el  axioma  de  derecho 
ae  que  el  heredero  es  la  continuación  de  la  persona  jurídica  del  difunto : 
Por  encaminarse  la  alegación  de  estos  motivos  á  impugnar  en  diversos 
conceptos  la  apreciación  hecha  por  la  Sala  en  uso  de  sus  facultades: 

3°  Que  si  la  Sala  sentenciadora  desestimó  la  eficacia  de  Los  hechos 
^metidos  en  forma  de  posiciones  á  la  declaración  de  la  demandada,  no 
porque  se  la  declarase  confesa  en  rebeldía ,  sino  porque  no  siéndole  pro¬ 
pios  ó  personales  esos  hechos  no  podían  perjudicarle;  y  porque  ni  apre¬ 
ciados  en  abstracto  ni  en  conjunto  con  los  demás  elementos  probatorios 
del  pleito  demostraban  tampoco  á  satisfacción  de  la  ley  y  de  la  critica 
r<icional  la  existencia  ni  las  condiciones  esenciales  de  un  contrato  sobre 
salarios  que  no  se  funda  en  documento  público  ni  privado,  y  que  se 
dice  concertado  con  el  causante  del  antecesor  de  la  demandada  \  8  años 
untes  de  reclamarlos  judicialmente;  no  se  infringen  las  seis  primeras 
“yes  del  título  13  de  la  Partida  3a,  la  4a  y  5a,  til.  28,  libro  <  f  déla 
Novísima  Recopilación  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  que  exige 
pise  la  confesión  judicial  sea  sobre  hecho,  cosa  ó  cuantía  cierta; 

f  4°  Que  carece  completamente  de  objeto  la  impugnación  de  la  pres- 
Cripción  de  la  acción  ejercitada,  desde  el  momento  que  se  declara  sin 
existencia  legal  el  contrato  originario  de  aquélla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  20  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
Pl0ito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac 
Cíón  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Jesüs  y  María  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
acuella  ciudad  por  D.  Joaquín  Ramírez  y  Velasco,  y  por  su  defunción 
]a  sucesión  del  mismo,  representada  por  sus  hermanos,  y  en  su  nombre 
61  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
Rafael  de  Labra,  con  Doña  Josefa  Barroso  y  Almeida,  defendida  por 
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el  Doctor  D.  Benito  Gutiérrez  y  Fernández,  bajo  ia  representación  del 
Procurador  D.  Mauricio  Castañares,  sobre  pago  de  pesos: 

Resultando  que  en  4  de  Julio  de  1874  dedujo  D.  Joaquín  Ramírez  y 
Yelasco  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que  expuso  como  he¬ 
chos  que  había  sido  dependiente  de  D.  Diego  Silvera  y  administrado 
sus  bienes  desde  5  de  Diciembre  de  1856  á  28.de  Noviembre  de  1866, 
con  la  asignación  mensual  de  8  onzas  de  oro,  de  que  entonces  no  nece¬ 
sitó  por  contar  con  algunos  recursos,  prestándose  á  su*s  propósitos  no 
percibir  la  retribución  de  su  trabajo  hasta  que  con  ella  pudiera  reunir 
una  suma  capaz  de  proporcionarle  un  porvenir;  que  ocurrido  el  falle¬ 
cimiento  de  D.  Diego  Silvera  le  heredó  su  hermano  D.  Cecilio,  á  quien 
se  dirigió  el  demandante  para  el  cobro  de  los  salarios  devengados  du¬ 
rante  dicho  tiempo,  y  aun  cuando  D.  Cecilio  jamás  se  los  negó,  no  II  gó 
á  pagárselos:  que  D.  Cecilio  murió  también,  y  habiendo  recaído  su  he¬ 
rencia  en  Doña  Josefa  Barroso  y  Almeida  se  había  negado  al  pago  que 
le  había  reclamado;  y  fundado  en  las  leyes  recopiladas  que  hablan  del 
arrendamiento  de  obras,  en  él  principio  de  derecho  'pacta  sunt  servan¬ 
do  y  en  la  responsabilidad  que  tenía  el  menor  universal  en  la  herencia 
de  pagar  las  deudas  del  testador  de  quien  traía  causa,  haciendo  uso 
de  la  acción  personal  directa  de  locación, suplicó  que  se  condenase  á 
Doña  Josefa  Barroso  y  Almeida,  en  concepto  de  heredera  universal  de 
D.  Cecilio  Silvera,  á  pagar  al  demandante  en  el  término  legal  lossuel- 
oos  a  que  se  contraía,  con  más  el  interés  de  la  demora  desde  la  interpe¬ 
lación  judicial  y  las  costas: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Barroso  impugnó  la  demanda,  alegan-  • 
do  que  si  bien  era  cierto  que  D.  Diego  Vicente  Silvera  fallec  ó  en  No- 
viémbre  de  1866,  que  lo  heredó  su  hermano  D.  José  Cecilio  y  á  éste  la 
demandada,  no  lo  era  que  Ramírez  fuese  mayordomo  ni  dependiente  de 
ninguno  de  ellos,  pues  desde  1830  el  administrador  mayordomo  encar¬ 
gado  del  cobro  lo  fué  D.  Francisco  Sánchez,  padre,  después  su  hijo  del 
mismo  nombre,  á  quien  sustituyó  en  Abr  1  de  1867,  á  los  seis  meses  de 
fallecido  D.  Diego  Vicente  Silvera  D.  José  Sánchez  Camaró,  que  conti¬ 
nuó  hasta  Enero  de  1872  en  el  desempeño  del  cargo,  habiéndose  ausen¬ 
tado.  á  la  Península;  y  fallecido  ya  I).  José  Cecilio  Silvera  entraron  á 
administrar  los  albaceas  que  nombró,  y  cuando  entregaron  á  la  deman¬ 
dada  los  bienes  nombró  administrador  mayordomo  á  D.  Rafael  Macías 
que  hoy  desempeñaba  el  cargo:  que  era  asimismo  falso  que  reclamase 
nada  á  D.  José  Cecilio  Silvera  en  los  cinco  años  que  sobrevivió  á  su  her¬ 
mano  D,  Diego,  siendo  la  única  reclamación  que  tuvo  lugar  la  que  di¬ 
rigió  a  los  albaceas  de  D.  José  Cecilio,  á  quien  presentó  un. pagaré 
de  1  1.000  y  pico  de  pesos  que  decía  proceder  de  salarios  devengados 
en  vida  de  D.  Diego  Vicente,  los  cuales  se  negaron  á  pagarle  por  pa- 
receries  suplantada  la  firma  del  testador  porque  éste  nunca  firmaba 
más  que  con  la  inicial  de  su  segundo  nombre,  y  en  el  pagaré  decía  José 
Cecilio,  habiendo  desaparecido  desde  entonces  el  mencionado  pagaré: 
que  desde  el  fallecimiento  de  D.  Diego  Vicente  Silvera  iban  trascurri¬ 
dos  ocho  años  y  cinco  cuando  presentó  el  documento  falso  á  los  alba- 
ceas  de  D.  José;  y  que  no  sólo  no  era  cierto  que  fuese  dependiente  de 
D.  Diego  Vicente,  sino  que  ni  éste  ni  su  hermano  D.  José  dieron  nunca 
á  sus  mayordomos  más  de  i  onzas  de  sueldo:  que  como  fundamentos 
de  derecho  consignó  que  oponía  á  la  demanda  la  excepción  de  pres¬ 
cripción  como  medio  de  libertarse  de  la  supuesta  obligación  que  fingía 
D.  Joaquín  Ramírez,  porque  por  la  ley  recopilada  prescribía  á  los  tres 
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años  la  acción  que  tenían  los  criados  por  los  salarios  devengados  ó 
cualesquiera  otros  servicios  prestados  á  sus  señores,  á  contar  desde  que 
fueron  despedidos  ó  los  prestaron,  á  no  acreditar  que  los  reclamaron 
¿entro  de  tres  años  y  no  les  fueron  satisfechos;  excepción  tanto  más 
procedente,  cuanto  que  el  actor  confesaba  que  en  10  años  nada  recla¬ 
mó  á  D.  Diego  Vicente  Silvera,  á  quien  decía  prestó  dichos  servicios 
supuestos;  y  porque  desde  el  fallecimiento  de  éste  hasta  el  día  en  que 
Presentó  el  pagaré  falso  á  los  albaceas  iban  trascurridos  más  de  cinco 
años,  y  ocho  desde  que  decía  que  devengó  los  üitimos  sueldos  hasta  la 
fecha  de  la  demanda:  que  las  leyes  en  que  ésta  se  fundaba  no  tenían 
aplicación,  pues  era  necesario  que  realmente  se  justificase  que  se  había 
celebrado  un  contrato  y  D.  Joaquín  Ramírez  no  podía  justificarlo;  y. 
que  cuando  en  un  procedimiento  civil  se  descubría  un  hecho  criminal 
relacionado  con  él,  debía  penarse: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  reproduciendo  los  hechos  de 
su  demanda  y  alegando  además  que  D.  Diego  no  tuvo  durante  el  tiem¬ 
po  que  le  sirvió  el  demandante  más  persona  Je  su  confianza  que  él  pa¬ 
ra  la  administración  de  sus  bienes,  pues  D.  Francisco  Sánchez  era  un 
septuagenario,  licenciado  del  Ejército,  que  no  sabía  leer  ni  escribir  y  le 
servía  de  portero,  no  teniendo  mucha  mejor  instrucción  su  hijo  del 
mismo  nombre,  ocupándose  únicamente  en  hacer  algunos  cobros  y 
otros  mandados;  y  que  D.  José  Sánchez  Camaró  fué  empleado  de  Don 
Cecilio  y  nunca  de  D.  Diego: 

Resultando  que  la  demanda  en  el  escrito  de  dúplica  insistió  en  ne- 
Rar  que  Ramírez  de  Velasco  hubiera  sido  administrador  de  D.  Diego 
Vicente,  afirmando  que  lo  fueron  D.  Francisco  Sánchez  y  su  hijo,  como 
*9  probaban  las  cuentas  que  había  en  la  casa:  que  si  Ramírez  hubiera 
sido  dependiente  de  D.  Diego  y  no  le  hubiera  satisfecho  sus  sueldos, 
*°  hubiera  consignado  en  su  testamento;  y  que  Doña  Josefa  Barroso  se 
negó  al  pago  de  esta  deuda  porque  no  le  constaba  su  fundamento  y  cer- 
teza  y  porque  aun  cuando  fuera  cierta  había  ya  prescrito: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  trajeron  á  los  autos 
4  instancia  del  demandante  un  poder  general  para  pleitos  que  en  5  de 
Diciembre  de  1856  otorgó  D.  Diego  Silvera  á  favor  de.D.  Joaquín  María 
Ramírez  y  Velasco,  y  16  cartas  con  la  firma  de  D.  Diego  Silvera,  que 
ña  sido  declarada  legítima  por  los  peritos,  dirigidas  desde  1859  á  1865 
4D.  Joaquín  Ramírez  dándole  comisiones,  instrucciones  y  órdenes  so¬ 
bre  el  manejo  de  los  bienes  de  aquél: 

Resultando  que  suministrada  prueba  de  testigos  por  una  y  otra  par¬ 
to  sobre  los  hechos  del  pleito  sustanciado  en  dos  instancias,  dictó  en 

de  Abril  de  1880  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
sentencia  revocatoria,  absolviendo  á  Doña  Josefa  Barroso  de  la  demanda 
c°n  imposición  al  demandante  D.  Joaquín  Ramírez  y  Velasco  de  las 
eostas  de  primera  instancia,  sin  especial  condenación  de  las  de  la  se¬ 
gunda: 

Resultando  que  los  hermanos  y  herederos  de  D.  Joaquín  Ramírez 
y  Velasco  interpusieron  recurso  de  casación  por  haberse  infringido 
4  su  juicio: 

1*  La  ley  10,  tít.  11,  libro  10  déla  Novísima  Recopilación,  que 
°rdena  que  los  tres  años  de  la  prescripción  que  establece  comiencen  á 
contarse  desde  que  los  dependientes  fueron  despedidos,  por  cuanto  se 
ñabia  aplicado  al  caso  de  D.  Joaquín  Ramírez  y  Velasco  que  no  consta- 
ña  haber  sido  despedido,  sino  que  por  el  contrario  permaneció  al  ser¬ 
vicio  de  D.  Diego  Vicente  Silvera  hasta  el  fallecimiento  de  éste: 
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2o  La  misma  ley,  en  cuanto  se  afirmaba  que  la  prescripción  sólo  se 
interrumpía  por  reclamación  de  la  deuda  hecha  por  emplazamiento  en 
juicio,  lo  cual  no  exigía  la  citada  ley,  cuyas  palabras  exceptos  i  mos¬ 
traren  haberlo  pedido  dentro  de  los  dichos  tres  años  á  los  dichos  sus  se¬ 
ñores  indicaban  claramente  que  se  hablaba  de  la  petición  extrajudicial: 

3o  La  ley  29,  tít.  29  de  la  Partida  3a,  en  que  se  fundaba  la  sentencia, 
por  cuanto  en  ella  se  señalaban  varios  modos  extrajudiciales  de  inte¬ 
rrumpir  la  prescripción;  y  después  se  consignaba  una  fórmula  general 
con  las  palabras  ó  faciendo  alguna  otra  cosa  semejante  de  éstas ;  de  don¬ 
de  se  deducía  que  no  había  podido  menos  de  interrumpirse  la  pres¬ 
cripción,  en  el  supuesto  de  haber  empezado  á  correr,  por  el  reconoci¬ 
miento  expreso  de  la  deuda  que  constaba  haber  hecho  D.  José  Cecilio 
Sivera  como  heredero  de  D.  Diego  Vicente,  y  su  formal  promesa  de 
pagarlos: 

4o  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  14  de  Mayo  de  1867, 
24  de  Junio,  14  de  Julio  y  4  de  Diciembre  de  1871,  por  las  que  se  de¬ 
clara  que  para  que  tenga  lugar  la  prescripción  se  necesita  que  trascu¬ 
rra  sin  interrupción  el  tiempo  fijado  por  la  ley:  que  no  puede  aprove¬ 
char  al  deudor  la  prescripción  constando  la  repetición  de  actos  que  el 
acreedor  le  reconvino  para  el  pago  de  lo  adeudado,  con  los  cuales  se 
había  interrumpido  el  término  de  la  prescripción:  que  se  interrumpe 
el  curso  de  ésta,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  29  de  la  Partida  .3a,  y  se¬ 
gún  las  declaraciones  de  este  Supremo  Tribunal,  por  las  reclamaciones 
directas  aunque  extrajudiciales  del  acreedor  ó  propietario  al  deudor  ó 
poseedor  ó  por  todo  reconocimiento  expreso  ó  tácito  del  derecho  del 
primero;  y  que  la  ley  10,  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
limita  el  término  de  la  prescripción  á  tres  años  para  las  acciones  per¬ 
sonales  que  asisten  á  los  artesanos  para  pedir  el  valor  de  sus  obras,  á 
menos  que’justifiquen  que  lo  pidieron  dentro  de  tres  años  y  no  se  le 
hubieran  satisfecho;  pues  la  sentencia  admitía  la  excepción  de  pres¬ 
cripción  contra  la  justificación  que  constaba  de  haberse  hecho  repeti¬ 
das  reclamaciones  extrajudiciales: 

5o  La  doctrina  fundada  en  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a,  que  ordena 
que  la  sentencia  debe  ser  congruente  con  las  acciones  y  excepciones 
propuestas,  por  cuanto  se  fundaba  en  conjeturas  como  lo  probaba  el 
que  por  una  parte  se  afirmaba  que  las  cartas  de  Sivera  no  bastaban 
á  determinar  que  los  servicios  que  le  prestó  y  comisiones  que  por  él 
desempeñó  D.  Joaquín  Ramírez  se  efectuaron  como  simple  mandatario 
ó  con  el  carácter  de  sirviente,  siendo  así  que  al  admitir  la  excepción 
de  prescripción  fundándose  en  la  ley  recopilada,  que  se  refería  á  criados 
y  dependientes,  se  daba  por  establecido  que  D.  Joaquín  Ramírez  tenía 
ese  carácter,  y  además  en  el  mismo  hecho  de  manifestar  la  sentencia 
una  duda,  cuando  la  parte  demandada  no  había  sostenido  nunca  que 
Ramírez  fuera  simple  mandatario  de  D.  Diego  y  que  en  tal  concpto 
sus  servicios  debieran  ser  gratuitos,  sino  que  tales  servicios  no  se  ha¬ 
bían  pactado,  dando  en  tal  supuesto  por  establecido  que  caso  de  exis¬ 
tir  habrían  de  ser  remunerados: 

6o  La  misma  regla  de  jurisprudencia  en  cuanto  se  hacían  nuevas 
conjeturas  acerca  de  que  los  servicios  prestados  por  el  actor  recono¬ 
ciesen  por  causa  que  no  necesitaban  retribución,  lo  cual  no  se  había 
alegado  ni  probado;  y  asimismo  la  conjetura  de  que  estuviese  pagado 
ya  á  la  muerte  de  Silvera,  lo  cual  tampoco  se  había  alegado  ni  proba¬ 
do,  viniéndose  así  á  admitir  aunque  hipotéticamente  una  excepción  no 
propuesta;  y  finalmente,  en  la  acusación  de  inverosimilitud  que  se  ha- 
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oía  de  li  narración  sentada  por  el  actor  y  todos  cuyos  extremos  apa- 
•ecían  justificados,  por  cuanto  en  el  fallo  se  debía  calificar  la  prueba 
para  ajustarse  después  al  resultado  de  ella,  y  de  ningún  modo  prescin 
dir  de  su  eficacia,  porque  pudiera  parecer  inverosímil  en  principio  lo 
mismo  que  después  se  había  justificado: 

T  Las  reglas  de  la  crítica  racional  que  según  sentencia  de  este  Su¬ 
premo  Tribunal  de  31  de  Mayo  de  1873  no  son  otra  cosa  que  una  fun¬ 
ción  del  entendimiento,  que  analiza  y  sintetiza  los  hechos  sometidos  al 
juicio  del  juzgador,  conforme  á  las  reglas  inflexibles  déla  lógica,  en 
cuanto  la  sentencia  se  fundaba  en  la  inverosimilitud  que  se  atribuía  á 
los  alegados  por  el  actor,  cuando  las  estipulaciones  de  los  contratos  de¬ 
pendían  del  carácter  y  circunstancia  de  los  que  los  otorgaban,  y  era 
imposible  apreciar  las  diferencias  que  dicho  carácter  y  circunstancias 
Pudieran  producir: 

8o  El  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  enumera  los  me¬ 
dios  de  prueba.de  que  se  puede  hacer  uso  en  los  juicios,  sin  establece!; 
Preferencia  alguna  contra  ellos,  y  además  las  sentencias  de  29  de  Oc¬ 
tubre  de  1861  y  23  de  Noviembre  de  1868,  que  declaran  que  ni  la  ley 
12,tít.  17,  ni  el  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  prescriben 
que  una  prueba  deba  prevalecer  sobre  otra,  ni  den  preferencia  á  nin¬ 
guna  especie  de  ella,  toda  vez  que  aseveraba  que  no  constituía  prueba 
directa  la  testifical -que  obraba  en  los  autos  y  que  reunía  todos  los  da¬ 
tos  que  justificaban  la  existencia  del  contrato,  con  lo  cual  se  posterga¬ 
ba  la  prueba  testifical  á  otras,  prefiriéndose  unas  especies  sobre  otras: 

9o  La  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal  consignada  en  la  sentencia 
de  28  de  Junio  de  1852,  por  afirmarse  que  los  Tribunales  emplean  para 
la  apreciación  de  las  pruebas  las  reglas  de  la  crítica  racional,  y  que  no 
deben  formar  su  criterio  por  conjeturas: 

10.  La  ¡ey  4a,  tit.  13  do  la  Partida  3a,  que  enumera  las  condiciones 
que  debe  tener  la  confesión  judicial,  y  la  ley  3a  del  mismo  títalo  y  Par¬ 
tida  que  le  da  el  mismo  valor  á  la  rebeldía  en  que  incurra  el  demanda¬ 
do  por  no  contestar  á  la  pregunta  que  se  le  haga  sobre  cosa  que  perte¬ 
nece  al  pleito,  así  orno  la  Ia,  2a,  5a  y  6a  del  mismo  título  y  Partida,  y 
la  4a  y  5a,  título  28,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  tratan 
de  los  requisitos  de  la  confesión  judicial,  y  las  sentencias  de  este  Tribu  • 
'■al  Supremo  de  4  de  Octubre  de  1860  y  13  de  Noviembre  de  1866,  por 
las  cuales  se  exige  que  la  confesión  judicial  sea  sobre  hecho,  cosa  ó 
cuantía  cierta,  y  aquí  se  habían  desestimado  las  posiciones  en  que  sa 
declaró  confesa  la  demandada  y  que  recayeron  sobre  hechos  ciertos: 

11.  La  ley  3a,  tít.  8°,  Partida  5*  que  trata  del  arrendamiento  de  in¬ 
dustria,  y  las  doctrinas  legales  de  que  la  merced  es  requisito  esencial 
°n  el  arrendamiento,  puesto  que  en  la  sentencia  se  admitía  que  los  ser¬ 
vicios  de  Ramírez  pudieron  deberse  á  causas  que  no  necesitaban  remu¬ 
neración,  siendo  así  que  consistían  en  la  industrial  del  mismo  y  que 
constaba  que  se  prestaron  sin  la  estipulación  expresa  da  ser  gratuitos: 

<2.  La  doctrina  consignada  implícitamente  en  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  cual  las  reglas  de  lasaña  crítica  im¬ 
ponen  la  seguridad  racional  y  legal  de  que  la  prueba  de  confesión  de 
Parte  y  lo  que  se  deduce  de  documentos  vale  más  que  la  que  procede 
de  la  deducción  de  un. hecho,  de  la  conjetura  ó  de  la  suposición: 

13.  La  doctrina  conteste  y  regla  inconcusa  en  cuestión  de  pruebas 
de  que  éstas  han  de  ser  afirmativas,  desde  que  se  trataba  de.fundar  en 
le  omisión  hecha  por  D.  Domingo  Vicente  Silvera  en  su  testamento  de 
tomo  53  I 8 
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la  deuda  contraída  con  Ramírez  una  prueba  de  la  no  existencia  de  la 
misma,  siendo  tanto  más  patente  la  infracción  cuanto  que  no  se  había 
traído  á  los  autos  el  testamento  ni  se  había  alegado  que  se  hiciera  al¬ 
gunas  declaraciones  de  deudas  ó  que  dijera  en  general  que  nada  deb’ia 
para  que  siquiera  pudiera  estimarse  ese  silencio  como  una  presunción 
aunque  débil : 

14.  La  regla  lógica  en  materia  de  pruebas  de  que  la  que  se  admita 
por  los  demandados  ha  de  destruir  la  presentada  por  el  actor  para  que 
pueda  dársele  preferencia  sobre  ésta,  toda  vez  que  se  admitía  la  justi¬ 
ficación  de  que  D.  Diego  Vicente  tenía  varios  dependientes  v  de  que 
el  Licenciado  Reyes  cuidaba  de  sus  asuntos  judiciales,  como  sí  esto  de¬ 
jara  probado  que  Ramírez  no  pudo  haber  sido  su  administrador: 

Y  f  5.  El  axioma  de  derecho  de  que  el  heredero  es  la  continuación  de 
la. persona  jdrídica  del  difunto,  infringido  al  admitirse  que  por  ser  he¬ 
redera  Doña  Josefa  Barroso  tuviese  justa  causa  de  ignorancia  que  nunca 
podría  servir  para  absolverla  de  la  demanda: 

Visto,  sindo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  es  doctrina  legal  repetidamente  proclamada  por 
este  Supremo  Tribunal  que  contra  la  apreciación  de  las  pruebas  hecha 
por  la  Sala  sentenciadora  no  se  da  el  recurso  de  casación,  á  no  ser  que 
se  haya  cometido  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  especial  en  la  materia: 

Considerando  que  la  absolución  de  la  demanda  con  que  pone  fin  al 
juicio  la  sentencia  recurrida  se  funda  principalmente  en  que  la  Sala, 
analizando  las  pruebas  administradas  por  las  partes,  ha  deducido  y  de¬ 
clarado  que  no  están  justificadas  la  naturaleza  ni  las  condiciones  esen¬ 
ciales  del  contrato  sobre  salarios,  invocada  por  la  demandante,  siendo 
por  lo  tanto  inaplicables  al  caso  los  H  motivos  del  recurso  desde  el  5o 
al  15  como  encaminados  á  impugnar  en  diversos  conceptos  la  aprecia¬ 
ción  hechlf  por  la  Sala  en  uso  de  sus  facultades: 

Considerando  no  obstante  en  orden  al  décimo  motivo,  en  el  que  se 
citan  como  infringidas  las  seis  primeras  leyes  del  título  13  de  la  Parti¬ 
da  3a,  otras  dos  recopiladas  y  alguna  doctrina  de  este  Tribunal  acerca 
de  la, confesión  enjuicio,  que  la  Sala  sentenciadora  desestimó  la  efica¬ 
cia  de  los  hechos  sometidos  en  forma  de  posiciones  á  la  declaración  de 
la  demandada,  no  porque  se  la  declarase  confesa  en  rebeldía,  sino  por 
que  no  siéndole  propios  ó  personales  esos  hechos  no  podían  perjudicar¬ 
le;  y  porque  ni  apreciados  en  abstracto  ni  en  conjunto  con  los  demás 
elementos  probatorios  del  pleito  demostraban  tampoco  á  satisfacción 
de  la  ley  y  de  la  crítica  racional  la  existencia  ni  las  condiciones  esen¬ 
ciales  de  un  contrato  sobre  salarios  que  no  se  funda  en  documeRto  pú¬ 
blico  ni  privado  y  que  se  dice  concertado  con  el  causante  del  antecesor 
de  la  demandada  18  años  antes  de  reclamarles  judicialmente: 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables  los  cuatro  primeros  mo¬ 
tivos  del  recurso,  porque  reduciéndose  á  negar  la  prescripción  de  la 
acción  ejercitada,  carece  completamente  de  objeto  tal  impugnación 
desde  el  momento  que  se  dictara  sin  existencia  legal  el  contrato  origi¬ 
nario  de  aquélla; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  la  sucesión  de  D.  Joaquín  Ramírez  y 
Velasco,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
la  Habana  la  certificación  correspondiente.— (Sentencia  publicada  el  2G 
de  Noviembre  de  18s3,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (20  de  Noviembre  de  1  883). — Sala  pri¬ 
mera. — Pago  de  pesetas. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Pedro 
Otaño  con  el  Marqués  de  la  Torrecilla  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  la  existencia  de  perjuicios  y  la  obligación  de  abonarlos  en  lo 
que  se  refiere  á  contratos  nace  de  la  falta  de  cumplimiento  á  lo  pactado 
por  alguno  de  los  contratantes  ; 

Y  %°  Que  no  pueden  tener  ese  carácter  ni  ser  imputables  á  una  de  las 
partes  los  que  se  hacen  consistir  en  utilidades  que  han  dejado  de  per¬ 
cibirse  por  hechos  esenciales  y  precisos  para  el  cumplimiento  de  la  obli-, 
pación  contraída  por  el  que  los  reclama. 

En  la  villa  y  corte  de  Madiid,  á  2©de  Noviembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospicio  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
(,e  la  misma  por  D.  Pedro  Otaño  Aquireciriaga.  representado  por  el  Pro¬ 
curador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sánchez,  bajo  la  dirección  del  Licencia¬ 
do  D.  Oistino  Martos,  con  D.  Narciso  Salavert  y  Pinedo,  Marqués  de  la 
Torrecilla,  como  curador  ad  bona  de  su  hija  Doña  Casilda  de  Salavert, 
Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Luis 
Lumbreras,  defendido  por  el  Doctor  D.  Justo  Pelayo  Cuesta,  sobre  pago 
de  pesetas: 

Resultando  de  los  hechos  consignados  en  la  demanda  objeto  de  es¬ 
tos  autos  que  el  Profesor  de  Medicina  y  Cirugía  D.  Pedro  Olaño  fué 
llamado  por  los  Marqueses  de  la  Torrecilla  en  Io  de  Junio  de  1879  para 
que  se  encargara  de  la  asistencia  de  su  hija  la  Duquesa  de  Medinaceli, 
gravemente  enferma  á  consecuencia  de  haber  presenciado  hacia  17  días 
la  terrible  muerte  de  su  esposo,  producida  por  el  disparo  casual  de  un 
arma  de  fuego:  que  anonadada  por  el  terror  se  negaba  á  tomar  alimen¬ 
to,  hallándose  en  un  estado  que  ponía  en  peligro  su  existencia:  que 
tuvo  la  suerte  de  inspirarla  desde  luego  alguna  confianza  en  términos 
que  su  primera  visita  duró  dos  horas  y  media,  rogándole  que  la  siguie- 
<a  visitando,  habiendo  podido  desde  luego  anunciar  á  los  Marqueses  de 
la  Torrecilla,  no  sólo  que  confiaba  dominar  el  padecimiento  moral  y  fí 
sico  de  su  hija,  sino  asegurar,  con  grandes  probabilidades,  que  se  ha¬ 
llaba  en  cinta,  si  bien  la  gestación  sería  difícil  y  peligrosa  y  exigiría 
atenciones  y  cuidados  extraordinarios:  que  cumpliendo  las  órdenes  de 
la  Duquesa  y  de  su  padre  y  de  conformidad  con  lo  que  exigían  las  cir¬ 
cunstancias  de  la  enferma,  continuó  visitándola  lodo  el  mes  de  Junio, 
Pasando  las  tardes  á  su  lado  para  obligarla  á  dar  de  su  brazo  algunos 
paseos  y  tomar  algún  alimento  lo  ctial  no  podía  conseguirse  sin  la  asil¬ 
encia  personal  de  D.  Pedro  Otaño:  que  para  proteger  aquella  gesta¬ 
ción  tan  difícil  y'peligrosa  aconsejó  la  traslación  de  la  Duquesa  al  pue¬ 
blo  de  Valdemoro,  lo  que  se  verificó  el  día  3  de  Julio  con  gran  resisten  - 
cia  de  la  enferma,  que  sólo  cedió  á  los  ruegos  y  súplica  de  Otaño:  que 
este  tenía  una  numerosa  clientela  en  San  Sebastián,  de  donde  procedía, 
y  allí  durante  la  temporada  de  verano  había  hecho  la  numerosa  que  le 


276  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

favorecía  en  Madrid,  aumentándola  todos  los  años  por  lo  cual,  á  me¬ 
diados  de  Julio,  en  que  su  clientela  se  ausentaba  para  las  provincias,  se 
trasladaba  con  su  familia  á  San  Sebastián,  donde  era  llamado,  no  sólo 
para  los  enfermos  de  la  ciudad,  sino  también  para  Biarritz,  San  Juan 
de  Luz,  Fuenterrabia,  Zarauz,  Deva  y  algunos  otros  pueblos  del  inte¬ 
rior:  que  constando  esta  circunstancia  á  los  Marqueses  de  la  Torrecilla 
y  á  su  hija,  al  hacer  la  traslación  de  ésta  le  suplicaron  que  por  aquel 
verano  no  pasase  á  las  Provincias  Vascongadas,  quedando  en  Madrid 
para  atender  exclusivamente  al  cuidado  de  la  enferma,  como  lo  hizo  en 
efecto,  mandando  á  su  familia  á  San  Sebastián  y  quedándose  solo  en 
Madrid  en  una  fonda:  que  desde  3  de  Julio,  en  que  la  Duquesa  salió  de 
Madrid,  hasta  el  15  de  Octubre  en  que  regresó,  hizo  19  viajes  á  Valde- 
moro,  donde  permanecía  todo  el  día:  que  al  regresar  la  Duquesa  á  Ma¬ 
drid  se  impresionó  tan  fuertemente  que  fué  preciso  buscar  un  sitio  en 
las  cercanías  para  poder  llevarla  en  los  días  serenos,  y  habiendo  encon¬ 
trado  la  quinta  llamada  de  Santa  Engracia,  era  conducida  á  ella  la  en¬ 
ferma,  con  quien  Otáfio  tenía  que  sostener  grandes  luchas  para  obli 
garla  á  salir  y  pasear  apoyada  siempre  en  su  brazo,  por  lo  cual  pasó 
todas  las  tardes  de  los  meses  de  Octubre,  Noviembre  y  Diciembre  con¬ 
sagrado  á  la  Duquesa,  hasta  el  punto  que  tuvo  que  descuidar  sus  clien¬ 
tes,  perdiendo  no  sólo  la  clientela  sino  la  amistad  de  algunos;  que  gra¬ 
cias  á  estos  cuidados  mejoró  á  mediados  de  Diciembre  la  Duquesa,  em¬ 
pezando  á  salir  algunas  tardes  sin  Otaño,  el  cnal  no  sólo  tenia  empe¬ 
ñada  su  reputación  por  la  salud  de  aquélla,  sino  por  e!  anuncio  de  su 
embarazo,  con  el  cual  iban  ligados  los  más  graves  intereses  morales  y 
materiales:  que  por  virtud  de  las  conferencias  que  celebró  con  el  Pro¬ 
fesor  D.  Francisco  Alonso,  que  se  negaba  á  dar  certificación  en  que 
constase  que  la  Duquesa  viuda  presentaba  síntomas  de  embarazo,  con¬ 
signó  que' se  allanara  á  firmar  la  declaración  oficial,  por  consecuencia 
de  la  que  se  presentó  en  casa  de  los  Marqueses  el  Médico  D.  Federico 
Rubio,  en  representación  de  la  Duquesa  madre  de  Medinaceli,  celebran¬ 
do  varias  confeiencias  y  expidiendo  otras  certificaciones  para  el  Juzga¬ 
do  de  primera  instancia  que  intervenía  en  los  asuntos  de  la  casa:  que 
«en  la  noche  del  15  de  Enero  fué  avisado  porque  la  Duquesa  se  hallaba 
de  parto,  y  á  las  ocho  de  la  noche  del  día  siguiente  dió  á  luz  un  niño, 
terminando  la  asistencia  que  había  venido  prestando  el  día  15  de  Mayo: 

Resultando  que  la  Contaduría  de  la  casa  del  Marqués  de  Torrecilla 
dirigió  una  carta  por  orden  de  éste  á  D.  Pedro  Otaño.  reclamando  la 
cuenta  de  los  honorarios  devengados  en  la  asistencia  facultativa  de  la 
Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  á  la  que  Otaño  contestó  que  nunca  había 
pensado  en  que  tuviera  necesidad  de  pasar  la  cuenta,  pues  cualquiera 
cantidad  que  se  le  hubiera  mandado  le  habría  parecido  sobrada  recom¬ 
pensa;  pero  que  obligado  á  hacerlo,  aunque  con  disgusto  por  las  cir¬ 
cunstancias  y  deberes  que  sobre  él  pesaban,  habiendo  fijado  el  D.  Alonso 
Rubio  sus  honorarios  en  la  cantidad  de  45.000  pesetas,  estimaba  los  su¬ 
yos  en  la  misma  suma,  por  más  que  su  asistencia  dentro  y 'fuera  de  Ma¬ 
drid  asidua  y  larga,  el  abandono  de  su  clientela  y  otros  servicios  que 
el  Marqués  no  habría  podido  olvidar,  le  ponían  en  el  caso  de  considerar 
su  trabajo  moral  y  material  superior  al  de  aquél;  diciéudo  por  último 
en  una  postdata  que  acababan  de  decirle  que  en  una  conferencia  que 
había  tenido  con  Alonso  habían  concluido  por  arreglarse;  que  se  ale¬ 
graría  mucho  fuera  cierta  la  noticia,  y  que  en  este  supuesto  hacía-suvo 
también  el  arreglo: 
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Resaltando  que  en  carta  de  19  de  Mayo  de  1880  manifestó  el  Mar¬ 
qués  de  Torrecilla  á  Otaño  que  comprendía  el  compromiso  en  que  se 
había  visto,  y  que  deseando  terminar  este  asunto  le  remitía  60.000  reales 
Por  la  asistencia  facultativa  á  su  hija  y  le  daba  las  gracias  por  su  inte¬ 
rés  y  cariño: 

Resultando  que  Otaño  contestó  en  carta  del  23  que  ni  la  cantidad 
con  que  se  pretendía  satisfacer  sus  honorarios  ni  el  principio  de  la 
carta  con  que  se  remitían  correspondían  á  su  conducta  en  las  críticas 
circunstancias  la  Duquesa:  sorprendiéndole  que  no  estando  dispuesto  á 
satisfacer  la  cuenta  insistiera  tanto  en  que  se  la  pasara:  que  en  vista  de 
tan.  deplorable  eventualidad  recibía  á  cuéntalas  15.000  pesetas  con  que 
por  sí  y  ante  si  habí  tasado  ,el  Marqués  sus  honorarios,  y  puesto  que 
»o  había  sabido  ni  podido  apreciar  lo  que  valia  su  actitud  más  de  amigo 
que  de  Médico,  retiraba  su  carta  anterior,  inspirada  sólo  én  considera¬ 
ción  y  afecto  que  el  Marqués  había  desechado  con  su  propia  conducta, 
v  se  proponía  presentar  la  cuenta  de  io  que  en  conciencia  estimaba  sus 
honorarios: 

Resultando  que  D.  Pedro  Otaño  formuló  en  efecto  la  cuenta,  que 
ascendía  á  la  cantidad  de  224.560  reales  y  comprende  13  partidas,  de 
las  cuales  las  1 1  primeras  y  la  última  son  referentes  á  las  visitas,  jun¬ 
tas,  certificaciones  y  asistencia  al  parto,  ascendiendo  la  partida  12  A 
1 17.500  reales  por  haber  abandonado  su  clientela  desde  el  24  de  Julio 
en  que  debió  salir  con  la  misma  para  San  Sebastián,  en  donde  tenía 
compromisos  adquiridos  y  que  sin  embargo  prescindió  de  todo  para  po 
nerse'al  servicio  exclusivo  de  la  Duquesa,  descontando  los  días  de  sus 
salidas,  en  47  días,  A  razón  de  2.500  rs.  por  día: 

_  Resultando  que  en  9  de  Julio  el  Abogado  del  Marqués  de  Torrecilla 
envió  á  Otaño  un  talón  del  Banco  de  España  por  valor  de  10.000  pese¬ 
tas,  con  cuya  cantidad  y  las  15.000  que  tenia  recibidas  se  completaba 
la  suma  entregada  al  D.  Alonso  Rubio,  suplicándole  se  diera  por  sa¬ 
tisfecho  y  desistiera  de  sus  reclamaciones;  á  lo  que  Otaño  contestó,  con 
devolución  del  talón,  que  su  dignidad  profesional  ofendida,  no  le  per¬ 
mitía  aceptar  otra  suma  que  el  total  de  la  cuenta  que  tenía  pre 
sentada,  ó  fueran  las  41.141  pesetas,  resto  total  de  las  56.140  á  que 
ascendía: 

Resultando  que,  en  su  virtud,  en  19  de  Abril  de  188!  dedujo  Don 
Redro  Otaño  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que  consignó  como 
hechos  los  que  quedan  referidos,  y  deduciendo  de  ellos  como  fundamen¬ 
tos  de  derecho  que  por  haber  sido  llamado  por  el  Marqués  para  que  se 
encargara  de  la  asistencia  facultativa  de  su  hija,  se  había  celebrado  un 
contrato  innominado  en  que  Otaño  se  obligó  á  prestar  sus  servicios  y 
ciencia  á  la  doliente  y  ésta  á  pagar  los  honorarios:  que  era  indudable 
fine  los  extraordinarios  servicios  del  demandante  le  privaron  de  atender 
a  8u  clientela  y  de  los  medios  de  aumentarla,  y  que  conociendo  la  Du¬ 
quesa  este  sacrificio  por  parte  del  Facultativo  en  quien  se  cifraban 
todas  sus  esperanzas,  se  impuso  la  obligación  de  remunerarle  suficien¬ 
temente  según  la  ley  Recopilada;  y  que  no  hallándose  sujetos  á  tasa 
Jos  honorarios  de  los  Médicos,  podían  éstos  graduar  su  importancia 
libremente;  haciendo  uso  de  la  acción  personal  pidió  se  condenara  á 
Roña  Casilda  Salavert,  Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  á  pagar  al  de¬ 
mandante  la  suma  de  41.140  pesetas  que  le  adeudaba  por  razón  de  ho¬ 
norarios,  con  las  costas: 

Resultando  que  el  Marqués  de  la  Torrecilla,  como  curador  ad  dona 
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de  su  hija  la  Duquesa  de  Medinaceli,  impugnó  la  demanda  conviniendo 
en  lo  sustancial  de  los  hechos,  si  bien  negando  que  se  hubiera  exigido 
á  Otaño  el  abandono  de  su  clientela,  asi  como  que  la  asistencia  de  la 
Duquesa  hubiera  producido  el  supuesto  abandono:  que  si  bien  los  ho¬ 
norarios  de  los  Médicos  no  estaban  sujetos  á  tasa  de  tarifa  determinada, 
y  que  á  ellos  en  primer  término  tocaba  valuarlos  según  su  conciencia  y 
la  índole  y  entidad  de  los  servicios  prestados,  no  era  cierto  sin  em¬ 
bargo  que  pudieran  libremente  fijar  su  importancia  y  por  tanto  que  la 
Duquesa  estuviese  obligada  á  aceptar  como  buena  la  regulación  que 
Otaño  hiciera:  que  hasta  tres  veces  había  variado  la  valuación  de  sus 
honorarios,  lo  cual  revelaba  su  caprichosa  apreciación-,  que  fué  fruto 
del  despecho  y  del  enojo,  como  revelaban  sus  cartas:  que  siendo  exa 
gerados  los  honorarios  reclamados  se  había  incurrido  en  el  vicio  de  la 
plus  petición  que  la  ley  de  Partida  penaba  con  la  pérdida  de  lo  que 
que  realmente  pudiera  serle  debido,  vicio  que  se  agravaba  en  este  caso 
por  haberle  sido  ya  satisfechos  los  honorarios  en  la  misma  proporción 
en  que  fueron  abonados  al  D.  Alonso  Rubio,  ajustándose  á  la  aprecia¬ 
ción  que  el  mismo  Ótaño  había  hecho  antes  de  su  crédito;  y  reconvi¬ 
niendo  al  demandante  sobre  este  último  extremo  pidió  se  le  absolviese 
de  la  demanda,  declarando  que  los  honorarios  debidos  á  Otaño  por  los 
servicios  médicos  á  que  su  cuenta  se  refería  estaban  cumplidamente 
satisfechos  con  las  citadas  25.000  pesetas,  de  las  cuales  tenía  recibidas 
15.000,  y  las  otras  10.000  las  tenía  á  su  disposición  desde  que  le 
fueron  remitidas  y  no  quiso  recibirlas,  condenándole  á  que  dándose 
por  pagado  expidiera  al  Marqués  el  consiguiente  recibo,  con  las  costas 
del  juicio: 

ÍResultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  pidió  informe  á  la 
Real  Academia  de  Medicina  para  que  graduara  los  honorarios  deven - 
gados  al  Doctor  Otaño,  la  cual  en  resumen  opuso  que  no  era  excesiva 
la  cuenta  que  aquél  había  formulado,  teniendo  derecho  de  parte  de  una 
familia  tan  alta  y  opulenta  á  toda  clase  de  agradecimientos  en  la  remu¬ 
neración  de  sus  servicios;  consignando,  en  cuanto  á  la  partida  12,  que 
no  podía  tacharse  de  exagerada,  porque  tales  servicios  extraordinarios 
perjudicaban  considerablemente  las  demás  relaciones  profesionales,  pa¬ 
rando  en  pérdida  de  clientes  antiguos  y  adquisición  de  otros  nuevos; 
presentando  sobre  esta  partida  un  Académico  una  enmienda  que  fué 
discutida  y  desechada  por  mayoría  para  que  .se  declarara  ilegítima, 
porque  el  Médico  que  ejercía  en  una  población  estaba  obligado  á  pres¬ 
tar  los  servicios  que  en  la  misma  le  reclamasen  los  clientes  sin  que 
pudiera  exigir  indemnización  de  perjuicios  por  la  asistencia  facultati¬ 
va  que  en  otra  loeadidad  pudiera  prestar  al  mismo  tiempo,  estando  re¬ 
servado  el  derecho  de  indemnización  para  los  Facultativos  que  debie¬ 
ran  trasladarse  para  ejercer  su  profesión  á  punto  diferente  de  aquel  en 
que  practicaban,  no  acreditándose  que  existiera  entre  las  partes  con¬ 
trato  ó  compromiso  que  anulara  aquella  costumbre,  habiendo  salido 
Otaño  de  Madrid  por  dos  veces  durante  aquella  temporada  á  prestar 
servicios  facultativos  á  larga  distancia: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la|Sala  pri  • 
mera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  sentencia  en  8  de 
Noviembre  de  1882,  que  no  fué  conforme  con  la  del  Juez  inferior,  con¬ 
denando  a!  Marqués  de  la  Torrecilla  como  curador  ad  bona  de  su  hija 
la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  á  satisfacer  en  el  término  de  10  días 
á  D.  Pedro  Otaño  por  sus  servicios  profesionales  á  la  misma  26.765  pe- 
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setas,  equivalentes  á  107.060  rs.,  pero  con  deducción  de  la  de  15.000 
pesetas  que  tenía  recibidas  á  cuenta,  absolviéndole  en  cuanto  á  la  suma 
de  117.500  r3.  que  repetía  por  el  concepto  que  expresaba  en  la  partida 
de  su  referencia  y  demás  que  solicitaba  en  la  demanda,  sin  hacer  ex¬ 
presa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Otaño  interpuso  recurso  do  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  5a,  tít.  6°  de  la  Partida  5a,  con  arreglo  á  la  cual  el  obliga¬ 
do  á  dar  en  el  contrato  innominado  fado  ut  des  debe  dar  lo  que  pro  ¬ 
metió  con  los  daños  y  menoscabos  originados  al  otro  contratante,  toda 
vez  que  no  se  otorgaba  al  recurrente  la  indemnización  que  le  corres¬ 
pondía  por  consecuencia  del  contrato  innominado  que  celebró  con  la 
Duquesa  viuda  de  Medinaceli: 

2°  La  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal 
en  20  de  Enero  de  1871  de  que  si  bien  un  contrato  válido  y  perfecto  es 
ley  para  los  contrayentes,  cuando  se  suscitan  dudas  acerca  de  su  inte¬ 
ligencia  ó  se  pretende  desconocer  su  alcance  y  verdadero  objeto,  es  in¬ 
dispensable  para  determinarlos  consultar  los  hechos  anteriores  que  le 
han  preparado,  el  conjunto  de  circunstancias  que  le  han  acompañado, 
la  intención  ó  próposito  de  los  otorgantes  y  los  hechos  consiguientes 
de  estos  mismos  que  con  él  se  relacionan;  doctrina  que  daba  forma  al 
principio  de  que  los  contratos  no  sólo  obligaban  á  lo  que  en  ellos  se  con¬ 
tenía,  sino  también  á  todas  las  consecuencias  que  nacían  de  ellos  por  su 
naturaleza,  toda  vez  que  era  consecuencia  del  contrato  de  que  se  tra¬ 
taba  los  perjuicios  sufridos  por  el  Doctor  Ouño,  y  consecuencia  tam 
bién  la  obligación  de  resacirlos  tenia  la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli: 

3°  El  precepto  consignado  en  la  regla  29,  tít.  34,  Partida  7a,  de  que 
aquel  deba  sufrir  el  embargo  de  la  cosa  que  ha  el  pro  de  ella,  y  sancio¬ 
nado  por  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  al  establecer, 
entre  otras  sentencias  en  la  de  26  de  Junio  de  1872,  que  según  la  cita¬ 
da  regla  corresponde  el  daño  de  la  cosa  á  aquél  que  se  aprovecha  del 
beneficio,  añadiendo  que  dicha  regla  no  se  refiere  al  daño  que  provie¬ 
ne  del  dolo,  mala  fe,  culpa  ó  negligencia  de  que  deben  res  onder  los 
contratantes,  atendida  la  índole  de  cada  contrato,  sino  al  que  natural¬ 
mente  se  deriva  de  las  condiciones  de  las  obligaciones;  toda  vez  que  el 
daño  que  reclamaba  el  recurrente  era  el  que  se  derivaba  de  los  servi¬ 
cios  prestados  á  la  Duquesa  como  condición  precisa  del  compromiso  que 
contrajo,  y  este  dañó  debía  ser  resarcido  por  aquélla,  que  se  aprovechó 
del  beneficio  de  los  servicios  que  lo  ocasionaron: 

4°  La  regla  17,  tít.  34  de  la  Partida  7a,  con  arreglo  á  la  cual  ningu¬ 
no  debe  enriquecerse  con  daño  de  otro,  y  con  daño  del  recurrente  se 
enriquecería  la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli  si  no  la  fndemizara  de  los 
perjuicios  que  se  le  ocasionaron  con  motivo  de  la  asistencia  facultativa 
que  la  prestó: 

o°  La  regja  21  de  los  citados  títulos  y  Partida,  según  la  cual  quien 
da  razón  porque  venga  daño  á  otro  él  mismo  entiende  que  lo  face,  y  la 
sentencia  de  23  de  Febrero  de  1866,  que  declara  que  los  daños  y  per¬ 
juicios  deben  ser  abonados  por  aquel  que  los  causó;  pues  al  requerir 
Doña  Casilda  de  Salavert  la  asistencia  facultativa  de  D.  Pedro  .Otaño, 
y  al  contraer  éste  el  compromiso  de  prestarlas,  los  daños  que  fueron 
consecuencia  necesaria  de  aquella  asistencia  tenían  causa  y  razón  en 
U  asistencia  misma,  y  como  esta  causa  ó  razón  ú  ocasión  de  daño  la 
dió.Doña  Casilda  Salavert,  debía  entenderse  que  ésta  fué  la  que  pro- 
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dujo  el  principio  conforme  al  precepto  legal,  y  debía  abonar  su  impor¬ 
te,  según  la  doctrina  establecida  por  la  jurisprudencia: 

6o  Las  reglas  56  y  149  del  tít.  17,  libro  50  del  Digesto,  que  consig¬ 
nan  los  principios  Semper  in  dubiis  benigniora  prceferenda  sunt,  Ex 
qua  persona  quis  renm  capil ,  ejus  factura  prazslare  debes;  pues  si  duda 
cupiere  respecto  del  alcance  de  lá  obligación  y  del  consiguiente  dere¬ 
cho  de  D.  Pedro  Otaño  debería  resolverse  en  el  sentido  más  conforme 
á  la  equidad,  y  era  notorio  que  ésta  señalaba  como  más  prudente  que 
los  perjuicios  irrogados  al  Médico  que  vivía  de  su  trabajo  los  abonase 
el  cliente  opulento  que  utilizó  este  mismo  trabajo,  tanto  más  cuanto  el 
cliente  recibió  provecho  por  la  persona  y  los  servicios  del  Médico  y  era 
por  lo  mismo  responsable  á  lo  que  éste  hizo: 

7’  La  sentencia  de  24  de  Abril  de  1863,  que  establece  la  doctrina  de 
que  quien  por  culpa  de  otro  sufre  daño  en  su  patrimonio  sin  razón  le¬ 
gal  tiene  ineludible  derecho  á  ser  indemnizado  por  el  que  lo  cansó, 
pues  atendida  la  naturaleza  del  compromiso  contraído  por  el  Doctor 
Otaño  al  encargarse  de  la  asistencia  facultativa  de  la  Duquesa  viuda  de 
Medinaceli,  la  situación  excepcional  de  ésta  y  las  circunstancias  de  su 
fallecimiento,  no  podía  dejar  su  asistencia  y  ausentarse  á  San  Sebas¬ 
tián,  según  tenía  de  costumbre,  sin  faltar  á  su  deber  y  á  su  contrato,  y 
si  no  lo  hizo  y  por  consecuencia  de  ello  dejó  de  ganar,  sufriendo  un 
daño  por  causa  de  la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli,  que  leportó  el  pro¬ 
vecho  y  que  conocía  los  perjuicios  que  cansaba,  consintiendo  que  los 
sufrif  ra,  debía  atender  á  su  indemnización; 

8o  Y  por  último,  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  9  de  Di¬ 
ciembre  de  1873.  según  la  cual  el  principio  de  que  los  daños  y  perjui¬ 
cios  debe  abonarlos  aquel  que  los  causó  venía  á  establecer  como  tesis 
general  un  derecho  que  podía  invocar  todo  el  que  se  considerase  per¬ 
judicado  por  otro;  pero  para  que  se  declarase  tal  derecho  por  los  Tri¬ 
bunales  era  menester  que  se  probase  que  esos  daños  y  perjuicios  se  ha¬ 
bían  causado  por  la  persona  contra  quien  se  reclamaban,  pues  el  Doc¬ 
tor  Otaño,  que  se  consideraba  perjudicado  por  la  Duquesa  viuda  de 
Medinaceli,  podía  invocar  el  derecho  á  ser  indemnizado  por  la  misma, 
y  este  derecho  debía  ser  declarado  por  los  Tribunales,  porque  constaba 
probado  y  reconocido  por  la  sentencia  el  hecho  de  no  haber  podido  el 
recurrente  visitar  á  su  clientela  en  San  Sebastián,  perdiendo  paite  de 
ella,  y  constaba  además  que  esos  perjuicios  se  ocasionaron  por  la  per¬ 
sona  contra  quien  se  reclamaban,  que  reportó  *1  provecho  de  ellos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 

Considerando  que  el  único  extremo  sobre  el  que  se  ha  interpuesto 
este  recurso  es  el  referente  á  la  partida  1 2  de  la  cuenta  del  Doctor  Ota¬ 
ño,  en  que  reclama  en  concepto  de  perjuicios  el  pago  de  lo  que  supone 
dejó  de  ganar  por  no  haberse  trasladado  á  San  Sebastián  en  el  verano 
de  1879  durante  47  días,  á  razón  de  2.500  rs.  cada  uno: 

Considerando  que  la  existencia  de  perjuicios  y  la  obligación  de  abo¬ 
narlos  en  lo  que  se  refiere  á  contratos  nace  de  la  falta  de  cumplimiento 
á  lo  pactado  por  alguno  de  los  contratantes: 

Considerando  que  no  pueden  tener  ese  carácter*ni  ser  imputables  á 
una  de  las  partes  los  que  se  hacen  consistir,  como  en  el  caso  presente, 
en  utilidades  que  han  dejado  de  percibirse  por  hechos  esenciales  y  pre¬ 
cisos  para  el  cumplimiento  de  la  obligación  contraída  por  el  que  los 
reclama: 

Considerando  que  en  la  de  fació  ut  des  á  que  se  contrae  este  pleito, 
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el  Doctor  Otaño  la  cumplió  prestando  su  asistencia  facultativa  á  la  Du  - 
quesa  de  Medinaceli  en  la  medida  y  extensión  que  creyó  necesaria  y 
conveniente,  y  la  Duquesa  lo  verificó  por  la  suya  conformándose  con 
todíys  las  partidas  de  la  cuenta  que  reconoce  de  abono  la  sentencia  re¬ 
currida;  y  si  bien  aquella  asistencia  especial  y  fuera  de  lo  ordinario  le 
daba  derecho  i  exigir,  como  lo  hizo,  la  remuneración  que  estimó  á  ella 
debida,  no  asi  para  pedir  indemnización  de  perjuicios  en  el  concepto 
en  que  lo  hace  en  la  referida  partida  12,  porque  su  permanencia  en 
Madrid,  no  exigida  por  la  Duquesa,  era  un  hecho  necesario  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación  que  contrajo,  de  la  manera  y  con  la  ex¬ 
tensión  que  él  creyó  deber  realizarlo,  y  por  lo  que  según  resulta  de  la 
cuenta  exigió  sus  honorarios  con  arreglo  á  las  condiciones  especiales 
del  servicio: 

Considerando  que  no  constituyendo  por  consiguiente  verdaderos 
Perjuicios  de  que  deba  responder  la  Duquesa  viuda  de  Medinaceli  los 
que  por  haber  abandonado  su  clientela  comprende  la  ya  nombrada  par¬ 
ada  12  de  la  cuenta  del  Doctor  Otaño,  la  sentencia  recurrida  al  des¬ 
echaría  y  absolver  de  su  pago  á  aquélla  no  infringe  las  leyes  y  doctri  - 
ñas  que  se  invocan  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Otaño  y  Aquireciriaga,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  de 
los  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  20  de  No¬ 
viembre  de  1883,  é  inserta  "en  la  Gaceta  de  23  de  Enero  de  1884.) 
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Itecurso  de  casación  (20  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra.— Nuudad  de  un  interdicto  y  aprovechamiento  de  aguas. — No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Santiago  Aparicio  Moreno  con  D.  Brau¬ 
lio  Pérez  Fernández  (Audiencia  de  Albacete),  y  se  resuelve: 

Io  Que  para  resolver  un  recurso  no  pueden  tenerse  en  cuéntalas 
disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria ,  si  su  aplicación  y  efectos  en  el  caso 
de  autos  no  kan  sido  debidamente  discutidos  durante  el  pleito: 

2o  Que  no  tiene  aplicación  y  no  han  podido  ser  infringidas  las  Rea¬ 
les  órdenes  de  5  de  Abril  de  1834  y  1 4  de  Marzo  de  1846  y  Real  decreto 
de  27  de  Abril  de  1860,  aparte  de  que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
sólo  procede  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  admitida  por  la  juris¬ 
prudencia  de  los  Tribunales,  si  los  derechos  á  un  riego  que  en  la  sen  - 
'encía  recorrida  se  reconocen  al  demandante  traen  su  origen  y  legiti¬ 
midad  de  una  remota  posesión  á  titulo  oneroso  anterior  al  año  de  1821, 
contra  la  cual  no  aparece  acto  alguno  de  contradicción  ni  oposición ,  co  - 
mo  afirma  la  Sala  sentenciadora  y  ha  reconocido  el  mismo  demandado 
recurrente  en  el  acto  de  la  inspección  judicial  en  primera  instancia: 

3o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  el^principio  según  el  cual 
ninguno  puede  trasmitir  derechos  que  no  tiene,  si  según  la  apreciación 
7t«<?  de  las  pruebas  suministradas  hace  la  Sala  sentenciadora,  el  deman¬ 
dante,  á  tmit-ción  y  continuación  de  sus  causantes ,  desde  tiempo 
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inmemorial  viene  regando  su  t ierra  en  la  forma  que  la  sentencia  le  de  ■ 
clara  con  derecho  á  continuar  verificándolo ; 

Y  4o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  disposiciones  de  la  ley 
de  Aguas,  ni  los  principios  y  doctrinas  con  arreglo  á  los  cuales  en  la 
concesión  y  uso  dé  aguas ,  como  en  todas  las  relaciones  de  la  propiedad, 
deben  respetarse  los  derechos  preexistentes  legítimamente  adquiridos, 
si  subordinándose  á  esos  mismos  principios  la  Sala  sentenciadora  seli  - 
miló  en  su  fallo  á  restablecer  el  estado  de  cosas  anterior  al  interdicto 
propuesto  por  el  demandado ,  que  dio  causa  al  pleito. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Muía  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Braulio  Pérez  Fernán¬ 
dez,  propietario,  con  D.  Santiago  Aparicio  Moreno,  propietario  y  Abo¬ 
gado,  vecinos  ambos  de  Muía,  sobre  nulidad  de  un  interdicto  y  apro¬ 
vechamiento  de  aguas;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud 
de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Li¬ 
cenciado  D.  Manuel  Osuna  y  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas, 
en  defensa  y  representación  de  Aparicio  Moreno,  habiendo  sido  defen¬ 
dida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Angel  Es¬ 
cobar  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vena: 

Resultando  que  D.  Angel  Moreno  Rubio,  dueño  por  título  de  com¬ 
pra  consignado  en  escritura  pública  de  20  de  Enero  de  1799  de  tres 
fanegas  de  tierra  de  secano  con  sus  ensanches  y  demás  pertenencias 
en  el  partido  de  la  Alcalá,  correspondiente  á  la  jurisdicción  de  la  villa 
de  Muía,  lindantes  por  Norte  con  el  río  de  Pliego,  solicitó  del  Ayunta¬ 
miento  de  dicha  villa  de  Muía  que  le  concediese  licencia  para  utilizar 
las  aguas  del  indicado  río  en  el  riego  de  de  dicha  tierra;  é  instruido  ex¬ 
pediente,  en  el  que  fueron  oídos  los  peritos  públicos  de  la  villa,  acor¬ 
dó  el  Ayuntamiento  de  ésta  en  2o  de  Junio  de  1800  que  perteneciendo 
á  la  viila  en  virtud  de  los  Reales  privilegios  y  ejecutorias  de  que  goza 
ba  y  de  la  posesión  en  que  se  hallaba  de  montes,  prados,  baldíos,  fuen¬ 
tes  y  ríos  de  su  término  la  facultad  de  conceder  lo  que  tuviese  por 
conveniente,  y  teniendo  en  consideración  que  además  del  terreno  que 
Moreno  Rubio  intentaba  beneficiar  con  el  agua  del  río  de  Pliego,  tenía 
pensado  construir  en  beneficio  de  las  mismas  aguas  dos  artefactos  para 
molinos  de  papel  y  harinero,  le  concedía  el  permiso  que  necesitaba 
para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  con  el  destino  que  pretendía, 
sin  perjuicio  de  tercero  y  con  calidad  de  que  todo  ejecutado  pagaría  á 
los  Propios  y  rentas  de  la  villa  perpetuamente  cierta  pensión  anual: 

Resultando  que  habiendo  acudido  el  Marqués  de  Villafranca  y  los 
Vélez  á  la  Justicia  de  la  villa  de  Muía  denunciando  la  construcción  de 
un  molino  que  sin  su  licencia  había  comenzado  Angel  Moreno  den¬ 
tro  de  la  redonda  de  la  puebla  de  su  propiedad,  lindando  dicha  redon¬ 
da  con  el  río  de  Pliego,  se  siguió  pleito  entre  las  dichas  partes,  en  el 
que  se  dictó  auto  por  la  Chancillería  de  Granada  en  18  de  Octubre  de 
1800,  mandando  despachar  Real  provisión  para  que  bajo  la  fianza  de- 
molitoriaque  tenía  ofrecida  y  dada  Angel  Moreno,  continuase  el  todo 
de  la  obra  del  molino,  con  imposición  de  las  costas  al  Marqués  délos 
Vélez: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  Angel  Moreno,  ocurrido  en 
28  de  Julio  de  1834,  entró  en  el  dominio  y  posesión  de  dicha  tierra  y 
molino  su  hija  única  Doña  Francisca  Moreno,  consorte  de  D.  Joaquín 
Aparicio,  y  en  ia  partición  de  los  bienes  de  estos  dos,  practicada  en 
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Marzo  de  1855  y  aprobada  en  18  de  Julio  de  1859,  se  adjudicó  á  uno  de 
los  seis  hijos  de  dicho  matrimonio  D.  Francisco  Aparicio  Moreno,  de¬ 
mandado  en  este  pleito,  una  hacienda  redonda  en  el  partido  de  la  Al¬ 
calá,  lindante  por  el  Oriente  y  Norte  con  el  río  que  baja  á  los  baños, 
compuesta  de  17  tahullas  y  tres  cuartas  de  tierra,  coif  diferentes  árbo - 
les  que  se  riegan  con  el  agua  del  río  de  Pliego,  de  dos  fanegas  y  cua¬ 
tro  celemines  y  medio  de  tierra  secana,  inferior,  de  seis  fanegas  con 
celemín  y  medio  y  15  brazas  de  tierra  secano  con  plantones  de  olivera 
de  varias  edades  y  de  un  molino  harinero,  casa  cortijo,  pajar  de  obra  y 
corral  de  encerrar  ganado;  habiendo  sido  inscrita  dicha  hijuela  de  Don 
Aparicio  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  31  de  dicho  mes  de  Julio  de 
1859: 

Resultando  por  otra  parte  que  en  una  lista  de  deudores  obrante  en 
el  Ayuntamiento  de  Muía,  suscrita  por  el  Mayordomo  de  Propioá  en  7 
de  Febrero  de  1821,  aparecía  Francisco  Martínez  Tintorero  por  razón 
Je  la  merced  de  2  rs.  que  debía  pagar  por  el  agua  de  Pliego  que  em¬ 
pleaba  en  el  riego  de  una  hacienda  en  el  partido  de  Manzanete:  qi  e.por 
el  Ayuntamiento  susodicho  se  ratificó  en  3  de  Mayo  de  1846  el  derecho 
de  Doña  Josefa  Sebastián  á  regar  su  hacienda  del  Tintorero  con  aguas 
del  riachuelo  de  Pliego,  en  cuya  virtud  Doña  Josefa  se  obligó  por  es¬ 
critura  pública  de  13  de  Mayo  de  1847  á  satisfacer  á  los  Propios  de  di¬ 
cha  villa  de  Muía  3  rs.  anuales  por  la  conformación  del  riego  en  su  ha¬ 
cienda  de  Manzanete  con  las  aguas  de  Pliego:  que  en  el  inventario  de 
bienes  formado  al  fallecimiento  de  Doña  Josefa  fué  incluida  la  hacienda 
de  Manzanete,  compuesta  de  seis  tahullas  aproximadamente,  con  op¬ 
ción  á  ser  regada  con  aguas  eventuales  del  río  de  Pliego,  y  de  cuatro 
fanegas  contiguas  de  secano:  que  esta  hacienda  fué  vendida  á  D.  Euse- 
bio  Pérez  Fernández  por  escrituras  de  22  de  Marzo  y  22  de  Abril 
de  1856  por  los  hijos  y  herederos  de  Doña  Josefa,  Doña  María  de  la 
Cruz,  Doña  Patrocinio  y  D.  Francisco  José  Martínez  Sebastián;  y  que 
Por  el  fallecimiento  de  éste,  ocurrido  en  Agosto  de  1868,  fué  adjudi¬ 
cada  dicha  finca  á  su  hijo  D.  Braulio,  demandante  en  este  pleito: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  de  1879  dedujo  D.  Santiago  Apa¬ 
ricio  Moreno  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Muía  interdicto  de 
recobrar  las  aguas  del  río  de  Pliego,  fundado  eri  que  se  hallaba  en 
quieta  y  pacifica  posesión  de  su  aprovechamiento  para  ol  movimiento 
de  un  molino  harinero  y  riego  de  varias  tierras  de  una  hacienda  pró¬ 
xima  á  la  aldea  de  la  Puebla,  en  el  partido  de  la  Alcalá,  y  de  esta  pose¬ 
sión  había  sido  privado  hacía  unos  ocho  meses  por  D.  Braulio  Pérez 
Fernández,  que  había  coartado  las  aguas  de  dicho  río  por  medio  de 
uresa  y  las  había  conducido  por  una  acequia  abierta  á  su  hacienda  el 
Tintorero,  en  el  partido  de  Manzanete,  pasándolas  por  una  mina  á  pozo, 
del  que  las  elevaba  por  medio  de  una  máquina  para  el  riego  de  terre- 
uos  que  siempre  habían  sido  de  secano:  .  ♦ 

Resultando  que  sustanciado  el  interdicto ’sin  audiencia  del  despo¬ 
jante,  se  dictó  auto  restitutorio  en  21  de  Noviembre  siguiente,  que  se 
Nevó  á  ejecución,  haciendo  varios  portillos  en  la  presa  del  tí  >  é  inter¬ 
ceptando  el  conducto  ó  acequia  por  donde  D.  Braulio  Pérez  eondueit 
las  aguas  á  su  hacienda: 

Resultando  que  obtenido  por  D.  Braulio  Pérez  el  beneficio  de  po¬ 
breza  para  litigar,  dedujo  la  demanda  civil  ordinaria  que  ha  dado  ori 
8en  al  presente  pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  en  defini¬ 
da  que  ie  pertenecían  las  aguas  del  río  Pliego  que  llegaban  á  su  presa 
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ó  azud  y  corrían  por  su  acequia  ó  cauce  abierto  para  regar  su  hacienda 
del  Tintorero,  condenando  en  su  consecuencia  ó  D.  Santiago  Aparicio 
á  que  las  dejase  libre  y  expeditas  A  su  disposición  con  la  construcción 
de  la  presa  destmída,  dejando  para  ello  sin  efecto  el  interdicto,  y  con¬ 
denando  á  dicho^r.  Aparicio  á  la  devolución  de  las  costas  y  de  la  can¬ 
tidad  que  por  perjuicios  le  había  cobrado,  así  como  de  los  que  resulta 
que  se  le  habían  seguido  por  razón  de  la  restitución;  alegando  al  efecto 
que  desde  época  remota  y  desconocida  se  regaba  la  hacienda  susodi¬ 
cha  del  Tintorero  con  las  aguas  del  río  Pliego  en  virtud  de  concesión 
formal  que  no  había  podido  encontrarse:  que  en  3  de  ¿Mayo  de  1846  ha¬ 
bía  confirmado  el  Ayuntamiento  de  aquella  villa  este  derecho  de  riego 
en  Doña  Josefa  Sebastián,  poseedora  entonces  de  la  finca,  y  que  en  vir¬ 
tud  de  estos  títulos  había  venido  el  demandante  y  sus  antecesores  en 
el  dominio  de  la  finca,  disfrutando  del  derecho  de  regar  en  una  exten¬ 
sión  más  ó  menos  dilatada,  según  lo  había  permitido  el  caudal  de  aguas 
que  había  corrido  por  su  cauce  natural,  derivándolas  siempre  por  me¬ 
dio  de  presa  y  azud  y  conduciéndolas  por  acequia  abierta: 

Resultando  que  D.  Santiago  Aparicio  contestó  la  demanda  pidiendo 
que  se  le  absolviese  de  ella  y  se  condenase  al  actor  á  perpetuo  silencio 
y  pago  de  costas,  á  cuyo  efecto  hizo  relación  de  la  concesión  del  Ayun¬ 
tamiento  de  Muía  hecha  en  25  de  Junio  de  1800  á  D.  Angel  Moreno  y 
de  los  demás  documentos  referidos  al  principio,  alegando  después  en  el 
escrito  de  düplica  que  en  la  escritura  de  venta  otorgada  por  los  hijos 
de  Doña  Josefa  Sebastián  á  D.  Eusebio  Pérez,  padre  del  demandante,  se 
dijo  que  lo  que  se  vendían  eran  seis  tahullas  poco  más  ó  menos,  ó  lo 
que  hubiese,  con  algunos  árboles  y  cepas,  con  opción  á  regar  con  las 
aguas  eventuales  del  río:  que  por  lo  tanto  D.  Eusebio  no  pudo  trasmi¬ 
tir  á  su  hijo  el  demandante  otros  derechos  que  los  que  él  había  adqui¬ 
rido:  que  dichos  riegos  eventuales  ó  de  aluvión  no  eran  legítimos,  por¬ 
que  los  vendedores  no  los  tenían,  y  porque  además  declaraba  la  Real 
orden  de  9  de  Abril  de  1834  que  ningún  particular  podía  distraer  en  su 
origen  ni  en  su  curso  las  aguas  de  manantiales  ó  de  ríos  que  de  tiem¬ 
pos  antiguos  regaban  otros  terrenos  más  bajos,  los  cuales  no  podían 
ser  despojados  del  beneficio  adquirido  en  favor  de  otros:  que  la  licencia 
que  se  decía  concedida  por  el  Ayuntamiento  á  Doña  Josefa  Sebastián 
en  3  de  Mayo  de  1846  era  ineficaz  y  de  ningún  valor  ni  efecto  porque 
dos  meses  antes,  ó  sea  en  14  de  Marzo,  se  había  declarado  por  Real  or¬ 
den  que  era  necesario  para  esta  clase  de  aprovechamientos  la  autoriza¬ 
ción  Real,  previa  instrucción  de  expediente,  con  llamamiento  por  me¬ 
dio  del  Boletín  oficial  de  los  que  pudieran  creerse  perjudiciales,  é  in¬ 
vocó  además  las- Reales  órdenes  de  21  de  Agosto  de  1849,  2  de  Setiem¬ 
bre  de  1852,  5  de  Abril  de  1859,  9  de  Setiembre  de  1858  y  29  de  Abril 
dé  1860  y  otras: 

•  Resultando  que  recibjdo  el  pleito  á  prueba,  se  trajo  á  los  autos  por 
el  demandante  los  documentos  en  que  fundó  su  demanda  y  se  suminis¬ 
traron  por  ambas  partes  otras  justificaciones,  sirviéndose  especialmente 
de  la  testifical;  y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  27  de  Noviembre  de 
1882,  conforme  en  parte  y  revocatoria  en  otra  parte  de  la  de  primera 
instancia,  dejando  sin  efecto  el  interdicto  de  recobrar  presentado  por 
D.  Santiago  Aparicio,  y  declarando  que  corresponden  al  demandante 
D.  Braulio  Pérez  las  aguas  del  río  Pliego  para  fertilizar  solamente  las 
seis  tahullas  de  tierra  que  de  antiguo  vienen  fertilizándose  de  la  ha- 


RECUftSOS  Y  COMPETENCIAS.  285 

tienda  de  Manzaneta  con  su  riego  natural  de  acequia  abierta  y  derecho 
¿  tomar  la  de  su  cauce  por  la  presa  ó  azud  denominado  del  Tintorero, 
8¡n  poder  regar  los  terrenos  de  secano  ni  colo'car  aceña  ü  otro  artefacto 
que  alteren  el  riego  natural  declarado  é  impidan  su  declive  al  álveo  del 
rio;  y  condenando  en  su  consecuencia  ó  D.  Santiago  Aparicio  á  que  deje 
dichas  aguas  libres  y  á  disposición  del  demandante  en  la  forma  expre¬ 
sada,  reintegrando  á  éste  de  las  costas  satisfechas  y  de  los  daños  y,per- 
juicios  causados  en  dicho  interdicto  con  la  destrucción  de  la  presa  y  con 
ia  falta  de  riego  en  las  seis  tahullas  en  la  forma  determinada  en  la  no¬ 
vísima  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  D.  Santiago  Aparicio  Moreno  interpuso  recurso  de 
tasación  por  considerar  infringidos  en  dicha  sentencia: 

Io  Los  artículos  23  y  27  de  la  ley  Hipotecaria,  según  los  cuales  el 
dominio  de  una  finca  y  los  derechos  reales  anejos  á  ella  inscritos  en  el 
Registro  de  la  propiedad  correspondiente  en  favor  de  una  persona  sur¬ 
ten  su  efecto  contra  tercero  y  no  pueden  ser  perjudicados  ni  modifica 
dos  más  que  por  otro  titulo  eficaz  inscrito  con  anterioridad;  porque 
había  justificado  á  su  debido  tiempo  en  este  pleito  su  dominio  en  las 
tierras  y  molino  y  el  derecho  de  aprovechar  las  aguas  del  río  de  Pliego 
en  el  riego  de  las  primeras  y  en  el  movimiento  del  segundo  por  medio 
fie  tesiimonio  de  su  hijuela,  registrado  oportunamente  en  la  antigua 
oficina  de  Hipotecas,  y  la  parte  contraria  no  ha  presentado  títulos  ins¬ 
critos  con  anterioridad  ni  posterioridad  sobre  tales  derechos: 

2o  Los  artículos  2o,  23  y  396  de  la  misma  ley  Hipotecaria,  en  el  con¬ 
cepto  de  que  se  funda  la  sentencia  recurrida  en  la  eficacia  del  inventa¬ 
rio  de  bienes  de  Doña  Josefa  Sebastián,  de  la  escritura  de  venta  de  los 
herederos  de  ésta  á  favor  de  D.  Eusebio  Pérez  y  de  la  escritura  declara¬ 
toria  de  Doña  Josefa  Fernández  y  sus  hijos,  como  herederos  de  D.  Brau¬ 
lio  Pérez,  presentados  estos  documentos  y  admitidos  indebidamente  en 
el  término  de  prueba  por  razón  de  la  prohibición  expresa  del  citado  ar¬ 
tículo  397  y  do  sus  títulos  necesariamente  inscribibles  conforme  al  ar¬ 
tículo  2o,  porque  contiene  traslaciones  de  dominio  y  declaraciones  de 
derechos  reales  que  no  pueden  ser  eficaces  según  el  23  ni  perjudicar  á 
tercero: 

3o  El  principio  legal  consignado  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen¬ 
tencia  de  27  de  Noviembre  de  1860  y  en  otras,  según  el  cual  ninguno 
Puede  trasmitir  á  otro  más  derechos  en  una  cosa  que  los  que  el  mismo 
pudiera  tener  en  ella,  porque  aun  en  el  supuesto  de  que  los  títulos  ci¬ 
tados  en  el  primer  motivo,  presentado  como  parte  contraria  como  base 
fundamental  de  su  derecho,  fueran  eficaces  y  tuvierau  validez  legal 
para  perjudicar  á  tercero,  no  ha  podido  la  Sala  sentenciadora  suponer 
dar  á  D.  Braulio  Pérez  más  que  la  opción  al  riego  de  seis  tahullas 
®on  las  aguas  eventuales  del  rio,  ósea  con  las  procedentes  de  lluvias  ó 
aluviones,  y  nunca  concedérselo  en  absoluto^  sobre  toda  clase  de  aguas. 
Porque  de  los  citados  documentos  resulta  que  los  hijos  de  Doña  Josefa 
Sebastián  sólo  adquirieron  de  su  madre  y  trasmitieron  á  D.  Eusebio  Pé- 
rez  la  opción  al  riego  de  seis  tahullas  con  las  aguas  eventuales: 

La  Real  orden  do  14  de  Marzo  de  1846,  que  prohíbe  á  los  Ayunta- 
tantos  el  otorgamiento  de  licencias  para  aprovechar  aguas  de  los  ríos 
Y  demás  que  merecen  el  concepto  de  públicas,  puesto  que  la  sentencia 
tecurrida  da  valor  y  eficacia  á  la  licencia  concedida  por  el  Ayunta 
Atento  de  Muía  á  Doña  Josefa  Sebastián  en  3  de  Mayo  de  1846: 

5o  La  Real  orden  de  6  de  Abril  de  1834,  que  declara  que  ningún  par- 
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ticular  ni  corporación  puede  distraer  en  su  origen  ni  en  su  curso  las 
aguas  de  manantiales  ó  ríos  que  de  tiempo  antiguo  riegan  otros  terrenos 
más  bajos,  los  cuales  no  pueden  ser  despojados  del  beneficio  adquirido, 
porque  se  reconoce  en  la  sentencia  á  D.  Braulio  Pérez  con  derecho  para 
distraer  las  aguas  fiel  río  Pliego  en  perjuicio  del  recurrente,  regante  in¬ 
ferior  más  antiguo: 

6o  El  Keal  decreto  de  27  de  Abril  de  1 860,  que  declara  que  el  aprove  • 
chamiento  de  los  ríos,  riachuelos  y  cualquiera  otra  clase  de  corrientes, 
ya  se  trate  de  las  aguas  ostiales,  ya  invernales  ó  torrenciales,  se  haga 
siempre  sin  perjuicio  de  los  riscos  preexistentes,  por  cuanto  al  conceder 
Ja  sentencia  á  D.  Braulio  Pérez  el  riego  de  seis  tahullas  en  terrenos  supe¬ 
riores,  no  lo  ha  limitado  á  los  casos  en  que  dicho  riego  no  impida  el  de 
las  tierras  inferiores  del  recurrente  ó  el  movimiento  de  su  molino: 

7o  El  art.  37  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  y  el  7o,  párrafo  úl¬ 
timo  de  la  de  13  de  Junio  de  1879,  que  previenen  que  ningún  aprove¬ 
chamiento  eventual  podrá  interrumpir  ni  atacar  derechos  anteriormen¬ 
te  adquiridos  sobre  las  mismas  aguas  en  región  inferior: 

8o  El  principio  de  derecho  de  que  deben  respetarse  siempre  los  de¬ 
rechos  preexistentes  legítimamente  adquiridos,  y  con  preferencia  los 
de  propiedad,  porque  la  sentencia  no  ha  debido  desconocer  que  los  rie¬ 
gos  del  recurrente  merecen  la  calificación  de  preexistentes  con  relación 
á  los  abusivos  de  D.  Braulio  Pérez,  porque  tienen  su  fecha  y  principio 
en  el  siglo  anterior;  mientras  que  los  de  éste,  aun  'dándoles  una  exten¬ 
sión  indebida,  no  pueden  ir  más  allá  del  año  1821,  y  porque  además 
tiene  el  recurrente  el  derecho  de  propiedad  confirmado  por  los  Tribu¬ 
nales  de  justicia  é  inscrito  en  el  Registro  de  propiedad,  y  no  puede  por 
lo  tanto  ser  lastimado  ó  perjudicado  por  supuestos  riegos  posteriores  y 
abusivos; 

Y  9o  La  jurisprudencia  que  en  conformidad  con  lo  anteriormente 
dispuesto  tiene  sancionada  este  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sen¬ 
tencias,  entre  otras  en  las  de  28  de  Abril  de  1863,  9  de  Junio  de  1865, 
4  de  Noviembre  de  1869,  20  de  Mayo  de  1870  y  3  de  Febrero  y  20  de 
Diciembre  de  1871: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  para  resolver  el  presente  recurso  no  pueden  te¬ 
nerse  .en  cuenta  las  disposicioues  de  la  ley  Hipotecaria,  porque  su  aplir 
cación  y  efectos  en  el  caso  de  autos  no  han  sido  debidamente  discutidos 
durante  el  pleito,  además  de  que  el  recurrente  no  pretende  tener  el  de¬ 
recho  exclusivo  de  utilizar  para  sus  tierras  y  artefactos  las  aguas  del 
río  Pliego,  ni  la  sentencia  hace  novedad  en  el  estado  posesorio  que  dis¬ 
fruta  al  amparo.de  sus  títulos  inscritos: 

Considerando  que  no  tienen  aplicación  á  las  cuestiones  concretas 
del  pleito  y  no  han  podido  ser  infringidas  las  Reales  órdenes  y  Real  de¬ 
creto  también  citados  de  18^4,  18i6  y  1860,  porque  aparte  de  que  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  sólo  procede  por  infracción  de  ley  ó  de 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  los  dorechos 
que  en  la  sentencia  recurrida  se  reconocen  al  demandante  traen  su 
origen  y  legitimidad  de  una  remota  posesión  á  título  oneroso  anterior 
al  año  de  1821,  contra  la  cual  no  aparece  acto  alguno  de  contradic¬ 
ción,  ni  oposición,  como  afirma  la  Sala  sentenciadora  y  ha  reconocido 
el  mismo  recurrente  en  el  acto  de  la  inspección  judicial  en  primera  ins¬ 
tancia  al  protestar  que  su  interdicto  se  dirigía  contra  I03  riegos  que  el- 
querellado  había  principiado  á  ejecutar  recientemente  de  tierras  que 
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«¡empre  habían  sido  secanas,  y  á  esta  posesión  reconocida  no  pueden 
perjudicar  disposiciones  administrativas  adoptadas  precisamente  para 
proteger  derechos  preexistentes: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  el  principio  invocado  en 
el  recursó,  según  el  cual  ninguno  puede  trasmitir  derechos  que  no 
tiene,  puesto  que  según  la  apreciación  que  de  las  pruebas  suministra¬ 
das  hace  la  Sala  sentenciadora,  el  recurrido,  á  imitación  y  continuación 
de  sus  causantes,  desde  tiempo  inmemorial  viene  regando  seis  tahullas 
de  su  tierra  de  Manzariete  con  las  aguas  del  río  Pliego  en  la  forma  que 
la  sentencia  le  declara  con  derecho  á  continuar  verificándolo: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  las  disposiciones 
de  la  ley  de  aguas  en  los  demás  principios  y  doctrinas  citados  en  el 
recurso,  con  arreglo  á  los  cuales  en  la  concesión  y  uso  de  las  aguas  co¬ 
mo  en  todas  las  relaciones  de  I &  propiedad  deben  respetarse  los  dere¬ 
chos  preexistentes  legítimamente  adquiridos,  puesto  que  subordinán¬ 
dose  á  esos  mismos  principios  la  Sala  sentenciadora  se  limitó  en  su  fa¬ 
llo  á  restablecer  el  estado  de  cosas  anterior  al  interdicto  propuesto  por 
el  recurrente,  que  dió  causa  al  presente  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Santiago  Aparicio  Moreno,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Albacete  la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apunta¬ 
miento  y  documentos  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  20  de 
Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  »lc  casación  (20  de  Noviembre  de  1 883). — Sala  primera- 
“—Mejor  derecho  á  los  rienes  de  una  capellanía.— No  ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  D.  Lucas  Grijota  y  otros. (Audiencia  de  Cáceres),  y  se 
resuelve: 

Io  Que  no  desconoce  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supre¬ 
mo,  según  la  cual  cuando  un  hecho  está  legalícenle  justificado  y  acep¬ 
tado  durante  el  curso  de  los  siglos  no  basta  para  destruirlo  que  al  ha¬ 
cer  la  compulsa  de  los  libros  parroquiales  del  pueblo  en  la  época  en  que 
*e  creyó  nacida  la  persona  en  cuestión  no  se  encuentre  una  partida  de 
b  autismo  ó  se  halle  la  de  otra  persona  del  mismo  nombre  y  edad ,  hija  de 
padres  desconocidos ,  sino  que  se  precisan  otras  pruebas  más  concluyen- 
tes-,  la  sentencia  que  al  negar  el  derecho  á  los  bienes  de  una  capellani 
*e  funda ,'  no  en  la  falta  de  determinada  partida  sacramental,  sino  en 
las  varias  y  distintas  razones  que  expone: 

2o  Que  de  la  competencia  de  la  Autoridad  eclesiástica  diocesana  en 
1°  referente  á  la  colación  y  canónica  institución  de  las  capellanías  co¬ 
lativas no  puede  deducirse  que  el  testimonio  relativo  á  la  que  es  objeto 
del  pleito,  y  que  no  se  ha  cotejado  ni  sido  objeto  de  diligencia  alguna, 
tenga  todo  el  valor  y  fuerza  de  un  documento  público ,  ni  surta  otro 
efecto  que  el  de  corrobora -  la  existencia  indubitable  de  la  capellanía: 

3o  Que  en  la  hipótesis  de  que  en  algún  considerando  de  la  sentencia 
5e  hubiese  padecido  equivocación  al  hablar  del  primer  capellán  llama  do 
por  el  fundador,- no  es  estimable  en  casación  este  error  de  hecho ,  si  tal 
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equivocación  no  afectaría  al  derecho  ejercitado  por  los  litigantes ,  aten¬ 
didos  los  demás  fundamentos  que  el  fallo  contiene: 

4o  Que  no  puede  estimarse  la  infracción  de  los  artículos  i0,  2o  y  6o 
de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  de  la  de  lo  de  Junio  de  1836,  si 
se  ha  alegado  haciendo  de  la  dificultad  supuesto,  una  vez  que  la  senten 
cia  se  basa  en  que  los  recurrentes  no  han  probado  su  parentesco  con  el 
fundador : 

5o  Que  tampoco  puede  apreciarse  la  de  la  ley  10,  tit.  14,  Partida  3a 
y  la  de  la  fundación,  porque  la  mencionada  ley  de  Partida  que  se  re¬ 
fiere  á  los  que  poseen  la  cosa  ó  deben  ser  tenidos  como  poseedores  de 
ellas,  carece  de  aplicación  al  caso-,  y  porque  la  sentencia  nada  decide 
en  contra  de  la  fundación  y  se  limita  á  negar  el  derecho  de  los  que  soli¬ 
citaban  la  adjudicación  de  los  bienes:  en  virtud  de  la  apreciación  que 
hace  de  todas  las  pruebas  suministradas  por  los  mismos ,  sin  que  en  tal 
apreciación  exista  error  de  derecho  demostrado  por  violación  de  ley  ó 
doctrina  legal,  ni  error  de  hecho  resultante  de  documentos  ó  actos  au¬ 
ténticos  que  evidencien  la  equivocación  del  juzgador. 

6o  Que  son  inaplicables  las  leyes  19,  lít.  22,  y  40,  tit.  16,  Partida  3a, 
en  el  supuesto  de  que  esta  última  se  hallase  en  vigor,  cuando  no  existe 
cosa  juzgada,  ni  se  trata  de  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de 
testigos : 

7o  Que  no  se  infringe  la  ley  1 14,  tit.  13  de  la  misma  Partida,  si  la 
Sala  sentenciadora  no  niega  la  autenticidad  de  los  documentos  presen¬ 
tados,  sino  que  los  estima  insuficientes  para  acreditar  el  derecho  de  los 
interesados : 

8°  Que  ni  la  ley  2a,  tit.  2o  de  la  Partida  3a,  ni  los  artículos  578  y 
596  de  la  Isy  de  Enjuiciamiento  civil  pueden  servir  de  fundamento  á 
un  recurso  de  casación  en  el  fondo; 

Y  9o  Que  circunscribiéndose  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  á 
resolver  que  no  ha  lugar  á  adjudicar  como  libres  los  bienes  de  la  cape¬ 
llanía,  es  congruente  con  las  pretensiones  dé  los  litigantes  que  consis¬ 
tían  precisamente  en  pedir  esa  adjudicación  en  el  expresado  concepto. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villanueva  de  la 
Serena  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  .Cáceres  entre  Don 
Leopoldo  Fernández  Cehallos,  vecino  de  Madrigalejo,  labrador,  de  una 
parte;  de  otra  D.  Joaquín  Pajuelo  y  Cuevas;  D.  Juan  Gallego,  como 
marido  de  Doña  Dolores  Pajuelo,  y  D.  Sebastián  Díaz,  como  marido  de 
Doña  Concepción  Pajuelo,  vecinos  de  Villanueva  de  la  Serena,  jornale 
ros;  de  otra  D.  Lucas  y  D.  Vicente  Grijota  Cumplido,  D.  Agustín  Gri- 
jota  García,  D.  Pablo  y  Doña  Juana  Gil  Grijota,  D.  Antonio  Benítez 
Cgno  Segador,  como  marido  de  Doña  Florentina  Gil  Grijota,  y  Don 
Vicente  Nieto  García,  como  marido  de  Doña  Francisca  Gil  Grijota,  ve¬ 
cinos  de  Villanueva  de  la  Serena,  zapatero  el  último  y  los  demás  labra¬ 
dores;  de  otra  ü.  Eduardo  Nieto  Gil,  de  la  misma  vecindad,  empleado, 
como  cesionario  de  D.  Diego  Olivares  Grijota;  de  otra  D.  Francisco 
Pérez  del  Villar,  de  igual  vecindad,  como  cesionario  de  Doña  Antonia 
Pérez  Caballero,  y  de  otra  el  Ministerio  fiscal  en  representación  del 
Estado,  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía;  pendiente 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Lucas  Grijota  Cumplido  y  demás  que 
con  él  han  litigado,  y  en.su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado 
D.  Julián  María  de  Mendieta  y  de  Solís  y  el  Procurador  D.  Juan  Pas- 
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coal  García;  por  D.  Francisco  Pérez  del  Villar,  defendido  y  represen¬ 
tado  respectivamente  por  el  Licenciado  D.  José  Viñas  y  Ortíz  y  el  Pro¬ 
curador  D.  Félix  Bazán  y  Molero;  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay 
y  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  en  defensa  y  representación  de  Don 
Eduardo  Nieto  Gij,  y  por  D.  Leopoldo  Ceballos  Fernández,  bajo  la  di¬ 
rección  del  Licenciado  D.  Martín  Perillán  y  representado  por  el  Proca¬ 
rador  D.  José  Vicente  del  Abad,  no  habiendo  comparecido  las  demás 
Partes  opositoras: 

.  Resultando  que  en  16  de  Abril  de  1844  acudieron  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Villanueva  de  la  Serena  D.  Tomás  y  D.  José  Cor¬ 
tes  con  la  pretensión  de  que  se  adjudicasen  en  propiedad  y  posesión  ios 
bienes  de  la  dotación  de  la  capellanía  fundada  por  Juan  Pérez  á  los  pa¬ 
rientes  más  cercanos  de  éste,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  19 
ue  Agosto  de  1841,  mediante  á  que  había  fallecido  en  Io  de  aquel  mes 
O*  Miguel  Vjcente  Mellado,  último  poseedor  de  dicha  capellanía: 

Resultando  que  publicados  los  edictos  oportunos  se  presentaron  di¬ 
ferentes  opositores,  y  á  instancia  de  uno  de  ellos  se  trajo  á  los  autos 
ún  testimonio  que  libró  el  Notario  eclesiástico  D.  Tomás  Malfeilo,  en 
v|rtud  de  auto  del  Prior  de  Magacela,  de  varios  particulares  de  un 
Pleito  de  concurso  seguidos  en  los  años  de  1810  y  1820  entre  Don 
Vicente  Mellado  y  otros  para  la  provisión  de  la  capellanía  servidera  en 
e‘  hospital  de  Villanueva  de  la  Serena,  fundada  por  el  Presbítero  Li¬ 
cenciado  Juan  Pérez: 

Resultando  de  dicho  testimonio  que  habiendo  sido  requerido  el 
Capellán  D.  Miguel  Jerónimo  Grijola  en  15  de  Mayo  de  1719  por  los 
Visitadores  generales  de  capellanías  Fray  Manuel  de  Arce  y  Fray  Fran¬ 
jeo  Calderón  de  la  Barca  para  que  exhibiera  la  escritura  de  funda¬ 
ción  y  demás  papeles  pertenecientes  á  ella,  manifestó  que  no  tenía  otro 
documento  que  la  visita  que  de  la  misma  fundación  había  hecho  ante - 
tormente  Fray  Bernardo  de  Córdova  yGuzmán,  y  habiéndola  presen¬ 
tado  se  sacó  copia  de  la  cláusula  de  fundación  de  la  capellanía  conteni¬ 
da  en  dicha  visita,  según  cuya  copia  dicho  Juan  Pérez  fundó  una  cape- 
1  janía  y  memoria  perpetua,  mandando  que  el  Capellán  que  fuese  de  ella 
dijese  por  su  alma  en  el  hospital  de  Villanueva  de  la  Serena  por  siem¬ 
pre  jamás  una  misa  el  día  del  domingo  y  otra  el  miércoles,  y  otra  re¬ 
cada  del  oficio  de  Nuestra  Señora  el  sábado  de  cada  semana;  después 
de  los  días*de  Isabel  Tello,  su  ama,  y  de  Pedro  Juan,  vecinos  de  aque¬ 
ja  villa,  nombró  por  primer  Capellán  á  Juan  Moreno,  su  sobrino,  que 
cataba  entonces  en  estos  días  en  Villanueva  de  la  Serena,  y  después  de 
l0s  días  de  éste,  y  para  el  caso  de  que  no  fuese  clérigo,  nombró  por 
s?gundo  Capellán  á  Juan,  hijo  de  Pedro  Juan,  vecino  de  aquella  villa, 
81  fuese  clérigo,  y  á  falta  de  éstos  dispuso  que  los  patronos  que  desig¬ 
no*  nombrasen  y  presentasen  Capellán  al  pariente  más  cercano  del 
fundador,  que  fuera  clérigo  de  misa  y  de  buena  vida  y  costumbres,  su- 
Phcando  al  Prior  que  era  ó  fuese  que  vacando  la  capellanía  mandase 
Poner  edictos  en  Santa  Cruz  de  la  Sierra,  de  donde  era  natural,  para 
4Ue  si  alguno  tuviese  derechoá  ella  se  le  diese;  dijo  además  que  ciertas 
casas  que  legaba  en  usufructo  á  su  citada  ama  pasaran  después  á  la 
capellanía,  y  que  después  de  los  días  del  primer  Capellán  Juan  Moreno, 
^Ue  era  el  hijo  de  Pedro  Juan,  se  vendieran  y  su  importe  se  impusiera 
Cen8o  para  dicha  capellanía,  y  por  último  dejó  el  usufructo  de  una 
llerra  á  dicho  Pedro  Juan  y  á  su  mujer  María  González: 

Resultando  del  mismo  testimonio  que  en  la  visita  de  Fray  Bernardo 
tomo  53  19 
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de  Córdova  se  hizo  constar  que  era  poseedor  de  la  capellanía  El  Soto 
D.  Miguel  Mellado,  el  cuai  por  su  testamento  de  20  de  Noviembro  de 
1652  había  agregado  á  ella  los  bienes  que  le  correspondieron  por  he- . 
renda  de,  sus  padres  Juan  Moreno  é  Isabel  Ruiz: 

Resultando  que  D.  Lucas  Grijota  Cumplido  y  demás  que  con  él  li¬ 
tigan  se  mostrai on  parte  como  opositores  á  la  capellanía  durante  la 
segunda  instancia  y  presentaron  diferentes  partidas  sacramentales  para 
probar  su  entronque  y  parentesco  con  el  fundador: 

Resultando  que  D.  Francisco  Pérez  del  Villar  se  presentó  también  , 
durante  la  segunda  instancia  como  cesionario  délos  derechos  de  Don 
Antonio  Pérez  Caballero,  acreditando  este  carácter  con  una  primera 
copia  de  la  escritura  de  cesión,  y  sosteniendo  el  preferente  derecho  de 
su  eedente  á  los  bienes  de  la  capellanía  por  ser  sexto  nieto  de  Alonso 
Pérez,  padre  del  fundador: 

Resultando  que  D  .Eduardo  Nieto  Gil,  cesionario  de  D.  Diego  Oli¬ 
vares  Grijota,  se  personó  también  durante  la  segunda  instancia,  justi¬ 
ficando  su  cualidad  de  cesionario,  con  la  pretensión  de  que  desestiman- ' 
do  las  solicitudes  de  los  demás  litigantes  se  declarase  que  los  bienes 
dótales  que  constituyeron  la  capellanía  de  que'se  trataba,  con  los  fru¬ 
tos  producidos  desde  la  vacante,  pertenecían  á  su  cesionario,  á  cuyo 
efecto  presentó  un  árbol  en  el  que  resulta  quinto  nieto  de  Juan  More¬ 
no  ó  Isabel  Ruiz  y  diferentes  partidas  para _su  justificación: 

Resultando  además  que  éntrelos  primeros  que  hicieron  oposición 
á  la  capellanía  después  de  publicados  ios  edjctos  lo  fuéD.  Antonio  Ce- 
ballos,  en  representación  de  su  mujer  Doña*Ju»na  Vicenta  Fernández 
Huertas,  y  por  defunción  do  ambos  durante  la  segunda  instancia  su 
hijo  D.  Leopoldo  Cebados  Fernández,  habiendo  sostenido  el  padre  de 
éste  que  su  citada  mujer  se  bailaba  en  el  noveno  grado  de  parentesco 
de  consanguinidad  con  el  fundador  Juan  Pérez,  é  quien  suponía  hijo  de 
Alonso  Pérez* 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  manifestó  en  ambas  instancias 
que  habiendo  en  los  autosoposijores  que  habían  justificado  su  entron¬ 
que  con  el  fundador,  ningún  derecho  tenía  la  Hacienda  á  los  bienes  de 
la  capellanía,  no  obstante  lo  cual  y  no  habiéndose  acordado  cosa  algu¬ 
na  en  la  segunda  instancia  á  pesar  de  tal  manifestación  continuó  inter¬ 
viniendo  en  la  sustanciación  del  pleito: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  dictó 
sentencia  en  4  de  Julio  de  1X82,  declarando  no  haber  lugar  á  adjudicar 
como  de  libre  disposición  los  bienes  dótales  de  la  capellanía  que  se  dice 
fundada  por  Juan  Pérez,  Clérigo,  á  D.  Eduardo  Nieto  Gil  y  D.  Fran¬ 
cisco  Pérez  del  Villar,  cesionarios  respectivamente  de  D.  Diego  Oliva¬ 
res  Grijota  y  de  Doña  Antonia  Pérez  Caballero,  ni  á  D.  Leopoldo  Ceba- 
llos  Fernández,  D.  Joaquín,  Doña  Dolores  y  Doña  María  de  la  Concep¬ 
ción  Pajuelo  Cuevas,  L).  Lucas  y  D.  Vicente  Grijota  Cumplido,  Don 
Agustín  Grijota  García  y  D.  Pablo,  Doña  Juana,  Doña  Florentina  y 
Doña  Francisca  Gil  Grijota: 

Resultando  que  D.  Lucas  y  D.  Vicente  Grijota  Cumplido,  D.  Agus¬ 
tín  Grijota  García,  D.  Pablo  y  Doña  Juana  Gil  Grijota,  D.  Antonio  Be- 
nítez  Cano  Segador,  como  marido  de  Doña  Florentina  Gil  Grijota,  y 
D.  Vicente  Nieto  García,  como  marido  <fe  Doña  Francisca  Gil  Grijota, 
interpusieron  recu  so  de  casación,  fundados  en  los  siguientes  motivos: 

Ia  En  la  infracción  de  la  jurisprudencia  establecida  por  este'  Tribu¬ 
nal  Supremo  en  sentencias  de  7  de  Junio  de  1856  y  11  de  Setiembre  de 
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<847,  según  la  cual  cuando  un, hecho  está  legalmente  justificado  y 
aceptado  durante  el  curso  de  los  siglos  no  basta  para  destruirlo  que  al 
hacer  la  compulsa  de  los  libros  parroquiales  del  pueblo  donde  se  creyó 
nacida  la. persona  en  cuestión  no  se  encuentre  una  partida  de  bautismo 
ó  se  halle  la  de  otra  persona  del  mismo  nombre  y  edad,  hijas  de  padres 
desconocidos,  sino  que  se  precisan  otras  pruebas  mas  concluyentes, 
porque  la  negación  de  un  hecho  legalinenle  comprobado  no  puede  ser 
aceptable  en  juicio  sino  por  la  demostración  afirmativa  de  otro  hecho 
de  cuya  existencia  se  deduzca  la  absoluta  imposibilidad  del  primero,  y 
8iempre  que  no  se  prueba  la  falsedad  ó  suplantación  de. la  partida  de 
bautismo  con  que  se  acreditaba  su  mejor  derecho  queda  justificado  su 
entronque  con  el  fundador: 

2°  En  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  el  testimonio  obran¬ 
te  en  autos  con  relación  á  la  capellanía  no  reviste  carácter  ni  condicio¬ 
nes  para  declarar  á  favor  de  ninguno  de  los  litigantes  los  derechas  ci¬ 
viles  á  que  aspiran,  quebrantan  la  doctrina  establecida  por  este  Tribu  • 
nal  Supremo  en  sentencia  de  24  de  Setiembre  de  1864  y  en  otras,  que 
da  al  Prelado  diocesano  la  principal  intervención  en  la  fundación  y  co¬ 
lación  de  capellanías  colativas: 

3o  En*el  error  de  hecho  en  que  incurre  la  Sala  sentenciadora  al  fijar 
el  primer  Capellán  llamado  por  el  fundador  para  el  disfrute  de  la  cape¬ 
llanía;  que  se  demuestra  con  el  testimonio  de  la  escritura  de  fundación 
y  con  el  mismo  apuntamiento; 

Y  4o  En  que  al  negar  el  fallo  recurrido  el  derecho  de  los  litigantes 
$  los  bienes  dótales  de  la  capellanía,  infringe  los  principios  terminantes 
de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  de  su  aclaratoria  de  lo  de  Junio 
de  1856,  confirmados  y  explicados  por  las  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  19  de  Agosto  de  1841 ,  19  de  Abril  de  1850,30  de  M-iyo 
de  1863  y  14  de  Marzo  de  1877  y  por  otras,  que  establecen  que  los  bie¬ 
nes  de  las  capellanías  colativas  á  cuyo  goce  están  llamadas  cieñas  y 
determinadas  familias  deben  adjudicarse  á  los  individuos  en  quienes 
concurra  la  circunstancia  de  preferente  parentesco,  según  los  llama¬ 
mientos,  sin  diferencia  de  edad,  sexo,  Condición  ni  estado,  siendo  pre¬ 
feridos  en  una  misma  línea  los  palíenles  más  próximos,  y  debiendo 
atenderse  á  lo  que  se  prescribe  en  la  fundación  para  saber  cuál  es  la 
mejor  linea: 

Hesultando  que  D.  Francisco  Pérez  del  Villar,  en  el  concepto  de  ce¬ 
sionario  de  D.  Antonio  Pérez  Caballero,  interpuso  asimismo  recurso  de 
casación,  manifestando  que  se  adhería  á  los  motivos  invocados  por  Don 
Lucas  Grijota  y  litis  socios: 

Hesultando  que  D.  Eduardo  Nieto  Gil,  cesionario  de  D.  Diego  Oliva- 
tes  Grijota,  utilizó  el  mismo  recurso,  fundado  en  los  siguientes  mo¬ 
tivos: 

Io  En  haber  sido  infringida  la  ley  10,  tít.  14,  Partida  3a,  que  dispo¬ 
ne  que  para  haber  uno  la  cosa  que  demanda  como  suya  bastará  que 
Pruebe  la  pertenencia  que  él,  su  padre,  abuelo  ó  aquél  á  quien  herede 
hayan  tenido,  puesto  que  el  testimonio  expedido  por  el  Prior  de  Ma¬ 
rcela  en  virtud  de  auto  del  Juez  de  primera  instancia  de  Villauueva 
jf®  la  Serena  fué  extendido  por  el  Notario  eclesiástico  D.  Tomás  Mal- 
mito  y  debe  ser  considerado  como  compulsa  autorizada;  y  por  cuanto 
®n  el  supuesto  de  que  la  Sala  sentenciadora  haya  considerado  insufi¬ 
ciente  dicho  testimonio  para  legitimar  el  entronque  de  D.  Diego  Oli¬ 
vares  Grijota  con  el  fundador,  existe  otro  documento  preciso  y  que  no 
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deja  logar  á  duda  sobre  las  pretensiones  del  recurrente,  cual  es  la  com¬ 
pulsa  autorizada  de  un  testimonio  referente  á  la  visita  de  la  capellanía 
que  obró  en  el  pleito  de  concurso  seguido  en  los  años  1810  y  1820  para 
proveer  la  vacante  entonces  ocurrida,  en  cuyo  pleito  faé  reconocida, 
dicha  compulsa  como  documento  legítimo: 

2o  La  cláusula  del  testamento  del  fundador  de  la  capellanía  en  que 
dice  de  una  manera  terminante  que  debe  darse  á  quien  tenga  mejor 
derecho,  porque  apreciando  el  contenido  de  esta  cláusula  en  relación 
con  las  partidas  de  bautismo  que  en  unión  del  árbol  genealógico  obran 
en  autos,  se  viene  al  convencimiento  de  que  los  bienes  dótales  de  la 
capellanía  pertenecen  á  D.  Diego ‘Olivares  Grijota,  de  quien  el  recu¬ 
rrente  es  cesionario; 

•Y  3o  Los  artículos  Io  y  2o  de  la  ley  de  capellanías  de  19  de  Agosto 
de  1841,  modificada  primero  por  la  de  6  de  Febrero  de  155o  y  rectificada 
después  por  la  de  lo  de  Junio  de  1856;  en  el  concepto  de  que  armoni' 
zadas  estas  disposiciones  legales  con  la  cláusula  de  fundación,  resulta 
que  en  el  presente  caso  deben  ser  llamados  á  la  capellanía  los  parientes 
más  próximos  al  fundador,  y  en  su  defecto,  si  como  entiende  la  Sala 
sentenciadora  no  puede  apreciarse  el  entronque 'con  éste  porque  no  hay 
partidas  que  acrediten  la  descendencia,  deben  adjudicarse  los ‘bienes  á 
los  más  próximos  al  que  aquél  señalan  como  tronco;  puesto  que  justi¬ 
ficado  está  por  los  documentos  obrantes  en  autos  el  entronque  con  Don 
Diego  0‘ivares  Grijota  con  D.  Juan  Moreno,  tronco  de  la  fundación: 

Resultando,  por  último,  que  D.  Leopoldo  Geballos  Fernández  ha  re¬ 
currido  igualmente,  fundado  en  los  siguientes  motivos: 

Io  En  la  infracción  de  la  ley  19,  tit.  22,  Partida  3a,  que  trata  de  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada,  y  de  la  40,  tít.  16  de  la  misma  Partida, 
que  habla  de  la  fuerza  que  hacen  los  testigos  en  los  pleitos;  por  cuan¬ 
to  al  terminarse  el  pleito  de  concurso  de  1810  á  1820,  el  Tribunal  reco¬ 
noció  con  el  derecho  á  la  fundación  la  fundación  misma,  y  toda  vez  que 
aun  no  reconociendo.como  no  reconoce  la  Sala  sentenciadora  la  Auto¬ 
ridad  eclesiástica  al  no  creer  á  sus  delegados  Fray  Manuel  de  Arce  y 
Fray  Francisco  Calderón  de  la  Barca,  Visitadores  generales  de  capella¬ 
nías  que  practicaron  su  visita,  en  la  que  es  objeto  de  este  pleito  en 
1719,  y  Fray  Bernardino  de  Córdova  y  Guzmán  que  la  visitó  con  igual 
carácter  en  fecha  anterior,  los  cuales  pudieron  hacer  y  deshacer  si  hu¬ 
bieran  notado  algún  defecto,  no  puede  menos  de  concederse  que  dichos 
tres  frailes  deben  ser  considerados  como  testigos  de  mayor  excepción, 
ó  en  último  término  como  testigos  ordinarios: 

2o  En  haber  sido  igualmente  infringidos  los  artículos  Io,  2°  y  6o  de 
la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  restablecida  en  1855  y  aclarada  por  la 
de  14  de  Junio  de  1856;  en  el  concepto  de  que  con  arreglo  á  dichas  dis¬ 
posiciones  ha  debido  la  Sala  sentenciadora  adjudicar  los  bienes  de  la 
capellanía  en  concepto  de  libres  al  pariente  más  próximo  del  fundador 
por  mejor  línea,  que  es  el  recurrente,  porque  demostrado  esta  en  au¬ 
tos  que  su  línea  se  halla  limpia  de  hijos  ilegítimos,  y  es  además  la  úni¬ 
ca  línea  posible  tratándose  de  un  sacerdote  de  hace  tres  siglos,  y  la  co¬ 
lateral  de  una  de  las  partes  opositoras  no  estaba  probada  en  autos  se  - 
gún  declara  el  fallo  recurrido: 

3o  En  la  infracción  de  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  3a,  y  de  los  artícu¬ 
los  578  y  596,  núm.  6o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  qae  tratan 
del  valor  en  juicio  de  las  cartas  ó  documentos  públicos,  toda  vez  que 
en  autos  constan  una  por  una  todas  las  partidas  sacramentales  de  los 
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individuos  que  forman  el  árbol  genealógico  de  la  línea  de  entronque 
del  recurrente  con  el  fundador  de  la  capellanía: 

4o  En  la  infracción  de  la  ley  2a,  tít.  2o,  Partida  3*,  que  dice  que  el 
demandado  debe  probar  en  juicio  su  demanda  si  le  fuese  negada,  ó  lo 
que  es  lo  mismo  que  la  prueba,  el  fallo  ha  de  serle  favorable: 

5o  En  el  error  de  hecho  que  resulta  de  declarar  la  Sala  sentenciado¬ 
ra  en  el  cuarto  considerando  que  la  prueba  del  recurrente  es  deficien¬ 
te  porque  no  consta  quiénes  fueran  los  padres  del  fundador  Juan  Pérez, 
no  obstante  hacerse  constar  en  el  apuntamiento  que  en  un  libro  de 
bautismo  que  empezó  en  1518  y  concluyó  en  1572  existe  una  partida 
que  dice  que  en  20  de  Setiembre  se  bautizó  Juan,  hijo  de  Alonso  Pérez, 
y  que  esta  partida,  así  como  otras,  fué  cotejada  con  su  original,  previa 
citación  del  Promotor  fiscal  y  de  las  demás  partes  opositoras: 

6o  En  haber  sido  infringido  asimismo  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil  vigente,  que  dice  que  las  sentencias  deben  ser  ciaras, 
precisas  y  congruentes  con  las  demandas,  por  cuanto  todos  los  oposi¬ 
tores  á  la  capellanía  no  han  pedido  sino  la  adjudicación  de  sus  bienes, 
y  el  Ministerio  fiscal,  único  que  puede  oponerse  á  esto,  ha  venido  á  de¬ 
clarar  con  su  conducta  que  deben  adjudicarse  dichos  bienes,  quedando 
así  reducida  la  cuestión  ventilada  en  estos  autos  á  la  mejor  línea  y 
dentro  de  ésta  mejor  grado  para  los  efectos  de  los  artículos  1°,  2°  y  6o 
de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  l°de  la  de  14  de  Junio  de  1856; 

Y  7o  En  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  en  los  considerandos 
primero  y  último  de  la  sentencia  que  el  testimonio  obrante  en  autos 
con  relación  á  la  capellanía  es  insuficiente  para  justificar  la  institución 
de  dicha  fundación,  y  decir  después  en  el  considerando  4°  que  en  au¬ 
tos  existe  algún  dato  que  se  opone  á  la  aseveración  de  que  Juan  Pérez 
fuese  natural  de  Villanueva  de  la  Serena,  puesto  que  expresó  en  la 
fundación  que  lo  era  de  Santa  Cruz  de  la  Sierra,  incurre  en  una  evi¬ 
dente  contradicción  comprendida  en  el  caso  4°  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  que  son  improcedentes  los  motivos  Io,  2o  y  3o  deí  re¬ 
curso  interpuesto  por  Lucas  Grijota  Cumplido  y  litis  socios,  y  á  los 
que  se  ha  adherido  D.  Francisco  Pérez  del  Villar,  cesionario  de  D.  An¬ 
tonio  Pérez  Caballero,  el  primero  porque  la  doctrina  que  en  él  se  invo¬ 
ca  no  se  desconoce  en  la  sentencia  recurrida,  la  cual,  al  negar  el  dere¬ 
cho  de  los  interesados  á  los  bienes,  se  funda  no  en  la  falta  de  determi¬ 
nada  partida  sacramental,  sino  en  las  varias  y  distintas  razones  que 
expone;  el  segundo  porque  de  la  competencia  de  la  Autoridad  eclesiás¬ 
tica  diocesana  en  lo  referente  á  la  colación  y  canónica  institución  de 
*as  capellanías  colativas  no  puede  deducirse  que  el  testimonio  relativo 
*  la  fundada  por  Juan  Pérez  y  que  no  se  ha  cotejado  ni  sido  objeto  de 
diligencia  algirna,  tenga  todo  el  valor  y  fuerza  de  un  documento  públi - 
®°»  ni  surta  otro  efecto  que  el  de  corroborar  la  existencia  indubitable 
de  la  capellanía,  y  el  tercero  porque  en  la  hipótesis  de  que  en  algún 
considerando  de  la  sentencia  se  hubiese  padecido  equivocación  al  ha¬ 
blar  del  primer  capellán  llamado  por  el  fundador,  esta  equivocación  no 
afectaría  al  derecho  ejercitado  por  los  litigantes,  atendidos  los  demás 
fundamentos  que  el  fallo  contiene: 

Considerando  que  la  infracción  alegada  por  todos  los  recurrentes  de 
l°s  artículos  Io,  2°  y  6°  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  de  la  l$y 
de  lo  de  Junio  de  1856  sólo  puede  sostenerse  haciendo  de  la  dificultad 
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supuesto,  una  vez  que  la  sentencia  se  basa  en  que  aquéllos  no  han  pro¬ 
bado  su  parentesco  con  el  fundador: 

Considerando  que  la  ley  10,  tít.  14,  Partida  3*  y  la  ley  de  la  fun¬ 
dación  que  D.  Eduardo  Nieto  Gil,  cesionario  de  D.  Diego  Olivares  Gri- 
jota  cita  como  infringidas,  no  han  podido  serlo  porque  la  mencionada 
ley  de  Partida  que  se  refiere  á  los  que  poseen  la  cosa,  ó  deben  ser  teni¬ 
dos  como  poseedores  de  ella,  carece  de  aplicación  á  este  caso,  y  porque 
la  sentencia  nada  decide  en  contr  i  de  la  fundación  y  se  limita  4  negar 
el  derecho  de  Olivares  Grijota  y  de  los  demás  que  solicitaban  la  afija- 
dicación  de  los  bienes  en  virtud  de  la  apreciación  que  hace  de  todas 
las  pruebas  suministradas  por  los  mismos,  sin  que  en  tal  apreciación 
exista  error  de  derecho  demostrado  por  violación  de  ley  ó  doctrina  le¬ 
gal,  ni  error  de  hecho  resultante  de  documentos  ó  actos  auténticos  que 
evidencien  la  equivocación  del  Juzgador: 

Considerando,  en  cnanto  al  recurso  interpuesto  por  D.  Leopoldo 
Ceballos  Fernández,  que  son  inaplicables  también  á  la  cuestión  del 
pleito  las  leyes  19,  tít.  22,  y  40,  tít.  16,  Partida  3a,  en  el  supuesto  de 
que  la  última  se  hallase  en  vigor,  porque  no  existe  aquí  cosa  juzgada, 
ni  se  trata  de  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  testigos;  que 
no  se  ha  infringido  la  ley  114,  tít.  18  de  !a  misma  Partida,  porque  se¬ 
gún  queda  indicado,  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la  antenticidad  de 
Jos  documentos  presentados,  sino  que  ios  estima  insuficientes  para 
areditar  el  derecho  de  ios  interesados;  que  ni  la  ley  2a,  tít.  2o  de  la  ci¬ 
tada  Partida,  ni  los  artículos  578  y  596  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci¬ 
vil  pueden  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de  casación  en  el  fondo; 
y  por  último,  que  circunscribiéndose,  como  se  ha  dicho,  la  parte  dis  • 
positiva  de  la  sentencia  á  resolver  que  no  ha  lugar  4  adjudicar,  como 
libres  los  bienes  de  la  capellanía,  es  congruente  con  las  pretensiones  de 
los  litigantes  que  consistían  precisamente  en  pedir  esa  adjudicación  en 
el  expresado  concepto; 

,  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar á  los 
recursos  de  casación  interpuestos  p-ir  D.  Lucas  y  D.  Vicente  Grijota 
Cumplido,  D.  Agustín  Grijota  García,  D.  Pablo  y  Doña  Juana  Gil  Gri¬ 
jota,  D.  Antonio  Benítez,  Cano  Segaior  y  D.  Vicente  Nieto  García,  es¬ 
tos  dos  últimos  en  el'  concepto  en  que  litigan,  D.  Francisco  Pérez  del 
Villar  y  D.  Eduardo  Nieto  Gil,  en  concepto  también  en  que  litigan  y 
D.  Leopoldo  Ceballos  Fernández,  4  quienes  condenamos  al  pago  de  las 
costas;  y  líbrese  4  la  Audiencia  de  Cáceres  la  certificación  correspon¬ 
diente  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  20 
de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  23  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  «le 'casación  (20  de  Noviembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Abono  de  daños  y  perjuicios. —No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
la  Compañía  de  canalización  y  rieg  s  del  Ebro  con  la  viuda  é  hijos  de 
D.  Juan  Bautista  Senté  (Andiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve:  ^ 

Io  Que  es  circunstancia  inherente  á  las  obras  de  carácter  público, 
que  se  ejecuten  con  intervención  del  Gobierno  por  medio  de  sus  delega¬ 
dos,  ajustándose  á  los  planos  y  demis  trabajos  facultativos  aprobados 
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por  el  mismo  Gobierno-,  cuya  condición  se  consignó  además  expresamen¬ 
te  entre  las  que  sirvieron  de  base  á  la  concesión  otorgada  por  la  ley  de 
26  de  Noviembre  de  1861  para  la  canalización  del  Ébro ,  y  en  la  dé  o  de 
Julio  de  1867, que  declaró  á  aquélla  subsistente ,  aunque  modificándola 

V  ampliándola  en  cuanto  á  los  riegos,  respecto  de  lo  cual  se  estableció  en 
los  artículos  5o  y  6o  que  la  Compañía  concesionaria  quedaba  obligada 
á  presentar  á  la  aprobación  del  Gobierno  el  plano  general  de  riegos  y 
los  proyectos  facultativos  de  los  canales  comprendidos  en  dicho  plano : 

2o  Que  no  habiéndose  Justificado ,  ajuicio  de  la  Sala  sentenciadora , 
que  las  obras  de  prolongación  del  canal  de  que  provienen  los  daños  y 
perjuicios  reclamados  en  el  pleito ,  se  comprendieran  eñ  el  proyecto 
aprobado  por  el  Gobierno ;  y  resultando ,  por  el  contrario ,  de  los  docu¬ 
mentos  presentados,  que  no  existe  en  las  oficinas  públicas  petición  al¬ 
guna  dirigida  á  obtener  la  autorización  necesaria  para  prolongar  la 
acequia  de  que  se  trata ,  como  tampoco  para  cegar  con  los  malecones 
construidos  las  escorrencias  naturales ,  ni  que  en  la  ejecución  de  las 
obras  de  dicha  prolongación  se  haya  cumplido  con  ninguno  de  los  re  - 
quisitos  reglamentarios  prescritos  para  la  expropiación  de  terrenos ,  es 
indudable  qut  no  deben  aquéllas  caliñcarse  como  de  utilidad  pública, 

V  que  por  haberse  ejecutado  sin  el  concurso  de  la  Administración ,  no  es 
ésta  competente  para  conocer  de  la  reclamación  de  los  perjuicios  á  que 
las  referidas  obras  han  dado  lugar ; 

Y  3o  Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  la  sentencia  que  condena  al  abo¬ 
no  de  esos  perjuicios  no  infringe  la  ley  de  la  concesión  de  26  de  No¬ 
viembre  de  1851;  los  párrafos  2o  y  3o  de  la  Real  orden  de  1  9  de  Setiem¬ 
bre  de  1845;  el  arl.  27  de  la  Instrucción  de  27  de  Julio  de  1853;  el  pá¬ 
rrafo  6o  del  art.  83  de  la  ley  de  25  de  Setiembre  de  1863;  el  art.  8o  de 
la  ley  de  2  de  Abril  de  4  8  45;  el  art.  46  de  la  ley  orgánica  del  Consejo 
de  Estado ,  y  el  267  de  la  de  organización  del  Poder  judicial;  motivos  de 
casación  basados  todos  en  el  equivóca  lo  concepto  de  que  las  menciona¬ 
das  obras  son  de  carácter  público  para  deducir  la  incompetencia  de  la 
jurisdicción  ordinaria  respecto  al  conocimiento  del  litigio,  siendo  asi 
que  en  él  no  se  trata  de  materia  administrativa. 

En  la  villa  y  cort-e  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tortosa  y  en  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  B are  lona  por  D.  Julio  Car¬ 
vallo,  Ingeniero,  de  nacionalidad  francesa,  domiciliado  en  Tortosa,  y 
Ja  viuda  é  hijos  de  D.  Juan  Bautista  Senté,  vecinos  de  París,  con  la 
fteal  Compañía  de  canalización  y  riegos  del  Ebro ,  sobre  abono  de  da¬ 
ños  y  perjuicios;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  re¬ 
curso  de  casacién  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado 
D-  Juan  de  la  Concha  Castañeda  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutié¬ 
rrez  IHana,  en  defensa  y  representación  de  la  Compañía  demandada; 
habiendo  sido#defendidos  y  representados  los  demandantes  por  el  Li¬ 
cenciado  D.  A'ntonio’Bjrben  y  el  Procurador  D.  Lino  de  Villar  y  Sancha: 

Resultando  que  en  19  de  Enero  de  1877  acudieron  al  Juzgado  de 
Primera  instancia  de  Tortosa  D.  Julio  Car  bailo  y  la  viuda  é  hijos  de 
D.  Juan  Senté,  proponiendo  demanda  civil  ordinaria  contra  la  Real 
Compañía  de  canalización  y  riegos  del  Ebro  con  la  solicitud  de  que  se 
condenase  á  ésta  á  pagarle»  el  importe  de  los  daños  y  perjuicios  que 
enumeraron  y  detallaron  con  el  interés  legal  del  mismo  desde  que  se 
contestare  la  d.emanda,  estableciendo  al  efecto  los  siguientes  hechos: 
<Jue  eran  propietarios  de  ciertos  terrenos  que  determinaron  con  reía- 
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ción  á  un  plano,  y  la  Compañía  demandada  construyó  el  canal  que  se 
veía  en  dicho  plano  con  las  letras  D.  E.  que  vertía  sos  aguas  en  el  es- 
correntio  natural  que  figuraba  con  el  nombre  de  la  aguja  pequeña,  con 
el  cual  y  el  contiguo  canal  de  desagüe  que  existía,  llamado  de  Becasi- 
nir,  que  venía  á  desembocar  en  el  brazo  de  la  aguja  grande,  quedaban 
aquellos  terrenos  perfectamente  cultivables  con  sus  caminos  en  seco 
para  el  tránsito  y  extracción  de  las  cosechas  con  facilidad  y  baratura; 
que  en  el  año  \  8o9  la  Compañía  demandada  prolongó  el  citado  canal  de 
riego  D.  E.  atravesando  los  brazos  de  desagües  naturales  de  las  tres 
agujas  v  cerrándolas  con  los  dos  malecones  que  formaban  dicho  canal; 
que  la  Compañía  ofreció  al  Sindicato  de  riegos  de  Amposta  el  hacer 
desaparecer  el  obstáculo  opuesto  al  curso  de  las  aguas,  construyendo 
al  efecto  un  azarbe  paralelo;  y  que  no  habiendo  sido  ni  con  mucho  su¬ 
ficiente  este  azarbe  para  dar  curso  á  las  aguas,  inundaron  éstas  los  te¬ 
rrenos  y  caminos  de  los  demandantes,  excepto  unos  pequeños  puntos 
que  se  hallaban  marcados  en  el  plano: 

Resultando  que  citada  y  emplazada  por  virtud  de  esta  demanda  la 
Compañía  de  canalización  del  Ebro,  se  personó  en  tiempo,  y  habiéndo¬ 
sele  hecho  entrega  de  los  autos  para  contestación,  los  devolvió  propo¬ 
niendo  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  en  favor 
de  los  Juzgados  de  Barcelona  donde  la  Junta  directiva  de  aquella  Com¬ 
pañía  tenía  su  domicilio,  puesto  que  se  trataba  del  ejercicio  de  una  ac¬ 
ción  personal,  cuya  excepción  fué  desestimada  por  haber  sido  propues¬ 
ta  fuera  del  término  legal: 

Resultando  que  trascurrido  el  término  que  se  conoedió  á  dicha  Com¬ 
pañía  para  contestar  la  demanda,  le  fué  acusada  la.  rebeldía  y  devolvió 
los  autos  sin  escrito  alguno,  y  evacuado  por  la  parte  demandante  el 
trámite  de  réplica,  siguió  el  traslado  paradúplica  con  la  demandada,  y 
en  este  escrito  seopuso  á  la  demanda  con  la  solicitud  de  que  habiendo 
sido  ésta  deducida  con  notoria  improcedencia,  con  falta  de  personalidad 
en  la  viuda  é  hijos  de  D.  Juan  Senté,  y  sobre  todo  sin  derecho  y  acción 
contra  la  Compañía,  se  declarase  en  definitiva  que  era  improcedente,  y 
que  si  de  algún  derecho  se  creía  asistida  la  parte  demandante  contra 
aquella  Compañía  sobre  lo  que  era  objeto  de  su  demanda,  lo  dedujera 
en  el  modo  y  forma  procedentes  y  ante  quien  correspondiera;  que  en 
el  inesperado  caso  de  no  sentenciarse  en  esta  forma  se  declarase  que  la 
viuda  é  hijos  de  D.  Juan  Senté  no  habían  acreditado  el  carácter  con  que 
comparecían,  y  que  por  lo  tanto  carecía  su  Procurador  de  personalidad 
para  representarles,  y  que  en  todo  caso  se  absolviese  á  la  Compañía  de 
dicha  demanda  con  imposición  de  silencio  y  callamiento  perpetuos  á  la 
parte  demandante;  á  cuyo  efecto  alegó,  entre  otras  razones:  que  en  vir¬ 
tud  del  plano  general  de  riegos  en  el  delta  derecho  del  Ebro  aprobado 
por  el  Gobierno,  y  conforme  á  la  ley  de  concesión  construyó  la  Compa¬ 
ñía  el  canal  de  riego  llamado  de  las ‘Agujas  primeramente  hasta  la  se¬ 
gunda  balsa  ó  aguja,  y  después  así  que  las  necesidades  de  los  riegos  lo 
exigieron  hasta  el  estanque  de  la  Encañizada,  por  haberlo  así  solicitado 
los  propietarios  de  los  terrenos  comprendidos  entre  la  balsa  ó  aguja  lla¬ 
mada  grande  y  el  estanque,  y  porque  no  podía  negarse  la  Compañía  á 
hacerlo  por  estar  obligada  por  la  ley  de  concesión  de  las  obras  do  26  de 
Noviembre  de  1851;  que  esta  ley  autorizó  la  canalización  del  río  Ebro 
desde  Escatrón  al  mar  y  de  un  canal  desde  Amposta  á  las  Alfaques, 
bajo  las  condiciones  expresadas  en  el  pliego  adjunto  á  la  misma;  según 
la  primera  de  las  cuales  debía  la  Compañía  proceder  á  la  ejecución  de 
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las  obras  necesarias  para  los  riegos,  conforme  á  los  planos  y  demás  tra¬ 
bajos  facultativos  aprobados  por  el  Gobierno,  y  habiendo  la  Compañía 
construido  el  canal  de  riego-de  las  Agujas  en  virtud  de  las  precitadas 
disposiciones  legales,  dejando  expedito  el  desagüe  de  los  terrenos  co¬ 
lindantes,  no  había  debido  originar  perjuicio  alguno  la  construcción  de 
dicha  obra  á  la  parte  demandante,  pues  en  otro  caso  se  hubiera  opues¬ 
to  ésta  á  dicha  construcción  sin  consideración  algum,  con  arreglo  á  la 
legislación  vigente,  y  que  disponiéndose  en  la  conclusión  trigésima  de 
las  adjuntas  á  la  citada  ley  de  concesión  de  las  obras  de  canalización  y 
riegos  del  Ebro,  que  si  por  dar  mayor  elevación  á  las  aguas  del  río  ó 
canal,  se  originasen  con  las  obras  perjuicios  á  los  propietarios  de  las 
riberas  en  sus  tierras,  edificios,  artefactos  ó  cualquiera  otro  finca,  de¬ 
berían  ser  indemnizados,  según  y  en  los  términos  prevenidos  en  la  ley 
de  1836;  y  habiéndose  fundado  la  demanda  en  los  perjuicios  qae  se  su¬ 
ponen  originados  por  consecuencia  de  obras  de  riego  verificadas  por  la 
Compañía,  era  improcedente  toda  reclamación  ante  aquel  Juzgado: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar¬ 
celona  dictó  sentencia  revocatoria  en  este  pleito  en  30  de  Diciembre  de 
1882  desestimando  las  excepciones  opuestas  por  la  Compañía  de  cana¬ 
lización  del  Ebro  á  la  demanda  de  Julio  Carballo  y.  sucesores  de  D.  Juan 
Bautista  Senté,  declarando  competente  la  jurisdicción  ordinaria  para  el 
conocimiento  de  la  misma;  y  condenando  á  dicha  Compañía  á  la  indem¬ 
nización  de  perjuicios  ocasionados  á  los  mencionados  Carballo  y  Senté, 
cuya  importancia  se  fijaría  en  la  liquidación  que  se  practicase  al  llevar 
á  ejecución  y  cumplimiento  esta  sentencia: 

Resultando  que  la  Compañía  de  canalización  del  Ebro  interpuso  re¬ 
curso  de  casación  por  considerar  infringidos: 

Io  Las  condiciones  legales  publicadas  con  la  ley  de  concesión  de  las 
obras  del  canal  del  Ebro  de  26  de  Noviembre  de  1851 ,  y  especialmente 
la  30,  que  declara  que  todos  los  perjuicios  que  puedan  ocasionarse  por 
las  obras  sean  indemnizados  según  y  en  los  términos  que  previene  la 
ley  de  17  de  Julio  de  1836,  los  párrafos  segundo  y  tercero  de  la  Real 
orden  de  19  de  Setiembre  de  1845,  que  disponen  que  las  indicadas  in¬ 
demnizaciones  y  resarcimiento  de  daños  se  reclamen  ante  el  Jefe  políti¬ 
co,  y  si  los  asuntos  llegau  á  hacerse  contenciosos  ante  los  Consejos  pro¬ 
vinciales,  hoy  ante  las  Comisiones,  con  arreglo  al  párrafo  cuarto  del 
art.  8°  de  la  ley  de  2  de  Abril  de  1815,  con  inhibición  de  cualesquiera 
otras  Autoridades  judiciales  ó  administrativas;  el  art.  27  de  la  Ins¬ 
trucción  de  27  de  Julio  de  1853,  que  combinado  con  el  26,  demuestra 
f?ue  para  lo  principal  y  lo  accesorio  en  lo  que  se  refiere  á  las  obras  pú¬ 
blicas  y  á  la  explicación  de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1836,  los  recursos 
son  gubernativos  y  contenciosos  administrativos,  cuando  tienen  estado 
y  el  párrafo  sexto  del  art.  83  de  la  ley  de  Gobierno  de  provincias  de 
2o  de  Setiembre  de  1863,  que  contiene  una  disposición  igual  á  la  del 
cuarto  del  art.  8o  de  la  ley  de  2  de  Abril  de  1845  que  vino  á  sustituirla 
sin  modificarla  en  esta  parte,  y  que  sigue  en  vigor  por  virtud  de  lo  dis¬ 
puesto  en  el  art.  66  de  la  ley  provisional  de  1877  y  de  lo  que  preceptúa 
la  primera  de  las  disposiciones  transitorias  de  la  ley  Provincial  de  29 
fie  Agosto  de  1882,  que  conserva  á  las  Comisiones  provinciales  el  cono¬ 
cimiento  de  lo  contencioso  administrativo,  mientras  no  se  creen  otros 
Tribunales  á  que  se  encomiende  esta  clase  de  asuntos: 

2o  La  disposición  contenida  en  el  párrafo  tercero  del  art.  8°  de  la  ley 
fie  2  de  Abril  de  1845,  que  encomendaba  á  los  Consejos  provinciales  el 
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conocimiento  de  las  cuestiones  referentes  al  cumplimiento,  inteligen¬ 
cia,  rescisión  y  efectos  de  los  contratos  y  remates  celebrados  con  la 
Administración  civil  ó  con  las  provinciales  ó  municipales  para  toda 
clase  de  servicios  y  obras  públicas;  porque  ese  precepto  está  reprodu¬ 
cido  al  tratar  de  las  atribuciones  contenciosas  de  las  Comisiones  pro¬ 
vinciales  en  la  disposición  2a  del  art.  66  de  la  ley  de  2  de  Octubre  de 
1877  y  en  el  art.  84  de  la  de  25  de  Setiembre  de  1868,  que  se  declara 
en  aquella  con  fuerza  legal,  y  el  art.  46  de  la  ley  orgánica  del  Consejo 
de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860,  que  en  su  párrafo  primero  declara 
déla  competencia  del  Consejo  constituido  en  Sala  de  lo  Contencioso 
el  conocimiento  de  los.  asuntos  que  se  promuevan  respecto  al  cum¬ 
plimiento,  rescisión  y  efectos  de  los  contratos  y  remates  celebrados  di¬ 
rectamente  por  el  Gobierno  ó  por  las  Direcciones  generales  de  la  Ad¬ 
ministración  civil  ó  militar  del  Estado  para  toda  especie  de  servicios  y 
obras  públicas,  sin  que  baste  deeir,  como  dice  la  sentencia  recurrida, 
que  las  obras  que  se  suponen  han  originado  los  perjuicios  no  están 
comprendidas  en  las  aprobadas  ó  concedidas  por  el  Gobierno;  porque 
el  que  carece  de  atribuciones  para  entender  en  lo  que  concierne  al  cum¬ 
plimiento  y  efectos  de  un  contrato,  no  las  tiene  para  interpretarle  y 
menos  aun  para  declarar  ó  juzgar  que  tales  ó  cuales  obras  están  hechas 
cumpliendo  el  contrato  ó  infringiéndole  abiertamente; 

Y  3o  El  art.  267  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  dice  que 
la  jurisdicción  ordinaria  es'competente  para  conocer  de  los  negocios 
civiles  que  se  susciten  en  el  territorio  español;  el  298,  que  declara  que 
para  que  los  Jueces  ó  Tribunales  tengan  competencia  se  requiere  que 
el  conocimiento  del  pleito  ó  causa  en  que  intervengan  estén  atribuidos 
á  la  autoridad  que  ejerzan  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  tít.  6o  de  la 
ley,  cuyo  primer  artículo  es  el  antes  citado,  y  el  299,  reproducido  li¬ 
teralmente  con  el  núm.  54  de  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  ordena  que  la  jurisdicción  civil  podrá  prorrogarse  á  Juez  ó  Tribu¬ 
nal  que  por  razón  de  la  materia  de  la  cantidad  objeto  del  litigio  y  de 
la  jerarquía  pueda  conocer  del  negocio  que  ante  él  se  proponga,  pues¬ 
to  que  se  halla  demostrado  en  los  anteriores  motivos  que  el  asunto 
que  ha  dado  lugar  al  pleito,  no- es  de  carácter  puramente  civil,  sino 
de  carácter  administrativo  y  contencioso  administrativo  en  su  caso: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  es  circunstancia  inherente  á  las  obras  de  carácter 
público  que  se  ejecuten  con  intervención  del  Gobierno  por  medio  de 
sus  delegados,  ajustándose  á  los  planos  y  demás  trabajos  facultativos 
aprobados  por  el  mismo  Gobierno,  cuya  condición  se  consignó  además 
expresamente  entre  las  que  sirvieron  de  base  á  la  concesión  otorgada 
por  la  ley  de  26  de  Noviembre  de  1851,  para  la  canalización  del  Ebro, 
y  en  la  de  5  de  Julio  de  1867,  que  declaró  á  aquella  subsistente,  aun¬ 
que  modificándola  y  ampliándola  en  cuanto  á  los  riegos,  respecto  de  lo 
cual  se  estableció  en  los  artículos  5o  y  6o  que  la  Compañía  concesiona¬ 
ria  quedaba  obligada  á  presentar  á  la  aprobación  del  Gobierno  el  plano 
general  de  riegos  y  los  proyectos  facultativos  de  los  canales  compren¬ 
didos  en  dicho  plano: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  no  habiéndose  justificado,  á  jui¬ 
cio  de  la  Sala  sentenciadora,  que  las  obras  de  prolongación  del  canal 
de  las  Agujas  de  que  provienen  los  daños  y  perjuicios  reclamados  en 
este  pleito,  se  comprendieran  en  el  proyecto  aprobado  por  el  Gobierno 
y  resultando,  por  el  contrario,  de  los  documentos  presentados  que  no 
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existe  en  las  oficinas  públicas  petición  alguna  dirigida  á  obtener  la  au¬ 
torización  necesaria  para  prolongar  la  acequia  de  que  se  trata,  como 
tampoco  para  cegar  con  los  malecones  construidos  las  escorrencias  na¬ 
turales  llamadas  las  Agujas,  ni  que  en  la  ejecución  de  las  obras  de  di¬ 
cha  prolongación  se  haya  cumplido  con  ninguno  de  los  requisitos  re¬ 
glamentarios  prescritos  para  la  expropiación  de  terrenos,  es  indudable 
fine  no  deben  aquéllas  calificarse  como  de  utilidad  pública,  y  que  por 
haberse  ejecutado  sin  el  concurso  de  la  Administración  no  es  ésta  com¬ 
petente  para  conocer  de  la  reclamación  de  los  perjuicios  á  que  las  re¬ 
feridas  obras  han  dado  lugar: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  sentencia  recurrida 
«o  infringe  las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  los  tres  fundamen¬ 
tos  del  recurso,  basados  todos  en  el  equivocado  concepto  de  que  las 
Mencionadas  obras  son  de  carácter  público  para  deducir  la  incompe¬ 
tencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  respecto  al  conocimiento  del  pre¬ 
sente  litigio,  siendo  así  que  en  él  no  se  trata  de  materia  adminis¬ 
trativa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la  Compañía 
de  canalización  y  riegos  del  Ebro,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las 
costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspon¬ 
diente  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia 
Publicada  el  20  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de 
Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (20  de  Noviem - 
]bre  de  1883). — Sala  tercera. — Cumplimiento  de  lo  convenido  en  un 
acto  de  conciliación. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Agustín 
Ríos  con  D.  Pedro  Prats  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  35  de  la  ley  de  casación  vigente 
en  Cuba ,  en  el  escrito  de  interposición  se  ha  de  expresar  en  qué  parra 
Jo  del  art.  7o  está  comprendido ,  y  citar  con  precisión  y  claridad  la  ley 
ó  doctrina  legal  que  se  cree  infringida  y  el  concepto  en  que  lo  ha  sido , 
V  <¡ue  faltando  estos  requisitos ,  es  inadmisible  el  recurso. 

Resultando  que  Ü.  Agustín  Ríos,  en  representación  de  sus  hijos 
Menores,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  dicta¬ 
da  por  la  Audiencia  de  la  Htbana  en  autos  con  D.  Pedro  Prats,  como 
cesionario  de  D.  José  Prats,  sobre  cumplimiento  de  lo  convenido  en  un 
acto  de  conciliación,  citando  nudamente  los  artículos  1041  y  1042  de 
ja  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  art.  4995,  sin  expresar  de  qué  Có¬ 
digo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  Mateo  Sagasta: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  35  de  la  ley  de  casa¬ 
ción  vigente  en  Cuba,  en  el  escrito  de  interposición  se  ha  de  expresar 
en  qué  párrafo  del  art.  7o  está  comprendido,  y  citar  con  precisión  y 
claridad  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  cree  infringida  y  el  concepto  en 
9ue  lo  ha  sido: 

Considerando  que  en  el  presente  recurso  no  se  ha  expresado  cuál  es 
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la  disposición  de  la  ley  que  lo  autorice,  y  se  citan  como  infringidas  dis¬ 
posiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  la  Península,  que  no 
son  aplicables  al  recurso  de  casación  en  Cuba,  faltando  por  lo  mismo 
la  cita  de  la  ley  vigente  que  pudiera  ser  el  fundamento  legal  del  re¬ 
curso,  y  siendo  en  tal  concepto  inadmisible,  conforme  al  caso  4o  del 
artículo  44  de  la  expresada  ley  de  casación; 

No  ha  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Agustín  Ríos, 
á  quienes  se  condena  en  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ha  remitido;  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 
— (Sentencia  publicada  el  20  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  4  de  Febrero  de  1884.) 
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Itecurso  de  casación  (21  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Nulidad  de  una  providencia. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Pedro  Laya  con  Doña  María  Isabel  Cañas  y  otro  (Audiencia  de  Ma¬ 
drid),  y  se  resuelve: 

Que  cualesquiera  que  sean  el  sentido  y  alcance  de  las  leyes  11,  13, 
14  y  15,  tit.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  no  es  lidio  invo¬ 
carlas  contra  resoluciones  de  los  Tribunales  que  han  adquirido  fuerza 
de  cosa  juzgada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis¬ 
trito  de  la  Universidad  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
del  territorio  por  D.  Pedro  Laya,  vecino  y  del  comercio  de  esta  capi¬ 
tal,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Juan  Pascual  Gar¬ 
cía  y  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Ariño,con  Doña  María  Isabel  Cañas, 
esposa  del  D.  Pedro,  y  D.  José  Dordal,  como  marido  de  Doña  Angela 
Cañas,  sobre  nulidad  de  una  providencia,  en  la  que  se  acuerda  la  en¬ 
trega  de  cierta  cantidad: 

Resultando  que  promovido  juicio  de  testamentaría  por  fallecimien¬ 
to  de  D.  José  Cañas,  por  auto  que  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  en  12  de  Mayo  de  1881  se  declaró  no  haber  lugar  á  tener  por 
parte  en  dicho  juicio  á  D.  Pedro  Laya  como  representante  de  su  espo¬ 
sa  Doña  María  Isabel  de  Casas;  y  habiendo  pedido  ésta  y  su  hermana 
Doña  Angela,  únicas  hijas  y  herederas  del  D.  José,  que  se  sobreseyera 
en  las  actuaciones,  así  se  estimó  por  auto  del  Juez  de  Io  de  Diciembre 
de  dicho  año  de  1881,  mandándose,  de  conformidad  con  lo  pedido-por 
aquéllas,  que  se  dejaran  los  bienes  mancomunadamente  á  disposición 
de  D.  José  Dordal  y  D.  Mariano  de  Caldas,  en  representación  de  dichas 
herederas;  cuyo  auto  fué  consentido  por  éstas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Laya  solicitó  posteriormente  que  se  pu¬ 
sieran  á  su  disposición  los  frutos,  rentas  y  beneficios  que  producían  los 
bienes  dótales  y  parafernales  que  correspondían  á  su  esposa  en  la  tes¬ 
tamentaría  de  su  padre,  y  que  se  le  autorizase  para  intervenir  en  to¬ 
das  las  operaciones  de  administración;  pretensión  que  fué  denegada 
por  autoque  causó  ejecutoria  de  24  de  Diciembre  de  1881: 
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Resultando  que  D.  Benito  Rodríguez  demandó  el  pago  de  los  ho¬ 
norarios  que  había  devengado  como  Letrado  en  el  juicio  de  testamen¬ 
taria;  y  habiéndose  mandado  requerir  á  D.  José  Dordal  y  D.  Mariano 
Caldas  para  que  como  encargados  de  los  bienes  de  la  herencia  le.abo- 
nasen  t  .800  pesetas  á  que  ascendían  dichos  honorarios,  presentaron 
escrito  Doña  María  Isabel  y  Doña  Angela  Cañas  solicitando  que  para  el 
pago  de  dicho  crédito  y  otras  atenciones  de  la  testamentaria  se  entre¬ 
gasen  á  Dordal  y  Caldas  30.000  pesetas  de  las  consignadas  en  la  Caja 
general  de  Depósitos  y  por  providencia  de  Io  de  Febrero  -de  1882  se 
mandó  entregar  á  Dordal  y  Caldas  la  indicada  suma,  de  la  que  en  so 
día  darían  la  oportuna  cuenta: 

Resultando  que  D.  Pedro  Laya  solicitó  que  de  plano  se  declarase  la 
nulidad  de  dicha  providencia,  porque  estando  pendienteen  la  Superio¬ 
ridad  el  juicio  de  testamentaría  carecía  de  competencia  el  Juzgado  pa¬ 
ra  resolver  la  entrega  de  sus  bienes,  y  si  á  ello  no  hubiera  lugar  que 
8e  repusiera  el  proveído  declarando  no  haber  lugar  á  entregar  las 
30.000  pesetas,  supuesto  que  habían  recibido  anteriormente  otras  las 
herederas  y  estaban  satisfechas  gran  parte  de  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Doña  María  Isabel  y  Doña  An¬ 
gela  Cañas  le  evacuaron,  pidiendo  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  nu¬ 
lidad  de  la  providencia  de  Io  de  Febrero,  la  cual  se  llevara  inmediata¬ 
mente  á  debido  efecto,  y  que  en  vista  de  la  temeridad  de  D.  Pedro  La¬ 
ya  se  le  impusiera  perpetuo  silencio  en  los  autos  de  testamentaria,  sin 
perjuicio  de  que  si  tuviera  algo  que  reclamar  de  su  esposa  lo  dedujera 
en  la  vía  y  forma  que  procediera;  que  se  trataba  del  cumplimiento  de 
Una  ejecutoria,  por  la  que  se  había  declarado  que  no  se  tuviera  por  par¬ 
te  en  los  autos  de  testamentaría  á  D.  Pedro  Laya,  con  arreglo  á  lo  cual 
las  herederas  quedaron  en  libertad  de  obrar  como  mejor  conviniera  á 
sus  intereses;  que  Laya  no  tenía  razón  alguna  para  disponer  de  los  bie¬ 
nes  parafernales,  cuyo  dominio  y  administración  corresponde  á  la  mu¬ 
jer,  tanto  más  cuanto  que  se  habían  hecho  absolutamente  incompati¬ 
bles  los  derechos  é  intereses  de  ambos  cónyuges;  que  si  creía  tener  de¬ 
recho  á  la  dote  ó  ser  acreedor  á  la  testamentaría  podía  instar  con  arre¬ 
glo  á  derecho  donde  correspondiera,  y  que  si  creía  le  correspondían 
como  gananciales  los  productos  y  rentas  del  caudal  de  su  esposa,  el 
auto  de  24  de  Diciembre  que  estaba  consentido  se  lo  negaba: 

Resultando  que  seguido  el  incidente  por  sus  trámites  el  Juez  de 
primera  instancia  dictó  auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  nulidad  de 
la  providencia  de  Io  de  Febrero  ni  á  su  reposición,  condenando  á  Don 
Pedro  Laya  al  pago  de  las  costas;  ó  interpuesta  apelación  por  éste  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  por  auto  de  13  de  Octubre  de 
1882,  confirmó  el  apelado: 

Resultando  que  D.  Pedro  Laya  interpuso  recurso  de  casación,  ale¬ 
gando  como  motivo  que  la  Sala  sentenciadora,  accediendo  á  la  entrega 
solicitada  por  la  esposa  del  recurrente  áque  D.  Mariano  de  Caldas  per¬ 
ciba  15.000  pesetas,  subrrogándose  una  facultad  y  un  poder  que  nadie 
le  ha  otorgado  y  una  personalidad  de  todo  punto  desconocida,  ha 
Cometido  grave  error  de  derecho,  infringiendo  de  un  modo  terminante 
la  ley  i  I ,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  toda  la  doc 
trina  legal  establecida  en  nuestros  Códigos  acerca  de  las  facultades  del 
juarido  respecto  á  los  bienes  de  su  mujer,  ora  sean  dótales  ó  paraferna¬ 
les,  y  de  la  capacidad  de  la  mujer  casada  para  celebrar  contratos  y 
cuasi  contratos,  consignada  y  limitada  en  las  leyes,  también  infringí- 
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das,  13,  44  y  15  de  dichos  título  y  libro  de  la  Novísima  Recopilación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  no  son  aplicables  en  el  presento  caso,  y  por  con¬ 
siguiente  no  han  podido  infringirse  las  leyes  citadas  en  el  motivo  ex¬ 
puesto,  porque  cualesquiera  que  sean  su  sentido  y  alcance,  no  es  lícito 
ir  contra  resoluciones  de  los  Tribunales  que  han  adquirido  fuerza  de 
cosa  juzgada,  cuyo  carácter  corresponde  á  las  de  21  de  Mayo  y  24  de 
Diciembre  de  1881  que  negaron  al  recurrente  toda  intervención  en  el 
juicio  de  testamentaría  y  en  las  operaciones  de  administración; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Pedro  La¬ 
ya,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  que  de¬ 
bió  depositar,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  si  mejorase  de  fortuna  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la  correspondiente  certificación 
á  la  Audiencia  de  este  distrito  con  devolución  del  apuntamiento.— 
(Sentencia  publicada  el  21  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  24  de  Enero  de  1884.) 
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Competencia  (21  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera. — Indem¬ 
nización  de  perjuicios  ó  rescisión  de  un  contrato. — Se  decide  á  fa¬ 
vor  del  Juzgadq  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Izquierda  de 
Córdoba  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Antequera  sobre  conoci¬ 
miento  de  la  demanda  entablada  por  Doña  Amalia  Campo  contra  Don 
Fernando  Oribe,  y  se  resuelve: 

Que  según  la  regla  Ia  del  arl.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil , 
es  Juez  competente  para  conocer  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  accio¬ 
nes  personales  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación ,  y  á  fal¬ 
ta  de  éste ,  á  elección  del  demandante ,  el  del  domicilio  del  demandado  ó 
el  del  en  que  se  haya  celebrado  el  contrato ,  si  hallándose  en  él,  aunque 
sea  accidentalmente ,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  1883,  en  la 
competencia  que  ante  Nos  pende  promovida  entre  los  Jueces  de  prime¬ 
ra  instancia  del  distrito  de  la  Izquierda  de  la  ciudad  de  Córdoba  y  el 
de  Antequera  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  de  menor  cuantía 
deducida  por  Doña  Amalia  Campo  Simón  contra  D.  Fernando  Oribe 
García  sobre  indemnización  de  perjuicios  ó  rescisión  de  uu  contrato: 

Resultando  que  en  contrato  privado  otorgado  en  Córdoba  á  lo  de 
Junio  de  1882  por  Doña  Amalia  Campo  y  D.  Fernando  Oribe,  éste  re 
presentante  de  varias  fábricas,  vendió  á  la  primera  un  piano  en  precio 
de  3.300  rs.,  pagaderos  á  plazos,  quedando  el  vendedor  responsable  de 
la  bondad  y  solidez  de  aquél  por  término  de  tres  años: 

Resultando  quo  con  presentación  de  dicho  documento  dedujo  de¬ 
manda  de  menor  cuantía  Doña  Amalia  Campo  en  el  Juzgado  de  Ante¬ 
quera  en  10  de  Mayo  último  contra  D.  Fernando  Oribe,  exponiendo, 
después  de  referirse  al  contrato  de  que  se  ha  hecho  mérito,  que  se  no 
taban  en  el  piano  algunos  defectos  que  lo  inutilizaban  para  su  uso;  y 
que  habiendo  sido  requerido  inútilmente  el  vendedor  para  que  los  sub¬ 
sanase,  procedía  y  solicitaba,  haciendo  uso  de  la  oportuna  acción  per- 
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sonal,  se  condenara  á  D.  Fernando  Oribe  á  que  corrigiera  los  defectos 
que  á  juicio  de  peritos  tuviera  el  piano,  teniendo  en  otro  caso  por  res 
cindido  el  contrato  con  mutua  devolución  de  la  cosa  y  del  precio. 

Resultando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  á  D.  Fernando 
Oribe,  fuó  citado  y  emplazado  por  medio  de  exhorto,  que  al  efecto  se 
libró  al  Decano  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de  Córdoba  y  corres¬ 
pondió  por  repartimiento  al  del  distrito  de  la  Izquierda,  al  cual  acudió 
el  demandante  haciendo  uso  de  la  inhibitoria,  y  solicitando  se  declara¬ 
se  competente  para  conocer  de  la  demanda  en  atención  á  tratarse  de 
la  garantía  de  un  objeto  vendido  en  aquella  ciudad,  cuyo  Juzgado  era 
el  único  competente  por  ejercitarse  en  la  demanda  una  acción  personal 
exigible  ante  el  Juez  del  domicilio  del  demandado  y  del  lugar  del  con¬ 
trato  con  arreglo  á  la  regla  Ia  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal  que  estuvo  conforme  con 
la  inhibición  pretendida  proveyó  auto  el  Juez  de  la  Izquierda  de  Cór¬ 
doba  en  26  de  Mayo  último  y  fundado  en  las  consideraciones  expuestas 
por  D.  Fernando  Oribe,  declaró  haber  lugar  á  la  inhibición  pretendida 
y  que  se  requiriese  en  forma  al  Juez  de  Antequera  á  fin  de  que  remitie¬ 
ra  los  autos  á  aquel  Juzgado  como  único  competente  para  conocer  de 
la  demanda: 

Resultando  que  puesta  aquella  decisión  en  conocimiento  del  Juez  de 
Antequera,  á  la  demandante  y  al  Fiscal,  después  de  que  impugnaron  la 
inhibición,  declaró  no  haber  lugar  á  ella  teniendo  en  consideración  que 
en  las  acciones  personales  surte  fueron  preferente  el  lugar  en  que  la 
obligación  deba  cumplirse,  pudiendo  éste  aparecer  exRj-esamente  seña¬ 
lado  ó  implícitamente  estimado  y  deducido  de  la  misma  naturaleza  del 
contrato;  y  siendo  el  celebrado  el  de  compra  venta  al  que  siguió  la  en¬ 
trega  del  precio  y  de  la  cosa  en  esta  ciudad,  es  visto  que  aquí  tuvo  su 
cumplimiento  en  aquellos  principales  extremos,  y  debe  tenerlo  en  lo 
que  es  accesorio  ó  incidental  del  mismo  contrato,  en  cuyo  supuesto,  y 
con  arreglo  al  precepto  del  art.  62  de  la  ley  y  su  regla  Ia,  este  Juzga¬ 
do  es  el  único  competente  para  entender  en  el  presente  asunto: 

Resultando  que  el  Juez  de  la  Izquierda  de  Córdoba  insistió  en  la 
inhibición,  y  en  su  virtud  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supre¬ 
mo  sus  respectivas  actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdic¬ 
cional: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Rey: 

Considerando  que  según  la  regla  Ia  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  en  los  juicios  en  que 
se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la 
obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domici¬ 
lio  del  demandado  ó  el  del  en  que  se  haya  celebrado  el  contrato,  si 
hallándose  en  él  aunque  sea  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  empla¬ 
zamiento: 

Considerando  que  la  parte  demandante  conviene  en  que  la  deman¬ 
dada  es  vecina  de  la  ciudad  de  Córdoba:  que  en  este  pueblo  se  otorgó 
el  documento  privado  de  15  de  Junio  de  1882,  que  acusa  la  existencia 
del  contrato,  como  que  en  este  documento  funda  la  demanda,  por  la 
cual  ejercita  una  acción  personal,  sin  que  en  él  se  hubiese  pactado  en 
dónde  se  había  de  cumplir  la  obligación  que  se  contraía,  y  por  consi¬ 
guiente  tiene  todo  el  valor  jurídico  que  es  necesario  para  resolver  con 
acierto  el  presente  conflicto  sin  que  pueda  desvirtuar  su  eficacia  la  de- 
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claración  individual  consignada  en  el  acta  notorial,  porque  no  habien¬ 
do  intervenido  en  ella  la  parle  demandada  no  perjudica  su  derecho: 

Considerando,  según  esto,  que  ejercitándose  una  acción  personal, 
habiéndose  celebrado  el  contrato  en  la  ciudad  de  Córdoba  y  siendo  ve¬ 
cino  de  la  misma  el  demandado,  sin  que  por  otro  lado  se  hubiese  pacta¬ 
do  en  dónde  se  había  de  cumplir  la  obligación,  es  evidente  que  al  Juez 
de  Córdoba  corresponde  el  conocimiento  en  este  juicio,  según  la  orde¬ 
na  clara  y  terminantemente  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  artículo 
citado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Izquierda  de  la  ciudad  de  Córboba,  al  que  se  remitan  todas  las  actua¬ 
ciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho;  y  póngase  esta  resolu¬ 
ción  en  conocimiento  del  Juez  de  primera  instancia  de  Antequera. 
— (Sentencia  publicada  el  21  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  3  de  Diciembre  del  mismo  año). 
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lüccurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Noviembre  de  1883). 
— Sala  Cercera.— Pago  de  cantidad. — No'ha  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  Francisca  Carratalá  y  sus  hijos  con  D.  Miguel  Carratalá  y  Espa¬ 
ña  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Que  la  falta  de  'personalidad  expresada  en  el  núm.  2o  del  art.  1693 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  refiere  á  16  que  puede  resultar 
del  derecho  ó  acción  con  que  se  litiga ,  sino  á  la  capacidad  personal  para 
demandar  ó  comparecer  enjuicio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alicante  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Velencia  por  D.  Miguel  Carratalá  y 
España,,  propietario,  vecino  de  Alicante,  con  Doña  Francisca  Carratalá, 
por  sí  como  heredera  de  su  difunto  hijo  D.  Juan  Ferrándiz  Carratalá  y 
como  madre  y  legal  representante  de  ios  menores  D.  Rafael,  D.  Vicen¬ 
te  y  Doña  Carmen  Ferrándiz  y  Carratalá,  y  D.  José,  D.  Miguel,  Doña 
Francisca,  Doña  María  y  Doña  Loreto  Ferrándiz  Carratalá,  como  viuda 
la  primera  y  los  demás  hijos  de  D.  Juan  Ferrándiz  Antón,  vecinos  del 
pueblo  de  San  Vicente,  sobre  pago  de  125.000  pesetas  y  sus  intereses; 
autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  que¬ 
brantamiento  do  forma,  interpuesto  á  nombre  de  la  viuda  y  herederos 
de  D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón,  á  quienes  ha  representado  el  Procura¬ 
dor  D.  Manuel  Martín  Veña,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Faus¬ 
tino  Rodríguez  San  Pedro,  habiendo  representado  y  defendido  á  D.  Mi¬ 
guel  Carratalá  el  Procurador  D.  Juan  Pascual  García  y  el  Licenciado 
D.  José  María  Cremades: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  31  de  Agosto  de  1877 
D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón  eonfesó  haber  recibido  de  D.  Miguel  Carra¬ 
talá  y  España  la  cantidad  de  125.000  pesetas,  que  se  obligó  á  devol¬ 
verle  eii  cinco  plazos  iguales  de  25.000  pesetas  en  los  días  30  de  Agos¬ 
to  de  1878  á  1882,  con  el  interés  del  7  y  medio  por  100  anual,  estable¬ 
ciendo,  entre  otras  condiciones,  que  si  al  vencimiento  de  cualquiera  de 
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los  plazos  no  se  pagase  puntualmente  la  cantidad  que  se  adeudase  por 
principal  y  réditos  vencidos  se  considerarían  cumplidos  todos,  de  tal 
suerte  que  quedase  expedita  al  Carratalá  la  acción  ejecutiva  para  re¬ 
clamar  y  obtener  de  Ferrándiz  la  cantidad  que  le  restase  adeudando  de 
las  125.000  pesetas,  con  los  intereses  ocasionados  por  la  suma  pendien¬ 
te  de  pago  y  que  originase  la  misma  hasta  el  momento  de  realizarse  su 
solvencia;  y  en  garantía  de  estas  obligaciones  el  D.  Juan  Ferrándiz 
Antón  constituyó  hipoteca  sobre  varias  fincas  de  su  propiedad: 

*  Resultando  que  declarada  en  estado  de  quiebra  la  Sociedad  estable¬ 
cida  en  Alicante  bajo  la  razón  de  José  Bas  y  hermano  en  la  junta  de 
reconocimiento  de  créditos  celebrada  en  19  de  Noviembre  de  1877  pre¬ 
sentó  á  los  acreedores  unas  proposiciones  de  convenio  que  fueron  admi¬ 
tidas  por  éstos  y  aprobadas  por  el  Juzgado;  según  ellas  D.  José  Bas  se 
obligaba  á  satisfacer  el  54  por  100  de  la  suma  á  que  ascendieran  Jos 
créditos  que  se  declarasen  legítimos  contra  la  masa  de  la  quiebra  en 
10  años  y  partes  iguales,  que  empezarían  á  contarse  desde  el  día  que 
se  hubiera  entregado  el  activo  de  la  quiebra  y  se  hubiese  puesto  en 
completa  libertad  y  actitud  legal  á  D.  José  Bas  para  empezar  á  dar  el 
giro  conveniente  á  sus  negocios,  y  por  la  condición  4*  D.  Miguel  Ca¬ 
rratalá  España,  en  garantía  del  cumplimiento  de  aquellas  proposicio¬ 
nes,  cedió  á  los  acreedores  de  la  quiebra  la  obligación  hipotecaria  que 
á  su  favor  tenía  constituida  D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón  en  31  de  Agos¬ 
to  de  aquel  año  de  1877  por  la  suma  de  125.000  pesetas:  que  como  Don 
Juan  Ferrándiz  estaba  obligado  á  pagar  su  deuda  á  razón  de  25.000 
pesetas  anuales,  Carratalá  al  momento  que  recibiese  cualquiera  de  los 
plazos  quedaba  obligado  personalmente  para  con  los  mismos  acreedo¬ 
res  de  la  quiebra  por  la  cantidad  del  plazo  ó  plazos  que  hubiese  reci¬ 
bido:  que  si  Ferrándiz  estuviese  debiendo  algún  plazo  de  los  cinco  en 
que  estaba  dividida  su  obligación,  y  hallándose  en  este  estado  ocu¬ 
rriese  que  Bas  tampoco  hubiese  satisfecho  á  su  debido  tiempo  alguno 
do  los  plazos  A  que  estaba  obligado,  entonces  los  acreedores  podrían 
dirigirse  por  derecho  propio  y  en  virtud  de  la  cláusula  4a  de  la  escri¬ 
tura  otorgada  por  el  mismo  Ferrándiz  contra  todas  las  fincas  en  ella 
designadas  y  cual  si  hubiera  ya  vencido  todos  sus  plazos,  cobrando  los 
acreedores  de  la  quiebra  por  sí  mismos  el  plazo  ó  plazos  vencidos  de 
la  obligación  contraída  por  Bas  en  este  convenio:  que  los  intereses  á 
que  estaba  obligado  Ferrándiz  por  la  mencionada  escritura  los  percibi¬ 
ría  como  suyos  D.  Miguel  Carratalá;  entendiéndose  que  la  palabra  fian¬ 
za  que  se  hallaba  en  algunas  de  las  cláusulas  de  las  proposiciones  se 
sustituía  con  la  palabra  hipoteca  para  todos  los  efectos  legales;  cuya 
obligación  ratificó  D.  Miguel  Carratalá,  y  por  auto  de  4  de  Abril  de 
1878  se  aprobó  el  convenio: 

Resultando  que  en  27  de  Setiembre  de  1879  D.  Miguel  Carratalá 
España,  con  presentación  de  la  referida  escritura,  dedujo  demanda 
ejecutiva  contra  los  bienes  de  D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón,  en  el  día  de 
su  viuda  y  herederos,  que  lo  eran  Doña  Francisca  Cariataláy  D.  Juan, 
Doña  Francisca,  Doña  María,  D-  Miguel,  Doña  Loreto,  D.  Vicente,  Dou 
Rafael,  Doña  Carmen  y  D.  José  Ferrándiz  y  Carratalá,  por  la  suma  de 
125.000  pesetas  que  se  hallaba  adeudando  al  D.  Miguel,  por  los  réditos 
cencidos  y  que  se  vencieran  hasta.el  completo  pago,  á  razón  del  7  y 
medio  al  año;  y  por  las  costas  causadas  y  que  se  causasen  hasta  la  ter¬ 
minación  del  juicio;  y  al  efecto  expuso  que  vencidos  en  30  de  Agosto 
de  1878  el  primer  plazo  de  la  relacionada  escritura;  importante  34.385 
tomo  53  20 
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pesetas,  y  en  30  de  Agosto  del  entonces  corriente  año  el  segundo,  im- 
portante  32.500  pesetas,  D.  Juan  Ferrándiz  Antón  no  había  verificado 
su  pago  sin  embargo  de  las  reiteradas  reclamaciones  amistosas  que  le 
había  dirigido  el  demandante;  y  que  muerto  el  Ferrándiz  y  Antón, 
heredero,  no  habían  querido  cumplir  lo  estipulado  por  aquél  en  la  es¬ 
critura  de  préstamo: 

Resultando  que  dispuesto  por  el  Juez  que  se  acreditara,  como  se 
verificó,  el  fallecimiento  de  D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón  y  la  declara¬ 
ción  de  herederos  abintestato  en  favor  dé  sus  hijos,,  se  trajo  también* 
á  los  autos  testimonio  de  varios  particulares  de  la  quiebra  de  D.  José 
Blas  y  hermano;  y  después  de  ciertas  actuaciones,  por  auto  de  II  de 
Noviembre  de  1882  se  mandó  despachar  la  ejecución  solicitada;  y  he¬ 
chos  los  oportunos  requerimientos  de  pago  á  los  interesados,  como  no 
lo  verificasen,  se  practicó  embargo  de  bienes  y  se  citó  á  aquéllos  de 
remate: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Carratalá  y  sus  hijos  se  opusieron  á 
la  ejecución,  alegando  las  excepciones  de  nulidad  del  titulo  en  virtud 
del  cual  se  había  despachado  aquélla  y  la  falta  Üe  personalidad  en  el 
ejecutante  D.  Miguel  Carratalá;  y  expusieron  en  cuanto  á  ésia  que  Don 
Miguel  Carratalá  no  tenía  personalidad  para  reclamar  de  la  viuda  y 
herederos  de  D.  Juan  Ferrándiz  el  crédito  hipotecario  de  125.000,  pese¬ 
tas  confesado  por  el  difunto  Ferrándiz  en  favor  de  Carratalá  en  la  es¬ 
critura  base  de  la  ejecucióh,  porque  su  personalidad,  acción  y  derechos 
lo  trasmitió  á  los  acreedores  accionarios  de  D.  José  Blas  y  hermano 
desde  el  momento  en  que  la  palabra  fianza  se  sustituyó  por  la  de  hipo 
teca  para  todos  los  efectos  legales,  y  no  teniendo  personalidad  para  re¬ 
clamar  el  crédito  no  podía  haber  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  rema¬ 
te;  y  concluyeron  solicitando  se  declarase  no  haber  lugar  á  pronunciar 
sentencia  de  remate,  condenando  á  D.  Miguel  Carratalá  y  España  en 
todas  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  ejecutante,  le.  evacuó  prelen  - 
diendo  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  las  excepciones 
propuestas  por  los  ejecutados  y  que  se  sentenciaran  los  autos  de  re¬ 
mate  mandando  seguir  la  ejecución  adelante;  y  alegó  entre  otras  con¬ 
sideraciones  que  los  ejecutados  confundían  la  falta  de  personalidad  en 
el  actor  con  la  carencia  en  el  mismo  de  derecho  para  pedir,  ó  sea  la 
falta  de  acción,  cosas  distintas  entre  sí  y  que  producen  diferentes  efec¬ 
tos  legales:  que  según  la  base  del  convenio  de  D.  José  Bas  con  sus 
acreedores,  la  obligación  contraída  por  aquél  fué  condicional,  depen¬ 
diente  en  último  término  de  la  rehabilitación  del  quebrado  para  ejer¬ 
cer  el  comercio,  dando  el  giro  conveniente  á  sus  negocios;  y  como  es¬ 
to  no  había  tenido  aún  lugar,  la  eficacia  del  convenio  con  sus  acreedo¬ 
res  se  hallaba  en  suspenso  hasta  tanto  se  cumpla  la  condicióu  estipula¬ 
da:  que  aun  concediendo  que  D.  Migue!  Carratalá  hubiera  hecho  for¬ 
mal  cesión  á  los  acreedores  de  D.  JoséTJas  del  crédito  hipotecario  que 
tiene  contra  D.  Juan  Ferrándiz,  no  por  ello  podia  sostenerse  que  care¬ 
cía  de  personalidad  en  este  juicio,  pues  los  ejecutados,  no  sólo  confun¬ 
dían  el  derecho  de  pedir  con  la  falta  de  personalidad  del  que  pide,  sino 
que  afirmaban  que  por  el  contrato  de  cesión  D.  Miguel  Carratalá  había 
trasmitido  á  los  cesionarios  su  personalidad,  acción  y  derechos: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  pri¬ 
mera  instancia  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  16  de  Noviembre  de  1882,  man- 
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dando  seguir  la  ejecución  adelante,  hacer  trance  y  remate  con  los  bie¬ 
nes  embargados,  y  con  su  producto  cumplido  pago  al  acreedor  Don 
Miguel  Carratalá  y  España  de  las  125.000  pesetas  del  capital  adeudado 
é  intereses  devengados  y  que  se  devenguen  al  7  y  medio  por  100  anual 
pactado;  condenando  á  los  ejecutados  Doña  Francisca  Carratalá  y  Se- 
Hés,  por  sí  y  como  viuda  y  heredera  de  su  difunto  hijo  D.  Juan  Fe- 
irándiz  Carratalá  y  como  legal  representante  de  sus  menores  hijos  Don 
Rafael,  D.  Vicente  y  Doña  Carmen  Ferrándiz  Carratalá,  y  á  D.  José,  Don 
Miguel,  Doña  Francisca,  Doña  María  y  Doña  Loreto  Ferrándiz  y  Carra¬ 
talá,  por  sí  y  en  representación  del  difunto  D.  Juan  Ferrándiz  y  Antón, 
én  todas  las  costas  del  juicio,  excluyendo  las  de  la  condena  á  que  se  re¬ 
fiere  la  sentencia  de  28  de  Octubre  de  1881: 

Resultando  que  Doña  Francisca  Carratalá  y  sus  hijos  interpusieron 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  alegando  al  efecto: 

Que  una  de  las  excepciones  propuestas  en  primera  instancia,  sos¬ 
tenida  en  la  segunda,  era  !a  falta  de  personalidad  en  el  ejecutado,  por¬ 
que  cediendo  terminantemente  D.  Miguel  Carratalá  y  España  en  actua¬ 
ción  judicial,  ratificada  bajo  juramento,  á  los  acreedores  de  la  quiebra 
de  D.  José  Bas  la  obligación  hipotecaria  constituida  por  D.  Juan  Fe¬ 
rrándiz  en  31  de  Agosto  del  mismo  año  en  suma  de  125.000  pesetas  pa¬ 
ra  garantizar  en  todas  sus  partes  la  obligación  ó  compromiso  contraído 
Por  Bas,  trasfirió  su  personalidad  á  los  cesionarios  mientras  éste  tuvie¬ 
ra  pendiente  del  cumplimiento  el  compromiso  contraído:  que  habiendo 
Carratalá  sustituido  su  personalidad  con  la  de  los  acreedores  para  diri¬ 
girse  contra  todas  las  fincas  hipotecadas  por  Ferrándiz  en  el  caso  de 
haber  vencido  y  no  pagado  alguno  de  los  plazos  del  capital  correspon 
diente  á  las  125.000  pesetas,  carecía  de  ella  por  consiguiente  en  estos 
autos,  instos  al  vencimiento  del  segundo  plazo,  sin  obstar  ni  resolver 
el  acto  de  la  cesión,  hallarse  pendiente  de  cumplimiento  la  liquidación 
de  créditos  y  rehabilitación  del  quebrado,  implícita  demostración  de 
estarlo  también  las  obligaciones  del  mismo  garantizadas  con  la  cesión: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  expresada  en  el  número 
2®  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiunto  civil,  en  que  se  funda  el 
motivo  de  este  recurso  atribuyéndola  á  D.  Miguel  Carratalá  y  España, 
no  se  refiere  á  lo  que  puede  resultar  del  derecho  ó  acción  con  que  se  li¬ 
tiga,  que  es  lo  que  sucede  en  el  presente  caso,  sino  á  la  capacidad  per¬ 
sonal  para  demandar  ó  comparecer  en  juicio: 

Considerando  que  no  existe  por  tanto  el  quebrantamiento  de  forma 
fine  se  alega  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Francisca  Carratalá  y  sus  hijos, 
quienes  condonamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depo¬ 
sitada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  devuélvanse  los  autos 
jf  la  Audiencia  de  Valencia,  con  la  correspondiente  certificación.— 
(Sentencia  publicada  el  21  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  4  de  Febrero  de  1 884. ) 
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ISecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  de  No 
viembre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  dominio. — No  ha  la¬ 
gar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  Ignacio  Urribarri-y  Compañía  'con 
la  razón  social  Llanderal,  Avendaño  y  Compañía  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  la  declaración  del  demandado  absolviendo  posiciones,  ade¬ 
más  de  hallarse  en  contradicción  con  el  asentimiento  expreso  que  había 
prestado  i  la  demanda  de  tercería  y  con  su  formal  renuncia  á  ser  parte 
en  el  juicio,  no  está  dada  contra  él,  sino  contra  el  que  compró  la  finaa 
objeto  de  la  tercería ,  no  puede  aquella  confesión  producir  los  efectos  de 
la  conoscencia  de  que  hablan  las  leyes  2*  y  4a,  tit.  13,  Partida  3a: 

2o  Que  los  artículos  1 1,  22  y  291  del  Código  de  Comercio  no  pueden 
servir  de  fundamento  al  recurso ,  porque  aun  en  el  supuesto  de  que  los 
compradores,  que  como  comerciantes  estaban  matriculados  en  el  pueblo 
donde  residían ,  no  se  hubiesen  inscrito  como  tales  en  los  Registros  co¬ 
rrespondientes  de  la  provincia  donde  radicaba  la  finca,  es  indudable 

?ue  tenían  capacidad  legal  para  adquirir  el  dominio  de  los  bienes  que 
es  fueron  vendidos : 

3°  Que  no  se  infringe,  por  no  ser  aplicable  al  caso,  la  ley  T,  tit.  15, 
Partida  5a,  si  no  concurren  las  circunstancias  que  la  misma  exige  para 
que  pueda  reputarse  hecha  la  enajenación  en  fraude  de  acreedores-, 

Y  4o  Que  para  que  pueda  ser  aplicable  el  art.  1041  del  Código  de 
Comercio,  es  preciso  que  el  vendedor  haya  sido  declarado  en  quiebra  i 
los  diez  días  de  realizada  la  venta. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  J  zgado  de  primera  instancia  de  Pinar  del  Río  y 
en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  la  Sociedad 
Llanderal,  Avendaño  y  Compañía  y  D.  Fidel  Fernández,  sobre  tercería 
de  dominio;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa¬ 
ción  por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  D.  Ignacio  Urriba- 
rri  y  Compañía  por  el  Procurador  D.  José  Arana  y  Morayta,  bajo  la  di¬ 
rección  del  Licenciado  D.  Rafael  María  de  Labra,  habiendo  representa¬ 
do  y  defendido  á  la  Sociedad  Llanderal,  Avendaño  y  Compañía  el  Pro¬ 
curador  D.  Lorenza  de  Póo  y  el  Licenciado  D.  Teodoro  Pérez  del  Ca¬ 
mino: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  27  de  Noviembre  de  1878, 
D.  Fidel  Fernández  vendió  á  la  Sociedad  Llanderal,  Avendaño  y  Com¬ 
pañía  un  establecimiento  de  efectos  mixtos  que  tenia  en  el  Cuartón  Vi- 
ñales,  en  fábrica  y  terrenos  que  lema  arrendados  á  D.  Andrés  Hernán¬ 
dez  Ramos  en  precio  de  41.0t¡0  pesos  billetes,  con  cuyo  precio  pagó 
igual  suma  que  adeudaba  á  la  Sociedad  compradora  y  á  D.  Emilio 
Avendaño:' 

Resultando  que  á  consecuencia  del  juicio  ejecutivo  seguido  por  la 
Sociedad  Urribarri  y  Compañía  contra  D.  Fidel  Fernández,  se  embargó 
en  27  de  Enero  de  1880  el  establecimiento  de  comercio  titulado  Refor¬ 
ma  Montañesa,  situado  en  el  barrio  Cuajan!,  correspondiente  al  térmi¬ 
no  municipal  de  Vinales;  haciéndose  extensivo  el  embargo  á  la  acción 
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qae  tenía  D  Fidel  Fernández  al  edificio  en  que  se  hallaba  dicho  esta¬ 
blecimiento: 

Resultando  que  en  II  de  Febrero  de  1880,  la  Sociedad  de  Llande- 
ral,  Avendaño  y  Compañía  dedujo  demanda  contra  la  de  Urribarri  y 
Compañía  y  D.  Fidtsl  Fernández,  exponiendo,  después  de  hacer  mérito 
de  la  escritura  de  venta  de  27  de  Noviembre  de  1878,  cuya  primera  co¬ 
pia  acompañaba,  que  el  vendedor  Fernández,  como  de  la  misma  apa¬ 
recía,  quedó  satisfecho  del  precio  de  la  venta;  que  la  Sociedad  com¬ 
pradora  obtuvo  licencia  á  su  nombre  del  Gobierno  de  la  provincia  el  21 
de  Diciembre  de  Í878  para  continuar  el  tráfico  mercantil  en  la  tienda 
vendida  por  Fernández;  y  también  obtuvo  la  inscripción  en  la  matrícu¬ 
la  respectiva  como  lo  evidencia  la  cédula  que  acompañaba  expedida  en 
16  de  Abril  de  1879;  que  hallándose  la  Sociedad  en  la  posesión  tran¬ 
quila  de  las  especies  y  tienda  comprada,  de  la  que  era  encargado  Don 
Constantino  Iriarte,  dependiente  de  dicha  Sociedad,  se  habían  embar¬ 
gado  efectos  de  la  tienda  en  ?7  de  Enero,  así  como  la  acción  á  la  fábri¬ 
ca  y  terreno  á  instancia  de  Urribarri  y  Compañía  en  los  ejecutivos  que 
seguía  contra  D.  Fidel  Fernández;  que  la  Sociedad  compradora  como 
cesionaria  y  dueña  de  la  acción  vendida  por  Fernández  había  pagado  al 
arrendador  D.  Andrés  Hernández  Ramos  el  alquiler  ó  renta  de  la  fábri¬ 
ca  y  terrenos  en  Io  de  Agosto  de  1879,  debiendo  consignar  que  la  fá¬ 
brica  quedaría  á  beneficio  del  Hernández  Ramos  el  día  que  terminase 
el  contrato  de  arrendamiento  del  solar  según  lo  clausulado  en  aquél,  y 
que  Fernández  estaba  conforme  en  reconocer  el  dominio  de  Llanderal, 
Avendaño  y  Compañía,  y  había  manifestado  que  renunciaría  toda  in¬ 
tervención  en  la  tercería  al  ser  emplazado,  pues  así  evitaría  costas  y 
dilaciones;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho  conclu¬ 
yó  solicitando  que  se  declarase  que  le  pertenecían  los  bienes  relaciona¬ 
dos,  y  que  en  el  caso  de  que  los  demandados  no  conviniesen  en  la  sus¬ 
pensión  del  embargo  se  les  condenase  á  que  abonasen  á  la  Sociedad  ac¬ 
lora  los  perjuicios  que  le  irrogase  dicho  embargo  y  se  alzase  éste  in¬ 
mediatamente  con  las  costas  a  cargo  del  que  con  temeridad  se  opusiese 
á  sus  justas  pretensiones: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  Sociedad  de  Urribarri  y 
Compañía  y  á  D.  Fidel  Fernández,  éste  presentó  escrito  manifestando 
su  conformidad  con  la  demanda  establecida  y  renunció  toda  interven¬ 
ción  en  la  tramitación  de  este  juicio,  por  lo  que  se  le  tuvo  por  con¬ 
forme  y  por  hecha  la  renuncia  expresada  en  auto  de  9  de  Marzo  de 
1880: 

Resultando  que  la  Sociedad  de  Urribarri  y  Compañía  al  contestar  á 
la  demanda,  expuso  que  el  comerciante  Fernández  cesó  en  el  pago  de 
sus  obligaciones  mercantiles  en  Agosto  de  1878;  que  á  pesar  de  haber 
cesado  en  sus  pagos  no  cumplió  la  obligación  de  ponerlo  en  conoci¬ 
miento  del  Juez  de  primera  instancia  respectivo;  que  tres  meses  des¬ 
pués  de  haber  cesado  en  sus  pagos  vendió  todos  sus  bienes  á  la  de 
Llanderal,  Avendaño  y  Compañía;  que  dicha  venta  se  realizó  para  el 
Pago  de  deudas  particulares  y  otras  que  no  tenían  explicada  su  causa 
de  deber;  que  Fernández,  para  pagar  deudas  particulares,  compró  mer¬ 
caderías  á  plazos,  y  vencidos  éstos  se  negó  á  pagar  aquellas  deudas  de 
comercio;  que  Fernández,  según  propia  confesión  había  quedado  in¬ 
solvente  por  razón  de  la  venta  hecha  á  la  de  Llanderal;  que  á  pesar  de 
e*ta  cesación  de  pagos  de  este  contrato  simulado  y  de  esta  insolvencia 
maliciosa,  Fernández  continuó  cobrando  á  su  nombre  yen  uso’ de  su 
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derecho  créditos  peadientes  de  su  establecimiento  mercantil;  que  el 
contrato  de  compra  venta  además  del  vicio  de  nulidad  que  desde  su 
nacimiento  le  envolvía  carecía  de  los  otros  requisitos  que  las  leyes  exi¬ 
gen  para  que  tengan  valor  legal  dichos  contratos,  y  que  la  Sociedad 
de  LIsnderal,  Avendaño  y  Compañía  aparecía  cómplice  de  Fernández 
con  el  hecho  punible  de  burlar  y  defraudar  á  los  acreedores  de  éste,  y 
concluyó  solicitando  que  en  definitiva  se  declarase  sin  lugar  la  deman¬ 
da  con  las  costas  á  cargo  de  la  Sociedad  actora: 

Resultando  que  después  de  replicar  y  duplicar  las  partes  reprodu¬ 
ciendo  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones,  se  practicaron  las 
pruebas  propuestas  por  aquéllas;  y  absolviendo  D.  Fidel  Fernández, 
manifestó  entre  otros  particulares,  que  después  de  la  venta  en  confian¬ 
za  hecha  á  la  Sociedad  Llanderal,  Avendaño  y  Compañía,  por  ser  este 
un  acto  simulado  no  se  le  dió  publicidad  por  ninguno  de  los  medios 
apropiados  para  ello,  y  al  decir  en  el  contrato  que  vendía  los  créditos 
activos  del  establecimiento,  se  entendían  todos  los  créditos  por  no  ha  - 
ber  celebrado  contrato  público  con  dicha  Sociedad  para  determinar 
cuáles  eran  los  créditos  que  vendía  y  cuáles  los  que  se  reservaba: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  practicadas,  el  Juez  de  primera 
instancia  dictó  sentencia  que  fué  confirmada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  en  14  de  Noviembre  de  1882,  declarando 
con  lugar  la  demanda  establecida  por  la  Sociedad  de  Llanderal,  Aven- 
daño  y  Compañía,  y  que  á  ésta  pertenece  el  dominio  de  los  efectos  em 
bargados  y  la  acción  á  la  casa  en  que  se  halla  situado  el  establecimien¬ 
to  La  Reforma  Montañesa,  que  se  procediera  ásu  desembargo  ponién 
dose  constancia  de  esta  sentencia  en  los  autos  ejecutivos;  condenando 
á  la  Sociedad  de  Urribarri  y  Compañía  á  que  abone  á  la  actora  los  per  • 
juicios  que  le  haya  causado  con  el  expresado  embargo: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Sociedad  D.  Ignacio  Urribarri  y 
Compañía  se  interpuso  recurso  de  casación,  por  conceptuar  infrin¬ 
gidas: 

Io  Las  leyes  2a  y  4a,  lít.  13,  Partida  3a,  confirmadas,  entre  otras, 
por  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  25  de  Setiembre  de  1879; 
porque  absolviendo  posiciones  Fernández,  confesó  el  carácter  malicio¬ 
so  é  ilegal  del  contrato  celebrado  con  la  casa  Llanderal;  confesión  que 
vino  á  ratificar  otras  declaraciones  del  propio  Fernández,  hechas  en 
confianza  á  personas  honorables  que  las  repiten  en  autos;  y  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  tiene  establecido  que  la  confesión  judicial  no  es  una 
cuestión  de  hecho  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala  sentenciado¬ 
ra,  sino  una  cuestión  de  derecho  regida  por  las  leyes  2a  y  4a,  tít.  13, 
Partida  3a,  que  dan  el  carácter  de  prueba  plena  en  juicio  contra  el  que 
la  presta  á  la  confesión  hecha  con  todas  las  solemnidades  jurídicas: 

2°  Que  la  Sala  sentenciadora  había  dado  validez  á  una  escritura  y  á 
un  contrato  prescindiendo  de  que  una  de  las  dos  personalidades  que  en 
ella  figuran  no  existe,  como  sucede  de  la  casa  Llanderal  y  Compañía, 
la  que  para  celebrar  el  contrato  y  tomar  posesión  de  la  tienda  de  Fer 
nández  y  sustituirla,  como  pretendía  y  en  su  día  oponerse  por  título 
de  propiedad,  necesitaba  haber  cumplido  con  los  requisitos  taxativa¬ 
mente  señalados  en  los  artículos  1 1,  22  y  291  del  Código  de  Comercio, 
de  los  cuales  ha  prescindido  la  Sala  sentenciadora,  infringiéndolos  por 
consiguiente: 

3°  Que  también  lo  habían  sido  la  ley  7a,  tít.  16,  Partida  5a,  que  san¬ 
ciona  la  invalidación  de  las  ventas  hechas  en  perjuicio  de  acreedores  y 
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•«1  art.  1041  del  Cóligo  de  Comercio,  que  estima  por  tales  las  realiza¬ 
das  dentro  de  los  10  díis  anteriores  á  la  declaración  de  quiebra;  porque 
de  autos  aparece  el  hecho  de  la  suspensión  de  pagos  por  parte  de  Fer¬ 
nández  tres  meses  antes  de  la  venta  simulada  y  por  lo  menos  silenciosa 
de  su  establecimiento,  á  cuyo  frente  quedó  administrándolo,  pagando 
Por  sí  el  alquiler  de  la  casa  y  el  recibo  de  la  contribución,  usando  del 
derecho  electoral  que  le  daba  el  ejercicio  de  su  industria,  y  practicando, 
en  fin,  todos  los  actos  precisos  para  sostener  la  confianza  de  sus  acree¬ 
dores,  á  los  que  entretenía  con  buenas  palabras  después  de  haberlos 
Privado  de  todo  medio  de  hacer  efectivos  sus  derechos,  y  por  otra  par¬ 
te  la  Sociedad  Llanderal  ni  se  inscribió  como  tal  en  los  Registros  usua¬ 
les,  ni  sustituyó  su  nombre  al  de  Fernández  en  la  matrícula  de  comer- 
ciintes,  ni  adoptó  ninguna  de  las  medidas  corrientes  para  que  el  públi¬ 
co  conociese  que  la  tienda  de  Fernández  pasaba  á  ser  suya: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  estimar  en  uso  de  sus 
f  (‘ultades  que  la  venta  se  consumó  por  la  tradición  de  la  cosa  vendida, 
V  que  ésta  es  la  misma  que  fué  embargada  más  tarde  por  la  Sociedad 
1  rribarri  y  Compañía,  no  infringe  las  leyes  2a  y  4*,  tít.  13,  Partida  3a, 
ii  la  jurisprudencia  establecida  de  conformidad  con  ellas,  que  se  cilau 
¡n  el  primer  motivo  del  recurso,  porque  la  decláración  de  D.  Fidel  Fer¬ 
nández  en  este  pleito  absolviendo  posiciones,  además  de  hallarse  en 
contradicción  con  el  asentimiento  expreso  que  había  prestado  á  la  de¬ 
manda  de  tercería  y  con  su  formal  renuncia  á  ser  parte  en  el  juicio,  no 
está  dada  contra  él,  sino  contra  la  razón  social  Llanderal,  Avendaño  y 
Compañía,  por  lo  que  no  puede  aquella  confesión  producir  los  efectos 
de  la  conoscencia  de  que  hablan  las  mencionadas  leyes: 

Considerando  que  los  artículos  II,  22  y  291  del  Código  de  Comer¬ 
cio,  invocarlos  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  no  pueden  servir  de 
fundamento  á  ésta,  porque  aun  en  el  supuesto  de  que  Llanderal,  Aven- 
daño  y  Campañía,  que  como  comerciantes  estaban  matriculados  en  la 
Habana,  no  se  hubiesen  inscrito  como  tales  en  los  Registros  correspon¬ 
dientes  de  la  provincia  de  Pinar  del  Río,  es  indudable  que  tenían  capa¬ 
cidad  legal  para  adquirir  el  dominio  de  los  bienes  que  fueron  vendidos 
á  su  favor  por  escritura  de  27  de  Noviembre  de  1878; 

Y  considerando  que  no  se  ha  infringido  la  ley  T,  tít,  lo,  Partida  5a 
en  atención  á  que  no  concurren  en  este  caso  las  circunstancias  que  la 
misma  exige  para  que  pueda  reputarse  hecha  la  enajenación  en  fraude 
de  acreedores;  ni  tampoco  el  arl.  1041  del  Código  de  Comercio  porque 
D.  Fidel  Fernández  no  fué  declarado  en  quiebra  á  los  10  días  de  reali¬ 
zada  la  venta,  sino  mucho  tiempo  después: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos,  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  iufracción  de  ley  interpuesto  por  la  Sociedad 
D.  Ignacio  Urribarri  y  Compañía,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y 
aI  pago  de  la  cantidad  que  debió  depositar,  la  que,  caso  de  hacerse 
efectiva  si  mejorase  de  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  lí¬ 
brese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  correspondiente  certificación  con 
devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  23  de  Noviem¬ 
bre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero  de  1884.) 
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Kecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  primera.— Pago  de  cantidad. — Ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.'Felipe  Núñez  con  D.  Ricardo  Etheridge  (Audiencia 
de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  teniendo  por  objeto  el  beneficio  de  excusión  el  hacer  constar 
si  tiene  ó  no  bienes  suficientes  el  obligado  principalmente  para  respon¬ 
der  de  la  obligación  que  contrajo ,  es  innecesario  aquel  trámite  cuando 
constaba  en  autos  que  la  Sociedad  obligada  era  insolvente : 

2o  Que  si  dicha  Sociedad  no  estaba  constituida  legalmente ,  según  se 
declaró  en  sentencia  firme  y  con  arreglo  á  los  artículos  28  y  285  del  Có¬ 
digo  de  Comercio,  asi  tomo  son  eficaces  las  obligaciones  contraídas  en  fa¬ 
vor  de  terceros  interesados  que  con  ella  hayan  contratado ,  no  puede  com¬ 
parecer  ni  ejercitar  los  derechos  que  como  á  tal  Sociedad  le  competan ;•/ 
por  lo  tanto  no  debía  estimarse  la  acción  ejercitada  en  este  pleito  px 
un  socio  colectivo  de  aquélla,  fundada  en  los  artículos  y  disposicione 
del  Código  de  Comercio ,  sólo  aplicables  en  su  caso  para  las  sociedades 
legalmente  y  con  arreglo  á  sus  preceptos  constituidas ; 

ÍF 3o  Que  en  tal  concepto  la  sentencia  que  estima  la  demanda  infrin¬ 
ge  los  artículos  267,  28,  y  285  del  Código  de  Comercio. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Jesús 
y  María  en  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  su  territorio  por  D.  Ricardo  Etheridge  y  Hollads,  súbdito 
inglés,  domiciliado  en  Sevilla,  comerciante,  con  D.  Felipe  Núñez  y 
Ansachury,  vecino  de  la  Habana,  comerciante,  sobre  pago  de  cantidad; 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  demandante  Núñez,  y  en  su 
defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Cristino  Martos  y  el 
Procurador  D.  Manuel  Martín  Vena;  habiendo  sido  defendida  y  repre¬ 
sentada  la  parte  recurrida  por  el  Doctor  D.  José  Martínez  Agulló  y  el 
Procurador  D.  Carlos  Godino: 

Resultando  que  en  escritura  pública  otorgada  en  la  Habana  en  20 
de  Julio  de  <857,  en  la  que  se  hace  constar  por  el  Notario  ante  quien  se 
otorgó,  que  entre  los  que  comparecían  i  so  celebración  se  hallaba  la 
Sociedad R.  Morisón  y  Compañía,  no  obstante  lo.  cual  aparece  firmada 
por  Roberto  J.  Morisón,  pero  no  por  aquella  razón  social  se  constituyó 
la  Sociedad  comanditaria  titulada  Telégrafo  submarino  y  lerrestrei  ba¬ 
jo  diferentes  bases,  entre  las  que  se  estableció  la  de  que  una  vez  acor¬ 
dado  el  abono  de  dividendos  pasivos  en  cuya  forma  se  entregaría  el 
capital  suscrito,  quedaría  á  la  elección  del  Gerente  el  considerar  se¬ 
parado  de  la  Sociedad  al  socio  que  requerido  por  tres  veces  no  abonase 
el  dividendo  reclamado,  ó  dirigir  contra  ella  vía  de.apremio  para  pago 
de  la  cantidad  adeudada  y  de  los  correspondientes  intereses;  figurando 
en  la  nómina  de  accionistas  que  se  unió  á  la  escritura  la  Sociedad  su¬ 
sodicha  R.  Morisón  y  Compañía  por  10  acciones: 

Resultando  que  decretado  el  abono  de  un  20  por  1 00  del  capital 
suscrito,  y  no  habiéndolo  satisfecho  R.  Morisón  y  Compañía,  acudió  el 
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Gerente  de  la  Sociedad  Telégrafo  submarino  y  terrestre  al  Tribunal  de 
Comercio  que  mandó  librar  mandamiento  de  apremio  contra  aquella 
Sociedad;  que  requerido  al  pago  D.  Roberto  J.  Morisón  protestó  que 
tenia  excepciones  que  oponer,  y  se  procedió  al  embargo  de  un  objeto 
Mueble  que  señaló;  y  que  posteriormente  presentó  Morisón  una  instan¬ 
cia  en  la  que,  reconociendo  la  validez  de  la  escritura  de  constitución 
de  la  Sociedad  Telégrafo  submarino  y  terrestre,  y  declarando  se  sepa- 
taba  del  pleito  que  en  unión  de  otros  tenía  deducido  sobre  nulidad  de 
dicha  escritura,  consignó  que  estaba  dispuesto  á  satisfacer  los  dividen¬ 
dos  que  se  le  exigían,  porque  reconocía  su  obligación,  por  lo  cual  se 
suspendió  la  vía  de  apremio: 

Resultando  que  trascurrido  algún  tiempo  sin  que  efectuase  el  pago, 
se  volvió  á  decretar  el  apremio,  y  en  tal  estado  la  comisión  liquidado— 
ra  de  la  Sociedad  Telégrafo  submarino  y  terrestre  hizo  cesión  de  todos 
sus  derechos  y  acciones  en  27  de  Mayo  de  18t>7  Á  D.  Francisco  Catalá, 
cuya  cesión  se  acreditó  después  que  correspondía  á  D.  Felipe  Nuñez: 

Resultando  de  certificación  traída  ¡teste  pleito  de  varios  particula¬ 
res  de  los  autos  seguidos  por  D.  Ricardo  Etheridge  contra  R.  Morisón 
Y  Compañía  y  Morisón  hermanos  y  Compañía  en  reclamación  del  capi¬ 
tal  y  ganancias  obtenidas  por  la  primera  de  dichas  sociedades,  que  Don 
Ricardo  Etheridge  figuraba  como  socio  en  la  primera;  que  por  senten¬ 
cia  definitiva  se  declaró  sin  lugar  la  pretensión  deducida  por  Etherid¬ 
ge  en  atención  á.  que  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía  no  se  había 
constituido  legalmente  por  la  que  carecía  de  acción,  por  cuya  razón  se 
impuso  ¡i  dicha  Sociedad  la  multa  de  1 0.000  rs.;  y  que  dirigida  su  re¬ 
clamación  contra  los  Sres.  Kessell  y  Laza  cesionario  de  aquéllos,  fué 
igualmente  desestimada  la  pretensión,- resultando  insolvente  la  Socie¬ 
dad  demandada: 

Resultando  que  D.  Felipe  Núñez  solicitó  y  obtuvo  mandamiento  de 
apremio  contra  D.  Ricardo  Etheridge  como  socio  colectivo  de  R.  Mori¬ 
són  y  Compañía  en  vista  de  la  insolvencia  de  esta  Sociedad,  en  recla¬ 
mación  de  los  di  videndos  pasivos  -adeudados,  y  habiendo  sido  requerida 
de  pago  sin  resultado,  le  fueron  embargadas  las  acciones  del  Banco  de 
Comercio  de  su  propiedad,  que  fueron  vendidas  en  la  vía  de  apremio, 
haciéndose  pago  con  ese  producto  al  acreedor  D.  Felipe  Núñez: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Etheridge  dedujo  la  demanda  objeto  de 
este  pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  condenara  Á  D.  Felipe  Núñez  á 
la  devolución  de  las  sumas  de  3.705  pesos  en  oro,  ó  su  equivalente  en 
billetes  del  Banco  Español,  y  la  de  t.035  pesos  32  centavos  en  billetes, 
con  los  intereses  de  ambas  sumas,  al  tipo  corriente  en  la  plaza,  hasta 
a  fecha  de  la  devolución;  á  indemnizarle  los  daños  y  perjuicios  que  se 
le  habían  seguido,  y  al  pago  do  las  costas;  alegando  para  ello  que, 
constituida  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía,  siendo  socios  gerentes 
ó  co  directores  D.  Roberto  Marisón  y  D.  Roberto  José  Marisón  y  Don 
Ricardo  Etheridge,  con  facultad  los  tres  para  usar  la  firma  social,  y 
siendo  preciso  según  el  art.  267  del  Código  de  Comercio,  para  que  re¬ 
sulte  obligada  una  Sociedad  que  el  que  contrata  por  ella  lo  haga  bajo  la 
firma  que  ésta  tenga  adoptada,  no  era  posible  hubiese  quedado  obliga¬ 
da  aquélla  en  el  contrato  que  suscribió  D.  Roberto  J.  Morisón  con  su 
firma  particular;  que  el  requerimiento  de  pago  se  hizo  ¡l  D.  Roberto  J. 
Morisón,  y  éste  fué  quien  presentó  y  firmó  la  instancia  en  que  se  co¬ 
noció  la  validez  de  la  escritura  de  constitución  del  Telégrafo  submari¬ 
no  y  terrestre,  y  se  comprometió  á  abonar  los  dividendos  adeudados; 
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que  aun  suponiendo  que  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía  hubiese 
sido  en  efecto  la  obligada,  siempre  resultaría  improcedente  la  vía  de 
apremio  contra  el  demandante,  sin  haberse  hecho  antes  exención  de  los 
bienes  de  aquélla,  de  lo  cual  se  había  prescindido  por  la  sola  manifes¬ 
tación  de  Núñez  de  haber  declarado  Etheridge  en  otro  pleito  que  la  So¬ 
ciedad  había  quedado  insolvente,  siendo  asi  que  obraba  en  autos  testi¬ 
monio  de  la  cesión  hecha  á  Kesselle  y  Laza  de  todas  las  pertenencias 
sociales;  que  la  competía  la  acción  en  juicio  ordinario,  toda  vez  que 
había  sido  desposeído  en  la  vía  de  apremio,  sin  haber  sido  antes  oído 
y  vencido  en  juicio,  siendo  éste  el  único  recurso,  á  tenor  de  lo  dispues¬ 
to  por  el  art.  95  de  los  títulos  adicionales  á  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  que  por  haberse  visto  obligado  á  realizar  valores  para  satisfa¬ 
cer  las  sumas  reclamadas,  se  le  habían  originado  perjuicios  que  el  de¬ 
mandado  debía  satisfacer: 

Resultando  que  D.  Felipe  Núñez  se  opuso  á  la  demanda  alegando 
que  la  Sociedad  U.  Morisón  y  Compañía,  y  no  D.  Roberto  J.  Morisón, 
fué  la  que  tomó  parte  en  la  constitución  de  la  Telégrafo  submarino  y 
terrestre,  suscribiéndose  por  40  acciones;  que  aun  suponiendo  que  no 
se  hubiera  obligado  la  expresada  Sociedad,  hizo  suya  y  reconoció  esta 
obligación  desde  el  momento  en  que  otorgó  un  poder  para  solicitar  la 
disolución  de  la  Sociedad  Telégrafo  submarino  y  terrestre;  que  R.  Mo¬ 
risón  y  Compañía  se  apartaron  de  esa  pretensión  y  se  obligaron  á  pa¬ 
gar  los  dividendos,  los  cuales  cobró  el  demandado  á  Etheridge  por  ser 
socio  colectivo  de  la  Sociedad  Morisón,  que  resultó  insolvente;  que  de 
las  obligaciones  de  una  Sociedad  responden  todos  los  socios  con  los 
bienes  comunes  y  los  particulares;  que  el  Gerente  de  una  Sociedad  es 
el  autorizado  para  obligarla;  que  en  el  hecho  de  exigir  una  persona  que 
se  disuelva  Una  Sociedad  reconoce  implícita  y  explícitamente  que  es 
miembro  de  ella,  y  que  por  haber  resultado  insolvente  la  Sociedad  R. 
Morisón  y  Compañía,  pudo  dirigirse  contra  Etheridge  en  el  concepto 
de  socio  colectivo: 

Resultando  que  durante  el  término  de  prueba  y  á  instancia  de  Don 
Felipe  Núñez  se  trajo  á  los  autos  testimonio  de  un  poder  otorgado  á 
favor  de  un  Letrado  á  quien  se  designaba  para  pedir  en  nombre  de  los 
poderdantes  entre  los  que  figura  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía, 
la  disolución  dé  la  Telégrafo  submarino  y  terrestre: 

Resultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  legales 
y  en  dos  instancias  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  en  5  de  Julio  de  1882  condenando  á  D.  Felipe  Núñez  á 
devolver  á  D.  Ricardo  Etheridge  en  el  término  de  tercero  día  la  canti¬ 
dad  de  3.750  pesos  en  oro.  ó  su  equivalente  en  billetes  del  Banco  Es¬ 
pañol,  y  la  de  1.035  pesos  32  centavos  en  los  mismos  billetes,  más  los 
intereses  de  ambas  cantidades  al  tipo  legal  desde  las  fechas  en  que  se  ve¬ 
rificó  la  devolución  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  D.  Felipe  Núñez  interpuso  recurso  de  casación,  por 
haberse  á  su  juicio  infringido: 

Io  El  art.  90  del  tí t.  2o  adicional  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
que  señala  el  término  fatal  de  seis  meses  para  que  el  deudor  condena¬ 
do  por  apremio  mercantil  pued?.  repetir  por  la  vía  ordinaria  contra  el 
acreedor,  estando  este  último  obligado  á  prestar  fianza  si  aquel  lo  exi¬ 
giese,  toda  vez  que  D.  Ricardo  Etheridge  estableció  la  demanda  objelo 
del  pleito  en  9  de  Abril  de  1877  y  D.  Felipe  Núñez  prestó  la  fianza  en 
8  de  Mayo  de  1873,  habiendo  trascurrido  por  tanto  de  ésta  á  aquélla 
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de  tres  años,  dorante  los  enales  ha  prescrito  la  acción  que  á  Ethe- 
r,dge  pudiera  corresponder,  á  pesar  de  lo  cual  la  Sala  sentenciadora 
admite  como  eficaz  dicha  acción  prescrita: 

2o  La  escritura  pública  de  20  de  Abril  de  1857  y  la  jurisprudencia  de 
®8te  Supremo  Tribunal,  consignada,  entre  otras,  en  sentencia  de  27  de 
Junio  de  1862,  que  determina  que  lo  convenido  entre  pariesen  un 
contrato  es  la  ley  de  la  materia,  al  condenar  la  sentencia  recurrida  al 
[«cúrrente  á  la  devolución  de  las  cantidades  exigidas  y  cobradas  por 
'aviado  apremio  á  D.  Ricardo  Etheridge,  puesto  que  resulta  de  la 
Mencionada  escritura  de  constitución  de  la  Sociedad  Telégrafo  terrea¬ 
re  y  submarino,  que  se  obligó  la  razón  social  R.  Morisón  y  Compañía 
?or  medio  de  su  Gerente  D.  H.  J.  Morisón  al  pago  de  un  20  por  100  del 
capital  suscrito,  cuyo  pago  se  exigió  á  D.  Ricardo  Etheridge  que  tenía 
coligación  de  satisfacerlo  cemo  socio  colectivo  de  la  Sociedad  suscrita: 

3o  El  art.  352  del  Código  de  Comercio,  que  permite  que  los  bienes 
Particulares  de  los  socios  que  no  se  incluyeron  en  el  haber  social,  pue¬ 
dan  ser  ejecutados  para  pago  de  las  obligaciones  que  la  Sociedad  con¬ 
trajo  en  común  después  de  hecha  excusión  en  los  bienes  de  ésta,  en  el 
Mismo  concepto  de  haberse  decretado  la  devolución  de  las  cantidades 
cobradas  á  D.  Ricardo  Etheridge,  siendo  así  que  éste  era  sopio  colec¬ 
tivo  de  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía,  respecto  de  la  que  se  hizo 
*a  oportuna  excusión  de  bienes  según  se  ha  justificado  en  los  autos: 

.4°  El  principio  de  derecho  sancionado  por  la  constante  jurispruden¬ 
cia  de  este  Supremo  Tribunal  que  prohibe  ir  contra  los  propios  actos, 
y  el  caso  2o  del  art.  249  del  Código  de  Comercio  que  prescribe  dicho 
Principio,  toda  vez  que  aun  suponiendo  que  la  Sociedad  R.  Morisón  y 
Compañía  no  hubiera  estado  debidamente  representada  en  la  constitu¬ 
ción  de  la  titulada  Telégrafo  submarino  y  terrestre,  y  admitiendo  que 
el  encabezamiento  de  la  escritura  de  constitución  y  la  nómina  de  socios 
9oe  se  le  acompaña  no  fueran  bastante  prueba  de  la  obligación  que  la 
Sociedad  contrajo,  siempre  resultaría  demostrado  que  R.  Morisón  y 
Compañía  aceptaran  lo  hecho  por  su  Gerente  por  haberlo  sancionado 
co  actos  posteriores  y  no  haber  ido  nunca  contra  ese  acto  suyo,  no  ha¬ 
biendo  alegado  esa  excepción  en  las  contiendas  judiciales,  requeri¬ 
mientos  y  diligencias  practicadas  con  motivo  de  la  reclamación  del  20 
Por  100  del  capital  suscrito,  y  resultar  justificado  por  el  poder  confe¬ 
rido  por  todos  los  socios  del  Telégrafo  terrestre  y  submarino  para  la 
disolución  de  esta  Sociedad,  apareciendo  entre  los  poderdantes  R.  Mo¬ 
risón  y  Compañía: 

.  5o  Los  artículos  28  y  285  del  Código  de  Comercio,  que  niegan  el 
ejercicio  de  las  acciones  sociales  á  los  que  pertenezcan  á  Sociedades  no 
constituidas  legalmente,  estando  no  obstante  sujetos  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  contraídas  con  terceras  personas,  toda  vez  que  la 
Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía  no  se  constituyó  como  debió  consti  - 
huirse  por  escritura  pública,  no  pudiendo  por  tanto  oponerse  D.  Ri- 
Cardo  Etheridge  al  cumplimiento  de  la  oblig  ción  que  se  le  exigió  fun¬ 
dado  en  leyes,  que  lejos  de  ampararle  le  castigan  severamente: 

.  6*  La  ley  2a,  tí».  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  ju  - 
['«prudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  sentada  en  sentencias  de  15  de 
Marzo  y  15  dé  Diciembre  de  1876  y  6  de  Febrero  y  26  de  Junio  de  1877, 
8egún  las  que  es  improcedente  la  imposición  de  costas  al  apelante  en  la 
segunda  instancia  cuando  la  sentencia  se  confirma  con  aditamento  ó  mo¬ 
deración  que  le  favorezca  en  el  hecho  de  haber  impuesto  al  recurrente 
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las  costas  de  la  alzada  en  que  fué  apelante,  i  pesar  del  aditamento  fa¬ 
vorable  consistente  en  la  condenación  de  intereses  á  su  costa  al  tipo 
legal,  en  lugar  de  liquidarse  al  tipo  corriente  en  plaza,  como  ordenó  1» 
sentencia  apelada: 

7o  El  art.  267  del  Código  de  Comercio,  que  dispone  que  todos  los 
que  formen  parte  de  una  Sociedad  mercantil  colectiva  están  obligados 
solidariamente  á  las  resultas  de  las  operaciones  que  se  hagan  á  hom¬ 
bre  y  por  cuenta  de  la  Sociedad,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  de¬ 
clara  que  D.  Ricardo  Etheridge,  socio  de  la  Compañía  mercantil  R.  Mo- 
risón  y  Compañía,  no  venía  obligado  á  satisfacer  cantidades  á  cuyo 
pago  se  había  comprometido  la  referida  Sociedad: 

8°  El  art.  268  del  mismo  Código,  que  preceptúa  que  toda  Sociedad 
mercantil  soportará  las  íesultas  de  los  actos  particulares  que  ejecute 
cualquiera  de  los  socios  cuyo  nombre  esté  incluido  en  la  razón  social, 
salvo  el  derecho  de  indemnización  contra  los  bienes  particulares  de 
dicho  socio  si  hubiese  obrado  indebidamente;  en  el  concepto  de  que  se 
desconoce  este  precepto  en  la  sentencia  recurrida  al  resolver  que  Ethe¬ 
ridge  no  es  responsable  de  la  obligación  que  D.  Roberto  Morisón  con¬ 
trajo  en  1857,  no  obstante  formar  parte  el  apellido  Morisón  de  la  razón 
social  bajo  que  se  constituyó  la  Sociedad  R.  Morisón  y  Compañía  á  que 
pertenecía  Etheridge: 

9o  Los  pactos  estipulados  en  la  escritura  de  constitución  déla  So- 
ciédad  Telégrafo  terrestre  submarino,  otorgada  en  20  de  Julio  de  1 857, 
que  s  n  la  ley  del  contrato  para  las  personas  que  en  dicha  escritura 
intervinieron: 

10.  La  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  de  26  de  Abril  de  1861 ,  28  de  Octubre  de  1867,  17  de  Diciembre 
de  1873  y  6  dfe  Febrero  de  1874,  que  disponen  que  cuando  las  accio¬ 
nes  se  fundan  en  la  nulidad  de  un  acto  ó  contrato,  lo  primero  que  debe 
pedirse  y  obtenerse  es  la  declaración  de  tal  nulidad,  sin  la  cual  nada 
puede  decidirse,  por  cuanto  la  sentencia  recnrrida  estima  una  deman¬ 
da  que  se  funda  precisamente  en  que  no  se  reconozca  validez  á  lo  esti¬ 
pulado  en  una  escritura  cuya  nulidad  no  se  ha  pedido; 

Y  11.  La  sentencia  de  27  de  Diciembre  de  1873,  que  declara  que  na¬ 
die  puede  ir  eficazmente  contra  sus  propios  actos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
Considerando  que  aun  admitiendo  que  en  el  caso  concreto  de  estos 
autos  la  falta  de  la  firma  social  R.  Morisón  y  Compañía  en  la  escritura 
de  20  da  Julio  de  1857,  mediante  la  cual  se  constituyó  en  la  ciudad  de 
la  Habana  la  Sociedad  en  comandita  titulada  Telégrafo  submarino  y 
terrestre,  determinara  que  la  obligación  contraída  en  aquel  contrato 
era  personal  de  R.  Morisón  que  en  esta  forma  lo  suscribió,  y  no  de  la 
Sociedad  Morisón  y  Compañía,  no  obstante  aparecer  en  el  encabeza¬ 
miento  de  aquélla  como  otorgante,  es  evidente  que  por  actos  posterio¬ 
res  demostró  dicha  Sociedad  que  era  y  hacia  suya  aquella  obligación, 
pues  sólo  bajo  este  concepto  pudo  otorgar  como  otorgó  poder  para 
pedir  en  su  nombre  la  disolución  de  la  Sociedad  Telégrafo  submarino 
y  terrestre,  y  por  consiguiente  al  cumplimiento  de  aquélla  .estaban 
obligados  solidariamente  todos  los  que  formaban  dicha  Sociedad  colec¬ 
tiva  mercantil  R.  Morisón  y  Compañía,  con  arreglo  al  art.  267  del  Có¬ 
digo  de  Comercio:  t 

Considerando  que  teniendo  por  objeto  el  beneficio  de  excusión  el 
hacer  constar  si  tiene  ó  no  bienes  suficientes  el  obligado  principalmen- 
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te  para  responder  de  la  obligación  que  contrajo,  en  el  caso  presente 
era  innecesario  aquel  trámite,  porque  constaba  en  autos  que  la  Socie¬ 
dad  R.  Morisón  y  Compañía  era  insolvente: 

Considerando  además  que  dicha  Sociedad  no  estaba  constituida  le¬ 
galmente,  según  se  declaró  en  sentencia  firme  y  con  afteglo  á  los  ar¬ 
tículos  28  y  285  del  referido  Código,  así  como  son  eficaces  las  obliga¬ 
ciones  contraídas  en  favor  de  terceros  interesados  que  con  ella  hayan 
contratado,  no  puede  comparecer  ni  ejercitar  los  derechos  que  como 
á,tal  Sociedad  le  competan,  y  por  lo  tanto  no  debía  estimarse  la  acción 
ejercitada  en  este  pleito  por  Etheridge,  socio  colectivo  de  aquélla,  fun¬ 
dado  en  artículos  y  disposiciones  del  Código  de  Comercio  sólo  aplica  - 
oles  en  su  caso  para  las -Sociedades  legalmente  y  con  arreglo  á  sus  pre¬ 
ceptos  constituidas: 

Considerando  que  en  tales  conceptos  la  sentencia  recurrida  al  es - 
timar  la  demanda  de  D.  Ricardo  Etheridge  y  condenar  á  D.  Felipe  Nú- 
oez  á  que  le  devuelva  las  cantidades  por  él  pagadas  en  el  concepto  y 
Por  el  motivo  que  se  expresa  en  los  resultandos,  infringe  los  artículos 
267,  28  y  285  del  Código  de  Comercio,  que  se  citan  en  los  motivos  5o 
y  7o  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.  Felipe  Núñez,  y  en  su  consecuencia 
casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  5  de  Julio  de  1882  dictó  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana. — (Sentencia  publicada  el  23 
de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero  de  1884  ) 
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Kecurso  de  casación  (24  de  Noviembre  de  1883). — Salaprime- 
ra.— Enthega  del  saldo  de  unas  cuentas. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Enrique  Fernández  del  Peral  con  D.  Eugenio  María  Hernán¬ 
dez  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  obligación  contraída  por  el  Administrador  judicial  de 
Wttor  bienes  secuestrados ,  no  puede  tener  otro  alcance  que  lo  que  de  una 
manera  expresa  ordenan  los  autos  en  que  se  le  nombró ;  sucediendo  lo 
Propio  á  sus  fiadores  respecto  á  la  responso, bilidad  que  pueda  originar¬ 
les,  una  vez  que  la  fianza  es  obligación  accesoria  de  la  principal  que 
garantiza- 

Y  V  Que  aceptado  el  cargo  de  Administrador ,  bajo  la  condición  de 
rendir  cuenta  y  de  consignar  cuanto  recaude  para  depositarse  en  el 
Banco .  y  cumplido  por  su  parte  el  precepto  judicial,  consignándolo 
recaudado  en  la  Escribanía ,  y  obteniendo  el  oportuno  resguardo  que  ha 
Presentado  en  los  autos ;  en  tal  concepto  él  y  sus  fiadores  no  han  con¬ 
traído  responsabilidad  alguna ,  porque  no  puede  imputárseles  actos  eje- 
cutados.por  un  tercero-,  y  por  ello  la  sentencia  que  lo  declara  asi  no  in¬ 
fringe  la  ley  9a,  tit.  26.  libro  H  de  la  Novísima  Recopilación ,  ni  la 
doctrina  del  Tribunal  Supremo ,  que  declara  que  los  riesgos  del  depósito 
constituido  contra  dicha  prescripción  deben  ser  de  cuenta  del  deponente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
Pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrie- 
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ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Congreso  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  la  misma  por  D.  Enrique  Fernández  del  Peral,  Adminis¬ 
trador  judicial  de  los  bienes  secuestrados  que  constituyeron  las  me¬ 
morias  fundadís  por  los  hermanos  D.  Francisco  y  D.  Joaquín  Grajal,  y 
hoy  desempeñado  dicho  cargo  con  D.  Eugenio  María  Hernández,  re¬ 
presentado  por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego  y  defendido  en  el 
actr)  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  Ignacio  Suárez  García  como  fia¬ 
dor  de  D.  Carlos  Mata,  representado  por  el  Procurador  D.  Jacobo  Mor¬ 
cillo  sobre  entregade  saldo  de  cuentas: 

Resultando  que  seguidos  autos  á  instancia  de  varios  interesados  y 
del  Ministerio  fiscal  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  que  constituían 
las  memorias  qué  fundaron  los  hermanos  D.  Francisco  y  D.  Joaquín 
Grajal,  se  mandó'por  auto  dictado  por  uno  de  los  Ju'eces  de  primera 
instancia  de  esta  corte  en  18  de  Noviembre  de  1845,  que  se  constitn 
yeran  inmediatamente  en  secuestro  las  ocho  casas  y  media  proceden¬ 
tes  de  la  fundación  de  las  capellanías  en  el  convento  de  religiosas  de 
la  Concepción  Jerónima  de  esta  corte  y  de  las  tres  prebendas  anuales, 
otorgada  por  D.  Francisco  Grajal  con  sus  bienes  y  los  de  su  hermano 
Joaquín,  cuya  propiedad  se  disputaba,  nombrando  para  la  recaudación 
de  los  producios  de  dichas  fincas  con  el  carácter  de  Administrador  ju¬ 
dicial  de  las  mismas  á  D.  Carlos  Mata,  á  quien  se  encargaría  la  admi¬ 
nistración  pon  las  formalidades  correspondientes  tan  luego  como  pro¬ 
pusiera,  se  aprobara  y  otorgara  fianza  á  responder  del  citado  cargo 
de  Administrador,  hipotecando  bienes  raíces  situados  en  Madrid  hasta 
en  cantidad  de  3Ó.000  rs.,  y  constituyendo  además  obligación  de  ren¬ 
dir  cuentas  y  de  consignar  cuanto  recaudase  para  depositarse  en  el 
Banco  Español  de  San  Fernando  cada  cuatro  meses,  absteniéndose  de 
hacer  obras  y  pagos  de  “ninguna  clase  sin  autorización  previa  del  Juz  - 
gado;  y  para  asegurar  el  debido  orden  y  claridad  en  la  indicada  admi¬ 
nistración,  previniéndose  todo  perjuicio  á  las  parles  que  litigaban,  se 
procediera,  sin  pérdida  de  tiempo,  á  la  retención  de  los  alquileres  de 
dichas  cosas  en  poder  de  los  inquilinos  hasta  que  el  Administrador 
nombrado  fuera  puesto  en  posesión  de  su  cargo,  á  quien  se  entrega¬ 
rían  los  alquileres  retenidos  y  los  que  se  devengaren: 

Resultando  que  en  auto  de  26  de  Marzo  del  siguiente  año  1846,  se 
autorizó  al  Administrador  nombrado  D.  Carlos  Mata  para  que  por  en¬ 
tonces  y  bajo  la  calidad  de  quedar  sujeto  á  las  penas  que  imponen  las 
leyes  á  los  que  faltaban  á  la  fidelidad  de  los  depósitos,  pudiera  proce¬ 
der  á  la  recaudación  de  los  alquileres  de  dichas  casas,  tanto  los  reteni¬ 
dos  como  los  que  se  vencieran,  autorizándole  para  que  ejecutara  cier¬ 
tas  obras  y  procediera  al  alquiler  de  unos  cuartos  desocupados,  llevan¬ 
do  de  todo  la  correspondiente  cuenta  y  razón  para  darla  cuando  se  le 
pidiera,  y  consignando  cada  tres  meses  los  productos  líquidos  para  pa¬ 
sarlos  á  cualquiera  de  los  Bancos  de  San  Fernando  ó  de  Isabel  II  á  dis¬ 
posición  del  Juzgado;  entendiéndose  que  todo  cuanto  quedaba  dis¬ 
puesto  era  con  carácter  provisional  y  sin  prejuzgar  ninguna  de  las 
cuestiones  pendientes: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  estos  y  otros  autos  que  no 
son  del  caso,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte 
los  confirmó  en  sentencia  de  4  de  Marzo 'de  1852,  entendiéndose  que  la 
Fianza  mandada  prestar  en  el  primero  de  ellos  á  D.  Carlos  Mata  fuera 
de- 50.000  rs.  en  metálico  ó  IE0.000  en  títulos  del  3  por  100  ó  100.000 
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en  fincas;  y  habiéndose  suplicado  de  esta  sentencia,  fné  confirmada 
Por  la  Sala  tercera  de  dicha  Audiencia  eu  15  de  Setiembre  de  1855; 

Resultando  que  otorgada  la  fianza  con  la  mitad  de  la  casa  núm.  1 
Pela  calle  del  Arco  del  Triunfo  de  esta  corte,  perteneciente  á  los  hijos 
“e  D.  Ignacio  Suárez  Hernández,  y  puesto  en  posesión  de  su  cargo  Don 
Carlos  Mata  en  6  de  Abril  de  1856  rindió  sus  cuentas  hasta  el  segundo 
semestre  de  1869,  formándose  un  total  de  27  ramos  de  autos,  todos  los 
®«ales  fueron  aprobados  á  excepción  de  los  cuatro  últimos  correspon¬ 
dentes  A  los  años  de  1868  y  1869,  por  haber  notado  que  sus  saldos  im¬ 
portantes  en  junto  n4.665  rs.,  habían  desaparecido  sin  que  se  hubiesen 
consignado  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  por  cuya  razón  y  para 
averiguar  la  distracción  de  dichos  saldos  y  á  quien  pudiera  caber  su 
fesponsabilidad,  se  fórmó  pieza  separada: 

Resultando  que  en  dichos  cuatro  ramos  se  puso  diligencia  por  el 
Escribano  actuario  D.  Antolín  Valdés  en  6  de  Diciembre  de  1865,  ex¬ 
presando  que  al  hacerse  cargo  de  la  Escribanía  que  desempeñó  D.  Sa- 
instiano  García  Muñoz,  se  le  habían  hecho  entrega  por  su  compañero 
de  las  cuentas  y  justificantes  con  el  escrito  de  su  presentación  sin  pro 
videncia  ni  diligencia  de  ningúu  género,  ni  entrega  del  saldo  que  arro¬ 
jé;  y  que  entre  los  resguardos  que  el  actuario  Morales  le  había  en¬ 
vegado,  no  se  hallaba  ninguno  referente  á  las  cuentas  expresadas, 
a«nque  en  los  escritos  se  consignaban  las  cantidades  en  junto  antes 
Mencionadas : 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Carlos  Mata  en  7  de 
.'¡o  de  1870,  y  aceptada  por  sus  herederos  la  herencia  á  beneficio  de 
Aventario,  se  mandó  requerir  á  sus  herederos  y  á  su  apoderado  D.  Igna¬ 
ro  Suárez  García,  para  que  presentasen  los  justificantes  de  la  consig- 
Pación  del  saldo  de  sus  cuentas,  y  el  último  presentó  en  efecto  cuatro 
*ec>bos  firmados  por  D.  Salustiano  García  Muñoz  librados  tres  á  favor 
“e  D.  Carlos  Mata,  y  uno  al  de  dicho  apoderado  de  la  consignación  en 
*a  escribanía  de  los  referidos  saldos: 

Resultando  que  citada  la  heredera  de  Mata -que  manifestó  que  no 
8e  personaba,  porque  su  causante  no  había  dejado  bienes,  pidió  D.  En- 
r>que  Fernández  del  Peral,  Administrador  judicial  de  los  secuestrados 
se  procediese  desde  luego  contra  la  fianza  para  cubrir  el  alcance  en 
que  estaba  D.  Carlos  Mata: 

Resultando  que  comparecido  D.  Ignacio  Suárez  García,  que  en  unión 
uon  sus  hermanos  habías  constituido  la  fianza  prestada  por  Mata,  sos¬ 
tuvo  que  D.  Carlos  Mata  y  hoy  su  heredera  estaban  libres  de  toda  res¬ 
ponsabilidad  por  la  distracción  de  los  saldos  de  que  se  trataba,  y  libre 
Por  tanto  también  la  fianza  constituida,  puesto  que  aquél  había  cum- 
Phdocon  su  obligación  de  dar  cuentas  y  consignar  el  saldo  en  la  Escri¬ 
banía  como  justificaban  los  recibos  presentados,  no  siendo  responsable 
Ue  que  el  Escribano  actuario  D.  Salustiano  Gaicía  Muñoz  desaparecie- 
ra  con  aquéllos  y  los  de  otras  consignaciones,  sin  que  se  hubiera  sabido 
«a  Paradero:  6 

Resultando  que  Tecibido  el  pleito  á  prueba,  declaró  el  Notario  del 
Colegio  de  esta  corte  D.  Ignacio  Palomar  que  desde  el  año  de  1850  en 
que  se  confirió  la  administración  del  secuestro  de  losGrajales  á  D.  An- 
tunio  María  Valdés,  hasta  que  el  testigo  dejó  de  despachar  su  Escriba - 
Pía,  tant0  Valdés  como  su  sucesor  en  la  administración  D.  Carlos  Mata, 
r'Pdieron  sus  cuentas,  entregándolas  en  la  Escribanía  con  el  saldo  co¬ 
rrespondiente  á  cada  una,  del  cual  les  facilitaba  recibo;  que  practicado 
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así,  quedaba  á  su  cargo  dar  cuenta  de  todo  al  Juez  y  trasladar  los  fon¬ 
dos  al  Banco  ó  á  la  Caja  general  de  Depósitos,  según  las  épocas,  sin  que 
el  Administrador  judicial  interviniera  ni  gestionara  para  nada  en  seme¬ 
jantes  operaciones;  que  esta  práctica  no  interrumpida  vino  observáD- 
dase  sin  reclamación  alguna  por  los  litigantes,  hallándose  muy  ente- 
rado  de  ella  D.  Salustiano  García  Muñoz,  por  haber  sido  Oficial  mayor 
de  su  Escribanía  hasta  el  año  de  1867: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  pri¬ 
mera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  25  de  Octubre 
de  1882  sentencia  revocatoria,  declarando  que  el  Administrador  judi¬ 
cial  D.  Carlos  Mata,  hoy  sus  herederos,  está  libre  de  toda  responsabili¬ 
dad  por  la  distracción  de  los  saldos  de  las  cuatro  cuentas  correspondien¬ 
tes  á  los  años  1868  y  1869  consignadas  en  poder  del  Escribano  D.  Sa¬ 
lustiano  García  Muñoz,  y  libre  también  la  fianza  constituida  por  Don 
Ignacio  Suárez  y  García  y  sus  hermanos,  sin  hacer  expresa  condena¬ 
ción  de  costas: 

Resultando  que  el  Administrador  judicial  D.  Enrique  Fernández  del 
Peral  interpuso  recurso  de  casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio 
la  ley  9a,  tít.  16,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  prohíbe  ter¬ 
minantemente  constituir  depósito  alguno  judicial,  ú  otra  cualquiera 
consignación  de  caudales,  por  momentánea  que  sea  ó  aparezca,  ni  en 
los  oficios  de  los  Escribanos  ni  en  poJer  de  ninguna  otra  persona  ó 
cuerpo  por  más  arraigo  que  se  le  suponga  que  no  sea  en  la  Caja  gene¬ 
ral  de  Depósitos,  y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  31  de  Di¬ 
ciembre  de  1867,  que  declara  que  los  riesgos  del  depósito  constituido 
contra  dicha  prescripción  deben  ser  de  cuenta  del  deponente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonaehe: 

Considerando  que  la  obligación  contraída  por  D_  Carlos  Mata,  como 
Administrador  judicial  de  los  bienes  secuestrados,  no  puede  tener  otro 
alcance  que  lo  que  de  una  manera  expresa  ordenan  los  autos  de  28  de 
Noviembre  de  1845  y  26  de  Marzo  de  1846,  sucediendo  lo  propio  á  sus 
fiadores  respecto  á  la  responsabilidad  que  pueda  originarles,  una  vez 
que  la  fianza  es  obligación  accesoria  de  la  principal  que  garantiza: 

Considerando  que  aceptado  el  cargo  de  Administrador  por  Mata, 
bajo  la  condición  de  rendir  cuenta  y  de  consignar  cuanto  recaude  para 
depositarse  en  el  Banco ,  cumplió  por  su  parte  el  precepto  judicial  con¬ 
signando  lo  recaudado  y  obteniendo  el  oportuno  resguardo  que  ha  pre¬ 
sentado  en  los  autos: 

Considerando  que  en  tal  concepto  Mata  y  sus  fiadores  no  han  con¬ 
traído  responsabilidad  alguna,  porque  no  puede  impugnárseles  actos 
ejecutados  por  un  tercero,  y  por  ello  la  sentencia  que  lo  declara  así  no 
infringe  la  ley  9a,  tít.  26,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación  ni  la 
doctrina  que  se  invoca  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Enrique  Fernández  del  Peral,  como 
Administrador  judicial  de  los  bienes  secuestrados  que  constituyeron  las 
memorias  fundadas  por  los  hermanos  D.  Francisco  y  D.  Joaquín  Grajal, 
y  hoy  desempeñado  dicho  cargo  por  D.  Eugenio  María  Hernández,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;-  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte 
la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apuntamiento  y  de 
los  documentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  24  de  No¬ 
viembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  24  de  Enero  de  1884.) 
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34  4 


Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  No 
siembre  de  1883).— Pago  de  un  seguro. — No  ha  logar  al  interpuesto 
por  I-a  Compañía  de  segaros  contra  incendio?  Guardián  Assurance  y 
Company  con  D.  Lorenzo  Lezcano  (Audiencia  de  Ja  HabaDa),  y  se  re¬ 
suelve: 

Que  ti  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  las  pruebas  suministradas 
V>r  las  partes,  con  relación  á  la  letra  y  el  espíritu  de  dos  de  las  cláu¬ 
sulas  de  un  contrato  de  seguro  contra  incendios ,  establece  en  uso  de  sus 
exclusivas  facultades,  en  cuanto  á  una,  que  ni  el  cambio  de  nombre  del 
establecimiento  asegurado,  ni  la  circunstancia  de  haberse  elaborado  en 
él  algunos  tabacos,  constituye  variación  alguna  de  las  á  que  se  refiere 
dicha  cláusula ,  capaz  de  alterar  la  naturaleza  de  la  cosa  asegurada,  ni 
la  índole  principal  de  la  especulación  á  que  se  dedicaba  el  estableci¬ 
miento;  y  en  orden  á  la  otra,  que  el  asegurado  cumplió  la  obligación 
que  le  imponía  de  presentar  á  la  Sociedad  aseguradora  la  relación  de 
los  efectos  existentes  al  verificarse  el  siniestro  en  la  forma  que  le  fué 
posible,  dada  la  destrucción  completa  por  el  incendio  del  edificio  y  de 
los  libros  y  facturas  que  contenia;  la  sentencia  que  ordena  el  pago  del 
Seguro  no  infringe  lo  convenido  en  dichas  cláusulas,  ni  la  ley  Ia,  titu¬ 
lo  1°,  libro  JO  déla  Novísima  Recopilación,  61,  til.  5o.  Partida  5a,  14, 
título  \  \  de  dicha  Partida  y  doctrinas  del  Tribunal  Supremo ,  que  es¬ 
tablecen;  que  lo  conveniente  á  las  partes  es  la  ley  de  la  materia,  especial 
para  los  interesados;  que  nadie  está  obligado  á  cumplir  los  compromi¬ 
sos  que  contraiga  bajo  condición,  si  ésta  no  se  ha  llenado;  que  el  que 
t»o  cumple  la  obligación  que  se  impuso  en  un  compromiso ,  no  tiene  de 
rec ho  á  exigir,  siendo  mutuos  y  correlativos  los  deberes,  que  la  otra 
parte  haga  lo  que  se  comprometió  á  hacer;  que  cuando  las  condiciones 
estipuladas  en  un  contrato  sean  claras  en  su  tenor .  no  hay  necesidad  de 
recurrir  á  viterpr  daciones  que  sólo  autoriza  la  ley  cuando  la  oscuri¬ 
dad  ó  la  duda  las  haga  absolutamente  necesarias  para  una  justa  reso¬ 
lución;  y  que  las  obligaciones  deben  cumplirse  en  los  términos  y  forma 
que  se  contrajeron  sin  darles  más  extensión  que  la  que  las  partes  con 
.  tratantes  le  dieron. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Catedral  de/  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
aquella  ciudad  por  D.  Lorenzo  Lezcano  y  Sáinz  que  ha  comparecido 
^presentado  por  el  Procurador  D.  Francisco  Qnintin  Fernández  y  de¬ 
fendido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Doctor  D.  Germán  Gamazo  con  la 
Compañía  de  seguros  contra  incendios  Guardián  Assurance  y  Compa- 
J»y,  de  Londres,  y  en  su  nombre  ej  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez 
Diana  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Rafael  María  Labra  sobre  pa¬ 
go  de  seguro: 

Resultando  que  en  6  de  Alayo  de  1 877  la  Compañía  inglesa  de  se- 
.  goros  á  prima  fija  titulada  Guardián  Assurance  Company,  representa¬ 
da  por  D.  Juan  Federico  Berúdez,  aseguró  á  Lorenzo  Lezcano  las  exis- 
iomo  53  • 
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tencias  de  un  depósito  de  tabacos,  cigarros  y  picadoras  titulado  El 
Manco  de  Lepanto,  instalado  en  parte  de  la  casa  núm.  H  de  la  calle  de 
0‘Relly,  de  la  Habana,  esquina  á  la  de  Cuba,  estando  ocupado  el  resto 
de  la  casa  por  una  tienda  de  ropas,  siendo  el  importe  del  seguro  de 
6.000  pesos  en  oro,  y  habiendo  sido  prorrogado  en  30  de  Agosto  de 
1879  por  término  de  un  año,  incluyéndose  en  él  el  valor  del  armatoste 
y  el  de  las  vidrieras: 

Resultando  que  las  póHzas  de  dichos  seguros  contienen  diferentes 
condiciones,  estableciéndose  en  la  cuarta  que  el  asegurado  deberá  dar 
parte  inmediatamente  al  representante  ó  Agente  de  la  Compañía  de 
cualquiera  alteración  ó  modificación  que  se  hubiere  de  introducir  en 
los  edificios  asegurados,  así  como  de  cualquiera  variación  en  el  método 
de  calefacción  empleado,  en  la  naturaleza  de  los  objetos  que  en  ellos  se 
hallen  depositados,  así  como  en  las  profesiones  y  comercios  que  en  los 
mismos  se  conduzcan,  y  por  lo  general  deberá  explicarse  clara  y  ex¬ 
plícitamente  en  todas  sus  relaciones  con  la  Compañía,  puesto  que  cual¬ 
quiera  omisión  voluntaria  que  hiciere  ó  informe  falso  que  diere  invali¬ 
dará  inmediatamente  la  póliza  del  seguro.  Y  en  la  duodécima,  que 
siempre  que  sucediere  alguna  pérdida  ó  daño  en  los  muebles  ó  géneros 
asegurados  por  la  Compañía,  el  asegurado  deberá  sin  demora  alguna 
entregar  al  Agente  de  la  Compañía  una  lista  detallada  de  los  objetos 
existentes  en  los  edificios  al  tiempo  del  incendio  y  cubieitos  por  la  pó-. 
liza,  así  comio  de  los  objetos  salvados,  tanto  intactos  como  los  dañados, 
debiendo  ser  formulada  dicha  lista  con  la  asistencia  de  las  personas  que 
hayan  tenido  á  su  cargo  tales  objetos  ó  mercancía,  ya  sja  en  parte  ó 
totalmente,  y  deberá  ser  formulada  lo  más  exactamenle  que  sea  posi¬ 
ble  hacerlo,  de  conformidad  con  los  libros  del  asegurado  ó  con  el  testi¬ 
monio  que  á  su  buen  juicio  fuera  indisputable,  reservándose  la  Com¬ 
pañía  el  derecho  de  iuspección  de  los  libros  y  exigir  comprobación,  ba¬ 
jo  juramento,  de  aquellas  personas  que  pudieran  dar  algún  informe  so¬ 
bre  el  particular,  con  otros  extremos  relativos  al  modo  de  valorar  los 
efectos  asegurados: 

Resultando  que  instruida  causa  criminal  á  consecuencia  del  incen¬ 
dio  ocurrido  en  el  establecimiento  de  ropas  La  G.ranja,  situado  en  la 
calle  de  O  Relly,  núm.  11,  aparece  del  testimonio  que  con  referenciaá 
Ja  misma  se  puso  en  este  pleito,  que  dicho  incendio  ocurrió  en  la  ma¬ 
drugada  del  26  de  Agosto  de  1879,  siendo  destruida  por  las  llamas  la 
expresada  casa  en  donde  se  encontraban  situadas  la  tienda  de  ropas  La 
Granja  y  el  depósito  de  tabacos  El  Manco  de  Lepanto,  este  último  en 
una  accesoria,  apareciendo  como  dueño  D.  Lorenzo  Lezcano,  que  á  con-  * 
secuencia  de  dichas  diligencias  se  procedió  al  justiprecio  de  las  pérdi¬ 
das  sufridas  en  el  depósito  de  tabacos  siendo  valuadas  por  los  peritos 
D.  Redesindo  Gómez  y  D.  Ricardo  Aristegui  en  8.000  pesos;  que  oído 
el  Promotor  fiscal  opinó  por  el  sobreseimiento,  por  no  aparecer  que  el 
hecho  hubiera  sido  intencional,  y  el  Juez  en  efecto  sobreseyó  en  auto 
de  13  de  Setiembre  del  mismo  año,  que  fué  aprobado  por  la  Audiencia 
en  13  de  Noviembre  siguiente: 

Resultando  que  en  carta  de  30  de  Agosto  de  1879  participó  D.  Lo¬ 
renzo  Lezcano  á  los  agentes  de  la  Compañía  Guardián,  que  hallándose 
el  día  28  en  Santo  Domingo,  recibió  aviso  de  haberse  quemado  el  26  el 
depósito  y  tabaquería  El  Gran  Talismán  y  con  el  nombre  de  Román  de 
las  Bárcenas,  asegurado  por  la  Compañía  Guardián  que  representaban 
en  6.000  pesos  oro,  cuya  póliza  junto  con  otros  documentos  que  había- 
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dejado  enría  casa  debían  haberse  quemado  también  totalmente,  y  que 
llegado  en  la  tarde  anterior  de  su  excursión  al  campo,  donde  había  ido 
*  hacer  compras  de  tabacos,  se  apresuraba  á  darles  aviso  del  referido 
siniestro  para  los  fines  correspondientes: 

Resultando  que  en  carta  de  24  de  Setiembre  siguiente  dirigida  por 
el  mismo  Lezcano  al  representante  de  la  Compañía,  ampliando  los  deta¬ 
lles  que  le  pedían  sobre  el  incendio  ocurrido  en  su  depósito  de  tabacos 
y  cigarros  El  Manco  de  Lepanto,  situado  en  la  calle  de  0‘Relly,  nú¬ 
mero  H,  Ies  manifestó  que  careciendo  de  libros  y  facturas  por  haberse 
quemado  en  su  totalidad,  y  concretándose  á  su  memoria,  la  relación 
que  les  tenía  presentada  era  la  más  exacta  y  aproximada  que  pudiera 
darse  ateniéndose  al  balance  mensual  que  practicaba  los  días  primeros 
de  mes,  que  su  capital  aproximadamente  debía  ascender  á  17.000  pe¬ 
ros  en  billetes,  siendo  la  venta  mensual  de  1.000  á  1.500  pesos;  que 
•as  compras  en  lo  general  las  verificaba  al  contado,  no  teniendo  crédi¬ 
to  activo  ni  pasivo  que  mereciera  nombrarse;  que  les  remitía  relación 
de  las  personas  y  establecimientos  á  quienes  comprobaba  pana  su  de¬ 
pósito  y  venta;  que  cuando  apreciaron  el  establecimiento  para  asegu¬ 
rarlo,  tuvieron  presente  que  excediese  la  existencia  y  valores  á  mayor 
cantidad  que  la  que  cubrían  con  el  seguro,  y  lejos  de  haber  experimen¬ 
tado  quebrantos  aumentaba  el  capital  invertido,  de  modo  que  habien¬ 
do  tenido  la  pérdida  total  de  cuanto  poseía,  le  era  lícito  pedir  aquello 
Por  lo  que  creyeron  asegurarle  y  por  lo  que  había  sastisfecho  lá  prima 
exigida;  rogándoles  por  último  que  procedieran  á  liquidar  la  póliza 
Para  poder  nuevamente  ponerse  á  trabajar: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Compañía  contestó  á  esta  car¬ 
ta  al  siguiente  día  25,  manifestando  haber  recibido  con  ella  la  relación 
de  las  marcas  de  los  tabacos  que  solía  comprar;  pero  que  faltaba  aún 
un  dato  muy  esencial,  cual  era  la  cantidad  que  pudiera  haber  de  cada 
úJarca,  sin  lo  cual  estaban  trabajando  á  oscuras;  que  comprendían  que 
le  seria  algo  difícil  recordar  las  cantidades,  tratando  de  las  fábricas  en 
que  acostumbraba  á  comprar  dos  ó  tres  cajones  á  la  vez  pagándolos  al 
contado;  pero  esto  no  pasaba  con  todas  y  tenían  que  solicitar  que  sin 
juás  evasiones  les  diera  una  nota  aproximada  de  las  cantidades  de  ta¬ 
baco  compradas  á  las  personas  que  le  indicaron,  con  expresión  de  los 
existentes  al  tiempo  del  incendio;  que  era  absolutamente  necesario  que 
tuvieran  algunos  datos  para  poder  apreciar  el  importe  de  su  pérdida, 
y  que  mientras  más  prontos  los  enviara,  más  pronto  podrían  darle  una 
contestación  á  su  reclamación: 

Resultando  que  haciendo  uso  D.  Lorenzo  Lezcano  de  la  acción  per¬ 
sonal  que  le  asistía,  y  protestando  el  ejercicio  de  cualquiera  otra  que 
Pudiera  ineumbirle,  dedujo  en  8  de  Marzo  de  1880  la  demanda  objeto 
de  estos  autos,  para  que  se  condenase  á  la  indicada  Sociedad  al  pago, 
®u  el  término  de  tercer  día  de  la  cantidad  de  6.000  pesos  en  oro  impor¬ 
te  del  seguro  mencionado,  con  los  intereses  legales  de  [demora  desde  la 
^terposición  de  aquella  demanda  hasta  la  relación  del  pago,  con  impo¬ 
sición  de  todas  las  costas,  consignando  como  puntos  de  hecho  los  rela¬ 
tivos  á  la  constitución  del  seguro,  destrucción  por  el  incendio  del  ase¬ 
gurado  y  negativa  de  la  Compañía  á  pagar  su  importe  y  deduciendo 
como  fundamentos  legales  que  en  el  contrato  de  seguro,  la  obligación 
de!  asegurado  consiste  en  responder  de  casos  fortuitos  que  sobreven  ¬ 
gan  en  los  bienes  mediante  cierto  precio;  que  el  demandante  había 
'cumplido  sus  obligaciones  como  asegurado,  y  la  Compañía  asegurado- 
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ra  estaba  en  la  ineludible  obligación  de  pagar  los  6.000  pesos  importe 
del  seguro;  que  nadie  debía  enriquecerse  en  perjuicio  de  olio,  y  por  ello 
no  sería  justo  que  la  Compañía  que  se  había  aprovechado  de  la  prima 
que  pagaba  Lezcano,  dejara  á  éste  sin  satisfacer  el  impoerte  del  segu¬ 
ro;  y  por  último  citó  las  leyes  de  Partida  conforme  á  lasque  toda  per¬ 
sona  está  obligada  á  cumplir  las  convenciones  que  celenre,  y  el  litigan¬ 
te  temerario  debe  ser  condenado  en  costas: 

Resultando  que  la  Compañía  demandada  impugnó  la  demanda,  con¬ 
signando  para  ello  como  hechos  que  D.  Lorenzo  Lezcano  contrató  en  6 
de  Mayo  de  1879  el  seguro  de  un  depósito  de  tabaco,  cigarros  y  pica¬ 
dura,  con  el  titulo  de  El  Manco  de  Lepanto,  que  tenia  establecido  en 
la  casa  núm.  M  de  la  calle  de  0‘Relly  por  valor  de  6.000  pesos  y  tér 
mino  de  un  año;  que  ese  establecimiento  después  de  asegurado  cambió 
de  objeto  y  hasta  de  nombre,  pues  se  constituyó  en  fábrica  de  tabacos 
con  un  regular  número  de  operarios,  llamándose  El  Gran  Talismán; 
que  el  incendio  tuvo  lugar  cuando  ya  no  existía  el  depósito  El  Manco 
de  Lepanto,  sino  otro  establecimiento  con  el  nombre  El  Gran  Talismán, 
sin  que  á  la  Compañía  aseguradora  se  le  hubiera  participado  esa  varia¬ 
ción,  y  por  consiguiente  sin  que  hubiera  contratado  cosa  alguna  á  favor 
del  nuevo  establecimiento;  que  aun  en  el  caso  deque  aquel  depósito 
existiera  el  día  del  incendio  con  las  mismas  circunstancias  con  que  se 
hizo  el  seguro,  Lezcano  no  cumplió  inmediatamente  después  del  si¬ 
niestro  las  condiciones  de  las  pólizas;  y  que  á  la  Compañía  no  se  la 
ofreció  la  causa  formada  con  motivo  del  fuego,  ignorando  si  en  ella 
fué  absuelto  ó  condenado  Lezcano;  y  que  como  fundamentos  de  dere¬ 
cho  expuso,  que  en  el  contrato  de  seguro,  la  obligación  del  asegura¬ 
dor  consiste  en  responder  de  las  cosas  fortuitas  que  sobrevengan  en  los 
bienes  asegurados,  pero  no  en  otros,  y  como  la  Compañía  aseguró  un 
depósito  de  tabacos,  cigarros  y  picadura  titulado  El  Manco  de  Lepanto, 
y  lo  destruido  por  el  incendio  fué  un  establecimiento  en  que  se  elabo¬ 
raba  tabaco,  que  tenía  por  nombre  El  Gran  Talismán  y  que  no  estaba 
asegurado,  la  Compañía  no  tenia  nada  de  que  responder;  que  era  obli 
gación  de  todo  asegurado  comunicar  al  asegurador  las  modificaciones 
que  recibiera  la  casa  asegurada,  y  de  no  hacerlo  cesaba  el  deber  de 
indemnizar  en  caso  de  un  siniestro,  pues  si  á  Lezcano  le  convino  esta¬ 
blecer  en  su  antiguo  depósito  fábrica  de  tabacos  que  aumentaba  los 
riesgos  por  el  número  de  operarios  que  fumaban  y  usaban  fósfo¬ 
ros,  etc.,  y  además  cambiar  de  nombre  al  establecimiento,  debió  co¬ 
municarlo  al  asegurador  para  refrendar  la  póliza  si  le  convenía',  y  si 
no  lo  hizo  culpa  suya  fué  que  un  incendio  destruyera  ló  que  no  tenia 
asegurado;  y  que  del  principio  de  que  nadie  deba  enriquecerse  con 
detrimento  de  otro,  se  deducía  que  Lezcano  no  podía  aspirar  á  que  la 
Compañía  le  indemnizara  el  valor  de  un  establecimiento  si  esa  Compa¬ 
ñía  no  tenia  asegundo: 

Resultando  que  las  partes  evacuaron  los  traslados  de  réplica  y  dú- 
plica,  insistiendo  la  Compañía  en  que  el  demandante  no  presentó  en  el 
término  fijado  en  la  póliza  la  lista  detallada  de  los  objetos  existentes  al 
tiempo  del  incendio,  lo  cual  le  privaba  de  todo  derecho  á  la  indemni¬ 
zación;  y  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado  el  jui 
cío  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
dictó  en  7  de  Junio  de  1882  sentencia  revocatoria  condenando  á  la  Com¬ 
pañía  de  seguros  contra  incendios  demandada  á  dar  y  pagar  dentro  de 
tercero  día  al  demandante  D.  Lorenzo  Lezcano  los  6.000  pesos,  importe  * 
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del  seguro  reclamado,  con  los  intereses  de  demora  al  tipo  legal  desde 
la  interposición  de  la  demanda  hasta  el  efectivo  pago  con  las  costas 
cansadas  en  primera  instancia  á  cargo  de  la  misma  Compañía,  y  sin  es¬ 
pecial  condenación  en  cuanto  á  las  de  la  segunda: 

Resultando  que  el  Agente  de  la  indicada  Sociedad  interpuso  recur¬ 
so  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  ta,  tít.  t°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  puesto 
que  si  por  la  cláusula  4*  de  la  póliza  de  seguro  se  obligó  Lezcano  á  dar 
parte  inmediatamente  al  Agente  de  la  Compañía  de  cualquiera  altera 
ción  ó  modificación  introducida  en  la  cosa  asegurada,  so  pena  de  que¬ 
dar  invalidada  inmediatamente  la  póliza,  pues  siendo  la  cosa  asegura¬ 
da  un  establecimiento  depósito  de  tabaco  titulado  El  Manco  de  Lepan- 
to,  y  lo  que  el  incendio  destruyó  un  establecimiento  de  depósito  y  ta¬ 
baquería  nombrado  El  Gran  Talismán,  y  siendo  la  modificación  nota¬ 
bilísima  y  no  habiéndose  participado  al  asegurador,  la  póliza  estaba 
invalidada: 

2°  La  misma  ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima'  Recopilación, 
por  cuanto  siendo  condición  de  la  cláusula  12  del  seguro  que  siempre 
que  sucediese  alguna  pérdida  ó  daño  en  los  géneros  ó  muebles  asegu¬ 
rados,  el  asegurado  debería  sin  demora  entregar  al  Agente  de  la  Com¬ 
pañía  una  lista  detallada  de  los  objetos  existentes  en  los  edificios  ai 
tiempo  del  incendio,  y  cubiertos  pór  la  póliza,  así  como  de  los  objetos 
salvados,  lista  que  debería  ser  formada  con  asistencia  de  las  personas 
que  hubiesen  tenido  á  su  cargo  tales  objetos  ó  mercancías,  Lezcano 
faltó  á  esta  obligación,  pues  la  relación  que  presentó  22  días  después 
del  incendio  no  era  detallada,  ni  se  formó  con  la  asistencia  de  la  per¬ 
sona  encargada  del  establecimiento: 

3o  La  misma  ley  1*,  tít.  1*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
la  61,  tít.  5°,  Partida  5a,  que  dispone  que  los  contratos  tienen  fuerza 
de  ley  para  las  personas  que  los  que  han  hecho  y  no  pueden  revocarse 
sino  por  el  múluo  consentimiento  de  éstas;  pues  convenido  en  la  póliza 
que  el  asegurador  estaría  obligado  á  indemnizar  los  daños  que  un  in¬ 
cendio  causase  en  las  cosas  cubiertas  por  la  póliza  siempre  que  el  ase¬ 
gurado  cumpliese  las  condiciones  á  que  se  comprometió;  habiendo  fal¬ 
tado  á  las  contenidas  en  la  cláusula  4a  y  12,  cesó  aquella  obligación: 

4°  La  doctrina  de  Derecho  de  que  lo  conveniente  á  las  partes  es  la  ley 
de  la  materia  especial  para  los  interesados,  según  se  sienta  en  las  sen¬ 
tencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  23  de  Noviembre  y  22  de  Diciem¬ 
bre  de  1859,  27  de  Junio  de  1862,  30  de  Mayo  de  4864,  10,  1  1  y  24  de 
Febrero,  9  y  25  de  Mayo  de  1865,  19  de  Enero,  5  de  Febrero  y  26  de 
Mayo  de  1866  y  17  de  Noviembre  de  1870: 

5°  La  ley  14,  tít.  41,  Partida  5a,  que  manda  que  nadie  está  obligado 
jt  cumplir  los  compromisos  que  contraiga  bajo  condición,  si  ésta  no  se 
ba  llenado,  pues  bajo  condiciones  que  debía  cumplir  Lezcano,  se  obligó 
•a  Compañía,  y  habiendo  faltado  aquél  á  ellas,  cesó  la  obligación  en  ésta: 

6o  La  doctrina  legal,  que  contienen  las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal  de  4  de  Enero  de  1866,  29  de  Enero  y  H  de  Junio  de  1867  y 
^7  de  Febrero  de  1875,  por  lo  cual,  el  que  no  cumple  la  obligación  que 
se  impuso  en  un  compromiso,  no  tiene  derecho  á  exigir,  siendo  mutuos 
y  correlativos  los  deberes,  que  la  otra  parte  haga  lo  que  se  comprome¬ 
tió  á  hacer: 

"i*  La  doctrina  legal,  consignada  en  los  fallos  de  19  de  Abril  de  1859, 
*7  de  Marzo  de  1863,  28  de  Marzo  de  1861,  11  de  Julio  do  1871  y  23  de 


326  JURISPRUDENCIA  CIVIL. 

Diciembre  de  1874,  según  la  cual  es  nula  la  sentencia  que  viola  la  ley 
del  contrato  que  se  impusieron  lícitamente  los  otorgantes  al  celebrarle, 
y  no  da  á  sus  cláusulas  y  condiciones  el  valor  é  inteligencia  que  le  die¬ 
ron  los  contratantes: 

8o  La  doctrina  sentada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de 
18  de  Abril  de  1874,  según  la  cual  las  obligaciones  deben  cumplirse  en 
los  términos  y  forma  que  se  contrajeron  sin  darles  más  extensión  que  la 
que  las  partes  contratantes  le  dieron: 

9*  La  doctrina  asimismo  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en 
los  fallos  de  1 1  de  Abrilde  1875,  10  de  Junio  de  1869,  22  de  Abril  de 
1863  y  21  de  Octubre  de  1878,  según  la  cual  cuando  las  condiciones  es¬ 
tipuladas  en  un  contrato  sean  claras  en  su  tenor,  no  hay  necesidad  de 
recurrir  á  interpretaciones  que  sólo  autoriza  la  ley  cuando  la  oscuridad 
ó  la  duda  las  haga  absolutamente  necesarias  para  una  justa  resolución, 
toda  vez  que  la  cláusula  4a  de  la  póliza  imponía  terminantemente  al 
asegurado  la  obligación  de  participar  cualquiera  alteración  ó  modifica¬ 
ción  que  hubiera  de  introducirse  en  la  casa  asegurada,  quedando  de  lo 
contrario  invalidada  la  póliza,  y  la  sentencia  afirmaba  que  el  cambio  de 
título  del  depósito  de  tabacos,  cigarros  y  picadura  El  Manco  de  Lepan- 
to  por  el  de  El  Gran  Talismán,  en  el  cual  se  fabricaban  tabacos,  no  afec¬ 
taba  á  la  naturaleza  de  la  cosa  asegurada  ni  al  objeto  del  comercio  á 
que  estaba  destinado,  siendo  así  que  de  un  establecimiento  comercial 
como  él  era  el  primero,  se  había  hecho  otro  industrial  que  aumentaba 
considerablemente  los  riesgos; 

Y  10.  La  misma  doctrina  citada  en  el  número  anterior  respecto  ála 
lista  detallada  que  sin  demora  debió  presentar  Lezcano  según  la  cláu¬ 
sula  12,  y  á  que  la  sentencia  decía  no  faltó,  porque  por  la  carta  que  el 
agente  de  la  Compañía  le  dirigió  se  venía  en  conocimiento  de  que  cum¬ 
plió  su  obligación  de  presentar  la  relación  de  los  efectos  existentes  al 
verificarse  el  siniestro;  advirtiéndose  desde  luego  que  no  se  presentó  sin 
demora,  pues  habían  trascurrido  22  días  del  siniestro;  que  la  relación 
no  era  detallada,  y  que  no  se  formó  con  asistencia  de  la  persona  encar¬ 
gada  de  los  efectos,  requisitos  todos  que  la  cláusula  exigía  para  que  la 
obligación  quedara  cumplida: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  al  declarar  procedente  la 
demanda  de  D.  Lorenzo  Lezcano  no  infringe  lo  convenido  en  las  cláu¬ 
sulas  4a  y  12  de  la  póliza  del  seguro,  ni  las  leyes  ni  doctrinas  que  ha¬ 
ciendo  supuesto  de  la  dificultad  se  citan  en  los  10  motivos  del  recurso, 
porque  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  suministradas 
por  las  partes,  con  relación  á  la  letra  y  el  espíritu  de  dichas  dos  cláu¬ 
sulas,  establece  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades,  en  cnanto  á  la  4a, 
que  ni  el  cambio  de  nombre  del  establecimiento  asegurado  ni  la  circuns¬ 
tancia  de  haberse  elaborado  en  él  algunos  tabacos  constituyen  variación 
alguna  de  !as4  que  se  refiere  dicha  cláusula,  capaz  de  alterar  la  natu¬ 
raleza  de  la  cosa  asegurada,  ni  la  índole  principal  de  la  especulación  á 
que  se  dedicaba  el  establecimiento;  y  en  orden  á  la  12  que  Lezcano 
cumplió  la  obligación  que  le  imponía  de  presentar  á  la  Sociedad  ase¬ 
guradora  la  relación  de  los  efectos  existentes  al  verificarse  el  siniestro 
en  la  forma  que  le  fué  posible  dada  la  destrucción  completa  por  el  in¬ 
cendio  del  edificio  y  de  los  libros  y  facturas  que  contenía, 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  - 
curso  de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  de  seguros  contra  in- 
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cendios  Guardián  Assurance  y  company ,  di  Londres ,  á  quien  condena¬ 
dos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  AuJiencia  de  la  Habana  la  certificación 
correspondiente. — (Sentencia  publicada  el  24  de  Noviembre  de  4883, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ultramar 

(24  de  Noviembre  de  \  883). — Sala  tercera. — Restitución  de  la  pose¬ 
sión  de  un  ingenio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Agustín  Bau¬ 
tista  Supervielle  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  bien  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma  en  la  denegación  de  cualquier  diligencia  de  prueba  ad¬ 
misible,  según  las  leyes,  y  cuya  falta  pueda  producir  indefensión,  con 
Qrreglo  á  la  causa  6a  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
Vigente  en  la  isla  de  Cuba,  es  necesario  que  el  pleito  se  haya  recibido  á 
prueba ,  pues  de  otro  modo  no  puede  concebirse  tal  diligencia ; 

Y  2o  Que  la  denegación  del  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instan¬ 
cia  no  es  la  causa  que  laxativamente  autoriza  dicho  articulo  y  número 
Vara  que  pueda  fundarse  en  ella  el  recurso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid  á  24  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  intancia  de  Sagua  la  Grande 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Juan  Bau¬ 
tista  Supervielle,  de  nacionalidad  francesa,  vecino  de  la  Habana,  me¬ 
cánico,  con  D.  Agustín  Cobo,  comerciante  de  la  misma  vecindad,  en  re¬ 
presentación  de  sus  hijas  menores  Doña  Manuela,  Doña  Herminia,  Doña 
Irene  y  Doña  Ursula,  sobre  restitución  de  la  posesión  de  un  ingenio; 
pendientes  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  D.  Agustín  Cobo  y  en 
su  defensa  y  representación  por  el  Doctor  D.  Antonio  de  Mena  y  Zorri¬ 
lla  y  el  Procurador  D.  Manuel  Martín  Vena,  habiendo  sido  defendida  y 
representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Diego  Suárez  y  el 
Procurador  D.  Carlos  Godino: 

Resultando  que  entre  D.  Manuel  Calvo  y  González,  por  sí  y  como 
apoderado  de  D.  Antonio  Bolívar  y  Serna,  y  D.  Manuel  Revilla  y  Llo- 
reda  se  otorgó  en  19  de  Abril  de  1873  escritura  de  Sociedad  para  la  ex¬ 
plotación  del  ingenio  Paciega,  sito  en  el  partido  de  Ceja  de  Pablo,  de  la 
jurisdicción  de  Sagua  la  Grande,  admitiendo  y  reconociendo  como  socio 
industrial  y  único  administrador  á  D.  Juan  Bautista  Supervielle,  y  pac¬ 
tando  que  las  utilidades  sociales  las  constituirían  las  mejoras  que  re¬ 
sultasen  en  la  liquidación  con  relación  al  capital  ingresado,  de  las  que 
sacaría  un  20  por.  100  para  el  socio  industrial,  el  cual  percibiría  además 
el  sueldo  que  señalaban: 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  un  acto  de  conciliación,  cele¬ 
brado  en  la  Habana  en  9  de  Octubre  de  1879  entre  D.  Vicente  Díaz  y 
D.  Manuel  Froilán  Cuervo,  como  demandantes,  y  D.  Fernando  Calvo 
y  D.  Manuel  Revilla,  como  demandados,  sobre  pago  de  cierta  cantidad, 
acordó  el  Juez  de  la  Catedral  en  auto  de  20  de  dicho  mes  Je  Octubre 
qoe  se  entregase  el  ingenio  Paciega  en  depósito  á  D.  Agustín  Cobo; 
Pero  habiendo  acudido  D.  Juan  Bautista  Supervielle  á  dicho  Juzgado 
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para  que  so  le  mantuviera  en  la  posesión  y  administración  de  dicho  in¬ 
genio  en  virtud  de  la  escritura  social  antes  referida,  se  dictó  auto  en  1 1 
de  Diciembre,  que  fuó  confirmado  con  las  costas  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  en  31  de  Mayo  de  1880,  dejando  sin 
efecto  el  auto  de  20  de  Octubre  en  que  se  había  nombrado  á  D.  Agustín 
Cobo  depositario  y  administrador  del  ingenio,  y  que  al  efecto  se  libra¬ 
se  el  exhorto  que  fuese  necesario: 

'  Resultando  que  D.  Vicente  Díaz  procedió  ejecutivamente  contra 
D.  Fernando  Calvo  para  el  cobro  de  un  crédito,  constante  en  escritura 
pública,  garantido  con  hipoteca  de  las  dos  terceras  partes  del  ingenio 
Paciega,  de  la  propiedad  de  Calvo,  y  de  la  otra  tercera  perteneciente 
á  D.  Manuel  Revilla;  y  despachada  la  ejecución,  fué  embargada  aque¬ 
lla  finca;  y  dictada  sentencia  de  remate,  fué  adjudicada  en  subasta  A 
las  hijasde  D.  Agustín  Cobo  Doña  Manuela,  Doña  Herminia,  Doña  Ire¬ 
ne  y  Doña  Ursula: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Belén,  que  conocía  de  estos  autos 
ejecutivos,  mandó  dar  posesión  del  ingenio  á  las  rematantes:  que  al 
efecto  se  librase  el  exhorto  correspondiente  al  Juez  de  Sagua  la  Gran  - 
de,  y  librado  que  fué  acudió  D.  Juan  Bautista  Supervielle  á  este  últimcf 
Juzgado,  y  fundado  en  los  antecedentes  referidos  y  en  que  el  crédito 
del  D.  Vicente  Díaz  no  procedía  de  obligaciones  y  compromisos  creados 
por  la  Sociedad  propietaria  y  explotadora  del  ingenio  Paciega  y  en 
otras  razon.es,  pidió  que  le  amparase  en  la  posesión  pacífica  y  tranqui¬ 
la  que  disfrutaba  de  dicho  ingenio,  y  que  dejando  en  suspenso  el  cum¬ 
plimiento  del  exhorto  librado  por  el  Juez  de  Belén,  se  dirigiese  oficio  á 
éste  con  testimonio  de  los  particulares  que  designaba,  para  que  se  in¬ 
hibiera  del  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  establecido  por  D.  Vicen¬ 
te  Díaz  en  todo  cuanto  afectara,  lesionara  y  perjudicara  sus  derechos 
en  el  ingenio  Paciega  y  en  sus  anexidades,  dejando  así  en  suspenso  el 
procedimiento  de  apremio  y  sin  efecto  la  posesión  mandada  dar  al  re¬ 
matante  D.  Agustín  Cobo  mientras  no  le  pagase  todas  las  mejoras  y 
cantidades  que  le  correspondían  en  el  ingenio  como  socio  industrial; 
remitiendo  los  autos  susodichos  á  aquel  Juzgado,  con  emplazamiento 
de  las  partes  para  que  ante  él  pudieran  hacer  uso  de  su  derecho: 

Resultando  que  el  Juez  de  Sagua  la  Grande  en  auto  de  4  de  Octu¬ 
bre  de  1881  accedió  á  dicha  pretensión;  pero  habiéndose  opuesto  el 
Juez  de  Belén  á  la  inhibición  requerida,  fué  resuelta  la  competencia 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  teiritorio  en  sentencia  de  14 
de  Julio  de  1882,  en  la  que  se  declaró  que  el  conocimiento  de  las  re¬ 
clamaciones  de  D.  Juan  Bautista  Supervielle,  en  cuanto  se  refieran  i 
los  derechos  que  puedan  pertenecerá  sobre  el  ingenio  Paciega  por  la- 
escritura  de  Sociedad  de  19  de  Abril  de  1883,  correspondía  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Sagua  la  Grande: 

Resultando  que  el  Juez  de  Belén  libró  nuevo  exhorto  al  de  Sagua 
en  17  de  Julio  para  que  diese  posesión  á  D.  Agustín  Cobo,  en  represen¬ 
tación  de  sus  hijas,  del  ingenio,  á  lo  cual  proveyó  el  exhortado  en  27 
de  Julio  de  1882  que  sin  perjuicio  de  su  jurisdicción  y  de  los  derechos 
que  pudieran  asistir  á  Supervielle  en  virtud  de  la  escritura  de  Sociedad, 
sa  diese  cumplimiento  al  exhorto: 

Resultando  que  Supervielle  pidió  reforma  de  dicha  providencia, 
oponiéndose  á  la  posesión  y  entrega  del  ingenio,  y  después  de  dictada 
otra  providencia  en  5  de  Agosto,  de  que  pidió  también  reforma,  dictó 
auto  el  Juzgado  el  día  10  reformando  la  providencia  del  5,  y  declaran- 
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do  sin  lugar  la  oposición ‘formulada  á  la  entrega  del  ingenio  á  D.  Agus¬ 
tín  Cobo,  y  que  se  llevase  á  efecto  lo  dispuesto  acerca  del  cumplimien¬ 
to  del  exhorto: 

Resultando  que  remitidas  de  nuevo  las  actuaciones  á  la  Audiencia 
en  virtud  de  apelación  oída  libremente  á  D.  Juan  Bautista  Superviene, 
se  personó  también  D.  Agustín  Cobo,  en  representación  de  sus  meno¬ 
res  hijas,  y  en  escrito  de  22  de  Noviembre  solicitó  que  previo  el  trá¬ 
mite  del  art.  870  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  recibiese  el  jui¬ 
cio  á  prueba  por  el  término  legal,  fundado  en  el  art.  868  y  en  todos 
los  casos  del  artículo  869: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil,  en  auto  de  29  de  dicho  mes  de 
Noviembre,  desestimó  la  solicitud  de  D.  Agustín  Cobo  por  considerar 
que  los  artículos  que  se  citaban  referentes  á  las  apelaciones  de  senten¬ 
cias  definitivas  no  eran  aplicables  al  presente  caso,  en  el  que  el  auto, 
«pelado  era  interlocutorio,  ni  cabía  traer  á  la  vista  nuevos  hechos  donde 
la  apelación  entrañaba  sólo  la  resolución  de  un  punto  de  derecho,  cuyo 
auto,  suplicado  por  Cobo  con  la  protesta  de  utilizar  en  su  caso  y  lugar 
el  recurso  de  casación,  fué  confirmado  por  sus  mismos  fundamentos 
por  otro  de  5  de  Diciembre: 

Resultando  que  en  22  del  mismo  mes  de  Diciembre  dictó  sentencia 
la  referida  Sala  revocando  el  auto  apelado  y  mandando  que  D.  Juan 
Bautista  Supervielle  fuese  restituido  en  la  posesión  del  nigenio  con  el 
carácter  que  le  correspondía,  por  virtud  de  lo  estipulado  en  la  escritura 
de  19  de  Abril  de  1873,  y  que  el  Juez,  en  conformidad  con  esta  resolu¬ 
ción,  procediera  á  la  devolución  del  exhorto  dirigido  por  el  de  Belén 
en  17  de  Julio;  condenando  en  las  costas  causadas  en  primera  instancia 
A  Cobo: 

Resultando  que  por  D.  Agustín  Cobo  se  interpuso  recurso  de  casa 
ción  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  el  caso  5o  del  art.  8°" 
de  la  ley  vigente  en  Ultramar,  protestando  al  mismo  tiempo  utilizar 
en  su  caso  y  lugar  el  recurso  relativo  al  fondo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pablo  M.  Sagasta: 

Considerando  que  si  bien  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  en  la  denegación  de  cualquier  diligencia  de 
prueba  admisible,  según  las  leyes,  y  cuya  falta  pueda  producir  inde¬ 
fensión  con  arreglo  á  la  causa  6*  del  art.  1013  de  la  ley  fie  Enjuicia 

miento  civil  vigente  en  la  isla  de  Cuba  es  necesario  que  el  pleito  se 

haya  recibido  á  prueba,  pues  de  otro  modo  no  puede  concebirse  tal  dili¬ 
gencia: 

Considerando  que  en  el  auto  recurrido  no  se  han  denegado  diligen¬ 
cias  de  prueba,  y'sí  sólo  el  recibimiento  á  prueba  en  segunda  instan¬ 
cia  que  no  es  la  causa  que  taxativamente  autoriza  el  artículo  para  que 
Pueda  fundarse  en  ella  el  recurso; 

Y  considerando  además  que  el  recurso  se  ha  fundado  en  la  causa 

5a  del  referido  articulo, ’el  cual  no  tiene  nada  que  ver  con  los  motivos, 

que  se  alegan,  por  cuyas  razones  es  improcedente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Don 
Agustín  Cobo  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  procédase 
áJa  sustanciación  del  recurso  de  casación  en  cuanto  el  fondo.— (Senten¬ 
cia  publicada  el  24  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  i 
de  Febrero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (27  de  Noviembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Defensa  pon  pobre.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Bernar¬ 
do  Safont  con  D.  Luis  Hernández  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  ño  se  infringen  los  artículos  14,  lo  y  18  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  al  denegar  el  beneficio  de  pobreza ,  si  el  que  lo  solicita  no 
ha  probado ,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora ,  estar  en  los  casos  por 
aquélla  previstos ,  sin  que  contra  esta  apreciación  de  los  hechos  se  haya 
utilizado  el  único  medio  adecuado  de  alegar  que  con  ella  se  ha  come¬ 
tido  alguna  de  las  infracciones  establecidas  por  la  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
oleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Universidad  y  en  la  Sala»segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  por  D.  Bernardo  Safont  y  Maymir,  vecino  de  Castellón  de  la  Pla¬ 
na,  Farmacéutico,  con  D.  Luis  Hernández,  Barón  de  Eróles,  Marqués 
de  la  Cañada,  vecino  de  esta  corte,  y  con  el  Ministerio  fiscal  sobre  de¬ 
fensa  por  pobre  del  primero;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
Letrado  D.  Gabriel  Serrano  y  el  Procurador  D.  Manuel  Aguilar,  en  de¬ 
fensa  y  representación  del  demandante,  habiendo  sido  defendida  y  re¬ 
presentada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Agustín  Ondovilla 
y  el  Procurador  D.  Manuel  Elias: 

Resultando  que  en  Io  de  Marzo  de  1882  dedujo  D.  Bernardo  Safont 
demanda  de  pobreza  con  el  fin  de  litigar  con  el  Barón  de  Eróles,  que 
fundó  en  que  no  poseía  bienes,  sueldo,  rentas  ni  pensión  que  excediere 
del  doble  jornal  de  un  bracero  en  Valencia,  donde  residía  desde  1 874  en 
unión  de  su  mujer,  pagando  como  huéspedes  más  ó  menos,  según  las 
circunstancias,  y  viviendo  de  los  productos  eventuales  de  representa¬ 
ciones  ü  otros  negocios  que  le  encomendaban,  y  en  que  no  pagaba 
contribución,  alguna  por  ningún  concepto,  é  invocando  el  precepto  de 
los  artículos  13,  15  y  28  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  el  Barón  de  Eróles  se  opuso  á  que  se  accediese  á  la 
demanda  de  Safont,  alegando  que  los  términos  en  que  se  halla  redacta¬ 
do  el  art.  15  de  la  ley  son  taxativos  y  no  consienten  que  sean  declara¬ 
dos  pobres  más  que  aquellos  que  figuren  en  los  casos  en  él  previstos;  y 
que  el  demandante  se  presentaba  en  una  situación  que  no  cabía  en  nin  - 
guno  de  los  casos  marcados  en  la  ley,  y  si  por  analogú  se  consideraba 
aplicable  alguno  de  ellos  era  preciso  que  probase  que  las  representa¬ 
ciones  y  negocios,  que  le  daban  lo  necesario  para  la  vida,  no  poníin  á 
su  disposición  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  Va¬ 
lencia;  en  cuya  hipótesis  y  á  los  efectos  del  art.  17  debía  decir  lo  que  le 
costaba  el  pupilaje: 

Resultando  que  oído  el  Promotor  (fecal,  se  recibió  el  incidente  á 
prueba;  y  sustanciado  por  los  demás  trámites  legales  y  en  dos  instan¬ 
cias,  dictó  sentencia  confirmatoria  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  esta  corte  desestimando  la  demanda  de  pobreza  de  D.  Ber¬ 
nardo  Safont,  con  imposición  de  las  costas: 
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Resultando  que  contra  esta  sentencia  se  interpuso  por  D.  Bernardo 
Safont  y  Maymir  recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  como  infrin¬ 
gidos: 

1°  El  art.  14  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  el  concepto  que  el 
mismo  contiene  en  sus  diversos  números  respecto  á  los  requisitos  para 
ser  declarados  pobres; 

Y  2o  Los  15  y  18  de  la  misma  ley,  en  el  concepto  que  los  mismos 
expresan  con  relación  á  la  cuantía  de  las  contribuciones  y  á  los  signos 
exteriores  de  riqueza: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

_  Considerando  que  el  fallo  no  infringe  los  artículos  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  citados  en  los  dos  motivos  de  casación  que  se  invo¬ 
can,  porque  el  recurrente,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  no  ha  pro¬ 
bado  estar  en  los  casos  por  aquélla  previstos,  sin  que  contra  esta  apre  - 
ciación  de  los  hechos  se  haya  utilizado  el  único  medio  adecuado  de  ale¬ 
gar  que  con  ella  se  haya  cometido  alguna  de  las  infracciones  estable¬ 
cidas  por  la  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  luber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bernardo  Safont  y  Maymir,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  al  de  1.000  pesetas  por  razóo 
de  depósito,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  Á  la  Au¬ 
diencia  de  esta  corto  la  certificación  correspondiente,  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  27  de  No¬ 
viembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  25  de  Enere? de  1884.) 
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Keciirso  «le  casación  en  asunto  de  Ultramar  (?8  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  dominio. — No  ha  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  D.  Antonio  Carrillo  con  la  Sociedad  Martínez 
V  Compañía  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  senten¬ 
ciadora ,  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  alegue  en  contrario  ley 
ó  doctrina  legal  consagrada  á  diciar  reglas  para  la  apreciación  de  las 
pruebas,  según  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo ; 

Y  2o  Que  si  la  sentencia  recurrida  no  niega  la  validez  de  la  paga 
Que  hace  un  deudor  á  su  acreedor ,  ni  la  validez  del  acto  de  conciliación , 
tampoco  la  doctrina  relativa  á  la  nulidad  y  el  dolo ,  sino  que  limita 
*u  declaración  á  la  ineficacia  de  la  obligación  contraída ,  y  por  ello  ab 
suelve  de  la  demanda  de  tercería,  no  infringe  la  ley  9a,  til.  15,  Partida 
5a;  la  del  contrato  en  relación  con  la  Ia,  tú.  Io,  lib.  10  de  la  Novísima 
Recopilación ;  la  doctrina  legal  de  que  la  voluntad  de  las  partes  es  la 
leV  primera  y  especial  que  debe  respetarse  y  cumplirse  en  la  materia, 
siendo  nula  la  sentencia  que  la  infringe ,  prescinde  de  ella  ó  altera  ó 
contraria  lo  convenido ;  el  núm.  5°  del  art.  280,  y  el  art.  217  de  la  anti~ 
9ua  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  la  ley  2a,  tít.  14,  Partida  3a;  la  doc¬ 
trina  que  declara  que  cuando  las  acciones  se  fundan  en  la  nulidad  de 
un  acto  ú  obligación ,  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  declaración  de 
Huella  nulidad  y  como  consecuencia  la  de  los  derechos  á  que  da  origen ; 
y  la  que  establece  que  el  dolo  nunca  se  presume. 
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En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  4883,  en  lo» 
sutos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distri¬ 
to  de  Jesús  y  María  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba¬ 
na  ñor  D.  Antonio  Carrillo  0‘Farrill  con  la  Sociedad  Martínez  y  com- 
¡tañía  y  D.  Andrés  Carrillo  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  en  Io  de  Julio  de  1878  firmaron  un  documento  pri¬ 
vado  D.  Antonio  Carrillo  y  O'Farrill  y  D.  Andrés  Carrillo,  con  inter¬ 
vención  del  Notario 'comercial  D.  Andrés  Zayas,  en  el  que  convinieron 
que  el  Carrillo  0‘F arrill  entregaba  en  el  acto  al  D.  Andrés,  en  calidad 
de  préstamo  y  para  atenciones  refaccionarias  del  ingenio  de  su  propie¬ 
dad,  titulado  La  Vega,  la  cantidad  de  7.500  pesos  en  oro:  que  como 
garantía  de  esta  cantidad  consignaba  al  D.  Antonio  200  bocoyes  de 
azúcar  de  los  que  elaborase  en  dicho  ingenio  en  su  próxima  zafra  de 
1878  A  1879:  que  como  retribución  del  anticipo  de  los  7.500  pesos,  Don 
Andrés  abonaría  á  D.  Antonio  el  interés  anual  de  15  por  100  sobre 
6.000  pesos  y  18  por  100  por  los  1 .500  restantes  hasta  tanto  que  el  se¬ 
gundo  estuviese  reembolsado  de  la  cantidad  prestada,  que  debería  ser 
en  Mayo  del  año  siguiente:  que  si  por  cualquier  causa  el  ingenio  La  Ve¬ 
ga  no  pudiese  elaborar  zafra  suficiente  para  entregar  los  200  bocoyes 
de  azúcar,  el  D.  Andrés  afectaba  al  pago  de  la  expresada  suma  todos 
sus  bienes,  dejando  expedito  el  derecho  que  asistía  á  D.  Antonio  para 
cobrarse  de  la  manera  que  más  conveniente  le  fuera,  ya  judicialmente, 
ya  formulando  una  nueva  negociación:  que  en  caso  de  convenir  á  Don 
Antonio  formuFar  una  nueva  negociación  sobre  la  subsecuente  zafra  de 
1,879  á  1880,  se  considerarían  los  primeros  frutos  que  elaborase  dicha 
finca  La  Vega,  comprometiéndose  el  D.  Andrés  á  no  afectarlos  por  ra¬ 
zón  alguna,  respetándose  en  caso  de  tomar  anticipos  sobre  sus  zafras 
á  esta  consignación: 

Resultando  que  en  23  de  Mayo  de  1879  D.  Antonio  Carrillo  O'Fa¬ 
rrill  demandó  en  acto  de  conciliación  A  D.  Andrés  Carrillo  para  que  le 
abonase  3.500  pesos  oro  que  le  adeudaba,  procedente  el  resto  de  7.500 
que  le  prestó  sobre  los  frutos  del  ingenio  La  Vega,  según  contrato  de 
Io  de  Julio  de  1878  eon  intervención  del  Corredor  D.  Andrés  Zayas;  el 
demandado  contestó  que  era  cierto  el  contrato  que  se  presentaba,  el 
cual  reconocía,  asi  como  ser  líquida  y  por  pagar  la  suma  que  se  le  re¬ 
clamaba,  pero  que  no  había  podido  seguir  entregando  los  200  bocoyes 
de  azúcar  que  el  contrato  expresa;  y  careciendo  de  momento  de  nu¬ 
merario  con  que  poder  satisfacer,  proponía  A  su  acreedor  le  concediese 
nn  plazo  de  seis  meses,  ó  caso  contrario  se  hiciera  pago  con  los  mue¬ 
bles  que  en  su  casa  poseía;  el  actor  dij.o  que  no  podía  aceptar  la  pró¬ 
rroga  que  se  le  pedía  y  que  aceptaba  en  pago,  de  la  suma  que  se  le 
adeudaba  los  muebles  que  se  le  decían,  siempre  que  el  deudor  convi¬ 
niese  en  conservarlos  en  depósito  sin  cobrarle  anticipado  alguno  hasta 
que  dispusiera  de  ellos;  el  demandado  expuso  que  estaba  dispuesto  á 
mantener  en  depósito  los  muebles  que  detalló,  los  cuales  cedía  al  Don 
Antonio  para  que  como  suyos  los  poseyera  y  enajenase  á  su  voluntad, 
y  si  algo  más  valían  cedía  y  traspasaba,  en  favor  de  aquél,  y  para  en  el 
caso  de  que  después  de  vendidos  no  alcanzase  A  cubrir  la  suma  recla¬ 
mada  se  declaraba  deudor  por  la  suma  que  restase,  otorgándole  un  pa¬ 
garé  por  el  resto;  y  conformes  ambas  partes,  el  Juez  municipal  dió 
por  terminado  el  acto: 

Resultando  que  en  20  de  Mayo  de  1879  la  Sociedad  Martínez  y  com- 
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Pañía  dedujo  demanda  ejecutiva  contra  D.  Andrés  Carrillo;  y  por  con¬ 
secuencia  de  ello  le  fueron  embargados  Como  de  su  propiedad  en  su  ca¬ 
sa  habitación  los  siguientes  muebles:  nin  juego  de  sala,  un  espejo  y  una 
fresa  de  mármol;  cuyos  muebles  manifestó  en  el  acto  del  embargo  la 
esposa  del  D.  Andrés,  con  quien  se  entendió  la  diligencia,  que  eran  de 
la  exclusiva  pertenencia  de  D.  Antonio  Carrillo  OFarrill: 

Resultando  que  en  12  de  Febrero  de  1880,  á  consecuencia  de  los  au¬ 
tos  ejecutivos  seguidos  por  la  Sociedad  Martínez  y  compañía  contra 
D.  Andrés  Carrillo,  en  los  que  se  habían  embargado  á  este  los  muebles 
que  existían  en  casa,  D.  Antonio  Carrillo  0‘Farrill  dedujo  demanda  de 
tercería  de  dominio,  exponiendo  que  según  aparecía  del  documento 
Privado  que  acompañaba  de  Io  de  Julio  de  <878,  D.  Andrés  Carrillo, 
dueño  del  ingenio  La  Vega,  recibió  del  demandante  y  para  atenciones 
de  dicha  finca  la  cantidad  líquida  de  7.300  pesos  en  oro,  cuyo  pago  de: 
bía  verificar  con  los  productos  del  ingenio:  que  no  habiendo  cumplido 
®l  D.  Andrés  la  obligación  que  se  impuso,  el  D.  Antonio  le  demandó  en 
conciliación  en  23  de  Mayo  de  1879,  en  cuyo  acto  D.  Andrés  cedió  en 
Pago  los  muebles  que  se  expresaban  en  el  acta  que  igualmente  acom  - 
pañaba,  los  cuales  por  no  tener  el  demandante  lugar  á  propósito  para 
depositarlos  los  dejó  en  poder  de  D.  Andrés  hasta  que  le  conviniera  dis  - 
Poner  de  ellos:  que  esto  había  dado  lugar  á  que  en  el  acto  del  embar¬ 
go  se  cumpliera  el  mandamiento  en  los  muebles  pertenecientes  al  Don 
Antonio  desde  el  día  del  acto  de  conciliación,  y  los  cuales  se  intentaba 
sacar  á  pública  subasta  en  los  mencionados  autos  ejecutivos  seguidos 
Por  Martínez  y  compañía  contra  D.  Andrés  Carrillo;  como  fundamen¬ 
tos  de  derecho  alegó  que  no  procede  enajenarse  bienes  de  un  íerceru 
en  el  juicio  ejecutivo  sin  que  antes  sea  este,  vencido  en  juicio:  qae  las 
obligaciones  en  derecho  tienen  la  extensión  que  las  partes  han  querido 
darles,  siendo  su  cumplimiento  forzoso,  según  la  ley  Ia,  tít.  1°,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación;  y  concluyó  solicitando  se  mandara 
suspender  los  procedimientos  de  apremio,  confiriendo  traslado  al  eje¬ 
cutante  y  ejecutado,  declarando  en  definitiva  improcedente  el  embar 
go,  disponiéndose  en  su  consecuencia  su  suspensión: 

Resultando  que  con  suspensión  de  los  procedimientos  ejecutivos  se 
confirió  traslado  de  la  demanda  á  la  Sociedad  Martínez  y  compañía  y 
á  D;  Andrés  Carrillo;  y  evacuándolo  aquélla  pretendió  se  declarase  sin 
lugar  la  demanda,  con  las  costas;  al  efecto  expuso,  después  de  hacer 
referencia  del  acto  de  conciliación  celebrado  entre  D.  Antonio  Carrillo 
O’Farrill  y  D.  Andrés  Carrillo,  que  aquél  no  tomó  posesión  de  los  mue¬ 
bles:  que  antes  de  ejecutoriarse  ni  llevarse  á  efecto  lo  convenido,  cual 
era  la  entrega  de  los  muebles  y  la  venta  de  ellos,  fueron  embargados 
Por  la  Sociedad  demandada:  que  los  dos  Carrillos  que  como  demandan¬ 
te  y  demandado  celebraron  el  juicio  de  conciliación  no  habían  hecho 
ejecutar  ni  cumplir  su  acuerdo  en  la  forma  que  dispone  el  art.  218  de 

ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  como  fundamentos  de  derecho  alego 
que  eí  juicio  de  conciliación  en  que  la  cantidad  demandada  excede  del 
‘mporte  del  juicio  verbal  no  tiene  carácter  de  juicio  cuando  no  se  eje¬ 
cuta  lo  convenido  por  el  Juez  de  primera  instancia:  que  por  este  mismo 
Principio  lo  convenido  en  juicio  de  conciliación  no  tiene  más  carácter 
que  el  de  contrato  privado,  y  estos  no  pueden  causar  los  efectos  que 
Previene  el  art.  996  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  que  el  que  de-, 
‘luce  la  acción  de  dominio  tiene  obligación  de  acreditar  su  derecho  á 
los  bienes  que  reclama,  según  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  8  de  Enero  de  1868,  19  de  Enero  de  1870  y  7  de  Enero  de  1871 :  que 
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es  principio  de  derecho  qoe  en  toda  adquisición  de  dominio  han  de 
concurrir  la  causa  legitima  en  virtud  de  la  cual  se  adquiere  y  el  acto 
material  de  la  entrega,  con  arreglo  á  la  ley  6a,  libro  30,  Partida  3*: 
que  segün  las  leyes  Ia  y  2a,  libro  3*,  Partida  3a,  la  tradición  de  las  co¬ 
sas  muebles  sólo  se  verifica  por  la  entrega  material  de  ellas:  que  debe 
considerarse  nulo  el  acto  conciliatorio  y  el  contrato  en  él  recaído,  aun 
admitiendo  que  se  hubiese  ejecutoriado,  porque  ha  sido  en  fraude  de 
acreedores: 

Resultando  que  por  no  haber  contestado  á  la  demanda  D.  Andrés 
Carrillo  se  hubo  por  evacuado  el  traslado  por  parte  del  mismo;  y  des¬ 
pués  de  haber  replicado  y  duplicado  D  Antonio  Carrillo  O’Farrill  y  la 
Sociedad  Martínez  y  compañía,  reproduciendo  las  alegaciones  y  pre¬ 
tensiones  de  sus  anteriores  escritos,  duplicó  D.  Andrés  Carrillo  Hernán¬ 
dez,  pidiendo  se  declarase  con  lugar  la  demanda  y  que  los  muebles  en 
cuestión  pertenecían  en  propiedad  al  demandante,  suspendiéndose  por 
lo  tanto  el  embargo  practicado  en  ellos  y  declarando  de  cargo  de  Mar¬ 
tínez  y  compañía  todas  las  costas  que  se  ocasionasen: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  dos  instancias,  el  Juez  dictó 
sentencia,  que  íué  confirmada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
en  3  de  Noviembre  de  1881,  declarando  sin  lugar  la  demanda  de  ter¬ 
cería  de  dominio  interpuesta  por  D.  Antonio  Carrillo  O’Farrill,  absol¬ 
viendo  de  ella  á  la  Sociedad  Martínez  y  compañía,  condenando  en  las 
costas  de  mancomún  é  in  solidum  al  demandante  y  deudor: 

Resultando  que  D.  Antonio  Carrillo  interpuso  recurso  de  casación, 
que  amplió  en  tiempo  oportuno  ante  este  Tribunal  Supremo,  citando 
como  infringidos: 

Io  La  ley  0a,  lít.  15,  Partida  5a,  porque  á  pesar  Je  que  el  recurrente 
era  acreedor  de  D.  Andrés  Carrillo  por  3.500  pesos,  y  en  este  concepto 
le  entregó  los  muebles  de  su  casa  en  pago  de  la  deuda,  bajo  las  condi¬ 
ciones  que  estipularon  en  el  acto  convenido  de  conciliación  que  cele¬ 
braron  en  23  de  Mayo  de  1879,  la  Sala  sentenciadora  no  consideró  vá¬ 
lido  este  pago  y  estima  que  procede  continuar  el  procedimiento  de 
apremio  contra  esos  bienes,  sin  que  haya  mediado  la  circunstancia  de 
que  hace  mérito  en  su  última  parte  dé  dicha  ley  de  que  la  paga  se 
ficiere  después  que  hubiese  el  deudor  hecho  entrega  de  sus  bienes  á 
los  acreedores  ó  los  hubiese  abandonado,  en  cuyo  caso  añade  la  ley 
«que  la  paga  debe  ser  tomada  é  apuntada  con  los  otros  bienes  que  des¬ 
amparó:» 

2o  La  ley  del  contrato,  en  relación  con  la  ley  Ia,  tit.  1°,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  doctrina  legal  de  que  la  voluntad  de 
las  parieses  la  ley  primera  y  especial  que  debe  respetarse  y  cumplirse 
en  la  materia,  siendo  nula  la  sentencia  que  la  infringe,  prescinde  de 
ella  ó  altera  ó  contraría  lo  convenido,  según  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo,  consignada,  entre  otras,  en  sentencias  de  31  de 
Diciembre  de  1857, 16  dé  Álayo  de  1859,  12  de  Diciembre  de  1864,  27 
de  Junio  de  1862  y  27  de  Marzo  de  1863;  porque  la  sentencia  prescinde 
de  lo  solemnemente  estipulado  por  las  partes  en  el  acto  convenido  de 
conciliación*  que  reviste  el  carácter  de  un  contrato  solemne,  que  sólo 
podrá  anularse  si  concurren  algunas  de  las  circunstancias  que  vician  ó 
anulan  los  contratos,  como  son  la  falta  de  capacidad,  el  error,  miedo, 
fuerza,  dolo,  etc.,  sin  que  durante  el  pleito  se  haya  demostrado  ni  si¬ 
quiera  pretendido  probar  la  concurrencia  de  ninguna  de  estas  circuns 
tancias: 

3o  El  núm.  5°  del  art.  280  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
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vil,  en  relación  con  la  regla  4*  del  art.  281  de  la  misma  ley,  pnesto  que 
la  sentencia  recurrida  desconoce  la  fuerza  probatoria  de  una  certifica¬ 
ción  de  acto  de  conciliación  que  como  actuación  judicial  es  un  docu¬ 
mento  público  y  solemne  que  debe  hacer  prueba  plena  enjuicio;  certi¬ 
ficación  por  otra  parte  que  vino  al  juicio  en  la  forma  que  previene  la 
ley  y  que  en  tal  sentido  no  ha  sido  objeto  de  impugnación  de  la  parte 
recurrida: 

4o  El  art.  217  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  declara 

3ue  contra  lo  convenido  en  un  acto  de  conciliación  sólo  se  admite  la 
emanda  de  nulidad,  y  que  procederá  ésta  únicamente  por  las  causas 
que  dan  lugar  á  la  nulidad  de  los  contratos',  y  la  doctrina  consignada 
por  el  Tribunal  Supremo  en  numerosas  sentencias,  entre  otras,  de  10 
de  Noviembre  de  1860,  5  de  Febrero  y  20  de  Abril  de  1861  y  12  de 
Mayo  de  186o,  en  las  que  se  declara  que  contra  lo  convenido  en  acto 
de  conciliación  sólo  se  admite  la  demanda  de  nulidad;  y  que  infringe  el 
artículo  citado  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  sentencia  que  decla¬ 
ra  lo  contrario,  porque  sin  haber  sido  objeto  del  pleito  la  cuestión  de 
nulidad  ó  validez  de  dicho  acto,  en  cuya  celebración  concurrieron  todos 
los  requisitos  que  exige  la  ley,  se  le  declara  ineficaz  porque  á  juicio  de 
la  Sala  sentenciadora  el  documento  privado  otorgado  un  año  antes  no 
era  válido,  y  como  está  demostrada  la  perfecta  independencia  de  los 
dos  actos,  y  que  puede  subsistir  el  convenio  á  que  se  refiere  el  acto  de 
conciliación,  prescindiendo,  en  absoluto  del  anterior,  es  evidente  que 
no  adoleciendo  el  acto  de  conciliación  de  ninguno  que  traiga  apareja¬ 
da  su  nulidad  es  perfectamente  válido  y  la  sentencia  recurrida  con 
arreglo  á  la  doctrina  legal  citada  ha  infringido  el  citado  art.  217: 

5°  La  ley  2*,  tít.  14,  Partida  3a,  en  la  que  se  fijan  los  casos  en  que 
corresponde  la  prueba  al  demandado,  ó  sea  al  que  niega  alguna  cosa, 
puesto  que  en  la  sentencia  recurrida  no  consta  que  el  recurrido  proba¬ 
se  las  graves  imputaciones  que  se  hicieron  al  recurrente  por  la  Socie¬ 
dad  Martínez  y  compañía  con  motivo  del  acto  de  conciliación  referido; 
que  habiéndose  dicho  por  la  Sociedad  que  la  cesión  de  muebles  por 
Carrillo  fuó  una  enajenación  en  fraude  de  acreedores,  la  prueba  de  tal 
afirmación  incumbía  al  demandado,  puesto  que  era  la  única  causa  que 
invocaba  para  que  se  declarase  nulo  dicho  acto;  y  la  sentencia  recurri¬ 
da,  sin  que  tal  cosa  se  probase,  ha  considerado  bastante  tal  asevera¬ 
ción  para  anular  un  acto  perfectamente  válido  y  que  consta  acreditado 
por  un  documento  público  y  solemne,  como  es  la  certificación  del  acto 
de  conciliación,  que  es  actuación  judicial: 

6°  La  doctrina  legal  consignada  por  este  Tribunal  Supremo,  entre 
otras  muchas  sentencias,  en  las  de  26  de  Abril  de  1861  y  28  de  Octubre 
de  1867,  que  declara  que  cuando  las  acciones  se  fundan  en  la  nulidad 
de  un  acto  ú  obligación,  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  declaración 
de  aquella  nulidad  y  como  consecuencia  de  la  de  los  derechos  á  que  da 
origen;  porque  sin  haberse  obtenido  previamente  la  declaración  de  nu¬ 
lidad  del  documento  en  que  funda  el  recurrente  su  derecho,  ss  ha  he¬ 
cho  uso  de  acciones  que  se  fundan  precisamente  en  su  nulidad  ó  falta 
de  eficacia  legal,  sin  que  se  haya  intentado  siquiera  la  demostración 
de  que  contiene  vicios  de  nulidad: 

7o  La  doctrina  legal  de  que  el  dolo  nunca  se  presume,  infracción 
qoe  se  demuestra  con  las  consideraciones  anteriormente  expuestas: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Alix  y  Bonache: 
Considerando  que  la  apreciación  de^  las  pruebas  corresponde  á  la 
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Sala  sentenciadora,  y  que  á  ella  debe  estarse  mientras  no  se  aleguen 
en  contrario  ley  ó  doctrina  legal  consagrada  á  dictar  reglas  para  la 
apreciación  de  las  pruebas,  según  tiene  declarado  con  repetición  este 
Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
haciendo  uso  de  la  facultad  que  le  confiere  el  art.  347  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  allí  vigente,  ha  declarado  que  no  tiene  eficacia  algu¬ 
na  el  documento  privado  que-otorgaron  D.  Antonio  y  D.  Andrés  Carri¬ 
llo,  porque  no  se  ha  probado  la  certeza  de  la  negociación  que  se  supo¬ 
ne  hecha  por  ambos,  sin  que  contra  esta  declaración  se  haya  citado  ley 
ó  doctrina  infringida: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  niega  la  validez  de  la 
paga  que  hace  un  deudor  á  su  acreedor  ni  la  validez  del  acto  de  conci¬ 
liación,  ni  tampoco  la  doctrina  relativa  á  la  nulidad  y  el  dolo  de  que 
se  ocupa  el  recurrente,  sino  que  limita  su  declaración,  como  queda  di¬ 
cho,  á  la  ineficacia  de  la  obligación  contraída,  y  por  ello  la  sentencia 
que  absuelve  de  la  demanda  de  tercería  no  infringe  las  ieyes  y  doctri¬ 
nas  que  se  invocan  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  - 
curso  de  casación  interpuesto  por  D,  Antonio  Carrillo,  á  quien  conde¬ 
namos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se 
distribuirá  con  arreglo  ála  ley:  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la 
•correspondiente  certificación. — (Sentencia  publicada  &!  28  de  Noviem¬ 
bre  de  4  883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  2o  de  Enero  de  488í.) 


348 


l&ecurso  »le  casación  en  asunto  de  Ultramar  (29  de  No¬ 
viembre  de  4  883). — Sala  primera. — Liquidación  de  averías. — No  ha 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Ceferino  Lorena,  Capitán  d9  la  barca  espi¬ 
nóla  Manuel ,  con  la  razón  social  Fernando  Rodríguez  y  compañía  y 
otros  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  decirse  infringidas  por  una  sentencia  leyes  y  doctri¬ 
nas' que  no  se  refieren  í  la  cuestión  resuelta. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  z9  de  Noviembre  de  4883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Cerro  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  D.  Ceferino  de  Lorena,  Capitán  de  la  b  <rca  española  llamada 
Manuel ,  representado  por  el  Procurador  D.  Federico  Grases  y  defendi¬ 
do  por  el  Doctor  D.  Francisco  Lastres,  con  la  razón  social  Fernando 
Rodríguez  y  compañía ,  representada  hoy  por  el  liquidador  de  la  misma 
1).  Hilario  Horiiíguez  Torices;  D  Leopoldo  G  utiérrez  Fernández,  Geren¬ 
te  de  L.  Gutiérrez  y  compañía ;  la  Sociedad  Salarregui  y  compañía ,  y 
en  su  nombre  y  en  concepto  de  Gerente  D.  Francisco  Salarregui  y  L  i 
rrumbide,  y  D  Victoriano  Pajés  y  Esquito,  Gerente  de  la  razón  social 
Pajés  y  compañía,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago 
y  Sánchez,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Cristino  Marios;  las  So 
ciedades  Mendiguren  y  sobrinos ,  F.  Iglesias  y  comnañii,  L.  Gutiérrez- 
y  compañía ,  Viuda  de  Martínez  é  hijo ,  D.  Juan  Fernández  y  Suárez, 
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y  Arroyo,  sobrino  y  compañía ,  en  liquidación,  y  que  no  han  compare¬ 
cido  en  este  Supremo,  y  con  D.  Ulpiano  de  Oidarza,  naviero  de  la  ex¬ 
presada  barca,  que  tampoco  ha  comparecido,  sobre  liquidación  de 
averias: 

Resultando  que  con  fecha  en  la  Habana  á  23  de  Agosto  de  1873  fir¬ 
maron  un  documento  simple,  de  una  parte  D.  Ceferino  de  Lorena,  Ca¬ 
pitán  de  la  barca  española  Manuel ,  y  de  otra  los  consignatarios  par¬ 
ciales  del  cargamento  que  dicho  buque  conducía  á  aquel  puerto  desde 
Liverpool,  en  el  que  expresaron  que  dicho  buque  en  su  travesía  había 
sufrido  varias  averías  por  haberse  visto  obligado  á  forzar  velas  para 
librarse  de  las  islas  Schilly,  de  lo  cual  resultó  la  apertura  de  una  vía 
de  agua  que  obligó  á  ethar  á  la  mar  enseres  de  la  cubierta  y  parte  del 
cargamento  con  objeto  de  aligerar  el  buque,  y  no  pudiendo  á  pesar  de 
todo  dominar  aquélla,  y  habiéndose  decidido  á  dirigirse  á  un  puerto 
de  arribada,  sufrió  el  buque  en  el  camiuo  la  embestida  de  una  goleta, 
que  le  ocasionó  otras  averías  de  corisideración,  todo  lo  cual  s'e  probaba 
por  la  protesta  que  el  Capitán  hizo  en  debida  forma  el- día  11  de  J unió 
anterior  en  el  puerto  de  Quenasioror,  adonde  arribó  el  buque  para  re¬ 
parar  sus  averías:  que  en  su  virtud  habían  convenido  y  acordado  con 
el  fin  de  evitar  gastos  mayores  y  las  consiguientes  dilaciones  de  un 
procedimiento  judicial,  y  de  conformidad  con  lo  que  prevenía  el  Códi 
go  de  Comercio,  nombrar  peritos  liquidadores  á  D.  Desiderio  Erdemán 
y  D.  José  Arcocha,  de  aquel  comercio,  para  que  procedieran  extraju- 
dicialmente  á  la  liquidación  y  reparto  de  las  averías  y  demás  que  f  era 
Jiec  saiio,  conforme  á  los  usos  y  costumbres  de  la  plaza,  tomando  por 
«ase  el  importe  del  cargamento  según  las  respectivas  facturas,  y  el  va¬ 
lor  del  buqae  según  su  tasación,  con  la  correspondiente  parte  del  flete; 
^obligándose  á  estar  y  pasar  por  lo  que  practicasen,  y  anotando  al  pie 
«1  valor  de  los  efectos  que  venían  á  su  consignación,  según  las  fac¬ 
turas: 

Resultando  que  con  fecha  29  de  dicho  me3  de  Agosto,  el  Capitán 
Lorena  extendió  una  protesta  ante  Escribano  y  testigos  contra  loa  que 
se  habían  negado^  firmar  el  compromiso,  pretendiendo  arrogarse  el 
derecho  de  nombrar  por  su  parte  -los  liquidadores  que  tuvieran  por 
conveniente,  haciéndoles  responsables  de  todos  los  daños  y  perjuicios 
que  se  originasen,  protesta  que  se  hizo  saber  á  las  razones  sociales  Ca¬ 
ñarte  y  compañía,  Hoyos,  Rodríguez  y  compañía,  Arroyo,  sobrino  y 
compañía,  Pajés  y  compañía  y  M.  A.  de  Cabarga  y  compañía,  que  ma¬ 
nifestaron  que  no  pretendían  más  que  el  exacto  cumplimiento  de  la  ley: 

Resultando  que  en  12  de  Setiembre  siguiente  D.  Ceferino  Lorena 
demandó  de  conciliación  á  la  razón  social  Arroyo,  sobrino  y  compañía 
Para  que  prestara  fianz i  satisfactoria  y  pudiera  por  ella  entregar - 
,a  1.700  sacos  de  arroz  y  200  barriles  de  cerveza  que  venían  á  su  con¬ 
signación,  haciéndole  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  por  la  de 
mora,  porque  dicha  carga  impedía  el  movimiento  de  la  de  otros  con¬ 
signatarios  que  se  habían  prestado  extrajudicialmente  á  la  liquidación 
de  U  averia  gruesa:  que  el  demandado  se  negó  á  prestar  la  fianz  i  mien¬ 
tas  el  Capitán  no  cumpliera  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  9*5  y 
Siguientes  del  Có ligo  de  Comercio,  reconvirriénd ole  para  la  entrega 
^mediata  del  cargamento  á  su  consignación,  con  protesta  de  reclama r 
daños  y  perjuicios,  con  lo  cual  terminó  el  acto  sin  avenencia: 

<  Resultando  que  con  presentación  de  todos  estos  docum-ntos  acudió 

Ceferino  de  Lorena  en  1  -5  de  dicho  mes  de  Setiembre  al  J  uez  de  pri- 
tomo  53  22 
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mera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  Habana,  haciendo  mérito 
de  su  resultado,  y  solicitando  en  virtud  de  que  la  razón  social  Arroyo, 
sobrino  y  compañía  era  la  Unica  que  no  se  prestaba  á  lo  convenido, 
que  se  tuvieran  por  nombrados  los  liquidadores  D.  Desiderio  Erdemám 
y  D.  José  Arcocha,  y  que  se  requiriera  á  aquélla  para  la  designación 
de  uno  por  su  parte:  que  estimado  así,  y  aceptado  el  cargo'por  loa 
nombrados  Arroyo  y  sobrino,  se  personaron  en  los  autos  con  poder 
conferido  al  Procurador  D,  Juan  Marti  por  D.  Manuel  Arroyo,  Gerente 
de  dicha  Sociedad,  oponiéndose  á  la  pretensión  del  Capitán  Lorena;. 
y  que  el  Juez  en  su  virtud  declaró  que  había  cesado  la  jurisdicción  vo¬ 
luntaria,  pudiendo  las  partes  hacer  uso  de  su  derecho  en  la  foima  co¬ 
rrespondiente: 

Resultando  que  repartido  el  pleito  al  Juzgado  del  distrito  del  Ce¬ 
rro,  tuvieron  lugar  diversas  diligencias  .parala  entrega  de  la  carga 
Arroyo  y  sobrino  y  otras  relativas  al  embargo  del  buque  y  justificación 
de  los  hechos  relativos  á  la  avería,  y  que  en  25  de  Febrero  de  1 874  el 
Capitán  D.  Ceferino  Lorena  presentó  la  liquidación  de  avenas  practi¬ 
cada  por  los  peritos  Erdemán  y  Arcocha,  pidiendo  que  se  aprobara, 
condenando  á  todo  s  los  interesados  que  suscribieron  el  compromiso  i 
estar  y  pasar  por  ella  en  todo  tiempo: 

Resultando  que  aprobado  en  efecto  por  el  Juez  en  auto  de  28  de 
Febrero  de  1874,  Arroyo,  sobrino  y  compañía  pid  ó  reposic  ón,  y  ha¬ 
biéndole  sido  negada,  interpuso  apelación,  que  se  le  admitió  en  un 
efecto:  que  también  reclamaron  contra  este  auto  la  Sociedad  Fernando 
Rodríguez  y  compañía*,  Mediguren  y  sobrino,  D.  Juan  Fernández  Suá- 
rez,  S.  Iglesias  y  compañía,  L.  Gutiérrez  y  compañía  y  Saralegui  y 
compañía;  y  que  la  Audiencia  de  la  Habana,  por  sentencia  de  22  de 
Mayo  de  1875,  estableciendo  como  fundamentos  que  á  la  aprobación 
judicial  de  la  liquidación  de  averías  debía  pieceder  audiencia  instructb1 
va  de  los  interesados,  á  lo  cual  se  había  faltado,  y  que  la  Sociedad  de 
Arroyo  y  sobrino  no  era  interesada,  puesto  que  no  firmó  el  convenio, 
revocó  el  auto  apelado  y  mandó  que  el  Juez  procediera  con  arreglo  á 
derecho: 

Resultando  que  en  20  de  Marzo  de  1876  presentaron  escrito  de  con¬ 
venio  D.  Antonio  Arjona,  apoderado  de  D.  Ceferino  Lorena,  Capitán 
de  la  barca;  D.  Manuel  Ondarza,  consignatario  de  la  misma  en  su  últi¬ 
mo  viaje  y  apoderado  de  su  hermano  D.  Ulpiano,  dueño  de  ella;  Don 
Juan  Martí,  apoderado  de  Arroyo,  sobrino  y  compañía,  en  liquidación; 
D.  Pascual  Rodríguez,  en  representación  de  las  Sociedades  Finando 
Rodríguez  y  compañía,  Salarregui  y  .  compañía,  viuda  de  Martínez  é 
hijos,  Pajés  y  ampañía,  Mendiguren  y  sobrino,  J,  Iglesias  y  compa¬ 
ñía,  Juan  Fernández  y  Suárez,  por  sí,  y  L.  Gutiérrez  y  compañía  y  los 
demás  cargadores  que  lo  suscribían,  manifestando  que  convencidos  de 
que  la  liquidación  practicada  adolecía  de  errores  cuya  subsanación  en 
el  terreno  judicial  se  i  í  a  dilatada,  para  salvarlos  habían  acordado  nom¬ 
brar  á  D.  Felipe  Núñez  y  D.  Manuel  Rodríguez,  los  cuales  decidirían 
como  creyeran  más  procedente  si  bastaba  una  rectificac  ón  ó  era  pre¬ 
ciso  hacer  otra  liquidación,  en  cuyo  caso  procedieron  con  arreglo  ó  so 
leal  saber  y  entender  y  ó  las  leyes,  usos  y  costumbres  de  aquella  plaza, 
teniendo  presentes  las  cinco  bases  ó  capítulos  que  consignaron  en  di¬ 
cho  convenio,  el  cual  pidieron  se  aprobara,  condenando  á  las  partes  á 
estar  y  pasar  por  él,  y  solicitando  por  un  otrosí  que  se  instruyera  (je 
él  á  los  cargadores  que  no  lo  habían  firmado  para  que  por  respuesta. 
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firmada  se  adhirieran  al  mismo  ó  mostraran  su  inconformidad,  en  cnyo 
caso  la  formularan  dentro  de  tercero  día,  y  si  trascurridos  no  la  for¬ 
malizasen  aprobarla,  condenando  á  todos  á  estar  y  pasar  por  ello: 

Resultando  que  ratificados  en  este  escrito  los  firmantes  de  él,  se 
mandó  en  providenciade  2  de  Mayo  instruir  del  convenio  á  los  carga¬ 
dores  que  no  lo  habían  firmado  en  los  términos  que  aparecían  del  mis¬ 
mo;  y  que  notificados  que  fueron,  el  socio  liquidador  de  Dix  y  com¬ 
pañía  dijo  que  no  podía  adherirse  al  convenio,  por  cuanto  aprobada  la 
liquidación  hecha  porErdemán  y  Arcocha  satisfizo  la  parte  que  le  co¬ 
rrespondió  abonar,  por  lo  cual  nada  más  tenía  que  hacer  en  este  juicio: 
que  la  Sociedad  M.  Kellor  y  compañía  dijo  también  que  no  podía  ad¬ 
herirse  al  convenio  porque  la  casa  había  sido  solamente  consignataria 
de  los  efectos  que  recibió,  habiendo  pagado  oportunamente  todo  lo 
que  se  le  cobró,  cesando  por  ello  su  intervención  en  este  asunto;  y  los 
demás  cargadores  se  conformaron  con  el  convenio  ó  no  hicieron  mani¬ 
festación  alguna: 

Resaltando  que  el  Procurador  D.  Antonio  Arjona,  á  nombre  y  con 
poder  de  los  liquidadores  de  la  razón  social  Dix  y  compañía,  se  perso¬ 
nó  en  los  autos  oponiéndose  formalmente  á  formar  parte  en  el  conve¬ 
nio  y  pidiendo  se  le  entregaran:  que  Arroyo,  sobrino  y  compañía  soli¬ 
citaron  al  propio  tiempo  su  aprobación  que  se  acordó  en  efecto  en  au¬ 
to  de  29  de  Agosto  de  1876,  condenando  á  todos  los  interesados  á  estar 
F  pasar  en  todo  tiempo,  acumulándose  en  su  virtud  los  expedientes 
formados  con  motivo  del  juicio;  y  que  pedida  reforma  por  Dix  y  com¬ 
pañía  fué  denegada  en  auto  de  5  de  Julio: 

Resultando  que  notificado  el  auto  de  aprobación  del  convenio  á  los 
cargadores  que  no  lo  suscribieron,  tuvo  lugar  la  anulación,  y  entrega¬ 
dos  los  autos  á  los  liquidadores  D.  Felipe  Núñez  y  D.  Manuel  Rodrí¬ 
guez,  presentaron  la  liquidación,  de  la  cual  se  mandó  instruir  al  Capi¬ 
tán  y  cargadores  interesados  por  término  de  tres  días,  que  se  amplió 
después  á  siete,  entendiéndose  que  á  tenor  del  convenio  sólo  podía  im¬ 
pugnarse  caso  de  no  estar  conforme  la  liquidación  con  las  bases  en  él 
estipuladas  por  los  interesados: 

Resultando  que  los  peritos  se  ratificaron  en  la  liquidación  presenta¬ 
da;  y  que  notificados  los  cargadores,  manifestaron  la  mayor  parte  que 
la  aprobaban,  otros  dijeron  quedar  enterados  y  D.  Daniel  María  Kellor 
repitió  lo  que  tenía  manifestado: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  José  Quintano  presentó  escrito  en 
nombre  de  D.  Manuel  Ondarza,  como  apoderado  de  su  hermano  D.  Ul- 
.  piano,  oponiéndose  á  la  aprobación  de  la  liquidación;  y  que  el  Procu¬ 
rador  D.  Antonio  Arjona,  en  nombre  del  Capitán  D.  Ceferino  Lorena, 
en  escrito  presentado  en  13  de  Julio  de  1877  se  adhirió  á  la  oposición 
que  contra  la  operación  practicada  por  los  peritos  había  establecido 
p-  Manuel  Ondarza,  como  apoderado  de  su  hermano  el  naviero  Don 
Clpiano,  pidiendo  que  se  le  entregaran  los  autos  con  la  liquidación  para 
expresar  su  oposición,  y  promoviendo  por  un  otrosí  incidente  de  po¬ 
breza: 

Resultando  que  Arroyo,  sobrino  y  compañía  presentaron  escrito  ei 
16  de  Julio  solicitando  que  se  aprobase  la  operación  mencionada,  de¬ 
clarándose  sin  lugar  las  oposiciones  de  los  Procuradores  Arjona  y  Quin¬ 
ao,  con  imposición  do  costas;  declarándose  asimismo  que  Quintano 
9o  era  parte  en  el  asunto,  porque  la  sustitución  presentada  del  poder 
conferido  por  D.  Ulpiano  de  Ondarza  á  favor  de  su  hermano  D.  Manuel 
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no  era  general,  sino  simplemente  para  lo  relativo  á  la  barca  Augusta 
Elia ,  de  la  cual  no  se  trataba  en  este  pleito,  careciendo  por  ello  de  per¬ 
sonalidad: 

Resultando  que  denegada  la  reforma  y  admitidas  libremente  las 
apelaciones  que  interpusieron  el  Capitán  Lorena  y  las  Sociedades  Fer¬ 
nando  Rodríguez  y  demás  contra  el  auto  aprobatorio  de  19  de  Julio  de 
1877,  recurso  de  que  éstas  se  separaron  por  estar  conformes  con  la  li¬ 
quidación  y  á  que  se  adhirió  el  naviero  D.  Ulpiano  Ondarza,  sustancia¬ 
da  la  segunda  instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana  dictó  sentencia  en  30  de  Junio  de  1879,  confirmando  con  las  cós 
tas  el  auto  apelado  de  19  de  Julio  de  1877: 

Resultando  que  el  Capitán  de  la  barca  D.  Ceferino  Lorena  interpu¬ 
so  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  fundó  en 
las  causas  2a  y  3*  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  ha 
sido  ya  denegado,  y  además  por  infracción  de  ley,  respecto  del  cual 
alegó  que  aprobándose  por  la  sentencia  una  liquidación  de  averías,  ba¬ 
sada  en  un  convenio  no  admitido  por  todos  los  interesados,  siendo  así 
que  ya  se  había  decretado  por  ejecutoria  que  se  liquidase  judicialmen¬ 
te,  se  habían  infringido: 

Io  Las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida  3a,  que  tratan  de  la  fuerza  y 
valor  de  las  sentencias  y  de  la  nulidad  de  todojuicio  posterior  contra¬ 
rio  á  lo  sentenciado  anteriormente,  en  cuanto  habiéndose  ejecutoriado 
la  sentencia  dictada  por  aquella  Audiencia  en  22  de  Mayo  de. 1875,  que 
revocó  la  aprobación  de  otra  liquidación  basada  en  un  convenio  acep¬ 
tado  por  todos  menos  uno  de  los  interesados  y  mandó  que  el  Juez  pro¬ 
cediese  con  arreglo  á  derecho  y  á  lo  dispuesto  en  el  art.  961  del  Có¬ 
digo  de  Comercio,  no  podía  aprobarse  la  liquidación  de  que  se  trataba 
actualmente  que  tenía  por  base  otro  convenio  hecho  por  algunos  inte 
rasados,  impugnado  por  otros  y  no  consentido  por  todos,  resultando 
así  dos  sentencias  incongruentes  y  contradictorias: 

2°  La  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  consignada  en 
la  sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867,  según  la  cual  es  nula  de  derecho 
la  que  cuando  se  trata  del  cumplimiento  de  otra  ejecutoria  contraría 
ésta,  toda  vez  que  estando  juzgado  y  mandado  que  se  hiciera  la  liqui¬ 
dación  de  las  averías  de  la  barca  en  vía  judicial  con  arreglo  á  derecho, 
se  había  aprobado  una  liquidación  sin  la  audiencia  instructiva  de  to 
dos  los  interesados,  dando  un  valor  á  un  convenio  contra  el  cual  pro 
testaron  dos  de  los’cargadores  y  cuya  aprobación  se  hizo  sin  guardar 
las  formalidades  necesarias  para  que  constase  el  espontáneo  asenti¬ 
miento  de  cuantos  tenían  interés  en  el  negocio: 

3°  Los  artículos  946,  953  y  961  del  Código  de  Comercio,  que  dispo¬ 
nen  que  el  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería  se  haga  por  pe¬ 
ritos  á  propuesta  de  los  interesados  ó  sus  representantes,  ó  bien  de 
oficio  por  el  Juez  si  no  lo  hiciesen:  que  la  averia  gruesa  se  reparta  en¬ 
tre  los  contribuyentes,  y  que  á  la  aprobación  del  repartimiento  proce 
da  audiencia  instructiva  de  todos  los  interesados  presentes  ó  sus  legí¬ 
timos  representantes,  toda  vez  que  la  liquidación  y  reparto  de  que  se 
trataba  estaba  hecha  en  virtud  de  un  convenio  que  no  fué  estipulado 
ui  admitido  por  todos  los  interesados  presentes: 

4o  El  art.  966  del  mismo  Código,  que  establece  que  só'o  dejen  de 
observarse  las  reglas  do  los  anteriores  cqando  existan  convenios  espe¬ 
ciales  hechos  por  todos  los  interesados,  en  cuyo  único  caso  podía  pres* 
cindirse  de  la  instrucción  judicial,  toda  vez  que*se  había  dado  fuerza  y 
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valor  de  convenio  á  ana  estipulación  de  algunos  interesados,  á  la  que 
no  habían  asistido  la  mayor  parte  de  ellos  y  contra  la  cual  protestaron 
expresamente  las  Sociedades  de  Dix  y  compañía  y  M.  Kellor  y  compa¬ 
ñía;  aprobándose  la  liquidación  y  partición  hecha  por  los  peritos  Núñez 
y  Embil,  que  procedieron  á  hacerlas  por  nombramiento,  consignando 
en  el  iftismo  convenio  las  bases  de  éste,  dando  asi  ocasión  á  que  cual¬ 
quiera  de  aquellos  interesados  que  no  estipularon  se  resistiera  á  pasar 
Por  lo  hecho  sin  su  e'xpresa  anuencia  y  fuera  de  las  disposiciones  del 
Código: 

5o  El  art.  16,  y  las  reglas  Ia  y  4a  del  art.  18  del  decreto  ley  de  6  de 
Diciembre  de  1868,  extendido  á  las  provincias  de  Ultramar  por  decreto 
de  Io  de  Febrero  de  1869,  en  que  se  dispone  que  en  las  diligencias  á 
que  se  refieren  entre  otros  los  artículos  945,  946,  953  y  966  del  Código 
de  Comercio  sobre  liquidación  y  repartimiento  de  averías,  deberán  ser 
citadas  las  personas  á  quienes  puedan  perjndicar,  debiendo  entregár¬ 
seles  las  diligencias  concluidas  que  sean  antes  de  que  recaiga  providen¬ 
cia  judicial;  formalidades  de  que  se  había  prescindido  á  pesar  de  haber 
reclamado  gran  número  de  interesados  la  entrega  de  autos  para  exa¬ 
minar  la  liquidación  y  hacer  las  reclamaciones  que  considerasen  opor¬ 
tunas: 

6o  La  doctrina  legal  consignada  en  sentencia  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  de  17  de  Diciembre  de  1859,  que  establece  que  los  convenios  no 
son  obligatorios  para  los  que  ni  directa  ni  indirectamente  prestan  su 
asentimiento  y  conformidad  á  ellos,  puesto  que  al  aprobar  la. liquida¬ 
ción  se  daba  valor  á  un  convenio  á  pesar  de  que  la  mayor  parte  de  los 
interesados  en  él  no  habían  intervenido  en  su  formación  ni  prestado 
su  asentimiento,  y  dos  de  ellos  habían  manifestado  explícitamente  que 
no  estaban  conformes  con  las  estipulaciones  que  contenía: 

7o  La  doctrina  universal  de  jurisprudencia  que  establece  que  los 
convenios  para  tener  valor  de  tales  han  de  basarse  en  el  consentimien¬ 
to  libre  y  espontáneo  de  las  partes,  sin  que  pueda  ningún  Juez  obligar 
á  nadie  á  que  se  adhiera,  á  un  contrato  ó  sostenga  un  litigio  para  im¬ 
pugnar  el  que  por  conveniencias  propias  han  celebrado  otros  interesa¬ 
dos,  puesto  que  se  aprobaba  una  liquidación  y  se  daba  eficacia  á  un 
convenio  que  no  tenía  el  asentimiento  de  la  mayor  parte  de  aquellos 
que  se  limitaron  á  guardar  silencio,  cuando  el  Juez,  infringiendo  el 
Principio  de  la  libertad  de  contratación,  les  previno  que  si  no  le  im¬ 
pugnaban  en  forma  dentro  de  tres  días  les  tendría  por  consentidos,  ha¬ 
biendo  algunos  que  manifestaron  expresamente  su  conformidad  con  el 
contrato  que  se  les  imponía: 

8°  El  art.  1061  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  jurisprudencia 
constante  que  establece  la  doctrina  de  que  reconociéndose  en  un  pro¬ 
cedimiento  una  falta  sustancial  del  mismo,  debe  reponerse  al  estado 
que  tuviera  cuando  se  cometió  la  falta,  puesto  que  reconociéndose  en 
el  auto  de  19  de  Julio  de  1877,  confirmado  por  la  sentencia  de  vista, 
la  falta  de  personalidad  del  Procurador  D.  José  Quintano,  que  había 
*ido  tenido  por  parte  en  13  de  Abril  de  aquel  año,  mandó  reponer  el 
Procedimiento  al  estado  que  tenia  cuando  se  incurrió  en  aquélla  en 
notorio  perjuicio  del  Capitán  Lorena,  que  habiéndose  adherido  á  la 
‘Opugnación  que  en  nombre  del  naviero  hizo  aquel  Procurador,  que¬ 
daba  imposibilitado  de  sostener  su  derecho  por  causa  de  efectos  que 
le  eran  imputables: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 
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Considerando  que  la  senteneia  recurrida  no  infringe  la  cosa  juzga¬ 
da  que  se  invoca  en  los  dos  primeros  motivos,  porque  en  nada  se  opo¬ 
ne  á  providencias  anteriores  la  declaración  en  que  se  fúnda  el  fallo  de 
que  el  Capitán  Lorena  no  compareció  á  hacer  oposición  á  la  liquida¬ 
ción  de  averías  practicada  conforme  al  convenio  ajustado  en  escrito  de 
30  de  Marzo  de  1876  entre  el  mismo  Lorena  y  los  cargadores  que  lo 
suscribieron: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  no  son  aplicables  y  no  han 
podido  infringirse  las  disposiciones  y  doctrinas  legales  citadas  en  los 
restantes  motivos  del  recurso,  ninguno  de  los  cuales  se  refiere  á  la 
cuestión  resuelta  por  la  Sala  sentenciadora; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Ceferino 
Lorená,  Capitán  de  la  barca  española  llamada  Manuel,  á  quien  conde¬ 
namos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  pagará 
si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose .  entonces  con  arreglo  á  la 
ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  la  certifica¬ 
ción  correspondiente. — (Sent  ncia  publicada  el  29  de  Noviembre  de 
1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (29  de  Noviembre  de  1883). — Sala  'pri¬ 
mera. — Mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía. — No  ha  lu¬ 
gar  á  los  recursos  interpuestos  por  el  Ministerio  fiscal  en  representa¬ 
ción  del  Estado  y  por  Doña  Filomena  Mañano  con  D.  Miguel  Garabón 
y  otros,  y  se  resuelve: 

■  Io  Que  el  art.  36  de  la  instrucción  de  25  de  Junio  de  1867  es  una 
.  disposición  de  carácter  general  aplicable  siempre  que  los  interesados 
en  una  capellanía  que  debe  subsistir  con  sujeción  á  las  disposiciones  del 
Convenio  ley  de  24  de  Junio  de  dicho  año  no  conviniesen  extrajudicial 
y  amistosamente  en  lo  tocante  á  sus  respectivos  derechos  á  los  bienes 
que  forman  la  dotación  de  la  misma  canellania :  y. que  en  circunstan¬ 
cias  tales  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  determinar ,  con  arre¬ 
glo  á  la  legislación  observada  antes  del  Concordato,  el  derecho  contro - 
vertido  y  Jijar  en  su  caso  la  parte  alícuota  de  la  renta  que  deba  conver¬ 
tirse  en  inscripciones  intras feribles: 

2o  Que  la  sentencia  que  declara  &  favor  de  uno  de  los  solicitantes  el 
derecho  preferente  á  los  bienes  de  la  capellanía  en  cuestión,  añadiendo 
que  no  podrá  entrar  en  posesión  de  ellos  hasta  que  haya  hecho  la  con¬ 
mutación  prevenida  en  el  arreglo  con  la  Santa  Sede,  no  desconoce  con 
estas  declaraciones  la  subsistencia  de  la  capellanía,  que  por  otra  parte 
nadie  ha  puesto  en  duda ,  ni  infringe  el  art.  i°  del  Convenio  ley  de  24 
de  Junio  de  1867,  ni  el  36  de  la  instrucción  de  25  del  mismo  mes  y  año, 
ni  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  consonancia  de 
dichas  disposiciones,  que  hubieran  sido  contrariadas  si  se  adjudicasen 
los  bienes  de  la  capellanía  puramente  y  si»  ninguna  restricción; 

Y  3o  Que  no' se  infringen  los  artículos  Io  i/ 2 0  de  la  ley  de  19  de 
Agosto  de  1841,  si  según  la  apreciación  que  ha  hecho  la  Sala  sentencia  - 
dora  de  las  pruebas  suministradas  por  la  parles ,  resulta  de  un  modo 
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■evidente,  consultados  los  árboles  genealógicos  traídos  al  pleito ,  que  en  la 
persona  á  quien  se  adjudican  los  bienes  de  la  capellanía  concurren  to¬ 
das  las  cuati  lades  que  según  la.fundación  y  las  leyes  invocadas  le  dan 
preferente  derecho  sobre  ios  demás  concurrentes  á  obtener  dichos  bie  - 
nes,  y  contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ó  doctrina  legales  que  dicha 
Sala  haya  podido  vulnerar ,  limitándose  la  recurrente  á  suslüuit  su 
propio  criterio  al  del  Tribunal  sentenciador . 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Daroca  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  D.  Miguel  Gambón, 
vecino  de  Paniza,  con  D.  Mariano  Mañano,  y  en  subrrog’ació  i  de  éste 
con  su  hija.Doña  Filomena  Mañano  y  Estrada,  con  D.  Manuel  Cubero 
Cuadrado,  vecinos  de  Daroca,  sobre’mejor  derecho  á  los  bienes  dótales 
de  una  capellanía,  en  el  que  ha  sido  también  parte  el  Ministerio  -fiscal; 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recursos  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Fiscal,  en  representación  del 
Estado,  y  por  Doña  Filomena  Mañano,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Juan  de  la  Riva  y  representada  por  el  Procurador  D.  Francisco 
Quintín  Fernández,  no  habiendo  comparecido  ninguno  de  los  reca- 
rricTos: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Deza  y  Giray  otorgó  en  Paniza  á  12  de 
Junio  de  1772  un  codicilo  facultando  al  Racionero  D.  Francisco  Tejero 
y  al  religioso  capuchino  Fray  Fidel  de  Arbalate  para  que  fundasen  con 
los  bienes  que  señaló  y  con  los  demás  de  su  herencia  que  fuesen  nece¬ 
sarios  para  formar  una  renta  anual  de  200  libras  jaquesas  una  capella¬ 
nía  colativa  perpetua,  bajo  la  invocación  de  Nuestra  Señora  del  Aguila, 
nombrando  como  primer  Capellán  al  Licenciado  y  Clérigo  tonsurado 
D.  Ramón  Rodrigo,  por  muerte  del  cual,  dejación  ó  renuncia  pasase  á 
los  parientes  más  cercanos  del  testador  por  línea  recta  que  llevasen  el 
apellido  de  Deza  y  Garay  y  siempre  al  más  hábil,  y  por  falta  de  sus 
parientes  que  fuese  para  hij'-'S  del  lugar  á  oposición,  y  que  los  dichos  . 
Fray  Fidel  Arbalate  y  D.  Francisco  Tejero  fundaron  la  capellanía  insti¬ 
tuyendo  y  nombrando  primer  Capellán  á  D.  Ramón  Rodrigo,  conforme 
lo  había  dispuesto  el  testador,  y  ordenando  que  los  patronos  tuviesen 
obligación  en  caso  de  vacante  por  muerte  ó  renuncia  del  primer  Cape¬ 
llán  de  presentar  al  pariente  más  cercano  que  hubiese  del  testador  por 
línea  recta  de  los  padres  ó  abuelos  del  mismo  que  llevase  el  apellido  de 
Deza  ó  Garay,  declarando  á  continuación,  para  evitar  en  lo  sucesivo 
dificultades  en  la  justificación  del  entronque  y  parentesco,  los  parien¬ 
tes  que  existían  de  dicho  fundador  D.  Joaquín  Deza  y  Garay: 

Resultando  que  promovido  expediente  por  I).  Miguel  Gambón  con 
el  fin  de  que  se  declarase  la  excepción  de  los  bienes  dótales  de  la  cape¬ 
llanía  de  que  se  trata,  se  hizo  dicha  declaración  en  Real  orden  de  16  de 
Febrero  de  1875,  con  presentación  de  la  cual  y  de  un  árbol  genealógico 
para  acreditar  su  entronque  con  el  fundador  dedujo  Gambón  demanda 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Daroca  con  la  solicitul  de  que  se 
convocase  por  edictos  á  los  que  se  considerasen  con  derecho  á  los  bie¬ 
nes  de  la  capellanía,  y  tanto  en  el  caso  de  que  compareciese  algún  opo¬ 
sitor  como  en  el  de  no  haberlo,  se  le  adjudicasen  en  definitiva  dichos 
bienes  como  de  libre  disposición,  con  sus  productos  desde  la  muerte  del 
til  timo  Capellán,  fundándose  para  ello  en  que  dicha  capellanía  había 
sido  siempre  poseída  por  parientes  del  fundador,  y  había  sido  su  últi¬ 
mo  Capellán  D.  Diego  Gambón  Rodrigo,  su  tío  carnal,  que  había  falle- 
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cido  en  9  de  Setiembre  de  1872,  y  en  que  era  pariente  también  del  fun- 
dador  D.  Joaquín  Deza  y  Garay: 

Resultando  que  D.  Mariano  Mañancf  hizo  oposición  á  ¡a  capellanía 
alegando  que  era  el  pariente  más  inmediato  del  fundador,  pues  era  so¬ 
brino  del  primero  llamado  en  la  fundación  D.  Ramón  Rodrigo,  y  solici¬ 
tando  que  se  le  adjudicasen  los  bienes  dótales  de  la  misma  con  todos 
los  productos  desde  el  fallecimiento  del  último  Capellán,  y  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  24  de'Junio  de  1867;  y  también  se  presentó 
en  concepto  de  opositor  D.  Manuel  Cubero  y  Cuadrado,  Marqués  de 
Alcocebar,  invocando  su  cualidad  de  cuarto  nieto  de  D.  Antonio  Garay 
y  Doña  Felipa  González,  abuelos  maternos  del  fundador: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  emitió  dictamen 
el  Ministerio  fiscal  pidiendo  que  se  adjudicasen  les  bienes  de  la  cape¬ 
llanía  á  D.  Manuel  Cubero,  declarándola  subsistente,  y  debiendo  para 
entrar  en  posesión  de' ellos  justificar  en  forma  haber  hecho  la  conmu¬ 
tación  en  los  términos  dispuestos  en  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y 
en  el  Convenio  ley  de  24  de  Junio  de  1867: 

Resultando  que  en  5  de  Diciembre  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  -civil 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza  sentencia  confirmatoria,  adjudicando  á  Don 
Manuel  Cubero  y  Cuadrado  los  bienes  de  la  capellanía  fundada  por  Joa¬ 
quín  Deza  y  Garay  en  la  iglesia  parroquial  de  Paniza,  bajo  la  advoca¬ 
ción  de  Nuestra  Señora  del  Aguila,  con  los  frutos  y  rentas  producidos 
desde  la  muerte  del  último  Capellán  y  con  la  obligación  de  proceder  á 
la  conmutación  de  los  mismos  en  la  forma  establecida  en  el  Convenio 
ley  de  24  de  Junio  de  1867  y  en  la  instrucción  para  su  cumplimiento 
entrando  en  la  posesión  de  aquéllos  tan  pronto  como  esto  último  hu¬ 
biere  tenido  lugar: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de  casación 
el  Ministerio  fiscal  en  representación  del  Estado,  citando  en  su  apoyo 
como  infringidos: 

Io  EUrt.  4o  del  Convenio  ley  de  24  de  Junio  de  1867,  que  declara  que 
las  capellanías  reclamadas  después  del  Real  decreto  de  28  de  Noviembre 
de  1856  quedan  subsistentes,  en  el  concepto  de  que  la  de  que  se  trata  lo 
fuó  en  14  de  Noviembre  de  1876,  y  la  sentencia  no  sólo  prescinde  de 
aquella  declaración,  sino  que  virtualmente  se  contradice  al  no  aceptar 
el  considerando  8o  de  la  primera  instancia,  que  contenía  dicha  doctrina, 
por  cuya  ra>ón  no  puede  considerarse  comprendida  en  los  términos  en 
que  fué  confirmada : 

2o  El  art.  36  de  la  instrucción  de  25  de  Junio  de  1867,  conforme  al 
cual  la  facultad  de  los  Tribunales  está  limitada  á  la  declaración  del  me¬ 
jor  derecho -entre  los  parientes  para  intervenir  en  el  expediente  y  ha¬ 
cer  la  conmutación  de  que  habla  el  artículo  34;  pero  no  para  ídjudicar 
los  bienes  que  sin  necesidad  de  declaración  alguna  pasan  en  calidad  de 
libres  á  los  interesados  por  el  hecho  de  verificar  la  conmutación  confor¬ 
me  á  lo  establecido  en  el  art.  13  del  Convenio  anteriormente  litado; 

Y  3o  La  doctrina  establecida  eu  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  de  8  de  Abril  de  1881  y  28  de  Enero  de  1882,  que  guardan  per¬ 
fecta  relación  con  lo  establecido  en  el  fundamento  anterior,  en  las  cuales 
se  dió  lugar  á  los  recursos  que  las  motivaron,  declarando  que  no  pro¬ 
cedía  acceder  á  las  adjudicaciones  que  se  pretendían  en  las  respecti¬ 
vas  demandas: 

Resultando  que  Doña  Filomena  Mañano  y  Estrada  interpuso  asimis¬ 
mo  recurso  de  casación  por  considerar  infringidos: 
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Io  El  art.  Io  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  18 ti ,  que  dispone  que  los 
bienes  de  las  capellanías  colativas  á  cuyo  goce  estén  llamadas  ciertas  y 
determinadas  familias  se  adjudicarán  como  de  libre  disposición  á  los  in¬ 
dividuos  de  ellas  en  quienes  concurra  la  circunstancia  de  preferente  pa¬ 
rentesco,  según  los  llamamientos,  pero  sin  diferencia  de  sexo,  edad, 
condición  ni  estado;  por  cuanto  el  causante  de  la  recurrente  justificó' 
s,¡  entronque  y  parentesco  con  el  fundador  y  ser  sobrino  carnal  citado 
D.  Ramón  Rodrigo,  primer  Capellán  instituido,  y  por  consiguiente  en 
preferente  línea  y  grado; 

Y  ?°  El  art.  2o  de  la  misma  ley  que  dispone,  en  consonancia  con  lo 
dicho  en  el  anterior,  que  serán  preferidos  los  parientes  que  con  arreglo 
á  la  fundación  sean  de  mejor  línea,  y  entre  los  de  ésta  aquél  ó  aquéllos 
fiue  fuesen  de  grado  preferente;  y  que  cuando  se  hiciesen  los  llama¬ 
mientos  en  genera!  á  los  parientes  sin  distinguir  de  lineas  ni  grados, 
serán  preferidos  los  más  próximos  á  los  fundadores  ó  á  los  que  éstos 
señalasen  como  tronco: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando,  respecto  al  recurro  interpuesto  por  el  Ministerio  fis¬ 
cal,  que  el  art.  36  de  la  instrucción  de  25  de  Junio  de  1867  es  una  dis  - 
posición  de  carácter  general  aplicable  siempre  que  los  interesados  en 
nna  capellanía  que  debe  subsistir  con  sujeción  á  las  disposiciones  del 
Convenio  ley  de  24  de  Junio  de  dicho  año  no  conviniese  extrajudicial 
Y  amistosamante  en  lo  tocante  á  sus  respectivos  derechos  á  los  bienes 
que  forman  la  dotación  de  la  misma  capellanía:  y  que  en  circunstancias 
lates  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  determinar  con  arreglo  A 
la  legislación  observada  antes  del  Concordato,  el  derecho  controvertí 
do  y  fijar  en  su  caso  la  parte  alícuota  de  la  renta  que  deba  convertirse 
en  inscripciones  intrasferibles: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,- al  propio  tiempo  que  de¬ 
clara  á  favor  de  D.  Manuel  Cubero  el  derecho  preferente  á  los  bieDes 
de  la  capellanía  en  cuestión,  añade  que  no  podrá  entrar  en  posesión  de 
«Nos  hasta  que  haya  hecho  la  conmutación  prevenida  en  el  arreglo  con 
la  Santa  Sede,  y  con  estas  declaraciones  no  desconoce  la  subsistencia 
de  la  capellanía,  que. por  otra  parte  nadie  ha  puesto  en  duda’  ni  infrin¬ 
ge  los  artículos  citados  del  Convenio  ley  é  instrucción  de  1867  ni  las 
doctrinas  establecidas  en  las  resoluciones  de  este  Tribunal  Supremo  in- 
yocadas  en  el  tercer  motivo,  que  hubieran  sido  contrariadas  si  se  ad- 
jndicasen  al  recurrido  los  bienes  de  la  capellanía  puramente  y  sin  nin¬ 
guna  restricción: 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  de  Doña  Filomena  Mañano,  que 
’R  sentencia  no  infringe  los  artículos  Io  y  2o  de  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  4841,  puesto  que  según  la  apreciación  que  ha  hecho  la  Sala  senten¬ 
ciadora  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  resulta  de  un  modo 
evidente  consultados  los  árboles  genealógicos  traídos  al  pleito:  que 
en  el  recurrido  D.  Manuel  Cubero  concurren  todas  las  cualidades  que 
®egún  la  fundación  y  las  leyes  invocadas  le  dan  preferente  derecho  so¬ 
bre  los  demás  concurrentes  á  obtener  los  bienes  de  la  capellanía  litiga  - 
da,  y  contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ó  doctrina  legales  que  dicha 
^Rla  haya  podido  vulnerar,  limitándose  la  recurrente  á  sustituir  su  pro¬ 
pio  criterio  al  Tribunal  sentenciador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  los 
r?cursos  de  casación  por  infracción  "de  ley  interpuestos  por  el  Ministe¬ 
rio  fiscal  en  representación  del  Estado,  y  por  Doña  Filomena  Mañano  y 
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Estrada,  condenando  á  esta  última  al  pago  de  las  costas,  y  para  el  caso 
en  que  mejore  de  fortuna  al  de  1.000  pesetas  por  razón  de  depósito, 
que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Za¬ 
ragoza  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta¬ 
miento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  29  de  Noviembre  de 
i  883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Enero  de  1 884.) 
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Itecurso  de  casación  (29  de  Noviembre  de  1833). — Sala  pri¬ 
mera. — Pago  de  un  seguro. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Fran¬ 
cisco  G.  Camino  y  sobrino  con  la  Compañía  La  Unión  y  el  Fénix  Es¬ 
pañol  (Audiencia  de  Burgos),  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  en  uso  de  sus  exclusivas 
facultades  los  diferentes  hechos  y  elementos  probatorios ,  califica  el  si¬ 
niestro  marítimo  de  que  se  trata  de  naufragio  con  salvamento ,  y  la 
Compañía  aseguradora  sólo  responde ,  según  la  póliza  del  seguro ,  de 
pérdida  total  y  avería  gruesa’  evidente  es  que  no  es  aplicable  ni  se  in¬ 
fringe  por  la  sentencia ,  por  no  aplicarlo ,  el  art.  936  del  Coligo  de  Co¬ 
mercie i,  que  tiene  por  objeto  definir  lo  que  en  general  se  entiende  por  ave¬ 
ria  gruesa,  y  que  si  eso  no  obstante  se  cita  por  la  Sala,  no  es  para  anil¬ 
larlo,  sino  para  demostrar  que  en  combinación  con  el  913,  que  también 
se  cita,  constituyen  una  exceveión  de  la  regla  general,  que  impide  dar 
al  hecho  el  calificativo  de  averia  gruesa,  mereciendo  *ólo  el  de  naufra  • 
</io,  toda  vez  que  la  nave  llegó  náufraga  al  sitio  donde  se  la  hizo  enea  - 
llar,  y  allí  mismo  pereció  sumergiéndose’,  y  por  lo  expuesto,  al  absolver 
la  sentencia  de  la  demanda  á  la  Compañía  aseguradora,  no  infringe  di¬ 
chos  artículos  de  la  ley  mercantil,  ni  la  del  contrato: 

■  2o  Que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  945  y  946  del  ci¬ 
tado  Código,  porque  refiriéndose’ á  la  justificación  de  las  partidas  y  gas¬ 
tos  de  la  averia  gruesa,  rechazada  por  la  sentencia  esta  calificación  del 
siniestro,  es  inaplicable  contra  ella  la  doctrina  de  los  artículos  mencio¬ 
nados ;  además  de  que  el  reconocimiento  y  la  liquidación  A  que  el  re¬ 
curren 'e  se  contrae  es  ordinaria  entre  buque  y  carga,  de  lodo  punto  dis¬ 
tinta  á  la  liquidación  entre  el  asegurador  y  el  asegurado,  la  cual ,  sobre 
estar  sujeta  á  rectificación  con  arreglo  á  la  póliza,  constituye  la  verda¬ 
dera  materia  de  este  pleito  y  de  la  sentencia  que  lo  ha  resuello’, 

Y  3o  Que  los  motivos  que  parlen  d<¡  premisas  ya  desestimadas,  ca¬ 
recen  de  razón  de  ser  y  de  aplicación  al  caso. 

En  la  vlla  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Noviembre  de  1883,  en  el  jui¬ 
cio  arbitral  que  ante  Nos  pende  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  San¬ 
tander  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  Don 
Francisco  González  Camino  y  sobrino,  vecinos  y  del  comercio  de  San¬ 
tander,  representados  y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Manuel  Mar¬ 
tín  Vena  y  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  con  la  Compañía  de  se¬ 
guros  reunidos  La  Unión  y  el  Fénix  Español,  domiciliada  en  esta  ca¬ 
pital,  representada  por  el  Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Morayta, 
bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Tomás  Marú  Mosquera,  sobre  pago 
de  un  seguro: 
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Resaltando  que  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La  tTnión  y  el  Fé- 
D'x  Español,  por  medio  de  Subdirectores  en  Santander  hijos  de  Porrúa 
í  compañía,  aseguraron  según  póliza  fecha  Io  y  7  de  Setiembre  de  1880 
á  ios  Sres.  F.  G.  Camino  y  sobrino  por  cuenta  de  quien  correspondiera 
y  mediante  el  premio  de  1  por  100  la  cantidad  de  100.000  pesetas  del 
valor  de  2.990  barriles  y  3.000  sacos  de  ocho  arrobas  y  .230  sacos  de 
cuatro  arrobas  de  harina  de  primera,  cuyo  valor  total  era  de  246.000 
Pesetas,  cargadas  ó  á  cargar  debajo  de  cubierta  de  la  corbeta  Joaqui- 
Wni  de  bandera  española,  su  Capitán  el  que  fuese  de  viaje  de  Santander 
*  dos  puertos  Sur  ó  dos  puertos  Norte  de  la  isla  de  Cuba,  siendo  con¬ 
diciones  generales  de  la  póliza,  entre  otras:  primera,  la  Compañía  to¬ 
baba  á  su  cargo  con  arreglo  al  artículo  861  del  Código  de  Comercio 
todos  los  riesgos,  pérdidas  y  daños  que  pudieran  acaecer  á  las  merca¬ 
derías  aseguradas  conducidas  bajo  cubierta,  por  varamiento  ó  empeñó 
de  la  nave,  con  rotura  ó  sin  ella  por  tempestad,  naufragio,  abordaje 
casual,  cambio  forzado  de  ruta  ó  viaje,  por  echazón,  fuego  y  general¬ 
mente  por  todos  los  accidentes  y  riesgos  de  mar:  novena,  la  responsa¬ 
bilidad  de  la  Compañía  se  limitaría  únicamente  á  la  cantidad  asegurada 
en  la  póliza,  y  en  ningún  caso  se  acumularía  la  acción  de  avería  y  la 
de  abandono  por  siniestros  ocurridos  que  fueran  por  distintos  acciden¬ 
tes;  las  avenas  se  liquidarían  con  separación  las  gruesas  de  las  particu¬ 
lares,  haciéndose  la  clasificación,  arreglo  y  aprecio  según  dispone  el 
Código  de  Comercio;  los  gastos  de  averiguación  y  prueba  se  abonarían 
tan  sólo  en  el  caso  de  que  la  avería  en  sí  misma  á  cargo  de  la  Compa¬ 
ñía  y  antes  de  acumularle  los  citados  gastos  excediese  de  la  franqui- 
cia  qué  le  correspondía:  undécima,  las  averías,  daños  y  pérdidas  que 

arreglo  á  lo  estipulado  en  esta  póliza  fueran  á  cargo  de  la  Compa¬ 
ñía,  se  justificarían  en  la  plaza  de  Santander,  y  en  ella  se  verificaría  su 
Pago  sin  deducción  alguna  por  franquicia  cuando  excedieran  las  grue¬ 
sas  y  comunes  de!  3  por  100  y  las  simples  de  los  tipos  que  designan 
según  sus  clases  y  empaques  en  la  nomenclatura  que  la  póliza  contie- 
ñe;  y  décimacuarta,  las  indemnizaciones  á  que  daba  derecho  esta  póliza 
serían  satisfechas  á  los  10  días  de  aprobólo  el  arreglo  de  avería  ó  de 
admitido  el  abandono,  ó  del  resultado  definitivo  del  arbitraje  en  los  ca¬ 
sos  de  discordia,  rectificándose  por  la  Compañía  toda  liquidación  que 
ño  estuviese  hecha  con  arreglo  á  las  condiciones  estipuladas  en  esta 
Póliza  y  al  Código  de  Comercio,  siendo  condición  especial  que  en  este 
seguro  sólo  se  respondía  de  pérdida  total  ó  avería  general: 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  de  1880  salió  la  corbeta  Joaqui- 

del  puerto  de  Santander  con  rumbo  al  de  Cárdenas,  al  mando  de  su 
£spitán  D.  Juan  Antonio  de  Aralucea.  con  el  expresado  cargamento  de 
harinas,  consignado  á  la  orden  de  F.  Rafecas  y  compañía,  de  la  Habana; 
y  8egún  acta  de  protesta  consignada  por  dicho  Capitán  en  Cárdenas  á 
27  de  Noviembre  siguiente,  ampliada  en  6  de  Diciembre,  la  corbeta 
Joaquina,  durante  la  travesía  había  tenido  malos  tiempos  en  genera!, 
haciéndola  tumbar  y  trabajar  mucho,  por  lo  cual  remanecía  bastante 
agna  en  las  bombas,  que  aumentaba  ó  disminuía  según  arreciaba  ó  cal¬ 
caba  el  temporal:  que  así  siguió  el  buque  hasta  la  singladura  del  26  al 
y  de  Noviembre  en  que  tocó  con  los  arrecifes  del  bajo  Nicolás  y  Men¬ 
ino,  y  saliendo  á  flote  á  los  pocos  momentos  siguió  navegando  en  di¬ 
rección  al  puerto  de  Cárdenas,  entrando  á  las  ocho  de  la  mañana  del  27 
c°n  bandera  de  socorro,  y  llegado  el  práctico,  en  vista  de  que  había 
eñla  bodega  de  10  á  11  pies  de  agua  y  de  qae  no  podía  llegarse  dentro 
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del  puerto,  en  junta  dq  Oficiales  se  acordó  seguir  el  mismo  rumbo  has¬ 
ta  abarrancar  en  el  punto  más  próximo,  que  era  la  Punta  de  Hicacos, 
para  salvar  los  intereses  de  cargamento  y  buque  en  cuanto  fuera  posi  - 
ble:  que  inmediatamente  después  del  encallamiento  deliberado,  el  Ca¬ 
pitán  desembarcó  y  se  presentó  al  Ayudante  de  Marina  y  Capitán  del 
puerto  de  Cárdenas,  dándole  parte  del  siniestro  y  pidiéndole  auxilio 
para  él  salvamento  del  buque  y  carga:  que  en  vista  de  las  dificultades 
que  se  presentaban  para  hacer  la  descarga  con  la  urgencia  necesaria, 
se  acordó  por  unanimidad  en  junta  de  Oficiales  romper  la  cubierta  por 
varias  partes,  y  así  verificado  se  logró  sacar  1.787  barriles  y  2.939  sacos 
de  harina,  que  fueron  depositados  en  Cárdenas  en  estado- de  avería, 
procediéndose  también  al  salvamento  de  enseres  y  pertrechos  del  bu¬ 
que,  que  igualmente  fueron  depositados:  que  reconocida  la  carga  y 
fondos  del  buque  por  los  buzos,  manifestaron  que  éstos  estaban  estro¬ 
peados  á  consecuencia  de  la  varada,  y  que  no  era  posible  tapar  sus 
aberturas,  y  que  aquélla  estaba  deshecha;  y  después  de  sacado  todo  lo 
que  fué  posible,  en  junta  de  Oficiales  se  acordó  por  unanimidad  en  6  de 
Diciembre  hacer  abandono  del  resto  y  carga;  y  á  consecuencia  de  un 
Norte  muy  duro  durante  los  días  7,  8  y  9  desapareció  el  buque  y  loque 
contenía,  por  lo  que  no  pudo  verificarse  el  reconocimiento  que  el  Ca¬ 
pitán  había  solicitado  del  Juez  de  primera  instancia  para  ver  si  podía 
ser  rehabilitado  el  buque  y  seguir  su  marcha: 

Resultando  que  á  instancia  del  mismo  Capitán  se  acordó  el  recono¬ 
cimiento  de  los  efectos  salvados,  que  practicaron  dos  peritos,  que  de¬ 
clararon  que  un  50  por  100  de  la  harina  se  hallaba  completamente  ave¬ 
riado  é  inútil  para  la  panificación,  pudiendo  aplicarse  para  usos'indus- 
triales,  y  el  otro  50  por  100  podía  utilizarse  trasbasándolo  y  escogién¬ 
dolo,  y_  que  debía  procederse  á  la  enajenación  en  guarda  de  mayores 
perjuicios:  que  en  su  virtud  se  pidió  y  el  Juzgado  acordó  la  subasta  de 
las  harinas  y  pertrechos,  previo  avalúo  que  verificó  el  perito  designado 
por  el  Capitán  en  20.499  pesos;  acordándose  también  se  hiciera  saber  á 
F.  Rafécas  y  Compañía  que  se  iba  á  procederá  la  subasta  por  cuenta  de 
,quien  correspondiese  para  responder  del  flete  y  gastos  del  salvamento  y 
para  que  como  consignatarios  y  caso  de  haber  hecho  abandono,  manifes¬ 
tasen  quiénes  eran  los  representantes  de  las  Compañías  aseguradoras,  á 
los  cuales  se  haría  la  misma  instrucción  por  si  querían  mostrarse  par¬ 
te,  y  en  su  virtud  se  notificó  á  la  referida  Sociedad  y  á  los  agentes  de 
las  Compañías  Belfoz  y  compañía  que  lo  eran  de  La  Reunión  y  La  Unión 
y  el  Fénix  Español,  y  á  D.  Aquilino  Ordóñez  que  lo  eran  del  Lloyd 
Suizo,  manifestando  Belfoz  y  compañía  que  sus  atribuciones  eran  sólo 
reconocer  las  averías  y  dar  cuenta,  y  que  careciendo  por  tanto  hasta 
entonces  de  intrucciones,  so  abstenía  de  contestar  á  lo  que  se  le  pre¬ 
guntaba: 

Resultando  que  en  14  de  Febrero  de  1881  el  Capitán  Aralucea  di rí— 
gó  una  instancia  al  Comasdante  general  de  Marina,  exponiendo  que  se 
había  puesto  de  acuerdo  con  les  salvadores  de  la  carga  y  pertrechos  de 
la  barca  en  la  remuneración  que  había  de  abonarles,  y  les  había  paga¬ 
do  lo  convenido,  como  apareua  délos  justificantes  qne  acompañaba, 
autorizado  por  los  salvadores  y  representantes  de  las  Compañías  ase 
guradóras,  entre  ellos  Belfoz  y  compañía,  que  lo  era  de  la  Unión  y  el 
Fénix  Español,  y  pidió  se  ordenase  la  terminac:ón  y  sobreseimiento 
del  expediente  de  salvamento  y  se  le  entregasen  las  harinas  y  efectos 
salvados;  y  acreditado  además  por  el  Capitán  haber  satisfecho  á  la  Ad- 
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toinistración  de  la  Aduana  los  derechos  correspondientes,  se  dió  por 
terminado  el  expediente,  y  se  mandó  hacer  entrega  de  las  mercancías 
a*  Capitán  Aralucea  por  e!  Ayudante  de  Marina,  como  así  se  verificó 
®n  4  de  Marzo;  y  en  su  consecuencia  dicho  Capitán  acudió  al  Juzgado 
de  primera  instancia,  solicitando  que  previa  audiencia  del  Promotor 
fiscal  se  le  admitiese  la  subasta  voluntaria  de  lasharinas  y  pertrechos; 
a*í  acordado,  tuvo  efecto  el  remate,  adjudicándose  á  los  mejores  pos¬ 
ares  las  harinas  por  la  cantidad  de  17.500  pesos  oro,  y  la  parte  de  ve¬ 
lamen  y  casco  salvados  de  la  barca  en  1.2(52  pesos  oro,  consignándose 
Por  los  compradores  dichas  cantidades: 

Resultando  que  en  28  del  repetido  mes  de  Marzo  de  1 881 ,  á  solici— 
l&d  del  Capitán  Aralucea  dispuso  el  Juez,  de  conformidad  con  los  ar¬ 
tículos  945  y  946  del  Códigó  de  Comercio,  proceder  á  la  liquidación  de 
*a  avería  del  cargamento,  teniendo  por  nombrado  perito  de  parte  del 
Capitán  á  D.  Manuel  Antonio  Ontaura,  y  que  se  intimase  á  Pedemonte 
y  Compañía,  consignatarios  de  la  barca  Joaquina ,  para  que  designa¬ 
sen  el  suyo,  bajo  apercibimiento  que  de  no  hacerlo  se  designaría  por  el 
juzgado;  y  habiendo  manifestado  aquellos  señores  carecer  de  instruc¬ 
ciones  para  elegir  peritos  y  que  renunciaban  á  su  nombramiento,  se 
fiizo  de  oficio  por  e!  Juez  en  D.  Juan  F.  Tourentegui,  y  se  libró  exhor 
to  á  uno  de  los  Juzgados  de  la  Habana  para  que  se  hiciera  saber  á  los 
^presentantes  de  las  Compañías  aseguradoras,  entre,  ellos  á  Belfoz  y 
compañía  por  La  Unión  y  el  Fénix  Español,  quejé  estaba  procediendo 
a*  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería,  para  lo  cuai  habían  sido 
nombrados  peritos  liquidadores,  y  que  dentro  de  segundo  día  nombra¬ 
sen  otro  que  le  representara;  bajo  apercibimiento  de  tenerles  por  con¬ 
formes  con  los  nombrados;  lo.que  les  fué  notificado  en  9  de  Abril: 

Resultando  que  los  liquidadores  Ontaura  y  Tourentegui  presenta¬ 
ron  al  Juzgado  en  6  de  Junio  la  operación  de  liquidación  de  averías  y 
distribución  de  gastos  ocasionados  con  el  encallamiento  deliberado  de 
'a  barca  Joaquina ;  y  después  de  hacer  una  relación  del  viaje,  ocasio- 
ne«  del  siniestro  y  actuaciones  practicadas,  consignaron  que  si  bien 
pendido  á  los  principios  generales  sentados  én  los  artículos  935,  936  y 
9^7  del  Código  de  Comercio,  teniendo  presente  los  artículos  943  y  944 
y  la  opinión  de  autores  respetables,  conceptuaban  el  caso,  en  cuanto  á 
la  determinación  tornada  por  el  Capitán  de  embarrancar  el  buque  de- 
‘'beradamente,  de  avería  gruesa,  y  como  el  producto  de  lo  salvado  no 
*lcanzaba  para  completar  los  gastos  de  salvamento  y  flete,  se  concre- 
taban  á  hacer  la  liquidación  de  los  gastos  ocasionados  con  motivo  del 
S|niestro:  que  aunque  mirado  bajo  el  punto  de  vista  general  pudiera 
^«timarse  alguno  de  los  gastos  originado  después  de  salvado  y  deposi¬ 
tado,  había  de  liquidarse  como  avería  particular  de  cada  cosa  salvada; 
y  siendo  este  caso  extraordinario,  lógicamente  los  perjuicios  y  gastos 
c°rrespondían  al  interés  común,  y  opinaron  que  los  gastos  debían  ser 
contribuidos  por  la  masa  común  salvada,  tanto  de  la  carga  como  del 
buque  y  el  flete,  con  deducción  de  éste  los  sueldos  del  Capitán  y  tri- 
Pulacióu  y  según  costumbre  general  se  estima  en  la  mitad  de  su  im¬ 
porte,  menos  los  derechos  de  la  Aduana  y  práctico  que  cada  particular 
satisfacer  como  gasto  particular;  para  la  distribución  según  de¬ 
termina  el  art.  956  y  preceptúa  el  segundo  inciso  del  949  del  Código  • 
oe  Comercio,  estimaron  que  Ix  carga  y  parte  del  buque  salvado  habían 
be  contribuir  con  el  valor  producido  en  el  t<  mate  y  el  flete  con  la  mi- 
lab,  pasando  después  á  la  distribución  y  liquidación  que  comprende  va-  ' 
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rías  partidas  por  gastos  de  salvamentos,  almacenajes,  costas  y  gastos 
de  los  expedientes,  sueldo  del  Capitán  y  extraordinario  de  la  tripula¬ 
ción,  derechos  de  Aduana,  practicaje,  etc.,  arroja  un  total  de  gastos 
de  17.837  pssos  oro  12  centavos,  de  los  que  15.930  pesos  75  centavos 
eran  gastos  comunes;  y  que  por  consiguiente  correspondía  contribuir 
en  la  debida  proporción  las  harinas  salvadas  con  13.648  pesos  15  cen¬ 
tavos,  los  pertrechos  del  buque  con  983  pesos  10  centavos  y  el  flete 
con  1.299  pesos  50  centavos,  con  lo  que  dieron  por  terminada  la  liqui¬ 
dación,  con  arreglo  á  las  leyes,  usos  y  costumbres  del  país: 

Resultando  que  por  auto  de  7  de  Junio  se  mandó  poner  de  manifies¬ 
to  á  los  interesados  la  liquidación  por  términO’de  tres  díasá  los  efectos 
del  art.  961  del  Código  de  Comercio,  y  que  se  hiciera  saber  al  Promo¬ 
tor  fiscal  y  á  Pedemonte  y  compañía;  hechas  las  notificaciones,  contes¬ 
tó  el  Gerente  de  ésta  que  no  teniendo  ninguna  intervención  como  con¬ 
signatarios  de  la  barca,  nada  tenía  qne  ver  con  la  liquidación;  y  pasa¬ 
dos  los  tres  días  sin  que  los  interesados  presentes  ni  por  la  representa¬ 
ción  de  los  ausentes  se  hubiera  hecho  impugnación  alguna,  por  auto 
motivado  de  12  del  repetido  mes  de  Junio  de  4881  se  aprobó  la  liquida¬ 
ción  y  distribución  de  la  avería  cuando  había  lugar  en  derecho;  conde¬ 
nándose  á  los  interesados  á  estar  y  pasar  por  dicha  liquidación;  cuyo 
auto  fué  notificado  al  Capitán  Aralucea,  al  Promotor  fiscal  y  á  Pede- 
monte  y  compañía: 

Resultando  que  en  20  de  Setiembre  de  1881  D.  Francisco  G.  Cami¬ 
no  y  sobrino  demandaron  en  acto  de  conciliación  á  la  Compañía  de  se¬ 
guros  reunidos  La  Unión  y  el  Fénix  Español,  representada  en  Santan¬ 
der  por  el  Subdirector  hijo  de  Porrúa  y  compañía,  y  á  la  Soeiedad  La 
Reunión,  representada  por  D.  Florentino  Gargollo:  para  que  los  pri¬ 
meros  le  pagasen  la  cantidad  de  368.521  rs.  54  y  medio  céntimos  que 
le  correspondía  pagar  de  las  10.000  pesetas  que  tenía  aseguradas  del 
cargamento  de  harinas  de  la  corbeta  Joaquina  por  la  averia  gruesa  que 
sufrió  en  las  costas  de  Cárdenas  á  virtud  de  encallamiento  deliberado 
según  liquidación  practicada  y  aprobada  por  el  Juzgado  de  Cárdenas,  ó 
en  otro  caso  se  presentarán  á  nombrar  árbitros,  ya  que  no  Ip  habían 
conseguido  hasta  entonces,  y  los  demandados  hijo  de  Porrúa  y  compa¬ 
ñía  se  conformaron  con  el  nombramiento  de  árbitros,  reservándose  ale¬ 
gar  las  excepciones  que  les  interesase  en  el  juicio  correspondiente;  y  en 
su  consecuencia  en  22  de  Noviembre  de  dicho  año  de  1 S8 1  D.  Francis¬ 
co  G.  Camino  y  D.  Marcial  Camino,  como  socio  de  la  titulada  Francis¬ 
co  G.  Camino  y  sobrino,  y  los  Sres.  Hijo  de  Porrúa  y  compañía,  Sub¬ 
directores  de  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La  Únión  y  El  Fénix 
Español,  otorgaron  escritura  sometiendo  á  la  decisión  de  árbitros  el 
punto  consignado  en  el  referido  acto  conciliatorio,  y  designaron  al 
efecto  como  árbitros  los  primeros  al  Licenciado  D.  Manuel  Mazarrasa, 
la  representación  de  La  Unión  y  el  Fénix  Español  á  D.  Tomas  E.  de 
Agüero;  quedando  elegido  por  sorteo  como  tercero  el  Licenciado  Don 
José  Suárez  Quínez: 

Resultando  que  aceptado  el  cargo  por  los  tres  árbitros,  acordaron 
que  las  partas  formularen  sus  pretensiones  y  presentaran  los  documen¬ 
tos  en  que  las  apoyaran,  señalándoles  para  ello  el  término  de  29  días, 
que  fué  prorrogado  hasta  40;  y  en  su  virtud  en  18  de  Febrero  de  1882 
por  parte  de  D.  Francisco  G.  Camino  y  sobrino  se  presentó  demanda 
pretendiendo  se  declarase  que  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La 
Unión  y  el  Fénix  Español,  como  aseguradora  que  fué  de  100.000  pese- 
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tas  del  mayor  importe  qae  tenía  el  cargamento  de  harinas  embarcada 
en  la  goleta  Joaquina  con  destino  i  la  isla  deCuba,  y  se  perdió  por 
consecuencia  del  encallamiento  voluntario  qúe  hizo  su  Capitán  en  las 
cestas  de  Cárdenas,  estaba  obligado  á  pagarla  cantidad  que  proporcio- 
nalmente  le  correspondía  por  averías  gruesas  de  las  246.000  pesetas 
que  importaba  todo  el  cargamento  con  arreglo  á  la  póliza  de  su  asegu¬ 
ración,  y  en  consecuencia  condenar  á  dicha  Compañía  y  en  su  repre¬ 
sentación  á  los  Sres.  Hijo  de  Porrúa  y  compañía  al  pago  de  368.521 
reales  54  y  medio  céntimos,  ó  92.130  pesetas  38  céntimos,  más  los 
intereses  legales  devengados  desde  el  acto  conciliatorio  y  que  se  de¬ 
vengaren  hasta  su  efectivo  pago,  que  deberían  verificar  á  los  de¬ 
mandantes  en  los  10  días  siguientes  al  en  que  fuese  firme  la  senten¬ 
cia,  con  las  costas  causadas  y  que  se  causaren;  para  lo  cual  por  resol¬ 
lado  de  los  antecedentes  relacionados  alegó  que  si  por  la  condición 
•4  de  la  póliza  la  Compañía  tenía  derecho  para  rectificar  en  Santander 
*oda  liquidación  que  no  estuviese  hecha  con  arreglo  á  las  condiciones 
estipuladas  en  la  póliza  y  al  Código  de  Comercio,  debió  reclamarlo  y 
Usar  de  su  derecho  dentro  del  término  de  10  días'de  aprobado  el  arre¬ 
glo  de  acciones  en  que  debía  pagar  la  indemnización  á  la  vista  de  los 
documentos  justificativos  que  se  le  pasaron  el  6  de  Agosto  conforme  á 
la  misma  condición;  y  no  habiéndolo  hecho,  debía  mantenerse  la  que  se 
Practicó  y  aprobó  en  Cárdenas,  porque  tenía  fuerza  ejecutiva  según  el 
art.  961  del  Código:  que  si  los  aseguradores  podían  contradecir  los  he- 
ohoa  en  que  se  apoya  la  demanda  de  asegurados,  les  correspondía  su 
Prueba,  y  esto  no  podiía  recaer  sobre  la  clasificación  quede  bs  averías 
se  hiciera  en  lo  aprobado  por  el  Tribunal  competente,  sino  sobre  la  rece 
tificación  de  su  liquidación  particular  ó  de  lo  que  les  correspondía,  ha¬ 
biéndolo  solicitado  y  probado  en  su  día:  que  las  averías  causadas  eu 
este  siniestro  fueron  bien  clasificadas  de  gruesas  con  arreglo  al  art.  93S 
del  Código  de  Coraereio,  en  su  principio  general  y  en  sus  particulares 
incisos  6o  y  Io  como  deliberadamente  causadas:  que  si  bien  se  salvaron 
algunos  efectos  del  cargamento  vendidos  en  subasta  pública,  no  al¬ 
anzando  su  importe  á  cubrir  los  gastos  del  salvamento,  averiguación 
y  prueba,  que  deben  ser  abonados  por  la  Compañía  aseguradora,  se¬ 
gún  las  condiciones  9a  y  11  de  su  póliza,  resultaba  haber  sido  para  el 
asegurado  una  pérdida  total  procedente  de  las  averías  gruesas,  y  res¬ 
pondía  de  ellas  la  Compañía  por  la  condición  especial  expresada  en  su 
contrito  de  aseguración,  en  consonancia  con  la  condición  Ia  general: 
íue  justificadas  cual  se  hallan  las  averías  y  sus  gastos  de  averiguación 
y  prueba,  y  por  su  liquidación  aprobada  estaba  demostrado  lo  que  á  la 
Compañía  correspondía  pagar  proporcionalmente  con  arreglo  á  lo  dis - 
Puesto-en  el  art.  867  del  Código,  y  que  debió  satisfacer  á  los  10  días  de 
habérsele  comunicado  los  documentos  justificativos  con  el  arreglo  de 
Retías  aprobado,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  881  del  Código  y 
“  las  condiciones  14  y  15  de  su  póliza,  y  que  debía  también  pagar  los 
intereses  legales,  ínterin  no  lo  verificasen  del  capit  I  reclamado,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  los  artículos  261,  881  y  883  del  Código  de 
Comercio  y  á  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo, 
8I  menos  desde  el  acto  conciliatorio,  con  las  costas  á  que  había  dado 
Jngar  por  su  reconocida  temeridad  y  manera  de  proceder,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  la  ley  de  Partida: 

Resultando  que  en.18  del  precitado  mes  de  Febrero  presentó  escrita 
la  representación  de  La  Unión  y  el  Fénix  Español,  solicitando  se  le  ab- 
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solviera  de  cualquiera  pretensión  que  se  formulase  de  contrario  que  no 
fuese  por  gastos  especiales  y  legítimos  de  salvamento  particular  del 
cargamento  de'harinas  en  la  proporción  que  justamente  le  correspon¬ 
diera  por  su  seguro,  previa  rectificación  por  dicha  Compañía  de  la  li¬ 
quidación,  con  imposición  da  costas  á  la  otra  parte;  para  lo  cual  expu¬ 
so,  refiriéndose  A. los  antecedentes  relacionados,  que  suponiendo  la  va¬ 
lidez  de  la  escritura  de  compromiso  sin  conocer  la  demandada  si  la  ac¬ 
ción  que  se  intentaba  ejercitar  por  los  asegurados  contra  la  misma  re¬ 
clamándola  368.521  rs.  54  y  medio  céntimos  á  que  se  refería  el  acto 
conciliatorio  es  por  el  concepto  de  abandono,  de  avería  gruesa  ó  ave¬ 
ria  simple,  no  le  era  posible  alegar  excepciones  fnás  concretas  que  anu¬ 
lasen  por  completo  tan  absurda,  infundada  é  ilegal  pretensión:  que 
refiriéndose  G.  Camino  y  Sobrino  en  el  acto  conciliatorio  y  escritura  de 
compromiso  á  una  liquidación  practicada  por  peritos  en  el  Juzgado  de 
Cárdenas  sin  intervención  de  la  demandada,  no  excedía  de  13.648  pe¬ 
sos  15  centavos,  ó  sean  272.963  rs..  la  cantidad  por  la  que  éstos  consi¬ 
deraron  siquiera  erróneamente  debí *n  contribuir  los  aseguradores  por 
gastos  y  deudas  de  salvamentos  del  cargamento  de  harinas,  en  la  que 
La  Unión  y  el  Fénix  Español  aseguraron  próximamente  dos  quintos, 
sin  que  por  lo  mismo  pudiera  presumirse  el  fundamento  de  la  tan  enor¬ 
me  diferencia  que  le  fué  reclamado  en  aquel  acto:  que  era  más  absur¬ 
da  la  reclamación  del  acto  conciliatorio  mientras  no  se  expresasen  cott 
más  claridad  G.  Camino  y  sobrino;  teniendo  en  cuenta  que  apenas  ex¬ 
cedía  de  3  500  duros  la  totalidad  do  los  gastos  y  deudas  que  en  su  ca¬ 
so  correspondieran  al  salvamento  de  parte  de  la  carga  de  la  corbeta 
Joaquina,  hecha  deducción  de  los  que  no  son  legítimos,  y  que  la  de¬ 
mandada  soiamente  tendría  que  contribuir  con  unas  dos  quintas  partes 
próximamente  de  esa  suma  en  proporción  á  la  cantidad  por  ella  asegu¬ 
rada;  que  cualquiera  que  fuese  el  concepto  y  fundamento  por  el  que  se 
reclame  y  acción  que  en  su  virtud  se  ejercite,  no  podía  menos  de  ser 
improcedente  ó  injusta  si  no  se  limitaba  á  los  gastos  legítimos  pura- 
imente  del  salvamento  particular  del  cargamento  del  buque  náufrago, 
previa  rectificación  de  la  liquidación  de  la  Compañía  aseguradora  se¬ 
gún  la  condición  14  de  la  póliza: 

Resultando  que  al  contestar  los  demandantes  al  escrito  de  la  Com¬ 
pañía  demandada  reprodujeron  los  hechos,  fundamentos  legales  y  pre¬ 
tensión  de  la  demanda;  é  impugnando  la  parte  de  La  Unión  y  el  Fénix 
Español,  las  pretensiones  de  los  actores,  pidieron  que  se  declarase  en 
primer  término  que  no  ha  existido  averia  gruesa,  sino  un  naufragio  de 
la  corbeta  Joaquina,  con  salvamento;  que  no  es  procedente  ni  admisi¬ 
ble  el  abondono  de  las  harinas  aseguradas  por  dicha  Compañía,  si  esto 
es  lo  que  en  rigor  se  proponían  los  aseguradores;  y  en  segundo  térmi¬ 
no  que  la  Compañía  demandada  sólo  es  responsable  de  una  parte  pro¬ 
porcional  en  los  gastos  especiales  y  legítimos  de  salvamento  de  la  car¬ 
ga  asegurada,' ó  sea  por  lanchas,  jornales,  guardería  y  otros  análogos 
de  las  harinas  salvadas  del  naufragio  previa  rectificación  por  la  Com¬ 
pañía  de  la  liquidación  hecha  en  Cárdenas,  rectificación  tanto  más  ne¬ 
cesaria  y  procedente,  si,  como  no  es  de  esperar,  acordasen  los  árbitros 
que  I  >s  gastos  de  salvamento  de  pertrechos  del  buque  y  carga  deben 
reunirse  en  carga  comúi  como  lo  han  hacho ‘los  liqui  la  lores;  absol¬ 
viendo  en  su  virtud  á  la  Compañía  de  la  pretensión  deducida  por  G. 
Camino  y  sobrino,  en  todas  sus  partes;  y  mandando  que  en  el  último 
caso  sea  la  declaración  que  últimamente  se  proponía,  se  rectificase  por 
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la  Compañía  la  liquidación  hecha  en  Cárdenas,  con  imposiciórf  de  cos- 
tas  á  G.  Camino  y  sobrinos,  y  al  efecto  reprodujo  los  hechos  y  funda¬ 
mentos  de  derecho  de  su  anterior  escrito,  adicionando  éstos  con  varias 
consideraciones  deducidas  de  la  doctrina  consignada  por  sentencia.de 
e?te  Tribunal  Supremo  de  23  de  Abril  de  1 804,  26  de  Abril  y  27  de  Di¬ 
ciembre  de  1871,  24  de  Enero  de  1872  y  23  de  Junio  de  1880,  artículos 
-^7,  961  y  966,  párrafo  primero,  artículos  736,  970,  943  y  985  del  Có¬ 
digo  de  Comercio: 

Resultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba  y  practicadas  las  que 
Ja«  partes  propusieron  en  8  de  Julio  de  1882,  los  árbitros  dictaron  sen¬ 
tencia  declarando  que  la  Compañía  de  seguros  reunidos  La  Unión  y  el 
Fénix  Español,  como  aseguradora  quedué  por  100.000  pesetas  del  ma¬ 
yor  valor  que  tenía  el  cargamento  de  harinas  embarcado  en  la  corbeta 
Joaquina  con  destino  á  la  isla  de  Cuba,  está  obligada  á  pagar  la  canti¬ 
dad  que  proporcionalmente  le  corresponde  por  la  avería  gruesa  que  su¬ 
frió  dicho  cargamento  en  las  246.000  pesetas  que  importaba  la  totalidad 
del  seguro;  y  en  su  consecuencia  condenaron  á  dicha'  Compañía,  y  en 
*a  representación  á  los  Sres.  Hijo  de  Porrúa  y  Compañía,  al  inmedia¬ 
to  Pago  á  D.  Francisco  G.  Camino  y  sobrino  de  la  cantidad  de  92.130 
Pesetas  38  céntimos  ó  intereses  del  6  por  100  sobre  esta  suma  desde  el 

de  Setiembre  de  1881  en  que  se  celebró  el  acto  conciliatorio  hasta  el 
d*a  en  que  aquel  pago  tenga  lugar,  con  las  costas  á  la  Compañía  de¬ 
mandada;  y  el  árbitro  D.  Tomás  C.  Agüero  emitió  voto  particular  re¬ 
vivado,  por  el  que  desestimando  la  demanda  producida  por  F.  G.  Ca¬ 
mino  y  sobrino  absolvió  de  ella  á  la’Compañía  de  seguros  .reunidos  La 
Unión  y  el  Fénix  Español,  imponiendo  las  costas  á  los  primeros: 

Resultando  que  la  Compañía  demandada  interpuso  recurso  de  nuli¬ 
dad  y  apelación,  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  y  sustanciada  la 
alzada,  la  Sala  de  lo  civil,  por  sentencia  de  22  de  Febrero  último,  re¬ 
bocando  la  apelada  y  absolviendo  á  la  Sociedad  La  Unión  y  el  Fénix 
Español  de  la  reclamación  deducida  contra  ella  por  la  titulada  D.  Fran  - 
msco  G.  Camino  y  sobrino,  la  condenó  á  que,  previa  rectificación  por 
a  misma  de  la  liquidación  practicada  por  los  peritos,  abone  á  la  última 
,a  Parte  proporcional  que  le  corresponde  del  seguro  de  100.000  pesetas 
en  el  total  valor  de  las  246.000  del  cargamento  de  la  corbeta  Joaquina, 
P°r  los  4.700  pesos  ó  la  cantidad  que  importa  lo  gastado  en  el  salva¬ 
mento  de  las  harinas  vendidas  en  Cárdenas,  sin  hacer  especial  conde¬ 
nación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Francisco  G.  Camino  y  sobrino  interpusieron  re¬ 
curso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

í°  Que  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  á  La  Unión  y  e|  Fénix  Es- 
Pañol  de  indemnizar  la  avería  gruesa  de  la  goleta  Joaquina ,  conside¬ 
rando  que  no  existió  tal  avería,  ha  infringido  el  art.  936  del  Código  de 
^■omercio,  según  el  que  son  averías  gruesas  ó  comunes  todos  los  gas 
l°s  y  daños  que  se  causen  deliberadamente  para  salvar  el  buque,  car¬ 
gamento  ó  algunos  efectos  de  éste  de  un  riesgo  conocido  y  efectivo, 
Pues  si  se  reconoce  que  el  riesgo  era  conocido  y  efectivo,  que  se  enca¬ 
dó  para  salvarse  y  que  de  ello  resultó  daños  y  gastos,  debió  considerar 
HUe  hubo  avería  común  y  condenar  á  La  Unión  y  Fénix,  aseguradora 
Qe  tales  averías: 

.**  Que  á  la  infracción  del  art.  936  del  Código  de  Comercio  ha  con- 
‘Dbuído  la  inteligencia  errónea  y  aplicación  indebida  del  943  que  cita 
la  sentencia,  pues  éste  como  de  excepción  no  puede  aplicarse  á  otro 
tomo  53  23 
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caso  que  al  para  que  fué  dictado,  y  nunca  debió  serlo  al  de  la  goleta 
Joaquina  que  se  salvó  del  riesgo  de  sumergirse  en  el  mar  embarrancan¬ 
do  con  todo  su  cargamento;  y  como  la  ley  es  infringida  siempre  que  se 
haoe  aplicación  de  ella  á  cosa  ó  caso  para  los  que  no  fué  dictada,  re¬ 
sulta  también  infringido  el  art.  943  del  Código  de  Comercio: 

3o  Que  también  se  había  infringido  la  ley  del  contrato,  por  que  La 
Unión  y  el  Fénix  aseguraron  de  avería  gruesa  el  cargamento  de  la/00' 
quina ;  tal  avería  gruesa  fueron  los  daños  del  cargamento  y  gastos  que 
sobrevinieron  del  encalle,  y  á  indemnizarlos  venía  obligada  por  su  con¬ 
trato  la  Compañía  aseguradora;  y  la  sentencia,  sin  embargo,  la  absuel¬ 
ve  del  pago  de  la  averia  y  la  condena  solamente  al  de  salvamento  de 
naufragio: 

4o  Que  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  á  la  Compañía  asegurado¬ 
ra  del  pago  de  avería  y  condenarla  al  de  salvamento,  califica  de  nau¬ 
fragio,  esto  es,  de  avería  simple  la  que  de  su  expediente  resulta  re¬ 
putada  y  aprobada  como  averia  gruesa;  y  resulta  infringido  el  ar¬ 
tículo  445  del  Código,  en  cuanto  dispone  que  la  justificación  de  las  pér¬ 
didas  y  gastos  que  constituya  la  avería  común  se  liará  en  el  puerto  de 
la  descarga,  y  el  940  que  previene  que  el  reconocimiento  y  liquidación 
de  la  avería  y  su  importe  se  verificará  por  peritos;  que  á  propuesta  de 
los  interesados  ó  sus  representantes,  ó  bien  de  oficio,  si  éstos  no  lo  hi¬ 
ciesen,  nombraría  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  puerto  de  la 
descarga,  puesto  que  no  sería  el  Juzgado  de  Cárdenas  sino  la  Audien¬ 
cia  de  Burgos  quien  hubiera  recon.ocido  y  liquidado  la  avería  de  la  go¬ 
leta  Joquina  de  no  prosperar  el  recurso: 

5o  Que  en  la  cláusula  9a  de  la  póliza  se  establece  que  la  calificación 
y  reparto  de  las  averías  se  hagan  como  dispone  el  Código  de  Comercio, 
y  por  la  cláusula  14  la  aseguradora  obligóse  á  pagar  las  indemnizacio¬ 
nes  á  los  10  días  de  aprobado  el  reglamento  de  avería  del  cargamento 
asegurado,  "debió  reglarse  como  se  hizo  en  Cárdenas,  y  pagarse  á  los  1^ 
días  del  en  que  se  dictó  el  auto  aprobando  dicho  reglamento,  pues  si* 
bien  La  Unión  y  el  Fénix  se  reservó  el  derecho  de  ratificar  toda  liqui¬ 
dación  que  no  estuviese  con  arreglo  á  las  condiciones  estipuladas  y  a* 
Código  de  Comercio,  tal  reserva  y  rectificación  no  pudo  hacerse  sino 
en  los  Í0  días  siguientes  al  en  que  se  aprobó  por  el  Juzgado  de  Cárde¬ 
nas  el  reglamento  de  averia;  y  la  sentencia  que  lejos  de  declararlo  asi, 
falta  como  si  constituyera  naufragio,  esto  es,  avería  simple,  la  que  del 
expediente  instruido  con  citación  de  los  representantes  de  la  asegura¬ 
dora  resulta  ser  avería  común,  ha  cometido  además  de  las  infracciones 
citadas  las  de  las  cláusulas  9a  y  14  de  la^ póliza ,  pue  es  ley  de  todo  con¬ 
trato  de  seguro: 

6o  Que  al  desconocer  la  Sala  sentenciadora  la  fuerza  ejecutiva  del 
auto  del  Juzgado  de  Cárdenas  que  aprobó  la  clasificación,  liquidación 
y  reparto  de  la  averia,  infringe  el  art.  861  del  Código  de  Comercio,  se- 

f;ün  el  que  el  reglamento  de  avería  es  ejecutivo  apenas  sobre  él  recae 
a  aprobación  del  Juzgado,  y  la  jurisprudencia  consignda  por  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  sentencia  de  12  de  Noviembre  de  1872,  según  la  qo* 
sustanciada  la  justificación  de  la  avería  hasta  la  aprobación  judicial  de 
la  liquidación  y  designación  de  la  cantidad  que  á  cada  interesado  co¬ 
rrespondía  satisfacer  con  citación  de  los  consignatarios  de  la  Compañía 
aseguradora  lo  mismo  que  con  todos  los  demás  interesados  y  Promotor 
fiscal,  y  habiéndose  consetido  por  todos  la  providencia  que  terminó 
esa  justificación,  no  puede  después  la  Compañía  oponerse  legalmento 
al  cumplimiento  de  la  misma: 
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7o  Que  igualmente  se  ha  infringido  la  jurisprudencia  sentada  por 
fcste  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  28  de  Octubre  de  *1867,  de  que 
jas  acciones  que  se  fundan  en  la  nulidad  de  un  acto  ó  documento  pú¬ 
blico  y  solemne,  no  pueden  ejercitarse  útilmente  sin  que  primero  se 
demande  ó  haya  obtenido  la  declaración  de  dicha  nulidad;  y  la  consig¬ 
nada  en  sentencias  de  17  de  Diciembre  de  1873  y  6  de  Febrero  de  1874, 
de  que  lo  primero  que  debe  pedirse  legal  y  directamente  es  la  decla¬ 
ración  de  tal  nulidad,  sin  lo  cual  nada  puede  decidirse  sobre  ella  en  la 
sentencia;  porque  para  que  pudieran  prevalecer  las  excepciones  de  La 
Unión  y  el  Fénix  sobre  la  acción  de  los  recurrentes,  se  necesitaba  em¬ 
pezar  por  pedir  la  declaración  previa  de  la  nulidad  del  auto  ejecutivo 
del  Juzgado  de  Cárdenas,  y  ni  fué  pedida,  ni  pudo  por  lo  tanto  decla¬ 
rarla  el  Tribunal  de  los  árbitros  ni  la  Sala  sentenciadora,  y  en  efecto, 
ni  uno  ni  otra  lo  han  declarado  al  menos  expresamente;  y  sin  embar¬ 
co  hay  en  este  asunto  un  auto  válido  y  con  fuerza  ejecutiva  y  una 
sentencia  que  lo  contraría  sin  declararle  previamente  nulo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  JoséBalbino  Maestre: 
Considerando'que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  uso  de  sus 
exclusivas  facultades  los  diferentes  hechos  y  elementos  probatorios, 
califica  el  siniestro  marítimo  de  que  se  trata  de  naufragio  con  salva¬ 
mento,  y  como  la  Compañía  aseguradora  sólo  responde,  según  la  póli- 
2a  del  seguro,  de  pérdida  total  y  avería  gruesa,  evidente  es  que  no  es 
aPlicable  ni  se  infringe  por  la  sentencia  el  art.  936  del  Código  de  Co¬ 
mercio,  que  tiene  por  objeto  definir  lo  que  en  general  se  entiende  por 
Avería  gruesa,  y  que  si  eso  no  obstante  se  cita  por  la  Sala,  no  es  para 
aplicarlo,  sino  para  demostrar  que  en  combinación  con  el  943  que  tam¬ 
bién  se  cita,  constituyen  una  excepción  de  la  regla  general,  que  impi¬ 
do  dar  al  hecho  el  calificativo  de  averia  gruesa,  mereciendo  sólo  el  de 
Sufragio,  toda  vez  que  la  nave  llegó  náufraga  al  sitio  donde  se  la  hizo 
encallar,  y  allí  mismo  pereció  sumergiéndose;  y  por  lo  expuesto  que 
absolver  la  sentencia  de  la  demanda  á  la  Compañía  aseguradora,  no 
mfringe  los  artfeulos  de  la  ley  mercantil  ni  la  del  contratoque  se  citan 
en  los  tres  primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  945  y 
^6  del  citado  Código  invocados  en  el  cuarto  motivo,  porque  refirién¬ 
dose  á  la  justificación  de  las  partidas  y  gastos  de  la  avería  gruesa,  re¬ 
chazada  por  la  sentencia  esta  calificación  del  siniestro,  es  inaplicable 
contra  ella  la  doctrina  de  los  artículos  mencionados;  además  de  que  el 
^conocimiento  y  la  liquidación  á  que  el  recurrente  se  contrae  es  la 
°.rdinaria  entre  el  buque  y  carga,  de  todo  punto  distinta  de  la  liquida¬ 
ción  entre  el  asegurador  y  el  asegurado,  la  cual,  sobre  estar  sujeta  á 
Notificación  con  arreglo  á  la  póliza,  constituye  la  verdadera  materia 
Qe  este  pleito  y  de  la  sentencia  que  lo  ha  resuelto: 

Considerando,  por  último,  en  orden  á  los  restantes  motivos  de  ca¬ 
nción  alegados  en  los  números  5o,  6o  y  7o  del  recurso,  que  su  apre¬ 
ciación  no  puede  menos  de  estar  subordinada  á  los  puntos  cardinales 
explicados,  esto  es,  á  la  calificación  definitiva  del  siniestro  en  sentido 
naufragio,  y  la  necesidad  racional  y  legal  de  distinguir  la  índole  de 
dos  liquidaciones;  y  siendo  esto  asi,  como  la  argumentación  de 
"^aellos  motivos  parte  de  premisas  ya  desestimadas,  carecen  de  ratón 
08  ser  y  de  aplicación  al  caso  presente; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  doláramos  no  haber  lugar  al  re- 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisca  G.  Camino  y  sobrino,  á 
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quienes  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspondiente  certifica¬ 
ción  á  la  Ausencia  de  Burgos  con  devolución  del  apuntamiento. — 
(Sentencia  publicáda  el  29  de  Noviembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gace¬ 
la  de  25  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (30  de  Noviembre  de  1883).— Sala  pri¬ 
mera—  Calificación  de  quiebra.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Justo  Sánchez  Unbe  con  el  curador  adlitcm  de  D.  Fulgencio  Gabán 
(Audiencia  de  Albacete),  y  se  resuelve: 

Que  lo  prescrito  en  el  art.  10  del  Código  de  Comercio  debe  regularse 
con  sujeción  al  mismo  mientras  otra  cosa  no  se  diga ;  y  que  es  contra¬ 
rio  á  las  regios  de  derecho  que  el  falso  comerciante  haga  mejor  su  con¬ 
dición  por  medio  del  fraude ,  como  lo  haría  si  quedase  sometido  á  las 
leyes  comunes ,  menos  favorables  á  los  que  con  aquél  hayan  contratado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  Noviembre  de  1883,  en  el 
ple<to  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cartagena  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Justo  Sánchez 
Uribe,  comerciante,  vecino  de  Cartagena,  en  el  concepto  de  Síndico  de 
la  quiebra  de  D.  Fulgencio  Gabán  Martínez,  de  la  misma  vecindad, 
con  el  curador  ad  litem  de  éste  sobre  calificación  de  la  quiebra;  pen¬ 
diente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  Sánchez  Uribe  en  el  concepto  indica¬ 
do,  y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  José  Martí¬ 
nez  Agulló  y  el  Procurador  D.  Juan  Antonio  Asensio,  habiendo  sido 
defendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Hipó¬ 
lito  Calderón  Prefumo  y  el  Procurador  D.  Ignacio 'de  Santiago  y 
Sánchez: 

Resultando  que  D.  Fulgencio  Gabán  Martínez  solicitó  del  Ayunta¬ 
miento  de  Cartagena  su  inclusión  en  el  padrón  de  vecinos,  y  que  se  le 
expidiera  cédula  personal,  manifestando  al  efecto  que  tenia  25  años,  y 
en  13  de  Noviembre  de  1879  y  6  de  Agosto  de  1880  le  fueron  expedi¬ 
das  cédulas  personales,  en  las  que  se  expresó  que  era  soltero,  dedicado 
al  comercio  y  de  25  y  25  años  respectivamente;  y  se  dió  de  alta  en  la 
matrícula  de  subsidio  industrial  en  13  dé  Noviembre  de  1879  en  el  con¬ 
cepto  de  comerciante  de  tejidos  al  por  menor: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Antonio  Cañedas  y  D.  Eduardo 
Durán  fué  declarado  D.  Fulgencio  Gabán  Martínez  en  estado  de  quie¬ 
bra  por  auto  de  1 1  de  Agosto  de  1881,  y  formada  la  pieza  5a,  ó  sea  la 
relativa  á  la  calificación  de  la  quiebra,  manifestaron  dos  de  los  Síndi¬ 
cos  como  conclusión  de  su  exposición  que  debía  calificarse  la  quiebra 
de  insolvencia  fortuita;  el  tercero  que  había  motivo  para  calificarla  de 
cuarta  clase,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1008  del  Código  de  Comer¬ 
cio,  y  el  Promotor  fiscal  que  debía  ser  calificada  de  segunda  clase: 

Resultando  que  comunicados  los  autos  á  Gabán  Martínez,  solicitó 
por  medio  de  su  curador  ad  litem  que  incapacitado  como  se  hallaba 
para  ejercer  el  comercio  por  falta  de  aptitud  legal,  no  podía  sometérse¬ 
le  al  tratamiento  del  Código  de  Comercio,  ni  por  consiguiente  á  la* 
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disposiciones  del  mismo  que  rigen  la  clasificación  de  las  quiebras,  y 
que  al  efecto  se  recibiese  el  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  durante  este  trámite  se  trajo  á  los  autos  á  instancia 
de  uno  de  los  Síndicos  una  certificación  en  que  se  hace  constar  los  par¬ 
ticulares  referidos  al  principio,  y  además  de  otros  medios  de  prueba  se 
unió  á  los  autos,  á  instancia  de  la  misma  parte,  testimonio  de  una  es¬ 
critura  otorgada  en  Cartagena  en  26  de  Marzo  de  1881,  por  la  que  don 
Fulgencio  Galián  Martínez,  de  26  anos  de  edad,  comerciante  recibió  en 
calidad  de  depósito  de  D.  Juan  Hernández  la  cantidad  de  6.000  pesetas, 
y  una  certificación  de  la  inscripción  en  el  Registro  civil  del  matrimonio 
ue  D.  Fulgencio  Gálián  Martínez  con  Doña  Inés  Lerma,  que  tuvo  lugar 
eQ  28  de  Junio  de  1880,  en  cuya  fecha  tenía  aquel  21  años: 

Resultando  que  á  instancia  de  Galián  Martínez  se  expidió  certifica¬ 
ción  por  el  Secretario  de  gobierno  del  Juzgado  de  Cartagena,  haciendo 
constar  que  en  los  libros  de  Secretaría  y  Escribanía  no  resultaba  ante- 
cedente  alguno  respecto  á  la  habilitación  del  menor  Galián  Martínez 
Pura  administrar  sus  bienes,  ni  respecto  á  dispensa  de  edad  por  gracia 
M  sacar,  ni  en  otra  forma,  no  constando  tampoco  si  estaba  inscrito 
como  comerciante  por  no  existir  libro  en  el  Juzgado,  en  cuyo  mismo 
8entido  certificaron  los  demás  Escribanos,  y  los  Notarios  de  la  misma 
cjudad  dieron  testimonio  de  que  desde  1879  no  aparecía  en  sus  Nota¬ 
bas  respectivas  instrumento  público  alguno  por  el  que  el  menor  don 
Fulgencio  Galián  Martínez  hubiese  hecho  renuncia  del  beneficio  de  la 
restitución  in  integrum,  obligándose  bajo  juramento  á  no  reclamarlo; 
y  por  último,  se  unió  á  los  autos  la  partida  de  bautismo  de  Galián  Mar¬ 
tínez,  de  la  que  resulta  que  nació  el  día  2  de  Octubre  de  1858: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  dictó 
Sentencia  confirmatoria  en  12  de  Enero  último  declarando  no  haber  lu¬ 
gar  á  hacer  la  clasificación  de  la  quiebra  por  hallarse  el  menor  D.  Ful¬ 
gencio  Galián  Martínez  incapacitado  para  ejercer  el  comerció,  y  no  po¬ 
der  por  lo  tanto  sometérsele  á  las  disposiciones  del  Código  que  rigen 
8obre  la  calificación  de  quiebras: 

Resultando  que,  previo  depósito  de  1.000  pesetas  para  los  efectos 
'egales  correspondientes,  dedujo  D.  Justo  Sánchez  Gribe,  en  el  concep- 
t?  de  Síndico  de  la  quiebra  de  Galián  Martínez,  recurso  de  casación, 
atando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

El  art.  1®,  párrafo  segundo  del  Código  de  Comercio  reformado  en 
•“elación  con  el  principio  inconcuso  de  que  donde  existe  la  misma  razón 
*íe  ley  se  entiende  que  hay  la-  misma  disposición,  porque  las  faltas  no 
Pueden  traducirse  en  provecho  ni  exculpación  del  que  las  comete,  ni  el 
Código  dispensa  de  las  obligaciones  impuestas  á  los  comerciantes,  á  los 
que  al  ejercer  el  comercio  no  cumplen  cuanto  el  mismo  Código  esta¬ 
blece;  y  siendo,  no  un  derecho,  sino  una  imposición  para  el  coraercian- 
*e  el  procedimiento  de  quiebra  con  arreglo  al  art.  1318  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  no  puede  sustraerse  Galián  Martínez  á  tal  proce¬ 
dimiento,  porque  de  lo  contrario  sus  faltas  vendrían  en  favor  suyo; 

Y  2o  El  art.  10  del  mismo  Código  de  Comercio,  puesto  que  ocultan¬ 
do  Galián  Martínez  su  incapacidad  mediante  el  hecho  de  haberse  ins¬ 
tilo  en  la  matrícula  de  comercio,  y  no  siendo  notoria  aquella  incapa- 
Cluad,  porque  cumplidos  los  20  años,  el  Código  atribuye  capacidad 
Para  este  fin  á  tal  edad,  si  bien  con  ciertas  condiciones,  cuya  falta  es 
I® |  fiue  produce  la  incapacidad  de  Galián,  sin  que  fuese  notoria,  quedó 
obligado  en  favor* de  los  que  con  él  contrataron,  y  sujeto,  por  lo  tanto. 
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al  procedimiento  de  quiebra,  que  es  una  de  esas  obligaciones  ó  conse¬ 
cuencia  de  ellas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  el  art.  10  citado  en  el  segun¬ 
do  motivo,  que  al  declarar  obligado  al  incapaz  encubierto,  declara  ála 
vez  implícitamente  que  está  sometido  á  las  disposiciones  del  Código  de 
Comercio,  ya  porque  lo  que  en  éste  se  prescribe  debe  regularse  con 
sujeción  al  mismo  mientras  otra  cosa  no  se  diga,  y  ya  porque  es  con¬ 
trario  á  las  reglas  de  derecho  que  el  falso  comerciante  haga  mejor  su 
condición  por  medio  del  fraude,  como  lo  haría  si  quedase  sometido  á 
las  leyes  comunes,  menos  favorables  á  los  que  con  aquél  hayan  con¬ 
tratado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.  Justo  Sánchez  Uribe  eu  el  concepto 
ea  que  litiga,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  12  de  Enero  ültimo  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete;  y  devuélvasele  el  depósito  de  1.000  pesetas  que  tiene  consti- 
uído. — (Sentencia  publicada  el  30  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en 
a  Gaceta  de  26  de  Enero  de  1884.) 
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Recargo  de  casación  (30  de  Noviembre  de  1883 ).—Sala  prime¬ 
ra. — Defensa  por  pobre.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Angel 
Anchisí  y  D.  Domingo  Busquets,  con  D.  José  Bruguera  y  el  Ministerio 
fiscal  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  la  existencia  y  el  valor  de  signos  exteriores  son  de  apreciación 
del  juzgador,  á  la  que  hay  que  atenerse  si  contra  ella  no  se  expone  in¬ 
fracción  de  ninguna  clase. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  Noviembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Arenys  de  Mar  y 
en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José 
Bruguera,  alfarero,  vecino  de  dicha  villa  de  Arenys,  con  D.  Angel  An¬ 
chisí  y  D.  Domingo  Busquets,  propietarios,  de  la  misma  vecindad,  y  el 
Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nom¬ 
bre  de  Anchisí  y  Busquets  por  el  Procurador  D.  Francisco  Bartual,  bajo 
la  dirección  del  Licenciado  D.  Enrique  Talay,  habiendo  representado  y 
defendido  á  Brnguera  el  Procurador  D.  Juan  Ayras  y  el  Licenciado  Don 
Rosendo  Macaya: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  1882,  D.  José  Bruguera  dedujo 
demanda  pretendiendo  se  le  declarase  pobre  para  litigar  con  D.  Angel 
Anchisí  y  D.  Domingo  Busquets  sobre  cumplimiento  de  una  escritura 
de  una  Sociedad  existente  entre  los  tres,  y  al  efecto  expuso  que  desde 
26  de  Noviembre  anterior  en  que  quedó  parada  la  fábrica  de  baldosas 
objeto  de  la  sociedad  del  mismo  con  Busquets  y  Anchis!  y  en  suspenso 
el  estipendio  mensual  que  el  demandante  percibía  de  la  misma  como 
socio  industrial,  vivía  sólo  de  salario  ó  jornal  eventual,  no  teniéndolo 
permanente,  ni  sueldo,  rentas  ni  propiedad,  ni  ejercer  industria  ni  de¬ 
dicarse  al  comercio,  viviendo  sólo  de  prestado;  y  acompañó  una  certi- 
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fie&ción  del  Ayuntamiento  expresiva  de  que  no  había  pagado  contribu¬ 
ción  por  ningún  concepto  en  el  año  económico  corriente  ni  en  el  ante¬ 
rior,  y  que  no  se  hallaba  inscrito  en  las  listas  electorales: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Domingo  BusquetsyDon 
Angel  Anchis!  le  evacuaron,  oponiéndose  á  la  solicitud  de  pobreza  de¬ 
ducida  por  Bruguera,  para  lo  que  alegaron,  que  fabricante  éste  de  ce¬ 
rámica,  baldosas  y  alfarero,  formaba  parte  y  encabezaba  con  su  nom¬ 
bre  la  razón  social  de  Bruguera ,  Busquéis  y  Anckisi  establecida  para 

fabricación  de  baldosa,  mosáico  incrustado  según  así  resultaba  de  la 
escritura  que  acompañaban  otorgada  en  11  de  Mayo  de  1880,  cuya  So¬ 
ciedad  se  dió  de  alta  en  la  matrícula  de  contribución  en  26  de  Enero  de 
<881,  imponiéndole  la  cuota  anual  de  349  pesetas  80  céntimos,  como  se 
comprobaba  por  la  certificación  que  igualmente  acompañaban  librada 
Por  la  Secretaría  del  Ayuntamiento;  que  por  la  escritura  de  sociedad 
citada,  constaban  tener  asignado  el  Bruguera  un  sueldo  diario  de  o  pe¬ 
setas,  y  que  habitaba  en  una  casa  por  la  que  paga  de  alquiler  anual 
828  pesetas: 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal,  se  recibió  el  pleito  á  prue¬ 
ba,  y  practicadas  las  propuestas  por  las  partes  por  medio  de  posiciones, 
documentos  y  testigos,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia, 
declarando  pobre  á  D.  José  Bruguera  para  litigar  con  D.  Angel  Anchisí 
y  D.  Domingo  Busquéis,  y  con  opción  i  los  beneficios  que  la  ley  conce¬ 
de  á  los  declarados  tales: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  la  Sala  se¬ 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  en  9  de  Diciem¬ 
bre  de  1882,  por  parte  de  D.  Angel  Anchisí  y  D.  Domingo  Busquets  se 
interpuso  recurso  de  casación,  por  conceptuar  infringidos: 

Io  El  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  que  sólo  po¬ 
drán  ser  declarados  pobres  los  que  se  hallon  comprendidos  en  algunos 
de  los  casos  que.  en  el  mismo  taxativamente  se  enumeran,  puesto  que 
Bruguera  no  lo  está,  porque  tiene  asignado  un  sueldo  de  5  pesetas  dia¬ 
rias,  y  por  otra  parte  él  sólo  se  dedica  á  una  industria,  por  la  que  se 
paga  una  cuota  de  contribución  que  excede  á  la  que  debería  pagar, 
siendo  vecino  de  Arenys  de  Mar,  para  que  mereciera  la  deseada  califi¬ 
cación: 

2o  La  ley  1  i4,  tít.  18,  Partida  3*.  porque  la  Sala  sentenciadora  no  da 
valor  alguno  á  la  escritura  pública  que  obra  en  autos,  en  la  que  consta 
que  Bruguera,  como  socio  industrial  de  la  de  Bruguera,  Anchisí  y  Bus¬ 
quéis,  percibe  un  sueldo  permanente  de  5  pesetas  diarias,  en  la  que 
además  tiene  asignada  la  tercera  parte  de  las  utilidades : 

3o  El  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  que  no  se 
otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  comprendidos  en  cualquiera  de  los 
casos  expresados  en  el  art.  15,  cuando  á  juicio  del  Juez  se  infiera  del 
número  de  criados  que  tenga  á  su  servicio;  del  alquiler  de  la  casa  que 
habiten,  y  de  otros  cualesquiera  signos  exteriores  que  tiene  medios  su¬ 
periores  al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad,  porque  como 
de  autos  consta  Bruguera  habita  en  Arenys  de  Mar  una  casa  por  la  que 
paga  de  alquiler  228  pesetas  anuales,  que  viste  bien,  que  frecuenta  los 
cafés  y  sitios  públicos,  y  que  se  permite  otros  gastos  de  puro  lujo,  con 
■o  que  da  lugar  á  que  por  todo  el  mundo  esté  considerado  como  perso¬ 
na  desahogada: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  cualesquiera  que  sean  las  condicioose  de  admisi* 
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bilidad  del  recurso,  no  se  infringen  por  el  fallo  las  disposiciones  lega* 
les  citadas  en  los  motivos  Io  y  2o,  porque  confundiéndose  en  ellos  el 
tiempo  presente  con  el  pasado,  se  atribuye  al  Bruguera  la  situación 
que  tenía  cuando  funcionaba  la  Sociedad  y  percibía  los  emolumentos 
que  le  estaban  asignados  como  socio  industrial: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  artículo  citado  en  el  motivo 
3o,  porque  la  existencia  y  el  valor  de  signos  exteriores  son  de  aprecia- 
ción  del  juzgador,  y  contra  ella  no  se  expone  infracción  de  ninguua 
clase ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Angel  An- 
chisí  y  D.  Domingo  Busquéis,  á  los  que  condenamos  en  las  costas 
y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depositaron,  que  se  distribuirá  en  la 
forma  prevenida  por  la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á 
la  Audiencia  de  Barcelona  con  devolución  del  apuntamiento. — (Senten¬ 
cia  publicada  el  30  de  Noviembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26 
de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (Io  de  Diciembre  de  1883). — Sala  'pri¬ 
mera. — Tercería  de  dominio  y  de  mejor  derecho.— -Ha  lugar  en  parte 
al  interpuesto  por  Doña  Julita  Merás  con  los  herederos  de  D.  Pedro 
Suárez  (Audiencia  de  Oviedo),  y  se  resuelve: 

1°  Que  los  coherederos  son  verdaderos  dueños ,  y  pueden  por  tal  con¬ 
cepto  oponer  á  un  ejecutante  la  demanda  de  tercería  de  dominio ,  sin  que 
la  falla  de  división  se  oponga  á  la  existencia  de  esa  propiedad  común, 
que  lo  mismo  puede  ser  defendida  de  la  persecución  de  una  persona  ex¬ 
traña  antes  que  después  departirse ; 

Y  2o  Que  subsiste  la  hipoteca  tácita  á  favor  de  la  dote  mientras  por 
voluntad  de  las  partes  ó  la  del  obligado  no  se  sustituya  por  otra 
especial. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  Io  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Luarca  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  Doña  Julita  Merás  é 
Ibarzábal,  representada  por  el  Procurador  D.  Eustaquio  Manuel  Mejía 
y  defendida  por  el  Licenciado  D.  Eduardo  Cobián,  con  los  herederos  y 
sucesores  de  D.  Pedro  Suárez  Castiello,  que  no  han  comparecido  en 
este  Supremo  Tribunal,  y  D.  Ambrosio  Loza,  que  tampoco  ha  compa¬ 
recido,  sobre  tercería  de  dominio  y  de  mejor  derecho: 

Resultando  que  concertado  el  matrimonio  de  D.  Ambrosio  Loza  con 
Doña  Julita  Merás,  el  padre  de  ésta  D.  Vicente  en  documento  privado 
de  5  de  Febrero  de  1846,  prometió  en  dote  á  su  hija  40.000  rs.  en  di¬ 
nero  ó  en  bienes  y  todas  las  ropas,  adornos  y  alhajas  de  su  uso,  obli¬ 
gándose  á  mantener  á  los  consortes  por  espacio  de  dos  años,  hasta  que 
fijasen  su  residencia  ó  estableciesen  Sociedad  para  continuar  viviendo 
juntos;  y  contraído  el  matrimonio  se  otorgó  escritura  en  la  villa  de 
Luarca  á  4  de  Diciembre  de  1848,  en  la  que  consignando  que  D.  Vi¬ 
cente  había  mantenido  en  su  casa  y  compañía  á  su  hija  y  yerno,  y  que 
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no  se  acomodaban  á  vivir  en  ese  estado,  D.  Vicente  Ies  pagaba  el  dote 
Prometido  en  las  fincas  y  rentas  de  que  hizo  mérito,  que  sumaban 
12.014  rs.  en  los  muebles  y  ropas  que  especificó  con  su  respectivo  va¬ 
lor,  y  en  los  géneros,  pesos  y  medidas  de  una  tienda,  ascendiendo  lodo 
á 39.592  rs.,  obligándose  á  entregar  en  metálico  el  resto  hasta  los 
$0.000  ofrecidos;  de  {odos  éuyos  bienes  se  dieron  por  entregados  Don 
Ambrosio  y  su  mujer,  por  haberlos  recibido  en  efecto  de  su  psdre  y 
suegro, -el  cual  les  entregaba  en  el  acto  en  señal  de  posesión  las  escri¬ 
turas  y  títulos  de  adquisición  de  los  bienes  y  los  apuntes  de  las  obliga¬ 
ciones  de  deudas  activas,  declarando  en  cuanto  á  éstas  que  habiéndolos 
calculado  en  consideración  al  trabajo  que  su  cobranza  había  de  produ¬ 
cir,  como  también  á  que  muchas  serían  fallidas,  pasarían  respectiva¬ 
mente  por  el  resultado  que  produjeran,  sin  poder  reclamar  cosa 
alguna: 

Resultando  que  instruida  causa  contra  D.  Vicente  Merás,  á  quien 
con  tai|^notivo  se  le  embargaron  diferentes  bienes,  solicitó  D.  Ambro¬ 
sio  Loza,  como  marido  de  Doña  Julita  Merás.  que  se  le  diese  posesión 
de  los  comprendidos  en  la  escritura  de  dote  de  la  misma,  entregándo¬ 
sele  los  que  de  ellos  se  hubiesen  embargado  en  la  causa  contra  D.  Vi¬ 
cente,  y  por  auto  revocatorio  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de  5  de  Se¬ 
tiembre  de  4849  se  mandó  dar  á  D.  Ambrosio  Loza  la  posesión  que  ha¬ 
bía  solicitado  de  los  bienes  comprendidos  en  la  escritura  de  4  de  Di¬ 
ciembre  de  1848,  y  que  no  se  hallaren  embargados  con  anterioridad  á 
su  presentación  para  aquel  objeto,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
que  pudiera  alcanzarles  á  su  tiempo  en  virtud  de  providencias  ulterio¬ 
res,  habiéndosele  dado  en  efecto  posesión  en  20  de  Setiembre  de  todos 
los  géneros,  efectos  y  libros  que  se  encontraron  en  la  casa  de  D.  Am¬ 
brosio  de  Loza  á  voz  y  nombre  de  los  demás  bienes  contenidos  en  la 
escritura  de  4  de  Diciembre  del  año  anterior: 

Resultando  que  por  escritura  de  4 3  de  Julio  de  1868  D.  Pedro  Sná- 
rez  Castiello  dió  en  préstamo  á  D.  Ambrosio  Loza  la  cantidad  de  20.000 
reales  por  término  de  dos  años  é  interés  de  un  7  por  1 00,  con  hipoteca 
de  la  huerta  llamada  de  la  Cerca,  el  prado  nombrado  de  la  Cueva  y 
tina  casa  y  huerta  en  el  lugar  de  Almuña: 

Resultando  que  Doña  Margarita  Ibarzábal.  viuda  de  D.  Vicente  Me¬ 
rás,  vendió  por  escritura  de  5  de  Marzo  de  4875  á  su  hija  Doña  Julita 
Merás  en  precio  de  3.375  pesetas  que  dijo  tener  recibidas,  el  prado  de 
la  Carril,  una  casa,  un  hórreo  contiguo  con  su  huerta,  una  huerta  á  la 
Parte  de  ahajo,  la  tierra  de  las  Gruevas,  el  prado  de  la  Fuente,  el 
ttonte  de  la  Canal,  el  de  las  Llamas,  el  prado  del  Refuelle  y  el  monte 
de  la  Escuela  ó  Carril,  venta  que  aceptó  Doña  Julita  por  sí  y  en  nombre 
de  su  esposo,  de  quien  tenia  poder,  y  presentada  esta  escritura  en  el 
Registro  de  la  propiedad  fué  devuelta  por  no  constar  las  facultades 
qoe  dpcía  la  adquirente  tener  de  su  marido  para  aceptar  el  contrato: 

Resultando  que  Doña  Margarita  Ibarzábal  falleció  en  23  de  Mayo 

4875,  hallándose  viuda  de  D.  Vicente  Merás,  de  cuyo  matrimonio 
tuvieron  ñor  hijos  á  D.  Félix,  D.  Venancio  y  Doña  Julita,  los  dos  pri¬ 
meros  difuntos,  habiendo  tenido  también  en  primeras  nupcias  con  Don 
Juan  Aspe  otro  hijo  llamado  Juan,  cuyo  paradero  se  ignoraba: 

Resultando  que  condenado  por  ejecutoria  D.  Ambrosio  Loza  á  pa- 
£Ar  á  D.  Pedro  Suárez  Castiello  la  cantidad  de  5.645  pesetas  50  cénti- 
m°8-  importe  de  la  cantidad  prestada  y  sus  intereses,  fueron  embarga¬ 
das  á  Loza  las  fincas  hipotecadas,  y  además  una  casa  con  su  huerta  en 
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el  lugar  del  Pontigón,  otra  huerta  á  la  parte  de  abajo  de  la  casa,  las 
tierras  de  las  Gruevas,  el  prado  de  la  Fuente,  el  monte  de  la  Canal,  el 
de  las  Llamas,  el  prado  del  Refuelle,  el  monte  de  la  Escuela  ó  Carril, 
el  prado  secano,  donde  decían  la  Carril,  y  una  casa,  habiendo  sido  ta¬ 
sadas  las  fincas  hipotecadas  en  9. 4 26  pesetas,  ascendiendo  con  todas  las 
demás  embargadas  á  19.956  pesetas;  y  señalado  para  el  remate  el  día  30 
de  Noviembre  de  1881,  se  adjudicó  á  los  ejecutantes  la  huerta  de  la 
Cerca  y  el  prado  de  las  Cuevas  por  las  dos  terceras  partes  de  su  tasa¬ 
ción: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  30  de  Noviembre  de  1881  Doña  Ju- 
lita  Merás  dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio  y  de  mejor  derecho, 
que  fundó  en  que  las  fincas,  casa  y  prado  del  Carril  habían  sido  dona¬ 
dos  á  la  demandante  y  á  su  hermana  Doña  Eusebia,  por  escritura  de  H 
de  Julio  de  1839,  por  Doña  María  Pericón;  que  el  caserío  del  Pontigón 
le  pertenecía  asimismo  como  procedente  de  su  difunta  madre  Doña 
Margarita  Ibarzábal,  á  nombre  de  la  cual  estaba  inscrito  en  el  Ijpgistro 
de  la  propiedad,  lo  mismo  que  en  los  amillaramientos  para  el  pago  de 
la  contribución,  y  de  quien  era  heredera  en  unión  de  su  hermano  au¬ 
sente,  y  que  la  ley  de  Partida  da  preferencia  á  la  mujer  por  su  dote  so; 
bre  todos  los  acreedores  de  su  marido,  aunque  sean  hipotecarios,  si 
sus  hipotecas  no  eran  anteriores  al  matrimonio;  y  la  hipoteca  legal  tá¬ 
cita  en  garantía  de  la  dote  afectaba  á  todos  los  bienes  del  marido,  cua¬ 
lesquiera  que  fuera  su  procedencia  y  la  fecha  de  su  adquisición;  que 
tal  derecho  no  estaba  destruido  ni  modificado  por  la  nueva  legislación 
hipotecaria  en  perjuicio  de  la  demandante,  que  no  había  consentido  en 
la  extinción,  reducción  ó  postergación  de  su  hipoteca  general  tácita; 
que  los  bienes  de  la  mujer  no  quedaban  obligados  á  la  satisfacción  de 
las  deudas  del  marido  ó  mancomunadamente  con  aquélla,  á  no  ser  que 
en  este  caso  se  hubieran  convertido  en  su  provecho,  de  donde  se  infe¬ 
rían  que  los  parafernales  de  que  se  había  hecho  mérito  no  habían  de¬ 
bido  embargarse,  procediendo  por  tanto  su  exclusión: 

Resultando  que  los  herederos  de  D.  Pedro  Fernández  Castiello  re¬ 
conocieron  al  contestar  á  la  demanda  que  la  casa  y  prado  del  Carril  no 
eran  de  la  pertenencia  del  ejecutado,  y  que  por  ello  prescindieron  de 
dichas  fincas  en  el  remate,  é  impugnando  dicha  demanda  en  cuanto  á 
lo  demás,  alegaron  que  los  bienes  del  Pontigón  eran  gananciales  como 
adquiridos  durante  el  matrimonio,  por  escritura  de  venta  otorgada  por 
Doña  Margarita  Ibarzábal  á  favor  de  su  hija;  además  de  que  no  era 
bastante  haber  obtenido  la  posesión  de  una  herencia  para  considerarse 
dueño  de  los  bienes  en  que  consistiera,  no  adquiriéndose  el  verdadero 
dominio  hasta  que  se  realizara  la  división;  que  la  escritura  dotal  acre¬ 
ditaba  en  bienes  raíces  12.014  rs.  y  ninguno  de  ellos  había  sido  de  los 
embargados;  que  se  reclamaban  además  40.000  rs.,  y  de  la  carta  de 
dote  no  resultaban  más  que  39.592,  de  lo  cual  surgía  la  excepción  de 
plus  petición,  y  además  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  de  la  cual  pidieron  se  les  absolviera  con  expresa  condena¬ 
ción  de  costas: 

Resultando  que  D.  Ambrosio  Loza  la  impugnó  también  por  no  exis¬ 
tir  ejecución  legítima  ni  deuda,  y  que  suministrada  prueba  por  las  par¬ 
tes  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias  dictó  la  Sala  de  lo  civil  da 
la  Audiencia  de  Oviedo  en  i  de  Junio  del  corriente  año  4 883  sentencia 
confirmatoria  declarando  de  propiedad  de  Doña  Julita  Merás  la  easa  y 
prado  de  la  Carril  que  se  excluirían  del  embargo,  pagándola  asimismo 
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preferentemente  del  producto  de  los  bienes  embargados  que  no  se  ba¬ 
ilasen  hipotecados  especialmente  al  crédito  por  que  se  ejecutaba  á  Don 
Ambrosio  Losa  los  12.014  rs.  á  que  ascendía  el  valor  dado  á  los  inmue¬ 
bles  que  éste  recibió  en  pago  de  la  dote  de  su  mujer,  absolviendo  á  los 
demandados  de  las  demás  reclamaciones  comprendidas  en  la  demanda: 

Resultando  que  Doña  Julita  Merás  interpuso  recurso  de  casación, 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  10,  tit.  5o,  Partida  3*,  que  faculta  i  los  que  fuesen  here¬ 
deros  ó  aparceros  de  una  misma  heredad,  ó  de  otra  cosa  que  les  perte¬ 
nezca  comunalmente,  para  reclamar  á  un  extraño  la  porción  común, 
toda  vez  que  probado  plenamente  y  tácitamente  reconocido  por  la  sen¬ 
tencia  que  los  bienes  del  caserío  del  Pontigón  embargados  á  D.  Ambro¬ 
sio  Loza  no  pertenecían  á  éste,  sino  á  los  herederos  de  Doña  Margarita 
Ibarzábal,  uno  de  los  cuales  era  la  recurrente,  la  negaba  sin  embargo 
el  derecho  de  reivindicarlo  bajo  el  fundamenao  de  no  haber  adquirido 
el  dominio  de  aquéllos  mientras  no  se  verificaba  la  división  en  contra 
de  lo  prescrito  en  la  ley  55,  tít.  5o,  Partida  5a,  también  infringida,  que 
autoriza  á  cualquiera  de  los  comuneros  para  disponer  de  parte  no  de¬ 
terminada,  aun  cuando  la  cosa  no  sea  partida: 

2°  La  ley  10,  tit.  33,  Partida  7a,  que  declara  que  aquel  á  quien  es 
defendido  de  no  enajenar  la  cosa,  no  la  puede  vender,  cambiar  ni  em¬ 
peñar,  ni  sujetar  á  gravamen  alguno;  y  el  principio  contenido  en  la  re¬ 
gla  13,  tít.  34  de  la  misma  Partida,  de  que  cosa  que  es  nuestra  no 
puede  pasar  á  otro  sin  nuestra  palabra  ó  sin  nuestro  hecho,  porque 
probado  plenamente  que  Loza  no  tenía  dominio  alguno  sobre  las  fincas 
del  Pontigón,  no  podía  el  ejecutante  perseguirlas  por  consecuencia  de 
responsabilidades  contraídas  por  aquél  con  independencia  de  su  mujer 
y  su  hermano,  reconocidos  tácitamente  por  la  sentencia  como  únicos 
dueños  de  dichos  bienes  por  herencia  de  su  madfe: 

3*  La  ley  61  de  Toro,  tít.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  dis¬ 
pone  que  los  bienes  de  la  mujer  no  quedan  obligados  á  la  satisfacción 
de  las  deudas  contraídas  exclusivamente  por  el  marido  ó  mancomuna- 
damente  con  aquélla,  á  no  ser  que  en  este  caso  se  hayan  convertido  en 
su  provecho,  pues  siendo  las  fincas  del  Pontigón  de  propiedad  de  Doña 
Julita  Merás,  se  habían  embargado  indebidamente  para  responderle 
la  deuda  de  su  marido: 

4°  Las  leyes  23  y  33,  tít.  13,  Partida  5a,  que  establecen  la  hipoteca 
de  los  bienes  del  marido  en  favor  de  la  dote  que  recibió  de  su  mujer, 
y  el  privilegio  de  ésta  para  ser  reintegrada  con  preferencia  á  los  acree¬ 
dores  del  marido  que  no  tengan  hipoteca  especial  anterior,  toda  vez 
que  probado  por  la  escritura  de  4  de  Diciembre  de  1848  de  constitución 
de  dote,  las  diligencias  de  posesión  judicial  que  se  dió  al  marido  de  los 
bienes  y  efectos  comprendidos  en  aquélla,  y  la  escritura  de  préstamo 
de  13  de  Julio  de  1868,  que  la  entrega  de  dicho  dote  era  anterior  en 
más  de  20  años  á  la  obligación  contraída  á  favor  de  D.  Pedro  Suárez 
Castiello,  y  sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  354  y  355  de 
la  ley  Hipotecaria,  también  infringidos,  que  reconocen  la  subsistencia 
de  las  antiguas  hipotecas  cuando  la  mujer  no  ha  consentido  en  la  ex¬ 
tinción  reducción,  subrrogación  ó  postergación  de  las  mismas,  y  no 
constando  que  Doña  Julita  Merás  hubiera  renunciado  en  todo  ni  en  parte 
á  los  derechos  que  en  tal  concepto  le  otorgaba  la  ley,  se  ordenaba 
«n  la  sentencia  que  se  pagasen  los  12.014  rs.  á  que  ascendía  el  valor 
de  los  inmuebles,  únicos  que  estimaba  entregados  i  D.  Ambrosio, 
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del  producto  dolos  bienes  embargados  no  hipotecados  especialmente: 

5o.  La  jurisprudencia  establecida  por  las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal,  entre  otras,  la  de  28  de  Febrero  de  1879,  que  declara  que  el 
señorío  de  las  cosashereditarias  no  divididas,  pertenece  en  común  á 
los  coherederos,  en  lo  cual  se  funda  la  sentencia  de  18  de  Noviembre 
de  1858  para  declarar  que  cuando  uno  de  ellos  posee  representa  á  todos 
los  demás;  toda  vez  que  resultaba  justificado  por  pruebas  congruentes 
é  indestructibles  que  los  bienes  del  Portigón  pertenecían  en  absoluta 
propiedad  á  Doña  Margarita  Ibarzábal,  que  de  ésta  era  hija  y  uno  de 
sus  herederos  la  demandante  que  había  estado  en  posesión  de  ellos 
hasta  que  fueron  embargados,  y  que  aun  cuando'tenía  un  hermano  cuyo 
paradero  se  ignoraba,  tenia  título  bastante  para  incoar  la  sentencia  de 
dominio  de  los  mismos: 

6o  La  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribuna¬ 
les,  según  la  que  la  sucesión  hereditaria  es  uno  de  los  títulos  de  tras¬ 
lación  de  dominio  que  establece  el  derecho:  la  consignada  por  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  en  sentencias  de  27  de  Setiembre  de  1867  y  13  de  Oc¬ 
tubre  de  1870  de  que  la  muerte  es  el  único  y  exelusivo  regulador  de 
los  derechos  de  sucesión,  y  que  desde  el  momento  que  ocurre  la  muer¬ 
te  el  que  es  heredero  por  ministerio  de  la  ley  adquiere  el  derecho  á  la 
propiedad  de  los  bienes  del  difunto,  el  cual  puede  trasmitir  á  sus  he¬ 
rederos;  y  la  consignada  también  por'este  Supremo  Tribunal  en  sen¬ 
tencias  de  26  de  Mayo  de  1857  y  31  de  Marzo  de  1879  de  que  la  dote 
confesada  perjudica  á  tercero,  á  no  ser  que  haya  motivo  fundado  para 
creer  que  la  confesión  se  hizo  en  fraude  de  terceros  interesados,  puesto 
que  aun  en  el  caso  de  que  efectivamente  los  bienes  inmuebles  que  cons¬ 
tituían  la  dote  aportada  por  Doña  Julita  Merás  fueron  los  únicos  que 
aparecían  con  el  carácter  de  entregados  á  su  marido  D.  Ambrosio  Loza, 
y  que  éste  respecto  á  los  demás  confesara  haberlos  recibido,  la  circuns¬ 
tancia  de  haberse  otorgado  la  escritura  de  reconocimiento  de  dote  en 
el  año  de  1848,  es  decir  30  años  antes  del  embargo  y  20  antes  de  la  fe¬ 
cha  del  crédito  contraído  por  Loza  á  favor  de  Suárez  Castiello,  excluía 
por  completo  la  posibilidad  de  todo  propósito  fraudulento: 

7o  Y  por  último  alegó  que  la  sentencia  contenía  inexactitud  en  sus 
fundamentos  y  errores  de  hecho  resultantes  de  documentos  auténticos, 
puesto  que  se  consignaba  en  ella  que  en  la  escritura  de  4  de  Diciembre 
de  1848  no  sólo  no  daba  fe  el  Escribano  de  la  entrega  de  los  bienes 
consignados  para  pago  de  la  dote,  sino  que  la  dotada  y  su  marido  con¬ 
fesaban  tenerlos  ya  recibidos,  siendo  así  que  por  las  diligencias  del 
año  1849  que  la  sentencia  no  apreciaba,  aparecía  que  se  dió  á  Loza  po¬ 
sesión  judicial  de  todos  los  bienes  y  efectos  comprendidos  en  la  expre¬ 
sada  escritura: 

1  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infríngelas  leyes  y  doctrina  invo¬ 
cadas  respecto  de  los  bienes  del  Pontigón,  porque  los  coherederos  son 
verdaderos  dueños,  y  pueden  por  tal  concepto  oponer  á  un  ejecutante 
la  demanda  de  tercería  de  dominio,  como  lo  hizo  la  recurrente,  á  quien 
se  reconoce  heredera  con  sus  hermanos  de  aquellos  bienes,  y  poseedo¬ 
ra  de  los  mismos  como  procedente  de  su  difunta  madre,  sin  que  la  falta 
de  división  se  oponga  á  la  existencia  de  eea  propiedad  común,  que  lo 
mismo  puede  ser  defendida  de  la  persecución  de  una  persona  extraña 
antes  que  después  de  partirse:  * 

Considerando  que  también  infringe  las  leyes  invocadas  en  el  cuarto 
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motivo  en  orden  á  la  tercería  de  preferencia,  porque  desconoce  que 
subsiste  la  hipoteca  tácita  á  favor  de  la  dote  mientras  por  voluntad  de 
las  partes  ó  la  del  obligado  no  se  sustituya  por  otra  especial: 

Considerando,  por'último,  que  infringe  la  doctrina  invocada  sobre 
confesión  y  realidad  de  una  parte  de  la  dote  de  39.392  reales,  y  que 
respectóle  este  punto  incurre  en  error  de  hecho  resultante  de  docu¬ 
mentos  auténticos,  como  se  expone  en  los  motivos  6o  y  7o,  ya  porque 
la  escritura  de  4  de  Diciembre  de  1848  no  sólo  demuestra  la  entrega 
de  inmuebles;  sino  también  la  de  títulos  de  créditos  de  que  dió  fe  el 
Escribano  autorizante,  y  ya  porque  en  el  año  siguiente  de  1849  se  con¬ 
firió  al  marido  de  la  recurrente  posesión,  judicial  de  lodos  ios  bienes 
expresados  en  aquel  documento,  sin  que  exista  relación  alguna  de 
fraude  entre  tan  antigua  dote,  muy  anterior  á  la  ley  Hipotecaria,  y  la 
deuda  contraída  en  1868,  que  ha  motivado  la  ejecución  y  la  tercería 
consiguiente  á  ésta;. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  Doña  Julita  Merás  é  Ibarzábal;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  2  de  Junio  del 
corriente  año  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en 
cuanto  por  ella  se  manda  pagar  preferentemente  á  la  demandante  del 
producto  de  los  bienes  embargados  que  no  se  hallen  hipotecados  espe¬ 
cialmente  al  seguro  del  crédito  por  que  se  ejecuta  á  D.  Ambrosio  Loza 
los  12.011  reales  á  que  asciende  el  valor  dado  á  los  inmuebles  que  éste 
recibió  en  pago  de  la  dote  de  su  mujer,  y  se  absuelve  á  ios  demanda¬ 
dos  de  las  demás  reclamaciones  que  comprende  la  demanda. — (Senten¬ 
cia  publicada  el  Io  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  26 
de  Enero  de  1884.) 


354 


Recurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime  - 
ra. — Cumplimiento  de  un  contrato. — Pago  de  cantidad  — No  ha  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  D.  José  Martínez  Huidobro  con  D.  Francisco 
de  la  Peña  Huidobro  (Audiencia  de  Búrgos),  y  se  resuelve: 

Io  Que  no  infringe  elprincipio  pacta  sunt  servanda,  ley  Ia,  til  \°, 
hbro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  114,  lit.  18  de  la  Partida  3% 
la  sentencia  que  no  desconoce  la  autoridad  de  una  escritura ,  sino  que 
por  no  haber  intervenido  en  ella  la  representación  del  demandante  nie¬ 
ga  á  dicho  instrumento  público  eficacia  legal  para  legitimar* la  acción 
deducida  por  ¿ l ,  entre  el  cual  y  el  demandado  no  existe  vinculo  alguno 
de  derecho  en  razón  de  lo  estipulado  por  éste  y  su  hermano'. 

,  2°  Que  por  la  misma  razón  no  son  de  estimar  los  motivos  en  que  se 
alegan  como  infringidos  la  ley  15,  til.  14  de  la  Partida  5a;  lili,  título 
1  2  de  la  misma  Partida’,  la  ley  1 19,  tlt  18  de  la  Partida  3a,  y  la  doc¬ 
trina  según  las  cuales  el  instrumento  privado  reconocido  por  La  parte 
ó  quien  se  opone  hace  fe  en  juicio  contra  el  que  lo  suscribió ,  sus  here¬ 
deros  y  causahabientes,  mas  no  debe  perjudicar  á  un  tercero  que  nin- 
QVna  intervención  tuvo  en  el  mismo\  y  que  si  bien  todo  documento  pri¬ 
vado  escrito  por  el  mismo  que  en  él' se  obliga  con  intervención  de  lesti- 
9os  tiene  fuerza  legal ,  ésta  no  puede  ser  aplicable  al  caso  en  que  el  que 
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lo  firme  resulte  en  él  favorecido ;  cuyo  razonamiento ,  á  más  de  referirse 
á  los  considerandos  del  fallo,  lo  que  no  puede  servir  de  fundamento  le- 
gal  para  la  casación  según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal , 
descansa  en  el  equivocado  concepto  de  que  en  virtud  del  contrato  cele¬ 
brado  entre  el  demandado  y  su  hermano ,  adquirió  el  demandante  el  de¬ 
recho  que  pretende  hacer  valer ,  sin  embargo  de  haber  sido  entraño  á 
aquella  convención ; 

Y  3o  Que  es  improcedente  el  motivo  que  se  refiere  á  la  prueba  testifi¬ 
cal,  contra  cuya  apreciación  hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de 
sw*  atribuciones,  no  se  demuestra  ni  alega  en  la  forma  prescrita  en  el 
número  7o  del  art,  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  haya 
cometido  error  de  hecho. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Diciembre  de  1883,  en  los  au- 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sedaño  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  José  Martínez  Huidobro, 
vecino  de  Sedaño,  labrador,  con  D.  Francisco  de  la  Peña  Huidobro,  de 
la  misma  vecindad,  propietario,  sobre  cumplimiento  de  un  convenio  y 
pago  de  cantidades;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  á  nombre  de  D.  José  Mar¬ 
tínez  Huidobro  por  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  bajo  la  dirección  del 
Licenciado  D.  Agustín  de  Soto,  habiendo  representado  y  defendido  á 
D.  Francisco  de  la  Peña  Huidobro  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz  y  Mi¬ 
guel,  y  el  Licenciado  D.  Carlos  Alvarez: 

Resultando  que  D.  José  de  la  Peña  Huidobro  tomó  á  préstamo  en  el 
año  1863  de  la  Caja  de  Ahorros  establecida  en  la  ciudad  de  Burgos  la 
cantidad  de  500  pesetas,  obligándose  á  su  devolución,  y  subsidiaria¬ 
mente  en  el  concepto  de  fiador- D.  José  Martínez  Huidobro,  y  trascurri¬ 
do  el  plazo  estipulado  para  la  devolución  del  capital  sin  que  lo  hubiese 
satisfecho  íntegramente  el  deudor  principal,  á  pesar  de  haberse  proce¬ 
dido  ejecutivamente  contra  sus  bienes,  la  Sociedad  acreedora  pidió  y 
obtuvo  ejecución  contra  el  D.  José  Martínez  Huidobro,  que  se  hizo 
efectiva  en  bienes  de  su  pertenencia  por  cantidad  de  1.126  pesetas  75 
céntimos  á  que  en  Abril  de  1875  ascendía  el  crédito,  intereses  y  costas: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Burgos  en  22 
de  Diciembre  de  1867,  D.  José  y  D.  Francisco  de  la  Peña  liquidaron  las 
cuentas  pendientes  entre  los  mismos,  resultando  ser  el  primero  deudor 
del  segundo  de  la  cantidad  de  1.557  escudos  500  milésimas,  por  los 
conceptos  que  expresan  cargándose  el  D.  Francisco  con  la  dpuda  que 
su  hermano  D.  José  tenia  con  la  Caja  de  Ahorros  de  Burgos  por  240 
escudos,  y  en  su  virtud  el  D.  José  de  la  Peña  otorgó  que  se  reconocía 
deudor  de  los  1.557  escudos  500  milésimas  en  favor  de  su  hermano  el 
D.  Francisco,  y  se  comprometía  á  pagarles  con  el  7  por  100  anual  de 
rédito  cuando  se  le  reclamase,  y  á  garantir  la  deuda  é  interés  con  hi¬ 
poteca  suficiente,  y  el  acreedor  aceptó  lo  expuesto,  tomando  sobre  si 
la  deuda  mencionada  de  la  Caja  de  Ahorros;  y  por  contrato  privado  de 
4  de  Setiembre  de  1868,  los  hermanos  D.  José  y  D.  Francisco  de  14 
Peña  convinieron  en  reformar  tan  solo  por  lo  que  respecta  á  la  deuda 
de  la  Caja  de  Ahorros  de  Burgos,  la  escritura  de  22  de  Diciembre  de 
1867,  volviendo  ó  quedar  la  cuenta  del  D.  José,  el  pago  de  2  000  y  pico 
de  reales  ó  lo  que  fuese,  en  favor  de  la  Caja  de  Ahorros  y  en  descargo 
de  la  ajustada  con  dicho  su  hermano,  y  por  consiguiente  reducida  ésta 
en  el  día  á  11.263  rs.  con  su  interés  del  7  por  <00  desde  el  3  de  Marzo: 

Resultando  queeu  25  de  Febrero  de  1882  D.  José  Martínez  Huido- 
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bro  dedujo  demanda  exponiendo,  después  de  hacer  méritos  de  los  an¬ 
tecedentes  relacionados,  que  sabiendo  particularmente  el  fiador  Martí¬ 
nez  que  la  deuda  de  la  Cája  de  Ahorros  la  había  tomado  sobre  si,  Don 
Francisco  de  la  Peña,  hermano  del  primitivo  deudor,  acudió  amistosa¬ 
mente  á  éste  para  que  le  solventara,  puesto  que  á  ello  se  había  com¬ 
prometido,  librándole  de  la  obligación  que  le  exigía  ejecutivamente  la 
Caja  de  Ahorros,  ácuya  petición  respondió  el  D.  Francisco  dándole  se¬ 
guridades  de  que  con  él  ni  contra  él  nada  iría  en  este  negocio,  y  en  la 
confianza  que  le  inspiraban  tales  promesas,  constantemente  repetidas 
por  el  D.  Francisco,  nada  gestionó  para  oponerse  á  la  ejecución  que 
contra  sus  bienes  se  tramitaba;  y  así  pasó  el  tiempo  hasta  que  se  dictó 
sentencia  de  remate,  que  le  fué  notificada,  viéndose  entonces  en  la 
precisión  de  recordar  á  D.  Francisco  sus  compromisos,  el  cual  le  con¬ 
testó  en  términos  evasivos;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de 
derecho  y  ejercitando  la  acción  personal,  pidió  se  declarase  que  Don 
Francisco  de  la  Peña  se  hallaba  obligado  al  cumplimiento  del  contrato 
estipulado  en  la  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1867  y  del  pacto  en 
que  verbalmeute  prometió  al  demandante  su  cumplimiento,  condenán¬ 
dole  al  pago  de  2.600  pesetas  á  que  debería  probablemente  elevarse  el 
principal  y  réditos  que  se  adeudaban  á  la  Caja  de  Ahorros  de  Burgos  o 
costas  causadas  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  para  su  exacción,  pagy 
que  debería  hacer  á  dicha  Sociedad  ó  al  fiador  D.  José  Martínez  si  éste 
la  hubiere  ya  satisfecho  á  la  terminación  del  litigio,  con  más  ios  inte¬ 
reses  que  sobreviniesen,  costas  que  se  causasen  en  el  ejecutivo  hasta 
el  completo  pago,  perjuicios  originados  al  demandante  y  costas  del 
pleito: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Francisco  de 
la  Peña,  al  evacuarle  pidií)  que  se  le  absolviese  de  ella,  imponiendo  al 
demandante  D.  José  Martínez  perpetuo  silencio  y  los  costas  del  juicio, 
para  lo  cual  expuso,  que  á  consecuencia  de  encontrarse  D.  José  de  la 
Peña,  hermano  del  demandado,  bajo  la  amenaza  de  diversas  ejecuciones, 
éste  se  vió  en  la  necesidad  de  practicar  con  él  la  liquidación  de  cuen¬ 
ta  que  aparece  de  la  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1867,  en  la  cual 
para  nada  intervino  el  demandante,  ni  siquiera  se  hizo  mérito  de  su 
nombre;  que  por  el  contrato  privado  otorgado  en  papel  sellado  corres¬ 
pondiente  en  4  de  Setiembre  de  1868,  D.  José  y  D.  Francisco  de  la  Pe¬ 
ña  convinieron  de  mutua  conformidad  en  que  quedase  sin  efecto  el  con¬ 
tato  de  22  de  Diciembre  de  1867  en  la  parte  relativa  á  haberse  cargado 
t>.  Francisco  con  la  deuda  que  D.  José  tenía  con  la  Caja  de  Ahorros;  y 
un  su  virtud,  dicho  D.  José  se  obligó  á  que  desde  entonces  en  adelante 
quedase  de  su  cuenta  el  pago  de  dicha  suma  de  2.400  rs.  ó  lo  que  fue¬ 
se  en  favor  de  la  citada  Caja  de  Ahorros,  quedando  en  consecuencia  re  - 
ducida  la  cuenta  con  dicho  su  hermano  D.  Francisco  i  1  <  .263  rs.;  que 
i  este  contrato  tampoco  asistió  D  José  Martínez,  y  por  parte  del  de¬ 
mandado  había  trascurrido  mucho  tiempo  sin  tener  siquiera  noticia  de 
que  Martínez  se  hubiese  constituido  fiador  de  D.  José  Peña  en  la  deu¬ 
da  de  éste  á  favor  de  la  Caja  de  Ahorros;  que  el  capital  se  sacó  de  la 
Caja  el  19  de  Diciembre  de  1863,  y  fué  por  cantidad  de  2.000  rs.  al  6 
por  100  anual  de  intarés;  y  suponiendo  que  no  se  hubiese  satisfecho 
cantidad  alguna  en  los  18  años  trascurridos  desde  entonces,  resultará 
que  los  réditos  eran  otros  2.165  rs.,  ó  sean  en  junto  1 .04 1  pesetas  25 
céntimos,  suma  que  aun  agregando  las  costas  del  ejecutivo  incoado 
por  la  Caja,  resultaba  bastante  inferior  al  que  caprichosamente  y  sin 
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base  alguna  reclamaba  el  demandante;  que  negaba  en  absoluto  y  com¬ 
pletamente  que  D.  José  Martínez  haya  recibido  seguridades  algunas 
de  D.  Fraucisco  Peña,  sin  que  éste  le  hubiese  prometido  en  ningún 
tiempo  que  le  libraría  de  la  fianza,  siendo  por  el  contrario  un  hecho 
público  que  entre  el  demandante  y  demandado  no  existía  confianza  al 
guna,  antes  antipatía  marcada  y  enemistad  manifiesta  que  Martínez 
había  manifestado  en  más  de  una  ocasión  por  actos  privados  y  pú¬ 
blicos: 

Resultando  que  al  replicar  el  actor,  reprodujo'los  hechos  de  la  de¬ 
manda,  entendiéndose  respecto  á  la  cantidad  á  que  se  hizo  ascender  el 
objeto  del  pleito,  que  sólo  se  fijó  aproximadamente  por  la  imposibili¬ 
dad  material  de  fijarla  definitivamente,  toda  vez  que  no  estando  ter- 
minado  el  juicio  ejecutivo,  cuyas  costas  se  reclamaban,  no  era  posible 
liquidarlas  en  la  actualidad,  sometiéndose  á  la  que  en  su  día  se  hiciese 
con  arreglo  á  las  bases  mencionadas  en  la  demanda;  y  el  demandado  al 
duplicar  reprodujo  las  alegaciones  y  pretensión  de  su  contestación: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  pro¬ 
puestas  por  las  partes;  y  seguido  el  juicio  por  dos  instancias,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  por  sentencia  de  2  de  Marzo  úl¬ 
timo,  revocatoria  de  la  del  Juez,  absolvió  de  la  demanda  á  D.  Francis¬ 
co  de  la  Peña,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  José  Martínez  lluidobro  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  motivos: 

1*  Que  al  considerar  y  decidir  la  Sala  sentenciadora  que  la  escritura 
de  22  de  Diciembre  de  1867,  en  virtud  de  la  cual  D.  Francisco  de  la  Pe¬ 
ña  se  obligó  con  su  hermano  D.  José  á  responder  á  la  Caja  de  Ahorros 
de  Burgos  de  la  cantidad  de  240  escudos  que.el  último  debía  á  la  mis¬ 
ma,  no  tenía  valor  alguno  legal  en  el  pleito,  infringe  esa  misma  es¬ 
critura  el  principio  pactó  sunt  servando, ,  la  ley  ta,  tít.  Io,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación;  la  1  14,  tít.  1 8  de  la  Partida  3a  y  la  doctrina 
conforme  con  esas  leyes,  establecida  en  sentencia  de  8  de  Marzo  de 
1 865  y  otras  muchas;  infracciones  que  se  evidencian  recordando  que 
adornada  la  referida  escritura  de  todos  ios  requisitos  intrínsecos  y  ex¬ 
trínsecos  exigidos  en  derecho,  y  aceptada  ó  no  impugnada  por  las  par¬ 
tes,  no  puede  menos  de  producir  toda  3U  eficacia  en  este  pleito,  á  pesar 
de  lo  cual  la  Sala  sentenciadora  no  la  reconoce  ninguna,  absolviendo 
de  la  demanda  al  demandado  contra  lo  consignado  en  la  escritura: 

2°  Que  al  considerar  y  decidir  la  Sala  sentenciadora  que  la  referida 
escriturado  22  de  Diciembre  de  1867  es  una  verdadera  novación  de 
contrato,  y  que  para  que  pudiera  ser  eficaz  enjuicio,  debía  haber  teni¬ 
do  intervención  en  ella  la  Caja  de  Ahorros  de  Burgos  ó  sus  represen¬ 
tantes,  infringe  la  ley  15,  tít.  14  de  la  Partida  5a,  que  establece  el  ver¬ 
dadero  concepto  de  la  novación;  pues  no  conteniéndose  los  caracteres 
de  é3ta  en  la  citada  escritura,  es  indudable  que  no  contiene  novación 
de  deuda,  y  que  por  tanto  no  pueden  aplicarse  las  ieyes  y  doctrinas 
que  la  regulan,  las  cuales  quedan  infringidas  desde  el  momento  en  que 
se  aplica  al  presente  pleito  la  escritura  de  22  de  Diciembre  que  no  es 
más  que  lo  que  dicen  sus  términos;  no  conteniendo  la  novación  propia¬ 
mente  dicha  de  la  deuda;  pero  sí  bien  claro  la  obligación  de  D.  Fran¬ 
cisco  de  responder  de  la  deuda  de  la  Caja  de  Ahorros  que  tomó  sobre  sí 
con  todas  sus  consecuencias,  no  pudiendo  menos  por  tanto  de  ser  com¬ 
pletamente  eficaz  en  derecho  esa  solemne  obligación: 

3°  La  ley  H,  tít.  12,  Partida  5a,  según  la  cual  el  fiador  puede  de- 
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mandar  la  parle  que  pagó  por  si  al  deudor  principal,  pues  siendo  el 
recurrente  fiador  y  habiendo  la  Caja  de  Ahorros  dirigido  su  acción  con¬ 
tra  él  y  embargándole  los  bienes  para  hacerse  cobro,  y  habiendo  Don 
Francisco  de  la  Peña  lomado  sobre  sí  la  deuda  de  su  hermano  á  virtud 
de  escritura  pública,  es  indudable  que  el  recurrente  se  hallaba  subrro- 
gado  en  todos  los  derechos,  y  que  tiene  acción  expedita  para  reclamar 
de  D.  Francisco  todo  cuanto  se  ha  satisfecho  por  razón  de  la  fianza  y 
los  perjuicios  que  se  le  hayan  irrogado  con  motivo  de  la  misma,  con¬ 
forme  á  la  sentencia  de  U  de  Febrero  de  1879  y  otras: 

4o  Que  al  decidir  la  Sala  sentenciadora  que  lo  convenido  en  la  ci¬ 
tada  escritura  de  22  de  Diciembre  sobre  la  deuda  á  la  Caja  de  Ahorros, 
quedó  sin  efecto  por  el  documento  privado  otorgado  por  D.  José  y  Don 
Francisco  de  la  Peña  en  4  de  Setiembre  de  1868,  infringe  la  ley  119, 
tít.  18  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina,  conforme  con  ella,  establecida  en 
sentencia  de  24  de  Marzo  de  1865  y  otras  muchas,  según  las  cuales  el 
instrumento  privado  reconocido  por  la  parte  á  quien  se  opone  hace  fe 
enjuicio  contra  el  que  lo  suscribió,  sus  herederos  y  causa  habientes, 
nías  no  debe  perjudicar  á  un  tercero  que  ninguna  intervención  tuvo 
en  el  mismo;  que  si  bien  todo  documento  privado  escrito  por  el  mismo 
que  en  él  se  obliga  con  intervención  de  testigos  tiene  fuerza  legal,  ésta 
no  puede  ser  aplicable  al  caso  en  que  el  que  lo  firme  resulte  en  él  fa  - 
Vorecido,  que  es  precisamente  lo  que  ocurro  con  el  documento  de  14 
de  Setiembre,  que  no  aparece  perjudicial  sino  favorable  al  demandado, 
toda  vez  que  en  él  prescindió  de  obligaciones  solemnemente  contraídas 
en  escritura  pública;  que  por  otra  parte,  siendo  el  otorgante  y  testigos 
que  firmaron  el  referido  documento  hermano  y  amigos  íntimos  del  de¬ 
mandado,  todos  enemigos  del  demandante,  su  testimonio  no  podía 
apreciarse  como  imparcial  y  fidedigno,  ni  por  consiguiente  tomarse  en 
cuenta  para  estimar  la  verdad  de  lo  en  él  expuesto  y  estipulado,  pues¬ 
to  que  en  todos  los  que  lo  suscriben  concurre  la  tacha  legal  á  que  se  re¬ 
fiere  el  núm.  5°  y  en  uno  también  el  principio  del  art.  660  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  igualmente  resulta  infringido:  por  último, 
apareciendo  como  fin  del  citado  documento  procurar  la  insolvencia  de 
D.  José  de  la  Peña  respecto  á  la  Caja  de  Ahorros,  por  medio  del  reco¬ 
nocimiento  y  satisfacción  de  otros  créditos,  tal  fin  no  aparece  legal,  y 
Por  tanto  tampoco  la  causa  de  la  obligación  contenida  en  aquel  docu¬ 
mento,  con  arreglo  á  la  ley  28,  tít,  11  de  la  Partida  5a: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  las  leyes  y  doc¬ 
trinas  que  se  invocan  en  el  primer  motivo,  puesto  que  no  desconoce  la 
autoridad  de  la  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1867,  sino  que  por  no 
haber  intervenido  en  ella  la  representación  de  la  Caja  de  Ahorros  de 
Burgos,,  ni  el  subrrógado  en  su  lugar  D.  Francisco  Martínez  Huidobro, 
niega  á  dicho  instrumento  público  eficacia  legal  para  legitimar  la  ac¬ 
ción  deducida  por  el  demandante,  entre  el  cual  y  el  demandado  no 
existe  vínculo  alguno  de  derecho  en  razóu  de  lo  estipulado  por  éste  y 
8,«  hermano  D.  José  dé  la  Peña: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  no  son  de  estimar  los  motivos 
*°.  3*  y  4’,  cuyo  razonamiento,  á  más  de  referirse  á  los  considerandos 
del  fallo,  lo  que  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  casació  i 
&:gún  tiene  declarado  reiteradamente  este  Tribunal,  descansa  en  el 
equivocado  concepto  de  que  en  virtud  del  contrato  celebrado  entre  los 
hermanos  Peña,  adquirió  Martínez  Huidobro  el  derecho  que  pretende 
tomo  53  24 
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hacer  valer,  sin  embargo  de  haber  sido  extraño  á  aquella  convención: 

Considerando,  por  último,  que  es  improcedente  el  quinto  motivo 
por  referirse  á  la  prueba  testifical,  contra  cuya  apreciación  hecha  por 
la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  atribuciones,  no  se  demuestra  ni 
alega  en  la  forma  prescrita  en  el  núm.  Io  del  art.  1692  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  que  se  haya  cometido  error  de  hecho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Martí¬ 
nez  Huidobro,  á  quien  condenamos  en  las  costas:  líbrese  la  correspon¬ 
diente  certificación  á  la  Audiencia  de  Burgos  con  devolución  del  apun¬ 
tamiento.— (Sentencia’publicada  el  6  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  26  de  Enero  de  1*884.) 
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Recurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Pago  de  pensiones  de  un  censo  é  intereses  de  demora. — No 
ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Duque  de  ¡Vfaqueda  y  otro  con  la  Marque¬ 
sa  viuda  de. Castelar  y  otros  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

1°  Que  si  bien  es  real  la  acción  que  se  dirige  it  reclamar  las  pensio¬ 
nes  del  censo  consignalivo ,  debe  tenerse  por  poseedores  de  los  bienes  gra¬ 
vados  á  los  herederos  del  censatario ,  incumbiéndoles  á  ellos  por  consi¬ 
guiente  probar  si  se  vendieron  aquéllas  y  en  qué  fecha  para  trazar  la  li¬ 
nea  divisoria  entre  el  fin  de  su  responsabilidad  y  el  principio  de  la  de 
los  adquirenles : 

2o.  Que  dichos  herederos ,  no  obstante  la  condonación ,  pueden  dimitir 
los  bienes  gravados  que  posean,  sin  que  por  eso  se  libren  de  contribuir 
al  pago  de  las  pensiones  vencidas  hasta  que  la  dimisión  se  realice  en 
forma ; 

Y  3°  Que  como  se  ha  declarado  repelidas  veces  no  hay  incongruencia 
cuando  se  otorga  menos  de  lo  que  se  pide. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Diciembre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por 
Doña  María  de  los  Dolores  Mesa  Queralt,  Marquesa  viuda  de  Castelar, 
por  sí  y  en  representación  de  sus  hijos  D.  Luis,  Doña  María,  Doña 
Agripina,  D.  Francisco  y  D.  Diego  Patiño  y  Mesa;  D.  Fernando  Ramí; 
rez  de  Haro  Córdoba  y  Belvis  de  Moneada,  Conde  de  Villariezo,  por  sí 
y  en  nombre  de  sus  hijos  D.  Fernando,  D.  Manuel,  Dona  Patrocinio  y 
D.  José  Ramírez  y  Ossorio,  vecinos  todos  de  esta  capital,  y  los  consor¬ 
tes  D.  Ramón  de  Sentmenat  y  Despujol  y  Doña  Inés  Patiño  y  Ossorio 
de  Sentmenat,  Marqueses  de  Ciutadilla,  vecinos  de  Barcelona,  con  el 
Duque  de  Sessa,  y  por  su  defunción  con  D.  Francisco  de  Asís  Ossorio 
de  Moscoso  y  Borbón,  Duque  de  Maqueda,  vecino  de  esta  corte,  y  Don 
Luis  Ossorio  de  Moscoso  y  Borbón,  Conde  de  Cabra,  domiciliado  en  Pa¬ 
rís;  Doña  María  Eulalia  Ossorio  de  Moscoso  y  Carvajal,  Duquesa  de 
Medina  de  las  Torres;  Doña  María  Rosalía  Luisa  Ossorio  de  Moscoso  y 
Carvajal,  Duquesa  de  Baena,  vecinas  ambas  de  Madrid,  y  con  los  es¬ 
trados  del  Tribunal,  en  ausencia  y  rebeldía  de  la  Duquesa  de  Sanlúcar, 
sobre  pago  de  pensiones  de  un  censo  é  intereses  de  demora;  pendiente 
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en  esteTiibnnal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  José  María  Ordóñez  y  el 
Procurador  D.  Manuel  Martín  Yeña,  en  defensa  y  representación  del 
Duque  de  Maqueda  y  el  Conde  de  Cabra,  habiendo  sido  defendidos  y 
representados  en  este  recurso  los  demandantes  por  el  Licenciado  D.  Mo¬ 
desto  Llorens  y  el  Procurador  D.  Félix  Bazán  y  Molero: 

Resultando  qué  D.  Ventura  Ossorio  de  Moscoso,  Conde  de  Altami- 
ra  y  otros  títulos,  en  escritura  que  con  facultad  Real  otorgó  en  7  de 
Abril  de  1704,  impuso  un  censo  sobre  sus  estados  y  mayorazgos,  y  es¬ 
pecialmente  sobre  los  de  Almazán  y  Monteagudo,  de  713.028  is.  16 
maravedises  de  capital  al  2  y  medio  por  100  á  favor  de  los  consortes 
D.  Manuel  Fulgencio  Ramírez  de  Arellano  y  Doña  María  Teresa  del 
Pilar  Olivares  y  Cepedas,  Condes  de  Murillo  y  Peñarrubia,  y  Marqueses 
de  Villacastell,  y  especialmente  de  la  segunda,  sus  hijos  y  herederos; 
obligándose  á  dar  y  pagar  á  dichos  Condes  de  Murillo,  ó  á  quien  su  de¬ 
recho  representase  en  esta  corte,  y  en  su  casa  y  poder  los  17.825  rea¬ 
les  y  23  maravedises  de  renta,  censo  y  tributo  anual  que  había  de  du¬ 
rar  perpetuamente  hasta  que  su  principal  se  redimiese  y  quitase,  en 
dos  pagos  ó  plazos  iguales  en  los  días  Io  de  Diciembre  y  Io  de  Junio 
de  cada  año: 

Resultando  que  por  D.  Rafael  Paz  y  Fuentes  del  suprimido  Consejo 
de  Castilla  como  Juez  interventor  de  la  casa,  estados  y  rentas  de  Don 
Vicente  Isabel  Ossorio,  Conde  de  Altamira,  se  reconoció  A  nombre  de 
•éste  y  de  sus  herederos  y  sucesores  en  escritura  de  29  de  Setiembre  de 
1832  por  dueños  y  legítimos  poseedores  del  capital  del  censo  de  713.028 
reales*! 6  maravedises  que  con  el  rédito  de  2  y  medio  por  100  se  hallaba 
impuesto  sobre  los  estados  de  Almazán  y  Monteagudo  que  poseía  di¬ 
cho  Conde,  ó  los  seis  hijos  y  herederos  de  Doña  María  Diego  Ramírez 
de  Arellano,  Marquesa  de  Castelar,  D.  Luis,  Doña  Fernanda,  Doña  Joa¬ 
quina,  Doñ.t  María  Mercedes,  D.  José  y  D.  Ramón  Patiño  Ramírez  de 
Arellano,  entre  los  que  se  había  procedido  á  su  división  y  adjudicación, 
cor¡e$pondiendo  ácada  uno  de  ellos  1  18.838  rs.  que  percibirían  asíco- 
nio  sus  herederos  y  sucesores  como  tales  dueños  de  dichos  capitales  si 
llegaba  el  caso  de  la  reducción  del  censo,  y  en  el  ínterin  los  réditos  de 
2  y  medio  por  100  marcados  en  la  escritura  de  imposición;  de  la  cual, 
así  como  de  ésta,  se  tomo  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas: 

Resultando  que  por  escritura  de  16  de  Junio  de  1843  D.  José  María 
Patino  Ramírez  de  Arellano  hizo  cesión  de  las  partes  de  censo  á  él  co¬ 
rrespondiente  á  favor  de  su  hermano  D.  Luis,  Marqués  de  Castelar;  y 
en  otra  escritura  que  en  21  de  Diciembre  de  1871  otorgaron  D.  Nicolás, 
Doña  Inés  y  Doña  María  del  Patrocinio  Patiño  y  Ossorio,  hijos  los  tre¿ 
de  D  Luis  Patiño  Ramírez  de  Arellano,  en  la  que  rectificaron  la  parti¬ 
ción  de  bienes  practicada  al  fallecimiento  de  éste,  comprendieron  los 
dos  capitales  de  censo  de  118.838  rs.  cada  uno  que  habían  correspon  ¬ 
dido  6  su  citado  padre,  uno  por  derecho  propio  y  otro  por  cesión  de  su 
hermano  D.  José,  y  los  distribuyeion  entre  sí: 

Resultando  que  Doña  María  de  los  Dolores  Mesa  y  Queralt,  viuda 
de  Nicolás  Patiño  y  Ossorio,  Marqués  de  Castelar,  por  sí  y  en  repre¬ 
sentación  de  sus  cinco  hijos  D.  Luis,  Doña  María,  Doña  Agripina,  Don 
Francisco  y  I).  Diego  Patiño  y  Mesa;  D.  Fernando  Ramírez  de  Raro, 
Conde  de  Villariezo,  viudo  de  Doña  María  del  Patrocinio  Patiño  y  Osso¬ 
rio,  por  si  y  en  representación  de  sus  hijos  D.  Fernando,  D.  Manuel, 
Doña  Patrocinio  y  D.  José  Ramírez  de  Haro  y  Patiño;  y  D.  Ramón  de 
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Sontmenat  y  Despujols,  como  marido  de  Doña  Inés  Patiño  y  Ossorio, 
Marqués  de  Giutadiila,  dedujeron  en  8  de  Mayo  de  1878  la  demanda  qu<i 
ha  motivado  este  pleito,  en  la  que  en  ejercicio  de  la  acción  personal 
nacida  del  contrato  y  de  la  real  hipotecaria  procedente  del  dominio,  so  - 
licitaron  se  condenase  en  definitiva  á  la  testamentaria  de  la  casa  y  es¬ 
tados  de  Astorga,  Altaraira  y  Montemar  á  satisfacer  los  95.056  rs.,  to¬ 
tal  importe  de  16  anualidades  del  censo  de  237.676  rs.  que  tenían  sobre 
dichos  estados,  vencidas  hasta  la  fecha  y  no  satisfechas,  así  como  al 
pago  de  las  demás  que  fuesen  venciendo  en  lo  sucesivo  con  el  interés 
legal  de  la  indicada  suma  desde  la  fecha  de  la  demanda;  á  cuyo  efecto, 
y  después  de  hacer  relación  de  los  antecentes  referidos,  dijeron  que  re¬ 
ducido  el  censo  impuesto  por  el  Conde  de  Altamira  en  la  escritura  de 
7  de  Abril  de  1764  sobre  sus  estados  y  mayorazgos,  y  señaladamente 
sobre  los  de  Almazán  y  Nlonteagudo  con  relación  a  la  casa  de  Castelar, 
á  un  capital  de  237.676  rs.,  había  venido  pagando  la  cusa  censataria  á 
la  de  Castelar  el  rédito  correspondiente  á  dicha  suma  hasta  hacia  16 
años,  é  invocaron  en  apoyo  de  sus  derechos  las  leyes  Ia,  tit.  1°,  y  3a  y 
5a,  tit.  15,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Resultando  que  requerido  el  Administrador  de  los  estados  de  Astoi- 
ga,  Altamira  y  Montemar  para  que  manifestara  quién  representaba  di¬ 
cha  casa,  quien  manifestó  que  el  último  Conde  de  Altamira  había  deja¬ 
do  cuatro  hijos,  que  eran  el  Duque  de  Sessa  y  las  Duque-as  de  Sanlú- 
car,  de  Medina  de  las  Torres  y  de  Baena,  los  cuales  habían  continuado 
por  sí  la  testamentaría  de  su  padre  que  se  encontraba  paralizada;  en 
virtud  de  lo  cual  se  entendió  la  citación  y  emplazamiento  con  los  cua¬ 
tro  expresados  hijos  del  Conde  de  Altamira,  y  comparecieron  todos, 
excepción  hecha  de  la  Duquesa  de  Sanlúcar,  que  fué  declarada  re¬ 
belde: 

Resultando  que  las  Duquesas  de  Medina  de  las  Torres  y  de  Baena 
alegaron,  entre  otros  particulares  al  contestar  la  demanda,  que  los  ré¬ 
ditos  de  los  excesos  que  reclamaban  los  demandantes  se  hallaban  satis¬ 
fechos  hasta  la  primera  anualidad  inclusive  de  1867,  y  eran  por.  lo  tanto 
sólo  10  anualidades  y  media  las  que  en  su  caso  se  adeudarían  á  los  de¬ 
mandantes,  por  quien  debiera  satisfacerlas;  además  de  que  se  pedía  el 
impune  íntegro  de  cada  anualidad,  si»  tener  en  cuenta  las  deduccio¬ 
nes  que  por  contribuciones  é  impuestos  satisfechos  y  otros  gastos  co 
respondientes  á  los  censualistas  debían  hacerse;  por  todo  lo  cual  re¬ 
sultaba  que  en  la  demanda  se  peilia  mucho  más  de  lo  que  debiera  pe¬ 
dirse  en  el  caso  de  que  hubiera  derecho  para  ello;  que  los  bienes  espe¬ 
cialmente  hipotecados,  según  resultaba  de  la  escritura  de  constitución 
d8  censo,  fueron  únicamente  los  de  las  villas  de  Almazán,  Monteagudo, 
Varea,  Villarayas  y  las  demás  villas  y  lugares  de  que  se  componía  el 
citado  mayorazgo  de  Almazán  y  Monteagudo,  y  que  no  poseían  nin 
guno  de  los  bienes  que  componían  dichos  vínculos,  que  habían  sido 
vendidos  hacía  bastante  tiempo,  sin  que  pudieran  determinar  quiénes 
fuesen  sus  poseedores  actuales: 

Resultando  que  respecto  del  Duque  de  Sessa,  que  tuvo  por  contes¬ 
tada  la  demanda,  y  por  parte  de  los  demandantes  se  alegó  en  el  escrito 
de  réplica  que  según  manifestación  expresa  de  la  parte  contraria  la 
casa  de  Altamira  había  venido  satisfaciendo  el  censo  en  cuestión;  que 
no  constándoles  á  los  demandantes  el  hecho  de  haber  sido  vendidos  los 
bienes  que  la  casa  de  Altamira  poseía  en  Almazán  y  Monteagudo,  no 
podía  justificarse  la  interrupción  en  el  pago  de  los  réditos  anuales,  mu- 
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cho  más  habiéndose  reconocido  los  Condes  de  Altamira  y  sus  herede¬ 
ros  obligados  personalmente  al  cumplimiento  de  dicha  obligación  por 
razón  del  abono  que  habían  continuado  verificando  de  las  pensiones 
hasta  el  año  de  1867  inclusive  cuando  menos;  y  que  Ja  casa  del  Marqués 
de  Castelar,  en  nombre  de  los  demás  partícipes  en  el  censo,  había  te¬ 
nido  confiado  el  percibo  de  las  rentas  al  agente  D.  Francisco  Rodríguez 
López,  que  se  ausentó  de  esta  corte  el  año  1868  siu  rendir  cuentas  de 
su  administración,  por  cuya  cansa  era  posible  que  no  constase  á  los 
demandantes  el  cobro  de  alguna  anualidad  del  censo  por  dicho  agente; 
Y  por  virtud  de  estas  razones  solicitaron  se  condenase  á  los  demanda¬ 
dos  al  pago  de  la  cantidad  pedida  en  la  demanda,  hecho  abono  de  las 
cantidades  que  se  acreditase  legalmente  tener  ya  satisfechas  por  cuen¬ 
ta  de!  total  adeudado,  Con  lo  demás  solicitado  en  la  demanda: 

Resultando  que  el  Duque  de  Sessa  pidió  en  el  escrito  de  d ú plica  que 
se  absolviese  de  la  demanda  con  imposición  de  costas  á  los  actoYes,  ale¬ 
gando  al  efecto  y  en  cuanto  es  pertinente,  que  no  poseía  los  bienes  cen¬ 
sidos  contra  que  se  dirigía  la  acción  real  ejercitada,  ni  los  había  poseí¬ 
do  nunca,  ni  había  pagado  en  ningún  tiempo  pensiones  por  tal  censo, 
invocando  en  apoyo  de  su  derecho  la  ley  ta,  tít.  t\  libro  10  de  la  No¬ 
vísima  Recopilación,  el  principio  de  que  los  censos  se  dirigen  contra 
los  bienes  censidos,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  que 
declara  el  censatario  se  libra  del  nago  de  pensiones  abandonando  la  fin¬ 
ca  al  censualista,  lo  cual  verificaba  desde  luego: 

Resultando  que  durante  el  término  de  prueba  trataron  los  deman 
dantes  justificar  por  medio  de  las  declaraciones  de  dos  empleados  de  la 
casa  xJel  Marqués  de  Castelar,  y  de  las  cuentas  rendidas  á  la  testamen¬ 
taría  de  dicho  Marqués  por  el  agente  D.  Francisco  Rodrigue*  López, 
que  la  casa  de  Altamira  satisfizo  los  réditos  correspondientes  á  los  dos 
capitales  de  censo  de  1  18. 838  rs.;  y  practicada  también  prueba  por  los 
demandados,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  condenando 
al  Duque  de  Sessa  y  á  las  Duquesas  de  Medina  de  las  Torres,  de  Baena 
y  deSanlúcar  á  pagar  á  los  demandantes  en  el  término  de  15  días,  y 
Previa  liquidación  en  su  caso  por  peritos  de  recíproco  nombramiento,  y 
tercero  en  caso  de  discordia,  la  pensión  ó  rédito  anual  del  censo  en  que 
aquéllos  apareciesen  en  descubierto,  con  reserva  al  Duque  de  Sessa  de 
su  derecho  par?  que  lo  ejercitase  si  lo  creyera  conveniente  contra  los 
demás  demandados: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  corte, 
Por  virtud  de  apelación  interpuesta  y  admitida  libremente  á  los  de¬ 
mandados,  se  adhirió  á  ella  la  parte  apelada  al  evacuar  el  traslado  de 
instrucción,  pidiendo  que  se  revocase  la  sentencia  del  Juzgado  y  se 
condenase  á  los  demandados  al  pago  de  las  16  anualidades  del  censo  á 
que  se  refería  la  demanda,  con  las  deducciones  acostumbradas  en  los 
Pagos  de  las  anteriores  anualidades,  ó  en  otro  caso  al  de  las  10  anuali¬ 
dades  y  media  que  mediaban  desde  la  pensión  correspondiente  al  pri¬ 
mer  semestre  delaño  1867  hasta  la  interposición  de  la  demanda  con 
derecho  á  verificar  las  indicadas  deducciones ;  condenándoles  además 
en  ambos  casos  al  abono  del  interés  legal  de  la  suma  que  se  mandase 
satisfacer  desde  la  fecha  de  la  interpelación  judicial  y  demás  pensiones 
vencidas  y  que  fuesen  venciendo  en  lo  sucesivo;  y  queda  Sala  prime- 
ra  de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  dictó  sentencia  en  27  de  Octubre  de 
J882,  condenando  al  Duque  de  M^queda  y  a!  Conde  de  Cabra,  como 
herederos  del  Duque  de  Sessa,  á  la  Duquesa  de  Medina  de  las  Torres,  á 
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la  de  Baena  y  en  rebeldía  á  la  de  Sanlúcar,  á  que  en  el  término  de  15 
días  paguen  á  los  demandantes  Marqueses  de  Ciutadilla  Conde  de  Villa- 
riezo  y  Marquesa  viuda  da  Castelar,  en  representación  estos  dos  últi¬ 
mos  de  sus  respectivos  hijos  D.  Fernando,  D.  Manuel,  Doña  Patrocinio 
y  D.  José  Ramírez  Ossorio,  y  D.  Luis,  Doña  María,  Doña  Agripina,  Don 
Francisco  y  D.  Diego  Patiño  y  Mesa  las  10  y  media  pensiones  vencidas 
del  censo  objeto  de  este  pleito,  á  contar  desde  el  segundo  semestre  in¬ 
clusive  del  año  1867  hasta  la  fecha  de  la  incoación  de  la  demanda,  y 
además  las  vencidas  posteriormente  y  las  que  vayan  venciendo  hasta  el 
completo  pago  con  el  abono  del  6  p0r  100  de  tales  pensiones  desde  la 
respectiva  mora  de  cada  una,  con  reserva  á  los  causa  habientes  del  Du¬ 
que  de  Sessa  del  derecho  de  que  se  crean  asistidos  para  que  lo  deduz¬ 
can  contra  quien  y  como  crean  convenirles: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  interpusieron  re¬ 
curso  de  casación  D.  Francisco  de  Asís  y  D.Xuis  Ossorio  de  Moscoso  y 
Borbón,  Duque  de  Maqueda  el  primero  y  Conde  de  Cabra  el  segundo, 
citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Io  Las  leyes  que  como  la  Hipotecaria  en  su  art.  117  establecen  la 
naturaleza  del  censo  eomo  un  derecho  en  la  cosa  que  ha  de  hacerse 
efectivo  ó  perseguirse  por  su  índole  contra  el  poseedor  de  los  bienes 
censidos,  porque  los  demandantes  ni  siquiera  han  intentado  la  prueba 
de  que  el  Duque  de  Sessa  poseyera  lo3  especialmente  gravados: 

2o  La  doctrina  legal  establecida,  entre  otras  sentencias  de  casación, 
en  la  de  24  de  Abril  de  1874,  que  señala  la  acción  real  hipotecaria  como 
la  procedente  para  reclamar  del  poseedor  de  las  fincas  censidas  las  pen¬ 
siones  atrasadas  y  corrientes;  pnesto  que  tal  posesión  no  se  ha  justifica¬ 
do  por  los  demandantes  en  lo  que  ataña  al  Duque  de  Sessa: 

3o  La  doctrina  inconcusa  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  20  de  Enero  de  1859  y  en  otras,  de  que  el  censatario  pue¬ 
de  librarse  del  gravamen  del  censo  sea  reservativo  ó  conservativo  di¬ 
mitiendo  la  cosa  censida  á  favor  del  censualista,  p>>r  cuanto  en  el  es¬ 
crito  de  dúpliea  dijo  terminantemente  el  Duque  de  Sessa  que  desde 
luego  dimitía  los  bienes  censidos,  y  de  esta  manifestación  se  ha  desen¬ 
tendido  la  Sala  sentenciadora; 

Y  4o  En  que  al  faltar  la  sentencia  recurrida  al  tenor  de  lo  pedido 
por  los  demandantes  al  adherirse  á  la  apelación,  desentediéndose  de  la 
demanda  incurre  en  la  falta  de  congruencia  que  señala  el  párrafo  se¬ 
gundo  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamientp  civil  como  motivo  de 
casación;  pues  las  pretensiones  sólo  pueden  deducirse  oportunamente 
en  los  pleitos  en  el  escrito  de  demanda,  conforme  se  deduce  de  los  ar¬ 
tículos  224  y  256  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  524  y  548 
de  la  yigente: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  y  doctrina  invo¬ 
cadas  en  los  motivos  Io  y  2o,  porque  si  bien  es  real  la  acción  que  se  di  - 
rige  á  reclamar  las  pensiones  de  censo  consignativo,  en  el  caso  actual 
debe  tenerse  por  poseedores  de  los  bienes  gravados  á  los  herederos  del 
Conde  de  Altamira,  que  de  otro  modo,  muerto  éste  en  1864,  no  hubie¬ 
ran  continuado  pagando  las  pensiones  vencidas  después  de  su  falleci¬ 
miento  como  lo  hicieron  hasta  1867,  ’ncumbiéndoles  á  ellos  por  consi¬ 
guiente  probar  si  se  vendieron  aquéllas  y  en  qué  fecha  para  trazar  la 
linea  divisoria  entre  el  fin  de  su  responsabilidad  y  el  principio  de  la  de 
los  adquirentes: 
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Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  expuesta  en  el  ter¬ 
cer  motivo,  porque  los  herederos  del  Duque  de  Sessa  no  obstante  la 
condonación,  pueden  dimitir  los  bienes  gravados  que  posean,  sin  que 
por  eso  se  libren  de  contribuir  al  pago  de  las  pensiones  vencidas  hasta 
que  la  dimisión  se  realice  en  forma: 

Considerando,  por  último,  que  no  infringe  las  disposiciones  citadas 
el  cuarto  motivo,  ya  porque  como  se  ha  declarado  repetidas  veces  no 
hay  incongruencia  cuando  se  otorga  menos  de  lo  que  se  pide,  y  ya 
porque  los  demandantes  más  ilustrados  sobre  los  hechos  por  el  escrito 
de  contestación  de  las  Duquesas  de  Baena  y  de  Medina  de  las  Torres, 
pudieron  y  debieron  rectificar  el  número  délas  pensiones  adeudadas  en 
la  posibilidad  de  que  hubiese  cobrado  algunas  un  Administrador  que 
se  había  fugado  sin  dar  cuentas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Asís  y  D.  Luis  Osso- 
rio  de  Moscoso  y  Borbón,  Duque  de  Maqueda  el  primero,  y  Conde  de 
Cabra  el  segundo,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  pérdi¬ 
da  del  depósito  de  1,000  pesetas  que  han  constituido,  que  se  distribui¬ 
rán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  i  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certi¬ 
ficación  correspondiente  c.on  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re¬ 
mitido. — (Sentencia  publicada  el  0  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en 
la  Gacela  de  26  de  Enero  de  1884). 
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Ifiecurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1883). — Sala  primera. 
— Mejor  derecho  de  la  mitad  reservable  de  uií  vínculo. — Pago 
de  una  pensión.— Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  la  Marquesa  de 
Fuentehermosa  con  D.  Celestino  y  D.  Luis  de  los  Ríos  y  Córdova  (Au¬ 
diencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  declarada  por  la  sentencia  recurrida  la  vacante  de  un  vinculo 
y  consentida  esta  declaración  por  la  recurrente,  ha  llegado  el  caso  de 
designar  quién  haya  de  ser  el  sucesor  en  la  mitad  reservable .  con  arre¬ 
glo  á  las  cláusulas  de  la  fundación,  ley  primordial  en  la  materia : 

2o  Que  aunque  sea  electivo  un  vinculo,  si  el  fundador  dispuso  espe¬ 
cial  y  concretamente  en  la  cláusula  de  fundación  que  aquel  de  los  su¬ 
cesores  que  no  cumpliese  con  la  obligación  de  usar  de  su  nombre  y  ar  - 
toas  quedase  excluido  del  vinculo,  y  que  éste  pasase  al  siguiente  en 
grado,  cuyas  palabras  en  su  acepción  jurídica  significan  que  para  este 
caso  concreto  hacia  regular  la  sucesión;  al  cometer  la  sentencia  la  elec¬ 
ción  del  sucesor,  precisamente  en  uno  de  los  dos  demandan/es ,  infringe 
la  cláusula  citada  de  la  fundación  y  la  doctrina  legal  según  la  que  en 
todas  las  cuestiones  relativas  á  los  bienes  vinculares  la  voluntad  del 
fundador  es  ley,  y  por  consiguiente  es  nula  toda  sentencia  que  la  in 
fringe;  puesto  que  hace  electivo  el  vínculo  en  un  caso  en  que  el  fundador 
dispone  un  llamamiento  especial  y  regular : 

3“  Que  alegado  el  segundo  motivo  de  casación  en  que  se  apoya  el 
recurso  sólo  para  el  caso  en  que  no  se  estimase  el  primero ,  y  habiéndolo 
¿ido,  no  es  procedente  su  examen-, 

Y  4o  Que  la  sentencia  no  infríngela  cláusula  de  la  Jundación  al 
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condenar  á  la  demandada  al  pago  inmediato  de  la  pensión  de  500  duca¬ 
dos  á  uno  de  los  demandantes ;  porque ,  al  hacerlo  asi,  respeta  el  dere¬ 
cho  de  elección  que  la  cláusula  atribuye  i  dicha  señora  como  poseedora 
del  vinculo ,  y  al  limitarle  á  uno  de  ellos  la  Sala  cumple  con  lo  que  la 
misma  cláusula  previene,  obligándola  á  hacer  la  designación  en  uno  de 
los  parientes  del  fundador ,  por  no  haberse  presentado  otros  y  no  haber 
cumplido  la  recurrente  con  el  deber  de  pagar  la  pensión  de  que  se  trata * 
en  los  muchos  años  que  ha  poseído  el  vínculo. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  6  de  Diciembre  de  1883,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de 
esta  corte  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio 
por  D.  Celestino  y  D.  Luis  de  los  Ríos  y  Córdova,  Juez  de  primera  ins¬ 
tancia  de  Azpeitia  el  primero  y  Capitán  de  Artillería  el  segundo,  do¬ 
miciliado  en  Burgo?,  con  Doña  Elía  Francisca  del  Castillo,  Marquesa  de 
Fuentehermosa,  propietaria,  vecina  de  esta  corte,  sobre  mejor  derecho- 
á  la  mitad  reservable  de  un  vinculo  y  pago  de  anualidades  de  una  pen¬ 
sión;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca¬ 
sación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Francis¬ 
co  Pí  y  Margall  y  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gutiérrez  Illana,  en  de¬ 
fensa  y  representación  de  la  Marquesa  de.  Fuentehermosa,  habiendo 
sido  defendidos  y  representados  los  recurridos  por  el  Licenciado  Don 
Antonio  Maura  y  el  Procurador  D.  Francisco  Quintín  Fernández: 

Resultando  que  en  testamenté  que  en  14  de  Agosto  de  1836  otorgó 
en  esta  corte  el  Licenciado  Gonzalo  Ter  de  los  Ríos  fundó  un  vínculo 
y  mayorazgo,  para  cuyo  disfrute  llamó  en  primer  lugar  á  su  sobrino 
Juan  Ter  de  los  Ríos,  disponiendo  en  la  cláusula  14  que  le  daba  poder 
y  facultad,  así  como  á  los  que  después  de  sus  días  sucediesen  en  el 
mayorazgo,  para  que  pudiesen  nombrar  á  uno  de  los  hijos  legítimos 
que  tuviesen  siendo  varones  ó  descendientes  de  varón,  sin  anteceder  á 
quien  fuese  mayor,  y  sin  que  en  esto  pudiese  haber  pleito,  porque  la 
elección  del  último  poseedor  había  de  seij  como  sentencia  sin  apelación? 
de  suerte  que  el  último  peseedor  había  de  poder  nombrar  sucesor  para 
después  de  sus  días  teniendo  hijos  varones  legítimos  á  uno  de  ellos,  y 
no  teniéndolos  á  un  varón  descendiente  de  varón  de  los  parientes  tras¬ 
versales:  que  el  último  poseedor  no  había  de  poder  gravar  al  que  nom¬ 
brase  con  el  pago  de  sus  deudas  ni  con  las  de  otros,  ni  con  ningún  tri¬ 
buto  ni  pensión  para  después  de  sus  días,  y  si  lo  hiciese  el  poseedor 
del  vínculo  y  lo  consintiese  el  nombrado,  les  privaba  á  ambos  y  llama¬ 
ba  al  siguiente  en  grado;  y  que  si  el  último  poseedor  de  este  vínculo 
dejase  de  nombrar  sucesor  por  olvido  ó  por  otra  causa  para  después  de¬ 
sús  días,  daba  poder  y  facultad  á  los  Marqueses  de  Poza,  en  cuya  casa 
se  había  criado,  para  que  sin  atender  á  mayoría  ni  á  proximidad  pu¬ 
diesen  hacer  el  tal  nombramiento  entre  sus  parientes  en  la  forma  quo 
dejaba  dicho  como  si  fuese  el  último  poseedor: 

Resultando  que  en'la  cláusula  Í6  dispuso  que  todos  los  sucesores  en 
el  vínculo  se  llamasen,  nombrasen  y  afirmasen  como  él,  Gonzalo  Ter; 
de  suerte  que  el  nombre  de  pila  fuese  Gonzalo  y  el  sobrenombre  Ter, 
tomando  después  el  apellido  de  sus  padres  ó  abuelos  ó  el  que  quisie¬ 
ren;  de  manera  que  si  cuando  fuesen  elegidos  tuviesen  otro  nombre 
de  pila  lo  dejasen  ó  añadiesen  después  al  suyo,  y  usasen  además 
las  armas  de  su  linaje,  y  los  que  así  no  lo  hiciesen  y  cumpliesen  que¬ 
daban  excluidos  y  llamaba  al  siguiente  en  grado;  en  la  22  que  quería 
y  era  su  voluntad  que  el  sucesor  ó  poseedor  del  vínculo  ó  mayorazgo 
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que  sustituía  diese  y  pagase  cada  año  500  ducados  de  renta  á  otro  de 
los  suyos  y  descendientes  del  que  fuese  varón  y  al  que  nombrare  y  qui¬ 
siere,  de  los  cuales  gozase  el  tal  nombrado  por  todos  los  días  de  su  vida 
y  después  de  ellos  tuviese  obligación  el  poseedor  del  vínculo  de  nom¬ 
brar  otro  que  gozase  los  dichos  500  ducados,  y  así  sucesivamente  para 
siempre  jamás;  de  suerte  que  estos  500  ducados  no  los  había  de  gozar 
el  poseedor  del  vínculo,  sino  otro  á  quien  él  nombrase;  debiendo  ser 
pagados  la  mitad  el  día  de  San  Juan  de  Junio,  y  la  otra  mitad  el  de  Na¬ 
vidad  de  cada  año,  con  más  las  costas  de  la  cobranza  caso  de  que  fuese 
necesario  pedir  la  paga  por  justicia;  autorizando  en  la  cláusula  23  á  los 
parientes  más  próximos  para  que  compelieran  al  poseedor  á  nombrar 
persona  que  gozase  los  dichos  500  ducados: 

Resultando  que  en  el  pleito  seguido  en  el  Juzgado  del  distrito  de 
San  Vicente,  en  Sevilla,  entre  Doña  Leonisa  de  Córdova,  en  representa¬ 
ción  de  sus  hijos  menores  D.  Celestino,  D.  Luis,  Doña  Emilia  y  Doña 
María  Josefa  de  los  Ríos  y  Córdova,  y.  D.  Carmelo  Pedro  Borg,  como 
marido  de  Doña  Elía  Francisca  del  Castillo,  se  declaró  por  sentencia  de 
revista  de  26  de  Febrero  de  1861,  que  se  hizo  firme,  que  los  hijos  de 
Doña  Leonisa,  eon  arreglo  ó  los  llamamientos  hechos  por  Gonzalo  Ter 
de  los  Ríos  en  la  fundación  del  vínculo  de  que  se  trataba,  tenían  las 
condiciones  requeridas  para  ser  cualquiera  de  ellos  elegido  sucesor  in¬ 
mediato  de  dicho  vínculo  que  poseía  la  Doña  Elía,  y  en  su  consecuen¬ 
cia  que  el  que  de  ellos  fuese  elegido  y  nombrado  con  arreglo  ú  lo  dis¬ 
puesto  en  las  cláusulas  13  y  14  de  la  citada  fundación  era  el  inmediato 
sucesor  de  la  mitad  reservable  de  los  bienes  de  dicho  vínculo: 

Resultando  que  en  8  de  Noviembre  de  187  9  D.  Celestino  y  D.  Luis 
de  los  Ríos  y  Córdova  dedujeron  la  demanda  que  d  ó  principio  á  este 
nleito,  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  en  definitiva  á  Doña  Elía 
Francisca  del  Castillo,  Marquesa  de  Fuentebermosa,  á  desamparar  la 
'  mitad  .reservable  paia  el  inmediato  sucesor,  segün  las  leyes  desvincu- 
ladoras,  de  los  bienes  constitutivos  de  la  dotación  del  vinculo  de  Ter  de 
los  Ríos,  con  las  agregaciones  que  hubiese  tenido  por  haber  perdido 
dicha  demandada  y  actual  poseedora  el  deftecho  de  conservar  el  disfru¬ 
te  de  dicha.mitad,  y  se  declarase  que  vacante  por  esta  razón  el  víncu¬ 
lo  era  llegado  el  caso  de  que  la  elección  de  sucesor  competía  á  los  Mar¬ 
queses  de  Poza,  según  la  fundación,  como  si  fueran  el  último  poseedor; 
en  apoyo  de  lo  cual  alegaron  que  la  demandada  Doña  Elía  había  per¬ 
dido  cuantos  derechos  podía  tener  al  disfrute  del  víoculo  por  inobser¬ 
vancia  de  la  cláusula  16,  y  habiéndose  cumplido  la  condición  resoluto¬ 
ria  y  extinguido  los  derechos  que  tenía  á  la  posesión  del  mayorazgo  no 
podía  conservar  el  de  hacer  la  elección  de  sucesor  que  se  hallaba  entre 
los  inherentes  á  la  posesión;  y  que  en  virtud  de  las.  leyes  desvincula- 
doras  y  en  concepto  de  poseedora  había  podido  adquirir  Doña  Elía 
Francisca  del  Castillo  la  mitad  de  los  bienes  del  mayorazgo  en  calidad 
de  libres,  pero  del  disfrute  y  la  trasmisión  de  la  mitad  reservable  co¬ 
rrespondiente  al  inmediato  sucesor  continuaban  enteramente  sometidos 
*  la  fundación:  • 

Resultando  que  la  Marquesa  de  Fuentehe rmosa  opuso  á  lademanda 
que  ni  durante  el  largo  pleito  seguido  en  Sevilla  con  la  madre  de  los 
demandantes  ni  en  14  años  después  de  haberse  hecho  firme  la  senten¬ 
cia  de  revista  de  26  de  Febrero  de  1871  que  en  él  recayó,  no  habían 
advertido  los  demandantes  que  no  llevase  por  nombre  y  apellido  los 
del  fundador  y  que  por  lo  tanto  debiese  ser  excluida  de  la  posesión  del. 
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vínculo:  que  tal  condición  de  usar  el  poseedor  de'l  vínculo  el  nombre  y 
apellido  del  fundador  era  inadmisible  tratándose  de  varones  y  mucho 
más  de  hembras,  razón  por  la  cual  sus  antecesores  en  el  vínculo  habían 
dejado  de  llevar  dicho  nombre  y  apellido  y  se  había  limitado  como  ella 
á  usar  las  armas  de  Gonzalo  Ter:  que  no  conociendo,  como  no  conocía, 
quién  fuese  el  inmediato  sucesor,  no  podía  hacer  la  elección,  la  cual 
habría  de  ser  siempre  para  después  de  sus  días,  pudiendo  verificarla 
por  testamento:  que  las  cláusulas  mismas  de  la  fundación  revelaban 
que  no  había  llegado  el  caso  de  referir  á  los  Marqueses  de  Poza  el  dere¬ 
cho  de  elección  de  sucesor  inmediato,  puesto  que  no  tenía  ella  tiempo 
fijo  para  la  elección  y  podía  hacerla  por  testamento;  y  que  tampoco 
correspondía  á  dichos  Marqueses  de  Poza  hacer  dicha  elección  porque 
hubiese  dejado  de  usar  el  nombre  y  apellido  de  fundador,  pues  aun  en 
el  caso  que  no  concedía  de  que  fuese  este  motivo  bastante  para  privar¬ 
la  de  la  posesión  del  vínculo,  las  últimas  palabras  de  la  cláusula  16  de 
la  fundación  demostraban  que  no  era  la  elección  lo  que  en  tal  caso  pro¬ 
cedería: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  insistieron  am¬ 
bas  partes  en  sus  anteriores  pretensiones  y  alegaciones,  y  por  un  otrosí 
del  de  dúplica  se  pidió  que  se  acumulara  á  este  pleito  el  que  los  mis¬ 
mos  demandantes  seguían  en  aquel  mismo  Juzgado  contra  la  misma 
demandada  sobre  pago  de  la  pensión  de  500  ducados,  establecida  en  la 
fundación  de  Ter  de  los  Ríos;  acumulación  que  fué  decretada: 

Resultando  que  en  la  demanda  de  este  segundo  pleito,  deducida 
en  12  de  Febrero  de  1880,  pidieron  los  hermanos  Ríos  se  declarase  que 
Doña  Elía  Francisca  del  Castillo,  como  poseedora  de  hecho  que  había 
sido  y  era  del  mayorazgo  dé  Ter  de  los  Ríos,  había  debido  abonar  la 
pensión  anual  de  500  ducados  que  gravaba  todos  los  bienes  de  la  dota¬ 
ción  del  vínculo  al  pariente  idóneo  á  quien  correspondiera  percibirla 
con  arreglo  á  la  fundación,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á 
dicha  poseedora  á  entregar  en  e!  término  de  10  días  á  cualquiera  de  los 
demandantes,  como  únicos  elegibles,  el  importe  íntegro  de  las  anuali¬ 
dades  que  hubiesen  vencidcf,  á  contar  desde  -el  26  de  Febrero  de  1861, 
y  las  que  venciesen  en  adelante  mientras  conservase  la  posesión  da 
todo  el  vínculo,  y  la  mitad  ó  parte  proporcional  de  los  bienes  que  con¬ 
servase  cuando  dimitiera  la  mitad  reservable;  alegando  al  efecto  que 
el  pleito  seguido  en  Sevilla  por  la  madre  de  los  demandantes,  en  el  que 
recayó  la  sentencia  firme  de  revista  de  26  de  Febrero  de  18fii,  había 
surgido  precisamente  de  la  pretensión  deducida  por  Doña  Elía  de  que 
no  conociendo  pariente  alguno  que  con  arreglo  á  la  fundación  pudiese 
ser  elegido  su  inmediato  sucesor  en  el  vínculo,  se  creía  en  el  caso  de 
hacer  uso  de  la  facultad  que  á  los  poseedores  de  bienes  amayorazgados 
sin  sucesor  conocido  daba  el  decreto  de  15  de  Mayo  de  1815,  restable¬ 
cido  en  30  de  Agosto  de  1836;  y  que  desde  que  Doña  Elía  entró  en  el 
disfrute  del  mayorazgo  debió  de  cumplir  la  obligación  que  se  le  de¬ 
mandaba,  y  aun  cuando  por  consecuencia  de  la  primera  demanda  fuese 
condenada  á  dimitir  la  mitad  de  los  bienes  vinculados,  no  afectaría 
esto  ni  al  íntegro  pago  del  total  importe  de  las  pensiones  vencidas  des¬ 
de  Febrero  de  1861  y  de  las  que  venciesen  hasta  la  dimisión  de  dichos 
bienes  ni  tampoco  al  ulterior  abono  de  la  parte  de  pensión  correspon¬ 
diente  á  la  otra  mitad: 

Resultando  que  la  Marquesa  de  Fuentehermosa  se  opuso  también  á 
esta  demanda,  fundada,  entre  otras  razones,  en  que  con  arreglo  á  la 
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cláusula  22  el  fundador  dejó  en  completa  libertad  al  sucesor  y  poseedor 
fiel  vínculo  para  que  llamase  al  goce  y  disfrute  de  los  5ü0  ducados  al 
que  nombrase  y  quisiese  con  tal  de  que  fuese  uno  de  sus  deudos  des¬ 
cendientes  de  varón,  y  no  un  pariente  varón,  como  decían  los  deman¬ 
dantes,  por  lo  cual  el  que  éstos  hubiesen  sido  declarados  por  sentencia 
firme  capaces  y  con  las  condiciones  requeridas  en  la  fundación  para  ser 
cualquiera  de  ellos  elegido  inmediato  sucesor  en  el  vínculo,  ó  sea  en  la 
mitad  reservable,  no  quería  decir  que  hubiese  de  ser  necesariamente  á 
ellos  á  quien  debiera  pagarse  la  pensión: 

Resultando  que  en  la  réplica  y  dúplica  de  este  segundo  pleito  re¬ 
produjeron  también  ambas  partes  lo  dicho  y  alegado  en  los  primeros 
escritos;  y  verificada  la  acumulación  decretada,  se  recibieron  los  autos 
d  prueba: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  confirmatoria  en  27  de  Noviembre  de  1882,  con¬ 
denando  á  Doña  Elía-  Francisca  del  Castillo,  .Marquesa  de  Fuenteher¬ 
mosa,  á  que  desampare  desde  luego  la  mitad  reservable  para  el  inme¬ 
diato  sucesor  de  los  bienes  que  constituyen  la  dotación  del  vínculo  fun¬ 
dado  en  14  de  Agosto  de  1836  por  el  Licenciado  Gonzalo  Ter  de  los 
Ríos,  con  las  agresiones  que  hubiesen  acrecido  al  mismo  por  haber  per¬ 
dido  el  derecho  de  conservar  y  disfrutar  la  expresada  mitad;  declaran¬ 
do  que  vacante  por  esta  razón  el  vínculo,  es  llegado  el  caso  de  que  con 
arreglo  á  la  fundación  del  mismo,  el  Marqués  de  Poza  haga  la  elección 
en  uno  de  los  demandantes  D.  Celestino  y  D.  Luis  de  los  Ríos  y  Córdo¬ 
ba,  y  condenando  á  dicha  Marquesa  de  Fuentehermosa  á  que  inmedia 
tamente  pague  á  cualquiera  de  aquéllos  la  pensión  anual  íntegra  de  500 
ducados  desde  26  de  Febrero  de  1861  hasta  que  desampare  los  bienes 
correspondientes  á  la  expresada  mitad,  y  después  que  los  dimita  en  la 
Parte  proporcional  de  ella  que  corresponda  á  los  que  se  reserve  en  re  - 
dación  con  los  de  la  totalidad: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  en  el  estableci¬ 
miento  destinado  al  efecto,  interpuso  la  Marquesa  de  Fuentehermosa 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidos: 

Io  Las  cláusulas  14  y  16  de  la  fundación,  en  el  hecho  de  deferir  la 
sentencia  la  elección  de  sucesor  en  la  mitad  de  los  bienes  vinculares 
poseídos  por  la  recurrente,  por  cuanto  estableciéndose  en  ellas  que 
pase  el  vínculo  al  siguiente  en  grado  siempre  que  excluye  dej  mayo¬ 
razgo  á  un  poseedor,  prescinde  en  todos  estos  casos  del  carácter  efec 
tivo  del  mayorazgo,  y  no  confía  por  lo  tanto  ni  á  los  Marqueses  de 
Poza  ni  á  nadie  la  elección  de  sucesor,  no  entrando  dichos  Marqueses 
en  el  derecho  de  elegir  sino  cuando  el  poseedor  legítimo  del  mayoraz¬ 
go  ha  dejado  d  elegir  sucesor  hasta  el  último  día  de  su  vida,  bien  por 
olvido  ó  por  cualquiera  otra  causa: 

2o  En  el  supuesto  de  que  la  elección  correspondiese  en  el  caso  de 
que  se  trata  á.los  Marqueses  de  Poza  la-cláusula  14  antes  citada,  por¬ 
que  la  sentencia  recurrida  expresa  que  dichos  Marqueses  han  de  hacer 
la  elección  en  uno  de  los  demandantes,  y  con  arreglo  á  dicha  cláusula 
pueden  hacerlo  en  cualquiera  de  los  parientes  del  fundador: 

3o  La  cláusula  22,  en  el  hecho  de  condenar  la  sentencia  á  la  recu  - 
rrente  á  dará  uno  de  los  demandantes  la  pensión  de  los  500  ducados, 
porque  si  bie  i  es  cierto  que  la  indicada  cláusula  le  impone  la  obliga¬ 
ción  de  pagar  esta  pensión,  también  lo  es  que  le  concede  el  indisputa¬ 
ble  derecho  de  nombrar  para  el  goce  de  dicha  pensión  á  la  persona  que 
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mejor  le  plazca  con  tal  de  que  sea  descendiente  del  fundador  por  linea 

de  varón;  .  . 

Y  4o  El  principio  repetidamente  sancionado  por  la  jurisprudencia  de 
este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  14  de  Noviem¬ 
bre  de  1846,  7  de  Octubre  de  1854,  23  de  Diciembre  de  1865,  26. de 
Junio  de  1852  y  28  de  Diciembre  de  1861,  de  que  en  todas  las  cuestio¬ 
nes  relativas  á  los  bienes  vinculares  la  voluntad  del  fundador  e»  ley>  'i 
por  consiguiente  es  nula  toda  sentencia  que  la  infringe: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta; 

Considerando  que  declarada  por  la  sentencia  recurrida  la  vacante 
del  vínculo  y  consentida  esta  declaración  por  la  Marquesa  de  Fuente- 
hermosa,  recnrrente,  ha  llegado  el  caso  de  designar  quién  haya  de  ser 
el  sucesor  en  la  mitad  reservable,  con  arreglo  á  las  cláusulas  de  la  fun¬ 
dación,  ley  primordial  en  la  materia: 

Considerando  que  si  bien  el  vínculo  fundado  por  el  Licenciado  Ter 
de  los  Ríos  es  electivo,  el  fundador  dispuso  especial  y  concretamente 
en  la  cláusula  16  que  aquel  de  los  sucesores  que  no  cumpliese  con  la 
obligac  ón  de  usar  de  su  nombre  y  armas  quedase  excluido  del  vínculo,, 
y  que  éste  pasase  al  siguiente  en  grado ,  cuyas  palabras  en  su  acepción 
jurídica  significan  que  para  este  caso  concreto  hacía  regular  la  su  • 
cesión: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  al  cometer  la  elección  del 
sucesor  al  Marqués  de  Poza  precisamente  en  uno  de  los  dos  demandan¬ 
tes,  D.  Celestino  y  D.  Luis  de  los  Ríos  y  Córdova,  infringe  la  cláusula 
citada  de  la  fundación  que  se  invoca  en  el  primer  motivo  de  casación  y 
la  doctrina  legal  alegada  en  el  art.  4o,  puesto  que  hace  electivo  el 
vínculo  en  un  caso  en  que  el  fundador  dispone  un  llamamiento  especial 
y  regular: 

Considerando  que  el  segundo  motivo  de  casación  en  que  se  apoya  el 
recurso  se  alega  sólo  para  el  caso  en  que  no  se  estimase  el  primero,  y 
habiéndolo  sido  no  es  procedente  su  examen: 

Considerando,  en  cuanto  al  tercero,  que  la  sentencia  recurrida  no 
infringe  la  cláusula  22  de  la  fundación,  según  se  supone,  porque  al 
condenar  á  la  Marquesa  de  Fuentehermosa  al  pago  inmediato  de  la 
pensión  de  500  ducados  á  uno  de  los  demandantes,  respeta  el  derecho 
de  elección  que  la  cláusula  atribuye  á  dicha  señora  como  poseedora  del 
vinculo, ’y  al  limitarle  á  uno  de  ellos  la  Sala  cumple  con  lo  que  la  mis¬ 
ma  cláusula  previene,  obligando  á  la  Marquesa  á  hacer  la  designación 
en  uno  de  los  parientes  del  fundador  por  no  haberse  presentado  otros 
y  no  haber  cumplido  la  recurrente  con  el  deber  de  pagar  la  penáión  de 
que  se  trata  en  los  muchos  años  que  ha  poseído  el  vínculo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Marquesa  de  Fuentphermosa  en  cuanto 
á  los  motivos  Io  y  4o  que  se  invocan  por  la  recurrente,  y  no  en  chanto 
al  3o;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  27 
de  Noviembre  de  1882  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  esta  corte,  solamente  en  la  parte  que  declara  que  vacante  el  vincu  - 
lo  ha  llegado  el  caso  de  que  el  Marqués  de  Poza  haga  la  elección  de 
uno  de  los  dos  demandantes  D.  Celestino  y  D.  Luis  de  los  Ríos  y  Cór  - 
dova;  y  devuélvase  á  la  recurrente  el  depósito  que  tiene  constituido.— 
(Sentencia  publicada  el  6  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta, 
de  27  de  Enero  de  1884.) 
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Itecurso  de  casación  (7  de  Diciembre  de  1 883).5-«S,a/a  prime¬ 
va. — Defensa  p  r  p  ibre. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Joaquín 
Puigcarbó  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Tarragona  á  Barcelona 
y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

I  o  Que  según  ha  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo ,  los 
artículos  15  y  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  completan  el  pensa¬ 
miento  del  legislador ,  señalando  el  primero  los  casos  en  que  deberá 
otorgarse  la  defensa  por  pobre  y  facultando  el  segundo  al  Juez  para  de¬ 
negarla  d  los  que  estén  comprendidos  en  alguno  de  ellos  cuando  én  con¬ 
cepto  de  aquél  se  infiera  del  número  de  criados  que  tengan  á  sú  servicio, 
d-el  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualesquiera  signos  exle 
viores ,  que  cuentan  con  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero 
en  cada  localidad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Diciembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  del  mismo  territorio  por  D.  Joaquín  Puigcarbó  y  Cassmgen,  del  co¬ 
mercio,  de  aquella  vecindad,  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Ta 
dragona  á  Barcelona ,  domiciliada  en  dicha  ciudad,  y  el  Ministerio  fis¬ 
cal,  sobre  defensa  por  pobre;  autos  que  pe'nden  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  del 
puigcarbó  por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Diego,  bajo  la  dirección  del 
Licenciado  D.  Antonio  Martínez: 

Resultando  que  en  3  de  Marzo  de  1882  D.  Joaquín  Puigcarbó  deda- 
Jo  demanda  ordinaria  contra  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Tarragona 
ó  Barcelona  y  Francia,  y  en  otrosí  de  la  misma  formuló  la  de  pobreza, 
«n  la  cual  solicitó  se  le  concediera  dicho  beneficio  para  litigar  contra 
ia  referida  Compañía,  fundado  en  que  con  un  pequeño  capital  que  le 
Prestó  su  familia  fué  á  Barcelona,  ó  invertido  aquél  en  el  pago  de  apre¬ 
miantes  necesidades  y  en  gastos  de  instalación  se  vió  obligado  á  colo¬ 
carse  de  dependiente  con  el  Corredor  Real  E.  Raventós,  que  le  satisfa¬ 
cía  una  pequeña  remuneración  voluntaria  según  los  servicios  prestados 
Por  hacer  sólo  un  mes  que  desempeñaba  dicho  cargo- y  con  ofrecimien¬ 
tos  de  asignarle  16  duros  mensuales:  que  carecía  de  toda  clase  de  bie¬ 
nes,  rentas  y  pensiones,  que  era  soltero,  vecino  de  Barcelona  y  que  ha¬ 
bitaba  en  clase  de  huésped  en  el  nüm.  11  de  la  calle  del  Hospital,  pa¬ 
gando  una  peseta  diaria  por  cuarto  y  desayuno  y  comiendo  en  casa  de 
80  familia: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  pobreza  que  solici¬ 
tó  D.  Joaquín  Puigcarbó  ínterin  no  la.  justificase  cumplidamente,  y  la 
Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia  con¬ 
testó  á  la  demanda  oponiéndose  á  que  se  conceda  á  1).  Joaquín  Puicar- 
®ó  el  tratamiento  de  pobreza  que  solicitó,  porque  contaba  con  recursos 
8uperiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  dicha  localiJad: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba  y  practicadas  las  pro¬ 
puestas  por  las  partes  por  medio  de  posiciones,  documentos  y  testigos. 
Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar 
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á  concederá  D.  Joaquín  Puigcarbó  el  beneficio  de  pobreza  que  solicitó 
para  litigar  con  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Tarragona  á  Bar¬ 
celona  y  Francia,  el  que  debería  reintegar  á  la  Hacienda  el  papel  de 
pobres  invertido  en  eltincidente,  condenándole  además  al  pago  de  to¬ 
das  las  costas: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  por  la  que  la  Sala  se¬ 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  en  2  de  Agosto  de 
1882,  por  partá  de  D.  Joaquín  Puigcarbó  se  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  El  art.  17  de  la  ley  dé  Enjuiciamiento  civil,  según  el  que  no  se¬ 
rán  declarados  pobres  para  litigar  los  comprendidos  en  los  casos  mar 
cados  por  la  ley  cuando  se  infiera  por  los  signos  exteriores  que  goza 
de  recursos  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad; 
artículo  que  se  ha  infringido,  toda  vez  que  resulta  de  autos  auténtios 
que  los  signos  exteriores  que  rodean  al  recurrente  no  dan  lugar  á  creer 
que  goza  de  tales  recursos: 

2o  El  art.  15  de  la  misma  ley,  puesto  que  deniega  el  fallo  recurrido 
la  pobreza  legal  á  D.  Joaquín  Puigcarbó  á  pesar  de  estar  comprendido 
en  los  casos  que  señala  para  la  declaración  de  aquélla  proceda: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  según  ha  declarado  con  repetición  este  Tribunal 
Supremo,  los  artículos  15  y  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  com¬ 
pletan  el  pensamiento  del  legislador,  señalando  el  primero  los  casos  en 
que  deberá  otorgarse  la  defensa  por  pobre  y  facultando  el  segundo  al 
Juez  para  denegarla  á  los  que  estén  comprendidos  en  alguno  de  ellos 
cuando  en  concepto  de  aquél  se  infiera  del  número  de  criados  que  ten¬ 
gan  á  su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cuales¬ 
quiera  signos  exteriores,  que  cuentan  con  medios  superiores  al  jornal 
, doble  de  un  bracero  en  cada  localidad: 

Considerando  que  por  lo  tanto  la  sentencia  contra  la  que  se  recurre 
al  declarar,  fundándose  en  los  signos  exteriores  á  que  se  refiere,  no  ha¬ 
ber  lugar  á  conceder  á  D.  Joaquín  Puigcarbó  el  beneficio  de  pobrezaa 
no  infringe  el. art.  15  ni  tampoco  el  17,  porque  no  se  ha  demostrado 
que  en  la  aplicación  de  éste  exista  el  error  de  hecho  que  se  ha  su¬ 
puesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Joaquín 
Puigcarbó,  á  quién  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  cantidad  de 
1.000  pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
derecho:  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de.  Bar¬ 
celona,  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  7 
de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  27  de  Enero  de  1884.) 
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Bfiecurso  de  casación  (10  de  Diciembre  de  1883). — Sala  terce - 
ra.~ Calificación  de  una  quiebra. — No  se  admite  el  interpuesto  por 
D.  Celestino  Astort  con  la  razón  social  Aslort  hermanos  (Audiencia  de 
Madrid),  y  se  resuelve: 

Que  con  arreglo  á  los  artículos  2o  y  3o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
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civil  de  1855,  correspondientes  al  1689  y  al  caso  Io  del  1690  de  la  ley 
vigente,  el  recurso  de  casación  se  da  únicamente  contra  las  sentencias 
definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  teniendo  este  concepto, 
además  de  las  que  terminan  el  juicio,  las  que  reyiyendo  sobre  un  inci¬ 
dente  ó  articulo  ponen  término  al  pleito  haciendo  imposible  su  con¬ 
tinuación. 

Resultando  que  en  la  pieza  de  calificación  de  la  quiebra  de  la  razó» 
social  Astort  hermanos  solicitó  D.  Celestino  Astort  y  Simón,  socio  co¬ 
lectivo  de  la  misma,  que  se  suspendiera  el  curso  de  dichos  autos  hasta 
que  recayera  ejecutoria  en  el  procedimiento  criminal  que  debía  for¬ 
marse  en  averiguación  de  la  falsedad  de  unasjcartas,  para  lo  cual  pro¬ 
movía  la  correspondiente  querella  criminal. 

Resultando  que  negadas  estas  pretensiones  que  fueron  objeto  de 
apelación,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en 
auto  de  26  de  Junio  del  corriente  año  denegó  la  suspensión  del  curso 
de  la  quiebra,  y  en  calificación,  y  lo  demás  solicitado  por  D.  Celestino 
Astort,  en  cuyos  términos  confirmó  con  las  costas  la  resolución  del 
Juez  de  primera  instancia: 

Y  resultando  que  D.  Celestino  Astort  interpuso  contra  dicho  auto 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Marcos  Cubillo  de  Mesa: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  artículos  2o  y  3o  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  1855,  correspondientes  al  1689  y  al  caso  Io  del 
1690  de  la  ley  vigente,  el  recurso  de  casación  se  da  únicamente  contra 
las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  teniendo 
este  concepto,  además  de  las  que  terminan  el  juicio,  las  que  recayendo 
sobre  un  incidente  ó  articulo  ponen  término  al  pleito  haciendo  imposi¬ 
ble  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  ocurrido  no  es  definitivo  ni  de  los  que  re¬ 
cayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  ponen  término  al  pleito  haciendo 
•mposibje  su  continuación; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Celestino  Astort  y  Simón,  á  quien  se  condena 
en  las  costas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  co¬ 
rrespondiente  de  este  auto,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido;  y  publíquese  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. — (Sentencia 
Publicada  el  10  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  10  de 
Febrero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (11  de  Diciembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Ca¬ 
milo  Gutiérrez  Ravé  con  D.  Manuel  Fernández  de  Valderrama  y  el  Mi¬ 
nisterio  fiscal  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Que  si  la  Sala  sentenciadora  no  sólo  ha  tomado  en  cuenta ,  contra 
¡o  que  se  afirma  en  el  recurso,  la  disposición  del  art.  18  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  sino  que ,  citándolo ,  declara  inaplicable  al  caso  el 
tipo  regulado?  del  triple  jornal  de  un  bracero ,  fundándose  en  que  so¬ 
bre  haber  formulado  su  demanda  ¿a  misma  parte  recurrente  en  el  he 
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¿ho  de  que  los  bienes  inmuebles  posciios  por  la  sociedad  conyugal 
pertenecen  á  la  mujer ,  las  pruebas  practicadas  con  diverso  y  contra¬ 
dictorio  objeto  dan  idéntico  resultado ,  y  no  hay  por  lo  tanto  las  rentas 
acumulables  que  requiere  el  citado  artículo  para  fijar  como  tipo  el  tri 
pie  jornal  de  un  bracero  en  lugar  del  doble  que  la  recurrente  disfruta 
con  exceso ,  no  se  infringe  el  expresado  artículo  por  la  sentencia  que  de¬ 
niega  el  beneficio  de  la  defensa  por  pobre. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  H  de  Diciembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ecija  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravé, 
como  marido  de  Doña  Francisca  Javiera  Fernández  de  Valderrama,  de 
la  propia  vecindad,  propietaria,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa 
por  pobre;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  del  Gutiérrez  R  ivó  por  el 
Procurador  D.  Juan  Hernández  Biura,  bajo  la  dirección  del  Licenci  ido 
D.  Francisco  Paula  Lli vi,  habiendo  representado  y  defendido  á  D.  Ma¬ 
nuel  Fernández  Valderrama  el  Procurador  D.  Felipe  Cano  y  el  Doctor 
D.  Eugenio  Montero  Ríos: 

Resultando  que  en  22  de  Agosto  de  1881  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravé, 
como  representante  legal  de  su  esposa  Doña  Francisca  Javiera  Fernán¬ 
dez  de  Valderrama,  dedujo  demanda  ordinaria  contra  D.  Manuel  Fer¬ 
nández  de  Valderrama  en  reclamación  de  ciertos  derechos,  interesando 
en  el  segundo  otrosí  declaración  de  pobre  para  litigar,  á  cuyo  efecto 
expuso  qué  ambos  cónyujes  carecían  de  bienes  que  les  proporciona¬ 
ran  rentas  equivalentes  ni -con  mucho  al  doble  jornal  de  un  bracero  en 
Ecija,  debiéndose  graduar  en  6  rs.  el  de  cada  uno:  que  solamente  dis¬ 
frutaban  inmuebles  como  de  la  propiedad  de  la  Doña  Francisca  estima¬ 
dos  en  los  catastros  de  la  riqueza  pública  con  un  líquido  imponible  de 
93o  pesetas,  y  que  tampoco  disfrutaban  salarios  ni  ejercían  industria 
de  ninguna  clase: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  de  pobreza  á  Don 
Manuel  Fernández  3e  Valderrama,  solicitó  Sj  hiciera  la  declaración 
pretendida  si  Doña  Francisca  Javiera  justificaba  cumplidamente  la  cua¬ 
lidad  de  pobre,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y 
como  el  Ministerio  público  debía  intervenir  en  el  incidente  interesado 
en  primer  término  por  el  interés  de  la  Hacienda,  se  limitaba  el  deman¬ 
dado  á  llamar  la  atención  del  Juez  rectificando  y  adicionando  los  he¬ 
chos  en  forma  de  observaciones  acerca  de  los  particulares  que  estimó 
conducentes;  y  conferido  traslado  de  dicha  demanda,  el  Promotor  fis¬ 
cal  lo  evacuó  manifestando  que  carecía  de  antecedentes  para  impug¬ 
narla,  reservándose  proponer  en  su  día  la  prueba  que  considerase  pro¬ 
cedente: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba  y  practicadas  las 
propuestas  por  las  parte?,  el  Juez  de  primera  instancia  en  2fi  de  Ene¬ 
ro  de  1882  dictó  sentencia  declarando  que  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravé, 
como  marido  de  Doña  Francisca  Fernández  de  Valderrama  no  tenía  de¬ 
recho  á  gozar  de  los  beneficios  que  la  ley  concede  á  los  que  la  misma 
conceptúa  como  pobres,  y  le  condenó  en  las  costas  de  este  incidente; 
sentencia  que  fué  confirmada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  !a  Audiencia  de 
Sevilla  en  27  de  Enero  último,  teniendo  en  consideración  que  gradua¬ 
do  el  producto  de  los  bienes  pertenecientes  á  Doft  i  Francisca  Javiera 
Valderrama  en  t  .392  pesetas  75  céntimos,  y  representando  el  jornal  de 
dos  braceros  en  Ecija  durante  igual  tiempo  la  cantidad  de  4.095  pese- 
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tas,  es  evidente  que  exceden  los  productos  en  297  pesetas  7o  céntimos, 
y  aun  rebajando  de  esta  suma  las  233  pesetas  33  céntimos  que  se  le  re¬ 
partieron  de  contribución,  resultaría  siempre  ser  superiores  á  dicho 
doble  jornal,  razón  por  la  que  no  puede  otorgársele  los  beneficios  de 
la  defensa  gratuita: 

Resultando  que  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravé,  como  marido  de  Doña 
Francisca  Javiera  Valderrama,  interpuso  recurso  de  casación  por  ha¬ 
berse  en  su  concepto  infringido: 

Io  El  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  otorga  la  pobre¬ 
za  cuando  acumuladas  las  rentas  del  marido  y  de  la  mujer  no  lleguen 
al  triple  jornal  de  un  bracero;  porque  se  ha  justificado  en  autos  que  el 
doble  jornal  de  un  bracero  en  la  ciudad  de  Écija  es  de  1 .095  pesetas,  y 
por  consiguiente  el  triple  debe  ser  1.642  pesetas  50  íéntimos;  y  se  ha¬ 
lla  asimismo  justificado  que  la  renta  líquida  acumulada  de  ambos  es¬ 
posos  es  de  1 .160,  deducida  la  tributación,  por  cuyo  motivo  adolece  la 
sentencia  recurrida  de  un  error  capital,  toda  vez  que  no  ha  tenido  eu 
cuenta  el  citado  art.  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  invo¬ 
ca  para  aplicarlo  al  caso  presente: 

2o  Que  en  la  sentencia  recurrida  ha  habido  error  de  hecho  y  de  de¬ 
recho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  por  cuanto  se  supone  en  la  mis  - 
ma  uüa  renta  que  en  realidad  no  se  ha  justificado  ni  por  el  Ministerio 
Público  ni  por  la  parle  demandada;  al  contrario,  se  halla  probado' 
cumplidamente  que  la  renta,  productQ  de  los  escasos  bienes  que  po¬ 
seían  ambos  consortes  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravé  y  Doña  Francisca  Ja¬ 
viera  de  Valderrama,  no  alcanza  de  mucho  á  lo  que  suma  el  triple  jor¬ 
nal  de  un  bracero;  se  hacen  en  la  sentencia  recurrida  consideraciones 
muy  aventuradas  y  que  se  hallan  muy  lejos  de  haberse  justificado  en 
autos,  y  que  han  sido  el  fundamento  de  la  sentencia,  por  lo  cual  se  ha 
negado  á  esta  parte  el  derecho  de  ser  defendida  en  el  concepto  legal 
de  pobre: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el  art.  18  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  que  se  cita  en  el  primer  motivo  del  recurso,  ni 
contiene  el  error  de  hecho  y  de  derecho  que  se  le  atribuye  en  el  se¬ 
gundo,  porque  no  sólo  ha  tomado  en  cuenta  la  Sala  sentenciadora  con¬ 
tra  lo  que  se  afirma  en  el  recurso  la  disposición  de  dicho  artículo, 'sino 
que  citándolo  declara  inaplicable  al  caso  el  tipo  regulador  del  triple 
jornal  de  uu  bracero,  fundándose  en  que  sobre  haber  formulado  su  de¬ 
manda  la  misma  parte  recurrente  en  el  hecho  de  que  los  bienes  in¬ 
muebles  poseídos  por  la  sociedad  conyugal  pertenecen  á  la  mujer,  las 
pruebas  practicadas  con  diverso  y  contradictorio  objeto  dan  idéntico 
«•.esultado,  y  no  hay  por  lo  tanto  las  rentas  acumulabas  que  requiere 
el  citado  artículo  para  fijar  como  tipo  el  triple  jornal  de  un  bracero  en 
lugar  del  doble  que  la  recurrente  disfruta  con  exceso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Camilo  Gu¬ 
tiérrez  Ravé,  como  marido  de  Doña  Francisca  Javiera  Valderrama,  al 
que  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad 
de  1  .000  pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  Sevi¬ 
lla,  con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  H  de 
Diciembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Enero  de  1884.) 
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ESecurso  de  castición  (H  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra.— Desahucio  de  una  dehesa.— Ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Mar¬ 
qués  de  Baamonde  con  D.  Antonio  Treviño  (Audiencia  de  Cáceres),  y  se 
resuelve: 

Que  los  contratos  se  deben  calificar  por  las  cláusulas  esenciales  que 
comprenden  más  bien  que  por  el  nombre  que  le  diesen  las  partes  al  tiem¬ 
po  de  su  otorgamiento. 

En  U  villa  y,corte  de  Madrid,  á  II  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Jerez  de  los 
Caballeros  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  Don 
Teófilo  Rodríguez  y  Baamonde,  Marqués  de  Baamonde,  representado 
ñor  el  Procurador  D»  Angel  Calvo  y  defendido  por  el  Licenciado  Don 
José  María  Llórente,  con  D.  Antonio  Treviño  BAello,  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Antonio  Fernandez  Campos,  defendido  por  el  Doctor 
D.  Vicente  Hernández  de  la  Rúa,  sobre  desahucio  de  una  dehesa: 

Resultando  que  D.  Teófilo  Rodríguez  Baamonde,  Marqués  de  Baa¬ 
monde,  como  marido  de  Doña  Ana  Fernández  Vera  de  Aragón,  dueña 
de  las  dehesas  denominadas  Sirgadas  y  Chanquilla,  sitas  en  término  de 
la  ciudad  de  Jerez  de  los  Caballeros,  por  medio  de  su  apoderado  en  ella 
D.  José  María  Méndez  dió  en  arrendamiento  por  escritura  de  26  de  Oc¬ 
tubre  de  .1-881  á  D.  Antonio  Treviño  y  Bótello  el  arbolado  de  alcorno¬ 
que  de  dichas  dehesas,  sólo  para  el  aprovechamiento,  disfrute  y  libre 
disposición  del  fruto  do  corcho,  que  pudiera  producir  dicho  arbolado 
por  término  de  nueve  años,  á  contar  desde  el  día  29  de  Setiembre  an¬ 
terior,  y  por  el  precio  en  cada  uno  de  6.000  pesetas,  estableciéndose  en 
las  cláusulas  del  contrato  la  manera  y  la  época  en  que  había  de  verifi¬ 
carse  la  extracción  del  corcho,  debiendo  hacerse  por  personas  hábiles  y 
competentes  y  avisarse  al  propietario  para  que  pudiera  presenciar  la 
extracción,  obligación  del  arrendatario  de  hacer  la  limpia  de  la  corcha 
primeiiza,  con  igual  aviso  al  propietario  para  inspeccionarla  y  deter¬ 
minar  los  árboles  que  debían  ser  objeto  de  ella,  así  como  de  las  casque¬ 
ras  que  habían  de  hacerse  en  los  alcornoques,  estableciéndose  en  la  cláu¬ 
sula  8a  que  se  entendería  rescindido  el  contrato  en  el  caso  de  faltar  ó 
cualquiera  de  los  pagos  y  á  los  plazos  y  condiciones  estipuladas,  aun¬ 
que  se  hallasen  hechos  algunos  de  dichos  pagos,  quedando  á  beneficio 
del  propietario  todos  los  pagos  anteriormente  hechos  y  el  arrendatario 
sin  derecho  á  reclamar  cosa  alguna  y  aquél  arrendar  libremente  y  sin 
consideración  alguna  el  corcho  de  sus  dehesas,  y  en  la  cláusula  10  que 
no  podría  hacerse  subarriendo  de  lo  estipulado  y  pactado  relativo  á 
aquel  contrato  sin  licencia  y  expreso  consentimiento  por  escrito  del 
dueño  propietario  de  la  dehesa,  sin  cuyo  requisito,  ó  sea  su  asentimien¬ 
to,  sería  nulo  el  subarriendo  que  se  hiciera: 

Resultando  que  en  la  misma  ciudad  de  Jerez  de  los  Caballeros  se 
otorgó  escritura  en  19  de  Julio  de  1872,  por  la  que  D.  Antonio  Treviño 
y  Botello,  dueño  en  virtud  del  contrato  de  arrendamiento  de  que  aca¬ 
baba  de  hacerse  mérito  y  de  quo  hizo  referencia  del  corcho  de  fábrica- 
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que  en  los  nneve  años  de  aquél  pudiera  producir  el  arbolado  de  alcor¬ 
noque  de  las  dehesas  Sirgadas  y  Chanquilla,  lo  vendió  á  D.  Joaquín 
Rodríguez  Marqués,  en  representación  de  los  Sres  D.  Henri  Burkuall  é 
Rijos,  del  comercio  de  Londres,  en  precio  de  54.000  pesetas,  á  razón  de 
6.000  pesetas  por  cada  uno  de  los  nueve  años,  pagaderos  en  la  misma 
forma  y  plazos  convenidos  por  Treviño  con  el  Marqués  de  Baamonde, 
quedando  rescindido  el  contrato  en  el  caso  de  que  los  compradores  fal¬ 
tasen  á  cualquiera  de  los  pagos  determinados  y  aunque  se  hallaren  he¬ 
chos  algunos;  y  estableciendo  asimismo  la  época  y  forma  de  las  extrac¬ 
ciones  y  obligación  de  limpia,  debiendo  avisar  con  un  mes  de  anticipa¬ 
ción  á  Treviño  para  que  éste  lo  hiciera  al  Marqués  é  fin  de  que  inspec¬ 
cionara  la  extracción  y  marcara  los  árboles  objeto  de  aquélla  y  cumplir 
las  condiciones  de  la  escritura  de  arrendamiento,  que  se  obligó  á  respe¬ 
tar  el  representante  de  la  casa  de  Londres;  reproduciendo  asimismo  las 
condiciones  relativas  á  la  evicción  y  saneamiento  y  elección  del  domi¬ 
cilio  para  la  celebración  de  contrato,  aceptando  uno  y  otro  otorgante 
en  lo  que  á  cada  cual  era  respectivo  las  condiciones  de  aquella  escritu- 
ra,  que  eran  las  mismas  bajo  las  que  Treviño  había  hecho  suyo  el  pro  - 
docto  de  corcho  de  las  deslindadas  dehesas  por  virtud  del  contrato  de 
26  de  Octubre  de  1881,  obligándose  á  su  exacto  cumplimiento: 

Resultando  que  en  27  de  Diciembre  de  1882  dedujo  D.  Teófilo  Ro¬ 
dríguez  Baamonde,  Marqués  de  Baamonde,  como  marido  de  Doña  Ana 
Fernández  Vera  de  Aragón,  la  demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la 
que  haciendo  mérito* de  la  escritura  de  arriendo  primeramente  referida 
y  de  las  cláusulas  en  ella  estipuladas,  tan  legales  y  corrientes  en  la 
Materia,  expusotquc  no  obstante  aqüellas  estipulaciones,  por  todas  y 
cada  una  de  las  cuales  no'pod4  Treviño  titularse  dueño  de  corcho  al¬ 
guno  hasta  que  llegase  el  año  1888,  tuviera  entonces  satisfechas  todas 
las  anualidades  vencidas  y  hubiera  cumplido  fielmente  las  demás  con¬ 
diciones  estipuladas,  haciendo  completa  abstracción  de  todas  ellas,  ha- 
Ría  cedido  y  traspasado  el  arriendo  á  D.  Henri  Burkuell,  de  Londres, 
8in  contar  con  el  beneplácito  del  propietario  ni  de  su  administrador, 
fiUnque  procurando  maliciosamente  bautizar  este  subarriendo  y  tras 
Paso  con  el  gratuito  y  peregrino  carácter  de  compraventa,  cual  si  apa¬ 
nda  todo  de  la  escritura  que  habían  otorgado;  y  que  con  ese  suba¬ 
rriendo  ó  traspaso,  á  que  se  había  dado  la  denominación  impropia  de 
Compraventa,  se  había  faltado  ostensiblemente  á  lo  estipulado  por  la 
oécima  cláusula  del  arrendamiento,  tratándose  de  burlar  las  acciones  y 
derechos  establecidos  por  ella  en  favor  del  propietario;  y  citando  como 
fundamentos  de  derecho  las  leyes  que  tratan  del  cumplimiento  de.  los 
cpnttatos,  decreto  de  las  Cortes  de  1813,  restablecido  en  1 836,  que  pro- 
R’Re  al  arrendatario  subarrendar  sin  la  aprobación  del  dueño,  y  la  doc¬ 
ena  conforme  con  dicho  decreto  de  que  una  vez  fijado  el  tiempo, 
Precio  y  condiciones  de  un  arrendamiento  no  es  lícito  á  ninguna  de  las 
Partes  alterarlo,  pidió  se  declarase  por  los  trámites  prescritos  en  los 
artículos  1590  y  siguiente  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  haber  lu- 
&ar  al  desahucio,  previniendo  al  arrendatario  D.  Antonio  Treviño  que 
desalojara  las  dehesas  arrendadas  dentro  del  improrrogable  término  de 
*6  dias;  bajo  apercibimiento  de  ser  lanzado  de  ellas  sin  consideración 
de  ningün  género  y  á  su  costa,  con  pérdida  de  todas  las  anualidades 
que  tuviese  pagadas  hasta  la  fecha;  declarando  igualmente  nulo,  de 
ningún  valor  ni  efecto  para  el  propietario  el  subarriendo  hecho  por 
aquól  á  D.  Joaquín  Rodiíguez  Marqués  con  el  supuesto  carácter  de 
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compraventa,  sin  perjuicio  y  á  reserva  de  las  acciones  y  derechos  que 
correspondieran  á  su  arrendatario  contra  el  que  le  subarrendó  indebi¬ 
damente,  con  imposición  de  costas  y  gastos  á  Treviño  por  su'  falta  de 
cumplimiento  á  lo  contratado: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  fel  represen¬ 
tante  demandado  se  opuso  al  desahucio,  manifestando  que  no  estaba 
conforme  con  los  hechos,  puesto  que  no  era  cierto  que  arrendara  al 
Marqués  de  Baamonde  las  dehesas  para  el  solo  fin  de  aprovechar  el  cor¬ 
cho  de  sus  alcornoques  durante  los  nueve  años  del  contrato;  siendo  lo 
cierto  que  arrendó  el  arbolado  de  alcornoque  para  aprovechar,  disfru¬ 
tar  y  disponer  libremente  del  corcho  de  fábrica  que  criara  dicho  arbo¬ 
lado  en  los  nueve  años  del  contrato,  como  se  ajustaba  en  la  primera 
condición  de  la  escritura,  desde  cuyo  día  adquirió  la  facultad  de  dis¬ 
poner  libremente  del  corcho,  sin  otra  limitación  á  su  dominio  pleno 
que  la  condición  resolutoria  establecida  en  la  octava  estipulación  de 
dicho  contrato:  que  dueño  el  demandado  del  corchoque  produjeran  las 
dehesas  en  el  tiempo  prefijado  y  mientras  no  faltase  :í  lo  pactado  sobre 
el  pago  de  las  anualidades,  había  enajenado  aquél,  ó  sea  el  que  resul¬ 
tase  á  la  terminación  de  los  nueve  años,  en  uso  de  su  perfecto  derecho, 
á  D.  Joaquín  Rodríguez,  en  la  representación  que  ostentaba;  y  que 
Treviño  había  cumplido  con  todas  sus  obligaciones: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla¬ 
rando  no  haber  lugar  al  desahucio  ni  á  la  nulidad  del  contrato,  sin  ha¬ 
cer  expresa  condenación  de  costas;  y  que  interpuesta  apelación  por  el 
demandante,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  la  confirmó 
en  22  de  Febrero  del  corriente  año  de  1883,  condenándole  en  la» 
costas: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Baamonde  interpuso  recurso  de  ca 
sación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

\°  El  art.  Io  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  1813,  restablecida  en  6  de  Se  • 
tiembre  de  1836,  en  el  que  terminantemente  se  ordena  que  el  arrenda¬ 
tario  no  podrá  subarrendar  ni  traspasar  el  todo  ni  parte  de  la  finca  sin 
aprobación  del  dueño;  porque  fundada  la  demanda  en  que  Treviño  ha¬ 
bía  subarrendado  la  finca  al  representante  de  la  casa  de  Londres  el  ar¬ 
bolado  de  alcornoque  de  las  dehesas  que  el  recurrente  había  dado  en 
arrendamiento  á  D.  Antonio  para  que  aprovechara  el  corcho  de  fábrica 
que  criara  el  arbolado  en  los  nueve  años  del  contrato;  y  que  en  sub¬ 
arriendo  que  se  realizó  sin  noticia  siquiera  del  Marqués  fué  calificado 
de  compraventa,  no  obstante  expresarse  que  se  hacía  bajo  las  mismas 
condiciones  prefijadas  por  el  Marqués  y  aceptadas  por  Treviño  en  la 
escritura  de  arrendamientos  al  denegar  el  desahucio  de  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  por  no  existir  á  su  juicio  el  motivo  alegado  por  el  recu¬ 
rrente,  había  cometido  error  de  derecho  proveniente  de  estimar  como 
contrato  de  compraventa  lo  que  no  era  otra  cosa  que  un  subarriendo 
con  arreglo  á  las  condiciones  estipuladas  y  al  fin  que  los  contratantes 
se  propusieron,  que  no  fué  otro  sino  el  de  que  ía  casa  de  Londres  se 
subrrogaba  en  todas  las  obligaciones  del  arrendatario  Treviño;  error 
de  derecho  que  no  sólo  había  sido  causa  de  que  se  hubiera  sancionado 
la  sutileza  ideada  por  el  arrendatario  para  eludir  las  consecuencias  que 
necesariamente  había  de  producir  el  hecho  de  realizar  un  subarriendo, 
sino  de  que  U  Audiencia  de  Cáceres  hubiera  infringido  la  disposición 
legal  citada: 

2o  La  ley  Ia,  lít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  esta- 
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blece  la  fuerza  de  obligar  de  las  convenciones  y  la  especial  del  contra¬ 
to,  á  laque  las  partes  deben  atenerse  como  suprema  en  la  materia,  toda 
vez  que  la  sentencia  calificaba  equivocadamente  de  venta  lo  que  no  te¬ 
nía  ni  podía  tener  otro  carácter  que  el  de  subarriendo: 

3o  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  con  uni¬ 
formidad  constante  en  multitud  de  sentencias,  entre  otras,  las  de  19 
de  Abril,  24  de  Noviembre  y  13  de  Diciembre  de  1839,  14  de  Octubre 
de  1864,  24  de  Febrero  y  3  de  Julio  de  1868,  24  de  Octubre  de  1871 
y  23  de  Abril  de  1874,  en  las  que  se  declara  que  lo  estipulado  en  un 
contrato  obliga  á  los  contrayentes  y  debe  respetarse  como  ley  especial 
en  la  decisión  de  las  cuestiones  que  sobre  lo  que  es  objeto  de  la  estipu¬ 
lación  lleguen  á  suscitarse;  y  que  es  por  tanto  nula  la  sentencia  que 
viola  la  ley  del  contrato  ó  que  falle  contra  lo  estipulado,  é  infringe  la 
ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  establece  la 
fuerza  de  obligar  de  los  contratos,  toda  vez,  que  la  sentencia  había  re¬ 
conocido  que  el  arrendatario  Treviño  no  podía  subarrendar  sin  expresa 
licencia  por  escrito,  sin  cuyo  requisito  seria  nulo  el  subarriendo;  y  que 
el  contrato  de  venta  celebrado  por  el  arrendatario  con  el  representante 
de  la  casa  de  Londres  se  hizo  con  las  mismas  condiciones  que  contenía 
el  de  arrendamiento; 

Y  4°  La  jurisprudencia  sancionada  por  este  Supremo  Tribunal  en  sus 
sentencias  de  28  de  Enero  de  1859,26  de  Mayo  y  17  de  Setiembre 
de  1866,  16  de  Noviembre  de  1870  y  23  de  Febrero  de  1871,  en  las  que 
se  estableció  que  los  contratos  deben  calificarse  por  las  cláusulas  esen¬ 
ciales  que  comprendan  y  por  el  objeto  ó  fin  que  se  propusieran  los  con¬ 
tratantes  al  celebrarla  más  bien  que  por  el  nombre  que  les  dieran  las 
partes  al  tiempo  del  otorgamiento,  porque  apareciendo  claramente  que 
la  escritura  otorgada  por  Treviño  á  favor  de  Burkuall  era  de  sub¬ 
arriendo  de  las  dehesas  y  no  de  venta  del  corchó  que  las  mismas  produ-, 
jeran,  no  sólo  por  consignarse  las  mismas  condiciones  de  la  escritura 
de  arrendamiento,  sino  que  por  reproducirse  textualmente  las  cláusu¬ 
las  más  esenciales  de  ésta,  la  sentencia  sin  embargo  desestimaba  el 
desahucio  y  la  nulidad  consiguiente  del  subarriendo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  los  contratos  se  deben  calificar  por  las  cláusulas 
esenciales  que  comprenden  más  bien  que  por  el  nombre  que  le  diesen 
las  partes  al  tiempo  de  su  otorgamiento: 

Considerando  que  bajo  este  concepto  la  Sala  sentenciadora  al  califi¬ 
car  como  compraventa  el  contrato  consignado  en  la  escritura  de  1 9  de 
Julio  de  1882  y  no  dar  lugar  al  desahucio  ha  incurrido  en  el  error  de 
derecho  é  infracción  de  ley  y  del  contrato  que  le  atribuye  el  recurso, 
puesto  que  D.  Antonio  Treviño  no  se  limito  á  vender  á  D.  Joaquín  Ro¬ 
dríguez  Marqués  la  corcha  de  fábrica  que  criara  el  arbolado  de  las  de¬ 
hesas  Sirgadas  y  Chanquilla  en  los  nueve  años,  por  los  cuales  las  tenía 
en  arriendo,  sino  que  se  desprendió  en  absoluto  del  cuidado  y  explota¬ 
ción  de  las  fincas,  jr  las  entregó  al  supuesto  comprador  para  que  las 
explotara  con  las  mismas  condiciones  y  por  idéntica  merced  que  él  las 
recibiera,  reservando  solamente  trasmitir  al  dueño  los  avisos  que  de¬ 
bían  dársele  antes  de  emprender  ciertas  operaciones  en  conformidad 
fie  las  cláusulas  3a  y  5*  de  la  escritura  de  26  de  Octubre  de  1881 ,  y  este 
acto  es  un  verdadero  subarriendo  que  le  estaba  expresamente  prohi¬ 
bido  en  la  cláusula  10  de  dicha  escritura,  cuya  trasgresión  anula  el 
contrato  y  da  lugar  á  que  el  dueño  pueda  despedir  al  arrendatario  por 
habar  faltado  á  las  condiciones  estipuladas; 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lagar  al  re  - 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Teófilo  Rodríguez  Baamonde, 
Marqués  de  Baamonde;  y  en  su  virtud  casamos  y  anulamos  la  senten¬ 
cia  que  en  22  de  Febrero  del  corriente  año  1883  dictó  la  Sala  de  lo  ci  - 
vil  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  devolviéndose  al  recurrente  el  depósito 
constituido.— (Sentencia  publicada  el  H  de  Diciembre  de  1883,  é  in¬ 
serta  en  la  Gaceta  de  27  de  Enero  de  1884.) 
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SSecurso  de  casación  (12  de  Diciembre,  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. —Reí  indicación  v  abono  de  perjuicios. — Ha  lugar  en  parte  al  in¬ 
terpuesto  por  D.  José  Cabecerán  con  Doña  Teresa  Benach  y  otros  (Au¬ 
diencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Que  la  idea  general  de  mejora  no  significa  que  ésta  haya  de  consis¬ 
tir  en  una  especial  y  determinada ,  ni  podría  significarlo  en  caso  de 
duda  sin  ir  contra  el  derecho  que  prohíbe  ampliar  las  obligaciones  y 
entender  las  palabras  de  los  contratantes  en  el  sentido  más  favorable 
á  la  parte  preponderante  que  pudo  emplear  otras  adecuadas  á  su  pro¬ 
pósito. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1883,  en  los  aa- 
tos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Balaguer  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Teresa 
Benach,  viuda  de  D.  Miguel  Franco,  vecina  de  dicha  ciudad,  y  D.  An¬ 
tonio  Biesca,  propietario,  como  marido  de  Doña  Venancia  Franch  y 
#Benach,  vecinos  de  Igualada,  con  D.  José  Cabecerán,  propietario,  ve¬ 
cino  de  Camarasa,  sobre  reivindicación  de  tierras  y  abono  de  perjuicios; 
autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  D.  José  Cabecerán  por  el  Procu¬ 
rador  D.  Pablo  Soler,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  José  Gallos- 
tra,  y  sostenido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Licenciado  D.  Juan  Sol  J 
*  Ortega,  habiendo  representado  y  defendido  á  la  parte  recurrida  el  Pro¬ 
curador  D.  Federico  Grases  y  el  Licenciado  D.  Laureano  Fignerola: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Balaguer  á  12  de  Agosto 
de  1859,  los  consortes  D.  Manuel  Franch  y  Font  y  Doña  Teresa  Benach 
establecieron  perpetuamente  á  D.  José  Cabecerán  y  Bagils  todas  las 
tierras  de  cultivo  ó  de  labranza  con  sus  pertenencias  y  servidumbres 
que  los  otorgantes  poseían  en  el  término  de  Camarasa  y  partida  de  la 
Pana,  de  total  cabida  90  jornales,  entre  los  cuales  existían  40  de  tierra 
inculta,  vendidos  perpetuamente  á  dicho  enfiteuta  en  aquel  mismo  día, 
estableciendo  entre  otros  pactos  y  condiciones:  primera,  que  el  adqui- 
rente  y  los  suyos  deberían  reconocer  los  estabilientes  por  señores  di¬ 
rectos  de  las  tierras  indicadas  y  pagarles  censo  ó  canon  anual  que  se 
diría:  segunda,  que  el  Cabecerán  se  obligaba  á  mejorar  las  tierras  esta¬ 
blecidas  y  á  cultivarlas  á  uso  y  práctica  de  buen  labrador,  reponiendo 
las  cepas  y  olivos  si  murieran  conforme  .al  estilo  del  país:  tercera,  que 
se  obligaba  igualmente  el  adquisidor  á  plantar  de  viña  buena  dentro 
del  preciso  término  de  dos  años  la  pieza  de  tierra  llamada  de  Gracia: 
cuarta,  que  los  frutos  que  se  recogieran  en  las  tierras  establecidas 
mientras  se  hallasen  de  secano  percibirían  los  señores  directos  y  los 
suyos  la  sexta  parte  íntegra  sin  descuento  alguno,  y  en  caso  de  que 
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pasára  dicho  patrimonio  á  ser  de  regadío  cobrarían  ó  percibirían  en¬ 
tonces  los  estabiiientes  la  cuarta  parte  de  toda  clase  de  frutos  que  él 
produzca;  esto  es,  tres  para  el  Cabecerán  y  la  que  hiciera  cuarta  los 
Franch: 

Resultando  que  en  <3  de  Junio  de  1878  Doña  Teresa  Benacli,  viuda 
de  D.  Miguel  Franch,  por  si  y  como  administradora  legal  de  su  hija 
Doña  Venancia  Franch,  en  cuya  representacióu  compareció  después  su 
marido  D.  Antonio  Biesca,  en  la  que  expuso  que  en  virtud  de  la  escri¬ 
tura  de  establecimiento  relacionada  D.  José  Cabecerán  y  Bagils  adqui¬ 
rió  desde  luego  la  posesión  de  la  torre  y  tierras  á  que  dicha  escritura 
>ve  refería  que  pdr  st^  muerte  venía  después  poseyendo  á  titulo  de  here¬ 
dero  su  hijo  D.  José  Cabecerán  y  Rubíes:  que  lejos  de  cumplir  uno  y 
otro  las  obligaciones  que  el  enfiteusis  les  impuso  habían  no  sólo  faltado 
á  las  reglas  de  buenos  labradores,  sino  desmejorado  la  cosa  establecida: 
que  tanto  era  así,  como  que  nunca  habían  empleado  para  las  tierras  los 
estiércoles  resultantes  de  las  cosechas,  sino  que  los  habían  trasladado 
á  otras  de  Cabecerán:  que  habían  destruido  muchos  centenares  de  olivos 
que  existían  cuando  se  posesionaron  de  las  tierras  sin  reponerlos,  pri¬ 
vando  asi  de  sus  utilidades  á  los  señores  directos,  y  otro  tanto  habían 
hecho  con  una  porción  de  cepas  que  existían  en  las  tierras:  que  dichos 
Cabecerán  venían  poseyendo  más  extensión  de  terreno  propio  de  la$ 
demandantes  que  el  marcado  por  las  escrituras  que  con  los  mismos  ha¬ 
bía  ajustado:  que  procurando  la  Compañía  del  Canal  de  Urgel  ensan¬ 
char  la  zona  de  las  tierras  regables,  había  construido  una  nueva  ace¬ 
quia  hacía  algunos  años,  con  cuyas  aguas  podían  regarse  las  tierras  de 
la  hacienda  de  la  Torre  de  Franch  establecidas  al  Cabecerán,  sin  que  su 
8ucesor  actual  hubiese  querido  utilizarse  de  este  beneficio  ni  entregar 
la  cuarta  en  vez  de  la  sexta  parte  de  frutos  que  venían  percibiendo  los 
señores  directos;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho, 
pidió  se  condenase  á  D.  José  Cabecerán  á  dimitir  á  favor  de  la  deman¬ 
dante  las  tierras  que  procedentes  de  la  hacienda  de  Franch  poseía  sin 
título.,  además  de  las  expresadas  en  las  escrituras  de  venta  y  estableci¬ 
miento,  á  la  indemnización  de  los'frutos  percibidos  y  podidos  percibir 
Por  las  que  injustamente  poseía,  á  la  de  los  perjuicios  causados  á  la  de¬ 
mandante  por  la  destrucción  de  los  olivos  y  cepas  que  había  en  las  tie-  ( 
rras  establecidas  y  los  causados  también  dejando  de  plantar  de  viñas 
■dentro  del  plazo  señalado  en  el  establecimiento  la  finca  señalada  en  la 
escritura,  á  la  de  los  que  son  consiguientes  de  haber  sacado  los  abonos 
de  este  patrimonio  para  utilizarlos  en  otras  tierras  en  perjuicio  del  en¬ 
fiteusis:  que  se  declarase  que  'venía  obligado  á  regar  las  tierras  objeto 
del  establecimiento,  elevando  el  canon  anual  que  han  de  percibir  los 
Franch  á  la  cuarta  en  vez  de  la  sexta  parte  de  los  frutos  que  percibían, 
abonando  también  los  perjuicios  que  se  les  habían  irrogado  no  utilizán¬ 
dose  del  agua  desde  el  momento  que  pudo  hacerlo,  y  en  el  pago  de  lo¬ 
dos  los  gastos  y  costas  por  su  conocida  temeri  lad: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demandad  D.  JoséCabece- 
fán,  le  evacuó  pretendiendo  se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de 
Perpetuo  silencio  y  costas  á  la  parte  adora,  y  al  efecto  alegó  que  á  vir  - 
tud  de  la  venta  y  establecimiento  hecho  por  D.  Miguel  Franch  y  su 
Esposa  se  posesionó  el  padre  del  demandado  de  las  tierras  de  la  casa 
Franch,  cuya  posesión  había  continuado  su  hijo  como  su  heredero,  cul¬ 
tivándolas  ambos  á  uso  y  práctica  de  buen  labrador,  dándolas  las  la¬ 
bores  correspondientes,  de  manera  que  habían  mejorado  mucho:  que 
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tampoco  era  cierto  que  el  demandado  poseyese  más  extensión  de  terre¬ 
no  propio  de  los'Franeh  del  que  marcan  las  escrituras,  y  caso  de  que  se 
probase  lo  contrario  desde  luego  ofrecía  su  devolución:  que  no  había 
regado  las  lincas  de  la  Torre  establecidas  por  no  tener  obligación  á 
ello,  y  aun  cuando  la  tuviera  no  podía  hacérsele  cargo  por  ello,  puesta 
que  la  nueva  acequia  por  donde  pueden  regarse  databa  sólo  de  un  año, 
en  cuyo  tiempo  no  había  pedido  hacerse  por  haberse  de  preparar  antes 
las  tierras,  apareciendo  de  mucho  coste  y  larga  duración,  que  no  se 
hace  en  un  año  ó  dos:  que  no  siendo  obligatorio  el  regar  las  tierras  es¬ 
tablecidas,  no  podía  considerarse  como  obligación  el  hacerlo,  demos¬ 
trándolo  así  el  pacto  consignado  en  la  escritura  qge  no  arguye  ni  im¬ 
plica  ninguna  obligación  de  riego  al  demandado,  sino  que  lo  deja  á  su 
elección: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  diíplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones;  y  practicadas  las 
pruebas  propuestas  por  aquéllas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó 
sentencia,  que  fué  confirmada  en  12  de  Diciembre  de  1882  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  condenando  al  de¬ 
mandado  D.  José  Cabecerán  y  Rubíes  á  que  dentro  del  término  de  10 
días  y  previa  tasación  por  peritos  nombrados  por  las  partes  satisfaga 
á  los  demandantes  el  importe  de  los  perjuicios  que  se  le  han  irrogado 
por  la  falta  de  los  olivos  existentes  en  las  fincas  establecidas  y  no  haber 
hecho  la  plantación  de  cepas  en  la  estación  y  términos  estipulados  y  á 
qu8  desde  el  año  próximo  venidero  utilice  las  aguas  del  Canal  de  Urge! 
para  el  riego  de  dichas  fincas  y  satisfaga  desde  dicha  época  la’cuarta 
parte  de  los  frutos  én  lugar  de  la  sexta  con  que  contribuía  en  el  día  á 
los  demandantes,  absolviéndole  de  las  demás  reclamaciones  por  éstos 
intentadas  en  su  demanda,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  José  Cabecerán  y  Rubíes  interpuso  recurso  de 
casación  por  haberse  en  su  juicio  infringido: 

Io  El  contrato  de  establecimiento  ó  constitución  de  enfiteusis  origen 
de  este  pleito,  y  especialmente  ios  pactos  Io,  2o  y  4°,  el  cual  es  la  ley 
en  la  materia,  según  reiteradas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo, 
entre  otras  las  de  di  de  Diciembre  de  1857,  12  de  Diciembre  de  1861  y 
21  de  Febrero  de  1871;  porque  en  dicho  contrato  no  se  consignó  que 
el  dominio  útil  viniera  obligado  en  ningún  caso  á  convertir  en  tierras 
de  regadío  las  de  secano  que  le  habían,  sido  establecidas;  y  por  consi¬ 
guiente  la  sentencia  en  cuanto  declara  que  el  recurrente  viene  sujeto 
A  mejorar  las  tierras  de  una  manera  determinada,  esto  es,  convirtién¬ 
dolas  en  tierras  de  regadío,  infringe  el  pacto  que  le  obliga  á  mejorar 
las  tierras  dadas  en  enfiteusis,  ya  que  hace  derivar  del  mismo  una  obli- 
gación  que  ni  expresa  ni  tácitamente  se  estipuló,  y  limita  las  faculta¬ 
des  y  derechos  que  al  propio  recurrente  corresponden:  que  la  senten¬ 
cia  infringe  también  el  contrato  en  cuanto  supone  como  obligatorio 
por  parte  del  recurrente  el  regar,  lo  cual  es  meramente  potestativo  en 
él,  según  se  desprende  del  pacto  4°;  y  al  imponerle  la  sentencia  la  obli¬ 
gación  de  regar  le  ha  impuesto  una  porción  de  obligaciones  y  gravá¬ 
menes  que  representan,  no  una  mejora  cualquiera,  sino  una  de  tal  na 
turaleza  y  cuantía  que  sólo  puede  realizarse  mediante  la  inversión  do 
un  enorme  capital: 

2o  La  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  27  de  Abril  de.  1871,  según  la  cual  todo  contrato  válido  y  perfecto 
debe  ser  cumplido  por  los  contrayentes  con  arreglo  á  sus  literales  con- 
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diciones,  y  lo  consignado  en  sentencias  de  II  de  Diciembre  de  1876 
y  26  de  Febrero  de  1878,  á  tenor  de  las  que  los  contratos  deben  enten. 
derse  llanamente,  según  sus  palabras  y  como  suenan,  puesto  que  ni  de 
las  condiciones  literales  del  contrato  ni  de  las  palabras  del  mismo  en¬ 
tendidas  llanamente  y  según  suenan  resulta  la  obligación  que  la  Sala 
sentenciadora  ha  impuesto  al  recurrente  de  regar,  ó  mejor  de  conver¬ 
tir  en  tierras  de  regadío  las  que  por  su  naturaleza  y  destino  actual  lo 
son  de  secano: 

y  Las  reglas  de  interpretación  contenidas  en  las  siguientes  leyes  del 
Digesto:. la  ley  39,  tít.  14,  libro  2o  De  pac'tis ;  la  36,  parece  debe  ser  26, 
tít.*54,  libro  34,  De  rebus  dubiis :  la  38,  párrafo  diez  y  ocho,  tít.  t°,  li¬ 
bro  45.  De  verborum  obligationibus ;  la  99,  tít.  4o,  parece  debe  ser  Io, 
libro  45,  De  verborum  obligationibus ;  las  9,  172  y  20,  tít.  17,  libro  50, 
De  diversis  repulís  juris;  cuyas  reglas  de  interpretación,  dado  que  ésta 
fuera  necesaria,  que  no  lo  es,  pues  el  contrato  origen  del  pleito  es  bas¬ 
tante  claro  en  su  sentido  y  en  sus  palabras,  han  sido  infringidas  en  la 
sentencia,  ya  que  en  ella  la  duda  ó  ambigú  dad  no  se  ha  resuelto  en 
eontra  del  vendedor,  del  que  pudiendo  hallar  más  claramente  y  dar  la 
ley  no  lo  hizo  sino  en  perjuicio  del  adquisidor,  del  obligado  y  de  las 
facultades  y  libertad  de  resolución  y  acción  del  dueño  útil,  y  por  otra 
parte  en  lugar  de  restringirse  la  obligación  se  ha  extendido: 

4o  El  párrafo  segundo,  cap.  2o  de  la  Novela  7\  y  el  cap.  8o  de  la  No¬ 
vela  120  del  Emperador  Justiniano,  que  reconocen  y  garantizan  el  de¬ 
recho  que  en  el  enfitausis  corresponde  al  señor  útil  de  usar  de  la  cosa 
enfitéutica  como  tenga  por  conveniente,  mientras  no  empeore  la  con¬ 
dición  de  la  misma;  ya  que  el  fallo  al  imponer  al  recurrente  la  obliga¬ 
ción  de  regar  las  tierras  establecidas  le  priva  del  derecho  que  tiene  de 
seguir  destinando  estas  tierras  á  cultivo  de  secano,  restringiendo  así 
sn  libertad  jurídica  y  las  facultades  inherentes  y  esenciales  al  dominio 
Útil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  infringe  la  ley,  doctrina  y  reglas  in¬ 
vocadas  en  los  tres  primeros  motivos,  ya  porque  después  de  imponerse 
deberes  categóricamente  en  las  bases  2a  y  3a  se  emplea  en  la  4a  un 
lenguaje  hipotético  y  aparece  en  ella  meramente  potestativa  la  conver¬ 
sión  del  terreno  de  secano  en  el  de  regadío,  y  ya  también  porque  sólo  * 
en  virtud  de  una  razón  de  analogía  juzga  la  Sala  sentenciadora  que  en 
la  obligación  de  mejorar  las  fincas  se  sobreentiende  la  de  hacerlas  rega¬ 
bles,  bajo  el  concepto  de  que  los  buenos  labradores  y  propietarios  co¬ 
lindantes  utilizan  el  riego  á  fin  de  obtener  mayores  rendimientos  des¬ 
de  el  momento  en  que  se  les  ha  presentado  ó  presenta  la  ocasión,  como 
si  para  adquirir  y  dirigir  aguas  más  ó  menos  fácilmente  aprovechables 
no  hubiera  sido  necesario  expresarlo  así  en  la  convención,  puesto  que 
la  idea  general  de  mejora  no  significa  que  ésta  haya  de  consentir  en 
una  especial  y  determinada,  ni  podría  significarlo  en  caso  de  duda  sin 
>r  contra  el  derecho  que  prohíbe  ampliar  las  obligaciones  y  entender 
las  palabras  de  los  contratantes  en  el  sentido  más  favorable  á  la  parte 
preponderante  que  pudo«emplear  otras  adecuadas  á  su  propósito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recar  - 
8o  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Cabecerán,  y  en  su  consecuen  - 
cía  casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  lo  que  se  refiere  al  punto  del  re¬ 
curso,  ó  sea  en  cuanto  condena  á  Cabecerán  á  que  utilice  las  aguas  del 
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Canal  de  Urge!  para  el  riego  de  las  fincas  de  que  se  trata,  y  satisfaga 
la  cuarta  parte  de  los  frutos  en  lugar  de  la  sexta  con  (¡ue  viene  contri¬ 
buyendo  en  el  día  á  los  demandantes:  devuélvase  al  recurrente  el  de¬ 
pósito  que  constituyó. — (Sentencia  publicada  el  12  de  Diciembre 
de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Enero  de  1884.) 
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B&ecurso  de  casación  (12  de  Diciembre  de  1883 ).—~Sala  ‘prime¬ 
ra. — Constitución  de  hipoteca.  —  Ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Joaquín  de  la  Quintana  con  Doña  Aurora  Mendieta  (Audiencia  de  Bur¬ 
gos),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  ley  16,  tit  22,  Partida  3a,  y  el  art.  544  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  imponen  el  deber  al  juzgador  de  resolver  clara  y 
concretamente  sobre  los  extremos  que  comprenden  la  demanda  del  actor 
y  la  reconvención  del  demandado ; 

Y  2°  Que  formulada  en  tiempo ,  ante  el  Juez  competente  por  razón  de 
la  materia  y  sustanciada  en  el  juicio  correspondiente  con  arreglo  á  la 
ley  la  reconvención  propuesta  por  el  demandado,  ha  debido  estimarse  ó 
desestimarse  terminantemente  eti  la  sentencia ,  sin  que  fuese  obstáculo 
para  hacerlo  la  improcedencia  ó  defectos  de  la  demanda,  porque  no 
pueden  afectar  á  la  reconvención  que  según  la  jurisprudencia  constante 
es  una  nueva  y  verdadera  demanda  deducida  enfrente  de  aquélla. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  42  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  Doña  Aurora  Mendieta  y  Lalla- 
ve,  domiciliada  en  esta  corte,  con  su  marido  D.  Joaquín  de  la  Quinta¬ 
na  y  Osante,  propietario.,  vecino  de  Bilbao,  sobre  constitución  de  hipo¬ 
teca,,  y  por  ría  de  reconvención  sobre  restitución  de  la  demandante  al 
domicilio  conyugal  y  devolución  de  alhajas  en  el  concepto  de  dótales; 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Doctor  D.  Eugenio  Montero 
ut'os  y  el  Procurador  D.  Daniel  Doze,  en  defensa  y  representación  de 
D.  Joaquín  de  la  Quintana,  habiendo  sido  defendida  y  representada  la 
recurrida  por  el  Doctor  D.  Julián  de  Mendieta  y  el  Procurador  Don 
Francisco  Quintín  Fernández: 

Resultando  que  en  26  de  Octubre  de  1881  dedujo  Doña  Aurora  de 
Mendieta  demanda  civil  ordinaria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
oe  Bilbao  con  la  solicitud  de  que  se  condenara  á  su  marido  ü.  Joaquín 
de  la  Quiniana  á  que  en  un  breve  y  perentorio  término  constituyese 
hipoteca  especial  sobre  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  que  le 
pertenecían  y,  de  que  podía  disponer  en  la  actualidad  en  garantía  de  la 
dote  estimada  y  arras  que  la  demandante  había  aportado  á  su  matrimo¬ 
nio,  invocando  a!  efecío  en  apoyo  de  su  derecho  los  artículos  158,  159, 
160,  168,  169,  178  y  182  do  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  D.  Joaquín  de  la  Quintana  contestó  esta  demanda 
pidiendo  que  se  le  absolviese  de  ella  y  se  condenase  á  la  demandante 
por  vía  de  reconvención  que  establecía,  á  que  se  restituyese  al  domici¬ 
lio  conyugal,  presentase  á  su  marido  la  debida  obediencia,  abstenién¬ 
dose  de  administrar  los  bienes  del  matrimonio  y  de  celebrar  contratos 
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sin  la  debida  licencia,  y  le  entregase  y  le  devolviese  las  alhajas  que 
formaban  parte  de  su  dote,  y  aumento  de  la  misma  que  constaban  en 
la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  otorgada  entre  ambos  en 
31  de  Julio  de  1863;  alegando  respecto  á  la  demanda  que  nunca  se  ha¬ 
bía  negado  á  hipotecar  algunos  de  los  bienes  que  en  ella  se  designaban 
en  seguridad  de  la  dote  y  arras  de  su  mujer,  y  haciendo  presentes  las 
razones  que  impedían  la  constitución  de  dicha  hipoteca  en  los  demás 
bienes  designados  en  la  demanda;  y  en  apoyo  de  la  reconvención  que 
su  mujer  residía  en  esta  corte  en  compañía  de  su  padre  contra  su  ex¬ 
presa  voluntad,  y  á  pesar  de  haberla  requerido  para  que  volviese  al 
domicilio  conyugal,  conforme  constaba  de  un  acta  notarial  levantada  á 
este  efecto,  no  lo  había  verificado;  que  no  bastaba  para  justificar  tal 
conducta  alegar  que  había  salido  de  Bilbao  en  compañía  de  su  padre  da 
conformidad  con  su  marido,  pues  si  entonces  había  existido  esta  con¬ 
formidad  y  acuerdo,  después  en  correspondencia  particular  y  en  el 
acto  antes  indicado,  por  razones  que  no  era  preciso  exponer,  le  había 
Pedido  y  rogado  primero  y  ordenado  después  que  se  restituyese  á  su 
domicilio:  que  á  su  salida  de  Bilbao  se  llevó  consigo  todas  las  alhajas- y 
prendas  de  vestir  que  figuraban  en  la  escritura  de  capitulaciones  ma¬ 
trimoniales  como  dote  y  arras,  y  muchas  otras  alhajas  de  considerable 
valor,  pertenecientes  todas  en  plena  propiedad  y  dominio  á  su  marido; 
y  habiéndola  requerido  por  ante  Notario  para  que  le  devolviese  dichas 
alhajas,  había  contestado  que  había  dispuesto  de  ellas  por  ser  de  su 
propiedad:  que  la  mujer  casada  debe  obedecer  á  su  marido  y  vivir  en 
su  compañía,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  47  de  la  ley  de  18  de  Junio 
de  1870:  que  la  mujer  casada  no  puede  administrar  sus  bienes  y  los  de 
8u  marido  ni  celebrar  contratos  sin  licencia  de  éste,  siendo  nulos  los  ac¬ 
tos  de  esta  especie  que  ejecutare,  según  los  artículos  49  y  50  de  la  mis¬ 
ma  ley;  y  que  los  bienes  entregados  al  marido  en  calidad  de  dote  esti¬ 
mada  pasan  á  ser  de  su  propiedad: 

Resultando  que  absolviendo  posiciones  dorante  el  tértnino  de  prue¬ 
ba  declaró  Doña  Aurora  de  Mendieta  á  instancia  de  su  marido  que  era 
cierto  que  desde  que  contrajo  matrimonio  había  tenido  siempre  en  su 
poder  y  á  completa  disposición  todas  las  alhajas  y  ropas  que  figuraban 
en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  y  algunas  otras  que  le  # 
había  comprado  después  su  marido:  que  también  era  cierto  que  al  ve¬ 
nir  á  Madrid  en  Mayo  de  1880  se  trajo  consigo  todas  las  alhaj  ¡s  suso¬ 
dichas,  así  como  los  chales  de  la  India  y  encajes  que  también  figura¬ 
ban  en  la  escritura  referida:  que  igualmente  era  exacto  que  había  re¬ 
cibido  varias  cartas  de  su  marido,  en  las  que  le  suplicaba  y  mandaba 
<iue  volviese  á  su  casa  y  domicilio  dé  Bilbao;  y  que  además  había  sido 
requerida  para  el  mismo  objeto  por  ante  Notario,  pero  no  había  querido 
volver  á  poder  de  su  marido  porque  según  el  mismo  decía  vivía  del 
embrollo: 

Resultando  que  en  27  de  Febrero  próximo  pasada  dictó  sentencia 
en  este  pleito  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  conforme 
en  parte  y  revocatoria  en  otra  parte  de  la  que  había  dictado  en  prime¬ 
ra  instancia  el  Juez  de  Bilbao,  desestimando  la  demanda  y  la  reconven¬ 
ción  y  absolviendo  de  ambas  respectivamente  á  D  Joaquín  de  la  Quin¬ 
tana  y  á  Doña  Aurora  de  Mendieta  en  la  forma  én  que  habían  sido  de¬ 
nunciadas: 

Resaltando  que  D.  Joaquín  de  la  Quintana  y  Osante  interpuso  re¬ 
curso  de  casación  por  considerar  á  su  juicio  como  infringidas: 
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Io  Las  leyes.  15  y  16,  tít.  22,  Partida  3a,  que  ordenan  al  juzgador 
que  resuelva  en  la  sentencia  sobre  lo  que  le  han  pedido,  no  sólo  el  de¬ 
mandante,  sino  también  el  demandado  en  el  pleito;  el  art.  554  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  en  el  que  también  se  ordena  que  se  resuelva 
en  la  sentencia  sobre  la  que  se  hubiese  pedido  en  la  reconvención,  y  Ia 
doctrina  legal  consignada  por  e?te  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de 
12  de  Mayo  de  1860  y  28  de  Abril  de  1869,  según  la  cual  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  articulo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  anterior,  que 
disponía  lo  mismo  que  el  que  se  acaba  de  citar  de  la  actual,  el  juzgador 
debe  resolver  en  la  sentencia,  no  sólo  las  cuestiones  promovidas  en  la 
demanda,  sino  también  las  que  se  hubiesen  promovido  en  la  reconven¬ 
ción;  en  el  concepto  de  que  se  ha  dejado  de  resolver  en  la  sentencia  re¬ 
currida  sobre  la  reconvención  deducida  por  el  recurrente,  abstenién¬ 
dose  de  admitirla  ó  desestimarla,  no  porque  fuese  justo  ó  injusto  lo  que 
«n  ella  se  pedía,  sino  tan  sólo  por  un  vicio  de  procedimiento  peculiar 
á  la  demanda,  pero  no  extensivo  Ala  reconvención,  puesto  que  es  in¬ 
dudable,  y  en  la  sentencia  se  dice  lo  contrario,  que  ésta  por  razón  de 
su  objeto  requería  las  solemnidades  del  juicio  declarativo,  que  fueron 
las  que  se  emplearon  en  el  pleito: 

Y  2°  El  texto  de  los  artículos  45  en  su  párrafo  segundo,  48  en  el 
párrafo  primero,  y  49,  capítulo  5o  de  la  ley  provisional  de  matri¬ 
monio  civil  de  18  de  Junio  de  1870,  en  las  que  se  dispone  que  el  ma¬ 
rido  tiene  el  derecho  de  administrar  los  bienes  de  su  mujer  y  que 
ésta  debe  vivir  en  su  compañía  y  no  puede  administrar  sus  bienes  ni 
los  de  so  marido  sin  su  licencia,  ó  á  no  ser  en  los  casos  y  con  las  for^ 
malidades  y  limitaciones  que  las  leyos  prescriben;  por  cuanto  al  falló 
recurrido  no  condena,  según  pidió  el  recurrente  en  su  reconvención  á 
su  legítima  mujer  Doña  Aurora  de  Mendieta,  á  que  se  restituya  al  do¬ 
micilio  conyugal  y  devuelva  las  alhajas  deque  indebidamente  se  apo¬ 
deró  y  conservaba  en  su  poder  para  que  su  marido  las  administre: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  al  absolver  á  Doña  Aurora 
de  Mendieta  de  la  reconvención  propuesta  por  su  marido  en  la  forma 
que  lo  fué  no  expone  razón  alguna  en  contra  de  ella,  sino  que  se  funda 
exclusivamente  en  qne  por  ser  improcedente  la  demanda  de  la  Doña 
Aurora  lo  es  también  la  reconvención,  y  no  puede  prosperar  ninguna 
de  las  dos  reclamaciones:  ‘ 

Considerando  que  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a  y  el  art.  544  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  imponen  el  deber  al  juzgador  de  resolver 
clara  y  concretamente  sobre  los  extremos  que  comprendan  la  demanda 
del  actor  y  la  reconvención  del  demandado: 

Considerando  que  la  qué  D.  Joaquín  de  la  Quintana  formuló  en 
tiempo  ante  Juez  competente  por  razón  de  la  materia  se  ha  sustanciado 
en  el  juicio  correspondiente  con  arreglo  á  la  ley  y  ha  debido  estimarse 
ó  desestimarse  terminantemente  sin  que  fuese  obstáculo  para  hacerlo 
la  improcedencia  ó  defectos  de  la  demanda,  porque  no  puede  afectará 
la  reconvención  que  según  la  jurisprudencia  constante  es  una  nueva  y 
verdadera  demanda  deducida  enfrente  de  aqueUa: 

Considerando  que  por  lo  tanto  la  sentencia  recurrida  infringe  las 
disposiciones  legales  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  que  se  invocan  en  el 
primer  fundamento  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  de  la  Quintana,  y  en  su  con- 
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secuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  en  27  d#  Febrero 
último  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  solamente  en 
la  parte  que  absuelve  á  Doña  Aurora  de  Mendieta  de  la  reconvención 
propuesta  por  su  marido  en  la  forma  en  que  lo  fué. — (Sentencia  publi¬ 
cada  el  12  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gacela  de  27  de  Enero 
de  1884.) 
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Recurso  «le  casación  (13  de  Diciembre  de  1883). — Sala  tercera. 
— Entrega  de  cuentas. — No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Eusebio 
García  de  la  Torre  con  D.  Justo  Piñuela  (Audiencia  de  Madrid),  y  se 
resuelve: 

1’  Que  al  nulo  que  no  contiene  contradicción  alguna  en  sus  disposi¬ 
ciones,  no  le  es'  aplicable  la  causa  4a  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil ,  pues  que  sólo  se  refiere  al  caso  de  que  el  fallo  contenga 
disposiciones  contradictorias ; 

Y  2°  Que  no  procede  el  recurso  de  casación  contra  los  autos  que  dic¬ 
tan  las  Audiencias  en  los  procedimientos  para  la  ejecución  de  las  sen¬ 
tencias. 

Resultando  que  deducida  demanda  por  D.  Eusebio  García  de  la  To¬ 
rre  contra  D.  Justo  Piñuela  para  que  rindiera  cuenta  de  las  cantidades 
que  obran  en  su  poder,  pertenecientes  á  la  Sociedad  que  había  forma¬ 
do  para  proveer  de  muebles  y  enseres  á  los  teatros  y  casas  particula¬ 
res,  entregando  el  saldo  á  fin  de  que  reunidos  con  los  demás  bienes  de 
la  Sociedad  se  procediese  á  su  partición  entre  ambos  socios;  y  que  se¬ 
guido  el  juicio  por  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  del 
distrito  por  sentencia  de  22  de  Noviembre  de  187o  condenó  á  D.  Justo 
Piñuela  á  que  rindiera  cuenta  de  la  Compañía  á  D.  Eusebio  García  de 
la  Torre,  teniendo  en  consideración  los  papeles  de  las  liquidaciones  ya 
practicadas  y  el  sueldo  de  1 12  rs.  semanales  señalado  á  Piñuela,  y  man¬ 
dando  que  liquidadas  que  fueran  se  dividiese  el  líquido  que  resultase 
y  demás  bienes  pertenecientes  á  la  Sociedad  entre  los  dos  Socios  por 
iguales  partes: 

Resultando  que  declarado  sin  lugar  el  recurso  de  casación  que  Don. 
Justo  Piñuela  interpuso,  y  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera 
instancia,  presentó  aquél  una  cuenta  de  los  ingresos  y  gastos  habidos 
con  motivo  de  la  relacionada  emprésa,  arrojando  el  haber  un  total  de 
144.354  rs.  50  céntimos,  el  debe  33.744  rs.,  y  el  saldo  á  favor  de  Pi¬ 
ñuela  110.610  rs.  50  céntimos:  que  comunicados  los  autos  con  la  cuen¬ 
ta  á  D.  Eusebio  García  de  la  Torre,  después  de  resueltos  varios  inci¬ 
dentes  evacuó  el  traslado,  exponiendo  que  rechazaba  la  cuenta  presen¬ 
tada  por  Piñuela  porque  ni  se  ajusta  á  la  ejecutoria  de  cuyo  cumpli¬ 
miento  se  trata  ni  aparecía  en  muchos  puntos  justificada;  y  concluyó 
solicitando  que  teniéndese  por  impugnadas  las  cuentas,  se  ordenase 
fueran  reformadas  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  la  ejecutoria  de  22  de 
Noviembre  de  1875  y  teniendo  en  consideración  los  reparos  formulados 
y  una  vez  hecho  así  aprobar  la  liquidación,  mandando  se  llevase  á 
afecto  la  división  de  la  Sociedad: 

Resultando  que  conferido  traslado‘á  D.  Justo  Piñuela,  le  evacuó 
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pretendiendo  se  desestimase  los  reparos  hechos  de  contrario  á  la  cuen¬ 
ta  rendida  por  el  mismo:  que  recibido  el  incidente  á  prueba  y  practi¬ 
cadas  las  propuestas  por  las  partes,  el  Juez  de  primera  instancia  por 
sentencia  de  29  de  Setiembre  de  1881  declaró  haber  lugar  á  la  rectifi 
cación  y  reforma  de  las  cuentas  prest  ntadas  por  D.  Justq  Piñuela  en 
obedecimiento  de  la  ejecutoria  que  así  lo  acordó;  condenándole  en  su 
virtud  á  que  en  el  término  de  20  días  las  reformase  bajo  las  bases  y  en 
la  forma  que  se  expresaban: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia  con  la  cualidad  de  auto 
por  e‘l  que  proveyó  la  Sala  primera  de  16  civil  de  la  Audiencia  de  este 
distrito  en  14  de  Junio  de  1882,  D.  Eusebio  García  de  la  Torre  interpu¬ 
so  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  el 
caso  4°  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  protestando  in¬ 
terponer  en  su  caso  y  lugar  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley: 

Resultando  que  declarado  por  esta  Sala  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  do  forma,  el  D.  Eusebio  García  de  la  To¬ 
rre  formuló  el  fundado  en  infracción  de  ley,  citando  las  disposiciones 
y  doctrinas  legales  que  en  su  concepto  lo  habían  sido;  y  oído  el  Minis¬ 
terio  fiscal,  se  opuso  á  la  admisión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  María  Méndez: 

Considerando  que  el  auto  recurrido  no  tiene  contradicción  alguna 
en  sus  disposiciones,  y  por  consiguiente  no  es  aplicable  al  mismo  la 
causa  4a  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  que  se  funda 
el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina  de  que  se  trata, 
pues,  que  sólo  se  refiere  al  caso  de  que  el  fallo  contenga  disposiciones 
contradictorias: 

Considerando  que  por  más  que  se  pretenda  hacer  consistir  legal¬ 
mente  cierta  contradicción  entre  las  disposiciones  del  mencionado  auto 
y  las  de  la  sentencia  ejecutoriada,  no  existe  tampoco,  porque  si  bien 
se  mandó  en  ésta  que  se  procediera  á  la  liquidación  teniendo  en  consi¬ 
deración  los  papeles  de  las  liquidaciones  ya  practicadas  y  el  sueldo  se¬ 
ñalado  á  Piñuela,  no  se  excluyó  el  que  se  tomaran  en  cuenta  los  crédi¬ 
tos  favorables  ó  adversos  que  aunque  fuesen  anteriores  á  dichas  liqui¬ 
daciones  parciales  se  estimase  procedentes  en  la  general,  como  ha  su- 
'cedido:  ■ 

Considerando  que-  el  referido  auto  no  es  susceptible  de  casación,  y 
por  lo  tanto  no  ha  lugar  á  admitir  el  expresado  recurso  á  que  ha  dado 
origen,  ya  por  lo  expuesto  y  ya  por  lo  preceptuado  en  el  art.  1895,  en 
armonía  con  lo  dispuesto  en  el  944  y  el  nüm.  3°  del  1129  de  la  misma 
ley  citada,  toda  vez  que  no  procede  contra  los  autos  que  dictan  las  Au¬ 
diencias  en  los  procedimientos  para  la  ejecución  de  las  sentencias,  en 
cuyo  caso  se  está,  y  no  en  el  de  la  excepción  de  haberse  llegado  i  pro¬ 
veer  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,  como  se  supone,  porque  no 
ha  ocurrido  así,  según  queda  demostrado  en  las  consideraciones  ante  - 
riores; 

No  ha  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Eusebio  García  de  la  Torre: 
publíquese  este  auto  en  la  Gaceta,  é  insértese  en  la  Colección  legislati¬ 
va ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias;  líbrese  la  correspondiente 
certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito,  con  devolución  de  los  autos 
remitidos  por  la  misma. — (Sentencia  publicada  el  13  de  Diciembre  de 
1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Febrero  de  1884  ) 
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Recurso  de  casación  (14  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime- 
ra. — Mejor  derecho  á  unos  bienes  vinculados. — Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  L).  Vicente  Rubio  Armengol  con  D.  Matías  Guillén  (Audien¬ 
cia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

1°  Que  la  ley  1*,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, ,  si 
bien  establece  que  los  mayorazgos  se  puedan  probar  por  la  escritura  de 
fundación ,  por  testigos ,  ó  por  costumbre  inmemorial ,  no  determina  que 
estos  tres  medios  sean  los  únicos  admisibles  para  acreditar  su  existen¬ 
cia  sin  que  por  lo  tanto  se  halle  excluido  cualquiera  otro  que  merezca 
entera  fe  y  crédito; 

Y  2U  Que  la  persona  que  al  restablecerse  en  30  de  Agosto  de  1 836  la 
ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  se  hallaba  en  posesión  de  unos  vínculos 
por  haber  sucedido  en  ellos  á  su  padre ,  y  en  virtud  también  de  la  ejecu¬ 
toria  que  puso  término  al  pleito  suscitado  entre  la  misma  y  otro  que 
pretendió  ser  el  llamado ,  no  puede  dudarse  que  á  La  vez  que  obtuvo  por 
la  citada  ley  desvinculadora  la  facultad  de  dis/fner  de  la  mitad  de  los 
bienes  que  constituían  dichos  vínculos ,  quedó  obligada  á  reservar  la 
otra  mitad  para  el  inmediato  sucesor;  y  la  sentencia  que  lo  desconoce , 
infringe  la  voluntad  de  los  fundadores  de  dichos  vínculos,  suprema  ley 
en  la  materia,  y  á  la  que  hay  que  acomodar  las  disposiciones  de  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820,  según  su  literal  contexto  y  además  ti  art.  2o 
de  esta  misma  ley  y  la  expresada-ejecutoria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14.de  Diciembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Se¬ 
rranos  de  la  ciudad  de  Valencia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  aquel  territorio  por  D.  Vicento  Rubio  Armengol,  propietario,  vecino 
de  Sagunto,  con  D.  Matías  Guillén  y  Crespo,  propietario,  vecino  dje 
Valencia,  sobre  mejor  derecho  á  bienes  vinculados  y  nulidad  de  ciertas 
diligencias  de  división  y  adjadicación;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recursó  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nom¬ 
bre  de  D.  Vicente  Rubio  Armengol  por  el  Procurador  D.  Patricio  Gar¬ 
cía  Alcañiz,  bajoja  dirección  del  Licenciado  D.  Cirilo  Amorós,  habien¬ 
do  representado  y  defendido  á  D.  Matías  Guillén  y  Crespo  el  Procura¬ 
dor  D.  Pedro  García  González  y  el  Licenciado  D.  Eduardo  Gadea: 

■Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  20  de  Enero  de  1649  Don 
Gaspar  Armengol  y  sn  mujer  Doña  Francisca  Cubertorer  hicieron  do¬ 
nación  á  su  sobrino  D.  Gaspar  Armengol  y  Cubertorer  de  varios  capi¬ 
tales  de  censos  y  debitorios  con  efecto  inmediato  ó  como  de  libre  dis¬ 
posición,  y  además  de  varios  bienes  raíces  y  capitales  que  detallaron 
Para  después  de  los  días  de  los  donantes,  pero  éstos  con  el  carácter  de 
vinculados;  mandando  que  á  la  muerte  del  donatario  pasasen  dichos 
bienes  sin  distracción. alguna  al  hijo  mayor  varón  de  aquel  que  sobrevi¬ 
viese:  que  si  dicho  hijo  faltase  sin  hijos  legítimos  pasasen  los  referidos 
bienes  al  segundo  hijo  varón  del  Gaspar  Armengol,  si  viviese,  y  faltan - 
dó  éste  sin  hijos  pasasen  los  bienes  á  los  otros  hijos  varones  del  mismo, 
siguiendo  asi  de  unos  en  otros  hermanos  varones;  y  si  sucediese  qué  no 
hubiese  hijos  varones  desdicho  Gaspar  Armengol,  pasasen  los  bienes  á 
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las  hijas  del  mismo  que  viviesen  ó  á  los  hijos  de  éstas  por  iguales  par¬ 
tes  y  de  libre  disposición:  que  si  el  Gaspar  falleciese  sin  hijos  legíti¬ 
mos,  fueran  y  pertenecieran  los  bienes  sin  distracción  ni  disminución 
alguna  al  más  próximo  pariente  varón  y  mayor  de  edad  que  se  encon¬ 
trase  del  apellido  Armengol,  siendo  seglar,  y  faltando  éste  sin  hijos 
legítimos  sucediera  el  otro  pariente  más  próximo  varón,  mayor  de 
edad  y  seglar  de  dicho  apellido;  y  no  habiendo  parientes  varones  s - 
glares  sucediera  en  la  vinculación  cualquier  eclesiástico  de  dicho  nom¬ 
bre  que  fuese  Capellán  y  no  religioso:  que  si  llegase  el  caso  de  fallar 
sucesores  del  apellido  del  fundador  varones  sin  hijos,  sucedieran  las 
mujeres  que  se  encontrasen  más  próximas  parientes  del  último  que  mu¬ 
riese  y  hubiese  sucedido  en  dichos  bienes: 

Resultando  que  5  de  Enero  de  476*)  otorgó  testamento  D.  Félix  Au- 
jón,  por  el  que  instituyó  por  su  heredera  usufructuaria  á  su  ésposa 
Doña  María  Francisca  Cubertorer,  y  por  muerte  de  ésta  en  el  caso  ue 
contraer  nuevo  matrimonio,  á  su  sobrino  D.  Manuel  Armengol,  hijo  de 
Doña  Lucrecia  Aujón  y  do  D.  Alejo  Armengol,  con  el  expreso  grava 
men  y  condición  de  que  con  motivo  ni  pretexto  alguno  no  pudiera  ena¬ 
jenar  bienes  algunos,  sitios  y  raíces  de  la  herencia,  pues  todos  éstos  se 
habían  de  agregar  al  vínculo  que  estaba  poseyendo  el  citado  D.  Ala- 
nuel  Armengol,  sujetos  á  los  mismos  llamamientos,  capitales  y  circuns¬ 
tancias  á  que  estaban  Unidos  y  obligados  los  demás  bienes  del  vínculo 
en  su  fundación: 

Resultando  que  D.  Manuel  Armengol  y  Aujón,  que  vino  poseyendo 
las  dos  vinculaciones  y  además  otra  fundada  por  D.  Calixto  Armengol, 
falleció  dejando  por  hijos  á  D.  Ramón  y  D.  José  Armengol,  sucedién- 
dole  el  primero  como  mayor  de  edad  en  las  tres  vinculaciones  y  dejan¬ 
do  á  su  fallecimiento  como  hija  única  á  Doña  Pascuala  Armengol;  y 
asimismo  el  D.  José  Armengol,  que  falleció  después,  dejó  por  única 
hija  á  Doña  Ramona  Armengol,  madre  del  demandante  D.  Vicente  Ru¬ 
bio  Armengol,  y  Doña  Carmen,  primera  consorte  del  demandado  Don 
Matías  Guillén: 

Resultando  que  seguido  pleito  por  caso  de  corte  y  todas  instancias 
entre  la  Doña  Pascuala  y  Doña  Ramona  Armengol,  en  el  que  la  prime¬ 
ra  pretendió  que  se  declarasen  de  su  pertenencia  los  bjenes  de  las  refe¬ 
ridas  vinculaciones  y  de  la  de  D.  Calixto  Armengol,  ya  que  como  su- 
cesora  de  su  padre  D.  Ramón  se  le  había  conferido  la  posesión  natural 
y  civil  de  las  mismas,  y  se  condenase  á  la  Doña  Ramoqa  á  la  restitución 
de  los  bienes  con  los  frutos;  se  terminó  el  pleito  por  sentencia  que  en 
grado  de  segunda  suplicación  dictó  el  Consejo  de  Castilla,  confirmatoria 
dé  la  de  revista  dictada  por  la  Audiencia  de  Valencia,  absolviendo  de 
la'demanda  á  dicha  Doña  Ramona  en  cuanto  al  vinculo  fundado  por 
D.  Gaspar  Armengol  y  Doña  Francisca  Cubertorer  y  á  la  agregación 
hecha  por  D.  Felipe  de  Aujón,  y  declarándose  pertenecer  a  Doña  Pas¬ 
cuala  la  fundada  por  D.  Calixto  Armengol: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  la  Doña  Ramona  Armengol,  ca¬ 
sada  con  D.  Enrique  Rubio,  poseyó  los  bienes  indicados  de  las  vincu¬ 
laciones  de  D.  Gaspar  Armengol  y  la  agregación  de  D.  Félix  de  Aujón 
hasta  su  fallecimiento,  ocurrido  en  26  de  Enero  de  1É70,  dpjando  por 
hijos,  constituidos  en  la  menor  edad,  á.D.  Vicente  y  Doña  Carmen  Ru¬ 
bio,  á  quienes  había  nombrado  por  herederos  en  su  testamento  otor 
gado  en  26  de  Junio  de  1869,  y  en  virtud  del  cual  se  procedió  á  la  di 
visión  y  adjudicación  de  los  bieñesque  componían  la  herencia  de  Doña 
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llamona  entre  sus  dos  citados  hijos,  coya  adjudicación  se  hizo  por  mi¬ 
tad  por  el  contador  nombrado  por  el  curador  de  dichos  menores  y  bajo 
«1  supuesto  de  que  todos  los  bienes  habían  pertenecido  en  propiedad  y 
de  libre  disposición  á  la  testadora: 

Resultando  que  por  auto  de  28  de  Junio  de  1872  se  aprobó  cuanto 
había  lugar  en  derecho  la  citada  partición  mandando  que  se  protoco 
tizara-,  en  31  de  Octubre. del  mismo  año  se  presentó  escrito  por  el  cu¬ 
rador  de  los  referidos  menores,  exponiendo  que  después  de  hecha  la 
partición  se  habían  hallado  documentos  que  probaban  la  cualidad  de 
vinculados  de  varios  bienes  de  Doña  Ramona  Armengol,  por  lo  cual  de 
acuerdo  con  el  contador  y  con  el  dictamen  de  varios  Abogados  se  había 
convenido  en  que  debí  i  reformarse  la  partición  por  deber  reservarse  la 
mitad  al  menor  inmediato:  que  cuando  se  estaban  practicando  diligen¬ 
cias  al  efecto,  ocurrió  el  enlace  de  D.  Matías  Guillén  con  la  Doña  Car¬ 
men  Rubio,  al  cual  se  le  dió  conocimiento  de  cuanto  había  pasado,  y 
se  opuso  privadamente  á  que  se  hiciese  nueva  división,  y  creyendo  el 
curador  que  con  ello  se  perjudicaban  los  intereses  del  D.  Vicente  Ru¬ 
bio  como  inmediato  sucesor  de  las  vinculaciones,  pidió  que  se- suspen¬ 
diese  la  protocolización  acordada,  á  lo  cual  declaió  el  Juez  no  haber 
lugar  por  auto  de  2  de  Noviembre  del  citado  año  de  1872: 

Resultando  que  en  II  de  dicho  mes  de  Noviembre  de  1872  falleció 
Doña  Carmen  Rubio  bajo  el  testamento  que  había  otorgado  en  29  de 
Agosto  anterior,  instituyendo  por  su  heredero  á  su  referido  esposo  Don 
Matías  Guillén,  el  que  en  su  virtud  adquirió  los  bienes  que  fueran  ad¬ 
judicados  á  la  Doña  Carmen  á  la  defunción  de  su  madre: 

Resultando  que  en  Io  de  Julio  de  1881  D.  Vicente  Rubio  Armengol 
dedujo  demanda  ordinaria  acompañando  entre  otros  documentos  una 
Real  ejecutoria  librada  por  el  Consejo  de  Castilla;  y  después  de  hacer 
mérito  de  los  antecedentes  relacionados  que  en  so  mayor  parte  cons¬ 
tan  en  dicha  ejecutoria,  alegó  que  á  no  haberse  publicado  las  leyes 
desvinculadoras  el  demandante,  como  primogénito  y  único  hijo  varón  1 
de  Doña  Ramona  Armengol,  nacido  en  12  de  Julio  de  1832,  hubiera 
sucedido  á  dicha  su  madre  en  la  posesión  de  los  vínculos,  con  arreglo 
á  las  leyes  de  su  fundación;  pero  las  disposiciones  de  aquéllas  no  le  re¬ 
servaron  otros  derechos  que  el  de  adquirir  de  libre  disposición  la  mi¬ 
tad  de  los  bienes  que  constituían  aquellos  mayorazgos:  que  los  funda¬ 
dos  por  D.  Gaspar  Armengol  y  su  consorte  y  el  fundado  por  D.  Félix 
de  Aujón  debían  considerarse  como  uno  solo:  que  ambos  fueron  por  su 
fundación  irregulares  de  simple  masculinidad:  que  después  se  convir¬ 
tió  en  regular  por  falta  de  sucesores  varones  del  nombre  y  haber  dis¬ 
puesto  el  fundador  para  este  caso  que  entrasen  á  suceder  las  hembras 
más  próximas  parientes  del  último  poseedor:  que  D.  José  Armengol 
sucedió  á  su  hermano  D.  Ramón,  y  no  dejando  más  hijas  que  á  Doña 
Ramona,  á  ésta  se  trasmitieron  sus  derechos  por  ministerio  de  la  ley: 
que  al  fallecimiento  de  ésta  debió  adjudicarse  en  concepto  de  libre  á 
su  hijo  D.  Vicente  Rubio,  el  demandante,  como  inmediato  sucesor,  (a 
mitad  reservable  de  los  bienes  vinculados,  en  conformidad  á  las  leyes 
de  desvinculación:  que  es  nula  la  división  de  bienes  practicada  á  la  de¬ 
función  de  Doña  Ramona  Armengol  por  haberse  dividido  por  mitad 
entre  sus  herederos  los  bienes  gue  poseyó  como  vinculados;  que  el  de¬ 
mandado  D.  Matías  Guillén,  como  heredero  de  su  esposa  Doña  Carmen, 
y  poseedor  de  los  bienes  adjudicados  á  ésta,  venía  obligado  á  entrega! 
al  demandante  la  cuarta  parte  de  los  que  constituyen  dichos  dos  víncu- 
tomo  153  26 
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los  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir,  y  que  el  resistir  las 
reclamaciones  del  demandante  hacía  incurrir  al  demandado  en  la  nota 
de  temeridad  manifiesta,  por  lo  que  debía  ser  condenado  en  costas;  y 
después  de  citar  en  apoyo  de  sus  alegaciones  las  leyes  í*,  tít.  24,  li¬ 
bro  H  de  la  Novísima  Recopilación,  la  de  22  de  Octubre  de  1820,  y  la 
8a,  tít.  22,  Partida  8a,  y  concluyó  solicitando  que  se  declarase  que  como 
hijo  único  varón  de  Doña  RJunona  Armengol  debió  haberse  considera¬ 
do  como  el  inmediato  sucesor  de  la  misma  en  los  referidos  vínculos  que 
ésta  poseyó,  siendo  en  su  consecuencia  nula  y  de  ningún  valor  ni  efec¬ 
to  la  división  de  b'enes  antes  expresada,  y  por  todo  ello  se  condenase 
y  D.  Matías  Guillén,  como  heredero  de  su  esposa  Doña  Carmen  Rubio 
á  poseedor  de  dichos  bienes,  á  que  dentro  de  nueve  días  restituyera  al 
demandante  la  cuarta  parte  de  los  bienes  en  que  constituían  dichos 
dos  vínculos,  ó  en  otro  caso  su  estimación  con  los  frutos  producidos  y 
podido  producir  desde  que  entró  en  la  posesión  de  los  mismos  ó  desde 
que  lo  hiciera  su  difunta  esposa,  y  al  pago  de  todas  las  costas  y  gastos 
del  juicio: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demanda  D.  Matías  Guillén  pidió 
que  se  le  absolviera  de  ella,  y  al  efeclo  expuso  que  aquélla  era  temera¬ 
ria  é  mproce  lente,  ya  se  le  considerase  en  su  fondo,  ya  en«u  forma, 
porque  D.  Vicente  Rubio  carecía  de  derecho  para  entablarla,  y  porque 
ejercitando  la  acción  reivindicatoría,  aunque  expresaba  utilizar  la  que 
llamaba  mixta  de  reivindicatoría  y  personal,  debería  probar  que  Gui- 
llén  se  hallaba  en  posesión  de  los  bienes  que  reclama,  y  no  solamente 
prescindía  de  este  requisito,  sino  que  ni  aun  designaba  cuáles  fueran, 
ni  probaba  su  rocedencia  vincular,  ni  daba  justificación  alguna  del 
árbol  genealógico  que  acompañaba:  que  la  demanda  extraña'la  afirma¬ 
ción  de  que  Doña  Ramona  Armengol  poseyó  como  vinculados  los  bie¬ 
nes  del  mayorazgo  fundado  por  D.  Gaspar  Armengol  y  la  agregación 
de  Aujón,  y  que  D.  Vicente  Rubio  hubiera  sido  el  inmediato  sucesor 
en  dichos  vínculos  si  no  se  hubiera  publicado  la  ley  desamortizadora,  y 
prescindiendo  de  demostrarlo  parte  de  tal  supuesto  para  deducir  la  nu¬ 
lidad  de  la  división  de  la  herencia  de  Doña  Ramona  en  cuanto  á  sus 
bienes,  que  como  libres  que  eran  fueron  adjudicados  por  iguales  par¬ 
tes  según  disposición  de  la  testadora  á  sus  dos  hijos  únicos  y  herede¬ 
ros,  haciendo  caso  omiso  del  vínculo:  que  si  los  vínculos  pasaron  suce¬ 
sivamente  á  las  personas  que  expresaba  el  demandante  hasta  llegar  á 
D.  José  Armengol,  al  fallecimiento  de  éste  quedaron  extinguidos,  su- 
cediéndole  como  única  y  universal  heredera  su  hija  Doña  Ramona,  que 
adquirió  libres  y  sin  ningún  gravamen  los  bienes  que  anteriormente 
los  formaron:  que  tal  era  la  conclusión  que  se  deducía  de  la  ejecutoria 
presentada  por  el  demandante,  no  siendo  cierto  que  en  ella  se  declara¬ 
ra  haber  sucedido  Doña  Ramona  en  dichos  vínculos,  pues  las  sentencias 
se  limitaron  á  absolverla  de  la  demanda  de  Doña  Pascuala  Armengol  y 
no  hicieron  declaración  alguna  en  lo  tocante  á  dichos  bienes:  que  lo 
mismo  podían  pertenecer  á  Doña  Ramona  como  sucesora  y  única  he¬ 
redera  de  su  padre  en  un  concepto  que  en  otro,  pues  no  aparecen  los 
fundamentos  de  dichas  resoluciones,  probando  únicamente  que  Doña 
Pascuala  no  tenía  derecho  á  los  bienes  que  vincularon  D.  Gaspar  y  Don 
Félix,  pues  en  caso  contrario  no  hubiera  sido  absuelta  de  la  demanda 
Doña  Ramona:  que  el  demandante  no  pudo  jamas  tener  como  primo¬ 
génito  y  único  hijo  varón  de  Doña  Ramona  el  carácter  de  sucesor  de 
los  vínculos  por  no  haberlos  poseído  su  madre  en  este  concepto  y  por  no 
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convenir  en  el  mismo  las  condiciones  exigidas  por  los  fandadores:  que 
en  la  partición  de  qne  se  trata  no  se  desconocieron  derechos  del  de¬ 
mandante,  pues  sobre  los  bienes  de  la  herencia  no  pesaba  gravamen  ni 
vinculo  de  ninguna  clase,  y  por  consiguiente  ningün  perjuicio  se  irro¬ 
gó,  no  constando  tampoco  en  la  herencia  los  bienes  que  vinculó  í)on 
Gaspar  Armengol  ni  consta  que  de  los  mismos  los  hubiese  de  semejan¬ 
te  procedencia:  que  atendiendo  á  que  D.  Gaspar  Armengol  exigió 
siempre  en  los  llamados  á  poseer  el  vínculo  la  cualidad  de  varón  de  su 
apellido,  se  comprende  que  el  mayorazgo  no  era  de  masculinidad,  co¬ 
mo  suponía  el  demandante,  sino  agnaticio,  ya  que  á  no  descender  de 
varón  hubieran  perdido  los  parientes  el  apellido  de  Armengol  y  sólo  de 
varón  en  varón  podían  conservarle,  cualidad  de  que  carecía  el  deman¬ 
dante:  que. ya  que  siendo  irregular  la  vinculación  ningún  derecho  po¬ 
día  tener  el  demandante  por  no  reunir  las  cualidades  exigidas  por  los 
fundadores,  y  si  hubiera  sido  regular  ningún  derecho  tampoco  había 
de  asistir  por  estar  en  mejor  línea  que  él  Doña  Pascuala  Armengol  y  su 
descendencia:  que  lejos  de  haber  sido  llamados  á  suceder  en  el  vínculo 
en  defecto  de  parientes  varones  del  apellido  las  hembras  más  próximas 
parientes  del  último  poseedor,  cual  supone  el  demandante,  fueron  lla¬ 
madas  á  adquirir  los  bienes  como  herederas  del  que  últimamente  los 
poseyese,  pue&no  de  otro  modo  se  explica  el  silencio  del  fundador  que 
termina  en  absoluto  los  llamamientos  sin  añadir  una  palabra  acerca  del 
orden  que  en  lo  sucesivo  hubiera  de  observarse,  tratándose  del  mo¬ 
mento  en  que  si  continuase  el  mayorazgo  eran  más  necesarias  dichas 
instrucciones  que  daba  en  los  casos  precedentes;  y  que  siendo  libres 
por  expresa  disposición  del  testador  los  bienes  desde  el  momento  en 
que  por  muerte  de  D.  José  Armengol  pasaron  á  poder  de  su  hija.única 
y  heredera  Doña  Ramona,  nada  tuvo  ésta  que  reservar  á  su  hijo  el  de¬ 
mandante,  y  no  adolecía  de  vicio  alguno  la  partición,  siendo  por  tanto 
temeraria  la  demanda: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones:  que  recibido  el 
pleito  á  prueba  y  practicadas  las  propuestas  por  las  partes,  el  Jue¿  de 
primera  instancia  dictó  sentencia,  de  la  que  imerpusieron  apelación 
ambas  partes,  y  sustanciada  la  alzada  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  Valencia,  por  sentencia  de  14  de  Febrero  último  revocándola 
del  Juez,  absolvió  á  D.  Matías  Guillén  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Vicente  Rubio  Armengol,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  D.  Vicente  Rubio  Armengol  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  infringidos: 

i°  El  art.  524  de  la  ley  de  Enjuiciamierfto  civil,  que  sólo  hace  precisa 
la  determinación  de  la  clase  de  acción  que  se  ejercita  cuando  por  ella 
haya  de  terminarse  la  competencia,  al  resolver  la  Sala  sentenciadora 
que  el  recurrente  debió  haber  utilizado  en  su  demanda  la  acción  reivin- 
dicatoria  al  objeto  que  en  ella  se  proponía,  siendo  así  que  no  era  nece¬ 
sario  el  ejercicio  de  tal  acción  para  determinar  la  competencia: 

í°  Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Julio  de  1875, 
31  de  Enero  de  1878,  10  de  Octubre  de  1879  y  9  de  Noviembre  de  1881 , 
que  declaran  que  es  bastante  el  ejercicio  de  la  acción  real  para  obtener 
la  declaración  de  inmediato  sucesor  en  unas  vinculaciones  y  para  la  re¬ 
damación  de  la  mitad  reservable,  y  que  no  obsta  que  una  acción  se  ca¬ 
lifique  de  mixta  sin  serlo,  con  tal  que  se  designe  lo  que  se  pide  con  cla¬ 
mad  y  precisión  que  permita  su  naturaleza,  porque  el  recurrente,  que 
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no  tenía  obligación  de  determinar  la  clase  de  acción  que  ejercitaba  con 
arreglo  á  las  novísimas  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
ejerció  la  acción  real,  por  más  que  por  las  naturalezas  de  sus  reclama¬ 
ciones  dijera  que  usaba  la  acción  mixta  de  la  real  y  personal,  queriendo 
decir  con  ello  que  ejercitaban  la  doble  acción  ó  las  dos  acciones  real  y 
personal,  con  lo  que  procedió  de  conformidad  á  las  disposiciones  citadas 
de  este  Tribunal  Supremo: 

3o  La  ley  1*,  tit.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  al  consig¬ 
narse  en  la  sentencia  que  los  medios  que  dicha  ley  establece  son  los 
únicos  legales  para  probar  la  existencia  de  las  vinculaciones,  puesto 
que  lo  que  dicha  ley  ordena  es  que  los  mayorazgos  se  puedan  probar 
por  la  escritura  de  su  fundación,  por  la  de  la  licencia  del  Rey,  por  tes¬ 
tigos  y  por  costumbre  inmemorial,  sin  excluir  una  ejecutoria  dada  en 
unos  pleitos  sobre  mayorazgos  y  sobre  el  mejor  derecho  á  poseei  y  su¬ 
ceder  en  ellos,  y  en  la  que  además  están  insertas  las  escrituras  funcio¬ 
nales  y  una  información  de  siete  testigos  en  crédito  de  haber  poseído 
dichos  mayorazgos  uno  de  sus  sucesores: 

4o  Que  al  no  estimarse  la  Real  ejecutoria  que  se  acompañó  con  la  de¬ 
manda  librada  por  el  Consejo  Real  de  Castilla  con  todas  las  formalidades 
y  requisitos  legales  como  prueba  bastante  de  la  existencia  ddl  vínculo 
fundado  por  D.  Gaspar  Armengol  y  Doña  Francisca  Cubertorer  y  de  la 
agregación  de  D.  Félix  Aujón,  se  infringían  las  leyes  Ia,  28  y  109  del 
tít.  18,  Partida  3a,  que  dan  á  dicha  ejecutoria  la  fuerza,  validez  y  efi¬ 
cacia  de  una  escritura  ó  carta  de  sentencia  definitiva;  la  ley  Ia,  tít.  12, 
libro  4o  de  la  Novísima  Recopilación,  que  manda  que  todos,  de  cual¬ 
quiera  ley,  clase,  estado,  condición  y  preeminencia  que  sean,  obedezcan 
y  cumplan  las  cartas  que  fueren  libradas  por  el  Consejo,  según  lo  en 
ellas  contenido;  y  el  art.  598  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  de¬ 
clara  eficaces  en  juicio  sin  necesidad  de  cotejo  las  ejecutorias  y  certifi¬ 
caciones  ó  testimonios  de  sentencias  firmes  expedidas  en  legal  forma 
por  el  Tribunal  que  los  hubiere  dictado: 

5°  Que  al  hacer  constar  la  Sala  sentenciadora  que  de  la  citada  Real 
ejecutoria  sólo  podía  deducirse  la  existencia  de  un  vínculo  irregular  y 
la  agregación  de  otro  de  igual  condición  de  cuyo  disfrute  están  exclui¬ 
das  las  hembras, *se  ha  infringido:  primero,  las  sentencias  de  vista  y  re¬ 
vista,  dictadas  por  la  Audiencia  de  Valencia  en  9  de  Mayo  de  1817  y  22 
de  Octubre  de  1818,  en  el  juicio  posesorio  entre  Doña  Pascuala  Armen- 
gol  y  Doña  Ramona  Armengol,  por  las  que  se  confirmó  el  auto  de  20  de 
Abril  de  1815,  por  el  que  el  Alcalde  de  Murviedro  confirmó  la  posesión 
de  los  bienes  de  los  mayorazgos  fundados  por  D.  Pascual  Armengol  y 
Doña  Francisca  Cubertorer,  por  D.  Calixto  Armengol  y  por  D.  Félix 
Aujón  á  Doña  Ramona  Armengol,  que  lo  había  pedido  como  sucesora 
de  su  padre  D.  José  Armengol  en  aquellas  vinculaciones,  y  por  haberlo 
trasmitido  á  ella  dicha  posesión  por  ministerio  de  la  ley;  segundo,  la 
sentencia  del  Consejo  Real  de  Castilla  dictada  en  7  de  Febrero  de  1831, 
en  grado  de  segunda  suplicación  del  pleito  que  por  caso  de  corte,  y  des¬ 
pués  de  terminado  aquel  juicio  posesorio,  promovió  Doña  Pascuala  Kt  - 
mengol  contra  Doña  Ramona  Armengol  que  entró  á  poseer  aquellos  ma¬ 
yorazgos,  por  cuya  sentencia  se  confirmó  la  de  vista  y  revista  de  la  Au¬ 
diencia  de  Valencia,  por  las  que  se  absolvió  á  Doña  Ramona  Armengol  de 
la  demanda  en  cuanto  al  vínculo  fundado  por  D.  Gaspar  Armengol  y  Do¬ 
ña  Franoisca  Cubertorer,  y  á  la  agregación  que  hizo  D.  Félix  Aujón;  y 
revocó  dicha  sentencia  respecto  al  vínculo  fundado  por  D.  Calixto  Ar- 
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mengol,  el  cual  se  declaró  tocar  y  pertenecer  á  Doña  Pascuala  Armen- 
gol  con  los  frutos  y  rentas;  tercero,  la  ley  de  la  fundación  del  mayorazgo 
de  D.  Gaspar  Arrnengol  y  de  la  agregación  de  D.  Félix  Aujón,  por  )a 
que  no  sólo  no  están  excluidas  las  hembras,  sino  que  se  las  llama  á  su¬ 
ceder  á  falta  de  varones,  y  cuarto,  la  ley  8a,  tit.  17.  libro  10  de  la  No¬ 
vísima  Recopilación  y  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  lo  de 
Abril  de  1865,  que  prescriben  que  las  hembras  de  mejor  linea  y  grado 
no  se  entiendan  excluidas  de  la  sucesión  de  los  mayorazgos  si  no  lo 
estuviesen  expresa,  clara  y  terminantemente,  sin  que  para  ello  basten 
presunciones,  argumentos  ni  conjeturas,  por  precisas,  claras  y  termi¬ 
nantes  que  sean: 

6o  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  al  sentar  que  los  fundadores  dan  el 
vínculo  por  disuelto  en  las  contingencias  de  que  no  existiese  varón  del 
apellido  Arrnengol,  ha  querido  significar  que  entonces  son  llamadas  las 
hembras  á  heredar  los  bienes  de  libre  disposición,  entonces  se  ha  in¬ 
fringido  la  ley  de  la  fundación,  per  la  que  se  estableció  un  mayorazgo 
perpetuo,  sin  otra  limitación  que  la  de  si  el  sobrino  donatario  en  cuya 
cabeza  se  instituye  el  vinculo  no  tuviese  hijos  varones,  adquirieran  las 
hijas  de  dicho  donatario  sus  bienes  de  libre  disposición,  las  doctrinas 
mayorazguistas  que  establecen  la  regla  de  que  la  sucesión  es  perpetua 
en  todos  aquellos  que  vienen  de  la  familia  del  fundador,  y  la  sentencia 
de  1*  de  Abril  de  1862  de  este  Tribunal  Supremo,  que  declara  que  los 
mayorazgos  quesean  irregulares  en  sus  primeros  llamamientos  á. con¬ 
secuencia  de  su  carácter  de  perpetuidad,  se  reputan  regulares  á  falta 
de  sucesores  con  las  condiciones  apetecidas;  que  la  Sala  sentenciadora, 
suponiendo  por  una  parte  excluidas  en  absoluto  las  hembras,  y  enten¬ 
diendo  por  otra  que  se  las  llama  al  disfrute  como  sucesores  de  un 
vínculo  regular  por  su  carácter  de  perpetuidad,  incurre  en  contradic¬ 
ción;  y  en  cualquiera  de  las  dos  suposiciones  la  Sala  ha  infringido  tam¬ 
bién  la  ley  de  la  fundación  al  consignar  que  las  hembras  que  se  llaman 
al  disfrute  de  la  donación  del  vínculo  son  los  m.ls  próximos  parientes 
del  último  poseedor,  aunque  no  sean  de-preferente  linea ,  lo  cual  es  una 
adición  completamente  arbitraria  de  la  Sala  sentenciadora,  que  infrin¬ 
ge  además  la  ley  2*,  tit.  15,  Partida  2*,  que  regula  la  sucesión  en  los 
mayorazgos  regulares,  y  la  sentencia,  entre  otras,  de  este  Tribunal 
Supremo  de  24  de  Marzo  oe  1869,  que  ordena  que  en  la  sucesión  de  los 
mayorazgos  debe  atenderse  á  la  linea  con  preferencia  á  toda  otra  cir¬ 
cunstancia  si  los  fundadores  no  han  establecido-lo  contrario  como  su¬ 
cede  en  el  caso  actual: 

7°  Que  al  suponer  la  Sala  sentenciadora  que  Doña  Ramona  Armen- 
gol  heredó  de  su  padre  D.  José  Arrnengol  en  concepto  de  libres  los 
bienes  del  vinculo  de  D.  Gaspar  Arrnengol  y  D.  Félix  Aujón,  y  que  en 
8u  concecuencia  pudo  disponer  de  ellos  por  testamento,  se  ha  infrin¬ 
gido  nuevamente  la  ley  de  la  fundación,  las  sentencias  de  la  Audien¬ 
cia  de  Valencia,  que  otorgaron  á  Doña  Ramona  la  posesión  de  aquellos 
bienes  como  vinculados  y  como  sucesora  de  su  padre,  y  la  sentencia 
del  Consejo  de  Castilla  en  el  pleito  que  sobre  sucesión  vincular  ó  so¬ 
bre  mejor  derecho  á  suceder  promovió  después  Doña  Pascuala  Ar- 
mengol: 

8°  Que  asimismo  se  han  infringido  las  leyes  13  y  19,  tit.  22,  Partida 
3*,  que  establecen  la  fuerza,  valor  y  eficacia  que  tienen  los  juicios  aca¬ 
bados  para  les  litigantes  y  sus  herederos,  y  además  la  jurisprudencia 
constante  y  uniforme  de  este  Tribunal  Supremo,  que  tiene  declarado 
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en  12  de  Febrero  de  1864  que  la  sentencia  que  infundadamente  anula 
ó  contradice  una  ejecutoria  anterior  sobre  el  mismo  asunto,  infringe 
las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida- 3a,  referentes  á  la  fuerza  que  hace  el 
juicio  acabado;  en  otra  de  29  de  Octubre  de  1864,  que  no  pueden  ser 
cuestiones  en  un  nuevo  juicio  las  rebatidas  y  resueltas  con  otro  ante¬ 
rior  ya  fenecido;  en  otra  de  30  de  Diciembre  de  1864,  que  según  la  ley 
13,  tít.  22,  Partida  3a,  la  sentencia  ejecutoria  dada  por  el  Juez  tiene 
tan  gran  fuerza  que  desde  adelante  obliga  tanto  á  los  que  litigaron 
como  á  los  herederos,  y  en  otras  de  24  de  Febrero  de  1866,  23  de  Mayo 
de  1862  y  6  de  Febrero  de  1874,  qué  declaran  tomismo,  añadiendo 
que  no  puede  suscitarse  de  nuevo  de  una  manera  eficaz  cuestión  sobre 
puntos  ejecutoriados: 

9o  Que  la  Sala  sentenciadora  ha  supuesto  en  la  sentencia  recurrida 
que  no  se  ha  probado  en  este  pleito  cual  debiera,  aunque  no  dice  por 
parte  de  quién,  que  entre  los  bienes  partidos  en  la  división  de  la  he¬ 
rencia  de  Doña  Ramona  Armengol  se  encontraban  los  pertenecientes  í 
la  dotación  del  vínculo  de  D.  Gaspar  Armengol  y  de  la  agregación  de 
D.  Félix  Aujón,  y  así  con  tal  apreciación  se  ha  querido  suponer  tam¬ 
bién  que  la  obligación  de  probrar  aquel  extremo  incumbía  al  recu¬ 
rrente,  se  ha  incurrido  por  ello  en  un  error,  de  derecho,  y  en  otro  error 
de  hecho  que  resulta  de  documentos  y  actos  auténticos,  que  demues 
tran  la_  equivocación  evidente  del  Juzgador,  que  es  incuestionable, 
como  ejecutoriamente  resuelto  que  Doña  Ramona  Armengol  poseyó 
aquellos  bienes  en  concepto  de  vinculados  y  como  sucesora  de  su  pa¬ 
dre  D.  José  Armengol  en  aquellos  mayorazgos,  y  es  también  indudable 
que  tuvo  el  carácter  de  última  poseedora  con  arreglo  á  la  ley  desvincu- 
ladora  de  1 1  de  Octnbre  de  1820,  cuyo  art.  2°  le  imponía  la  obligación 
de  reservar  aquellos  bienes  á  su  inmediato  sucesor,  que  es  el  recurren¬ 
te;  que  de  aquí  se  deduce  que  éste  que  ha  venido  á  exigir  en  el  actual 
pleito  el  cumplimiento  de  aquel  deber  legal,  no  debía  probar  si  la 
herencia  de  su  madre  se  encontraba  en  condiciones  de  cumplirla,  esto 
es,  si  se  habían  reservado  dichos  bienes,  porque  era  de  ley  la  obliga¬ 
ción  deque  dicha  su  madre  estaba  de  reservárseles,  y  debieron  haber¬ 
se  incluido  entre  los  bienes  de  su  universal  herencia: 

10.  Que  se  había  infringido  el  art.  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  cometídose  un  error  de  hecho  y  un  error  de  derecho  que  resul¬ 
ta  de  un  documento  y  de  actos  auténticos  que  demuestran  la  equivoca¬ 
ción  evidente  del  Juzgador  al  no  estimar  probado  que  en  la  división  de 
los  bienes  de  Doña  Ramona  Armengol  se  incluyeron  los  pertenecientes 
á  los  vínculos  de  que  se  trata,  cuyo  extremo  quedó  cumplidamente 
justificado  por  el  recurrente,  porque  durante  el  término  de  prueba  -se 
trajo  á  los  autos  una  certificación  en  la  que  se  inserta  un  escrito,  por 
el  cual  el  curador  entonces  del  recurrente  pidió  que  no  se  protocolase 
la  división  de  bienes  de  Doña  Ramona  Armengol  que  se  había  aproba¬ 
do  y  mandado  protocolar,  porque  en  ella  no  se  había  tenido  presente 
que  la  mayor  partb  de  los  bienes  divididos  pertenecían  á  los  vínculos 
deque  aquí  se  trata,  y  no  se  había  adjudicado  la  mitad  reservable  al 
inmediato  sucesor  D.  Vicente  Rubio  Armengol: 

1 1 .  Que  la  Sala  sentenciadora  había  incurrido  asimismo  en  un  mani' 
fiesto  error  de  hecho,  que  consta  de  documentos  y  autos  auténticos,  a* 
suponer  que  el  recurrente  reconoció  solamente  la  división  practicada 
de  los  bienes  recayentes  en  la  herencia  de  su  madre  Doña  Ramona  Ar- 
mengol,  puesto  que  resulta  probado  en  estos  autos  que  su  curador  se 
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opuso  á  la  protocolización  de  la  operación  por  las  razones  indicadas  en 
ej  anterior  motivo,  y  el  Juez  mandó  se  llevase  á  efecto  la  protocoliza¬ 
ción  acordada,  y  á  que  ella  no  obstaba  para  que  se  dedujeran  las  recla¬ 
maciones  oportunas: 

12.  Que  al  no  aceederse  por  la  Sala  sentenciadora  á  que  la  división 
de  bienes  de  Doña  Ramona  Armengol  se  declare  nula  y  de  ningún  va¬ 
lor  ni  efecto,  en  cnanto  por  ella  no  se  adjudicó  al  recurrente  la  mitad 
reservable  del  vínculo  de  D.  Gaspar  Armengol  y  de  la  agregación  de 
D.  Félix  Aujón,  se  han  infringido  el  art.  2o  de  la  ley  de  11  de  Octubre 
efe  1820,  el  principio  de  justicia  eterna  de  dar  á  cada  uno  lo  que  es  su¬ 
yo,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Junio  de  1862 
y  24  de  Setiembre  de  1866,  que  establecen  que  en  toda  cuenta  y  parti¬ 
ción  en  que  se  ha  causado  notorio  agravio,  debe  subsanarse  y  reparar¬ 
se,  porque  tal  partición  no  puede  tener  valor  ni  fuerza  legal  conforme 
á  derecho,  y  la  sentencia  que  la  aprobara  infringiría  el  precepto  de  de¬ 
recho  y  de  eterna  justicia  de  dar  á  cada  uno  lo  suyo: 

13.  Que  igualmente  se  ha  infringido  el'principio  de  derecho  sancio¬ 
nado  por  la  ley  10,  tít.  6o,  Partida  6a,  y  por  la  constante  jurispruden¬ 
cia  de  este  Tribuna!  Supremo  de  que  el  heredero  universal  sucede  en 
todos  los  derechos  y  acciones  de  una  persona,  y  adquiere  también  to¬ 
das  las  obligaciones  de  su  ca'usante,  puesto  que  la  sentencia  no  conde¬ 
na  en  primer  término  al  demandado  como  heredero  de  su  esposa  Doña 
Carmen  Rubio  y  Armengol,  y  como  poseedor.de  los  bienes  recayentes 
en  su  herencia,  á  que  restituya  al  removiente  la  cuarta  parte  de  los 
bienes  vinculados  que  se  adjudicó  indebidamente  á  dicha  su  esposa  por 
aquella  división  que  se  protocoló  en  el  mismo  día  de  su  fallecimiento, 
y  cuya  hijuela  tecibió  íntegra  el  demandado,  y  en  segundo  lugar,  caso 
de  no  poseer  bienes  de  procedencia  vincular  bastantes  para  el  reinte¬ 
gro  de  aquella  cuarta  parte  al  abono  de  la  estimación  de  los  que  fal¬ 
tasen: 

14.  í,a  ley  40,  tít.  28,  Partida  3a,  que  impone  al  poseedor  de  mala 
fe  la  obligación  de  devolver  los  frutos  v  rentas  producidos  y  podidos 
producir  por  la  cosa  que  posee  sin  derecho  á  sabiendas,  cuya  obliga¬ 
ción  corresponde  imponer  á  D.  Matías  Guillén,  según  lo  solicitado  en 
la  demanda,  como  poseedor  de  mala  fe  de  la  parle  de  herencia  de  su 
esposa,  según  se  ha  justificado,  ique  ha  de  restituir  al  demandante,  por 
cuanto  ya  antes  del  fallecimiento  de  dicha  su  esposa  se  le  requirió  para 
reformarse  la  división  de  los  bienes  de  Doña  Ramona  Armengol,  y  se  le 
enteró  de!  perjuicio  en  ella  causado  al  recurrente,  y  en  lugar  de  acce¬ 
der  á  su  reparación  pidió  y  obtuvo  que  se  protocolase  aquélla,  lo  cual  se 
llevó  á  efecto  en  el  mismo  día  en  que  falleció  dicha  su  esposa: 

15.  Que  según  el  núm.  3o  del  art.  79  de  la  ley  Hipotecaria,  podría 
pedirse  y  deberá  ordenarse  la  cancelación  de  una  iPAcripción  cuando 
se  declare  la  nulidad  del  titulo  en  virtud  del  cual  se  haya  hecho,  y 
«nade  el  art.  40  del  Reglamento  de  dicha  ley  que  declarada  la  nulidad 
de  una  inscripción,  mandará  el  Juez  ó  Tribunal  cancelarla,  con  arreglo 
¿cuyas  disposiciones  pidió  el  recurrente  en  la  demanda  que  se  cance¬ 
lase  en  el  Registro  de  la  propiedad  correspondiente  las  inscripciones  á 
favor  de  Doña  Carmen  Rubio  Armengol  y  de  D.  Matías  Guillén  de  los 
bienes  á  cuya  restitución  se  condenase  á  éste  último,  habiéndose  in¬ 
fringido  también  por  la  sentencia  recurrida  aquellas  disposiciones  le¬ 
gales: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 
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Considerando  que  la  ley  4a,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi¬ 
lación,  si  bien  establece  que  los  mayorazgos  se  puedan  probar  por  la 
escritura  de  fundación,  por  testigos,  ó  por  costumbre  inmemorial,  no 
determina  que  estos  tres  medios  sean  los  únicos  admisibles  para  acredi¬ 
tar  su  existencia  sin  que  por  lo  tanto  se  halle  excluido  cualquiera  otro 
que  merezca  entera  fe  y  crédito,  y  perteneciendo  á  esta  clase  la  ejecu¬ 
toria  de  7  de  Febrero  de  1831  por  tener  cuando  menos,  el  carácter  de 
documento  público,  hay  que  reconocer  su  valor  y  eficacia  como  com¬ 
probante  de  los  dos  vínculos  sobre  que  versa  el  presente  litigio,  máxi¬ 
me  si  se  tiene  en  cuenta  que  dicha  ejecutoria  contiene  todos  los  antece¬ 
dentes  neces-trios  para  resolver  coh  arreglo  á  la  fundación  las  cuestio¬ 
nes  planteadas  por  las  partes: 

Considerando  que  en  tal  concepto  y  atendidos  los  términos  de  la 
institución  del  primero  de  dichos  vínculos  hecha  por  D.  Gaspar  Ar- 
mengol  y  su  esposa  Doña  Francisca  Cobertorer,  al  que  se  agregó  el  > 
fundado  por  D.  Félix  Aujón,  es  indudable  su  carácter  irregular  de  mas- ' 
culinidad  en  cuanto  á  los  primeros  llamamientos,  puesto  que  los  fun¬ 
dadores  establecieron  la  sucesión  en  cabeza  de  su  sobrino  D.  Gaspar  Ar¬ 
mengol,  llamando  en  primer  lugar  al  hijo  mayor  de  éste  que  fuese  va¬ 
rón  y  á  sus  hijos  varones,  y  no  teniéndolos,  al  segundo  hijo  varón  y 
descendientes  varones,  y  así  sucesivamente;  añadiendo  que  en  el  caso 
de  no  tener  hijos  varones  su  citado  sobrino,  se  distribuyeran  los  bie¬ 
nes  como  de  libre  disposición  y  por  iguales  partes  entre  las  hijas  del 
mismo  sobrino  D.  Gaspar  Armengol,  mas  como  esto  último  se  refiere 
al  caso  de  que  el  cabeza  de  sucesión  no  tuviera  hijos  varones,  desde  el 
momento  en  que  los  tuvo  quedó  sin  efecto  dicha  disposición  relativa  á 
la  disolución  del  vínculo,  el  cual  conservó  su  carácter  de  perpetuidad, 
porque  u'na  vez  trasmitido  con  su  agregado  á  los  descendientes  varones 
del  mencionado  D.  Gaspar  Armengol,  procedían  ya  en  su  caso  los  si¬ 
guientes  llamamientos  hechos  á  favor  de  otros  parientes  de  su  apellido, 
seglares  ó  eclesiásticos  que  no  fueran  religiosos,  y  en  último  término- 
las  hembras  que  resultaran  ser  más  próximas  parientes  del  último  po¬ 
seedor: 

Considerando  que  fijada  asi  la  verdadera  inteligencia  de  las  cláu¬ 
sulas  de  la  fundación,  y  siendo  un  hecho  incuestionable  que  al  resta¬ 
blecerse  en  30  de  Agosto  de  1836  la  ley  de  H  de  Octubre  de  1820,  se 
hallaba  en  posesión  de  los  expresados  vínculos  Doña  Ramona  Armen- 
gol  por  haber  sucedido  en  ellos  á  su  padre  D.  José  y  en  virtud  también 
de  la  ejecutoria  antes  mencionada,  que  puso  término  al  pleito  suscitado 
entre  Doña  Pascuala  Armengol  y  la  Doña  Ramona,  no  puede  dudarse, 
que  ésta  á  la  vez  que  tuvo  por  la  citada  ley  desvinculados  la  facultad 
de  disponer  de  la  mitad  de  los  bienes  que  constituían  dichos  vínculos, 
quedó  obligada  á  reservar  la  otra  mitad  para  el  inmediato  sucesor  que 
lo  era  su  hijo  D.  Vicente  Rubio,  hoy  recurrente,  lo  que  debió  tomarse 
en  consideración,  y  no  se  tuvo  al  practicar  la  división  de  los  bienes  re¬ 
lictos  por  fallecimiento  de  dicha  Doña  Ramona  Armengol  confundién¬ 
dose  en  aquella  operación  los  bienes  libres  y  los  vinculados,  y  adjudi¬ 
cándose  unos  y  otros  de  por  mitad  á  los  hermanos  D.  Vicente  y  Doña 
Carmen  Rubio: 

Considerando  que  al  no  estimarlo  así  la  sentencia  recurrida  absol¬ 
viendo  á  D.  Matías  Guillén  y  Crespo,  como  heredero  de  su  esposa 
Doña  Carmen  Rubio  de  la  demanda  propuesta  por  el  hermano  de  ésta 
D.  Vicente  Rubio  para  la  reparación  del  indicado  agravio,  infringo 
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la  voluntad  de  los  fundadores  de  los  vínculos  de  que  se  trata,  suprema 
ley  en  la  materia,  y  á  la  que  hay  que  acomodar  las  disposiciones  de  la 
de  H  de  Octubre  de  1820,  según  su  literal  contexto,  infringiendo  ade¬ 
más  el  art.  2o  de  esta  misma  ley  y  la  ejecutoria  de  7  de  Febrero  de 
1831,  bajo  los  conceptos  expresados  en  los  motivos  0o,  7o  y  12; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Vicente  Ru¬ 
bio  Armengol  contra  sentencia  que  en  14  de  Febrero  último  dictó  la 
Sala  de  ló  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia;  y  en  su  consecuencia  casa¬ 
mos  y  anulamos  dicha  sentencia. — (Sentencia  publicada  el  14  de  Di¬ 
ciembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Enero  de  1884). 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (lo  de  Diciem¬ 
bre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  dominio.— No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Juan  García  Mosquera  con  Doña  Octavia  Bouligni 
(Audiencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Que  es  de  la  competencia  de  los  Jueces  apreciar,  para  la  imposición 
de  las  costas  en  primera  instancia ,  la  buena  ó  mala  fe  de  los.  litigantes, 
según  lo  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo ;  y  habien¬ 
do  estimado  la  Sala  sentenciadora  que  el  recurrente  procedió  con  temeri¬ 
dad  y  deseo  de  causar  daño  á  la  parle  recurrida  en  los  autos  á  que  este 
recurso  se  refieYe ,  es  evidente  que  con  la  imposición  de  costas  en  este 
caso  no  se  ha  infringido  la  ley  8a,  til.  22  de  la  Partida  3a,  y  que  por  la 
misma  razón  es  inaplicable  la  doctrina  según  la  cual  es  improcedente 
la  condenación  de  costas  cuando  el  litigante  ha  tenido  razón  derecha 
para  litigar. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1883,  en  los 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Jesús 
María  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au¬ 
diencia  de  la  misma  por  Doña  Octavia  Bouligni  Icón  D.  Juan  García 
Mosquera,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Ildefonso 
Gutiérrez  y  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Asís  Pacheco,  y  con  Doña 
Josefa.Bouligni,  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  en  3  de  Octubre  de  1881  Doña  Octavia  Bouligni  de¬ 
dujo  demasda  de  tercería  de  dominio  reclamando  como  de  su  propie¬ 
dad  los  muebles  que  habían  sido  embargados  á  consecuencia  del  juicio 
ejecutivo  seguido  por  D.  Juan  García  contra  Doña  Josefina  Bouligni, 
y  conferido  traslado  al  García  y  á  la  Doña  Josefina,  le  evacuó  aquél 
manifestando  que  examinados  los  documentos  presentados  y  las  razo¬ 
nes  expuestas  por  parte  de  Doña  Octavia  Bouligni,  se  separaba  del 
embargo  puesto  en  los  muebles  de  ésta;  y  pidió  que  se  le  tuviera  por 
separado,  se  pusiera  constancia  en  los  ejecutivos,  y  que  dándose  tam¬ 
bién  por  terminados  estos  autos  de  tercería  se  archivaran,  declarándo¬ 
se  en  la  forma  ordinaria  las  costas: 

Resultando  que  dada  instrucción  de  este  escrito  á  Doña  Octavia 
Bouligni,  expuso  que  se  avenía  al  alzamiento  del  embargo  y  á  que  se 
diera  por  terminado  este  litigio,  sólo  en  el  caso  de  que  D.  Juan  García 
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fuera  condenado  en  todas  las  costas  causadas  y  que  se  ocasionaran  has¬ 
ta  que  se  archivara  la  actuación,  incluso  los  gastos  que  ocurrieran  en 
el  alzamiento  del  embargo  en  los  ejecutivos,  fundándose  para  ello  en 
que  no  era  justo,  legal  ni  equitativo  que  por  la  temeridad  del  García 
hubiese  experimentado  perjuicio  la  Doña  Octavia  en  la  retención  y  em¬ 
bargo  del  mobiliario,  y  que  todavía  se  le  ocasionasen  más  perjuicios 
con  el  pago  de  las  costas  de  un  litis  que  ella  no  había  provocado,  sino 
que  se  había  visto  obligada  á  la  defensa  de  sus  legítimos  derechos, 
Siendo  atacada  su  propiedad  por  la  ilegítima  agresión  de  García  que 
tenía  el  convencimimiento  pleno  de  no  pertenecer  á  su  deudora  el  mo- 
viliario  de  que  pretendió  apoderarse: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  por  auto  de  30  de  Ene¬ 
ro  de  1882  mandó  se  practicase  lo  que  se  solicitaba  por  Doña  Octavia 
Bouligni;  é  interpuesta  súplica  por  D.  Juan  García,  el  referido  Juez 
por  proveído  de  23  de  Febrero  siguiente,  declaró  sin  lugar  la  reposi¬ 
ción  solicitada,  condenando  en  todas  las  costas  á  García  según  estaba 
mandado: 

Resultando  que  confirmado  dicho  auto  con  las  costas  por  sentencia 
que  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  en  21  de  Setiembre  de 

1882,  D.  Juan  García  Mosquera  interpuso  recurso  de  casación,  por  con¬ 
ceptuar  infringidos: 

Io  La  ley  8a,  tí t .  22,  Partida  3*,  en  el  sentido  de  que  se  ha  aplicado 
indebidamente  calificando  como  litigante  temerario  al  recurrente  que 
instó  con  razón  derecha  los  autos  ejecutivos  contra  Doña  Josefina  Bou¬ 
ligni  de  que  estos  proceden: 

2o  La  doctrina  establecida,  entre  otras,  en  sentencia  de  este  Tribu¬ 
nal  Supremo  de  22  de  Abril  de  1869,  según  la  cual  es  improcedente  la 
condenación  de  costas  cuando  el  litigante  ha  tenido  razón  derecha  para 
litigar,  porque  de  las  diligencias  de  embargo,  de  las  actuaciones  prac¬ 
ticadas  para  s-u  ampliación  y  de  lo  solicitado  para  que  los  bienes  se  ex¬ 
trajeran,  resulta  que  el  recurrente  no  hizo  más  que  ejercitar  los  dere¬ 
chos  que  le  reconoce  la  ley,  y  no  podía  acusársele  de  temerario  puesto 
que  presentada  por  Doña  Octavia  Bouligni  la  tercería,  tan  luego  como 
vió  en  qué  título  se  apoyaba  la  demanda  se  allanó  á  ella,  sin  querer  por 
su  parte  prolongar  las  actuaciones: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  es  de  la  competencia  de  los  Jueces  apreciar  para 
la  imposición  de  las  costas  en  primera  instancia  la  buena  ó  mala  fe  de 
los  litigantes,  según  lo  tiene  declarado  con  repetición  este  Tribunal 
Supremo,  y  habiendo  estimado  la  Sala  sentenciadora  que  el  recurrente 
precedía  con  temeridad  y  deseo  de  causar  daño  á  la  parte  recurrida  en 
los  autos  á  que  este  recurso  se  refiere,  es  evidente  que  con  la  imposi¬ 
ción  de  costas  en  este  caso  no  se  ha  infringido  la  ley  8*,  tít.  22  de  la 
Partida  3a  que  se  cita  en  el  primer  motivo  del  recur»o,  y  que  por  la 
misma  razón  es  inadmisible  la  doctrina  que  se  invoca  en  el  segundo; 

Fallamos  que  debemos  'declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Juan  García 
Mosquera,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  2.500 
pesetas  que  depositó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  líbrese  la 
correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  la, Habana  con  devolu¬ 
ción  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  <5  de  Diciembre  de 

1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (15  de  Diciembre  de  1883 ).—  Sala  pri¬ 
mera.—  Defensa  por  pobre.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
Magdalena  Virginia  Bertorini  con  D.  Emilio  Peñuela  y  otros  (Audien¬ 
cia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  limitándose  el  art.  13  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  á  dis¬ 
poner  que  la  justicia  se  administre  gratuitamente  á  los  pobres  que  por 
los  Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados  con  derecho  á  este  benefi¬ 
cio,  no  puede  aquél  considerarse  infringido  cuando  se  niega  dicha  de¬ 
claración ; 

Y  2o  Que  según  el  art.  <7  queda  subordinado  lo  prescrito  en  el  15  4 
las  facultades  que  concede  aquél  á  los  Jueces  para  la  apreciación  de  la 
verdadera  riqueza  del  que  se  supone  pobre  por  los  signos  exteriores 
que  dicho  art.  17  indica,  apreciación  á  la  que  hay  que  estar  como  punto 
de  hecho ,  cuya  prueba  está  sometida  al  buen  juicio  de  los  Tribunales, 
según  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  que  ante  Ños  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Palacio  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio 
por  Doña  Magdalena  Virginia  Bertorini,  dedicada  á  sus  labores,  de  esta 
vecindad,  representada  y  defendida  por  el  Procnrador  D.  Constantino 
Rodero  y  el  Licenciado  D.  Emilio  Peñuela,  con  D.  Juan  Bermny  y 
Doña  María  García  y  Garría,  Marqueses  de  Benamejí,  que  no  han  com¬ 
parecido  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  en  19  de  Enero  de  1883  Doña  Magdalena  Virginia 
Bertorini,  con  objeto  de  entablar  reclamaciones  judiciales  sobre  pago 
de  10.000  pesetas  contra  los  Marqueses  de  Benamejí,  dedujo  demanda 
incidental  de  pobreza  en  la  que  expuso  que  era  viuda  de  D.  Manuel 
Navarro  y  Navarro,  Médico  mayor  de  S.  M.,  por  cuyo  concepto  cobra¬ 
ba  de  la  Administración  económica  de  esta  corte  1.125  pesetas  anua¬ 
les,  de  las  que  había  que  deducir  el  descuento,  de  suerte  que  percibía 
próximamente  9  rs.  diarios;  que  no  poseía  bienes  de  ninguna  clase 
para  sufragar  los  gastos  de  un  procedimiento  judicial;  que  tampoco 
ejercía  profesión  ó  industria  por  la  cual  se  satisficiera  al  Tesoro  cuota 
alguna  de  contribución;  que  llevaba  de  residencia  cerca  de  un  año  en 
Madrid,  habiendo  vivido  más  de  cuatro  en  Badajoz,  y  fundada  en  los 
artículos  13  y  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pidió  se  hiciera  la 
declaración  de-pobreza  en  su  favor  para  que  pudiera  sustanciarse  la 
demanda  principal  contra  los  Marqueses  de  Benamejí: 

Resaltando  que  conferido  traslado  al  Marqués  de  Benamejí,  le  eva  * 
cnó  pretendiendo  se  desestimase  la  solicitud  de  Doña  Magdalena  Berto¬ 
rini,  alegando  al  efecto  que  aquélla,  además  de  cobrar  viudedad  del 
Estado,  poseía  bienes  en  el  Ayuntamiento  de  Salón,  cuya  utilidad  lí¬ 
quida  estaba  calcuTada  en  128  pesetas,  y  por  lo  que  pagaba  de  contri¬ 
bución  territorial  32  pesetas  31  céntimos;  que  la  demandante  habitaba 
en  un  piso  segundo  de  la  calle  de  la  Montera,  y  tanto  por  esto  como 
por  los  signos  exteriores  de  su  actual  existencia,  no  era  extraño  que 
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sos  medios  de  vivir  excedían  al  jornal  doble  de  nn  bracero;  y  como 
fandamentos  de  derecho  alegó  los  artículos  15  y  16  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil: 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal  se  recibió  el  incidente  á 
prueba,  y  practicadas  las  propuestas  por  las  partes,  el  Juez  de  primera 
instancia,  por  sentencia  de  14  de  Agosto  de  1882,  teniendo  en  conside¬ 
ración  que  la  demandante  no  ha  justificado  la  procedencia  de  sus  pre¬ 
tensiones  ni  que  sea  pobre  en  sentido  legal,  declaró  que  Doña  Magda¬ 
lena  Virginia  Bertorini  no  tenía  derecho  al  beneficio  de  la  defensa  por 
pobre,  y  la  condenó  al  pago  de  las  costas  causadas  y  reintegro  del  pa¬ 
pel  del  sello  de  pobres  invertido  en  autos: 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  dicha  sentencia  por  la  que 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  distrito  dictó  en  9  de 
Enero  último,  por  parte  de  Doña  Magdalena  Virginia  Bertorini  se  in¬ 
terpuso  recurso  de  casación,  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  El  art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  bajo  el  concepto  de 
que  la  justicia  se  administrara  gratis  á  los  pobres  al  denegar  los  bene¬ 
ficios  de  pobreza  ante  los  Tribunales  á  Doña  Magdalena  Virginia  Ber¬ 
torini: 

2o  El  párrafo  segundo  del  art.  15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
según  el  cual  podrán  ser  declarados  pobres  los  que  viven  de  un  sueldo 
que  no  exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  donde 
tenga  su  residencia  habitual  el  que  solicitara  la  defensa  por  pobre, 
puesto  que  la  pensión  que  disfruta  la  recurrente  es  de  1.125  pesetas,  y 
deducido  el  10  por  100  es  evidente  que  resultan  1.012  pesetas  50  cén¬ 
timos  anuales,  que  da  un  producto  de  2  pesetas  78  céntimos  diarios: 

3o  El  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  si  bien  la  re¬ 
currente  paga  32  pesetas  de  contribución,  se  debe  deducir  que  el  capi¬ 
tal  imponible  es  de  720  pesetas,  que  dan  un  producto  diario  de  49  cén¬ 
timos,  que  unido  á  la  pensión  de  2  pesetas  78  céntimos,  da  por  resul¬ 
tado  3  pesetas  27  céntimos,  de  tal  suerte  que  residiendo  como  reside 
en  esta  corte  Doña  Magdalena  Virginia  Bertorini,  reunidos  todos  su& 
modos  de  vivir  no  dan  los  rendimientos  de  los  mismos  un  exceso  á  los 
tipos  señalados  en  el  art.  15  de  la  ley  que  se  ha  citado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  respecto  al  primer  motivo  que  limitándose  el  art.  13 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  á  disponer  que  la  justicia  se  adminis¬ 
tre  gratuitamente  á  los  pobres  que  por  los  Tribunales  y  Juzgados  sean 
declarados  con  derecho  á  este  beneficio,  no  puede  aquel  considerarse 
infringido  cuando  se  niega  dicha.declaración: 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  y  tercero  que  se  ha  hecho  apli¬ 
cación  en  la  sentencia  recurrida  dél  art.  17  de  la  referida  ley,  según  el 
cual  queda  subordinado  lo  prescrito  en  el  art.  15  á  las  facultades  que 
concede  aquel  á  los  Jueces  para  la  apreciación  de  la  verdadera  riqueza 
del  que  se  supone  pobre  por  los  signos  exteriores  que  dicho  art.  17  in¬ 
dica,  apreciación  á  la  que  hay  que  estar  como  punto  de  hecho,  cuya 
prueba  está  sometida  al  buen  juicio  de  los  Tribunales,  según  tiene  de¬ 
clarado  repetidamente  este  Tribunal  Supremo,  y  por  consiguiente  no 
han  sido  infringidos  el  15  y  16  que  en  dichos  motivos  se  citan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re  - 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Magdalena  Virginia  Bertorini, 
á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  al  pago  de  la  cantidad  de  1.009 
pesetas  por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley: 
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líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audiencia  de  este  distrito 
con  devolución  del  apuntamiento. — (Sentencia  publicada  el  15  de  Di¬ 
ciembre  de  1 883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  «1c  casación  (15  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Pago  de  pesetas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Condesa  viu¬ 
da  de  Parsent,  con  los  Síndicos  del  concurso  de  acreedores  de  la  So¬ 
ciedad  La  Peninsular  (Audiencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  el  núm.  7o  del  art.  1692  de  la  ley  procesal  no  puede  ser 
apreciable  para  la  casación  error  alguno  de  hecho  que  no  resulte  con 
evidencia  de  acto  ó  documento  auténtico : 

2o  Que  no  es  aplicable  el  art.  1 87  de  la  citada  ley  procesal  si  como 
lo  demuestra  el  curso  y  el  estado  del  presente  juicio ,  lejos  de  estar  de¬ 
clarada  ejecutoriamente  su  acumulación  al  universal  de  testamentaria , 
ni  siquiera  se  ha  propuesto  tal  acumulación  por  parte  legitima: 

3o  Que  si  la  cuestión  provocada  en  un  motivo  de  casación  no  se  ha 
discutido  en  el  pleito,  no  puede  ofrecer  por  lo  tanto  materia  de  casación 
en  ningún  sentido ; 

Y  4°  Que  si  es  un  hecho  cierto  que  la  casi  totalidad  de  las  cédulas 
hipotecarias  que  se  reclaman  están  presentadas  al  concurso ,  desaparece 
el  fundamento  de  la  infracción  de  la  ley  del  contrato  que  al  amparo  de 
una  afirmación  inexacta  se  invoca  para  suponer  dicha  infracción ,  cuyo 
ineludible  cumplimiento  se  determina  con  perfecta  claridad  en  los  con  - 
siderandos  de  la  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ame  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospital  de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  la  misma  por  los  Síndicos  del  concurso  de  acreedores  de  la  So¬ 
ciedad  La  Peninsular ,  representados  por  el  Procurador  D.  Mauricio 
Castañares  y  defendidos  por  el  Licenciado  D.  Ignacio  Suárez  García, 
con  la  Condesa  viuda  de  Parsent,  como  Administradora  judicial  de  la 
testamentaría  del  Conde  de  dicho  título,  y  en  su  nombre  el  Procura¬ 
dor  D.  Manuel  Montero,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  Manuel  Danvi- 
la,  sobre  pago  depesetas: 

Resultando  que  en  24  de  Marzo  de  1864  otorgaron  escritura  en  esta 
corte  D.  Pascual  Madoz,  como  Director  de  la  Sociedad  La  Peninsular  y 
D.  Luis  de  Trelles  en  nombre  y  con  poder  del  Conde  y  de  la  Condesa 
de  Parsent,  en  laque  dijeron:  que  en  23  de  Diciembre  de  1866  solicitó 
el  Conde  de  la  Sociedad  que  le  facilitase  un  crédito  suficiente  á  obtener 
con  las  obligaciones  hipotecarias  de  2.000  rs.  cada  una,  que  suscribie¬ 
ra  sobre  bienes  propios,  cuyos  títulos  de  propiedad  acompañó,  el  capi- 
*  tal  efectivo  de  5.500.500  rs.;  que  la  Sociedad  accedió  á  la  pretensión 
bajo  las  condiciones  que  establecieron,  y  en  su  virtud  se  verificó  la  ope¬ 
ración  de  préstamo  hipotecario,  suscribiendo  el  apodéralo  del  Conde 
3.667  obligaciones  hipotecarias  de  2.000  rs.  cada  una  con  interés  de  6 
por  100  anual  vencederas  á  los  15  años  al  tipo  de  75  por  100,  llevando 
cada  una  de  ellas  como  garantía  é  hipoteca  especial  una  finca  determi- 
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nada,  y  fechadas  dichas  obligaciones  en  I*  de  Abril  de  1864,  según  con¬ 
venio,  para  quí  ios  semestiésde  pago  de  intereses  y  amortización  ven¬ 
cieran  en  Io  de  Abril  y  Io  de  Octubre  de  cada  año;  y  en  cumplimiento 
de  lo  estipulado,  La  Peninsular  entregó  al  apoderado  de  los  Condes 
5.500.500  rs.  del  préstamo  convenido,  siendo  condiciones,  entre  otras, 
que  el  pago  del  capital  que  representaban  las  3.667  obligaciones,  había 
de  verificarse  por  semestres-adelantados,  importantes  cada  uno  de  ellos 
366.710  rs.,  ó  sea  el  10  por  100  de  dicho  capital,  en  esta  forma:  6  por 
100  para  cubrir  los  intereses  de  las  obligaciones,  y  el  4  por  100  restan¬ 
te  para  la  formación  del  capital  de  una  póliza  de  imposición  forzosa 
que  escribió  D.  Luis  Trellés  á  nombre  de  sus  poderdantes,  do  formas 
que  satisfechos  puntualmente  los  30  semestres  en  los  15  años  expresa¬ 
dos,  quedaba  completamente  enjugada  la  deuda;  estipulándose,  por 
último,  el  derecho  de  La  Peninsular  á  reclamar  judicialmente  el  impor¬ 
te  de  los  semestres  vencidos  y  no  satisfechos,  persiguiendo  la  finca  es¬ 
pecialmente  hipotecada: 

Resultando  que  los  mismos  contratantes  otorgaron  otra  escritura  en 
28  de  Julio  de  1866,  en  la  que  después  de  hacer  mérito  de  la  anterior, 
dijeron:  que  liquidado  en  aquel  día  el  adeudo  de  los  Cond-s  de  Parsent 
resultaba  en  favor  de  La  Peninsular  h  cantidad  de  4.783.880  rs.  29 
céntimos  que  le  habían  convenido  en  satisfacer  en  la  forma  siguiente: 
primero,  que  el  Conde  pondría  en  venta,  sucesiva  y  gradualmente,  las 
fincas  sujetas  a)  contrato  que  teñía  celebrado  con  la  Sociedad,  y  el  im 
porte  que  en  cada  venta  correspondiera  á  La  Peninsular  á  razón  de  75 
por  100  del  valor  nominal  de  las  respectivas  obligaciones  sería  baja  del 
capital  antedicho;  segundo,  que  éste  devengaría  desde  Io  de  Octubre 
próximo  el  interés  de  8  por  100  anual  satisfecho  por  semestres  en  los 
días  Io  de  Octubre  y  de  Abril,  debiendo  ser  relativa  y  progresivamente 
la  parte  qne  correspondiera  á  las  cantidades  percibidas;  tercero,  que  La 
Peninsular  aceptaba  la  proposición  del  Conde  con  la  reserva  de  conser¬ 
var  las  hipotecas  tales  como  se  hallaban  constituidas  en  la  escritura  de 
1864,  así  como  todos  los  derechos  consignados  en  ella,  para  precaver  la 
posibilidad  de  que  por  cualquier  evento  dejase  de  cumplirse  por  parte 
del  Conde  lo  que  en  este  convenio  se  trataba;  y  si  ocurriese  el  caso  de 
quedara  alguna  de  las  fincas  no  hubiera  comprador  y  se  hubiese  rea¬ 
lizado  la  venta  de  las  demás,  La  Peninsular  conservaría  en  las  fincas  no 
vendidas  los  derechos  que  la  escritura  de  1864  le  concedía,  y  la  opera¬ 
ción  se  reduciría  á  las  obligaciones  hipotecarias  que  comprendiera  el 
capital  que  entonces  resultase  adeudarle  el  Conde;  cuarto,  que  La  Pe¬ 
ninsular  en  el  supuesto  de. que  pudiera  disponer  desde  luego  délas 
obligaciones  originales  de  cada  finca,  se  comprometía  á  concederlas  á 
medida  que  se  efectuaran  las  enajenaciones,  con  objeto  de  que  queda¬ 
ran  libres  de  todo  gravamen;  quinto,  que  aparte  del  producto  que.á  La 
Peninsular  correspondía  en  la  venta  de  las  fincas  sujetas  al  contrato  de 
1864,  el  Conde  se  obligaba  á  anticiparle  el  50  por  100  por  lo  menos  del 
exceso  que  pudiera  hauer  en  el  precio  de  las  fincas  para  amortización 
del  capital,  y  la  Compañía  se  obligaba  á  su  vez  á  cancelar  las  obliga¬ 
ciones  originales  de  la  finca  ó  fincas  que  designare  el  Conde  y  que  cu-  * 
pieran  dentro  de  las  sumas  entregadas;  y  sexto,  que  la  venta  de  laa  fin¬ 
cas  se  efectuaría  con  conocimiento  é  intervención  de  la  Compañía: 

Resultando  que  los  Síndicos  del  concurso  voluntario  de  acreedores 
de  la  Sociedad  La  Peninsular  dedujeron  en  17  de  Junio  de  1881  la  de¬ 
manda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  consignaron  como  hechos  el  re- 
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siltado  de  las  escritoras  mencionadas,  á  los  que  añadieron  qoe  el  Con¬ 
de  cumpliendo  en  parte  lo  estipulado  había  vendido  con  intervención 
de  la  Sociedad  algunas  fincas  y  á  su  fallecimiento  en  Agosto  de  1870 
debía  á  la  Peninsular  3.021.375  rs.  de  capital  y  262.565  rs.  de  intere¬ 
ses:  que  entablada  por  el  Director  de  la  Sociedad  demanda  ejecutiva  y 
despachado  el  mandamiento  de  ejecución,  fuó  acumulada  después  al 
juicio  universal  de  testamentaría  del  Conde;  que  declarada  en  concur¬ 
so  La  Peninsular  la  Sindicatura  entabló  sucesivamente  dos  demandas 
ejecutivas,  la  una  en  Julio  de  1877  por  1 .691 .970*rsi  de  14  semestres,  7 
la  otra  en  Junio  de  1880  por  cantidad  líquida  de  2.417.100  rs.  de  todos 
los  plazos  vencidos  y  debidos  por  intereses  al  8  por  100  estipulado  en 
la  escritura  de  1866,  sin  que  lograse  que  ni  en  una  ni  en  otra  se  des¬ 
pachara  la  ejecución;  y  que  la  cifra  exacta  de  lo  que  hasta  la  fecha  de¬ 
bía  el  Conde  era  la  de  3.504.795  rs.;  y  alegando  como  fundamentes  de 
derecho  la  ley  del  contrato  celebrado  en  la  escritura  de  1866  y  el  prin¬ 
cipio  de  que  el  que  contrata  lo  hace  para  si  y  sus  causahabientes,  pi¬ 
dió  se  declarase  que  la  testamentaria  del  difunto  Conde  de  Parsent,  re¬ 
presentante  legal  y  jurídico  del  mismo,  venía  obligada  á  poner  en  ven¬ 
ta  sucesiva  y  legal  y  gradualmente  las  fincas  sujetas  al  contrato  de 
préstamo  de  24  de  Marzo  de  1864,  entregando  su  importe  á  La  Penin¬ 
sular  en  la  forma  y  cantidad  estipulada,  y  al  pago  de  los  intereses  ven¬ 
cidos  á  razón  de  8  por  100  sobre  el  capital  líquido  y  que  la  adeudaba, 
y  en  su  consecuencia  condenar  á  la  expresada  testamentaría  á  que  cum¬ 
pliera  dicha  obligación  de  enajenación  de  fincas  sucesiva  y  gradual¬ 
mente  en  los  términos  del  contrato,  y  á  que  pagara  á  la  Sociedad  en 
concurso  La  Peninsular  la  cantidad  de  3.540.795  rs.  de  intereses  venci¬ 
dos  á  razón  de  8  p.or  100  anual  por  los  29  semestres  mediados  desde  Io 
de  Octubre  de  1866  hasta  31  de  Marzo  de  1881 ,  y  de  los  demás  que  fue¬ 
ran  venciendo,  i  rebatir  en  los  sucesivos  los  que  correspondieran  á  las 
Sumas  que  fuera  entregando  á  cuenta  del  capital  en  la  realización  de 
enajenaciones,  á  reserva  de  utilizar  en  su  día  La  Peninsular  sus  dere¬ 
chos  con  arreglo  al  contrato  de  ambas,  escrituras  si  por  cualquier  cau¬ 
sa  la  enajenación  de  las  fincas  no  se  realizara: 

Resultando  que  la  Condesa  viuda  de  Parsent,  como  administradora 
judicial  de  la  testamentaría  del  Conde,  impugnó  la  demanda,  alegando 
como  hechos  que  con  arreglo  á  lo  convenido  en  la  escritura  de  1866,  se 
realizaron  varias  enajenaciones  hasta  que  practicada  liquidación  en- 
Junio  de  1868  entregó  La  Peninsular  al  Conde  478  obligaciones  amor¬ 
tizadas  de  las  que  tenía  suscritas,  resultando  adeudar  éste  en  aquella 
fecha  3.021.000  rs.  efectivos,  representados  por  2.014  obligaciones  al 
tipo  de  75  por  100  de  su  valor  nominal,  habiendo  satisfecho  los  intere¬ 
ses  estipulados  hasta  Io  de  Abril  de  1860;  que  al  fallecimiento  del  Con¬ 
de  su  testamentaría  incluyó  en  la  declaración  de  créditos  contra  la  mis¬ 
ma  eh  Febrero  de  1871  1.380.400  rs.  á  favor  de  La  Peninsular,  importe 
de  los  obligaciones  hipotecarias,  calculando  su  cotización  al  30  por  100 
que  á  la  sazón  tenía;  que  la  testamentaría  trató  en  diferentes  ocasio¬ 
nes  de  hacer  efectivo  el  crédito  ó  su  mayor  parte  á  favor  de  La  Penin¬ 
sular,  pagando  con  obligaciones  de  la  misma,  proposición  que  fué  re¬ 
chazada  por  aquélla;  que  con  motivo  de  la  quiebra  de  La  Peninsular, 
estableció  ésta  el  pago  de  las  imposiciones  forzosas  ó  sea  las  cancela¬ 
ciones  de  las  obligaciones  hipotecarias  con  otras  de  la  misma  Compa¬ 
ñía,  sin  necesidad  de  ser  las  suscritas  por  el  mismo  imponente  ó  deu¬ 
dor,  con  tal  de  llevar  unidos  los  cupones  desde  el  segundo  semestre  de 
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1861  inclusive  en  adelante  desde  cuya  fecha  La  Peninsular  no  había 
satisfecho  los  cupones  á  loí  obligacionistas,  y  que  negaba  en  absoluto 
la  exactitud  de  la  arbitraria  obligación  formulada  en  la  demanda;  como 
fundamentos  de  derecho  alegó  el  principio  inconcurso  sancionado  por 
repetidos  fallos  de  que  los  contratos  deben  cumplirse  en  la  forma  esti¬ 
pulada,  y  siendo  así  que  La  Peninsular  no  podía  cumplir  las  obligacio¬ 
nes  que  contrajo  en  la  escritura  de  1886,  porque  la  mayor  parte  de  las 
obligaciones  originales  hipotecarias  por  el  Conde,  que  debía  entregar 
al  realizarse  la  enajenación  de  las  referidas  fincas  se  hallaban  en  poder 
de  la  testamentaría,  ésta  no  estaba  obligada  tampoco  á  poner  en  venta 
las  fincas  hipotecadas,  puesto  que  La  Peninsular  se  hallaba  impedida 
de  cumplir  aquel  compromiso;  que  cuando  la  eficacia  de  un  contrato 
dependía  de  una  condición,  sóio  eran  exigibles  cuando  la  obligación  se 
había  convertido  en  pura;  y  el  contrato  de  1866  contenía  la  condición 
«le  que  si  el  Conde  no  cumplía  lo  estipulado  en  él  quedaría  subsistente 
en  el  de  1864,  único  que  podía  invocar  La  Peninsular;  que  con  arreglo 
áél,  el  Conde  de  Parsent,  y  hoy  sus  herederos,  tenían  el  indisputable 
derecho  de  pagar  su  crédito  con  obligaciones  hipotecarias  de  La  Pe¬ 
ninsular,  lo  cual  constituía  una  verdadera  compensación  de  créditos, 
puesto  que  por  una  parte  eran  deudores  dp  la  cantidad  que  dichas  obli¬ 
gaciones  representaban,  y  por  otra  acreedores  de  la  misma  suma  como 
tenedores  de  la  obligaciones,  y  que  siendo  evidente  el  derecho  que  asis¬ 
tía  á  la  testamentaría  del  Conde  para  satisfacer  su  crédito  con  obliga¬ 
ciones  hipotecarias  de  La  Peninsular,  no  estaba  obligada  al  abono  de 
intereses,  puesto  que  dicha  Compañía  no  pagó  los  de  los  cupones  de 
las  obligaciones  á  los  cuales  iban  unidos,  teniendo  también  respecto  d 
ellos  lugar  la  compensación : 

Resultando  que  la  Sindicatura  demandante  alegó  en  el  escrito -de 
réplica  que  los  contratos  debían  cumplirse  en  la  forma  estipulada,  y 
que  por  ello  la  testamentaría  había  de  pagar  lo  que  adeudaba  al  con¬ 
curso  por  capital  ó  intereses,  vendiendo  ai  efecto  las  fincas  hipotecadas, 
sin  que  pudiera  excluirla  de  este  deber  ningún  pretexto  relativo  á  las 
obligaciones  hipotecarias  que  no  existían  en  poder  de  la  testamentaría 
deudora,  estando  presentadas  la  mayor  parte  en  el  juicio  de  concurso, 
sin  que  pudiera  reclamarse  su  devolución  hasta  que  las  ventas  se  hu¬ 
bieran  realizado;  que  partiendo  de  este  principio  consignado  en  las 
escrituras  mencionadas,  resultaba  como  indestructible  consecuencia 
que  no  procedía  compensación  por  faltar  las  condiciones  indispensables 
para  ella  según  las  leyes;  y  que  tampoco  procedía  compensación  ni  ex 
cusa  que  libertase  á  la  testamentaría  del  pago  de  intereses,  porque  la 
ley  del  contrato  y  la  morosidad  en  que  se  hallaba  constituida  la  obli¬ 
gaban  á  él  y  á  la  compensación  con  los  cupones  de  obligaciones  hipote¬ 
carías,  se  oponía  la  circunstancia  de  no  ser  acreedora  en  tal  concepto  la 
testamentaria,  y  aunque  lo  fuese,  el  estado  de  concurso  en  que  La  Pe¬ 
ninsular  se  encontraba  la  eximía  del  deber  de  verificar  el  pago,  no  sien¬ 
do  dentro  del  juicio  universal  y  en  la  forma  determinada  por  la  ley: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicada  la  que  U 
parte  actora  suministró,  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dict.ó  en  i  i  de  Febrero 
del  corriente  año  de  1883  sentencia  revocatoria,  declarando  que  la  tes 
lamentaría  del  difunto  Sonde  de  Parsent,  representando  á  éste,  viene 
obligada  á  poner  en  venta  sucesiva  y  gradualmente  las  fincas  sujetas  ál 
contrato  de  préstamos  de  24  de  Marzo  de  1864,  entregando  su  importe 
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d  los  Síndicos  del  concurso  de  La  Peninsular  en  la  forma  y  cantidad 
estipulada,  y  ai  pago  de  los  intereses  vencidos  á  razón  del  8  por  100  del 
capital  líquido  que  la  adeuda,  condenando  por  tanto  á  dicha  testamen¬ 
taría  á  cumplir  esta  obligación  y  pagar  la  cantidad  de  3.504.795  rs.  de 
intereses  vencidos  en  los  29  semestres  que  median  desde  Io  de  Octu- 
hre  de  1866  hasta  31  de  Marzo  de  1881,  y  al  de  los  demás  que  vayan 
venciendo,  á  rebatir  en  los  semestres  sucesivos  los  que  correspondan  á 
las  sumas  que  entregue  á  cuenta  del  capital  mediante  la  realización  de 
las  ventas  indicadas,  ,con  reserva  á  la  parte  demandante  de  los  derechos 
de  que  se  crea  asistida  con  arreglo  al  contrato  de  ambas  escrituras  si 
por  cualquier  causa  la  enajenación  de  las  fincas  no  se  realizase,  todo 
ello  sin  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que*la  Condesa  viuda  de  Parsent  interpuso  recurso  de 
casación,  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  Las  leyes  19,  tít.  22;  4a,  tít.  26,  y  2a,  tít.  13  de  la  Partida  3a,  pues 
á  pesar  de  resultar  confesado  que  en  16  de  Julio  de  1868  se  practicó 
una  liquidación,  apareciendo  un  saldo  de  3.029  000  rs.,  representado 
por  2.014  obligaciones,  quedando  los  intereses  pagados  hasta  Io  de 
Abril  de  1869,  la  sentencia  cometía  el  error  de  hecho  de  condenar  á  los 
intereses  vencidos  desde  1*  de  Octubre  de  1866  como  si  estuviesen  en 
descubierto: 

2o  El  art.  187  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  había  reprodu¬ 
cido  literalmente  el  178  de  la  anterior,  porque  estando  declarado  eje¬ 
cutivamente  y  acumuladas  al  juicio  necesario  de  testamentaria  del 
Conde  de  Parsent  las  reclamaciones  del  concurso  de  La  Peninsular,  de¬ 
bían  someterse  éstas  á  la  tramitación  de  aquel  jaicio  universal,  no  pu¬ 
diéndose  realizar  el  patrimonio  en  el  período  de  avalúo,  y  debiéndose- 
reservar  aquella  cuestión  para  que  los  contadores  la  resuelvan  en  el 
pbríodo  de  la  liquidación  y  partición: 

3o  La  ley  3a,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque 
habiéndose  obligado  La  Peninsular  á  amortizar  la  deuda  cón  el  impor 
te  y  beneficios  de  la  imposición  de  4.400.000  rs.,  por  lo  cual  adquirió 
el  carácter  de  socio,  no  se  había  presentado  la  liquidación  ni  se  cum¬ 
plía  lo  convenido  más  que  en  lo  favorable  al  acreedor,  pero  no  en  lo 
que  beneficiaba  al’deudor,  y  era  inseparable  según  el  mismo  contrato; 

Y  4o  La  ley  del  contrato,  no  sólo  por  la  consideración  expuesta  en 
el  número  anterior,  sino  porque  siendo  los  de  24  de  Marzo  de  1864  y  23 
de  Julio  de  1866  obligaciones  condicionales  por  las  cuales  La  Peninsu¬ 
lar  estaba  obligada  á  devolver  á  los  causahaBientes  del  Conde  de  Par¬ 
sent  las  obligaciones  hipotecarias  que'  éste  suscribió,  y  probado  que 
dichas  obligaciones  no  las  tenía  La  Peninsular,  estando  hoy  su  mayor 
parte  en  manos  de  los  herederos  del  Conde,  se  decretaba  una  venta  im- 
t)08ible  además  de  injusta,  porque  no  habiendo  sido  La  Peninsular  más 
que'una  Sociedad  intermediaria  para  la  colocación  de  las.  cédulas,  y 
estando  éstas  en  manos  de  terceros  poseedores,  la  venta  de  los  bienes 
sólo  podía  ser  reclamada  por  éstos  y  no  por  el  intermediario  que  no 
podía  pagar  siquiera  los  intereses  de  dichas  cédulas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  según  él  núm.  7°  del  art.  1692  de  la  ley  proce¬ 
sal  no  puede  ser  apreciable  para  la  casación  error  alguno  de  hecho  que 
no  resulte  con  evidencia  de  acto  ó  documento  auténtico,  y  no  concu¬ 
rriendo  está  circunstancia  en  el  invocado  en  el  primer  motivo  del  re¬ 
curso,  toda  vez  que  se  refiere  a  una  liquidación  con  la  que  no  está  con- 
tomo  53  •  27 
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forme  la  parte  demandante  ni  ha  sido  aceptada  por  la  sentencia,  no 
son  aplicables  al  caso  las  leyes  de  Partida  que  con  relación  á  dicho  su¬ 
puesto  error  se  citan  como  infringidas: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  el  art.  187  de  la  citada  ley 
procesal  que  se  invoca  en  el  segundo  motivo,  porque  como  lo  demues¬ 
tra  el  curso  y  el  estado  del  presente  juicio,  lejos  de  estar  declarada 
ejecutoriamente  su  acumulación  al  universal  de  testamentaría,  ni  si¬ 
quiera  se  ha  propuesto  tal  aclaración  por  parle  legítima: 

Considerando  que  la  cuestión  provocada  en  el  motivo  3o  no  se  ha 
discutido  en  el  pleito,  y  no  puede  ofrecer  por  lo  tanto  materia  de  ca¬ 
sación  en  ningún  sentido: 

Considerando  en  orden  al  cuarto  y  último  motivo,  que  según  el  re¬ 
sultando  5°  de  la  sentencia  es  un  hecho  cierto  que  la  casi  totalidad  de 
las  cédulas  hipotecarias  están  presentadas  al  concurso,  y  desaparece  por 
lo  tanto  el  fundamento  que  al  amparo  de  una  afirmación  inexacta  se 
invoca  para  suponer  la  infracción  del  contrato,  cuyo  ineludible  cum¬ 
plimiento  se  determina  con  perfecta  claridad  en  los  considerandos  de 
la  senteucia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  la  Condesa  viuda  de  Parsent,  como 
administradora  judicial  de  la  testamentaría  deí  Conde  de  dicho  título,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  lo  de  Diciembre  de  1883,  é  in¬ 
serta  en  la  Gaceta  de  28  de  Enero  de  1884.) 
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IBecurso  de  capación  (17  de  Diciembre  de  1883 ).—Sala  pri¬ 
mera. —  Declamación  dk  bienes. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Narciso  Noguer  con  D.  Miguel  Pujol  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re¬ 
suelve: 

Io  Que  habiendo  legado  el  .testador  á  su  esposa  el  usufructo  de  sus 
bienes  durante  su  vida  y  nombrado  heredero  á  su  hijo  sustituyéndole 
para  el  caso  que  no  fuere  heredero ,  ó  siéndolo  muriese  sin  disponer  de 
los  bienes ,  con  los  demás  Hijos  que  tuviera ,  y  en  su  defecto  pasasen  estos 
mismos  bienes  al  que  de  derecho  correspondiese ;  llegado  este  último 
caso  con  la  muerte  del  impúber  sin  dejar  otros  hermanos  en  quien  pu¬ 
diera  verificarse  la  sustitución ,  es  indudable  que  su  madre  fué  su  here¬ 
dera  legitima ,  y  en  tal  concepto  á  quien  de  derecho  correspondía  la  pro¬ 
piedad  de  aquellos  bienes ,  la  cual  vino  de  este  modo  á  consolidarse  con 
el  usufructo  que  disfrutaba  aquélla  desde  la  muerte  del  testador ,  tras¬ 
mitiéndolos  con  los  demás  que  poseía,  ó  su  hija  del  segundo  matrimo¬ 
nio  y  ésta  á  su  hijo  menor  el  demandado :  por  lo  que  la  sentencia  que 
absuelve  á  éste  de  la  demanda  de  reclamación  de  los  bienes,  no  infrin¬ 
ge  la  voluntad  del  testador; 

Y  V  Que  tampoco  infringe  la  ley  18,  tit.  29,  Partida  3a,  pues  pres¬ 
cindiendo  de  que  la  cuestión  de  prescripción  carece  de  importancia,  dada 
la  razón  fundamental  antes  expuesta  y  suponiendo  que  aquélla  sea 
aplicable  en  los  negocios  de  Cataluña,  es  lo  cierto  que  habiendo  poseído 
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á  Ululo  de  dueño  los  bienes  de  que  se  trata  desde  la  muerte  de  su  hijo, 
ocurrida  en  10  de  Marzo  de  1838,  hasta  su  fallecimiento  en  16  de  Agos 
to  de  1865,  y  continuando  en  la  posesión  sus  descendientes  del  segundo 
matrimonio  hasta  la  incoación  de  este  pleito  en  Enero  de  1880,  bastaría 
tsta  circunstancia  para  asegurar  por  prescripción  el  pleno  dominio  en 
que  se  halla  el  demandado  de  los  referidos  bienes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Figueras  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Juan  Cos¬ 
ta  y  Renart,  y  por  su  fallecimiento  su  heredera  Doña  María  Costa  y 
Ginard,  consorte  de  D.  Narciso  Noguer  y  Reig,  representados  por  el 
Procurador  D.  José  Arana  y  Morayta,  y  defendidos  por  el  Licenciado 
D.  Tomás  Miguel  Llorent,  con  D.  Miguel  Pujol  y  Gibert  en  representa¬ 
ción  de  su  hijo  menor  D.  Pablo  Pujol  y  Vicens,  y  en  su  nombre  el  Pro¬ 
curador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del  Doctor  D.  José  Leo¬ 
poldo  Feu,  sobre  reclamación  de  bienes: 

Resultando  que  D.  José  Coll  y  Agulló  falleció  en  3  de  Noviembre 
de  1834  con  testamento  otorgado  en  1 4  de  Octubre  anterior,  por  el  cual 
legó  á  su  mujer  Magdalena  Ferrer,  el  usufructo  de  todos  sus  bienes  du¬ 
rante  su  vida,  y  nombró  heredero  suyo  á  su  hijo  Jaime  Coll  y  Ferrer, 
sustituyéndole  para  el  caso  de  que  no  fuese  heredero,  ó  siéndolo  mu 
riese  sin  disponer  de  los  bienes,  á  los  demás  hijos  que  tuviese,  varones 
ó  hembras,  por  orden  de  edad  y  sexo;  y  en  falla  de  tales  hijos,  ó  que 
teniéndolos  no  dispusiesen  de  los  bienes,  pasasen  al  que  de  derecho  co¬ 
rrespondiera: 

Resultando  que  el  heredero  Jaime  Coll  y  Ferrer  falleció  en  10  de 
Marzo  de  1883,  á  la  edad  de  cinco  años,  y  su  madre  Magdalena  Ferrer, 
viuda  de  D.  José  Coll,  contrajo  segundo  matrimonio  con  Pedro  Vicens, 
de  quien  tuvo  una  hija  Antonia  Vicens,  la  que  á  su  vez  contrajo  ma¬ 
trimonio  con  D.  Miguel  Pujol,  el  cual  tuvo  un  hijo,  Pablo  Pajol  y  Vi¬ 
cens;  y  ocurrido  en  1 6  de  Agosto  de  1 865  el  fallecimiento  de  su  abuela, 
quedaron  en  la  casa  de  Pujol  así  los  bienes  que  eran  de  propiedad  de 
aquélla  como  los  qu«  había  poseído  en  usufructo: 

Resultando  que  en  9  de  Enero  de  1880,  D.  Juan  Costa  y  Renard, 
como  pariente  más  próximo  de  José  Coll,  dedujo  la  demanda  objeto  de 
estos  autos,  en  la  que  alegando  los  hechos  que  quedan  referidos,  dijo 
que  al  fallecimiento  del  impúber  Jaime  Coll  y  Ferrer  y  no  existiendo 
ningún  otro  hijo  de  José  Coll,  los  bienes  debieron  pasar  al  heredero 
más  inmediato  ó  al  que  de  derecho  correspondiera;  que  aquella  circuns¬ 
tancia  concurría  en  el  demandante  como  tínico  descendiente  de  Francisca 
Demont  y  Font,  hermana  de  María  Demont  y  Font,  causante  del  testa¬ 
dor  D.  José  Coll,  y  de  la  que  procedían  los  bienes  de  éste;  que  al  falle¬ 
cimiento  en  1865  de  Magdalena  Ferrer  terminó  el  usufructo  que  ia  legó 
8u  marido,  y  por  ello  los  bienes  de  éste,  consistentes  en  una  casa,  un 
pajar  y  cuatro  fincas  rústicas,  debieron  pasar  al  heredero  llamado  por 
mismo,  que  era  el  demandante,  pero  quedaron  en  la  casa  de  Pujol 
íoseidos  por  D.  Pablo  Pujol  y  Vicens,  ó  por  su  padre  D.  Miguel,  en 
virtud  del  derecho  de  patria  potestad;  y  ejercitando  en  su  virtud  la  ac¬ 
ción  de  petición  de  herencia,  pidió  se  declarase  que  era  el  heredero  lla¬ 
mado  en  el  testamento  de  José  Coll  y  Agulló,  y  como  tal,  dueño  de  la 
herencia*de  éste,  y  que  habiendo  terminado  el  usufructo  concedido  á 
Magdalena  Ferrer  se  condenase  i  D.  Pablo  Pujol  y  Vicens  á  restituir  la 
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herencia  mencionada  con  sus  frutos  y  accesiones,  y  á  dar  cuentas  y  re¬ 
sarcir  todos  los  daños,  con  imposición  además  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Miguel  Pujol,  en  representación  de  su  hijo  me¬ 
nor  D.  Pablo  Pujol,  contestó  á  la  demanda,  hallándose  conforme  con 
los  hechos  referidos  á  excepción  del  relativo  á  las  fincas  poseídas  por 
Magdalena  Ferrer  al  fallecimiento  de  su  esposo,  que  eran  menos  de  las 
que  se  decían;  que  habían  poseído  los  bienes  de  José  Goll  con  comple¬ 
ta  buena  fe  y  bajó  la  condición  de  que  les  pertenecían:  que  ni  el  de¬ 
mandado  ni  su  mujer  se  habían  resistido  jamás  á  la  entrega  de  bienes 
que  por  la  ley  ó  por  disposiciones  testamentarias  pudieran  porrespon¬ 
der  á  la  parte  actora,  y  que  hacía  más  de  40  años  que  habían  fallecido 
el  testador  José  Coll  y  su  hijo  y  heredero  Jaime;  como  fundamentos  de 
derecho  alegó  que  el  que  se  presentaba  con  el  título  de  heredero  en  re¬ 
clamación  de  una  herencia  debía  ante  todo  justificar  en  el  juicio  corres¬ 
pondiente  que  lo  era  en  efecto,  sin  que  pudiera  pedir  ante  aquélla  ha¬ 
ciendo  uso  ó  ejercitando  urna  acción  que  únicamente  correspondía  á 
los  herederos;  que  Jaime  Coll  fué  puesto  en  condición  resolutoria  en  el 
testamento  de  su  padre,  y  habiendo  muerto  sin  ningún  hermano  y  sin 
testar,  la  herencia  debió  pasar  á  aquel  á  quien  de  derecho  correspon¬ 
diera;  que  Magdalena  Ferrer,  sobreviviendo  á  su  hijo,  le  sucedió  por  la 
ley  en  virtud  de  la  qu.e  le  correspondió  toda  la  herencia  inclusos  los 
bienes  procedentes  del  padre,  mayormente  si  no  sobrevivió  al  Jaime 
ningún  pariente  dentro  del  cuarto  grado  como  aparecía,  y  en  el  caso 
de  sobrevivir  alguno  siempre  á  lo  menos  le  correspondió  la  herencia 
dé  hijo,  incluso  la  cuarta  parte  de  la  herencia  del  testador  por  pertene¬ 
cer  á  aquel  en  concepto  de  legítima;  que  el  poseedor  en  la  cosa  era  pre¬ 
ferido  á  cualquiera  que  le  pidiese  mientras  no  probara  completamente 
éste  el  derecho  á  la  misma,  y  que  el  poseedor  de  buena  fe  hacía  suyos 
les  frutos  hasta  el  día  de  la  contestación  á  la  demanda;  oponiendo  en 
su  virtud  las  excepciones  de  falta  de  personalidad,  de  prescripción  y 
de  sine  aciione  agis ,  y  en  el  caso  de  que  no  procedieran  la  de  plus  peti¬ 
ción  se  le  absolviese  de  la  demanda,  y  caso  de  que  esto  no  procediera 
se  declarase  que  sólo  pertenecían  al  demandante  las  tres  cuartas  partes 
de  la  herencia  líquida  que  dejó  D.  José  Coll  á  su  hijo  y  heredero  Jaime 
Coll  y  Ferrer,  porque  la  cuarta  parte  restante  como  legitima  de  Jaime 
ó  como  legítima  de  la  madre  de  éste  Magdalena  Ferrer,  correspondió  á 
ésta,  y  después  de  ella  á  sus  herederos  y  sucesores,  y  por  consiguiente 
que  pertenecía  al  demandado,  condenando  en  ambos  casos  al  demandan¬ 
te  en  todas  las  costas: 

Resultando  que  el  demandante  manifestó  al  replicar  que  al  desig¬ 
nar  las  fincas  que  constituí»)  la  herencia  redamada,  había  olvidado 
comprender  una  pieza  de  tierra  campa  con  algunos  olivos  de  cabida 
unas  dos  basanas,  y  que  en  el  término  de  prueba  justificaría  su  paren¬ 
tesco  con  las  correspondientes  partidas,  habiéndose  designado  oportu¬ 
namente  los  archivos  donde  se  encontraban: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  y  sustanciado 
el  juicio  en  dos  instancia,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  dictó  en  25  de  Abril  de  f  882  sentencia  confirmatoria  con  las 
costas  absolviendo  al  demandado  de  la  demanda: 

Resultando  que  después  de  obtenida  por  D.  Juan  Costa  certifica¬ 
ción  para  interponer  recurso  de  casación,  ocurrió  su  fallecimiento,  y 
en  su  virtud  su  heredera  Doña  María  Costa,  consorte  de  D.  Narciso  No- 
guer,  lo  interpuso  en  efecto  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 
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1°  La  voluntad  del  testador,  ley  suprema  en  la  materia,  en  cuanto 
absolvía  de  la  demanda  á  D.  Pablo  Pujol  y  Vicens,  manteniéndole  asi  en 
la  posesión  de  los  bienes  que  pertenecieron  á  dicho  testador,  el  cual 
ordenó  que  á  falta  de  su  hijo  Jaime  y  los  demás  sustituidos,  pasasen 
los  mencionados  bienes  al  que  de  derecho  correspondían  á  su  pariente 
D.  Juan  Costa  en  competencia  con  el  extraño  D.  Juan  Pujol,  sin  que 
obstase  la  mayor  proximidad  de  parentesco  de  D.  José  Corominas,  pues 
hoy  sólo  existía  relación  jurídica  entre  D.  Juan  Costa  y  D.  Pablo  Pujol, 
que  eran  los  que  litigaban,  y  de  ningún  modo  entre  ellos  y  D.  José  Co- 
romiuas  que  no  había  comparecido  en  el  pleito; 

Y  2o  La  misma  ley  18,  tit.  29.de  la  Partida  3a,  que  era  lo  más  favo¬ 
rable  que  últimamente  invocaba  la  sentencia  como  fundamento  de  la 
prescripción  alegada  en  defensa  de  D.  Pablo  Pujol,  pues  exigía  la  po* 
sesión  constante  por  tiempo  de  10  años,  habiendo  buena  fe  y  justo  ti¬ 
tulo,  y  en  la  hipótesis  no  conceilida  de  reunir  estas  circunstancias  Don 
Pablo  Pujol,  como  entró  á  poseer  el  año  187o  en  que  murió  su  abuela 
Magdalena  Ferrer,  y  concluyó  el  usufructo  que  tenía  ésta,  era  eviden¬ 
te  que  no  había  transcurrido  aquel  término  de  10  años  que  la  citada 
ley  requería: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  la  voluntad  del 
testador  José  Coll  y  Agulló,  como  se  supone  en  el  primer  fundamento 
del  recurso  puesto  que  habiendo  legado  á  su  esposa  Magdalena  Ferrer 
el  usufructo  de  sus  bienes  durante  su  vida  y  nombrado  heredero  A 
su  hijo  Jaime,  sustituyéndole  para  el  caso  que  no  fuere  heredero  ó 
siéndolo  muriese  sin  disponer  de  los  bienes  á  los  demás  hijos  que  tuvie¬ 
ra,  y  en  su  defecto  pasen  estos  mismos  bienes  al  que  de  derecho  corres¬ 
pondiese,  llegado  este  último  caso  con  la  muerte  del  impúber  Jaime 
Coll  y  Ferrer  sin  dejar  otros  hermanos  en  quien  pudiera  verificarse  la 
sustitución,  es  indudable  que  su  madre  Magdalena  Ferrer  fué  su  here¬ 
dera  legítima,  y  en  tal  concepto  á  quien  de  derecho  correspondía  la 
propiedad  de  aquellos  bienes,  la  cual  vino  de  este  modo  á  consolidarse 
con  el  usufructo  que  disfrutaba  aquélla  desde  la  muerte  del  testador, 
trasmitiéndolos,  con  los  demás  que  poseía,  á  su  hija  del  segundo  matri¬ 
monio  Antonia  Vicents  y  Ferrer,  y  ésta  á  su  hijo  menor  el  demandado 
Pablo  Pujol: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  fallo  recurrido  la  ley  de  Par¬ 
tida  que  se  cita  en  el  segundo  motivo,  pues  prescindiedo  de  que  la 
cuestión  de  prescripción  carece  de  importancia,  dada  la  razón  funda¬ 
mental  antes  expuesta  y  suponiendo  qúe  aquélla  sea  aplicable  en  los 
negocios  de  Cataluña,  es  lo  cierto  que„*iabiendo  poseído  Magdalena 
Ferrer  á  título  de  dueño  los  bienes  de  que  se  trata  desde  la  muerte  de 
su  hijo  Jaime  Coll,  ocurrida  en  10  de  Marzo  de  1838,  hasta  su  falleci¬ 
miento  en  16  de  Agosto  de  1865,  y  continuando  en  la  posesión  sus  des¬ 
cendientes  del  segundo  matrimonio  hasta  la  incoación  de  este  p'leito  en 
Enero  de  1880,  bastaría  esta  circunstancia  para  asegurar  por  prescrip¬ 
ción  el  pleno  dominio  en  que  se  halla  el  demandado  de  los  referidos 
bienes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D,  Narciso  Noguer  y  Reig,  como  ma¬ 
rido  de  Doña  María  Costa  y  Ginar,  á  quien  condenamos  por  razón  de 
depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  1 .000  pesetas,  que  satisfará  si  vinie¬ 
se  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
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las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  corres¬ 
pondiente,  con  devolución  de!  apuntamiento  que  ha  remitido. — (Sen¬ 
tencia  publicada  el  17  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
28  de  Enero  de  J884). 
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Recurso  de  casación  (i 8  de  diciembre  de  1883). — Sala  prime- 
ra.— Petición  de  herencia. — No  ha  lugar  *1  interpuesto  por  D.  Juliáo 
G-uillaumet  y  consorte  con  D.  José  Baldomá  y  otro  (Audiencia  de  Bar¬ 
celona),  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  estimarse  la  infracción  de  leyes  y  doctrinas  que  se 
alegan  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  litigiosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Balaguer  y 
en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  los  con¬ 
sortes  D.  José  Baldomá  y  Soler  y  Doña  Josefa  Farrús  y  Baulies,  repre¬ 
sentados  por  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Juan  Maluquer,  con  D.  Julián  Guillaumet  y  Doña  Dolores 
Farrús  y  Baulies,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  José  María  Cordón, 
defendido  por  el  Licenciado  D.  Ramón  Vinader,  sobre  petición  de  he¬ 
rencia: 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  celebrado  por  Francis¬ 
co  Farrús  y  Mercader  con  Francisca  Baulies  y  Bastida  se  otorgó  escri¬ 
tura  de  capitulaciones  matrimoniales  en  18  de  Enero  de  1824,  en  la  que 
se  pactó,  entre  otras  cosas,  que  los  mencionados  cónyuges  habían  de 
heredar  como  por  aquel  capitulo  heredaban  á  los  hijos  de  aquel  matri¬ 
monio,  á  saber:  hijos  por  hijos  ó  hijas  por  hijas  prelativamente;  que¬ 
riendo  que  los  varones  de  aquel  matrimonio  ó  de  otro  posterior  fueran 
preferidos  á  las  hembras,  y  que  fuera  entre  ellos  y  ellas  guardado  el 
orden  de  primogenitura,  con  aquellos  pactos,  gravámenes  y  condicio¬ 
nes  que  entre  vivos  ó  en  última  voluntad  quisioran  hacer: 

Resultando  que  los  referidos  consortes  tuvieron  de  su  matrimonio 
tres  hijos,  Buenaventura,  Dolores  y  Josefa,  y  habiendo  contraído  ma¬ 
trimonio  el  Buenaventura  con  Antonia  Vilaltella,  se  otorgó  escritura 
de  capitulaciones  en  14  de  Abril  de  1853,  por  la  que  los  padres  del  Bue¬ 
naventura  le  hicieron  donación  y  heredamiento  universal  de  todos  sus 
bienes,  con  reserva  del  usufructo  y  otras  condiciones  que  no  son  del 
caso:  reservándose  dotar  y  acomodar  á  su  hija  Josefa  hasta  en  cantidad 
de  650  libras,  y  asimismo  para  testar  á  sus  libres  voluntades,  el  Fran¬ 
cisco  2.500  libras  y  su  consorte  500,  que  quedarían  comprendidas  en  la 
donación  si  no  dispusieran  de  ellas;  que  si  su  citado  hijo  muriese  con 
sucesión  legítima  de  aquel  ú  otro  matrimonio  que  llegase  á  edad  de 
testar,  podría  disponer  de  todo  á  sus  libres  voluntades,  y  en  su  defec  - 
to  podría  disponer  únicamente  de  800  libras,  volviendo  lo  restante  á 
los  donantes  ó  á  su  heredero: 

Resultando  que  D.  Francisco  Farrús  y  Mercader  falleció  sin  testa¬ 
mento  en  7  de  Diciembre  de  1865,  y  su  hijo  D.  Buenaventura  Farrús  y 
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Baulies  en  26  de  Noviembre  de  <875,  también  intestado  y  sin  haber 
dejado  sucesión: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  éste,  su  hermana  Doña  Dolores 
Farrús,  alegando  su  calidad  de  hija  primogénita,  promovió  un  expe¬ 
diente  en  el  Juzgado  municipal  de  Camarasa,  por  virtud  del  cual  se  la 
declaró  heredera  de  su  padre  D.  Francisco  Farrús  y  de  su  hermano 
D.  Buenaventura,  sin  perjuicio  del  usufructo  que  disfrutaba  su  madre 
Doña  Francisca  Baulies,  habiéndose  inscrito  á  su  favor  en  el  Registro 
de  la  propiedad  los  bienes  que  aquellos  poseían  el  día  de  sus  respecti¬ 
vos  fallecimientos: 

Resultando  que  los  consortes  D.  José  Baldomá  y  Soler  y  Doña  Jose¬ 
fa  Farrús  y  Baulies  dedujeron  en  20  de  Agosto  de  <880  la  demanda  ob¬ 
jeto  de  estos  autos,  en  la  que  expusieron  como  hechos  los  anteceden¬ 
tes  que  quedan  referidos,  á  los  £ue  añadieron  que  por  haber  fallecido 
intestatos  lando  el  donante  como  el  donatario,  efan  sus  herederos  sus 
hijos  por  partes  iguales,  ó  lo  que  era  lo  mismo  la  demandante  y  su  her¬ 
mana  Doña  Dolores;  y  alegando  como  fundamentos  de  derecho,  que  los 
heredamientos  son  las  donaciones  quo  por  consideración  al  matrimonio 
hacen  ios  padres  á  los  hijos  que  lo  contraen,  ó  las  que  éstos  hacen  á 
favor  de  los  que  esperan  tener,  siendo  por  su  naturaleza  irrevocables; 
que  rigiéndose  los  hechos  á  favor  de  los  hijos  que  contraen  matrimo¬ 
nio  por  las  reglas  de  las  donaciones  entre  vivos,  pueden  verificarse  im¬ 
poniendo  al  donatario  alguna  condición;  qae  al  hacer  Francisco  Farrús 
donación  á  su  hijo  Buenaventura  de  todos  sus  bienes,  estuvo  en  su  de¬ 
recho  al  imponerle  la  de  que  si  falleciese  sin  prole  hábil  para  testar, 
habían  de  volver  los  bienes  al  mismo  ó  á  su  heredero;  que  por  haber 
premuerto  el  donador  á  su  hijo  el  donatario,  que  también  falleció  sin 
hijos,  la  herencia  no  pudo  volver  á  a'quél  ni  tampoco  á  su  sucesor,  por 
no  haber  otorgado  testamento;  que  no  habiéndolo  hecho  tampoco  el 
donatario,  la  herencia  había  de  pasar  á  sus  hermanos  que  eran  Dolores 
y  Josefa  Farrús,  y  que  en  su  virtud  era  evidente  el  derecho  de  la  de¬ 
mandante  á  ser  declarada  heredera  abintestato  de  su  hermano  D.  Bue¬ 
naventura  en  concurrencia  con  su  hermana  Doña  Dolores  que  había 
sido  declarada  heredera,  diciéndose  sustituía  de  aquél  que  también  se 
decía  que  lo  fué  con  la  condición  resolutoria  para  el  caso  de  morir  sin 
hijos  que  no  llegasen  á  la  edad  de  testar,  no  desprendiéndose  tal  susti¬ 
tución  de  las  capitulaciones  matrimoniales  expresadas;  y  haciendo  oso 
de  la  acción  de  petición  de  herencia,  pidieron  se  declarase  que  por  ha¬ 
ber  fallecido  intestados  D.  Francisco  y  D.  Buenaventura  Farrús  corres¬ 
pondían  los  bienes  de  éstos  á  sus  dos  únicas  hermanas  Josefa  y  Dolores, 
condenándose  á  la  última  á  dimitir  y  entregar  á  la  primera  la"  mitad  de 
dichos  bienes,  después  de  caducado  el  usufructo  de  la  madre,  dejando 
sin  efecto  la  declaración  de  heredera  obtenida  por  Doña  Dolores,  con 
cancelación  de  las  inscripciones  hechas  á  su  favor  en  el  Registro  de  la 
propiedad  é  imposición  de  costas: 

Resultando  que  los  cónyuges  D.  Julián  Guiliaumet  y  Doña  Dolores 
Farrús  impugnaron  la  demanda,  oponiendo  1%  excepción  de  tiñe  ac¬ 
cione  agis,  y  alegando  como  fundamentos  de  derecho  que  la  cláusula 
de  los  capítulos  matrimoniales  de  D.  Francisco  Farrús  y  Doña  Fran¬ 
cisca  Baulies  contenía  un  llamamiento  prelativo  y  una  sustitución  ab¬ 
soluta  para  sus  hijos,  guardando  el  orden  de  primogenitura  y  prefi¬ 
riendo  siempre  los  varones  á  las  hembras:  que  aquella  sustitución  de 
heredero  era  irrevocable  como  hecha  en  un  contrato  oneroso,  y  concu¬ 
rriendo  en  la  esposa  de  su  representada  la  cualidad  de  primogénita,  era 
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innegable  que  le  correspondía  la  herencia  de  su  difunto  comün  padre, 
salvo  el  usufructo  correspondiente  á  la  madre;  que  en  la  cláusula  de¬ 
institución,  de  heredero  hecha  en  los  capítulos  celebrados  en  virtud  del 
matrimonio  del  difunto  común  hermano,  se  veía  claramente  una  insti¬ 
tución  á  favor  de  la  demandada,  y  que  el  punto  de  partida,  ó  que  había 
de  tenerse  en  cuenta,  era  la  capitulación  matrimonial  de  los  padres  co¬ 
munes  de  los  litigantes,  puesto  que  constituía  la  base  de  la  marcha  su¬ 
cesiva  de  la  familia: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  que  por  haber  fallecido- 
Buenaventura  Farrú3  sin  testamento,  correspondían  á  Doña  Josefa  en 
su  calidad  de  hermana  400  libras,  mitad  de  800  que  el  padre  común  le 
donó  para  que  pudiese  disponer  á  su  voluntad,  caso  de  fallecer  sin  hi¬ 
jos;  que  habiendo  inscrito  Doña  Dolores  Farrús  la  herencia  en  su  favor 
en  ei  Registro  de  la  propiedad,  debía  hacerse  su  división  desde  luego, 
previa  la  declaración  de  coheredera  á  favor  de  la  demandante  sin  espe¬ 
rar  el  fallecimiento  de  la  madre  usufrnctuaria,  y  condenar  á  aquélla  al 
pago  de  las  400  libras  que  le  correspondían  por  haber  fallecido  su  her¬ 
mano  intestado,  las  cuales  habían  de  deducirse  de  la  mitad  de  los  bie¬ 
nes  que  le  pertenecían  siendo  por  ello  obligado  á  otorgar  la  correspon¬ 
diente  escritura  de  división: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  pri¬ 
mera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó  en  13  de  Abril 
de  1882  sentencia  revocatoria,  y  declarando  que  por  haber  fallecido 
intestados  Francisco  y  Buenaventura  Farrús,  correspondían  los  bie¬ 
nes  de  éstos  á  sus  dos  únicas  hermanas  Josefa  y  Dolores  Farrús,  con¬ 
denó  á  dicha  Dolores  Farrús  á  dimitir  y  entregar  ¿Josefa  Farrús,  con¬ 
sorte  de  José  Baldomá,  la  mitad  de  dichos  bienes,  después  que  haya 
caducado  el  usufructo  que  de  ellos  tiene  la  madre  común  Francisca 
Baulies  y  Bastida,  dejando  sin  efecto  la  declaración  de  heredera  obte¬ 
nida  por  dicha  Doña  Dolores  Farrús,  con  cancelación  de  las  inscripcio¬ 
nes  hechas  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propiedad,  sin  hacer  espe¬ 
cial  condenación  de  costas: 

^Resultando  que  los  consortes  demandados  D.  Julián  Gruillaumet  y 
Dorft  Dolores  Farrús  interpusieron  lecurso  de  casación,  por  haberso 
infringido  á  su  juicio: 

Io  La  invariable  jurisprudencia  y  práctica  constante  del  antiguo 
.Principado  de  Cataluña,  según  la  cual  las  capitulacienes  matrimoniales 
tienen  la  fuerza  de  últimas  voluntades,  jurisprudencia  que  ha  sido 
sancionada  por  este  Supremo  Tribunal  en  las  sentencias,  entre  otras 
de  23  de  Marzo  de  1861,  4  de  Junio  de  1866,  15  de  Abril  de  1871  y  28 
de  Abril  de  1878,  por  cuanto  no  se  había  dado  el  valor  que  tenían  á 
las  capitulaciones  matrimoniales  de  Francisco  Fariús  y  Francisca  Ban- 
lies,  al  suponer  que  después  de  la  muerte  del  primero  se  debía  abrir  la 
sucesión  abíntestato,  despreciando  lo  dispuesto  por  aquéllos; 

Y  2o  La  jurisprudencia  anteriormente  citada  y  con  ella  la  ley  de  los 
dos  contratos  que  tenían  fuerza  de  última  voluntad,  á  saber  las  capitu¬ 
laciones  matrimoniales  de  1824  y  1854,  y  juntamente  con  ellas  la  doc¬ 
trina  de  que  las  cláusulas  de  un  contrato  y  de  una  última  voluntad  de¬ 
ben  entenderse  llanamente  como  ellas  suenan;  pues  la  sentencia  no  ha¬ 
bía  respetado  la  institución  de  heredera  i  favor  de  la  hija  mayor  de 
edad  hecha  en  las  capitulaciones  de  1824,  ratificada  en  la  de  1854,  al 
disponer  que  en  ei  caso  de  morir  Buenaventura  sin  hijos,  volvían  los 
bienes  al  donante  ó  á  su  heredero: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 
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Considerando  que  hace  supuesto  de  la  cuestión  para  alegar  como 
infringidos  las  doctrinas  y  jurisprudencia  que  se  citan  en  los  dos  moti¬ 
vos  del  recurso,  porque  estando  concebido  el  heredamiento  que  se  es¬ 
tablece  en  los  capítulos  matrimoniales  de  Francisco  Farrús,  con  la  cláu¬ 
sula  de  hijos  por  hijos  é  hijas  por  hijas,  es  prelativo,  condicional  y  res¬ 
pectivo  al  caso  de  concurrir  hijos  de  dos  matrimonios,  que  no  llegó  á 
tener  lugar,  y  además  quedó  cutapiido  con  la  institución  de  heredero 
y  donación  de  todos  sus  bienes  otorgada  por  el  Francisco  Farrús  á  fa¬ 
vor  de  su  único  hijo  varón  Buenaventura  Farrús  en  las  capitulaciones 
otorgadas  con  motivo  del  matrimonio  de  aquél  con  Antonia  Villaltella, 
y  por  consiguiente  al  declarar  la  sentencia  recurrida  que  por  haber 
muerto  intestados  Francisco  y  Buenaventura  Farrús  corresponden  sus 
bienes  á  las  dos  únicas  hermanas  del  último,  Josefa  y  Dolores,  no  in¬ 
fringe  las  doctrinas  que  se  citan  en  los  motivos  del  recurso,  puesto  que 
se  atempera  á  lo  ordenado  por  el  Francisco  Farrús  en  la  disposición 
antes  citada,  para  en  el  caso  que  se  realizó  de  que  el  Buenaventura 
muriese  sin  hijos,  revertiesen  los  bienes  á  los  donantes  ó  su  heredero, 
que  lo  son  Josefa  y  Dolores  como  únicas  hermanas  de  Buenaventura,  y 
entre  las  cuales  no  estableció  preferencia  algtina  el  citado  Francisco, 
cuya  disposición  es  la  única  que  resta  por  cumplir; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  los  consortes  D.  Julián  Gillaumet  y 
Martí  y  Doña  Dolores  Farrús  y  Baulies,  á  quien  condenamos  en  las  cos¬ 
tas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspon¬ 
diente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  de  los  documentos  que  ha 
remitido. — (Sentencia  publicada  el  18  de  Diciembre  de  1883,  ó  inserta 
en  la  Gaceta  de  28  de  Febrero  de  1884.) 
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Recurso  «le  casación  (20  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Petición  de  herencia. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan 
Dardiñá  con  D.  Juan  llamón  Alás  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  re¬ 
suelve: 

1*  Que  no  infringe  la  voluntad  del  testador,  ni  la  ley  o3-,  tit.  33, 
Partida  7a,  la  sentencia  que  las  aplica  rectamente ; 

Y  2o  Que  cuando  se  trata  de  interpretación  de  cláusulas  diversamen¬ 
te  redactadas ,  el  Tribunal  Supremo  se  atiene  al  texto  de  cada  una  de 
ellas,  y  no  puede  invocarse  jurisprudencia  fundada  en  precedentes  que 
han  recaído  sobre  casos  desiguales ,  á  que  no  siempre  son  aplicables  las 
reglas  dictadas  por  dicho  tribunal  en  excepciones  reclamadas  por  lla¬ 
mamientos  especiales  de  los  testadores. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Bel- 
trán  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su 
territorio  por  D.  Juan  Dardiñá  y  Amat,  comerciante,  con  D.  Juan  Ra¬ 
món  Alás,  panadero,  en  representación  de  sus  hijos  menores  D.  Juan, 
D.  Jaime  y  Doña  María  Ramón  y  Dardiñá,  vecinos  ambos  de  dicha  ciu¬ 
dad  de  Barcelona,  sobre  petición  de  herencia;  pendiente  en  este  Tribu- 
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nal  Supremo  en  virtnd  de  recurso  de  casación  "por  infracción  de  ley  in¬ 
terpuesto  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay  y  el  Procurador  D.  Ig¬ 
nacio  de  Santiago  y  Sánchez,  en  def'n**»  y  representación  del  deman¬ 
dante;  habiendo  sido  defendidos  y  representados  en  este  recurso  los 
demandados  por  el  Licenciado  D.  Agustín  Ondjvilla  y  el  Procurador 
D.  Federico  Grases  Riera: 

Resultando  que  D.  Miguel  Dardiñá  y  Trabé  falleció  en  20  de  Julio 
de  1876,  bajo  testamento  otorgado  en  Barcelona  en  H  de  Marzo  de 
1874,  en  el  que  después  de  hacer  diferentes  legados,  instituyó  y  nom¬ 
bró  por  su  heredero  universal  á  su  sobrino  D.  Miguel  Dardiñá  y  Amat, 
declarando  que  dado  el  caso  de  premorirle  dejando  hijos  legítimos  y  na¬ 
turales,  pasase  la  herencia  á  éstos  de  la  manera  que  hubiera  dispuesto 
su  padre,  y  de  no,  por  parles  iguales;  y  no  dejando  hijos  legítimos  y 
naturales,  la  herencia  pasará  á  D.  Jaime  Dardiñá  y  Amat,  en  las  mismas 
condiciones  y  prevenciones;  de  no  cumplirse  éstas,  á  su  sobrina  Doña 
Margarita  Dardiñá  y  Amat  con  las  mismas  condiciones  y  prevenciones; 
de  no  cumplirse  éstas,  á  su  sobrino  D.  Juan  Dardiñá  y  Amat;  hacien¬ 
do  después  otros  llamamientos  en  la  misma  forma  y  con  iguales  pa¬ 
labras: 

Resultando  que  en  30  de  Octubre  de  1880  dedujo  D.  Juan  Dardiñá 
Amat  la  demanda  origen  do  este  pleito,  en  la  que  fundado  en  dicho 
testamento,  y  alegando  que  el  primer  heredero  instituí  Jo  D.  Miguel 
Dardiñá  y  Amat  poseyó  la  herencia  hasta  el  31  de  Agosto  de  1877  en 
que  falleció  sin  hijos  legítimos  y  naturales;  que  D.  Jaime  Dardiñá,  se¬ 
gundo  llamado  ó  primer  sustituto,  falleció  también  sin  sucesión  en  5  de 
Noviembre  de  1879,  habiendo  ya  fallecido  en  esta  fecha  Doña  Margari¬ 
ta  Dardiñá,  llamada  en  tercer  lugar,  cuya  defunción  tuvo  lugar  en  M 
de  Setiembre  de  1 878;  qae  dicha  Doña  Margarita  dejó  tres  hijos  llama¬ 
dos  María,  Juan  y  Jaime,  á  los  que  nombró  herederos  en  su  líltimo  tes¬ 
tamento,  y  usufructuario  á  su  marido  D.  Juan  Ramón  y  Alás;  y  que 
éste  consignó  que  se  les  pusiera  á  sus  hijos  en  posesión  de  la  herencia 
deD.  Miguel  Dardiñá  y  Trabé;  concluyó  solicitando  que  en  uso  de  la 
acción  pelitio  hareditatis  que  ejercitaba,  se  declarase  en  definitiva  que 
era  heredero  universal  de  su  tío  D.  Miguel  Dardiñá  y  Trabé;  y  se  con¬ 
denase  en  su  consecuencia  á  D.  Juan  Ramón  Alás,  en  representación  de 
sus  hijos  menores,  á  entregarle  todos  los  bienes  de  que  hubiesen  sido 
puestos  en  posesión,  procedentes  de  la  herencia  de  dicho  D.  Miguel,  con 
los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  que  entraron  en  dicha 
posesión: 

Resultando  que  D.  Juan  Ramón  Alás  contestó  la  demanda  en  la  in¬ 
dicada  representación  en  que  litiga,  invocando  en  oposición  á  ella  la 
excepción  sine  aclione  agis ,  y  pidiendo  que  se  absolviese  de  dicha  de¬ 
manda  con  imposición  al  actor  de  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas, 
alegando  en  su  apoyo  que  Doña  Margarita  instituyó  herederos  á  sus 
tres  hijos,  sustituyéndoles  mütuamente  para  el  caso  de  que  alguno  de 
ellos  falleciese  en  la  impubertad;  y  que  por  lo  tanto  habiendo  fallecido 
sin  hijos  D.  Jaime  Dardiñá  y  Ama't,  y  habiéndole  premuerto  su  herma¬ 
na  Doña  Margarita,  la  herencia  en  cuestión  tuvo  que  pasar  y  pasó  á 
los  hijos  y  herederos  de  ésta  : 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bar¬ 
celona  dictó  sentencia  en  estos  autos  en  17  de  Noviembre  del  año  pró¬ 
ximo  pasado,  revocando  la  que  había  dictado  el  Juzgado  y  absolvien¬ 
do  á  D.  Juan  Ramón  y  Alás,  en  su  calidad  de  representante  de  sus  hi- 
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jos  D.  Juan,  D.  Jaime  y  Doña  María  Ramón  y  Dardíñá,  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Juan  Dardíñá  y  Amat: 

Resultando  que  D.  Juan  Dardíñá  y  Amat  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción,  por  considerar  infringidas: 

1*  La  voluntad  del  testador  en  materia  de  testamentifacción,  que  es 
la  ley  que  principalmente  debe  respetarse,  según  la  doctrina  estableci¬ 
da  por  este  Tribunal'Supremo  en  multitud  de  fallos,  entre  otros,  en  los 
de  17  de  Marzo  de  1874  y  6  del  mismo  mes  de  1875,  por  cuanto  ni  pue¬ 
de  deducirse  de  la  lectura  de  la  cláusula  testamentaria  de  D.  Miguel 
Dardiñá  y  Trabé  que  quiso  llamar  directamente  á  la  herencia  á  les  hijos 
de  su  sobrina  Margarita,  ni  se  ha  cumplido  la  condición  que  según  la 
misma  cláusula  era  preciso  que  se  cumpliese  para  que  tal  llamamiento 
pudiese  tener  lugar: 

2o  La  ley  5a,  tít.  33,  Partida  7a,  según  la  cual  las  palabras  de  los  tes¬ 
tadores  deben  entenderse  llanamente  y  como  suenan,  porque  es  evi¬ 
dente  que  entendiendo  de  este  modo  la  cláusula  testamentaria  de  que 
se  trata  no  puede  lógicamente  deducirse  que  los  hijos  de  Doña  Marga¬ 
rita  fuesen. llamados  directamente  á  la  herencia  de  D.  Miguel  Dardiñá, 
aunque  su  madre  hubiese  premuerto  al  heredero  que  con  arreglo  al 
testamento  fuó  instituido  con  anterioridad  á  ella,  puesto  que  las  pala¬ 
bras  acón  las  mismas  condiciones  y  prevenciones»  entendidas  llana¬ 
mente  y  como  suenan  le  colocan  en  la  mismh  situación  respecto  al  tes¬ 
tador  en  que  quedó  colocado  el  heredero  instituido  en  primer  lugar: 

3o  La  doctrina  legal  constantemente  sancionada  por  la  jurispruden¬ 
cia  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  24  de 
Abril  de  1867,  28  de  Setiembre  del  mismo  año,-  24  de  Diciembre  de 
1874,  y  muy  especialmente  en  la  de  22  de  Mayo  de  1880,  de  que  en 
toda  institución  hereditaria  é  igualmente  en  las  instituciones  es  requi¬ 
sito  indispensable  que  el  instituido  y  el  instituto  en  su  casó  tengan 
capacidad  para  aceptar  la  herencia  al  cumplirse  la  condición  impuesta 
por  el  testador,  y  por  consiguiente  el  instituto  que  premuere  al  insti¬ 
tuido  habiendo  sido  llamado  expresamente  para  cuando  éste  fallezca 
sin  hijos,  no  ha  podido  adquirir  ningún  derecho  porque  no  ha  llegado 
el  caso  de  la  institución,  puesto  que  Doña  Margarita  Dardiñá  premurió 
A  D.  Jaime  que  era  á  quien  debía  sustituir  con  arreglo  al  testamen¬ 
to  de  D.  Juan,  y  no  pudo  por  consiguiente  aceptar  la  herencia  á  la 
muerte  de  D.  Jaime  ni  adquirir  derechos  de  ningún  género  sobre  ella; 

Y  4°  La  doctrina  establecida  asimismo  por  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencias  de  24  de  Abril  de  1867,  25  do  Abril  de  1881  y  en  otras, 
de  que  á  nadie  se  trasmiten  derechos  que  no  se  tiene,  por  cuanto  Doña 
Margarita  no  pudo  trasmitir  á  sus  hijos  derechos  que  nunca  llegó  á  te¬ 
ner  sobre  la  herencia  en  cuestión  : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Díaz  de  Rueda: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  la  voluntad  del  testador 
invocada  en  el  primer  motivo,  ni  la  ley  citada  en  el  segundo,  sino  que 
por  el  contrario  les  aplica  rectamente,  porque  instituida  en  tercer  lu¬ 
gar  Doña  Margarita  Dardiñá  con  las  mismas  condiciones  y  prevencio¬ 
nes  que  lo  había  sido  el  primero  D.  Miguel  Dardiñá,  el  llamamiento  ex¬ 
preso  y  directo  de  los  hijos  de  éste  en  caso  de  premoriencia  del  mismo 
es  igualmente  aplicable  á  los  hijos  de  aquélla,  entendiendo  así  llana¬ 
mente  y  como  suenan  las  palabras  del  instituyente: 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  doctrinas  expresadas  en  los 
motivos  3o  y  4o,  porque  cuando  se  trata  de  interpretación  de  cláusulas 
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diversamente  redactadas,  el  Tribunal  Supremo  se  atiene  al  texto  da 
cada  una  de  ellas,  y  no  puede  invocarse  jurisprudencia  fundada  en  pre  • 
cedentes  qub  han  recaído  sobre  casos  desiguales,  á  que  no  siempre  son 
aplicables  las  reglas  mencionadas  en  dichos  motivos,  sino  excepciones 
reclamadas  por  llamamientos  especiales  de  los  testadores; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Dardiñá  y  Amat,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelo¬ 
na  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y 
documentos  que  ha  remitido. — (Sent  ncia  publicada  el  20  de  Diciem¬ 
bre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  29  de  Enero  de  1884.) 
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Hecurso  de  casación  (20  de  Diciembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Validez  de  un  codicilo— Restitución  de  bienes. — lia  lugar 
en  parte  al  interpuesto  por  Doña  Josefa  Magariños  con  D.  Benito  Stá- 
rez  (Audiencia  de  la  Coruña),  y  se  resuelve: 

1°  Que  la  voluntad  del  testador  solemnemente  consignada  en  unco - 
dicilo  de  legar  ciertos  bienes  á  una  persona,  ni  racional  ni  legalmente 
puede  entenderse  revocada  por  la  escritura  posterior  en  cuya  virtud 
hizo  donación  al  mismo  legatario  de  la  casi  totalidad  de  aquellos  bie¬ 
nes ;  porque  este  último  arto,  lejos  de  revelar  propósito  alguno  de  inva¬ 
lidar  ó  revocar  aquella  voluntad ,  constituye  por  el  contrario  un  testi¬ 
monio  palpable  de  que  el  testador  perseveraba  y  se  ratificaba  en  el  afec¬ 
to  demostrado  al  legatario,  anticipándole  la  propiedad  y  la  posesión  de 
su  legado-,  no  siendo  por  lo  tanto  aplicables  al  caso  las  leyes  2a,  til.  5o, 
libro  "i0  del  Fuero  Real ,  y  17.  40  y  43.  til.  9o  de  la. Partida  6a,  encami¬ 
nadas  sólo  á  resolver  las  dudas  posibles  cuando  el  testador  dispone  de 
los  objetos  legados  en  favor  de  terceras  personas  ó  de  cualquier  otra 
forma: 

2°  Que  perfectamente  compatibles  entre  sí,  según  lo  expuesto,  el  legada 
y  la  donación  de  que  se  trata  reclamante  entendidos,  legitimo  es  tam¬ 
bién  el  derecho  del  legatario  declarado  por  la  sentencia  para  obtener  los 
bienes  que  no  han  podido  ser  objeto  de  la  donación  por  impedirlo  la  eje¬ 
cutoria  que  la  declaró  excesiva,  pero  no  nulo  el  legado ,  porque  no  fué 
esta  la  materia  de  aquel  juicio ,  ni  cabria  en  el  presente  declarar  esa 
nulidad  sin  infringir  la  voluntad  del  testador ,  que  como  ley  en  la  ma¬ 
teria  por  nadie  ha  sido  puesta  en  duda ;  cediendo  ante  esta  suprema  con¬ 
sideración  por  improcedentes  las  infracciones  de  ley  que  se  alegan  de 
la  cosa  juzgada,  de  la  ley  7a,  tít.  10  de  la  Partida  3a  y  de  la  doctrina  en 
su  consecuencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo ; 

Y 3o  Que  la  sentencia  que  no  es  congruente  con  la  demanda ,  infrin¬ 
ge  la  ley  16,  tít,  22  de  la  Partida  3a. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Caldas  de  Reys, 
y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  D.  Benito  Seá- 
rez  Vázquez,  Médico  Cirujano,  vecino  de  Santa  Columba  de  Louro,  con 
Doña  Josefa  Magariños  Oliveira,  propietaria,  de  la  misma  vecindad, 
sobre  validez  de  un  codicilo  y  restitución  de  bienes  con  frutos;  auto» 
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que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  Doña  Josefa  Magariños  por  el  Procura¬ 
dor  D.  Manuel  Martín  Veña,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Gerar¬ 
do  Neyra  Flórez,  habiendo  representado  y  defendido  al  Seárez  Vázquez 
el  Procurador  D.  Ignacio  de  Santiago  y  el  Licenciado  D.  Rafael  Villar 
y  Rivas: 

Resultando  que  D.  Francisco  Oliveira  Ferre,  Presbítero,  por  testa¬ 
mento  otorgado  en  16  de  Mayo  de  1870,  revocatorio  de  disposiciones 
anteriores,  después  de  varios  legados  que  en  el  mismo  hizo  instituyó 
por  única  y  universal  heredera  en  el  remanente  de  sus  bienes  á  su  so¬ 
brina  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira,  casada  con  D.  José  María  Ro¬ 
mero: 

Resultando  que  en  H  de  Marzo  de  1872  el  mismo  D.  Francisco  Oli¬ 
veira  otorgó  un  codicilo  con  objeto  de  adicionar  el  testamento  de  16  de 
Mayo  de  1870  y  dejar  asegurada  en  igual  forma  la  ejecución  de  sus 
nuevas  disposiciones,  en  cuyo  codicilo  legó  á  D.  Benito  Seárez  Vázquez, 
casado  con  su  sobrina  Doña  Ramona  Magariños  Oliveira,  de  la  casa 
nueva  habitación  y  residencia  del  testador,  con  sus  casitas  y  huerta 
unida  y  todos  los  muebles,  ropas  y  semovientes  que  á  su  muerte  se  en¬ 
contrasen  en  las  mismas  y  varios  bienes  raíces  que  determinó,  expre¬ 
sándose  que  si  el  instituido  heredero  en  el  testamento  se  opusiese  á  lo 
legatado  fuera  desheredado,  recayendo  por  virtud  de  ello  la  herencia 
del  testador  en  el  D.  Benito  Seárez: 

Resultando  que  en  29  de  Abril  de  1872  el  Presbítero  D.  Francisco 
Oliveira  otorgó  escritura,  por  la  que  hizo  á  D.  Benito  Seárez  gracia  y 
donación  perfecta  é  irrevocable  de  varios  bienes  que  en  su  mayor 
parte  ya  le  había  legatado  en  el  codicilo,  expresando  que  el  donante 
usufructuaría  los  bienes  donados  durante  su  vida  y  á  su  muerte  el  do¬ 
natario  adquiriría  el  dominio  absoluto,  podiendo  desde  luego  apode¬ 
rarse  de  ellos  con  los  frutos  que  contuvieran,  inclusos  los  semovientes: 
que  los  bienes  no  valían  más  de  1.87o  pesetas,  y  si  más  valieran,  tam¬ 
bién  hacía  del  resto  gracia  al  donataricf.  que  al  ocurrir  su  fallecimiento, ' 
ó  antes  si  el  agraciado  conviniere,  podría  exigir  de  D.  José  María  Rome¬ 
ro  que  desalojase  ó  extrajese  un  horno  que  por  gracia  del  donante  te¬ 
nía  colocado  en  la  finca  llamada  Asiento;  y  que  si  alguno  de  los  here¬ 
deros  instituidos  en  su  testamento  de  16  de  Mayo  de  1870  ó  que  por  su 
revocación  instituyese  en  lo  sucesivo  fuera  contra  lo  estipulado  en  la 
.  donación,  se  entendiera  de  hecho  desheredado,  pasando  la  parte  de  he¬ 
rencia  en  que  la  institución  consistiera  al  donatario  Seárez,  concluyen¬ 
do  con  la  manifestación  de  que  no  tenía  herederos  forzosos  ni  la  dona¬ 
ción  era  inmensa,  cabiendo  dentro  de  lo  que  las  leyes  permitían  donar: 

Resultando  que  D.  Francisco  Oliveira  falleció  en  6  de  Octubre  de 
1872,  y  en  su  consecuencia  D.  Benito  Seárez  promovió  interdicto  de 
adquirir  la  posesión  de  los  bienes  de  que  el  repetido  Oliveira  le  había 
hecho  gracia  por  la  donación  de  29  de  Abril  de  1872,  la  que  obtuvo, 
requiriéndose  á  su  instancia  á  D.  José  María  Romero  en  3  de  Diciembre 
de  dicho  año  para  que  reconociese  por  dueño  y  legítimo  poseedor  al 
Seárez  de  los  bienes  donados  y  de  que  entrara  en  posesión  por  el  expre¬ 
sado  interdicto: 

Resultando  que  en  8  de  Abril  de  1873,  D.  José  María  Romero  en 
concepto  de  esposo  de  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira,  propuso  de¬ 
manda  por  acción  real  sobre  varias  fincas  contra  D.  Benito  Seárez,  pi¬ 
diendo  en  ella  que  se  condenase  al  demandado  á  dejar  libres  y  á  su  dis- 
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posición  las  fincas  reclamadas  con  frutos  desde  la  muerte  de  D.  Fran¬ 
cisco  Oliveira,  y  declarando  previamente,  si  preciso  fuera,  de  ningún 
valor  ni  efecto  los  títulos  que  aquél  invocara  en  su  derecho;  admitida 
dicha  demanda,  Seárez  se  opuso  á  ella  pidiendo  se  le  ahsolviera  de  la 
misma  con  costas  y  perpetuo  silencio  al  demandante  declarándose  al 
propio  tiempo  que  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira  por  el  mero  hecho 
de  entablar  su  reclamación  había  perdido  el  derecho  que  tenía  á  la  he¬ 
rencia  de  D.  Francisco  Oliveira  Ferro  y  quedaba  privada  de  la  misma, 
habiendo  pasado  ésta  y  perteneciendo  al  demandado,  en  cuyo  sentido 
debía  condenarse  al  Romero,  como  marido  de  aquélla,  á  que  se  la  en¬ 
tregara  é  hiciera  suelta  y  dejación  con  frutos  desde  la  muerte  del  ex¬ 
presado  Oliveira,  pues  acerca  de  ella  daba  por  interpuesta  la  más  co¬ 
rrespondiente  reconvención  y  mutua  petición;  y  seguido  el  pleito  por 
todos  sus  trámites,  terminó  por  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de 
42  de  Noviembre  de  4878,  por  la  que  se  declaró  nula  la  donación  otor¬ 
gada  en  29  de  Abril  de  4872  por  el  Presbítero  D.  Francisco  Oliveira 
Ferro  á  D.  Benito  Seárez  en  cuanto  excediese  de  la  cantidad  de  30.073 
reales  18  maravedises,  equivalentes  á  los  500  maravedises  de  oro  que 
permite  donar  sin  insinuación  la  ley  9a,  tít.  4°,  Partida  5*,  y  en  su 
consecuencia  se  condenó  al  D.  Benito  Seáreí  á  que  dejase  á  disposición 
de  la  demandante  ios  bienes  comprendidos  en  dicha  donación  que  ex¬ 
cedieren  de  la  cantidad  mencionada,  con  los  frutos  producidos  y  debi¬ 
dos  producir  desde  la  contestación  á  la  demanda,  absolviendo  á  Doña' 
Josefa  Magariños  Oliveira  de  la  reconvención  deducida  contra  la  mis¬ 
ma  por  el  demandado  Seárez: 

Resultando  que  en  43  de  Enero  de  4879  D.  Benito  Seárez  Vázquez 
propuso  demanda  sobre  que  se  declarase  la  validez  y  subsistencia  del 
codicilo  otorgado  por  el  Presbítero  Oliveira  el  24  de  Marzo  de  4  872: 
que  se  condenase  á  la  demandada  Doña  Josefa  Magariños  á  restituir  al 
actor,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir,  los  bienes  ccm 
prendidos  en  una  relación  que  á  la  demanda  se  acompañó:  que  se  la 
condenase  igualmente  á  la  restitución  de  la  herencia  del  mismo  Pres¬ 
bítero,  con  los  frutos  á  la  misma  correspondientes  y  las  costas,  y  que 
se  entendiera  el  demandante  dispensado  de  hacer  restitución  alguna 
de  las  mencionadas  en  el  codicilo  y  con  derecho  en  su  caso  á  recobrar¬ 
los;  estableciendo  al  efecto  como  puntos  de  hecho,  después' de  hacer 
mérito  de  los  antecedentes  relacionados,  que  Doña  Josefa  Magariños  se 
hallaba  incautada  sin  razón  de  los  bienes  que  figuran  en  una  relación 
acompañada  con  la  demanda,  todos  los  cuales  según  el  codicilo  corres¬ 
pondían  al  demandante;  y  como  fundamentos  de  derecho  que  en  un  co¬ 
dicilo  abierto  no  sólo  se  pueden  dejar  mandas,  sino  también  hacer  desig¬ 
nación  de  heredero  y  modificar  por  consiguiente  la  que  en  el  testamen¬ 
to  se  haya  hecho:  que  un  codicilo  no  se  entiende  revocado  por  una  do¬ 
nación  en  que  se  amplía  la  gracia  concedida  en  él:  que  la  excepción  de 
cosa  juzgada  no  procede  cuando  se  demanda  en  virtud  de  nuevo  títu¬ 
lo;  y  que  el  detentador  de  mala  fe  sin  título  debe  restituir  la  cosa  que 
detenta,  no  tan  sólo  con  los  frutos  producidos,  sino  con  los  debidos 
producir: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Magariños  se  opuso  á  la  demanda,  pi¬ 
diendo  en  su  escrito  de  contestación  que  se  le  absolviera  de  ella  con 
las  costas  al  demandante;  al  efecto  expuso,  además  de  ciertos  particu¬ 
lares  que  aparecen  relacionados  en  los  antecedentes,  que  por  la  senten¬ 
cia  de  este  Tribunal  Supremo  de  42  de  Noviembre  de  1878,  no  sólo  se 
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declara  nula  en  so  mayor  parte  la  donación  por  no  estar  insinuada, 
condenando  á  Seárez  á  restituir  con  frutos  los  bienes,  sino  que  se  ab¬ 
solviera  á  la  demandante  de  la  reconvención:  que  actualmente  volvían 
á  hacerse  materia  de  reclamación  judicial  los  bienes  del  anterior  liti¬ 
gio,  reclamándoles  el  demandante  como  dueño,  en  virtud  del  codicilo, 
á  la  manera  que  antes  los  quería  por  estar  comprendidos  en  la  dona 
ción  y  queriendo  la  herencia  del  Presbítero  de  igual  manera  que  por 
reconvención  la  reclamara  anteriormente;  cuidando  de  hacer  constar 
el  fundamento  de  la  demanda  en  un  título  diverso  de  la  donación,  aunr 
que  sin  exponer  serle  conocido  este  titulo  al  instar  el  otro  pleito:  que 
el  codicilo  de  24  de  Marzo  de  1872,  base  de  la  actual  demanda,  fuera 
objeto  de  referencia  expresa  en  la  donación,  habiendo  sido  citado  y 
compulsado  en  el  anterior  pleito:  que  ni  en  la  sentencia  de  este  Tribu  - 
nal  Supremo  ni  en  las  de  primera  y  segunda  instancia  se  hiciera  reser  - 
va  alguna  de  derecho  al  Seárez  por  razón  del  codicilo  ni  por  ningún 
otro  concepto;  y  que  la  cláusula  penal  codicilar  no  obstaba  á  Doña  Jo 
sefa  Magariños  por  no  haberle  sido  notificada:  que  la  donación  de  29 
de  Abril  de  1872  revocó  el  codicilo  de  24  de  Marzo  anterior:  que  dicha 
donación  fué  válida  en  si  misma  y  se  anuló  en  sus  efectos  en  cuanto 
excediese  de  500  maravedises  de  oro  por  la  falta  de  insinuación,  de  la 
cual  es  responsable  el  donatario:  que  no  cabe  presumir  que  fuera  vo¬ 
luntad  del  dqnante  mantener  en  vigor  un  codicilo  en  el  cual  legataba 
las  mismas  cosas  que  eran  objeto  de  la  donación:  que  por  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Noviembre  de  1878  se  declara  nula 
la  donación  de  29  de  Abril  de  1872  en  cuanto  excede  de  30.073  rs.  con 
18  maravedises  vellón  de  la  moneda  entonces  actual;  de  forma  que  de 
los  bienes  donados  comprendidos  anteriormente  en  el  codicilo  tenía  Don 
Benito  Seárez  derecho  á  los  que  valgan  la  expresada  suma,  y  siendo 
dueño  de  ellos  por  titulo  de  donación,  mal  puede  serlo  por  título  de  co¬ 
dicilo;  pues  declarada  aquélla  válida  por  ejecutoria  en  la  cantidad  ex¬ 
presada,  no  puede  declararse  válido  y  subsistente  el  codicilo,  porque 
ambas  sentencias  habían  de  contradecirse  como  se  contradecían  ambos 
títulos:  que  aun  suponiendo  que  el  codicilo  no  quedase  revocado  por 
la  donación  posterior,  no  podía  invocarse  útilmente  después  de  un  fa¬ 
llo  obtenido  en  un  pleito  entre  las  mismas  personas  sobre  iguales  co¬ 
sas  é  idénticas  acciones:  que  una  ley  penal  no  es  de  aplicación  cuando 
no  se  hizo  saber  en  debida  forma  á  la  persona  á  quien  haya  de  perjudi¬ 
car,  además  de  que  la  demandada  en  este  pleito  no  se  oponía  á  lo  con¬ 
signado  por  el  Presbítero  Oliveira  en  el  codicilo,  limitándose  á  afirmar 
que  el  demandante  no  podía  hacer  valer  este  título  por  hallarse  revo¬ 
cado,  y  aun  no  estándolo  tampoco  podría  hacerlo  valer  después  del 
pleito  anterior;  y  que  la  demandada  no  era  poseedora  de  mala  fe,  por¬ 
que  el  testamento  es  el  justo  titulo  que  la  acredita  como  du<ña  de  jas 
cosas  que  se  la  reclamaban,  en  cuyo  concepto  consignó  anular  la  do¬ 
nación  invocada  anteriormente  por  Seárez  y  que  se  condenara  á  éste 
*  entregar  con  frutos  las  fincas  que  aun  retenía  y  eran  objeto  de  su  de¬ 
manda  actual: 

Resultando  que  en  los  escritosde  réplica  y  dúplica  las  partes  dieron 
Por  fijados  definitivamente  los  mismos  puntos  de  hecho  y  de  derecho  de 
su  demanda  y  contestación  respectiva:  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y 
Practicadas  las  propuestas,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia, 
de  la  que  interpuso  apelación  Doña  Josefa  Magariño  Oliveira;  y  sustan¬ 
ciada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  por 
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sentencia  de  28  de  Marzo  de  4883,  confirmatoria  en  parte  de  la  apelada, 
declaró  válido  el  codicilo  otorgado  por  el  Presbítero  D.  Francisco  Oli- 
veira  Ferro  en  24  de  Marzo  de  4  872  y  subsistente  el  legado  hecho  á  fa¬ 
vor  de  D.  Benito  Seárez  Vázquez  únicamente  en  cuanto  á  los  bienes 
que  no  han  podido  ser  objeto  de  ia  donación  de  29  de  Abril  siguiente, 
condenando  á  Doña  Josefa  Magariños  á  que  entregue  al  Seárez  Váz¬ 
quez  la  finca  ó  pinar  llamado  de  Soco,  con  los  frutos  producidos  y  de 
bidos  producir  desde  la  contestación  á  la  demanda,  y  los  demás  bienes 
no  imputados  en  la  donación  referida,  caso  de  haber  sido  restituidos  á 
virtud  de  la  ejecutoria  de  este  Tribunal  Supremo  de  4  2  de  Noviembre 
de  4878,  con  los  frutos  respecto  á  ellos  desde  el  escrito  de  contestación 
a  la  otra  demanda  del  pleito  sobre  nulidad  de  dicha  donación;  y  absol¬ 
vió  á  la  Magariños  déla  restitución  de  los  semovientes,  muebles  y  fru¬ 
tos  de  que  trata  la  relación  del  folio  4  4  de  la  pieza  principal  y  de  las 
demás  pretensiones  que  contiene  la  demanda  origen  de  estos  autos, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas  de  primera  ni  de  segunda  ins¬ 
tancia: 

Resultando  que  por  parte  de  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira  se  in¬ 
terpuso  recurso  de  casación,  alegando  como  motivos: 

Io  Que  el  codicilo  de  24  de  Marzo  de  4872,  que  se  invoca  como  fun  • 
daraento  único  de  la  demanda,  quedó  revocado  por  la  donación  de  29 
de  Abril,  en  cuanto  ambos  títulos  se  refieren  á  unos  mismos  bienes: 
que  por  consiguiente  la  sentencia  recurrida  infringe  las  leyes  2a,  títu¬ 
lo  5o,  libro  3’  del  Fuero  Real,  y  47,  40  y  43,  tit.  9°\le  la  Partida  6a,  en 
el  concepto  de  declarar  subsistente  el  legado  que  por  su  propia  natura¬ 
leza  jurídica  á  tenor  de  dichas  leyes  quedó  revocado  por  la  donación 
posterior: 

2o  Que  la  sentencia  que  estimó  en  este  pleito  la  acción  fundada  en 
el  codicilo,  siendo  asi  que  en  pleito  anterior  excepcionara  Seárez,  ejer¬ 
citando  el  derecho  derivado  de  la  donación,  infringe  en  este  concpto 
la  ley  7a,  tit.  40  de  la  Partida  3*,  en  la  cual  si  bien  se  faculta  al  liti¬ 
gante  para  deducir  varias  demandas  en  una  sola,  y  la  condición  del  de¬ 
mandado  para  este  caso  debe  reputarse  igual  á  la  del  demandante,  se 
exceptúa  el  caso  de  que  «sea  contraria  la  una  de  la  otra,  ca  si  tales 
fuesen  non  lo  podría  facer;»  pensamiento  que  el  legislador  condena  en 
estas  otras  palabras  de  la  misma  ley:  «mas  debe  escoger  la  una  dellas 
cual  se  quisiese  catando  en  cual  dellas  le  yace  mayor  pro;  y  escogiendo 
ia  una  non  puede  después  tornar  á  la  otra:» 

3o  Que  es  contrario  á  la  cosa  juzgada  conceder  á  D.  Benito  Seárez 
los  mismos  bienes  que  está  condenado  á  entregar  por  la  ejecutoria  de 
este  Tribunal  Supremo  de  42  de  Noviembre  de  4878  en  el  pleto  á  que 
esta  ejecutoria  puso  término:  que  Doña  Josefa  Magariños  invocó  al 
contestar  la  demanda  la  excepción  de  cosa  juzgada;  y  la  sentencia  re¬ 
currida  que  desestimó  esa  excepción,  condenando  á  la  demandada  á 
entregar  al  demandante  los  bienes  no  imputados  en  ia  donación  de  que 
se  ha  hecho  mérito,  caso  de  haber  sido  restituidos  á  virtud  de  la  ejecu¬ 
toria  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Noviembre  de  4878,  infringe 
esta  ejecutoria,  así  como  la  ley  49,  tít.  22  de  la  Partida  3a,  y  la  doc¬ 
trina  legal  establecida  en  las  sentencias  de  esté  Tribunal  Supremo  de 
27  de  Octubre  de  4 857;  4  de  Marzo  de  4  865,  34  de  Diciembre  de  4  866. 
27  de  Octubre  de  4864,  9  y  44  de  Marzo  y  4  de  Diciembre  de  4865,  » 
de  Marzo,  9  y  30  de  Junio  de  4866  que  condenan  toda  la  doctrina  rela¬ 
tiva  á  la  cosa  juzgada: 
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4o  Que  D.  Barrito  Seárez  no  pi lió  en  la  demanda  ni  en  escrito  algu¬ 
no  del  pleito  otros  frutos  que  los  correspondientes  á  los  bienes  com¬ 
prendidos  en  la  relación  que  acompañó,  y  respecto  á  los  demás  bienes 
comprendidos  en  el  codicilo  y  que  figuran  en  la  donación  se  limitó  á 
pedir  que  se  le  dispensase  de  entregarlos  y  en  su  caso  con  derecho  á  re¬ 
cobrarlos,  el  Juez  lo  estimó  así;  pero  la  Sala  de  la  Audiencia  condenó 
al  recurrente  á  entregar  al  demandante  los  bienes  no  imputados  en  la' 
donación,  caso  de  haber  sido  restituidos  á  virtud  de  la  ejecutoria  de 
este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Noviembre  de  1878,  con  los  frutos 
respecto  á  ellos  desde  el  escrito  de  contestación  i  la  otra  demanda  del 
pleito  sobre  nulidad  de  dicha  donación,  infringiendo  la  ley  16,  tít.  22 
de  la  Partida  3*,  en  el  concepto  de  que  el  juzgador  adebe  catar  afina¬ 
damente  qué  cosa  es  aquélla  sobre  que  contienden  las  partes  ante  é  en 
juicio,  é  otrosí  en  qué  manera  facen  la  demanda;  é  sobre  todo  qué  ave¬ 
riguación  ó  qué  prueba  es  fecha  sobre  ella;  á  estonce  debe  dar  juicio 
Sobre  aquella  cosa;»  infringiendo  así  bien  la  doctrina  establecida  por 
este  Tribunal  Suprimo  en  sentencias  de  20  de  Junio  y  12  de  Octubre 
de  1859,  2fi  de  Marzo  de  1860,  12  y  18  de  Enero,  22  de  Marzo  y  7  de 
Abril  de  1866,  según  las  que  es  nula  la  sentencia  que  extralimita  la 
demanda  aunque  sólo  sea  condenando  á  la  devolución  de  mayor  canti¬ 
dad  de  frutos  que  los  que  se  piden  por  el  demandante:  que  la  senten¬ 
cia  debe  contraerse  á  las  peticiones  hechas  oportnnamente  en  la  deman¬ 
da,  y  que  procede  la  casación  contra  las  que  deciden  sobre  objetos  que 
no  se  han  reclamado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 

Considerando  que  la  voluntad  del  testador  D.  Francisco  Oiiveira, 
solemnemente  consignada  en  ese  codicilo  de  24  de  Marzo  de  1872  de 
legar  ciertos  bienes  á  D.  Benito  Seárez,  ni  racional  ni  legalmente  pue¬ 
de  entenderse  revocada  por  la  escritura  de  29  de  Abril  siguiente,  en 
cuya  virtud  hizo  donación  al  mismo  legatario  de  la  casi  totalidad  de 
aquellos  bienes,  porque  este  último  acto,  lejos  de  revelar  propósito  al¬ 
guno  de  invalidar  ó  revocar  aquella  voluntad,  constituye  por  el  con¬ 
trario  un  testimonio  palpable  de  que  el  testador  perseveraba  y  se  rati¬ 
ficaba  en  el  afecto  demostrado  al  Seárez,  anticipándole  la  propiedad  y 
la  posesión  de  su  legado;  no  siendo  por  lo  tanto  aplicables  al  caso  las 
leyes  que  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  encaminadas  sólo  á 
resolver  las  dudas  posibles  cuando  el  testador  dispone  de  los  objetos 
legados  en  favor  de  terceras  personas  ó  de  cualquier  otra  forma: 

Considerando  que  perfectamente  compatibles  entre  sí  según  lo  ex- 

{►uesto  el  legad)  y  la  donación  de  que  se  trata  rectamente  entendidos, 
egílimo  es  también  el  derecho  del  legatario  Seárez  declarado  por  la 
sentencia  para  obtener  los  bienes  que  no  han  podido  ser  objeto  de  la 
donación  por  impedirlo  la  ejecutoria  de  12  de  Noviembre  de  1878  que 
la  declaró  excesiva,  pero  no  nulo  el  legado,  porque  no  fué  esta  la  ma¬ 
teria  de  aquel  juicio,  ni  cabría  en  el  presente  declarar  esa  nulidad  sin 
infringir  la  voluntad  del  testador,  que  como  ley  en  la  materia  por  na¬ 
die  ha  sido  puesta  en  duda,  cediendo  ante  esta  suprema  consideración 
Por  improcedentes  todas  las  infracciones  de  ley,  de  cosa  juzgada  y  de 
doctrina  que  contra. la  sentencia  se  invocan  en  los  motivos  2o  y  3o  del 
recurso: 

Considerando,  en  orden  al  cuarto  y  último  motivo,  que  la  sentencia 
al  condenar  á  la  demandada  Doña  Josefa  Magariños  al  abono  desde  la 
contestación  de  la  demanda  en  el  otro  pleito  de  los  fruí  s  producidos 
tomo  53  28 


JURTSPRUDENCIA  CIVIL 


434 

per  los  bienes  no  imputados  en  la  donación,  caso  de  haber  sido  resti¬ 
tuidos  á  virtud  de  aquella  ejecutoria,  infringe  en  efecto  la  ley  46,  tí¬ 
tulo  22  de  la  Partida  3a  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribu  - 
nal  Supremo,  entre  otras  razones,  por  la  principal  de  no  haber  sido  re¬ 
clamados  esos  frutos  por  el  demandante; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Magariños  Oliveira  en 
cuanto  á  los  tres  primeros  motivos,  y  que  ha  lugar  a  dicho  recurso  en 
lo  referente  al  cuarto  motivo,  ó  sea  á  la  parte  de  la  sentencia  de  la  Au¬ 
diencia  que  condena  á  la  recurrente  al  abono  desde  la  contestación  de 
la  otra  demanda  en  el  pleito  sobre  nulidad  de  la  donación  de  los  frutos 
producidos^  por  los  bienes  no  imputados  en  la  donación;  en  cuyo  extre¬ 
mo  casamos  y  anulamos  la  referida  sentencia.— (Sentencia  publicada  el 
20  de  Diciembre  de.1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  29  de  Enero  de  1884.) 


372 


Competencia  en  asunto  de  Ultramar  (24  de  Diciembre  de 
1883).— Safo  tercera. — Pago  de  pesos. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Belén  de  la  Habana  la  suscitada  con 
el  de  igual  clase  de  el  del' Centro  de  Madrid,  sobre  conocimiento  de 
la  demanda  entablada  por  Doña  Cristina  Cagigal  contra  Doña  Francisca 
Agoilar,  y  se  resuelve: 

Io  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  del  55  y  en  el  5«  de  la  Novísima ,  es  Juez  competente  para  conocer 
de  los  pleitos  á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase 
aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido ;  reputándose  expresa 
la  sumisión,  según  el  art.  1 0  de  la  primera  ley  citada,  cuando  los  in¬ 
teresados  renuncian  clara  y  terminantemente  al  fuero  propio,  desig¬ 
nando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  someten ,  y  prohibiendo  el 
art.  75  de  dicha  ley  notísima  proponer  la  inhibitoria  ni  la  declinato¬ 
ria  al  litigante  que  se  hubiera  sometido  al  Juez  que  conozca  del  asunto; 

Y  2°  Que  es  de  ley  y  de  jurisprudencia  que  lo  pactado  sobre  la  re¬ 
nuncia  de  fuero  por  las  partes  contratantes  obliga  á  sus  herederos ,  lo 
mismo  que  si  se  tratase  del  cumplimiento  de  cualquiera  otra  de  las  cláu¬ 
sulas  contenidas  en  el  contrato. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre  de  1883,  en  la 
competencia  que  ante  Nos  pende,  promovida  por  e)  Juez  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta  capital  al  de  igual  clase  del  dis¬ 
trito  de  Belén  de  la  ciudad  de  la  Habana  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  deducida  por  Doña  Cristina  Cagigal  y  otros  contra  Doña 
Francisca  Aguilar,  Condesa  viuda  de  San-  Ignacio,  sobre  pago  de 
pesos: 

Resultando  que  en  escritora  otorgada  en  la  ciudad  de  la  Habana  á 
22  de  Setiembre  de  1873  entre  D. Rafael  de  Toca,Condede  San  Ignacio, 
vecino  de  dicha  ciudad,  y  D.  José  María  Cagigal  y  Peruela,  éste  por  sí 
y  en  representación  de  D.  Jenaro  Cagigal  y  Toea  y  Gómez,  D.  Jenaro  y 
Doña  Cristina  Cagigal  y  Toca,  de  Doña  Matilde,  D.  Eduardo  y  D.  Vi¬ 
cente  Cagigal  y  Peí  uela,  de  D.  Eustaquio,  D.  Gervasio  y  Doña  Marga¬ 
rita  de  Toca  y  Gómez,  y  de  D.  Hipólito  de  la  Tejera  y  Gómez,  mani- 
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festaron  ambos  comparecientes  que  Doña  Joaquina  Gómez,  en  testa¬ 
mento  otorgado  en  2  de  Junio  de  1860  legó  á  sus  parientes  avecinda¬ 
dos  en  la  provincia  de  Santander  la  suma  total  de  t. 460. 000  pesos,  en 
la  forma  que  en  el  citado  testamento  se  expresa  7  aparece  de  la  escri¬ 
tura, .cantidad  que  estaba  obligado  á  pagar  D.  Rafael  de  Toca,  en  vir¬ 
tud  de  nommbramiento  de  heredero  hecho  á  su  favor  y  aceptación 
que  tenia  hecha  del  mismo:  que  habiendo  venido  á  demostrar  la  ex¬ 
periencia  la  imposibilidad  por  parte  del  heredero  de  cumplir  la  volun¬ 
tad  del  testador  en  cuanto  á  los  plazos  en  que  debían  pagarse  los  lega¬ 
dos,  se  había  limitado  á  entregar  parte  de  los  mismos,  de  la  que  se  da¬ 
ban  por  pagados  los  dichos  legatarios:  que  en  tal  virtud  quedaba  el 
heredero  D.  Rafael  de  Toca  adeudando  en  la  forma  que  en  la  escritura 
se  expresa  la  suma  en  junto  de  960.814  pesos  y  57  centavos,  y  con  los 
intereses  de  demora  estipulados  formaban  un  total  de  i. 045.447  pesos 
y  45  centavos,  y  convinieron  que  la  expresada  cantidad  sería  pagada 
en  los  plazos  que  al  efecto  se  estimulaban,  librando  D.  Rafael  de  Toca 
por  cuenta  y  riesgo  de  todos  los  legatarios  el  importe  de  cada  plazo  en 
letras  sobre  Londres  que  le  merecieran  su  entera  confianza,  fijando  co¬ 
mo  tipo  máximum  por  razón  de  cambio  el  25  por  100  sobre  dicho  pa¬ 
pel  á  la  par  de  4  pesos  44  centavos  por  libra  esterlina;  entendiéndose 
que  el  quebranto  mayor  sería  de  cuenta  de  Toca  y  quedaría  la  dife¬ 
rencia,  si  fuese  menor,  en  beneficio  de  los  legatarios:  que  las  citadas 
letras  las  remitiría  el  heredero  á  la  persona  que  los  legatarios  autori¬ 
zasen  al  efecto,  la  que  en  su  representación  remitiría  a  aquél  el  opor 
tuno  recibo  en  forma  legal;  y  al  cumplimiento  de  lo  convenido  se  obli  - 
gó  D.  Rafael  de  Toca,  Conde  de  San  Ignacio,  renunciando  en  su  caso 
expresamente  el  fuero  de  su  domicilio  para  el  caso  de  que  variase  el 
que  entonces  tenía  en  la  Habana,  y  sometiéndose  á  la  justicia  ordinaria 
de.  aquella  capital,  áfin  deque  ante  ella  pudiera  ser  compelido  alcum- 
plimiento  de  las  obligaciones  que  en  la  escritura  se  imponía: 

Resultando  que  con  presentación  de  esta  escritura  y  documentos 
necesarios  para  acreditar  su  personalidad,  dedujeron  Doña  Cristina 
Cagigal  y  consortes,  como  legatarios  de  D.  Joaquín  Gómez  ó  causa 
habientes  de  éstos,  demanda  ordinaria  contra  Doña  Francisca  Aguilar, 
Condesa  viuda  de  San  Ignacjo,  y  D.  Claudio  Iglesia,  en  concepto  am¬ 
bos  de  curadores  de  D.  Rafael  y  D.  José  de  Toca,  hijos  y  herederos  del 
difunto  Conde  de  San  Ignacio;  manifestando,  después  de  referirse  álos 
antecedentes  que  resulten  de  la  escritura  reseñada,  que  habiéndose 
hecho  los  giros  correspondientes  á  los  plazos  de  1874,  75  y  76  al  tipo 
de  17  y  medio  por  100  aproximadamente,  debía  el  heredero  la  dife¬ 
rencia  de  dicho  tipo  al  de  25  por  100,-  señalado  como  máximum  en  la 
escritura  de  22  de  Setiembre  de  1873,  asi  como  el  de  los  iniereses  de 
demora  en  que  habían  incurrido:  que  aquellas  diferencias  importaban 
aproximadamente,  según  liquidación  acompañada,  ya  que  había  ser¬ 
vido  de  base  en  tipo  de  17  y  medio  por  100,  la  cantidad  de  14.716  pe¬ 
sos  27  centavos:  que  los  intereses  debían  ser  calculados  á  razón  del  8 
por  100  anual  en  cada  uno  de  los  tres  años,  ó  importaban  hasta  el  30 
de  Junio  anterior  44.  391  pesos  90  centavos,  y  que  en  la  ejecución  que 
habían  entablado  en  Mayo  de  1880  no  se  comprendió  en  esa  diferencia 
de  cambio  ni  esos  intereses:  que  estando  acordado  que  quedaría  á  be- 
beficiq  de  los  legatarios  dicha  diferencia  de  cambio,  tenían  derecho  á 
reclamarla  hoy;  ynabiendo  incidido  en  mora,  tanto  el  heredero  como 
sos  sucesores,  debían  abonar  intereses,  porque  en  defecto  del  pago 
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puntual  de  los  plazos  y  de  esa  diferencia  de  cambio  no  podían  presen¬ 
tar  el  couvenio  en  que  se  acordaba  cosa  alguna  en  contrario  á  lo  esti¬ 
pulado  en  la  escritura  de  22  de  Setiembre  de  4876:  que  mientras  no  se 
satisfagan  dichos  intereses  siguen  devengando  los  cuatro- plazos  de  los 
años  4  877  á  4  880;  y  concluyeron  solicitando  se  hubiera  por  interpues¬ 
ta  la  demanda  contra  los  herederos  de  D.  Rafael  de  Toca,  Conde  de  San 
Ignacio,  por  la  cantidad  de  4i. 391  pesos  90  centavos  que  importan  los 
plazos  vencidos  y  no  pagada  y  por  los  que  se  causen  hasta  que  se 
solvente  por  la  suma  de  14.716  pesos  27  centavos  que  arroja  aproxi¬ 
madamente  la  diferencia  de  cambio  mencionada,  ó  por  la  que  llegue  á 
fijarse  con  exactitud  en  el  curso  del  juicio;  y  en  definitiva  se  condena¬ 
se  á  dichos  herederos  al  pago  de  lo  que  adeuden  por  los  dos  conceptos 
expresados,  y  al  de  todas  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  dicha  demanda  á  Doña  Fran¬ 
cisca  Aguilar,  Condesa  viuda  de  San  Ignacio,  y  D.  Claudio  Iglesia,  en 
el  concepto  expresado,  fué  citada  y  emplazada  la  primera  por  medio  de 
exhorto  que  al  efecto  se  libró  al  Juez  Decano  de  los  de  esta  corte,  re¬ 
partido  al  del  distrito  del  Centro,  al  cual  acudió  dictra  demandada,  ha¬ 
ciendo  uso  de  la  inhibitoria  y  solicitando  después  de  manifestar  que 
D.  Claudio  Iglesia  había  renunciado  el  cargo  de  curador,  por  lo  que  le 
correspondía  á  ella  de  derecho  representar  á  sus  hijos  ante  los  Tribu¬ 
nales,  que  se  declarase  competente  el  Juzgado  para  conocer  de  la  de¬ 
manda  en  atención  á  tratarse  del  cobro  de  unas  diferencias  é  intereses 
que  no  estaban  cifrados  en  obligación  alguna,  y  á  utilizarse  una  acción 
personal  exigible  ante  el  Juez  del  domicilio  de  los  demandados,  ó  sea 
de  esta  corte,  con  arreglo  al  párrafo  primero  del  art.  62  de  la  ley  de. 
Enjuiciamiento  civil,  y  oído  el  Promotor  fiscal,  que  estuvo  conforme 
con  la  inhibición  pretendida,  el  referido  Juez  del  distrito  del  Centro, 
declarando  haber  lugar  á  ello,  dispuso  requerir  en  forma  al  Juzgado  de 
Belén  de  la  Habana  á  fin  de  que  remitiera  los  autos  al  Juzgado  como 
único  competente  para  conocer  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  de  Belén  de  la  Habana,  después 
de  oir  á  los  demandantes,  que  impugnaron  la  inhibición,  dictó  auto  en 
Io  de  Diciembre  de  1882,  por  el  que  declaró  no  haber  lugar  á  la  inhi¬ 
bición  solicitada,  fundándose  al  efecto  en  el  art.  V  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil  vigente  en  la  isla  de  Cuba,  y  art.  56  de  la  novísima  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  de  3  de  Febrero  de  4881  vigente  en  la  Península; 
y  en  que  D.  Rafael  de  Toca,  Conde  de  San  Ignacio,  cuyos  derechos  y 
acciones  ejercita  su  causahabiente  la  Condesa  viuda  litigante,  se  so¬ 
metió  expresamente  á  la  justicia  ordinaria  de  la  Habana,  según  clara 
mente  resulta  de  la  escritma  hipotecaria  de  *22  de  Setiembre  de  1873, 
declaró  no  haber  lugar  á  la  inhibición  solicitada: 

Resultando  que  por  haber  insistido  el  Juez  del  distrito  del  Centro 
en  la  inhibición,  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  res¬ 
pectivas  actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Marcos  Cubillo: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  En 
juiciamiento  civil  dél  55,  vigente  en  la  isla  de  Cuba  al  entablarse  U 
demanda  que  dió  origen  á  la  presente  competencia,  y  en  el  art.  56  de 
la  novísima  ley  de  Enjuiciamiento,  aplicable  en  la  Península,  és  Juez 
competente  para  conocer  de  los  pleitos  á  que  dé  origen  el  ejercicio  de 
las  acciones  de  toda  clase  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  so¬ 
metido,  reputándose  expresa  la  sumisión,  según  el  núm.  Io  de  la  pr;- 
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mera  ley  citada,  cuando  los  interesados  renuncian  clara  y  terminante- 
te  al  fuero  propio,  designando  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se 
someten,  y  prohibiendo  el  art.  75  de  dicha  ley  novísima  proponer  la 
inhibitoria  pi  la  declinatoria  al  litigante  que  se  hubiera  sometido  al 
Juez  que  conozca  del  asunto: 

Considerando  que  es  de  ley  y  de  jurisprudencia  que  lo  pactado  so- 
hre  la  renuncia  de  fuero  por  las  partes  contratantes  obliga  á  sus  here¬ 
deros,  lo  mismo  que  si  se  tratase  del  cumplimiento  de  cualquiera  otra 
de  las  cláusulas  contenidas  en  el  contrato: 

Considerando  que  según  aparece  de  la  cláusula  de  la  escritura  hi¬ 
potecaria  de  22  de  Setiembre  del  73,  D.  Rafael  de  Toca,  Conde  de  San 
Ignacio,  renunció  clara  y  expresamente  el  fuero  de  su  domicilio  para 
el  caso  de  que  variase  el  que  entonces  tenía  en  la  Habana,  sometién¬ 
dose  á  la  justicia  ordinaria  de  aquella  capital,  á  fin  de  que  ante  ella 
pudiera  ser  compelido  ejecutivamente  al  cumplimiento  de  las  obliga¬ 
ciones  que  en  la  predicha  escritura  se  impuso,  y  que  en  su  virtud  obli¬ 
gó  en  esto  que  pactó  sobre  la  renuncia  de  su  fuero  i  sus  hijos  y  here¬ 
deros,  los  hoy  demandados,  y  en  su  representación  á  Doña  Francisca 
Aguilar,  Condesa  viuda  de  San  Ignacio: 

Considerando  que  según  resulta  de  la  misma  escritura,  UDa  de  las 
obligaciones  que  en  ella  contrajo  D.  Rafael  de  Toca  fué  la  de  satisfacer 
las  diferencias  que  en  su  caso  resultaran  por  razón  de  cambio  en  el 
quebranto  de  los  giros,  en  los  términos  que  ya  van  consignados;  y  que 
teniendo  la  presente  demanda  por  principal  objeto  el  cumplimiento  de 
dicha  obligación,  es  visto  que  los  causahabientes  de  D.  Rafael  de  Toca 
deben  ser  compelidos  i  él  ante  la  justicmordinaria  de  la  Habana;  y  que 
lo  propio  debe  entenderse  en «cuanto  á  la'  reclamación  de  los  intereses 
que  se  piden  por  razón  de  mora  en  el  cumplimiento  de  lo  prometido 
por  Toca  en  la  precitada  escritura  por  demandarse  bajo  él  supuesto  de 
ser  legalmente  debidos  aunque  no  estuviesen  pactados,  y  como  conse¬ 
cuencia  ó  derivación  de  obligaciones  estipuladas  en  la  repetida  escri¬ 
tura; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  demanda  deducida  en  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  prime¬ 
ra  instancia  del  distrito  de  Belén  de  la  ciudad  de  la  Habana,  al  que 
se  remitan  las  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  dere¬ 
cho;  poniéndose  en  conocimiento  del  Juez  del  d’strito  del  Centro  de 
esta  capital,  entendiéndose  de  cargo  de  cada  una  de  las  partes  las  cos¬ 
tas  por  sí  y  para  sí  causadas  y  las  comunes  por  mitad. — (Sentencia  pu¬ 
blicada  el  21  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  13  de 
Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Diciembre  de  1883). 
— Sala  tercera — Juicio  ejecutivo. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  Carmen  Bolinches  con  D.  Salvador  Martí  (Audiencia  de  Valencia), 
y  se  resuelve: 

Io  Qu e  con  arreglo  al  art.  1693,  núm.  4o, de  la  ley  dp  Enjuiciamien¬ 
to  civil ,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
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las  formas  esenciales  del  juicio  por  falta  de  citación  para  alguna  dili¬ 
gencia  de  prueba  ó  para  sentencia  definitiva  en  cualquiera  de  las  ins¬ 
tancias: 

2o  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  570  de  la  ley  citada ,  la  prueba 
de  testigos  se  practicará  en  audiencia  pública,  y  previa  citación  de  las 
partes  con  venlicu'alro  horas  de  antelación  por  lo  menos;  pudiendo 
concurrir  los  litigantes  y  sus  defensores ; 

Y  3*  Que  si  resulta  que  fueron  citadas  las  partes  con  la  antelación 
prevenida  en  dicho  artículo ,  carece  de  fundamento  legal  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma ,  fundado  en  la  falta  de  citación 
sin  determinar  expresamente  el  artículo  ó  disposición  legal  quebrantada. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre  de  1883,  en  los 
autos  ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis¬ 
trito  de  San  Vicente  de  la  ciudad  de  Valencia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  misma  por  Doña  Carmen  Bolinches  y  Tomás,  vecina 
de  Játiva,  con  D.  Salvador  Martí  Gironés,  Presbítero,  vecino  de  Món¬ 
tese;  pendientes  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  ca¬ 
sación  por  quebrantamiento  de  forma,  interpuesto  por  la  demandante, 
y  en  su  defecto  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  Dale  y 
Muñoz  y  el  Procurador  D.  Félix  Fernández  Brihaega,  habiendo  sido 
defendida  y  representada  en  este  recurso  la  parte  recurrida  por  el  Li¬ 
cenciado  D.  Tomás  María  Ariño  y  el  Procurador  D.  José  García  No- 
b  lejas: 

Resultando  que  en  documento  privado  extendido  en  Valencia  con 
fecha  16  de  Mayo  de  1876,  autorizado  con  la  firma  de  dos  testigos,  re¬ 
conoció  D.  Salvador  Martí,  bajo  su  firma,  ser  en  deber  á  Doña  Carmen 
Bolinches,  vecina  de  Játiva,  500  pesetas.que  le  había  entregado  para 
cierto  negocio,  de  cuya  cantidad  le  otorgaba  el  presente  resguardo  ín¬ 
terin  se  elevaba  el  contrato  á  escritura  pública: 

Resultando  que  concedido  á  Doña  Carmen  Bolinches  el  beneficio  de 
pobreza  para  litigar  con  D.  Salvador  Martí,  obtuvo  de  éste  el  recono¬ 
cimiento  judicial  del  expresado  documento,  así  como  el  que  fuese  re¬ 
querido  para  que  en  el  término  de  10  días  le  satisficiese  las  500  pesetas 
reconocidas  en  el  documento  privado;  y  no  habiendo  obtenido  el  pago 
dedujo  en  6  de  Marzo  de  1882  demanda  ejecutiva  por  aquella  suma  y 
por  suS  intereses  legales  y  costas: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  por  auto  de  6,  se  requirió 
de  pago  al  deudor,  se  le  embargaron  diferentes  bienes  y  se  le  citó  de 
remate,  en  virtud  de  cuya  citación  se  personó  en  los  autos  y  se  opuso 
á  la  ejecución,  alegando  ia  excepción  de  pago: 

Resultando  que  el  ejecutante  negó  le  excepción  de  pago,  y  por  auto 
de  19  de  Julio  se  recibió  el  pleito  á  prueba  por  el  término  de  10  días 
comunes  á  ambas  partes;  cuyo  auto  fué  notificado  á  los  Procuradores 
de  ambas  en  el  mismo  día  de  su  fecha: 

Resultando  que  ejecutado  Martí  Gironés  dirigió  como  medio  de 
prueba  un  pliego  de  posiciones  al  ejecutante  y  presentó  además  con 
escrito  de  27  un  pliego  de  preguntas  para  que  á  su  tenor  fuesen  exa¬ 
minados  los  testigos  que  designó,  de  los  que  presentó  por  separado  una 
lista  para  los  efectos  oportunos: 

Resultando  que  en  providencia  del  29  admitió  el  Jozgado  como 
pertinentes  las  preguntas  comprendidas  en  el  interrogatorio,  á  cuyo 
tenor  y  con  cit^ión  contraria  mandó  que  se  examinasen  los  testigos 
expresados  en  la  lista,  ordenando  además  que  se  entregasen  á  la  parte 
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ejecutante  las  copias  del  interrogatorio  y  lista  de  testigos,  lo  cual  tuvo 
efecto  en  el  mismo  día  29;  y  en  otra  providencia  de  igual  fecha  señaló 
el  Juzgado  para  el  examen  de  los  testigos  que  presentase  la  parte  de¬ 
mandada  el  día  31  de  aquel  mes  y  el  Io  del  siguiente  Agosto  desde  las 
diez  de  la  mañana  en  adelante: 

Resultando  que  la  ejecutante  Doña  Carmen  Bolinches  presentó  con 
escrito  del  31  de  dicho  mes  de  Julio  un  pliego  cerrado  de  preguntas 
para  que  á  su  tenor  fuesen  examinados  los  testigos  que  %e  presentasen 
por  la  parte  contraria;  cuyo  escrito  y  pliego  cerrado  fué  presentado, 
según  resulta  de  diligencia,  á  la  una  de  la  tarde,  después  de  haber  si¬ 
do  examinados  dos  de  los-  testigos  de  la  parte  contraria;  y  en  providen¬ 
cia  del  mismo  día  tuvo  el  Juzgado  por  presentados  dicho  escrito  y  plie¬ 
gos,  acordando  que  previa  la  declaración  de  pertinencia  de  las  repre¬ 
guntas  á  su  debido  tiempo,  se  examinasen  á  su  tenor  los  testigos  de  la 
parte  ejecutada  que  aun  no  habían  declarado;  providencia  que  fué  no¬ 
tificada  ai-siguiente  día  á  los  Procuradores  de  las  partes: 

Resultando  que  Doña  Carmen  Bolinches  en  escrito  de  1°  de  Agosto 
pidió  que  se  declarase  la  nulidad  de  las  declaraciones  de  los  testigos 
examinados,  subsanándose  el  defecto  legal  que  las  viciaba,  y  para  el 
caso  de  que  no  se  diese  lugar  á  tal  declaración  se  tuviera  por  hecha  la 
protesta  oportuna  á  los  efectos  legales  correspondientes;  alegando  en 
su  apoyo  v  después  de  hacer  notar  que  el  día  30  de  Julio  había  sido 
feriado:  que  si  bien  con  arreglo  al  art.  1469  de  la  ley  de  Enjuiciamien¬ 
to  civil  deben  practicarse  las  pruebas  en  el  juicio  ejecutivo  dentro  de 
los  10  días,  debe  sin  embargo  acomodarse  la  forma  de  practicarlas  á  las 
disposiciones  de  la  sección  6a,  .en  que  se  encuentran  los  artículos  642, 
653  y  654,  que  ordenan  que  el  Juez  ha  de  señalar  con  tres  días  de  an¬ 
ticipación  día  y  hora  para  el  examen  de  testigos;  y  no  pudiendo  termi¬ 
nar  en  una  audiencia,  ha  de  hacer  nuevo  señalamiento: 

Resultando  que  en  providencia  del  mismo  día  1°  de  Agosto  se  co- 
firió  traslado  del  anterior  escrito,  con  suspensión  del  término  de  prue¬ 
ba,  al  ejecutado  D.  Salvador  Martí,  que  lo  evacuó  oponiéndose  á  aque¬ 
lla  pretensión,  y  en  4  del  mismo  mes  dictó  auto  el  Juzgado  declarando 
no  haber  lugar  á  la  nulidad  de  las  declaraciones  de  los  testigos  exami¬ 
nados,  y  tuvo  por  consignada  la  protesta  hecha  por  Doña  Carmen  Po¬ 
linches,  mandando  alzar  la  suspensión  del  término  de  prueba: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  4  de  Agosto  pidió  la  ejecutante 
que  se  reformase  la  providencia  del  1°,  en  que  se  acordó  la  suspensión 
del  término  de  prueba,  á  lo  cual  se  proveyó  al  siguiente  día  mandando 
estar  á  lo  acordado  en  el  auto  anterior;  y  habiendo  apelado,  tanto  de 
este  auto  como  de  la  última  providencia,  dictó  nuevo  auto  el  Juzgado 
en  9  de  Agostó,  negando  la  admisión  de  dicha  apelación,  porque  contra 
el  auto  del  4  cabía  el  recurso  de  reforma,  y  contra  la  providencia  del 
5  no  cábía  recurso  alguno: 

Resultando  que  Duña  Carmen  Bolinches  pidió  reforma  de  este  nue¬ 
vo  auto  y  le  fué  negado  por  otro  del  26,  que  ordenó  que  dentro  de  seis 
.  días  se  le  facilitase  testimonio  de  éste  y  del  anterior  para  que  pudiese 
acudir  en  queja  ante  la  Audiencia  del  territorio: 

Resultando  que  terminada  la  sustanciación  de  la  primera  instancia, 
dictó  sentencia  el  Juez  en  25  de  Setiembre  de  1882,  declarando  no  ha¬ 
ber  lugar  ála  nulidad  del  juicio  solicitado  por  D.  Salvador  Martí,  y  sí 
á  admitir  la  excepción  del  pago,  invocada  por  el  rnispao;  y  en  su  con¬ 
secuencia  no  haber  lugar  á  pronunciar  en  este  pleito  sentencia  de  re- 
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mate,  con  imposición  á  la  ejecutante  de  todas  las  costas,  y  mandando 
alzar  los  embargos  practicados  en  los  bienes  de  D.  Salvador  Marti  tan 
pronto  como  esta  sentencia  fuese  firme: 

Resultando  que  con  el  testimonio  suministrado  á  Doña  Carmen  Bo- 
linches  de  los  autos  de  9  y  26  de  Agosto,  acu'dió  en  queja  á  la  Audien¬ 
cia  de  Valencia  en  su  Sala  dé  lo  civil,  la  cual  admitió  el  recurso  en 
providencia  de  16  de  Setiembre  y  mandó  librar  certificación  al  Juez  de 
primera  ipstancia  para  que  informase  con  justificación  acerca  de  los 
proveídos  que  motivaban  aquel  recurso;  lo  cual  no  llegó  á  tener  lugar 
por  haber  remitido  dicho  Juzgado  á  la  Audiencia  los  autos  originales 
por  virtud  de  apelación  admitida  libremente-á  Doña  Carmen  Boíinches 
de  la  sentencia  definitiva: 

Resultando  que  sustanciada  la  segunda  instancia  con  arreglo  á  de¬ 
recho  y  sin  que  por  parte  de  la  apelante  Doña  Carmen  se  dedujera  pre¬ 
tensión  alguna  especial,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au¬ 
diencia  de  Valencia  en  25  de  Enero  último,  confirmando  con  las  costas 
la  apelada  y  declarando  que  estuvo  bien  denegada  la  apelación  que 
Doña  Carmen  Boíinches  interpuso  contra  el  auto  y  providencia  de  4  y 
5  de  Agosto,  pdr  lo  que  no  había  lugar  al  recurso  de  queja  deducido 
por  la  misma  contra  este  sentencia: 

Resultando  que  contra  esta  sentenciase  interpuso  por  Doña  Car¬ 
men  Boíinches  y  Tomás  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  fundado  en  que  se  había  infringido  el  procedimiento  por  falta  de 
citación  para  la  prueba  con  la  anticipación  debida,  y  se  habia  denega¬ 
do  implícitamente  el  examen  por  medio  de  repreguntas  de  los  testigos 
de  la  parte  contraria,  á  pesar  de  haberse  presentado  el  pliego  cerrado 
en  el  día  inmediato  hábil  al  de  la  entrega  del  de  preguntas  y  lista  de 
testigos: 

Visto,  siendo  Ponendo  el  Magistrado  D.  Joan  Ignacio  de  Morales: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  1693,  núm.  4o,  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebran¬ 
tamiento  de  las  fprmas  esenciales  del  juicio  por  falta  de  citación  para 
alguna  diligencia  de  prueba  ó  para  sentencia  definitiva  en  cualquiera 
de  las  instancias: 

•  Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  570  de  la  ley  citada, 
la  prueba  de  testigos  que  se  practicará  en  audiencia  pública,  y  previa 
citación  de  las  partes  con  24  horas  de  antelación  por  los  menos;  pudien- 
do  concurrir  los  litigantes  y  sus  defensores: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  fueron  citadas  las  parles  con 
la  antelación  prevenida  en  dicho  artículo,  y  por  lo  mismo  carece  de 
fundamento  legal  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for¬ 
ma,  que  se  funda  en  la  falta  de  citación  sin  determinar  expresamente 
el  articulo  ó  disposición  legal  inquebrantada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Doña 
Carmen  Boíinches  y  Tomás,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas, 
y  para  el  caso  en  que  mejore  de  fortuna  al  de  41  pesetas  66  céntimos, •• 
que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Va¬ 
lencia  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  autos  que 
ha  remitido.— /Sentencia  publicada  el  21  de  Diciembre  de  1883,  é  in¬ 
serta  en  la  Gaceta  de  10  de  Febrero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (22  de  Diciembre  de  1883).— Sala  prime  - 
ra.  —Nulidad  de  un  auto  restitutorio. — Confesión  de  Servidumbre. 
— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  María  Angela  Navas  con  D.  José 
López  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

Io  Que  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  en  virtud  de  las  pruebas 
suministradas  por  los  litigantes  que  desde  tiempo  inmemorial  se  halla 
establecida  una  servidumbre  rústica  para  el  paso  de  caballerías  y  ca- 
rros ,  no  infringe,  antes  bien  se  ‘ajusta  á  lo  que  disponen  las  leyes  8*,  \  i 
y  <5,  til  31.  Partida  3*,  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  ib  de 
Octubre  de  1865,  que  se  refieren  á  los  modos  de  constituirse  las  serví  - 
dambres  y  á  las  subsistencias  de  estos  gravámenes  aunque  el  dominio  de 
los  predios  se  trasmita  á  otras  personas. 

.  2o  Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  de  las  pruebas ,  si  no  existe  error 
de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  demostrativos  de 
la  equivocación  evidente  del  juzgador; 

Y  3*  Que  solicitándose  en  la  demanda  que  al  camino  en  cuestión  se 
diese  la  latitud  de  tres  ó  cuatro  metros  ó  lo  que  fuese  indispensable 
para  que  pudiesen  transitar  per  él  caballerías,  carros  y  vehículos  de 
todas  clases,  habiéndose  ; robado  por  el  actor  que  esto  había  sucedido 
siempre ,  y  fundándose  la  Sala  sentenciadora  en  el  hecho  admitido  por 
ella  para  asignar  á  dicho  camino  la  anchura  de  ocho  piés,  de  confor¬ 
midad  con  lo  ordenado  por  la  ley  3%  tit.  31,  Partida  3a,  es  indudable 
que  por  equivocación  se  califica  de  carrera  la  servidumbre  que  realmen¬ 
te  es  de  vía  con  arreglo  á  la  mencionada  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ecija  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  José  López  y  López  con 
Doña  María  Angela  Navas  y  Fernández,  propietarios  ambos  y  vecinos 
de  Ecija,  sobre  qne  se  deje  sin  efecto  un  auto  restitutorio  con  devolu¬ 
ción  de  las  costas  y  confesión  de  servidumbre  de  carrera;  pendiente  en 
est«  Tribonal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  José  María  Peñuelas  y  el  Pro¬ 
curador  D.  Joan  Antonio  Asensio,  en  defensa  y  representación  de  la  de¬ 
mandada,  y  habiendo  sido  defendido  y  representado  en  este  recurso  el 
demandante  por  el  Doctor  D.  José  de  Carvajal  y  el  Procurador  D.  Fran¬ 
cisco  Egea  y  Gómez: 

Resultando  que  en  escritura  otorgada  en  Ecija  á  28  de  Enero 
de  1843  D.  Agustín  Antonio  Díaz  declaró  quo  desde  aquella  época  en 
adelante  indefinidamente,  convencido  como  estaba  de  la  necesidad  que 
tenía  su  convecino  D.  Antonio  García  de  que  le  concediese  paso  ó  sali¬ 
d-a  para  carruaje  para  ir  desde  la  huerta  que  tenía  en  el  pago  del  Calle¬ 
jón  de  aquel  téimino  al  camino  general  y  común  qne  se  dirigía  á  la 
ciudad,  accedía  á  concederle  el  permiso  qne  le  había  pedido  para  pasar 
en  la  forma  indicada  á  través  de  su  huerta,  bajo  las  condiciones  siguien¬ 
tes:  primera,  que  D.  Antonio  García  no  podría  alterar  bajo  ningún  rao  - 
tivo  ni  pretexto,  so  pena  de  quedar  ineficaz  é  insubsistente  esta  conce¬ 
sión,  el  terreno  que  había  de  servir  para  dicho  uso  en  la  forma  en  que- 
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.había  sido  deslindado  por  el  Agrimensor  D.  José  Martín,  elegido  de 
consuno:  segunda,  que  García  se  obligaba  á  conservar  y  reparar  los 
mojones  que  e!  otorgante  pondría  para  demostrar  claramente  el  camino 
conforme  habia  sido  deslindado;  y  tercera,  que  quedaba  igualmente 
obligado  García  á  satisfacer  á  Díaz  como  indemnización  del  terreno  que 
ocupaba  el  camino  10  reales  anuales,  pagaderos  por  San  Miguel,  cadu¬ 
cando  esta  cesión  tan  luego  como  se  faltase  á  su  pago: 

Resultando  que  por  fa  lecimiento  de  D.  Antonio  García  Díaz,  apoda¬ 
do  el  Rey,  fué  adjudicada  á  su  viuda  Dona  María  de  los  Dolores  Rodrí¬ 
guez  en  unión  de  otros  bienes  una  huerta  en  el  pago  llamado  Callejón 
de  Rojuelas  en  el  término  de  Ecija,  de  cabida  cuatro  fanegas  y  tres  ce¬ 
lemines,  en  cuyo  beneficio  fué  dado  el  permiso  á  que  se  refiere  la  an¬ 
terior  escritura;  y  que  por  otra  de  2  de  Abril  de  1801  dicha  Doña  María 
de  los  Dolores  Rodríguez  vendió  la  indicada  huerta  á  D.  Francisco'  Al- 
varez  y  Carmona,  sin  que  tuviese  en  pro  ni  en  contra  servidumbre  al¬ 
guna: 

Resultando  que  en  17  de  Junio  de  1861  otorgaron  escritura  en  la 
misma  ciudad  de  Ecija  D.  Juan  Nepómuceno  Díaz  Armero,  hermano  de 
D.  Agustín,  otorgante  de  la  de  28  de  Enero  de  1 843,  y  Doña  María  de 
los  Dolores  Rodríguez,  en  la  que  dijeron,  después  de  recordar  lo  pacta¬ 
do  y  convenido  en  la  de  esta  última  fecha  y  de  hacer  presente  que  el 
terreno  sobre  que  se  constituyó  aquella  servidumbre  voluntaria  y  con¬ 
vencional  de  paso  correspondía  á  D.  Juan  y  que  la  huerta  en  cuyo  be¬ 
neficio  fué  establecida  había  sido  adjudicada  á  la  otorgante,  que  habían 
convenido  en  que  desapareciese  la  citada  servidumbre  por  na  ser  ya 
necesaria,  y  al  efecto  declaraban  nula  y  cancelada  la  escritura  de  28  de 
Enero  de  1843  y  extinguida  la  servidumbre  voluntaria  establecida  en 
ella  sobre  el  terreno  correspondiente  á  D.  Agustín  Díaz  yen  la  actuali¬ 
dad  á  su  hermano  D.  Juan,  que  podría  utilizarlo  en  lo  que  tuviese  por 
conveniente,  y  libre  Doña  Dolores  del  pago  de  los  10  reales  anuales  que 
su.  difunto  marido  se  obligó  á  satisfacer  por  aquella  concesión: 

Res  litando  que  en  documento  privado,  extendido  también  en  Eci¬ 
ja  con  fecha  de  17  de  Julio  de  1868,  declaió  D.  José  García  Rodríguez 
•que  D.  Juan  Nepomuceno  Díaz  y  Armero  por  un  favor  especial  le  de¬ 
jaba  pasar  con  carruaje  por  el  terreno  de  la  huerta  de  su  propiedad, 
lindante  con  el  camino  de  los  Callejones,  para  ir  i  la  que  el  reclamante 
tenia  arrendada  á  D.  Francisco  Alvarez  Carmona,  y  que  por  lo  tanto 
reconocía  que  dicho  camino  no  era  servidumbre,  sino  una  concesión 
que  Díaz  le  hacia  sin  tiempo  señalado  y  sin  interés  alguno: 

Resultando  que  en  10  de  Diciembre  de  1882  Alvarez  Carmona  ven¬ 
dió  la  indicada  huerta  conocida  por  la  Rey  que  había  adquirido  de 
Doña  María  de  los  Dolores  Rodríguez,  á  D.  Antonio  Martin  y  Jiménez, 
y  que  éste  á  su  vez  la  enajenó  en  27  de  Octubre  de  1877  á  D.  José  Ma¬ 
ría  López  y  López  con  una  cabida  de  siete  fanegas  de  tierra  próxima¬ 
mente: 

Resultando  que  fundada  Doña  María  Angela  Navas  y  Fernández  en 
que  era  dueñi  de  la  huerta  que  fué  de  los  hermanos  D.  Juan  y  D.  Agus¬ 
tín  Nepomuceno  Díaz  Armero,  situada  en  el  pago  de  los  Callejones  de 
aquel’  término,  lindante  por  uno  de  sus  lados  con  el  camino  público  que 
conduce  á  dicho  pago:  que  de  este  camino  salía  una  senda  que  separa¬ 
ba  dicha  huerta  de  las  de  D.  José  Ramos  y  D.  José  López  y  que  es  paso 
común  entre  dichos  predios,  teniendo  á  su  izquierda  el  de  la  exponen¬ 
te  y  á  su  derecha  los  otros:  que  esta  senda  por  su  anchura  era  única- 
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mente  para  personas  y  caballerías,  no  obstante  lo  cual  los  ganados  y 
vehículos  de  D.  José  López  venían  atropellando  su  huerta,  porque  no 
cabiendo  por  la  senda  tenían  necesariamente  que  invadir  su  propiedad 
por  no  ser  posible  salirse  por  la  parte  de  la  derecha  por  razón  del  te¬ 
rreno;  y  que  estos  hechos  venían  ocurriendo  hacía  tres  días,  y  última¬ 
mente  habían  pagado  18  ó  20  cerdos  cebados  destrozando  las  hortalizas 
y  demás  plantaciones  á  pesar  de  la  oposición  del  hortelano:  en  escrito 
de  5  de  Diciembre  de  1879  solicitó  que  previa  información  testifical 
que  ofrecía  acerca  de  los  hechos  referidos  se  le  repusiera  en  la  pose¬ 
sión  y  tenencia  de  la  huerta  en  fe  parte  que  venían  atravesándola  los 
ganados  y  vehículos  de  D.  José  López,  condenando  á  éste  á  abstenerse 
de  pasar  en  lo  sucesivo  por  los  terrenos  de  dicha  finca  y  al  nago  de  to¬ 
das  las  costas  é  indemnización  de  perjuicios,  con  la  prevención  además 
de  que  no  volviesen  á  molestarla  en  su  posesión;  bajo  apercibimiento 
de  lo  que  hubiera  lugar: 

Resultando  que  sustanciado  este  incidente  en  dos  instancias  sin  au¬ 
diencia  de  D.  José  López,  fué  estimado  por  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Sevilla  de  16  de  Febrero  de  1880,  que  acordó  la  restitución  con  to¬ 
dos  los  demás  extremos  solicitados,  habiendo  satisfecho  D.  José  López 
á  Doña  Angela  Navas  4.805  rs.  75  cénts.  por  razón  de  costas: 

Resultando  que  D.  José  María  López  promovió  á  su  vez  en  el  mis¬ 
mo  Juzgado  en  23  de  Marzo  de  dicho  año  1880  interdicto  de  recobrar 
la  posesión  de  la  servidumbre  de  carrera  de  que  había  sido  despojado 
por  Doña  María  Angela  Navas,  ofreciendo  fianza  para  que  se  sustan¬ 
ciase  sin  su  audiencia  é  información  testifical:  que,  admitida  ésta  pres-* 
taron  declaración  nueve  testigos  de  mis  de  70  y  80  años  algunos  de 
ellos  qué  afirmaron  que  á  la  huerta  nombrada  del  Rey,  en  el  pago  de 
los  Callejones,  de  la  propiedad  de  D.  José  López,  se  entraba  desde  tiem¬ 
po  inmemorial  por  un  camino  bastante  ancho,  por  el  que  pasaban  ca¬ 
rros,  yuntas  y  ganados  hasta  hacía  poco  tiempo  que  había  quedado 
reducido  á  una  senda  y  que  esto  lo  sabían  por  haberla  visto  desde  que 
eran  jóvenes;  y  que  después  de  practicada  esta  información  pidió  Ló¬ 
pez  que  se  dejase  en  suspenso  el  interdicto  en  atención  á  haber  si  lo  ya 
resuelto  el  promovido  por  Doña  Angela  Navas,  y  que  se  le  facilitase 
testimonio  de  lo  actuado,  á  todo  lo  que  se  accedió  previa  ratificación 
de  López: 

Resultando  que  en  13  del  siguiente  mes  de  Mayo  dedujo  D.  José 
López  la  demanda  origen  de  este  pleito  con  la  solicitad  de  que  en  ejer¬ 
cicio  de  la  acción  personal  que  le  asistía  para  conseguir  que  se  dejase 
sin  efecto  el  auto  restitutorio  obtenido  por  Doña  Angela  Navas  y  de  la 
real  confeso'ria  de  la  servidumbre  rústica  de  carrera,  se  declarase  sin 
valor  ni  efecto  dicho*auto  restiturio,  condenando  á  Doña  Angela  Na¬ 
vas  á  devolverle  los  4  805  rs.  75  cénts.  que  le  había  abonado-por  razón 
de  costas,  con  la  indemnización  consiguiente  de  los  daño?  y  perjuicios 
que  se  le  habían  irrogado;  declarando  que  la  servidumbre  que  desde  el 
camino  de  los  Callejones  da  entrada  á  la  huerta  nombrada  del  Rey,  de 
su  -propiedad,  es  y  debe  ser  la  de  carrera,  y  mandando  ensanchar  á  cos¬ 
ta  de  Doña  Angela  el  terreno  que  había  usurpado  y  agregado  á  su 
huerta  de  dicho  camino,  al  que  se  diera  de  latitud  de  tres  á  c.uatró  me¬ 
tros  desde  la  orilla  izquierda  á  la  escarpa  de  la  derecha,  ó  lo  que  fuese 
indispensable  para  que  pudiesen  pasar  carros,  carretas  y  toda  clase  de 
vehículos,  con  prevención  á  dicha  demanda  de  que  no  vuelva  á  inquie¬ 
tar  en  el  uso  de  dicha  servidumbre  al  demandante  ni  á  sus  sucesores, 
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á  cuyo  efecto  alegó  que  el  camino  que  conduce  i  su  finca  es  el  llamado 
de  los  Callejones  que  partiendo  de  las  inmediaciones  del  puente  de  Eci- 
ja  llega  á  la  entrada  de  un  carril  que  le  pone  en  comunicación  con  di¬ 
cha  finca,  sin  que  ésta  tenga  acceso  por  ninguna  otra  parte:  que  dicha 
servidumbre  había  presentado  desde  la  más  remotaantigüedad  la  anchu¬ 
ra  y  capacidad  indispensables  para  satisfacer  las  necesidades  y  exigencias 
de  la  huerta,  pudiéndpse  trasportar  por  ella  la  hortaliza,  maderas  de 
construcción  y  demás  materiales  de  todo  género  en  carros  ó  carretas: 
que  tanto  Doña  Angela  Navas  como  D.  Juan  Nepomuceno  Díaz,  de 
quien  aquélla  adquirió  otra  huerta  situada  á  la  izquierda  de  la  servi¬ 
dumbre  de  carrera  en  cuestión,  se  habían  propuesto  desde  un  princi¬ 
pio  cercenar  poco  á  poco  el  espacio  destinado  para  el  tránsito  por  tó- 
dos  los  medios  posibles,  como  había  sido  el  de  colocar  una  enorme  pie¬ 
dra  á  la  entrada  de  la  servidumbre  y  el  de  cultivar  y  agregar  a  su 
huerta  la  mayor  parte  del  espacio  que  forma  dicho  camino;  y  que  dada 
la  existencia  desde  tiempo  inmemorial  del  carril  ó  servidumbre  de  ca¬ 
rrera,  capaz  y  suficiente  para  atender  á  las  necesidades  del  predio  do¬ 
minante,  y  la  usurpación  que  de  parte  del  terreno  que  lo  forma  había 
hecho  Doña  Angela  Navas  no  podía  sostener  que  los  criados  del  deman¬ 
dante  se  hubiesen  extralimitado  al  conducir  por  dicho  camino  un  ca¬ 
rro  cargado,  como  siempre  se  había  hecho,  y  era  por  lo  tanto  evidente 
que  el  interdicto  deducido  por  Doña  Angela  apoyado  en  tal  fundamen¬ 
to  era  improcedente  á  todas  luces;  invocando  por  último  en  apoyo  de 
su  derecho  las  leyes  del  tít.  31 ,  Partida  3*  y  la  sentencia  de  este  Tribu¬ 
nal  Supremo  de  13  de  Enero  de  1860,  26  de  Octubre  de  1865,  31  de 
Marzo  y  27  de  Mayo  de  1876  y  otras  varias: 

Resultando  que  Doña  Angela  Navas  contestó  la  demanda  pidiendo 
que  se  le  absolviese  de  ella,  declarando  que  no  había  existido  ni  debía* 
existir  entre  los  predios  de  ambas  partes  litigantes  otra  servidumbre 
que  la  de  senda  que  aparecía,  y  en  la  hipótesis  de  que  alguna  vez  hu¬ 
biese  existido  que  había  quedado  prescrita  por  haberse  interrumpido  la 
posesión  desde  el  día  28  de  Enero  de  1843,  é  imponiendo  al  demandan¬ 
te  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas,  i  cuyo  efecto  alegó  que  estando 
probado  por  la  escritura  de  28  de  Enero  de  1843  que  en  aquella  fecha 
la  servidumbre  era  de  senda,  pues  se  amplió  entonces  á  la  de  carrera 
convencionalmente,  y  que  por  la  escritura  de  17  de  Junio  de  1861  se 
volvió  á  su  estado  primitivo  por  los  legítimos  dueños  de  dicha  servi¬ 
dumbre,  tales  actos  demostraban  que  antes  de  ellos  sólo  hubo  la  servi¬ 
dumbre  de  senda,  pues  de  otro  modo  no  hubiera  el  dueño  del  predio 
dominante  pedido  la  de  carrera  si  la  hubiese  tenido,  ni  abonado  un» 
renta  por  obtpner  el  paso,  ni  mucho  menos  hubiese  renunciado  Doña 
María  de  los  Dolores  Rodríguez  si  hubiese  tenido.otro  título  que  el  del 
contrato  de  1843:  que  los  dos  contratos  susodichos  de  1843  y  de  1861  J 
el  documento  privado  de  1868  demostraban  que  desde  el  primero  no  se 
había  considerado  que  existía  servidumbre  de  carrera  como  tal,  y  P°r 
lo  tanto  no  podía  decirse  que  se  había  usado  de  ellaí  continuadamente 
desde  tiempo  inmemorial;  y  que  la  demandada  había  seguido  observan¬ 
do  con  relación  á  la  servidumbre  la  misma  conducta  que.su  causante 
D.  Juan  Nepomuceno  Díaz,  por  lo  cual,  habiéndole  pedido  el  deman* 
dante  permiso  en  los.  primeros  días  de  1878  para  pasar  con  carruaje 
por  el  camino  de  que  se  trata,  le  contestó  que  no  tenia  inconveniente 
en  dárselo  siempre  que  se  lo  pidiera  por  escrito:  . 

Resultando  que  en  la  réplica  añadió  el  demandante  á  lo  alegad® 
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que  su  huerta  se  formó  de  fincas  de  distinto  origen,  correspondientes  i 
diversos  propietarios,  cuales  eran:  primero,  la  adquirida  por  D.  Anto¬ 
nio  Garría  de  D.  Francisco  Javier  Aguilar  y  de  otros,  por  escritura 
de  23  de  Noviembre  de  1840;  ségundo,  un  tajón  que  D.  Federico  Man¬ 
tilla  y  Bubadil la  vendió  á  D.  Francisco  Alvarez  y  Carmona  en  31  de 
Mayo  de  1861  y  otros  dos  tajones  que  D.  José  de  Gálvez  y  Pera  vendió 
por  escritura  de  29  de  Setiembre  de  1874  á  Antonio  Martin  Jiménez: 
que  la  primera  de  estas  tres  heredades  fué  adjudicada  á  Doña  María  de 
los  Dolores  Rodríguez  á  la  muerte  de  su  marido  D.  Antonio  García 
Díaz  con  una  cabida  de  cuatro  fanegas  y  tres  celemines,  y  al  venderla 
ésta  en  2  de  Abril  de  1861  á  D.  Francisco  Alvarez  de  Carmona  se  le  dió 
úna  cabida  de  24  estadales  más:  que  el  tajón  que  D.  Francisco  Alvarez 
Carmona  adquirió  de  D.  Federico  Mantilla  se  componía  de  ocho  cele¬ 
mines  de  tierra,  según  se  hizo  constar  en  la  escritura:  que  en  la  de  10 
de  Diciembre  de  1872  en  que  Alvarez  Carmona  trasmitió  á  Martín  Jimé¬ 
nez  la  huerta  que'después  adquirió  el  demandante  se  explicó  que  la  fin¬ 
ca  qué  se  vendía  se  había  formado  de  dos  diferentes  predios,  inscrito 
cada  uno  por  separado  en  el  Registro  de  la  propiedad  con  sus  respecti¬ 
vos  linderos,  pero  que  dueño  de  ambos  el  vendedor  los  había  refundido 
en  uno  solo,  y  lo  mismo  continuarían,  puesto  que  pasaban  á  un  solo 
adqu:rente:  que  los  dos  tajones  de  tierra  que  Martín  Jiménez  adquirió 
de  Gálvez  por  la  escritura  de  29  de  Setiembre  de  1844  tenían  uno  de 
ellos  siete  celemines  de  cabida,  y  el  otro  una  fanega,  cinco  celemines 
y  <7  estadales:  que  el  camino  de  que  se  trata  no  solamente  tiene  el  ca¬ 
rácter  de  carrera,  sino  que  era  más  bien  un  verdadero  camino  público 
independientemente  de  los  predios  que  con  él  confinan,  por  donde  des- 
de  tiempos  remotos  habían  transitado  con  cuanto  necesitaban  los  due¬ 
ños  de  un  pago  de  huertas  y  terrenos  de  labor  y  los  que  tenían  que  di¬ 
rigirse  al  río:  que  de  las  leyes  Ia,  2a  y  3*,  lít.  16,  libro  10  de  la‘ Noví¬ 
sima  Recopilación,  y  los  artículos  2o,  3°,  13,  17,  23,  2o,  27  y  396  de  la 
ley  Hipotecaria,  se  deducía  que  la  escritura  de  28  de  Enero  de  1843, 
como  dirigida  á  reconocer  y  modificar  una  servidumbre,  había  debido 
inscribirse  en  tiempo  oportuno,  asi  como  la  de  47  de  Julio  de  1864  como 
encaminada  á  extinguir  el  mismo  derecho,  aparte  de  que  en  ésta  se  ha  - 
bia  renunciado  por  Doña  María  de  los  Dolores  Rodríguez  una  servi¬ 
dumbre  correspondiente  á  un  predio  que  ya  no  era  suyo  en  aquella  fe¬ 
cha  porque  lo  había  vendido  en  2  de  Abril  de  aquel  año  í  Alvarez  Car- 
mon «;  que  el  documento  privado  de  17  de  Julio  de  1368,  si  no  era  apó¬ 
crifo,  era  cuando  menos  nulo  y  defectuosísimo  en  su  forma  y  en  su 
fondo  para  ser-inscrito;  pero  que  de  todos  modos,  aun  siendo  inscribi¬ 
bles  este  documento  y  las  dos  citadas  escrituras,  no  podrían  ya  figurar 
en  los  asientos  del  Registro  después  de  inscritos  los  títulos  de  compra 
de  D.  Antonio  Martín  Jiménez  y  del  demandante;  y  que  el  uso  de  la 
servidumbre  que  se  litiga  había  sido  constante  y  jamás  interrumpido, 
lo  Qiismo  por  el  demandante  que  por  sus  antecesores,  pues  desde  que 
había  comprado  la  huerta  en  1877  había  utilizado  el  camino  con  carros 
ó  carretas  sin  contradicción  alguna  y  sin  acudir  jamás  en  ninguna  for¬ 
ma  á  pedir  la  venia  á  Doña  Angela  Navas: 

Resultando  que  la  demandada  reprodujo  en  la  dúplica  las  alegacio¬ 
nes  que  hizo  en  su  contestación  á  la  demanda,  añadiendo  que  el  con¬ 
trato  de  1843  fué  un  arriendo  y  hasta  1863  no  había  sido  obligatoria  la 
toma  de  razón  en  ”61  Registro  de  la  propiedad  de  los  contratos  de  arren  - 
damiento;  y  que  conforme  al  principio  general  de 'derecho  de  que  na  - 
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die  puede  trasmitir  más  de  loque  tiene,  D.  Antonio  García  impuso  á 
todos  sus  sucesores  en  el  goce  de  su  huerta  los  efectos  de  la'  declara¬ 
ción  que  hizo  de  no  existir  en  favor  de  ella  la  servidumbre  de  carrera; 
y  recibidos  los  autos  á  prueba,  se  suministraron  por  ambas  partes  di¬ 
versas  justificaciones,  sirviéndose  especialmente  de  la  prueba  de  tes¬ 
tigos: 

'  Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó 
sentencia  en  15  de  Diciembre  de  1882,  que  no  fué  conforme  con  la  del 
Juez  inferior,  declarando  que  la  servidumbre  que  partiendo  dél  camino 
de  los  Callejones  y  pasando  por  un  costado  de  la  huerta  que  posee  Doña 
Angela  Navas  en  el  pago  del  mismo  nombre  conduce  á  la  huerta  lla¬ 
mada  de  Rey,  de  la  propiedad  de  D.  José  María  López,  es  de  carrera, 
dejando  en  su  consecuencia  sin  valor  ni  efecto  la  sentencia  dictada  en 
el  interdicto  de  recobrar  que  contra  D.  José  López  instó  Doña  Angela 
Navas,  y  condenando  á  ésta  á  que  reponga  á  su  costa  la  dicha  servi¬ 
dumbre  con  el  terreno  agregado  á  su  huerta  á  la  anchura  de  ocho  piés, 
haciendo  desaparecer  todo  obstáculo  que  impida  el  paso  de  dicha  ser¬ 
vidumbre,  y  además  á  que  satisfaga  á  D.  José  María  López  las  1.201 
pesetas  19  céntimos  que  importaron  las  costas  del  interdicto: 

Resultando  que  Doña  María  Angela  Navas  y  Fernández  interpuso 
recurso  de  casación,  fundada  en  los  siguientes  motivos: 

Io  En  haber  sido  mal  interpretadas  las  leyes  8a  y  14,  tít.  31,  Partida 
3a,  en  la  primera  de  las  que  se  dice  que  la  cosa  que  ha  la  servidumbre 
á  quien  quier  que  pasase,  que  en  salvo  finca  aquella  servidumbre  en  la 
otra  cosa  en  que  había  antes,  é  non  se  le  embarga  sin  se  pierde  por  ra¬ 
zón  del  mandamiento;  fueras  ende  si  alguna  servidumbre  y  fuese  pues¬ 
ta  á  tiempo  cierto  ó  en  vida  de  algún  home  señaladamente;  y  en  la  se¬ 
gunda  que  puede  ponerse  servidumbre  por  las  tres  maneras  siguientes: 
la  primbra  por  otorgamiento  que  facen  aquellos  cuyas  son  lascosas  otor¬ 
gando  de  su  voluntad  servidumbre  en  ellas  á  otros  por  facerles  amor  ó 
por  precio  que  se  recibiesen  dellos;  por  cuanto  está  demostrado  en  au¬ 
tos  por  la  escritura  de  28  de  Enero  de  1843,  que  la  servidumbre  de  que 
se  trata  se  constituyó  entre  Rey  y  Díaz  por  precio  y  por  tiempo  cierto: 
que  este  contrato  quedó  concluido  por  el  fallecimiento  de  uno  desús 
otorgantes  ocurrido  en  1858;  y  que  por  no  haberse  pagado  por  los  su¬ 
cesores  de  éste  el  precio  estipulado  á  aquel  en  cuyo  favor  se  constituyó 
el  servicio,  se  otorgó  la  escritura  de  1861,  obrante  también  en  el  pleito, 
en  la  que  se  hizo  constar  esta  falta  de  pago,  lo  cual  acredita  también 
la  terminación  de  aquel  contrato;  y  no  obstante  todo  esto  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  da  crédito  á  declaraciones  de  testigos  enfrente  de  documen¬ 
tos:  tan  claros  y  terminantes,  incurriendo  por  lo  tanto  en  el  caso  1 0  d«  l 
art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

2°  En  haber  sido  infringidas  la  ley  15,  tít.  31,  Partida  3a  y  la  ser.r 
tencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Octubre  de  1865  que  dicen 
de  conformidad  una  y  otra  que  las  otras  servidumbres  de  que  se  ayudan 
los  homes  para  aprovechar  é  labrar  sus  heredades  ó  sus  edificios  que 
non  usan  del  las  cada  día  más  á  las  veces  é  con  fecho,  asi  como  senda  ó 
carrera  ó  vía  que  oviese  en  heredad  de  su  vecino,  tales  servidumbres 
como  estas  ó  las  otras  semejantes  del  las  non  se  podrán  ganar  por  el 
tiempo  sobredicho  de  10  ó  20  años;  ante  decimos  que  quien  las  quisie¬ 
re  haber  por  esta  razón  ha  menester  que  haya  usado  de  ellas  ellos  ó 
aquellos  de  quien  las  ovieron  tanto  tiempo  de  que  non  se  puedan  acor¬ 
dar  los  homes  cuánto  ha  que  lo  comenzaron  á  usar;  por  cuanto  no  cons- 
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ta  en  ninguna  parte  de  la  sentencia  recurrida  que  los  testigos  presen¬ 
tados  p.or  la  parte  contraria  hayan  afirmado  la  existencia  de  la  servi¬ 
dumbre  de  que  se  trata  tal  y  como  dicha  ley  lo  preceptúa,  os  decir,  con¬ 
signado  que  no  se  acuerdan  desde  cuándo  se  comenzó  á  usar  por  razón 
de  tanto  tiempo  como  hace  que  la  vieron; 

Y  3o  En  haber  sido  igualmente  infringida  la  sentencia  de  éste  Tribu¬ 
nal  Supremo  de  13  de  Enero  de  1880,  en  la  que  se  consigna  el  princi¬ 
pio  de  que  los  hechos  no  negados  y  conocidos  en  juicio  se  tienen  por 
probados,  estando  exento  el  demandante  de  probarlos,  puesto  que  ha¬ 
biendo  afirmado  la  recurrente  al  contestar  la  demanda  que  el  deman¬ 
dante  López  le  pidió  permiso  para  poder  pasar  por  la  senda  con  carros 
y  muías,  á  lo  cual  le  contestó  que  no  se  la  daba  si  no  se  lo  pedía  por 
escrito, *y  no  habiendo  contradicho  López  este  aserto  al  replicar,  excu¬ 
só  la  recurrente  el  dirigir  sus  pruebas  á  la  demostración  de  aquel  he- 
chd  importantísimo  por  virtud  del  precepto  antes  consignado;  pero  la 
sentencia  recurrida  ha  prescindido  de  este  hecho  y  de  aquel  precepto,, 
incurriendo  así,  como  razón  de  lo  consignado  en  el  anterior  motivo,  en 
el  caso  7o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Guitón: 

Considerando  que  son  infundados  los  dos  primeros  motivos  del  re¬ 
curso,  porque  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  eu  virtud  de  las  prue¬ 
bas  suministradas  por  los  litigantes  que  desde  tiempo  inmemorial  se 
halla  establecida  una  servidumbre  rústica  para  el  paso  de  caballerías  y 
carros,  no  infringe,  antes  bien  se  ajusta  á  lo  que  disponen  las  leyes  8a, 
14  y  15,  título  3 1 ,  Partida  3a,  y  la  sentenciarle  2  de  Octubre  de  t865, 
que  se  refieren  ó  los  modos  de  constituirse  las  servidumbres  y  á  las  sub¬ 
sistencias  de  estos  gravámenes  aunque  el  dominio  de  los  predios  se  tras¬ 
mita  á  otras  personas: 

Considerando,  en  cuanto  al  motivo  3o,  que  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  no  existe  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  au¬ 
ténticos  demostrativos  de  la  equivocación  evidente  del  juzgador,  ni 
podría  constituirlo  en  todo  caso  el  silencio  guardado  en  la  sentencia 
respecto  de  la  afirmación  consignada  al  contestar  á  la  demanda  de  que 
D.  José  María  López  había  pedido  permiso  á  Doña  Angela  Navas  para 
que  pasasen  sus  carros,  porque  semejante  afirmación,  lejos  de  haber 
sido  aceptada  por  López  según  supone  la  recurrente,  fué  rotundamente 
negada  por  él  en  escrito  de  réplica: 

Considerando  que  solicitándose  en  la  demanda  que  al  camino  en 
cuestión  se  diese  la  latitud  de  tres  ó  cuatro  metros  ó  lo  que  fuese  indis-, 
pensable  para  que  pudiesen  transitar  por  él  caballerías,  carros  y  vehícu¬ 
los  de  todas  clases,  habiéndose  probado  por  el  actor  que  esto  había  su¬ 
cedido  siempre,  y  fundándose  la  Sala  sentenciadora  en  el  hecho  adrhi- 
tido  por  ella  para  asignar  á  dicho' camino  la  anchura  de  ocho  piés,  de 
conformidad  con  lo  ordenado  por  la  ley  3a,  tit.  31,  Partida  3a  que  cita 
la  sentencia,  es  indudable  que  por  equivocación  se  califica  de  carrera  la 
servidumbre  que  realmente  es  de  vía  con  arreglo  á  la  mencionada  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  a ¡  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Angela  Navas  y  Fernán¬ 
dez,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Aud  ¡encía 
de  Sevilla  la  certificación  correspondiente  con  devolución  del  apunta¬ 
miento. — (Sentencia  publicada  el  22  de  Diciembre  de  1883,  ó  inserta  en 
la  Gaceta  de  29  de. Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (26  de  Diciembre  de  >883).— Sala  prime¬ 
ra.—  Negación  de  servidumbre.— Ha  lugai  al  interpuesto  por  D.  Galo 
Urosa  con  D.  Eduardo  Morales  Sacristán  (Audiencia  de  Madrid)-,  y  se 
resuelve: 

Io  Que  cualquiera  que  sea  el  verdadero  carácter  del  escrito  en  que 
se  señalan  los  particulares  que  ha  de  comprender  el  testimonio  á  que 
se  refiere  el  art .  39!  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  reputarle 
ó  no  como  de  mera  sustanciación  á  los  efectos  del  art.  10  de  la  misma 
ley ,  sigún  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  cuando  se  inter¬ 
pone  en  tiempo  una  apelación  sin  firma  de  Letrado,  si  bien  no  puede 
proveerse  á  ella  mientras  no  se  subsane  la  falta ,  queda  interrumpido  el 
lapso  del  término ,  y  subsanada  aquélla,  debe  admitirse  dicho  recurso; 
doctrina  que  es  aplicable  al  caso  en  que  se  trata  de  un  punto  menos  im 
portante  que  el  de  la  apelación ,  cual  es  el  señalamiento  de  los  particu  - 
lares  que  ha  de  contener  un  testimonio,  si  lo  hizo  en  tiempo  híbil  el 
Procurador  del  recurrente  y  reprodujo  después  con  dirección  y  firma 
de  Letrado; 

Y  2o  Que  al  no  estimarlo  asi  el  auto  recurrido  infringe  la  expresada 
doclritia  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Diciembre  de  1883,  en  las  di¬ 
ligencias  de  ejecución  de  la  sentencia  dictada  en  pleito  seguido  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Getafe  y  en  la  Sala  primera  de  lo  ci¬ 
vil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  D.  Eduardo  Morales  Sacristán, 
propietario,  con  D.  Galo  Urosa  y  Alaminos,  comerciante,  vecinos  am¬ 
bos  de  Carabinchel  Alto,  sobre  negación  de  servidumbre;  pendientes 
en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  interpuesto  por  Urosa,  bajo  la  dirección  del  Licenciado 
D.  Antonio  Maura  y. representado  por  ei  Procurador  D.  Julián  Merinero' 
y  Ginés,  habiendo  llevado  la  defensa  y  representación  en  esto  recurso 
de  Morales  Sacristán  el  Licenciado  D.  Narciso  de  Olañeta  y  el  Procura¬ 
dor  D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez: 

Resultando  que  D.  Galo  Urosa  y  Alaminos  promovió  un  interdicto 
en  el  Juzgado  de  Getafe  sobre  suspensión  de  una  obra  nueva  que  esta¬ 
ba  ejecutando  D.  Eduardo  Morales  Sacristán  en  la  plaza  de  la  Consti¬ 
tución  cte  aquel  punto  por  afectar  al  derecho  de  luces;  y  en  auto  de  3 
de  Setiembre  de  1879  ratificó  el  Juzgado  la  suspensión  de  la  obra  que 
tenía  decretada,  y  mandó  extender  diligencia  del  estado,  altura  y  cir¬ 
cunstancias  de  la  obra,  con  los  apercibimientos  del  caso: 

Resultando  que  habiendo  promovido  pleito  Morales  Sacristán  con  - 
tal  motivo  sobre  negación  de  la  servidumbre  de  luces  invocada  por 
U  osa,  fué  resuelto  por  sentenciare  dicho  Juzgado  de  Getafe  de  23  de 
Junio  de  187! ,  que  se  hizo  firme,  que  desestimó  la  demanda  de  Mora¬ 
les,  condenándole  en  las  costas;  en  ejecución  de  la  cual  dictó  providen¬ 
cia  el  Juzgado  en  26  de  Mayo  de  1882  á  petición  de  Urosa,  mandando 
que  toda  vez  que  se  determinaba  en  la  sentencia  el  orden,  modo  y  ma¬ 
nera  de  efectuar  la  demolición  de  las  obras  ejecutadas  en  el  predio  sir¬ 
viente,  se  requiriera  á  D.  Eduardo  Morales  para  que  en  el  término  de 
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20  días  cumpliera  con  la  ejecutoria  en  lo  referente  á  la  demolición  que 
habían  de  presenciar  el  actuario  y  alguacil,  haciendo  constar  en  su  día 
el  cumplimiento  de  la  ejecutoria: 

Resultando  que  después  de  varias  actuaciones  y  diligencias  encami¬ 
nadas  al  cumpt:mienlo  de  lo  anteriormente  mandado,  se  dictó  una 
providencia  en  49  de  Julio  de  dicho  año  4882  declarando  cumplid  i  la 
ejecutoria  y  mandando  archivar  los  autos  como  terminados,  de  la  cual 
pidió  reforma  D.  Galo  Urosa,  fundado  en  que  no  quedaba  el  patio  de 
luces  con  las  dimensiones  necesarias  y  que  los  tabiques  no  habían  sido 
reforzados  para  sufrir  la  carga  á  que  estaban  afectos  por  la  servidum¬ 
bre  oneris  ferendi]  y  evacuado  por  Morales  el  traslado  que  se  le  eonfi- 
rió  del  escrito  de  reforma,  fué  denegada  ésta  por  auto  de  4  de  Agosto: 

Resultando  que  admitida  á  Urosa  en  un  solo  efecto,  por  providen 
cia  del  10  notificada  absiguiente  día  la  apelación  que  dedujo  del  auto 
y  providencia  anteriores,  presentó  un  escrito  el  día  17,  autorizado  sólo 
con  la  firma  del  Procurador,  designando  jos  particulares  que  había  de 
comprender  el  testimonio  que  se  formare  para  la  sustanciación  de  la 
apelación  admitida;  y  habiendo  declarado  el  Juzgado  en  providencia 
de  la  misma  fecha  que  no  había  lugar  á  proveer  por  nq  tener  el  escrito 
firma  de  Letrado,  se  presentó  el  día  19  otro  escrito  por  la  representa¬ 
ción  de  Urosa,  firmado  por  su  Abogado  y  Procurador,  en  el  que  se  re¬ 
produjo  la  designación  de  particulares  para  la  formación  del  testimo¬ 
nio,  y  en  el  mismo  día  dictó  providencia  el  Juzgado  declarando  que  no 
habiendo  solicitado  la  parte  de  Urosa  en  legal  forma  el  testimonio  de 
lo  necesario,  y  habiendo  trascurrido  el  término  de  cinco  días  señalado 
por  la  ley.  para  verificarlo,  no  había  lugar  á  otorgar  el  testimonio  y  se 
tenía  p.or  firme  el  auto  resolutorio  del  recurso  de  reposición  de  fecha  4 
de  aquel  mes: 

Resultando  que  D.  Galo  Urosa  pidió  reforma  en  tiempo  de  esta  pro 
videncia  del  19,  fundado  en  que  admitida  la  apelación  del  auto  del  4  en 
providencia  del  10,  y  siendo  ésta  firme,  no  era  posible  que  el  Juzgado 
volviese  sobre  este  acuerdo  porque  caretíia  de  jurisdicción;  en  que  den¬ 
tro  de  los  cinco  d ías  pidió  su  Procurador  que  se  le  facilitase  como  ape¬ 
lante  y  á  su  costa  el  testimonio  de  los  particulares  que  creyó  proceden¬ 
tes  para  mayor  ilustración  de  la  Superioridad  en  la  resolución  de  aquel 
recurso,  y  no  era  causa  bastante  para  negar  tan  justa  pretensión  el  que 
no  se  firmase  el  escrito  por  Letrado  y  menos  para  hacerle  perder  un 
derecho  que  la  ley  le  concedía,  sobre  todo  cuando  se  había  llenado 
aquel  requisito  tan  pronto  como  lo  indicó  el  Juzgado,  por  cuya  razón 
protestaba  á‘  los  efectos  oportunos  el  que  se  dijera  en  la  providencia 
cuya  reforma  pretendía  que  no  estaba  extendido  aquel  escrito  en 
forma  legal  y  en  que  para  interrumpir  los  términos  que  la  ley  concede 
para  entablar  los  recursos  contra  las  providencias  ó  acuerdos  de  los 
Juzgados  y  Tribunales  basta  con  que  la  parte  ó  su  Procurador  presen¬ 
ten  en  tiempo  los  escritos  oportunos  utilizando  el  recurso  legal,  aun¬ 
que  no  estén  suscritos  por  Letrado: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Morales  se  opuso  á  la  reforma,  porque 
el  escrito  presentado  el  día  19  con  la  firma  de  Letrado  se  nallaba  fuera 
óe'término  y  el  presentado  antes  con  la  firma  del  Procurador  era  nujo 
y  no  podía  producir  efecto  alguno;  y  el  Juzgado  en  auto  del  31  de  di¬ 
cho  mes  de  Agosto  declaró  no  haber  lugar  Ala  reforma  y  mandó  estar 
A  lo  resuelto  en  la  providencia  del  19,  con  imposición  de  todas  las  cos¬ 
tas  á  Uros  a: 
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Resultando  que  Urosa  apeló  de  este  auto,  y  admitida  la  apelación 
en  un  solo  efecto,  se  remitió  á  la  Audiencia  del  territorio  el  testimonio 
que  se  formó  con  los  particulares  que  las  partes  señalaron,  y  sustan¬ 
ciada  la  apelación  con  la  solicitud  por  parte  de  Urosa  de  que  se  revoca¬ 
se  la  providencia  del  17  de  Agosto  en  que  se  acordó  al. escrito  presenta¬ 
do  el  1 4  no  haber  lugar  á  proveer  por  carecer  de  firma  de  Letrado  y  se 
revocasen  asimismo  la  del  19  en  que  se  declaró  no  haber  tampoco  lugar  á 
otorgar  el  testimonio  para  sustanciarla  apelación  admitida  en  un  solo 
efecto  y  el  auto  de  31  que  denegó  la  reformado  la  anterior  providen¬ 
cia,  y  se  mandase  sustanciar  la  apelación  interpuesta  contra  el  auto 
del  1  4  de  Agosto  y  providencia  congruente  con  el  mismo  en  que  se  de¬ 
claró  cumplida  la  sentencia  firme  que  se  venía  ejecutando,  dictó  auto 
la  Sala  primera  de  lo  civil  en  2 2  de  Diciembre,  confirmando  con  las  cos¬ 
tas  la  providencia  y  auto  apelados  en  19  y  31  de  Agosto: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  para  los  efectos- 
legales  correspondientes,  interpuso  D.  Galo  Urosa  y  Alaminos  recurso 
de  casación  por  considerar  infringidos: 

Io  El  art.  10  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuyo  caso  4°,  refi¬ 
riéndose  á  la  regla  de  que  no  podrán  proveer  los  Juzgados  ó  Tribuna¬ 
les  á  ninguna  solicitud  que  no  lleve  la  firma  de  Letrado,  excepciona 
los  escritos  que  tengan  los  objetos  que  taxativamente  señala  y  cua¬ 
lesquiera  otras  diligencias  de  mera  tramitación,  por  cuanto  el  escrito 
presentado  ante  el  Juzgado  por  la  representación  del  recurrente  que  te¬ 
nía  por  objetóla  designación  de  particulares  se  halla  comprendido  en¬ 
tre  los  que  la  ley  clasifica  como  de  mera  tramitación,  á  pesar  de  lo  cual 
el  auto  recurrido  confirma  la  providencia  y  auto  denegatorios  del  tes¬ 
timonio,  fundándose  en  haberse  deducido  dicha  pretensión  sin  firma  de 
Letrado  y  en  haberse  subsanado  la  falta  fuera  de  término; 

Y  2o  En  el  supuesto  de  ser  necesaria  la  firma  de  Letrado  en  e]  caso 
de  que  se  trata,  la  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Supre¬ 
mo  en  sentencias,  entre  otras,  de  17  de  Diciembre  de  1859,  29  de  Fe¬ 
brero  de  1800  y  14  de  Setiembre  de  1861 ,  según  las  que  Ja  prohibición 
de  proveer  sobre  solicitudes  no  autorizadas  por  Letrado  no  se  opone  á- 
que  interpuesta  apelación  sin  este  requisito,  se  interrumpe  el  lapso  del 
término  señalado  en  la  ley,  j  de  que  interpuesta  en  tiempo  una  apela¬ 
ción  sin  firma  de  Letrado,  aunque  no  pueda  proveerse  á  ella  mientras 
subsista  dicha  falta,  debe  sin  embargo  admitirse  una  vez  subsanada, 
doctrinas  aplicables  por  perfecta  analogía  al  caso  que  se  debate,  y  aun 
con  mayor  motivo  puesto  que  la  designación  de  particulares  para  el 
testimonio  es  diligencia  ó  trámite  menos  sustancial  y  merios  grave  que 
la  interposición  de  la  alzada  hecha  sin  firma  de  Letrado  en  los  negocios 
que  dieron  lugar  á  las  decisiones  citadas  de  este  Tribunal  Supremo: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  verdadero  carácter  del  es¬ 
crito  en  que  se  señalan  los  particulares  que  ha  de  comprender  el  testi¬ 
monio  á  que  se  refiere  el  aTt.  391  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  par* 
reputarle  ó  no  como  de  mera  sustanciación  á  los  efectos  del  art.  10  de 
la  misma  ley,  la  cuestión  del  presente  recurso  se  resuelve  por  la  juris  - 
prudencia  de  este  Tribunal,  según  la  cual  cuando  se  interpone  ei  tiem¬ 
po  una  apelación  sin  firma  de  Letrado,,  si  bien  no  puede  proveerse  a 
ella  mientras  no  se  subsane  la  falta,  queda  interrumpido  el  lapso  del 
término  y  subsanada  aquélla,  debe  admitirse  dicho  recurso,  cuya  doc¬ 
trina  es  aplicable  al  caso  de  áutos,  en  que  se  trata  de  un  punt  >  meno* 
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importante  que  el  de  la  apelación,  cnal  es  el  señalamiento  de  los  parti¬ 
culares  que  ha  de  contener  un  testimonio,  lo  que  hizo  en  tiempo  hábil 
el  Procurador  del  recurrente  y  reprodujo  después  con  dirección  y  firma 
de  Letrado: 

Considerando  que  al  no  estimarlo  así  el  auto  recurrido  infringe  la 
expresada  doctrina  legal  de  que  se  hace  mérito  en  el  segundo  motivo: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.»Galo  Urosa  y  Alaminos,  y  en  su  con¬ 
secuencia  casamos  y  anulamos  el  auto  que  en  22  de  Diciembre  de  1882 
dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte;  y  de¬ 
vuélvase  á  la  parte  recurrente  el  depósito  de  1 .000  pesetas  que  tiene 
'constituido. — (Sentencia  publicada  el  26  de  Diciembre  de  1883,  é  in¬ 
serta  en  la  Gacela  de  29  de  Enero  de  1884.) 
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Itecarso  de  casación  (26  de  Diciembre  de  1 883). — Sala  prime 
ra.— Pago  de  pesetas. — Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  Doña 
Peregrina  Vázquez  Gómez  y  consortes  con  D.  Vicente  López  y  López 
(Audiencia  de  la  Coruña),  y  se  resuelve: 

1°  Que  las  leyes  de  Partida  referentes  al  valor  y  eficacia  de  las 
pruebas  testifical  y  pericial  han  sido  esencialmente  modificadas  por  la 
de  Enjuiciamiento  civil ,  según  repetidamente  tiene  declarado  el  Supre 
mo  Tribunal',  y  constituyendo  las  declaraciones  de  los  peritos  revisores 
una  de  las  clases  de  prueba  autorizadas  por  la  referida,  ley,  cuyo  aná¬ 
lisis,  calificación  y  apreciación  corresponde  á  los  Tribunales,  confor¬ 
mándose  á  las  reglas  de  la  sana  critica  sin  tener  que  sujetarse  al  dicta  - 
men  de  aquéllos,  al  usar  la  Sala  sentenciadora  de  esta  facultad  que  ter  ¬ 
minantemente  la  .concede  el  art.  609  de  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
vigente,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  alegado  regla  de  sana 
critica  por  ella  infringida ,  no  lo  han  sido  las  leyes  114 'y  119,  tit.  18 
de  La  Partida  3a; 

Y  2o  Que  se  comete  un  error  de  hecho  abonando  á  un  cuentadante  dos 
veces  una  misma  partida  de  data. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  do  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Becerreá  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  Doña  Peregrina,  Don 
Ramón  y  Doña  Elisa  Vázquez  Gómez  y  Doña  Melitona  Pino  Juan,  en 
representación  de  sus  hijos,  y  en  nombre  de  todos  el  Procurador  Don 
Francisco  Muñoz  y  Zapaia,  dirigido  por  el  Licenciado  D.  Adriano  Curiel 
y  Castro,  con  D.  Vicente  López  y  López,  representado  por  el  Procura¬ 
dor  D.  Julián  Muñoz  y  Miguel,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  Don 
José  Marta  Fernández  de  la  Hoz,  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  D.  Angel  Ruiz,  D.  Manuel  Pío  Moreno,  D.  Manuel 
Ferreiro  Cid,  por  si  y  á  nombre  de  D.  Vicente  Romero,  y  D.  Ramón 
Vázquez  IJ'anco,  también  por  sí  y  á  nombre  de  D.  Vicente  López  y  Don 
Francisco  Valcarce,  por  quienes  prestaron  caución,  otorgaron  escritu 
ra  en  4  de  Mayo  de  1851,  en  la  que  dijeron  que  rematadas  las  obras  do 
la  variación  de  la  carretera  desde  los  Nogales  á  Piedrafita  por  D.  Mi- 
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guel  Moreno  Rey,  conforme  con  lo  acordado  dieron  participación  á  Don 
Ramón  Vázquez  y  á  los  que  por  quien  él  hacia,  arreglándose  en  com¬ 
pañía  para  este  objeto  en  la  manera  siguiente:  que  Moreno  y  Ruiz  re¬ 
presentarían  una  tercera  parte,  y  D.  Ramón  Vázquez,  D.  Vicente  Ló¬ 
pez  y  D.  Francisco  Valcarce  olía  tercera:  que  á  Moreno,  como  Cajero 
de  la  Compañía,  se  le  abonaría  el  medio  por  100  de  los  fonaos  que  in 
gresasen  en  su  poder,  quedando  en  cambio  obligado  á  remitirlos  á  su 
destino,  no  abonándose  á  ninguno  de  los  socios  cantidad  alguna  por  la 
parte  de  administración  personal  que  creyesen  ó  pudiesen  tener;  y  que 
siendo  necesario  adelantar  fondos  para  la  construcción  de  las  obras, 
Moreno  reclamaría  mensualmente  á  los  demás  socios  la  parte  que  á  cada 
uno  correspondiese,  adeudando  el  que  dejase  correr  10  días  sin  realizar 
el  pedido  un  tí  por  100  de  interés  anual  en  favor  del  que  cubriese  dicha 
obligación: 

Resultando  que  según  se  consigna  en  los  hechos  de  la  demanda  y 
en  los  resultandos  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  principiadas 
las  obras,  D.  Ramón  Vázquez  Blanco,  como  encargado  por  la  Caja,  co¬ 
rrió  con  los  pagos,  realizándolos  con  los  fondos  que  le  remitió  la  casa 
de  Moreno  da  Santiago,  con  lo  que  le  entregaron  Valcarce  y  López  y 
con  lo  que  suplió  por  su  parte;  y  que  finalizadas  ya  las  obras,  reunidos 
en  Nogales  en *7  de  Junio  de  1860  D.  Francisco  Valcarce,  Duña  Josefa 
Gómez,  viuda  de  D.  Ramón  Vázquez,  y  D.  Vicente  López,  practicaron 
una  liquidación,  consignando  que  por  capital  y  utilidades  eran  acreedo¬ 
res  Doña  María  Josefa  de  164.105  reales  29  maravedises,  de  los  que  te¬ 
nía  percibido  con  inclusión  de  un  libramiento  remitido  por  los  señores 
de  Santiago  de  20.100  reales  á  cargo  de  D.  Ramón  Soler  y  Roca,  de 
Lugo,  endosado  por  D.  Vicente  López,  144.262  reales,  faltándole  19.843 
reales  y  29  maravedises;  D.  Francisco  Valcarce  á  (55.720  reales,  de  los 
que  tenía  percibidos  1 17.130,  faltándole  37.590,  y  D.  Vicente  López 
a  183.160  reales,  de  los  que  tenía  percibidos  163. 9H,  faltándole  19.249 
reales: 

Resultando  que  aprobada  en  3  de  Octubre  de  1861  por  D.  Vicente 
López  la  cuenta  general  recibida  por  el  Cajero  de  D.  Manuél  Pío  More¬ 
no,  fundado  aquél  en  que  en  la  liquidación  de  7  de  Junio  de  1860  re¬ 
clamó  á  la  viuda  de  Vázquez  10.690  reales,  resto  de  su  capital  aporta¬ 
do,  y  38.590  reales  que  le  correspondían  por  su  tercera  parte  de  utili¬ 
dades;  reclamación  que  no  prevaleció  por  haberse  estimado  en  29  de 
Noviembre  de  1862  la  excepción  dilatoria  que  á  ello  se  opuso;  pero  ha¬ 
biendo  propuesto  nueva  demanda  reclamando  49.281  reales  por  loS  ex¬ 
presados  conceptós,  fuó  absuelta  de  ella  Doña  María  Josefa  Gómez  por 
sentencia  de  18  de  Noviembre  de  1864: 

Resultando  que  convenidos  D.  Vicente  López,  D.  Francisco  Valcar¬ 
ce  y  la  viuda  de  Vázquez  por  escritura  de  3  de  Enero  de  1866  en  apla¬ 
zar  las  demandas  que  mutuamente  quisieran  entablar  sobre  el  particu¬ 
lar,  y  en  que  Valcarce  en  nombre  propio  exigiera  nuevas  cuentas  al 
Cajero,  lo  hizo  en  efecto,  personándose  en  dicho  juicio  Doña  Josefa  Gó¬ 
mez  por  sus  derechos  y  los  de  sus  hijos;  condenándose  á  D.  Manuel  Pío 
Moreno  por  sentencia  de  30  de  Maizo  de  1871  á  formalizar  las  cuentas, 
habiéndolas  en  efecto  rendido  en  8  de  Agosto  de  1872,  reproduciendo 
las  que  había  aprobado  D.  Vicente  López  en  3  de  Octubre  ¿e  1861: 

Resultando  que  en  la  citada  cuenta  sé  consignó  como  utilidad  la 
suma'de  393.061  rs.  2  céntimos,  á  la  que  se  agregó  la  realizada  con 
posterioridad,  fijándose  el  total  de  beneficios  para  la  tercera  parte  qo® 
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representaban  D.  Ramón  Vázquez  y  consortes  en  134.514  rs.  72  cénti¬ 
mos.,  que  con  la  rebaja  de  18.742  rs.  y  66  céntimos  por  intereses  al  6 
por  100,  ccn  arreglo  á  lo  estipulado  en  la  escritura  social  sobre  el  ade¬ 
lanto  de  capital  á  los  mismos  Vázquez  y  consortes,  quedaron  reducidos 
á  1 1 5.772  rs.  y  6  céntimos: 

Resultando  que  en  la  misma  cuenta  consignó  que  entraron  en  Caja 
por  remesas  que  á  ella  hicieron  D.  Ramón  Vázquez  y  consocios  del  gru¬ 
po  de  Nogales  889.860  rs.  y  94  céntimos,  d^ndo  de  salida  por  remesas 
al  propio  Vázquez  desde  27  de  Febrero  de  1852  á  18  de  Mayo  de  1855 
570.058  rs.  21  céntimos;  habiéndose  solventado  el  Cajero  Moreno  de  lo 
que  los  tres  socios  de  Nogales  representaban  por  el  capital  que  real  y 
efectivamente  aportaron  y  beneficios  que  obtuvieron  con  los  435.271 
reales  59  céntimos  que  remitió  á  D.  Vicente  López  desde  21  de  Juliode 
1855  á  18  de  Julio  de  186!  y  con  los  303  rs.  y  20  céntimos  que  entregó 
a!  rendir  la  repetida  cuenta  general  de  8  de  Agosto  de  1872: 

Resultando  que  en  14  de  Agosto  de  1873  entabló  demanda  D.  Vi¬ 
cente  López  contra  Doña  María  Josefa  Gómez  y  sus  hijos  y  D.  Francis¬ 
co  Valcarce,  para  que  se  declarase  sin  ningún  valor  ni  efecto  la  liqui¬ 
dación  de  7  de  Junio  de  1860  y  se  procediese  por  peritos  á  otra  nueva 
relativamente  á  los  gastos.de  las  obras,  utilidades  reportadas  y  canti¬ 
dades  percibidas  ror  la  tercera  parte  de  Nogales,  fijando  como  bases 
invariables  el  anticipo  y  abono  de  las  cantidades  de  que  hizo  mérito;  y 
que  seguido  el  juicio  por  iodos  sus  trámites  en  rebeldía  de  Valcarce, 
habiendo  convenido  Doña  María  Josefa  Gómej  y  sus  hijos  en  la  nulidad 
de  la  liquidación,  se  declaró  nula  y  de  ningún  valor  por  sentencia  fir¬ 
me  de  22  de  Diciembre  de  1874,  que  desestimó  la  demanda  en  cuanto 
por  ella  se  pedían  declaraciones  previas  para  nueva  liquidación,  reser¬ 
vando  i  las  partes  el  ejercicio  de  sus  acciones,  á  fin  de  que  si  no  estu¬ 
viesen  conformes  en  que  la  hiciese  un  Contador  la  pidiesen  y  obtuvie¬ 
sen  en  el  juicio  correspondiente,  con  arreglo  á  la  escritura  de  Sociedad 
ó  la  cuenta  general  rendida  ¡  or  la  casa  gerente,  y  con  presencia  tam¬ 
bién  de  cuantos  otros  datos  y  comprobantes  debiese  utilizar: 

Resultando  que  por  no  haberse  puesto  de  acuerdo  las  partes  sobre 
el  nombramiento  de  Contador,  se  dió  por  cumplida  la  sentencia  men¬ 
cionada;  y  que  en  8  de  Noviembre  de  1875  Doña  María  Josefa  Gómez, 
en  representación  de  sus  hijos  menores  D.  Ramón,  Doña  Peregrina  y 
Doña  Elisa  Vázquez  y  su  hijo  mayor  de  edad  D.  Ricardo,  dedujeron  la 
demanda  objeto  de  estos  autos,  en  la  que  haciendo  mérito  de  los  ante¬ 
cedentes  referidos  y  de  las  cantidades  respectivamente  abonadas  y  per¬ 
cibidas,  dedujeron  que  resultaba  un  alcance  contra  D.  Vicente  López 
de  946.365  rs.  que  debía  abonar,  menos  los  pagos  que  justificase  debi¬ 
damente  hechos;  y  ejercitando  la  conducente  acción  personal  en  juicio 
ordinario  contra  D.  Vicente  López  y  D.  Francisco  Valcarce  para  que  se 
practicase  nueva  liquidación  final  y  se  justificasen  los  gastos  é  ingresos, 
abonando  el  que  resultase  ser  en  deber  á  los  otros,  pidiendo  se  conde¬ 
nase  á  López  á  la  entrega  de  los  946  365  rs.  que  aparecía  adeudarles, 
con  más  lo  que  resultase  de  la  tasación  pericial  por  los  intereses  de  las 
partidas  de  dinero  efectivo  recibido  por  él  según  las  épocas  y  cantida¬ 
des  fijadas  en  la  cuenta  general  rendida  por  los  Cajeros: 

Resultando  que  D.  Francisco  Valcarce  manifestó  que  estaba  pronto 
á  la  liquidación  que  se  pretendía,  y  que  no  negándosele  haber  contri¬ 
buido  con  la  parte  que  le  correspondía  y  no  reclamándosele  cantidad 
alguna  se  apartaba  del  pleito,  sin  perjuicio  de  concurrir  á  la  liquida¬ 
ción  y  ajuste  de  cuentas: 
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Resultando  que  D.  Vicente  López  solicitó  que  se  le  absolviese  de  la 
demanda  en  cuanto  á  satisfacer  la  suma  determinada  que  con  réditos 
reclamaron  los  demandantes,  ordenando  que  en  el  término  de  seis  días 
se  procediese  á  la  cuenta  y  liquidación  final,  y  proponiendo  reconven¬ 
ción  para  que  se  declarase  que  no  era  responsable  de  parte  alguna  de 
losl8.742rs.de  intereses  satisfechos  por  el  anticipo  realizado  por  la 
casa  Moreno,  sino  que  por  el  contrario  habría  de  abonársele  en  concep¬ 
to  de  utilidades  la  tercera  parte  de  ellos  por  aquél  ó  aquellos  de  sus 
consocios  que  hubiesen  dado  lugar  al  suplemento  que  los  devengó;  ale¬ 
gando  en  apoyo  de  su  pretensión  que  terminada  la  Compañía  tenían 
los  socios  la  obligación  de  rendir  cuentas  y  liquidar  entre  si,  no  pudien- 
do,  pendiente  la  liquidación,  tener  lugar  demanda  por  cantidad  líqui¬ 
da:  que  si  había  recibido  distintos  libramientos  de  la  casa  Moreno  para 
suplementos  con  que  subvenir  al  coste  de  las  obras  de  la  carretera  en¬ 
tregó  realmente  á  D.  Ramón  Vázquez  lo" librado  por  él,  y  como  había 
intervenido  en  semejantes  actos  sólo  con- el  carácter  de  mandatario  en¬ 
cargado  de  dicha  casa,  ésta  era  la  única  que  podía  formularle  cargos 
por  la  no  entrega:  que  era  indudable  que  había  anticipado  paradas 
obras  144.568  rs. ,  acumulándoles  durante  la  conservación  de  ellas 
6.467,  con  lo  que  había  cumplido  con  creces  la  obligación  relativa,  al 
suplemento  de  fondos,  no  podiendo  por  tanto  afectarle  los  intereses 
que  devengó  la  Caja  general  y  perteneciéndole  por  el  contrario  los  co¬ 
rrespondientes  á  las  cantidades  que  se  le  adeudaban;  y  que  entrañando 
la  calidad  de  socio  el  deber  de  rendir  cuentas  detalladas,  ya  que  los 
Vázquez  en  concepto  de  Administradores  y  Cajeros  percibieron  varios 
millones  para  sufragar  el  coste  de  las  obras  contratadas,  tenían  la  obli¬ 
gación  de  justificar  á  sus  consocios  la  exacta  y  legitima  inversión  de 
aquel  capital: 

Resultando  que  con  su  escrito  acompañó  el  demandado  seis  cartas 
que  ocupan  en  los  autos  los  folios  82  á  89,  dirigidas  á  López  con  la  fir¬ 
ma  de  Doña  Josefa  Gómez  Vázquez,  en  la  primera  de  las  cuales  de  2  de 
Agosto  de  1855  le  dice  eran  en  su  poder  los  48.000  rs.  librados  en  Lugo 
á  su  favor;  en  la  de  4  de  Diciembre  de  1855,  que  se  le  habían  entogado 
los  25.000  rs.  de  la  carta  orden  por  cuenta  de  D.  Silverio  Moreno  é  hijo; 
en  la  de  2  de  Octubre  de  1857,  que  le  había  hecho  entrega  su  sobrino 
D.  José  Osorio  de  los  20.000  rs.  que  por  él  había  mandado  á  bus¬ 
car  y  que  le  entregó  de  los  fondos  que  le  pudieran  pertenecer  de  la 
carretera;  en  la  dte  10  de  Diciembre  del  mismo  año,  de  haberle  entre¬ 
gado  su  hijo  D.  Matías  1 2.000  rs.  por  igual  concepto;  en  la  del  6  de  Fe¬ 
brero  de  1858,  que  no  habiéndole  dado  recibo  de  los  4.000  rs.,  habiéndo¬ 
le  entregado  Cabezudo  los  2.000  que  le  remitía,  se  lo  avisaba  para  su 
gobierno  y  cuenta;  en  la  de  27  de  Marzo  dirigida  por  Lóoez  á  su  her¬ 
mano  para  que  entregase  10.000  rs.  á  Doña  María  Josefa  Gómez  el  reci¬ 
bo  de  ésta  á  continuación,  y  en  la  de  17  de  Noviembre  del  mismo  año, 
manifestando  que  aunque  en  diferentes  partidas  había  recibido  3.162 
reales  que  anotaba  para  sus  cuentas: 

Resultando  que  jos  demandantes  insistieron  en  la  réplica  en  los  car¬ 
gos  formulados  en  la  demanda  contra  D.  Vicente  López,  impugnando 
los  abonos  de  las  cantidades  que  expresaban  las  cartas  mencionadas, 
cuyas  firmas  redargüyó  de  falsas,  declarando  que  D.  Francisco  Valcar- 
ce  entregó  de  capital  y  le  correspondieron  de  utilidades  157.030  rea¬ 
les,  que  le  pagó  D.  Vicente  López:  que  siendo  435.271  rs.  lo  que  corres¬ 
pondió  á  los  tres  socios  por  ambos  conceptos  y  entregaron  los  Cajeros 
á  D.  Vicente  para  pagar  á  sus  consocios,  no  le  correspondía  de  esta 
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cantidad  más  que  la  novena  parte  de  utilidades,  y  descontándole  el  in¬ 
terés  del  6  por  100  que -lebió  satisfacer  por  los  adelantos  hechos  por  La 
Caja,  ascendía  sólo  á  26.096  rs.,  pues  no  pagó  por  su  cuenta  capital 
alguno:  que  el  resto  á  la  suma  entregada  por  los  Cajeros  para  dicho 
pago  correspondía  como  capital  y  utilidades  á  los  demandantes,  con  más 
lo  que  había  quedado  adeudándoles  por  haberlo  recibido  por  cuenta  de 
la  casa  gerente  durante  las  obras  para  entregar  á  D.  Ramón  Vázquez, 
con  los  réditos  del  6  por  1 00  que  conforme  le  fueron  adelantadas  dichas 
partidas  debía  satisfacer  á  los  demandantes,  abonándole  los  pagos  legí¬ 
timos  que  resultase  haber  más  justificado,  y  fijadas  tales  partidas  decla¬ 
rar  hecha  la  liquidación  y  mandar  que  López  pagase  lo  pretendido  en  la 
demanda  y  resultase  de  pruebas  que  adeudaba  álos  demandantes: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  negadas  por  Doña  Ma¬ 
ría  Josefa  Gómez  las  firmas  de  las  cartas  antes  mencionadas,  manifes¬ 
tando  que  tenía  por  falsos  estos  documentos,  y  no  habiendo  sido  efec¬ 
tivas  en  su  poder  las  cantidades  expresadas  en  ellos,  fueron  cotejadas 
por  peritos  de  nombramiento  de  las  partes,  que  no  estuvieron  con¬ 
formes  en  sus  declaraciones,  nó  habiendo  podido  tener  logar  el  nom¬ 
bramiento  de  tercero  que  dirimiese  la  discordia  por  haber  trascurrido 
el  término  probatorio: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  dictó  sentencia  en  16  de  Noviembre 
de  1882,  que  no  fué  conforme  con  la  de!  Juez  inferior,  por  la  que  ab¬ 
solvió  de  la  demanda  á  D.  Vicente  López  en  cuanto  por  ella  se  pedía 
que  entregase  4  los  demandantes  946.365  rs.  y  lo  más  que  resultase  á 
tasación  pericial  por  intereses  de  las  partidas  de  dinero  efectivo  recibi¬ 
das  por  él  antes  de  las  fechas  á  que  se  contraía,  y  á  los  demandantes  y 
al  demandado  D.  Francisco  Valcarce  de  la  reconvención  propuesta  por 
López  en  la  contestación,  negando  la  licencia  que  en  representación 
de  López  se  había  solicitado  para  entablar  la  querella  de  injuria  y  ca¬ 
lumnia,  condenando  á  demandantes  y  demandados  .á  que  por  medio  de 
peritos  elegidos  en  la  forma  ordinaria  liquiden  ¡o  que  les  corresponde 
por  pl  capital  que  el  difunto  padre  de  los  primeros  y  los  dos  últimos 
suplieron  para  las  obras  de  la  variación  de  la  carretera  de  Nogales  á 
Piedrafita  por  los  benefi  ios  que  obtuvieron  y  lo  que  respetivamente 
tenían  recibido  á  fin  de  que  se  solventen  dentro  de  10  días  y  sin  abono 
de  intereses  los  alcances  que  resulten  contra  alguno  ó  algunos  de  los 
consocios,  á  cuyo  efecto  se  declara:  primero,  que  ningún  cargo  pue¬ 
de  hacerse  á  D.  Vicente  López  por  las  cantidades  que  detalla  la  rela¬ 
ción  núm.  Io  existente  á  los  folios  1  y  2,  ni  á  D.  Ricardo  Decorvio  Váz¬ 
quez  y  hermano  por  la  inversión  de  los  fondos  que  durante  la  ejecución 
de  las  obras  exnuestas  y  para  atender  á  ellas  remitió  á  su  difunto  pa¬ 
dre  D.  Ramón  Vázquez  la  casa  Moreno  de  Santiago:  segundo,  que  ésta 
pagó  lo  que  D.  Vicente  López,  D.  Francisco  Valcarce  y  la  representa¬ 
ción  de  D.  Ramón  Vázquez  debían  percibir  por  capital  y  beneficios  con 
los  435.271  rs.  y  59  céntimos  que  remitió  al  D.  Vicente  desde  21  de  Ju¬ 
lio  de  1855  á  18  de  Julio  de  1861  v  con  los  303  y  20  céntimos  entrega¬ 
dos  al  rendir  cuenta  general  de  8  de  Agosto  de  1872:  tercero,  que  los 
D.  Vicente  López,  D.  Francisco  Valcarce  y  el  difunto  D.  Ramón  Váz¬ 
quez  sólo  suplieron  el  capital  de  319.802  rs.  y  73  céntimos:  cuarto,  que 
para  este  suplemento  contribuyó  el  D.  Vicente  López,  con  140.412 
reales:  quinto,  que  está  reconocido  por  los  demandantes  que  el  D.  Fran¬ 
cisco  Valcarce  aportó  la  parte  de  capital  que  le  correspondía:  sexto, 
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que  los  beneficios  que  obtuvieron  los  tres  consocios  quedaron  reducidos 
en  la  reducción  que  hizo  la  Caja  por  razón  de  intereses  de  lo  que  ade¬ 
lantara  á  1 15.772  rs.  y  6  céntimos:  séptimo,  que  en  descargo  délos 
435.271  rs.  y  59  céntimos  que  recibió  b.  Vicente  López  de  la  casa  Mo¬ 
reno  de  Santiago  para  el  pago  de  capital  y  beneficios  de  los  tres  que 
formaban  la  mitad  social  de  Nogales  entregó  á  D.  Francisco  Valcarce 
157.130  rs.,  y  á  Doña  JosefaGómez,  viudade  D  Ramón  Vázquez, 96. "262 
y  además  89.192  rs.,  cuya  entrega  acreditan  las  cartas  referidas,  folios 
82,  85,  86,  87  y  89,  que  así  bien  se  admitirán  en  data:  octavo,  que  los 
303  rs.  y  20  céntimos  entregados  por  el  Cajero  Moreno  al  rendir  la  cuen¬ 
ta  general  son  cargo  contra  los  que  hubiesen  recibido: 

Resultando  que  Doña  Peregrina  Vázquez  Gó  r.ez  y  consorte  inter¬ 
pusieron  recurso  de  casación,  que  fundaron  en  haberse  infringido  á  su 
juicio:  x 

1°  Las  leyes  114  y  119,  tít.  18  de  la  Partida  3*,  y  la  jurisprudencia 
establecida  en  su  conformidad  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten¬ 
cias  de  17  de  Marzo  de  1859  y  9  de  Mayo  de  1863,  12  de  Junio  de  1867 
y  11  de  Enero  de  1877,  según  las  cuales  si  la  parte  contra  quien  se 
aduce  en  juicio  un  documento  privado  que  aparece  firmado  por  la  mis¬ 
ma  lo  negase  diciendo  que  no  es  suyo  ni  ella  lo  hizo  ni  lo  iqandó  hacer, 
incumbe  á  la  otra  parte  probar  su  legitimidad  en  los  términos  que  re¬ 
quería  la  citada  ley,  no  bastando,  según  la  misma  y  la  jurisprudencia 
invocada,  la  prueba  del  cotejo  de  la  letra  y  firma  negados  con  otras 
indubitadas  de  la  persona  á  quien  se  atribuían,  sino  que  era  necesario 
además  para  la  de  testigos  que  aseverasen  la  legitimidad  del  documen¬ 
to  retargüído  de  falso,  afirmando  que  lo  hizo  ó  mandó  escribir  la  per¬ 
sona  á  quien  se  atribuye,  toda  vez  que  la  sentencia  declaraba  entrega¬ 
dos  por  D.  Vicente  López  á  Doña  María  Josefa  Gómez  y  mandaba  que 
se  la  admitieran  á  aquél  en  data,  además  de  otras  cantidades,  la  de 
89.192  reales,  cuya  entrega  se  decía  acreditaban  las  cartas  que  apare  - 
cían  firmadas  por  dicha  Doña  María  Josefa,  siendo  así  que  ésta  las  ha¬ 
bía  negado  y  redargüido  de  falsas  y  el  contrario  no  había  suministrado 
ni  la  sentencia  apreciaba  prueba  alguna  de  la  legitimidad  de  tales.car- 
tas,  sino  que  la  única  intentada  fué  la  del  cotejo  pericial,  que  produjo 
una  discordia  que  no  había  sido  dirimida: 

2o  La  infracción  de  las  mismas  leyes  y  jurisprudencia  invocadas  en 
el  número  anterior,  en  cuanto  constituía  error  de  derecho  en  la  apre¬ 
ciación  de  las  pruebas,  dando  á  dichas  cartas  fuerza  y  valor  probatorio 
que  terminantemente  le  negaban  aquellas  disposiciones  legales; 

Y  3o  En  el  error  de  hecho  resultante  de  documentos  auténticos  y 
que  demostraban  la  equivocación  evidente  de  la  Sala  sentenciadora, 
por  cuanto  en  la  declaración  7a,  que  establecía  como  una  de  las  bases 
para  la  liquidación  á  que  condenaba  á  las  partes,  duplicaba  el  cargo  á 
los  demandantes  y  abonaba  á  D.  Vicente  López  una  misma  partida  de 
.  data  de  éste,  que  era  la  de  48.000  rs.  librados  á  Doña  María  Josefa  Gó  - 
mez  en  carta  orden  á  pago  de  la  casa  Soler,  de  Lugo,  y  que  aquélla 
cobró  en  30  de  Julio  de  1855,  acusando  so  recibo  á  López  en  carta  de  2 
de  Agosto  del  mismo  año,  incluyéndose  dichos  48.000  reales  una  vez 
en  la  suma  de  96.262  rs.,  como  entregados  aquéllos  por  López  á  Doña 
María  Josefa  por  médio  del  citado  giro  contra  la  casa  de  Soler,  de  Lugo, 
y  otra  vez  en  la  suma  de  89.192  rs.,  que  aparecían  entregados  á  la  re¬ 
petida  Doña  Maj-ía  Josefa,  según  las  cartas  que  citaba  la  sentencia, 
siendo  así  que  una  de  e  las  era  la  de  2  de.  Agosto  de  1855  en  que  dicha 
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señora  acusó  á  López  el  recibo  de  los  repetidos  48.000  rs.  cobrados  de 
la  casa  Soler,  de  Lugo,  en  virtud  de  la  mencionada  carta  orden  de 
aquél: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  las  leyes  de  Partida  referentes  al  valor  y  eficacia 
de  las  pruebas  testifical  y  pericial  han  sido  esencialmente  modificadas 
por  la  de  Enjuiciamiento  civil,  según  repetidamente  tiene  declarado 
este  Supremo  Tribunal;  y  constituyendo  las  declaraciones  de  los  peri¬ 
tos  revisores  una  de  las  clases  de  prueba  autorizadas  por  la  referida 
ley,  cuyo  análisis,  calificación  y  apreciación  corresponde  á  los  Tribu¬ 
nales,  conformándose  á  las  reglas  de  la  sana  crítica  sin  tener  que  su¬ 
jetarse  al  dictamen  de  aquéllos  al  usar  de  esta  facultad  que  terminan¬ 
temente  concede  el  art.  609  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente, 
como  lo  ha  verificado  la  Sala  sentenciadora  en  el  presente  caso,  sin  que 
contra  su  apreciación  se  haya  alegado  regla  de  sana  critica  por  ella  in¬ 
fringida,  ni  lo  han  sido  las  leyes  1 14  y  H9,  tít.  18  de  la  Partida  3*  que 
se  cita  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando,  respecto  al  tercero,  que  en  la  sentencia  recurrida  se 
ha  cometido  un  error  de  hecho  abonando  á  D.  Vicente  López  dos  veces 
la  partida  de  data  de  48.000  rs.,  puesto  que  primero  se  inclayó  y  for¬ 
ma  parte  de  la  suma  de  96.262  rs.  en  virtud  de  la  compulsa  referente 
á  los  libros  de  cuentas  corrientes  de  D.  Ramón  Soler  y  .hermanos,  de 
Lugo,  que  acreditan  la  entrega  á  Doña  María  Josefa  Gómez  de  la  can¬ 
tidad  de  48.000  rs.  girados  por  D.  Vicente  López,  y  posteriormente  en 
virtud  de  la  carta  folio  82  en  que  la  Gómez  acusaba  al  López  el  recibo 
de  48.000  rs.  librados  en  Lugo  á  su  favor  se  volvió  á  incluir  y  formar 
parte  de  la  suma  de  89.192  que  la  sentencia  estima  como  más  data 
sobre  la  de  los  96.262  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito;  y  como  de  los 
autos  no  resulta  ningún  otro  libramiento  ni  giro  de  igual  procedencia 
y  por  la  misma  cantidad  que  el  anteriormente  expuesto,  es  evidente 
que  la  carta  folio  82  se  refiere  á  aquél,  y  por  consiguiente  que  se  le 
abona  dos  veces  una  misma  cantidad,  y  en  tal  concepto  es  procedente 
la  casación  en  esta  parte  por  dicho  motivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Peregrina  Vázquez  Gómez  y 
consortes  en  cuanto  á  los  dos  primeros  motivos  que  son  objeto  del  mis¬ 
mo;  que  ha  lugar  á  dicho  recurso  respecto  al  tercer  motivo,  y  en  su 
virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  16  de  Noviembre  de 
1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  sólo  en 
cuanto  al  error  de  hecho  que  contiene  la  declaración  séptima  de  la  mis¬ 
ma,  ó  sea  la  de  acreditar  como  data  á  D.  Vicente  López  la  cantidad  de 
89.192  rs.,  que  debe  quedar  reducida  á  la  de  41.162  rs.— (Sentencia 
publicada  el  26  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  29  de 
Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (27  de  Diciembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Entrega  de  minerales  é  indemnización  de  perjuicios. —Ha 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Ignacio  Gómez  de  Salazarcon  D.  Carlos 
Enrique  Martínez  (Audiencia  de  Granada),  y  se  resuelve: 
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Io  Que  según  lo  establecido  en  el  decreto  ley  de  29  de  Octubre  de 
<868,  las  concesiones  mineras  son  perpetuas,  incondicionales  y  tienen 
el  carácter  de  una  propiedad  privada  hasta  el  punto  que  con  arreglo  á 
su  art.  23  sólo  caducarán  y  se  declararán  nulas  cuando  el  dueño  deje 
de  satisfacer  el  importe  de  un  año  del  canon  que  le  corresponda ,  y  que 
perseguido  por  via  de  apremio  no  lo  satisfaga  en  el  término  de  4o  días 
ó  resulte  insolvente ;  y  por  consiguiente,  aun  admitiendo  que  los  de¬ 
mandantes  ó  su  causante  derecho  no  hubiesen  tomado  posesión  de  una 
demasía,  ó  que  ésta  fuera  defectuosa  como  sienta  la  sentencia,  seria 
aquella  falta  insuficiente  para  invalidar  la  propiedad, pues  lo  que  la  ley 
primeramente  citada  no  establece  este  requisito  como  indispensable  para 
adquirirla  y  conservarla,  modificando  en  esta  parte  el  art.  38  de  la  de 
24  de  Marzo  de  1868,  aplicado  por  ello  indebidamente  en  la  sentencia ; 
y  abundando  en  este  mismo  sentido  la  Real  orden  de  3  de  Abril  de 
4  876,  declaró  que  la  loma  de  posesión  á  que  se  refiere  el  citado  articu¬ 
lo  38  no  influye  para  nada  en  la  perpetuidad  y  subsistencia  de  los  de¬ 
rechos  del  concesionario  de  una  mina  sobre  las  pertenencias  que  la  mis¬ 
ma  abraza : 

2?  Que  los  defectos  cometidos  en  las  particiones  de  una  herencia 
pueden  afectar  á  los  derechos  de  los  participes  en  ella,  pero  no  extin¬ 
guir  las  obligaciones  de  un  tercero  ni  la  acción  de  aquéllos  para  exi¬ 
gir  su  cumplimiento ,  cuando  lo  reclaman  todos  los  partícipes  en  junto: 

3o  Que  el  art.  26  de  la  ley  anteriormente  citada  de  26  de  Diciembre 
de  4  868  impone  de  una  manera  clara_y  terminante  al  dueño  de  minas 
la  obligación  de  indemnizar  los  danos  y  perjuicios  que  ocasionase  á 
otras  minas; 

Y  i°  Que  el  mineral  extraido  es  una  parte  esencial  de  la  mina  y  no 
puede  considerarse  como  frutos  ó  rentas  que  se  producen  sin  alterar  ni 
disminuir  la  propiedad;  y  por  consiguiente  son  inaplicables  al  caso  las 
leyes  y  doctrinas  que  .adjudican  al  poseedor  de  buena  fe  los  frutos  de 
la  cqsa  poseída. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1883,  en  lo» 
autos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alme¬ 
ría  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Ignacio 
Gómez  de  Salazar,  como  marido  de  Doña  Josefa  Sánchez  Barranco,  y 
ésta  como  madre  y  legítima  representante  de  la  menor  Doña  Mari  i, de 
Padilla  Sánchez,  y  D.  Luis  Goy  y  Marco,  en  concepto  de  marido  de 
Doña  Josefa  de  Padilla  y  Sánchez,  propietarios  y  vecinos' de  Almería, 
con  D.  Carlos  Enrique  Martínez,  propietario  de  la  misma  vecindad, 
sobre  entrega  de  minerales  é  indetnnizanón  de  daños  y  perjuicios,  re¬ 
presentados  respectivamente  en  este  Tribunal  Supremo  por  los  Proca¬ 
ladores  D.  José  María  Aguirre  y  D.  Ensebio  Casaes  y  Castro,  bajo  la 
dirección  de  los  Licenciados  D,  Fernando  López  Sagredo  y  D.  Francis¬ 
co  Sil  vela: 

Resultando  que  en  6  de  Octubre  de  1859  se  expidió  Real  título  á 
favor  de  D.  Francisco  Padilla  Guerrero  de  una  mina  de  plata  denomi¬ 
nada  Curra ,  en  término  de  Hijar,  provincia  de  Almerí «,  conforme  á  lo 
prescrito  en  el  art.  5o  de  la  ley  de  minería;  linde  por  Oeste  con  Monte- 
rraquiel,  antes  San  Juan;  Sur  con  Júpiter,  y  Norte  con  el  registro  Por 
si  acaso  pega;  cuyo  Real  título  fué  inscrito  en  el  correspondiente  Re¬ 
gistro  de  la  propiedad  en  45  de  Enero  de  1864,  y  por  escritura  otorga¬ 
da  en  30  de  Enero  de  4 860  D.  Francisco  Padilla  Guerrero  formó  Soci®  - 
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dad  para  la  explotación  de  dicha  mina,  que  llevaría  el  nombre  de  la 
misma  y  constaría  de  1 16  acciones,  representadas  por  igual  t  ú-mero 
de  lámina**,  en  esta  forma:  132  el  otorgante,  23  D.  Francisco  Padilla 
Orland  y  Doña  Rosario  Orland,  hija  y  mujer  respectiva  del  otorgante, 
coya  escritura  fué  aprobada  por  Real  decreto  de  20  de  Abril  si¬ 
guiente: 

Resultando  que  en  29  de  Julio  de  1872  el  Gobernador  civil  de  Al¬ 
mería  expidió  título  de  propiedad  de  las  demasías  de  la  mina  Curra, 
sita  en  término  de  Híjar,  á  favor  de  D.  Francisco  Padilla  Orland,  según 
lo  resuelto  en  18  de  Mayo  y  conforme  á  lo  prescrito  en  la  ley  de  6  de 
Julio  de  1839,  reformada  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  y  en  17  de  Di¬ 
ciembre  de  1873  se  dió  posesión  de  la  mina  La  Curra  al  representante 
del  concesionario  sin  contradicción  alguna,  inscribiéndose  el  expresado 
título  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  25  de  Setiembre  de  1880: 

Resulta'  do  que  por  fallecimiento  de  D.  Francisco  Padilla  Guerrero 
y  Doña  Rosario  Orland  heredó  todos  sus  bienes  su  hija  Doña  Francisca 
Padilla  y  Orland,  y  entre  ellos  las  160  accionas  de  que  se  componíala 
mina  Curra ,  y  habiendo  fallecido  el  Padilla  Orland  después  de  obtener 
las  demasías  de  la  propia  mina,  se  dividieron  sus  bienes  entre  sus  he¬ 
rederos,  y  practicada  la  división  de  las  acciones  de  mina  y  demasía  ex¬ 
presada,  correspondieron  á  sus  hijos  D.  Francisco,  Doña  Josefa  v  Doña 
María,  y  fallecido  el  primero,  tocó  á  su  madre  Doña  Josefa  Sánchez 
Barranco  lo  á  él  correspondiente,  quedando  por  tal  titulo  hereditario 
dueños  en  posesión  de  la  repetida  mina  y  demasía: 

Resultando  que  en  12  de  Agosto  de  1863  se  expidió  á  favo*  de  Don 
Carlos  Enrique  Martínez  Real  título  de  concesión  de  una  mina  de  plo¬ 
mo  denominada  Por  si  acaso  pega ,  sita  en  término  de  Híjar,  provincia 
de  Almería,  según  lo  resuelto  c.on  fecha  4  del  mismo  mes  y  conforme  á 
lo  prescrito  en  el  art.  50  de  la  ley  de  minería  de  11  de  Abril  de  1  ^49; 
■cayo  título  fué  inscrito  en  el  correspondiente  Registro  de  la  propiedad 
en  28  de  Setiembre  del  mismo  año: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  18  de  Enero  de  1876  Don 
Carlos  Enrique  Martínez  dió  á  partido  dicha  mina  Por  si  acaso  vega 
para  su  exploración  y  explotación  por  espacio  de  ocho  años  á  Fran¬ 
cisco  Medina  y  Manuel  Rico,  bajo  ciertas  condiciones,  entre  ellas  la 
de  no  introducirse  en  las  exploraciones  y  explotaciones  ó  labores  en 
pertenencia  alguna  minera  dedas  limítrofes,  y  si  lo  hicieren  seiían  res¬ 
ponsables  al  abono  é  indemnización  de  lo  extraído,  así  como  de  los  gas¬ 
tos  consiguientes  por  su  introducción,  y  que  todos  los  minerales  que 
los  partidarios  obtuvieren  habían  de  abonará  Martínez  de  los  primeros 
600  quintales  el  13  por  100,  de  los  excedentes  hasta  800  el  17,  hasta 
1.000  el  25,  y  del  exceso  sin  determinación  el  50  por  100  integro  de  su 
valor  como  productos  en  cada  varada: 

Resultando  que  en  10  de  Enero  de  1881  Doña  Josefa  Sánchez  Ba¬ 
rranco,  viuda  de  D.  Francisco  Padilla  Orland,  por  sí  v  como  madre  y 
legítima  representante  de  las  menores  Doña  Josefa  y  Doña  María  Pa¬ 
dilla  y  Sánchez,  dedujo  demanda  exponiendo,  después  de  hacer  mérito 
de  alguno  de  los  antecedentes  relacionados,  que  por  virtud  de  las _  ope¬ 
ración*^  divisorias  de  los  bienes  de  Padilla  Orland  y  uno  de  sus  hijos  y 
de  la  escritura  adicional  correspondía  á  los  demandantes  la  totalidad 
de  las  160  acciones  de  la  mina  Curra  y  demasía:  que  estando  en  el 
pleno  dominio  de  ellas  tuvieron  conocimiento  de  que  la  colindante  Por 
si  acaso  pega,  propia  de  D.  Carlos  Enrique  Martínez,  según  Real  título 
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expedido  á  su  favor  en  1 3  de  Agosto  de  1863,  había  rebasado  con  sus 
trabajos  el  límite  Sur  de  su  demarcación,  atravesando  con  las  labores 
toda  la  demasía  á  La  Curra,  cuyo  hecho  supieron  oficialmente  por  el 
reconocimiento  practicado  á  instancia  de  D.  Garlos  Iluelín:  que  en  vista 
de  ello  y  á  fin  de  conocer  la  introducción  llevada  á  cabo  por  el  Por  si 
acaso  pega,  promovió  la  demandante  expediente  gubernativo  ante  la 
Autoridad  competente,  solicitando  el  reconocimiento  de  labores,  la  fi¬ 
jación  de  límites,  levantamiento  de  planos  y  que  se  determinara  el 
número  de  quintales  de  mineral  extraídos  en  su  propiedad,  cuyas  ope¬ 
raciones  había  practicado  el  cuerpo  de  Ingenieros,  resultando  que  se 
había  extraído  próximamente  6.194  quintales  de  mineral  de  galena 
que  de  la  demasía  á  La  Curra  se  habían  explotado  indebidamente  por 
la  Colindante  Por  si  acaso  pega,  propia  de  D.  Garlos  Enrique  Martínez; 
lo  cual  había  verificado  por  haber  rebasado  en  sus  labores  los  limites 
de  la  demarcación  que  le  estaba  concedida,  apropiándose  de  aquéllos 
con  grande  perjuicio  de  los  demandantes,  á  quienes  se  les  había  priva¬ 
do  de  una  manera  abusiva  de  los  productos  de  la  cosa  que  les  era  pri¬ 
vativa;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  dere^io  y  diciendo 
ejercitar  la  acción  real  y  personal,  pidió  se  declarase  que  á  los  deman 
fiantes  exclusivamente  tocaban  y  correspondían  como  de  su  propiedad 
todos  los  minerales  encontrados  y  que  se  encontrasen  enclavados  en  la 
demarcación  de  la  demasía  de  la  mina  La  Curra,  y  en  su  consecuencia 
se  condenase  á  D.  Carlos  Enrique  Martínez  á  que  se  les  entregase  los 
6.194  quintales  de  galena  que  había  explotado  y  extraído  indebida¬ 
mente  de  dicha  demasía,  ó  ios  que  resultasen  á  juicio  de  peritos,  ó  su 
estimación  hecha  en  la  misma  forma,  á  que  les  indemnizase  todos  los 
fiónos  y  perjuicios  que  había  ocasionado  con  la  introducción,  y  en  las 
costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Carlos  Enrique  xMartínez 
después  de  resuelta  cierta  excepción  dilatoria  que  propuso,  le  evacuó 
pidiendo  se  le  absolviera  de  la  demanda  con  imposición  de  perpetuo  si¬ 
lencio  y  costas  á  las  actoras:  y  para  ello  expuso  que  era  dueño  de  la 
mina  Por  si  acaso  peg%,  según  el  real  título  de  su  concesión  que  acom¬ 
pañaba;  que  puesto  en  posesión  fiel  terreno  había  venido  trabajando 
libremente  en  él  hasta  el  año  de  1875  sin  hallar  minerales  ni  beneficio 
alguno  hasta  Enero  de  1876,  en  que  se  obtuvo  un  pequeño  descubri¬ 
miento;  que  con  este  motivo  dió  la  mina  á  partido  por  Ja  escritura  que 
igualmente  acompañaba,  por  cuya  cláusula  5*  se  consignó  la  escala  de 
sus  utilidades  de  13  por  100  hasta  600  quintales,  del  17  hasta  800,  del 
25  hasta  1.000,  y  en  adelante  el  50;  que  los  beneficios  en  bruto  obteni¬ 
dos  en  dicho  contrato  ascendieron  á  55.548  pesetas,  y  los  gastos  por 
todos  conceptos  á  56.470  pesetas;  que  lo  recibido  por  el  demandado 
desde  el  descubrimiento  de  la  riqueza  ascendió  á  6.900  pesetas;  que  se 
verificó;  en  efecto,  nn  reconocimiento  facultativo  acordado  por  el  Go¬ 
bernador  á  instancia  de  Doña  Josefa  Sánchez  Barranco  en  dos  espacios 
diferentes  en  el  subsuelo  de  la  demasía,  mas  para  el  primero  no  fué  ci¬ 
tado  Martínez  ni  podía  considerarse  aquel  comprendido  en  el  segundo, 
por  cuanto  se  refería  á  labores  y  á  fechas  distintas;  y  que  la  demanda 
se  interponía  sin  más  antecedentes  que  el  certificado  de  dichos  recono¬ 
cimientos  y  el  del  Jefe  de  Fomento,  en  que  asegura  que  el  expediente 
administrativo  estaba  concluido;  que  no  es  modo  legal  de  acreditar  la 
introducción  de  las  labores  en  el  terreno  concedido  á  la  demasía  de  la 
mina  Curra  el  informe  de  un  solo  Ingeniero;  que  mientras  no  se  acre- 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


461 

díte  que  Martínez  es  el  autor  de  las  labores  que  se  suponen  introduci¬ 
das  y  que  se  ha  apropiado  de  la  riqueza  que  se  supone  extraída,  nin¬ 
guna  responsabilidad  podía  pedirse  por  este  concepto;  que  el  poseedor 
de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos  de  la  cosa  poseída  con  abono  de  gas¬ 
tos  hechos  para  obtenerlos;  y  que  la  falta  de  la  previa  citación  produ¬ 
ce  nulidad  en  cualquiera  reconocimiento  administrativo  de  minas: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  dúplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  alegaciones  y  pretensiones;  y  recibido  el  plei¬ 
to  á  prueba,  se  practicaron  las  propuestas  por  las  partes  por  medio  de 
posiciones,  documentos  y  peritos;  habiendo  el  tercero  nombrado  en 
discordia  de  los  designados  por  las  partes,  manifestando  que  el  mineral 
extraído  por  la  mina  Por  si  acaso  pega  de  la  demasía  de  la  Curra ,  as¬ 
ciende  á  6.327  quintales,  que  su  precio  importa  212.587  rs.,  y  los  gas¬ 
tos  de  preparación  y  exportación  106.293  rs.  50  cénts.: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  alegó  D.  Ignacio  Gómez  Sala- 
zar,  como  marido,  en  segundas  nupcias,  de  Doña  Josefa  Sánchez  Ba¬ 
rranco,  y  ésta  por  sí  y,como  madre  y  legítima  representante  de  Doña 
Josefa  y  Doña  María  Padilla  Sánchez,  pretendiendo  se  condenase  ádon 
Carlos  Enrique  Martínez  áque  les  entregase  los  6.327  quintales  de  ga¬ 
lena,  que  á  juicio  de  peritos  resultaba  haber  explotado  y.  extraído  in¬ 
debidamente  de  la  demasía  de  la  mina  Curra,  ó  su  estimación,  que 
también  se  había  hecho  en  la  misma  forma,  dando  un  valor  líquido  de 
<06.293  rs.  50  cénts.;  á  que  les  indemnizase  los  daños  y  perjuicios  que 
había  ocasionado  con  la  introducción  y  en  todas  las  costas;  y  el  deman¬ 
dado  alegó  á  su  vez  insistiendo  en  lo  que  tenía  pretendido  en  sus  ante¬ 
riores  escritos: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  absol¬ 
viendo  de  la  demanda  á  D.  Carlos  Enrique  Martínez;  y  admitida  la 
apelación  interpuesta  por  D.  Ignacio  Gómez  Salazar  y  consortes  y  sus¬ 
tanciada  la  alzada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  por 
sentencia  de  27  de  Febrero  último,  c  nfirmó  con  las  costas  la  apelada: 

Resultando  que  por  parte  de  D.  Ignacio  Gómez  de  Salaz  ir,  como 
marido  de  Doña  Josefa  Sánchez  Barranco,  la  cual  representa  á  su  hija 
Doña  María  Padilla  y  Sánchez,  y  D.  Luis  Goy  Marco,  en  concepto  de 
marido  de  Doña  Josefa  Padilla  Sánchez,  se  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción  por  infracción  de  ley,  alegando  como  motivos: 

Io  Que  en  cuanto  la  Audiencia  ha  negado  ó  puesto  en  duda  la  pro¬ 
piedad  de  los  recurrentes  por  la  falta  de  toma  de  posesión  de  la  mina 
Curra  ó  su  demasía,  fundando  en  esto  la  falta  de  derecho  para  recla¬ 
mar  sus  minerales,  ha  infringido:  primero,  el  decreto  ley  de  29  de  Di¬ 
ciembre  de  1868;  según  el  cual  las  concesiones  tienen  el  concepto  de 
una  propiedad  privada  que  no  exige  el  acto  material  de  una  solemne 
posesión;  la  Real  orden  de  3  de  Abril  de  1876,  que  aclarando  el  sentido 
del  art.  38  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1868,  resuelve  que  no  es  nece¬ 
saria  la  toma  de  posesión,  y  declara  que  en  la  expedición  del  titulo  de 
propiedad  de  una  mina,  previos  los  requisitos  de  la  ley.  va  envuelta  la 
posesión  civilísima,  y  que  no  es  necesaria  ninguna  toma  de  posesión; 
segundo,  el  principio  de  derecho  de  que  el  que  toma  posesión  de  un 
todo,  la  toma  de  todas  sus  parles,  en  cuanto  en  17  de  Diciembre  de 
1873  se  dió  posesión  al  concesionario  de  la  mina  Curra,  á  la  cual  desde 
29  de  Julio  de  1872  estaba  unida  la  demasía  por  haberse  expedido  en 
aquella  fecha  el  título  de  propiedad,  y  la  sentencia  asegura  que  no  ha 
tomado  posesión;  tercero,  el  piincipio  de  derecho  deque  para  recia- 
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mar  indemnizaciones  por  perjuicios  causados  en  una  propiedad  debe  el 
dueño  de  ella  probar  el  dominio  y  posesión  solemne,  y  que  no  le  basta  el 
título,  la  posesión  no  negada  y  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro 
piedad;  cuarto,  el  principio  de  derecho  que  establece  que  cuando  se 
verifica  un  acto  oficiarmanifestándose  de  un  modo  expreso  que  se  va  á 
verificar  con  un  fin  determinado,  se  entiende  que  se  ha  verificado  con 
este  fin  y  no  con  otro  distinto;  pues  habiéndose  formado  expediente 
para  tomar  la  posesión  de  la  demasía,  á  ella  se  refería  la  toma  de  po¬ 
sesión  de  17  do  Diciembre  de  1873  que  terminó  el  expediente  promovi¬ 
do  con  este  fin  y  no  á  la  primitiva  Curra ,  separada  ’de  la  demasía; 
quinto,  el  principio  de  derecho  que  declara  que  nadie  puede  ir  contra 
sus  propios  actos;  y  no  puede  ser  excepción  para  Martínez  la  falta  de 
toma  de  posesión,  fundándose  en  ella  la  falta  de  dominio  y  derecho, 
cuando  en  repetidas  ocasiones  en  los  autos  ha  reconocido  en  los  recu¬ 
rrentes  la  propiedad  de  la  demasía;  que  de  lo  alegado  respecto  á  este 
motivo  de  casación  se  desprende  que  por  la  ley  nq  hay  necesidad  de 
toma  de  posesión,  que  sin  necesidad  se  tomó  lajrosesión  de  la  mina  Cu¬ 
rra;  que  aun  en  el  caso  de  haber  necesidad  de  la  toma  de  posesión  y  de 
no  haberse  llenado  este  requisito,  seria  innecesaria  la  toma  de  posesión 
solemne,  y  bastaría  la  posesión  de  hecho  reconocida  y  el  título  y  la 
inscripción  en  el  Registro  para  reclamar  lo  que  habían  reclamado  los 
recurrentes: 

2o  Que  en  segundo  lugar  en  cuanto  la  Audiencia  ha  negado  á  los  re¬ 
currentes  el  derecho  de  reclamar  como  propietarios  la  devolución  de 
los  minerales  que  se  les  usurparon,  dando  por  razón  que  en  la  escri- 
tura  de  partición  de  bienes  por  muerte  del  causante  de  los  mismos  in¬ 
tervino  un  curador  ad  lilem  y  no  ad  bona,  y  que  respecto  de  una  parte 
de  la  herencia  la  escritura  de  división  entre  los  herederos  no  obtuvo  la 
aprobación  judicial,  se  han  infringido:  primero,  el  principio  de  dere¬ 
cho  que  establece  que  el  testamento  y  la  ley  trasmiten  el  derecho  á  los 
herederos  y  no  la  partición;  segundo  el  principio  de  derecho,  según  el 
cual  pidiendo  todos  los  participes  en  junto  y  unidos  una  cosa  heredita¬ 
ria  no  se  libra  el  deudor  porque  pueda  faltar  una  formalidad  en  la  divi¬ 
sión  que  entre  si  hayan  hecho  los  partícipes  en  la  herencia;  tercero,  el 
principio  de  que  las  particiones  establecen  derechos  entre  los  herederos 
y  partícipes,  pero  no  aumentan  ni  disminuyen  las  obligaciones  de  los 
extraños  á  su  herencia;  cuarto,  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tri¬ 
bunal  Supremo  en  sentencia  de  29  de  Abril  de  1867,  según  la  cual,  si 
bien  las  leyes  10  y  1 1,  tít.  21,  libro  10  de  la  Novís  ma  Recopilación  im¬ 
pone  á  los  testamentarios  el  deber  de  presentar  á  la  aprobación  judi¬ 
cial  las  cuentas  y  particiones  de  herencia  en  que  están  interesados  me¬ 
nores,  después  de  practicadas  extrajudicialmente,  sin  cuyo  requisito  se 
infiere  no  han  de  perjudicar  á  aquéllos,  no  determinan  que  su  omisión 
produzca  la  nulidad  de  las  mismas  particiones;  que  aun  en  el  supuesto 
de  ser  éstas  rescindibles  por  la  expresada  misión  cuando  procede  la  re¬ 
paración  de  perjuicios  sufridos  por  los  menores  han  de  intentar  nece 
sanamente  los  perjudicados  para  obtener  dicha  rescisión  el  remedio 
que  les  conceden  las  leyes,  que  es  el  de  la  restitución  in  integrurn 
antes  de  haber  espirado  el  cuadrenio  legal;  que  resulta,  en  cuanto  á 
este  motivo  de  casación,  que  la  Audiencia  absuelve  a  Martínez  de  la 
demanda  en  que  se  le  reclama  por  los.dueños  dé  la  mina  Curra  que  les 
devuelva  los  minerales  de  su  propiedad  qué  les  ha  usurpado,  fundán¬ 
dose  en  que  á  la  muerte  del  padre  de  ios  recurrentes  no  se  hicieron  bien 
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las  particiones  de  so  herencia,  y  que  no  tiene  la  aprobación  judicial 
una  parte  de  ella;  es  decir,  que  se  concede  derecho  á  un  deodor  para 
librarse  de  pagar  la  deuda  á  título  de  que  los  herederos  de  su  acreedor 
han  hecho  bien  ó  mal  las  particiones,  lo  cual  es  on  absurdo  cuando  se 
presentan  todos  los  coherederos,  y  no  pide  cada  ano  como  dueño  de  una 
parte  determinada  de  la  misma  que  se  le  haya  adjudicado  en  las  par¬ 
ticiones,  sino  todos  juntos  como  dueños  del  todo;  en  cuyo  caso,  aun 
suponiendo  que  no  se  hubiera  hecho  división  alguna,  ó  que  ésta  fuera 
nula  y  no  valiera,  resultaría  que  todos  los  herederos  de  Padilla  Orland 
son  dueños  proindiviso  en  proporciones  distintas  de  la  Carra  y  su  de¬ 
masía.  y  todos  ejercitan  un  derecho  que  les  da  ese  dominio: 

3o  Que  en  tercer  lugar  en  cuanto  la  sentencia  absuelve  á  Martínez  de 
la  demanda  por  no  haber. sido  él  personalmente  quien  ha  extraído  ios 
minerales,  sino  un  partidario,  aparcero  ó  arrendatario  suyo,  ha  infrin¬ 
gido:  primero,  el  art.  55  de  la  ley  de  minería  de  6  de  Julio  de  1859,  se¬ 
gún  el  cual  todo  minero  indemnizará  por  convenio  privádo-ó  por  tasa¬ 
ción  de  peritos,  con  sujeción  á  las  leyes  comunes,  los  daños  y  perjuicios 
que  ocasionare  á  otras  minas  de  cualquier  modo,  de  que  resultare  me¬ 
noscabo  á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas  y  en  operacio¬ 
nes  anteriores  simultáneas  ó  posteriores  á  la  extracción  del  mineral;  el 
art.  26  de  la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  según  el  cual  todo  dueño 
de  minas  indemnizará  por  convenios  privados  ó  por  tasación  de  peri¬ 
tos,  con  sujeción  á  las  leyes  comunes,  los  daños  y  perjuicios  que  oca¬ 
sionare  á  otras  minas  de  un  modo  cualquiera  por  el  cual  resuJtara  me¬ 
noscabo  á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  mismas;  segundo,  la 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  que  aplica  y  sanciona  esta 
doctrina  sentada  en  sentencia  de  9  de  Abril  de  1866;  tercero,  los  ar¬ 
tículos,  entre  otra  multitud  de  las  leyes  vigentes  en  materias  de  minas, 
49  55,  £6,  57,  58,  59,  60,  62  y  63  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859;  71 
y  72  del  reglamento  de  2í  de  Junio  de  1868;  2 1 ,  22,  23,  24  y  26  de  la 
ley  de  bases  de  29  de  Diciembre  de  1868,  que  declaran  la  responsabili¬ 
dad  en  el  buen  orden  del  laboreo,  pagos  é  indemnizaciones  y  cumpli¬ 
miento  de  múltiples-  obligaciones  á  cargo  de  los  dueños  de  minas  res¬ 
pecto  del  Estado  y  particulares,  sin  tener  en  cuenta  ni  reconocer  para 
nada  al  arrendatario  ó  partidario  ó  jornalero;  cuarto,  los  artículos  an¬ 
teriormente  citad»  s  y  la  circular  de  la  Dirección  de  minas  de  27  de  Ju¬ 
lio  de  1856  que  está  vigente  y  se  observa,  y  la  Real  orden  de  14  de  Fe¬ 
brero  de  1872,  en  cuanto  el  expediente  administrativo  que  precede  á 
reclamación  judicial  para  ñjar  el  hecho  de  la  instrucción  se  sustancia 
sólo  con  el  dueño  de  la  mina  y  no  con  ios  partidarios  ó  destajistas: 
resultando  á  la  vez  infringido"  el  principio  de  derecho  de  que  nadie 
puede  ir  contra  sus  propios  actos,  en  cuanto  Martínez  intervino  por  sí 
en  el  expediente  administrativo  sin  pedir  que  se  llamara  á  sus  partida¬ 
rios,  é  intervino  en  el  reconocimiento  de  las  labores  de  la  intrusión, 
pidió  que  se  declararan  sin  efecto  los  infirmes  periciales,  se  alzó  de  las 
providencias  del  Gobernador  reconociendo  y  aceptando  con  todo  ello  el 
concepto  de  responsible;  quinto,  el  principio  de  derecho  qv,i  per  alium 
fácil,  per  se  ipsum /acere  videlur ,  en  cuanto  el  partidario  trabajó  en 
nombre  y  con  autorización  del  dueño;  sexto,  el  principio  de  derecho  que 
declara  que  los  derechos  son  renunciables,  mas  no  las  obligaciones,  y 
que  el  que  e>-tá  obligado  á  alguna  cosa  no  se  libra  de  responsabilidad 
por  pactar  con  un  tercero  que  éste  no  faltará  á  su  deber  ó  que  tomara 
su  deber  ó  que  tomara  sobre  sí  las  responsabilidades,  en  caarito  la  Au- 
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diencia  ha  creído  que  obligado  Martínez  como  propietario  de  la  mina 
Por  si  acaso  pega  á  indemnizar  á  ios  dueños  de  las  inmediatas  los  mi¬ 
nerales  que  se  les  quitaron,  se  libra  de  esta  obligación  por  haber  pac¬ 
tado  con  los  partidarios  que  éstos  no  se  introducirían  en  pertenencia 
alguna  minera  de  las  limítrofes,  y  que  en  caso  de  verificarlo  serían  res¬ 
ponsables  del  abono  de  lo  extraído;  séptimo,  el  principio  de  que  el  que 
puede  y  debe  evitar  un  daño,  y  no  lo  evita,  es  responsable  de  las  con¬ 
secuencias;  y  al  considerar  irresponsable  á  Martínez  ha  infringido  esta 
doctrina,  que  tuvo  en  cuenta  y  reconoció  aquél  al  reservarse  en  la  cláu¬ 
sula^  1  del  contrato  de  arrendamiento  ó  partido  la  facultad  de  tener 
un  encargado  que  vigilara  y  observara  el  puntual  cumplimiento  de 
todo  lo  convenido,  y  entre  ello  el  evitar  las  introducciones,  encargado 
que  tendría  facultad  de  mandar,  y  al  cual  los  partidarios  se  obligaban 
A  obedecer  en  todo  cuanto  tocase  abbuen  régimen  y  labores: 

i°  Que  al  declarar  la  Audiencia  bien  adquiridos  los  metales  extraídos 
de  la  Curra ,  porque  el  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos,  sen¬ 
tando  el  erróneo  concepto  de  que  los  minerales  de  una  mina  son  frutos 
de  ella,  ha  infringido  el  principio  de  que  la  buena  fe  al  apoderarse  de 
una  co^i  ajena  no  quita  el  dominio  del  dueño,  y  el  principio  de  que  los 
productos  de  una  mina  no  son  frutos  de  ella  sino'  parte  de  la  misma,  y 
la  doctrina  sentada  por  esté  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  7  de 
Mayo  de  1879,  que  declara  que  el  usufructo  de  una  mina  consiste  en 
las  utilidades  que  por  las  trasformaciones  industriales  ó  mercantiles  á 
que  se  las  destine  produzcan  los  metales  ú  otros  minerales  extraídos 
de  dichas  minas,  puesto  que  si  se  les  conceden  los  minerales  mismos  en 
concepto  de  frutos  y  rentas  con  pleno  dominio  y  libre  disposición,  se 
le  entrega  en  absoluto  la  propiedad  de  la  mina,  ó  sea  la  sustancia  de  la 
cosa  usufructuada*  que  debe  reservarse  integra  y  entregarse  al  dueño 
cuando  termine  el  usufructo;  que  la  mina  no  es  más  que  el  continente, 
da  frutos,  cuando  extraídos  éstos  no  se  reproducen;  y  que  respecto  áj¡* 
buena  ó  mala  fe  basta  saber  que  la  buena  fe  al  aprovecharse  del  capí 
tal  ajeno  no  libra  ni  dispensa  de  la  restitución  como  ha  creído  la  Sala 
sentenciadora: 

5o  Que  al  absolver  la  Audiencia  á  Enrique  Martínez  respecto  á  los 
minerales  en  que  él  se  ha  lucrado,  además  de  las  leyes  antes  citadas  ha 
infringido  el  principio  de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjuicio  de 
otro,  y  el  de  que  el  que  se  ha  apoderado  por  equivocación  ó  mala  fe  de 
una  cosa  ajena  tiene  que  devolverla,  sobre  todo  si  tiene  obligación  de 
evitar  aquello,  en  cuanto  D.  Carlos  Enrique  Martínez  confiesa,  y  la  Au¬ 
diencia  declara  que  el  dueño  de  la  mina  Por  si  acaso  pega  ha  recibido 
de  los  productos  de  los  minerales  propios  del  recurrente  la  cantidad 
correspondiente  al  tanto  por  100  pactado  con  el  partidario: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejaifdro  Benito  y  Avila: 

Considerando  que  según  lo  establecido  en  el  decreto-ley  de  29  de 
Octubre  de  1858  las  concesiones  mineras  son  perpetuas,  incondicio¬ 
nales  y  tienen  el  carácter  de  una  propiedad  privada  hasta  el  punto  que 
con  arreglo  á  su  art.  23  sólo  caducarán  y  se  declararán  nulas  cuando  el 
dueño  deje  de  satisfacer  el  importe  de  un  año  del  caaon  que  le  corres¬ 
ponda,  y  que  perseguido  por  vía  de  apremio  no  lo  satisfaga  en  el  tér¬ 
mino  de  15  días,  ó  resulte  insolvente,  y  por  consiguiente  aun  admi 
tiendo  que  los  demandantes  ó  su  causante  derecho  no  hubiesen  tomado  * 
posesión  de  la  demasía  Curra ,  ó  qhe  ésta  fuera  defectuosa  como  sienta 
la  sentencia  recurrida,  sería  aquella  falta  insuficiente  para  invalidar  la 
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propiedad,  puesto  que  la  ley  primeramente  citada  no  establece  este  re¬ 
quisito  como  indispensable  para  adquirirla  y  conservarla,  modificando 
en  esta  parte  el  art.  38  de  la  de  24  de  Marzo  de  1868,  aplicado  por  ello 
indebidamente  en  la  sentencia;  y  abundando  en  este  mismo  sentido  la 
Real  orden  de  3  de  Abril  de  1876,  declaró  que  la  toma  de  posesión  á 
que  se  refiere  el  citado  art.  38  no  influye  para  nada  en  la  perpetuidad 
y  subsistencia  de  los  derechos  del  concesionario  de  una  mina  sobre  las 
pertenencias  que  la  misma  abraza: 

Considerando  que  los  defectos  cometidos  en  las  particiones  de  una 
herencia  pueden  afectar  á  los  derechos  de  los  partícipes  en  ella,  pero 
extinguir  las  obligaciones  de  un  tercero  ni  la  acción  de  aquéllos  para 
eximir  su  cumplimiento,  cuando  como  en  el  caso  presente  la  reclaman 
todos  los  partícipes  en  junto: 

Considerando  que  el  art.  26  de  la  ley  anteriormente  citada  de  29  de 
Diciembre  de  1868  impone  de  una  manera  clara  y  terminante  al  dueño 
de  minas  la  obligación  de  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  que  ocasio¬ 
nase  á  otras  minas,  y  en  el  caso  presente,  aun  sin  este  precepto,  pesa¬ 
ría  sobre  el  demandado  D.  Carlos  Enrique  Martínez  tai  obligación,  por¬ 
que  los  que  se  reclaman  en  este  pleito,  aunque  no  los  causó  personal¬ 
mente,  procedieron  de  actos  voluntarios  practicados  en  utilidad  y  be¬ 
neficio  suyo  y  por  su  culpa  ó  negligencia,  puesto  que  pudo  y  debió 
evitarlo  teniendo  un  encargado  que  vigilara  los  trabajos  de  los  parti¬ 
darios,  conforme  á  la  facultad  de  establecer,  lo  que  se  reservó  en  la 
cláusula  11  del  contrato  de  arrendamiento  ó  partido: 

Considerando  que  el  mineral  extraído  es  una  parte  esencial  de  la 
mina  y  no  puede  considerarse  como  frutos  ó  rentas  que  se  producen 
sin  alterar  ni  disminuir  la  propiedad,  y  por  consiguiente  son  inaplica¬ 
bles  á  este  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  adjudican  al  poseedor  de  bue¬ 
na  fe  los  frutos  de  la  cosa  poseída: 

Considerando  que  por  tales  conceptos  la  sentencia  recurrida,  al  ab¬ 
solver  al  demandado,  fundado  en  que  al  título  de  los  demandantes  de 
la  pertenencia  de  la  demasía  Curra  le  falla  la  toma  de  posesión  admi 
nistrativa,  en  la  falta  de  titulo  legítimo  de  herencia  por  defectos  en  la 
escritura  de  descripción  de  bienes  en  que  el  dueño  de  la  miña  Por  si 
acaso  pega  D.  Carlos  Enrique  Martínez  no  fué  quien  extrajo  de  la  de¬ 
manda,  y  en  que  los  hizo  suyos  porque  los  adquirió  de  buena  fe,  in¬ 
fringe  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  su  art.  26  y  las  doc¬ 
trinas  que  se  citan  en  los  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  contra  la  sentencia  que 
en  27  de  Febrero  último  dictó  la  Sila  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada  por  D.  Ignacio  Gómez  de  Salazar,  como  marido  de  Doña  Jose¬ 
fa  Sánchez  Barranco*  la  cual  representa  á  su  hija  Doña  María  Padilla  y 
Sánchez,  y  D.  Luis  Goy  Marco,  en  concepto  de  marido  de  Doña  Josefa 
Padilla  Sánchez;  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  dicha  senten¬ 
cia:  devuélvase  á  los  recurrentes  el  depósito  que  constituyeron. — (Sen¬ 
tencia  publicada  el  27  de  Diciembre  de  1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta 
de  30  de  Enero  de  1884.) 
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llecurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  Di¬ 
ciembre  de  1883). — Sala  primera.— Tercería  de  dominio. — No  ha  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  D.  José  Zabarte  con  D.  José  Belén  García  (Au¬ 
diencia  de  la  Habana),  y  se  resuelve: 

Io  Que  si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  valor  comparativo  de 
las  escrituras  públicas  que  figuran  en  autos  y  las  demás  pruebas  testi¬ 
ficales ,  periciales  y  de  confesión,  ha  consignado  su  convencimiento  de 
que  la  casa  en  cuestión  se  compró  por  el  ejecutado,  si  bien  puso  la  es¬ 
critura  á  nombre  de  su  hijo  con  un  fin  determinado,  hipotecándola  no 
obstante  después ,  vendiéndola  á  retro  y  ofreciéndola  al  embargo  única¬ 
mente  como  de  su  propiedad  sin  la  menor  oposición  del  hijo,  hoy  terce¬ 
rista,  apreciación  dc.pruebas  que  constituye  el  punto  capital  y  decisivo 
del  juicio  y  contra  la  cual  no  procede  el  recurso  de  casación ;  no  son 
aplicables,  por  lo  tanto,  las  leyes  27,  tit.  2o,  Partida  3a;  24,  tit.  13,  Par¬ 
tida  5a;  6*,  tit.  17,  Partida  4a;  regla  12  del  Derecho ,  consignada  en  el 
tit.  34  de  la  Partida  7a;  8a,  til.  18,  Partida  3a;  art.  817  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil-,  leyes  33  y  54,  tit.  5o,  Partida  5*;  Ia,  tit.  14,  Par¬ 
tida  3a;  8a,  tit.  2°,  y  11  i,  tit.  18  de  la  misma  Partida,  y  la  doctrina 
legal,  y  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  en  que  se 
consigna  que  se  infringe  la  ley  5a,  tit.  24,  libro  10  de  la  Novísima  Re¬ 
copilación  cuando  se  da  preferencia  sobre  un  contrato  que  consta  de  es  - 
crilura  pública  y  solemne,  y  con  la  circunstancia  de  ser  de  fecha  ante¬ 
rior  al  que  no  consta  de  ninguna  clase  de  documento,  sino  en  confesión 
hecha  por  las  partes  en  un  acto  de  conciliación',  porque  casi  en  su  tota¬ 
lidad  se  fundan  estas  alegaciones  en  un  criterio  diverso  del  establecido 
por  la  Sala  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades,  sin  que  en  esa  aprecia¬ 
ción  se  haya  cometido  error  alguno  de  derecho  ni  extralimitación  con¬ 
traria  al  texto  del  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Y  2o  Que  no  invalida  ni  contradice  esa  apreciación  principal  de  la 
Sala  la  suposición  que,  aunque  sin  necesidad,  se  ha  hecho  de  que  el  hijo 
fuese  el  comprador  de  la  casa,  y  que  el  padre  en  ese  caso  la  habría  ena¬ 
jenado  con  derecho ,  pero  con  ciertas  reservas,  por  pertenecer  al  peculio 
adventicio  de  aquél ;  porque  planteada  la  cuestión  bajo  este  punto  de  vis¬ 
ta,  lo  mismo  que  bajo  el  de  que  el  padre  fuese  el  comprador ,  daría  siem 
pre  el  resultado  de  que  dichas  escrituras  prevalecerían ,  desapareciendo' 
en  uno  y  otro  caso  el  título  en  que  se  funda  la  tercirla  de  dominio  des¬ 
estimada  por  la  sentencia ;  y  porque  aun  cuando  este  segundo  aspecto  de 
la  cuestión  fuese  aceptable,  nunca  podría  destruir  por  su  carácter  me 
r ámenle  hipotético  la  eficacia  de  la  primordial  y  decisiva  apreciación 
de  los  hechos  y  su  natural  consecuencia  jurídica  de  no  haber  lugar  á  la 
demanda',  resolución  cardinal  del  fallo  y  objeto  único  y  exclusivo  del 
recurso  su  anulación ,  toda  vez  que  la  reserva  de  derechos  que  en  según  - 
do  término  contiene,  cualquiera  que  sea  su  procedencia  y  alcance,  no 
ha  sido  materia  directa  de  aquél. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid.á  27  de  Diciembre  de  1883.  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  tecurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Gua- 
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dalupe  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella 
ciudad  por  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  representado  por  el  Procurador 
D.  Pedro  Faura  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  José  Cristóbal  Sorm, 
con  D.  José  Belén  García  y  Cartaya,  y  en  su  nombre^gl  Procurador  Don 
Luis  García  Ortega,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Joaquín  Costa 
y  D.  José  Zabarte  y  García,  hoy  sus  herederos,  sobre  tercería  de  do¬ 
minio: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  D.  Carlos 
Laurent,  en  1 1  de  Diciembre  de  1807,  D.  Jacinto  Cid  vendió  la  casa 
núm.  113  de  la  calle  de  la  Salud  á  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  de  20 
años  de  edad,  en  precio  de  21.000  escudos,  compareciendo  personal¬ 
mente  el  comprador  á  aceptar  la  venta  y  firmando  con  su  nombre  y  sus 
dos  apellidos: 

Resultando  que  ante  el  Notario  D.  Luis  Rodríguez  se  otorgó  otra  es¬ 
critura  en  30  de  Setiembre  de  1870,  por  la  que  D.  José  de  Zabarte  y 
Zuzarte,  mayor  de  edad  y  á  quien  dió  fe  de  conocer  el  Notario,  vendió 
la  casa  mencionada  á  D.  José  Belén  García  en  precio  de  12.000  escu¬ 
dos,  con  pacto  de  retro  por  término  de  un  año,  y  estando  hipotecada 
por  escritura  de  20  de  Mayo  de  1869  á  D.  Jo>é  Joaquín  Barrena,  com¬ 
pareció  éste  prestando  su  conformidad  á  levantar  la  hipoteca  por  haber 
recibido  de  García  la  cantidad  que  garantizaba,  autorizando  la  escritu¬ 
ra  todos  los  otorgantes,  y  haciéndolo  el  vendedor  en  esta  forma:  José 
de  Zabarte: 

Resultando  que  entablado  un  juicio  ejecutivo  por  D.  José  Belén  Gar¬ 
cía  contra  D.  José  de  Zabarte,  y  despachada  la  ejecución,  el  alguacil 
pasó  á  la  calle  de  la  Salud,  núm.  1 13,  habitación  del  deudor,  y  reque 
rido  de  pago  en  Noviembre  de  187b,  manifestó. que  no  tenía  otros  bie¬ 
nes  que  el  derecho  de  retrocomprar  la  casa  que  había  vendido  con  pac¬ 
to  de  retro  al  mismo  D.  José  Belén  García,  que  era  la  propia  en  que 
habitaba  como  inquilino;  derecho  que  fué  embargado  por  no  encon¬ 
trarse  otros  bienes: 

Resultando  que  posteriormente  en  2  de  Mayo  de  1878  se  libró  man¬ 
damiento  contra  D.  José  Zabarte  á  fin  de  embargarle  la  casa  que  poseía 
en  la  calle  de  la  Salud,  núm.  1 13,  para  con  su  producto  abonar  las  res¬ 
ponsabilidades  que  eran  de  su  cargo  en  los  autos  que  le  siguió  D.  José 
Belén  García  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos,  haciéndole  además  saber 
que  nombrara  perito  que  procediera  á  la  tasación  de  la  finca: 

Resultando  que  cpnstituído  e!  alguacil  en  la  referida  casa  de  la  pro- 

Íiedad,  según  se  dice,  de  D.  José  Zabarte,  presente  en  ella  D.  Diego 
iménez  manifestó  ser  el  inquilino  de  la  cas  i,  como  lo  comprobaba  el 
recibo  que  exhibió  de  los  alquileres  que  satisfacía  á  D.  Joaquín  Dobar- 
ganes,  como  apoderado  de  D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte;  requerido  éste 
en  tal  concepto  para  el  nombramiento  de  perito  para  la  tasación  de  la 
casa,  contestó  que  no  podía  verificarlo  porque  en  el  juicio  de  que  traía 
origen  la  responsabilidad  que  se  trataba  de  hacer  efectiva  era  apodera¬ 
do  el  Procurador  D.  Tirso  Llaguno: 

Resultando  que  en  27  de  Junio  de  1878  entabló  D.  José  de  Zabarte 
y  Zuzarte  demanda  de  tercería  de  dominio  de  la  casa  calle  de  la  Salud, 
núm.  1 1 3,  embargada  en  el  juicio  ejecutivo  que  D.  José  Belén  García 
seguía  con  D.  José  Zabarte  para  pago  de  pesos,  alegando  que  había  ad¬ 
quirido  dicha  casa  por  título  de  compra  de  D.  Jacinto  Cid:  que  no  ha¬ 
bía  trasferido  su  propiedad  i  persona  alguna  ni  celebrado  contrato  de 
ninguna  clase  con  el  ejecutante  García,  habiéndola  únicamente  afecta- 
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do  en  hipoteca  á  favor  de  D.  José  García  Gallo;  y  citando  como  funda¬ 
mentos  de  derecho  las  leyes  de  Partida  que  tratan  de  la  propiedad  ó 
dominio  de  las  cosas  y  el  principio  de  que  el  error  sobre  las  causas 
principales  y  legales  de  un  contrato  ó  sobre  la  calidad  y  aptitud  de  los 
contratantes  anulaba  el  contrato  en  que  mediasen  tales  errores,  y  que 
por  consiguiente  cuantas  obligaciones  aparecieran  contraídas  en  el  pre¬ 
sente  caso  á  favor  de  D.  José  Belén  Garda  ó  de  cualquiera  otra  persona 
que  no  fuera  ef  único  acreedor  hipotecario  á  D.  José  García  Gallo  con 
relación  á  la  casa  de  que  se  trataba  eran  notoriamente  nulas,  pidió  que 
se  suspendiera  el  remate  de  la  casa,  y  que  en  definitiva  se  determinase 
la  nulidad  del  derecho  respecto  del  título  con  que  hubiera  embargado 
y  pretendido  embargar  aquella  finca  D.  José  Belén  García,  con  las  cos¬ 
tas  á  su  cargo: 

Resultando  que  D.  José  Belén  García  contestó  á  la  demanda  con 
presentación  de  la  escritura  de  1870,  alegando  que  el  juicio  ejecutivo 
se  había  seguido  también  contra  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  que  habi  - 
taba  la  misma  casa  de  que  se  trataba,  y  que  si  el  Zabarte  y  Zuzarte  de 
hoy  no  era  el  mismo  de  antes,  no  se  comprendía  cómo  en  el  largo  es¬ 
pacio  de  tres  años  que  duró  el  juicio  de  desahucio  que  estableció  el  de¬ 
mandado  de  la  citada  casa  no  dedujo  la  tercería  que  había  intentado: 
que.  tanto  la  escritura  presentada  por  el  demandante,  como  la  de  venta 
con  pacto  de  retro  acompañada  con  aquel  escrito,  justificaban  sobrada¬ 
mente  q-ue  la  casa  en  cuestión  era  propiedad  del  ejecutado:  que  las 
manifestaciones  hechas  por  el  tercerista  acerca  de  errores  cometidos  en 
el  contrato  no  tenían  valor  alguno,  á  menos  que  en  la  correspondiente 
demanda  de  nulidad  se  probase  la  de  la  escritura  que  había  presentado: 
que  no  existía  ley  alguna  que  autorizase  á  los  ejecutados  para  conver¬ 
tirse  en  terceristas;  y  qu'e  el  titulo  presentado  por  éste,  en  virtud  del 
cual  fundaba  su  demanda  de  tercería,  no  probaba  más  sino  que  la  casa 
embargada  era  de  su  propiedad,  lo  cual  era  conocido  ya  de  todos  y  en 
ese  concepto  le  fué  embargada;  terminando  en  su  virtud  con  la  pre 
tensión  de  que  se  declarase  sin  lugar  la  demanda,  con  las  costas  á  car¬ 
go  del  demandante: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  ejecutado,  pidió  el  demandan¬ 
te  que  se  entendiera  con  D.  Angel  Zabarte  y  Zuzarte,  único  que  en  el 
intestado  de  D.  José  Zabarte  y  García  había  optado  por  aceptar  la  he 
rencia  á  beneficio  inventario,  toda  voz  que  aun  cuando  él  era  también 
hijo  de  D.  José  Zabarte,  teniendo  en  estos  autos  el  carácter  de  tercer 
opositor  no  le  comprendía  el  de  ejecutado,  y  además  tampoco  había 
aceptado  la  herencia: 

Resultando  que  emplazado  D.  Angel  Zabarte,  solicitó  que  se  le  tu¬ 
viera  por  separado  de  toda  intervención  en  el  pleito,  porque  siendo  jus¬ 
ta  la  demanda  de  tercería  nada  tenía  que  opener  á  ell^;  y  emplaz  da 
también  Doña  Mercedes  Zabarte,  única  que  restaba  de  los  tres  hijos  que 
dejó  D.  José,  se  apartó  también  de  toda  intervención  en  el  pleito: 

Resultando  que  el  demandante  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte  reprodujo 
los  fundamentos  de  su  demanda,  adicionando  que  si  una  escritura  pú 
blica  acreditaba  que  la  casa  era  de  su  propiedad,  habiéndola  adquirido 
por  título  oneroso,  no  podía  otro  que  no  fuera  su  único  y  legítimo  due¬ 
ño  contraer  obligación  alguna  subsistente  y  eficaz,  como  lo  pretendía 
hacer  valer  D.  José  Belén  García: 

Resultando  que  el  demandado  rectificó  en  el  escrito  de  düplica  los 
hechos  y  fundamentos  de  derecho,  en  el  concepto  de  que  la  casa  calle 
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de  la  Salad,  núm.  113,  fué  hipotecada  primero  á  D.  José  Joaquín  Ba¬ 
rrena  y  vendida  después  á  D.  José  Belén  García  por  D.  José  de  Zabarte 
y  Zuzarte:  que  como  se  desprendía  de  ciertas  manifestaciones  del  actor 
D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte,  vendedor  de  la  casa,  no  era  tal  Zuzarte, 
sino  García:  que  D.  José  Zabarte  y  García  era  el  padre  de  D.  losé  de 
Zabarte  y  Zuzarte,  actor  en  este  juicio:  que  aceptando  el  hecho  de  que 
la  casa  en  cuestión  fué  comprada  por  D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte  con 
su  propio  peculio,  éste  tuvo  necesariamente  que  ser  de  los  profecticios, 
y  como  consecuencia  natural  y  legítima  de  la  patria  potestad,  pudo 
D.  José  de  Zabarte  y  García  disponer  libremente  de  ella:  que  aun  supo¬ 
niendo  que  la  casa  hubiera  pertenecido  al  peculio  adventicio  del  mismo 
D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte,  no  tendría  éste  acción  para  dirigirse  con¬ 
tra  ella  hasta  después  de  haberse  dirigido  contra  la  masa  de  los  bienes 
hereditarios  y  resultado  insuficiente  para  cubrir  dicha  responsabilidad; 
y  que  por  Ultimo  D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte  había  gestionado  eu 
pleitos  pendientes  al  fallecimiento  de  su  padre  con  el  carácter  de  here¬ 
dero  de  éste,  y  por  consiguiente  carecía  por  completo  de  acción  para 
dirigirse  contra  la  casa  en  cuestión  aun  en  el  supuesto  de  haber  perte¬ 
necido  á  su  peculio  adventicio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  declararon  tres  testigos 
qae  D.  José  Zabarte  obtuvo  un  premio  de  25.000  pesos  en  el  sor¬ 
teo  de  la  lotería  celebrado  en  26  de  Octubre  de  1867,  con  parte  de  cuyo 
dinero  compró  la  casa  de  la  calle  de  la  Salud,  num.  H3:  que  D.  Joa¬ 
quín  Dobarganes  declaró  que  fué  apoderado  general  y  entendía  en  to¬ 
dos  los  asuntos  de  D.  José  Zabarte  padre,  constándole  que  éste  fué  el 
que  compró  la  casa  con  su  propio  dinero,  habiéndole  dicho  al  testigo 
que  había  mandado  otorgar  la  escritura  á  favor  de  su  hijo  porque  te¬ 
nía  algunas  deudas  y  no  quería  comprometer  la  finca,  habiendo  obliga¬ 
do  á  aquél  á  conferir  poder  general  al  declarante,  como  lo  verificó:  que 
D.  José  Zabarte  hijo  no  tenía  peculio  alguno  en  esa  fecha,  ni  trató  con 
el  vendedor  respecto  á  la  compra,  ni  volvió  á  intervenir  más  en  la  fin¬ 
ca,  de  la  cual  disponía  libremente  D.  José  Zabarte  padre,  habiendo  fa¬ 
bricado  con  su  dinero  unos  cuartos  altos  en  el  interior  de  ella:  que  Don 
José  Zabarte  hijo  sabía  perfectamente  que  la  repetida  casa  era  de  su  * 
padre;  y  que  se  le  seguía  un  juicio  de  desahucio  y  otro  ejecutivo,  ha¬ 
biendo  presenciado  diversas  citaciones  sin  protesta  alguna:  que  no  te¬ 
nia  resentimiento  alguno  con  D.  José  de  Zabarte  y  Zuzarte,  el  cual  no 
disfrutaba  más  que  un  pequeño  sueldo  de  Alférez  de  Milicias;  y  que 
nunca  había  oído  que  le  locara  la  lotería: 

Resultando  que  cotejadas  las  firmas  que  con  el  nombre  de  José  Za¬ 
barte  autorizaban  las  escrituras  de  20  de  Mayo  de  1869  y  de  1870  con 
las  indubitadas  de  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  dijeron  que  á  la  vez  que 
aquéllas  aparecían  hechas  por  una  misma  mano  no  tenían  con  las  de 
éste  ni  parecido  siquiera: 

Resultando  que  practicado  un  nuevo  reconocimiento  para  mejor 
proveer  por  los  mismos  peritos  de  la  firma  indubitable  de  D.  José  Za¬ 
barte  y  García  con  la  que  autorizaban  las  escrituras  de  compra,  hipo¬ 
teca  y  venta  de  la  casa,  declararon  que  la  firma  que  en  la  escritura  de 
compra  á  D.  Jacinto  Cid  decía  José  Zabarte  y  Zuzarte  no  era  igual  ni 
se  parecía  á  la  indubitada  de  José  Zabarte,  padre,  y  que  ésta  era  igual 
á  las  que  autorizaban  las  escrituras  de  hipoteca  y  de  venta  hecha  á 
D.  José  Belén  Garía: 

Resultando  que  sustauciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo 
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civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  en  8  de  Noviembre  de  1882 
sentencia  confirmatoria  con  las  costas,  declarando  sin  lugar  la  deman¬ 
da  y  válido  y  firme  el  título  en  virtud  del  cual  D.  José  Belén.Garcia 
había  ejecutado  la  casa  núm.  113  de  la  calle  Real  de  la  Salud  como 
propiedad  de  D.  José  Zabarte,  su  padre,  reservando  á  D-  José  Zabarte 
su  derecho  contra  los  demás  bienes  de  aquél  ó  contra  quien  hubiere 
lagar: 

Resultafido  que  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte  interpuso  recurso  de  ca¬ 
sación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  La  ley  27,  til.  2o  de  la  Partida  3a,  porque  el  fallo  recurrido  con¬ 
tenía  disposiciones  contradictorias  entre  sí,  toda  v?z  que  habia  deses¬ 
timado  la  tercería  de  dominio  respecto  déla  exclusión  de  la  casa  nú¬ 
mero  113  de  la  Calle  Real  de  la  Salud,  embargada  en  los  autos  ejecu¬ 
tivos  como  bienes  afectos  para  la  responsabilidad  contraída  por  D.  José 
Zabarte  y  García  á  favor  de  D.  José  Belén  García,  y  había  declarado  al 
propio  tiempo  implícitamente  que  la  propiedad  y  dominio  de  esa  casa 
pertenecía  al  recurrente,  ó.seaal  hijo  del  ejecutado,  cuando  había  re¬ 
servado  á  ese  mismo  hijo  su  derecho  contra  los  demás  bienes  de  su  pa¬ 
dre  ó  contra  quien  hubiere  lugar: 

2o  La  ley  24,  tít.  13,  Partida  5*,  aplicada  á  la  sentencia  qne  resolvía 
la  validez  de  las  ventas  hechas  por  el  padre  de  bienes  adquiridos  por  el 
hijo  de  parte  de  su  madre,  reservando  á  éste  su  derecho  contra  los  bie¬ 
nes  del  padre  siempre  qne  se  renunciase  á  su  herencia;  ley  que  no  era 
aplicable  á  este  caso,  puesto  que  limitándose  á  conceder  facultad  al  pa¬ 
dre  para  disponer  de  los  bienes  adquiridos  por  el  hijo  por  parte  de  la 
madre,  no  puede  ya  hacerse  extensiva á  los  bienes  que  el  hijo  se  hu¬ 
biera  procurado  por  su  industria  ó  que  tuvieran  otro  origen,  porque 
esa  facultad  era  un  privilegio  y  las  leves  que  la  establecían  habían  de 
interpretarse  en  sentido  restrictivo,  y  el  recurrente  había  comprado  la 
casa  con  parte  de  la  cantidad  que  obtuvo  con  un  premio  de  la  lotería; 
y  aun  en  el  caso  de  que  esta  ley  tuviera  aplicación,  establecía  lo  con 
trario  de  lo  que  la  sentencia  pretendía,  la  cual  además  suponía  con 
error  que  la  escritura  de  venta  había  sido  de  bienes  del  hijo  otorgada 
*  por  el  padre,  cuando  había  comparecido  éste  suponiendo  que  era  él  y 
no  el  padre  el  otorgante  de  la  escritura: 

3o  La  ley  6a,  tít.  17,  Partida  4a.  que  designa  los  bienes  que  perte  - 
necen  al  peculio  castrense  de  los  hijos,  siendo  aquéllos  los  que  éste  ad¬ 
quieren  por  razón  de  la  Milicia;  y  como  según  declaración  de  D  Joa¬ 
quín  Doberganes,  presentado  por  el  demandante,  D.  José  Zabarte  y 
Zuzarte  disfrutaba  el  sueldo  de  Alférez  de  Milicias,  era  incuestionable 
que  dedicaba  parte  de  él  á  la  adquisición  de  un  billete  de  lotería,  cuyo 
premio  de  23.000  pesos  hizo  efectivo,  acumuló  á  su  peculio  castrense 
la  casa  objeto  de  la  tercería,  que  no  podía  calificarse  por  tanto  como 
perteneciente  á  su  peculio  adventicio  deD.  José  Zabarte: 

4o  La  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3a,  que  dispone  que  si  aquel  cu¬ 
yo  nombre  fué  inscrito  en  la  carta  ó  escritura  lo  negase,  no  debe  ser 
ésta  creída  contra  él,  á  menos  qu$  la  otra  pruebe  que  la  hizo  ó  por  su 
mandato  fué  hecha;  y  que  si  tal  carta  ó  escritura  fuese  de  cosa  señala¬ 
da,  no  es  suficiente  para  probar  con  ella  cumplidamente,  porque  sólo 
nduce  presunción;  porque  el  título  de  propiedad  de  la  casa  en  cnes- 
itión  era  una  escritura  pública  otorgada  ante  Escribano  y  el  número  de 
testigos  que  determinaba  la  ley,  y  el  supuesto  dominio  ó  propiedad  que 
en  ella  se  atribuyó  á  D.  José  Zabarte  y  García  estaba  fondado  en  el  di' 
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cho  del  que  otorgó  la  escritura  de  hipoteca  y  venta  á  retro  á  favor  de 
D.  José  Belén  García,  sin  comprobar  su  adquisición  por  título  legítimo 
dé  su  anterior  dueño  D.  Jacinto  Cid,  que  la  enajenó  á  D.  José  Zabarte 
y  Zuzarte,  ni  tampoco  que  éste  hubiera  trasferido  su  dominio  á  D.  Jo¬ 
sé  Zabarte  y  Gafcía,  padre  del  tercerista: 

5o  La  regla  12  de  derecho  consignada  en  el  tlt.  34  de  la  Partida  7a, 
que  dice  que  ninguno  puede  dar  más  derecho  á  otro  en  alguna  cosa  de 
aquello  que  le  pertenezca  en  ella;  y  D.  José  Zabarte  García  ningún  de¬ 
recho  tenía  sobre  la  casa  de  que  se  trataba,  y  por  consiguiente  ningu¬ 
no  pudo  trasmitir  á  D.  José  Belén  García: 

6o  La  ley  8a,  tít.  18  de  la  Partida  3a,  que  ordena  que  las  escrituras 
que  se  otorguen  ante  Escribano  público  sean  creídas  y  valederas  en 
todo  el  Reino,  y  que  contra  ellas  po  se  admita  duda  alguna,  porque  la 
sentencia  recurrida  contiene  disposiciones  contradictorias,  y  había  in¬ 
currido  en  error  de  derecho  no  dando  á  la  escritura  de  11  de  Diciem¬ 
bre  de  1867  la  fuerza  y  valor  legal  que  la  ley  y  las  reglas  de  la  sana 
crítica  le  concedían  sobre  la  de  hipoteca  y  venta  á  retro  por  D.  José 
Zabarte  y  García: 

7°  El  art.  817  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  legal  y 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en  varias  de  sus 
sentencias,  y  entre  ellas  en  la  de  17  de  Diciembre  de  1870,  en  que  se 
declara  que  si  bien  la  Sala  sentenciadora  pudo  apreciar  como  lo  hizo 
los  dichos  de  los  testigos  presentados  por  la  recurrente,  no  había  podi¬ 
do  aplicar  igual  criterio  á  la  prueba  de  los  documentos  que  obraban  en 
los  autos,  cuyo  caso  era  precisamente  el  de  este. pleito;  pues  el  deman¬ 
dante  justiñcó  el  dominio  de  la  ñnca  objeto  de  la  tercería  con  una  es¬ 
critura  de  venta  otorgada  á  su  favor  por  el  anterior  propietario  de 
ella,  sin  que  contra  esta  escritura,  que  se  hallaba  además  robustecida 
con  las  declaraciones  de  tres  testigos, »se  hubiera  alegado  razón  alguna 
que  la  destruyera;  y  por  el  contrario,  D.  José  Belén  García  apoyaba 
sus  pretensiones  en  una  escritura  de  venta  con  pacto  de  retro,  otorga¬ 
da  con  falsedad  por  quien  no  resultaba  dueño  de  ella,  por  cuanto  ni  la 
adquirió,  de  D.  Jacinto  Cid,  ni  de  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  siendo  in¬ 
cuestionable.  que  la  sentencia  había  incurrido  en  error  de  derecho  al 
hacer  la  apreciación  de  las  pruebas  practicadas  por  las  partes,  dando 
fuerza  y  valor  á  una  escritura  cuya  falsedad  resultaba  plenamente 
probada  contra  otra  legitimidad  y  no  combatida,  y  estimando  la  decla¬ 
ración  de  un  testigo  único  y  singular  enemigo  del  tercerista  contra  las 
declaraciones  de  tres  testigos  intachables  y  no  tachados  que  declaraban 
de  ciencia  propia: 

8°  La  ley  5a,  tít.  24  de  la  Novísima  Recopilación  (no  dice  el  libro), 
que  ordena  que  las  escrituras  públicas,  ó  sea  las  otorgadas  ante  Escri¬ 
bano,  tienen  preferencia  sobre  todos  los  contratos  otorgados  privada¬ 
mente  aunque  se  consignen  en  papel  sellado,  toda  vez  que  la  sentencia 
desconocía  el  valor  y  fuerza  legal  de  la  escritura  de  11  de  Diciembre 
de  1867,  concediéndolos  á  la.otorgada  por  D.  José  Zabarte,  padre,  con 
falsedad  notoria,  y  que  por  consiguiente  no  podía  considerarse  siquie¬ 
ra  ni  como  documento  privado,  habiendo  incurrido  en  error  de  dere¬ 
cho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  toda  vez  que  las  circunstancias  del 
caso  eran  mucho  más  favorables’al  recurrente  que  las  que  expresaba 
la  misma  ley,  porque  no  existía  documento  alguno  público  ni  privado 
del  cual  resultase  la  enajenación  ó  compromiso  de  ella  por  parte  de 
D.  Jacinto  á  favor  de  D.  José  Zubarte,  padre: 
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9o  La  doctrina  legal  y  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  21  de  Noviembre  de  1872,  en  quese  consigna 
que  se  infringe  la  ley  5a,  tit.  24,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
cuando  se  da  preferencia  sobre  un  contrato  que  consta  de  escritura  pú¬ 
blica  y  solemne,  y  con  la  circunstancia  de  ser  de  fechA.  anterior  al  que 
no  consta  de  ninguna  clase  de  documento,  sino  en  confesión  hecha  por 
las  partes  en  un  acto  de  conciliación,  supuesto  que  de  otra  suerte  las 
precauciones  consignadas  en  la  ley  recopilada  con  el  laudable  propósi¬ 
to  de  evitar  los  fraudes  que  se  ocasionarían  anticipando  ó  retrasando 
fechas,  se  harían  fácilmente  ilusorias  por  la  mala  fe  de  las  partes,  toda 
vez  que  la  sentencia  incurría  en  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  porque  contra  la  escritura  de  11  de  Diciembre  de  1867,  no 
sólo  no  se  había  producido  documento  privado  ni  confesión  en  acto 
conciliatorio  de  D.  Jacinto  Cid  para  acreditar  la  venta  de  la  casa  d9 
que  se  trataba  á  favor  de  D.  José  Zabarte,  padre,  sino  que  únicamente 
existía  la  escritura  otorgada  con  falsedad  notoria  en  nombre  de  Don 
José  Zabarte  y  Zuzarte  en  30  de  Setiembre  de  1870  por  quien  no  era 
tal  Zabarte  y  Zuzarte;  siendo  de  llamar  la  atención  del  Tribunal  que 
los  contratos  de  ventas  de  bienes  raíces  habían  de  otorgarse  siempre 
ante  Escribano  público,  lo  cual  era  hoy  tanto  más  necesario  para  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

10.  La  regla  12  del  derecho  consignado  en  el  tít.  34  de  la  Partida 
7a,  según  la  cual  ninguno  puede  dar  á  otro  más  derecho  en  una  cosa 
que  el  que  en  ella  le  pertenezca;  Tegla  que  se  había  infringido  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  incurriendo  en  error  de  derecho,  toda  vez  que 
no  teniendo  propiedad  ni  dominio  D.  José  Zabarte,  padre,  sobre  la  ca¬ 
sa  nüH).  113  de  la  calle  Real  de  la  Salud,  se  había  resuelto  la  validez 
de  la  escritura  de  venta  á  retro  otorgada  por  el  último  á  favor  de  Don 
José  Belén  García: 

11.  La  ley  33,  tít.  5°,  Partida  5a,  que  autoriza  al  dueño  de  una  cosa 
vendida  por  otro  para  reclamarla  del  comprador,  y  en  este  caso  se  ha¬ 
llaba  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  cuyo  derecho  había  sido  desconocido 
y  lastimado  al  no  prevalecer  la  validez  de  su  escritura  de  compra  de 
la  casa  en  cuestión  de  11  de  Diciembre  de  1867  sobre  la  dp  venta  con 
pacto  de  retro  otorgada  por  D.  José  Zabarte,  padre,  á  favor  de  D.  José 
Belén  García,  incurriendo  también  por  tanto  en  error  de  derecho  al  ve¬ 
rificar  la  apreciación  de  la  prueba: 

12.  La  ley  54,  tít.  50,  Partida  5a,  que  determina  que  cuando  uno 
vende  cosa  ajena  como  propia  y  el  comprador  sabe  que  es  ajena  no  ad¬ 
quiere  el  dominio,  toda  vez  que  estaba  demostrado  que  la  casa  no  era 
ni  fué  nunca  de  la  propiedad  de  D.  José  Zabarte  padre,  comprobándose 
que  esto  no  debía  ignorarlo  D.  José  Belén  García,  con  la  sola  circuns¬ 
tancia  de  que  habiéndola  vendido  con  pacto  de  retro  el  primero  á  favor 
del  segundo,  éste  no  tuvo  necesidad  de  recurrir  á  la  vía  ejecutiva  para 
hace  efectivo  su  crédito,  bastándole  haber  hecho  el  requerimiento  legal 
al  trascurrir  el  plazo;  pero  como  D.  José  Belén  García  no  podía  confiar 
en  la  legitimidad  de  su  derecho  de  propiedad  sobre  dicha’finca,  prefirió 
sin  duda  embargarla,  recurriendo  á  la  vía  ejecutiva  para  pago  de  deu¬ 
da,  para  que  otro  recorriese  las  contingencias  de  la  nulidad  de  la  venta 
adquiriéndola  en  pública  subasta  si  llegase  á  tener  efecto: 

13.  La  ley  14,  tit.  18  de  la  Partida  3a,  y  la  doctrina  legal  y  jurispru¬ 
dencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  3  de  Julio 
de  1873,  en  que  declara  que  los  hechos  consignados  clara  y  precísame»- 
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te  en  escrituras  públicas  otorgadas  con  todas  las  solemnidades  legales  no 
pueden  alterarse  por  medio  de  prueba  testifical  expuesta  á  error  en  mu¬ 
chos  casos;  por  cuanto  se  contraría  el  precepto  de  la  ley  14,  tít.  18  de 
la  Partida  3a.  según  el  que,  las  escrituras  públicas  valen  para  probar  lo 

3ue  en  ellas  se  dijere;  y  que  si  la  Sala  sentenciadora  al  absolver  de  la 
emanda  se  funda  en  prueba  testifical,  en  oposición  á  lo  que  dice  la  es¬ 
critura,  infringe  dicha  ley;  pues  la  escritura  de  H  de  Diciembre  de  1 867 
contenía  todas  las  solemnidades  legales,  y  sin  embargo  no  había  pre¬ 
valecido  en  la  sentencia  recurrida  contra  el  dicho  de  un  testigo  singu¬ 
lar,  enemistado  con  el  recurrente,  y  contra  el  dicho  Je  quien  sin  tener 
dominio  alguno  sobre  la  cosa  la  enajenó  á  favor  de  D.  José  Belén  Gar¬ 
cía  en  escritura  otorgada  con  falsedad  notoria: 

14.  La  ley  Ia,  tít.  14,  Partida  3a,  citada  en  la  sentencia  sin  duda  para 
apoyar  la  declaración  hecha  en  su  primer  considerando  de  que  D.  José 
Zabarte  y  Zuzarte  no  había  hecho  la  prueba  plena  que  á  él  correspon¬ 
día  de  la  propiedad  y  dominio  de  la  casa  que  vendió  su  padre  D.  José 
Zabarte  y  García  con  el  nombre  de  Jofé  Zabarte  y  Zuzarte  á  D.  José 
Belén  y  García,  porque  consideró  la  escritura  de  11  de  Diciem¬ 
bre  de  1867  como  una  mera  presunción;  y  como  se  había  demostrado 
con  las  citas  de  leyes  y  doctrina  legal  consignadas  en  los  anterio¬ 
res  motivos  que  la  sentencia  las  había  infringido  en  la  aprecia¬ 
ción  de  la  prueba,  era  una  consecuencia  legítima  de  la  infracción  de  la 
citada  ley  qüe  aplicaba,  pues  que  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte  había  pro¬ 
bado  cumplidamente  cuanto  le  incumbía  para  justificar  el  dominio  de 
la  finca  que  era  objeto  de  su  demanda  de  tercería  y  que  no  fué  él  quien 
la  enajenó; 

Y  lo.  La  ley  8a,  tít.  2o,  Partida  3*,  al  condenar  en  costas  á  D.  José 
Zabarte  y  Zpzarte,  pues  lejos  de  haber  litigado  con  temeridad  había 
justificado  su  buena  fe  y  la  justicia  y  derecho  que  le  asistía  para  defen¬ 
der  la  propiedad  que  tenía  sobre  la  finca  en  cuestión,  plenamente  pro¬ 
bada  por  la  escritura  de  11  de  Diciembre  de  1867: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Balbino  Maestre: 
Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  valor  compa¬ 
rativo  de  las  escrituras  públicas  que  figuran  en  autos  y  las  demás  prue¬ 
bas  textificales,  periciales  y  de  confesión,  ha  consignado  su  convenci¬ 
miento  confirmatorio  del  de  primera  instancia,  de  que  la  casa  en  cues¬ 
tión  se  compró  por  el  ejecutado  Zubarte  y  García,  si  bien  puso  la  escri¬ 
tura  á  nombre  de  su  hijo  con  un  fin  determinado,  hipotecándola  no 
obstante  después,  vendiéndola  á  retro  y  ofreciéndola  al  embargo  única¬ 
mente  como  de  su  propiedad  sin  la  menor  oposición  del  hijo,  hoy  terce¬ 
rista,  Zabarte  y  Zuzarte;  apreciación  de  pruebas  que  constituye  el  pun¬ 
to  capital  y  decisivo  del  juicio  y  contra  la  cual  no  procede  el  recurso  de 
casación,  ni  son  aplicables  por  lo  tanto  las  leyes  y  motivos  que  se  in¬ 
vocan  por  el  recurrente,  porque  casi  en  su  totalidad  se  fundan  en  un 
criterio  diverso  del  establecido  por  la  Sala  en  uso  de  sus  exclusivas  fa¬ 
cultades,  sin  que  en  esa  apreciación  se  haya  cometido  error  alguno  de 
derecho  ni  extralimitación  contraria  al  texto  del  art.  317  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  no  invalida  ni  contradice  esa  apreciación  princi¬ 
pal  de  la  Sala  la  imposición  que  aunque  sin  necesidad  ha  hecho  de  que 
el  hijo  fuese  el  comprador  de  la  casa,  y  que  el  padre  en  ese  caso  la  ha¬ 
bría  enajenado  con  derecho,  pero  con  ciertas  reservas,  por  pertenecer  af 
peculio  adventicio  de  aquél;  porque  planteada  la  cuestión  bajo  este 
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punto  de  vista,  lo  mismo  que  bajo  el  de  que  el  padre  fuese  el  compra¬ 
dor,  daría  siempre  el  resultado  de  que  las  escrituras  de  1869  y  1870  pre¬ 
valecerían  sobre  la  de  1867,  desapareciendo  en  uno  y  otro  caso  el  título 
en  que  funda  la  tercería  de  dominio  desestimada  por  la  sentencia,  y  por¬ 
que  aun  cuando  este  segundo  aspecto  de  la  cuestión  no  fué  aceptable 
nunca  podría  destruir  por  su  carácter  meramente  hipotético  la  eficacia 
de  la  primordial  y  decisiva  apreciación  de  los  hechos  y  su  natural  con¬ 
secuencia  jurídica  de  no  haber  lugar  á  la  demanda,  resolución  cardinal 
del  fallo  y  objeto  único  y  exclusivo  del  recurso  su  anulación,  toda  vez 
que  la  reserva  de  derechos  que  en  segundo  término  contiene,  cualquiera 
que  sea  su  procedencia  y  alcance,  no  ha  sido  materia  directa  de  aquél; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  delaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Zabarte  y  Zuzarte,  á  quien 
condenamos  por  razón  de  depósito  al  pago  de  la  cantidad  de  2.500  pe¬ 
setas,  que  satisfará  si  viniese  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  enton¬ 
ces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta¬ 
miento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Diciembre  de 
<883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  31  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (28  de  Di¬ 
ciembre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  dominio. — Ha  lugar 
á  los  interpuestos  por  Doña  W.  Them  y  D.  Ceferino  Loreqacon  las  So¬ 
ciedades  Saralegui  y  Compañía  y  otras  (Audiencia  de  la  Habana),  y  se 
resuelve: 

Io  Que  lo  convenido  entre  las  partes  es  ley  para  las  mismas  cuando 
no  se  opone  á  la  moral  ni  á  las  leyes : 

2°  Que  reconocida  por  los  carga  lores  la  legitimidad  en  cuanto  á  ellos 
del  préstamo  á  la  gruesa ,  debe  surtir  este  contrato  sus  naturales  conse¬ 
cuencias ,  la  primera  de  las  cuales  es  obligar  el  cargamento  á  la  seguri¬ 
dad  del  pago  de  la  cantidad  recibida  á  préstamo ;  y  por  lo  tanto  los  due¬ 
ños  de  aquél  carecen  de  acción  para  entablar  la  tercería  de  dominio, 
puesto  que  los  bienes  á  que  se  refieren  vienen  obligados  al  pago  de  la 
cantidad  reclamada  en  el  pleito  ejecutivo ; 

Y  3o  Que  la  sentencia  que  estima  dicha  tercería  y  manda  alzar  los 
embargos  de  las  mercaderías ,  infringe  lo  convenido  entre  las  partes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pi¬ 
lar  de  la  ciudad  de  la  Habana  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
su  territorio  por  las  Sociedades  Saralegui  y  Compañía ,  J.  Iglesias  y 
Compañía,  L.  Gutiérrez  y  Compañía,  Mendigusén  y  Sobrino ,  Pages  y 
Compañía,  Fernando  Rodríguez  y  Compañía,  Viuda  de  Martinez  é  Hija, 
Maneri  y  Compañía,  Jorge  Ferrán  y  Compañía,  Morisón  Hermanos , 
FalhRohlsén  y  Compañía  y  D.  Gabriel  Almenabas  con  D.  Luis  Hoff- 
rnan,  y  por  el  fallecimiento  de  éste  con  su  cesionaria  Doña  Catalina 
W.  Them  y  con  D.  Ceferino  Lorena  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  en  póliza  fechada  en  Cork,  Irlanda,  en  5  de  Julio 
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de  1873,  y  autorizada  por  Notarjo  público  y  por  el  Vicecónsal  de  Es¬ 
paña,  declaró  D.  Ceferino  Lorena,  Capitán  de  la  barca  española  Ma¬ 
nuel,  de  la  matrícula  de  la  Habana,  que  era  deudor  de  Christián  Lu 
ding  por  la  suma  penal  de  8.000  libras  esterlinas,  que  se  pagarían  á 
dicho  señor  ó  á  su  orden,  y  á  cuyo  pago  quedaban  afectos  al  méncio- 
nado  buque,  sus  aparejos  y  mueblaje  y  su  carga,  expresando  que  ha¬ 
biendo  tenido  que  arribar  forzosamente  á  aquel  puerto  por  las  averías 
sufridas  en  su  viaje  de  Liverpool  á  la  Habana,  contrajo  varias  deudas 
que  le  obligaron  á  otorgar  el  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  por  la 
cantidad  de  4.210  libras  esterlinas,  3  chelines  y  10  peniques  por  im¬ 
porte  de  capital  y  premio,  y  que  á  continuación  de  este  documento 
aparece  el  endoso  de  la  cantidad  referida  á  la  orden  D.  Manuel  Ondar- 
za,  fechado  en  Altona  á  22  de  Julio  del  mismo  año,  y  un  segundo  en¬ 
doso  á  lu  orden  de  D.  Luis  Hoffman,  fechado  en  la  Habana  en  24  de 
Enero  de  1874: 

Resultando  que  D.  Ceferino  Lorena  promovió  el  expediente  de  li¬ 
quidación  de  las  averías  sufridas  por  dicha  barca,  en  el  que,  hecha  la 
declaración  de  haber  cesado  la  jurisdicción  Voluntaria  y  haber  corres¬ 
pondido  el  conocimiento  del  pleito  al  Juzgado  del  distrito  del  Cerro, 
comparecieron  el  citado  D.  Ceferino  Lorena,  D.  Manuel  Ondarza,  con¬ 
signatario  del  buque  y  apoderado  de  su  hermano  D.  Ulpiano,  dueñp 
del  mismo,  la  Sociedad  Arroyo ,  Sobrino  y  Compañía  en  liquidación  y 
demás  cargadores  de  la  barca,  y  expusieron  en  escrito  de  20  de  Marzo 
do  1876  que  con  el  propósito  de  poner  término  al  dilatado  y  dispendio¬ 
so  juicio  de  liquidación,  habían  acordado  nombrar  á  D.  Felipe  Núñez 
y  á  D.  Manuel  Rodríguez  peritos  comerciales  para  que  procedieran  á 
la  clasificación,  liquidación  y  partición  de  las  averías  de  que  se  trata¬ 
ba,  para  cuya  resolución  habían  tenido  en  cuenta  el  convenio  suscrito 
por  todos  los  cargadores,  excepción  hecha  de  Arrovo,  Sobrino  y  Com- 
ñía,  la  liquidación  que  practicaron  D.  Federico  Erdman  V  D.  José  Ar- 
cocha,  que  había  sido  anulada  judicialmente,  los  documentos  relativos 
á  dicha  liquidación,  y  con  especialidad  los  comprobantes  que  encabe¬ 
zaban  la  demanda  ordinaria  entablada  jontra  Arroyo  y  Compañía  para 
que  reconocieran  en  debida  forma  la  avería  y  aceptasen  sus  consecuen¬ 
cias;  v  entre  las  bases  que  marcaron  á  los  peritos,  lo  fué  la  de  que  de¬ 
cidirían  si  bastaba  una  rectificación  ó  era  preciso  hacer  una  nueva  li¬ 
quidación,  en  cuyo  caso  procederían  con  arreglo  á  su  leal  saber  y  en-  v 
tender,  sujetándose  á  las  bases  allí  establecidas  referentes  á  la  aprecia¬ 
ción  que  del  buque,  flete  y  cargamento  habían  de  hacer;  en  la  segunda 
de  las  cuales  se  dice  que  los  premios  de  gruesa,  intereses  legales  y  de¬ 
más  las  apreciarían  con  la  inteligencia  que  sus  conocimientos  y  práti- 
ca  les  dictasen;  pero  respetando  el  contrato  á  la  gruesa  celebrado  por 
el  Capitán  en  5  de  Julio  de  1873  en  todas  sus  partes  menos  en  lo  rela¬ 
tivo  á  los  fondos  que  del  cargamento  tenían  en  su  poder,  y  de  los  que 
debió  hacer  uso  con  preferencia  á  tomarlos  ú  la  gruesa  de  otras  per¬ 
sonas: 

Resultando  que  por  auto  de  2  de  Mayo,  en  atención  á  no  haberse 
presentado  oposición  dentro  del  plazo  que  se  había  marcado  por  los  in 
teresados  que  suscribieron  aquel  escrito,  ni  por  los  demás  á  quienes  se 
les  hizo  saber,  se  aprobó  el  referido  convenio,  condenando  á  todos  los 
interesados  á  estar  y  pasar  en  todo  tiempo  por  su  contenido: 

Resultando  que  en  virtud  de  demanda  ejecutiva  que  dedujo  D.  Luis 
Hoffman,  fundada  en  la  póliza  del  préstamo  á  la  gruesa,  se  mandó  des- 
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pachar  mandamiento  de  ejecución  por  auto  de  9  de  Noviembre  de  1877 
co-ntra  los  bienes  de  D.  Ceferino  Lorena,  como  Capitán  de  la  barca  Ma¬ 
nuel,  por  la  suma  importe  del  préstamo,  premio  de  gruesa  é  intereses 
pactados,  ascendente  todo  á  la  cantidad  de  29.366  pesos,  60  centavos 
ó  sean  5.605  libras  esterlinas,  3  chelines  y  10  peniques,  mas  los  inte¬ 
reses  que  siguiera  devengando  el  principal  hasta  áu  completo  pago  y 
costas,  ordenando  además  que  se  practicase  el  embargo  en  su  defecto 
en  las  mercancías  dadas  en  garantía,  haciéndole  saber  á  los  cargadores 
para  que  retuvieran  en  su  poder  los  efectos  gravados  ó  su  importe  á 
disposición  del  Juzgado;  y  habiendo  tratado  de  personarse  en  dichos 
autos  ejecutivos  la  Sociedad  Saralegui  y  Compañía  y  otras,  declaró  el 
Juzgado  que  no  había  lugar  á  admitirlas  porque  en  los  juicios  ejecuti¬ 
vos  no  pueden  ser  parte  más  que  el  ejecutante  y  el  ejecutado,  y  le  re¬ 
servó  su  derecho  para  que  pudieran  hacerlo  valer  en  el  modo  y  forma 
que  creyeran  procedente: 

Resultando  que  en  12  de  Marzo  de  1878  la  Sociedad  de  Saralegui  y 
Compañía,  J.  Iglesias  y  Compañía  en  liquidación,  L.  Gutiérrez  y  Com¬ 
pañía,  Mendiguren  y  Sobrino,  Pages  y  Compañía  y  Fernando  Rodrí¬ 
guez  y  Compañía,  dedujeron  la  demanda  que  ha  motivado  este  pleito, 
ron  la  solicitud  de  que  con  suspensión  del  procedimiento  de  apremio, 
se  declarara  que  las  mercancías  conducidas  por  la  barca  española  Ma¬ 
nuel,  que  fueron  entregadas  á  sus  comitentes,  así  como  su  importe  por 
haber  sido  enajenadas,  les  perteneciese  en  plena  y  absoluta  propiedad, 
y  se  mandase  alzar  las  retenciones  que  con  referencia  á  ellas  ó  á  su  im¬ 
porte  Ies  habían  sido  hechas,  dejándolas  á  su  libre  disposición;  á  cuyo 
efecto  alegaron  que  la  tercería  se  refería  á  las  mercancías  de  que  fue¬ 
ron  cargadoras  las  Sociedades  demandantes,  y  en  su  defecto  á  su  im¬ 
porte  por  haberlas  enajenado  unaVez  que  les  fueron  entregadas  por  el 
Capitán;  que  dichas  mercancías,  así  como  su  producto,  eran  de  su  pro¬ 
piedad,  y  los  documentos  que  así  lo  acreditaban  se  hallaban  en  el  jui¬ 
cio  de  liquidación  de  averías  que  se  estaba  siguiendo;  que  á  las  resul¬ 
tas  de  ese  juicio,  que  era  anterior  al  ejecutivo  promovido  por  Hoffman, 
se  encontraban  afectas  las  mercancías  y  su  valor  por  las  responsabili¬ 
dades  que  pudieran  caber  á  los  cargadores  por  razón  de  averías  y  del 
contrato  del  préstamo  á  la  gruesa  celebrado  por  el  Capitán  Lorena;  que 
dichas  mercancías  nunca  fueron  propiedad  del  Capitán,  ni  las  Socieda¬ 
des  demandantes  le  dieron  autorización  para  obligarlas-  ni  para  tomar 
dinero  á  la  gruesa  sobre  las  mismas;  que  D.  Luis  Hoffman  no  había 
promovido  juicio  ejecutivo  ni  de  ninguna  otra  clase  contra  los  actores, 
ni  se  había  despachado  contra  ellos  mandamiento  de  ejecución,  sino 
que  por  el  contrario  se  había  declarado  en  el  juicio  seguido  por  Hoff¬ 
man  que  no  era  parte  en  él;  que  el  Capitán  Lorena  había  vendido  con 
el  correspondiente  permiso  en  el  puerto  de  arribada  una* parte  del  car¬ 
gamento;  que  es  principio  general  de  derecho  universal  y  mercantil 
que  sólo  los  legítimos  dueños  de  las  cosas  ó  las  personas  debidamente 
autorizadas  por  aquéllos,  pueden  vájidamente  enajenarlas  ó  tomar  di¬ 
nero  sobre  ellas;  é  invocando  por  último  el  precepto  de  los  artículos 
671 ,  644  y  953  del  Código  de  Comercio,  y  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  28  de  Junio  de  1870,  que  consigna  el  principio  de  que  no 
podrá  tomar  á  la  gruesa  el  Capitán  sino  por  las  tres  cuartas  partes  del 
valor  del  casco,  quilla  v  aparejos: 

Resultando  que  D.  Luis  Hoffman  se  opuso  á  la  demanda  diciendo, 
después  de  hacer  relación  de  la  causa  de  la  arribada  forzosa,  que  en- 
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contrándose  en  el  puerto  de  Cork  sin  fondos  propios,  ni  del  naviero, 
ni  de  los  cargadores,  con  que  reparar  las  averías,  y  ante  la  necesidad 
urgente  de  atender  á  la  conservación  de  las  mercancías,  solicitó  y  ob¬ 
tuvo  del  Vicecónsul  de  España  la  autorización  para  contraer  la  obli¬ 
gación  á  la  gruesa  por  la  suma  de  4.000  libras  sobre  el  casco,  qui¬ 
lla,  armamento  y  vituallas  del  buque  y  mercaderías  cargadas;  que 
anunciado  el  préstamo  en  los  periódicos  de  Cork  y  de  otros  puntos  del 
Reino  Unido,  realizó  el  préstamo,  obligándose  á  su  pago  dentro  de  los 
tO  días  siguientes  á  la  llegada  del  buque  al  puerto  déla  Habana,  y 
antes  de  abrir  sus  escotillas,  hipotecando  á  la  seguridad  del  pago  el 
buque  y  las  mercancías  conjunta  y  separadamente;  que  habiendo  aten¬ 
dido  con  el  importe  del  préstamo  á  la  conservación  de  las  mercancías  y 
reparación  de  la  barca,  resuelta  la  condición  del  préstamo  y  llegado  el 
día  del  pago  sin  que  se  verificase,  procedió  el  Capitán,  de  acuerdo  con 
los  cargadores  y  el  naviero  y  sin  conocimiento  ni  consentimiento  del 
prestamista,  á  abrir  las  escotillas;  que  los  cargadores  al  recibir  las  mer¬ 
cancías  salvadas  se  obligaron  por  documento  privado  á  respetar  el  con¬ 
trato  á  la  gruesa  ratificando  la  hipoteca  de  los  efectos  y  el  de  su  im¬ 
porte  en  caso  de  venta;  que  habiendo  resultado  inútiles  las  gestiones 
practicadas  para  conseguir  el  cobro  de  las  4.000  libras,  dedujo  la  de¬ 
manda  ejecutiva  contra  el  Capitán,  habiéndose  embargado  á  su  instancia 
las  mercancías  afectas  al  pago,  y  en  su  defecto  su  importe,  en  virtud 
de  no  haberse  satisfecho  el  préstamo  ó  intereses  vencidos;  que  los  ter¬ 
ceristas  se  proponían  sujetar  el  pago  de  la  deuda  al  resultado  de  la 
liquidación  de  averías,  siendo  así  que  no  se  había  estipulado  en  esta 
forma  en  el  contrato;  que  dudaban  los  terceristas  de  la  eficacia  de  la 
obligación  fundándose  en  que  el  Capitán  carecía  de  facultades  para 
hipotecar  las  mercancías  cargadas,  duda  que  no  podía  admitirse  por 
cuanto  la  eficacia  de  la  hipoteca  la  tenían  reconocida  los  cargadores 
por  su  contrato  privado,  y  además  por  ehhecho  que  ellos  mismos  ale  • 
gaban  de  tenerlas  afectas  al  juicio  de  liquidación;  que  los  contratos  de 
préstamos  á  la  gruesa  pueden  celebrarse  hipotecando  conjunta  y  sepa¬ 
radamente  el  buque  y  accesorios  y  las  mercancías  cargadas  pudiendo 
tornar  sobra  éstas  todo  el  valor  que  tengan  en  el  puerto  donde  empe¬ 
zaron  á  correr  el  riesgo;  que  en  el  otorgamiento  del  contratóse  habían 
observado  todos  los  requisitos  y  solemnidades  legales,  y  que  reco¬ 
nocida  como  tenían  los  terceristas  la  eficacia  del  contrato  á  ¡a  gruesa 
y  de  la  hipoteca,  y  una  vez  obligado  expresamente  ó  respetarlo,  debían 
cumplirlo: 

Resultando  que  el  Capitán  D.  Ceferino  Lorena  se  opuso  también  á 
la  demanda  solicitando  se  declarara  que  las  mercancías  embargadas  es¬ 
taban  afectas  al  préstamo  á  la  gruesa  contratado  en  Cork,  y  se  conde¬ 
nara  á  los  demandantes  á  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas,  fun¬ 
dado  en  los  mismos  hechos  y  consideraciones  legales  invocados  por  el 
ejecutante  Huffman: 

Resultando  que  después  de  conferido  á  las  Sociedades  demandantes 
el  traslado  para  réplica,  dedujeron  iguales  demandas  de  tercería  que 
fueron  acumuladas  á  la  primera  la  Sociedad  Viuda  de  Martínez  é  Hija, 
D.  Gabriel  Armenabas,  Mauri  y  Compañía,  Jorge  Ferrán  y  Compañía, 
Morisón  Hermanos  y  Falk  Rohlsen  y  Compañía,  á  las  que  contestaron 
D.  Luis  Huffman  y  D.  Ceferino  Lorena  en  la  misma  forma  que  aquélla; 
y  evacuado  por  los  terceristas  el  trámite  de  réplica,  ocurrió  el  falleci¬ 
miento  de  Hoffman,  y  se  personó  como  cesionaria  de  sus  derechos  Doña 
Catalina  W.  Them: 
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Resaltando  que  tanta  ésta  como  D.  Ceferiño  Lorena  reprodujeron  en 
sus  respectivos  escritos  de  dúplica  lo  alegado  en  los  de  contestación,  y 
recibidos  los  autos  á  prueba  se  suministraron  por  las  partes  diferentes 
justificaciones,  entre  las  que  figura  una  justificación  que  se  trajo  á  ins¬ 
tancia  de  Lorena,  de  lo  que  resulta  que  el  convenio  de  20  de  Marzo  de 
1876  fué  ratificado  por  las  Sociedades  terceristas  Fernando  Rodríguez 
y  Compañía,  Saralegui  y  Compañía,  Viuda  de  Martínez  é  Hija,  Pagés  y 
Compañía,  Mendiguren  y  Sobrino,  J.  Iglesias  y  Compañía,  L.  Gutié¬ 
rrez  y  Compañía  y  Gabriel  Armenabas,  y  lo  aceptaron  en  el  acto  de 
notificárseles  las  otras  Sociedades  Morisón  Hermanos,  Mauri  y  Compa¬ 
ñía,  Jorge  Ferrán  y  Falk  Rohlsen  y  Compañía: 

Resultando  que  después  de  haber  alegado  las  partes  en  vista  de  las 
pruebas,  se  trajo  á  los  autos  á  instancia  de  Doña  Catalina  W.  Them 
una  certificación  de  las  cantidades  satisfechas  por  varios  cargadores  al 
ejecutante  como  tenedor  de  la  póliza  del  contrato  de  préstamo,  que  as¬ 
ciende  á  11.851  pesos  14  centavos,  en  la  que  consta  que  dichos  carga¬ 
dores  protestaron  del  pago,  y  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trá¬ 
mites  legales,  y  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  31  de  Enero  de  1882,  de¬ 
clarando  con  lugar  la  demanda  de  tercería'  de  dominio,  y  en  su  conse¬ 
cuencia  qué  las  mercancías  conducidas  al  puerto  por  la  barca  española 
Manuel ,  que  fueron  embargadas  á  los  demandantes,  así  como  el  valor 
de  las  mismas  les  pertenecían  en  propiedad,  y  mandando  alzar  el  em¬ 
bargo  ó  retención  de  dichas  mercancías  ó  su  valor,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  Doña  Catalina  W.  Them  interpuso  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  citando  en  su  apoyo 
como  infringidos: 

Io  El  art.  817  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual  los  préstamos 
á  la  gruesa  pueden  constituirse* conjunta  ó  separadamente  sobre  el  casco 
y  quilla  del  buque,  las  velas,  aparejos,  armamentos  y  vituallas  y  sobre 
las  mercaderías  cargadas,  por  cuanto  por  este  artículo  quedan  las  mer¬ 
caderías  hipotecadas  á  la  seguridad  del  préstamo,  y  en  aptitud  el  pres¬ 
tamista  de  perseguirlas  haciendo  uso  de  su  acción,  á  pesar  de  lo  cual 
la  sentencia  recurrida  manda  hacer  entrega  de  las  mismas  á  los  deman¬ 
dantes: 

2o  El  art.  818  del  mismo  Código,  en  cuyo  párrafo  segundo  se  dispo 
ne  que  constituido  el  préstamo  á  la  gruesa  sobre  la  carga  en  general 
quedan  hipotecadas  todas  las  mercancías  y  efectos  que  la  componen, 
toda  vez  que  la  sentencia  mandó  entregar  las  mercancías  á  los  deman¬ 
dantes  á  quienes  iban  consignadas,  sin  reconocer  el  derecho  del  pres¬ 
tamista  de  hacerse  pago  de  la  suma  que  prestó  con  la  cosa  hipotecada: 

3*  El  art.  826  del  mismo  Código,  según  el  cual  el  Capitán  fuera  de 
la  plaza  donde  reside  el  naviero,  ó  el  consignatario  del  buque  usará,  si 
necesitara  tomar  préstamo  á  la  gruesa,  de  la  facultad  que  el  mismo 
Código  le  concede,  probando  la  urgencia  y  con  previa  autorización  ju  - 
dicial  ó  consular  en  su  caso,  en  el  hecho  de  desconocer  el  fallo  recu¬ 
rrido  la  obligación  en  que  están  los  cargadores  de  pasar  por  el  présta- 
moá  la  gruesa  realizado  por  el  Capitán  de  la  barca  con  autorización  del 
Cónsul,  y  cuya  urgencia  se  había  probado: 

4o  El  art.  978,  cuyo  párrafo  segundo  concede  al  que  haya  anticipa¬ 
do  fondos  para  salvar  los  efectos  averiados  el  derecho  á  reintegrarse 
con  el  produeto  de  los  mismos  con  preferencia  á  los  demás  acreedores 
de  cualquier  clase  que  sean  sus  créditos,  puesto  que  el  fallo  priva  á  la 
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recurrente  del  derecho  de  reintegrarse  de  la  suma  dada  en  préstamo 
con  el  producto  de  los  efectos  mandados  entregar  á  los  titulado» 
dueños: 

5o  La  ley  I*,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  segün  la 
cual  pareciendo  que  alguno  quiso  obligarse  á  otro  por  promisión  ó  por 
algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea  tenido  de  cumplir  aquello  á  que 
se  obligó;  porque  habiéndose  obligado  los  terceristas  por  el  convenia 
de  20  de  Marzo  de  1876,  aprobado  por  el  auto  de  29  de  Mayo  del  mis¬ 
mo  año,  á  respetar  en  todas  sus  partes  el  contrato  á  la  gruesa  celebra¬ 
do  por  el  Capitán  en  5  de  Julio  de  1876,  contraría  la  tercería  á  la  obli¬ 
gación  que  ellos  mismos  contrajeron: 

6o  Las  sentencias  de  29  de  Marzo  de  1865  y  30  de  Mayo  de  1864,  se¬ 
gún  las  que  lo  convenido  entre  partes  es  la  ley  del  contrato,  en  el  he¬ 
cho  de  haberse  obligado  los  demandantes  por  el  convenio  de  20  de 
Marzo  á  respetar  el  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa,  contra  el  cual  es¬ 
tablecieron  después  la  demanda  de  tercería: 

7o  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  25  de  Octubre  y  26 
de  Noviembre  de  1873,  que  dicen  qué  los  contratos  deben  reputarse 
válidos  mientras  no  se  solicite  previamente  y  se  declare  su  nulidad, 
toda  vez  que  la  sentencia  recurrida  se  opone  al  contrato  de  préstamo  á 
la  gruesa,  por  el  que  quedaron  hipotecadas  las  mercancías,  que  es  per¬ 
fectamente  válido  por  no  haber  sido  declarada  préviamente  su  nulidad: 

8o  La  sentencia  de  28  de  Marzo  de  1863,  que  determina  que  es  con¬ 
trario  á  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Supremo  Tribunal  la  sen¬ 
tencia  que  por  inexacto  fundamento  viola  lo  estipulado  en  el  contrato, 
toda  vez  que  la  sentencia  de  que  se  recurre  viola  lo  estipulado  entre  las 
partes  en  el  convenio  de  20  de  Marzo  de  1876: 

9o  El  art.  950  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  hipote¬ 
cadas  las  mercancías  por  el  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa  podía 
proceder  el  prestamista,  ó  quien  tuviese  sus  derechos,  legalmente, 
como  lo  hizo,  contra  los  bienes  dados  en  prenda: 

40.  El  art.  282  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  concede  á  los 
documentos  otorgados  en  otras  naciones  igual  fuerza  que  los  que  lo 
sean  en  España,  si  reúnen  las  condiciones  exigidas  en  aquéllas  y  las 
que  además  requieran  las  leyes  españolas  para  su  autenticidad,  por 
cuanto  el  contrato  de. préstamo  á  la  gruesa  reúne  las  condiciones  exi- 

fidas  en  el  punto  donde  se  otorgó,  y  además  las  que  para  esta  clase  de 
ocumentos  se  requieren  en  España  por  el  Real  decreto  de  17  de  Octu¬ 
bre  de  1851: 

11.  Las  sentencias  de  19  de  Mayo  de  1863  y  4  de  Diciembre  de  1865, 
según  las  cuales  no  puede  recaer  sentencia  definitiva  sobre  otros  pun¬ 
tos  que  sobre  los  que  se  discutieron  y  probaron,  puesto  que  no  se  ha 
reclamado  en  forma  por  los  terceristas  la  nulidad  del  contrato: 

12.  La  sentencia  de  9  de  Junio  de  1876,  según  la  cual  uno  dejos 
principios  más  fundamentales  de  derecho  procesal  es  el  de  que  no  pro¬ 
bando  el  demandante  los  hechos  en  que  apoya  su  demanda,  debe  ser 
absuelto  el  demandado;  pues  no  habiendo  probado  los  terceristas  el 
fundamento  de  su  demanda  que  es  la  nulidad  del  gravamen  que  afec¬ 
tan  á  las  mercancías  cuyo  dominio  reclaman  por  no  estar  dicha  nuli¬ 
dad  declarada  por  ejecutoria,  debía  ser  absuelto  el  demandado: 

13.  La  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1861,  según  la  cual  infrin¬ 
ge  las  leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  3a  la  sentencia  que  remite  á  otra 
juicio  la  resolución  de  lo  que  ha  sido  objeto  principal  del  pleito: 
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14.  La  sentencia  de  4  de  Abril  de  1870,  que  dice  que  el  actor  debe 
probar  su  acción,  y  no  probándola  ha  de  ser  absuelto  el  demandado; 
porque  los  terceristas  no  han  probado  la  nulidad  de  la  hipoteca  de  las 
mercancías  que  era  la  acción  que  les  incumbía  probar  como  base  fun¬ 
damental  de  su  demanda: 

15.  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Enero  de  1866 
y  19  de  Enero  de  1870,  por  las  que  se  dispone  que  el  que  deduce  una 
tercería  de  dominio  en  un  juicio  ejecutivo  tiene  el  deber  de  acreditar 
cumplidamente  su  derecho  á  los  bienes  que  reclama;  puesto  que  los 
terceristas  no  han  probado  su  dominio  en  las  mercancías,  habiendo 
justificado  solamente  que  iban  á  su  consignación,  lo  cual  no  es  lo  mis¬ 
mo  puesto  que  podían  ser  sólo  consignatarios,  teniendo  el  Capitán  en 
todo  caso  el  derecho  que  le  concede  el  art.  964  del  Código  de  Comercio 
para  poder  deferir  la  entrega  de  los  efectos  salvados  hasta  haberse  pa¬ 
gado  de  la  contribución  si  el  interesado  ai  recibirlos  no  daba  fianza  de 
su  valor: 

16.  Las  sentencias  dictadas  por  este  Supremo  Tribunal  en  30  de  (no 
dice  el  mes)  de  1860  y  4  de  Marzo  de  1865,  que  disponen  que  el  que 
admite  y  reconoce.un  contrato  queda  obligado  á  su  cumplimiento  sin 
que  pueda  excusarse  de  ninguna  de  las  contradicciones  del  mismo  en 
impugnar  eficazmente  su  validez,  por  cuanto  la  sentencia  exime  á  los 
demandantes  del  cumplimiento  del  contrato  de  préstamo  á  la  gruesa 
que  admitieron  y  reconocieron  por  el  convenio  de  que  se  ha  hecho  mé 
rito: 

17.  El  art.  277  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual  no  hallándose 
on  el  puerto  el  cargador  ni  persona  que  le  represente  se  reconocerán 
los  géneros  por  peritos  nombrados  por  el  Juez  ó  Agente  consular  en  su 
caso,  los  cuales  declararán  la  clase  de  daños  que  hubiesen  encontrado 
en  los  efectos  reconocidos,  los  medios  de  repararlos  ó  de  evitar  al  menos 
su  aumento,  y  si  podrá  ser  ó  no  conveniente  su  reembarque  y  conduc¬ 
ción  al  puerto  de  su  consignación,  en  cuyo  mismo  artículo  se  añade  que 
en  vista  de  la  declaración  de  los  peritos  proveerá  el  Juez  ó  Agente  con  - 
sular  lo  que  estime  más  útil  á  los  intereses  del  cargador,  poniendo  el 
Capitán  en  ejecución  lo  decretado  y  quedando  responsable  de  cualquier 
infracción  ó  abuso  que  cometa,  puesto  que  hecho  el  reconocimiento  en 
la  forma  indicada  y  practicado  por  el  Capitán  lo  que  el  Agente  consu¬ 
lar  le  ordenó,  era  válido  el  contrato  y  la  hipoteca  de  las  mercancías,  y 
al  no  estimarlo  asi  la  sentencia  recurrida,  resultan  perjudicados  los 
intereses  de  la  recurrente,  de  nacionalidad  extranjera,  que  contrató  con 
el  Capitán  de  un  barco  español  que  cumplió  á  su  vez  lo  ordenado,  por 
el  Cónsul,  facilitando  fondos  en  virtud  del  llamamiento  del  represen¬ 
tante  de  España: 

18.  La  máxima  de  derecho  confirmada  por  la  sentencia  de  este  Su 
prejno  Tribunal  de  16  de  Noviembre  de  1839,  de  que  no  probando  el 
actor  debe  ser  absuelto  el  reo,  toda  vez  que  los  demandantes  no  hau 
probado  el  dominio  que  dicen  tener  sobre  las  mercancías  embargadas: 

19.  La  ley  1*,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  las  sen 
(encías  de  este  Tribunal  Supremo  de  30  de  Mayo  de  1834,  29  de  Mayo 
de  1865  y  otras,  según  las  que  lo  convenido  es  ley  entre  las  partes,  asi 
como  la  de  31  de  Diciembre  de  1857  y  19  de  Abril  de  1859,  que  confir¬ 
man  también  la  misma  doctrina  respecto  á  lo  convenido  al  establecer 
que  es  nula  la  sentencia  que  por  inexacto  fundamento  viola  lo  estipula¬ 
do,  y  la  de  28  de  Mayo  de  1864,  que  establece  como  jurisprudencia, 
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en  unión  de  otras  varias,  que  nadie  puede  ir  contra  actos  propios 
solemnemente  reconocidos;  y  el  art.  966  del  Código  de  Comercio,  que 
establece  que  tratándose  de  la  responsabilidad,  liquidación  y  pago  de 
las  averías,  las  partes  pueden  hacer  los  convenios  especiales  que  esti¬ 
men  convenientes,  por  cuanto  todos  los  cargadores  de  la  barca  Manuel, 
así  como  el  dueño  de  ella,  se  comprometieron  en  el  art.  2o  del  convenio 
que  celebraron  en  20  de  Marzo  de  1876  para  la  liquidación  de  la  avería, 
á  respetar  el  préstamo  á  la  gruesa  celebrado  por  el  Capitán  en  5  de  Ju¬ 
lio  de  1873  en  todas  sus  partes  menos  en  lo  relativo  á  ios  frutos  de  car¬ 
gamento  que  tenía  en  su  poder  dicho  Capitán: 

20.  Lá  regla  10,  tit.  34,  Partida  7a,  que  establece  que  el  que  ha  por 
firme  lo  hecho  en  su  nombre,  es  lo  mismo  que  si  lo  hubiere  mandado 
hacer  de  primero,  y  las  sentencias  de  casación  de  21  de  Setiembre  de 
1859  y  20  de  Abril,  26  de  Mayo  de  1866  y  18  de  Noviembre  y  3  de  Oc¬ 
tubre  de  1868,  que  de  acuerdo  con  aquel  principio  dicen  que  el  que  ad¬ 
mite  y  reconoce  un  contrato  queda  obligado  á  su  cumplimiento,  por 
cuanto  aun  en  el  negado  supuesto  de  que  el  Capitán  de  la  barca  se  hu¬ 
biera  exc’edido  de  las  facultades  que  le  concede  el  Código  de  Comercio 
al  obligar  el  cargamento  á  la  devolución  de  las  cantidades  temadas  á  la 
gruesa,  este  contrato  había  sido  ratificado  por  los  cargadores  en  el 
convenio  de  20  de  Marzo  de  1876: 

21.  Los  artículos  817  y  818  del  Código  de  Comercio  que  permiten  se 
constituya  el  préstamo  á  la  gruesa  sobre  las  mercaderías  cargadas,  en 
cuyo  caso  quedan  todas  hipotecadas;  el  950  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  antigua,  vigente  en  Ultramar,  que  concede  al  actor  en  el  juicio 
ejecutivo  el  derecho  de  proceder  en  primer  lugar  contra  los  bienes  da¬ 
dos  en  prenda  ó  hipotecas,  y  el  art.  964  del  Código  mercantil  que  per¬ 
mite  que  el  Capitán  pueda  diferir  la  entrega  de  los  efectos  salvados  en 
caso  de  averia  hasta  haberse  pagado  la  contribución,  porque  manda  la 
sentencia  alzar  los  embargos  y  retenciones,  fundándose  en  qué  son  de 
la  propiedad  de  los  actores  dichos  bienes,  desconociendo  el  gravamen 
que  sobre  ellos  pesaba: 

22.  Los  artículos  917.  978,  826  y  644  del  mismo  Código  de  Comercio 
y  el  principio  de  derecho  de  que  aquel  á  quien  se  le  permite  lo  más, 
también  le  es  permitido  lo  menos,  toda  vez  que  si  al  Capitán  se  le  con  - 
cede  por  dichos  artículos  hasta  la  facultad  de  vender  parte  del  carga-, 
mentó  con  objeto  de  pertrechar  y  reparar  la  nave,  con  mucha  más  ra¬ 
zón  debe  entenderse  concedida  la  de  tomar  un  préstamo  á  la  gruesa  con 
el  mismo  objeto,  y  mucho  más  si  acontece,  como  en  el  caso  presente, 
que  el  préstamo  se  hizo  no  sólo  en  utilidad  de  la  nave,  sino  muy  prin¬ 
cipalmente  del  cargamento: 

23.  Li  regla  13,  tit  34,  Partida  7a,  que  prohíbe  que  nadie  se  enri¬ 
quezca  torticeramente  en  daño  de  otro,  la  regla  29  del  mismo  título  y 
Partida,  según  la  que  conforme  al  derecho  natural,  aquél  debe  sentir  el 
embargo  de  la  cosa  que  há  el  pro  dé  ella;  y  los  artículos  247  y  248  del 
Código  de  Comercie,  según  los  que  los  contratos  se  han  de  cumplir  de 
buena  fe  y  según  la  voluntad  de  los  contratantes  manifestada  por  loe 
antecedentes  y  consiguientes,  en  el  concepto  de  que  aun  cuando  no  hu¬ 
biese  como  hay  una  razón  de  estricto  derecho  para  respetar  el  préstamo 
á  la  gruesa,  éste  debería  ser  respetado  por  la  buena  fe  comercial,  por  el 
beneficio  que  reportaron  los  cargadores  y  por  el  enriquecimiento  injus¬ 
to  que  obtendrían  en  daño  de  quien  tuvo  confianza  en  las  leyes  espa¬ 
ñolas  y  en  la  intervención  del  Agente  consular  en  Cork: 
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Sí.  El  art.  882  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  da  va¬ 
lor  á  los  documentos  otorgados  en  otras  naciones,  en  el  hecho  de  no» 
respetar  el  préstamo  i  la  gruesa,  otorgado  en  5  de  Julio  de  1873: 

25.  El  principio  consignado  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  de  28  de  Octubre  de  1867,  U  de  Diciembre  de  1873,  6  de  Febre¬ 
ro  de  1874  y  25  de  Octubre  y  25  de  Noviembie  de  1873,  según  el  cual 
cuando  la  acción  se  funda  en  la  nulidad  de  un  acto  ó  de  una  obligación 
es  preciso  obtener  antes  la  declaración  de  dicha  nulidad;  por  cuya  ra¬ 
zón  no  ha  podido  estimarse  la  acción.de  tercería  ni  mandarse  levantar 
los  embargos  y  retenciones  sin  declarar  primero  la  nulidad  del  présta¬ 
mo  á  la  gruesa  que  no  se  ha  pedido: 

2ó.  La  ley  i*,  lit.  14,  Partida  3a,  segün  la  cual  no  probando  el  actor 
su  demanda  debe  ser  absuelto  el  demandado,  confirmada  por  la  juris¬ 
prudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  9  de  Jumo  de 
1876,  4  de  Abril  de  1870  y  16  de  Noviembre  de  1859,  y  aplicada  á  las 
tercerías  de  dominio  por  las  de  9  de  Enero  de  1866  y  19  del  mismo  mes 
de  1870,  por  cuanto  los  actores  no  han  probado  en  la  nulidad^del  con: 
trato  de  préstamo  A  la  gruesa,  ni  aun  siquiera  la  propiedad  de*  las  mer- 
cadeiías  ó  de  su  valor; 

Y  27.  Las  leyes  2a  y  15,  lít.  22,  Partida  3a,  aplicada  en  la  sentencia 
de  29  de  Noviembre  de  1881,  según  las  cuales  se  infringe  el  principio 
de  que  la  sentencia  debe  poner  fin  al  pleito  y  no  rpmilir  á  los  litigan¬ 
tes  á  otro  juicio,  en  el  concepto  de  que  supone  la  Sala  sentenciadora 
que  á  i  ^sar  de  su  sentencia  puede  di-cu tirse  la  validez  y  eficacia  del 
préstamo  á  la  gruesa,  y  respetarse  en  el  juicio  para  la  liquidación  de  la 
avería,  sin  tsner  en  cuenta  por  otra  parte  que  siendo  e!  préstamo  á  la 
gruesa  una  de  las  cantidades  que  han  de  liquidarse  como  aveiía,  no 
puede  concurrir  á  la  liquidación  sino  para  que  los  liquidadores  paguen 
su  importe: 

Resultando  que  el  ejecutado  D.  Ceferino  Lorena  interpuso  igual  re¬ 
curso  de  casación  en  e!  fondo,  por  considerar  infringidos: 

Io  El  art.  959  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  autoriza  á  los 
ejecutantes  para  proceder  con  preferencia  á  cualesquiera  otros  bienes 
contra  los  que  estuvieren  expresamente  hipotecados,  en  el  hecho  de 
decretar  la  sentencia  el  alzamiento  del  embargo,  siendo  así  que  se  ha- 
•bía  decretado  por  virtud  de  ejecución  despachada  ó  favor  del  presta¬ 
mista  á  la  gruesa,  y  en  méritos  del  contrato  otorgado  en  Cork  y  llevado 
á  efecto  sobre  las  mercancías  expresamente  hipotecadas: 

2°  El  art.  812  del  Código'de  Comercio,  que  otorga  carácter  ejecuti¬ 
vo  á  los  contratos  de  piéaamo  á  la  gruesa  que  consten  por  escritura 
pública,  carácter  que  tiene  la  póliza  otorgada  ante  N  tario  y  con  las 
formalidades  legales  en  Coik,  y  que  le  quita  la  sentencia  recurrida  al 
decretar  el  alzamiento  del  embargo  como  consecuencia  del  mandamien¬ 
to  de  ejecución: 

3°  Los  artículos  817,  818  y  ,822  del  mismo  Código,  que  autorizan  los 
préstamos  á  la  gruesa  sobre  las  mercancías  cargadas  sobre  todo  el  im¬ 
porte  de  su  valor,  comprendiendo  en  la  hipoteca  todas  las  mercancías 
y  efectos  que  compongan  la  carga  en  general,  á  cuyas  disposiciones  se 
ajustó  el  recurrente  al  relebrar  el  contrato  de  préstamo,  en  el  hecho  de 
decretar  la  sentencia  el  alzamiento  del  embargo,  quedando  las  mercan¬ 
cías  libres  de  gravamen  y  á  disposición  de  sus  dueños,  declaración  que 
envuelve  implícitamente  la  nulidad  del  contrato: 

4o  El  art.  684  del  mismo  Código,  al  desconocer  la  sentencia  la  facul- 
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tad  del  Capitán  para  gravar  las  mercancías,  puesto  que  al  imponer  di¬ 
cho  artículo  una  doble  penalidad  á  los  que  no  se  sujetan  á  las  formali¬ 
dades  legales  para  empeñar  ó  vender  mercancías  ó  provisiones,  les  re¬ 
conoce  expresamente  dicha  facultad: 

5*  El  art.  978  del-CóJigode  Comercio  en  su  primer  párrafo,  que  au¬ 
toriza  la  venta  judicial  y  en  pública  subasta  de  los  efectos  averiados 
que  sea  necesario  enajenar  para  cubrir  los  gastos  que  exija  la  conser¬ 
vación  de  los  restantes,  en  el  concepto  de  que  es  principio  racional  re¬ 
conocido  el  de  que  el  que  está  autorizado  para  hacer  lo  más  puede  vá¬ 
lidamente  hacer  lo  menos,  puesto  que  si  el  Capitán  tenía  facultad  de 
enajenar  las  mercancías  averiadas,  que  es  la  facultad  mayor,  pudo  em¬ 
peñar  las  restantes  para  cubrir  los  gastos  que  exigía  su  conservación, 
facultad  que  le  niega  la  sentencia: 

6o  El  segundo  párrafo  del  .mismo  art.  978,  que  concede  hipoteca  le¬ 
gal  sobre  las  mercancías  al  que  .haga  cualquier  anticipación,  autori¬ 
zándole  para  reintegrarse  con  su  producto  de  las  mismas  con  preferen¬ 
cia  á  toda  clase  de  acreedores,  por  cuanto  el  juicio  ejecutivo  y  el  em¬ 
bargo,  que  es  uno  de  sus  trámites,  se  siguieron  para  vender  en  pública 
subasta  los  efectos  gravados  á  favor  del  prestamista,  para  lo  cual  le 
autorizaba  dicho  articulo,  á  pesar  de  lo  cual  la  sentencia  le  desposee  de 
su  derecho  mandando  alzar  el  embargo  practicado: 

7°  La  Ley  Ia,  lít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  toda  vez 
que  el  alzamiento  del  embargo  decretado  en  la  sentencia  se  opone  al 
convenio  celebrado  por  los  dueños  de  las  mercancías  en  20  de  Marzo  de 
1876  y  aprobado  por  auto  de  29  del  mismo  mes,  por  el  cual  se  compro¬ 
metieron  á  respetar  en  todas  sus  partes  el  contrato  de  préstamo  á  la 
gruesa  celebrado  por  el  Capitán,  y  por  consiguiente  á  no  poner  obs¬ 
táculo  á  que  el  prestamista  enajenase  después  de  embargadas  las  mer¬ 
cancías  gravadas  con  hipoteca  para  reintegrarse  con  su  importe: 

8°  El  art.  826  del  Código  de  Comercio,  que  autoriza  al  Capitán,  cuan¬ 
do  se  encuentra  fuera  de  la  plaza  donde  resida  el  naviero  ó  el  consig¬ 
natario  del  buque,  á  celebrar  préstamos  á  la  gruesa  usando  de  la  facul¬ 
tad  que  el  mismo  Código  le  concede,  siempre  que  acredite  la  urgeneia 
y  obtenga  aprobación  judicial  ó  consular  en  su  caso: 

9°  El  art.  977  del  mismo  Código,  según  el  cual  cuando  no  se  hallare 
en  el  puerto  el  cargador  ni  persona  que  lo  represente,  se  reconocerán 
los  géneros  averiados  por  peritos  que  nombre  el  Juez  ó  Agente  consu¬ 
lar,  los  que  declararán  la  clase  de  daño  sufrido,  los  medios  de  reparar¬ 
lo  ó  de  evitar  su  aumento,  y  si  podrá  ser  ó  no  conveniente  su  reembar¬ 
que  y  conducción  al  puerto  de  su  consignación;  cuyo  articulo  añade 
que  el  Juez  ó  Agente  consular  proveerá  lo  que  estime  más  útil  á  los 
intereses  del  cargador,  debiendo  el  Capitán  poner  en  ejecución  lo  man  ■ 
dado,  y  quedando  responsable  de  cualquier  infracción  ó  abuso  que  co¬ 
meta,  puesto  que  habiéndose  practicado  el  reconocimiento  de  peritos 
y  otorgado  ei  contrato  de  préstamo  en  virtud  de  autoiización  del  Agen¬ 
te  consular,  la  sentencia,  sin  embargo,  le  quita  todo  valor  y  fuerza: 

10.  El  art.  828  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  concede  á  los 
documentos  otorgados  en  el  extranjero  igual  fuerza  que  los  otorgados 
en  España,  siempre  que  reúnan  las  condiciones  exigidas  en  aquél  y  en 
las  leyes  españolas  para  su  autenticidad,  puesto  que  unas  y  otras  con¬ 
diciones  reúne  el  lítulo  ejecutivo  en  virtud  del  que  se  despachó  la  eje¬ 
cución  y  se  embargaron  las  mercancías: 

1 1 .  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  30  de  Mayo  de  1 864 
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y  29  de  Marzo  de  1875,  que  establecen  que  lo  convenido  entre  partes 
es  la  ley  del  contrato,  siendo  así  que  las  Sociedades  demandantes  se 
obligaron,  por  el  convenio  de  Marzo  de  1876,  á  respetar  el  contrato  de 
préstamo  A  la  grusea,  contra  cuyo  convenio  establecieron  después  la 
demanda  de  tercería: 

12.  Las  sentencias  de  este  mismo  Tribunal  de  25  de  Octubre  y  26  de 
Noviembre  de  1873,  que  preceptúan  que  los  contratos  deben  reputarse 
válidos  mientras  no  se  declare  previamente  su  nulidad: 

13.  La  sentencia  de  28  de  Marzo  de  1863,  por  la  que  se  establece  que 
la  sentencia  que  por  inexacto  fundamento  viola  lo  estipulado  en  un 
contrato,  infringe  la  ley  del  mismo;  violación  que  r  sulta  en  el  fallo 
recurrido  respecto  del  convenio  de  20  de  Marzo  de  1876: 

1 4.  Las  sentencias  de  19  de  Mayo  de  1863  y  4  de  Diciembre  de  1865, 
según  la?  cuales  no  puede  recaer  sentencia  definitiva  sobre  otros  pun¬ 
tos  que  los  discutidos  y  probados,  puesto  que  en  este  pleito  no  se  ha 
reclamado  en  forma  por  los  demandantes  la  nulidad  del  contrato: 

15.  La  sentencia  de  9  de  Junio  de  1876-,  según  la  cual  es  principio 
fundamental  de  derecho  procesal  que  no  probando  el  demandante  los 
hechos  en  que  funda  su  demanda,  debe  ser  absuelto  el  demandado,  por 
cuanto  los  demandantes  no  han  probado  la  nulidad  del  gravamen  que 
afectaba  á  las  mercancías,  y  en  la  que  fundaban  su  demanda  de  terce¬ 
ría,  por  lo  que  han  debido  ser  absuellos  los  demandados: 

16.  La  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1861,  según  la  cual  infrin¬ 
ge  las  leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  3*,  la  sentencia  que  remite  á  otro 
juicio  la  resolución  de  lo  que  ha  sido  objeto  principal  del  pleito: 

17.  Las  sentencias  de  30  de  Mayo  de  1864  y  27  de  Marzo  de  1865, 
que  disponen  que  el  que  admite  y  reconoce  un  contrato  queda  obligado 
á  su  cumplimiento,  sin  que  pueda  excusarse  de  ninguna  de  las  condi¬ 
ciones  del  mismo  ni  impugnar 'eficazmente  su  validez,  por  cuanto  la 
sentencia  exime  á  los  demandantes  del  cumplimiento  del  contrato  de 
préstamo  á  la  gruesa,  que  admitieron  y  reconocieron  por  el  convenio 
de  que  se  ha  hecho  mérito: 

1 8.  La  sentencia  de  4  de  Abril  de  1 870,  con  arreglo  á  la  que  no  pro  - 
bando  el  actor  su  acción  debe  ser  absuello  %1  demandado,  en  el  hecho 
de  no  haber  probado  los  terceristas  la  nulidad  de  la  hipoteca  de  las 
mercancías,  que  érala  acción  que  les  incumbía  probar  como  base  fun- 
d&mental  de  su  demanda: 

19.  Las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Enero  de  1866 
y  19  de  Enero  de  1870,  que  disponen  que  el  que  deduce  una  deman¬ 
da  de  tercería  de  dominio  en  un  juicio  ejecutivo  tiene  el  deber  de 
acreditar  cumplidamente  su  derecho  á  los  bienes  que  reclama,  por 
cuanto  los  terceristas  no  han  probado  su  dominio  en  las  mercan¬ 
cías,  habiendo  justificado  solamente  que  iban  consignadas  á  sus  nom¬ 
bres,  lo  cua)  no  es  lo  mismo,  puesto  que  no  podían  ser  sólo  consigna¬ 
tarios,  teniendo  el  Capitán  en  todo  caso  el  derecho  que  le  concede  el 
art.  964  del  Código  de  Comercio  para  poder  diferir,  la  entrega  de  los 
efectos  salvados  hasta  haberse  reintegrado  de  la  contribución,  si  el  in¬ 
teresado  al  recibirlos  no  daba  fianza  de  su  valor: 

20.  Los  artículos  644  y  826  del  Código  de  Comercio;  la  ley  10,  título 
33,  Partida  7a,  y  el  principio  jurídico  de  que  el  que  está  facultado  pa¬ 
ra  lo  más  debe  entenderse  que  lo  está  con  mayor  razón  para  lo  menos, 
en  el  concepto  de  que  autorizado  el  Capitán  de  la  nave  por  los  indica¬ 
dos  artículos  para  enajenar  parte  del  cargamento  en  ciertos  casos,  con 
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mayor  motivo  ha  de  estarlo  para  constituirlo  en  garantía  del  présta¬ 
mo  á  la  gruesa,  como  se  deduce  de  la  ley  de  Partida  citada: 

21.  La  doctrina  de  que  nadie  puede  ir  válidamente  contra  sus  pro¬ 
pios  actos  ó  acuerdos,  repetidamente  sancionada  por  este  Tribunal  Su¬ 
premo  en  diferentes  sentencias,  entre  otras,  en  las  de  28  de  Mayo  de 
1884  y  7  del  mismo  mes  de  1878,  porque  el  fallo  recurrido  al  estimar 
la  tercería  de  dominio  descansa  en  el  supuesto  de  que  el  recurrente  no 
pudo  gravar  el  cargamento  de  la  barca  Manuel,  y  en  la  consiguiente 
infracción  del  convenio  de  20  de  Mr.rzo  de  1876,  en  el  cual  los  carga¬ 
dores  de  la  nave  se  comprometieron  solamente  á  respetar  dicho  prés¬ 
tamo; 

Y  22.  El  art.  995  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antigua,  que  de¬ 
clara  que  la  tercería  de  dominio  ha  de  fundarse  en  el  de  los  bienes  em¬ 
bargados;  la  do  Urina  establecida  en  sentencias  de  15  de  Abril  de  1864 
y  14  de  Enero  de  1869,  que  recuerdan  que  la  acción  procedente  para 
reclamar  el  dominio  es  la  reivindicatoría  y  la  proclamada  en  los  fallos 
de  6  de  Febrero  de  de  1862  y  10  de  Abril  de  1872,  según  la  cual  dicha 
acción  procede  tan  sólo  para  recuperar  el  dominio  de  la  cosa,  por  cuan¬ 
to  álos  cargadores  Saralegui,  Iglesias  y  colitigantes  no  les  ha  negado 
nadie  su  d  minio  sobre  las  mercancías  cargadas  en  la  barca  Manuel,  y 
por  lo  tanto  no  han  debido  entablar  la  tercería  de  dominio;  ni  el  Tribu¬ 
nal  estaba  llamado  á  depurar  otra  cosaque  si  el  Capitán  recurrente  se 
encontraba  ó  no  facultado  para  levantar  el  préstamo  á  la  gruesa  con 
garantía  del  cargamento: 

Visto,  sipndo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández  Cuesta: 

Considerando  que  lo  convenido  entre  las  partes  es  ley  para  las  mis¬ 
mas  cuando  no  se  opone  á  la  moral  ni  á  las  leyes: 

Considerando  que  los  que  en  este  pleito  figuran  como  terceristas 
por  el  convenio  dé  20  de  Marzo  de  1876,  aprobado  por  auto  de  2  de 
Mayo  del  mismo  año,  convinieron  en  respetar  el  préstamo  á  la  gruesa 
celebrado  en  5  de  Junio  de  1873  por  el  Capitán  Lorena,  sin  más  limita¬ 
ción  que  la  relativa  á  los  fondos  que  procedentes  del  cargamento  tenia 
aquél  en  su  poder: 

Considerando  que  reconocida  por  los  cargadores  la  legitimidad  en 
cuanto  á  ellos  del  préstamo  á  la  gruesa,  debe  surtir  este  contrato  sus 
naturales  consecuencias,  la  primera  de  las  cusieses  obligar  al  carga¬ 
mento  á  la  seguridad  del  pago  de  la  cantidad  recibida  á  préstamo,  y 
por  lo  tanto  los  dueños  de  aquél  carecían  de  acción  para  entablarla 
tercería  de  dominio,  puesto  que  los  bienes  á  que  se  refieren  venían 
obligados  al  pago  de  la  cantidad  reclamada  en  el  pleito  ejecutivo: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  estimar  dicha  tercería  y 
mandar  aliar  los  embargos  de  las  mercaderías  conducidas  al  puerto  por 
la  barca  Manuel,  infringe  lo  convenido  entre  las  partes,  según  se  alega 
por  los  recurrentes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  á  los  re¬ 
cursos  de  casación  interpuestos  por  Doña  W.  Theüi  y  D.  Ceferino  Lore¬ 
na;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  31 
de  Enero  de  1882  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba¬ 
na. — (Sentencia  publicada  el  28  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  las 
Gacetas  de  30  y  31  de  Enero  de  1884.) 
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8lecjit’:>o  de  casación  (28  de  Diciembre  de  i  883). — Sala  prime¬ 
ra. — Reivindicación. — Ha  lagar  al  interpuesto  por  Doña  Carmen  Ji- 
meno  con  D.  Agustín  Llorens  (Audiencia  de  Valencia),  y  se  resuelve: 

Que  para  la  inteligencia  de  los  contratos  consignados  en  escritura 
pública  ha  de  estarse  á  los  términos  en  que  se  hallen  redactados ,  sin 
extenderlos  tí  cosas  y  casos  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente ; 
y  por  consecuencia  reducida  la  cuestión  del  pleito  i  determinar  los  li¬ 
mites  de  la  finca  vendida  al  recurrido  como  propia  y  del  dominio  de  la 
recurrente ,  esta  cuestión  no  ha  de  resolverse  por  la  forma  en  que  la  due¬ 
ña  ejecutada  'la  tenia  inscrita  ton  otras  en  el  Registro  de  la  propiedad , 
sino  por  lo  que  resulte  de  la  escritura  de  venta  y  sus  precedentes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  98  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  s'eguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Vicente  de  Valencia  y  en’  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  te¬ 
rritorio  por  Doña  Carmen  Jimeno  Carrasco  con  D.  Agustín  Llorens  y 
Sanchís,  y  por  su  defunción  con  sus  herederos,  su  viuda,  Doña  Fran 
cisca  Rodrigo  Belenguer  y  sus  hijos  D.  Francisco  y  Doña  Elvira  Llorens 
y  Rodrigo,  representada  esta  última  por  su  curador  ad  litem  D.  Miguel 
Ulldemolins  y  Belenguer,  sobre  reivindicación  de  parte  de  una  casa; 
pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Vicente  Urgellés, 
antes  Barberá,  y  el  Procurador  D:  E  igenio  Santiago  Aguado,  en  de¬ 
fensa  y  representación  de  la  demandante;  habiendo  llevado  la  de  los 
recurridos  el  Licenciado  D.  José  Aleixandre  y  el  Procurador  D.  Félix 
Bazán: 

Resultando  que  en  autos  ejecutivos  promovidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Serranos  de  la  ciudad  de  Valencia  por  D.  Vicente 
Barreda  y  otros  contra  Doña  Carmen  Jimeno  y  Carrasco,  viuda  de  Don 
José  Carratalá,  fué  embargada  la  primen  habitación  de  la  casa  núme¬ 
ro  4,  calle  del  Miguelete  de  dicha  ciudad,  de  la  propiedad  de  la  Doña 
Carmen,  y  llegado  el  procedimiento  de  la  vía  de  apremio  fué  justipre¬ 
ciada  por  los  peritos  nombrados  al  efecto  D.  Felipe  (Jarcia  y  D.  Maria¬ 
no  Sábado  en  12.500  pesetas  y  se  sacó  á  la  venta  en  pública  subasta, 
para  lo  cual  se  anunció  en  el  Boletín  oficial  y  en  el  periódico  Las  Pro 
vincias  en  la  siguiente  forma:  la  primera  habitación  de  la  casa  en  esta 
ciudad,  calle  del  Miguelete,  señalada  con  el  núm.  4,  de  la  propiedad 
de  Doña  Carmen  Jimeno,  lindante  por  la  derecha  con  casa  peluquería 
de  D.  Carlos  Carie,  que  forma  esquina  á  la  de  Bordadores;  por  la  iz¬ 
quierda  con  la  de  D.  Cirilo  Amorós;  por  arriba  con  habitación  de  Don 
Eulalio  Primo,  y  por  detrás  con  la  de  D.  José  Matéu,  cuya  habitación 
está  completamente  independiente  de  las  restantes  del  edificio,  tenien¬ 
do  la  puerta  de  entrada  á  la  escalera  de  la  misma  por  el  vestíbulo  que 
tiene  su  puerta  en  la  citada  calle: 

Resultando  que  adjudicada  la  subasta  á  D.  Agustín  Llorens  y  San- 
chn  y  aprobado  el  remate,  le  fué  otorgada  la  correspondiente  escritu¬ 
ra  de  venta  por  el  Juej  de  primera  instancia  en  nombre  de  la  deudora 
Doña  Carmen  Jimeno  en  22  de  Agosto  de  1877,  consignándose  que  lo 
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rendido  era  la  primera  habitación  de  la  casa  calle  del  Migoelete,  seña¬ 
lada  con  el  núm.  4,  que  quedaba  deslindada  en  la  forma  antes  referida: 

Resultando  que  como  resultado  de  un  reconocimiento  judicial  prac¬ 
ticado  en  la  finca  litigiosa  durante  el  término  de  prueba,  se  hizo  cons¬ 
tar  que  después  del  zaguán  de  entrada  de  dicha  casa  y  al  pie  de  la  es¬ 
calera  que  da  acceso  á  la  primera  habitación  y  pasada  una  puerta  can¬ 
cela  que  divide  el  zaguán,  existe  otra  puerta  que  da  entrada  á  un 
cuarto  de  cinco  metros  62  centímetros  de  largo  por  tres  con  14  de  an¬ 
cho.  con  una  claraboya  por  donde  recibe  luz  por  el  segundo  tramo  de 
la  escalera,  y  que  frente  á  la  puerta  de  dicho  cuarto  se  observa  otra, 
en  la  qup  se  notan  señales  de  no  haberse  abierto  hacía  bastante  tiempo: 

Resultando  que  en  23  de  Setiembre  de  1880  dedujo  Doña  Carmen 
Jimer.o  la  demanda  que  ha  dado  origen  á  este  pleito,  con  la  solicitud 
de  que  en  uso  de  la  acción  real  que  ejercitaba  se  condenase  en  defini¬ 
tiva  á  D.  Agustín  L'orens  á  dejar  á  su  disposición  la  pieza  del  piso  ba¬ 
jo  que  tiene  su  entrada  por  el  patio  adonde  da  la  escalera  de  la  habita¬ 
ción  independiente  de  su  propiedad,  con  las  rentas  que  hubiera  podido 
producir  dicho  cuarto  desde  el  22  de  Agosto  de  1877,  y  con  la  consi¬ 
guiente  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  fundándose  en  que  no 
había  sido  objeto  de  la  venta  judicial  antes  referida  más  que  la  primera 
habitación  de  la  casa  de  la  calle  del  Miguelete,  núm.  4,  ni  por  consi¬ 
guiente  había  podido  D.  Agustín  Llorens  adquirir  otra  cosa  que  dicha 
habitación;  y  en  que  á  pesar  de  esto  y  de  la  precisión  con  que  fué  des¬ 
lindada  dicha  primera  habitación  cuando  se  sacó  á  la  venta,  se  había 
apropiado  L'orens  el  cuarto  del  piso  bajo  que  constantemente  había 
tenido  alquilado  la  demandante  con  total  independencia  de  la  primera 
habitación: 

Rastillando  que  el  demandado  se  opuso  á  la  demanda,  pidiendo  qne 
se  le  absolviese  de  ella  con  imposición  de  costas  á  la  Doña  Carmen,  y 
al  efecto  alegó  que  el  cuarto  en  cuestión  era  un  accesorio  ó  dependen¬ 
cia  de  la  habitación  por  él  adquirida,  lo  cual  demostraba  la  simple  ins¬ 
pección  ocular,  así  como  la  certificación  que  acompañaba,  librada  por 
los  mismos  peritos  que  hicieron  la  tasación  de  la  casa;  y  que  en  pl 
anuncio  inserto  en  el  Boletín  oficial  constaba  que  lo  que  sacó  á  subasta 
y  el  demandado  compró  fué  una  habitación  completamente  indepen¬ 
diente  de  las  restantes  del  edificio,  y  si  la  piezi  ó  cuarto  de  que  se  tra¬ 
ta  no  fuese  un  accesorio  de  dicha  habitación  quedaría  destruí  la  la  inT 
dependencia  anunciada  en  el  edicto  y  consignada  en  la  escritura  de 
venta: 

Resultando  que  en  la  réplica  añadió  la  demandante  que  además  de 
que  el  hecho  de  haber  estado  alquilada  separadamente  la  habitación 
vendida  á  Llorens  y  el  cuarto  litigioso  excluía  la  relación  de  accesorio 
y  de  principal,  la  acepción  propia  de  las  palabras  textuales  del  anun¬ 
cio  de  subasta  y  d$  la  escritura  demostraban  que  lo  adquirido  por  Llo¬ 
rens  en  propiedad  era  la  primera  habitación  que  terminaba  en  la  puer¬ 
ta  que  daba  á  la  escalera  con  el  derecho  de  paso  sobre  éste  y  sobre  el 
vestíbulo;  y  evacuado  por  el  demandado  el  escrito  de  dúplica,  en  el  que 
repiodujo  lo  dicho  en  su  contestación,  se  recibió  el  pleito  á  prueba  y 
se  suministraron  por  embas  partes  diferentes  justificaciones  con  el  fin 
de  demostrar  los  hechos  respectivamente  alegados: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  dictó 
sentencia  revocatoria  en  20  de  Enero  último,  absolviendo  á  Doña  Fran¬ 
cisca  Rodrigo  Belenguer  y  D.  Francisco,  Doña  Carmen  y  Doña  Elvira 
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Llorens  y  Rodrigo,  herederos  de  D.  Agustín  Llorens,  de  la  demanda  que 
contra  éste  interpuso  Doña  Carmen  Jimeno  y  Carrasco,  sin  hacer  ex¬ 
presa  condenación  de  costas:  4 

Resultando  que  Doña  Carmen  Jimeno  Carrasco  interpuso  recurso  de 
casación,  fundado  en  los  siguientes  motivos:. 

t°  En  que  siendo  exacto  y  no  habiendo  sido  negado  que  dentro  de 
los  límites  que  se  dió  en  la  escritura  de  16  de  Noviembre  de  1866  al 
edificio  que  la  recurrente  adquirió  por  dicho  contrato  de  Doña  Bárba¬ 
ra  Llamosí,  se  hallaba  comprendido  el  cuarto  ó  pieza  separado  objeto 
de  este  pleito,  lo  cual  resulta  también  de  la  nota  de  inscripción,  se  in¬ 
fringen  por  la  sentencia  recurrida  la  fuerza  de  dicho  documento  que 
constituye  un  justo  título  de  dominio  bastante  para  fundaren  él  la  ac¬ 
ción  reivindicatoría',  la  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Su¬ 
premo  en  sentencia  de  2  de  Marzo  de  1867,  y  la  ley  10,  til.  14,  Partida 
3a  de  que  dicha  doctrina  se  deriva;  la  sentencia  de  este  mismo  Tribu¬ 
nal  de  28  de  Setiembre  de  1868,  que  declara  que  el  fallo  que  -condena 
al  demandado  á  restituir  una  cosa  por  probar  al  demandante  el  domi¬ 
nio  que  tiene  sobre  ella  no  infringe  la  ley  28,  til.  2o,  Partida  3a;  el  ar¬ 
ticulo  299  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  da 
valor  á  lacitada  escritura  y  á  la  certificación  de  su  inscripción  en  el 
Registro,  así  como  la  ley  114,  tít.  13,  Partida  3a,  que  da  á  dicho  docu¬ 
mento  el  valor  correspondiente  como  carta  fecha  por  mano  de  Escriba¬ 
no  püblico  é  firmada  con  dos  testigos;  la  sentencia  de  16  de  Noviembre 
de  1870,  que  establece  que  la  que  resuelve  en  sentido  contrario  al  tex¬ 
to  del  documento  contiene  infracción  de  ley,  la  de  10  de  Diciembre  de 
1860,  que  dice  que  cuando  el  actor  prueba  su  intención  por  documen¬ 
tos  fehacientes  debe  darse  lugar  á  la  demanda;  las  de  22  y  30  de  Junio 
de  1865,  que  establecen  respectivamente  que  cuando  el  documento 
presenta  pruebas  que  afirman  lo  pedido  en  la  demanda  no  puede  decir¬ 
se  que  ha  dejado  de  probar  su  acción,  y  que  la  prueba  no  es  necesaria 
sobre  los  hechos  que  tanto  el  actor  como  el  demandado  reconocen  por 
ciertos;  la  de  27  de  Febrero  de  1882,  en  que  se  declaró  probado  el  do¬ 
minio  par  la  presentación  de  una  escritura  de  compra,  así  como  otras 
muchas  que  forman  jurisprudencia  constante  de  que  los  documentos 
públicos  y  fehacientes  constituyen  prueba  acabada  acerca  de  los  he¬ 
chos  que  contienen,  salva  la  que  pueda  darse  en  contrario  por  los  que 
los  objeten,  y  por  último,  la  ley  18,  tít.  18,  Partida  3a;  en  lo  relativo 
al  valor  que  atribuye  á  los  documentos  públicos: 

2o  Porque  al  afirmar  la  Sala  sentenciadora  que  la  recurrente  ha  de¬ 
bido  probar  el  hecho  de  que  el  cuarto  en  cuestión  no  fué  comprendido 
en  la  venta  judicial  verificada  con  posterioridad  á  su  título  en  favor  de 
D.  Agustín  Llorens,  sé  infringe  el  principio  incontrovertible  que  cons¬ 
tituye  en  derecho  un  axioma,  de  que  si  bien  por  regla  general  la  prue¬ 
ba  incumbe  siempre  al  actor  respecto  (\p  los  hechos  que  afirma,  no  pue¬ 
de  exigírsele  ni  está  obligado  á  acreditar  los  que  niega,  cuyo  principio 
proviene  de  las  leyes  Ia  y  2a,  tít.  14,  Partida  3a,  y  está  mantenido  cons¬ 
tantemente  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  en 
las  de  9  de  Abril  de  1870  y  20  de  Junio  de  1872: 

3*  Porque  en  el  hecho  de  dar  la  sentencia  recurrida  mayor  alcance 
y  extensión  del  que  tiene  por  su  texto  claro  y  genuino  al  contrato  ce¬ 
lebrado  entre  la  recurrente  y  por  su  rebeldía  el  Juzgado  que  entendió 
en  los  antos  ejecutivos  seguidos  contra  ella,  relativo  á  la  venta  de  la 
primera  habitación  independiente  de  la  casa  calle  del  Miguelete,  núme- 
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ro  4,  con  su  entrada  por  el  zaguán  que  tiene  á  la  puerta  de  la  calle, 
infringe  la  ley  del  contrato,  la  doctrina  que  sienta  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  24  de  Junio  de  1868  de  que  cuando  las  cláusulas 
de  un  contrato  son  claras  y  explícitas  no  necesitan  ser  interpretadas; 
las  de  5  de  Marzo  de  1 865  y  29  de  Octubre  de  1 864,  1 1  de  Febrero  de 
1865  y  8  y  2f  del  mismo  mes,  que  declaran  que  en  los  contratos  no 
puede  invocarse  por  las  partes  contratantes  regla  alguna  para  la  inter¬ 
pretación  extensiva;  la  de  30  de  Diciembre  de  1864,  que  establece  que 
para  la  inteligencia  de  los  contratos  debe  estarse  á  los  términos  en  que 
se  hallen  redactados,  sin  extenderse  á  cosss  y  casas  que  no  se  hayan 
estipulado  expresamente;  la  de  15  de  Enero  de  1867,  que  estatuye  que 
Jos  contratos  legítimamente  establecidos  deben  entenderse  según  sus 
palabras  llanamente  y  como  suenan;  la  de  19  del  mismo  mes  de  Enero 
de  < 866,  que  determina  que  la  verdadera  ley  para  decidir  las  cuestio¬ 
nes  litigiosas  es  el  contrato  mismo;  la  de  29  de  Noviembre  de  1881,  que 
admite  el  principio  legal  de  que  todo  fallo  debe  darse  por  pruebas  y  no 
por  presunciones,  y  otras  varias  dictadas  en  igual  sentido: 

4o  Porque  al  declarar  la  sentencia  recurrida  que  el  cuarto  objeto  del 
pleito  es  accesorio  de  la  habitación  independiente  del  principal,  fun¬ 
dándose  en  la  ley  28,  tit.  5o,  Partida  5a,  infringe  esta  mismarley,  que 
establece  que  por  cosas  ayuntadas  á  la  casa  no  se  entienden  más  que 
aquellas  qne  estaban  destinadas  á  so  servicio  al  tiempo  de  la  venta;  el 
sentido  material  de  la  escritura  de  compra  y  la  inteligencia  estricta  que 
á  la  citada  ley  da  la  sentencia  dé  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Judío 
de  1865,  que  declara  que  al  hablar  dicha  ley  de  las  casas  se  refiere  á  lo 
que  se  halla  mcrnstado  en  s  us  paredes  y  pavimentos  ó  fabricado  bajo 
el  suelo,  como  igualmente  á  los  pozos,  cisternas  y  otros  objetos  análo¬ 
gos,  pero  no  á  las  demás  cosas  que  tienen  una  existencia  propia  é  inde¬ 
pendiente  de  las  casas  por  más  que  indirectamente  estuviesen  afectas; 
la  otra  sentencia  de  casación  de  30  de  Noviembre  de  1881,  que  admite 
el  principio  de  que  cuando  se  trata  de  reclamar  una  pertenencia  que  se 
dice  correspondiente  á  la  casa  vendida,  es  necesario  probar  que  dicha 
pertenencia  fue  comprendida  en  la  venta,  y  por  último,  la  ley  13,  tí¬ 
tulo  34,  Partida  7a,  que  sienta  como  regla  de.  derecho  que  cosa  que 
es  nuestra  no  puede  pasar  á  otro  sin  nuestra  palabra  ó  nuestro  fecho: 

5o  En  que  al  conceder  la  sentencia  méritos  de  prueba  á  la  certifica¬ 
ción  dada  por  los  peritos  que  practicaron  el  justiprecio  de  la  habitación 
vendida  judicialmente  á  Llorens,  sin  referencia  á  original  alguno,  para 
deducir  que  la  pieza  ó  cuarto  en  cuestión  fué  comprendido  en  dicho 
justiprecio,  desconoce  las  reglas  que  sientan  los  artículos  280,  281 , 303, 
306  hasta  el  314  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  cuyas  dis  - 
posiciones  estuvo  sujeto  esta  pleito,  con  relación  al  279  de  la  misma  y 
á  los  578,  596,  597  y  598,  610  y  siguientes  hasta  el  631,  y  637  y  si¬ 
guientes  hasta  el  661  da  la  vigente;  puesto  que  bien  se  haya  querido 
atribuir  á  dicho  documento  el  carácter  de  público  y  solemne  que  no 
tiene  porque  le  faltan  las  principales  condiciones  que  exige  el  art.  280 
de  la  ley  antigua  de  Enjuiciamiento,  equivalente  al  596  de  la  moder¬ 
na,  ó  bien  se  haya  entendido  como  probanza  de  testigos,  era  necesario 
según  ambos  Códigos  que  tuviera  original  para  el  cotejo  y  compulsa; 
y  en  el  caso  de  que  quisiera  entenderse  que  la  manifestación  de  los  lla¬ 
mados  peritos  constituían  un  dictamen  ó  juicio  pericial,  le  faltaban 
para  serlo  las  condiciones  enumeradas  en  los  artículos  antes  citados; 

Y  6°  Porque  al  declarar  1^  sentencia  que  la  recurrente  ha  reconocido 
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al  absolver  posiciones  que  Llorens  había  pagado  también  el  valor  del 
cuarto  en  cuestión,  al  satisfacer  el  precio  del  remate  establece  una  su¬ 
posición  gratuita  é  infringe  la  ley  2a,  tít.  13,  Partida  3a,  y  la  sentencia 
de  este  Tribunal  de  16  de  Abril  de  1866,  que  explicando  dicha  ley  dice: 
«que  la  conoscencia  para  que  sea  tenida  como  tal  y  pueda  determinar 
el  juicio  es  preciso  que  contenga  expresiones  explícitas  y  absolutas  que 
sean  concretas  y  directas,  y  que  por  su  afirmación  pueda  definirse  con 
seguridad  el  pleito,  no  entendiéndose  por  tal  la  que  se  limita  sólo  á  un 
extremo  más  ó  menos  inductivo  aunque  sea  de  los  comprendidos  en  la 
demanda:» 

Visto,  siendo  Penente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  para  la  inteligencia  de  los  contratos  consignados 
en  escritura  pública  ha  de  estarse  á  los  términos  en  que  se  hallen  re¬ 
dactados,  sin  extenderlos  á  cosas  y  casos  que  no  se  hayan  estipulado 
expresamente,  y  por  consecuencia  reducida  la  cuestión  del  pleito  á  de¬ 
terminar  los  limites  de  la  finca  vendida  al  recurrido  como  propia  y  del 
dominio  de  la  recurrente,  esta  cuestión  no  ha  de  resolverse  por  la  for¬ 
ma  en  que  la  dueña  ejecutada  la  tenía  inscrita  con  otras  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  sino  por  lo  que  resulte  de  la  escritura  de  venta  y  sus 
precedentes: 

Considerando  que  ni  en  la  expresada  escritura  de  venta  ni  en  las  dili¬ 
gencias  judicialesque  la  prepararon  se  menciona  directa  ni  indirectamen¬ 
te  el  cuarto  bajo  en  cuestión  como  comprendido  en  el  contrato  de  enaje¬ 
nación  judicial,  lejos  de  eso,  contra  lo  que  era  lógico  en  otro  caso,  no 
se  señala  como  límite  de  la  habitación  principal  ejecutada  y  vendida  la 
calle  del  Miguelete,  con  la  cual  confina  por  el  frente  todo  el  edificio  de 
que  forma  parte  dicha  habitación,  sino  que  se  expresa  que  ésta  es  in¬ 
dependiente  de  todas  las  restantes  del  mismo  edificio  y  tiene  la  puerta 
de  entrada  á  la  escalera  por  el  vestíbulo  que  tiene  la  suya  á  la  citada 
calle,  con  cuya  expresión  se  demuestra  que  la  independencia  de  la  ha¬ 
bitación  ó  piso  vendido  principia  en  la  puerta  déla  escalera  que  sale  al 
vestíbulo  donde  está  situado  el  cuarto  bajo  de  que  se  trata: 

Cónpiderando,  por  tanto,  que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  (jue 
por  virtud  de  dicho  contrato  de  venta  judicial  adquirió  D.  Agustín  Llo¬ 
rens’,  no  sólo  la  habitación  principal  de  la  casa  núm-.  4  de  la  calle  del 
Miguelete,  según  fuera  deslindada  en  la  diligencia  de  embargo,  en  los 
anuncios  de  remate  y  en  la  escritura  de  venta,  sino  también  el  cuarto 
bajo  objeto  del  pleito,  ha  infringido  la  ley  de  contrato,  las  doctrinas  le¬ 
gales  referentes  á  la  inteligencia  de  los  contratos  y  la  ley  1 1  í,  tít.  18, 
Partida  3a,  relativa  al  valor  probatorio  de  las  escrituras  públicas  cita¬ 
das  con  otras  por  el  recurrente  como  fundamento  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Don  t  Carmen  Ji- 
meno  Carrasco;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  20  de  Enero  último  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valencia. — (Sentencia  publicada  el  28  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta 
en  las  Gacetas  de  30  y  31  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (28  de  Diciembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Cobro  dk  costas. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  María 
de  la  Candelaria  Hernández  de  Delgado  con  el  Recaudador  de  costas  de 
la  Audiencia  (Audiencia  de  las  Palmas),  y  se  resuelve: 

Que  el  auto  dictado  para  la  ejecución  de  una  sentencia  que  provee 
en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,  infringe  la  ejecutoria  y  la  ley  19, 
lit.  22,  Partida  3a. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Diciembre  de  1883,  en  los 
autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  las  Palmas  de 
Gran  Canaria  y  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  del  mismo  distri¬ 
to  por  D.  Francisco  Pérez  Banavides,  como  marido  de  Doña  María  de 
los  Dolores  Vázquez  Lavielli,  con  la  viuda  y  herederos  de  D.  Valentín 
Vázq  uez  Naranjo  sobre  partición  de  los  bienes  quedados  por  falleci¬ 
miento  de  éste  y  de  su  primera  mujer  Doña  Francisca  Romero,  en  el 
día  incidente  promovido  por  el  Recaudador  de  costas  de  la  Audiencia 
para  el  cobro  de  las  devengadas  por  los  que  litigaron  en  concepto  de 
pobre  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  á  nombre  de  Doña  María  de  la  Can¬ 
delaria  Hernández  de  Delgado,  madre  y  heredera  de  D.  Marcial  Delga¬ 
do,  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  bajo  la  dirección  del  Licen¬ 
ciado  D.  Juan  Fernández  Ruiz: 

Resultando  que  en  19  de  Agosto  de  1817  falleció  D.  Valentín  Váz¬ 
quez  Naranjo,  casado  á  la  sazón  con  Doña  Antonia  Ruiz  Bustamante  y 
viudo  en  primeras  nupcias  de  Doña  Francisca  Romero;  y  en  23  de  Ju¬ 
nio  de  1828  D.  Fra  cisco  María  Pérez  Benavides,  en  conc  pto  de  mari¬ 
do  de  Doña  María  de  los  Dolores  Vázquez  y  Lavielli,  promovió  deman¬ 
da  contra  la  viuda  y  herederos  de  D.  Valentín  Vázquez  Naranjo  sobre 
partición  de  los  bienes  quedados  por  fallecimiento  de  éste  y  su  referida 
primera  mujer: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  viuda  y  he¬ 
rederos  de  Vázquez  Naranjo,  se  citó  y  emplazó  á  la  viuda;  á  D.  Mariano 
Vázquez  Bustamante;  D.  Manuel  Delgado,  en  representación  de  sus  hi¬ 
jos  D.  Narciso,  D.  Marcial  y  Doña  Antonia,  habidos  en  su  matrimonio 
con  Doña  María  de  la  Asunción  Vázquez;  D.  Fernando  Cambrelín, 
como  marido  de  Doña  Miría  de  los  Dolores  Vázquez,  y  Doña  Ventura 
Vázquez;  y  contestando  á  la  demanda  manifestaron  su  conformidad  á 
que  se  procediese  á  practicar  la  partición  de  bienes  quedados  por  fa¬ 
llecimiento  de  D. •Valentín  Vázquez,  bajo  las  bases  y  datos  qoe  propo¬ 
nían,  y  oponiéndose  á  la  de  los  de  su  primera  mujer  Doña  Francisca 
Romero  en  razón  á  haberse  ya  practicado  entre  su  hija  única,  con  in¬ 
tervención  de  su  curador  y  de  la  Autoridad  judicial  y  su  padre: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  con  largas  y  repetidas  interrup¬ 
ciones,  fallecieron  durante  ellas  varios  de  los  interesados,  -ompare- 
ciendo  otros  como  sus  sucesores,  y  en  13  de  Setiembre  de  1873  el  Juez 
de  primera  instancia  de  las  Palmas  de  Gran  Canaria  dictó  sentencia  ab¬ 
solviendo  á  Doña  Carolina  Santana  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Francisco  Pérez  Bonavides  por  lo  que  se  refiere  á  la  partición  de  los 
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bienes  quedados  á  la  defunción  de  Doña  Francisca  Romero,  y  mandó 
que  de  conformidad  de  las  partes  se  procediese  á  la  partición  de  los 
bienes  quedados  al  fallecimiento  del  D.  Valentín  Vázquez  Naranjo,  bajo 
las  bases  consignadas  en  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  por 
consideiarlas  justas  y  legales,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas; 
cuya  sentencia  se  aclaró  en  el  concepto  de  que  la  absolución  se  enten¬ 
dería  extensiva  á  los  demás  herederos  y  representantes  de  D.  Valentín 
Vázquez  y  de  su  mujer  Doña  Antonia  Ruiz,  contra  quienes  se  había  in¬ 
terpuesto  la  demanda: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  Doña  María  de 
los  Dolores  Vázquez  Lavielli,  se  remitieron  los  autos  á  la  Superioridad, 
y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  de  justicia  por  sentencia  de  12  de 
Enero  de  1877  confirmó  la  del  Juez,  imponiendo  hs  cestas  á  la  apelante 
Dona  María  de  los  Dolores  Vázquez:  que  practicada  y  aprobada  la  ta¬ 
sación  de  costas,  se  devolvieron  los  autos  al  inferior,  con  la  correspon¬ 
diente  certificación,  y  con  posterioridad  á  instancia  del  Recaudador  de 
costas  se  libraron  varias  órdenes  al  Juez  para  que  procediera  á  hacer 
efectivas  las  en  que  había  sido  condenada  la  Doña  María  de  los  Dolores 
Vázquez: 

Resultando  que  después  de  otras  actuaciones  el  Recaudador  de  cos¬ 
tas  en  5  de  Noviembre  de  1880  acudió  á  la  Sala,  exponiendo  que  había 
llegado  á  su  noticia  hallarse  terminados  los  autos  con  la  liquidación, 
partición  y  adjudicación  de  los  bienes  raíces  y  existencias  en  metálico 
de  la  testamentaría  entre  todos  los  partícipes,  y  como  casi  todos  ellos 
habían  litigado  como  pobres  procedía  que  pagasen  lar  costas  de  su  de¬ 
fensa  en  cuanto  no  excedieran  de  la  tercera  parte  que  hubieran  obte¬ 
nido,  con  arreglo  al  art.  199  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  pidió 
se  librase  certificación  al  Juez  para  que  retuviera  la  tercera  parte  de  la 
que  debieran  percibir  los  interesados  ó  partícipes  que  habían  litigado 
en  estos  autos  como  pobres,  para  con  esa  suma  atender  al  pago  de  sus 
respectivas  defensas  y  al  reintegro  del  papel  sellado: 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia,  en  providencia  de 
9  de  dicho  mes  de  Noviembre  mandó  que  sin  perjuicio  del  derecho  que 
pudiera  asistir  á  los  que  obtuvieron  sentencia  favorable  en  estos  au¬ 
tos,  para  exigir  de  las  partes  condenadas  el  oportuno  reintegro  se  li¬ 
brase  carta  orden  al  Juez  de  primera  instancia  para  que  dispusiera  la 
retención  de  la  tercera  parte  de  todo  lo  que  hubiera  correspondido  á 
todos  los  que  habían  litigado  en  los  autos  en  concepto  de  pobres  en  ja 
partición  de  los  bienes  que  fueron  de  la  pertenencia  de  D.  Valentín 
Vázquez,  con  objeto  de  atender  al  pa^o  á  que  directamente  estaban 
obligados;  y  previa  la  correspbndiente  liquidación,  para  la  que  se  ten¬ 
dría  en  cuenta  la  tasación  de  costas  practicada,  las  causadas  con  pos¬ 
terioridad  á  ella  y  las  de  primera  instancia,  y  que  remitiera  á  su  tiem¬ 
po  realizadas  que  fueran  las  cantidades  correspondientes  á  prorrata  á 
los  funcionarios  de  la  Superioridad  y  el  reintegro  total  del  papel  de 
pobres  invertido  en  segunda  instancia: 

Resultando  que  D.  Marcial  Delgado  y  Hernández,  Doña  María  Can¬ 
delaria  Hernández  de  Delgado  y  otros  interesados  suplicaron  de  dichi 
providencia  á  fin  de  que  se  dejara  sin  efecto,  reservando  al  Recaudador 
ile  costas  el  derecho  de  que  se  considerase  asistido  para  que  lo  dedujera 
donde  y  en  la  forma  que  correspondiese  contra  quien  mejor  viere  con¬ 
venirle;  al  efecto  alegó,  entre  otras  consideraciones,  que  la  represen¬ 
tación  de  D.  Marcial  Delgado  y  la  de  los  demás  demandados,  lejos  de 
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ser  condenados  en  costas,  fueron  absueltos  de  la  demanda  y  expresa¬ 
mente  condenada  en  todas  las  de  segunda  instancia  de*  12  de  Enero  de 
1 877  la  adora  Doña  María  de  los  Dolores  Vázquez:  que  ni  la  ley  ni  la 
jurisprudencia  impone  á  los  que  obtuvieron  sentencia  favorable  en  es¬ 
tos  autos  la  obligación  de  pagar  las  costas:  que  el  art.  199  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  no  tiene  aplicación  al  caso  actual,  pues  se  refiere 
al  declarado  pobre  que  vence  en  el  pleito  que  hubiese  promovido,  y  no 
al  demandado  que  no  hace  más  que  defenderse  y  que  aunque  venza  en 
el  pleito  que  le  ha  promovido  su  competidor  y  se  le  absuelva  de  la  de¬ 
manda  nada  obtiene  que  aumente  sus  bienes;  y  la  Sala  de  la  Audiencia 
por  auto  de  1 4  de  Enero  de  1881  declaró  no  haber  lugar  á  suplir  ni  en¬ 
mendar  la  providencia  de  9  de  Noviembre  anterior  y  que  se  estuviera 
á  lo  en  ella  acordado: 

Resultando  que  declarado  por  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  interpuesto  por  D.  Marcial  Delgado  y  Hernández,  su  madre  y 
heredera  Doña  Mana  de  la  Candelaria  Hernández  formuló  el  fundado 
en  infracción  de  ley  por  conceptuar  haberlo  sido: 

1°  La  ley  19,  tit.  22,  Partida  3a,  que  declara  la  fuerza  que  tiene  el 
juicio  afinado;  la  sentencia  ejecutoria  de  1 2  de  Enero  de  1879,  en  cuan- 
to  por  ella  se  impusieron  las  costas  de  segunda  instancia  á  la  parte 
apelante,  y  la  dpctr'ina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencias  de  8  de  Julio  de  1878,  22  de  Abril  y  13  de  Junio  de  1873, 
porque  habiéndose  impuesto  en  dicha  ejecutoria  las  costas  de  segunda 
instancia  á  la  parte  apelante  contra  lo  ejecutoriado  sobre  el  particular, 
el  auto  recurrido  obliga  á  anticipar  el  importe  de  dichas  costas  á  los 
que  obtuvieron  sentencia  favorable  en  aquel  pleito,  entre  los  cuales ‘se 
encuentra  la  recurrente,  con  lo  que  la  Sala  sentenciadora  contradice  la 
cosa  juzgada,  se  desentiende  de  la  parle  condenada  y  exige,  siquiera 
sea  con  carácter  de  interinidad,  el  cumplimiento  de  las  responsabilida¬ 
des  á  aquellos  litigantes  completamente  extraños  á  aquellas  obliga¬ 
ciones: 

2o  La  ley  8a,  tít.  22,  Partida  3a,  que  trata  de  la  imposición  de  cos¬ 
tas  al  litigante  temerario,  y  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  10  de  Noviembre  de  1875,  que  dispone  que  si 
la  condena  de  costas  de  cuya  efectividad  y  pago  se  trata  tiene  la  fuerza 
de  cosa  juzgada,  no  puedo  ser  contrariada  por  la  providencia  que  se 
dicte  para  su  indeclinable  y  exacto  cumplimiento;  porque  la  Sala  sen¬ 
tenciadora,  prescindiendo  de  la  cosa  juzgada  y  del  precepto  contenido 
en  a  ley  citada,  a!  proveer  respecto  del  cumplimiento  déla  eondena 
de  costas  ha  contrariado  el  legítimo  alcance  que  ésta  tiene  oiando.se 
impone  á  un  litigante  como  correctivo  de  su  temeridad  y  el  valor  y 
eficacia  de  lo  ejecutoriado  acerca  de  la  persona  obligada  á  hacer  efec¬ 
tiva  dicha  responsabilidad: 

3o  El  art.  199  ae  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1858,  cuyo  pre 
cepto  sólo  es  aplicable  cuando  concurren  las  condifciones  de  que  el  de¬ 
clarado  pobre  sea  quien  haya  promovido  el  pleito  y  que  en  él  haya 
obtenido  alguna  utilidad  ó  ganancia;  condiciones  que  no  concurren  en 
la  recurrente,  puesto  que  no  fué  de  los  que  promovieron  el  pleito,  en 
el  cual  ha  tenido  el  carácter  de  demanda,  ni  ha  obteniJo  cosa  positiva 
alguna  de  litigio,  á  menos  que  se  entienda  por  obtener  una  cosa  el  ño 
perderla,  que  es  lo  ünico  que  ha  conseguido: 

4o  La  regla  de  derecho  que  establece  que  nadie  debe  enriquecerse 
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torticeramente  ó  con  daño  y  perjuicio  de  otro;  porque  ese  enriqueci¬ 
miento  torticero  Se  daría  en  la  parte  condenada  al  pago  de  las  costas 
en  la  sentencia  ejecutoriada  si  se  obligase  á  los  litigantes  que  vencie¬ 
ron  en  aquel  pleito  al  anticipo  de  dichas  costas  siquiera  sea  con  la  re¬ 
serva  para  reintegrarse  que  se  les  concede: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  O.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

Considerando  que  la  Sala  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas  al  conGr- 
mar  por  su  sentencia  de  12  de  Enero  de  1879  la  dictada  por  el  Juez  de 
primera  instancia  impuso  costas  de  la  segunda  á  la  apelante  Doña  Ma 
ría  Vázquez  Lavielli,  y  consentido  este  fallo  por  las  partes  y  habiendo 
por  consiguiente  causado  ejecutoria  ha  debido  llevarse  á  efecto: 

Considerando  que  la  mencionada  Sala  al  disponer  por  su  providen¬ 
cia  de  9  de  Noviembre  de  1880  que  sin  perjuicio  del  derecho  que  pu¬ 
diera  asistir  á  los  que  obtuvieron  sentencia  favorable  en  el  pleito  para 
exigir  de  las  partes  condenadas  el  oportuno  reintegro  se  librase  carta 
orden  al  Juez  de  primera  instancia  parala  retención  de  la  tercera  parte 
de  lo  que  hubiese  correspondido  á  los  que  habían  litigado,  con  los  de¬ 
más  que  dicha  providencia  contiene,  infringe  eon  ella  al  no  dar  lugar 
á  la  súplica  lo  que  respecto  á  costas  había  dispuesto»  la  misma  Sala  en 
su  fallo  viniendo  á  proveer  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,  por 
cuya  razón  son  de  estimar  los  dos  primeros  motivos  de#casación  alega¬ 
dos  ñor  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur¬ 
so  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Doña  María  de  la 
Candelaria  Hernández  de  Delgado  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de 
justicia  de  la  Audiencia  de  Las  Palmas  en  14  de  Enero  de  1881  y  sn 
providencia  concordante  de  9  dé  Noviembre  de  1880,  las  cuales  casa 
mos  y  anulamos.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Diciembre  de  1,883.,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  31  de  Enero  de  1884.) 
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fificcnrso  de  casación  (29  de  Diciembre  de  1883).— Sala  prime- 
ra.—  Cumplimiento  de  una  ejecutoria. — No  ha  logar  al  interpues  o 
por  Doña  Matilde  Shelly  y  Trechuelo  con  D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo 
y  otro  (Audiencia  de  Sevilla),  y  se  resuelve: 

1°  Que  si  bien  el  art.  926  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  precep¬ 
túa  que  se  ponga  ' inmediatamente  en  posesión  al  que  ganó  en  un  pleito 
alguna  cosa  inmueble,  esto  se  entiende  si  se  halla  en  poder  de  quien  de¬ 
ba  entregarla ,  con  arreglo  á  la  sentencia  ejecutoria : 

2o  Que  las  disposiciones  de  los  artículos  1532  y  1543  de  la  misma  ley 
de  Enjuiciamiento ,  como  puramente  formularias ,  no  pueden  servir  de 
fundamento  para  la  casación  en  el  fondo ,  según  tiene  declarado  con  re 
petición  el  Tribunal  Supremo ;  aparte  de  que  por  referirte  expresamente 
á  los  casos  en  que  se  proceda  por  embargo  ó  venia  de  bienes ,  son  inaplica  - 
bles  cuando  no  se  trata  de  esto ,  sino  de  dar  posesión  de  unas  fincas  á 
quien  de  derecho  corresponda  en  virtud  de  los  títulos  que  se  tienen  á  la 
vista  y  los  asientos  que  aparecen  del  Registro  de  propiedad ,  sin  per¬ 
juicio  de  lo  que  haya  lugar  á  resolver  en  un  juicio  declarativo-. 
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3o  Que  el  principio  de  que  lo  nulo  no  produce  efecto  alguno ,  es  in  - 
aplicable  á  los  casos  que  laxativamente  determina  el  art.  34  de  la  ley 
Hipotecaria  como  excepción  de  lo  prevenido  en  el  33: 

4o  Que  si  bien  el  dicho  art.  33  establece  que  la  inscripción  en  el 
Registro  no  invalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo 
á  las  leyes,  el  siguiente ,  ó  sea  el  34,  prescribe  de  un  modo  terminante 
que  cuando  el  verdadero  dueño  del  inmueble  consiguiese  la  anulación 
del  derecho  con  que  aparecía  en  el  Registro  el  que  otorgó  el  acto  ó  con - 
trato,  no  se  invalidaría  éste  respecto  al  tercero  que  hubiera  inscrito  con 
anterioridad  su  título,  sin  que  antes  sea  citado ,  oído  y  vencido  en  el 
correspondiente  juicio: 

5o  Que  la  irrevocabilidad  de  la  cosa  juzgada  se  refere  únicamente 
álas  personas  que  hayan  sido  parte  en  el  juicio : 

6o  Que  no  es  de  estimar  el  motivo  de  casación  en  que,  se  establece  por 
base  de  la  infracción  alegada  la  existencia  de  un  hecho  que  no  consta 
del  fallo  recurrido ,  pues  esto  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para 
la  casación,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremb ; 

Y  V  Que  tampoco  puede  estimarse  el  motivo  en  que  se  hace  supuesto 
de  la  dificultad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  $9  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley, seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salva¬ 
dor  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciu¬ 
dad  poi  D.  Luis  y  Doña  Matilde  Shelly  y  Trechuelo,  representados  por 
el  Procurador  D.  José  García  Noblejas  y  defendidos  p  r  el  Doctor  Don 
Antonio  de  Mena  y  Zorrilla,  con  D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo,  Marqués 
de  Villavelviestre,  que  no  ha  comparecido  en  este  Supremo  Tribunal, 
y  D.  Ignacio  Halcón  y  Mendoza,  en  representación  de  sus  hijos  D.  An¬ 
tonio  y  D.  José  Halcón  y  Vinent,  y  en  su  nombre  el  Procurador  Don 
Juan  Hernández  Baura,  bajo  la  dirección  del  Licenciado  D.  Manuel  Sil- 
vela,  sobre  cumplimiento  de  una  ejecutoria: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Shelly  falleció  del  cólera  si  18  de  Julio 
de  1 8o5  en  la  hacienda  de  Robaina,  término  municipal  de  la  villa  de 
Pilas,  habiéndose  declarado  por  el  Juzgado  de  Guerra  de  Andalucía 
testamento  y  última  voluntad  del  mismo  la  manifestación  que  hizo 
ante  tres  testigos,  nombrando  tutora  y  curadoraade  sus  dos  hijos  Doña 
Matilde  y  D.  Luis,  de  cinco  y  un  año  de  edad  respectivamente,  á  su  es¬ 
posa  Doña  Matilde  Trechuelo,  sustituyéndola  en  caso  de  fallecimiento 
su  madre  política  la  Marquesa  de  Villavelviestre,  y  si  ésta  sucumbía  sa 
cuñado  el  Maiqués  de  dicho  título  D.  Cayetano  Trechuelo: 

Resultando  que  prevenido  el  juicio  de  testamentaría  se  discernió  á 
la  viuda  Doña  Matilde  Trechuelo  el  cargo  de  tutora  y  curadora  de  sus 
dos  citados  hijos,  y  á  D.  Cayetano  Trechuelo,  Marqués  de  Villavelvies- 
tre,  el  de  curador  ad  txlem  de  los  mismos: 

Resultando  que  en  22  de  Noviembre  de  1833  Doña  Matilde  Trechue¬ 
lo  presentó  un  estado  de  los  13  créditos  que  resultaban  contra  la  testa¬ 
mentaría,  importantes  á  una  suma  906.963  rs.  32  mrs.,  procedentes  de 
pagarés  aceptados  en  su-  particular  por  el  Marqués  de  Villavelviestre, 
de  la  última  octava  parte  satisfecha  al  Estado  por  el  propio  Marqués- 
por  la  hacienda  de  Robaina,  de  la  que  se  adeudaba  á  éste  de  la  liquida¬ 
ción  de  la  testamentaría  y  de  las  cantidades  tomadas  bajo  su  firma  pa¬ 
ra*  atender  á  las  urgencias  de  la  misma,  y  con  presentación  de  este  es¬ 
tado  solicitó  la  viuda,  en  atención  á  carecer  de  fondos  para  satisfacer 
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estos  créditos,  cuya  realización  instaban  algunos  acreedores,  que  pre¬ 
via  información  de  utilidad  y  necesidad  se  la  concediera  licencia  para 
la  enajenación  en  pública  subasta  de  la  hacienda  llamada  Robaina: 

Resultando  que  nombrado  curador  ad  litem  de  los  menores  el  Pro¬ 
curador  D.  José  María  Párraga  por  la  incompatibilidad  del  Marqués  de 
Villavelviestre,  se  tasó  la  hacienda  la  Robaina  y  además  la  dehesa  lla¬ 
mada  Chaparral,  y  autorizada  la  viuda  para  la  venta  de  aquella  ha¬ 
cienda,  previa  la  correspondiente  información,  por  falta  de  licitadores 
en  la  subasta  fué  retasada  dicha  hacienda,  así  como  la  dehesa  del  Cha¬ 
parral;  y  verificada  nueva  subasta, únicamente  se  presentó  á  hacer  pos¬ 
tura  D.  Cayetano  Trechuelo  por  la  cantidad  de  la  retasa, y  conforme  Dj- 
ña  Matilde  Trechuelo,  el  curador  ad  litem  de  sus  hijos  y  el  Ministerio  fis¬ 
cal,  se  aprobó  por  auto  de  16  de  Abril  de  1857  el  remate  de  la  indicada 
hacienda  de  Robaina,  incluso  la  nombrada  del  Chaparral;  habiéndose 
autorizado  después  á  la  viuda  para  proceder  al  otorgamiento  de  la  es¬ 
critura  de  venta,  que  otorgó  en  efecto  en  19  de  Junio  de  1858,  habien¬ 
do  sido  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  3  de  Julio  siguiente: 

Resultando'que  el  Marqués  de  Villavelviestre,  por  si  en  cuanto  á  la 
hacienda  de  la  Robaina  y  adjunta  dehesa  del  Chaparral,  y  en  repre¬ 
sentación  de  su  madre  política  Doña  Concepción  Fernández  de  Rivera 
respecto  al  cortijo  de  Characena  y  de  la  hacienda  de  Camposanto,  ven¬ 
dió  dichas  fincas  por  escritura  de  6  de  Diciembre  de  1869  á  D.  Antonio 
Vinent  de  Gola,  Marqués  de  Palomares  del  Duero,  en  la  cantidad  en 
junto  de  un  millón  de  reales,  fijándose  á  la  hacienda  de  Robaina  y  Cha¬ 
parral  la  de  500.000  rs.  con  pacto  de  retro  por  seis  años  que  termina¬ 
rían  el  día  6  de  Diciembre  de  1875,  pasado  el  cual  sin  la  devolución  del 
precio  y  otorgamiento  de  la  escritura,  quedaría  la  venta  perfecta  y  con¬ 
tinuada,  dando  el  Marqués  de  Palomares  como  dueño  en  arrendamiento 
al  de  Villavelviestre  las  fincas  vendidas  por  la  renta  anual  de  85.000 
reales,  siendo  de  su  cargo  el  pago  de  todas  las  contribuciones  y  cargas 
obligándose  el  vendedor  á  la  evicción  y  saneamiento,  habiéndose  ins¬ 
crito  en  12  de  Enero  de  1870  en  el  Registro  de  la  propiedad,  que  certi¬ 
ficó  que  no  aparecía  impuesto  ningún  gravamen  ni  anotado  ninguno 
sobre  las  citadas  fincas: 

Resultando  que  en  las  particiones  de  bienes  quedados  por  falleci¬ 
miento  del  citado  Marqués  de  Palomares  del  Duero  y  de  su  mujer  Doña 
Ana  Valiente  y  Correoso,  protocolizadas  en  23  de  Enero  de  1873,  fue 
ron  adjudicadas  las  fincas  de  que  se  ha  hecho  mérito  á  los  menores  nie¬ 
tos  de  aquéllos  D.  Antonio  y  D.  José  Halcón  y  Vinent,  hijos  de  D.  Ig¬ 
nacio  Halcón  y  Mendoza  y  de  su  difunta  mujer  Doña  Elisa  Vinent  y 
Valiente,  hijuela  que  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  qüe  por  escritura  de  2  de  Diciembre  de  1875  D.  Ignacio 
Halcón,  como  padre  y  administrador  de  dichos  menores,  prorrogó  al 
Maiqués  de  VillaVelviestre  yá  Doña  Felisa  Aguirre,  como  heredera 
única  de  Doña  Concepción  Fernández  de  Rivera,  el  plazo  para  retro¬ 
traer  las  indicadas  fincas  por  tres  años  fijos  y  forzosos  para  ambas  par¬ 
tes  y  tres  á  voluntad  de  las  mismas,  avisándose  mutuamente  con  tres 
meses  de  anticipación,  y  trascurrido  el  indicado  plazo  sin  nueva  prórro¬ 
ga,  se  libró  testimonio  en  14  de  Diciembre  de  1881  á  instancia  de  Don 
Ignacio  Halcón  para  cancelar  la  condición  resolutoria  de  pacto  de 
retro: 

Resultando  que  Doña  Matilde  Shelly,  Marquesa  de  Casa  Ramos, 
autorizada  por  su  marido  y  el  curador  ad  litem  de  D.  Luis  Shelly,  de- 
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dujeron  demanda  en  los  referidos  autos  de  testamentaría  en  M  de  Fe¬ 
brero  de  1876,  en  la  que  ejercitando  la  acción  de  nulidad  en  cuanto  se 
refería  á  la  enajenación  de  la  hacienda  Robaina  y  dehesa  del  Chaparral 
y  la  restitución  in  integrum  en  lo  relativo  á  la  aprobación  del  inventa¬ 
rio,  á  las  cuentas  del  administrador  y  á  la  adjudicación  á  éste  de  deter¬ 
minados  bienes  de  la  testamentaría  para  pago  del  alcance,  pidieron  se 
declarase  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  venta  de  la  hacienda  de 
Robaina  y  dehesa  del  Chaparral,  condenando  al  Marqués  de  Villavel- 
viestre  á  restituir  estas  fincas  con  los  frutos  producidos  y  debidos  pro¬ 
ducir  desde  su  adquisición;  y  declarando  también  procedente  el  reme¬ 
dio  de  la  restitución  in  integrum,  mandar  reponer  los  autos  de  la  tes¬ 
tamentaría  al  ser  y  estado  que  tenían  cuando  se  verificó  die  a  enaje¬ 
nación,  y  en  su  consecuencia  que  debían  rehacerse  los  inventarios  y  las 
cuentas  de  administración,  condenando  en  todas  las  costas  al  repetido 
Marqués: 

Resultando  que  pedida  por  un  otrosí  de  la  demanda  la  anotación 
preventiva  de  la  misma,  se  estimó  en  26  de  Febrero  de  4 876;  é  impug¬ 
nada  por  el  demandado  y  formado  ramo  separado  sobre  su  cancelación, 
quedó  firme  la  anotación  por  ejecutoria  recaída  en  dicho  incidente: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Villavelviestre  impugnó  la  demanda: 
que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  14  de  Noviembre  de  1881 ,  decía  - 
rando  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  venta  de  la  hacienda  de  la 
Robaina  y  dehesa  del  Chaparral  hecha  á  D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo, 
condenándole  á  que  restituyera  estas  fincas  ála  testamentaria  del  fina¬ 
do  Teniente  General  D.  Ricardo  Shelly,  con  los  frutos  producidos  y  de¬ 
bidos  producir  desde  la  contestación  á  la  demanda  hasta  que  hiciera 
efectiva  entrega  de  las  expresadas  fincas:  declaró  asimismo  haber  lu¬ 
gar  á  la  acción  y  beneficio  de  restitución  i  ti  integrum  ejercitadas  en  la 
demanda  por  Doña  Matilde  y  D.  Luis  Shelly  y  Trechuelo,  mandando 
en  su  consecuencia  que  se  repusieran  los  autos  de  la  misma  testamen¬ 
taría  al  ser  y  estado  que  tenían  cuando  se  verificó  la  enajenación  de  las 
precitadas  fincas,  debiendo  el  demandado  devolver  á  dicha  dependen¬ 
cia  la  salina  titulada  Matilde  y  sus  productos,  así  como  también  reha¬ 
cerse  los  inventarios  y  las  cuentas  de  administpción,  lodo  sin  perjuicio 
de  los  derechos  que  los  interesados  pudieran  tefier  y  les  correspondie¬ 
ran  anteriormente  á  la  reposición  acordada  en  esta  sentencia;  y  que 
interpuesto  por  D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  se  declaró  no  haber  lugar  á  él,  con  las  condenaciones 
consiguientes,  por  sentencia  de  13  de  Mayo  de  18*2: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia 
con  la  ejecutoria  correspondiente,  solicitaron  D.  Luis  y  Doña  Matilde 
Shelly  que  se  repusieran  los  autos  de  la  testamentaría  al  estado  que 
tenían  cuando  se  verificó  la  enajenación  de  la  finca  Robaina  y  dehesa 
del  Chaparral,  y  para  ello  decretar  la  devolución  de  dichas  fincas  y  de 
la  salina  denominada  Matilde,  mandando  expedir  los  oportunos  exhor- 
tos  á  los  Juzgados  de  Smlúcar  la  Mayor  y  Chiclana  en  los  términos  ex¬ 
plicados  para  que  inmediatamente  se  les  pusiera  en  posesión  de  dichas 
fincas,  requiriendo  al  Marqués  para  la  rendición  de  las  cuentas  de  sus 
productos;  pidiendo  además  que  al  exhorto  del  Juzgado  de  Sanlúcarse 
acompañira  testimono  por  duplicado  de  la  ejecutoria,  siendo  extensivo 
i  que  se  librara  mandamiento  al  Registrador  de  la  propiedad  para  la 
inscripción  de  la  misma  en  aquel  Registro  y  cancelación  total  de  la  cau- 
tomo  53  32 
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suda  por  la  venta  hecha  al  Marqués  y  las  que  de  la  misma  trajeran  ori¬ 
gen,  porque  desapareciendo  la  causa  no  podían  subsistir  sus  efectos, 
tanto  más,  cuanto  que  la  ejecutoria  reconocía  y  declaraba  el  dominio 
de  dichas  fincas  á  favor  de  la  testamentaria: 

Resultando  que  estimadas  por  auto  de  13  de  Julio  de  1882  estas'y 
otras  pretensiones  que  no  son  del  caso  y  puestos  los  hermanos  Shelly 
en  posesión  de  las  fincas  indicadas,  el  Marqués  de  Villavelviestre  pro¬ 
movió  incidente  de  nulidad  de  las  actuaciones  posteriores  al  momento- 
en  que  se  dictó  el  referido  auto,  que  se  habí*  llevado  á  efecto  sin  dejar 
trascurrir  el  término  concedido  para  pedir  reposición,  mandando  que 
se  dejara  sin  efecto  todo  lo  actuado,  con  protesta  de  reclamar  los  per 
juicios  irrogados;  y  que  conferido  traslado  á  los  hermanos  Shelly,  que 
á  su  vez  pidieron  reposición  por  otros  conceptos  del  auto  mencionado, 
impugnaron  el  incidente  de  nulidad  promovido  por  el  Marqués: 

Resultando  que  en  tal  estado  y  en  2“>  de  dicho  mes  de  Julio  compa¬ 
reció  en  forma  en  los  autos  D.  Ignacio  Halcón  y  Mendoza,  en  concepto 
de  representante  legal  de  sus  hijos  menores  D.  Antonio  y  D.  José  Hal¬ 
cón  y  Vinent,  con  presentación  de  la  escritura  de  venta  de  las  finoas 
hechas  por  el  Marqués  de  Villavelviestre  con -pacto  de  retro  en  6  de 
Diciembre  de  1869  y  el  testimonio  de  adjudicación  de  las  mismas  á  los 
menores  Halcón  y  consumación  de  su  dominio  por  no  haberse  realiza¬ 
do  la  retrocesión,  y  alegando  como  hechos  el  contenido  de  estos  docu¬ 
mentos,  su  ignoraucia  y  falta  de  intervención  en  el  pleito  entre  el  Mar¬ 
qués  de  Villavelviesire  y  los  hermanos  Shelly,  la  faltu  también  de  com¬ 
pleto  conocimiento  de  la  providencia  de  18  de  Julio  y  su  sorpresa  con 
la  noticia  de  que  la  Autoridad  había  ido  á  dar  posesión  de  las  fincas- 
que  eran  suyas  á  un  tercero  que  no  lo  hibía  citado,  re'querido  ni  ven¬ 
cido  en  juicio;  y  como  fundamentos  de  derecho  la  máxima  inconcusa, 
confirmada  por  las  leyes  de  Partida  y  sancionada  por  innumerables 
sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  que  prohíbe  privar  á  nadie 
de  su  posesión  sin  ser  antes  vencido  en  juicio;  ej-rcitando  el  derecho 
que  asiste  á. todo  el  que  á  virtud  de  providencias  dictadas,  en  procedi¬ 
mientos  judiciales  en  que  no  ha  intervenido  ve  lastimados  los  derechos 
que  legítimamente  le  corresponden,  y  á  reserva  y  con  la  protesta  ex¬ 
presa  que  formulaba  de  reclamar  á  su  tiempo  la  debida  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  pidió  se  le  tuviese  por  parte  y  se  repusiera  por 
contrario  imperio  ó  como  más  hubiera  lugar  en  derecho  la  providencia 
en  que  se  había  mandado  dar  la  posesión  de  que  llevaba  hecho  mérito, 
dejando  por  consiguiente  sin  efecto  ese  proveído  con  todas  sus  conse¬ 
cuencias,  condenando  exuresamenle  en  las  costas  á  todos  los  que  ha¬ 
bían  solicitado  esa  posesión  reservándoles  las  acciones  de  que  se  esti¬ 
maran  asistidos  para  que  las  ejercitaran. contra  quien  y  como  vieren  con¬ 
venirles: 

Resultando  que  los  hermanos  Shelly  impugnaron  la  pretensión  de 
Halcón,  reservándole  su  derecho  para  que  lo  ejercitarse  eu  la  forma 
que  mejor  viere  convenirle,  alegando  para  ello  que  sólo  podían  ser 
parte  legítima  en  juicio  los  demandantes  ejercitando  acción  en  forma, 
y  los  demandados  en  virtud  de  llamamiento  judicial,  y  Halcón  no  era  lo 
uno  ni  lo  otro:  que  decía  perturbaba  su  posesión,  pero  no  era  el  reme 
dio  legal  el  recurso  entablado,  porque  só'.o  se  concedía  por  la  ley  á  los 
litigantes,  y  él  no  era  parte:  que  teniéndose  como  interesado  en  el 
asunto  podía  deducir  una  acción  de  tercería  que  estaba  en  armonía  con 
el  precepto  constitucional  que  garantía  la  posesión  y  como  establecía. 
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la  ley  de  Enjuiciamiento:  que  para  que  la  acción  reivindicatoría  pros¬ 
perara  era  necesario  que  el  actor  justificara  plenamente  su  dominio,  y 
los  hermanos  Shelly  ejercitando  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud 
salieron  las  fincas  de  la  testamentaría  y  conjuntamente  la  reivindica¬ 
toría  de  las  mismas,  habiendo  prosperado  ambas  en  la  ejecutoria,  eso 
había  sido  determinar  la  declaración  de  dominio  que  tenía  que  preva¬ 
lecer  mientras  no  viniera  otra  ejecutoria  que  lo  declarara  á  favor  de 
distinta  persona:  que  Halcón  conocía  la  existencia  del  pleito,  y  que  los 
ex  ponentes  ignoraban  la  venta  á  retro  porque  siempre  habían  visto  al 
Marqués  disponer  de  las  fincas  como  dueño,  siendo  aquel  contrato  un 
préstamo  con  la  garantía  del  pacto  de  retro,  sin  otra  aspiración  que 
realizar  su  crédito,  prorrogando  los  plazos  hasta  que  dictada  la  ejecu- 
loria  y  para  eludir  sus  efectos  hizo  cancelar  en  1881  la  condición  reso¬ 
lutoria  en  el  mismo  Registro  en  que  años  antes  se  encontraba  anotada 
ta  demanda  reivindicatoría:  que  la  providencia  de  18  de  Julio  nó  había 
hecho  más  que  cumplir  el  art.  926  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
por  lo  que  no  podía  reformarse:  que  era  discutible  si  empecía  á  Halcón 
aquel  juicio,  porque  el  Marqués  Ies  hubiera  empeñado  las  fincas  y  luego 
entrado  en  pleito  sobre  su  señorío  con  la  testamentaria  sin  contradicción 
de  Halcón  que  lo  sabía,  y  aunque  se  dijera  que  no  eran  empeñadas  sino 
vendidas,  eso  sería  objeto  y  materia  de  discusión  y  pruebas  si  Halcón 
ejercitara  sus  derechos  en  forma  en  el  juicio  cqjrespondiepte:  que  en 
vano  entendía  que  no  le  afectaba  la  ejecutoria  por  ser  comprador  de 
buena  fe,  pues  la  misma  ley  de  Partida  en  que  se  apoyaba,  lo  que  le 
daba  era  derecho  de  demandar  de  saneamiento  al  Marqués  de  Villavel- 
viestre,  y  los  en  que  se  fundaba  para  retener  ¡as  fincas  hasta  que  fuera 
cumplidamente  satisfecho  no  le  atribuían  tal  derecho,  pues  lo  que  dis¬ 
ponían  era  el  pago  y  abono  de  jnejoras  que  no  se  habían  hecho  ni  po¬ 
dido  hacer  por  no  haber  sido  dueño  más  que  en  el  nombre,  habiéndose 
limitado  á  recibir  como  rentas  los  intereses  del  capital  prestados  sobre 
Jas  fincas;  y  que  no  tenía  aplicación  el  art.  1696  (así  dice)  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  citado  de  contrario,  porque  la  providencia  de  18  de 
Julio  se  había  dictado  para  cumplir  al  pie  de  la  letra  una  ejecutoria: 

Resultando  que  en  auto  de  4  de  Agosto  se  declaró  no  haber  lugar 
á  la  suspensión  del  recurso  de  las  actuaciones  ni  á  la  nulidad  qu£  á  su 
nombre  se  pretendía,  declarándose  asimismo  no  haber  lugar  á  la  repo¬ 
sición  pedida  por  D.  Ignacio  Halcón  de  la  providencia  de  18  de  Julio 
en  el  extremo  en  que  mandaba  dar  posesión  de  la  hacienda  de  Robaina 
y  de  la  dehesa  del  Chaparral  á  la  testamentaría  del  Teniente  General 
D.  Ricardo  Shelly,  ni  á  tenerle  por  parte  en  este  juicio,  condenándoles 
respectivamente  en  las  costas: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Villavelviestre  interpuso  apelación, 
que  le  fué  admitida  en  un  solo  efecto: 

Resultando  que  D.  Ignacio  Halcón  presentó  un  escrito  en  2  de  Agos 
to,  manifestando  que  le  convenía  acreditar  los  recursos  interpuestos 
contra  la  providencia  de  18  de  Julio  en  que  se  había  ordenado  la  pose¬ 
sión  de  las  fincas,  cancelación  del  asiento  de  venta  declarado  nulo  y 
todos  los  posteriores;  y  en  8  del  mismo  mes  do  Agosto  presentó  otro 
alegando  que  habiendo  visto  por  vez  primera  por  el  resultando  2o  del 
auto  de  4  de  aquel  mes  que  por  la  providencia  de  18  se  había  decreta 
do  la  cancelación  de  las  inscripciones  de  Robaina  y  Chaparral  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  propiedad  á  favor  del  Marqués  y  las  quede  la  misma  tra¬ 
jeran  causa,  á  pesar  de  tener  pedida  reposición  de  dicha  providencia,  á 
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su  entender  en  cuanto  le  perjudicase,  para  que  ni  por  asomo  se  creye¬ 
ra  que  consintió  ese  extremo  ahora  conocido;  invocando  el  texto  de  los 
artículos  82  y  84  de  la  ley  Hipotecaria;  y  ejercitando  el  derecho  que 
correspondía  á  virtud  de  providencias  judiciales  dictadas  sin  su  inter¬ 
vención  y  con  su  perjuicio,  pedía  para  el  caso  hipotético  de  entenderse 
que  no  tenía  reclamado  el  perticular  del  proveído  que  mandó  cancelar 
las  inscripciones  que  trajeran  causa  de  lo  ya  explicado,  que  se  le  admi¬ 
tiera  el  recurso  de  reforma  que  interponía;  y  reponiéndose  dicho  par¬ 
ticular  de  la  providencia  con  todas  sus  consecuencias,  se  dictaron  las 
disposiciones  oportunas  en  evitación  de  anteriores  perjuicios,  solicitan¬ 
do  para  el  caso  de  denegación  que  se  le  admitiera  libremente  la  apela¬ 
ción  que  interponía,  y  apelando  también  el  auto  de  4  de  Agosto  en 
cuanto  se  negaba  la  reposición  anteriormente  solicitada  y  su  persona 
lidad  en  aquel  juicio: 

Resultando  que  la  apelación  interpuesta  por  Halcón  se  admitió  en 
un  efecto,  y  sin  que  se  alegara  nada  de  contrario  respecto  á  la  reposi¬ 
ción  nuevamente  solicitada,  se  denegó  en  auto  de  14  del  referido  mes 
de  Agosto,  admitiéndose  en  un  solo  efecto  la  apelación  subsidiariamen¬ 
te  interpuesta: 

Resultando  que  la  Audiencia  de  Sevilla  declaró  admitidas  libremen¬ 
te  las  indicadas  apelaciones,  y  que  sustanciada  la  instancia,  dictó  sen¬ 
tencia  en  9  de  Junio  dal  corriente  año  1883,  confirmando  con  la  tercera 
parte  de  costas  al  apelante  Ú.  Cayetano  Díaz  Trechuelo,  Marqués  de 
Yillavelviestre,  el  auto  apelado  por  el  msimo  en  4  de  Agosto  de  1882, 
en  cuanto  por  él  no  se  dió  lugar  á  la  declaración  de  nulidad  de  las  ac¬ 
tuaciones  practicadas  con  posterioridad  á  la  providencia  da  18  de  Julio 
del  mismo  año,  y  se  le  condenó  en  cierta  parle  de  costas  de  la  primera 
instancia,  y  revocado  el  expresado  aut<*y  el  de  14  del  mismo  mes  de 
Agosto  en  cuanto  por  ellos  no  se  dió  lugar  á  la  reposición  pretendida 
por  D.  Ignacio  Halcón,  á  nombre  de  sus  menores  hijes,  del  proveído  de 
18  de  Julio  de  1882  en  la  parte  referente  á  la  posesión  en  el  mismo  man¬ 
dada  dar  á  ¡os  hermanos  Shelly  de  la  hacienda  de  Robaina  y  dehesa  del 
Chaparral  y  la  cancelación  acordada  de  las  'inscripciones  del  Registro 
de  la  propiedad  que  trajeran  causa  de  la  hecha  en  favor  del  Marqués  de 
Villavelviestre,  y  se  condenó  A  dicho  Halcón  en  parte  de  las  costas  de 
primera  instancia,  declaró  eu  su  virtud  procedentes  las  reposiciones 
solicitadas  por  parte  de  Halcón,  y  dejando  sin  efecto  la  posesión  confe¬ 
rida  de  las  indicadas  fincas  á  D.  Luis  y  Doña  Matilde  Shelly  se  confi¬ 
riera  desde  luego  dicha  posesión  á  D.  Ignacio  Halcón,  á  nombre  de  sus 
menores  hijos,  declarando  asimismo  no  haber  lugar  por  ahora  á  la  can¬ 
celación  de  las  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad  que  traen 
causa  ó  son  consecuencia  de  lo  que  aparecía  en  el  mismo  á  favor  del 
expresado  D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo,  Marqués  de  Vtllavelvieslre;  en¬ 
tendiéndose  todo  ello  sin  perjuicio  del  derecho  que  pueda  asistir  a  los 
interesados  respecto  á  dicha  hacienda  y  dehesa  sobre  cualquiera  otro 
extremo,  el  cual  podrán  ejercitar  en  la  forma  procedente: 

Resultando  que  D.  Luis  y  Doña  Matilde  Shelly  interpusieron  recur¬ 
so  de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

Io  Por  contener  el  fallo  disposiciones  contradictorias,  el  art.  3^9  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  prescribe  que  las  sentencias  sean 
claras  y  precisas,  saltando  á  la  vista  la  contradicción  alegada  con  sólo 
comparar  la  primera  parte  del  fallo  por  la  que  al  desestimar  la  apela¬ 
ción  interpuesta  por  el  Marqués  de  Yillavelviestre  se  daba  por  buena 
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y  aun  necesaria  como  ejecución  de  la  sentencia  de  14  de  Noviembre  la 
posesión  dada  á  la  testamentaria  del  General  Shelly  de  las  fincas  en 
cuestión  con  la  parte  subsiguiente  del  mismo  fallo  en  que  se  quitaba  á 
la  testamentaría  esa  posesión  para  conferirla  á  los  hijos  de  D.  Ignacio, 
y  como  aquella  primera  parte  no  era  objeto  del  recurso,  la  contradic¬ 
ción  no  podía  resolverse  sino  poniendo  en  armonía  con  ella  el  resto  de 
la  sentencia: 

2o  El  art.  926  de  la  propia  ley,  con  arreglo  al  cual  procedía  poner 
inmediatamente  en  posesión  del  que  ganó  el  pleito  la  cosa  inmueble  que 
en  virtud  de  la  sentencia  debía  entregarse;  y  habiendo  mandado  la  eje¬ 
cutoria  entregar  la  hacienda  de  Robaina  y  la  dehesa  del  Chaparral  A  la 
testamentaría  del  General  Shelly,  la  sentencia  de  9  de  Junio  mandaba, 
no  sólo  que  no  se  le  diera,  sino  precisamente  que  se  le  quitase  para 
otorgarla  á  terceras  personas: 

3o  El  principio  legal  de  que  los  pleitos  comienzan  por  demanda  y 
respuesta,  principio  de  que  era  aplicación  el  art.  1532  de  la  misma  ley 
también  infringido,  y  que  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  1443  era 
aplicable  como  todos  ¡os  de  la  sección  en  que  arnbo,|  se  hallaban  á  las 
tercerías  que  se  interpusieran  en  los  procedimientos  para  la  ejecución 
de  sentencias,  pues  la  tercería  era  la  única  forma  legal  con  que  podría 
hacer  valer  «us  derechos  de  dneño  la  persona  que  se  considera  per¬ 
judicada  en  ello3  por  la  sentencia  dictada  en  un  pleito  en  que  no  había 
sido  parte: 

4o  El  principio  ó  doctrina  legal  de  que  lo  nulo  no  produce  ningún 
efecto,  pues  si  la  adquisición  A  retroventa  hecha  en  1869  por  el  causan 
te  de  los  hijos  de  D.  Ignacio  Halcón  descansaba  en  la  propiedad  que/le 
las  fincas  retrovendidas  tuviera  el  Marqués  de  Yillavelviestre,  de  quien 
aquél  las  hubo,  y  la  sentencia  de  14  de  Noviembre  de  4 881  declaró  nulo 
el  título  en  que  se  fundara  aquella  aparente  propiedad,  mandando  de¬ 
volver  tales  fincas  A  aquel  cuyas  eran  y  á  quien  nunca  habían  (Tejado  de 
pertenecer  legalmente,  nunca  pudieron  ser  propias  del  Marqués  de  Pa¬ 
lomares  ni  trasmitirlas  éste  á  sus  nietos: 

5o  Los  artículos  33  y  34  de  la  ley  Hipotecaria,  en  cuanto  se  dejaba  de 
aplicar  el  primero  y  aplicaba  el  segundo  sin  tomar  en  cuenta  las  con 
diciones  que  el  mismo  establecía,  pues  ordenando  el  33  que  la  inscrip¬ 
ción  no  convalida  los  actos  ó  contratos  nulos,  y'cubriendo  con  su  pro¬ 
tección  el  34  á  los  terceros  que  hubieran  adquirido  de  personas  que  en 
los  Registros  aparecían  con  aptitud  para  ello,  si  bien  A  condición  de 
que  hiciera  notificar  su  inscripción  A  las  personas  que  en  los  20  años 
anteriores  hubiesen  poseído  los  mismos  bienes,  la  sentencia  había  in 
validado  A  favor  de  los  hijos  de  D.  Ignacio  Halcón,  y  en  razón  á  estar 
inscrita,  la  adjudicación  evidentemente  nula  hecha  por  el  Marqués  de 
Palomares,  de  quien  ni  tenía  derecho  para  ello,  y  por  otra  parte  se  les 
reconocía  la  inmunidad  del  art.  34,  sin  que  hubiera  precedido  la  noti- 
cación  que  el  mismo  requería  como  condición  indispensable: 

6o  La  cosa  juzgada  alegada  en  tiempo  y  constantemente  en  el  inci¬ 
dente  de  que  se  trata,  ó  fuera  la  misma  sentencia  de  14  de  Noviembre 
de  1881,  puesta  en  trAmites  de  ejecución,  bastando  recordar  en  cuanto 
A  la  existencia  de  la  fracción,  que  la  Sala  sentenciadora  por  uno  de  sus 
considerandos  declaró  de  imposible  cumplimiento  la  sentencia,  y  que 
en  este  fallo  decretó  lo  contrario  precisamente  de  lo  ordenado  por  ésta: 

7o  Por  el  mismo  concepto  la  ley  19,  tít.  22  de  la  Partida  3a,  relativa 
á  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada,  y  la  doctrina  sentada  en  conformidad  A 
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ella  por  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  19  de  Diciembre  da 
1 88 1 ,  conforme  á  la  cual  el  juicio  afinado  no  puede  dejar  de  cumplirse 
mientras  no  recayera  también  otra  sentencia  firme  por  alguna  délas 
causas  expresadas  en  la  misma  ley;  pues  la  de  9  de  Junio  dejaba  sin 
efecto  la  que  se  dejaba  sin  cumplir  y  era  ejecutoria,  sin  que  hubiera 
recaído  en  el  juicio  correspondiente  otra  nueva  que  la  invalidase: 

8o  La  do  trina  contenida  en  las  sentencias  de  13  y  14  de  Mayo  de  1868, 
según  las  cuales  toda  sentencia  ejecutoria  ó  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  adquiere  conforme  á  la  ley  fuerza  irrevocable  entre  los 
litigantes,  sus  herederos  y  causa  habientes,  y  como  no  había  duda  de 
que  los  hijos  de  D.  Ignacio  Halcón  traían  causa  en  cuanto  á  las  fincas 
del  litigio  del  Marqués  do  Villavel viestre,  tampoco  podía  haberla  en 
que  les  había  de  perjudicar,  así  en  su  día  respecto  á  la  propiedad 
como  hoy  respecto  á  la  posesión,  la  sentencia  dictada  contra  dicho 
Marqués: 

9o  La  ley  20  del  mismo  título  y  Partida,  que  al  establecer  excepcio¬ 
nes  de  la  regla  general  de  que  las  ejecutorias  sólo  perjudican  á  los  que 
han  litigado,  sienta  dos  que  alcanzaban  al  contendiente,  á  saber:  la  de 
que  perjudicaba  al  comprador  el  juicio  dado  contra  el  vendedor,  caso 
en  que  se  encontraban  los  hijos  de  D.  Ignacio  Halcón  en  su  carácter  de 
herederos  de  su  abuela  respecto  del  Marqués  de  Villavel viestre  y  la  reía* 
tiva  al  que  se  encontraba  en  idénticas  condiciones  que  el  que  fué  conde¬ 
nado  por  la  sentencia;  doctrina  que  explicaba  y  desenvolvía  el  fallo  de 
este  Supremo  Tribunal  de  *22  de  Mayo  de  1867,  también  infringido: 

10.  Acreditado  qne  la  providencia  de  18  de  Julio  de  1882  era  cono¬ 
cida  de  D.  Ignacio  Halcón  en  el  extremo  relativo  á  cancelación  de  ins¬ 
cripciones  desde  el  2  de  Agosto,  no  obstante  lo  cual  no  pidió  reposición 
respecto  del  mismo  hasta  el  día  8  siguiente,  el  párrafo  segundo  del 
artículo  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  cual  se  entien¬ 
de  notificada  la  persona  que  se  da  por  enterada  enjuicio  del  proveí  Jo 
que  se  le  había  de  notificar;  el  377,  que  concede  cinco  días  para  pedir 
reposición,  y  el  31?,  que  declara  la  caducidad  del  derecho  trascurrido 
que  sea  el  término  improrrogable  concedido  para  ejercitarlo: 

11.  Los  artículos  2o,  núrn.  Io,  3o,  77  y  79,  núm.  3o,  de  la  ley  Hipo¬ 
tecaria,  pues  según  los  dos  primeros  era  absoluto  rigor  la  inscripción 
del  dominio  de  la  hacienda  y  dehesa  m'encionadas  á  favor  de  la  testa 
mentaría  del  General  Shelly,  en  virtud  de- la  sentencia  ejecutoria  que 
ordenaba  su  devolución  á  la  misma  por  nulidad  de  la  venta  que  de  ella 
se  había  hecho  al  Marqués  de  Villavel viestre;  según  el  77,  esta  inscrip¬ 
ción  extinguía  las  que  apareciesen  de  las  mismas  fincas  en  favor  de 
otras  personas,  y  además  con  arreglo  al  núm  3o  del  79,  procedía  la  can¬ 
celación  de  estas  mismas,  anulado  por  la  mencionada  sentencia  el  títu¬ 
lo  que  la  servía  de  base  y  la  sentencia  recurrida  denegaba  la  cancela¬ 
ción  de  las  inscripciones  que  traían  causa  de  la  del  Marqués  de  VilU- 
velviestre: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Fernández  Palma  : 

Considerando  que  no  pueden  estimarse  como  infracciones  de  ley  las 
que  bajo  tal  concepto  se  alegan  en  el  primer  fundamento  del  recurso, 
puesto  que  habiendo  sido  parte  el  Marqués  de  Vil  la  vel  viestre  en  el  plei¬ 
to  á  que  puso  término  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se  trata,  f 
siendo  completamente  extraño  á  aquel  litigio  D.  Ignacio  Halcón,  es  in¬ 
dudable  que  la  situación  de  uno  y  otro  varía  esencialmente  para  los 
efectos  de  dicha  ejecutoria,  y  por  lo  tanto  que  al  denegar  el  auto  re- 
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'Clamado  la  pretensión  del  primero  no  contradice  lo  que  el  mismo  or¬ 
dena  respecto  al  segundo,  siendo  por  lo  demás  claros  y  precisos  los  tér¬ 
minos  del  indicado  fallo: 

Considerando  que  éste  no  infringe  el  art.  926  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  citado  en  el  segundo  motivo,  pues  si  bien  preceptúa  que  se 
ponga  inmediatamente  en  posesión  al  que  ganó  en  un  pleito  alguna  cosa 
inmueble,  esto  se  entiende  si  se  halla  en  poder  de  quien  deba  entre¬ 
garla,  con  arreglo  A  la  sentencia  ejecutoria,  y  en  el  caso  de  autos  es  in¬ 
negable  que  D.  Ignacio  Halcón  ni  pot  si  ni  en  representación  de  sus 
menores  hij  s  fué  condenado  á  la  devolución  de  la  hacienda  de  la  Ro- 
baina  y  dehesa  del  Chaparral  por  la  circunstancia  antes  expresada  de 
no  haber  sido  parte  en  el  pleito  seguido  por  los  hermanos  Shelly  con¬ 
tra  el  Marqués  de  Villavelviestre: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  auto  recurrido  los  artícu¬ 
los  1532  y  1313  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento  citados  en  el  tercer 
motivo,  ya  porque  sus  disposiciones  como  puramente  formularias  no 
pueden  servir  de  fundamento  para  la  casación  en  el  fondp,  según  tiene 
declarado  con  repeticiórresto  Tribunal,  ya  también  con  referirse  expre¬ 
samente  á  los  casos  en  que  se  proceda  por  embargo  ó  venta  de  bienes, 
de  lo  cual  no  se  trata  de  estos  antos,  sino  de  dar  posesión  de  unas  fin¬ 
cas  A  quien  de  derecho  corresponda  én  virtud  de  los  títulos  que  hoy  se 
tienen  á  la  vista  y  los  asientos  que  aparecen  del  Registro  de  la  propie¬ 
dad,  sin  perjuicio  de  lo  que  haya  lugar  á  resolver  en  uñ  juicio  decla¬ 
rativo: 

Considerando  que  es  improcedente  la  infracción  que  se  alega  en 
cuarto  lugar,  toda  vez  que  el  principio  de  que  lo  nulo  no  produce  efec¬ 
to  alguno,  es  inaplicable  á  los*casos  que  taxativamente  determina  el 
art.  3í  de  la  ley  Hipotecaria  como  excepción  de  lo  prevenido  en  el  33, 
cuya  disposición  tampoco  infringe  la  sentencia  impugnada,  según  pre¬ 
tenden  los  recurrentes  en  el  quinto  motivo,  pues  si  bien  el  artículo  úl¬ 
timamente  citado  establece  que  la  inscripción  en  el  Registro  no  invali¬ 
da  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  A  las  leyes,  el  si¬ 
guiente,  ó  sea  el  34,  prescribe  de  un  modo  terminante  que  cuando  el 
verdadero  dueño  del  inmueble  consiguiese  la  anulación  del  derecho  con 
que  aparecía  en  el  Registro  el  que  otorgó  el  acto  ó  contrato,  no  se  in¬ 
validaría  éste  respecto  al  tercero  que  hubiera  inscrito  con  anterioridad 
su  titulo,  cuya  circunstancia,  por  lo  que  hasta  ahora  resulta,  concurre 
en  los  menores  Halcón,  siendo  por  lo  tanto  imposible  en  el  orden  legal 
desposeerlos  de  las  dos  mencionadas  fincas,  sin  que  antes  sean  citados, 
oídos  y  vencidos  en  el  correspondiente  juicio: 

Considerando  que  no  son  más  procedentes  los  motivos  6o  al  9o  in¬ 
clusive  fundados  en  la  irrevocabilidad  y  eficacia  de  la  cosa  juzgada, 
pues  si  bien  este  principio  es  indiscutible,  únicamente  se  refiere  A  las 
personas  que  hayan  sido  parle  en  el  juicio,  sus  herederos  y  causaha- 
bientes,  cuyo  carácter  no  tiene  D.  Ignacio  Halcón  en  la  representación 
con  que  se  ha  personado  en  estos  autos  por  haber  adquirí  lo  A  título  de 
compra  las  finces  de  que  se  trata,  y  hecho  la  oportuna  inscripción  en 
el  Registro  de  la  propiedad: 

Considerando  que  tampoco  es  de  estimar  el  décimo  motivo,  en  que 
se  establece  por  hese  de  la  infracción  alegada  la  existencia  de-un  hecho 
que  no  consta  del  fallo  recurrido,  lo  cual  no  puede  servir  de  fnndamen- 
to  legal  para  la  casación,  según  tiene  declarado  este  Supremo  Tri¬ 
bunal: 
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Considerando,  por  último,  que  tampoco  puede  estimarse  el  undéci¬ 
mo  motivo,  porque  en  él  se  hace  supuesto  de  la  dificultad  al  consignar 
como  procedente  y  legal  la  anulación  de  la  inscripción  del  dominio  he¬ 
cho  á  favor  de  los  menores  Halcón  por  consecuencia  de  la  ejecutoria  de 
Pide  Noviembre  de  1881,  dando  á  ésta  un  alcance  que  la  sentencia  le 
niega  por  la. razón  fundamental  antes  expresada  de  haber  sido  extraños 
al  juicio  dichos  menores ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  y  Doña  Matilde  de  Shelly  y 
Trechuelo,  á  quienes  condenamos  en. las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta¬ 
miento  que  ha  remitido. — (Sentencia  publicada  el  29  de  Diciembre  de 
1883,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  31  de  Enero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Cumplimiento  de  un  convenio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Enrique  Catafal  con  D.  Juan  Pifcrrer  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se 
resuelve: 

P  Que  el  art.  190  del  reglamento  provisional  de  14  de  Enero  de  1873, 
se  refiere  i  la  administración  y  realización  del  impuesto  de  derechos 
reales  y  trasmisión  de  bienes ,  y  no  afectando  al  fondo  de  la  cuestión  de¬ 
batida  en  el  pleito,  es  improcedente  su  <¿ita  para  determinar  la  casa¬ 
ción  que  se  pretende : 

2o  Que  si  el  fundamento  esencial  de  la  sentencia  recurrida ,  en  lo 
que  se  refiere  á  ia  reconvención,  único  punto  objeto  del  recurso,  consis¬ 
tente  en  que  refiriéndose  los  documentos  en  que  la  fundaba  el  demanda¬ 
do  á  la  justificación  de  sus  derechos  para  disponer  de  las  aguas  de  un 
río ,  carecían  de  aplicación  al  presente  caso  por  tratarse  de  las  de  otro, 
independientes  de  aquéllas ,  y  contra  esta  apreciación  de  la  Sala  senten  - 
dadora  fundada  en  las  pruebas  practicadas,  y  muy  especialmente  en  lo 
declarado  por  los  Ingenieros  de  minas,  no  resulta  documento  ó  acto  al¬ 
guno  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juzgador , 
cual  lo  requiere  el  núm.  Io  del  art.  1692,  hay  que  estar  á  dicha  apre  • 
dación-, 

Y  3o  Que  si  se  hace  supuesto  de  la  cuestión  para  aleqar  como  in¬ 
fringidos  el  Usatge  otnnes  causa  y  las  doctrinas  del  Tribunal  Supremo 
que  establecen  que  en  Cataluña  todas  las  causas  y  acciones  de  cuales  - 
quiera  naturaleza  que  sean  se  prescriben  por  30  años ;  que  cuando  se 
cuestiona  sobre  aprovechamiento  de  aguas ,  antes  que  las  reglas  gene 
rales  deben  estimarse  los  pactos  expresos  ó  los  derechos  creados  por  el 
uso,  según  el  resultado  de  las  pruebas  con  que  se  justifique-,  que  deri 
vando  el  derecho  á  unas  aguas  de  la  posesión  inmemorial ,  no  puede  te 
ner  aplicación  el  art.  34  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866  que  da  reglas 
sobre  los  derechos  futuros,  dejando  intactos  los  legítimamente  adquirí  - 
dos  con  anterioridad-,  que  en  materia  de  uso  y  aprovechamiento  dé  aguas 
es  doctrina  establecida  la  de  que  debe  respetarse  el  estado  posesorio-,  y 
que  en  materia  de  aguas  debe  respetarse  el  estado  posesorio ,  especial 
mente  cuando  descansa  sobre  la  posesión  inmemorial,  según  la  juris  - 
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prudencia  admitida  por  los  Tribunales:  es  improcedente  el  recurso  por 
estos  motivos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers 
y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Don 
Juan  Piferrer  y  Soler,  representado  por  el  Procurador  D.  Patricio  Gar 
cía  Alca ñiz  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Modesto  Llorón  con  Don 
Enrique  Catafal  y  Fontcuberta,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Fe- 
derido  Grases,  bajo  la  dirección  en  el  acto  de  la  vista  el  Doctor  D.  Ma 
nuel  Durán  y  Bas,  sobre  cumplimiento  de  un  convenio: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  villa  de  Granollers  á 
25  de  Julio  de  1616  el  Baile  general  del  Real  Patrimonio  en  Cataluña, 
por  cuanto  Francisco  Catafal  venia  desde  largo  tiempo  con  licencia  y 
facultad  de  S.  M.  en  posesión  de  regar  las  heredades  y  posesiones  que 
tenía  en  la  parroquia  de  San  Esteban  de  Vilanova  con  el  agua  que  dis¬ 
curría  por  un  acueducto  del  torrente  de  Yallderío  y  la  riera  de  Mugent 
se  le  ratificó  y  confirmó,  y  de  nuevo  estableció  y  concedió  al  dicho 
Francisco  Catafal  y  los  suyos,  con  el  pacto  y  condición  de  que  había  de 
pagar  anualmente  el  censo  anuo  de  un  sueldo,  concesión  que  aceptó 
D.  Francisco  Catafal,  obligándose  á  cumplir  con  el  pago  que  se  le  exi  - 
gía;  y  presentada  esta  escritura  á  la  oficina  de  liquidación  del  impues¬ 
to  sobre  derechos  reales  en  Diciembre  de  1879,  fué  devuelta  al  intere 
sado  por  no  hallarse  el  acto  que  comprendía  sujeto  al  impuesto: 

Resultando  que  D.  Juan  Catafal,  por  escritura  de  cabrevación  de  5 
de  Abril  de  1645,  reconoció  y  Qonfesó  á  favor  de.S.  M.  el  Rey  que  te¬ 
nia  por  el  aprovechamiento  y  uso  de  dichas  aguas  mediante  la  presta¬ 
ción  por  razón  del  censo  de  un  sueldo  anual  pagadero  el  día  de  la  Na¬ 
tividad  del  Señor,  y  que  por  haberse  pretendido  por  algunos  perturbar 
ó  despojar  á  D.  Ramón  Catafal,  propietario  del  manso  Catafal,  en  la 
posesión  de  dichas  aguas,  la  Intendencia  general  del  Principado  acordó 
en  19  de  Julio  de  1793  que  se  abstuvieran  de  hacerlo  bajo  la  pena  de 
200  libras  que  se  les  exigía  de  bienes  propios: 

Resultando  que  el  Intendente  general  del  Ejército  del  Principado  de 
Cataluña,  en  nombre  de  S.  M.,  y  sin  perjuicio  de  tercero,  por  escritu¬ 
ra  otorgada  en  Barcelona  á  3  de  Diciembre  1796  estableció  y  concedió 
en  enfitéusis  á  Doña  Josefa  Soler  y  Termens,  viuda,  y  á  los  que  en  su 
derecho  la  sucediesen,  la  facultad  de  usar  y  valerse  privativamente  de 
todas  las  aguas  que  nacían  en  todas  las  ti  rras  que  poseía  en  las  parro¬ 
quias  de  San  Saturnino  de  la  Roca  y  San  Esteban  de  Vilanova  de  la 
Roca,  Corregimiento  de  Mataró,  y  que  tenía  separadas,  vecinas  todas 
Á  la  orilla  de  la  riera  de  Mugent  y  en  un  Xaragall  que  existía  en  medio 
de  dichas  tierras,  aplicándolas  todas  las  aguas  que  hallase  para  el  riego 
de  alguna  parte  de  las  citadas  tierras,  pagando  de  entrada  100  rs.  y  de 
censo  anual  10  sueldos,  todo  moneda  de  ardites: 

Resultando  que  en  II  de  Mayo  de  1855  D.  Enrique  Catafal  solicitó 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers  que  se  la  recibiera 
una  información  sobre  los  hechos  de  que  por  sí  y  sus  antecesores  desde 
tanto  tiempo  que  no  había  meqioria  de  hombres  en  contrario  había  es¬ 
tado  en  la  quieta  y  pacifica  posesión  de  valerse  de  todas  las  aguas  que 
discurrían  por  el  torrente  Vallderiolf  y  por  la  riera  de  Mugent,  por 
medio  de  una  mina  conducto  que  las  recibía  del  Gorch  den  Font  y  se 
guia  conduciéndolas  por  la*costa  de  Congostell  hasta  casa  Catafal  para 


JURISPRUDENCIA  CIVIL 


>508 

regar  sus  propiedades;  que  los  que  habían  pretendido  regar  de  dichas 
aguas  lo  habían  hecho  siempre  con  el  beneplácito  de  D.  Enrique  Cala- 
fat  y  sus  causantes,  y  que  siempre  que  éstos  querían  regar  sus  propie¬ 
dades  lo  hacían,  aun  cuando  otro  regase,  por  el  pleno  uso  y  goce  que 
les  había  competido  y  competía  sobre  dichas  aguas;  y  dada  la  informa¬ 
ción  coh  H  testigos  que  aseguraron  los  hechos  expresados,  fué  apro¬ 
bada  por  el  Juez  con  audiencia  del  Promotor  fiscal: 

Resultando  que  con  fecha  en  Granollers  á  20  de  Abril  de  1864,  los 
consortes  D.  José  Piferrer  y  Doña  Josefa  Soler  y  Doña  Qulteria  Font- 
cuberta,  viuda  de  D.  Enrique  Catafal,  como  usufructuaria  de  los  bie¬ 
nes  del  mismo,  y  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores,  firmaron  un 
proyecto  de  convenio  ó  transacción,  por  el  que  á  fin  de  evitar  un  liti¬ 
gio  al  que  podía  dar  lugar  el  aprovechamiento  de  las  aguas  que  na¬ 
ciendo  en  las  tierras  del  manso  Font,  propio  de  la  citada  Doña  Josefa 
Soler,  pasaban  por  las  del  manso  Congostell,  hacia  las  del  manso  Ca¬ 
tafal,  de  las  cuales  se  valían  los  dueños  de  éste  para  el  riego  de  una 
parte  de  sus  tierras,  convencidas  las  partes  de  que  una  mina  construi¬ 
da  en  el  centro  de  los  mansos  Font  y  Rivas  había  de  producir  necesa¬ 
riamente  un  caudal  de  agua,  que  al  paso  que  daría  al  riego  de  casa 
Catafal  las  condiciones  de  estabilidad  y  permanencia  de  que  carecía, 
dejaría  un  sobrante  que  podría  utilizar  la  propietaria  Doña  Josefa  So¬ 
ler,  no  pudiendo  realizar  dicha  obra  la  casa  Catafal  sin  el  consenti¬ 
miento  de  los  consortes  Piferrer  y  Soler,  ni  éstos  sin  arrastrar  los  aza¬ 
res  de  un  litigio,  convinieron  en  la  forma  y  maneia  de  aprovechar  di¬ 
chas  aguas: 

Resultando  que  para  el  aprovechamiento  de  este  convenio  había 
solicitado  Doña  Quileria  Fontcuberta  de  Catafal  en  Julio  de  1863  la 
correspondiente  autorización  del  Juzgado,  para  lo  cual  se  recibió  in¬ 
formación  de  testigos  oyéndose  el  dictamen  de  tres  Letrados  y  del 
Procurador  fiscal,  habiendo  silo  declarado  útil  y  necesario  dicho  con¬ 
venio  en  auto  de  24  de  Setiembre: 

Resultando  que  en  29  de  Octubre  de  dicho  año  1863,  Doña  Quitaría 
Fontcuberta  firmó  un  recibo  á  favor  de  D.  José  y  Doña  Josefa  Piferrer 
de  222  duros  á  cuenta  de  los  trabajos  que  se  hacían  en  la  mina  que  pa¬ 
saba  por  el  terreno  de  Congostell,  que  era  la  mitad  de  lo  que  se  tocaba, 
según  la  escritura  ó  compromiso  que  firmarían  para  alargar  dicha  mina 
hasta  cierto  punto  de  terreno  de  Piferrer;  y  en  \~l  de  Marzo  de  1864 
firmó'otro  recibo  de  loO  duros  por  igual  concepto: 

Resultando  que  D.  Juan  Piferrer  y  Soler  acudió  en  6  de  Junio  de 
1878  al  Juez  de  primera  instancia  <)e  Granollers  exnoniendo:  que  el 
dueño  y  poseedor  del  manso  Font  de  Vilanova  de  la  Roca  por  sí  y  sus 
causantes  se  hallaba  de  tiempo  antiquísimo  en  la  pacífica  posesión  de 
la  alameda  Je  dicho  manso,  y  que  acababa  de  ser  despojado  por  don 
Enrique  Catafal,  que  había  abierto  una  zanja  ó  excavación  dentro  de 
la  alameda  del  manso  en  busca  de  aguas  subterráneas;  y  como  tales 
hechos  constituían  un  verdadero  despojo,  pidóque  previa  información 
se  decretaba  la  restitución  con  todas  sus  consecuencias;  y  dada  en  efec¬ 
to  por  auto  de  21  de  Junio  de  1878  se  acordó  la  restitución  con  indem¬ 
nización  de  daños,  perjuicios  y  costas,  habiéndose  llevado  á  ejecución 
en  el  mismo  día  y  el  siguiente  22: 

Resultando  que  I).  Juan  Piferrer  y  Solé  dedujo  en  lo  de  Noviembre 
de  18:9  la  demanda  origen  de  estos  autos  para  que  se  declarase  que  el 
demandante  y  D.  Enrique  Catafal  estaban -atenidos  al  cumplimiento 
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del  convenio  cayo  borrador  acompañó  en  su  demanda,  condenando  al 
demandado  á  firmar  la  correspondiente  escritura  pública,  y  á  lo  cual 
sa  había  negado,  procediendo  también  en  declararse  que  los  términos  ó 
plazos  estipulados  en  el  mismo  debían  contarse  desde  el  día  último  del 
mes  en  que  dicha  escritura  debia  firmarse: 

Resultando  que  con  su  escrito  acompañó  en  efecto  un  borrador  del 
citado  convenio  que  tenía  por  objeto  la  construcción  de  una  mina  con¬ 
tinuadora  de  la  que  atravesaba  el  manso  Congostell  y  aprovechamiento 
de  las  aguas,  consignándose  en  la  relación  que  se  hace  de  lo  que  á  cada 
una  de  las  partes  pertenecía  que  D.  Enrique  Catafal  y  Fontcuberta  te¬ 
nía  inscrita  á  su  favor  á  título  de  dueño  una  heredad  llamada  manso 
Catafal,  sita  en  ¡érmino  de  Vilanova  de  la  Roca,  parte  de  regadío  y 
parte  de  secano,  manifestando  ambos  comparecientes  que  á  la  parte 
Norte  de  la  heredad  Catafal  en  lo  que  de  ella  mediaba  hasta  encontrar 
los  mansos  primeramente  el  Font  y  después  el  Rivas,  existía  el  manso 
Congostell,  propio  de  D.  Juan  Armeogol;  que  dentro  de  dicho  manso 
Font  existía  una  pequeña  laguna  ó  charco  llamada  en  el  dialecto  cata 
lán  Gorch,  del  cual  manaba  cierto  caudal  de  agua  que  marchaba  en  di¬ 
rección  al  manso  Congostell,  y  atravesándolo  desde  tiempo  inmemorial 
línea  recta  hacia  el  Sur  por  medio  de  una  mina  debidamente  construida 
iba  á  salir  á  la  heredad  Catafal,  la  cual  también  atravesaba  en  la  misma 
dirección  por  medio  de  una  acequia  descubierta,  de  cuya  agua  también 
habían  hecho  uso  desde  muchos  años  los  dueños  de  la  casa  Catafal  para 
ei  riego  de  su  heredad  antes  descrita,  y  para  los  demás  objetos  que 
habían  tenido  por  conveniente: 

Resultando  que  negando  D.  Enrique  Catafal  y  Fontcuberta  la  exis¬ 
tencia  del  convenio  á  que  la  demanda  se  refería,  y  utilizando  la  excep¬ 
ción  de  falta  de  acción,  solicitó  que  se  le  absolviera  de  ella,  pretendien¬ 
do  por  vía  de  reconvención  que  se  deiara  sin  efecto  el  auto  restitutorio 
de  2f  de  Junio  de  1878,  con  declaración  expresa  de  que  Catafal  tenía 
derecho  á  aprovechar  y  hacer  suyas  las  aguas  que  derivan  por  la  ace¬ 
quia  objeto  del  interdicto;  y  que  partiendo  del  Goróh  seu  Font,  y  pa¬ 
sando  por  la  alameda  de  D.  Juan  Pifeirer,  y  siguiendo  por  el  manso 
Congostell,  las  conducía  á  las  tierras  del  manso  Catafal,  para  cuyo  rie¬ 
go  estaban  destinadas,  así  como  el  de  practicar  todo  los  trabajos  de 
limpia  y  excavaciones  que  fueran  menester  para  la  obtención  y  mante¬ 
nimiento  de  dichas  aguas,  y  se  condenase  al  repetido  Piferrer,  no  sólo 
al  reintegro  de  la  cantidad  de  663  pesetas  31  céntimos  satisfechas  por 
Catafal  como  costas  del  interdicto,  sino  también  á  indemnizarle  todos 
los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  su  consecuencia,  y  al  pago  de  todas 
las  costas;  alegando  en  su  apoyo-de  la  reconvención  que  por  sí  y  sus 
causantes,  como  propietario  del  manso  Catafal,  tenía  derecho  al  apro¬ 
vechamiento  de  todas  las  aguas  de  la  riera  Mogent  para  el  riego  de  sus 
tierras,  y  él  y  sus  antecesores  desde  tiempo  inmemorial  y  muy  anterior 
al  año  1616  habían  estado  siempre  en  la  continua  y  pacífica  poses'ón  de 
dichas  aguas,  como  lo  acreditaba  lo  escritura  de  establecimiento  antes 
referida,  el  hecho  de  haber  exigido  la  Intendencia  general  del  Princi¬ 
pado  en  1793  á  los  que  pretendían  perturbar  en  la  posesión  de  ellos  i 
D.- Ratpón  Catafal  que  se  abstuvieran  de  hacerlo  bajo  pena  de  200  li¬ 
bras;. la  escritura  de  Abril  de  16Í5,  eu  que  D.  Juan  Catafal  reconoció  y 
confesó  á  favor  de  S.  M.  que  tenía  por  él  el  aprovechamiento  y  uso  de 
dichas  aguas  mediante  la  prestación  del  censo  de  un  meldo;  el  pago 
hecho  por  Catafal  de  tste  censo  hasta  el  año  1864,  que  fué  el  último  en 
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que  se  exigió;  la  informaoióit  practicada  en  185o  para  acreditar  la  po¬ 
sesión  de  dichas  aguas;  el  «xpediente  gubernativo  que  el  propio  año 
promovió  el  Ayuntamiento  de  la  Roca,  en  méritos  del  cual  declaró  |b 
Diputación  provincial  que  dejaba  á  salvo  A  favor  del  propietario  del 
manso  Catafal  las  aguas  en  cuestión;  la  circunstancia  de  tener  amilla¬ 
rada  una  gran  extensión  de  tierras  del  manso  Catafal  en  concepto  de 
regadío  desde  muy  antiguo  y  retener  los  inscritos  en  el  mismo  concep¬ 
to;  y  por  último,  la  circunstancia  de  haberse  conocido  y  denominado 
siempre  en  la  comarca  con  el  nombre  de  aguas  de  casa  Catafal;  que 
éste  y  sus  causantes  se  habían  valido  siempre  para  la  toma  y  aprove¬ 
chamiento  de  tales  aguas,  y  había  estado  en  posesión  de  una  acequia  ó 
zanja  que  desde  el  Gorch  den  Font  pasando  por  una  alameda  de  perte¬ 
nencia  de  D.  Juan  Piferrer  y  siguiendo  Inego  por  el  manso  Congostell 
propio  de  D.  Juan  Armengol,  los  conducía  al  manso  Catafal.  y  la  exis¬ 
tencia  y  posesión  de  esta  acequia  no  sólo  era  de  más  de  30,  40  y  50 
años,  sino  que  de  su  conocimiento  no  había  memoria  de  hombres;  que 
él  y  sus  causantes,  en  prueba  de  «tales  facultades  y  posesión,  habían 
precedido  de  continuo  y  siempre  que  había  sido  preciso,  ñor  disminu 
ción  de  aguas  ú  otra  circunstancia  á  lu  limpia  y  excavación  de  la  ace¬ 
quia  repetida;  trabajos  que  había  practicado  precisamente  Catafal  A  úl¬ 
timos  de  Mayo  ó  primeros  de  Junio  de  1878,  sin  que  variara  ni  modifi¬ 
cara  en  lo  más  mínimo  su  trazado;  que  alterando  estos  hechos  se. había 
interpuesto  demanda  de  interdicto  de  recobrar,  diciendo  D.  Juan  Pife¬ 
rrer,  dueño  del  manso  Font  de  Vilanova  de  la  Roca,  que  se  hallaba  por 
sí  y  sus  causantes  de  tiempo  antiquísimo  en  la  pacífica  posesión  de  la 
alameda  de  dicho  manso,  y  qne  acababa  de  ser  despojado  de  ella  por 
D.  Enrique  Catafal  que  había  abierto  una  zanja  ó  excavación  dentro  de 
dicha  alameda;  y  que  estimado  el  interdicto  se  llevó  á  efecto,  dando 
por  resultado  que  dejara  de  fluir  agua  por  dicha  zanja  ó  acequia,  que¬ 
dando  con  ello  perturbado  Catafal  en  sn  derecho  y  posesión  de  utili¬ 
zarla  desde  tiempo  inmemorial,  y  qne  además  del  considerable  detri¬ 
mento  que  había  sufrido  por  el  interdicto  se  le  habían  ocasionado  per¬ 
juicios  cuantiosos,  tanto  por  la  falta  de  riego  en  sus  tierras,  como  por 
haberse  muerto  á  consecuencia  de  la  misma  los  árboles  de  una  alameda 
de  su  propiedad -en  la  extensión  de  10  cuarteras  aproximadamente,  ha¬ 
biendo  por  último  satisfecho  por  razón  de  costas  669  pesetas  y  31  cén¬ 
timos: 

Resollando  que  el  demandante  en  el  escrito  de  réplica  imnngnó  la 
reconvención  alegando  que  sus  causantes  tenían  varios  y  legales  títu¬ 
los  quo  les  atribuían  legítimo  derecho  á  utilizarse  de  las  aguas  de  la 
riera  Mngent,  que  ofrecía  presentar  tan  luego  como  se  hallasen  A  su 
disposición,  á  pesar  de  no  tener  relación  alguna  con  el  actual  litigio, 
como  tampoco  la  tenían  los  que  alegaba  el  demandado  por  no  tratarse 
en  él  de  aguas  de  dicha  riera;  que  Catafal  y  sus  causantes  nunca  se  ha¬ 
bían  utilizado  para  el  riego  de  sus  tierras  de  las  aguas  procedentes  de 
la  riera  Mngent,  así  era  que  aun  cuando  tuviera  tal  derecho  nunca  le 
habían  ejercitado;  que  era  falso  qne,  como  afirmaba  Catafal,  discurrían 
ni  hubieran  podido  discurrir  por  la  acequia  de  que  se  trataba  las  aguas 
de  la  expresada  riera,  y  sí  únicamente  las  qne  nacían  en  el  mismn 
Gorch  den  Font,  situado  en  la  alameda  de  Piferrer  y  las  que  nacían  en 
todo  el  trayecto  de  la  misma  acequia  qne  atravesaba  dicha  alameda, 
siendo  de  nolar  que  desde  el  Gorch  den  Font  A  la  riera  Mugent.  había 
la  enorme  distancia  de  176  metros,  según  se  haría  constar  en  el  plano 
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que  se  acompañaba;  que  nada  tenían  que  ver  las  aguas  de  dicha  ace¬ 
quiaron  las  de  la  riera,  siendo  aquéllas  de  propiedad  de  Piferrer  por¬ 
que  nacían  en  su  alameda,  y  porque  ert  el  año  de  1796,  con  escritura 
•  le  establecimiento,  el  Intendente  del  Principado  concedió  en  eníiteusis 
á  sus  causantes  las  aguas  que  nacían  en  todas  las  tierras  que  poseían 
en  las  parroquias  de  San  Saturnino  y  San  Esteban  de  Vilanova  de  la 
Roca  y  en  un  Xaragail,  actualmente  conocido  porfiorch  den  Font  que 
existía  en  medio  de  dichas  tierras,  facultándoles  para  vender,  permu¬ 
tar  y  disponer  libremente  de  dichas  aguas;  que  era  falso  que  Catafal  y 
sus  causantes  hubieran  procedido  á  la  limpia  y  excavación  de  la  ace¬ 
quia  cuando  lo  consideraban  conveniente,  pues  siempre  se  habían 
opuesto  á  ello  Piferrer  y  sus  causantes,  y  si  alguna  vez  lo  habían  eje¬ 
cutado  había  sido  clandestina  y  abusivamente;  que  el  auto  restitutorio 
fué  procedente  por  constituir  un  verdadero  despojo  los  hechos  que  die¬ 
ron  lugar  á  él,  debiendo  aún  Catafal  indemnizar  á  Piferrer  los  daños  y 
perjuicios,  para  lo  cual  se  reservaba  la  acción  competente;  y  que  aun 
en  el  caso  de  ser  ciertos  los  que  Catafal  decía  haber  sufrido  á  conse¬ 
cuencia  del  interdicto,  ninguna  responsabilidad  alcanzaría  á  Piferrer 
por  corresponderle  única  y  exclusivamente  la  propiedad  del  agua  que 
discurría  por  dicha  acequia;  y  terminó  reproduciendo  la  pre'tensióu  de 
su  demanda  con  la  petición  subsidiaria  de  que  se  condenara  al  deman¬ 
dado  á  elevar  á  escritura  pública  la  transacción  aprobada  por  el  Juz¬ 
gado,  asi  como  el  cumplimiento  de  la  misma,  pidiendo  en  todo  caso 
que  se  le  absolviera  de  la  reconvención  deducida  por  el  demandado, 
con  imposición  de  perpetuo  silencio,  declarando  al  mismo  tiempo,  y 
caso  de  no  estimarse  la  demanda  en  ninguno  de  los  dos  indicados  con¬ 
ceptos,  ser  de  la  exclusiva  propiedad  de  D.  Juan  Piferrer  las  aguas  que 
nacían  y  fluían  en  el  Gorch  den  Font  y  en  toda  la  acequia  que  atrave¬ 
saba  la  alameda  del  mismo: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia  en  12  de  Enero  de  1881  absolviendo  á  Don 
Enrique  Catafal  y  Fontcuberta  de  la  demanda  interpuesta  contra  el 
mismo  por  D.  Juan  Piferrer  y  Soler,  y  á  éste  de  la  reconvención  utili¬ 
zada  por  aquél  al  contestarla,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  el  demandado  D.  Enri¬ 
que  Catafal,  en  cuanto  á  la  reconvención  que  había  utilizado,  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  4udiencia  de  Barcelona  la  confirmó  con  las 
costas  en  1 1  de  Febrero  de  1 882,  en  la  parte  que  había  sido  apelada: 

Resuliaudo  que  D.  Enrique  Catafal  y  Fontcuberta  interpuso  recurso 
de  casación,  alegando: 

Io  Que  al  admitir  en  autos  la  escritura  de  establecimiento  de  3  de 
Diciembre  de  P9«,  en  que  Piferrer  había  apoyado  su  excepción,  por 
la  cual  se  concedieron  en  eufileusis  á  sus  causantes  las  aguas  que  na¬ 
cían  en  todas  las  tierras  que  poseía  en  las  parroquias  de  San  Saturnino 
y  San  Esteban  de  Vilanova  de  la  Roca  y  en  un  Xaragail  que  hoy  se  su¬ 
ponía  ser  el  Gorch  den  Font,  se  h  .bía  infringido  ef  art.  190  del  regla 
mentó  provisional  de  14  de  Enero  de  1.873,  según  el  cual  no  se  admiti¬ 
rán  por  los  Juzgados,  Tribunales  oidmarios  y  especiales,  ni  por  las 
oficinas  y  Corporaciones  del  Municipio,  de  la  provincia  ó  del  Estado, 
documento  en  que  no  conste  haber  pagado  el  impuesto  de  derechos 
reales  y  trasmisión  de  bienes,  ó  la  nota  de  exención,  si  por  ellos  se 
constituyen,  trasmiten,  reconocen,  modifican  ó  extinguen  derechos  ó 
bienes  inmuebles,  muebles  ó  semovientes,  perpetua,  indefinida,  lera- 
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poral,  revocable  6  irrevocablemente,  devolviendo  los  Juzgados  y  Tri¬ 
bunales,  oficinas  y  Corporaciones  á  los  interesados  los  documentos  que 
se  presenten  como  otorgados,  sin  los  requisitos  que  las  leyes  exigían, 
y  no  permitirán  que  quede  de  ellos  testimonio,  copia  ni  extracto  en  los 
expedientes  administrativos  ó  judiciales,  dando  conocimiento  de  ellos 
á  la  Administración  económica  respectiva,  toda  vez  que  el  citado  do¬ 
cumento  no  contenía  la  nota  que  prescribía  dicho  articulo: 

2o  Que  Catafal  había  acreditado  el  derecho  y  aprovechamiento  de  to¬ 
das  las  aguas  de  la  riera  de  Mugent  para  el  riego  de  las  tierras  del  man¬ 
so  Catafal  por  medio  de  la  escritura  de  establecimienio  de  25  de  Julio 
de  1616,  de  la  de  cabrevación  de  5  de  Abril  de  1845  y  de  la  certificación 
expresiva  de  una  información  judicial  practicada  en  Granollers  en  el 
año  de  1855,  ó  fuera  24  años  antes  de  promoverse  la  cuestión  de  autos; 
que  en  la  sentencia  se  suponía  que  las  aguas  de  la  riera  Mugent  no 
eran  las  mismas  de  las  del  Gorch  den  Font,  y  sin  embargo  cuatro  tes¬ 
tigos,  tres  de  ellos  peritos,  acreditaban  lo  contrario,  y  demostrado  esto 
en  el  pleito,  había  habido  error,  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  cuando  se  había  negado  á  Catafal  el  derecho  á  las  aguas  de  que 
se  trataba  como.procedentes  del  rí)  Mugent,  procediendo  por  tanto  el 
recurso  en  virtud  de  lo  establecido  en  el  núm.  T3  del  art.  1 692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  la  doctrina  de  jurisprudencia  consignada 
en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  1 1  de  Abril  de  1872: 

3o  Que  Catafal  había  justificado  plenamente  que  desde  tiempo  in¬ 
memorial,  sin  que  hubiera  recuerdo  de  hombres  en  contrario,  había 
regado  sus  tierras  en  las  aguas  del  manso  Font,  que  pasaban  por  la 
acequia  que  desde  él  atravesaba  el  manso  Congostell  hasta  llegar  al 
manso/ Catafal;  que  la  sentencia  suponía  que  Catafal  no  había  justifica¬ 
do  el  dominio  que  reclamaba  sobre  las  aguas  y  acequia  del  Gorch  den  -, 
Font,  al  propio  tiempo  que  reconocía  en  el  considerando  9*  que  tanto 
en  el  proyecto  de  transacción  objeto  de  un  expediente  de  jurisdicción 
voluntaria,  como  en  las  bases  consignadas  en  el  borrador  del  folio  Io, 
se  hacían  por  las  partes  concesiones  espontáneas  de  sus  respectivos  de¬ 
rechos  á  utilizar  las  aguas  del  Gorch,  las  que  combinadas  con  la  decía  - 
ración  de  varios  testigos  que  atribuían  posesión  y  facultad  de  disponer 
de  ellas  al  demandante  y  otros  al  demandado',  aparecía  indudable  que 
éste  y  aquél  tenían  derecho  á  su  disfrute,  aunque  de  un  modo  que  no  se 
hallaba  bien  puntualizado,  por  rio  haberse  lavado  á  cabo  la  transac¬ 
ción  proyectada;  que  también  aquí  se  había  cometido  error  de  hecho 
que  se  demostraba  con  documentos,  y  entre  otros  con  cuatro  produci¬ 
dos  por  D.  Juan  Piferrer,  cuales  eran  el  borrador  del  convenio  entre 
dicho  Piferrer  y  Catafal,  el  proyecto  de  conven  o,  y  que  debiendo  otor¬ 
garse  entre  los  consortes  D.  José  Piferrer  y  Doña  Josefa  Soler,  padrea 
de  D.  Juan  Piferrer,  y  Doña  Quiteria  Fontcuberta,  madre  de  D,  Enri¬ 
que  Catafal,  se  instruyó  en  18  i3  ante  el  Juagado  de  Granollers;  un  re  - 
cibo  firmado  en  29  de  Octubre  de  1873  por  Doña  Quiteria  Fontcuberta, 
y  otro.de  la  misma  de  17  de  Marzo  de  1864  á  favor  ambos  de  los  con  - 
sortes  O.  José  Piferrer  y  Doña  Josefa  Soler,  siendo  evidente  en  virtud 
de  estos  documentos  el  error  de  hecho  padecido  en  la  apreciación  de 
la  prueba  y  procedente  el  recurso  de  casación,  según  la  disposición  le¬ 
gal  y  jurisprudencia  citadas  en  el  número  ante  ior: 

4"  Que  si  quedaba  acreditada  la  posesión  inmemorial  del  dere-cho  de 
utilizar  las  aguas  del  Gorch  den  Font  con  destino  al  riego  de  las  tierras 
del  manso  Catafal,  se  había  debido  declarar  procedente  en  todos  los  ex- 
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tremos  que  abrazaba  la  reconvención  propuesta  por  Catafal  al  contes¬ 
tar  la  demanda  de  D.  Juan  Piferrer,  y  no  haciéndolo  se  había  infringi¬ 
do  el  Usatge  omnes  causee  comprendido  en  el  tít.  2o,  lib.  7o,  volumen 
2o  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  y  la  jurisprudencia  de  este  Supre¬ 
mo  Tribunal  reiterada  en  diversas  sentencias,  entre  ellas,  en  las  de  23 
de  Setiembre  de  1 86i,  30  de  Diciembre  de  1867  y  14  de  Enero  de  1871, 
según  la  cual  en  Cataluña  todas  las  causas  y  acciones  de  cualesquiera 
naturaleza  que  sean  se  prescriben  por  30  años: 

5o  Y  resultando,  además,  acreditada  la  prescripción  inmemorial  por 
los  documentos  anteriormente  mencionados,  y  aun  por  las  respuestas 
bajo  juramento  de  D.  Juan  Piferrer,  de  que  cuando  Catafal  propuso  la 
reconvención  estaba  en  posesión  del  derecho  de  regar  las  tierras  de  su 
manso  con  las  aguas  del  Gorch  den  Font,  que  pasaban  por  el  manso 
Congostell  y  atravesaban  el  llamado  Catafal,  al  reconocer  la  sentencia 
el  derecho  del  recurrente  al  aprovechamiento  de  las  aguas  que  fluían 
del  Gorch  den  Font,  el  de  la  limpia  y  escavación  de  la  acequia,  y  al 
del  reintegro  de  las  costas  del  interdicto,  había  infringido  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  de  3  de  Marzo  de  1866,  en  que  se  establece 
que  cuando  se  cuestiona  sobre  aprovechamiento  de  aguas,  antes  que  las- 
reglas  generales  deben  estimarse  los  pactos  expresos  á  los  derechos 
creados  por  el  uso,  según  el  resultado  de  las  pruebas  con  que  se  justi¬ 
fique;  la  de  20  de  Mayo  de  1871,  en  que  se  declara  que  derivando  el 
derecho  á  unas  aguas  de  la  posesió  i  inmemorial,  no  podí  i  tener  aplica  - 
ción  el  art.  34  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866  que  da  reglas  sobre  los 
derechos  futuros,  dejando  intactos  los  legítimamente  adquiridos  con 
a  nterioridad;  la  de  Io  de  Marzo  de  1872,  que  dice  que  en  materia ‘de 
uso  y  aprovechamiento  de  aguas  es  doctrina  establecida  por  este  Su¬ 
premo  Tribunal  la  de  que  debe  respetarse  el  estado  posesorio,  y  la  de 
30  de  Junio  del  propio  año,  que  establece  que  en  materia  de  aguas  debe 
respetarse  el  estado  posesorio,  especialmente  cuando  descansa  sobre  la 
posesión  inmemorial,  según  la  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribu¬ 
nales: 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alejandro  Benito  y  Avilar 

Considerando  que  el  reglamento  provisional  de  14  de  Enero  de  1871, 
cuyo  art.  190  se  supone  infringido  en  el  primer  motivo  del  recurso;  se 
refiere  á  la  administración  y  realización  del  impuesto  de  derechos  rea¬ 
les  y  trasmisión  de  bienes,  y  no  afecta  por  consiguiente  al  fondo  de  la 
cuestión  debatida  en  este  pleito,  por  cuyo  motivo  es  improcedente  para 
determinar  la  casación  que  se  pretende : 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  y  tercero,  que  el  fundamenta 
esencial  de  la  sentencia  recurrida  en  lo  que  se  réfiere  á  la  reconven¬ 
ción,  único  punto  objeto  del  presente  recurso,  consistente  en  que  re¬ 
firiéndose  los  documentos  en  que  lo  fundaba  el  demandado  á  la  justi¬ 
ficación  de  sus  derechos  para  disponer  de  las  aguas  d-ei  río  Mogent, 
carecían  de  aplicación  al  presente  caso  por  tratarse  de  las  de  Gorch  den 
Font  independientes  de  aquéllas,  y  contra  esta  apreciación  de  la  Sala 
sentenciadora  fundada  en  las  pruebas  practicadas,  y  muy  especialmen¬ 
te  en  lo  declarado  por  los  Ingenieros  de  minas  no  res  illa  documento  6 
acto  alguno  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  evidente  del  juz¬ 
gador,  cual  ío  requiere  el  núm.  7o  del  art.  1692,  y  es  por  lo  Unto 
igualmente  improcedente  el  recurso  por  dichos  dos  motivos: 

Considerando  respecto  al  cuarto  y  quinto,  que  se  hace  supuesto  de  ‘ 
la  cuestión  para  alegar  como  infringidos  el  Usatge  omnes  causee  y  doc- 
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trinas  establecidas  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  qoe  se 
citan  en  dichos  motivos,  porque  se  da  como  acreditada  la  posesión  y 
prescripción  inmemorial  de!  recurrente  en  el  derecho  de  utilizar  las 
aguas  del  Gorch  den  Font,  cuando  la  sentencia  recurrida  determina, 
como  antes  se  ha  dicho,  que  los  documentos  presentados  por  el  recu¬ 
rrente  se  refieran  á  sus  derechos  sobre  las  aguas  del  río  Mugent,  inde¬ 
pendientes  de  aquéllas,  y  es  por  consiguiente  improcedente  el  recurso 
por  estos  dos  motivos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Enrique  Catafal  y  Fontcuberta,  á 
quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  dis¬ 
tribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apun¬ 
tamiento  y  de  los  documentos  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada 
el  31  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Febrero 
de  1884). 
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II «curso  tle  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime 
ra.— Reivindicación  de  bienes. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Santiago  y  D.  Julián  Checa  con  D.  Ignacio  Martínez  Checa  (Audiencia 
de  Albacete),  y  se  resuelve: 

Io  Que  los  «fueros  municipales  y  fueros  de  la  i ierran  &  que  hacen 
referencia  las  leyes  Ia  y  tí*  ¿e  Toro ,  son  los  cuadernos  ó  cuerpo  de  leyes 
concedidos  á  alguna  ciudad ,  villa  ó  lugar  para  su  gobierno  y  adminis¬ 
tración  de  justicia',  y  si  el  recurrente  no  ha  probado ,  ajuicio  de  la  Sala 
sentenciadora ,  que  la  villa  de  la  Frontera  hubiese  recibido  el  fuero  de 
Sepúlveda ,  ni  al  tiempo  de  su  creación  ni  en  alguna  de  las  diversas 
épocas  que  fué  extendido  á  otros  pueblos  y  confirmado  por  distintos 
Reyes ,  no  se  infringen  dichas  leyes  por  la  sentencia  que  asi  lo  declara ; 

Y  2°  Que  si  apreciadas  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora  las 
pruebas  suministradas ,  contradictorias  entre  si,  ha  estimado  que  no  ya 
el  fuero  de  Sepúlveda  tal  como  fué  concedido ,  adicionado  y  confirmado 
por  la  autoridad  legítima ,  pero  ni  el  derecho  de  troncaliddi  ha  sido  ob¬ 
servado  en  la  Frontera ,  con  las  circunstancias  y  constante  uniformidad 
que  fuera  necesario  para  que  conforme  á  tas  leyes  5a  y  6*,  llt.  2o,  Partida 
1*,  el  uso  y  costumbre  debiese  anteponerse  á  la  legislación  común  relati¬ 
va  á  la  sucesión  testada  c  intestada  de  padres  é  hijos]  tampoco  se  infrin¬ 
gen  dichas  leyes  por  no  aplicarlas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
pleito  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Priego  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Santiago  y  D.  Ju¬ 
lián  Checa  Rebenaque  y  D.  Abdón  Mayordomo  y  Ü.  Sergio  Rebenaque, 
como  maridos  respectivamente  de  Doña’  María  y  Dma  Vicenta  Checa, 
labradores  todos  y  vecinos  de  la  villa  de  la  Frontera,  con  D.  Ignacio 
José  Martínez  Cueca,  labrador  de  la  misma  vecindad,  como  tutor  y  cu¬ 
rador  de  los  menores  D.  Antonio,  D.  Santiago  y  Doña  Damiana  Rebe¬ 
naque  Checa,  sobre  reivindicación  de  bienes  raíces;  pendiente  en  este 
Tribunal  Supremo  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
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ley  interpuesto  por  el  Doctor  D.  Enrique  García  Alonso  y  el  Procura¬ 
dor  D.  Juan  Guerrerb  y  Brea  en  defensa  y  representación  de  los  deman¬ 
dantes;  habiendo  sido  defendidos  y  representados  en  este  recurso  los 
demandados  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Sánchez  Martín  y  el  Procu¬ 
rador  D.  Mauricio  Castañares: 

Resultando  que  D.  Santiago  Checa  Rebenaque,  en  unión  de  los  de¬ 
más  que  con  él  litigan,  dedujeron  en  27  de  Enero  de  1881  la  demanda 
civil  ordinaria  que  ha  dado  origen  al  presente  pleito,  en  la  que  estable¬ 
cieron  los  siguientes  hechos:  que  Doña  María  Cheeaf  vecina  que  había 
sido  de  la  villa  de  la  Frontera,  estuvo  casada  con  D.  Ensebio  Rebena¬ 
que,  de  cuyo  matrimonio  nació  Doña  Lucia,  que  heredó  á  su  madre  y 
falleció  sin  dejar  sucesión,  pasando  los  bienes  que  de  su  madre  había 
heredado  á  su  padre;  que  éste  contrajo  segundo  matrimonio,  del  que 
dejó  á  su  fallecimiento,  ocurrido  en  16  de  Abril  de  1880,  tres  hijos  lla¬ 
mados  D.  Santiago,  D.  Antonio  y  Doña  Damiana,  los  que  representa¬ 
dos  por  su  tutor  y  curador  D.  Ignacio  José  Martínez,  se  habían  incau¬ 
tado  y  estaban  en  posesión  de  todos  los  bienes  que  su  padre  poseía  in¬ 
cluso  de  los  raíces  procedentes  de  su  primera  mujer  Doña  María  Checa; 
que  en  la  villa  de  la  Frontera,  en  cuyo  término  municipal  radican  di- 
chos'bienes,  es  usado  y  guardado  de  tiempo  inmemorial  el  fuero  de 
•Sepúlveda  en  la  parte  relativa  á  la  sucesión  de  los  ascendientes  respecto 
de  sus  descendientes,  con  la  circunstancia  de  quedar  por  costumbre  al 
padre  ó  madre  supérstite  los  bienes  todos  del  hijo  en  usufructo,  sin 
tener  eñ  consideración  las  distinciones  del  fuero,  ni  si  el  padre  es  ó  no 
pobre;  que  los  demandantes  constituyen  ó  representan  el  troncp  de  la 
familia  de  donde  proceden  los  bienes  heredados  por  Lucia  de  su  madre 
Doña  María  Checa,  y  poseídos  después  por  el  padre  D.  Eusebio;  y  que 
la  observancia  de  tal  fuero  era  un  hecho  público  y  notorio,  y  como  tal 
constaba  al  tutor  de  los  menores  hijos  de  D.  Eusebio,  porque  á  la 
muerte  de  éste  dijo  á  los  demandantes  que  ya  sabía  que  tenían  que  re¬ 
cibir  los  bienes  procedentes  de  Doña  María  Checa,  de  cuya  creencia 
participaba  también  el  difunto  D.  Eusebio,  como  lo  probaba  el  hecho 
de  haberles  ya  entregado  una  finca  de  dicha  procedencia,  diciéndoles 
que  toda  vez  que  á  muerte  la  habían  de  recibir,  le  era  igual  dársela  en 
vida  porque  no  le  hacía  falta;  é  invocando  como  fundamentos  de  dere¬ 
cho  la  ley  3a,  tít.  2o,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  virtud 
de  la  cual  el  fuero  de  Sepúlveda  tiene  fuerza  legal  en  los  pueblos  en 
donde  fuere  u«ado  y  guardado;  el  texto  de  dicho  fuero  según  consta  de 
la  traducción  hecha  y  conservada  en  la  villa  de  Yébenes;  el  que  este 
orden  de  suceder  no  es  contrario  al  derecho  común,  ni  está  derogado 
por  él,  sino  que  es  una  excepción  sancionada  por  la  ley  6a  de  Toro, 
que  es  la  ley  Ia,  tít.  20,  libro  10  de  |,a  Novísima  Recopilación,  y  el  que 
los  frutos  pendientes  ó  no  percibidos  al  terminar  el  usufructo  no  son 
del  usufructuario  ó  sus  herederos,  sino  del  propietario,  solicitaron  se 
condenase  en  definitiva  á  D.  Ignacio  José  Martínez,  como  tutor  y  cu¬ 
rador  de  los  susodichos  menores  D.  Antonio,  D.  Santiago  y  Doña  Da¬ 
miana,  á  la  entrega  de  todos  los  bienes  raíces  que  Doña  Lucía  Rebe¬ 
naque  adquirió  de  su  madre  Doña  María  Checa  en  la  forma  en  que  es¬ 
taban  al  terminar  el  usufructo,  y  no  ser  esto  posible  á  la  indemnización 
del  valor  de  los  frutos  y  barbechos: 

Resultando  que  D.  Ignacio  José  Martínez  contestó  la  demanda  en  la 
indicada  representación  con  que  litiga,  reconociendo  como  ciertos  los 
hechos'en  ella  asentados  excepto  el  relativo  á  que  el  fuero  de  Sepúlve- 
tomo  53  33 
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da  hubiese  sido  concedido  á  ia  villa  do  la  Frontera,  afirmando  que  no 
es  costumbre  en  esta  localidad  tornar  los  bienes  al  tronco  y  la  raíz  á  la 
raíz,  é  invocando  como  fundamentos  de  derecho  la  ley  6a  de  Toro,  en 
la  parte  en  que  establece  que  los  ascendientes  legítimos  por  su  orden  y 
linea  derecha  sucedan  ex  testamento  y  abintestató  á  sus  descendientes, 
en  caso  que  éstos  no  tengan  hijos  ó  descendientes  legítimos,  por  lo  que 
D.  Eusebio  Rebenaque  había  sido  el  único  y  universal  heredero  de  su 
hija  Lucía,  y  la  misma  ley  y  la  3a,  tít.  13,  Partida  6',  que  señalan  los 
grados  y  líneas  de*parentesco  para  la  sucesión,  llamando  en  primer  tér¬ 
mino  á  los  descendientes,  por  lo  cual  los  menores  demandados  hereda¬ 
ron  los  bienes  de  su  padre: 

Resultando  que  á  petición  de  los  demandantes,  y  como  medio  de 
prueba,  se  trajo  á  los  autos  un  testimonio  de  diferentes  particulares  de 
un  pleito  seguido  en  el  año  1787  entre  José  Cañizares  y  otros  con  alba- 
ceas  de  D.  Martín  Checa  por  razón  de  los  bienes  que  un  hijo  de  ésto 
había  heredado  de  su  madre  Doña  Ana  María  Checa,  entre  cuyos  par¬ 
ticulares  se  encuentra  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  que  en  él  re¬ 
cayó,  en  la  que  se  declaró  probado  el  uso  en  aquella  villa  de  la  Fronte¬ 
ra  del  fuero  de  Sepúlveda  en  las  sucesiones  abintestató  de  los  ascen¬ 
dientes  á  sus  descendientes,  aunque  alterado  en  cuanto  se  deja  al  padre 
el  usufructo  de  toda  la  raíz  del  hijo  que  así  muera,  y  otro  testimonio 
sacado  del  pleito  iniciado  en  1850  por  D,  Remigio  Checa  y  otros  contra 
D.  Tomás  Galdrán  sobre  derecho  á  los  bienes  raíces  troncales,  sitos  en 
el  término  de  la  Frontera  y  quedados  ¿1  fallecimiento  de  Doña  Marcela 
Checa,  del  que  resulta  que  el  Ayuntamiento  de  dicha  villa  informó  di¬ 
ciendo  que  en  aquel  pueblo  se  había  observado  puntualmente  el  fuero 
de  volver  los  bienes  al  tronco  del  que  muere  sin  testar  aun  cuando  ten¬ 
ga  ascendientes,  que  sólo  heredan  vitaliciamente  y  la  propiedad  los 
parientes  más  próximos  de  aquella  cualidad  troncal;  que  en. igual  sen¬ 
tido  declararon  diferentes  testigos,  y  que  en  el  fallo  que  recayó  se  ad¬ 
judicaron  los  bienes  á  los  demandantes  por  consecuencia  de  la  declara¬ 
ción  que  se  hizo  de  estar  el  pueblo  de  la  Frontera  en  el  uso  y  goce  del 
fuero  de  Sepúlveda  en  las  sucesiones  abintestató  con  la  costumbre  ó 
modificación  del  usufructo  vitalicio  en  los  ascendientes  respecto  de  sus 
descendientes,  y  por  ambas  partes  litigantes  se  hizo  uso  también  de  la 
prueba  testifical  con  objeto  de  demostrar  si  se  halla  ó  no  en  uso  el  in¬ 
dicado  fuero  en  la  villa  de  la  Frontera: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  dictó 
sentencia  en  este  pleito  en  14  de  Febrero  próximo  pasado  absolviendo 
i  D.  Ignacio  José  Martínez  Checa,  como  tutor  y  curador  de  los  meno¬ 
res  D.  Esteban,  D.  Santiago  y  Doña  Damiana  Rebenaque,  de  la  deman¬ 
da  interpuesta  por  D.  Santiago  y  p.  Julián  Checa,  D.  Abdón  Mayordo¬ 
mo  y  D.  Sergio  Rebenaque: 

Resultando  que  previo  depósito  de  1.000  pesetas  para  los  efectos 
legales  correspondientes  interpusieron  D.  Santiago  Checa  y  Rebenaque 
y  litis-socios  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina, 
fundado  en  los  siguientes  motivos: 

Io  En  que  al  desestimar  la  demanda  por  no  haberse  probado,  según 
la  sentencia,  la  concesión  del  fuero  de  Sepúlveda  al  pueblo  de  la  Fron¬ 
tera  se  han  infringido  las  leyes  1*  y  6a  de  Toro,  que  no  exigen  que  sea 
menester  probar  la  concesión  de  un  fuero  para  que  se  aplique: 

í°  En  que  al  fundar  dicha  absolución  en  que,  aun  estando  probado 
el  uso  y  observancia  del  fuero  de  Sepúlveda  en  el  pueblo  de  la  Fronte- 
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ra  no  es  este  oso  y  observancia  el  qoe  exige  la  ley,  se  incorre  en  error 
de  derecho;  porqoe  se  supone  que  los  testimonios  que  se  han  traído  á 
los  autos  de  las  sentencias  recaídas  en  pleitos  tramitados  en  1 788  y  1 850 
asi  como  la  prueba  testifical  practicada  respecto  al  orden  común  y  ge¬ 
neral  de  suceder  en  aquel  pueblo,  no  constituye  el  oso  y  observancia 
qoe  las  leyes  Ia  y  6a  de  Toro  exigen,  y  se  infringen  estas  dos  leyes  que 
hablan  cabalmente  del  uso  en  los  lugares  donde  se  trate  de  aplicar  el 
fuero,  y  no  requieren  declaraciones  doctrinales  de  este  Tribunal  Su¬ 
premo: 

3o  En  el  error  de  hecho  que  resalta  de  la  apreciación  de  las  pruebas, 
puesto  que  en  la  sentencia  dictada  en  el  pleito  seguido  en  1787  de  la 
que  se  trajo  testimonio  á  los  autos,  se  declara  terminantemente  proba¬ 
do  el  uso  en  la  villa  de  la  Frontera  del  fuero  de  Septilveda,  aunque  co¬ 
rrompido  en  la  parte  relativa  al  usufruto,  lo  mismo  se  declara  en  el  auto 
definitivo  que  puso  término  al  pleito  del  año  Í850,  y  lo  propio  sucede 
con  la  prueba  testifical  practicada  respecto  á  varias  sucesiones  particu¬ 
lares,  en  las  que  por  no  haberse  suscitado  el  pleito  no  pudo  recaer  sen¬ 
tencia  ni  decisión  judicial ; 

Y  4o  En  que  en  todo  caso  resultan  infringidas  las  leyes  5a  y  6\  tit.  2o, 
Partida  1*,  que  definen  la  costumbre  y  su  fuerza  y  poderío  que  llega 
hasta  el  punto  de  derogar  la  ley,  según  ha  declarado  este  Tribunal  Su-  * 
premo  en  sentencia  de  26  de  Setiembre  de  1860,  puesto  que  habiéndo¬ 
se  probado  por  los  testimonios  de  las  sentencias  de  1787  y  1*50,  y  por 
las  informaciones  testificales  que  es  costumbre  inveterada  é  inmemo¬ 
rial  en  el  pueblo  de  la  Frontera  la  de  la  sucesión  troncal,  y  habiéndose 
justificado  que  se  han  dado  consejeramente  dos  juicios,  se  ha  debido  fa¬ 
llar  este  pleito  con  sujeción  estricta  á  esa  costumbre: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  leyes  citadas  en  los 
motivos  Io  y  2°  del  recurso  en  los  conceptos  que  las  sirve  de  funda¬ 
mento,  porque  los  afueros  municipales  y  fueros  de  la  tierra*  á  que  di 
chas  leyes  hacen  referencia,  son  los  cuadernos  ó  cuerpo  de  leyes  con¬ 
cedidos  á  alguna  ciudad,  villa  ó  lugar  para  su  gobierno  y  administra¬ 
ción  de  justicia,  y  el  recurrente  no  ha  probado  á  juicio  de  la  Sala-  sen¬ 
tenciadora  que  la  villa  de  la  Frontera  hubiese  recibido  el  fuero  de  Se- 
púlveda,  ni  al  tiempo  de  su  creación  ni  en  alguna  de  las  diversas  épo¬ 
cas  que  fué  extendido  á  otros  pueblos  y  confirmado  por  distintos  Reyes: 

Considerando  que  tampoco  contiene  la  sentencia  el  error  de  hecho 
en  la  apreciación  de  las  pruebas  que  el  recurso  le  atribuye  en  el  tercer 
fundamento,  ni  infringe  las  leyes  de  Partida  citadas  en  el  cuarto,  por¬ 
que  apreciadas  en  conjunto  por  la  Sala  sentencia  las  pruebas  suminis¬ 
tradas  contradictorias  entre  sí,  ha  estimado  que  no  ya  del  fuero 
de  Sepúlveda  tal  como  fué  concedido,  adicionado  y  confirmado  por  la 
autoridad  legítima,  pero  ni  el  derecho  de  troncalidad  ba  sido  obser¬ 
vado  en  la  Frontera  con  las  circunstancias  y  constante  uniformidad  que 
fuera  necesario  para  qoe  conforme  á  las  citadas  leyes  de  Partida  el  uso 
y  costumbre  debiese  anteponerse  á  la  legislación  común  relativa  á  la 
sucesión  testada  é  intestada  de  padres  é  hijos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Santiago  y  D.  Julián  Checa  Re- 
benaque  y  D.  Abdón  Mayordomo  y  D.  Sergio  Rebenaque  estos  dos  úl¬ 
timos  en  el  concepto  en  que  litigan,  á  quienes  condenamos  al  pago  de 
las  costas  y  pérdida  del  depósito  de  1.000  pesetas,  que  han  constituido, 
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que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Al¬ 
bacete  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamien¬ 
to  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  31  de  Diciembre  de  1883, 
é  inserta  en  la  Oaceta  da  7  de  Febrero  de  1884.) 
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t  .  • 

Rtecnrso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. — Adjudicación  de  los  bienes  de  una  capellanía. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  Doña  Francisca  Fernández  Gordo  con  D.  Domingo 
Vidal  Romero  (Audiencia  de  Cáceres),  y  se  resuelve: 

Que  así  el  núm.  2o  como  el  3o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil ,  se  refieren  á  las  pretensiones  oportunamente  deducidas 
por  los  litigantes  en  el  pleito ,  no  á  las  que  se  deducen  extemporánea¬ 
mente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1883,  en  el  plei¬ 
to  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Hoyos,  y  en  la  Sala 
,de  lo  civil  do  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Domingo  Vidal  Romero, 
como  marido  de  Doña  Olaya  Redondo,  á  quien  ha  venido  á  sustituir  su 
legítimo  descendiente  D.  Hermógenes  Vidal  Redondo,  veciDo  de  Cille¬ 
ros,  propietario,  con  D.  Marcelino  Gordo,  como  marido  de  Doña  Euge¬ 
nia  Pérez,  y  por  defunción  de  ésta  Doña  Francisca  Fernández  Gordo, 
de  la  misma  vecindad,  sobre  adjudicación  de  los  bienes  dótales  de  una 
capellanía  familiar  colativa;  pendiente  en  este  Tribunal  Supremo  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el 
Licenciado  D.  Luis  Felipe  Aguilera  y  el  Procurador  D.  Juan  Antonio 
Asensio,  en  defensa  y  representación  de  Doña  Francisca  Fernández,  no 
habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  en  28  de  Octubre  de  1841  acudió  D.  Domingo  Vidal 
Romero,  en  representación  de  su  mujer  Doña  Olaya  Redondo,  al  Juzga¬ 
do  de  primera  instancia  de  Hoyos  con  la  solicitud  de  que  se  declarase 
vacante  la  capellanía  fundada  en  la  iglesia  parroquial  de  Cilleros  por 
Alonso  Hernández  Asensio  y  su  mujer  María  Mateos,  y  se  le  confiriera 
su  posesión,  sin  perjuicio  de  tercero  que  pudiese  acreditar  mejor  dere¬ 
cho,  con  los  frutos  desde  la  publicación  de  la  ley  de  1"  de  Agosto 
de  1841: 

Resultando  que  publicados  los  edictos  de  emplazamientos  prescri¬ 
tos  en  la  ley,  en  19  de  Noviembre  del  misrqp  año  se  presentó  como 
opositor  á  los  bienes  de  la  capellanía  D.  Marcelino  Gordo,  en  represen¬ 
tación  de  su  mujer  Doña  Eugenia  Pérez;  y  terminado  el  periodo  de 
prueba,  acordó  el  Juzgado  en  providencia  de  10  de  Febrero  de  1882 
que  se  entregasen  los  autos  á  las  partes  haciendo  el  resumen  de  las 
pruebas;  y  sin  que  resulte  de  los  autos  que  se  hiciesen  oposición  algu¬ 
na  á  este  proveído,  evacuaron  las  partes  dicho  traslado;  y  mandados 
llevar  los  autos  á  la  vista  para  sentencia,  acordó  el  Juzgado  para  mejor 
proveer  que  fuesen  cotejadas  con  sus  originales  ciertas  partidas  sacra¬ 
mentales,  y  que  se  trajese  un  testimonio  de  la  fundación: 

Resultando  que  cumplimentado  esto  auto  dictó  sentencia  el  Juez 
declarando  el  preferente  derecho  de  D.  Hermógenes  Vidal  Redondo, 
heredero  de  Doña  Olaya  Redondo,  para  obtener  en  propiedad  los  bienes 
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dótales  de  la  capellanía  de  que  se  trata,  en  oposición  á  Doña  Francisca 
Fernández  Gordo,  causahabiente  de  los  derechos  de  D.  Marcelino  Gor¬ 
do,  y  Doña  Eugenia  Pérez,  con  los  demás  pronunciamientos  consi¬ 
guientes: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Cáceres  en 
virtud  de  apelación  que  interpuso  Doña  Francisca  Fernández  Gordo,  se 
sustanció  la  alzada,  y  en  el  acto  dé  la  vista  solicitó  la  defensa  de  la 
apelante  que  se  declarase  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  la  provi¬ 
dencia  de  3  de  Febrero  de  1882,  en  que  se  mandó  implícitamente  que 
se  siguiese  sustanciando  el  pleito  con  arreglo  á  los  trámites  de  la  nueva 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  se  hubiese  pretendido  tal  cosa  por 
las  partes;  y  si  á  esto  no  había  lugar,  que  se  dejase  sin  efecto  el  auto 
que  el  Juzgado  había  dictado  para  mejor  proveer  en  cuanto  mandó  que 
se  cotejasen  con  sus  originales  algunas  de  las  partidas  sacramentales 
traídas  al  pleito: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  dictó 
sentencia  en  24  de  Febrero  próximo  pasado  revocando  la  dictada  por 
el  Juez  de  primera  instancia  y  declarando  no  haber  lugar  á  adjudicar 
la  propiedad  de  los  bienes  dótales  de  la  capellanía  á  ninguna  de  las  dos 
partes  opositoras,  por  no  haber  probado  su  parentesco  con  los  funda¬ 
dores: 

Resultando  que  á  nombre  de  Doña  Francisca  Fernández  y  Sánchez 
se  interpuso  recurso  de  casación  fundado  en  los  siguientes  motivos: 

1°  En  que  en  el  hecho  de  no  resolver  nada  el  fallo  recurrido  acerca 
de.  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  de§de  la  providencia  de  10  de  Febrero 
de  1882,  que  pretendió  la  recurrente  en  el  acto  de  la  vista  celebrada  en 
la  segunda  instancia,  ha  infringido  el  art.  3o  del  decreto  de  3  de  Fe¬ 
brero  de  1881,  y  el  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  hoy  vigente 
por  no  haber  sido  aplicados  como  procedía  al  presente  caso,  y  el  1696 
de  esta  última  ley  como  indebidamente  aplicado; 

Y  2o  Porque  no  resolviendo  la  Sala  sentenciadora  cosa  alguna  con 
relación  á  la  pretensión  que  dedujo  esta  parte  en  el  mismo  acto  de  la 
vista  de  la  segunda  instancia  de  que  se  declarara  nulo  y  se  dejase  sin 
efecto  el  auto  que  el  juzgado  había  dictado  para  mejor  proveer,  resul¬ 
tan  infringidos  el  art.  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  48  de 
la  antigua,  que  no  consienten  á  los  Jueces  que  manden  practicar  para 
mejor  proveer  todas  las  diligencias  que  les  plazca,  sino  que  reduce  sus 
facultades  y  so  iniciativa  á  ciertas  diligencias  concretas  y  determi¬ 
nadas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Raimundo  Fernández 
Cuesta: 

Considerando  que  las  actuaciones  judiciales  en  que  apoyó  la  preten¬ 
sión  dp  nulidad  la  parte  hoy  recurrente  pertenecen  todas  ala  primera 
instancia,  siendo  ambas  anteriores  á  la  sentencia  pronunciada  por  el 
Juzgado,  y  que  ni  ante  éste  ni  tampoco  en  el  periodo  de  instrucción  de 
I  a  segunda  instancia  se  hizo  reclamación  alguna,  deduciéndola  tan  sólo 
en  el  acto  de  la  vista: 

Considerando  que  así  el  núm.  2o  como  el  3*  del  art.  1692  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  en  que  se  apoya  el  recurso,  se  refieren  á  las 
pietensiones  oportunamente  deducidas  por  los  litigantes  en  el  pleito, 
no  á  las  que,  como  la  petición  de  nulidad  de  que  se  trata,  se  deducen 
extemporáneamente: 

Considerando  que  á  mayor  abundamiento  la  Sala  sentenciadora 
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desestimó  implícitamente  esta  pretensión,  exponiendo  en  los  conside¬ 
randos  de  la  sentencia  las. razones  que  había  para  ello,  y  limitando  el 
fallo  i  corregir  al  Juez  de  primera  instaacia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Francisca  Fernández  y  Sán¬ 
chez,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audien¬ 
cia  de  ¿áceres  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del 
apuntamiento  que  ha  remitido.— (Sentencia  publicada  el  31  de  Diciem¬ 
bre  de  1 883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Febrero  de  1 884). 
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Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883).-— Sala  prime¬ 
ra. — Rescisión  de  un  contrato  de  seguro. — Ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Mariano  González  Dueñas  con  la  Sociedad  El  Fénix  Español  (Au¬ 
diencia  de  Madrid),  y  se  resuelve: 

Io  Que  realizada  en  virtud  del  convenio  de  1 4  de  Mayo  de  1879  la 
reunión  de  las  corteras ,  ó  lo  que  es  igual  del  fondo  de  recursos  y  cré¬ 
ditos  pertenecientes  á  las  antiguas  Sociedaes  de  seguros  La  Unión  y 
El  Fénix  Español ;  variada  la  razón  social ,  lijado  el  capital  de  nueve 
millones  de  pesetas,  diferente  del  que  aquéllas  tenían ,  y  acordado  que 
estuviese  representado  por  determinado  número  de  acciones  que  se  re¬ 
partirían  en  proporción  á  los  valores  que  cada  una  de  las  dos  Compa  - 
ñias  aportase  para  la  formación  del  activo ,  es  evidente  que  desde  Io  de 
Julio  de  dicho  año  en  que  semejantes  hechos  tuvieron  lugar  por  volun  - 
tad  de  los  accionistas  de  La  Unión  y  El  Fénix  Español,  se  constituyó 
una  nueva  Sociedad ,  como  lo  demuestra  su  mismo  nombre ,  que  corres  - 
ponde  á  una  sola  entidad  jurídica,  y  de  ningún  modo  á  dos : 

2o  Que  á  mayor  abundamiento  las  cláusulas  7a  y  15  del  convenio,  en 
las  que  literalmente  se  establece  que  con  sus  respectivas  carteras  de  se¬ 
guros  contra  incendios,  seguros  marilimos  y  sobre  la  vida  y  con  su  ma¬ 
terial  útil  concurren  las  dos  Compañías  á  formar  un  solo  activo  social , 
y  que  es  de  cuenta  de  la  Compañía  reunida  tanto  las  primas  que  ven¬ 
cieran  desde  la  hora  designada  en  la  cláusula  Ia,  como  la  liquidación  y 
pago  de  los  siniestros  que  ocurriesen,  no  permiten  dudar  de  que  en  el 
citado  dia  Io  de  Julio  por  la  fusión  de  La  Unión  y  El  Fénix  Español 
nació  la  sociedad  que  existe  hoy ,  sin  que  pueda  desvirtuarse  la  fuerza 
legal  de  este  hecho  ni  por  el  idéntico  objeto  de  la  especulación,  ni  por  la 
continuación  de  distintos  delegados  ó  representantes ,  ni  por  ninguna 
otra  circunstancia  de  carácter  administrativo  ó  económico,  porque  todo 
tiene  que  referirse  á  las  operaciones  de  seguros  de  incendios  y  mariti  ■ 
mos  que  las  antiguas  Compañías  verificasen  con  anterioridad  á  la  men¬ 
cionada  fecha ,  puesto  que  las  posteriores  á  ella  se  realizan  exclusiva  - 
mente  según  el  convenio,  por  cuenta ,  cargo  y  riesgo  de  la  nueva  So  - 
ciedad: 

3°  Que  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  ha  existido  verdadera  nova  - 
ción,  y  hay  disparidad  entre  el  presente  caso  y  el  resuelto  por  la  sen¬ 
tencia  de  30  de  Diciembre  de  1882  que  decidió  el  recurso  que  habla  ce  - 
lebrado  un  contrato  de  seguro  con  La  Unión,  cuya  sentencia  se  fundó 
principalmente  en  la  cláusula  19  del  convenio ,  por  la  ■ cual  te  compro- 
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metieron  terminantemente  los  accionistas  de  La  Unión  á  seguir  siendo 
responsables  del  cumplimiento  de  las  pólizas  vigentes  desde  Io  de  Julio 
hasta  la  espiración  de  las  mismas  para  con  a'quellos  asegurados  que  no 
aceptasen  la  sustitución  de  personalidad  y  garantía  de  la  nueva  razón 
social : 

4o  Que  no  siendo  aplicable  dicha  cláusula  áEl  Fénix  Español ,  cu¬ 
yos  accionistas  no  han  contraído  igual  obligación  respecto  de  los  asegu¬ 
rados  que  no  se  conformasen  con  el  convenio ,  y  no  habiendo  aceptado 
expresa  ni  tácitamente  el  recurrente ,  la  subrogación  de  la  nueva  Compa¬ 
ñía  en  lugar  de  la  di  El  Fénix  Español,  con  ía  qye  él  había  contratado , 
tiene  derecho  í  obtener  la  rescisión  de  un  contrato  desde  C  de  Julio  de 
\  879  y  el  reintegro  de  las  cantidades  que  después  de  esta  fecha  se  le  han 
exigido  por  razón  del  seguro ; 

Y  5o  Que  por  lo  tanto  la  sentencia  recurrida  al  absolver  de  la  deman¬ 
da  á  la  Compañía  demandada ,  infringe  el  arl.  263  del  Código  de  Co¬ 
mercio  y  la  ley  \  5,  tít.  14,  Partida  5*. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1883,  en  los  au¬ 
tos  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Congreso  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio 
por  D.  Mariano  González  Dueñas,  del  comercio,  vecino  de  esta  capital, 
lepresentado  por  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  bajo  la  dirección  del 
Licenciado  D.  Federico  Armóla,  con  la  Sociedad  Fénix  Español ,  hoy 
La  Unión  y  El  Fénix  Español ,  domiciliada  en  esta  corte,  representada 
y  defendida  por  el  Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Morayta  y  el  Li¬ 
cenciado  D.  Tomás  María  Mosquera  sobre  rescisión  de  un  contrato  de 
seguro: 

Resultando  que  en  junta  celebrada  por  el  Consejo  de  administración 
de  la  Compañía  El  Fénix  Español  en  14  de  Mayo  de  1879,  se  dió  cuen¬ 
ta  del  convenio  formulado  por  la  comis  óa  mixta  de  las  Compañías  La 
Unión  y  El  Fénix,  en  el  que  por  sus  artículos  Io,  2o,  3o,  4o  y  5o  se  pro¬ 
ponía  la  reunión  de  las  carteras  de  las  operaciones  de  ambas  desde  Io 
de  Julio  de  aquel  año,  bajo  la  denominación  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español,  Compañía  de  Seguros  reunidos,  rigiéndose  por  los  estatutos 
de  El  Fénix,  previamente  modificados,  con  un  capital  de  nueve  millo¬ 
nes  de  pesetas,  representado  por  36.000  acciones  de  250  pesetas,  repar¬ 
tidas  entre  ambas  Compañías  en  proporción  á  lo  que  cada  una  aportase 
al  activo  de  la  reunida:  en  el  séptimo  artículo  se  estableció  que  concu¬ 
rrían  ambas  á  aquel  activo  con  su?  respectivas  carteras  de  seguros  con¬ 
tra  incendios,  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida  á  prima  fija,  con  su 
material  útil,  y  El  Fénix  con  su  activo  líquido  y  con  su  mobiliario:  en 
el  art.  15  se  consignó  que  sería  de  cuenta,  cargo  y  riesgo  de  la  Socie¬ 
dad  reunida  las  firmas  vencederas  y  los  siniestros  abonables  dpsde  la 
hora  fijada  en  el  art.  Io;  y  po*el  19  se  determinó  que  los  accionistas  de 
La  Unión  quedaban  responsables  al  cumplimiento  de  las  pólizas  vigen  - 
tes  al  Io  de  Julio  hasta  la  espiración  de  las  mismas  para  aquellos  ase¬ 
gurados  que  no  aceptasen  la  sustitución  de  personalidad  y  garantía  de 
la  nueva  razón  social;  dicho  convenio  fué  aceptado  también  por  el  Con¬ 
sejo  de  administración  de  la  Compañía,  y  aprobado  en  juntas  generales 
de  accionistas  de  ambas  celebradas  en  30  de  dicho  mes  de  Mayo  y  en 
17  de  Junio  siguiente: 

Resultando  que  en  6’de  Enero  de  1880  se  otorgó  escritura  por  dos 
accionistas  nombrados  al  efecto,  en  junta  general  celebrada  en  15  de 
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Diciembre  de  1879  por  los  que  componían  la  Sociedad  La  Unión  y  E'r 
Fénix  Español,  Compañía  de  segaros  reunidos,  por  cuya  escritura  se 
reformaron  los  estatutos  de  esta  Sociedad  consignados  en  otra  de  <9  de 
Julio  del  mismo  año,  conforme  á  lo  resuelto  en  la  precitada  junta  ge¬ 
neral  de  accionistas;  determinándose  en  esta  reforma  que  la  Sociedad 
El  Fénix  continuaría  rigiéndose  por  las  prescripciones  de  la  ley  de  19 
de  Octubre  de  1869  v  demás  vigentes  en  la  materia,  bajo  la  denomina¬ 
ción  de  La  Unión  y  El  Fénix  Español,  Compañía  de  seguros  reunidos, 
dedicada  á  la  explotación  de  seguros  contra  incendios  marítimos  y  so¬ 
bre  la  vida,  por  99  añps,  con  un  capital  de  nueve  millones  de  pesetas 
representado  por  45.000  acciones  de  200  pesetas;  y  que  se  disolvería 
forzosamente  si  llegasen  á  perderse  las  dos  terceras  partes  de  este  ca¬ 
pital: 

Resultando  que  en  3  de  Mayo  de  1881,  D  'Mariano  González  Dueñas 
interpuso  demanda  contra  la  Compañía  de  seguros  El  Fénix  Español,, 
hoy  El  Fénix  Español  y  La  Unión,  en  la  que  expuso  que  en  19  de  Ene¬ 
ro  de  1875  contrató  con  la  Compañía  el  Fénix  Español  por  la  cantidad 
de  10.000  pesetas  el  seguro  de  su  mobiliario,  ropas,  adornos  y  efectos 
de  su  habitación,  y  habiendo  variado  de  domicilio  se  hizo  así  constar  en 
suplemento  de  póliza  fecha  14  de  Octubre  del  mismo  año;  que  Gonzá¬ 
lez  Dueñas  vino  pagando  puntualmente  las  primas  convenidas  V  am¬ 
pliando  las  obligaciones  contraídas,  hasta  que  supo  por  un  anuncio  in¬ 
serto  en  la  Gacela  que  las  juntas  generales  de  accionistas  de  las  Com¬ 
pañías  El  Fénix  V  La  Unión  habían  acordado  funcionar  reunidas  desde 
Io  de  Julio  de  1879,  bajo  la  denominación  de  ambos  títulos;  que  apro¬ 
bado  por  las  Compañías  se  firmó  un  convenio  privado  formalizando  la 
fusión,  el  cual  vino  á  novar  sin  consentimiento  de  los  asegurados  los 
contratos  de  seguro  celebrados,  trasfiriendo  á  una  nueva  Compañía  los 
derechos  y  obligaciones  que  para  cada  una  resultaban  de  tales  contra¬ 
tos;  que  formalizada  la  fusión,  ambas  Compañías  hicieron  entrega  á  la 
nueva  do  sus  carteras  y  de  todas  las  pólizas  y  documentos;  que  invitado 
González  Dueñas  para  el  canje  de  su  póliza,  se  negó  á  él  y  á  pagar  la 
prima  por  conceptuar  que  el  Fénix  había  dejado  de  existir,  y  por  no 
merecerle  confianza  la  nueva  Compañía  que  había  tomado  sobre  sí  la 
cartera  y  negocios  de  La  Unión,  que  según  la  memoria  referida  se  ha¬ 
llaba  en  una  situación  deplorable;  que  El  Fénix  demandó  en  Abril  de 
1880  á  González  Dueñas  en  juicio  el  pago  de  la  prima  anual  de  seguro 
y  fué  condenado  á  él;  que  según  el  art.  329,  núm.  Io  del  Código  de 
Comercio,  las  Compañías  mercantiles.se  disuelven  totalmente  acabada 
la  empresa  objeto  de  su  producción,  en  cuyo  caso  se  halla  El  Fénix 
desde  Io  de  Julio  de  1879;  que  disuelta  una  Sociedad  de  seguros  carece 
de  acción  para  reclamar  de  los  asegurados  el  pago  de  primas  sucesivas; 
que  la  fusión  de  dos  Compañías  en  una  nueva  implica  una  novación  de 
los  contratos  por  aquéllas  celebrados,  y  esta  novación  no  tiene  fuero  de 
obligar  á  los  que  con  ellas  contrataron  cuando  niegan  expresamente  su 
consentimiento,  debiendo  declararse  rescindidos  los  contratos  que  se 
encuentran  en  estas  circunstancias;  por  todo  lo  que.  y  ejercitando  ac¬ 
ción  personal,  pidió  se  declarara  rescindido  desde  Io  de  Julio  de  1879 
el  contrato  de  seguro  celebrado  entre  el  demandante  y  la  Compañía  El 
Fénix  Español  en  19  de  Enero  de  1875  y  el  suplemento  da  14  de  Octu¬ 
bre  del  mismo  año,  y  que  en  su  consecuencia  González  Dueñas  no  viene 
obligado  desde  la  citada  fecha  al  cumplimiento  del  tal  contrato,  conde¬ 
nando  á  la  expresada  Compañía,  que  se  dice  ser  hoy  la  titulada  La 
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Unión  y  El  Fénix  Español,  á  que  devuelva  al  demandante,  además  de 
las  cantidades  que  la  satisfizo  por  virtud  de  la  sentencia  dictada  en  16 
de  Junio  de  1880  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Buenavista, 
en  el  juicio  verbal  promovido  por  el  apoderado  de  El  Fénix  Español 
sobre  pago  de  8  pesetas,  las  costas  originadas  en  aquel  juicio  al 
González  Dueñas,  imponiéndole  expresamente  el  pago  de  las  de  este 
pleito: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  Compañía  demandada,  le 
evacuó  pretendiendo  se  le  absolviera  de  la  demanda  en  todas  sus  par¬ 
tes,  con  imposición  al  actor  de  perpetuo  silencio  y  las  costas;  al  efecto 
expuso  que  como  aparece  de  los  documentos  y  de  la  escritura  inserta 
en  la  Gaceta  oficial  que  presentaba,  lejos  de  haberse  disuelto  ó  extin- 
.  guido  la  Compañía  El  Fénix  Español  á  consecuencia  del  convenio  fu¬ 
sionándose  con  La  Unión  y  formando  una  nue\fa  Compañía,  continuó  la 
primera  subsistiendo  y  operando  de  la  misma  manera  que  antes,  sin 
más  variación  que  el  aumento  de  su  capital  y  la  adición  de  una  palabra 
á  su  titulo;  y  sin  que  se  pactase  tal  fusión,  pues  el  contrato  se  limitó  á 
la  reunión  de  las  pólizas  y  operaciones  de  ambas  bajo  una  sola  admi¬ 
nistración  que  había  de  ejercer  El  Fénix  previo  aumento  de  capital  y 
la  mencionada  adición  á  su  título;  que  el  art.  329  del  Código  de  Co¬ 
mercio  no  sólo  es  inaplicable  al  caso  de  autos  sino  contraproducente, 
siendo  á  mayor  abundamiento  necesario  que  la  disolución  de  las  Com¬ 
pañías  mercantiles  se  acuerde  y  ejecute  del  modo  y  forma  prevenidos 
en  el  Código,  sin  que  baste  para  ello  la  apreciación  de  quien  carece  de 
todo  título  para  hacerlo;  que  no  habiéndose  fusionado,  extinguido  ni 
cesado  en  ^is  operaciones  la  Sociedad  aseguradora,  ni  trasmitido  á  otra 
los  seguros  con  ella  celebrados,  estos  seguros  quedan  íntegros  y  sub¬ 
sistentes  en  todas  sus  partes;  que  para  que  exista  la  novación  es  preci¬ 
so,  con  arreglo  á  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5*,  que  el  deudor  renovara 
el  pleito  dando  otro  en  su  lugar,  lo  que  no  se  había  justificado  en  este 
caso: 

Resultando  que  renunciado  por  el  actor  el  tfaslado  de  réplica  se  re¬ 
cibió  el  pleito  á  prueba;  y  practicadas  las  que  las  partes  propusieron, 
el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  5  de  Junio  de  1882  ab¬ 
solviendo  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Mariano  González  Dueñas 
á  La  Unión  y  El  Fénix  Español,  Compañía  de  seguros  reunidos,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas;  que  admitida  la  apelación  que 
el  demandante  interpuso  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia, 
por  sentencia  de  8  de  Enero  último  confirmó  con  las  costas  la  del  Juez: 

Resultando  que  D.  Mariano  González  Dueñas  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  motivos: 

Io  Que  la  sentencia  infringe  los  artículos  464  y  465,  párrafo  tercero 
del  Código  de  Comercio,  é  interpreta  con  error  de  derecho  los  del  con¬ 
venio  celebrado  por  El  Fénix  Español  y  La  Unión  el'  14  de  Mayo  de 
de  1879,  señalados  con  los  números  Io,  2°,  3o,  4o  y  15,  en  cuanto  des¬ 
conoce  la  existencia  legal  independiente  y  distinta  de  toda  otra  Com¬ 
pañía-  á  la  que  formada  por  el  concurso  de  dos  entidades  ó  personas  ju¬ 
rídicas  que  han  puesto  en  común  sus  bienes  é  industrias  para  obtener 
un  lucro  en  la  contratación  de  seguros  contra  incendios,  se  ha  eslable- 
cido  y  viene  funcionando  bajo  la  denominación  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español,  Compañía  de  seguros  reunidos  y  con  los  requisitos  propios  de 
las  Sociedades  anónimas: 

2o  Que  igualmente  infringe  el  fallo  recurrido  el  art.  265,  párrafo 
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tercero  del  Código  de  Comercio,  y  con  error  idéntico  al  expresado  en 
el  número  anterior  aprecia  ios  artículos  1°,  2o,  3o,  4o,  7o  y  15  del  refe¬ 
rido  convenio  al  afirmar  la  existencia  y  condiciones  de  Sociedad  anó¬ 
nima,  respecto  de  una  Compañía  que,  como  El  Fénix  Español,  se  des¬ 
prendió  de  su  cartera,  material,  mobiliario,  administración,  ley,  razón 
y  objeto  social,  á  favor  de  otra  Compañía  que,  con  estos  elementos  y 
con  los  déla  misma  clase  que  los  trasfirió  la  Sociedad  La  Unión,  se 
ha  creado  y  funciona  bajo  la  denominación  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español: 

3o  Que  el  fallo  infringe  los  artículos  del  Código  de  Comercio  329,  nú¬ 
meros  1*,  2o,  y  330,  y  entiende  con  error  de  derecho  ios  artículos  del 
convenio  de  14  de  Mayo  citados,  desconociendo  que  pues  la  Compañía 
El  Fénix  Español  se  desposeyó  de  su  capital  para  cederlo  á  la  titulada 
La  Unión  y  el  Fénix  Español,  y  cesó  absolutamente  en  la  contratación 
de  seguros  de  incendios  que  constituía,  en  cuanto  al  caso  de  autos  se 
refiere,  su  objeto  social,  quedó  por  ambas  razones  totalmente  disuelto: 

4o  Que  con  infracción  también  del  art.  263  del  Código  de  Comercio 
y  de  la  ley  15,  tít.  14  de  la  Partida  5a,  como  también  con  error  de  de¬ 
recho,  en  la  inteligencia  de  los  mencionados  artículos  del  repetido  con¬ 
venio  de  14  de  Mayo  de  1879,  la  denegación  del  valor  jurídico  de  aquel 
convenio,  toda  vez  que  habiéndose  por  él  subrrogado  la  Compañía  La 
Unión  y  El  Fénix  Español  en  los  derechos,  acciones  y  responsabilida¬ 
des  de  El  Fénix  Español,  acto  que  constituye  una  verdadera  novación 
en  los  contratos  celebrados  por  la  segunda  de  estas  Compañías,  verifi¬ 
cada  en  cuanto  á  González  Dueñas  sin  su  placer  y  consentimiento,  se 
absuelve  A  la  Sociedad  La  Unión  y  El  Fénix  Español  de  la  demanda,  ó 
lo  qne  es  igual,  se  declara  que  González, Dueñas  viene  obligado  A  cum¬ 
plir  con  aquella  Sociedad  el  contrato  que  celebró  única  y  exclusiva¬ 
mente  con  El  Fénix  Español: 

5o  Que  asimismo  ha  infringido  la  Sala  sentenciadora  las  leyes  2*,  tí¬ 
tulo  16,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación;  3a  y  16,  tít.  22,  Parti¬ 
da  3a,  y  la  doctrina  leg'al  establecida  ñor  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  16  de  Octubre  de  1866,  27  deOctubre  de  1873,  22  de  Abril 
y  14  de  Diciembre  de  1876  y  otras,  según  la  que  no  es  permitida  la  in¬ 
terpretación  de  una  cláusula  redactada  en  términos  claros  y  explícitos; 
pues  apartándose  de  aquellos  preceptos  y  de  esta  doctrina,  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  funda  su  fallo  en  una  declaración  que  no  contiene  el  art.  19 
del  convenio  de  14  de  Mayo,  so/netiéndolo  á  una  interpretación  contra¬ 
ria  al  contexto  literal  de  dicho  artículo: 

6°  Que  por  último  se  infringe  la  ley  2a,  tít.  33,  Partida  7a,  porque 
en  el  caso  de  estimar  dudosas  las  palabras  y  cláusulas  del  convenio 
de  14  de  Mayo  para  determinar  su  objeto,  no  las  interpreta  en  contra 
de  quien  dijo  la  palabra  ó  el  pleito  oscuramente:  y  la  doctrina  legal 
sancionada  por  sentencias  de  25  de  Febrero  de  1875  y  otras  que  decla¬ 
ran  que  según  las  reglas  para  la  interpretación  de  los  contratos  deben 
reunirse  las  soluciones  que  den  por  resultado  el  que  aquéllas  no  puedan 
valer,  á  cuya  consecuencia  conduce  el  fallo  recurrido;  pues  afirmando 
la  existencia  de  El  Fénix  Español,  destruye  y  deja  sin  sentido  práctico 
y  legal  el  repetido  convenio  que  confundió  en  una  las  dos  Compañías 
antes  separadas,  y  respectivamente  denominadas  El  Fénix  Español  y 
La  Unión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  realizada  en  virtud  del  convenio  de  14  de  Mayo 
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de  1879  la  reunión  de  las  carteras,  ó  lo  que  es  igual  del  fondo  de  re¬ 
cursos  y  créditos  pertenecientes  á  las  antiguas  Sociedades  de  seguros 
La  Unión  y  El  Fénix  Español,  variada  la  razón  social;  fijado  el  capital 
de  9  millones  de  pesetas,  diferente  de!  que  aquellas  tenían,  y  acordado 
que  estuviese  representado  por  determinado  número  de  acciones  que 
se  repartirían  en  proporción  á  los  valores  que  cada  una  de  las  dos  Com¬ 
pañías  aportase  para  la  formación  del  activo,  es  evidente  que  desde  Io 
de  Julio  de  dicho  año  en  que  semejantes  hechos  tuvieron  lugar  por  vo¬ 
luntad  de  los  accionistas  de  La  Unión  y  El  Fénix  Español,  se  constitu¬ 
yó  una  nueva  Sociedad,  como  lo  demuestra  su  mismo  nombre,  que  co¬ 
rresponde  á  una  sola  entidad  jurídica,  y  de  ningún  modo  ádos: 

Considerando  que  á  mayor  abundamiento  las  cláusulas  7a  y  15  del 
convenio,  en  las  que  literalmente  se  establece  que  con  sus  respectivas 
carteras  de  seguros  contra  incendios,  seguros  marítimos  y  sobre  la  vida 
y  con  su  material  útil  concurren  las  dos  Compañías  á  formar  un  solo  ac¬ 
tivo  social,  y  que  es  de  cuenta  de  la  Compañía  reunida  tanto  las  primas 
que  vencieran  desde  la  hora  designada  en  la  cláusula  Ia,  como  la  liqui¬ 
dación  y  pago  de  los  siniestros  que  ocurriesen,  no  permiten  dudar  de 
que  en  el  citado  día  1*  de  Julio  por  la  fusión  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español  nació  la  Sociedad  que  existe  hoy,  sin  que  pueda  desvirtuarse 
la  faerza  legal  de  este  hecho  ni  por  el  idéntico  objeto  de  la  especula¬ 
ción,  ni  por  la  continuación  de  distintos  delegados  ó  representantes,  ni 
por  ninguna  otra  circunstancia  de  carácter  administrativo  ó  económico, 
porque  todo  tiene  que  referirse  á  las  operaciones  de  seguros  de  incen¬ 
dios  y  marítimos  que  las  antiguas  Compañías  verificasen  con  anterio¬ 
ridad  á  la  mencionada  fecha,  puesto  que  las  posteriores  á  ella  se  reali¬ 
zan  exclusivamente  según  el  convenio,  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  de 
la  nueva  Sociedad: 

Considerando  que  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  ha  existido  ver¬ 
dadera  novación,  y  hay  disparidad  entre  el  presente  caso  y  el  resuelto 
por  esta  Sala  en  la  sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1882  que  decidió  el 
recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Alcaide  y  Molina,  que  había  celebrado 
un  contrato  de  seguro  con  La  Unión,  cuya  sentencia  se  fundó  princi¬ 
palmente  en  la  cláusula  19  del  convenio,  por  la  cual  se  comprometie¬ 
ron  terminantemente  los  accionistas  de  la  Unión  á  segnir  siendo  res¬ 
ponsables  del  cumplimiento  de  las  pólizas  vigentes  desde  Io  de  Julio 
hasta  la  espiración  de  las  mismas  para  con  aquellos  asegurados  que  no 
aceptasen  la  sustitución  de  personalidad  y  garantía  de  la  nueva  razón 
social: 

Considerando  que  no  siendo  aplicable  dicha  cláusula  á  el  Fénix  Es¬ 
pañol,  cuyos  accionistas  no  han  contraído  igual  obligación  respecto  de 
los  asegurados  que  no  se  conformasen  ooif  el  convenio,  y  no  habiendo 
aceptado  expresa  ni  tácitamente  el  recurrente  D.  Mariano  González 
Dueñas  la  subrrogación  de  la  nueva  Compañía  en  lugar  de  la  de  El  Fé¬ 
nix  Español,  con  la  que  él  había  contratado,  tiene  derecho  á  obtener  Ja 
rescisión  de  Un  contrato  desde  1"  de  Julio  de  1879  y  el  reintegro  de  las 
cantidades  que  después  de  esta  fecha  se  le  han  exigido  por  razón  del 
seguro: 

Considerando  que  por  lo  tanto  la  sentencia  recurrida  al  absolver  de 
la  demanda  á  la  Compañía  demandada,  infringe  el  art.  263  del  Código 
de  Comercio  y  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5a,  que  se  invocan  en  el  cuar¬ 
to  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur- 
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so  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  González  Dueñas;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  8  de  Enero 
de  1883  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte: 
devuélvase  al  recurrente  el  depósito  que  constituyó.— (Sentencia  pu¬ 
blicada  el  31  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Fe¬ 
brero  de  1884.) 
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Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883).— Sala  'prime¬ 
ra. — Entbega  de  bienes. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Lucas 
Blázquez  y  otros  con  D.  Joaquín  Blázquez  Arenas  (Audiencia  de  Alba¬ 
cete),  v  se  resuelve: 

Io  Que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  conjunto  las  pruebas 
suministradas  por  ambos  litigantes ,  teniendo  en  cuenta  de  una  parte 
tas  divergencias ,  contradicciones ,  calificaciones  gratuitas  y  la  poca 
exactitud  con  que  se  produjeron  los  numerosos  testigos  presentados  por 
el  recurrente  y  las  afirmaciones  de  los  Facultativos  que  antes  de  la  fecha 
del  testamento  habían  asistido  al  testador ,  y  de  otra  el  mismo  testa¬ 
mento ,  al  que  no  se  objetan  «falsedades  ó  menguas »  que  lo  in¬ 
validen,  y  los  diversos  inslrumentos  públicos  que  el  pretendido  loco 
otorgó  durante  aquella  época ,  suscribiendo  alguno  de  ellos  y  siendo 
parte  en  otro  uno  de  los  demandantes  tres  días  después  de  la  fecha  del 
otorgamiento  de  aquél ,  establecía  la  capacidad  legal ,  en  cuanto  al  estado 
de  la  razón  del  testador  que  debe  suponerse  en  principio ,  y  resulta  ade¬ 
más  justificada  en  aquella  ocasión',  esta  apreciación  de  la  Sala\sólo  pue  - 
de  impugnarse  útilmente  para  los  efectos  de  la  casación  por  error  de 
derecho  que  consista  en  la  infracción  de  leyes  ó  doctrinas  de  juris¬ 
prudencia  destinadas  especialmente  á  dar  reglas  para  la  apreciación  de 
las  pruebas ,  ó  por  error  de  hecho  que  resulte  de  documento  ó  acto  au  - 
ténticos  que  demuestren  la  evidente  equivocación  del  juzgador  \  y  no 
es  admisible  la  impugnación  del  recurrente  que  se  funda  en  supuestos 
contrarios  al  resultado  de  autos  consignado  por  la  Sala  sentenciadora 
como  base  del  fallo  recurrido  y  cuyos  razonamientos  que  tienden  á 
destruir  los  considerandos  del  mismo  fallo ,  contra  los  cuales ,  como  re¬ 
petidamente  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo ,  no  se  da  recurso  de 
casación : 

2o  Que  cuando  las  Salas  sentenciadoras  juzgan  en  virtud  de  pruebas 
complejas,  no  es  dicito  al  recurrente  separar  los  diversos  elementos  de 
que  se  componen  y  combatir  el  juicio  que  sobre  el  conjunto  de  ellos 
haya  pronunciado  el  juzgador,  señalando  infracciones  que  no  afectan 
al  concepto  general  de  la  aprobación  hecha  por  el  mismo ; 

Y  ó°  Que  bojo  tales  supuestos,  la  sentencia  no  infringe  la  ley  13, 
titulo  Io,  Partida  6a,  porque  no  da  validez  al  testamento  en  razón  á  no 
haberse  probado  que  no  listó  en  un  intervalo  de  lucidez,  sino  porque 
consta  que  al  testar  se  hallaba  en  pleno  uso  de  sus  facultades  intelec¬ 
tuales.  que  conservaba  á  pesar  de  sus  quebrantos  de  salud  aun  después 
del  otorgamiento ,  ni  el  principio  inconcuso  de  Medicina  legal  de  que 
todas  las  enajenaciones  mentales  son  habituales .  en  el  concepto  jurídico 
de  esta  palabra ,  i  excepción  de  las  procedentes  de  un  estado  patológico 
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intermitente  en  que  se  manifiesta  la  locura  como  sintomática ,  y  el  no 
menos  inconcuso  de  que  la  demencia  por  agotamiento  de  facultades  no 
puede  tener  intervalos  lúcidos;  el  principio  de  derecho  sancionado  por 
la  ley  2a,  tít.  i  i,  Partida  3*,  de  que  las  excepciones  afirmativas  deben 
probarse  por  quien  las  alega;  el  principio  establecido  en  el  art.  578  de 
¿a  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  que  todos  los  hechos  son  susceptibles 
de  justificación  por  todos  los  medios  de  prueba  que  la  ley  admite;  el 
confirmado  por  el  núm.  V  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  de  que  el  resultado  de  las  pruebas  no  debe  alterarse  en  la  senten¬ 
cia;  el  de  que  la  prueba  testifical  y  pericial  que  no  vienen  al  pleito  con 
citación  de  la  otra  parte  y  que  no  se  practica  ante  el  Juzgado,  ni  con 
juramento ,  no  son  eficaces  ni  pueden  apreciarse  en  la  sentencia,  y  el 
de  que  los  actos  propios  de  un  litigante  no  pueden  dañar  á  sus  coliti¬ 
gantes:  alegados  con  mayor  ó  menor  pertinencia. 

En  la  villa  y  corte  do  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1 883,  en  los  au¬ 
tos  acumulados  que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
La  Roda  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  Don 
Joaquín  Blázquez  Arenas,  propietario,  vecino  de  El  Bonillo,  con  Don 
Lucas  Blázquez  y  Blázquez,  vecino  de  Villarrobledo,  sobre  entrega  de 
bienes,  y  por  el  mismo  D.  Lucas  y  D.  Joaquín  y  D,José  Antonio  Bláz¬ 
quez  García,  éstos  propietarios  y  vecinos  de  Mónera,  con  el  D.  Joaquín 
Blázquez  sobre  nulidad  del  testamento  otorgado  por  D.  Lucas  Bláz¬ 
quez  García  en  31  de  Mayo  de  1879,  habiendo  representado  respectiva¬ 
mente  á  los  interesados  ante  este  Tribunal  Supremo  los  Procuradores. 
D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez  y  D.  Miguel  Urdíales  Illana,  bajo  la 
dirección  del  Licenciado  D.  Cristin.o  Marios  y  el  Doctor  D.  Antonio 
Rentero: 

Resultando  que  en  31  de  Marzo  de  1880  se  interpuso  por  D.  Joa¬ 
quín  Blázquez  Arenas  demanda  civil  ofdinaria  contra  D.  Lucas  Bláz¬ 
quez  y  Blázquez  para  que  le  entregara  los  bienes  muebles  ó  su  equiva¬ 
lencia  que  tenía  en  su  poder  como  procedentes  de  su  tío  D.  Lucas 
Blázquez  García  del  que  el  demandante  era  Unico  y  universal  heredero, 
según  el  testamento  otorgado  en  Bonillo  en  31  de  Mayo  de  1879,  bajo 
del  cual  falleció  el. 22  de  Junio  del  propio  año,  y  por  lo  tanto  al  que 
entonces  correspondían  los  frutos,  muebles  ó  efectos  que  el  difunto 
D.  Lucas  entregó  al  demandado  por  la  vida  del  cedente  y  á  cambio  de 
ciertos  servicios,  puesto  que  dicha  cesión  no  era  donación  perpetua 
sino  temporal  y  limitada,  correspondiendo  los  bienes  que  la  constitu¬ 
yeron  al  demandante  como  único  y  universal  heredero  del  cedente: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Lucas  Bláz¬ 
quez  y  Blázquoz  promovió  artículos  de  inconteslación ,  fundado  en  no 
haber  acreditado  en  forma  su  personalidad  el  demandante,  y  sustan¬ 
ciado  el  incidente  terminó  por  auto  de  21  de  Junio  de  4880,  en  el  que 
se  declaró  no  haber  lugar  á  la  excepción  dilatoria  propuesta  por  ha¬ 
berse  traído  á  ios  autos,  con  citación  de  las  partes,  testimonio  del  tes¬ 
tamento  en  que  el  demandante  fundó  la  acción  real  por  que  pidió  la 
entrega  da, bienes,  otorgando  en  El  Bonillo  en  31  de  Mayo  de  1879  por 
D.  Lucas  Blázquez  García,  por  el  que  constituyó  por  su  heredero  uni¬ 
versal  á  su  sobrino  D.  Joaquín  Blázquez  Arenas: 

Resultando  que  en  25  de  Mayo  de  1880  D.  Joaquín  Antonio  y  Don 
Antonio  José  Blázquez  García  interpusieron  demanda  civil  ordinaria 
contra  D.  Joaquín  Blázquez  Arenas,  en  la  que  expusieron  que  D.  Lu- 
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cas  Blázquez  García,  en  unión  de  su  mujer  Doña  Josefa  Carrión,  otorgó 
testamento  en  Villarrobledo,  pueblo  de  su  vecindad,  en  11  de  Enero 
de  1877,  por  el  que  se  instituyeron  uno  á  otro  por  heredero  usufruc¬ 
tuario,  disponiendo  que  á  la  muerte  del  último  heredarían  al  D.  Lucas 
sus  hermanos  D.  Joaquín,  Juan  Antonio,  Felipe  y  José  Antonio  Bláz- 
quez  por  iguales  partes,  y  por  fallecimiento  de  cualquiera  de  ellos  en¬ 
trarían  sus  hijos  en  su  representación;  que  fallecido  el  D.  Lucas  Bláz- 
quez  García  se  promovió  el  correspondiente  juicio  voluntario  de  testa¬ 
mentaría,  en  el  que  compareció  D.  Joaquín  Blázquez  Arenas  oponién¬ 
dose  á  su  continuación,  fundado  en  ser  él  el  único  heredero  del  Don 
Lucas  en  virtud  del  testamento  otorgado  por  el  mismo  en  El  Bonillo  en 
31  de  Mayo  de  1879,  y  en  el  que  se  expresa  que  el  testador  se  hallaba 
en  su  cabal  juicio,  según  se  hacía  constar  con  la  certificación  expedida 
en  aquella  fecha  por  el  Médico  D.  Miguel  Castillo,  que  se  unía  y  pro¬ 
tocolizaría  con  el  testamento;  que  desde  poco  después  de  la  muerte  de 
la  esposa  del  testador,  ocurrida  en  13  de  Enero  de  1877  se  inició  el  pa¬ 
decimiento  mental  de  aquél,  que  se  fué  agravando  hasta  perturbarle 
por  completo  de  su  razón,  falleciendo  en  tal  estado  á  los  32  días  de  Ja 
fecha  del  referido  segundo  testamento;  habiéndose  observado  por  la 
familia  y  extraños  los  actos  que  muy  luego  de  los  primeros  síntomas 
le  constituyeron  en  completa  demencia  habitual  y  constante,  y  de  or¬ 
dinario  en  verdadero  estado  de  idiota;  habiendo  sido  visitado  durante 
su  enfermedad  por  el  Facultativo  de  Villarrobledo  D.  Jesús  Fernández, 
y  algunas  veces  por  D.  Ladislao  Moragón;  que  ó  la  fecha  del  segundo 
testamento  se  hallaba  el  D.  Lucas  en  estado  de  demencia,  imposibili¬ 
tado  por  consiguiente  para  testar  y  para  el  ejercicio  de  todos  sus  dere¬ 
chos  civiles;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de  derecho,  con¬ 
cluyeron  solicitando  se  declarase  nulo,  de  ningún  valor  ni  efecto  el  tes¬ 
tamento  que  aparecía  otorgado  por  D.  Lucas  Blázquez  en  El  Bonillo 
en  31  de  Mayo  de  1879,  y  en  su  virtud  se  mandase  que  continuara  la 
sustanciación  del  juicio  voluntario  de  testamentaría  pendiente  con  arre¬ 
glo  al  testamento  de  11  de  Enero  de  1877: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Joaquín  Bláz¬ 
quez  Arenas,  le  evacuó  pretendiendo  que  se  le  absolviera  de  ella,  de¬ 
clarándose  que  el  último  testamento  de  D.  Lucas  Blázquez  García  no 
adolecía  de  vicio  alguno  de  nulidad  por  hallarse  otorgado  con  los  re¬ 
quisitos  legales,  y  al  efecto  alegó  que  el  D.  Lucas  tan  luego  como  fa¬ 
lleció  su  esposa,  otorgó  á  favor  del  demandado,  hoy  su  heredero,  un 
poder  amplísimo  para  que  le  representara  en  las  operaciones  particio- 
nales  con  los  herederos  de  aquélla,  y  le  entregó  todos  sus  bienes  por 
los  días  de  su  vida,  con  lo  que  demostró  la  confianza  y  cariño  que  tenia 
á  su  sobrino  D.  Joaquín  y  la  preferencia  que  le  merecía,  mientras  que 
con  los  demás  y  hasta  con  personas  de  su  familia  se  mostró  retraído; 
que  el  carácter  de  D.  Lucas  Blázquez  García  era  muy  reconcentrado, 
muy  metido  en  sí  y  un  tanto  distraído,  cualidades  que  se  acentuaron 
con  la  pérdida  de  su  esposa;  pero  jamás  se  dieron  síntomas  previos  de 
uha  demencia  bien  clasificada  que  le  incapacitara  sobre  todo  para  el 
acto  del  testamento  que  se  discute;  y  asi  lo  acreditaba  la  certificación 
del  Facultativo  que  le  asistía  á  la  sazón,  y  lo  comprendieron  el  Notario 
y  los  testigos  del  otorgamiento,  en  el  que  D.  Lucas  dió  por  si  las  ins¬ 
trucciones  que  constituyen  el  fondo  de  aquella  disposición: 

Resultando  que  conferido  traslado  para  réplica  al  demandante,  pro¬ 
movió  incidente  sobre  acumulación  de  las  dos  demandas  expresadas  por 
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haber  identidad  de  personas  y  de  causas,  que  podrá  producir  excep¬ 
ción  de  cosa  juzgada;  y  trasmitido  en  forma,  por  auto  de  30  de  Julio 
de  1 880,  confirmado  en  16  de  Diciembre  siguiente  por  la  Sala  de  lo  ci¬ 
vil  de  la  Audiencia,  se  mandó  acumular  la  demanda  de  nulidad  del  tes¬ 
tamento  á  otra  sobre  reclamación  de  bienes;  y  acumulados,  presenta¬ 
ron  escrito  D.  Lucas  Blázquez  y  Blázquez  y  D.  Joaquín  y  D.  José  An¬ 
tonio  Blázquez  García,  replicando  en  unos  autos,  y  contestando  en 
otros  se  declarase  la  nulidad  del  testamento  otorgado  por  D.  Lucas 
Blázquez  García  en  31  de  Mayo  de  1880,  y  se  absolviese  á  D.  Lucas 
Blázquez  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  D.  Joaquín  Blázquez 
sobre  entrega  de  bienes;  al  efecto  reprodujeron  los  hechos  expuestos 
en  la  demanda  sobre  nulidad  del  testamento,  álos  que  adicionaron  que 
el  contrato  á  que  hacia  referencia  la  demanda  de  D.  Joaquín  Blázquez 
exigían  una  liquidación  de  cuentas,  sin  la  que  no  podía  hacerse  la  en¬ 
trega  de  bienes;  que  D.  Joaquín  procuró  hacerse  con  la  cédula  de  ve¬ 
cindad  de  su  tío  D.. Lucas,  al  que  instó  y  convenció  para  que  se  fuera 
con  él  á  El  Bonillo,  donde  otorgó  el  testamento,  que  procuró  reservar¬ 
se  hasta  después  de  muerto  el  testador;  que  éste  dió  diferentes  pruebas 
y  manifestaciones  externas  de  demencia,  y  en  tan  deplorable  estado  le 
asistieron  sus  sobrinos  D.  Lucas  Blázquez  y  Blázquez  y  su  esposa  Doña 
Manuela  Chavuel,  asi  como  en  sus  diferentes  ataques  cerebrales,  seme¬ 
jantes  á  los  que  otros  individuos  de  su  familia  habían  sufrido,  y  de  que 
fallecieron;  y  finalmente,  que  el  Médico  D.  Miguel  del  Castillo  era  ami¬ 
go  íntimo  del  D.  Joaquín  Blázquez,  y  no  era  Facultativo  titular  de  El 
Bonillo: 

Resultando  que  evacuado  por  D.  Joaquín  Blázquez  el  traslado  co¬ 
rrespondiente,  se  recibieron  los  autos  á  prueba,  practicándose  las  pro¬ 
puestas  por  los  interesados  por  medio  de  posiciones,  documentos  y  tes¬ 
tigos;  y  en  parte  de  la  suministrada  por  D.  Manuel  Blázquez  Arenas  se 
unió  copia  de  un  poder  otorgado  en  Socuéllamos  en  30  de  Enero  de 
1 878  por  D.  Lucas  Blázquez  García  á  favor  de  su  sobrino  D.  Lucas  Bláz- 

3uez  Arenas,  facultándole  para  administrar  sus  bienes,  comprar  y  ven- 
er,  permutarlos  y  para  cobrar  y  pagar;  otra  escritura  otorgada  en  14 
de  Octubre  de  1878,  aclaratoria  de  contrato  privado  sobre  entrega  de 
bienes  que  el  D.  Lucas  hizo  á  su  sobrino  D.  Joaquín,  y  otra  otorgada  en 
3  de  Junio  de  1879,  en  la  cual  D.  Lucas  Blázquez  García  declara  tener 
hecha  entrega  de  bienes  á  sus  sobrinos  D.  Lucas  y  D.  Joaquín  median¬ 
te  la  cantidad  ó  renta  de  5  000  rs.  anuales,  haciendo  referencias  á  otros 
documentos  privados  que  quería  solemnizar  por  dicha  escritura: 

Resultando  que  á  instancias  de  Lucas  Blázquez  y  Blázquez  y  consor¬ 
tes,  y  en  parte  de  su  prueba,  se  examinaron  numerosos  testigos  de  dis¬ 
tintos  pueblos  con  objeto  de  demostrar  el  estado  de  incapacidad  en  que 
se  hallaba  D.  Lucas  Blázquez  García  al  otorgar  el  testamento  en  31  de 
Mayo  de  1879;  siendo  también  examinados  dos  Facultativos  de  Villa- 
rrobledo  que  habían  asistido  al  Blázquez  García,  los  cuales  dijeron  sus¬ 
tancialmente  que  le  tenían  propinados  baños  de  mar  para  los  padeci¬ 
mientos  del  estómago  é  hígado:  que  su  temperamento  era  sanguíneo 
bilioso:  que  al  poce  de  fallecer  su  esposa  se  empezó  á  quejar  de  padeci¬ 
miento  cerebral,  que  fué  acentuándose  y  le  constituyó  en  estado  de  im¬ 
becilidad:  que  nunca  advirtieron  síntomas  de  demencia  senil,  y  sí  de  re¬ 
blandecimiento  cerebral:  que  en  sus  exacerbaciones  no  observaron  nor¬ 
malidad  en  sus  facultades  intelectuales  ó  períodos  de  completa  lucidez, 
sin  que  pudieran  decir  si  pasado  aquel  estado  ó  en  las  ausencias  que 
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hizo  podría  tener  períodos  lúcidos;  y  que  en  la  última  época  de  su  do¬ 
lencia  se  trastornaron  y  paralizaron  sus  facultades  intelectuales  y  mo¬ 
vimientos: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas,  el  Juez  de  primera  instancia  dic¬ 
tó  sentencia,  que  fué  confirmada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
en  7  de  Abril  último,  absolviendo  de  la  demanda  interpuesta  contra 
D.  Joaquín  Blázquez  Arenas,  por  la  que  se  pide  la  declaración  de  nuli¬ 
dad  del  testamento  otorgado  por  D.  Lucas  Blázquez  García  en  31  de 
Mayo  de  1879,  condenando  en  su  consecuencia  á  D.  Lucas  Blázquez  y 
Blázquez  á  la  entrega  en  término  de  tercero  día  de  los  bienes,  ó  su  equi¬ 
valencia,  que  procedentes  del  Blázquez  García  poseía  y  le  demandó 
I).  Joaquín  Blázquez  y  Arenas,  sin  hacer  expresa  condenación  de 
costas: 

Resultando  que  por  parte  de  D,  Lucas  Blázquez  y  Blázquez  y  Don 
Joaquín  y  D.  José  Antonio  Blázquez  García  se  interpuso  recurso  de  ca¬ 
sación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

Io  La  ley  13,  tít.  Io,  Partida  6a,  según  la  cual  el  que  fuere  salido  de 
memoria  non  puede  facer  testamento  mientras  que  fueje  desmemoria¬ 
do,  porque  se  daba  validez  al  testamento  que  se  supone  otorgado  por 
un  loco,  por  si  pudo  estar  en  un  intervalo  lúcido  el  día  31  de  Mayo  de 
1879;  y  para  ello  se  afirma  que  el  estado  normal  de  las  facultades  in¬ 
telectuales  de  un  testador  se  presume  de  derecho,  y  que  aun  dado  su 
estado  de  demencia  no  se  puede  declarar  incapacitado  en  tanto  que  no 
conste  que  en  el  acto  del  otorgamiento  no  se  hallaba  en  un  intervalo 
lúcido;  y  así  se  hace  de  la  excepción  regla  general,  invirtiendo  los  tér¬ 
minos  de  la  ley  y  deduciendo  que  no  negaba  la  tesíamentifacción  al 
demandante  por  regla  general: 

2o  El  principio  inconcuso  de  Medicina  legal  de  que  todas  las  enaje¬ 
naciones  mentales  son  habituales,  en  el  concepto  jurídico  de  esta  pa¬ 
labra,  á  excepción  de  las  procedentes  de  un  estado  patológico  intermi¬ 
tente  en  que  se  manifieste  la  locura  como  sintomática,  y  el  no  menos 
inconcuso  de  que  la  demencia  por  agotamiento  de  facultades  no  puede 
tener  intervalos  lúcidos: 

3°  El  principio  de  derecho  sancionado  por  la  ley  2a,  tít.  14,  Partida 
3a,  de  que  las  excepciones  afirmativas  deben  probarse  por  quien  las 
alega,  porque  en  este  juicio  los  demandantes  recurrentes  justificaron  el 
estado  habitual  y  constante  de  D.  Lucas  Blázquez  desde  1877  hasta  su 
fallecimiento;  la  Sala  sentenciadora  lo  reconoce.así,  el  demandado  negó 
la  locura  y  afirmó  que  el  testador  pudo  estar  en  un  intervalolúcido  en  el 
acto  del  otorgamiento,  y  la  Sala  supone  que  los  demandantes  han  debi¬ 
do  probar  que  no  ocurrió  la  excepción  de  la  ley: 

4o  El  principio  de  derecho  establecido  en  el  art.  578  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  de  que  todos  los  hechos  son  susceptibles  de  justifica¬ 
ción  por  todos  los  medios  de  prueba  que  la  ley  admite,  puesto  que  se 
sienta  que  aunque  56  testigos  que  han  conocido  y  tratado  constante  - 
mente  á  D.  Lucas  Blázquez  declaran  su  estado  de  demencia,  no  pueden 
ser  estimados  porque  no  eran  peritos  en  ciencias  médicas: 

5o  El  principio  inconcuso  confirmado  por  el  ntim.  7°,  art.  1692  de 
la  ley  ritual,  de  que'el  resultado  de  las  pruebas  no  debe  alterarse  en  la 
sentencia;  porque  se  afirma  que  los  Facultativos  han  afirmado  que  no 
padeció  D.  Lucas  demencia  senil,  que  era  idiota  y  que  admitían  la  po¬ 
sibilidad  de  momentos  lúeidos,  cuando  lo  que  habían  dicho  era  que  es  - 
taba  demente  habitual  y  constantemente;  que  su  demencia  no  debía  ca- 
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lificarse  de  senil;  que  quedó  en  una  especie  de  idiotismo;  que  no  lo  han 
visto  en  momentos  lúcidos,  y  que  no  sabían  si  los  tendría;  lo  cual  era 
radicalmente  distinto: 

6o  El  principio  de  derecho  de  que  la  prueba  testifical  y  pericial  que 
no  vienen  al  pleito  con  citación  de  la  otra  parte  y  que  no  se  practica 
ante  el  Juzgado,  ni  con  juramento,  no  son  eficaces  ni  pueden  apre¬ 
ciarse  en  la  sentencia,  pues  se  daba  valor  al  dicho  de  tres  testigos  y  un 
Médico  referidos  en  el  testamento  y  no  ratificado  en  este  juicio,  des¬ 
pués  de  rechazar  el  de  dos  Facultativos  y  56  testigos  que  en  él  han  de¬ 
clarado;  artículos  647  y  demás  del  párrafo  séptimo,  sección  5a,  tít.  2o, 
libro  2°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  618  del  párrafo  quinto: 

7°  El  principio  de  que  los  actos  propios  de  un  litigante  no  pueden 
dañar  á  sus  colitigantes,  en  cuanto  se  apoya  la  sentencia  en  la  prueba 
que  quiere  deducirse  de  actos  ejecutados  por  D.  Lucas  Blázquez  y  Bláz¬ 
quez  y  no  consentidos  ni  aceptados  por  D.  Joaquín  ni  por  D.  José  An¬ 
tonio:” 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  cuestión  de  este  pleito  se  reduce  á  determinar 
si  D.  Lucas  Blázquez  García  cuando  en  31  de  Mayo  de  1879  otorgó  su 
testamento  estaba  en  el  pleno  goce  de  sus  facultades  intelectuales, 
como  resulta  del  mismo  instrumento  intervenido  por  el  Facultativo  de 
su  asistencia,  ó  se  hallaba  en  el  estado  de  habitual  y  constante  locur.i 
en  que  le  supone  el  recurrente  desde  1877: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  conjunto  las 
pruebas  suministradas  por  ambos  litigantes,  teniendo  en  cuenta  de 
una  parte  las  divergencias,  contradicciones,  calificaciones  gratuitas  y 
la  poca  exactitud  con  que  se  produjeron  ios  numerosos  testigos  presen 
lados  por  el  recurrente  y  las  afirmaciones  de  dos  Facultativos  que  an¬ 
tes  de  la  fecha  del  testamento  habían  asistido  al  testador,  y  de  otra  el 
mismo  testamento,  al  que  no  se  objetan  afalsedades  ó  menguas»  que  lo 
invaliden,  y  los  diversos  instrumentos  públicos  que  el  pretendido  loco 
otorgó  durante  aquella  época,  suscribiendo  alguno  de  ellos  y  siendo 
parte  en  otro  uno  de  los  demandantes  tres  días  después  del  31  de  Mayo 
citado,  establecía  que  la  capacidad  legal  que  en  cuanto  al  estado  de  la 
razón  del  testador  debe  suponerse  en  principio,  y  resulta  además  justj 
Senda  respecto  á  D.  Lucas  Blázquez  García  en  aquella  ocasión: 

Considerando  que  esta  apreciación  de  la  Sala  sólo  puede  impug¬ 
narse  útilmente  pira  los  efectos  de  la  casación  por  error  de  derecho 
que  consista  en  la  infracción -de  leyes  ó  doctrinas  de  jurisprudencia 
destinadas  especialmente  á  dar  reglas  para  la  apreciación  de  las  prue¬ 
bas,  ó  por  error  de  hecho  que  resulta  de  documento  ó  acto  auténticos 
que  demuestren  la  evidente  equivocación  del  juzgador,  y  la  impugna¬ 
ción  del  recurrente  se  funda  en  supuestos  contrarios  al  resultado  de 
autos  consignado  por  la  Sala  sentenciadora  como  base  del  fallo  recu 
rrido  y  en  razonamientos  que  tienden  á  destruir  los  considerandos  del 
mismo  fallo,  contra  los  cuales,  como  repetidamente  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo,  no  se  da  recurso  de  casación: 

Considerando  también  que  cuando  las  Salas  sentenciadoras  juzgan 
en  virtud  de  pruebas  complejas  no  es  lícito  al  recurrente  separar  los 
diversos  elementos  de  que  se  componen  y  combatir  el  juicio  que  sobre 
el  conjunto  de  ellos  haya  pronunciado  el  juzgador,  señalando  infrac¬ 
ciones  que  no  afectan  al  concepto  general  de  U  apreciación  hecha  por 
el  mismo:  , 
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Considerando,  bajo  tales  supuestos,  que  la  sentencia  no  infringe  la 
ley  13,  tít.  4o,  Partida  6a,  citadas  en  el  primer  motivo,  porque  no  da 
validez  al  testameúto  de  D.  Lucas  Blázquez,  en  razón  á  no  haberse  pro¬ 
bado  que  no  testó  en  un  intervalo  de  lucidez,  s  no  porque  consta  que 
al  testar  se  hallaba  en  pleno  uso  de  sus  facultades  intelectuales,  que 
conservaba  á  pesar  dé  sus  quebrantos  de  salud  aun  después  de  1877,  ni 
ros  demás  principios  de  derecho  que  con  más  ó  menos  pertinencia  sir¬ 
ven  de  apoyo  á  los  restantes  motivos  alegados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lucas  Blázquez  y  Blázquez,  Don 
Joaquín  y  D.  José  Antonio  Blázquez  García,  á  los  que  condenamos  en 
las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  que  constituyeron,  que  se  distri¬ 
buirá  en  la  forma  que  la  ley  previene:  líbrese  la  correspondiente  certi¬ 
ficación  á  la  Audiencia  de  Albacete,  con  devolución  del  apuntamiento. 
— (Sentencia  publicada  el  31  de  Diciembre  de  1883,  é  inserta  en  la  Ga¬ 
ceta  de  7  de  Febrero  de  1884.) 
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ISecurso  de  cnsncióu  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala  prime¬ 
ra. — Nulidad  de  una  venta.— -Ha  lugar  á  los  interpuestos  por  D.  José 
Rosé*,  la  viuda  y  sucesores  de  D.  José  Masriera  y  Doña  María  del  Filar 
Chaves  (Audiencia  de  Barcelona),  y  se  resuelve: 

Io  Que  la  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  una  venta  arreglada 
á  derecho  infringe  las  leyes  II  y  13,  párrafo  veinticinco ,  Digesto  De 
actionibus  empti  et  vendí  ti ,  y  la  doctrina  del  Supremo  Tribunal  que 
consigna  la  obligación  en  el  vendedor  de  consumar  la  venta  ya  perjjec 
donada  y  el  derecho  del  comprador  á  exigirlo ,  asi  como  las  leyes  3 1 
Digesto  De  adquirendo  reium  dominio;  2a Digesto  De  conditione  causa; 
Ia,  2a,  3a  y  4a  Diges'o  De  conditione  sine  causa;  54,  2a,  párrafo  prime 
ro,  Digeslo  De  conditone  indebiti,  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supre¬ 
mo,  que  declara  contrarios  á  la  ley  los  contratos  celebrados  con  falsa 
causa-.,  porque  habiendo  aceptado  el  comprador  la  compra  de  la  finca  por 
el  tanto ,  se  realizó  el  contrato  irrevocablemente  por  el  mutuo  consen¬ 
timiento  en  la  cosa  y  en  el  precio,  y  ha  ejercitado  con  derecho  la  ac¬ 
ción  entablada,  sin  que  á  ésta  pueda  oponerse  la  venta  posterior  hecha 
á  otro,  que  carece  de  toda  fuerza  por  haberla  servido  de  título  la  ce¬ 
sión  ineficaz  declarada  nula  ejecutoriamente  del  derecho  personalisi - 
mo  de  f adiga,  resultando  de  aqui  que  no  se  trata  del  conflicto  de  dos 
verdaderas  convenciones,  sino  de  una  válida  preexistente  enfrente  de 
otra  esencialmente  nula ; 

Y  2o  Que  la  misma  sentencia  aplica  indebidamente  la  ley  50,  Ululo 
5o  de  la  Partida  5a,  é  infringe  la  doctrina  que  establece  que  es  condi¬ 
ción  esencial  para  la  reclamación  de  perjuicios  et  probar  fu  existencia 
y  cuantía,  y  que  no  son  aplicables  las  doctrinas  sobre  abono  de  daños 
cuando  no  se  justifica  la  existencia  de  los  mismos ,  porque  aquélla  no 
rige  en  Cataluña ,  ni  en  su  caso  tiene  lugar  su  aplicación,  no  resultando 
que  el  vendedor  hubiera  procedido  engañosamente,  y  porque  la  Sala 
sentenciadora  reconoce  que  no  hay  justificación  alguna  de  perjuicios. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1883,  en  el 
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pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
San  Pedro  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien¬ 
cia  de  aquella  ciudad  por  D.  José  Rosés  y  Rieart,  representado  por  el 
Procurador  D.  Félix  Bazán  y  defendido  por  el  Licenciado  D.  Francisco 
Sálvela ,  con  D.  Eusebio  Güell  y  Bacigalupi,  y  en  su  nombre  el  Procu¬ 
rador  D.  Antonio  Bendicho,  defendido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Doc¬ 
tor  D.  Manuel  Durán  y  Bás,  Doña  Eulalia  Manobens,  viuua  -de^Masrie- 
ra;  D  José,  D.  Francisco,  D.  Federico  y  Doña  Elisa  Masriera  y  Mano¬ 
bens  y  D.  Faustino  Bernareggi,  por  sí  y  en  representación  de  sus  hijas 
Doña  Concepción  y  Doña  Josefa  Bernareggi  y  Masriera,  representados 
por  el  Procurador  D.  Antonio  Arana  y  Morayta,  bajo  la  dirección  del 
Doctor  D.  Francisco  de  P.  Lobo;  Doña  María  del  Pilar  Chaves  y  de 
Loaisa,  Marquesa  viuda  de  Palmerola,  como  usufructuaria  de  los  bie¬ 
nes  de  su  difunto  marido  y  administradora  de  los  bienes;  de  sus  hijos 
menores,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Federico  Grases,  defendi¬ 
das  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letrado  D.  Melchor  Ferrer;  y  D.  José 
Torrescosana  y  de  Requesens,  Doña  Alaría  Josefa  de  Rocabruna  y  Pas¬ 
cual,  Doña  Josefa  de  Rocabruna  y  Pascual,  Doña  Josefa  de  Rocabruna 
y  Jordá  y  D.  José  de  Puig  y  de  Boria,  que  no  han  comparecido  en  este 
Supremo  Tribunal,  sobre  nulidad  de  unas  cesiones  y  de  una  venta  é in¬ 
demnización  de  perjuicios: 

Resultando  que  D.  Alvaro  María  Camín  y  López,  como  apoderado 
general  de  D.  Ignacio  María  de  Despujol,  Marqués  de  Palmerola,  dió 
en  arrendamiento,  por  escritura  de  29  de  Julio  de  1870,  á  D.  José  Rosés 
y  Rieart  y  D.  José  Masriera  y  Vidal,  del  comercio  de  Barcelona  el  piso 
principal  segundo  interior,  desvanes  ó  buhardillas  anejas  á  éste  y  la 
cochera  y  bajos  de  la  casa  números  7  y  9  de  la  calle  de  Puerta  Ferrisa, 
de  dicha  ciudad,  propia  del  Marqués,  junto  con  la  parte  asignada  á  di  - 
cha  porción  de  casa  de  dos  plumas  de  agua  de  que  se  hallaba  dotada 
estableciendo  diferentes  pactos  para  el  uso  y  aprovechamiento  de  la 
finca,  y  entre  ellos,  en  la  cláusula  8a  que  el  arriendo  se  hacía  hasta  el 
3t  de  Diciembre  de  1876,  cuyo  término  era  forzoso  para  ambas  par¬ 
tes,  y  además  otro  año  voluntario  para  los  arrendatarios  y  forzoso 
para  el  arrendador,  estipulando  en  la  cláusula  9a,  que  si  durante  el 
mencionado  término  conviniese  al  proptetario  la  venta  de  la  finca,  y  á 
pesar  de  esta  circunstancia  fuese  conveniente  á  los  arrendatarios  con¬ 
tinuar  el  arriendo  hasta  el  término  estipulado,  siria  condición  precisa 
que  por  parte  de  los  compradores  se  respetase  este  contrato  en  todas 
las  cláusulas,  hasta  la  conclusión  del  mismo,  quedando  además  conve¬ 
nido  que  en  el  caso  de  realizarse  esta  venta,  el  arrendador  conce¬ 
dería  la  privativa  de  compradores  con  igualdad  de  condiciones  á  los 
arrendatarios,  siendo  esta  escritura  inscrita  en  el  Registro  de  la  pro¬ 
piedad: 

Resultando  que  habiendo  tratado  el  Marqués  de  la  venta  de  la  casa, 
D.  José  Rosés  ofreció  por  ella  100.000  duros,  oferta  que  fué  rechazada 
por  el  apoderado  del  Marqués  en  carta  de  2o  de  Febrero  de  1872  por 
considerarla  sumamente  baja,  habiendo  mediado  otras  proposiciones  de 
compra  que  no  llegaron  á  realizarse,  y  manifestado  Rosés  y  Masriera 
en  cartas  de  26  de  Febrero  y  28  de  Mayo  de  1872  y  28  y  19  de  Febrero 
de  1873  que  si  bien  no  ¡es  convenía  tomar  parte  como  compradores  vo¬ 
luntarios  de  la  casa,  se  reservaban  para  su  caso  y  lugar  el  derecho  con¬ 
cedido  en  el  párrafo  segundo  de  la  condición  9a  de  la  escritura: 
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Resaltando  que  el  apoderado  del  Marqués  en  carta  de  25  de  Febrero 
dijo  creía  haber  cumplido  la  obligación  impuesta  en  el  pacto  citado,  y 
que  una  vez  firmada  la  escritura  de  venta  quedaría  completamente  ex¬ 
tinguido  el  derecho  que  aquel  pacto  les  daba,  reiterándoles  en  su  virtud 
la  preguntado  si  se  hallaban  dispuestos  á  compar  por  la  sumada 
115.000  duros,  en  la  seguridad  de  que  no  habría  de  anunciarles  la  otor- 
gación  de  la  escritura  de  venta;  y  que  Rosés  y  Masriera  contestaron 
en  Io  de  Marzo  qué  entendían  que  su  derecho  era  tal  y  como  lo  tenían 
consignado,  puesto  que  la  privativa  ó  prelación  en  igualdad  de  condi¬ 
ciones  estaba  estipulada  en  el  caso  de  realizarse  la  venta,  la  cual  no  se 
verificaba  por  las  solas  proposiciones  de  compra: 

Resultando  que  en  carta  de  23  de  Julio  de  1874  manifestó  D.  Alva¬ 
ro  María  Camín  á  D.  José  Rosés  y  D.  José  Masriera,  á  los  efectos  de  la 
última  parte  del  pacto  9°  de  la  escritura  de  arriendo,  que  había  conve¬ 
nido  la  venta  de  la  casa  á  favor  de  D.  Antonio  López  por  el  precio  de 
100.000  duros,  de  los  cuales  se  retendría  la  cantidad  necesaria  para  cu¬ 
brir  los  créditos  hipotecarios  construidos  sobre  la  finca,  rogándoles  que 
le  manifestaran  por  escrito  si  querían  hacer  uso  de  la  privativa  que 
les  concedía  el  referido  pacto,  considerando  que  renunciaban  á  la  mis¬ 
ma  si  no  le  contestasen  para  el  día  28: 

Resultando  que  con  fecha  27  contestaron  Rosés  y  Masriera  que  si 
bien  no  podían  admitir  la  inteligencia  y  el  plazo  de  su  carta  ni  consen¬ 
tir  cosa  perjudicial  á  su  derecho,  toda  vez  que  les  aseguraba  que  había 
quedado  convenida  la  venta  con  la  persona,  condiciones  y  precio  que 
explicaba,  le  manifestaban  que  querían  hacer  y  hacían  uso  del  derecho 
de  prelación  ó  privativa  de  compradores,  y  en  su  consecuencia  espe¬ 
raban  que  pasase  los  títulos  á  su  Abogado  D.  Juan  de  Soler  para  su 
examen,  reservándose  para  el  acto  de  redactarse  la  escritura  hacerla 
extender  á  nombre  de  ambos  en  común  ó  de  cualquiera  de  ellos,  y  que 
D.  Alvaro  Maiía  Camín  contestó  en  28  de  Julio  que  quedaba  enterado 
y  tomaba  nota  de  su  manifestación,  y  que  pasaría  los  expresados  títu¬ 
los  al  Sr.  Soler,  pudiendo  asegurarles  que  no  había  más  gravámenes 
que  los  censos  y  préstamos,  de  cuyo  pago  se  habían  de  encargar  como 
parte  del  precio: 

Resultando  que  en  Io  de  Setiembre  de  1874  D.  José  Rosés  y  D.  Alva¬ 
ro  María  Camín  dirigieron  á  los  dóminos  enfiteuticarios  de  la  finca  don 
Ignacio  Puig,  Ü.  José  María  de  Torrescasana  y  Doña  Josefa  y  Doña  Ma¬ 
ría  Josefa  de  Rocabruita  los  esquellos  de  estilo  firmados  por  ambos,  no¬ 
tificándoles  tener  convenida  la  venta  y  expidiéndoles  gracia  del  laude- 
mio,  y  que  en  13  del  mismo  mes  D.  José  ¡María  Torrescasana  y  D.  José 
Vidal,  como  apoderado  de  D.  José  Puig,  contestaron  á  D.  Alvaro  María 
de  Camín  que  no  podían  satisfacer  tales  deseos,  por  tener  cedido  el  de¬ 
recho  de  fadiga  ó  prelación  en  el  primer  traspaáo  que  se  otorgara  por 
el  Marqués  6  favor  de  D.  Eusebio  Güell  y  Bacigalupi: 

Resultando  que  los  referidos  D.  Ignacio  Puig,  D.  José  María  Torres¬ 
casana,  Doña  Josefa  de  Rocabrur\a  y  Jordá  y  Doña  María  Josefa  de  Ro- 
cabruna  y  Pascual,  por  escrituras  de  26  y  31  de  Agosto,  4  y  5  de  Se¬ 
tiembre  de  dicho  año,  cedieron  á  D.  Eusebio  Güell  el  derecho  de  fadiga 
ó  prelación  que  les  correspondiera  como  dóminos  medianos  de  la  casa 
de  propiedad  del  Marqués  de  Palmerola: 

Resultado  que  en  12  dicho  mes  de  Setiembre,  á  instancia  de  D.  Eu¬ 
sebio  Güell,  se  dirigió  por  medio  de  Notario  un  requerimiento  al  apo¬ 
derado  del  Marqués  de  Palmerola  D.  Alvaro  María  Camín,  para  que 
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mediante  á  que  los  dóminos  tenían  entre  otros  derechos  el  de  retracto 
ó  fadiga  que  habían  cedido  todos  á  favor  del  requirente  Güell,  y  á  que 
el  retracto  de  la  finca  procedía  tan  luego  como  el*cóntrato  quedaba 
perfeccionado  por  convención  de  las  partes  en  la  cosa  y  en  el  precio,  se 
abstuviera  de  formalizar  en  escritura  pública  el  contrato  de  venta  á  fa¬ 
vor  de  Rosés,  otorgándole  en  virtud  del  derecho  de  retracto  á  favor  de 
requirente,  en  la  seguridad  de  que  entregaría  el  mismo  precio  y  cum¬ 
pliría  las  mismas  condiciones,  á  cuyos  fines  quedaba  citado  para  el  14 
de  aquel  mes  á  las  cuatro  de  ia  tarde  en  el  despacho  del  Notario  auto¬ 
rizante,  protestando  en  caso,  contrario  de  todos  los  daños,  gastos  y 
perjuicios  que  se  ocasionaran: 

Resultando  que  D.  Alvaro  María  Camin,  como  apoderado  del  Mar¬ 
qués  de  Palmerola,  otorgó  escritura  en  14  de  Setiembre  de  1874,  por 
la  que  vendió  á  D.  Eusebió  Güell  y  Bacigalupe  la  citada  casa  de  la  calle 
de  Puerta  Ferrisa,  números  7  y  9,  en  fuerza  del  derecho  de  retracto  de 
que  hacía  uso  el  Sr.  Güell,  en  precio  de  100.000  duros,  de  los  cuales 
retendría  el  comprador  74.817  para  pagarlos  y  satisfacerlos  á  los  dele¬ 
gatarios  que  expresó,  obligándose  el  vendedor  á  la  redención  de  ciertos 
censps  y  censales,  y  consignándose  en  la  escritura  las  diferentes  ad¬ 
quisiciones  de  que  procedía  la  finca;  y  que  en  el  mismo  dia  14  de  Se¬ 
tiembre  participó  D.  Alvaro  de  Camin  á  Rosés  y  Masriera  el  otorga¬ 
miento  de  esta  escritura,  acompañándoles  copia  del  requerimiento  que 
se  le  había  hecho  y  de  las  cartas  dirigidas  por  Torrescasana  y  Puig: 

Resultando  que  en  19  del  mismo  mes  de  Setiembre  de  1874  dedujo 
demanda  D.  José  Rosés  y  Ricart,  en  la  que  consignó  como  hechos  los 
antecedentes  que  quedan  referidos,  á  los  cuales  añadió  que  los  títulos  ó 
designas  de  que  se  componía  la  actual  casa  y  jardín  contradecían  que 
D.  Ignacio  de  Puig  y  demás  referidos  fueran  los  dóminos  y  menos  to¬ 
dos  ellos;  que  la  casa  se  componía  efectivamente  de  10  distintas  desig¬ 
nas  ó  antiguos  predios  de  edificios  y  huertos,  sobre  los  que  se  había  le¬ 
vantado  el  actual  edificio;  pero  que  sobre  siete  de  ellas  no  tenían  bí. 
habían  tenido  aquéllos  dominio  alodial  ni  mediano,  habiendo  en  los  res¬ 
tantes  una  gran  variedad  de  dominios  en  cada  designa,  y  que  las  cesio¬ 
nes  habían  sido  otorgadas  antes  que  á  los  dóminos  se  les  hubiera  podi  - 
do  presentar  la  escritura  de  venta  á  favor  del  demandante,  y  haciendo 
uso  de  la  acción  empti  y  de  los  demás  procedentes,  pidió  que  se  empla¬ 
zase  á  D.  Eusebio  Güell  y  Bacigalupi,  á  D.  Ignacio  María  Despujol, 
Marqués  de  Palmerola,  y  á  los  expresados  cuatro  dóminos,  y  en  su  caso 
se  declarase  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  escrituras  de  cesión 
de  fadiga  por  retracto  dominical,  hechas  por  los  últimos  á  favor  de 
Güell  ante  el  Notario  D.  Luis  Soler  y  Plá  en  las  fechas  expresadas, 
como  también  la  otra  escritura  de  venta  por  protestado  uso  de  tanteo 
otorgada  á  favor  de  Güell  por  el  apoderado  general  del  Marqués  de  Pal¬ 
merola  ante  el  mismo  Notario  el  día  14  de  aquel  mes,  y  se  mandase  la 
cancelación  de  las  inscripciones  ó  anotaciones  que  tal  vez  se  hubiesen 
hecho  ó  se  hiciesen  de  tales  escrituras  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
se  condenase  al  Marqués  de  Palmerola  i  firmar  á  favor  del  demandante 
dentro  del  término  de  10  días,  la  escritura  de  venta  de  la  casa  números 
7  y  9  de  la  calle  de  Puerta  Ferrisa,  con  todas  sus  dependencias  y  acce¬ 
sorios  por  el  precio  y  condiciones  expresadas  en  la  carta  de  23  de  Julio 
de  aquel  año,  con  las  cláusulas  naturales  del  contrato  y  las  demás  que 
correspondieran  para  la  completa  consumación  del  mismo,  mediante 
pago  del  precio  que  haría  esta  parte,  la  forma  ajustada,  condenando 
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así  bien,  tanto  al  expresado  Marqués  como  á  los  demás  demandados, 
todos  de  mancomún,  á  la  indemnización  de  Jaños  y  perjuicios  y  gastos 
que  se  hubieran  ocasionado  y  pudieran  ocasionarse  al  demandante  por 
los  hechos  de  esta  demanda  y  sus  consecuencias,  con  las  costas: 

Resultando  que  D.  EusebioGüell  y  Bacigalupe  impugnó  la  deman¬ 
da  alegando  que  el  arriendo  concedido  por  el  Marqués,  y  en  su  conse¬ 
cuencia  el  pacto  9o  de  la  escritura  en  que  se  verificó  no  se  ha  laba  es¬ 
tablecido  en  favor  de  cada  uno  de  los  otorgantes  sino  en  favor  de  am¬ 
bos  juntamente;  que  si  bien  la  escritura  se  inscribió  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  ninguna  otra  inscripción  constaba  relativa  al  asunto,  no 
habiendo  sido  firmada  ni  aprobada  por  los  dóminos  directos  de  la  fin¬ 
ca  por  razón  de  dicho  pacto  de  concesión  de  la  fadiga  ó  prelación  en 
ella  inserta;  que  los  sujetos  que  les  cedieron  la  fadiga  dominical  eran 
verdaderos  dóminos  de  la  finca,  como  resultaba  de  los  títulos,  y  por 
tanto,  los  reconoció  el  mismo  demandante  cuando  solicitó  gracia  ó  re¬ 
baja  del  laudemio  en  ocasión  deque  su  Abogado  había  podido  ya  ente¬ 
rarse  de  quiénes  eran;  que  el  actor  no  había  justificado  que  consignase 
el  precio  de  la  casa,  el  cual  era  perfectamente  conocido,  y  que  tampoco 
lo  había  hecho  de  que  se  le  ocasionasen  perjuicios  por  no  haberse  otor¬ 
gado  á  su  favor  por  el  Marqués  de  Palmerola  la  venta  de  la  finca;  y 
oponiendo  á  la  demanda  la  excepción  de  sine  aclione  agis ,  pidió  se  le 
absolviera  de  ella,  con  imposición  de  costas  al  demandante: 

Resultando  que  D.  Ignacio  de  Puig,  D.  José  Torrescasana  y  Doña 
María  Josefa  y  Doña  Josefa  de  Rocabruna,  impugnaron  respectivamen¬ 
te  la  demanda  oponiendo  las  excepciones  de  falta  de  acción  y  de  dere¬ 
cho,  y  sosteniendo  que  tenían  dominio  mediano  sobre  una  porción  ma¬ 
yor  ó  menor  de  la  finca,  y  en  su  virtud  el  correspondiente  derecho  de 
fadiga  que  por  consentimiento  libre  habían  cedido  á  Güell;  que  en  la 
cesión  habían  concurrido  todos  los  requisitos  indispensables  para  la 
validez  de  los  contratos;  y  que  no. habiendo  tenido  intervención  alguna 
.  en  el  contrato  de  arrendamiento,  no  habían  consentido  expresa  ni  táci¬ 
tamente  el  pacto  9o  del  mismo,  ni  renunciado  á  sus  derechos  domini¬ 
cales: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Palmerola  contestó  á  la  demanda  con 
la  misma  pretensión  de  que  se  le  absolviera  de  ella,  y  oponiendo  las 
excepciones  de  falta  de  acción  y  de  derecho,  sostuvo  como  los  demás 
demandados  la  facultad  de  los  dóminos  de  la  cesión  del  derecho  de  fa¬ 
diga  que  no  podía  resistirse  por  el  de  dueño  de  la  finca  que  lo  había 
consultado  previamente  con  dos  Letrados: 

Resultando  que  el  demandante  D.  José  Rosés  replicó  rectificando  al¬ 
gunos  hechos  relativos  á  las  contestaciones  que  mediaron  sobre  el  uso 
de  la  preferencia  de  comprador,  y  añadiendo  que  D.  Ensebio  Güell  no 
había  ofrecido  en  el  requerimiento,  ni  después  contraído  ni  podido 
contraer  el  compromiso  de  no  separar  ambos  dominios  directo  y  útil 
durante  seis  años  por  falta  de  términos  hábiles,  pues  no  pudieron  con  - 
fundirse  ó  consolidarse  en  su  persona  los  citados  dominios  directo  y 
útil  de  la  casa  pretendida  retraer,  y  que  el  demandante  había  sufrido 
perjuicios  de  cuantía  por  consecuencia  dé  la  venta  nula  ó  pretexto  de 
fadiga  convencional  hecha  por  el  Marqués  á  Güell,  contándose  entre 
ellos  los  originados  á  causa  de  la  demanda  de  desahucio  deducida  por 
Güell: 

Resultando  que  D.  Eusebio  Güell  y  los  mandados,  dóminos  media¬ 
nos  de  la  finca,  evacuaron  una  dirección  al  traslado  de  dúplica,  según 
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se  mandó, alegando  que  el  pacto  9o  de  la  escritura  suponía  necesaria¬ 
mente  deberse  otorgar  ante  la  escritura  de  venta  á  favor  del  compra¬ 
dor,  ya  para  que  éste  respetase  aquel  arriendo,  ya  pitra  que  los  arren¬ 
datarios,  usando  del  tanteo  ó  prelación,  lo  hicieran  dentro  del  término 
y  con  los  requisitos  de  la  ley,  á  contar  del  otorgamiento  de  la  escritura 
de  venta;  que  por  consiguiente  el  apoderado  de  Palmerola  obró  con 
toda  legalidad  otorgando  la  escritura  á  favor  de  Güell,  y  lo  mismo  hu¬ 
biera  sido  vendiendo  la  finca  á  otra  persona  sin  perjuicio  de  cumplirse 
los  dos  pactos  del  arriendo;  que  en  la  venta  no  hubo  dolo  por  no  haber 
faitado  en  nada  al  pacto  9o  de  la  escritura  de  arriendo,  habiéndose  ad¬ 
vertido  á  los  arrendatarios  la  existencia  de  otro  comprador,  y  avisádo- 
les  inmediatamente  el  otorgamiento  de  la  escritura,  y  que  si  bien  ha¬ 
bían  intentado  ejercer  su  derecho  mediante  la  demanda  de  este  pleito, 
no  habían  cumplido  el  requisito  indispensable  del  depósito  previo  del 
precio,  defecto  que  les  obstaba  al  igual  que  la  cesión  á  Güell  de  la  fa~ 
diga  dominical,  siempre  preferente  á  la  convencional: 

Resultando  que  evacuado  por  el  Marqués  el  traslado  de  dúplica  se 
acordó  en  tal  estado,  á  instancia  de  D.  Ensebio  Güell,  la  acumulación 
á  estos  autos  de  otros  que  había  promovido  D.  José  Rosés  en  el  Juzga¬ 
do  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino: 

Resultando  que  en  dicho  Juzgado  entabló  D.  José  Rosés  demanda 
en  26  de  Noviembre  de  1 877,  en  la  que,  consignando  como  hechos  los 
antecedentes  que  quedan  referidos,  expuso  que  á  pesar  de  haber  pasado 
da  arrendatario  á  dueño  de  la  casa  á  tenor  de  la  reserva  expresada  en  la 
carta  de  23  de  Julio  de  1874,  D.  Eusebio  Güell,  suponiéndose  dueño  y 
poseedor  de  la  misma  por  una  pretendida  compra  de  fecha  posterior, 
había  intentado  perturbarle  y  hacer  valer  el  arriendo  caducado,  inti¬ 
mándole,  así  como  á  los  sucesores  de  Masriera,  que  quería  dar  por  ter¬ 
minado  el  arriendo  á  la  conclusión  de  su  término,  y  requiriéndoles  para 
el  desocupo  en  31  de  Diciembre,  requerimiento  que  fué  rechazado  por 
Rosés  y  los  sucesores  de  Masriera  que  protestaron  no  reconocer  otro 
dueño  que  Rosés;  y  ejercitando  la  acción  real  de  dominio  y  las  perso¬ 
nales  y  mixtas  que  pudieran  competirle,  pidió  que  se  emplazara  á  Don 
Eusebio  Gü-ill  y  Baeigalupi,  á  Doña  Eulalia  Manobens,  viuda  de  Mas- 
riera,  á  su  hija  Doña  Elisa  Masriera  y  Manobens  y  á  D.  Faustino  Ber- 
nareggi,  por  sí  y  en  representación  de  sus  hijas  Doña  Concepción  y 
Doña  Josgfa,  y  en  su  caso  se  declarase  caducado  el  arriendo  de  29  de 
Julio  de  1870  desde  el  28  de  Julio  de  1874,  en  que  quedó  perfeccionada 
Á  su  favor  la  venta  de  la  casa  arrendada,  y  que  desde  dicha  época  de¬ 
bía  ser  tenido  como  dueño  y  poseedor  legítimo  de  la  misma  y  respe¬ 
tado  en  su  ocupación  y  derechos,  declarando  en  lo  menester  al  efecto 
previamente  la  nulidad  de  la  escritura  á  que  Güell  aludía  en  su  reque¬ 
rimiento  y  de  cualquier  otro  acto  ó  inscripción  hipotecaria  que  pudie¬ 
ra  oponerse  á  esta  demanda,  y  en  su  consecuen  ia  improcedente  ó  in¬ 
eficaz  dicho  requerimiento,  condenando  á  Güell  á  haber  de  abstenerse 
de  semejantes  intimaciones  y  de  otro  acto  perturbatorio  contfa  la  ocu¬ 
pación  y  libre  uso  por  Rosés  de  las  repetidas  casas,  com  imposición  de 
perpetuo  silencio  y  costas,  y  condenando  así  bien  á  los  otros  demanda¬ 
dos,  viuda  é  hijos  de  Masriera,  á  que  se  abstuvieran  de  obtemperar  en 
lo  más  mínimo  el  expresado  requerimiento  y  de  reconocer  derecho  al¬ 
guno  en  el  requirente  sobre  las  dichas  casas  que  fueron  objeto  del  ex¬ 
tinguido  arrendamiento,  antes  bien  reconocieran  á  Rósés  en  todo  lo 
referente  á  la  ocupación  y  cualesquiera  otras  relaciones  respecto  á  las 
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mismas  casas;  bajo  apercibimiento  de  la  indemnización  de  perjuicios  y 
demás  responsabilidades  á  que  en  derecho  pudiera  dar  luga*  una  con¬ 
ducta  en  sentido  contrario  por  sn  parte: 

Resultando  que  D.  Eusebio  Güetl  y  Baeigalupi  contestó  á  esta  de  - 
manda,  que  des  le  el  U  de  Setiembre  de  1874  en  que  se  otorgó  la  es¬ 
critura,  se  hallaba  en  posesión  quieta  y  pacífica  de  la  finca,  cobrando 
sus  productos,  inclusos  los  de  sus  arrendatarios  y  ejercieudo  otros  actos 
de  dominio;  que  dentro  de  los  nueve  días  del  otorgamiento  de  la  es¬ 
critura,  pero  sin  consignar  el  precio  que  le  era  bien  conocido,  propuso 
Rosés  la  demanda  origen  de  este  pleito,  que  se  estaba  sustanciando,  sin 
haber  recaído-sentencia  en  primera  instancia;  que  entre  el  Marqués  de 
Palmerola  y  D.  José  Rosés  no  había  mediado  en  aquella  época  de  1874 
ni  en  otra  alguna  ningún  contrato  de  venta  perfeccionado  ni  en  camino 
de  perfeccionarse,  habiéndose  Rosés  limitado  simplemente  á  que  se 
cumpliera  el  pacto  de  la  escritura  de  arriendo  estipulado  con  ambos 
arrendatarios:  que  era  tan  cierto  que  D.  Eusebio  Güell  estaba  en  pose¬ 
sión  de  la  casa,  que  á  principios  de  1875  demandó  á  Rosés  y  Masriera 
en  juicio  de  desahucio  por  falta  de  pago  de  alquiler,  y  si  bien  fuó  ab¬ 
suelto  de  ella,  no  había  sido  porque  no  se  reconociera  á  Güell  como 
dueño,  sino  por  haberse  apreciado  otros  hechos  relativos  al  pago;  que 
en  Diciembre  de  1876  había  dado  aviso  á  los  arrendatarios  para  que 
desocupasen  el  local  en  igual  mes  del  año  siguiente  eD  que  espiraba  el 
arriendo,  y  que  esto  había  sido  la  causa  de  la  extraña  demanda  que 
había  deducido  Rosés  contra  Güell  y  la  viuda  y  sucesores  de  Masriera;. 
que  el  arriendo,  cuya  caducidad  se  pretendía  desde  1874,  había  sido 
cumplido  por  ambas  partes  hasta  su  completa  terminación  en  31  de 
Diciembre  de  1877;  y  que  el  arriendo  á  favor  de  Rosés  y  Masriera  esta¬ 
ba  limitado  á  una  porción  de  la  casa,  estando  alquiladas  las  demás  par¬ 
tes  de  ella  á  otra  persona,  y  oponiendo  á  la.  demanda  las  excepciones 
de  falta  de  acción  y  de  derecho  y  de  pleito  pendiente,  y  sin  perjuicio 
de  pedir- la  acumulación  de  éste  á  aquél  cuando  le  pareciera  oportuno, 
solicitó  que  se  le  absolviera  de  la  demanda,  con  imposición  de  perpetuo 
silencio  y  costas: 

Resultando  que  la  viuda  y  sucesores  de  D.  José  Masriera  alegaron 
contestando  á  la  demanda,  que  el  arriendo  fué  otorgado  á  favor  de  Don 
José  Rosés  y  D.  José  Masriera  por  un  número  de  años,  y  por  consi¬ 
guiente  la  venta  otorgada  á  Rosés,  pudo  terminar  el  arriendo  respecto 
de  éste,  pero  no  para  el  segundo  ó  sus  sucesores;  que  el  derecho  depre- 
lación  y  fadiga  fué  igualmente  convenido  á  favor  de  Rosés  y  Masriera, 
y  si  éste  dejó  de  hacer  uso  de  él,  fuó  bajo  la  previa  condición  de  que  la 
venta  se  otogarse  á  favor  de  Rosés  y  por  haber  éste  manifestado  que 
quería  utilizarlo;  que  los  sucesores  de  Masriera,  no  reconocían  por  este 
motivo  á  otro  dueño  y  arrendador  de  las  habitaciones  que  ocupaban 
que  al  mismo  D.  José  Rosés,  y  de  ningún  modo  á  D.  Eusebio  Güell,  á 
quien  negaban  las  dichas  calidades,  por  lo  cual  no  habían  obtemperado 
los  requerimientos  que  se  les  dirigieron  por  Güell  ni  practicado  acto 
alguno  del  cual  pudiera  inferirse  que  le  tuvieran  por  tal  arrendador,  y 
oponiendo  á  la  demanda  la  excepción  que  nacía  del  arriendo,  solicita¬ 
ron  que  se  defiriese  á  ella  excepto  en  cuanto  se  pedía  en  términos  ab¬ 
solutos  que  se  declarase  caducado  el  arriendo  desde  el  mes  de  Julio  del 
año  anterior,  pues  que  en  cuanto  á  los  sucesores  de  D.  José  Masriera 
había  de  tenerse  por  subsistente  y  cumplirse  en  la  manera  que  fué  con¬ 
venido: 


RECURSOS  Y  COMPETENCIAS. 


537 

Resultando  que  decretada  en  tal  estado  la  acumulación  de  estos  au¬ 
tos  á  los  anteriormente  referidos,  los  sucesores  de  Masriera  contestaron 
á  la  primitiva  demanda  de  D.  José  Rosés,  reproduciéndola  y  adhirién  - 
dose  á  ella  en  lo  tocante  á  la  nulidad  de  la  venta  otorgada  á  D.  Eusebio 
Güell  y  subsistencia  de  la  que  había  sido  perfeccionada  y  se  hallaba  en 
cierto  modo  consumada  á  favor  de  Rosés,  solicitando  que  se  dictara  sen¬ 
tencia  en  conformidad  á  dicha  demanda,  condenando  además  al  Mar¬ 
qués  de  Palmerola,  á  D.  Eusebio  Güell  y  á  quien  correspondiera  á  la 
enmienda  de  todos  los  daños  y  menoscabos  inferidos  á  D.  José  Mas- 
riera  y  Vidal  y  á  sus  sucesores,  con  imposición  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  José  Rosés  sostuvo  al  replicar  que  Güell  tenía 
reconocido  estar  perfeccionado  el  contrato  de  venta  á  favor  de  Rosés; 
que  nunca  se  había  presentado  á  Rosés  para  que  le  reconociera  como 
dueño,  y  que  jamás  había  entrado  en  la  casa  para  ejercer  acto  alguno 
de  posesión  por  sí  ni  por  otra  persona: 

Resultando  que  Güell  y  consortes  y  el  Marqués  de  Palmerola  eva¬ 
cuaron  separadamente  el  traslado  de  dúplica,  solicitando  se  les  absol¬ 
viera  de  las  demandas  propuestas  por  Rosés,  y  en  cuanto  correspondie¬ 
ra  de  la  adhesión  á  ellas  por  los  sucesores  de  Masriera: 

Resultando  que  sumistrada  prueba  por  las  partes,  el  Juez  de  prime¬ 
ra  instancia  dictó  sentencia  absolviendo  á  D.  Eusebio  Güell  y  Baciga- 
lupi,  á  D.  Eugenio  María  de  Despujol,  Marqués  de  Palmerola,  y  á  los 
sucesores  de  D.  José  Masriera  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José 
Rosés  y  Ricart,  reservándole  el  derecho  que  creyera  asistirle  contra  el 
expresado  Marqués  de  Palmerola,  que  podría  utilisar  en  el  juicio  co¬ 
rrespondiente,  y  declarando  en  lo  menester  nulos  los  contratos  de  ce¬ 
sión  de  la  fadiga  dominical  otorgados  por  D.  José  Torrescasana  y  de 
Requesens,  Doña  María  Josefa  de  Rocabruna  y  Pascual,  Doña  Josefa  de 
Rocabruna  y  Jordá  y  D.  José  de  Puig  y  de  Boria  á  favor  de  D.  Eusebio 
Güell  en  26  y  31  je  Agosto  y  4  y  5  de  Setiembr  de  1874  respectivamen¬ 
te  con  escrituras  autorizadas  por  el  Notario  D.  Luis  Soler  y  Plá;  ponién¬ 
dose  en  conocimiento  del  Registrador  de  la  propiedad,  ejecutoriada 
que  fuera  aquella  sentencia  á  los  efectos  de  los  artículos  39  y  40  del  re¬ 
glamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  D.  José  Rosés  y  por  el 
Marqués  de  Palmerola,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelena  la  confirmó  en  7  de  Julio  de  1882  en  cuanto  por  ella  se  ab¬ 
solvía  de  la  demanda  á  D.  Eusebio  Güell  y  Bacigalupi,  á  D.  Ignacio  Ma¬ 
ría  Despujol,  Marqués  de  Palmerola,  y  á  los  sucesores  de  D.  José  Mas- 
riera,  y  se  declaraban  nulos  los*contratos  de  cesión  del  derecho  de  fa¬ 
diga,  mandando  poner  esta  nulidad  en  conocimiento  del  Registrador  de 
la  propiedad,  y  condenó  al  expresado  Marqués  de  Palmerola,  hoy  sus 
sus  sucesores,  é  hijos  menores  D.  Ignacio  María,  D.  Luis,  D.  Francisco 
Javier,  Doña  María  del  Carmen,  D.  José  y  D.  Manuel  de  Despujol  y  de 
Chaves,  y  en  su  representación  á  su  madre  Doña  María  del  Pilar  de 
Chaves,  en  calidad  de  legítima  administradora  de  los  bienes  de  los  mis¬ 
mos  á  satisfacer  á  D.  José  Rosés  liquidación  reservada,  todos  los  daños 
y  menoscabos  que  le  hubieran  sobrevenido  por  razón  de  la  venta  que 
dicho  Marqués  otorgó  á  D.  Eusebio  Güell,  sin  hacer  especial  condena¬ 
ción  de  costas: 

Resultando  que  D.  José  Rosés  y  Ricart  interpuso  recurso  de  casa¬ 
ción,  alegando: 

Io  Que  se  habían  infringido,  á  su  juicio,  la  ley  del  contrato,  y  por 
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tanto  la  Ia,  tit.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  las  leyes  23 
y  24  del  Digesto  De  regulis  juris ,  doctrina  desenvuelta  p  r  este  Su¬ 
premo  Tribunal,  entre  otras  muchas  sentencias,  en  las  de  31  de  Di¬ 
ciembre  de  1857,  17  de  Marzo  de  1853,  19  de  Mayo  de  1864  y  11  de 
Abril  de  1865,  puesto  que  el  pacto  de  la  escritura  de  arriendo  creaba 
un  derecho  especial,  pero  perfectamente  lícito,  según  el  cual  los  arren¬ 
datarios  tenían  la  privativa  de  compradores;  é  invitados  por  escrito 
para  ver  si  querían  hacer  uso  de  ella,  contestaron  al  Marqués  que  que¬ 
rían  y  hacían  uso  del  derecho  de  prelación  ó  privativa  de  compradores 
á  su  favor,  y  el  apoderado  del  Marqués  contestó  quedar  enterado,  to¬ 
mando  nota  de  la  manifestación  y  ofreciendo  pasar  los  títulos  ai  Letra¬ 
do  Soler  con  expresión  de  que  quedarían  encargados  de  los  comprado¬ 
res  del  pago  de  los  préstamos  que  pesaban  sobre  la  finca  como  parte 
del  precio,  todo  lo  cual  acreditaba  que  no  cabía  confundir  como  lo  ha¬ 
cía  k  sentencia  privativa  de  compradores  con  el  retracto,  no  siendo  ne¬ 
cesario  utilizarle  en  el  tiempo  y  forma  que  para  éstos  estableció  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  ni  decidir  que  había  debido  hacerse  uso  de  los 
trámites  que  señalaba  el  titulo  13  de  la  ley,  sino  los  procedimientos  y 
formas  que  las  parles  de  común  acuerdo  entonces  pusieron  en  eje¬ 
cución: 

2o  Que  se  habían  infringido  asimismo  las  leyes  11  y  13,  página 
veinticinco,  Digesto  De  actionibus  empti  et  venditi,  y  la  doctrina  des¬ 
envuelta  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  11  de  Abril;  de 
1864  y  16  de  Noviembre  de  1869,  que  consignan  la  obligación  en  el 
vendedor  de  consumar  la  venta  ya  perfeccionada  y  el  derecho  de  com¬ 
prador  áexigiilo;  puesto  que  D.  José  Rosés  ejercitó  la  acoión  empti 
para  que  se  condenara  al  Marqués  de  Palmerola  i  firmar  á  su  favor  la 
escritura  de  venta  con  todas  sus  consecuencias,  resultando  de  aprecia¬ 
ciones  y  hechos  probados  de  la  misma  sentencia  que  el  contrato,  no 
sólo  estaba  perfecto,  sino  en  parte  consumado  y  en  vía  de  ejecución 
cuando  menos,  puesto  que  el  apoderado  del  Marqués  pasó  los  títulos 
de  la  finca  al  Letrado  de  los  compradores,  y  en  unión  dicho  apoderado 
con  Rosés  redactaron,  firmaron  y  enviaron  á  los  dóminos  enfitéuticos 
esquelas  para  obtener  la  gracia  de  una  parte  del  laudemio;  y  siendo  el 
objeto  de  la  acción  empti  obtener  la  completa  consumación  de  una 
venta  perfecta  y  en  vías  de  ejecución,  y  procediendo  con  arre¬ 
glo  á  las  leyes  citadas,  siempre  que  el  vendedor  se  resista  á  realizar  los 
actos  jurídicos  que  completen  la  consumación  del  contrato,  el  fallo  las 
infringía  negando  á  Rosés  el  derecho  de  ejercitar  la  acción  mencionada: 

3o  Que  se  había  incurrido  en  el  erro’r  de  hecho  á  que  se  refiere  el  nú¬ 
mero  7o  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  apreciar  la 
escritura  de  traspaso  de  la  casa  en  cuestión  que  firmó  el  apoderado  del 
Marqués  de  Palmerola  como  contrato  de  compraventa  consumado; 
puesto  que  no  resultaba  que  tal  contrato  hubiera  existido,  no  habién¬ 
dose  convenido  en  la  cosa  ni  en  el  precio,  puesto  que  el  mismo  apode¬ 
rado  del  Marqués  consignó  en  el  pleito  que  no  celebró  trato  alguno 
con  D.  Eusebio  Güeli  ni  entendió  hacer  esa  escritura  de  venta,  sino  lle¬ 
var  á  efecto  un  retracto  nacido  de  la  fadiga  cedida  á  D  Eusebio  Güell, 
apareciendo  esto  mismo  en  el  requerimiento  de  12  de  Setiembre,  de  la 
misma  escritura  del  día  14  y  de  la  caria  que  después  de  fumada  en  el 
mismo  día  dirigió  el  apoderado  del  Marqués  á  Rosés,  de  cuyos  docu¬ 
mentos  resultaba  con  absoluta  evidencia  que  no  existió  contrato  ni 
consentimiento  en  cosa  y  precio,  sino  uso  de  un  derecho  de  retjaer,  de- 
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clarado  originariamente  nulo  por  la  Sala,  infringiéndose  al  estimarlo 
como  acto  de  compraventa  la  ley  Ia  Digesto  De  contrahenda  empitone, 
y  la  doctrina  desenvuelta  acerca  del  particular  en  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Sapremo  de  30  de  Junio  de  1854,  U  de  Julio  de  1860  y  H  de 
Abril  y  30  de  Jumo  de  1864: 

4*  Que  se  habían  infringido  las  leyes  31  Digesto  De  adquirendo  re- 
rum  dominio ;  2a  Digesto  De  condicione  causa ;  Ia,  2a,  3a  y  4a  Digesto 
De  condicione  sine  causa ;  54,  2a,  párrafo  primero,  Digesto  De  con¬ 
dicione  indebili,  y  la  doctrina  déla  sentencia  de  31  de  Octubre  de 
1865,  que  declara  contrarios  á  la  ley  los  contratos  celebrados  con  falsa 
causa;  toda  vez  que  la  sentencia  reconocía  la  nulidad  de  la  causa  que 
dió  origen  á  la  escritura  y  sin  embargo  la  estimaba  válidí  y  eficaz,  re¬ 
sultando  defecto  de  consentimiento,  puesto  que  medió  error,  habién¬ 
dose  ejercitado  un  retracto  y  suscrito  la  escritura  de  venta  á  Güell  el 
apoderado  del  Marqués  en  el  supuesto  de  que  eran  varias  las  cesiones 
de  fadiga  y  el  retracto  declarados  originariamente  nulos  por  la  misma 
Sala: 

5o  Que  se  habían  infringido  asimismo  las  leyes  9*,  párrafo  quinto,  y 
21,  párrafo  segundo,  De  adquiriendo  rerum  dominio ,  y  6J2  Digesto  De 
eviclionibus,  según  las  que,  estando  la  cosa  en  poder  del  comprador 
por  arriendo,  depósito  ú  otra  causa,  éste  en  seguida  de  perfeccionado 
el  contrato  y  sin  necesidad  de  tradición  se  hacía  dueño  de  la  misma,  sin 
que  fuera  obstáculo  para  ello  el  no  pago  del  precio,  puesto  que  se  con¬ 
vino  en  la  forma  y  momento  del- pago  y  no  medió  morosidad  por  parte 
de  los  compradores: 

6o  Que  también  se  habíi  infringido  la  ley  50,  tít.  5°, Partida  6a,  rela¬ 
tiva  á  la  doble  venta,  que  constituía  el  apoyo  y  exclusivo  fundamento 
de  la  sentencia  recurrida;  puesto  que  para  aplicar  legítimamente  esa 
ley  era  preciso  que  existieran  dos  ventas  igualmente  perfeccionadas, 
faltando  á  una  de  ellas  tan  sólo  la  consumación  con  la  entrega  de  la 
cosa  y  el  pago  del  precio,  y  en  el  caso  actual  faltaba  en  absoluto  al 
contrato  que  utilizaba  Güell  las  condiciones  de  tal  venta,  no  habiendo 
conformidad  en  la  cosa  ni  en  el  precio,  sino  al  ejercicio  de  un  derecho 
supuesto  de  retracto  y  el  allanamiento  presuroso  de  los  que  habían  in¬ 
timado  y  evidentemente  deseaba  sustraer  de  Rosés  la  casa  en  cuestión, 
y  faltaba  además  la  buena  fe  en  el  que  se  titulaba  segundo  comprador, 
puesto  que  le  era  perfectamente  conocida  la  escritura  de  una  venta 
anterior,  perfeccionada  y  en  vías  de  ejecución,  que  era  preciso  haber 
empezado  por  declarar  nula  antes  de  pasar  á  constituir  ningjín  otro 
vínculo  sobre  la  cosa  vendida,  siendo  este  caso  verdaderamente  excep¬ 
cional  en  ese  punto,  puesto  que  en  el  pacto  9o  de  la  escritura  de  arrien¬ 
do,  inscrita  en  el  Registro,  existía  el  compromiso  terminante  de  nq 
vender  á  ninguna  otra  persona  mientras  Rosés  no  renunciara  á  su  de¬ 
recho  de  compra  privativa; 

Y  7*  Que  por  último  se  había  infringido  ol  tít.  13  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  aun  en  el  supuesto  de  que  se  hubiera  podido  ejerci¬ 
tar  por  D.  Eusebio  Güell  el  derecho  de  retracto;  puesto  que  debió,  con 
arreglo  á  los  artículos  de  este  título,  formularse  la  acción  en  los  tér¬ 
minos  allí  prevenidos,  dirigida  contra  Rosés,  que  aparecía  como  ad- 
quirente,  siendo  esa  infracción  de  carácter  verdaderamente  sustantivo, 
puesto  que  áe  refería  al  ejercicio  de  un  derecho  que  tenía  evidente¬ 
mente  esa  condición: 

Resultando  que  la  viuda  y  sucesores  de  D.  José  Masriera  interpu¬ 
sieron  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  en  su  concepto: 
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Io  Las  sentencias  de  31  de  Diciembre  de  1 857,  19  de  Abril  de  1859, 
17  de  Marzo  de  1 863,  19  de  Mayo  de  1  864  y  II  de  Abril  de  1865,  según 
las  cuales  la  voluntad  de  los  contrayentes  es  la  ley  del  contrato,  y  el 
contrato  se  viola  no  dando  á  sus  cláusulas  el  valor  é  inteligencia  que  le 
dieron  los  contratantes,  y  la  sentencia  que  contraria  lo  convenido  in¬ 
fringe  la  ley  Ia,  t*ít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  las  leyes 
23  y  24  del  Digesto  De  regulis  jvris,  y  la  I*,  párrafo  primero,  del 
Digesto  De  paclis ,  que  erigen  en  ley  la  voluntad  de  los  contratantes, 
en  cuanto  la  sentencia  recurrida  confundía  la  privativa  de  comprado¬ 
res,  que  se  estipuló  así  expresamente  ser  concedida  en  el  arrendamiento 
entre  el  apoderado  del  Marqués  y  Rosés  y  Masriera  con  el  derecho  de 
retrato,  tal  como  organizaba  su  ejercicio  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

2o  Las  leyes  11  y  13,  párrafo  vigésimoquinto,  Digesto  De  acltoni 
empli  et  venditi ,  la  doctrina  de  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribu¬ 
nal  de  11  de  Abril  de  1864  y  16  de  Noviembre  de  1869,  que  dan  dere¬ 
cho  al  comprador  para  exigir  el  cumplimiento  y  consumación  de  la 
venta  perfeccionada  por  el  consentimiento;  en  cuanto  la  sentencia  ne¬ 
gaba  eficacia  á  tal  derecho  y  á  aquella  acción  en  cuanto  á  la  venta,  no 
sólo  perfeccionada  con  Rosés  y  Masriera  sino  en  parte  consumada  y 
puesta  en  vía  de  ejecución  con  la  entrega  de  los  títulos  al  Letrado  para 
su  reconocimiento: 

3°  El  párrafo  de  orden  del  título  De emptinne  et  venditione  de  las  Ins¬ 
tituciones  de  Justiniano;  la  lev  Ia,  Digesto  De  contractu  empti ;  la  ley 
Ia,  párrafo  tercero,  Digesto  Depactis ,  v  las  sentencias  de  este  Supre  - 
mo  Tribunal  de  30  de  Junio  de  1854,  1 4  de  Junio  de  1860,  1 1  de  Abril, 
30  de  Junio  y  13  de  Octubre  de  1864,  y  13  y  14  de  Diciembre  de  1861 , 
según  las  cuales  e!  contrato  de  compraventa  se  perfecciona  por  el  con¬ 
sentimiento  y  es  puramente  accidental  el  otorgamiento  de  escritura  á 
la  cual  debe  preceder  la  concurrencia  ó  el  actd  esencial  en  que  convie¬ 
nen  en  la  cesa  y  precio  de  los  contratantes;  en  cuanto  la  sentencia  re- 
eurriua  suponía  ser  coptrato  consumado  de  compraventa  el  que  no 
llegó  á  perfeccionarse,  pues  sin  previa  convención  se  otorgó  entre  el 
apoderado  del  Marqués  y  Güell  una  escritura  de  retracto  y  no  de  com¬ 
praventa: 

4o  Las  leyes  31  Digesto  De  adquirendo  rernm  dominio ;  2a  Digesto 
De  conditione  cansa  data  causa  non  secuta;  Ia,  2a.  3a  y  4a,  Digesto  De 
conditione  sine  causa;  Ia  Digesto  De  conditir.ne  ob  turpem  causa;  doc¬ 
trina  de  las  leyes  54,  2a,  párrafo  primero,  Digesto  conditione  in- 
debiti ,  del  Código  y  de  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  31  de 
Octubre  de  1865,  según  las  cuales  es  insubsistente  á  título  de  mera 
tradición  la  venta  sin  antes  perfeccionarse  por  convenio  con  justa  cau¬ 
sa,  y  no  solamente  se  invalidaba,  sino  procedía  restitución  en  el  con¬ 
trato  fundado  en  causa  falsa  é  imaginaria;  en  cuanto  la  sentencia  recu¬ 
rrida,  reconociendo  la  nnfidad  de  la  causa  que  dió  lugar  á  la  escritura, 
daba  sin  embargo  validez  á  ésta,  suponiendo  que  no  concurrió  causa 
que  anulase  el  contrato,  siendo  así  que,  como  fondado  en  error,  faltó 
la  circunstancia  esencial  é  indispensable  del  consentimiento: 

5o  Las  leyes  3a  y  57,  lít  5°,  Partida  5a,  y  Ia  Código  De  kis  quee  vinc- 
lus  causa ,  según  las  cuales  no  es  permitido  usar  de  razones  engañosas 
y  aun  de  fuerza  y  premio;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  declaraba 
válida  la  escritura  que  se  otorgó  por  el  apoderado  del  Marqués,  á  quien 
de  aquella  manera  se  movió  á  faltar  á  la  consumación  de  un  contrato: 
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6o  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3*,  que  habla  de  la  fuerza  probatoria 
de  los  documentos,  y  las  consiguientes  sentencias  del  Tribunal  Su¬ 
premo  de  29  de  Diciembre  de  1834  y  18  de  Marzo  de  1865;  las  leyes  7a 
Digesto  De  dolo ,  y  3a  Código  De  rescindenda  venditione ,  y  doctrina  es¬ 
tablecida  en  las  sentencias  de  20  de  Mayo  de  1 864,  24  de  Setiembre 
de  1867  y  II  de  Enero  de  1869,  según  las  cuales  el  dolo  que  da  causa 
al  contrato  lo  anula;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  para  anular  por 
dolo  la  escritura  otorgada  entre  el  apoderado  del  Marqués  y  GQell  ne 
gaba  eficacia. á  la  prueba  que  se  había  suministrado  de  la  existencia  del 
dolo,  incurriendo  en  error  de  derecho  y  aun  de  hecho,  porque  tal  exis 
tencia  resultaba  de  actos  auténticos  y  documentos: 

7o  Las  leyes  3a  del  Coligo  De  obligationibns ;  2a  Digesto  De  acíioni- 
bus  empti  el  venditi ;  3*  Código  De  rescindenda  venditione ,  que  estable¬ 
cen  que  una  vez  perfeccionada  la  venta  no  puede  uno  de  los  contra 
tanles  dejar  de  cumplir  el  contrato  ni  aun  por  rescripto  imperial  ó  re¬ 
levación  del  Fisco,  y  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  27  de 
Mayo  de  1856,  19  de  Diciembre  de  4861  y  11  de  Abril  de  1864,  que 
sancionan  la  obligación  que  perfeccionado  el  contrato  tiene  el  vende 
dor  de  otorgar  la  escritura  de  venta  á  favor  del  comprador;  en  cuanto 
la  sentencia  recurrida  no  condenaba  al  Marqués  á  otorgar  la  escritura 
de  la  venta  á  Rosés,  siendo  así  que  el  contrato  estaba  perfeccionado  y 
aun  consumado,  pues  pasó  á  ser  como  de  dueño  la  ocupación  de  la  casa 
en  que  hasta  entonces  estaba  como  inquilino,  supliéndose  la  tradición, 
conforme  á  la  ley  9*,  párrafo  quinto,  del  Digesto  De  adquirendo  rerum 
dominio ,  y  la  47,  tít.  28  de  la  Partida  3‘: 

8o  Las  leyes  3a  Código  De  pactis  ínter  emplorem  el  venditorem , 
y  46,  tít.  28  de  la  Partida  3',  y  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribu¬ 
nal  de  14  de  Diciembre  de  1861,  30  de  Junio  de  1N68  y  1°  de  Abril 
de  1874,  según  las  cuales  no  cabe  suponer  falla  de  cumplimiento  ni 
morosidad  por  parte  del  comprador  cuando  no  hubiese  vencido  el  pla¬ 
zo,  puesto  que  la  entrega  del  precio,  y  existiendo  pacto  especial  rela¬ 
tivamente  a  su  pago,  debía  estarse  á  lo  convenido;  en  cuanto  la  sen¬ 
tencia  recurrida  desconocía  que  pudiera  trasmitirse,  y  en  su  caso  se 
trasmitió  por  la  tradición  brevi  matiu  entre  el  Marqués  vendedor  y  los 
compradores  Rosés  y  Masriera,  que  ocupaban  ya  como  arrendatarios 
la  mayor  y  mejor  parte  de  la  casa,  y  consideraba  como  obstáculo  el  no 
haberse  hecho  14  entrega  del  precio,  siendp  así  que  por  expresa  cláu 
sula  de  lo  convenido  entre  el  vendedor  y  D.  Antonio  López,  aceptado 
por  el  Marqués  primitivamente  como  comprador,  y  la  carta  de  ajuste 
de  23  de  Julio  de  1874,  la  entrega  estaba  aplazada,  como  que  del  pre¬ 
cio  de  los  100.000  duros  el  comprador  debía  retener  74.000  para  extin¬ 
guir  varios  créditos  hipotecarios  que  gravaban  la  finca,  y  la  restante, 
cantidad  se  había  de  pagar  en  el  acto  de  firmar  la  escritura  de  venta; 

Y  9*  Las  leyes  50,  tit.  5o,  Partida  5*;  9a,  párrafo  cuarto,  Digesto  De 
Publiciana  in  rem  adione;  31  Digesto  De  actionibus  empti  el  venditi, 
y  15  Código  De  reivindicatione,  según  las  cuales  de  dos  ventas,  una 
solamente  perfeccionada  y  otra  consumada,  ésta  y  no  aquélla  era  la  que 
debía  subsistir;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  hacia  aplicación  de  es¬ 
tas  disposiciones  en  beneficio  de  la  escritura  otorgada  entre  el  apode¬ 
rado  del  Marqués  y  Güell  que  no  era  de  venta  perfeccionada,  y  en  per¬ 
juicio  de  la  venta,  no  solamente  perfeccionada,  sino  además  consu¬ 
mada  entre  dicho  apoderado  y  los  compradores  Rosés  y  Masriera: 

Resultando,  por  último,  que  Doña  María  del  Pilar  de  Chaves,  Mar- 
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quesa  viada  de  Palmerola,  en  representaiión  de  sus  hijos,  herederos  de 
su  padre  el  Marqués  de  dicho  título,  interpuso  recurso  de  casación, 
alegando  como  fundamento  de  él: 

Io  Que  la  sentencia  recurrida  contenía  error  de  hecho  en  la  aprecia¬ 
ción  de  las  pruebas  que  resultaban  de  documentos  ó  actos  auténticos, 
y  de  consiguiente  había  incurrido  en  el  caso  previsto  en  el  núm.  7o  del 
art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  establecía  que 
de  la  correspondencia  que  medió  entre  el  apoderado  del  Marqués  y  Ro- 
sés  y  Masriera  resultaba  la  existencia  de  un  contrato  de  venta  perfec¬ 
cionado,  siendo  así  que  sólo  aparecía  de  ella  la  conformidad  entre  aqué¬ 
llos  en  que  Rosés  y  Masriera  hicieran  uso  del  derecho  de  privativa  que 
les  confería  el  pacto  9*  de  la  escritura  de  arrendamiento,  derecho  que 
dió  Rosés  por  renunciado  durante  el  curso  del  juicio,  no  siendo  menos 
manifiesto  el  error  que  resultaba  de  atribuir  por  dicha  correspondencia 
fl  D.  José  Rosés  el  carácter  de  primer  comprador,  cuando  por  ella  par¬ 
ticipó  el  apoderado  del  Marqués  á  Rosés  y  Masriera  el  contrato  de  ven¬ 
ta  perfeccionado  con  D.  Antonio  López,  y  la  consecuencia  de  la  ratifi¬ 
cación  de  este  contrato  fué  que  D.  José  Rosés  dijo  que  quería  hacer  y 
hacia  uso  del  derecho  de  prelación  ó  privativa  de  comprador  de  la  casa; 
de  lo  que  se  infería  que  en  el  supuesto  de  no  ser  erróneo  el  concepto 
expresado  en  primer  lugar,  nunca  tendría  Rosé  el  carácter  de  prime¬ 
ro,  sino  de  segundo  comprador: 

2o  Que  la  sentencia  contenía  aplicación  indebida  de  la  ley  50,  tít.  5o 
de  la  Partida  5H,  y  en  su  consecuencia  había  incurrido  en  el  caso  l°del 
art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  prescindiendo  de  que 
aquella  ley  no  era  aplicable  en  Cataluña,  porque  á  falta  del  derecho 
municipal  y  canónico  lo  era  el  romano,  según  la  ley  única,  tít.  30,  li¬ 
bro  Io,  volumen  Io  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  y  las  sentencias 
de  este  Supremo  Tribunal  de  21  de  Marzo  de  1867,  9  de  Juni  o  de  1874, 
11  de  Marzo  y  19  de  Mayo  de  1876,  que  habían  sido  igualmente  infrin¬ 
gidas  en  el  supuesto  de  aplicar  una  ley  en  el  antiguo  Principado  no  vi¬ 
gente,  aun  en  la  negada  hipótesis  de  que  lo  fuese,  resultaba  que  para 
que  según  lo  preceptuado  en  dicha  ley  de  Partida  «el  vendedor  que  ha¬ 
bía  vendido  la  cosa  dos  veces  á  dos  homesen  tiempos  departidos  tuvie¬ 
ra  obligación  de  abonar  los  daños  y  menoscabos,  era  preciso  que,  ó  bien 
hubiera  entregado  la  cosa  al  segundo  vendedor  en  perjuicio  ael  prime¬ 
ro,  ó  bien  que  la  segunda  venta  hubiera  sido  hecha  engañosamente,» 
lo  cual  no  podía  tener  aplicación  al  caso  de  autos,  porque  ni  Rosés  y 
Masriera  eran  primeros  compradores,  ni  el  ajuste  que  se  decía  celebra 
do  con  ellos  pudo  ser  he  ho  engañosamente,  teniendo  como  tenía  per¬ 
fecto  conocimiento  del  primero  á  favor  de  D.  Antonio  López,  causante 
de  Güell,  al  escribir  la  carta  de  27  de  Julio  de  1874,  no  siendo  menos 
digno  de  citarse  que  la  venta  hecha  á  Güell  por  el  Marqués  de  Palmero- 
la  fué  más  forzosa  que  voluntaria,  puesto  que  se  efectuó  bajo  la  per¬ 
suasión  del  perfecto  derecho  que  aquél  tenía  á  exigirle  como  repuesto 
en  el  de  los  dominios  de  la  finca; 

Y  3o  Que  se  había  infringido  la  doctrina  legal  que  este  Tribunal  Su¬ 
premo  tenia  establecida  en  las  sentencias  de  8  de  Febrero  de  1861,  22 
de  Enero  y  22  de  Marzo  de  1875,  12  de  Octubre  de  1877  y  22  de  Fe¬ 
brero  de  1878,  que  es  condición  esencial  para  la  reclamación  de  per¬ 
juicios  el  probar  su  existencia  y  cuantía,  y  que  no  son  aplicables  las 
doctrinas  sobre  abono  de  daños  cuando  no  se  justifica  la  existencia  de 
los  mismos;  pues  la  sentencia  recurrida  condenaba  á  los  sucesores  del 
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Marqués  de  Palmerola  á  la  indemnización  de  perjuicios  á  favor  de  Don 
José  Rosés  por  un  concepto  distinto  del  que  se  expresó  en  la  demanda, 
sin  haberlos  detallado  el  actor  más  que  en  parte  y  sin  haberlos  justifi 
cado  ni  tratado  de  justificar: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

.  Considerando  que  la  sentencia  infringe  las  leyes  y  doctrinas  invoca¬ 
das  en  los  motivos  2o  y  4P  del  recurso  de  Rosés,  así  como  las  disposicio¬ 
nes  que  en  igual  sentido  contiene  el  de  la  viuda  é  hijos  de  Masriera, 
porque  habiendo  aceptado  aquél  la  compra  de  la  finca  por  el  tanto,  se 
realizó  el  contrato  irrevocablemente  por  el  mutuo  consentimiento  de 
la  cosa  yen  el  precio,  y  ha  ejercitado  con  derecho  la  acción  entablada, 
sin  que  á  ésta  pueda  oponerse  la  venta  posterior  hecha  á  favor  de  Güell, 
que  carece  de  toda  fuerza  por  haberla  servido  de  título  la  cesión  inefi¬ 
caz,  declarada  nula  ejecutoriamente,  de  un  derecho  personalísimo,  re¬ 
sultando  de  aquí  que  no  se  trata  del  conflicto  de  dos  verdaderas  con¬ 
venciones,  sino  de  una  válida  preexistente  enfrente  de  otra  esencial  - 
mente  nula: 

Considerando  que  la  misma  sentencia  aplica  indebidamente  la  ley 
citada  en  el  segundo  motivo  expuesto  por  la  viuda  y  herederos  del 
Marqués  de  Palmerola,  é  infringe  la  doctrina  invocada  en  el  tercero, 
porque  aquélla  no  rige  en  Cataluña,  ni  en  su  caso  tiene  lugar  su  apli¬ 
cación,  no  resultando  que  el  expresado  Marqués  hubiera  procedido  en* 
ganosamente,  y  porque  la  Sala  sentenciadora  reconoce  que  no  hay  jus¬ 
tificación  alguna  de  perjuicios; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  á  los  re¬ 
cursos  de  casación  interpuestos  por  D.  José  Rosés  y  Ricart,  la  viuda  y 
sucesores  de  D.  José  Masriera,  y  Doña  María  del  Pilar  de  Chaves,  Mar¬ 
quesa  viuda  de  Palmerola,  en  representación  de  sus  hijos,  herederos  de 
su  padre  el  Marqués  de  dicho  título,  y  en  su  consecuencia  casamos  y 
anulamos  la  sentencia  que  en  7  de  Julio  de  1882  dictó  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  los  extremos  que  son  objeto 
de  los  mencionados  recursos. — (Sentencia  publicada  el  31  de  Diciembre 
de  1883,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Marzo  de  1884.) 
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to  (Audiencia  de  la  Coruña) . 79 

281  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (10  de  Oc¬ 

tubre  de  1883). — Sala  primera.—  Indemnización  de  daños 
y  perjuicios. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Ma¬ 
ría  Zarazúa  con  D.  Juan  Colao  Arias  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana) .  82 

282  Recurso  de  casación  ( f  0  de  Octubre  de  18s3). — Sala  ter¬ 
cera. — Ejecución,  de  sentencia. — No  se  admite  el  inter¬ 
puesto  por  D.  Juan  Ponce  de  León  con  Doña  Dolores  Li- 

ñán  (Audiencia  de  Madrid) .  88 

283  Recurso  de  casación  (1 1  de  Octubre  de  1883).— Sala  pri¬ 
mera. — Redamación  de  salarios.—  11 1  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Fernando  de  Miranda  con  D.  Antonio  de  Llano 

y  Alvarez  (Audiencia  de  Oviedo) .  90 

284  Recurso  de  casación  (II  de  Octubre  de  1883).— Sala 

primera. — Retracto  gentilic\o.—Ho  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Víctor  Velandia  con  D.  Gregorio  Vergara  (Au¬ 
diencia  de  Burgos) .  93 

285  Recurso  de  casación  (16  de  Octubre  de  1883).— Sala  ter¬ 

cera. — Defensa  por  pobre. — No  se  admite  el  interpuesto 
por  D.  Emilio  Corral  con  Doña  Vicenta  Serrano  y  el  Mi  ¬ 
nisterio  fisc  al  (Audiencia  de  Madrid) .  98 

286  Recurso  de  ca? ación  (17  de  Octubre  .je  1883). — Sala  pri¬ 

mera. — Pago  de  cantidad.— No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Doña  Isabel  Hernández  Sánchez  con  D  Antonio  Lu  li¬ 
go  (Audiencia  de  Cáceres) .  99 

287  Recurso  de  casación  (17  de  Octubre  de  1883).  — Sala 
p  imera. — Mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía. 

—No  ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  cou 

D.  Vicente  de  Castroviejo  (Audiencia  de  Burgos) .  103 
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288  Recurso  de  casación  (17  de  Octubre  de  1883).— Sala  pri¬ 

mera. — Pago  de  cantidad  y  rendición  de  cuentas. — No  ha 
lugar  al  interpuesto  por  IJ.  Manuel  Martin  con  D.  José 
Grucet  y  Vidal  (Audiencia  de  Granada) .  105 

289  Competencia  (19  de  Octubre  de  1883).— Sala  tercera. — 
Rendición  de  cuentas.— Se  decide  á  favor  del  Juez  de  pri¬ 
mera  instancia  de  Fuente  Ovejuna  la  suscitada  con  el  de 
igual  clase  de  Mérida  sobre  conocimiento  de  1?.  demanda 
entablada  por  D.  Eugenio  Romero  contra  Ó.  Gaspar 


Núftez . . .  110 

290  Apelación  por  denegatoria  oe  recurso  de  casación  en 

•  asunto  de  Ultramar  (19  de  Octubre  de  1883). — Sala  ter¬ 
cera. — Desahucio. — Se  confirma  el  auio  apelado  por  Don 
Pedro  Morales  y  Fernández  con  Doña  Carmen  Pantiga  y 
hermanas  (Juzgado  de  la  Catedral  de  la  Habana) .  112 

291  Recurso  de  casación  (20  de  Octubre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera.—  Inscripción  de  un  crédito  hipotecario. — Ha  lugar 
en  parte  al  interpuesto  por  D.  Pedro  Jimeno  Sacristán 

con  Doña  Victorina  Gaona  (Audiencia  de  Burgos) .  114 

292  Recurso  de  casación  en  la  forma  (20  de  Octubre  de 

1883).— Sala  tercera. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Francisco  Quevedo  con  Doña  Juana  Gon¬ 
zález  Collante  (Juzgado  de  Medina  de  Rioseco) .  117 

293  Recurso  de  casación  en  la  forma  (22  de  Octubre  de 
1883). — Sala  tercera. — Pago  de  pesetas.— Ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  con  D.  Francisco  Graña 

y  Bravo  y  otros  (Audiencia  de  la  Corona) .  119 

294  Recurso  de  casación  (ti  de  Octubre  de  1883).  —  Sala 

primera. — Reivindicación. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  el  Ministerio  fiscal  con  D.  Antonio  Díaz  Villar  (Au¬ 
diencia  de  Oviedo) .  121 

295  Recurso  de  casación  (25  de  Octubre  de  1883). — Sala 

primera. — Reivindicación. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Agustín  Santiago  Zaragozano  con  D.  Juan  de  Dios 
López  Moreno  (Audiencia  de  Madrid) . . .  124 

296  Recurso  de  casación  (25  de  Octubre  de  1883).  —  Sala 
primera.— Elevación  á  escritura  públioa  de  un  documen¬ 
to  público. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Teresa. 
Lanosa  Martínez  con  D.  Eugenio  del  Rincón  (Audiencia 

de  Madrid) . 130 


297  Recurso  de  casación  (25  de  Octubre  de  1883). — S*la  pri¬ 
mera. — Nulidad  de  la  adjudicación  de  un  mayorazgo. — 

No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  María  de  los  Santos 
y  Doña  Jacinta  Massa  Sanguineti  con  el  Conde  de  Gnen- 
dulain  (Audiencia  da  Madrid) . .  135 

298  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (27  de  Oc¬ 
tubre  de  1883). — Sala  primera.—  Tercería  de  dominio. — 

No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Anicetó  Trespalacios  • 
con  Doña  Rafaela  Fernández  Pellón  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana) . . .  141 

‘299  Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883).— Sala 
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primera. — Pago  del  saldo  de  una  cuenta.— Ha  logar  en 
parte  al  interpuesto  por  Añádelo  Bolívar,  con  D.  Manuel 

Lezama  y  otro  (Audiencia  de  Barbos) .  144 

•  300  Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883). — Sala  pri¬ 
mera. —  Tercería  de  dominio. — No  lia  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Mariano  de  Cors  con  D.  José  Picó  (Audiencia 
de  Barcelona) . 150 

301  Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883).  —  Sala 
primera.— Restitución  de  aguas  fecales. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Cosme  Algarra  con  la  Marquesa  viuda 

de  Legarda  (Audiencia  de  Madrid) . .  - 154 

302  Recurso  de  casación  (27  de  Octubre  de  1883). — Sala  se-  * 
gunda. — Rescisión  de  un  contrato  y  devolución  de  docu  - 
menlos  y  cantidades. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Antonio  Ganivei  Reyes  con  D.  Francisco  Saucedo  Váz¬ 


quez  (Audiencia  de  Granada) . .  157 

303  Recurso  de  casación  en  la  forma  (27  de  Octubre  de 

1883). — Sala  tercera. — Desahucio. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por’D.  Jaime  Vidal  con  D.  José  Font  (Juzgado  de 
Villafranca  del  Panadés) . . .  162 

304  Recurso  de  casación  en  la  forma  (27  de  Octubre  de  . 
1833).— Sal  í  tercera. — Devolución  de  acciones  de  una  So 
ciedad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Lorenzo 

Aloy  con  D.  Jerónimo  Marsal  (Audiencia  de  Barcelona)..  165 

305  Recurso  de  casación  (2  de  Noviembre  de  1883).— Sala 

primera. — Tercería  de  dominio. — Ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Manuel  Segarra  con  D.  Vicente  Gual  (Audien¬ 
cia  de  Valencia) .  168 

306  Recurso  de  casación  (2  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera. — Tercería  de  dominio  —  No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  Doña  Felisa  Pérez  Rodríguez  eon  D.  Fabián 
Maestre  (Audiencia  de  Madrid) .  172 

307  Recurso  de  casación  en  la  forma  en  asunto  de  Ul¬ 


tramar  (2  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera. — Cobro 
de  pesos. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  So- 
marriba  con  D.  Agustín  FuentevilU  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana) .  176 

308  Recurso  de  casación  (5  de  Noviembre  de  1883).— Sala 

primera. — Ejecución  de  sentencia. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  Ü.  Fidel  O'.eaga  y  Mac  Mahón  con  D.  Benigno 
Salazar  y  Mac-Mahón  (Audiencia  de  Burgos) . /  178 

309  Competencia  (5  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera. — 
Otorgamiento  de  una  escritura. — Se  decide  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Plaza  de 
Yalladolid  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Gijón,  so¬ 
bre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  la  Socie¬ 
dad  Fernández  Laza  é  hijo  contra  D.  Fél¡x  de  Goicoe- 

chea .  184 

310  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  en 
ASUNTO  DE  Ultramar  (5  de  Noviembre  de  1883).— Pago 
de  cantidad. — Sí  confirma  el  auto  apelado  por  D.  San  tía.- 
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go  Farrés  con  D  Martin  Goicoechea  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana) .  186 

31  i  Recurso  de  casación  (6  de  Noviembre  de  18^3). — Sala 
primera.-—  Tercería,  de  dominio. — Ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  la  Sociedad  metalúrgica  Austro  Belga  con  la  ra¬ 
zón  social  Torres  hermanos  y  compañía  (Audiencia  de 
Madrid) . , . i . .  189 

312  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (6  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  primera. —  Tercería  de  dominio. 

— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D  José  Careche  y  Ugal- 
de  con  D.  Francisco  Lorenzo  del  Valle  (Audiencia  de  la 
Habana) .  199 

313  Recurso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  1883).— Sala 

primera. — Servidumbre  de  paso.—  No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  Doña  Rafaela  de  Liaño  con  D.  Prudencio  Ma¬ 
tute  Vidal  (Audiencia  de  Cáceres) .  203 

314  Recurso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera.— Nulidad  de  contratos. —  No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Enrique  Sierra  con  D.  José  Blanco  Gonzá¬ 
lez  (Audiencia  de  Madrid) .  209 

315  Recurso  de  casación  (7  de  Noviembre  de  1883).— Sala 

tercera. — Entrega  de  una  ñuca.— No  se  admite  el  inter¬ 
puesto  por  D.  José  Giralt  con  D.  Joaquín  de  Garcer  (Au¬ 
diencia  de  Barcelona) .  2l3 

316  Recurso  de  casación  (8  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera.— Responsabilidad  civil  contra  un  Juez. —No  ha 
logar  al  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  Don 
Víctor  Cobián  y  otro  (Audiencia  de  Burgos) .  213 

317  Recurso  de  caución  en  la  forma  en  asunto  de  Ul¬ 
tramar  (8  de  Noviembre  da  1883).— Pago  de  cantidad. 

— Ha  tugar  al  interpuesto  por  D.  José  Pío  Mazorra  con 

D.  Damián  Bauzí  (Audiencia  de  la  Habana) .  217 

318  Recurso  de  casación  (9  de  Noviembre  do  1883).— Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Antonio  Socías  con  D.  Magín  Mayner  (Audien¬ 
cia  de  Barcelona) .  220 

319  Competencia  (9  de  Noviembre  de  1883)  — Sala  tercera. — 

Pago  de  cantidad. — Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  pri¬ 
mera  instancia  de  Antequera  la  suscitada  con  el  de  igual 
clase  del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla,  sobre  conoci¬ 
miento  de  la  demanda  entablada  por  D.  Miguel  Gómez 
Quintero  con  Doña  Josefina  Perret  y  otro .  232 

320  Recurso  de  casación  en  la  forma  (10  de  Noviembre  de 

1883). — Sala  tercera.  —Pago  de  cantidad. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Francisco  del.  Río  con  Doña  Hita 
Moreno  y  otra  (Audiencia  de  las  Palmas) .  237 

321  Recurso  df.  casación  en  asunto  de  Ultramar  (12  de 
Noviembre  de  1883). — Sala  primera. — Defensa  por  po¬ 
bre.—  No  ha  lagar  al  interpuesto  por  D.  Félix  González 
Salas  con  D.  Birnardo  García  (Audiencia  de  la  Htbana)..  230 

322  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (12  de 
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Noviembre  de  1883). —Sala  tercera.— Pago  de  cantidad. 

— No  se  admite  el  interpuesto  por  D.  Félix  Feliú  con  Don 
Darío  González  de  la  Peña  (Audiencia  de  la  Habana). . . .  231 

323  Recurso  de  casación  (<3  de  Noviembre  de  1883).— Sala 
primera.— Nulidad  de  contratos  y  dimisión  de  fincas.— 
íla  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Josefa  Bassa  y  Pedrals 

,  con  D.  Tomás  Nulart  y  otros  (Audiencia  de  Barcelona). .  233 

324  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (13  de 
Noviembre  de  1883). — Sala  primera. — Tercería  de  mejor 
derecho.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  razón  social 
Meyer  y  compañía  con  D.  Adolfo  Aguirre  (Audiencia  de 

la  Habana) .  240 

325  Recurso  de  casación  (14  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera. — Payo  de  cantidad. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto . . .  245 

326  Recurso  de  casación  (14  da  Noviembre  de  1883).— Sala 

primera. — Payo  de  cantidad  y  otorgamiento  de  una  es¬ 
critura  de  división.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Don 
Claudio  Gómez  de  Septilveda  con  Doña  Concepción  Fer¬ 
nández  (Audiencia  de  Sevilla) .  249 

327  Recurso  de  casación  (15  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera.— Abono  de  daños  y  perjuicios.—  Ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  el  Banco  de  España  con  Doña  Catalina  Ca¬ 
líais  (Audiencia  de  Palma) .  254 

328  Recurso*  de  casación  (19  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera. — Desahucio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  Petra  Gutiérrez  Gil  con  D.  Juan  Lorenzo  Ayala 
(Audiencia  de  las  Palmas) .  260 

29  Recurso  de  casación  (16  de  Noviembre  de  1883). — Sala 
tercera.— Incompetencia  de  jurisdicción.— No  se  admite 
el  interpuesto  por  Doña  Rita  Crice  con  D.  Hipólito  Lahera 
(Audiencia  de  Madrid) . 262 

3.  Recurso  de  casación  (17  de  Noviembre  de  1883).— Sala 
tercera. — Liquidación  de  cuentas. — No  se  admite  el  inter¬ 
puesto  por  D.  Antonio  Márquez  Villarroya  con  D.  José 
Vluñoz  (Audiencia  de  Madrid) .  .  263 

331'ECURSO  DE  CASACION  EN  LA  FORMA  EN  ASUNTO  DK  ÜLTRA- 

ar  (17  de  Noviembre  de  1883). — Sala  tercera.— Payo  de 
ntidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad 
néndez  y  sobrinos  con  D.  Gregorio  y  Doña  Socorro  de 
Aias  (Audiencia  de  la  Habana) .  264 

332  R-jrso  de  CASACION  EN  ASUNTO  DE  ULTRAMAR  (20  dd 
Nombre  de  1883).— Sala  primera. — Pago  de  pesos.— 

lugar  al  interpuesto  por  la  sucesión  de  D.  Joaquín 
Ra,,ez  de  Velasco  con  Doña  Josefa  Barroso  (Audiencia 
de  'Habana) . 268 

333  Reci0  de  casación  (20  di  Noviembre  de  1883\.— Sala 

prm\. — pag0  ¿e  pfietas. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  be(jro  otaño  con  el  Marqués  de  la  Torrecilla  (Au- 
diencle  Madrid) .  275 

334  Rbcurde  casación  (20  de  N  ,'viembre  de  1883). — Sala 
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primera.  —Nulidad  de  un  interdicto  y  aprovechamiento 
de  aguas.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Santiago 
Aparicio  Moreno  con  l).  Braulio  Pérez  Fernández  (Au¬ 
diencia  de  Albacete) .  28Í 

335  Recurso  de  casación  (20  de  Noviembre  de  1883). — Sala 
primera.-—  Mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía. 

—No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Lucas  Grijota  y  otros 
(Audiencia  de  Cáceres).. . .  287 

336  Recurso  de  casación  (20  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera. — Abono  de  daños  y  perjuicios. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  la  Compañía  de  canalización  y  riegos  del 
Ebro  con  la  viuda  é  hijos  de  D.  Juan  Bautista  Senté  (Au¬ 
diencia  de  Barcelona) .  294 

337  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (20  de 

Noviembre  de  1883). — Sala  tercera. — Cumplimiento  de  lo . 
convenido  en  un  acto  de  conciliación. — No  se  admite  el 
interpuesto  por  D.  Agustín  Ríos  con  D.  Pedro  Prats  (Au¬ 
diencia  de  la  Habana) .  299 

338  Recurso  de  casación  (21  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera  — Nulidad  de  uva  providencia. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Pedro  Laya  con  Doña  María  Isabel  Ga¬ 
ñas  y  otros  (Audiencia  de  Madrid) .  300 

339  Competencia  (21  de  Noviembre  de  1 883). — Sala  tercera. 

— Indemnización  de  perjuicios  ó  rescisión  de  un  contrato. 

— Se  decide  á  favor  del  Juzgado  de  primera  iustancia  del 
distrito  dfe  la  Izquierda  de  Córdoba  la  suscitada  con  el  de 
igual  clase  de  Antequera  sobre  conocimiento  de  la  de¬ 
manda  entablada  por  Doña  Amalia  Campo  contra  D.  Fer¬ 
nando  Oribe . . .  3*  ■. 

340  Recurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Noviembre  de 
1883). — Sala  tercera. — Pago  de  cantidad. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  Doña  Francisca  Carratalá  y  sus  hijos 
con  D.  Miguel  Carratalá  y  España  (Audiencia  .de  Valencia)  04 

341  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  de 

Noviembre  de  1883). — Sala  primera. —  Tercería  de  domi¬ 
nio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  la  Sociedad  Ignacio 
Urriharri  y  Compañía  corola  razón  social  Llanderal,  Aven- 
daño  y  Compañía  (Audiencia  de  la  Habana) .  308 

342  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (23  d< 

•  Noviembre  de  1883). — Sala  primera. — Pago  de  cantidac 

— Ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Felipe  Núñez  con  D.  R 
cardo  Etheridge  (Audiencia  de  la  Habana) . 

343  Recurso  de  casación  (24  de  Noviembre  de  1883). — ? 
primera. — Entrega  del  saldo  de  unas  cuentas. — No  ha  ' 
gar  al  interpuesto  por  L).  Enrique  Fernández  del  Pera,n 
D.  Eugenio  María  Hernández  (Audiencia  de  Madrid).-  • 

344  Recurso  de  casación  en  asunto.de  Ultramar  (27  d  °~ 

viembre  de  1883). — Pago  de  un  seguro. — No  ha  lu‘*.a‘ 
interpuesto  por  la  Compañía  de  seguros  contra  inr108 
Guardián  Assurance  y  Company  con  D.  Lorenzo  Iiano 
(Audiencia  de  la  Habana) . ••••  32‘ 


ÍNDICE  CRONOLÓGICO 


555 

pIgtnas.. 


NÚMEROS. 


345  Recurso  de  casación  en  la  forma,  en  asunto  de  Ul¬ 
tramar  (24  de  Noviembre  de  1883).— Sala  tercera. — Res¬ 
titución.  de  la  posesión  de  un  ingenio. — No  ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  D.  Agustín  Bautista  Supervielle  (Adiencia 

de  la  Habana) .  327 

346  Recurso  de  casación  (27  de  Noviembre  de  1883). — Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  I).  Bernardo  Safont  con  D.  Luis  Hernández  y  el 
Ministerio  liscal  (Audiencia  de  Madrid) .  330 

347  Recurso  de  casación  eñ  asunto  de  Ultramar  (28  de 
Noviembre  de  1883). — Sala  primera. —  Tercería  de  do¬ 
minio. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Antonio  Carri¬ 
llo  con  la  Sociedad  Marlinez  y  Compañía  (Audiencia  de 


la  Habana) . . .  331 

348  Recurso  de  casación  en  asunto  de  Ultramar  (29  de  No¬ 
viembre  de  1883). — Sala  primera. — Liquidación  de  ave¬ 
rias. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  CeferiDo  Lorena, 
Capitán  de  la  barca  española  Manuel,  con  la  razón  social 
Fernando  Rodríguez  y  Compañía  y  otros  (Audiencia  de 

la  H  ibaDa) . .  336 

349  Recurso  de  casación  (29  de  Noviembre  de  1883).— Sala 
primera. — Mejor  derecho  á  los  bienes  de  una  capellanía. 

—No  ha  lugar  á  los  recursos  interpuestos  por  el  Ministe¬ 
rio  fiscal  en  representación  del  Estado  y  por  Doña  Filo¬ 
mena  Mañano  con  D.  Miguel  Gambón  y  otros .  342 

350  Recurso  de  casación  (29  de  Noviemb:  e  de  1883). — Sala 
primera. — Pago  de  un  seguro. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por.  D.  Francisco  G.  Camino  y  sobrino  con  la  Compa 

ñía  La  Unión  y  el  Fénix  Español  (Audiencia  de  Burgos).  346 

351  Recurso  de  casación  (13  de  Noviembre  de  1883). — Sala 
primera. — Calificación  de  quiebra.— Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Justo  Sánchez  Uribe  con  el  curador  ad  li- 

tem  de  I).  Fulgencio  Galián  (Audiencia  de  Alhaceie) .  336 

352  Recurso  de  casación  (30  de  Noviembre  de  1883).—  Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Angel  Anchisí  y  D.  Domingo  Bnsquets,  con  Don 
José  Brugnera  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Barce¬ 
lona) .  338 

353  Recurso  de  casación  (Io  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera.  —  Tercería  de  dominio  y  de  mejor  derecho. — Ha 
lugar  en  parte  al  interpuesto  por  Doña  Julita  Meras  con 

los  herederos  de  D.  Pedro  Suárez  (Audiencia  de  Oviedo).  340 
'  354  Recurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera. — Cumplimiento  de  un  contrato — Pago  de  can¬ 
tidad. — No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Martínez 
H  lidobro  con  D.  Francisco  de  la  P<  ña  Huidobro  (Audien¬ 
cia  de  Btírgos) .  345 


355  Recurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera  — Pago  de  pensiones  de  un  censo  c  intereses  de 
demora.—  No  ha  lugar  al  interpuesto  por  el  Duque  de  Ma- 
queda  y  otro  con  la  Marquesa  viuda  de  Castelar  y  otros 
(Audiencia  de  Madrid)  ......  .  370 


554  JUR'SPlLUDEffClA  CIVIL 

.HÚMEROS.  PÁGINAS. 

356  Recurso  de  casación  (6  de  Diciembre  de  1881)  —Sala 


primera. — Mejor  derecho  de  la  mitad  reservadle  de  un 
vinculó. — Pago  de  una  pensión. — Ha  lugar  en  parte  al 
interpuesto  por  la  Marquesa  de  Fuentehermosa  con  Don 
Celestino  y  D.  Luis  de  Ríos  y  Córdova  (Audiencia  de  Ma¬ 
drid) .  375 

357  Recurso  de  casación  (7  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Joaquín  Puigcarbó  con  la  Compañía  del  ferro 
carril  de  Tarragona  á  Barcelona  y  el  Ministerio  fiscal 
(Audiencia  de  Barcelona) . . ..  381 

358  Recurso  de  casación  (10  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

tercera. —  Calificación  de  una  quiebra — No  se  admite  el 
interpuesto  por  D.  Celestino  Astort  con  la  razón  social 
Aslort  hermanos  (Audiencia  de  Madrid) . .  388 

359  Recurso  de  casación  (11  de  Diciembre  de  18^3). — Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  D.  Camilo  Gutiérrez  Ravó  con  D.  Manuel  Fernán¬ 
dez  de  Yalderrama  y  el  Ministerio  fiscal  (Audiencia  de  Se¬ 
villa)  .  383 

360  Recurso  de  casación  (II  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera. — Desahucio  de  una  dehesa. — Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  el  Marqués  de  Baamonde  con  D.  Antonio  Tre- 

viño  (Audiencia  de  Cáceres) . 386 

361  Recurso  de  casación  (12  de  Diciembre  de  1883)  — Sala 
primera.—  Reivindicación  y  abono  de  perjuicios. — H i  lu¬ 
gar  al  interpuesto  por  D.  José  Cabecerán  con  Doña  Tere-  ' 

sa  Benach  y  otros  (Audiencia  de  Barcelona) .  390 

362  Recurso  de  casación  (12  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera. — Constitución  de  hipoteca. — Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Joaquín  de  la  Quintana  con  Doña  Aurora 
Mendieta  (Audiencia  de  Biírgos) .  394 

363  Recurso  de  casación  (13  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

tercera.— Entrega  de  cuentas. — No  se  admite  el  interpues¬ 
to  por  D.  Eusebio  García  de  la  Torre  con  D.  J listo  Piñue¬ 
la  (Audiencia  de  Madrid) .  397 

364  Recurso  de  casación  (14  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera.— Mejor  derecho  áunos  bienes  vinculados.  —  Ha 
lugar  al  interpuesto  por  D.  Vicente  Rubio  Armengol  con 

D.  Matías  Guiltén  (Audiencia  de  Valencia) .  399 

365  Recurso  de  casación  en  asunto  de  ulthamar  (16  de 

Diciembre  de  1883). — Sala  primara.—  'tercería  de  domi¬ 
nio.— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  Juan  García  Mos¬ 
quera  con  Doña  Octavia  Boligni  (Audiencia  de  la  Ha¬ 
bana) .  409 


366  Recurso  de  casación  (15  de  Diciembre  de  1883)  — Sala 

primera. — Defensa  por  pobre. — No  ha  lugar  al  interpues¬ 
to  por  Doña  Magdalena  Virginia  Birtorini  con  D.  Emilio 
Pepuela  y  otros  (Audiencia  de  Madrid) .  411  * 

367  Recurso  de  casación  (15  de  Diciembre  de  1883) — Sala 
primera. — Pago  de  pesetas. — No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  la  Condesa  viuda  de  Parsent,  con  los  Síndicos  del  con- 


NÚMERJS. 


ÍNDICE  CRONOLÓGl  O 


S55 

PÁGINAS. 


corso  de  acreedores  de  la  Sociedad  La  Peninsular  (Au¬ 
diencia  de  Madrid) .  413 

368  Recurso  de  casación  (17  de  Diciembre  de  1^83). — Sala 

primen. — Reclamación  de  bienes. — No  ha  lugar  al  in 
terpoesto  por  D.  Narciso  Noguer  con  D.  Miguel  Pujol 
(Audiencia  de  Barcelona) . .  418 

369  Recurso  de  casación  (18  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

primera. — Petición  de  herencia. — No  ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Julián  Baldomá  y  otro  (Audiencia  de  Bar¬ 
celona)  . 422 

370  Recurso  de  casación  (20  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera.— Petición  de  herencia. — No  ha  lugar  al  Ínter 
puesto  por  D.  Juan  Dardiñá  con  D.  Juan  Ramón  Alás 
(Audiencia  de  Barcelona) .  425 

37!  Recurso  de  casación  (20  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera.—  Validez  de  un  codicilo. — Restitución  de  bie¬ 
nes. — Ha  lugar  en  parte  al  interpuesto  por  Doña  Josefa 
Magariños  con  D.  Benito  Seárez  (Audiencia  de  la  Co- 
ruña) .  428 

372  Competencia  en  asunto  de  uytramar  (2l  de  Diciem¬ 
bre  de  1883).— Sala  tercera. — Pago  de  pesos. — Se  decide  á 
favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Be¬ 
lén  de  la  Habana  la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  el 


del  Centro  de  Madrid,  sobre  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  Doña  Cristina  Cagigal  contra  Doña  Fran¬ 


cisca  Aguilar . 434 

373  Recurso  de  casación  en  la  forma  (21  de  Diciembre  de 
1883). — Sala  tercera. — Juicio  ejecutivo. — No  ha  lugar  al 
interpuesto  por  Doña  Carmen  Bolincbes  con  D.  Salvador 

Mirtí  (Audiencia  de  Valencia) .  437 

371  Recurso  de  casación  (22  de  Diciembre  de  1883).— Sala 
primera  —Nulidad  de  un  auto  restilutorio.—  Confesión 
de  servidumbre. — Ñoña  lugar  al  interpuesto  por  Doña 
María  Angela  Navas  con  D.  José  López  (Audiencia  de  Se 
villa)  . . . , .  441 

375  Recurso  de  casación  (26  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera. — Negación  de  servidumbre. — Ha  lugar  al  inter¬ 
puesto  por  D.  Galo  Urosa  con  D.  Eduardo  Morales  Sa¬ 
cristán  (Audiencia  de  Madrid) . 448 

376  Recurso  de  casación  (20  de  Diciembre  de  1883).— Sala 
primera.— Pago  de  pesetas. — Ha  lugar  en  parte  al  inter¬ 
puesto  por  Doña  Peregrina  Vázquez  Gómez  y  consortes 

con  D.  Vicente  López  y  López  (Audiencia  de  la  Coruña).  451 


377  Recurso  de  casación  (27  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

pri oiera. — Entrega  de  minerales  é  indemnización  de  per¬ 
juicios.— lia,  lugar  al  interpuesto  por  I).  Ignacio  Gómez 
de  S.alazar  con  D.  Carlos  Enrique  Martínez  (Audiencia  de 
Granada). . . .  457 

378  Recurso  de  casación  en  asunto  de  ultramar  (27,  de 
Diciembre  de  1883). — Sala  primera.— Tercería  di  domi¬ 
nio. —No  ha  lugar  al  interpuesto  por  D.  José  Zabarle 


JURISPRUDENCIA  CIVIL. 


536 

NÚMEROS.  PAGINAS. 

con  D.  JoíéB-ilén  García  (Audiencia  dé  la  Habana) .  466 

379  Recurso  de  casación  en  asunto  de  ultramar  (28  da 

Diciembre  de  1833). — Sala  primera. —  Tercería  de  domi 
nio. — Ha  lugar  á  los  interpuestos  por  Doña  W.  Them  y 
D.  Ceferino  Lorena  con  las  Sociedades  Saralegui  y  Com¬ 
pañía  y  otras  (Audiencia  de  la  Habana) .  474 

380  Recurso  de  casación  (28  de  Diciembre  de  1888). — Sala 
primera. — Reivindicación — Ha  lugar  al  interpuesto  por 
Doña  Carmen  Jimeno  con  D.  Agustín  Llorens  (Audiencia 

*  de  Valencia) .  486 

38t  Recurso  de  casación  (28  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera. — Cobro  de  cosías.— No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  Doña  María  de  la  Candelaria  Hernández  de  Delgado 
con  el  Recaudador  de  costas  de  la  Audiencia  (Audiencia 
de  las  Palmas) .  491 

382  Recurso  de  casación  (29  de  Diciembre  de  1883) — Sala 
primera. — Cumplimiento  de  una  ejecutoria. — No  ha  lugar 
al  interpuesto  por  Doña  Matilde  Shelly  y  Trechuelo  con 

D.  Cayetano  Díaz  Trechuelo  y  otro  (Audiencia  de  Sevilla).  494 

383  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera. — Cumplimiento  de  un  contrato. — No  lia  lugar  al 
interpuesto  por  D.  Enrique  Catafal  e  n  D.  Juan  Piferrer 
(Audiencia  de  Barcelona) .  504 

384  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

primera. — Reivindicación  de  bienes.— No  ha  lugar  al  in¬ 
terpuesto  por  D.  Santiago  y  D.  Julián  Checa  con  D.  Igna¬ 
cio  Martínez  Checa  (Audiencia  de  Albacete) .  512 

385  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala 
primera. — Adjudicación  de  los  bienes  de  una  capellanía. 

— No  ha  lugar  al  interpuesto  por  Doña  Francisca  Fernán¬ 
dez  Gordo  con  D.  Domingo  Vidal  Romero  (Audiencia  de 
Cáceres) .  516 

386  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera. — [{escisión  de  un  contrato  de  seguro.— Ha  lugar 
al  interpuesto  por  D.  Mariano  González  Dueqas  con  la 
Sociedad  El  Fénix  Español  (Audiencia  de  Madrid) .  518 

387  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883). — Sala 

primera.— Entrega  de  bienes.— No  ha  lugar  al  interpuesto 
por  D.  Lucas  Biázquez  y  otros  con  D.  Joaquín  Blázquez 
Arenas  (Audiencia  de  Albacete) .  524 

388  Recurso  de  casación  (31  de  Diciembre  de  1883).— Sala 

primera. — Nulidad  de  una  venta. — Ha  lugar  á  los  inter¬ 
puestos  por  D.  José  Rosés,  la  viuda  y  sucesores  de  D.  José 
Masriera  y  Doña  María  del  Pilar  Chaves  (Audiencia  de 
Barcelona) .  63G 


fin  del  índice’  cronológico 


REPERTORIO  ALFABÉTICO 

DE  LAS 

CUESTIONES  Y  PUNTOS  DE  DERECHO 

■UESUELTOS  POR  EL  TRIBUNAL  SUPREMO  EN  LAS  SENTENCIAS  CONTENIDAS 
EN  ESTE  TOMO  (1). 


A 


PÁGINAS. 


Absolución  de  la  demanda. — No  es  de  estimar  el  motivo 
en  que  no  se  cita  ley  alguna,  y  en  que  sin  razón  se  niega  con¬ 
gruencia  ai  absolverse  Á  ia  parte  con  quien  se  ha  litigado, 
como  si  osa  absolución  no  envolviera  la  denegación  de  las  pre¬ 
tensiones  del  actor  ( C .,  núm.  297. — 25  de  Octubre  de  1883)..  435 

-  Guarda  perfecta  congruencia  con  lo  pedido  y  alegado 

por  las  partes,  la  sentencia  que  absuelve  á  los  demandados, 
pues  resuelve  con  esta  fórmula  todas  las  cuestiones  del  pleito, 
según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  (C.,  núm.  300—27 
de  Octubre  de  1883) .  150 

Abuso  de  jurisdicción. — No  infringe  la  sentencia  la  dispo¬ 
sición  6a,  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  no  se 
cita  a  la  vez  ni  puede  citarse  ley  quebrantada  por  abuso,  exce¬ 
so  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  (C.,  núm.  287v— 

17  de  Octubre  de  1883) . . . .  <01 

-  V.  Recurso  de  casación. 

Acción. — La  doctrina  del  Tribunal  Supremo  que  declara  que 
no  perjudica  al  demandante  la  circunstancia  de  equivocar  el 
ejercicio  de  su  acción  siempre  que  determine  con  claridad  y 
precisión  lo  < ¡ u e  pida,  no  tiene  aplicación  cuando  no  se  trata 
de  haberse  designado  con  impropiedad  ¡a  acción  ejercitada  sino 
de  ser  ésta  inaimisible  cuando  se  dedujo  ( C .  de  U.,  núm.  278. 

— 8  de  Octubre  de  1883). .  76 

-  V.  Prescripción. 


(Í|  Explicación  de  las  abreviaturas  de  este  Repertorio.— V.,  quiere  decir  Véase;  Comp, 
sentencia  dictada  en  decisión  sobre  competencia;  C ,  en  recurso  de  casación;  C ■  de  //. 
en  recurso  de  casación  en  materia  de  la  jurisdicción  de  Hacienda;  C.  de  U.,  en  recurso 
de  casación  en  asunto  de  Ultramar;  Nul.,  en  recurso  de  nulidad;  Nul.  de  l ,  en  recurso 
de  nulidad  en  materia  de  imprenta;  Apel.  en  C .,  sentencia  dicta  la  en  apelación  por  de¬ 
negarse  la  admisión  del  recurso  de  casación;  Apel.  en  Nul.,  en  apelación  por  no  admitirse 
el  recurso  de  nulidad;  Inj.  not.,  sentencia  en  recurso  de  injusticia  notoria;  Cuésl.  p.  en  C  , 
cuestión  preda  sobre  admisión  del  recurso  de  casación.— A  continuación  dota  cuestionó 
punto  de  derecho  que  se  resuelve,  se  ponen  e!  número  que  !a  sentencia  lleva  en  el  tomo, 
la  fecha  de  la  resolución  y  la  página  donde  se  encuentra. 
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Acción  personal. — V.  Juez  competente  y  Hospedaje. 

Acción  real. — V.  Recurso  de  casación. 

Acreedor  escriturario — V.  Tercería. 

Acto. —Y.  Nulidad. 

Acumulación. — No  es  aplicable  el  art.  187  de  la  ley  procesal 
si  como  lo  demuestra  el  cnrso  y  el  estado  del  juicio,  lejos  de 
estar  declarada  ejecutoriamente  su  acumulación  al  universal 
de  testamentaría,  ni  siquiera  se  ha  propuesto  tal  acumulación 
por  parte  legítima  ( C .,  núm.  207. — 15  de  Diciembft  de  1883).  413 

Adjudicación  de  bienes. — V.  Capellanía. 

Administrador  de  bienes  secuestrados. — La  obligación 
contraída  por  el  Administrador  judicial  de  unos  bienes  secues¬ 
trados,  no  puede  tener  otro  alcance  que  la  que  de  una  mane¬ 
ra  expresa  ordenan  los  autos  en  que  se  le  nombró,  sucediendo 
lo  propio  Á  sus  íiadores  respecto  á  la  responsabilidad  que  pue¬ 
da  originarles,  una  vez  que  la  fianza  es  obligación  accesoria 
de  la  principal  que  garantiza  ((?.,  núm.  343. — 24  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) . .  317 

-  Aceptado  el  cargo  de  Administrador,  bajo  la  condición 

de  rendir  cuenta  y  de  consignar  cuanto  recaude  para  deposi¬ 
tarse  en  el  Banco,  y  cumplido  por  su  parte  el  precepto  judi¬ 
cial,  consignando  lo  recaudado  en  la  Escribanía,  y  obteniendo 
el  oportuno  resguardo  que  ha  presentado  en  los  autos;  en  tal 
concepto  él  y  sus  fiadores  no  han  contraído  responsabilidad 
alguna,  porque  no  puede  imputárseles  actos  ejecutados  por 
un  tercero:  y  por  ello  la  sentencia  que  lo  declara  así  no  in¬ 
fringe  la  ley  9a,  tít.  26,  libro  II  de  la  Novísima  Recopilación, 
ni  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  que  declara  que  los 
riesgos  del  depósito  constituido  contra  dicha  prescripción,  de¬ 
ben  ser  de  cuenta  del  deponente  ((?.,  núm.  343. — 24  do  No¬ 
viembre  de  1833) .  3 1 7 

Aguas. — Si  el  fundamento  esencial  de  la  sentencia  recurrida, 
en  lo  que  se  refiere  á  la  reconvención,  único  pnn.to  objeto  del 
recurso,  consistente  en  que  refiriéndose  los' documentos  en 
que  la  fundaba  el  demandado  á  la  justificación  de  sus  dere¬ 
chos  para  disponer  de  las  aguas  de  un  rio,  carecían  de  apli¬ 
cación  al  presente  caso  por  tratarse  de  las  de  otro,  indepen¬ 
dientes  de  aquéllas,  y  contra  esta  apreciación  de  la  Sala  senten¬ 
ciadora  fundada  en  las  pruebas  practicadas,  y  muy  especial¬ 
mente  en  lo  declarado  por  los  Ingenieros  do  minas,  no  resulta 
documento  ó  acto  alguno  auténtico  que  demuestre  la  equivo¬ 
cación  evidente  del  juzgador,  cual  lo  requiere  el  núm.  7o  del 
articulo  1692,  hay  que  estar  á  dicha  apreciación  (C.,  número 
383. — 31  de  Diciembre  de  1883) . 


604 


REPERTORIO  ALFABÉTICO. 


559 

pAginas. 


-  Si  se  hace  supuesto  de  la  cuestión  para  alegar  como  in¬ 
fringidos  el  Usaige  omnes  causes  y  las  doctrinas  del  Tribunal 
Supremo  que  establecen  que  en  Cataluña  todas  las  causas  y 
acciones  de  cualesquiera  naturaleza  que  sean  se  presciben  por 
30  años;  que  cuando  se  cuestiona  sobre  aprovechamiento  de 
aguas,  antes  que  las  reglas  generales  deben  estimarse  los  pac¬ 
tos  expresos  ó  los  derechos  creados  por  el  uso,  según  el  re¬ 
sultado  de  las  pruebas  con  que  se  justifique;  que  derivando  el 
derecho  á  unas  aguas  de  la  posesión  inmemorial,  no  puede 
tener  aplicación  el  art.  34  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866 
que  da  reglas  sobre  los  derechos  futuros,  dejando  intactos  los 
legítimamente  adquiridos  con  anterioridad;  que  en  materia  de 
uso  y  aprovechamiento  de  aguas  es  doctrina  establecida  la  de 
que  debe  respetarse  el  estado  posesorio;  y  que  en  materia  de 
aguas  debe  respetarse  el  estado  posesorio,  especialmente  cuan¬ 
do  descansa  sobre  la  posesión  inmemorial,  según  la  jurispru- 
dencia  admitida  por  los  Tribunales:  es  improcedente  el  recur¬ 
so  por  estos  motivos  ( C .,  nüm.  383. — 31  de  Diciembre  de 
1883) .  504 

Alimentos  — V.  Bienes  vinculados. 

Apelación. — Cualquiera  que  sea  el  verdadero  carácter  del  es¬ 
crito  en  que  se  señalan  los  particulares  que  ha  de  comprender 
el  testimonio  á  que  se  refiere  el  a  ti.  39i  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil  para  reputarle  ó  no  de  mera  suslanciacion  á 
los  efectos  del  art.  10  de  la  misma  ley,  según  la  jurispruden  - 
cia  del  Tribunal  Supremo,  cuando  se  interpone  en  tiempo  una 
apelación  sin  firma  de  Letrado,  si  bien  no  puede  proveerse  á 
ella  mientras  no  se  subsane  la  falta,  queda  interrumpido  el 
lapso  del  término,  y  subsanada  aquélla,  debe  admitirse  dicho 
recurso:  doctrina  que  es  aplicable  al  caso  en  que  se  trata  de 
un  punto  menos  importante  que  el  de  la  apelación,  cual  es  el 
señalamiento  de  los  particulares  que  ha  de  contener  un  testi¬ 
monio,  si  lo  hizo  en  tiempo  hábil  el  Procurador  del  recurrente 
y  reprodujo  después  con  dirección  y  firma  de  Lttrado  (C.,  nú¬ 
mero  375. — 26  de  Diciembre  de  1883) . .  4Í8 

- Al  no  estimarlo  así  el  auto  recurrido,  infringe  la  expre¬ 
sada  doctrina  legal  (6T.,  núm.  375. — 26  de  Diciembre  de 
1883) . j .  448 

Apreciación  de  prueba. — No  es  procedente  el  motivo  de  ca¬ 
sación  que  se  refiere  á  la  apreciación  de  la  prueba  testifical 
hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  el  hecho  consignado 
en  la  misma  se  impugne  en  la  forma  que  prescribe  el  articulo 
1692,  caso  7o,  de  la  ley  de  Enjuiciamiei.to  civil  (C.,  núm.  275. 

— 5  de  Octubre  de  1883). . . .  54 

-  Cuando  la  prueba  se  compone  de  documentos  y  testigos 

y  la  Sala  sentenciadora,  usando  de  las  facultades  que  la  com¬ 
pelen,  la  aprecia  por  el  resultado  que  ambas  ofrecen,  no  es 
permitido  descomponerla  al  propósito  de  alegar  infracciones 
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en  relación  al  valor  que  pueda  darse  aisladamente  á  cada  uno 
de  esos  elementos,  rompiendo  la  cohesión  y  fuerza  que  natu¬ 
ralmente  se  prestan,  sino  que  es  preciso  alegar  y  demostrar 
que  la  apreciación  de  ese  conjunto  ha  sido  hecha  con  error  de 
derecho,  citando  al  efecto  la  ley  ó  doctrina  legal  infringida,  ó 
con  error  de  hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  autén¬ 
ticos  de  los  cuales  aparezca  la  equivocación  evidente  del  Juz¬ 
gador  (£?.,  ntlm.  276.-6  de  Octubre  de  < 883) .  58 

-  Es  improcedente  el  motivo  del  recurso  fundado  en  ha¬ 
berse  cometido  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  las  pruebas,  si  ni  se  cita  ley  que  demuestre  el  error  de  de¬ 
recho  ni  aparece  que  la  sentencia  incurra  en  ningún  error  de 
hecho  que  resulte  de  documentos  ó  actos  auténticos  (C.}  nú¬ 
mero  29o. — 25  de  Octubre  de  1883) .  125 

-  La  apreciación  de  las  pruebas  corresponde  á  la  Sala  sen¬ 
tenciadora,  y  á  su  resolución  debe  estarse  mientras  contra 
ella  no  se  cite  error  de  derecho  ó  de  hecho  fundado  en  doeu 
mentó  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación  eviden- 
•  te  del  juzgador  (¿7.,  números  3 18,  327,  347  y  374. — 9,  15  y  28 
de  Noviembre  y  22  de  Diciembre  de  1883)  220,  254,  331  y.. .  441 

-  Es  doctrina  legal  repetidamente  proclamada  por  el  Su¬ 
premo  Tribunal  que  contra  la  apreciación  de  las  pruebas  hecha 
por  la  Sala  sentenciadora  no  se  da  el  recurso  de  casación,  a 
no  ser  que  se  haya  cometido  infracción  de  ley  ó  de  doctrina 
especial  en  la  materia  (C.  de  U.,  núni.  332. — 20  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) .  2C8 

- -  Si  la  absolución  de  la  demanda  con.que  pone  fin  al  juicio 

la  sentencia  recurrida  se  funda  principalmente  en  que  la  Sala, 
analizando  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  ha  dedu¬ 
cido  y  declarado  que  no  están  justificadas  la  naturaleza  ni  las  - 
condiciones  esenciales  del  contrato  sobre  salarios,  invocada 
por  la  demandante,  son  inaplicables  al  caso  la  doctrina  fun 
dada  en  la  ley  16,  tít.  22,  Partida.  3a,  que  ordena  que  la  sen¬ 
tencia  debe  ser  congruente  con  las  acciones  y  excepciones 
propuestas;  las  reglas  de  la  crítica  racional  que  según  senten¬ 
cia  del  Tribunal  Supremo  no  son  otra  cosa  que  una  función 
del  entendimiento,  que  analiza  y  sintetiza  los  hechos  cometi 
dos  ai  juicio  del  juzgador,  conforme  á  las  reglas  ¡iifl-Xibles  de 
la  lógica;  el  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la 
doctrina  del  Supremo  Tribunal  que  afirma  que  Jos  Tribunales 
deben  emplear  para  la  apreciación  de  las  pruebas  las  reglas 
de  la  crítica  racional,,  y  no  formar  su  criterio  por  conjeturas; 
la  ley  4a,  tít.  13  de  la  Partida  3*,  que  enuaiera  las  condicio¬ 
nes  que  debe  tener  la  confesión  judicial,  y  la  3a  del  mismo 
título  y  Partida  que  le  da  el  mismo  valor  á  la  rebeldía  en  que 
incurra  el  demandante  por  no  contestar  á  la  pregunta  que  se 
le  haga  sobre  cosa  que  pertenece  al  pleito;  las  Ia,  2a,  5a  y  6a 
del  mismo  título  y  Partida,  y  la  4a  y  5a,  tit.  28,  libro  1 1  de  U 
Novísima  Recopilación,  que  tratan  de  los  requisitos  de  la  con-  . 
fesión  judicial,  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  por  las 
cuales  se  exige  que  la  confesión  jadicia!  sea  sobre  hecho,  cosa 
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ó  cuantía  cierta;  la  ley  3a,  til.  8*,  Partida  5a,  que  trata  del 
arrendamiento  de  industria,  y  la  doctrina  legal  de  que  la 
merced  es  requisito  esencial  en  el  arrendamiento;  la  doctrina 
consignada  implícitamente  en  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil,  según  el  cual  las  reglas  de  la  sana  crítica  impo 
nen  la  seguridad  racional  y  legal  de  que  la  prueba  de  confe¬ 
sión  de  parte  y  lo  que  se  deduce  de  documentos  vale  más  que  la 
que  procede  de  la  deducción  de  un  hecho,  de  la  conjetura  ó  de 
la  suposición;  la  doctrina  contexte  y  regla  inconcusa  en  cues¬ 
tión  de  pruebas  de  que  éstas  han  de  ser  afirmativas;  la  regla 
lóglea  en  materia  de  pruebas  de  que  la  que  se  admita  por  los 
demandados  ha  de  destruir  la  presentada  por  el  actor  para  que 
pueda  dársele  preferencia  sobre  ésta,  y  el  axioma  de  derecho 
de  que  el  heredero  es  la  continuación  de  la  persona  jurídica 
del  difunto:  por  encaminarse  la  alegación  de  estos  motivos  á 
impugnar  en  diversos  conceptos  la  apreciación  hecha  por  la 
Sala  en  uso  desús  facultades  (O.  de  U.,  núm. 332. — 20  de  No¬ 
viembre  de  4 883> .  2ó9 

-  Si  la  Sala  sentenciadora  desestimó  la  eficacia  de  los 

hechos  sometidos  en  forma  de  posiciones  á  la  declatación  de  la 
demandada,  no  porque  se  la  declarase  confesa  en  rebeldía, 
sino  porque  no  siéndole  propios  ó  personales  esos  hechos  no 
podían  perjudicarla;  y  porque  ni  apreciados  en  abstracto 
ni  en  conjunto  con  los  demás  elementos  probatorios  del  pleito 
demostraban  tampoco  á  satisfacción  de  la  ley  y  de  la  crítica 
racional  la  existencia  ni  las  condiciones  esenciales  de  un  con¬ 
trato  sobre  salarios  que  no  se  funda  en  documento  público  ni 
privado,  y  que  se  dice  concertado  con  el  causante  del  antece¬ 
sor  de  la  demandada  18  años  antes  de  recamarlos  judicial¬ 
mente;  no  se  infringen  las  seis  primeras  leyes  del  til.  13  de  la 
Partida  3a,  la  4‘  y  5a,  tít.  28,  libro  II  de  la  Novísima  Recopi¬ 
lación  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  que  exige  aque  la 
confesión  judicial  sea  sobre  hecho,  cosa  ó  cuantía  cierta 

(C.  de  U.,  núm.  332.— 20  de  Noviembre  de  1833).. .  569 

- -  Las  |eyes  de  Partida  referentes  al  valor  y  eficacia  de  las 

pruebas  testifical  y  pericial  han  sido  esencialmente  modifica 
das  |  or  la  de  Enjuiciamiento  civil,  según  repetidamente  tiene 
declarado  el  Supremo  Tribunal;  y  constituyendo  las  declara¬ 
ciones  de  los  peritos  revisores  una  de  las  clases  de  prueba  au  - 
tomadas  por  la  referida  ley,  cuyo  análisis,  calificación  y  apre¬ 
ciación  correspon  ie  á  los  Tribunales,  conformándose  ¿  las  re¬ 
glas  de  la  sana  mítica  sin  tener  que  sujetarse  al  dictamen  de 
aquéllos,  alosarla  Sala  sentenciadora  de  esta  facultad  que  . 
terminantemente  la  concede  el  art.  609  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  vigente,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya 
alegado  regla  de  sana  crítica  por  ella  infringida,  no  lo  han 
sido  las  leyes  1 1  i  y  H  9,  til.  !  8  de  la  Partida  3a  [C.,  núm.  376. 

— 26  de  Diciembre  de  188.1) .  ¿ó  1 

— : —  Cuando  las  Salas  sentenciadoras'  juzgan  en  virtud  de 
pruebas  complejas,  no  es  licito  al  recurrente  separar  los  diver¬ 
sos  elementos  de  que  se  componen  y  combatir  el  juicio  que 
tomo  53  36 
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sobre  el  conja’nto  de  ellos  haya  pronunciado  el  juzgador  seña¬ 
lando  infracciones  que  no  afectan  al  concepto  general  de  la 
aprobación  hecha  por  el  mismo  (C.,  nüm.  387. — 31  de  Diciem-, 

brede!883) .  524 

- V.  Capacidad  para  testar,  Defensa  por  pobre,  Documen¬ 
to,  Recurso  de  casación  y  Servidumbre. 

Averia  grues b.—V.' Contrato  de  seguro. 


B 


Beneficio  de  excusión. —Teniendo  por  objeto  el  beneficio  de 
excusión  el  hacer  constar  si  tiene  ó  no  bienes  suficientes  el 
obligado  princlpalmente'para  responder  de  la  obligación  que 
contrajo,  es  innecesario  aquel  trámite  cuando  constaba  en 
autos  que  la  Sociedad  obligada  era  insolvente  (C de  U.,  nú¬ 
mero  342. — 23  de  Noviembre  de  1883) .  312 

-  Si  dicha  Sociedad  no  estaba  constituida  legalmente  y 

con  arreglo  á  los  artículos  28  y  285  del  Código  de  Comercio, 
según  se  declaró  en  sentencia  firme,  así  como  son  eficaces 
las  obligaciones  contraídas  en  favor  de  terceros  interesados 
que  con  ella  hayan  contratado,  no  puede  comparecer  ni  ejér- 
citar  los  derechos  que  como  á  tal  Sociedad  le  competan,  y  por 
lo  tanto  no  debía  estimarse  la  acción  ejercitada  en  el  pleito 
por  ún  socio  colectivo  de  aquélla,  fundada  en  los  artículos  y 
disposiciones  del  Código  de  Comefcio,  sólo  aplicables  en  su 
caso  para  las  sociedades  legalmente  y  con  arreglo  á  sus  pre¬ 
ceptos  constituidas  (C  de  U.,  nüm.  342. — 23  de  Noviembre 


de  1883) .  312 

-  En  tal  concepto  la  sentencia  que  estima  la  demanda  in¬ 
fringe  los  artículos  267,  28  y  285  del  Cóligo  de  Comercio  (C 
de  U.,  núm.  342.— -23  de  Noviembre  de  1883) .  SI  2 


Beneficio  de  inventario  — V.  Heredero. 

Bienes  de  la  sociedad  conyugal.— Es  doctrina  legal  san¬ 
cionada  por  el  Tribunal  Supremo  que  los  productos  de  los 
bienes  de  los  cónyuges  pertenecen  á  la  sociedad  conyugal,  y 
con  ellos  debe  atenderse  á  levantar  las  cargas  del  matrimo¬ 
nio,  entre  las  que  s a  comprenden  el  pago  de  los  gastos  judi¬ 
ciales  ocasionados  en  los  litigios  que  cualquiera  de  ellos  tu¬ 
viese  que  sostener;  sin  que  obste  á  ello  que  por  un  acto  de 
jurisdicción  voluntaria  se  acordase  dejar  sin  efecto  la  consig¬ 
nación  en  la  Caja  general  de  Depósitos  de  la  cantidad  señala¬ 
da  para  litis  expensas  en  expediente  de  la  misma  naturaleza, 
porque  esto  en  nada  perjudica  la  acción  deducida  por  el  de¬ 
mandante  ((7.,  núm.  *269. — 3  de  Octubre  de  1883) . ♦  3! 

-  Las  leyes  3a  y  5a,  tít.  4o,  libro  10  de  la  Novísima  Reco¬ 
pilación,  la  doctrina  legal  que  consigna  el  principio  de  que 
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los  frntos  y  las  rentas  de  los  bienes  privativos  de  cada  uno  de 
los  cónyuges  son  de  ambos  en  común  y  pertenecen  á  la  socie¬ 
dad  conyugal,  y  la  que  establece  que  cuando  no  se  prueba 
por  la  tercerista  que  el  préstamo  hecho  á  su  marido  se  invir¬ 
tió  en  provecho  exclusivo  de  éste,  es  indudable  que  los  frutos 
y  rentas  que  produzcan  los  bienes  aportados  por  uno  y  otro 
cónyuge,  cualquiera  que  sea  su  procedencia  y  denominación, 
pueden  embargarse  y  venderse  para  pagar  aquellos  créditos, 
porque  se  presume  que  se  han  contraído  é  invertido  en  bene¬ 
ficio  común;  no  se  refieren  al  caso  en  que  la  obligación  apa 
rece  contraída  exclusivamente  por  el  marido,  sin  que  haya 
redundado  en  provecho  de  la  sociedad  conyugal,  ni  servido 
para  atender  á  las  cargas  de!  matrimonio  (C  de  U .,  núm.  298. 

—27  de  Octubre  de  1883).  .  141 

-  No  hítbiéndose  impugnado  cop  arreglo  á  la  ley  la  apre- 

ción  de  la  prueba  hecba  por  la  Sala  sentenciadora,  estiman¬ 
do  que  la  obligación  de  un  marido  es  personal,  hay  que  estar 
y  atenerse  necesariamente  á  ella  al  decidir  el  recurso  (C.  de 
í/.,  uúm.  238. — 27  de  Octubre  de  1883) .  f  i I 

Bienes  parafernales.— Es  doctrina  legal  sancionada  por  el 
Tribunal  Supremo,  que  si  bien  corresponde  á  la  mujer  la  ad¬ 
ministración  de  los  bienes  parafernales  en  el  caso  de  que  con¬ 
serve  el  señorío  de  ellos,  esto  se  entiende  sin  perjuicio  de  la 
intervención  que  según  la  ley  55  de  Toro  debe  tener  el  mari 
do  en  los  actos  y  contratos  á  que  sin  su  licencia  y  autoridad 
no  puede  aquélla  concurrir  ni  celebrar  por  si,  y  de  que  como 
jefe  de  familia  y  para  atender  á  sus  necesidades  perciba  y 
disponga  de  los  referidos  bienes  (6r.,  núm.  306. — 2  de  No¬ 
viembre  de  1883)... . . .  172 

-  En  tal  concepto,  y  no  habiendo  declarado  la  sentencia 

recurrida  el  dominio  del  marido  sobre  los  productos  délos 
bienes  de  su  mujer  sino  con  la  obligación  de  levantar  las  car¬ 
gas  del  matrimonio,  es  indudable  que  dicho  fallo  no  contiene 
el  error  de  derecho  de  afirmar  que  la  mujer  no  tiene  una  per¬ 
sonalidad  distinta  cuando  litiga  con  su  marido,  ni  infringe 
la  ley  17,  tit.  14,  Partida  4*,  la  cual  sólo  es  aplicable  con  la 
limitación  que  establece  la  expresada  doctrina  legal  [C.,  nú¬ 
mero  306. — 2  de  Noviembre  de  1883) .  172 

-  Es  inoportuna  la  cita  en  este  caso  de  la  ley  3a,  tit.  3e, 

libro  3o  del  Fuero  Real,  puesto  que  en  nada  afecta  á  la  cues¬ 
tión  litigiosa  el  principio  consignado  en  la  misma,  que  reco¬ 
noce  la  sentencia  impugnada,  de  que  los  productos  de  los  bie¬ 
nes  de  la  sociedad  conyugal  son  comunes  de  por  mitad  á  am¬ 
bos  cónyuges,  cualquiera  que  sea  la  importancia  de  los  qué* 
cada  uno  aportó  al  matrimonio  ((7.,  núm.  306.— 2  deNoviem- 
bre  de  1883). . . . .  172 

Bienes  vinculados.— Conforme  al  art.  10  de  la  ley  de  II  de 
Octubre  de  1820  restablecida  en  30  de  Agosto  de  1836,  y  á  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  los  bienes  que  han  sido 
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vinculados,  aunque  pasen  como  libres  á  otros  dueños,  quueda 
sujetos  al  pago  de  los  alimentos  debidos  á  los  inmediatos  su¬ 
cesores  «con  arreglo  ó  la  fundación,  á  convenios  particulares 
ó  á  determinaciones  en  justicia;»  y  por  consecuencia  cuan¬ 
do  estos  alimentos  deban  consistir  en  una  parte  alícuota  de 
los  productos  de  la  vincul  ción,  su  importancia  ha  de  fijarse 
por  lo  que  produzcan  los  mismos  bienes  de  la  dotación  del 
vínculo,  quien  quiera  que  sea  su  poseedor  y  la  causa  ó  título 
con  que  los  posea  (6T.,  núm.  273. — 5  de  Octubre  de  1883)....  41 

-  Si  desde  el  restablecimiento  de  la  legislación  desvmcu 

ladora  hasta  la  demanda  en  que  se  piden  unos  vínculos  han 
trascurrido  más  de  30  años,  en  su  virtud  la  prescripción  ha 
puesto  término  á  las  acciones  sobre  bienes  que  fueron  vincu¬ 
lados,  porque  la  ley  4o  de  Toro  quedó  sin  aplicación  desde  30 
de  Agosto  de  1836  haciéndose  desde  entonces  prescriptible  en 
el  tenedor  de  las  cosas  vinculares  lo  que  antes  no  lo  era  ( C .,  nú¬ 
mero  297. — 25  de  Octubre  de  1883). . . . .  135 

-  Por  tanto,  son  inaplicables  y  no  han  podido  infángirse 

por  la  sentencia  que  así  lo  estima,  las  doctrinas  del  Tribunal 
Supremo  eu  que  se  declara  que  como  consecuencia  necesaria 
del  carácter  ordinario  de  perpetuidad  inherente  á  los  mayo¬ 
razgos,  faltando  los  llamados  á  suceder  en  la  fundación  entran 
á  suceder  siempre  que  el  fundador  no  baya  manifestado  ser 
otra  su  voluntad,  los  demás  parientes  suyos  aunque  carezcan 
de  las  cualidades  por  él  exigidas;  y  llegado  este  caso  el  ma¬ 
yorazgo  se  reputa  como  regular  aunque  los  primeros  llama¬ 
mientos  lo  hubiesen  hecho  separar  de  las  cualidades  de  los  de 
esta  cíase  dándole  el  cárácter  de  irregular;  que  la  voluntad 
del  fundador  e3  la  ley  á  que  deben  sujetarse  Las  sucesiones  en 
los  vínculos,  que  afectan  al  fondo  de  un  asunto  de  que  ya  no 
puede  tratarse;  asi  como  también  las  que  establecen  que  la 
excepción  de  cosa  juzgada  sólo  tiene  lugar  cuando  es  una 
misma  la  cosa  litigiosa,  la  acción  intentada  y  los  litigantes  ó 
personas  justiciables,  y  que,  cuando  terminado  un  pleito  por 
sentencia  ejecutoria,  se  litiga  sobre  la  misma  cosa,  pero  no 
por  diversa  razón  ó  cauSa  de  pedir,  no  se  falta  al  respeto  de  ¡a 
cosa  juzgada,  fallando  el  segundo  juicio  contra  el  litigante 
que  triunfó  eu  el  primero,  referentes  á  uno  de  los  razona¬ 
mientos  de  la  sentencia,  que  es  innecesario  examinar,  una  vez 
cerrada  la  puerta  por  medio  de  la  prescripción  extintiva  de 
las  acciones  (6\,  mira.  297. — 25  de  Octubre  de  1883) .  135 

Buena  fe. — V.  Costos. 


c 


Capacidad  para  testar. — La  Sala  senterteiadora,  apreciando 
en  conjunto  t«s  pruebas  suministradas  por  ambos  litigantes, 
teniendo  en  cuenta  de  una  parte  las  divergencias,  contradic 
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ciones,  calificaciones  gratuitas  y  ¡a  poca  exactitud  con  qne  se 
produjeron  los  numerosos  testigos  presentados  por  el  recu 
rrente  y  las  afirmaciones  de  los  Facultativos  que  antes  de  la 
fecha  del  testamento  habían  asistido  al  testador,  y  de  otra  e! 
mismo  testamento,  al  que  no  se  objetan  «falsedades  ó  men 
guasa  que  lo  invaliden,  y  los  diversos  instrumentos  públicos 
que  el  pretendido  loco  olorgó  durante  aquella  época,  suscri¬ 
biendo  alguno  de  ellos  y  siendo  parte  en  otro  uno  de  los  de¬ 
mandantes  tres  días^  después  de  la  fecha  del  otorgamiento  de 
aquél,  establecía  la  capacidad  legal  en  cuanto  al  estado  de  la 
rarón  del  testador  que  debe  suponerse  en  principio,  y  resulta 
además  justificada  en  aquella  ocasión:  esta  apreciación  déla 
Sala'fólo  puede  impugnarse  útilmente,  para  los  efectos  de  la 
casación,  por  error  de  derecho  qne  consista  en  la  infracción  de 
leyes  ó  doctrinas  de  jurisprudencia  destinadas  especialmente 
A  dar  reglas  para  la  apreciación  de  las  pruebas,  ó  por  error 
de  hecho  que  resulte  de  documento  óacio  auténticos  qne  de¬ 
muestren  la  evidente  equivocación  del  juzgador;  y  no  es  ad 
misible  la  impugnación  del  recurrente  que  .se  funda  en  su 
puestos  contrarios  al  resultado  de  autos  consignado  por  la 
Sala  sentenciadora  como  base  del  fallo  recurrido  y  cuyos  ra 
zonamientos  que  tienden  A  destruir  los  considerandos  d»l  mis 
mn  fallo  contra  los  cuales,  como  repetidamente  ha  declarado 
el  Tribunal  Supremo,  no  se  dá  recurso  de  casación '((7.,  núme¬ 
ro  387.— 31  de  Diciembre  de  1883) .  524 

-  Bajo  tales  supuestos,  la  sentencia  no  infringe  la  ley  13, 

título  1",  Partida  6a,  porque  no  da  validez  al  testamento  en 
razón  ó  no  haberse  probado  que  no  testó  en  un  intervalo  de 
lucidez,  sino  porque  consta  que  al  testar  se  hallaba  en  pleno 
uso  de  sus  facultades  intelectuales  que  conservaba  á  pesar  do 
sus  quebrantos  de  salud  aun  después  <?el  otorgamiento,  ni  el 
principio  inconcuso  de  Medicina  legal  de  que  todas  las  enaje 
naciones  mentales  son  habituales  en  el  concepto  jurídico  de 
esta  -  alabra,  á  excepción  -de  las  procedentes  de  un  estado  pa 
tológico  intermitente  ien  que  se  manifiesta  la  locura  como  sin¬ 
tomática,^  el  no  menos  inconcuso  de  que  la  demencia  por 
agotamiento  do  facultades  no  puede  tener  intervalos  lúcidos; 
el.  principio  de  derecho  sancionado  por  la  ley  2a,  tít.  14,  Par 
lida  3a,  de  que  las  excepciones  afirmativas  deben  probarse 
por  qnien  las  alega;  el  principio  establecido  en  el  art.  578  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  que  todos  los  hechos  son  sus¬ 
ceptibles  de  justificación  por  todos  los  medios  de  prneba  qne 
la  ley  admite;  el  confirmado  por  el  núm  7°  del  art.  1692  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  que  el  resultado  de  las  pruebas 
no  debe  alterarse  en  la  sentencia;  el  de  qne  la  prueba  testifi¬ 
cal  y  pericia!  que  no- vienen  a!  pleito  con  citación  de  la  otra 
parle  y  qne  no  se  practica  ante  el  Juzgado,  ni  con  jnramento. 
no  son  eficaces  ni  pueden  apreciarse  en  la  sentencia,  y  el  de 
qne  los  actos  propios  de  un  litigante  no  puedan  dañar  A  sus 
colitigantes:  alegados  con  mayor  ó  menor  pertinencia  (C.,  nú 
mero  387.— 31  de  Diciembre  de  1883) .  524 
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Capacidad  personal. — V.  Falta  de  personalidad. 

Capellanía  —No  desconoce  la  doctrina  establecida  por  el  Tri  - 
bunal  Supremo,  según  la  cual  cuando  un  .hecho  está  legal 
mente  justificado  y  aceptado  durante  el  curso  de  los  siglos  no 
basta  para  destruirlo  que  al  hacer  la  compulsa  de  los  libros 
parroquiales  del  pueblo  en  la  época  en  que  se  creyó  nacida  la 
persona  en  cuestión  no  se  encuentre  una  partida  de  bautismo 
ó  se  halle  la  de  otra  persona  del  mismo  nombre  y  edad  hija 
de  padres  desconocidos,  sino  que  se  precisan  ’ctras  pruebas 
más  concluyentes;  la  sentencia,  que  al  negar  el  derecho  á  los 
bienes  de  una  capellanía,  se  funda,  no  en  la  falta  de  determi¬ 
nada  partida  sacramental,  sino  en  las  carias  y  distintas  razo*  ' 
nes  que  expone  (C7.,  núra.  335. — 20  de  Noviembre  de  1883). .  287 

-  De  la  competencia  de  la  Autoridad  eclesiástica  diocesana 

en  lo  referente  á  la  colación  y  canónica  institución  de  las  ca¬ 
pellanías  colativas,  no  puede  deducirse  que  el  testimonio  re¬ 
lativo  á  la  que  es  objeto  del  pleito,  y  que  no  se  há  cotejado 
m  sido  objeto  de  diligencia  alguna,  tenga  todo  el  valor  y 
fuerza  de  un  documento  público,  ni  surta  otro  efecto  que  el 
de  corroborar  la  existencia  indubitable  de  la  capellanía  (C., 

número  335.— 20  de  Noviembre  de  1883) .  287 

-  En  la  hipótesis  de  que  en  algún  considerando  de  la  sen¬ 
tencia  se  hubiese  padecido  equivocación  al  hablar  del  primer 
capellán  llamado  por  el  fundador,  no  es  estimable  en  casación 
este  error  de  hecho,  si  tal  equivocación  no  afectaría  al  dere¬ 
cho  ejercitado  por  los  litigantes,  atendidos  los  demás  funda-  . 
mentos  qne  el  fallo  contiene  ((?.,  núm.  335. — 20  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) . . .  287 

- No  puede  estimarse  la  infracción  de  los  artículos  Io,  2o 

y  6o  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  y  de  la  de  15  de  Junio 
de  1856,  si  se  ha  «alegado  haciendo  de  la  dificultad  supuesto, 

•  una  vez  que  la  sentencia  se  basa  en  que  los  recurrentes  no  han 
probado  su  parentesco  con  el  fundador  (C.,  núm.  335. — 20  de 

Noviembre  de  1883) . : .  288 

-  Tampoco  puede  apreciarse  la  de  la  ley  10,  tít.  14,  Par- 

.tida  3a  y  la  déla  fundación,  porque  la  mencionada  ley  de 
Partida  qne  se  refiere  á  los  que  poseen  la  cosa  ó  deben  ser  te¬ 
nidos  como  poseedores  de  ellas,  carece  de  aplicación  al  caso; 
y  porque  la  sentencia  nada  decide  en  contra  de  la  fundación 
y  se  limita  á  negar  el  derecho  de  los  que  solicitaban  la  adjudi¬ 
cación  de  los  bienes,  en  virtud  de  la  apreciación  que  hace  de 
todas  las  pruebas  suministradas  por  los  mismos,  sin  que  en 
tal  «apreciación  exista  error  de  derecho  demostrado  por  viola¬ 
ción  de  ley  ó  doctrina  legal,  ni  error  de  hecho  resultante  de 
documentos  ó  actos  auténticos  que  evidencien  la  equivocación 

del  juzgador  ((7.,  núm.  335. — 20  de  Noviembre  de  1883) .  288 

- Circunscribiéndose  ¡a  parte  dispositiva  de  la  sentencia 

ó  resolver  que  no  ha  lugar  á  adjudicar  como  libres  los  bienes 
de  la  capellanía,  es  congruente  con  has  pretensiones  de  los  li¬ 
tigantes  que  consistían  precisamente  en  pedir  esa  adjudica- 
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ción  en  el  expresado  concepto  ( C .,  iiúm.  335. — 20  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) . . .  288 


-  El  art.  36  de  la  instrucción  de  25  de  Junio  de  1867  es 

una  disposición  de  carácter  general  aplicable  siempre  que  los 
interesados  en  una  capellanía  que  debe  subsistir  con  sujeción 
á  las  disposiciones  del  Convenio  ley  de  24  de  Junio  de  dicho 
año  no  conviniesen  extrajudicial  y  amistosamente  en  lo  to¬ 
cante  á  sus  respectivos  derechos  á  los  bienes  que  forman  la 
dotación  de  la  misma  capellanía:  y  en  circunstancias  tales 
corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia  determinar,  con  arre¬ 
glo  á  la  legislación  observada  antes  del  Concordato,  el  derecho 
controvertido  y  fijar  en  su  caso  la  parte  alícuota  de  la  renta 
que  deba  convertirse  en  inscripciones  intrasferibles  ( C nú¬ 
mero  349.-29  de  Noviembre  de  1883) .  342 

-  La  sentencia  que  declara  á  favor  de  uno  de  los  solicitan¬ 
tes  el  derecho  preferente  á  los  bienes  de  la  capellanía  en  cues¬ 
tión,  añadiendo  que  no  podrá  entrar  en  posesión  de  ellos 
hasta  que  haya  hecho  la  conmutación  prevenida  en  el  arreglo 
con  >a  Santa  Sede,  no  desconoce  con  estas  declaraciones  la 
subsistencia  de  la  capellanía,  que  por  otra  parte  nadie  ha 
puesto  en  duda,  ni  infringe  el  art.  4o  del  Convenio  ley  de  24 
de  Junio  de  1867,  ni  el  36  de  la  instrucción  de  25  del  mismo 
mes  y  año,  ni  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo 
en  consonancia  de  dichas  disposiciones,  que  hubieran  sido 
contrariadas  si  se  adjudicasen  los  bienes  de  la  capellanía  pu¬ 
ramente  y  sin  ninguna  restricción  ( C.,  núra.  349. — 29  de  No¬ 
viembre  de  1883) .  342 

-  No  se  infr  ingen  los  artículos  1*  y  2o  de  la  ley  de  19  de 

Agosto  de  1841,  sí  según  la  apreciación  que  ha  hecho  la  Sala 
sentenciadora  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  re¬ 
sulta  de  un  modo  evidente,  consultados  los  árboles  genealó¬ 
gicos  traídos  al  pleito,  que  en  la  persona  á  quien  se  adjudican 
los  bienés  de  la  capellanía  concurren  todas  las  cualidades  que 
según  la  fundación  y  las  leyes  invocadas  le  dan  preferente 
derecho  sobre  ios  demás  concurrentes  á  obtener  dichos  bienes, 
y  contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ó  doctrina  legales  que 
dicha  Sala  haya  podido' vulnerar,  limitándose  la  recurrente 


á  sustituir  su  propio  criterio  ai  del  tribunal  sentenciador  ((/., 
núm.  349. — 29  de  Noviembre  de  1883) .  342 

Cargador. — V.  Préstamo  á  la  gruesa. 

Casación. — Siendo  procedente  la  casación  por  uno  de  los  mo¬ 
tivos  que  se  aleguen,  no  hay  necesidad  de  ocuparse  de  los  de¬ 
más  (C.,  núm.  3H.— 15  de  Noviembre  de  1883) .  255 

-  Si  la  cuestión  provocada  en  un  motivo  de  casación  no 

se  ha  discutido  en  el  pleito,  no  puede  ofrecer  por  lo  tanto  ma  • 
teria  de  casación  en  ningún  sentido  (C.,  núm.  367. — lo  de  Di¬ 
ciembre  de  1883) . .  413 

-  No  puede  estimarse  el  motivo  en  que  se  hace  supuesto 

de  la  dificultad  (C.,  núm.  382.-29  de  Diciembre  de  1883)...  495 

-  V.  He:hot. 
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Censo. — Si  el  terreno  concedido  á  censo  enfitéutico  lo  foé  con 
Ja  condición  de  que  se  redimiría  dicho  censo  antes  de  15  años; 
y  en  documento  privado  posterior  se  convino  por  uno  de  Jos 
dos  estabilientes  que  pudiera  redimirse  ayn  después  de  aquel 
tiempo,  añadiéndose  la  cláusula  de  asiempre  y  cuando  mejor 
parezca  y  convenga  al  dicho  señor  estabilien te ;»  la  sentencia 
que  condena  á  !a  redención  del  censo,  no  infringe  el  principio 
de  derecho  pacta  sunt  servando;  la  ley  1‘,  til.  Io,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación;  la  constante  jurisprudencia  sentada 
por  el  Tribunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias,  de  que  lo 
pactado  entre  las  partes  es  ley  en  la  materia;  las  leyes  34 
y  168,  parte  1*,  Digesto  De  regulis  juris;  ley  219,  Digestn  De 
verborum  significatione;  ley  2*.  tít.  33,  Partida  7a,  y  doctrina 
que  establece  que  los  contratos  deben  interpretarse  según  la 
intención  de  los  contrayentes  y  su  sentido  general,  y  no  en  el 
extrictamente  literal  de  las  palabras;  y  en  caso  de  duda  por  la 
que  conduzca  ¡í  la  validez  del  pacto  (C  ,  núm.  274.-5  de  Oc¬ 
tubre  de  1883) . .  49 

—  Tampoco  infringe  la  ley  1¡9,  tít.  16  de  la  Partida  3a,  ni 
la  doctrina  según  la  que,  tratándose  del  cumplimi  nto  de  una 
obligación  personal  contraída  en  documento  cuya  validez  no 
se  ha  puesto  en  duda  por  las  partes,  la  falta  d>-  inscripción  del 
título  en  el  Registro  de  la  propiedad  no  puede  ser  óbice  al 
cumplimiento  de  lo  estipulado;  porque  el  documento  privado 
lo  autorizó  uno  solo  de  los  dos  estabilientes,  y  además  oorque 
de  su  literal  contexto  aparece  que  no  quedaba  á  voluntad  del 
enfiteuta  redimir  el  censo  cuando  lo  tuviera  por  conveniente 

((7.,  núm.  274. — 5  de  Octubre  de  1883) .  49 

-  Si  al  absolver  de  la  reconvención  la  sentencia  recurrida, 

lo  hace  bajo  el  concepto  de  no  haberse  probado  por  la  deman¬ 
dada,  como  la  incumbía  hacerlo;  se  citan  con  inoportunidad 
las  leyes  22,  37  y  40  Digesto,  libro  12,  tít.  6o,  las  28  y  30,  tí 
tulo  14,  Partida  5a  combinadas  con  la  1*,  párrafo  primero,  li¬ 
bro  1?,  tít.  6o  Digesto  y  el  principio  legal  de  que  el  derecho 
no  se  prueba,  una  vez  que  contra  la  apreciación  hecha  de  las 
pruebas  no  se  alega  error  de  derecho  ó  de  hecho  fundado  en 
documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la  equivocación 
evidente  del  Juzgador  f C.,  núm.  274. — 5  de  Octubre  de  1883).  49 

-  Si  bien  es  real  la  acción  que  se  dirige  á  reclamar  las  pen¬ 
siones  del  censo  consignativo,  debe  tenerse  por  poseedores  de 
los  bienes  gravados  á  los  herederos  del  censatario,  incumbién- 
doles  á  ellos  por  consiguiente  probar  si  se  vendieron  aquéllas 
y  en  qué  fecha  para  trazar  la  linea  divisoria  entre  el  fin  de  su 
responsabilidad  y  el  principio  de  la  de  los  adquirenles  (C.,  nú¬ 
mero  355.-6  de  Diciembre  de  1883)  . . .  370 

- —  Dichos  herederos,  no  pbstante  la  condonación,  pueden 
dimitir  los  bienes  gravados  que  posean,  sin  que  por  eso  se  li¬ 
bren  de  contribuir  al  pago  de  las  pensiones  vencidas  haMa  que 
la  dimisión  se  realicé  n  forma  [C.t  núm.  355.-6  de  Diciem¬ 
bre  de  1883) .  370 

Censo  consignativo. — V.  Censo. 
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Cita  de  la  ley  infringida. — V.  Infracción  de  ley. 

Citación.— La  sentencia  no  infringe  el  art.  2o  Je  la  ley  de  10 
de  Enero  de  1877  ni  el  art.  1692  en  su  caso  3o  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  si  no  resulta  que  se  haya  reclamado  la  nu¬ 
lidad,  porque  cuando  existe  la  falta  de  citación  para  el  juicio 
á  que  equivale  la  omisión  de  la  consulta  prevenida  por  dicha 
ley,  no  procede  interponer  un  recurso  por  infracción  de  ley, 
sino  el  correspondiente  de  forma  (C.,  nüm.  287. — 17  de  Octu¬ 
bre  de  1883) . .  ioa 

Citación  para  prueba.— V.  Prueba  testifical  y  Recurso  de  ca¬ 
sación. 

Cláusula  testamentaria. — V.  Condición  y  Voluntad  del  tes¬ 
tador. 

Cobro  de  contribuciones. — V.  Comisionado  de  apremio. 

Coheredero. — Los  coherederos  son  verdaderos  dueños,  y  pue¬ 
den  por  tal  concepto  oponer  á  un  ejecutante  la  demanda  de 
tercería  de  dominio,  sin  que  la  falta  de  división  se  oponga  á 
la  existencia  de  esa  propiedad  común,  que  lo  mismo  puede 
ser  defendida  de  la  persecución  de  una  persona  extraña  antes 
que  después  de  partirse  ( C .,  núm.  353. — Io  de  Diciembre 
de  1883) . . .  3iQ 

Comisionado  de  apremio. — Los  procedimientos  contra  los 
primeros  y  segundos  contribuyentes  para  la  cobranza  de  los 
descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Hacienda  son  puramente 
administrativos;  y  según  la  instrucción  de  3  de  Diciem-  . 
bre  de  1 869,  que  tiene  carácter  de  ley  en  sus  artículos  5o,  6o 
y  7o,  i  los*  Jefes  de  la  Administración  económica  corresponde 
la  facultad  de  expedir  los  apremios  contra  los  segundos  con- 
•  tribnyentes,  nombrándose  Comisionados  ejecutores  por  los 
funcionarios  de  la  Administración,  si  bien  debiendo  recaer  en 
los  funcionarios  que  propongan  los  Recaudadores  ó  sus  dele¬ 
gados,  y  siendo  los  Jueces  de  paz,  hoy*  municipales,  según  el 
art.  58,  los  que  decreten  el  embargo  y  venta  de  bienes  en  su 
caso  del  deudor  ( C .,  núm.  327. — 15  de  Noviembre  de  1883). .  254 

-  Si  ni  del  espíritu  ni  por  la  letra  de  los  mencionados  ar¬ 
tículos  se  desprend 1  que  el  Comisionado  de  apremio  ni  el  de¬ 
positario  judicial  que  intervinieron  en  los  actos  que  motivan 
el  presente  litigio  obraran  como  mandatarios  ni  dependientes 
en  ningún  concepto  del  Banco  de  Esp  ña;  por  lo  tanto  la  sen¬ 
tencia  que  dándoles  este  carácter  condena  al  Banco  de  España 
á  responder  por  ellos,  infringe  los  mencionados  artículos  de 
la  instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1869  (C  ,  núm.  327. — 15 
de  Noviembre  de  1883). , .  254 


Comerciante. — V.  Quiebra. 
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Competencia  de  jurisdicción.— Es  firme  para  todos  los  efec¬ 
tos  legales  el  auto  que  decide  un  incidente  de  competencia 
si  contra  lo  que  ordena  no  se  ha  utilizado  recurso  alguno  le¬ 
gal  (C.y  núno.  262. — 25  de  Setiembre  de  1 883) .  9 

Comprador. — Si  bien  al  comprador  no  se  trasmiten  más  dere¬ 
chos  que  los  que  tiene  el  vendedor,  debe  esto  entenderse  sin 
perjuicio  de  los  que  se  adquieren  por  terceros  cuando  los 
asientos  del  Registro  les  demuestra  que  la  finca  está  libre  de 
toda  limitación  ((7.,  núm.  328.— 19  de  Noviembre  de  1883)...  260 

Compraventa  — Y.  Condición. 

Concesión  minera. — Según  lo  establecido  en  el  decreto  ley 
de  29  de  Octubre  de  1868,  las  concesiones  mineras  son  perpe-  • 
tuas,  incondicionales  y  tienen  el  carácter  de  una  propiedad 
privada  hasta  el  punto  que  con  arreglo  á  su  art.  23  sólo  cadu¬ 
carán  y  se  declararán  nulas  cuando  el  dueño  deje  de  satisfa¬ 
cer  el  importe  de  un  año  del  canon  que  le  corresponda,  y  que 
perseguido  por  vía  de  apremio  no  lo  satisfaga  en  el  término 
de  15  días  ó  resulte  insolvente;  y  por  consiguiente,  aun  admi¬ 
tiendo  que  los  demandantes  ó  su  causante  derecho  no  hubie¬ 
sen  tomado  posesión  de  una  demasía,  ó  que  ésta  fuera  defec¬ 
tuosa  como  sienta  la  sentencia,  sería  aquella  falta  insuficiente 
para  invalidar  la  propiedad,  puesto  que  la  ley  primeramente 
citada  no  establece  este  requisito  como  indispensable  para  ad¬ 
quirirla  y  conservarla,  modificando  en  esta  parte  el  art.  38  de 
la  de  24  de  Marzo  de  1868,  aplicado  por  ello  indebidamente 
en  la  sentencia;  y  abundando  en  este  mismo  sentido  la  Real 
orden  de  3  de  Abril  de  1876,  declaró  que  la  toma  de  posesión 
á  .  que  se  refiere  el  citado  art.  38  no  influye  para  nada  en  la 
perpetuidad  y  subsistencia  de  los  derechos  del  concesipnario 
de  una  mina  sobre  las  pertenencias  que  la  misma  abraza  ((7., 

núm.  377.-27  de  Diciembre  de  1883) . 

-  El  art.  26  de  la  ley  anteriormente  citada  de  26  de  Di¬ 
ciembre  de  1868  impone  de  una  manera  clara  y  terminante  al 
dueño  de  minas  la  obligación  de  indemnizar  los  daños  y  per- 
*  juicios  que  ocasionase  á  ofras  minas  (C.,  núm.  377. — 27  de 

Diciembre  de  1883) . .  *58 

-  El  mineral  extraído  es  una  parte  esencial  de  la  mina  y 

no  puede  considerarse  como  frutos  ó  rentas  que  se  producen 
sin  alterar  ni  disminuir  la  propiedad;  y  por  consiguiente  son 
inaplicables  al  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  adjudican  al  po¬ 
seedor  de  buena  fe  los  frutos  de  la  cosa  poseída  ( C núm.  377. 

— 27  de  Diciembre  de  1883) .  *58 

'Condición.— La  sentencia  que  fundándose  en  los  términos  en 
que  se  halla  redactada  una  cláusula  testamentaria,  declara 
que  estaba  cumplida  por  parte  del  heredero  la  condición  que 
los  testadores  le  impusieron  para  que  pudiesen  heredar  la  mi¬ 
tad  de  sus  bienes;  no  infringe  la  ley  7*,  tít.  4o,  Partida  6a, 
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que  define  las  condiciones  posibles  y  exige  el  cumplimiento 
de  las  mismas  para  que  la  institución  de  heredero  tenga  efec¬ 
to  ((7.,  núai.  280.— 10  de  Octubre  de  1 383) .  79 

-  Conforme  á  la  ley  38,  tit  5%  Partida  5‘,  son  obligato¬ 
rias  todas  las  condiciones  establecidas  on  el  contrato  de  com¬ 
praventa  si  no  se  oponen  á  las  leyes  ó  á  las  buenas  costum¬ 
bres;  y  es  asimismo  doctrina  de  jurisprudencia  que  las  obliga¬ 
ciones  y  contratos  han  de  entenderse  según  los  términos  en 
que  se  hallan  redactados,  sin  extenderlos  á  cosas  y  casos  que 
no  se  hiyan  estinulado  expresamente  (C.,núm.  296.— 25  de 
Octubre  de  1883) . * .  »30 

Confesión  judicial. — V.  Apreciación  de  prueba  y  Tercería.  . 


Congruencia.— La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a.  y  el  art.  544  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  imponen  el  deber  al  juzgador 
de  resolver  clara  y  concretamente  sobre,  los  extremos  que 
comprenden  la  demanda  del  actor  y  la  reconvención  del  de¬ 
mandado  (C.,  núm.  362. — 12  de  Diciembre  de  1883) .  394 

-  La  sentencia  que  no  es  congruente  con  la  demanda,  in¬ 
fringe  la  ley  10,  tít.  22  de  la  Partida  3a  (C.,  núm.  371. — 20 

de  Diciembre  de  1883) .  428 

-  Y.  Capellanía. 

Considerandos. — Cualesquiera  que  sean  los  razonamientos  de 
la  semencia  recurrida,  no  se  da  contra  ellos  recurso  de  casa¬ 
ción  (C.,  núm.  296. — 25  de  Octubre  de  1883) .  130 

-  No  es  de  estimar  el  motivo  de  casación  que  se  dirige 

contra  un  considerando,  lo  cual  no  puede  servir  de  fundamen¬ 
to  legal  para  la  misma,  según  tiene  declarado  reiteradamente 
el  Tribunal  Supremo.  (C.,  núm.  306. — 2  de  Noviembre  de  1883)  172 


Contrato. — La  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato  por  una 
de  las  partes  obligadas  puede  dar  lugar  á  que  se  la  compela 
•  ante  los  Tribunales  á  cumplir  lo  pactado;  pero  no  es  por  regla 
general  motivo  de  rescisión,  porque  ésta  presume  la  existen¬ 
cia  de  un  vicio  de  nulidad  en  la  contratación,  eomo  el  error,  la 
violencia,  el  dolo,  etc.  ( C núm.  302. — 27  de  Octubre  de 

1883) . .  «57 

-  Aun  cuando  el  contrato  en  cuestión  mereciese  con  pre¬ 
ferencia  á  la  calificación  de  venta  ó  cesión  de  derechos  la  del 
innominado  do  utf acias,  ó  sea  una  délas  cuatro  fórmulas 
consignadas  en  la  ley  5a,  tit.  6°,  Partida  5tt;  y  aun  cuando 
dentro  de  esta  hipótesis  pudiera  equipararse  á  una  verdadera 
rescisión,  como  supone  el  recurrente,  la  facultad  que  dicha  ley 
concede  al  que  cumple  lo  pactado  contra  el  que  no  lo  cumple, 
de  que  se  le  devuelva  lo  que  dió  ó  que  se  le  indemnicen  daños 
y  perjuicios,  ha  cesado  desde  que  según  la  ley  Ia,  tit.  Io,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  es  obligatoria  y  exigible  toda 
promesa,  y  por  lo  tanto  no  es  aplicable  en  ningún  sentido  al 
caso  la  precitada  ley  de  Partida,  ni  ha  sido  infringida  por  la 
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sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  ( C.t  núrn.  302. — 27  de 

Octubre  de  1883) . .  I5T 

- Tampoco  infringe  la  ley  16,  tít.  12  de  la  Partida  3*,  ni  los 

artículos  359  y  361  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  las  doctri¬ 
nas,  con  arreglo  á  las  que  la  sentencia  debe  ser  congruente 
con  lo  pedido  y  excepcionado,  no  pudiéndose  bajo  ningún 
pretexto  aplazar  ni  dilatar  en  ellas  la  resolución  de  las  cues¬ 
tiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito,  y  deberán  ade¬ 
más  ajustarse',  no  sólo  á  la  cosa  sobre  que  contienden  las  par¬ 
tes,  sino  que  también  á  la  manera  en  que  se  hace  la  deman¬ 
da,  ó  sea  á  la  acción  que  ejercitan  y  fundamento  ó  razón  legal, 
en  que  lo  apoyan,  siendo  en  otro  caso  nulas  las  declaraciones 
que  contengan,  invocadas  calificando  la  sentencia  de  incon¬ 
gruente  con  lo  pedido;  porque  la  absolución  de  la  demanda 
abraza,  resuelve  y  desestima  todos  los  exiremos  comprendi¬ 
dos  y  numerados  en  la  súplica,  y  entre  ellos  el  de  la  rescisión 
del  contrato,  siendo  obvio  por  demás  que  la  reserva  de  dere¬ 
chos  hecha  en  favor  del  recurrente  contra  el  demandado  no 
dilata  la  resolución  de  dicho  extremo  litigioso,  como  se  supo  - 
ne  en  el  recurso,  porque  esos  derechos  se  refieren,  no  á  la  res¬ 
cisión  denegada,  sino  á  que  se  cumpla  lo  pactado,  puesto  que 
no  ha  sido  objeto  de  discusión  ( C .,  núm.  392. — 27  de  Octubre 

de  1883) . .  138 

-  No  puede  admitirse  como  motivo  de  casación  la  infrac¬ 
ción  de  la  ley  del  contrato,  si  para  alegarla  se  hace  supuesto 
de  la  cuestión,  dando  por  cierta  la  existencia  de  un  contrato, 
cuando  la  sentencia  estima  que  no  lo  ha  habido  ó  que  carece 
de  eficacia  la  obligación  contraída  ((?.,  núm.  325. — 14  de  No¬ 
viembre  de  1883).... . .  245 

-  No  se  infringen  las  leyes  1 1,  tít.  3o,  y  1 14,  tít.  18,  Par¬ 
tida  3*,  ni  las  doctrinas  que  establecen  qne  no.  es  lícito  invali¬ 
dar  un  contrato  cuya  existencia  consta  por  medio  de  escritura 
pública  sin  haber  hecho  previa  y  especialmente  la  declaración 
de  sn  nulidad;  qne  no  puede  darse  por  supuesta  implícita¬ 
mente  la  nulidad  de  tales  documentos  sobreponiendo  el  Juez 
sn  criterio  á  la  ley;  qne  los  hechos  consignados  en  las  escritu¬ 
ras  no  pueden  alterarse  por  medio  de  prueba  testifical  sin  fal¬ 
tar  al  precepto  de  la  ley  1,14,  que  ordena  que  las  escrituras 
públicas  valen  para  probar  lo  que  en  ellas  se  dijese;  y  que  la 
prueba  documental  hecha  por  medio  de  escritura  pública,  so¬ 
lemne  y  no  anulada,  no  debe  apreciarse  en  conjunto  con  la 
testifical  para  deducir  de  ésta  el  resultado  contrario  á  lo  ofre¬ 
cido  por  aquélla:  si  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la  autenti¬ 
cidad  de  los  documentos  presentados  por  la  demandante  ni 
concede  preferencia  é  la  prueba  testifical,  sino  qne  apreciando 
lo  que  resulta  de  aquellos  documentos  y  combinándolo  con 
lo  qne  aparecede  otros  que  se  han  traído  á  los  autos,  así  como 
con  lo  declarado  por  la  misma  demandante,  entiende  qne  es 
ineficaz  la  obligación  contraída  en  una  escritura;  sin  que  para 
hacer » sta  declaración  fuese  indispensable  que  se  hubiera  for¬ 
mulado  solicitud  especial,  puesto  que  según  la  jurisprudencia 
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«stablecida  por  el  Tribunal  Supremo,  no  hay  necesidad  de  pe¬ 
dir  expresamente  la  nulidad  de  imi  acto  ó  documento  cuando 
esta  cuestión  es  una  de  las  fundamentales  d*l  pleito,  ó  cuando 

Kor  negar  los  demandados  -terminantemente  que  su  causante 
ubiere  recibido  el  dinero  y  que  existiera  razón  cierta  y  ver¬ 
dadera  del  deber,  esta  cuestión  se  halla  forzosamente  com¬ 
prendida  entre  las  suscitadas  y  discutidas  por  las  partes  (C., 

núm.  325. — U  de  Noviembre  de  1883) .  245 

-  Los  contratos  se  deben  calificar  por  las  cláusulas  esen¬ 
ciales  que  comprenden  más  bien  que  por  el  nombre  que  les  die¬ 
sen  las  partes  al  tiempo  de  su  otorgamiento  (C.,  núm.  360. — 

{\  de  Diciembre  de  1883) .  386 

-  Si  es  un  hecho  cierto  que  la  casi  totalidad  de  las  cédulas 

hipotecarias  que  se  reclaman  están  presentadas,  como  debiera, 
al  concursó,  desaparece  el  fundamento  de  la  infracción  de  la 
ley  del  contrato  que  al  amparo  de  una  afirmación  inexacta  se 
invoca  para  suponer  dicha  infracción,  cuyo  ineludible  cumpli¬ 
miento  se  determina  con  perfecta  claridad  en  ios  consideran¬ 
dos  de  la  sentencia  (<7.,  núm.  367. — lo  de  Diciemhre  de  1883).  413 

-  Para  la  inteligencia  de  los  contratos  consignados  en  es¬ 
critura  pública  ha  de  estarse  á  los  términos  en  que  se-hallen 
íedactados,  sin  extenderlos  á  cos^s  y  casos  que  no  se  hayan  es¬ 
tipulado  expresamente;  y  por  consecuencia  redu  -ida  la  cues¬ 
tión  del  pleito  á  determinar  los  limites  de  la  finca  vendida  al 
recurrido  como  propia  y  del  dominio  de  la  recu  rente,  esta 
cuestión  no  ha  de  resolverse  por  la  forma  en  que  la  dueña 
ejecutada  la  tenía  inscrita  con  otras  en  el  Registro  de  la  pro¬ 
piedad,  sino  por  loque  resulte  de  la  escritura  de  venta  y  sus 

precedentes  ( C  ,  núm.  3*0. — 28  de  Diciembre  de  18s3) .  486 

-  V.  Mandatario ,  Mejoras  y  Perjuicios. 

Contrato  de  salarios.— V.  Apreciación  de  prueba. 

Contrato  de  seguro. — La  verdadera  ley  del  contrato  en  el 
de  seguros  es  la  póliza  del  mismo  ( C .  de  U.,  núm.  265. — 26 

de  Setiembre  de  1883) . . . . .  19 

-  Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  sumi¬ 
nistradas  por  las  partís,  con  relación  á  la  letra  y  el  espíritu 
de  dos  de  las  cláusulas  de  un  contrato  de  seguro  contra  in¬ 
cendios,  establece  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades,  en 
cuanto  a  una,  que  ni  el  cambio  de  nombre  del  establecimiento 
.  asegurado,  ni  la  circunstancia  de  haberse  elaborado  en  él  al¬ 
gunos  tabacos,  Cfcnstituye  variación  algui  a  de  I  .s  á  que  se  re¬ 
fiere  dicha  cláusula,  capaz  de  alterar  la  naturaleza  de  la  cosa 
asegurada,  ni  la  índole  principal  de  la  especulación  a  que  se 
dedicaba  el  establecimiento;  y  en-orden  á  la  otra,  que  el  ase 
gurado  cumplió  la  obligación  que  le  imponía  de  presentar  á 
la  Soriedad  aseguradora  la  relación  de  los  efectos  existentes  al 
verificarse  el  siniestro  en  la  forma  que  le  fué  posible,  dada  ¡a 
destrucción  completa  por  el  incendio  dei  edificio  y  de  los  li¬ 
bros  y  facturas  que  contenía;  la  sentencia  que  ordena  el  pago 


o74 


JUFUSPRUDKNCIA  CIVIL. 


*  PAGINAS. 

del  seguro  no  infringe  lo  convenido  en  dichas  cláusulas,  ni  la 
ley  Ia,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  61 ,  titu¬ 
lo  5°,  Partida  5a,  1  4 ,  título  1 1  de  dicha  Partida  y  doctrinas  del 
Tribunal  Supremo,  que  establecen:  que  lo  convenido  por  las 
partes  es  la  ley  de  la  materia,  especial  para  los  interesados; 
que  nadie  está  obligado  á  cumplir  los  compromisos  que  con¬ 
traiga  bajo  condición,  si  ésta  no  se  ha  llenado;  que  el  que  no 
cumple  la  obligación  que  se  impuso  en  un  compromiso,  no 
tiene  derecho  á  exigir,  siendo  mutuos  y  correlativos  los  de¬ 
beres,  que  la  otra  parte  haga  lo  que  se  comprometió  A  hacer; 
que  cuando  las  condiciones  estipuladas  en  un  contrato  sean 
claras  en  su  tenor,  no  hay  necesidad  de  recurrirá  interpreta¬ 
ciones  que  sólo  autoriza  la  ley  cuando  la  oscuridad  ó  la  duda 
las  haga  absolutamente  necesarias  para  una  justa  resolución; 
y  que  las  obligaciones  deben  cumplirse  en  los  términos  y  for¬ 
ma  que  sé  contrajeron  sin  darles  más  extensión  que  la  que  las 
partes  contratantes  le  dieron  (C.  de  U .,  núm.  344. — 27  de 

Noviembre  de  1883) . . .  321 

-  Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  uso  de  sus  ex¬ 
clusivas  facúltades  los  diferentes  hechos  y  elementos  probato¬ 
rios,  califica  el  siniestro  marítimo  de  que  se  trata  de  naufra¬ 
gio  con  salvamento,  y  la  Compañía  aseguradora  sólo  responde, 
según  la  póliza  del  seguro,  de  pérdida  tota!  y  averia  grue¬ 
sa;  evidente  es  que  no  es  aplicable  ni  se  infringe  por  la  sen¬ 
tencia,  por  no  aplicarlo,  el  art.  936  del  Código  de  Comercio, 
que  tiene  por  objeto  definir  lo  que  en  general  se  entiende  por 
averia  gruesa,  y  que  si  eso  no  obstante  se  cita  por  Ja  Sala,  no 
es  para  aplicarlo,  sino  para  demostrar  que  en  combinación 
con  el  943,  que  también  se  cita,  constituyen  una  excepción  de 
la  regla  general,  que  impide  dar  al  hecho  el  calificativo  de 
averia  gruesa,  mereciendo  sólo  el  de  naufragio,  toda  vez  que 
la  nave  llegó  náufraga  al  sitio  donde  se  la  hizo  encallar,  y  allí 
mismo  pereció  sumergiéndose;  y  por  lo  expuesto,  al  absolver 
la  sentencia  do  la  demanda  á  la  Compañía  aseguradora,  no  in¬ 
fringe  dichos  artículos  de  la  ley  mercantil,  ni  la  del  contrato 

( C núm.  350. — 29  de  Noviembre  de  1883) . . .  34$ 

-  Tampoco  infringe  la  sentencia  los  artículos  945  y  946 

del  citado  Código,  porque  refiriéndose  á  la  justificación  délas 
partidas  y  gastos  de  la  avería  gruesa,  rechazada  por  la  sen¬ 
tencia  esta  calificación  del  siniestro,  es  inaplicable  contra  ella 
la  doctrina  de  los  artículos  mencionados;  además  de  que  el 
reconocimiento  y  la  liquidación  á  que  el  recurrente  se  contrae 
es  ordinaria  entre  buque  y  carga,  de  todo  punto  distinta  á  la 
liquidación  entre  el  asegurador  y  el  asegurado,  la  cual,  sobre 
estar  sujeta  á  rectificación  con  arreglo  á  la  póliza,  constituye 
la  verdadera  materia  del  pleito  y  de  la  sentencia  que  lo  ha 

resuelto  (C.,  r.úm.  350.— 29  de  Noviembre  de  1883) .  346 

-  Realizada  en  virtud  del  convenio  de  14  de  Mayo  de  1879 

la  reunión  de  las  carteras,  ó  lo  que  es  igual,  del  fondo  de  re^- 
cursos  y  créditos  pertenecientes  á  las  antiguas  Sociedades  de 
seguros  La  Unión  y  El  Fénix  Español;  vanada  la  razón  social, 
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fijado  el  capital  de  nueve  millones  de  pesetas,  diferente  del 
que  aquéllas  tenían,  y  acordado  que  estuviese  representado 
por  determinado  número  de  acciones  que  se  repartirían  en 
proporción  á  los  valores  que  cada  una  de  las  dos  Compañías 
aportase  para  la  formación  del  activo,  es  evidente  que  desde 
Io  do  Julio  de  dicho  año  en  que  semejantes  hechos  tuvieron 
lugar  por  voluntad  de  los  accionistas  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español,  se  constituyó  una  nueva  Sociedad,  como  lo  demues¬ 
tra  su  mismo  nombre,  que  corresponde  á  una  sola  entidad 
juiidica,  y  de  ningún  modo  á  dos  (C.,  núm.  386. — 31  de  Di¬ 
ciembre  de  1883) . ......  ol& 

-  A  mayor  abundamiento  las  cláusulas  7a  y  t5  del  conve¬ 
nio,  en  las  que  literalmente  se  establece  que  con  sus  respecti¬ 
vas  carteras  de  seguros  contra  incendios,  seguros  marítimos 
y  sobre  la  vida  y  con  su  material  útil  concurren  las  dos  Com¬ 
pañías  á  formar  un  solo  activo  social,  y  que  es  de  cuenta  d^e 
la  Compañía  reunida  tanto  las  primas  que  vencieran  desde  la 
hora  designada  en  la  cláusula  Ia,  como  la  liquidación  y  pago 
de  los  siniestros  que  ocurriesen,  no  permiten  dudar  de  que  en 
el  citado  día  Io  de  Julio  por  la  fusión  de  La  Unión  y  El  Fénix 
Español  nació  la  sociedad  que  existe  hoy,  sin  que  pueda  des¬ 
virtuarse  la  fuerza  legal  de  este  hecho  ni  por  el  idéntico  ob- 
eto  de  la  especulación,  ni  por  la  continuación  de  distintos  de- 
egadosó  representantes,  ni  por  ninguna  otra  circunstancia  de 
carácter  administrativo  ó  económico,  porque. todo  tiene  que 
referirse  á  las  operaciones  de  seguros  de  incendios  y  maríti¬ 
mos  que  las  antiguas  Compañías  verificasen  con  anterioridad 
á  la  mencionada  f-  cha,  puesto  aue  las  posteriores  á  ella  se 
realizan  exclusivamente  según  el  convenio,  por’cueBta,  cargo 
y  riesgo  de  la  nueva  Sociedad  ((7.,  núm.  356. — 31  de  Diciem¬ 
bre  de  18*3) . . .  o1S¿ 

-  Por  consecuencia  de  lo  expuesto,  ha  existido  verdadera 

novación,  y  hay  disparidad  entre  el  presente  caso  y  el  resuel¬ 
to  por  la  sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1882  que  decidió  el 
recurso  interpuesto  contra  una  sentencia  que  se  fundó  princi¬ 
palmente  en  la  cláusula  19  del  convenio,  por  la  cual  se  com¬ 
prometieron  terminantemente  los  accionistas  de  La  Unión 
á  seguir  siendo  responsbíes  del  cumplimiento  de  las  pólizas 
vigentes  dt-sde  Io  de  Julio  hasta  la  espiración  de  las  mismas 
para  con  aquellos  asegurados  que  no  aceptasen  la  susiitución 
de  personalidad  y  garantía  de  la  nueva  razón  social  [C.t  nú¬ 
mero  3»6. — 31  de  Diciembre  de  1883) . .  51& 

-  No  siendo  aplicable  dicha  cláusula  á  El  Fénix  Español, 

cuyos  accionistas  no  han  contraído  igual  obligación  respecto 
de  bis  asegurados  que  no  se  conformasen  con  el  convenio,  y 
no  habiendo  aceptado  expresa  ni  tácitamente  el  recurrente,  la 
su  br  rogación  de  la  nueva  Compañía  en  lugar  de  la  de  El  Fé¬ 
nix  Bs,  ufiol ,  con  la  que  él  había  contratado,  tiene  derecho  á 
obtener  la  rescisión  de  su  cootrato  desde  Io  de  Julio  de  1879 
y  el  reintegro  de  las  cantidades  que  después  de  esta  fecha  se 
le  han  exigido  por  razón  del  seguro  ( C .,  núm.  386.— 31  de 
Diciembre  de  1883) . . .  51 
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-  Por  lo  Unto  la  sentencia  recurrida  al  absolver  da  la  de¬ 
manda  á  la  Compañía  demandada,  infringe  el  art.  263  del  Có¬ 
digo  de  Comercio  y  la  ley  15,  til.  U,  Partida  5&  (C.,  núme¬ 
ro  386. — 31  de  Diciembre  de  1883) .  518 

Convenio. — Lo  convenido  es  la  ley  del  contrato  para  los  inte¬ 
resados  y  los  que  de  ellos  traen  causa,  debiendo  estarse  para 
su  inteligencia  á  los  términos  en  que  la  obligación  se  baile' 
redactada,  sin  extenderlos  á  cosas  y  c.tsos  que  no  se  hayan  es¬ 
tipulado  expresamente  ((7.,  nüm.  274.-5  de  Octubre  de  1883).  49 

-  V.  • Ley  del  contrato. 

Cosa  juzgada  — Infringe  la  cosa  juzgada  el  fallo  que  se  aparta 
de  la  apreciación  del  tercer  perito,  si  éste  no  se  apartó  al  ha¬ 
cerla  de  las  bases  establecidas  por  la  sentencia  que  se  trataba 

de  ejecutar  (¿7. ,  núm.  283. — II  de  Octubre  de  1883) .  90 

-  Son  inaplicables  las  leyes  19,  til.  22,  y  40,  tít.  16,  Par¬ 
tida  3a,  en  el  supuesto  de  que  esta  última  se  hallase  en  vigor, 
cuando  no  existe  cosa  juzgada,  ni  se  trata  de  la  fuerza  proba¬ 
toria  de  las  declaraciones  de  testigos  (C.,  núm.  33o. — 20  de 


Noviembre  de  1883) .  2S8 

-  Cualesquiera  que  sean  el  sentido  y  alcance  de  las  le¬ 
yes  H,  13,  14  y  15,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila¬ 
ción,  no  es  lícito  invocarlas  contra  resoluciones  de  los  Tribu  - 
nales  que  han  adquirido  fuerza  de  cosa  juzgada  ((?.,  núme¬ 
ro  338. — 21  de  Noviembre  de  1883) .  300 

- La  irrevocabi'idad  de  la  cosa  juzgada  se  refiere  únicamen¬ 
te  á  las  personas  que  hayan  sido  parte  en  el  juicio  {(7.,  núme 
382.— : 9  de  Diciembre  de  1883) .  495 


Costas. — Corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  apreciar  la  mali¬ 
cia  ó  temeridad  del  demandante,  y  cuando  entiende  que  éste 
ha  promovido  el  pleito  sin  razón  derecha,  debe,  conforme  a 
la  ley  >a,  tít.  22,  Partida  3a,  imponerle  las  costas,  sin  que  tal 
imposición  pueda  servir  de  fundamento  al  recurso  de  casación 

(C.,  núm,  295.-25  de  Octubre  de  1883) .  125 

-  Es  de  la  competencia  de  los  Jueces  apreciar,  para  la  im¬ 
posición  de  las  costas  en  primera  instancia,  la  buena  ó  mala 
fe  de  los  litigantes,  sewún  lo  tiene  declarado  con  repetición  el 
Tribunal  Supremo;  y  habiendo  estimado  la  Sala  sentenciadora 
que  el  recurrente  procedió  con  temeridad  y  deseo  de  causar 
daño  á  la  parte  recurrida  en  los  autos  á  que  este  recurso  se 
refiere,  es  evidente  que  con  la  imposición  de  costas  en  este 
caso  no  se  ha  iufringido  la  ley  8*,  tít.  22  de  la  Partida  3a-,  y 
que  por  la  misma  razón  es  inaplicable  la  doctrina  según  la 
cual  es  improcedente  la  condenación  de  costas  cuando  el  liti  - 
gante  ha  tenido  razón  derecha  para  litigar  ((7.  de  U.,  número 

365. — 15  de  Diciembre  de  1883) . .  .  409 

-  V.  Responsabilidad  contra  Jueces. 

Cotejo. — V.  Documento. 

Cuentas.— Si  el  demandado  no  desconoce  las  obligaciones  con- 
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traídas  por  la  escritora  social,  sino  qoe  se  opone  sólo  á  satis 
facerla  cuenta  que  le  reclama  el  Gerente  de  la  Stciedad, 
mientras  no  presente  los  comprobantes  de  sus  diferentes  par¬ 
tidas  y  le  admita  las  sumas  qué  le  tiene  abonadas;  al  declarar¬ 
lo  así  la  Stla  sentenciadora  no  infringe  la  ley  del  contrato,  el 
que  subsiste  en  toda  su  fuerza  y  vigor,  aunque  sujetas  las 
cuentas  relativas  al  mismo  á  lis  condiciones  naturales  y  ordi¬ 
narias  de  comprobación  (C.%  núm.  288.— 17  de  Octubre  de 

«883) .  <05 

-  Cualesquiera  que  sean  los  términos  en  que  se  formule 

la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  no  ofrece  verdadera  iu- 
congrencia  con  lo  solicitado  por  las  partes,  ni  infracción  por 
lo  tanto  de  las  leyes  20  y  21,  til.  14,  Partida  5a,  y  doctrina  es¬ 
tablecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  conformidad  con  ellas, 
porque  si  bien  absuelve  de  la  demanda,  no  es  en  absoluto,  sino 
imponiendo  al  actor  la  obligación  de  presentar  los  compro¬ 
bantes  de  su  cuenta  y  la  de  admitir  las  cantidades  que  le  re¬ 
sulten  abonadas  por  el  demandado,  que  es  precisamente  la  so¬ 
licitud  de  éste  en  sus  excepciones  y  extremos,  ambos  realiza¬ 
bles  en  el  período  de  ejecución  de  la  sentencia  (C.,  núm.  288. 

—17  de  Octubre  de  1883) . -. .  106 

-  Si  para  apreciar  y  fijar  el  saldo  de  la  liquidación  de  cuen¬ 
tas  presentadas  por  el  demandante,  ha  tenido  presente  la 
Sala  sentenciadora,  no  sólo  las  cartas  aducidas  por  aquél,  sino 
las  demás  pruebas  practicadas;  y  atemperándose  á  su  resulta¬ 
do,  estima  que  no  puede  cargar  en  la  cuenta  como  recibido  y 
suplido  por  el  demandado  más  que  una  cantidad  y  desecha  las 
demás  impugnaciones  hechas  por  éste;  son  inaplicables  al 
caso,  y  por  ello  no  han  podido  ser  infringidas  lasdoctrina  !e 
gal  de  que  hay  que  atenerse  al  sentido  literal  de  l<>s  documen  - 
los  que  se  aducen  por  las  partes  y  la  ley  7a,  lit.  10  de  la  Par¬ 
tida  5a  ( C .,  núm.  299. — 27  de  Octubre  de  1883) .  1  »4 

-  Si  la  cuenta  presentada,  cuyo  saldo  es  el  objeto  de  la  de¬ 
manda,  contiene  dos  partidas:  una  por  capital  y  otra  por  in¬ 
tereses  de  ese  capital  á  razón  de  5  por  100;  habiéndose  estima¬ 
do  en  la  sentencia  la  rebaja  de  parte  del  capital,  ha  debido  re¬ 
bajarse  en  esta  proporción  los  intereses,  como  también  sub¬ 
sanarse  el  error  de  número  en  el  tiempo  por  que  han  sido  de¬ 
vengados;  y  al  no  verificarlo  así  la  semencia  recurrida,  infrin¬ 
ge  la  ley  y  doctrina  anteriormente  citadas  (O.,  núm.  299.-27 

de  Octubre  de  1883) .  144 

—  Por  la  misma  razón  de  haberse  sacado  á  una  soma  capi¬ 
tal  é  intereses  y  condenado  al  pago  de  éstos  por  el  total  que 
aquélla  arroja,  se  ha  infriugido  el  art.  7°  de  la  ley  de  14  de 
Marzo  de  1856,  que  ordena  no  se  paguen  intereses  de  intere¬ 
res,  á  no  ser  que  se  capitalicen  y  se  estipulen  nuevos  réditos 
sobre  el  aumento  del  capital  (C.,  núm.  299  — 27  de  Octubre 


de  1883)..  . . .  t  ¿4 

- Se  comete  un  error  de  hecho  abonando  á  un  cuentadante 

dos  veces  una  misma  partida  de  data  ( C .,  núm.  376.-26  de 

Diciembre  de  1883) .  451 

tomo  53 
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Cuestiones  no  debatidas  en  el  pleito.  —  V.  Recurso  de 
casación. 


D 

Daños.— Si  la  causa  inmediatamente  originaria  de  daños  y  per¬ 
juicios  discutidos  y  declarados  en  el  pleito  fué  el  embargo  de 
bienes  ejecutado  en  el  restaurant  propio  de  los  demandantes 
en  tercería  á  instancia  del  ejecutante,  y  bajo  su  responsabili¬ 
dad  insistentemente  aceptada  á  pesar  de  las  protestas  de  los 
dueños  del  establecimiento,  hecho  distinto  é  independiente  del 
delito  de  falsedad  que  estaba  penado  en  la  persona  del  ejecu¬ 
tado,  y  por  tanto  imputable  exclusivamente  á  aquél;  al  decla¬ 
rarlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  leyes  2a,  13  y 
19,  tí t.  22  de  la  Partida  3a;  el  principio  que  no  puede  repu¬ 
tarse  obligado  á  lo  más  quien  no  está  obligado  á  lo  menos;  la 
doctrina  legal  que  establece  que  no  probando  el  actor  debe  ser 
absuelto  el  demandado;  el  principio  de  que  los  pleitos  deben 
ser  resueltos  conforme  á  lo  alegado  y  probado  á  no  quebran¬ 
tarse  juntamente  con  él  las  leyes  que  la  consagran,  entre  ellas 
la  3*,  tít.  22,  Partida  3a;  el  de  que  las  pruebas  en  tanto  pueden 
ser  apreciadas  por  los  Tribunales,  en  cuanto  consistiendo  en 
documentos  no  vaya  esta  apreciación  contra  su  contexto,  y  no 
ofenda  en  ningún  caso  las  reglas  de  la  sana  crítica;  los  artíco- 
los-33,  41,  42,  46,  48  y  53  del  Código  de  Comercio,  y  la  ley 
114,  tít.  18  de  la  Partida  3*;  la  doctrina  legal,  que  es  asimismo 
ley  del  Reino,  formando  la  14,  tít.  34  de  la  Partida  7a,  de  que 
el  que  usa  de  un  ¿erecho  á  nadie  perjudica;  y  la  ley  3a,  tít.  15 
de  la  misma  Partida  que,  en  armonía  con  dicho  principio,  de¬ 
termina  que  es  responsable  del  daño  que  causare  el  que  lo 
hace,  comparándose  á  sí  ó  á  sus  casos  y  derecho;  la  doctrina 
legal  de  que  sólo  por  sentencia  puede  resolverse  y  calificarse 
la  buena  fe  ó  mala  fe  de  los  litigantes  y  la  justicia  ó  injusticia 
de  sus  reclamaciones;  y  la  regla  de  derecho  universal  y  de 
sana  y  buena  critica  de  que  desapareciendo  la  causa  cesan  y 
se  quitan  los  efectos  que  la  misma  causa  se  encuentre  produ¬ 
ciendo:  porque  son  inaplicables  al  presente  caso,  toda  vez  que 
se  fundan  en  el  supuesto  erróneo  de  que  la  sentencia  conde¬ 
nando  al  ejecutado  á  la  pena  personal  y  á  la  indemnización  de 
los  perjuicios  causados  al  ejecutante,  comprende  los  ocasiona¬ 
dos  por  éste  á  los  terceristas;  siendo  así  que  ni  éstos  intervi¬ 
nieron  en  la  causa  criminal  contra  el  ejecutado,  ni  éste  en  la 
diligencia  del  embargo  originario  de  los  daños  y  perjuicios  en 
cuestión,  de  que  espontáneamente  se  constituyó  responsable 
dicho  ejecutante  [O.  de  U.,  núm.  281. — 10  de  Octubre  de 

1883) . * . 

- V.  Concesión  minera ,  Comisionado  de  apremio  y  Obras 

públicas. 

Defecto  de  jurisdicción.— V.  Abuso  de  jurisdiccón. 
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Defensa  por  pobre. Si  haciendo  uso  de  sus  facultades  la 
Sala  sentenciadora  aprecia  en  conjunto  la  prueba  documental 
y  testifical  practicada,  y  declara  que  el  recurrente  no  es  pobre 
en  el  sentido  legal,  tanto  por  los  bienes  é  industria  que  tiene, 
como  por  los  signos  exteriores  á  que  se  refiere  el  ari.  17  de  lu 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  su  apreciación  se 
haya  alegado  error  alguno,  la  sentencia  no  infringe  los  artícu¬ 
los  13  y  15  de  aquella  iey  (C.  núm.  318.— 9  de  Noviembre  de 

1883) . .  *210 

-  No  es  atendible  el  motivo  de  casación  fundado  en  la  in¬ 
fracción  del  art.  182  de  la  ley 'de  Enjuiciamiento  civil,  si  no 
tiene  más  fundamento  que  el  criterio  del  recurrente  sobre  el 
resultado  de  las  pruebas,  desconociendo  que  á  la  Sala  senten¬ 
ciadora  compete  determinarlo  y  que  contra  su  apreciación  no 
puede  irse  sin  demostrar  que  al  hacerlo  ha  infringido  ley  ó 
doctrina  legal  fC.  de  U.,  núm.  321.— J 2 de  Noviembre  de  1883).  230 

- La  locución  que  emplea  la  Sala  sentenciadora  relativa  á 

no  haber  probado  el  demandante  haber  llegado  al  estado  de 
pobreza,  y  por  consiguiente,  sin  lugar  á  la  defensa  que  como 
pobre  solicitaba,  responde  al  principio  de  que  todo  litigante  se 
considera  rico  mientras  no  pruebe  lo  contrario,  y  no  existe  por 
tanto  incongruencia  en  lo  pedido  y  juzgado,  ni  infracción  de  la 
ley  16,  tit.  22,  Partida  3a,  y  art.  19 1  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  (C.  de  U.,  núm.  321.— 12  de  Noviembre  de  IS83).  230 

-  No  se  infringen  los  artículos  14,  15  y.  18  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  al  deneger  el  beneficio  de  pobreza,  si  el  qu^ 
lo  solicita  no  ha  probado,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  es¬ 
tar  en  los  casos  por  aquellos  previstos,  sin  que  Jiontra  esta 
apreciación  de  los  hechos  se  haya  utilizado  el  tínico  medio 
adecuado  de  alegar  qne  con  ella  se  ha  cometido  alguna  de  las 
infracciones  establecidas  por  la  ley  (C.,  nüm.  346  —27  de  No 

viembre  de  1883) . . .  330 

-  La  existencia  y  el  valor  dé  signos  exteriores  son  de  apre¬ 
ciación  del  juzgador,  á  la  que  hay  que  atenerse  si  contra  ella 
no  se  expone  infracción  de  ninguna  clase  (C.,  núm.  352.— 30 

de  Noviembre  de  1883) .  318 

-  Según  ha  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo. 

los  artículos  15  y  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  comple¬ 
tan  el  pensamiento  del  legislador,  señalando  el  primero  los  ca¬ 
sos  en  que  deberá  otorgatse  la  defensa  por  pobre  y  facultando 
el  segundo  al  Juez  para  denegarla  á  los  que  estén  comprendi¬ 
dos  en  alguno  de  ellos  cuando  en  concepto  de  aquél  se  infiera 
del  número  de  criados  que  tengan  á  su  servicio,  del  alquiler 
de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualesquiera  signos  exterio  - 
res,  que  cuentan  con  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un 
bracero  en  cada  localidad  ( C .,  núm.  357. — 7  de  Diciembre  de 

1883) .  381 

-  Si  la  Sala  sentenciadora  no  sólo  ha  tomado  en  cuenta, 

contra  lo  que  se  afirma  en  el  recuno,  la  disposición  del  ar¬ 
ticulo  18  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino  que,  citándo¬ 
lo,  declara  inaplicable  al  caso  el  tipo  regulador  del  triple  jor- 
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nal  de  on  bracero,  fundándose  en  que  sobre  haber  formulado 
su  demanda  la  misma  parte  recurrente  en  el  hecho  de  que  los 
bienes  inmuebles  poseídos  por  la  sociedad  conyugal  pertene¬ 
cen  á  la  mujer,  las  pruebas  practicadas  con  diverso  y  contra¬ 
dictorio  objeto  dan  idéntico  resultado,  y  no  hay  por  lo  tanto 
las  rentas  acumulables  que  requiere  el  citado  artículo  para  6  - 
jar  como  tipo  el  triple  jornal  de  un  bracero  en  lugar  del  doble 
que  la  recurrente  disfruta  con  exceso,  no  se  infringe  el  expre¬ 
sado  artículo  por  la  sentencia  que  deniega  el  beneficio  de  la 
defensa  por  pobre  ( C .,  núm.  359  — H  de  Diciembre  de  1883).  383 

-  Limitándose  el'art.  13  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 

á  disponer  que  la  justicia  se  administre  gratuitamente  á  los 
pobres  que  por  los  Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados  con 
derecho  á  este  beneficio,  no  puede  aquél  considerarse  infrin¬ 
gido  cuando  se  niega  dicha  declaración  (<7.,  núm.  366. — 15  de 

Diciembre  de  1883) . . . . .  41  1 

-  Según  el  arl.  17  queda  subordinado  lo  prescrito  en  el  15 

á  las  facultades  que  concede  aquél  á  los  Jueces  para  la  apre 
dación  de  la  verdadera  riqueza  del  que  se  supone  pobre  p..r 
los  signos  exteriores  que  dicho  art.  17  índica,  apreciación  á  la 
que  hay  que  estar  como  punto  de  hecho,  cuya  prueba  está  so¬ 
metida  al  buen  juicio  de  los  Tribunales,  según  tiene  declarado 
repetidamente  el  Tribunal  Supremo  (C.,  núm.  366. — 15  de  Di  - 

ciembre  de  1883) .  411 

-  V.  Sentencia  definitiva. 


Demandado. — V.  Sentencia  definitiva. 

Demasía. — V.  Concesión  minera. 

Denegación  de  prueba. — V.  Recurso  de  casación. 
Derecho  de  troncalidad. — V.  FueYo  municipal. 
Derechos. — V.  Nulidad. 


Desahucio. — Según  dispone  el  art.  667  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  de  1855,  dictada  que  sea  la  sentencia  de  vista  en 
los  juicios  de  desahucio,  si  se  interpusiere  por  el  arrendatario 
recurso  de  casación  contra  dicha  sentencia,  no  podrá  ser  ad¬ 
mitido,  caso  que  proceda,  si  al  interponerlo  no  acreditó  aquél 
tener  satisfechas  las  rent  a  vencidas  y  las  que. con  arreglo  al 
contrato  deba  adelantar  (O.  de  U.,  núm.  290.— 19  de  Octubre 

de  1883) . 

- Según  lo  dispuesto  en  el  art.  1579  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil,  en  los  juicios  de  desahucio,  concurriendo  las  paf 
tes  al  juicio  verbal,  formularán  en  el  acto  toda  la  prueba  que 

les  convenga  (C.,  núm.  292.— 20  de  Octubre  de  1883) . 

-  Si  el  recurrente  no  propuso  en  dicho  acto  la  prueba  que 

después  solicitó,  y  que  por  extemporánea  le  fué  denegada:  no 
se  ha  cometido  con  ello  la  infracción  de  las  formas  del  juicio  á 
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qne  se  refiere  el  caso  5o  del  art.  1693  (<?.,  nütn.  292.— 20  de 

Octubre  de  1883) .  117 

-  V.  Recurso  de  casación. 

Deudor.— V.  Beneficio  de  excusión. 

Disminución. — V.  Heredamiento. 

División  de  finca  — V.  Servidumbre. 

Doble  venta. — La  sentencia  que  declara  ser  de  la  propiedad 
del  primer  comprador  la  finca  vendida  dos  veces,  no  infringe 
la  ley  50,  til.  o*  de  la  Partida  5a,  si  se  ha  justificado  cumpli¬ 
damente  que  no- sólo  pagó  su  precio  al  contado,  sino  que  en¬ 
tró  en  la  tenencia  de  la  misma  por  virtud  de  la  inscripción  he¬ 
cha  á  su  Livor  en  el  Hegistro  de  la  propiedad,  con  lo  cual  lle¬ 
nó  los  dos  requisitos  que  establece  dicha  ley  para  consolidar  e! 
dominio  en  el  primer  adquirente  Con  preferencia  al  segundo 

((7.,  núm.  294. — 24  de  Octubre  de  1883) . .  121 

-  Tampoco  infringe  el  art.  27  de  la  ley  del  Notariado,  por 

cuanto  esta  disposic'ón  se  refiere  á  los  casos  en  qu8  no  consta 
la  autorización  del  Notario  que  intervino  en  el  instrumento 
público;  y  en  el  de  que  se  trata  no  puede  dudarse  que  la  pri¬ 
mer  a  copia,  que  es  la  que  hace  plena  fe  en  juicio,  fué  expedi¬ 
da,  firmada  y  signada  por  el  Notario  autorizante,  en  cuya  vir¬ 
tud  es  asimismo  improcedente  el  fundamento  del  recurso  por 
la  infracción  del  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria,  basado  en  el  su  - 
puesto  inexacto  de  la  nulidad  del  contrato  (C.,  núm.  29 i. — 24 
de  Octubre  de  18*3) .  121 

Documento — Según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribu¬ 
nal  Supremo,  cuando  la  Sala  sentenciadora  no  desconoce  la 
autenticidad  y  validez  de  un  documento  público  sino  que  lo 
combina  con  los  demás  datos  procesales  para  deducir  el  verda¬ 
dero  derechode  los  litigantes,  no  infringe  la' ley  114,  tít.  18 

de  la  Partida  3a  ( C .,  núm.  275.-5  de  Octubre  de  1883) .  54 

-  Al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  281  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  de  1855,  el  cotejo  de  los  documentos  pú¬ 
blicos  es  innecesario  cuando  la  persona  á  quien  perjudican  les 
presta  su  asentimiento  expreso  (C.,  núm.  303. — 2  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) .  168 

-  Si  la  Sala  sentenciadora  no  niega  eficacia  á  la  certifica¬ 
ción  y  plano  de  unos  peritos,  sino  que  limita  su  alcance  al  ob¬ 
jeto  para  que  fueron  nombrados  dichos  peritos,  qne  no  fué 
otro  que  el  justiprecio  y  medida  de  la  finca,  pero  no  para  pro¬ 
bar  la  existencia  de  la  obligación,  la  sentencia  no  infringe  la 
ley  119,  tít.  18,  Partida  3a,  ni  la  doctrina  legal  dequelosdo- 
enme  ntcs  privados  deberán  producir  valor  en  juicio  cuando 
han  sido  reconocidos  por  quien  los  extendió  ó  por  la  persona 
nombrada  para  extenderlos  ú  otorgarlos  (C.,  núm.  326. — 14 
de  Noviembre  de  1883) .  250 
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-  No  se  infringe  la  ley  U4,  tít.  18  de  la  misma  Partida, 

si  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la  autenticidad  de  los  docu¬ 
mentos  presentados,  sino  que  los  estima  insufi tientes  para 
acreditar  el  derecho  de  los  interesados  ( C .,  núm.  335. — 20  de 

Noviembre  de  1883) . • .  288 

-  No  infringe  el  principio  pacta  sunt  servando,  ley  Ia,  tí¬ 
tulo  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  H4,  tít.  18 
de  la  Partida  3a,  la  sentencia  que  no  desconoce  la  autoridad 
de  una  escritura,  sino  que  por  no  haber  intervenido  en  ella  la 
representación  del  demandante  niega  á  dicho  instrumento  pú¬ 
blico  eficacia  legal  para  legitimar  la  acción  deducida  por  ¿I, 
entre  el  cual  y  el  demandado  no  existe  vinculo  alguno  de  dere¬ 
cho  en  razón  de  lo  estipulado  por  éste  y  su  hermano  ((?.,  nú¬ 
mero  354. — 8  de  Diciembre  de  1883)./. . . .  345 

-  Por  la  misma  razón  no  son  de  estimar  los  motivos  en 

que  se  alegan  como  infringidas  la  ley  15,  tít.  14  de  la  Parti¬ 
da  5a;  la  1 1,  tít.  12  de  la  misma  Partida;  la  ley  119,  tít.  18  de 
la  Partida  3*„  y  las  doctrinas  según  las  cuales  el  instrumento 
privado  reconocido  por  la  parte  á  quien  se  opone  hace  fe  en 
juicio  contra  el  que  lo  suscribió,  sus  herederos  y  causahabien  - 
tes,  mas  no  debe  perjudicar  á  un  tercero  que  ninguna  inter¬ 
vención  tuvo  en  el  mismo:  y  que  si  bien  todo  documento  pri¬ 
vado  escrito  por  el  mismo  que  en  él  se  obliga  con  interven¬ 
ción  de  testigos  tiene  fuerza  legal,  ésta  no  pueda  ser  aplica¬ 
ble  al  caso  en  que  el  que  lo  firme  resulte  en  él  favorecido; 
cuyo  razonamiento,  á  más  de  referirse  á  los  considerandos  del 
fallo,  lo  que  no  puede  servir  de  fundamento  legal  para  la  ca¬ 
sación  según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal,  des¬ 
cansa  en  el  equivocado  concepto  de  que  en  virtud  del  contra¬ 
to  celebrado  entre  el  demandado  y  su  hermano,  adquirió  el 
demandante  el  derecho  que  pretende  hacer  valer,  sin  embargo 
de  haber  sido  extraño  á  aquella  convención((7.,  núm.  354. — 6 

de  Diciembre  de  1883) .  345 

-  V.  Dominio. 

Documento  privado. — V.  Documento  y  Retracto. 

Dominio.  —Si  la  Sala  sentenciadora  no  ha  desconocido  la  auten¬ 
ticidad  de  una  escritura  de  venta,  sino  que  apreciándola  en  su 
verdadero  valor  y  sentido,  y  en  relación  con  los  demás  docu¬ 
mentos  y  medios  probatorios  utilizados  en  el  juicio,  ha  repu¬ 
tado  que  aquélla  no  tiene  eficacia  para  el  objeto  que  el  de¬ 
mandado  se  propuso  de  probar  su  mejor  derecho  sjbre  el  te¬ 
rreno  en  cuestión,  aunque  la  tenga  para  otros  efectos;  no  in¬ 
fringe  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  3*;  los  artículos  279  al  81  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  las  doctrinas  que  establecen 
que  la  escritura  de  compraventa  con  la  posesión  de  bienes  to¬ 
mada  por  el  comprador  constituye  un  título  perfecto  de  do¬ 
minio  en  ellos;  que  la  información  posesoria  que  sirvió  para 
la  inscripción  de  unos  bienes  en  el  Registro  de  la  propiedad  es 
suficiente  título  de  dominio  mientras  no  se  presente  otro  más 
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robusto  en  contrario;  que  habiéndose  reconocido  la  autoridad 
y  eficacia  de  un  docnraento,  son  tardías  y  extemporáneas 
las  protestas  de  nulidad  que  contra  el  mismo  se  alegaren 
con  posterioridad;  y  que  ninguno  puede  ir  ni  alegar  eficaz¬ 
mente  contra  sus  propios  actos  (¿.,  núm.  276. — 6  de  Oc¬ 
tubre  de  1883) .  58 

-  V.  Tercería  de  dominio. 

Donación. — V.  Legado. 


Escritura  pública  —V.  Contrato ,  Documento  y  Retracto. 

Ejercicio  de  una  acción.— V.  Acción. 

Ejecución.— V.  Juicio  ejecutivo. 

Ejecución  de  sentencia  — La  sentencia  dictada  para  el  cum- 
p  imiento  de  una  ejecutoria  que  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en 
ella,  no  la  infringe;  como  tampoco  al  no  hacer  condenación 
de  las  costas  de  primera  y  segunda  instancia,  el  art.  950  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  una  vez  que  recayó  en  un  in¬ 
cidente  ( C .,  núm.  308. — 5  de  Noviembre  de  1883) .  178 

-  El  auto  dictado  para  la  ejecución  de  una  sentencia  que 

provee  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado,  infringe  la  eje 
cutoria  y  la  ley  19,  lít.  22,  Partida  3a  ((?.,  núm.  381.— 28  de 

Diciembre  de  1883) .  49! 

-  V.  Posesión  y  Recurso  de  casación. 

Emplazamiento. — V.  Juicio  ejecutivo. 

Enajenación  en  fraude  de- acreedores.— No  se  infringe,  , 
por  no  ser  aplicable  al  caso,  la  ley  7a,  tit.  15,  Partida  5a,  si 
no  concurren  las  circunstancias  que  la  misma  exige  para  que 
pueda  reputarse  hecha  la  enajenación  en  fraude  de  acreedores 
(C.  de  U.)  núm.  31 1.— 23  de  Noviembre  de  1833) .  308 

Error  de  hecho. — Según  el  núm.  7*  del  art.  1692  de  la  ley 
procesal  no  puede  ser  apreciable  para  la  casación  error  alguno 
de  hecho  que  no  resulte  con  evidencia  de  acto  ó  documento 
auténtico  (C7.,  núm.  367. — 15  de  Diciembre  de  1883) .  413 

Exceso  de  jurisdicción — V.  Abuso  de  jurisdicción. 
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Falta  de  acción — V.  Falta  de  personalidad. 

Falta  de  citación.— V.  Recurso  de  casación. 

Falta  de  personalidad.— Haciéndose  consistir  la  falta  de  per¬ 
sonalidad  alegada  por  el  demandado  recurrente  en  el  hecho 
de  haberse  cedido  el  crédito  que  se  le  ha  redamado,  cuando 
por  su  naturaleza  no  endosable  no  podía  verificarse  la  cesión  ó 
suitir  sus  efectos  sin  so  intervención  ó  conocimiento,  es  evi 
dente  que  aunque  esto  fuera  cierto,  constituiría 'falta  de  ac 
ción  en  el  demandante  pero  no  falta  de  personalidad,  y  que 
no  se  está  por  tanto  en  el  caso  del  núm.  2“  del  art.  1013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  (£.  de  U.,  núm.  264. — 25  de  Se¬ 
tiembre  de  1883) .  16 

-  No  existe  la  falta  de  personalidad  atribuida  á  un  Procu¬ 
rador  que  se  hace  consistir  en  el  hecho  de  estar  en  descubierto 
en  el  pago  de  la  contribución,  pues  esto,  si  bien  puede  ser 
motivo  de  responsabilidad  pecuniaria  en  lo  gubernativo,  no 
tenía  inhabilitado  á  dicho  Procurador  en  el  ejercicio  de  su  car¬ 
go,  que  por  lo  demás  thsempeñaba  en  la  ocasión  con  poder 
bastante:  por  lo  que  no  se  está  por  tanto  en  el  caso  del  núme¬ 
ro  2o  del  art.  8o  de  la  ley  de  casación  vigente  en  Cuba  (C. 

de  U.,  núm  272.— i  de  Octubre  de  1883) .  39 

-  No  existe  la  falla  de  personalidad  atribuida  al  Procura¬ 
dor  de  los  ejecutantes,  por  la  renuncia  de  los  poderes  gene¬ 
rales  en  él  sustituidos  que  hizo  en  otro  negocio  en  representa¬ 
ción  de  uno  de  los  poderdantes,  poique  esta  renuncia  no  po¬ 
día  invalidar  la  que  viene  ostentando  en  eJ  presente  i  nombre 
de  todos,  y  menos  cuando  lo  realizó  en  unión  del  apoderado 
principal;  por  lo  que  el  recurso  de  casación  por  quebranta¬ 
miento  de  forma  carece  de  fundamento  legal  en  este  concepto 

(C.  de  U.,  núm.  331.—  17  de  Noviembre  de  1883) .  264 

-  Si  bien  se  alegó  dicha  falta  como  excepción  en  el  juicio 

ejecutivo,  por  más  que  no  fuera  de  las  admisibles  conforme  A 
la  ley,  si  es  lo  cierto  que  no  se  reclamó  como  quebrantamiento 
de  forma,  ni  se  pidió  su  subsanación  en  la  primera  instancia 
de  una  manera  expresa  y  cual  se  requiere  por  el  ai t.  101 1  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1853,  ni  aun 
se  pretendió  la  nulidad  do  lo  actuado,  y  sí  sólo  que  no  recaye¬ 
ra  sentencia  de  remate;  no  puede  estimarse  dicha  falla  como 
motivo  de  casación  (C.  de  U.,  núm.  33 1 .  —  1 7  do  Noviembre 

de  1883) .  265 

-  La  falta  de  personalidad  opuesta  en  la  segunda  instancia 

á  una  de  las  ejecutantes  con  motivo  de  haber  tallecido  su  es¬ 
poso,  no  existe  tampoco,  porque  no  hay  disposición  alguna 
legal  que  exija  que  se  dé  nuevo  poder  cuando  el  marido  no 
ha  hecho  otra  cosa  que  concurrir  para  que  el  otorgado  por  su 
esposa  lo  sea  con  licencia  del  mismo,  y  por  consiguiente  la 
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muerle  de  éste  no  invalida  el  ya  admitido  [C.  de  U .,  número 

331. — 17  de  Noviembre  de  1883) .  265 

-  La  falta  de  personalidad  expresada  en  el  núm.  2®  del  ar¬ 
tículo  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  se  refiere  á 
lo  que  puede  resultar  dtl  derecho  ó  acción  con  que  se  litiga, 
sino  á  la  capacidad  personal  para  demandar  ó  comparecer  en 

juicio  (C.,  núm.  3 10. — 21  de  Noviembre  de  1883) . *...  304 

-  V.  Recurso  de  casación. 

• 

Fideicomiso. — Si  las  palabras  de  la  cláusula  del  testamento  re¬ 
velan  claramente  el  propósito  del  testador  de  constituir  un 
fideicomiso  familiar  temporal  que  se  reconoció  en  dos  senten¬ 
cias  firmes;  no  ts  obstáculo  para  estimar  establecida  dicha 
institución  fideicomisaria  la  circunstancia  de  que  no  se  prohi¬ 
biese  expresamente  enajenar  los  bienes,  porque  en  la  legisla¬ 
ción  especial  de  Cataluña  no  hay  precepto  terminante  que 
exija  se  consigne  tal  prohibición,  y  porque  sin  la  obligación 
necesaria  é  ineludible  de  conservar  los  bienes  no  podría  cum¬ 
plirse  la  voluntad  del  testador  de  que  á  la  muerte  de  su  hijo 
pasasen  aquéllos  á  sus  nietos  por  el  orden  con  que  los  llamaba 
hasta  la  cuarta  generación  (C.,  núm.  328. — 13  de  Noviembre 

de  1883) .  233 

-  Si  bien  con  arreglo  al  Usatge  Omnes  causee,  tít.  2*,  libro 

7°,  volumen  1°  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  y  á  la  juris¬ 
prudencia  sentada  de  acuerdo  con  él  por  el  Tribunal  Supremo, 
las  acciones  prescriben  á  los  30  años,  sin  distinción  de  que  sea 
buena  ó  sea  mala  la  razón,  causa  ó  motivo  de  la  posesión;  esta 
doctrina  no  es  aplicable  al  caso,  no  sólo  por  el  carácter  de  no 
enajenables  que  temporalmente  tenían  los  bienes,  y  que  mien¬ 
tras  lo  conservasen  los  hacía  imprescriptibles,  sino  porque  la 
prescripción  no  puede  alegarse  contra  la  persona  cuyo  dere¬ 
cho  no  ha  nacido  ó  que  está  impedida  de  ejecutarlo  [O.,  nú¬ 
mero  323.— 13  de  Noviembre  de  1883) .  233 

- Por  lo  tanto  la  sentencia  al  absolver  de  la  demanda  fun¬ 
dándose  en  la  no  existencia  del  fideicomiso  y  en  la  prescrip¬ 
ción,  infringo  la  Novela  139  de  Jusliniano  vigente  en  Calalú 
ña,  la  doctrina  legal  admitida  por  los  Tribunales  de  que  la 
voluntad  del  testador  es  la  primera  ley  en  materia  de  testa¬ 
mentos,  de  acuerdo  con  lo  que  ordena  la  ley  oa,  tic.  33,  Par¬ 
tida  7a  y  el  principio  de. derecho  contra  non  valenlem  agere, 
non  currit  preescriptio  (C.,  núm.  323. — 13  de  Noviembre  de 
<883) . . . .“ .  233 

Firma  de  letrado. — V.  Apelación. 

Frutos. — V.  Concesión  minera. 

Fuero  de  la  tierra. — V.  Fuero  municipal. 

Fuero  de  Sepúlveda  — V.  Fuero  municipal. 

Fuero  municipal  —Los  «fueros  municipales  y  fueros  de  la 
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tierra»  á  qne  hacen  referencia  las  leyes  Ia  y  6a  de  Toro,  son 
los  cuadernos  ó  cuerpo  de  leyes  concedidos  á  alguna  ciudad, 
villa  ó  lugar  para  su  gobierno  y  administración  de  justicia;  y 
si  el  recurrente  no  ha  probado,  á  juicio  de  la  Sala  sentencia¬ 
dora,  que  la  villa  de  la  Frontera  hubiese  recibido  el  fuero  de 
Sepúlveda,  ni  al  tiempo  de  su  creación  ni  en  alguna  de  las  d  - 
versas  épocas  en  que  fué  extendido  á  otros  pueblos  y  confir¬ 
mado  por  distintos  Reyes,  no  se  infringen  dichas  leyes  por  la 

♦  sentencia  que  así  lo  declara  (£7.,  nútn.  384. — 31  de  Diciembre 

de  1883) .  512 

-  Si  apreciadas  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora  las 

pruebas  suministradas,  contradictorias  entre  sí,  ha  estimado 
que  no  ya  el  luero  de  Sepúlveda  tal  como  fué  concedido,  adi¬ 
cionado  y  confirmado  por  la  Autoridad  legítima,  pero  ni  el 
derecho  de  troncalidad  ha  sido  observado  en  la  Frontera,  con 
las  circunstancias  y  constante  uniformidad  que  fuera  necesa¬ 
rio  para  que  conforme  á  las  leyes  5a  y  6a,  tít.  2o,  Partida  Ia, 
el  uso  y  costumbre  debiese  anteponerse  á  la  legislación  común 
relativa  á  la  sucesión  testada  é  intestada  de  padres  é  hijos; 
tampoco  se  infringen  dichas  leyes  por  no  aplicarlas  (£?.,  nú¬ 
mero  384. — 31  de  Diciembre  de  1833) .  512 

Fundación.— V.  Capellanía. 


H 


Hechos. — No  es  de  estimar  el  motivo  de  casación  en  que  se  es¬ 
tablece  por  base  de  la  infracción  alegada  la  existencia  de  un 
hecho  que  no  consta  del  fallo  recurrido,  pues  esto  no  puede 
servir  de  fundamentQ  legal  para  la  casación,  según  tiene  de¬ 
clarado  el  Tribunal  Supremo  (£?.,  núm.  382. — 29  de  Diciem¬ 
bre  de  1883) .  495 

-  V.  Prueba. 

Heredamiento.  — La  constitución  1',  tít.  2°,  libro  5o,  volu¬ 
men  Io,  de  las  vigentes  en  Cataluña,  dispone  que  sean  nulos, 
de  ningún  valor  é  írritos  ipso  jure  los  instrumentos  otorgados 
por  los  hijos  á  favor  de  los  padres  en  disminución,  derogación 
ó  perjuicio  del  heredamiento  ó  donación  hecho  ó  para  hacer 
á  sus  hijos  en'tiempo  do  bodas,  prohibiendo  á  los  Escribanos 
que  reciban  tales  instrucciones  (£7.,  núm.  263. — 25  de  Setiem¬ 
bre  de  1883) .  12 

Heredero. — Es  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia, 
que  cuando  el  heredero  no  hace  inventario  esta  obligado  á  sa 
tisfacer  hasta  con  sus  propios  bienes  las  deudas  y  legados  que 
dejó  el  testador,  sin  que  le  exima  de  esta  obligación  el  mero 
hecho  de  aceptar  la  herencia,  acogiéndose  á  aquel  beneficio 
si  no  practica  dicha  diligencia  en  el  término  y  forma  solemne 
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que  determínala  ley  5a,  til.  6o  de  la  Partida  6a  (C.,  núme¬ 
ro  m.— 17  de  Octubre  de  1883) .  99 

-  La  sentencia  qne  aplica  esta  doctrina  no  infringe  ia  ci¬ 
tada  ley,  ni  la  9a  y  9a  del  mismo  titulo  y  Partida,  si  resulta 
que  la  heredera  condenada  al  pago  no  formalizó  el  inventario 
de  los  bienes  en  que  sucedía  ó  debía  suceder  según  prescribe 
la  primera  de  dichas  leyes  y  presuponen  las  otras  dos  (C..  nú¬ 
mero  286.— 17  de  Octubre  de  1883) . .  99 

-  Tampoco  infringe  el  principio  de  derecho  según  el  cual 

nadie  es  responsable  de  no  ejecutar  lo  imposible,  porque  no 
fué  imposible  á  la  recurrente  hacer  constar  esa  misma  falta  de 
bienes  que  hoy  alega  en  rl  tiempo  y  forma  especial  que  pre¬ 
viene  la  ley  antes  mencionada  ( C núm.  286.— 17  de  Octubre 

de  1883) .  .  99 

-  Son  inaplicables,  y  por  lo  tanto  no  han  podido  infrin¬ 
girse,  las  leyes  Ia  y  2a,  tít.  14,  Partida  3a;  la  14,  tít.  18,  y  la 
11,  tít.  4°  de  la  misma  Partida,  si  la  sentencia  impugnada  no 
afirma  ni  establece  que  el  causante  de  dicha  heredera  dejase 
bienes  á  sa  muerte  (C.,  núm.  286. — 17  de  Octubre  de  1883). .  99 

-  Habiendo  legado  el  testador  á  su  esposa  el  usufructo  de 

sus  bienes  durante  su  vida  y  nombrado  heredero  á  su  hijo 
sustituyéndole  para  el  caso  que  no  fuere  heredero,  ó  siéndolo 
muriese  sin  disponer  de  los  bienes,  con  los  demás  hijos  que 
tuviera,  y  en  su  defecto  pasasen  estos  mismos  bienes  al  que 
de  derecho  correspondiese;  llegado  este  último  caso  con  la 
muerte  del  impúber  sin  dejar  otros  hermanos  en  quien  pu¬ 
diera  verificarse  la  sustitución,  es  indudable  que  su  madre  fué 
su  heredera  legitima,  y  en  tal.  concepto  á  quien  de  derecho 
correspondía  la  propiedad  de  aquellos  bienes,  la  cual  vino  de 
este  modo  á  consolidarse  con  el  usufructo  que  disfrutaba  . 
aquélla  desde  la  muerte  del  testador,  trasmitiéndolos  con  los 
demás  que  poseía,  á  su  hija  del  segundo  matrimonio  y  ésta  á 
•  su  hijo  menor  el  demandado:  por  lo  que  la  sentencia  que  ab¬ 
suelve  á  éste  de  la  demanda  da  reclamación  de  los  bienes,  no 
infringe  la  voluntad  del  testador  (£7.,  núm.  368. — 17  de  Di¬ 
ciembre  de  1883) . ...1 .  418 

-  Tampoco  infringe  la  ley  18,  tít.  29,  Partida  3‘,  pues 

prescindiendo  de  que  la  cuestión  de  prescripción  carece  de 
importancia,  dada  la  razón  fundamental  antes  expuesta  y  su¬ 
poniendo  que  aquélla  sea  aplicable  en  los  negocios  de  Catalu¬ 
ña,  es  lo  cierto  que  habiendo  poseído  á  título  de  dueño  los 
bienes  de  que  se  trata  desde  la  muerte  de  su  hijo,  ocurrida  en 
10  de  Marzo  de  1838,  hasta  su  fallecimiento  en  16  de  Agosto 
de  1865,  y  continuando  en  la  posesión  sus  descendientes  del 
segundo  matrimonio  hasta  la  incoación  de  este  pleito  en 
Enero  de  1880,  bastaría  esta  circunstancia  para  asegurar  por 
prescripción  el  pleno  dominio  en  que  se  halla  el  demandado  , 
de  los  referidos  bienes  (£?.,  núm.  368.-47  de  Diciembre  de 

1883) .  418 

—  V.  Censo ,  Condición  y  Juez  competente. 

Hijos.— V.  Heredamiento. 
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Hipoteca  dotal. — Subsiste  la  hipoteca  tácita  á  favor  de  la 
dote  mientras  por  voluntad  de  las  partes  ó  la  del  obligado 
no  se  sustituya  por  otra  especial  (C.,  núm.  353. — Io  de  Di 
ciembre  de  1883) .  340 

Hospedaje. — Los  servicios  de  hospedaje  se  satisfacen  por  punto 
general  allí  donde  se  prestan,  por  sobreentenderse  esta  condi¬ 
ción  ( Comp .,  núm.  259.-3  de  Setiembre  de  1883) .  5 


1 


Impuesto  de  derechos  reales  — El  art.  190  del  reglamento 
provisional  de  14  de  Enero  de  1873,  se  refiere  á  la  administra 
ción  y  realización  del  impuesto  de  derechos  reales  y  trasmi¬ 
sión  de  bienes,  y  no  afectando  al  fondo  de  la  cuestión  debati¬ 
da  en  el  pleito,  es  improcedente  su  cita  para  determinar  la 
capación  que  se  pretende  ((?.,  núm.  383. — 31  de  Diciembre 
do  1883) . .  504 

Incidente.— V.  Liquidación,  Sentencia  definitiva  y  Recurso 
de  casación. 

Incompetencia  de  jurisdicción.— V.  Recurso  de  casación. 

Incongruencia. — Como  se  ha  declarado  repetidas  veces  no 
hay  incongruencia  cuando  se  otorga  menos  de  lo  que  se  pide 
(C.,  núm.  355.— 6  de  Diciembre  de  1883).... .  370 

Indemnización. — V.  Daños. 

Infracción  de  doctrina  — V.  Infracción  de  ley. 

Infracción  de  ley. — No  puede  estimarse  la  infracción  de  le- 
'  yesque  se,  citan  haciendo  supuesto  de  la  .cuestión  y  opo¬ 
niendo  el  recurrente  su  criterio  al  de  la  Sala  sentenciadora, 
sin  alegar  infracción  alguna  contra  la  apreciación  delasprue 

bas  (C..  núm.  301.— 27  de  Octubre  <le  1883) .  154 

-  Es  necesario  expresar  el  concepto  en  que  se  supone  in¬ 
fringida  la  ley  que  se  cita,  y  no  haciéndolo  no  puede  estimar¬ 
se  la  procedencia  de  este  motivo  de  casación  [O.,  núm.  314. 

— 7  de  Noviembre  de  1883). . .  209 

-  No  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 

leyes  que  no  tienen  relación  con  el  punto  litigioso  (£7.  de  U., 

núm.  344.— 13  de  Noviembre  de  1883) . .  240 

— No  pueden  decirse  infringidas  por  una  sentencia  leyes  y 
doctrinas  que  se  refieren  á  la  cuestión  resuelta  [C.  de  £/.,  nú  • 

mero3iS. — 29  de  Noviembre  de  1883) .  336 

- No  es  de  estimar  la  infracción  de  leyes  que  se  alega  ha¬ 
ciendo  snpnesto  de  la  cuestión  litigiosa  ( C .,  números  314  y 
369.-7  de  Noviembre  y  18  do  Diciembre  de  1883)  209  y....  422 
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paginas. 

Inmediato  sucesor. — V.  Bienes  vinculado j. 

Inscripción. — V.  Censo  y  Dominio. 

Institución  de  heredero. — V.  Condición. 

Intereses.— El  art.  8o  de  la  ley  de  U  de  Marzo  de  1856  no  es 
aplicable  si  la  condonación  al  pago  de  intereses  no  reconoce 
por  causa  el  haberse  constituido  el  deudor  en  mora,  sino  por¬ 
que  estaban  probados  (  C.,  núm  299.-27  dé  Octubre  de  » 

i  883) .  IH 

-  V.  Cuentas. 

Irrevocabilidad. — V.  Cosa  juzgada. 


Jaez  competente. — Según  previene  la  primera  parte  déla  re¬ 
gla  Ia  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fuera  de 
los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita  que  se  indican,  será  Juez 
competente  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  perso 
nales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación;  yá 
falta  de  éste,  a  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del 
demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él, 
aunque  accidentalmente,  pudiera  hacerse  el  emplazamiento 
(Comp..  números  259,  260,  309  y  339. — 3  y  10  de  Setiembre, 

5  y  21  de  Noviembre  de  1883)  5,  7,  184  y .  302 

-  Guando  no  está  determinado  el  lugar  en  el  que  en  su 

caso  debiera  cumplirse  la  obligación  que  se  supone  existente, 
es  competente  el  Juez  del  domicilio  del  demandado  para  co¬ 
nocer  déla  demanda  (Comp.,  núm.  206.— 28  de  Setiembre 

de  1883) . .  24 

-  Según  dispone  el  ari.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil  en  su  número  2o,  es  Juez  competente  para  conocer  de 
las  demandas  sobre  rendición  y  aprobación  de  las  cuentas  que 
deban  dar  los  administradores  de  bienes  ajenos  el  del  lugar 
donde  deban  presentarse;  y  no  estando  determinado,  el  del 
domicilio  del  poderdante  ó  dueño  de  los  bienes  ó  el  lugar  don¬ 
de  se  desempeñe  la  administración  á  elección  de  dicho  dueño 

(Comp.,  núm.  289.— 19  de  Octubre  de  1883) . .  ¡10 

-  Si  se  trata  de  rendir  cuentas  de  la  administración  de 

unas  minas  que  son  de  la  propiedad  de  varios,  entre  ellos  el 
demandado,  y  no  está  determinado  el  lugar'e»  que  deban  darse 
por  la  administración;  por  su  propia  naturaleza  tiene  que 
ejercitarse  en  el  lugar  en  que  aquéllas  radican,  sin  que  pueda 
tenerse  en  cuenta  la  razón  que  alega  el  demandado  de  que 
hizo  cesión  de  las  partes  de  las  minas,  reservándose  la  admi¬ 
nistración,  porque  aceptando  esta  condición,  se  le  dió  el  cargo 
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de  administrar  lo  qne  no  era  sayo,  ni  la  de  haber  liquidado 
cuentas  en  otro  punto,  porque  una  cosa  es  hacerlo  esponta 
neamente,  y  otra  el  derecho  que  obliga  ( Comp nüm.  289. — 

19  de  Octubre  de  1  883) .  H0 

-  Ejercitando  los  demandantes  la  acción  personal  derivada 

del  contrato  de  compra  venta  y  decisión  á  su  favor  del  usu¬ 
fructo  de  ün  palco  del  teatro  de  Lope  de  Vega  en  la  ciudad  de 
Valladolid,  en  la  que  recibió  el  vendedor  su  precio,  dando  un 
recibo  privado  en  la  misma  hasta  el  otorgamiento  de  la.co 
rrespondiente  escritura  pública,  según  se  estipula  en  el  docu¬ 
mento  mismo;  es  evidente,  conforme  á  la  ley,  que  el  lugar  en 
que  debe  cumplirse  la  obligación  expresada  es  la  dicha  plaza, 
donde  además  se  halla  ó  radica  el  inmueble  cuyo  usufructo 
vendió  el  demandado  (Comp.,  nüm.  309  —o  de  Noviembre 

de  1883)... . .  . .  184 

-  Según  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  su 

regla  I*,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  de  que  tratan  los  ar¬ 
tículos  anteriores,  es  Jutz  competente  en  los  juicios  en  que  se. 
ejercitan  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cum¬ 
plirse  la  obligación;  y  conforme  á  la  jurisprudencia  estableci¬ 
da,  la  designación  de  este  lugar  no  sólo  so  hace  expresamen¬ 
te,  sino  de  una  manera  tácita  cuando  la  obligación  lleva  en 
si  la  condición  implícita  del  lugar  en  que  ha  de  ser  cumplida 

(Comp..  nüm.  319.  -  9  de  Noviembre  de  1883) .  222 

- Según  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  del  55  y  en  el  56  de  la  Novísima,  es  Juez  com 
petente  para  conocer  de  los  pleitos  á  que  dé  origen  el  ejercí 
ció  de  las  acciones  de  toda  clase  aquél  á  quien  los  litigantes  se 
hubieren  sometido;  reputándose  expresa  la  sumisión,  según  el 
articulo  Io  de  la  primera  ley  citada,’  cuando  los  interesados 
renuncian  clara  y  terminantemente  al  fuero  propio,  designan¬ 
do  con  toda  precisión  el  Juez  á  quien  se  someten,  y  prohi¬ 
biendo  el  art.  75  de  dicha  ley  novísima  proponer  la  inhibitoria 
ni  la  declinatoria  al  litigante  qne  se  hubiera  sometido  al  Juez 
que  conozca  del  asunto  (Comp.  de  U.,  nüm.  372. — 21  de  Di¬ 
ciembre  de  1883).. .  434 

Es  de  ley  y  de  jurisprudencia  que  lo  pactado  sobre  la 
renuncia  de  fuero  por  las  partes  contratantes  obliga  á  sus  he¬ 
rederos,  lo  mismo  que  si  se  tratase  del  cumplimiento  de  cual¬ 
quiera  otra  de  las  cláusulas  contenidas  en  el  contrato  (Comp. 

de  U..  núm.  372. — 21  de  Diciembre  de  1883) .  434 

-  V.  Eospedoje  y  Sumisión. 

Juicio  ejecutivo. — Con  arreglo  al  art. 228  de  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil  de  1855,  el  emplazamiento,  que  según  la  juris¬ 
prudencia  equivale  á  dicha  citación  en  el  juicio  ejecutivo  debe 
practicarse  con  todos  los  demandados,  en  el  mismo:  lo  cual 
concuerda  con  lo  prevenido  en  el  art.  959  (C.  de  U.,  número 

317.— 8  de  Noviembre  de  1883) .  217 

-  V.  Recurso  de  casación. 
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Legado — La  voluntad  del  testador  solemnemente  consignada 
en  un  codicilo  de  legar  ciertos  bienes  á  una  persona,  ni  racional 
ni  legalmente  puede  entenderse  revocada  por  la  escritura  pos¬ 
terior  en  cuya  virtud  hizo  donación  al  mismo  legatario  de  la 
casi  totalidad  de  aquellos  bienes;  porque  este  último  acto, 
lejos  de  revelar  propósito  alguno  de  invalidar  ó  revocar  aque¬ 
lla  voluntad,  constituye  por  el  contrario  un  testimonio  palpa¬ 
ble  de  que  el  testador  perseveraba  y  se  ratificaba  en  el  afecto 
demostrado  al  legatario,  anticipándole  la  propiedad  y  la  po¬ 
sesión  de  su  legado;  no  siendo  por  lo  tanto  aplicables  al  caso 
las  leyes  2a,  lít.  5°,  libro  3°  del  Fuero  Real,  y  17,  40  y  43,  tí¬ 
tulo  9o  de  la  Partida  6a,  encaminadas  sólo  á  resolver  las  dudas 
posibles  cuando  el  testador  dispone  de  los  objetos  legados  en 
favor  de  terceras  personas  ó  de  cualquier  otra  forma  (£?.,  nú¬ 
mero  37 1 . — 20  de  Diciembre  de  1883) .  428 

-  Perfectamente  compatibles  entre  si,  según  lo  expuesto, 

el  legado  y  la  donación  de  que  se  trata  rectamente  entendidos, 
legítimo  es  también  el  derecho  del  legatario  declarado  por  la 
sentencia  para  obtener  los  bienes  que  no  lian  podido  ser  objeto 
de  la  donación,  por  impedirlo  la  ejecutoria  que  la  declaró  ex¬ 
cesiva,  pero  no  nulo  el  legado,  porque  no  fué  ésta  la  materia  de 
aquel  juicio,  ni  cabria  en  éi  presente  declarar  esa  nulidad  sin 
infringir  la  voluntad  del  testador,  que  como  ley  en  la  ma¬ 
teria  por  nadie  ha  sido  puesta  en  duda;  cediendo  ante  esta 
suprema  consideración  por  improcedentes  las  infracciones  de 
ley  que  se  alegando  la  cosa  juzgada,  de  la  7a,  tit.  10  de  la 
Partida  3a  y  de  la  doctrina  en  su  consecuencia  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  (<?.,  núm.'371. — 20  de  Diciembre  de 
4  883) . .  428 

Legislación  catalana.  —  V.  Fideicomiso ,  Heredamiento  y 
Venia. 

Ley  del  contrato.— Lo  convenido  entre  las  partes  es  ley  para 
las  mismas  cuando  no  se  opone  á  la  moral  ni  á  las  leyes  ( C . 

de  U.,  núm  379. — 28  de  Diciembre  de  1883) .  474 

; -  V.  Contrato  de  seguro  y  Convenio. 

Ley  Hipotecaria. — Para  resolver  un  recurso  no  pueden  te¬ 
nerse  en  cuenta  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria,  si  su 
aplicación  y  efectos  en  el  caso  de  autos  no  han  sido  debida¬ 
mente  discutidos  durante  el  pleito  (C.,  núm.  334. — 20  de  No¬ 
viembre  de  1883) .  281 

- V.  Nulidad. 

Leyes  de  procedimiento.— Ni  la  ley  2a,  tít.  2°  de  la  Parti¬ 
da  3a,  ni  los  artículos  578  y  596  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  pueden  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de  casación 
en  el  fondo  ( C núm.  335. — 20  de  Noviembre  de  1883) .  288 
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Liquidación. — Conforme  al  art.  937  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil  propia  ley,  no  estando  conforme  el  deudor  con  la  liqui 
dación  presentada  por  el  acreedor  en  incidente  sobre  ejecución 
de  sentencia,  se  recibirá  éste  á  prueba  si  el  Juez  la  estima  ne¬ 
cesaria  cuando  alguna  de  las  partes  la  hubiere  solicitado  (C., 

ntim.  268. — Io  d-Octubre  de  1883). . .  28 

-  Una  vez  solicitado  y  obtenido  por  el  acreedor  hoy  re¬ 
currente,  que  para  acomodar  el  procedimiento  á  la  nueva  ley 
y  según  lo  dispuesto  en  el  art.  929  de  ia  misma,  se  diese  co¬ 
pia  á  su  deudor  de  la  relación  de  daños  y  perjuicios  que  con 
arreglo  á  la  anterior  ley  había  presentado  sin  esta  circunstan¬ 
cia;  si  quería  que  se  recibiese  á  prueba  el  incidente  para  el 
caso  de  que  su  contrario  no  se  conformase  con  dicha  relación 
ó  su  importe,  debió  haberlo  solicitado  según  dispone  la  nueva 
ley,  y  por  no  haberlo  hecho  ni  aun  al  tener  conocimiento  de  la 
impugnación  á  su  escrito  sino  cuando  ya  era  firme  la  provi¬ 
dencia  que  ordenaba  llevar  los  autos  á  la  vista,  no  procedía  el 
recibimiento  á  prueba  ((7.,  núm.  268. — Io  de  Octubre  de  1883).  29 

Litis  expensas. — La  obligación  del  marido  de  satisfacer  por 
lilis  expensas  las  cantidades  necesarias  sójo  es  exigible  en  la 
forma  directa  y  adecuada  que  establecen  las  leyes,  y  no  de  la 
manera  irregular  de  un  procedimiento  ejecutivo  seguido  con¬ 
tra  la  esposa  (C.,  núm.  306. — 2  de  Noviembre  de  1883) .  172 

Lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación. — La  doctrina 

de  que  en  el  lugar  donde  principia  á  cumplirse  una  obliga¬ 
ción  debe  realizarse  su  perfecto  cumplimiento,  no  es  más  que 
una  fundada  inteligencia  del  lugar  donde  debe  cumplirse, 
pero  que  no  excluye  otra  más  clara  inteligencia,  sino  que  cede 
á  la  que  se  funda  en  datos  que  designen  dicho  lugar  con  mayor 

precisión  (Comp.,  núm.  319.— 9  de  Noviembre  de  1883) .  222 

-  V.  Juez  competente. 


M 


Mala  fe  — Y.  Costas. 

Malicia.— V.  Costas. 

Mandante — V.  Mandatario. 

Mandatario. — El  contrato  celebrado  por  el  apoderado  obliga 
al  poderdante  cuando  aquél  obra  dentro  de  las  facultades  que 
le  están  conferidas  ( C.}  núm.  291—20  de  Cbtubre  de  1883)..  1  14 

Marido. — V.  Lilis  expensas. 

Mayorazgo. — La  ley  Ia,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
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copilación,  si  bien  establece  que  los  mayorazgos  se  puedan 
probar  por  la  escritura  de  fundación,  por  testigos,  ó  por  cos¬ 
tumbre  inmemorial,  no  determina  que  estos  tres  medios  sean 
los  tínicos  admisibles  para  acrediiar  su  existencia  ni  qae  por 
lo  tanto  se  halle  excluido  cualquiera  otro  que  merezca  entera 

fe  y  crédito  (£7.,  núm.  364. — 14  de  Diciembre  de  1883) .  390 

-  La  persona  que  al  restablecerse  en  30  de  Agosto  de  1836 

la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  se  hallaba  en  posesión  de  . 
unos  vínculos  por  haber  sucedido  en  ellos  á  su  padre,  y  en 
virtud  también  de  la  ejecutoria  que  puco  término  al  pleito 
suscitado  entre  la  misma  y  otro  que  pretendió  ser  el  llamado, 
no  puede  dudaise  que  á  la  vez  que  obtuvo  por  la  citada  ley 
desvinculadora  la  facultad  de  disponer  de  la  mitad  de  los  bie 
nes  que  constituían  dichos  vínculos,  quedó  obligada  á  reser¬ 
var  la  otra  mitad  para  el  inmediato  sucesor;  y  la  sentencia 
que  lo  desconoce,  infringe  la  voluntad  de  los  fundadores  de 
dichos  vínculos,  suprema  ley  en  la  materia,  y  á  la  que  hay 
que  acomodar  las  disposiciones  de  la  ley  de  11  de  Octubre 
de  1820,  según  su  literal  contexto  y  además  el  art.  2o  de  esta 
misma  ley  y  la  expresada  ejecutoria  (£7.,  núm.  364. — 14  de 
Diciembre  de  1883) . .  399 

Mejoras  — La  idea  general  de  mejora  no  significa  que  ésta  ha¬ 
ya  de  consistir  en  una  especial  y  determinada,  ni  podría  sig¬ 
nificarlo  en  caso  de  duda  sin  ir  contra  el  derecho  que  prohíbe 
ampliar  las  obligaciones  y  entender  las  palabras  de  los  con¬ 
tratantes  en  el  sentido  más  favorable  á  la  parte  preponderan¬ 
te  que  pudo  emplear  otras  adecuadas  á«su  propósito  (£7.,  nú¬ 
mero  361.— 12  de  Diciembre  de  1883). .  390 


Menor. — V.  Retracto. 

Mineral.— V.  Concesión  minera. 

Ministerio  fiscal.— V.  Pleito  en  que  tiene  interés  el  Estado. 

Mitad  .reservable. — V.  Vinculo. 

Mora. — V.  Cuentas  é  Intereses. 

Motivos  de  casación. — No  son. admisibles  los  motivos  de  ca- 
sacion  basados  eu  un  supuesto  inexacto  y  contrario  á  lo  ex¬ 
presamente  consignado  en  la  sentencia  (£7.,  núm.  276. — 6  de 

Octubre  de  1883) . . . • . 

-  Los  motivos  que  parten  de  premisas  ya  desestimadas, 

carecen  de  razón  de  ser  y  de  aplicación  al  casa  (C.,  púm.  350. 

— 29  de  Noviembre  de  1883) . . . 

-  Alegado  el  segundo  motivo  de  casación  en  que  se  apoya 

el  recurso  sólo  para  el ‘caso  en  que  no  se  estimase  el  primero, 
y  habiéndolo  sido,  no  es  procedente  su  examen  (£7.,  núm.  356. 

— 6  de  Diciembre  de  1883) . . . 

-  V.  Apreciación  de  prueba,  Casación  y  Considerandos. 

Mujer  casada.— V.  Bienes  parafernales. 

tomo  53  38 
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Naufragio  con  salvamento. — V.  Contrato  de  seguro. 

Necesidad  del  expediente  gubernativo  previo.— No  pue¬ 
de  atribuirse  ai  fallo  la  infracción  de  las  Redes  órdenes  de  9 
de  Febrero  de  184?,  17  de  Enero  de  18»7,  25  de  Enero  de  1849, 
20  de  Setiembre  de  1852,  en  su  caso  Io.  arl.  15  de  la  ley  de 
Contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870  y  Heal  decreto  de  12  de 
Agosto  de  1811 ,  si  la  cuestión  relativa  á  la  necesidad  de  ex¬ 
pediente  gubernativo  previo  no  estuvo  sometida  ai  juicio  de  la 
Sala  sentenciadora,  sino  que  por  primera  vez  se  ha  suscita 
do  en  el  Tribunal  Supremo  (£.,  núm.  287. — 17  de  Octubre 


de  1883) .  103 

ulidad — De  un  acto  que  por  el  ministerio  de  la  ley  es  nulo 
no  pueden  nacer  obligaciones  ni  derechos  que  den  por  sn- 
puesta  su  validez  ( C .,  núm.  263. — 25  de  Setiembre  de  1883).  12 

-  El  principio  de  que  lo  nulo  no  produce  efecto  alguno, 

es  inaplicable  á  los  casos  que  taxativamente  determina  el  ar¬ 
tículo  84  de  la  ley  Hipotecaria  como  excepción  de  lo  preveni¬ 
do  en  el  33  ( C .,  núm.  382. — 29  de  Diciembre  de  1883) .  495 


-  Si  bien  el  dicho  art.  33  establece  que  la  inscripción  en 

el  Registro  no  invalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos 
con  arreglo  á  las  leyes,  el  siguiente,  ó  sea  el  34,  prescribe  de 
un  modo  terminante  que  cuando  el  verdadero  dueño  del  in 
mueble  consiguiese  la  anulación  del  derecho  con  que  aparecía 
en  el  Registro  el  que  otorgó  el  acto  ó  contrato,  no  se  invali¬ 
daría  éste  respecto  a!  tercero  que  hubiera  inscrito  con  ante¬ 
rioridad  su  Ululo,  oído  y  vencido  en  el  correspondiente  jui¬ 
cio  ( C .,  núm.  382.-29  de  Diciembre  de  1883) .  495 

-  V.  Contrato  y  Venta. 


0 


Obligación — La  ley  Ia,  tít.  Io,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
t  nación  sólo  puede  ser  infringida  cuando  reconocida  la  exis¬ 
tencia  de  una  obligación  se  le  niegue  eficacia  por  falta  de  so 
lemnidades  externas  que  no  sean  esenciales  á  la  misma  obli¬ 
gación  contraída  ((7.,  núm,  326. — 14  de  Diciembre  de  1883).  249 

-  No  puede  estimarse  la  infracción  de  la  doctrina  que  es¬ 
tablece  que  el  coutrato  es  ley  para  los  contratantes,  y  la  de 
que  el  heredero  es  el  representante  y  continuador  de'la  res 
ponsabilidad  del  difunto,  y  de  la  ley  13,  til,  9o  de  la  Partida 
7*,  si  para  alegarlas  se  hace  supuesto  de  la  cuestión,  porque 
la  sentencia  no  desconoce  el  valor  de  una  y  otra  doctrina,  sino 
que  se  limita  A  declarar  que  no  se  ha  probado  la  existencia  de 
la  obligación  ( C .,  núm.  326. — 14  de  Noviembre  de  1883) _  249 
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-  V.  Documento.  Sentencia  contradictoria ,  Nulidad  y  Ter¬ 
cería. 

Obligación  exclusiva  del  marido.— V.  Bienes  de  la  socie¬ 
dad  conyugal. 

Obras  públicas. — Es  circunstancia  inherente  á  las  obras  de 
carácter  público,  que  se  ejecuten  con  intervención  del  Gobier¬ 
no  por  medio  de  sus  delegados,  ajustándose  á  los  planos  y  de¬ 
más  trabajos  facultativos  aprobados  por  el  mismo  Gobierno, 
cuya  condición  se  consignó  además  expresamente  entre  las 
que  sirvieron  de  base  á  la  concesión  otorgada  por  la  ley  de  26 
de  Noviembre  de  4  851  para  la  canalización  del  Ebro,  y  en  la 
de  5  de  Julio  de  1867,  que  declaró  á  aquélla  subsistente,  aun¬ 
que  modificándola  y  ampliándola  en  cuanto  á  los  riegos,  res 
pecio  de  lo  cual  se  estableció  en  los  artículos  o°  y  6o  que  la 
Compañía  concesionaria  quedaba  obligada  á  presentará  la 
aprobación  del  Gobierno  el  plano  general  de  riegos  y  los  pro¬ 
yectos  facultativos  de  los  canales  comprendidos  en  dicho  pla¬ 
no  (C.,  núm.  336. — 20  de  Noviembre  de  1 883) .  294 

-  No  habiéndose  justificado,  á  juicio  de  la  Sala  sentencia¬ 
dora,  que  las  obras  de  prolongación  del  canal  de  que  provie¬ 
nen  los  daños  y  perjuicios  reclamados  en  el  pleito,  se  com¬ 
prendieran  en  el  proyecto  aprobado  por  el  Gobierno;  y  resul 
tando,  por  el  contrario,  de  los  documentos  presentados  que 
no  existe  en  las  oficinas  públicas  petición  alguna  dirigida  á 
obtener  la  autorización  necesaria  para  prolongar  la  acequia 
de  que  se  trata,  como  tampoco  para  cegar  con  los  malecones 
construidos  las  escorrencias  naturales,  ni  que  en  la  ejecución 
de  las  obras  de  dicha  prolongación  se  haya  cumplido  con  nin¬ 
guno  de  los  requisitos  reglamentarios  prescritos  para  la  ex¬ 
propiación  de  terrenos,  es  indudable  que.no  deben  aquéllas 
calificarse  como  de  utilidad  pública,  y  que  por  haberse  ejecu¬ 
tado  sin  el  concursó  de  la  Administración,  no  es  ésta  compe¬ 
tente  para  conocer  de  la  reclamación  de  los  perjuicios  á  que 
las  referidas  obras  han  dado  lugar  ( C .,  núm.  336. — 20  de  No-  no¬ 
viembre  d.e  1883) . 

— —  En  virtud  de  lo  expuesto,  la  sentencia  qae  condena  a! 
abono  de  esos  perjuicios  no  infringe  la  ley  de  la  concesión  de 
26  de  Noviembre  de  1851;  los  párrafos  2o  y  3o  de  la  Real  or¬ 
den  de  19  de  Setiembre  de  1845;  el  art.  27  de  la  Instrucción 
de  27  de  Julio  de  1853;  •>!  párrafo  6o  del  art.  83  de  la  ley  de 
25  de  Setiembre  de  1863;  el  art.  8o  de  la  ley  de  2  de- Abril  de 
1845;  el  art.  46  de  la  l*-y  orgánica  del  Consejo  de  Estado,  y 
el  267  de  la  de  organización  del  Poder  judicial;  motivos  de 
casación  basados  todos  en  el  equivocado  concepto  de  que  las 
mencionadas  obras  son  de  carácter  público  para  deducir  la  in¬ 
competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  respecto  ai  conocí - 
miento  del  litigio,  siendo  asi  que  en  él  no  se  trata  de  materia 
administrativa  (C.,  núm.  336. — 20  de  Noviembre  de  1881)...  295 
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Pago  de  costas.— V.  Bienes  de  la  sociedad  conyugal. 

Pago  del  seguro.— V.  Controlo  de  seguro. 

Partición.— Los  defectos  cometidos  en  las  particiones  de  una 
herencia  pueden  afectar  á  los  derechos  de  los  partícipes  en 
ella,  pero  no  extinguir  las  obligaciones  de  un  tercero  ni  la 
acción  deaquéllos  para  exigir  su  cumplimiento,  cuando  lo  re¬ 
claman  todos  los  partícipes  en  junto  [C.,  núm.  377. — 27  de 
Diciembre  de  i  883) .  ¿58 

Peritos. — V.  Cosa  juzgada. 

Perjuicios. — La  existencia  de  perjuicios  y  la  obligación  de 
abonarlos  en  lo  que  se  lefiere  á  contratos  nace  de  la  falta  de 
cumplimiento  á  lo  pactado  por  alguno  de  los  contratantes  { C 

núm.  333. — 20  de  Noviembre  de  1883) .  275 

-  No  pueden  tener  ese  carácter  ni  ser  imputables  á  una  de 

las  partes  los  que  se  hacen  consistir  en  utilidades  que  han  de¬ 
jado  de  percibirse  por  hechos  esenciales  y  precisos  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación  contraída  por  el  que  los  re¬ 
clama  (C.,  núm.  333. — 20  de  Noviembre  de  1883) . :.  275 

- V.  Obras  ‘públicas  y  Renta. 

Pleito  en  que  tenga  interés  el  Estado.— Con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  ti  ari.  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1877,  el  Mi¬ 
nisterio  fiscal  bajo  su  responsabilidad  elevará  las  consultas  que 
determina  el  art.  2o  del  decreto  de  9  de  Julio  de  1869  á  la 
Asesoríi  general  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  quien  para 
este  efecto  depende,  dentro  de  los  15  dias  siguientes  á  la  fe  - 
cha  en  que  tenga  noticia  ó  se  le  haga  saber  la  existencia  del 
pleito  ó  de  la  demanda  en  que  tenga  interés  el  Estado,  no  re¬ 
putándose  debidamente  citado  éste  cuando  no  resulten  cum¬ 
plidos  dichos  requisitos,  y  pudiéndose  pedir  á  nombre  del 
Estado  y  acordarse  por  los  Jueces  y  Tribunales  la  nulidad  de 
las  sentencias  en  pleito  de  interés  del  mismo  cuando  no  se 
hayan  observado  las  formalidades  que  determina  este  ar¬ 
ticulo  ( C .,  núm.  267  y  293. — 28  de  Setiembre  y  22  de  Octu¬ 
bre  de  1883) .  26  y  119 

-  V.  Abuso  de  jurisdicción.  Citación  y  Necesidad  de  expe¬ 
diente  gubernativo  previo. 

Pobre. — V.  Defensa  por  pobre. 

Póliza. — V.  Contrato  de  seguro. 

Posesión.— Si  bien  el  art.  926  de  la* ley  de  Enjuiciamiento  civil 
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preceptúa  que  se  ponga  inmediatamente  en  posesión  al  que 
ganó  en  un  pleito  alguna  cosa  inmueble,  esto  se  entiende  si  se 
halla  en  poder  de  quien  deba  entregarla,  con  arreglo  á  la  sen¬ 
tencia  ejecutoria  ( C núm.  382.-29  de  Diciembre  de  1883). .  494 

-  Las  disposiciones  de  ¡os  artículos  1 532  y  1518  de  la  mis-  . 

ma  ley  de  Enjuiciamiento,  como  puramente  formularias,  no 
pueden  servir  de  fundamento  para  la  casación  en  el  fondo,  se¬ 
gún  tiene  declarado  con  repetición  el  Tribunal  Supremo;  apar¬ 
te  de  que  por  referirse  expresamente  á  los  casos  en  que  se  pro¬ 
ceda  por  embargo  ó  venta  de  bienes,  son  inaplicables  cuando 
no  se  trata  de  esto,  sino  de  dar  posesión  de  unas  fincas  á  quien 
de  derecho  corresponda  en  virtud  de  los  títulos  que  se  tienen 
á  la  vista  y  los  asientos  que  aparecen  del  Registro  de  propie¬ 
dad,  sin  perjuicio  de  lo  que  haya  lugar  1  resolver  en  un  juicio 

declarativo  (C.,  núm.  382. — 29  de  Diciembre  de  1883) .  494 

-  V.  Capellanía. 

Prescripción  —  La  jurisprudencia  que  el  Tribunal  Supremo 
tiene  establee  da.  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  21,  tí¬ 
tulo  29,  Partida  3*,  es  que  el  tenedor  de  una  cosa  por  30  años 


continuos  ó  más,  sin  habérsele  demandado  sobre  ella,  la  hace 
suya  por  cualquiera  manera  que  oviere  la  tenencia  [C.,  nú¬ 
mero  276.— 6  de  Octubre  de  1881) .  58 

-  Carece  completamente  de  objeto  la  impugnación  de  la 

prescripción  de  la  acción  ejercitada,  desde  el  momento  que  se 
declara  sin  existencia  legal  el  contráto  originario  de  aquélla 

( C .  de  U.,  núm.  332. — 20  de  Noviembre  de  1883) .  269 

-  V.  Aguas ,  Biener  vinculados,  Dominio  y  Fideicomiso. 


Préstamo  á,  la  gruesa — Reconocida  por  los  cargadores  la 
legitimidad  en  cuanto  á  eilos  del  préstamo  á  la  gruesa,  debe 
surtir  este  contrato  sus  naturales  consecuencias,  la  primera  de 
las  cuales  es  obligar  el  cargamento  á  la  seguridad  del  pago  de 
la  cantidad  recibida  á  préstamo;  y  por  lo  tanto  los  dueños  de 
aquél  carecen  de  acción  para  entablar  la  tercería  de  dominio, 
puesto  que  los  bienes  á  que  se  refieren  vienen  obligado^  al  pago 
de  la  cantidad  reclamada  en  el  pleito  ejecutivo  ( C .  de  U.,  nú¬ 


mero  379. — 28  de  Diciembre  de  1883)'. .  474 

-  La  sentencia  que  estima  dicha  tercería  y  manda  alzar  los 

embargos  de  las  mercaderías,  infringe  lo  convenido  entre  las 
partes  (C.  de  U.,  núm.  379. — 28  de  Diciembre  de  1883) .  474 

Primer  adquirente. — V.  Doble  venta. 

Prioridad. — La  prioridad  de  tiempo  da  preferencia  de  derecho, 
como  lo  tiene  también  el  acreedor  escriturario  sobre  el  simple 
acreedor  quirografario  (C.  de  U.,  núm.  324. — 13  de  Noviem¬ 
bre  de  18S3) .  240 

-  No  puede  decirse  infringido  el  principio  que  constituye 

doclrina  legal  de  que  el  que  es  primero  en  tiempo  lo  es  en  de¬ 
recho,  si  éste  ha  sido  la  base  principal  de  la  sentencia  [C.  de 
U.t  núm.  324.— 13  de  Noviembre  de  4883) .  *240 
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Procurador  — V.  Falta  de  personalidad. 

Prueba.  -Es  innegable  que  cuando  el  demandado  afirma  un 
hecho  en  apoyo  de  sus  excepciones,  tiene  la  obligación  de  pro¬ 
barlo  ( C núm.  306.— 2  de  Noviembre  de  1883) . 

-  V  Apreciación  de  prueba,  Desahucio,  Mayorazgo  y  Re¬ 
querimiento  á  prueba. 

Prueba  en  segunda  instancia. — Con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  1006  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en 
Cuba,  es  procedente  la  denegación  de  prueba  en  segunda  ins 
tancia  por  dejarse  de  hacer  en  la  primera,  si  esto  no  fnó  real¬ 
mente  por  falta  de  tiempo  ó  porcausa  no  imputable  á^a  parte 
ejecutada,  y  si  por  su  mayor  ó  menor  negligencia  y  por  ha¬ 
berse  propuesto  sacar  á  los  testigos  de  su  domicilio  y  llevarlos 
¡í  otro  Juzgado  á  contestar  el  contraiuterrogatorio,  sin  haber 
apurado  por  otra  parte  los  recursos  ordinarios  para  conseguir¬ 
lo,  ya  que  por  ocupaciones  unos  y  por  falt.i  de  medios  otros 
excusaron  el  no  poderse  prestar  á  su  traslación  á  cierta  distan¬ 
cia  (C.  de  TJ.,  núm.  331.— 17  de  Noviembre  de  1883) . 

Prueba  testifical. — Segün  lo  dispuesto  en  el  art.  570  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  la  prueba  de  testigos  se  practicará  en 
audiencia  pública,  y  previa  citación  de  las  partes  con  veinti 
cuatro  horas  de  antelación  por  lo  menos;  pudiendo  concurrir 
los  litigantes  y  sus  defensores  (C.,  núm.  373.— 21  de  Diciem¬ 
bre  de  1883) . . . . 

-  Si  resulta  que  fueron  citadas  las  partefc  con  la  antelación 

prevenida  en  dicho  artículo,  carece  de  fundamento  legal  el 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado 
en  la  falta  de  citación  sin  determinar  expresamente  el  articulo 
ó  disposición  legal  quebrantada  [C.  núm.,  373. — 21  de  Di 
ciembre  de  1883) . 


0 

Quiebra. — Para  que  pueda  ser  aplicable  el  art.  10*1  del  Código 
de  Comercio,  es  preciso  aue  el  vende  'or  haya  sido  declarado 
en  quiebra  á  los  diez  días  de  realizada  la  venta  (C.  de  U nú¬ 
mero  311.— 23  de  Noviembre  de  1883) . 

-  Lo  prescrito  en  el  art.  10  del  Código  de  Comercio  debe 

regularse  con  sujeción  al  mismo  mientras  otra  cosa  no  se  diga; 
y  es  contrario  á  las  reglas  de  derecho  que  el  falso  comercian¬ 
te  haga  mejor  su  condición  por  medio  del  fraude,  como  lo 
haría  si  quedase  sometido  á  las  leyes  comunes,  menos  favora¬ 
bles  á  los  que  con  aquél  haya'n  contratado  ( Ó.T  núm.  351. — 
30  de  Noviembre  de  1883). . . 
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Recibimiento  4  prueba.— Con  arreglo  al  art.  862  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  caso  3o,  podrá  otorgarse  el  reiibi- 
iniento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  cuando  hubiere  ocu¬ 
rrido  algún  hecho  nuevo  de  influencia  en  la  decisión  del  pleito 
con  posterioridad  al  término  concedido  para  proponer  la  prue¬ 
ba  en  primera  instancia  (£?.,  núm.  320.— 10  de  Noviembre  de 

1883).. .  227 

-  Si  en  el  pleito  se  ha  ejercitado  la  acción  real  hipotecaria 

para  hacer  efectivo  el  crédito  en  la  finca  hipotecada  que  posee 
el  demandado;  acreditada  que  ha  sido  la  insolvencia  del  deudor 
principal,  no  es  de  influencia  en  su  decisión  la  expresada 
prueba  solicitada  que  no  se  dirige  á  justificar  la  ineficacia  ó 
caducidad  de  la  hipoteca;  y  por  su  denegación  no  se  incurre 
en  el  quebrantamiento  de  forma  designado  en  el  caso  3o  del 
art.  1693  de  la  expresada  ley  ( C .,  número  320. — 10  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) .  tn 

-  V.  Liquidación  y  Recurso  de  casación. 

Reconvención. — V.  Censo. 

Recurso  de  casación. — El  recurso  de  casación  procede,  con¬ 
forme  á  los  artículos  1689  y  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  contra  las  sentencias  que  terminan  el  juicio  y  las  que 
recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan  término  al 
pleito,  haciendo  imposible  su  continuación  (C.,  núms.  261, 

282,  285,  329  y  358. —  1 1  de  Setiembre,  10  y  16  de  O'tubre,  16 
de  Noviembre  y  10  de  Diciembre  de  1883)..  8,  88,  98,  262  y  3*2 

-  Sólo  procede  el  recurso  de  casación  contra  la  apreciación 

de  las  pruebas  cuando  haya  habido  errijr  de  derecho  ó  error 
de  hecho,  si  ésté  último  resulta  de  documentos  ó  actos  autén¬ 
ticos  que  demuestren  la  equivocación  evidente  del  juzgador 

(C.  de  U.,  núm.  265. — 26  deSuiembre  de  1883) .  18 

-  Según  se  dispone  en  el  núm.  3o  del  art.  1693  de  la  ley 

de  Enjuiciamiento  civil,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio  por 
falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias 
cuando  procediere  con  arreglo  á  derecho  (£7.,  núm.  268.-1° 

de  Octubre  de  1883) . .  28 

- Con  arreglo  á  los  artículos  1010  y  1011  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  vigente  en  Cuba,  el  recurso  de  casación  sólo 
se  da  contra  las  sentencias  definitivas  y  contra  las  que  aun 
cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo  pongan  término  al 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación  (C.  de  U.y  números 
270  y  332.-3  de  Octubre  y  12  do  Noviembre  de  1883).  34  y  231 

-  No  se  puede  fundar  el  recurso  de  casación  en  un  motivo 

que  favorece  al  recurrente  (£7,  núm.  276.-6  de  Octubre  de 
1883) .  59 
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-  El  art.  8*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  Cuba  y 

Puerto  Rico  dispone  en  su  número  2o  que  habrá  lugar  al  re¬ 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  por  falta  de 
personalidad  en  alguna  de  las  panes  ó  en  el  Procurador  que 
la  baya  representado  (O.  de  £7.,  núm.  277. — 6  de  Octubre  de 

<883) . \ .  71 

-  No  existe  esta  falta  si  el  demandante  promovió  el  juicio 

como  heredero  de  su  padre  y  hermano  sin  que  esta  cualidad 
se  haya  puesto  en  duda  por  el  demandado,  el  cual  se  ha  limi¬ 
tado  á  sostener  que  no  tenia  derecho  definido  para  exigir  las 
cantidades  que  redamaba,  cuestión  que,  atañe  al  fondo  y  no 
á  la  formji  (C.  de  U.,  núm.  277.-6  de  Octubre  de  1883). . . .  71 

-  Según  dispone  el  art.  1  I  de  dicha  ley,  para  que  puedan 

ser  admitidos  los  recursos  de  casación  fundados  en  quebranta¬ 
miento  de  forma  será  indispensable  que  se  haya  pedido  la 
subsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió  ( C . 

de  U.,  núm.  277. — 6  de  Octubre  de  1883). ...  .  7{ 

-  Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  caso  4o  del  art.  33  de 

la  ley  de  casación  civil  vigente  en  Cuba,  al  escrito  en  que  se 
interponga  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  debe¬ 
rá  acompañarse,  cuando  sea  recurrente  el  arrendatario  ó  in - 
quilino,  el  documento  que  acredite  el  pago  ó  consignación  de 

las  rentas  ( C .  de  U.,  núm.  279. — 9  de  Octubre  de  1883) .  78v 

-  Si  el  recurrente  no  ha  presentado  al  interponer  el  recur¬ 
so  el  documento  á  que  se  refiere  el  articulo  citado,  no  proce-  ' 
de  admitirlo  según  los  términos  del  art.  37  y  caso  2o  del  44  de 

dicha  ley  (C.  de  U.,  núm.  279. — 9  de  Octubre  de  1883) .  78 

-  Dicho  recursó  no  procede,  según  el  art.  1695  de  la  refe¬ 
rida  ley,  en  los  autos  que  dicten  las  Audiencias  en  los  proce¬ 
dimientos  para  la  ejecución  de  sentencias  sino  cuandy  resuel¬ 
van  pontos  sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  de¬ 
cididos  en  la  sentencia,  ó  se  provea  en  contradicción  con  lo 


ejecutoriado  (C.,  núm.  282. — 10  de  Octubre  de  1883) . .  88 

-  Para  sostener  el  recurso  de  casación  no  es  licito  alterar 

la  naturaleza  de  las  cuestiones  litigiosas  decididas  en  los  fa¬ 
llos  recurridos  ( C. núm.  296. — 25  de  Octubre  de  1883) .  130 


-  Según  lo  dispuesto  en  el  núm.  6o  del  art.  1693  de  la  ley 

de  Enjuiciamiento  civjl,  ha  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  por  incompetencia  de  jurisdicción, 
cuando  este  punto  no  haya  sido  resuelto  por  el  Túbunal  Su-  « 
premo  y  no  se  halle  comprendido  en  el  núm.  6o  del  artúulu 

anterior  ( O .,  núm.  303. — 27  de  Octubre  de  1883) .  162 

-  Con  arreglo  al  núm.  7o  de  aquel  articulo  procede  dicho 

recurso  asi  bien  por  haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno 
ó  más  Jueces,  cuya  recusación,  fundada  en  causa  legal  é  in¬ 
tentada  en  tiempo  y  forma,  hubiese  sido  estimada,  ó  se  hti 
biese  denegado  siendo  procedente  ( C .,  núm  303. — 27  de  Octu 

bre  de  1883) .  162 

-  No  está  comprendida  en  el  núm.  6o  del  dicho  art.  1693 

la  incompetencia  por  razón  de  la  materia,  alegando  como  mo¬ 
tivo  del  recurso  que  el  demandado  viene  sosteniendo  que  no 
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se  trata  de  un  contrato  de  arrendamiento  ni  de  aparcería,  en 
el  que  pasado  el  término  del  aviso  pueda  tener  cabida  el  des¬ 
ahucio,  y  sí  del  deá  rabassa  moría,  en  el  que  se  dice  causaha* 
biente  del  que  tomó  las  fincas  en  tal  concepto  ((?.,  núm.  303. 

—27  de  Octubre  de  1883) .  162 

-  No  es  aplicable  el  núm.  7o  del  citado  articulo,  si  la  in¬ 
competencia  se  hace  consistir  en  la  denegación  de  la  recusa¬ 
ción  del  Juez  municipal  en  funciones  del  de  primera  instan¬ 
cia  con  arreglo  á  la  ley;  y  tal  recusación,  aun  cuando  se  hu¬ 
biese  alegado  en  tiempo  y  forma,  no  era  procedente  por  no 
ser  legal  la  causa  en  que  descansaba,  toda  vez  que  el  interés 
que  se  atribuía  al  mencionado  Juez  no  es  ciertamente  el  á  que 
se  refiere  el  núm.  8o  del  art.  189  de  la  repelida  ley,  sino  que 
se  funda  tan  sólo  en  suponer  que  como  Abogado  y  de  aquel 
domicilio  no  habría  de  proceder  con  imparcialidad  por  no 


malquistarse,  y  sí  antes  bien  hacerse  buen  lugar  con  los  pro¬ 
pietarios  en  geneial  ( O .,  núm.  303. — 27  de  Octubre  de  1883).  162 

-  La  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de  las  ins 

tancias,  cuando  procediere  con  arreglo  á  derecho,  autoriza  el 
rectirso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  caso  3o,  art.  1693  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil  (C.,  núm.  304.— 27  de  Octubre  de  1883) .  165 


-  Si  el  recibimiento  á  prueba  pedido  en  segunda  instancia 

por  el  demandante  no  es  procedente  con  arreglo  á  derecho, 
porque  originado  de  documentos  anteriores  á  los  escritos  de 
demanda  y  contestación,  aunque  recibidos  después,  carece  su 
presentación  en  autos  del  juramento  prescrito  en  el  caso  2o 
del  art.  506  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  requisito  in¬ 
dispensable  para  que  tenga  lugar;  su  denegación  no  produce 
el  expresado  quebrantamiento  de  forma  (C.,  núm  304. — 27  de 

Octubre  de  1883) . .  166 

-  Si  en  el  testimonio  remitido  no  aparecen  los  motivos  ó 

fundamentos  del  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  en 
la  forma,  nt  consta  tampoco  la  reclamació  i  de  la  parte  para 
adicionarlo  en  el  improrrogable  término  de  cinco  días,  señala¬ 
do  al  efecto  en  el  art.  68  de  la  ley  de  casación  y  revisión  de 
lo  civil  de  las  provincias  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  antes  bien 
resulta  su  conformidad  con  el  mismo  por  las  partes,  no  puede 
haber  lugar  á  dicho  recurso  ( C .  de  U.,  núm.  307. — 2  de  No¬ 
viembre  de  1883) .  17§ 

-  No  existe  el  quebrantamiento  de  forma  á  que  se  re¬ 
fiere  lo  dispuesto  en  los  números  Io  y  3o  del  art.  1013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1835,  si  el 
que  ha  venido  á  los  autos  á  sostener  la  apelación,  no  se  pre¬ 
sentó  en  ellos  después  de  dictada  la  sentencia  de  remate  en 
el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  su  hermano  con  arreglo  á 
la  obligación  contraída  por  éste  y  sólo  por  éste  en  el  pagaré 
por  que  se  procedió;  pues  que  ni  era  parte  de  aquél  ni  debía 
serlo,  ni  había  ;or  consiguiente  para  qué  hacerle  emplaza¬ 
miento  ni  citación  alguna,  sin  que  pudiera  obstar  para  esto 
el  carácter  de  albacea  de  su  madre  que  concurre  en  ambos 
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hermanos  por  s^rlo  tn  solidum  (C.  de  U.t  núm.  310. — 5  de 

Noviembre  de  1883) .  186 

-  No  pueden  ser  objeto  del  recurso  de  casación  cuestio¬ 
nes  de  derecho  que  no  se  han  propuesto  y  discutido  oportu¬ 
namente  en  el  pleito,  según  tiene  declarado  repetidamente  el 
Tribunal  Supremo  (¿7.,  núm.  313. — 7  de  Noviembre  de  1883).  203 

-  Con  arreglo  ó  lo  dispuesto  en  el  art.  1713  de  la  ley  de 

Enjuiciamiento  civil,  nombrados  al  recurrente  pobre  Aboga¬ 
do  y  Procurador  de  oficio.,  debe  interponer  el  recurso  dentro 
del  término  de  20  días,  y  es  inadmisible  si  se  presenta  des¬ 
pués  de  trascurrido  dicho  plazo  (C.,  núrn.  315. — 7  de  No¬ 
viembre  de  1883) .  .  213 

- A  tenor  del  art.  1014.  en  relación  con  el  1013  de  la  ley 

de  Enjuiciamiento  civil  de  5  de  Octubre  de  1855,  aplicable  á 
la  isla  de  Cuba  por  Real  decreto  de  9  de  Diciembre  de  1865, 
procede  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  en  la 
forma  en  los  juicios  ejecutivos;  hallándose  comprendida  la 
falta  de  citación  de  remate  en  la  causa  Ia  del  art.  1013  { C .  de 

Z7.,  núm.  317. — 8  de  Noviembre  de  1883) .  217 

- -  El  recurso  de  casación  no  puede  sostenerse  útilmente 

haciendo  supuestos  y  estableciendo  hechos  contrarios  ó  ios  que 
fija  la  Sala  sentenciadora  como  resultado  de  las  pruebas,  si  al 
propio  tiempo  no  se  demuestra  que  al  apreciarlas  ha  infrin 
gido  alguna  ley  ó  doctrina  legal  á  que  haya  debido  arreglar 
su  criterio  ( C .  de  U.}  nüm.  324.— 13  de  Noviembre  de  1883).  240 

-  No  puede  haber  lugar  al  recurso  de  casación  á  que  se 

refiere  el  caso  6o  del  art.  1092,  si  por  razón  de  i&  materia  no 
ha  habido  abuso,  exceso  ó  defecto  en  el  ejercicio  de  la  juris¬ 
dicción  conociendo  en  asunto  que  no  sea  de  la  competencia 

judicial  ((7.,  núm.  329. — 16  de  Noviembre  de  1883) .  262 

-  Para  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción 

de  ley  ó  de  doctrina  es  requisito  indispensable  exigido  en  el 
núm  3°  del  art.  1729,  relacionado  con  el  anterior  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  la  sentencia  tenga  el  concepto  de 
definitiva,  conforme  al  art.  <690,  según  el  cual  tendrán  el 
concepto  de  tales,  para  los  efectos  del  art.  1689,  en  su  caso 
4°,  las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  pongan 
término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación  (C.,  nú¬ 
mero  330 — 17  de  Noviembre  de  1883) . . .  263 

-  Según  lo  dispuesto  en  el  art.  35  de  la  ley  de  casación 

vigente  en  Cuba,  en  el  escrito  de  interposición  se  ha  de  ex¬ 
presaren  qué  párrafo  del  art.  7°  está  comprendido,  y  citar 
con  precisión  y  claridad  la  ley  ó  doctrina  legal  que  se  cree 
infringida  y  el  concepto  en  que  lo  ha  sido,  y  failando  estos 
requisitos,  es  inadmisible  el  recurso  ((7.  de  U.,  núm.  337. — 

20  de  Noviembre  de  1883) .  .  299 

- Si  bien  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  por  que¬ 
brantamiento  de  firma  en  la  denegación  de  cualquier  diligen¬ 
cia  de  prueba  admisible,  según  las  leyes,  y  cuya  falla  pueda 
producir  indefensión,  con  arreglo  á  la  causa  6a  del  art.  1013 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  la  isla  de  Cuba, 
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es  necesario  que  el  pleilo  se  haya  recibido  á  prueba,  pues  de 
otro  modo  no  puede  concebirse  tal  diligencia  ( O .  de  U.,  nú  • 

mero  345. — 24  de  Noviembre  de  1833).  . .  317 

- .La  denegación  del  recibimiento  á  prueba  en  segunda 

instancia  no  es  la  causa  que  taxativamente  autoriza  dicho  ar¬ 
tículo  y  número  para  que  pueda  fundarse  en  ella  el  recurso 
(C.  de  U.,  nútn.  345. — 24  de  Noviembre  de  1833) .  327 


-  Es  improcedente  el  motivo  que  se  refiere  á  la  prueba 

testifical,  contra  cuya  apreciación  hecha  por  la  Sala  senten¬ 
ciadora  en  uso  de  sus  atribuciones,  no  se  demuestra  ni  alega 
en  la  forma  prescrita  en  el  núm.  V  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  se  haya  cometido  error  de  hecho 

( O .,  núm.  354. — 6  de  Diciembre  de  1883) .  346 

- No  procede  el  recurso  de  casación  contra  los  autos  que 

dictan  las  Audiencias  en  los  procedimientos  para  la  ejecución 
de  las  sentencias  ( C .,  núm.  363. — 13  de  Diciembre  de  1883). .  397 

-  Con  arreglo  al  art.  1693,  núm.  4o,  de  la  ley  de  Emui- 

ciamiento  civil,  habrá  lugar  al  recurso  de  casación  por  (pe- 
brantamiento  de  las  formas  esenciales  del  juicio  por  falta  de 
citación  para  alguna  diligencia  de  prueba  ó  para  sentencia 
definitiva  en  cualquiera  délas  instancias  (C.,  núm.  373. — 21 

de  Diciembre  de  1883) . .  4i7 

-  Así  el  núm.  2o  como  el  3o  del  art.  1692  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  se  refieren  á  las  pretensiones  oportuna¬ 
mente  deducidas  por  los  litigantes  en  el  pleito,  no  á  las  que 
se  deducen  extemporáneamente  ( C .,  núm.  583. — 31  de  Di¬ 
ciembre  de  1883) .  513 

- V.  Absolución  de  la  demanda,  Considerandos ,  Contrato, 

Error  de  hecho,  Falta  de  personalidad,  Ley  Hipotecaria,  Mo¬ 
tivos  de  casación  y  Sentencia  contradictoria. 

Recurso  de  casación  en  la  forma — .V.  Recurso  de  casa¬ 
ción. 

.Recusación. -.-V.  Recurso  de  casación. 

Redención — V.  Censo. 

Reivindicación.— Ejercitada  por  el  demandante  la  acción  rei¬ 
vindicatoría,  y  litigándose  por  las  partes  sobre  la  propiedad 
de  la  linea  ó  faja  de  terreno  que  existe  entro  las  dos  fincas  de 
su  pertenencia,  son  aplicables  á  la  cuestión  suscitada  las  leyes 
Ia  y  10,  tit.  14,  Partida  3a,  relativas  á  la  obligación  de  pro 
bar  que  ineumbe  al  demandante  y  á  quien  debe  tenerse  por 
dueño  ó  poseedor  de  la  cosa  reclamada;  no  habiendo,  por  con¬ 
secuencia,  incurrido  en  error  la  Sala  sentenciadora  al  fundar 
su  fallo  en  las  disposiciones  de  las  mencionadas  leyes  (C., 

núm.  295. — 25  de  Octubre  do  1883) . .  *  -* 

- -  Las  leyes  Ia,  lít.  28;  8a,  tít  30;  22,  tít.  2o  do  la  Partida 

3*,  y  el  art.  578  de  la  ley  vigente  de  Enjuiciamiento  civil,  ca¬ 
recen  de  aplicación  al  caso  del  pleito,  porque  la  primera  defi- 
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ne  el  señorío  y  sus  diferentes  clases,  la  segunda  habla  de  có¬ 
mo  gana  orne  la  tenencia  de  la  cosa  por  la  carta  que  le  dan  de 
ella,  la  tercera  se  refiere  'á  U  exhibición  de  la  cosa  litigiosa 
por  el  demandado,  y  el  cuarto  enumera  los  medios  de  prueba 
de  que  se  puede  hacer  uso  en  juicio  ( C .,.  núm.  295. — 25  de 
Octubre  de  1883) . .  125 

Rendición  de  cuentas. — V.  Cuentas  y  Juez  competente. 

Renuncia  de  fuero. — V.  Juez  competente. 

Requerimiento  de  inhibición  — V.  Recurso  de  casación. 

Rescisión. — V. — Contrato. 

Reconvención.— Formulada  en  tiempo,  ante  el  Juez  compe¬ 
tente  por  razón  de  la  materia  y  sustanciada  en  el  juicio  co¬ 
rrespondiente  con  arreglo  á  la  ley  la  reconvención  propuesta 
por  el  demandado,  ha  debido  estimarse  ó  desestimarse  termi 
nantementeen  la  sentencia,  sin  que  fuese  obstáculo  para  ha¬ 
cerlo  la  improcedencia  ó  defectos  déla  demanda,  porque  no 
pueden  afectará  la  reconvención  que  según  la  jurisprudencia 
constante  es  una  nueva  y  verdadera  demanda  deducida  en¬ 
frente  de  aquélla  (C.,  núm.  362. — 12  de  Diciembre  de  1883)..  39* 

Responsabilidad  contra  Jueces  — Así  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  que  estableció  el  recurso  de  responsabilidad 
civil  contra  Jueces  y  Magistrados,  como  la  ley  vigente  de  En¬ 
juiciamiento  civil,  que  regula  el  procedimiento  para  exigirla, 
prohíben  que  pueda  entablar  el  juicio  de  responsabilidad  el 
que  no  haya  utilizado  á  su  tiempo  los  recursos  legales  contra 
la  sentencia,  auto  ó  providencia  en  que  se  suponga  causado  el 
agravio,  ó  no  hubiese  reclamado  oportunamente'  durante  el 
juicio  pudendo  hacerlo  (C.,  núm.  316. — 8  de  Noviembre  de 

1883) . . .  213'. 

-  No  se  infringe  la  ley  8a,  tít.  22,  Partida  3a,  al  condenar 

en  costas  al  demandante,  porque  al  imponerlas  el  Tribunal 
sentenciador,  no  ha  aplicado  esa  ley,  sino  que  ha  cumplido 
con  lo  preceptuado  en  el  art.  916  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  manda  condenar  en  todas  ellas  al  actor  en  todo  caso 
en  que  la  sentencia  absuelva  de  la  demanda  de  responsabili¬ 
dad  civil  ((?.,  núm.  316.— 8  de  Noviembre  de  1883) .  213 

Retracto. — Es  un  precepto  legal,  sancionado  por  el  núm.  1* 
del  art.  1618  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  corroborado 
por  repetidas  decisiones  del  Tribunal  Supremo,  que  la  deman¬ 
da  de  retracto  se  interponga  dentro  de  nueve  días,  contados 
desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  hecha  ante  No¬ 
tario  público  en  forma  legal,  y  de  ningún  modo  desde  que  se 
extiende  el  contrato  en  cualquiera  otra  forma  (C.,  núm.  271. 

—i  de  Octubre  de  1883) .  36 
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-  Si  las  partes  no  convinieron  en  que  la  venta  qnedara  en 

proyecto,  sino  que,  por  el  contrario,  la  realizaron  desde  luego 
cor.  la  entrega  de  la  cosa  y  precio,  sin  perjuicio  de  formalizar 
más  adelante  aquel  documento;  y  la  Sala  sentenciadora  apre¬ 
ció,  en  uso  de  sus  facultades,  que  el  papel  privado,  presenta¬ 
do,  contiene  una  declaración  simulada,  sin  que  contra  esta 
apreciación  se  haya  expuesto  infracción  de  ninguna  clase:  la 
sentencia  que  declara  haber  lugar  al  retracto,  no  infringe  las 
leyes  6a,  tít.  5°,  Partida  6a,  y  tí  4,  tit.  <8,  Partida  3a  [C.}  nú¬ 
mero  284. — 1 1  de  Octubre  de  1883) .  93 

-  Tampoco  infringe  las  disposiciones  contenidas  en  el  ar¬ 
tículo  1618,  núm.  8*  de  la  vigente  ley  de  Enjuiciamiento  ci¬ 
vil,  y  en  las  leyes  Ia,  tít.  13,  libro  10  dé  la  Novísima  Recopi¬ 
lación,  y  1 3,  tít.  10,  libro  3o  del  Fuero  Real,  ni  la  doctrina  del 
Tribunal  Supremo,  según  la  que  el  derecho  de  retracto  nace 
desde  el  momento  de  otorgarse  la  escritura;  porque  la  escri¬ 
tura  pública  no  es  necesaria  para  la  existencia  del  contrato 
de  compra  venta,  y  porque  si  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
establece  que  se  compute  el  término  desde  el  otorgamiento  de 
aquélla,  salvo  el  caso  de  ocultarse  maliciosamente  la  conven* 
ción,  se  sigue  necesariamente  que  cuando  Nse  trata  de  un  pa¬ 
pel  privado  y  clandestino  pueden  los  Tribunales  apreciar  con 
mayor  facilidad  que  el  retrayente  no  ha  tenido  conocimiento 
de  ello  hasta  después  de  los  .nueve  días,  apreciación  á  que  hay 
que  estar  si  contra  ella  no  se  ha  alegado  infracción  de  ningu¬ 
na  clase  (C.,  núm.  284.  —  1 1  de  Octubre  de  1883) .  93 

-  Tampoco  infringe  la  ley  8a,  tít.  5°,  Partida  5a,  la  doc¬ 
trina  legal  de  que  las  obligaciones  nunca  se  extienden  á  más 
que  la  voluntad  demostrada  de  los  contratantes,  ó  sea  que 
nadie  puede  ser  demandado  sino  en  virtud  de  obligación  que 
aparezca  plenamente  haber  contraído,  y  la  ley  5*,  tít.  13,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  71  de  Toro;  invoca¬ 
das  haciendo  supuesto  de  la  cuestión  al  negar  la  realidad  de 
la  cuarta  parle  correspondiente  á  un  pariente  del  quinto  gra¬ 
do,  porque  el’retracto  no  podía  extenderse  á  esa  parte  ((7., 

núm.  284. — I*  de  Octubre  de  1883) . . .  93 

-  Tampoco  infringe  las  disposiciones  de  la  ley  4a,  tít.  5°, 

Partida  5a,  y  art.  2011  déla  vigente  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  porque  no  se  ha  pretendido  el  retracto  de  la  cuarta  parte 
perteneciente  á  un  menor  de  edad,  á  cuya  venta  se  atribuyen 
faltas  de  solemnidad  (17.,  núm.  284.— 1 1  de  Octubre  de  1883).  93 

Riego.— No  tiene  aplicación  y  no  han  podido  ser  infringidas  las 
Reales  órdenes  de  5  de  Abril  de  1831  y  14  de  Marzo  de  1846 
y  Real  decreto  de  27  de  Abril  de  1860,  aparte  de  que  el  recur¬ 
so  de  casación  en  el  fondo  sólo  procede  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribuna¬ 
les,  si  los  derechos  á  un  riego  que  en  la  sentencia  recurrida  se 
reconocen  al  demandante  traen  su  origen  y  legitimidad  de  una 
remota  posesión  á  título  oneroso  anterior  al  año  de  i8!l ,  con¬ 
tra  la  cual  no  aparece  acto  alguno  de  contradicción  ni  oposi- 
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ción,  como  afirma  la  Sala  sentenciadora  y  ha  reconocido  el  mis¬ 
mo  demandado  recurrente  en  el  acto  de  la  inspección  judicial 
en  primera  instancia  (C.,  núm.  334.— 20  de  Noviembre  de 

1883) .  28 1 

-  Tampoco  infringe  la  sentencia  el  principio  según  el  cual 

ninguno  puede  trasmitir  derechos  que  no  tiene,  si  según  la 
apreciación  que  de  las  pruebas  suministradas  hace  la  Sala  sen¬ 
tenciadora,  el  demandante,  á  imitación  y  continuación  de  sus 
causantes,  desde  tiempo  inmemorial  viene  regando  su  tierra 
en  la  forma  que  la  sentencia  le  declara  con  derecho  á  continuar 

•  verificándolo  ( C .,  núm.  334. — 20  de  Noviembre  de  1883) -  28i 

- Tampoco  infringe  la  sentencia  las  disposiciones  de  la  ley 

de  Aguas,  ni  los  principios  y  doctrinas  con  arreglo  á  los  cua¬ 
les  en  la  concesión  y  uso  de  aguas,  como  en  todas  las  relacio 
nes  de  la  propiedad,  deben  respetarse  los  derechos  preexisten¬ 
tes  legítimamente  adquiridos,  si  subordinándose  á  esos  mismos 
principios  la  Sala  sentenciadora  se  limitó  en  su  fallo  á  resta¬ 
blecer  el  estado  de  cosas  anteriores  al  interdicto  propuesto  por 
el  demandad que  dió  causa  al  pleito  (C.,  núm.  334.— 20  de 
Noviembre  de  1883) . . .  282 


s 


Segunda  instancia.— V.  Recibimiento  á  prueba. 

Seguro.— V.  Contrato  de  seguro. 

Sentencia  contradictoria.— Si  la  sentencia  recurrida  no  es 
contradictoria  en  so  parte  dispositiva,  no  infringe  la  doctrina 
legal  que  establece  que  ha  lugar  á  la  casación  de  una  senten¬ 
cia  contradictoria  en  sus  misinos  términos  ó  en  las  resolucio¬ 
nes  ó  declaraciones  que  contenga,  porque  la  medida  y  justi¬ 
precio  de  la  finca,  es  un  hecho  independiente  que  ha  podido 
ser  resuelto  y  no  tiene  relación  alguna  con  la  obligación  cuya 
existencia  se  niega  en  aquélla  (C.,  núm.  326. — f  4  de  Noviem¬ 
bre  de  1883) .  230 

-  Al  auto  que  no  contiene  contradicción  alguna  en  sus 

*  disposiciones,  no  le  es  aplicable  la  causa  4a  del  arl.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  que  sólo  se  refiere  al  caso  de 
que  el  fallo  contenga  disposiciones  contradictorias  (C.,  núme¬ 
ro  363. — 13  de  Diciembre  d9  1883) .  397 

Sentencia  definitiva — El  auto  por  el  que  se  accede  al  re 
querimiento  de  inhibición  no  pone  término  al  juicio  ni  hace 
imposible  su  continuación  (C.,  núm.  261. — 19  de  Setiembre 

de  1883) .  8 

-  No  merece  tal  concepto  l,a  que  se  limita  á  resolver  un  in¬ 
cidente  promovido  en  un  juici  i  ejecutivo,  en  los  cuales  ade- 
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más,  según  el  art.  1014,  no  se  ¿la  recurso  de  casación  por  in¬ 
fracción  de  ley  [O.  de  ¿7.,  núm.  270.— 3  de  Octubre  de  1X83).  35- 

-  El  auto  que  deniega  la  suspensión  requerida  por  el  Juez 

de  la  causa  contra  la  demandada  en  pleito  civil  para  entrega 
de  bienes,  por-los  gravámenes  que  sobre  éstos  impuso,  de  los 
procedimientos  de  apremio  en  el  pleito  en  que  éstos  recaen, 
no  pone  término  á  dicho  pleito;  puesto  que  ni  aun  produce  al¬ 
teración  en  el  estado  en  que  éste  se  encuentra  (C.,  núm.  282. 

— 10  de  Octubre  de  J 883) .  88 

-  No  tiene  carácter  de  definitiva,  ni  pone  término  al  pleito 

Ja  sentencia  que  declara  pobre  á  la  parte  adora,  antes  bien  fa¬ 
cilita  la  continuación  del  mismo  ( C .,  núm.  285. — 16  de  Octu¬ 
bre  de  1883) . 98 

—  No  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva  el  auto  que  ' 
resuelve  en  conformidad  á  lo  declarado  anteriormente  quién 
es  el  verdadero  demandado,  pues  lejos  de  poner  término  al 
pleito,  permite  que  siga  sustanciándose  en  ambas  instancias 
hasta  que  recaiga  sentencia  definitiva  (C.  de  U .,  núm.  322.— 

12  de  Noviembre  de  1883) .  232? 

-  No  tiene  el  carácter  de  definitiva  la  sentencia  que  decide 

la  excepción  de  incompetencia,  porque  no  pone  término  al 
pleito,  antes  bien  facilita  su  continuación  (C.,  núm.  329.— 16 

de  Noviembre  de  1883) . . .  26S 

-  V.  Recurso  de  casación. 

Servidumbre  — Según  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo,  lo  dispuesto  en  la  ley  14,  tít.  31,  Partida  3a,  que 
trata  de  cómo  se  constituyen  las  servidumbres,  no  se  opone 
al  principio  de  que  dividido  un  predio  entre  dos  diferentes  per¬ 
sonas,  sin  que  se  establezca  en  el  contrato  un  modo  de  disfru¬ 
te  diferente  del  que  usaba  el  primitivo  dueño  de  la  totalidad, 
se  entienden  subsistentes  las  servidumbres  necesarias  para  ve¬ 
rificarlo,  y  que  el  signo  aparente  de  ellas  es  un  título  para  que 
continúen  si  al  tiempo  de  la  división  de  la  propiedad  no  se  ex¬ 
presa  lo  contrario  ( C .,  núm.  313.— 7  de  Noviembre  de  1883)..  203t- 

-  Al  estimar  la  Sala  sentenciadora  en  virtud  de  las  prue 

bas  suministradas  por  los  litigantes  que  desde  tiempo  inme¬ 
morial  se  halla  establecida  una  servidumbre  rústica  para  el 
paso  de  caballerías  y  carros,  no  infringe,  antes  bien  se  ajusta 
á  lo  que  disponen  las  leyes  8a,  14  y  15,  u't.  31,  Partid*  3a,  y  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  26  de  Octubre  de  1865, 
qus  se  refieren  á  los  modos  de  constituirse  las  servidumbres 
y  á  las  subsistencias  de  estes  gravámenes  aunque  el  dominio 
de  los  predios  se  trasmita  á  otras  personas  \C.,  núm.  371. — 

22  de  Diciembre  de  1883) .  44f 

-  Solicitándose  en  la  demanda  que  al  camino  en  cuestión 

se  diese  la  latitud  de  tres  ó  cuatro  metros  ó  lo  que  fuese  in¬ 
dispensable  para  que  pudiesen  transitar  por  él  caballerías,  ca¬ 
rros  y  vehículos  de  todas  clases,  habiéndose  probado  por  el 
actor  que  esto  había  sucedido  siempre,  y  fundándose  la  Sala 
sentenciadora  en  el  hecho  admitido  por  ella  para  asignar  &. 
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dicho  camino  la  anchura  de  ocho-  piés  de  conformidad  con  lo 
ordenado  por  la  ley  3a,  tít.  31,  Partida  3a,  es  indudable  que 
por  equivocación  se  califica,  de  carrera  la  servidumbre  que 
realmente  es  de  vía  con  arreglo  á  la  mencionada  ley  ((?.,  nú¬ 
mero  374. — 22  de  Diciembre  de  4 883) .  441 

Servidumbre  de  paso.— V.  Servidumbre. 

.Siniestro. — V.  Contrato  de  seguros. 

Subsanación  de  la  falta. — V.  Recurso  de  casación. 

-Sucesión. — V.  Fuero  municipal. 

Sumisión. — Estando  fuera  de  los  casos  expresos  en  la  ley  el 
acto  de  que  se  deriva  la  sumisiÓ!)  tácita  que  se  alega,  no  pue¬ 
de  presumirse  por  nacer  de  un  acto  que  deja  lugar  á  grave 
duda  acerca  de  cuál  sea  la  voluntad  del  demandante  á  some¬ 
terse  al  domicilio  de  la  demandada  [Comp.,  núm.319. — 9  de 

Noviembre  de  1883) .  222 

-  V.  Juez  competente. 

.Supuestos. — V.  Infracción  de  ley. 

Suspensión  del  procedimiento  de  apremio. — V.  Sentencia 
definitiva.  . 


T 


Temeridad. — V.  Costas. 

Término.— V.  Retracto  y  Recurso  de  casación. 

Tercería. — La  ley  Ia,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila¬ 
ción  no  tiene  aplicación  en  cuestiones  de  tercería  de  dominio 
y  tercería  de  preferencia,  porque  en  casos  tales  no  se  trata  del 
cumplimiento  de  obligaciones  más  ó  menos  solemnemente 
contraídas,  sino  de  la  prelacióu  entre  los  derechos  deducidos 
por  el  ejecutante  y  el  tercerista  contra  los  bienes  ejecutados 
como  propios  del  deudor,  que  ha  de  determinarse  por  reglas  j 
y  preceptos  que  no  contiene  dicha  ley  ( C„  núm.  300. — 27  de 

Octubre  de  1883) . .  150 

-  Es  infundado  citar  como  infringida  la  doctrina  del  Tribu¬ 
nal  Supremo  que  establece  que  toda  tercería  deducida  en  jui¬ 
cio  ejecutivo,  ya  se  funde  en  el  .dominio  de  los  bienes  embar¬ 
gados,  ya  en  derecho  preferente  al  del  ejecutante,  exige  por 
parte  de  quien  la  promueva  la  presentación  de  un  título  legi¬ 
timo  ó  de  una  prueba,  si  de  las  declaraciones  que  hace  la  Sala 
sentenciadora  resulta  que  el  tercerista  tuvo  título  é  hizo  prue- 
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has  para  sostener  el  derecho  preferente  que  la  sentencia  le  re¬ 
conoce;  y  contra  esta  apreciación  r.o  se  invocan  leyes  ó  doctri  - 
ñas  que  la  contradigan  ( C .  de  U.,  núm.  324.— 13  de  Noviem  • 

bre  de  1883) . .  240 

-  No  es  doctrina  recibida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri¬ 
bunales  la  expuesta  por  los  tratadistas  dé  que  á  los  efectos  del 
mejor  derecho  que  establece  la  ley  5a,  tit.  24,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación  en  favor  de  los  acreedores  escritura¬ 
rios,  sólo  pueden  considerarse  como  tales  los  que,  no  siendo  de 
la  clase  de  los  privilegiados  ni  de  los  que  tienen  constituida 
hipoteca  que  los  asegure,  justifican  su  crédito  con  escritura 
pública  (Ó.  de  U.,  núm.  324. — 13  de  Noviembre  de  1883). . . .  240- 

-  Si  la  declaración  del  demandado  absolviendo  posiciones, 

además  de  hallarse  en  contradicción  con  el  asentimiento  ex¬ 
preso  que  había  prestado  á  la  demanda  de  tercería  y  con  su 
formal  renuncia  a  ser  parte  en  el  juicio,  no  está  dada  contra 
él,  sino  contra  el  que  compró  la  finca  objeta  de  la  tercería,  no 
puede  aquella  confesión  producir  los  efectos  de  la  conoscen¬ 
cia  de  que  hablan  las  leyes  2a  y  4a,  tít.  13,  Partida  3a  {C. 

de  U.,  núm.  341. — 23  de  Noviembre  de  1883) . . . .  308 

-  Los  artículos  11,  22  y  291  del  Código  de  Comercio  no 

pueden  servir  de  fundamento  al  recurso,  porque  aun  en  el  su¬ 
puesto  de  que  los  compradores,  que  como  comerciantes  esta¬ 
ban  matriculados  en  el  pueblo  donde  residían,  no  se  hubiesen 
inscrito  como  tales  en  los  Registros  correspondientes  de  la 
provincia  donde  radicaba  la  finca,  es  indudable  que  tenían  ca¬ 
pacidad  legal  para. adquirir  el  dominio  de  los  bienes  que  les 
fueron  vendidos  ( C .  de  ¿7. ,  núm.  341.  —  23  do  Noviembre 

de  1883) .  308 

-  Si  la  sentencia  recurrida  no  niega  la  validez  de  la  paga 

que  hace  un  deudor ‘á  su  acreedor,  ni  la  validez  del  acto  de 
conciliación,  ni  tampoco  la  doctrina  relativa  á  la  nnlidad  y  el 
dolo,  sino  que  limita  su  declaración  á  la  ineficacia  de  la  obli¬ 
gación  contraída,  y  por  ello  ajisnelve  de  la  demanda  de  terce¬ 
ría,  no  infringe  la  ley  9a,  tít.  15,  Partida  5a;  la  del  contrato 
en  relación  con  la  Ia,  tit.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi¬ 
lación;  la  doctrina  legal  de  que  la  voluntad  de  las  partes  es  la 
ley  primera  y  especial  que  debe  respetarse  y  cumplirse  en  la 
materia,  siendo  nula  la  sentencia  que  la  infringe,  prescinde 
de  ella  ó  altera  ó  contraría  lo  convenido;  el  núm.  5o  del  ar¬ 
ticulo  280,  y  el  art.  217  de  la  antigua  ley  de  Enjuiciamiento 
civil;  la  ley  2a,  lít.  1 4,  Partida  3a;  la  doctrina  que  declara  que 
cuando  las  acciones  se  fundan  en  la  nulidad  de  un  acto  ú  obli¬ 
gación,  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  declaración  de  aque¬ 
lla  nulidad  y  como  consecuencia  la  de  los  derechos  á  que  da 
origen;  y  la  que  establece  que  el  dolo  nunca  se  presume  (C., 

njim.  346. — 27  de  Noviembre  de  1883) .  331 

-  V.  Préstamo  á  la  gruesa. 

Tercería  de  dominio.— La  cita  del  principio  de  derecho  res 
ubxcumque  sit  pro  domino  suo  clamat ,  y  el  consignado  en  la 
tomo  53  39 
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regla  13,  tít.  3Í,  Partida  7*,  según  la  cual  nadie  puede  ser 
privado  de  su  propiedad  sin  su  consentimiento,  es  inoportuna 
é  improcedente  cuando  la  demanda  de  tercería  se  propuso 
fuera  de  tiempo  ( C.de  U.,  núm.  278.-8  de  Octubre  de  1883).  76 

-  Alegada  la  excepción  de  nulidad  de  la  enajenación  al 

contestar  la  demanda  en  que  se  apoye  la  terceríi,  y  siendo 
ella  objeto  del  debate  planteado  y  de  las  pruebas  practicadas, 
constituía  la  cuestión  del  pleito  que  debía  resolverse  en  defi¬ 
nitiva,  sin  reservarla  para  otro  juicio,  en  el  concepto  de  que 
el  demandado  al  solicitar  la  absolución  no  pidió  expresamente 
la  declaración  de  nulidad  del  título  en  que  su  fundaba  la  ter¬ 
cería,  puesto  que  eso  era  precisamente  lo  que  se  pretendía 
con  la  fórmula  de  la  absolución,  que  es  decisiva  del  punto  li¬ 
tigioso  en  que  se  había  fundado  la  defensa  para  combatir  la 
acción  propuesta  por  el  demandante;  y  al  no  hacerlo  así  se 
infringen  las  leyes  2a  y  15,  tít.  22,  Partida  3a  y  la  doctrina 
declarada  por  el  Tribunal  Supremo,  que  manda  dar  juicio 
acabado  y  valedero  absolviendo  ó  condenando  al  demandado; 
la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3a;  los  artículos  6!  y  62  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  declarada  en  diferentes 
fallos  del  Supremo  Tribunal,  que  establecen  que  las  senten¬ 
cias  deben  resolver  y  decidir  las  cuestiones  debatidas  en  el 
pleito,  y  ser  conformes  y  ajustadas,  no  sólo  á  la  cosa  sobre 
que  contienden  las  partes,  sino  también  á  los  motivos  en  que 
se  funde  la  demanda  y  las  excepciones;  la  doctrina  que  con¬ 
signa  que  la  absolución  de  la  demanda  es  resolutoria  de  toda3 
las  cuestiones  suscitadas  y  debatidas  en  el  pleito;  y  lasque 
establecen  que  la  doctrina  relativa  á  que  cuando  la  acción  se 
funda  en  la  nulidad  de  un  acto  ú  obligación,  debe  pedirse  se¬ 
parada  ó  juntamente  con  el  reconocimiento  del  derecho  que 
de  aquélla  se  derive,  pero  Siempre  de  un  modo  expreso  y  di¬ 
recto  la  declaración  de  dicha  nulidad,  no  tiene' aplicación 
cuando  el  objeto  del  debate  ha  sido  la  nulidad  de  la  venta  de 
unos  bienes  y  recaído  sobre  este  punto  las  pruebas  suminis¬ 
tradas  por  las  partes;  y  que  aquella  doctrina  debe  entenderse 
respecto  de  la  acción  que  emana  directa  é  indirectamente  del 
acto  ó  contrato  que  se  trata  de  anular  ((?.,  núm.  311. — 6  de  JO„ 

Noviembre  de  1883) . . 

- Es  doctrina  legal  sancionada  por  la  jurisprudencia  que 

las  tercerías  de  dominio  no  son  admisibles  después  de  otorga¬ 
da  la  escritura  ó  consumada  la  venta  de  los  bienes  á  que  se 
refiera  ó  de  su  adjudicación  en  pago  y  entrega  al  ejecutante, 
quedando  A  salvo  el  derecho  del  ternero  para  deducirlo  contra 
quien  y  como  corresponda  {C.  de  U.y  núm.  278. — 8  de  Octu¬ 
bre  de  1883) .  rj 

-  En  tal  concepto,  y  fundándose  esencialmente  la  senten¬ 
cia  recurrida  en  el  hecho  confesado  por  la  misma  parta  recu¬ 
rrente  de  haber  deducido  su  demanda  de  tercería  con  poste¬ 
rioridad  á  la  enajenación.en  pública  subasta  de  los  esclavos 
reclamados,  con  entrega  de  ellos  al  rematante,  no  tienen 
aplicación,  y  por  lo  tanto,  no  puedon  decirse  infringidas,  la 
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ley  10,  lít.  1 4,  Partida  3a,  y  las  doctrinas  del  Tribiwial  Supre¬ 
mo  que  establecen  que  debe  ser  entregada  al  demandante  la 
cosa  que  demuestre  que  poseyó  su  padre  ó  abuelo  á  quien  he  - 
reda,  que  no  es  necesario  presentar  escritura  de  albalá  de 
compra  ó  donadío  para  acreditar  el  dominio  de  los  siervos, 
podiendo  utilizarse  cualquier  otro  medio  de  prueba,  por  refe¬ 
rirse  al  valor  y  eficacia  de  los  títulos  de  dominio  presentados 
por  los  litigantes,  cuestión  secundaria  en  e!  pleito  como  su¬ 
bordinada  á  la  de  procedencia  ó  improcedencia  de  la  demanda 
por  razón  del  tiempo  en  que  se  interpuse  ( C .  de  U.,  número 

278.— 8  de  Octubre  de  1883) . ' . .  .  7o 

-  Con  la  declaración  de  no  haber  lugar  á  la  tercería  no  han 

podido  infringirse  por  la  Sala  sentenciadora  la  doctrina  legal 
consignada  en  varios  fallos  del  Supremo  Tribunal,  según  la 
cual  4s  demandas  de  tercería  de  dominio,  como  todas  las  de 
sn  clase,  tienen  una  tramitación  marcada  por  la  ley  de  Enjui¬ 
ciamiento  civil;  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
996  y  998  de  la  misma,  deben  suspenderse  los  procedimientos 
de  apremio  hasta  tanto  que  aquélla  se  decida,  previa  la  sus- 
tanciación  correspondiente;  el  art.  226  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil,  vigente  en  Cuba,  en  consonancia  con  los  artícu¬ 
los  224  y  225,  que  únicamente  autoriza  á  les  Jaeces  para  re¬ 
peler  de  oficio  las  demandas  no  formuladas  con  claridad  y  que 
no  se  acomoden  á  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  22.4  y 
225,  estando  obligado  el  Juez  en  todos  los  demás  casos,  por 
injusta  y  temeraria  que  parezca  la  demanda  A  conferir  trasla¬ 
do  de  ella,  según  preceptivamente  dispone  el  art.  227  de  la 
misma  ley;  la  doctrina  legal  de  que  nadie  puede  ser  condena¬ 
do  sin  ser  antes  oído  y  vencido  en  juicio;  ios  1 19,  124,  147,  é 
inciso  2°  del  410  de  la  ley  Hipotecaria;  el  996  de  la  ley  de  En¬ 
juiciamiento  civil  vigente  en  Cuba;  la  ley  Ia,  tít.  13,  Partida 
5a,  la  1 9,  tít.  22  de  la  Partida  3*,  y  la  del  contrato:  sj  tanto  en 
los  razonamientos  del  fallo  como  en  su  parte  resolutiva,  se 
establece  expresamente  el  hecho  de  no  haberse  admitido  la 
apelación  respecto  de  aquel  punto,  y  la  consiguiente  necesi¬ 
dad  de  limitarse  á  proveer  en  cuanto  al  otro  extremo  de  la 
suspensión  del  pago  ((7.  de  U.t  núm.  312. — 6  de  Noviembre 

de  1883) .  «99 

-  Tampoco  sobre  este  punto  han  podido  infringirse  las  in¬ 
dicadas  leyes  y  doctrinas,  porque  con  la  declaración  de  no 
haber  lugar  A  la  tercería  de  dominio  era  forzoso  que  coexis¬ 
tiera  la  de  no  haberle  A  la  suspensión  del  procedimiento  eje¬ 
cutivo  (C.  de  U.,  núm.  312.— 6  de  Noviembre  de  1883) .  199 

-  Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  valor  comparati¬ 
vo  de  las  escrituras  públicas  que  figuran  en  autos  y  las  de 
más  pruebas  testificales,  periciales  y  de  confesión,  ha  consig¬ 
nado  su  convencimiento  de  que  la  casa  en  cuestión  se  compró 
por  el  ejecutado,  si  bien  puso  la  escritura  á  nombre  de  su  hijo 
con  un  fin  determinado,  hipotecándola  no  obstante  después, 
vendiéndola  á  retro  y  ofreciéndola  al  embargo  únicamente 
como  de  su  propiedad  sin  la  menor  oposición  de!  hijo,  hoy 
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tercerista,  apreciación  de  pruebas  que  constituye  el  punto  ca¬ 
pital  y  decisivo  del  juicio  y  contra  la  cual  no  procede  el  re¬ 
curso  de  casación;  no  son  aplicables,  por  lo  tanto,  las  leyes 
27,  tít.  2o,  Partida  3';  24,  til.  13, Partida  5a;  6a,  tít.  17,  Partida 
4a;  regla  12  del  Derecho,  consignada  en  el  tit.  34  de  la  Parti¬ 
da  7a;  8a,  tít.  18,  Partida  3a,  art.  817  de  la  ley  de  Enjuicia¬ 
miento  civil;  leyes  33  y  54,  tít.  5°,  Partida  5a;  Ia,  tít.  14, 

Partida  3a;  8a,  tít.  2°,  y  114,  tit.  18  de  la  misma  Partida,  y  la 
doctrina  legal  y  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo,  en  que  se  consigna  que  se  infringe  la  ley  5a,  tít.  24, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  cuando  se  da  preferencia 
sobre  un  contrato  que  consta  de  escritura  publica  y  solemne, 
y  con  la  circunstancia  de  ser  de  fecha  anterior  al  que  no  cons¬ 
ta  do  ninguna  clase  de  documento,  sino  en  confesión  hecha 
por  las  partes  en  un  acto  de  conciliación;  porque  casi  en  su 
totalidad  se  fundan  estas  alegaciones  en  un  criterio  diverso 
del  establecido  por  lá  Sala  en  uso  de  sus  exclusivas  facultades, 
sin  que  en  esa  apreciación  se  haya  cometido  error  alguno  de 
derecho  ni  extralimitación  contraria  al  texto  del  art.  3 1 7  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (C.  de  U .,  núm.  378. — 27  de  Di¬ 
ciembre  de  1883) .  468 

— —  No  invalida  ni  contradice  esa  apreciación  principal  de  la 
Sala  la  suposición  que,  aunque  sin  necesidad,  se  ha  hecho  de 
que  el  hijo  fuese  el  compjador  de  la  casa,  y  que  el  padre  en 
este  caso  la  habría  enajenado  con  derecho,  pero  cqn  ciertas 
reservas,  por  pertenecer  al  peculio  adventicio  de  aquél;  por¬ 
que  planteada  la  cuestión  bajo  este  punto  de  vista,  lo  mismo 
que  bajo  el  de  que  el  padre  fuese  el  comprador,  daría  siempre 
el  resultado  de  que  dichas  escrituras  prevalecerían,  desapare¬ 
ciendo  en  uno  y  otro  caso  el  título  en  que  se  funda  la  tercería 
de  dominio  desestimada  por  la  sentencia;  y  porque  aun  cuan¬ 
do  este  segundo  aspecto  de  la  cuestión  fuese  aceptable,  nun¬ 
ca  podría  destruir  por  su  carácter  meramente  hipotético  la 
eficacia  de  la  primordial  y  decisiva  apreciación  de  los  hechos 
y  su  natural  consecuencia  jurídica  de  no  haber  lugar  á  la  de¬ 
manda,  resolución  cardinal  del  fallo  y  objeto  único  y  exclusi¬ 
vo  del  recurso  su  anulación,  toda  vez  que  la  reserva  de  dere¬ 
chos  que  en  segundo  térmiiio  contiene,  cualquiera  que  sea  su 
procedencia  y  alcance,  no  ha  sido  materia  directa  de  aquél  [C. 

de  U.,  núm.  378. — 27  de  Diciembre  de  1883) .  468 

- V.  Coheredero. 

Tercero. —V.  Comprador,  Nulidad  y  Partición. 

Testamento.— El  respeto  debido  á  la  voluntad  del  hombre 
manifestada  en  un  testamento  otorgado  con  las  solemnidades 
legales,  no  puede  convalidar  las  disposiciones  en  el  mismo 
testamento  contenidas  que  sean  contrarias  á  la  ley,  y  por 
ésta  declaradas  írritas  ip so  jure  (£7.,  núm.  263.-25  de  Se 

tÍ8Ribre  de  1883) .  12 

- V.  Capacidad  para  testar. 


REPERTORIO  ALFABÉTICO. 


6*0 

PÁlílNAS. 


u 

Ultramar.  — V.  Recurso  de  casación. 

V 

Venta.— Si  la  sentencia  no  niega  que  la  trasmisión  de  nn  dere¬ 
cho  por  precio  cierto  es  un  contrato  de  venta,  sujeto  á  las 
prescripciones  que  regalan. lós  contratos  de  esta  clase,  sino  que 
teniendo  en  cuenta  los  términos  y  condiciones  con  que  faé  es¬ 
tipulado,  que  son  la  primera  ley  para  los  contratantes,  en 
cuanto  no  se  oponen  á  los  preceptos  del  derecho  ni  de  la  mo¬ 
ral,  resuelve  que  el  demandado  no  viene  obligado  á  la  serie 
de  actos  y  de  diligencias  á  que  se  pretende  sujetarle;  no  se 
infringen  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  sobre  la 
materia  ni  la  ley  14,  tít.  1?,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi- 

lación  (C.f  núm.  296.-25  de  Octubre  de  1883) .  130 

-  La  sentencia  que  declara  la  nulidad  de  una  venta  arre¬ 
glada  á  derecho  infringe  las  leyes  11  y  13,  párrafo  veinticin  - 
co,  Digesto  De  aclionibus  empti  et  vendili,  y  la  doctrina  del 
Supremo  Tribunal  que  consigna  la  obligación  en  el  vendedor 
de  consumar  la  venta  ya  perfeccionada  y  el  derecho  del  com¬ 
prador  á  exigirlo,  así  como  las  leyes  31  Digesto  De  adquiren- 
do  rerum  dominio ;  2a  Digesto  De  conditione  causa\  1*,  2a,  3* 
y  4a  Digesto  De  conditione  siné  causa ;  oí,  2*,  párrafo  primero, 
Digesto  De  conditione  indebiti,  y  la  doctrina  del  Tribunal  Su¬ 
premo,  que  declara  contrarios  á  la  ley  los  contratos  celebrados 
con  falsa  causa,  porque  habiendo  aceptado  el  comprador  la 
compra  de  la  finca  por  el  tanto,  se  realizó  el  contrato  irrevo¬ 
cablemente  por  el  mutuo  consentimiento  en  la  cosa  y  en  el 
precio,  y  ha  ejercitado  con  derecho  la  acción  entablada,  sin 
qne  á  ésta  pueda  oponerse  la  venta  posterior  hecha  á  otro, 
que  carece  de  toda  fuerza  por  haberla  servido  de  título  la  ce¬ 
sión  ineficaz  declarada  nula  ejecutoriamente  del  derecho  per- 
sonalisimo  de  la  fadiga,  resultando  de  aquí  que  no  se  trata  del 
conflicto  de  dos  verdaderas  convenciones,  sino  de  una  válida 
preexistente  enfrente  de  otra  esencialmente  nula  (C.,  nümero 

358.— 31  de  Diciembre  de  1883) . 

-  La  misma  sentencia  aplica  indebidamente  la  ley  50,  ti¬ 
tulo  5o  de  la  Partida  5*,  é  infringe  la  doctrina  que  establece 
que  es  condición  esencial  para  la  reclamación  de  perjuicios  el 
probar  su  existencia  y  cuantía,  y  que  no  son  aplicables  las 
doctrinas  sobre  abono  de  daños  cuando  no  se  j ostifica  la  exis  - 
tencia  de  los  mismos,  porque  aquélla  no  rige  en  Cataluña,  ni 
en  su  caso  tiene  lugar  su  aplicación,  no  resultando  que  el  ven¬ 
dedor  hubiera  procedido  engañosamente,  v  porque  la  Sala 
sentenciadora  reconoce  que  no  hay  justificación  alguna  de 
perjuicios  ( C núm.  388.—  31  de  Diciembre  de  1883) .  510 

Vinculo.— Declarada  por  la  sentencia  recurrida  la  vacante  de 
un  vínculo  y  consentida  esta  declaración  por  la  recurrente,  ha 
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llegado  el  caso  de  designar  quién  haya  de  ser  el  sucesor  en  la 
mitad  reservable,  con  arreglo  á  las  cláusulas  de  la  fundación, 
ley  primordial  en  la  materia  (C.y  núm.  356. — 6  de  Diciembre 

de  1883) . . *. . .  375 

-  Aunque  sea  electivo  un  vinculo,  si  el  fundador  dispuso 

especial  y  concretamente  en  la  cláusula  de  fundación  que  aquél 
de  los  sucesores  que  no  cumpliese  con  la  obligación  de  usar  de 
su  nombre  y  armas  quedase  excluido  del  vínculo,  y  que  éste 
pasase  al  siguiente  en  grado,  cuyas  palabras  en  su  acepción 
jurídica  significan  que  para  este  caso  concreto  hacía  regular 
la  sucesión;  al  cometer  la  sentencia  la  elección  del  sucesor, 
precisamente  en  uno  de  los  dos  demandantes,  infringe  la  cláu¬ 
sula  citada  de  la  fundación  y  la  doctrina  legal  según  la  que  en 
todas  las  cuestiones  relativas  á  los  bienes  vinculares  la  volun¬ 
tad  del  fundador  es  ley,  y  por  consiguiente  es  nula  toda  sen¬ 
tencia  que  la  infringe;  puesto  que  hace  electivo  el  vínculo  en 
un  caso  en  que  el  fundador  dispone  un  llamamiento  especial 

y  regular  ((7.,  núm.  356.-6  de  Diciembre  de  1883) . .  375 

-  La  sentencia  no  infringe  la  cláusula  de  la  fundación  al 

condenar  á  la  demandada  al  pago  inmediato  de  la  pensión  de 
500  ducados  á  uno  de  Ios-demandantes;  porque,  al  hacerlo  así, 
respeta  el  derecho  de  elección  que  la  cláusula  atribuye  á  dicha 
señora  como  poseedora  del  vincúlo,  y  al  limitarle  á  uno  de 
ellos  la  Sala  cumple  con  lo  que  la  misma  cláusula  previene, 
obligándola  á  hacer  la  designación  en  uno  de  los  parientes  del 
fundador,  por  no  habírse  presentado  otros  y  no  haber  cum¬ 
plido  la  recurrente  con  el  deber  de  pagar  la  pensión  d?  que  se 
trata  en  los  muchos  años  que  ha  poseído  el  vínculo  ( C .,  nú 
mero  356. — 6  de  Diciembre  de  1883) .  375 

Voluntad  del  fundador. — V.  Vinculo. 

Voluntad  del  testador.  —  El  principio  de  que  la  voluntad 
del  testador  legítimamente  manifestada  es  la  norma  que  regula 
las  sucesiones  libres  no  se  infringe  de  ningún. modo  por  la  sen¬ 
tencia  que  reconoce  el  derecho  de  determinada  persona  á  ser 
heredero  con  arreglo  á  una  cláusula  testamentaria  [C. ,  núme¬ 


ro  280. — 10  de  Octubre  de  1883). . . . . .  79 

-  No  infringe  la  voluntad  del  testador,  ni  la  ley  5a,  tit.  33, 

Partida  7a,  la  sentencia  que  las  aplica  rectamente  {C.,  núme¬ 
ro  370.— 20  de  Diciembre  de  1883) .  425 


-  Cuando  se  trata  de  interpretación  de  cláusulas  diversa¬ 
mente  redactadas,  el  Tribunal  Supremo  se  atiene  al  texto  de 
cada  una  de  ellas,  y  no  puede  invocarse  jurisprudencia  funda¬ 
da  en  precedentes  que  han  recaído  sobre  casos  desiguales,  á 
que  no  siempre  son  aplicables  las  reglas  dictadas  por  dicho 
Tribunal  en  excepciones  reclamadas  por  llamamientos  especia¬ 
les  de  los  testadores  ( <7.,  núm.  370. — 20  de  Diciembre  de  1883).  425 

• -  V.  Fideicomiso  y  Legado. 
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